Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad
Comisión de Acceso a la Justicia
Poder Judicial


ACTA SESION 06-2019
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad

Fecha: 8:00 horas del 6 de agosto 2019
Lugar: Oficina 503 edificio de la Corte Suprema de Justicia

	INTEGRANTES
	ASISTENTES

	Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 
	Si

	Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia
	Si

	Sra. María Felicia Zoch Badilla, representante de la Defensa Pública
	Si

	Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
	Si

	Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Dirección Ejecutiva 
	Si

	Sra. Carmen María Escoto Fernández, representante de sociedad civil
	No

	Sra. Nelda Beatriz Rojas Jiménez, representante de la Judicatura
	No

	Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora Gestión Humana y Coordinadora Comisión Institucional de Empleabilidad
	No

	Sra. Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora Gestión Humana
	No

	Sr. Francisco Azofeifa Murillo, Jefe Departamento Jurídico CONAPDIS
	No

	Sra. Andrea Sanchez, CONAPDIS
	Si

	Sra. Mayela Pérez Delgado, representante del Ministerio Público/ Sra. Evelyn Chavarría Brenes, representante suplente del Ministerio Público
	No

	Sr. Orlando Castrillo, Subdirector Tecnología de la Información
	Si

	Sr. Manuel Hidalgo, Director Ejecutivo de CONAMAJ
	No

	Sr. Franz Vega Zúñiga, representante de Medicatura Forense
	No

	Sr. Edgar Madrigal Ramírez, representante suplente de Medicatura Forense
	No

	Sr. Otto Lépiz, Defensoría de los Habitantes de la República
	Si

	Sra. Yorleny Sequeira, Organismo de Investigación Judicial
	Si

	
	




ARTICULO I
Lectura y aprobación del acta anterior. Se informa que el acta de la sesión del 1° de julio de 2019 fue debidamente comunicada a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad mediante correo electrónico enviado el 1 de julio. Las observaciones fueron debidamente atendidas.
SE ACUERDA: Se aprueba el acta. Se abstiene de aprobar el acta el señor Wilbert Kidd al no haber participado en la sesión, de la misma forma que quienes no asistieron.-

ARTÍCULO II
Se conoce del siguiente comunicado electrónico con ocasión de la ejecución de acuerdos:
De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 07:15 p.m.
Para: Lizbeth Barrantes Arroyo <lbarrantes@conapdis.go.cr>
CC: Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; William Molinari Vilchez <wmolinari@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Rivera Ballestero <lrivera@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; asanchez@conapdis.go.cr; Francisco Azofeifa Murillo <fazofeifa@conapdis.go.cr>
Asunto: Solicitud de colaboración a CONAPDIS para cursos de Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad

San José, 8 de julio de 2019.

Señora
Dra. Lizbeth Barrantes Arroyo
Directora Ejecutiva
Consejo Nacional de Discapacidad

Estimada doña Lizbeth:
          
Reciba un atento saludo. Es un honor dirigirme a usted para comunicarle que la Comisión de Acceso a la Justicia, presidida por el Magistrado Dr. Jorge Olaso Álvarez y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial, coordinamos con la Dirección de Gestión Humana el desarrollo de un curso virtual sobre la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, dirigido a toda la población judicial; y con la Escuela Judicial un curso sobre esa misma temática. 
          El Subproceso  de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana nos informa que el curso virtual se encuentra en su última etapa de desarrollo y que lo requerido es la revisión de la versión final. No obstante, agregan, la persona experta que venía colaborando con el desarrollo y dando los vistos buenos del curso, señora Mariana Villarreal, finalizó su contrato con esta organización por lo que han tratado de coordinar con ella para su seguimiento pero su respuesta es un poco tardía debido a que está enfocada en otros proyectos.
Con ocasión de lo anterior, consulto sobre la posibilidad de que la máster Andrea Sánchez, quien se ha integrado a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, pueda colaborarnos dando una revisión a la versión final. 
En caso de que su respuesta sea afirmativa, respetuosamente le consulto si se le puede dar alguna prioridad a esa labor, pues el compromiso institucional de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales mediante procesos de capacitación es urgente; así como a las personas curadoras procesales sobre los procesos de salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero. Lo que se requeriría sería la revisión final del curso virtual y emisión de visto bueno o bien, sugerencias de los ajustes que estimen necesarios y en ese caso, si existe la posibilidad de apoyarnos con esa parte final de la capacitación para que pueda ejecutarse lo antes posible.
De igual forma, solicitamos su autorización para que la señora Andrea Sánchez nos colabore con la revisión del curso que sobre ese mismo tema se está trabajando con la Dirección de la Escuela Judicial; con el objetivo de poder concluir ese proceso de capacitación, cumpliendo así las obligaciones que establece la citada normativa de manera exitosa, al ser CONAPDIS el ente rector y experto en la materia.
De contar con su anuencia, pondremos a disposición de doña Andrea o de la persona que usted indique, los accesos al curso virtual y gestionaremos ante la Escuela Judicial para que se le brinden los avances alcanzados en esa otra capacitación para concluirla lo antes sea posible conforme a los lineamientos del Consejo Directivo y la Dirección de la Escuela Judicial.
Aprovecho para reconocer todo el apoyo que el CONAPDIS siempre ha dado al Poder Judicial con la extraordinaria colaboración y excelencia del equipo de trabajo a su cargo.
De usted atentamente,


Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Poder Judicial

Copias:
Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Comisión Acceso a la Justicia
Magistrado William Molinari Vílchez, Director Consejo Directivo Escuela Judicial
Máster Ileana Guillén Rodríguez, Directora Escuela Judicial
Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana
[bookmark: _MailOriginal]Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia







SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las manifestaciones de la señora Andrea Sánchez y el señor Otto Lépiz acerca de su anuencia como expertos a colaborar con la revisión final del curso virtual de la Ley de Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad. 2° Trasladar a ambos el link para el análisis del curso y comunicar a la Dirección de Gestión Humana con el objetivo de que se realice la coordinación respectiva. 3° Se declara firme este acuerdo.-
Se tienen por Ejecutados los acuerdos.  

ARTICULO III
Se conoce sobre informe presentado por la Subcomisión a la Unidad de Acceso a la Justicia y a la OCRI con ocasión de la consulta relacionado con la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.


 
SE ACUERDA: Se toma nota.-
ARTICULO IV
Se conoce del oficio enviado a la Unidad de Acceso a la Justicia con ocasión de la solicitud de información para la actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión. Se dispone actualizar la información remitida, adicionando los siguientes datos a los ya expuestos:
a) Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)
Las personas integrantes hasta el momento son:
· Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia
· Sra. Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia
· Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora
· Sra. Sandra Pizarro Gutiérrez, representante Consejo Superior
· Sr. Manuel Hidalgo Flores, representante CONAMAJ
· Sra. Andrea Sánchez, representante CONAPDIS
· Sra. Ericka Alvarez, representante Ministerio de Trabajo
· Sra. Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil
· Sra. María Felicia Zoch, representante Defensa Pública
· Sra. Mayela Pérez Delgado, representante del Ministerio Público 
· Sra. Yorleny Ferreto Solano, Organismo de Investigación Judicial
· Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión Institucional de Empleabilidad
· Sra. Waiman Hin, Subdirectora de Gestión Humana
· Sra. Olga Guerrero, Subdirectora de Gestión Humana
· Sr. Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información
· Sr. Franz Vega, Medicatura Forense
· Sr. Wilbert Kidd Alvarado, Dirección Ejecutiva
· Sr. Otto Eduardo Lepiz, Defensoría de los Habitantes de la República

b) Normativa. 
· Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030
· Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas
· con discapacidad
· Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad
· Ley 7.600 y su Reglamento
· Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, entre otras y el Reglamento
· Ley de Creación del CONAPDIS y su Reglamento
· Política Nacional de Discapacidad (PONADIS) y su Plan de Acción
· Ley de Empleabilidad en el sector público de las personas con discapacidad y su Reglamento
· Política de Discapacidad del Poder Judicial

c) Jurisprudencia.
Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, de órganos administrativos, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus

d) Folletos o documentación académica.
La normativa nacional e internacional. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.

e) Fotografías de eventos, giras o similares.
Se adjunta fotografía tomada el día
Películas y cineforos

f) Proyectos.
Proyecto de ley que pretende incluir un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a la Ley 7.600

g) Otra información que se considere de importancia. 
Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.
Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas con discapacidad usuarias internas y externas, por lo que deben cumplir con los parámetros universales que nos remitió el CONAPDIS y que fueron puestos en conocimiento oportunamente de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Unidad de Acceso a la Justicia.
Además, se solicita que la información de la página pueda accesarse en los idiomas de cada uno de los 8 pueblos indígenas que existen en Costa Rica, incluyendo el de las personas indígenas transfronterizas y migrantes, a fin de que las personas con discapacidad indígenas tengan un acceso real a los datos. 




Se actualiza la información conforme a lo señalado.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado a la Unidad de Acceso a la Justicia dentro del plazo conferido. 2° Instar a la Unidad de Acceso a la Justicia para que incorpore además, la información que se cita en este artículo. 3° Solicitar a CONAPDIS, Defensoría de los Habitantes de la República y Contraloría de Servicios del Poder Judicial colaboración para identificar personas con discapacidad que colaboren con la revisión y emisión de sugerencias sobre la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y sus Subcomisiones. 4° Comunicar este acuerdo a la Comisión de Acceso a la Justicia.-
Se tienen por ejecutados los acuerdos. 
ARTICULO V
En seguimiento de la ejecución de acuerdos se conoce el oficio remitido por la Dirección de Gestión Humana:
16 de julio de 2019
PJ-DGH-SSO-1029-2019

Máster
Damaris Vargas Vásquez. 
Coordinadora
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad
Comisión de Acceso a la Justicia.

ASUNTO: Criterio y respuesta sobre el acta 05-2019, de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad.

Referencia: 12520-2019


Estimada señora:

En respuesta a lo acordado en el acta 05-2019, artículo 4,  donde se indica:
	“Solicitar al Departamento de Salud Ocupacional informe si en el Plan Institucional de 	Evacuación diseñado para cada uno de los edificios propios o alquilados por la 	Institución, se incluye la situación particular de las personas usuarias internas y 	externas con discapacidad, así como las medidas o lineamientos que se han tomado 	para esas situaciones”.
Considerando lo solicitado, con gusto se indica que el Subproceso de Salud  Ocupacional en el 2018 trabajó en la elaboración de una propuesta de Reglamento Institucional de la Gestión de Emergencias en coordinación con la Comisión Institucional de Emergencias, la cual se remitió a las instancias pertinentes para la respectiva aprobación.
Este Reglamento contempla, entre otros elementos,  las responsabilidades y funciones del personal judicial involucrado en la gestión de emergencias, aspectos que también forman parte integral del Plan Institucional de Gestión de Emergencias.  
Dicho Plan se está elaborando con base en los requisitos que establece la norma vigente CNE-NA-INTE-DN-01. El apartado XII. Procedimientos operativos de respuesta, incluyen seis diversos temas, siendo los aplicables, para este caso el XII. 2 Procedimiento general de repuesta, XII.3 Procedimiento de respuesta de los equipos de brigadas de acuerdo al riesgo identificado y el  XII.4 Procedimiento de evacuación los aspectos concernientes a respuesta general, en cada uno de ellos se contempla el actuar con personas con discapacidad (auditiva, motora, visual, mental y/o intelectual).
No esta de más informar que el éxito de lo indicado en los procedimientos, depende del conocimiento del personal en las responsabilidades y funciones aunado a la puesta en práctica de los procedimientos, siendo vital para ello contar con la aprobación del Reglamento previamente citado.
Actualmente al efectuar los ejercicios de evacuación se aplica la Guía de evacuación en caso de sismo, elaborada en el 2009, la cual es remitida en reiteradas ocasiones a la población judicial, vía correo electrónico, la cual menciona: 
	El personal del despacho identificará previamente dentro de la oficina aquellos (as) 	compañeros (as) que producto de un sismo entran en pánico, se paralizan, corren, se 	desvanecen, estén embarazadas, posean capacidad disminuida o algún tipo de 	padecimiento como hipertensión arterial, problemas cardiacos u otros, con el fin de 	que puedan ser evacuados de forma oportuna.
Como resultado de las simulaciones, llevadas a cabo a nivel nacional anualmente, el Subproceso de Salud Ocupacional ha brindado recomendaciones sobre la evacuación oportuna de personas con discapacidad. Por citar algunos ejemplo, en el edificio Mira (discapacidad motora),  en el Juzgado de Seguridad Social (discapacidad visual) y en edificio de Tribunales de Alajuela (discapacidad motora), para que el personal con cierta discapacidad cuente en su espacio de trabajo con mejores condiciones, y al ser aplicada han favorecido al personal judicial.
Atentamente,
MBA. Roxana Arrieta Meléndez				Licda. Waiman Hin Herrera
Directora							Subdirectora Desarrollo Humano
Dirección Gestión Humana				Dirección Gestión Humana

Ing. Freddy A. Briceño Elizondo, MSc.
Jefatura a.i. Salud Ocupacional
Dirección Gestión Humana
Alv/Slc/Fbe
cc:	


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Comunicar a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento de Salud Ocupacional es preciso que en el Plan Nacional se incorpore la visión de las personas usuarias internas y externas con discapacidad en todos los edificios del Poder Judicial. 3° Solicitar colaboración a CONAPDIS y Defensoría de los Habitantes de la República para establecer los lineamientos al respecto. 4° Se declara firme este acuerdo.-
Se tiene por ejecutado.
ARTICULO VI
La Contraloría de Servicios del Poder Judicial informó que recibió consulta del señor Edgar Rubí Chaves, portador del número de identificación: 0109480641, correo electrónico: familiarubichaves@gmail.com, número telefónico 8395 6777, solicitando se le brinde capacitación como curador procesal en procesos de salvaguardia, conforme lo estipula la ley número 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero.
Con ocasión de lo anterior, el 3 de julio pasado se remitió comunicado electrónico a la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Escuela Judicial consultando el estado de los procesos de capacitación en la temática.
La señora Ileana Guillén Rodríguez en comunicado electrónico del 16 de julio señaló:
“Con relación al Curso sobre la Ley de Autonomía de la Voluntad, le comento que el mismo se encuentra diseñado desde el año pasado por don Diego Benavides Santos y forma parte de la especialización en materia de familia. En la sesión del 9 de agosto del Consejo Directivo del presente año se estarán priorizando los temas a capacitar, de acuerdo a las necesidades institucionales y a las posibilidades presupuestarias, por parte de la Escuela Judicial. Oportunamente estaremos comunicando los acuerdos tomados.”
Se está a la espera de lo que resuelva el Consejo Directivo de la Escuela Judicial.


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe de la Dirección de la Escuela Judicial. 2° Solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia incluir al señor Edgar Rubí Chaves en el equipo de personas curadoras en la capacitación contratada sobre la Ley de Promoción de Autonomía de las Personas con Discapacidad coordinado por la Unidad de Acceso a la Justicia con la Escuela Judicial. 3° Comunicar este acuerdo a la Escuela Judicial, Dirección de Gestión Humana y Contraloría de Servicios del Poder Judicial. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad.-
Katherine incorpora al Señor Edgar Rubí en la lista del curso en trámite y lo pondrá en conocimiento de dichas instancias cuando ya haya finalizado el proceso.
 
ARTICULO VIII
Se conoce gestión remitida a la Defensoría de los Habitantes de la República para que una persona representante se integre a las sesiones de la Subcomisión:
“De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 05:53 p.m.
Para: DHR Despacho <despachodhr@dhr.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: SOLICITUD A LA DEFENSORIA DE LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA PARA QUE SE INTEGRE A LA SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

San José, 16 de julio de 2019.

Señora
Catalina Crespo Sancho, PhD
Defensora de los Habitantes de la República
Costa Rica

Asunto: Solicitud para que una persona experta de la Defensoría de los Habitantes de la República se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial.
Estimada Señora:
Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento que para el Poder Judicial es muy importante atender los requerimientos de las personas con discapacidad y realizar acciones continuas para garantizarles el acceso a la justicia. Por esa razón, se creó la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad que es parte de la Comisión de Acceso a la Justicia que preside el Magistrado Jorge Olaso Álvarez.
La Subcomisión de Acceso a la Justicia ha coordinado algunas acciones en forma exitosa con el señor Otto Eduardo Lépiz. Por esa razón y considerando los fines de la Defensoría de los Habitantes de la República, le consulto si existe la posibilidad de que el señor Lépiz o la persona que usted disponga, se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.
La Subcomisión sesiona en forma ordinaria una vez al mes durante 2 horas, y en ocasiones, en forma virtual. La remisión de la agenda se realiza en forma previa para conocimiento de las y los integrantes.
De contarse con su visto bueno, estaremos realizando las coordinaciones respectivas con la persona que autorice. Aprovecho para desearle muchos éxitos en su noble y eficiente gestión.
Atentamente,
Damaris Vargas Vásquez, Mba.
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Jueza del Tribunal Agrario
Teléfonos 22953081 y 88118561
Copias:
Comisión de Acceso a la Justicia
Unidad de Acceso a la Justicia



SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO IX
Se conoce comunicado electrónico enviado el 17 de julio por la Unidad de Acceso a la Justicia sobre gestión planteada por Graciela Fonseca Valverde, Auxiliar Administrativa de la Sección de Asaltos del OIJ, en comunicado electrónico del 9 de julio en el que expone: 
“Yo he tenido una gran preocupación con respecto a  la población con discapacidad auditiva, en varias ocasiones he atendido a estos usuarios, a veces solo para consultar por financiero contable o la hoja de delincuencia, y por  entrevistas o formular denuncias,  asuntos de las mismas denuncias; sin embargo mi consulta es porque siendo esta población muy poca, a veces en meses no se presentan y por lo contrario en una semana vienen mas de tres o cuatro usuarios sordos,( yo con gusto en atenderlos pero el tiempo  a veces es de horas, con la lista sería equiparado por las cargas de trabajo) me ha  pasado que buscando una lista de personas facilitadoras en el lenguaje LESCO, la lista no esta actualizada y no encuentro quién pueda atenderlos y ellos son discriminados porque tienen que esperarse hasta que se encuentre esta persona.
Yo laboró en Asaltos y es mi testiga que a veces buscando esta lista esta desactualizada es la secretaria del DICR Reina, tenemos el caso que en denuncias hay dos personas; y que si viene cierto trabajan por rool y a veces no están y otros casos incapacitados o de vacaciones, me parece que si esta lista estuviera actualizada, por lo menos y al alcance de las oficinas tanto de OIJ como el Ministerio Público es un gran paso.  Incluso en contraloría de servicios no tiene ninguna persona con este conocimiento, ni siquiera la lista, porque repito no esta actualizada. Yo si puedo ayudar estoy en toda la disposición hay otros puntos de discriminación pero por el momento esta es mi inquietud.”


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Informar a la señora Graciela Fonseca Valverde, Auxiliar Administrativa de la Sección de Asaltos del OIJ quienes son las personas a cargo de atender requerimientos de lenguaje LESCO en el edificio donde labora y los medios para contactarlos con el objetivo de que el servicio sea más eficiente cuando se presentan personas usuarias con tales requerimientos. 3° Solicitar a la Dirección de Gestión Humana colaboración con la información requerida; e informarle que se está en proceso de actualización de las personas capacitadas en LESCO del Poder Judicial. 4° Instar a la Dirección de Gestión Humana informe sobre los avances realizados con ocasión de las sugerencias hechas por esta Subcomisión a la propuesta de recomendaciones que enviaron luego de realizado el diagnóstico de la población capacitada en lenguaje LESCO. 5° Se declara firme este acuerdo.-	Comment by PJ: Me indica Melissa. No aplica. NO hacer oficio.
Se tienen por ejecutados los acuerdos. Doña Melissa Benavidez gestionó y conversó con doña Gabriela Fonseca Valverde personalmente al respecto e informó sobre el estado de la situación.  
ARTICULO X
Se conoce gestión de parqueo planteada por el señor Nombre 001, Investigador Informático de la Sección de Delitos Informáticos del OIJ, en el que señala el motivo por el cual no pudo asistir a la sesión ordinaria anterior de la Subcomisión, y expone:

De: Nombre 001
Enviado el: jueves, 01 de agosto de 2019 09:40 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: solicitud de parqueo
Estimados Señores y Señoras de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Reciban un atento saludo y a la vez aprovecho para disculparme por no haber asistido a la cita programada para el 8 de julio a las 10 horas, esto debido a que me realizaron una intervención quirúrgica, y además quiero mencionarles de mi caso y tengan una mayor claridad de los hechos suscitados; en donde debido a un accidente de tránsito que se originó el 10 de diciembre del 2014 en las inmediaciones de Moravia; me provocó un serio daño permanente en mis funciones orgánicas, específicamente en el fémur, astrágalo, radio y pulmones; provocando una enfermedad crónica llamada artrosis que me impide el desplazamiento  como una persona normal y una deficiencia pulmonar; que a pesar de las fisioterapias recibidas, que me ayudaron a tener una mayor movilidad, no se llegó a un 100%, y me pone en una desigualdad frente a mis compañeros. Es por ello que enfocado en la necesidad de tener una igualdad de condiciones y con base en la ley de igualdad de oportunidades ( Ley 7600), la convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley para la promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad (ley 9379); solicité el día 31 de julio del 2014, a la Comisión de Accesibilidad, propiamente dirigido a la Magistrada Carmen María Soto, un espacio de parqueo, para poder tener una mayor igualdad de condiciones frente a mis compañeros, al no tener una respuesta positiva se remitió al Consejo Superior, la cual ingresó con referencia 11591-14, y se acuerda enviar el oficio a la Dirección Ejecutiva para que realicen un estudio; en dónde se realizaron recordatorios con base en las siguientes referencias 11591-2014, 3828-2015, 4499-2015, 4859-2015, 10210-2015, 12675-2015, 3225-2019, 4401-2019 y el 5708-2019; y no es hasta este año, que mediante el informe 1898-DE-2019 contestan mi solicitud indicando que técnicamente no es viable, por razones de espacio y que valore otras opciones ( como el Teletrabajo), sin embargo a pesar de no estar solicitando teletrabajo, no omito señalar lo indicado en mayo de 2018, por el Licenciado Adolfo M. Valverde Bohórquez, Jefe de Despacho, Dirección General OIJ: 
“Por este medio, según gestión trasladada a la Dirección General del OIJ por parte de la Jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones de este Organismo, e instruido por el Sr. Director General del OIJ, Walter Espinoza Espinoza, me permito indicar formalmente, que luego de una evaluación interna sobre la posibilidad de iniciar con la aplicación del teletrabajo a lo interno de esta Entidad, se ha decidido por parte del Sr. Director General no ingresar por el momento en esta actividad laboral alternativa”.. 
Es por ello que un teletrabajo no es viable y debido a que en el edificio que laboro existen 11 campos de parqueo  de los cuales 1 pertenece a una unidad policial, 1 pertenece a un funcionario judicial de la Dirección de Planificación pero se encuentra en préstamo a una unidad policial y 9 espacios de personas judiciales que no laboran en ese edificio y no existe ni un solo lugar para personas con discapacidad, logrando así generar una imposibilidad para empleados judiciales con discapacidad o las personas usuarias, que son a quienes nos debemos; y el no permitirme a mi o a un usuario con discapacidad estar en igualdad de y con los demás, generando una discriminación en detrimento de Derecho de Autonomía Personal y el irrespeto a las Derechos Humanos Protegidos por los pactos y tratados internacionales , así como los patrimoniales de todas las personas con discapacidad. Ya que todo establecimiento público y privado deberá contar con dos espacios como mínimo o el 5% del total de espacios disponibles según el reglamento a la ley 7600, capítulo IV, artículo 154 y que va en contrariedad a la circular 63-2007 de la Dirección Ejecutiva que indica claramente, cuando algún servidor judicial requiera un parqueo por su condición física, se deberán tomar las previsiones del caso, a efecto de que el requerimiento se atienda conforme corresponda. Es por ello que acudo a su persona con el fin de ver si existe alguna posibilidad de que me ayude con mi solicitud debido al tiempo transcurrido sin respuesta, y a que existe suficiente espacio en el parqueo para crear un espacio especial, como se puede observar en la imagen que adjunto del parqueo. 
[image: cid:image001.png@01D54854.F2FCBC80]
Imagen No.1 Espacio Frente al ascensor del parqueo existente


[image: cid:image002.png@01D54854.F2FCBC80]
Imagen No.2 Plano del área de parqueos del edificio
Como se logró ver en las imágenes existe suficiente espacio de parqueo para crear un espacio especial para persona con discapacidad ya sea en los parqueos frente al ascensor o en el área de parqueos.
Para ello le remito el dictamen médico legal, el informe realizado por la Dirección Ejecutiva respecto a los espacios de personas con discapacidad y quedo a la espera de lo que corresponda.”



En sus exposición, el señor Nombre 001 indica, para realizar sus funciones no requiera hacer trabajo de campo, serían pocos lugares donde tener que asistir debido a que trabaja mucho por correo electrónico y con el auxilio de la tecnología. Agrega, en su trabajo contacta mucho con personas que están en otros países por medios electrónicos. Refiere a un informe de la Dirección Ejecutiva en el que se señala hay espacios de parqueo en el edificio de Tribunales que no se han asignado a personas con discapacidad porque no han sido solicitados, están siendo ocupados por vehículos del OIJ. Aduce, el espacio de parqueo para las personas con discapacidad tiene requerimientos especiales; sin embargo, se ajustaría a cualquier espacio en tanto pueda tener acceso, preferiblemente al Anexo C, pero igual le quedaría bien con el parqueo del edificio de Tribunales.
Andrea señala que la Administración lo que debe hacer es revisar el espacio y ofrecerle el parqueo conforme a sus condiciones; e inclusive indica, el teletrabajo es voluntaria así que podría tratarse de una discriminación pensar en esa opción a menos que él lo solicite expresamente. De igual forma se estaría violentando su derecho al buscarle solución en un edificio diferente donde él trabaja pues se le estarían manteniendo las barreras. Indica, son diferentes los espacios que deben conforme a la ley reservarse para las personas usuarias con discapacidad que son dos espacios cuando son pocos los parqueos y cuando son varios se trataría del 5%; y los parqueos que la Institución debe facilitar a las personas servidoras con discapacidad.
En sesión 05-19, Artículo IV, se tomó el acuerdo que literalmente indica: “SE ACUERDA: Se toma nota de la gestión. Solicitar a la Dirección Ejecutiva informe acerca de los espacios reservados para las personas con discapacidad en los edificios del Primer Circuito Judicial de San José, su ubicación y a quien están asignados en este momento. Lo anterior, a fin de atender la solicitud del señor Nombre 001, quien es una persona con discapacidad, certificado por CONAPDIS. Se declara firme este acuerdo por unanimidad.”
 SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las manifestaciones del señor David Vizcaíno Castro. 2° Reiterar a la Dirección Ejecutiva la solicitud de informe pedido en sesión 05-19, Artículo IV, con la indicación de que al estar acreditada la situación de discapacidad del señor Nombre 001 es preciso facilitarle un espacio de parqueo adecuado a los requerimientos legales, preferiblemente en el edificio donde labora (Anexo C). 3° Solicitar al Consejo Superior valore emitir una circular en la que se informe sobre el derecho de parqueos que tienen las personas usuarias en situación de discapacidad, así como las personas servidoras judiciales con discapacidad conforme a lo que dispone la Ley 7.600 y demás normativa vinculada, incluyendo las condiciones que deben reunir tales parqueos. Comunicar este acuerdo junto con la propuesta de circular debidamente redactada en cumplimiento de los lineamientos del Consejo Superior. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad.-
Se tienen por ejecutados los acuerdos.

ARTICULO XI
Informe de la señora Melissa Benavides sobre visita de representantes de PROIN de la UCR.-
SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO XII
Informe de la señora Melissa Benavides acerca de la contratación de un curso para la capacitación de la Ley de Promoción de Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, aprovechando algunos recursos disponibles. La idea es contratar 3 cursos dirigidos a personas curadoras, de Judicatura y de la Defensa Pública del Poder Judicial. El total de personas a capacitar es de 60. 
SE ACUERDA: Se toma nota.-

ARTICULO XIII
El señor Wilbert Kidd, Subdirector Ejecutivo informa sobre la labor que se está desarrollando en las acercas de los edificios del Poder Judicial en San José, labor en la que se está cumpliendo con la normativa de personas con discapacidad e inclusive, están colaborando personas con discapacidad.
SE ACUERDA: Se toma nota.-
Se da por concluida la sesión al ser las 10 horas 30 minutos.-

Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora
Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Informe  Matriz- Convenci�n de las Naciones Unidas contra la Corrupci�n de Subcomisi�n de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad.msg
Informe  Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; Sandra Pizarro Gutiérrez; Manuel Hidalgo Flores; Andrea Mercedes Ruíz Ramírez; cescotofer@gmail.com; Francisco Azofeifa Murillo; Gabriela Abarca Morán; Maria Felicia Zoch Badilla; Nelda Beatriz Jimenez Rojas; Yorleny Ferreto Solano; Roxana Gómez Barquero; Waiman Hin Herrera; Olga Guerrero Cordoba; Franz Vega Zúñiga

		Cc

		Acceso a la Justicia; Yasmin Marchena Espinoza

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; spizarro@Poder-Judicial.go.cr; mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr; aruizra@poder-judicial.go.cr; cescotofer@gmail.com; fazofeifa@conapdis.go.cr; fabarcam@Poder-Judicial.go.cr; mzoch@Poder-Judicial.go.cr; nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; rgomezb@Poder-Judicial.go.cr; whin@Poder-Judicial.go.cr; oguerrero@Poder-Judicial.go.cr; fvegaz@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr; ymarchena@Poder-Judicial.go.cr



Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento el informe remitido a la Comisión de Acceso a la Justicia con copia a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial sobre la Matriz de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 09 de julio de 2019 05:05 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Andrea Mercedes Ruíz Ramírez <aruizra@poder-judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Francisco Azofeifa Murillo <fazofeifa@conapdis.go.cr>; Gabriela Abarca Morán <fabarcam@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Felicia Zoch Badilla <mzoch@Poder-Judicial.go.cr>; Nelda Beatriz Jimenez Rojas <nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Gómez Barquero <rgomezb@Poder-Judicial.go.cr>; Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>; Olga Guerrero Cordoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr>; Franz Vega Zúñiga <fvegaz@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Audiencia sobre Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción



 



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les confiero audiencia del comunicado electrónico remitido por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el que hace de conocimiento el informe enviado por la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información antes del jueves 11 de julio a fin de poder responder a la OCRI dentro del plazo conferido.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



Saludos cordiales,



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



 



De: Alexis Mora Cambronero 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 01:41 p.m.
Para: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Lísber Johan Ferrán Avendaño <lferran@Poder-Judicial.go.cr>; Greivin Steven Mora Alvarado <gmoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Kenneth Muñoz Rojas <kmunozr@Poder-Judicial.go.cr>; Rosibel Alvarez Rodríguez <ralvarezr@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Ardón Acuña <lardon@Poder-Judicial.go.cr>; Gary Amador Badilla <gamadorb@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Montero Zuñiga <cmonteroz@Poder-Judicial.go.cr>; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Mora Rodríguez (Subsecretario General de la Corte) <cmoraro@Poder-Judicial.go.cr>; Daniela Reyes Jiménez <dreyes@Poder-Judicial.go.cr>; Ana María Rojas Giusti <arojasgi@Poder-Judicial.go.cr>; Jose Pablo Esquivel Segura <jesquivels@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ <oij_oderi@Poder-Judicial.go.cr>; Mariana Salas Góngora <msalasgo@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales <oatri-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Monge Cantero <lmongec@Poder-Judicial.go.cr>; Elias Carranza Maxera <ecarranzam@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Núñez Rodríguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; Paula Calderón Devandas <pcalderond@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Martin Hernandez Serrano <mhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Olrick Leonardo Pineda Blanco <opineda@Poder-Judicial.go.cr>; Alberto Mora Vega <amorave@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>; Walter Jiménez Picado <wjimenezp@Poder-Judicial.go.cr>; Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Jazmín Orozco Arias <jorozco@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Sebiani Serrano <jsebiani@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael León Hernández <rleonh@Poder-Judicial.go.cr>; Roy Díaz Chavarría <rdiaz@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Luis Garcia Aparicio <cgarcia@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guzmán Gutiérrez <lguzman@Poder-Judicial.go.cr>; Indira Alfaro Castillo <ialfaro@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Bonilla Rodríguez <pbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Andres Mendez Bonilla <amendez@Poder-Judicial.go.cr>; Didier Montealegre Bejarano <dmontealegre@Poder-Judicial.go.cr>; Siria Carmona Castro <scarmona@Poder-Judicial.go.cr>; Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr>; Ellen Villegas Hernández <evillegas@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alcioni Vasquez Retana <avasquez@Poder-Judicial.go.cr>; Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>; Emma López Ramírez (Jefa Proceso de Tesorería) <elopez@Poder-Judicial.go.cr>; Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Mariano Rodriguez Flores <mrodriguezf@Poder-Judicial.go.cr>; Lilliana Saborío Saborío <lsaborios@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción



 



 



 







República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



8 de julio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales  



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado de la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “ Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “ Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información el viernes 12 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,



 





smime.p7m

Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento el informe remitido a la Comisión de Acceso a la Justicia con copia a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial sobre la Matriz de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 




 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 09 de julio de 2019 05:05 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; Andrea Mercedes Ruíz Ramírez <aruizra@poder-judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Francisco Azofeifa Murillo <fazofeifa@conapdis.go.cr>; Gabriela Abarca Morán <fabarcam@Poder-Judicial.go.cr>; Maria Felicia Zoch Badilla <mzoch@Poder-Judicial.go.cr>; Nelda Beatriz Jimenez Rojas <nbjimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Gómez Barquero <rgomezb@Poder-Judicial.go.cr>; Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>; Olga Guerrero Cordoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr>; Franz Vega Zúñiga <fvegaz@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Audiencia sobre Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción





 



Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les confiero audiencia del comunicado electrónico remitido por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el que hace de conocimiento el informe enviado por la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información antes del jueves 11 de julio a fin de poder responder a la OCRI dentro del plazo conferido.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



Saludos cordiales,



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



 



De: Alexis Mora Cambronero 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 01:41 p.m.
Para: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Lísber Johan Ferrán Avendaño <lferran@Poder-Judicial.go.cr>; Greivin Steven Mora Alvarado <gmoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Kenneth Muñoz Rojas <kmunozr@Poder-Judicial.go.cr>; Rosibel Alvarez Rodríguez <ralvarezr@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Ardón Acuña <lardon@Poder-Judicial.go.cr>; Gary Amador Badilla <gamadorb@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Montero Zuñiga <cmonteroz@Poder-Judicial.go.cr>; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Mora Rodríguez (Subsecretario General de la Corte) <cmoraro@Poder-Judicial.go.cr>; Daniela Reyes Jiménez <dreyes@Poder-Judicial.go.cr>; Ana María Rojas Giusti <arojasgi@Poder-Judicial.go.cr>; Jose Pablo Esquivel Segura <jesquivels@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ <oij_oderi@Poder-Judicial.go.cr>; Mariana Salas Góngora <msalasgo@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales <oatri-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Monge Cantero <lmongec@Poder-Judicial.go.cr>; Elias Carranza Maxera <ecarranzam@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Núñez Rodríguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; Paula Calderón Devandas <pcalderond@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Martin Hernandez Serrano <mhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Olrick Leonardo Pineda Blanco <opineda@Poder-Judicial.go.cr>; Alberto Mora Vega <amorave@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>; Walter Jiménez Picado <wjimenezp@Poder-Judicial.go.cr>; Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Jazmín Orozco Arias <jorozco@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Sebiani Serrano <jsebiani@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael León Hernández <rleonh@Poder-Judicial.go.cr>; Roy Díaz Chavarría <rdiaz@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Luis Garcia Aparicio <cgarcia@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guzmán Gutiérrez <lguzman@Poder-Judicial.go.cr>; Indira Alfaro Castillo <ialfaro@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Bonilla Rodríguez <pbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Andres Mendez Bonilla <amendez@Poder-Judicial.go.cr>; Didier Montealegre Bejarano <dmontealegre@Poder-Judicial.go.cr>; Siria Carmona Castro <scarmona@Poder-Judicial.go.cr>; Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr>; Ellen Villegas Hernández <evillegas@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alcioni Vasquez Retana <avasquez@Poder-Judicial.go.cr>; Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>; Emma López Ramírez (Jefa Proceso de Tesorería) <elopez@Poder-Judicial.go.cr>; Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Mariano Rodriguez Flores <mrodriguezf@Poder-Judicial.go.cr>; Lilliana Saborío Saborío <lsaborios@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción
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República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales




8 de julio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales  



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado de la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “ Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “ Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información el viernes 12 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,
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Señor




Magistrado Jorge Olaso Álvarez




Coordinador




Comisión de Acceso a la Justicia




 




Señora




Máster Melissa Benavides Víquez




Coordinadora




Unidad de Acceso a la Justicia




 




Estimados Señor y Señoras:




 




Reciban un atento saludo. A la vez, dentro del plazo conferido, remito informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad sobre la continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción del 10 de diciembre de 2003, ratificada por Costa Rica el 29 de noviembre de 2006, mediante Ley 8557; y la matriz  de la “Convención de las Naciones Unidas” en lo relacionado con la población indígena. Lo anterior, para que se valore su inclusión en la respuesta oficial que remitirá el Poder Judicial, según los compromisos internacionales asumidos por el Estado. 




					 




					 




					 




					 









					Articulado de la Convención




					Solicitud del mecanismo técnico




					Guía de respuesta, remitida por la Secretaría del mecanismo examinador




					Información brindada por las instancias judiciales









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 1 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE




“Artículo 11 – Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público 




Artículo 11, párrafo 1 




1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial".




					1.      Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial; 




Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales (como los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial); 




Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del poder judicial; 




Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del poder judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 




Descripción de la norma para determinar un posible conflicto de intereses de un juez y los pasos requeridos para abordarlo; 




Procedimientos sobre las declaraciones patrimoniales de los jueces y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses, incluyendo aquellos relacionados con la asignación de casos; 




Descripción de cualquier medida encaminada a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público;  




Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos. 




Número de jueces especializados en el enjuiciamiento de autores de delitos de corrupción y otros delitos contra el deber de rectitud. 




Proporción de jueces especializados con respecto a la población general. 




 




					El Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, ha adoptado una serie de medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. 




En lo relativo a la atención del Poder Judicial de los procesos judiciales vinculados con la población con discapacidad, es importante señalar:




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial es muy amplio y se deriva del Derecho Internacional asi como de la Constitución Política. Para el caso de la Judicatura, especial referencia a los Principios de Banglador que pretenden establecer estándares para la conducta ética de los jueces y las juezas, formulados para servir de guía a efecto de proporcionar a la judicatura un marco que regule la conducta judicial; y ayudar a que los miembros del ejecutivo y el legislativo, los abogados y el público en general puedan comprender y apoyar mejor a la judicatura. Esos principios presuponen que los jueces y las juezas son responsables de su conducta frente a las instituciones correspondientes establecidas para mantener los estándares judiciales, que dichas instituciones son independientes e imparciales y que tienen como objetivo complementar y no derogar las normas legales y de conducta existentes que vinculan a la Judicatura.




La Ley Orgánica del Poder Judicial establece los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces y juezas sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción; lo mismo que la Ley General de Control Interno, la Ley contra la Corrupción, Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, entre otros. Esas normas fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales, entre ellas, los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial. 




En lo referente al abordaje de los procesos judiciales vinculados con personas con discapacidad, se aplica la normativa internacional vinculada con la Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.




En la normativa interna, entre muchas otras leyes especiales, la Ley 7.600, la Ley de Promoción de la Autonomía Personas de las Personas con Discapacidad, entre otras.




La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.




La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.




A los conflictos de intereses de las personas juzgadoras en relación con los procesos vinculados con personas indígenas se les aplica la Ley Orgánica del Poder Judicial y la normativa internacional que le vincula, junto con la Ley General de Control Interno y la Ley de Enriquecimiento, siguiendo siempre el debido proceso. 




Las personas juzgadoras y fiscalas en general deben por Ley de Enriquecimiento hacer declaraciones patrimoniales anuales. 




En el Índice de Transparencia 2018, el Organismo de Investigación Judicial y el Poder Judicial en general, obtuvieron el primer y tercer lugar en Datos Abiertos de Gobierno (DAG) como parte del Top 3; el primer y segundo lugar respectivamente en el Rankings según naturaleza jurídica de Poderes de la República y órganos adscritos; y, el primer y tercer lugar respectivamente en los primeros 10 lugares en general en transparencia. Ese resultado y otras acciones reflejan la ejecución de medidas encaminadas a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público.   




La descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en la institución responde a los lineamientos legales y circulares del Consejo Superior, lo cual incluye a los procesos judiciales vinculados con personas indígenas.




E




Hay un importante avance pues se incluyó la temática de acceso a la justicia como uno de los ejes transversales del Plan Estratégico Institucional 2019/2024, lo cual impacta en la administración de riesgos de corrupción institucional.









					2.      Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




En concreto, se podrían incluir:





Casos en los que la violación de un código de conducta judicial llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 




Estadísticas sobre el número total de casos disciplinarios y ejemplos de sanciones disciplinarias o de procesamiento de jueces;  




Estadísticas sobre el número total de jueces y su carga de trabajo; 




Informes que identifiquen dilemas éticos, riesgos de corrupción, etc. para el poder judicial y medidas para eliminarlos/gestionarlos;  




Ejemplos en los que los miembros del poder judicial han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 




Estadísticas sobre el número de informes recibidos sobre la corrupción en el poder judicial, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ellos y sus resultados; 




Estadísticas sobre los sistemas de gestión de casos, incluyendo análisis de tendencias sobre el aumento de la eficiencia en la gestión de casos, particularmente en el contexto de cualquier reforma emprendida en esta área; 




Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del poder judicial con respecto al apego a los códigos judiciales o las normas de conducta;  




Información sobre el sistema de declaración patrimonial de los jueces y cómo se usa para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignar a un juez que tenga que ser recusado debido a un conflicto de intereses).




 




					Ejemplos de medidas adoptadas por el Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre sus miembros en lo relativo a la atención de procesos judiciales vinculados con la población indígena, son las siguientes:




Los pronunciamientos disciplinarios son publicados sin nombres y apellidos en cápsulas informativas como elementos disuasivos para evitar esas conductas.




La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.




La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.




Es una práctica institucional el establecimiento de indicadores de gestión para el personal judicial y está en proceso la construcción de evaluación de desempeño.




Del sistema SIGMA (inteligencia de negocios institucional) es posible obtener datos estadísticos actualizados sobre la gestión judicial y los despachos que cuentan con la mayor cantidad de procesos vinculados con personas con discapacidad para dar seguimiento al cumplimiento de los lineamientos institucionales de la atención prioritaria de esos asuntos al estar referidos a población en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizada.




 









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 2 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE: 




 




“Artículo 11, párrafo 2 




2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial pero goce de independencia análoga”. 




 




					 




1.      Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 8, y el artículo 11, párrafo 1 de la Convención en este informe de autoevaluación. Podría aportar información sobre:  




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del ministerio público; 




Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del ministerio público y la identificación de puntos focales o unidades dentro del ministerio público responsables de establecer normas sobre el comportamiento ético y de ofrecer asesoramiento a los fiscales sobre el comportamiento ético, los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales como las Directrices sobre la función de los fiscales y las Normas de responsabilidad profesional y declaración de los deberes y derechos fundamentales de los fiscales;




Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del ministerio público; 




Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del ministerio público, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 




Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en relación con el ministerio público; 




Procedimientos para proveer información sobre las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).




					Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.




 









					2.      Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc.




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




En concreto, se podrían incluir:  




·       Ejemplos en los que la violación de un código de conducta procesal llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 




·       Casos en los que los miembros del ministerio público han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 




·       Estadísticas sobre el número de informes sobre corrupción recibido en el ministerio público, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ello y sus resultados; 




·       Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del ministerio público con respecto al apego a los códigos procesales o las normas de conducta;  




Información sobre el sistema para las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan en los sistemas para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).




					Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.




 









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA CONVENCIÓN 




 




“1. Cada Estado Parte:  




 b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




·       su país garantiza tener la capacidad de cooperar con arreglo al artículo 14;  




·       Si su país ha establecido una Dependencia de Inteligencia Financiera (FIU) y, de ser así, información relativa a  




-Qué otros órganos o agencias son responsables de combatir el blanqueo de dinero; 




-Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel nacional y, de ser así, con qué instituciones; 




 




 − Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel internacional;  




 




-Si la FIU de su país es miembro del Grupo de Egmont o de cualquier otra red de agencias para el intercambio de información y si ha firmado Memorandos de Entendimiento u otros acuerdos con otras FIU, entre otros, para fines de intercambio de información;  




-Podría añadir una lista de Memorandos de Entendimiento que su FIU tenga en vigor con otras FIU extranjeras. 




-Describa el funcionamiento del sistema, principalmente en términos de cooperación nacional e intercambio de información.




					Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto a los artículos 38 y 48 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En concreto, se podría incluir:  




� Información sobre los mecanismos de coordinación nacional;  




� Información sobre los protocolos para el intercambio de información; 




� Información sobre la participación en redes regionales o internacionales para la prevención del blanqueo de dinero.  




Si procede, y si dispone de ella, proporcione información de casos de blanqueo de dinero relacionados con la corrupción iniciados por su Dependencia de Inteligencia Financiera, incluyendo datos sobre investigaciones, juicios, condenas, además de órdenes de embargo preventivo, incautación y decomiso.




					Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal. Los informes de bienes están disponibles en la CGR.









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN 




 




 




“Artículo 14 




5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: Proporcione aquí cualquier información adicional que no haya aportado en su respuesta al artículo 14, párrafo 1, apartado b de la Convención. 





Podría incluir también detalles sobre cómo desarrolla y promueve su país la cooperación descrita en esta disposición, incluyendo información sobre la membresía, presidencia o cualquier otra participación en organizaciones o grupos internacionales, redes regionales, redes informales o foros temáticos relacionados con la prevención del blanqueo de dinero




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




-Memorandos de Entendimiento que sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera hayan establecido con sus homólogos internacionales a fin de combatir el blanqueo de dinero.  




-Información sobre otras iniciativas que promuevan la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera, como conferencias, capacitaciones, intercambios jurídicos, etc. 




-Si dispone de esa información, estadísticas que reflejen la frecuencia de las interacciones de sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera con sus homólogos internacionales con respecto a asuntos de blanqueo de dinero.




					Las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 51 DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 51. Disposición general 




 




La restitución de activos con arreglo al presente artículo es un principio fundamental de la presente Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto.”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención, incluidos los procedimientos jurídicos aplicados en su país para aceptar solicitudes de recuperación de activos y el plazo para darles cumplimiento, a la luz de los problemas que enfrentan los países en lo relativo al proceso de recuperación de activos habida cuenta de las diferencias en materia de ordenamientos jurídicos y de la complejidad de sus procedimientos. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� Información sobre las medidas emprendidas para asegurar que no se deposite dinero no declarado procedente del extranjero en bancos, instituciones financieras, etc.; 




� Información sobre cómo se asegura la cooperación en la distribución de la información acerca de este dinero no declarado y cómo se pueden superar los obstáculos que imponen las normas de secreto bancario, así como la forma en la que la información acerca de si el dinero no declarado procede o no de hechos delictivos (delitos tributarios incluidos) es compartida; 




Información sobre acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales firmados con objeto de incrementar la efectividad de la cooperación con respecto a activos no declarados.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Dichos ejemplos pueden incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que su país ha emprendido para cumplir esta provisión. 





En concreto, la información solicitada podría incluir medidas adoptadas por su gobierno para aceptar y procesar solicitudes con relación a la recuperación de activos, incluyendo las directrices respectivas, manuales y otras herramientas para los practicantes nacionales y extranjeros, así como estadísticas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53 INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 




 




 




“Artículo 53: Medidas para la recuperación directa de bienes  




 




 Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 




a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




 




					 




Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




Legislación que disponga la posición jurídica de otros Estados y que los faculte para entablar ante los tribunales de su país una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención;




 




Información sobre si los Estados parte son reconocidos automáticamente como personas jurídicas en su sistema jurídico, o sobre si existe un mecanismo para que puedan ser reconocidos; 





Si usted ha informado (y de ser así, de qué manera) a otros Estados parte de la posibilidad de entablar acciones civiles ante los tribunales de su país.




					 









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




 




En concreto, podría incluir casos y evidencia estadística o de otro tipo que demuestre que no existen obstáculos jurídicos o de otro tipo para que otro Estado emprenda litigios civiles, incluyendo el que los Estados parte hayan usado sus tribunales en el pasado para iniciar acciones civiles para determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 




 




“Artículo 53




Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  




 (b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos;”  




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado podría incluir legislación o jurisprudencia que faculte a otros Estados para comparecer ante los tribunales de su país y reclamar indemnizaciones o resarcimiento de otro tipo por daños y perjuicios. Además, podría incluir si ha informado, y de ser así, de qué manera, a otros Estados parte de que sus tribunales pueden ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podría incluir casos, información estadística o de otro tipo que muestre que los Estados parte han comparecido ante los tribunales de su país para reclamar daños o recibir indemnizaciones por daños y perjuicios




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					A.    SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 




 




“Artículo 53




Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  




 c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.





Podría aportar legislación que disponga el reconocimiento de los derechos de los Estados parte como terceros en los procedimientos de decomiso




 




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre otros Estados parte que presenten reclamaciones de titularidad en procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 




 




 




“Artículo 54. Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de decomiso 




 




 1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




 (a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte; 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En concreto, se podría incluir información sobre:  




� Los procedimientos para dar efecto a una orden de decomiso expedida por otro Estado parte, incluyendo si existen restricciones con base en que dicha orden se derive de procesos basados en una condena o en que no exista condena;  




� Si  este      asunto  es     regulado           por     la         legislación     nacional           o     por       tratados bilaterales/multilaterales. 




Si este asunto es regulado por legislación específica o por disposiciones generales relativas al cumplimiento de fallos extranjeros




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre el cumplimiento de órdenes de decomiso extranjeras, desglosadas por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas. 





 




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 




 




“Artículo 54




1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante otros procedimientos autorizados en su derecho interno;”  




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




					Guía: En este apartado podría especificar si tiene la posibilidad de usar los delitos por lavado de dinero en vez del delito determinante como base para el decomiso




					Se remite a la información brindada.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre incautaciones basadas en delitos extranjeros relacionados con el lavado de dinero o la corrupción, desglosada por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 




 




 




“Artículo 54 




1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




 c)Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados.”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado podría referirse a la base legislativa de su país para cualquier decomiso no basado en una condena; y para la provisión de asistencia judicial recíproca en casos de incautaciones no basadas en condenas. 





Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos decomisados, o las incautaciones no basadas en condenas y la asistencia judicial recíproca prestada en casos no basados en condenas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 




 




“Artículo 54 




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




 a)Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado podría referirse a los procedimientos disponibles para reconocer las órdenes de embargo preventivo o incautación, el umbral de evidencia necesario y la duración disponible para esas medidas




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos embargados utilizando los procedimientos descritos en esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 54




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




					Guía: En este apartado podría hacer referencia a la autoridad legislativa/regulatoria establecida y el umbral de evidencia requerido para expedir órdenes de embargo preventivo o de incautación basadas en una solicitud de otro Estado Parte




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 54




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




 (c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes;” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría incluir información sobre legislación que permita a las autoridades competentes expedir órdenes de conservación sin una solicitud previa de asistencia judicial recíproca, simplemente basándose en un arresto o un cargo penal extranjero relativo a la propiedad adquirida (o que se sospeche que fue adquirida) por medio de delitos cometidos en el extranjero.  





Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					 




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 1, INCISOS A) Y B) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55, párrafo 1  




1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 




(a)            Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 




(b)            Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.”




 




					 




1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					 




Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




En este apartado se podría incluir información sobre: 




� El procedimiento para entregar la solicitud de decomiso extranjera a las autoridades competentes y pedir, con base en la información provista en la solicitud, una orden de decomiso nacional;  




� Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos que se deben seguir al presentar una solicitud de decomiso;  




� Una descripción de cualquier diferencia en el procedimiento dependiendo de si la autoridad solicitante es penal, civil o administrativa. 




� El procedimiento para entregar una orden de decomiso extranjera a las autoridades y para darle efecto;  




� Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes de los procedimientos que se deben seguir al presentar una orden de decomiso extranjera; 




Información sobre si también se permite dicho reconocimiento con respecto a órdenes que involucren incautaciones no basadas en condenas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.




 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas que han derivado en órdenes de decomiso. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos. 




 





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas por sus autoridades competentes para dar efecto a una orden de decomiso extranjera. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos




					 









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 55




2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  





Podría incluir información sobre los procedimientos disponibles para identificar, localizar, embargar o decomisar bienes en respuesta a una solicitud




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas y las acciones emprendidas para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito.  





 




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 3, INCISOS A), B) Y C) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55




3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 




(a)            Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 




(b)            Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de decomiso es definitiva; 




(c)            Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la solicitud.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En este apartado se podría incluir: 




� Cualquier información adicional específica que su país exige que se incluya en la solicitud para poder ejecutarla;  




Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos a seguir




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55




 4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente adoptada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 6, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55  




6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� Si su país supedita la cooperación con fines de decomiso a la existencia de un tratado; 




� Una lista de tratados bilaterales y multilaterales con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito; 




Si su país puede utilizar la Convención como base legal para la cooperación




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




En concreto, se podrían incluir:  




� Casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya utilizado la Convención como base legal para la cooperación.  




Copias de los tratados bilaterales y multilaterales o, como alternativa, enlaces a los tratados, con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55 




7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 




					Guía: En este apartado podría especificarse si el ordenamiento jurídico de su país reconoce fundamentos para denegar dicha cooperación, y las normas para denegarla. Si existen dichos fundamentos, podría incluir información sobre los procedimientos para hacer cualquier consulta al Estado parte requirente antes de denegar la cooperación, sobre si los bienes tienen un valor de mínimos o sobre las maneras y los medios para respetar cualquier plazo máximo para la provisión de evidencia adicional.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya denegado la cooperación o levantado medidas provisionales debido a la falta de evidencia o la demora en recibirla, o porque los bienes hayan tenido un valor de mínimos




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55 




8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  





Podría especificarse si se han establecido mecanismos formales que provean esta oportunidad al Estado requirente, incluyendo procedimientos para informar al Estado requirente de solicitudes para desestimar una orden, u otros recursos judiciales presentados en su país




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos e información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se ha dado la oportunidad al Estado Parte requirente de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida antes de que fuera levantada




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 9, DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 55, párrafo 9 




9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: Podría referirse a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 





Podría incluir, en particular, elementos más allá de lo que ya se insertó en el artículo 53, apartado (c) de la Convención, y legislación que disponga la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 56 DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 56 Cooperación especial  




Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al presente capítulo de la Convención.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




Podría incluirse, en particular, legislación que disponga la transmisión espontánea de información a otro Estado parte sobre el producto de los delitos tipificados con arreglo a la Convención. 





Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren dicha transmisión espontánea de información




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 1, DE LA CONVENCIÓN




             




“Artículo 57. Restitución y disposición de activos  




 




1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los artículos 31 o 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y con su derecho interno.”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado se podría incluir legislación y jurisprudencia sobre la disposición de los activos confiscados, incluyendo su restitución a su legítimo propietario anterior




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos y el valor monetario total de los bienes decomisados por su país y de los que se haya dispuesto con arreglo a la Convención, incluyendo ejemplos y valores monetarios de los montos de los que se haya dispuesto




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 57, párrafo 2 




2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta los derechos de terceros de buena fe;”




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 53, apartado (c) y el artículo 55, párrafo 9 de la Convención en este informe de autoevaluación. 




En concreto, se podría incluir información sobre:  




� La base legal que faculta a las autoridades competentes a restituir los activos decomisados a los Estados parte requirentes;  




La base legal que faculta a las autoridades competentes a tomar en cuenta los derechos de terceros en buena fe al hacerlo




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos, el valor monetario total de los bienes decomisados y los montos que hayan sido restituidos a solicitud de otro Estado parte tomando en cuenta los derechos de terceros en buena fe




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 57 




3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido;”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir los productos decomisados de la malversación o peculado, la sustracción u otro tipo de desvío realizado por un funcionario público, para beneficio propio o de un tercero, a los Estados parte requirentes.  




La base legislativa, si existiera, que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, e información sobre si se renunció al requisito del fallo en firme (y en qué circunstancias), así como estadísticas. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados y restituidos




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 57




De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




 b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados;” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� La base legislativa y/o jurisprudencia que posibilita la restitución del producto decomisado de cualquier delito con arreglo a la Convención (excepto la malversación) a los Estados parte requirentes; 




(a)  cuando hayan acreditado razonablemente su propiedad anterior; o  




(b)  cuando su país reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes; 




La base legislativa que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito distinto a la malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, incluyendo ejemplos de los mecanismos usados para la restitución. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total así como cualquier otro dato estadístico




					 









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 57




3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la indemnización de las víctimas del delito.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




� La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir a los Estados parte requirentes el producto decomisado de cualquier otro delito tipificado en la Convención, incluyendo los casos en los que el Estado requirente no pueda acreditar la propiedad anterior o los daños y perjuicios sufridos; 




� La base legislativa para restituir dicho producto del delito decomisado a sus propietarios anteriores legítimos; 




La base legislativa o la jurisprudencia que posibilite la indemnización de las víctimas del delito.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito tipificado en la Convención que haya sido restituido al Estado parte requirente, a los legítimos propietarios anteriores, o que haya sido utilizado para indemnizar a las víctimas del delito. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados, así como el valor monetario total de los activos restituidos y cualquier otro dato estadístico




					 









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 57




4) Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto en el presente artículo.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría aportarse la base legislativa que dispone que los Estados parte deduzcan los gastos razonables que hayan efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales antes de la restitución o disposición de los bienes decomisados. Si su país no deduce los gastos razonables, aclare el fundamento de esta decisión




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, acuerdos para compartir activos, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos en los que los gastos hayan sido deducidos o no. y el monto de dichos gastos.




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 57, párrafo 5 




5) Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 




 




					Guía: En este apartado podrían incluirse ejemplos de acuerdos, arreglos y otras medidas celebrados con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.





Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se hayan aplicado esos acuerdos o arreglos. Se podrían incluir asimismo casos en los que su país haya compartido jurisdicción sobre los activos decomisados con otro Estado parte y haya permitido al otro Estado parte efectuar la restitución del activo




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 59 DE LA CONVENCIÓN




 




 




“Artículo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales  




 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con el presente capítulo de la Convención.” 




 




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. También podría hacer referencia al artículo 62, párrafo 4 de la Convención al describir las medidas adoptadas por su país. 




Podría incluirse el número y la letra de los acuerdos en vigor firmados por su país. 





Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 




 




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior, o el Artículo 62, párrafo 4 de la Convención. Algunos ejemplos podrían ser acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales encaminados a mejorar la eficacia de la cooperación internacional emprendida con arreglo a este capítulo, jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 





Podrían incluirse casos, información estadística o de otro tipo en los que se hayan aplicado dichos acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE SI SE ESTIMA PERTINENTE CONTAR CON ALGUNA CLASE DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA DAR CUMPLIMIENTO A LOS ARTÍCULOS ANTERIORMENTE REFERIDOS DE LA CONVENCIÓN, O SE HA PRESTADO ASISTENCIA TÉCNICA A OTRO ESTADO




					1. Indique las acciones que sean necesarias para garantizar o mejorar la aplicación del artículo objeto de examen y señale los problemas concretos que se le hayan presentado a ese respecto. 




 




					Guía: Las acciones requeridas podrían incluir la aprobación de una ley y el marco temporal que ello involucra. Los desafíos relacionados podrían incluir la coordinación entre agencias, detalles específicos del sistema legal, prioridades, capacidad limitada (p. ej. tecnológica, institucional, otra), recursos limitados para la aplicación (p. ej. humanos, financieros, otros), falta de políticas marco y limitaciones en conocimientos y aptitudes. Sea lo más específico posible al describir estos problemas




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					2. ¿Necesita asistencia técnica para aplicar este artículo? En caso afirmativo, indique el tipo de asistencia que requeriría. Por ejemplo:




					Guía: Asistencia legislativa (p.ej. arreglos y acuerdos modelo, redacción legislativa y/o asesoría); Creación o fortalecimiento de instituciones (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, acuerdos y arreglos modelo, asistencia in situ de un experto relevante, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Formulación de políticas (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, sensibilización de los órganos de adopción de decisiones, asistencia in situ de un experto relevante); Fomento de la capacidad (p. ej. asistencia in situ de un experto relevante, fortalecimiento de las capacidades operativas y/o institucionales de las autoridades relevantes por medio de capacitación y aprendizaje en línea, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Investigación/reunión y análisis de datos (p. ej. asesoría experta sobre los sistemas de recolección y almacenamiento de datos, asesoría estadísticas o estudios de muestra);




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




Otros aspectos: sírvase especificar




					3. Facilitación de la cooperación internacional con otros países: describa el tipo de asistencia




					Guía: (…) p. ej. asistencia relacionada con casos, legislación modelo o tratados modelo




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 









					4. ¿Se le está prestando ya alguna asistencia técnica? En caso afirmativo, describa en términos generales la naturaleza de la asistencia y proporcione información sobre los donantes. 




 




					Guía: Si está recibiendo o ha recibido dicha asistencia, proporcione detalles, incluyendo quién provee la asistencia, una descripción de los objetivos centrales, su duración, presupuesto, resultados e impacto. Incluya información sobre la asistencia técnica que se provee de la manera más genérica para capturar también proyectos que no encajen directamente en la categoría de la prevención de la corrupción, pero que aborden aspectos pertinentes para la aplicación de la Convención contra la Corrupción.  Indique también si la ampliación y/o expansión de esa asistencia ayudaría a que su país adoptara las medidas descritas en el artículo objeto de examen




					Se remite a información brindada anteriormente.




 




 














 




Atentamente,




 




 




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora




Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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Unidad de Acceso a la Justicia









Estimados Señor y Señora:




	Reciban un atento saludo. A la vez, dentro del plazo conferido, remito informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad sobre la continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción del 10 de diciembre de 2003, ratificada por Costa Rica el 29 de noviembre de 2006, mediante Ley 8557; y la matriz  de la “Convención de las Naciones Unidas” en lo relacionado con la población indígena. Lo anterior, para que se valore su inclusión en la respuesta oficial que remitirá el Poder Judicial, según los compromisos internacionales asumidos por el Estado. 




					




					




					




					









					Articulado de la Convención




					Solicitud del mecanismo técnico




					Guía de respuesta, remitida por la Secretaría del mecanismo examinador




					Información brindada por las instancias judiciales









					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 1 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE




“Artículo 11 – Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público 




Artículo 11, párrafo 1 




1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial".




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial; 




Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales (como los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial); 




Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del poder judicial; 




Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del poder judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 




Descripción de la norma para determinar un posible conflicto de intereses de un juez y los pasos requeridos para abordarlo; 




Procedimientos sobre las declaraciones patrimoniales de los jueces y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses, incluyendo aquellos relacionados con la asignación de casos; 




Descripción de cualquier medida encaminada a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público;  




Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos. 




Número de jueces especializados en el enjuiciamiento de autores de delitos de corrupción y otros delitos contra el deber de rectitud. 




Proporción de jueces especializados con respecto a la población general. 









					El Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, ha adoptado una serie de medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. 




En lo relativo a la atención del Poder Judicial de los procesos judiciales vinculados con la población con discapacidad, es importante señalar:




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial es muy amplio y se deriva del Derecho Internacional asi como de la Constitución Política. Para el caso de la Judicatura, especial referencia a los Principios de Banglador que pretenden establecer estándares para la conducta ética de los jueces y las juezas, formulados para servir de guía a efecto de proporcionar a la judicatura un marco que regule la conducta judicial; y ayudar a que los miembros del ejecutivo y el legislativo, los abogados y el público en general puedan comprender y apoyar mejor a la judicatura. Esos principios presuponen que los jueces y las juezas son responsables de su conducta frente a las instituciones correspondientes establecidas para mantener los estándares judiciales, que dichas instituciones son independientes e imparciales y que tienen como objetivo complementar y no derogar las normas legales y de conducta existentes que vinculan a la Judicatura.




La Ley Orgánica del Poder Judicial establece los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces y juezas sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción; lo mismo que la Ley General de Control Interno, la Ley contra la Corrupción, Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, entre otros. Esas normas fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales, entre ellas, los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial. 




En lo referente al abordaje de los procesos judiciales vinculados con personas con discapacidad, se aplica la normativa internacional vinculada con la Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.




En la normativa interna, entre muchas otras leyes especiales, la Ley 7.600, la Ley de Promoción de la Autonomía Personas de las Personas con Discapacidad, entre otras.




La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.




La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.




A los conflictos de intereses de las personas juzgadoras en relación con los procesos vinculados con personas indígenas se les aplica la Ley Orgánica del Poder Judicial y la normativa internacional que le vincula, junto con la Ley General de Control Interno y la Ley de Enriquecimiento, siguiendo siempre el debido proceso. 




Las personas juzgadoras y fiscalas en general deben por Ley de Enriquecimiento hacer declaraciones patrimoniales anuales. 




En el Índice de Transparencia 2018, el Organismo de Investigación Judicial y el Poder Judicial en general, obtuvieron el primer y tercer lugar en Datos Abiertos de Gobierno (DAG) como parte del Top 3; el primer y segundo lugar respectivamente en el Rankings según naturaleza jurídica de Poderes de la República y órganos adscritos; y, el primer y tercer lugar respectivamente en los primeros 10 lugares en general en transparencia. Ese resultado y otras acciones reflejan la ejecución de medidas encaminadas a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público.   




La descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en la institución responde a los lineamientos legales y circulares del Consejo Superior, lo cual incluye a los procesos judiciales vinculados con personas indígenas.




E




Hay un importante avance pues se incluyó la temática de acceso a la justicia como uno de los ejes transversales del Plan Estratégico Institucional 2019/2024, lo cual impacta en la administración de riesgos de corrupción institucional.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




En concreto, se podrían incluir:




Casos en los que la violación de un código de conducta judicial llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 




Estadísticas sobre el número total de casos disciplinarios y ejemplos de sanciones disciplinarias o de procesamiento de jueces;  




Estadísticas sobre el número total de jueces y su carga de trabajo; 




Informes que identifiquen dilemas éticos, riesgos de corrupción, etc. para el poder judicial y medidas para eliminarlos/gestionarlos;  




Ejemplos en los que los miembros del poder judicial han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 




Estadísticas sobre el número de informes recibidos sobre la corrupción en el poder judicial, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ellos y sus resultados; 




Estadísticas sobre los sistemas de gestión de casos, incluyendo análisis de tendencias sobre el aumento de la eficiencia en la gestión de casos, particularmente en el contexto de cualquier reforma emprendida en esta área; 




Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del poder judicial con respecto al apego a los códigos judiciales o las normas de conducta;  




Información sobre el sistema de declaración patrimonial de los jueces y cómo se usa para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignar a un juez que tenga que ser recusado debido a un conflicto de intereses).









					Ejemplos de medidas adoptadas por el Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre sus miembros en lo relativo a la atención de procesos judiciales vinculados con la población indígena, son las siguientes:




Los pronunciamientos disciplinarios son publicados sin nombres y apellidos en cápsulas informativas como elementos disuasivos para evitar esas conductas.




La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.




La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.




Es una práctica institucional el establecimiento de indicadores de gestión para el personal judicial y está en proceso la construcción de evaluación de desempeño.




Del sistema SIGMA (inteligencia de negocios institucional) es posible obtener datos estadísticos actualizados sobre la gestión judicial y los despachos que cuentan con la mayor cantidad de procesos vinculados con personas con discapacidad para dar seguimiento al cumplimiento de los lineamientos institucionales de la atención prioritaria de esos asuntos al estar referidos a población en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizada.














					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 2 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE: 









“Artículo 11, párrafo 2 




2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial pero goce de independencia análoga”. 









					




1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 8, y el artículo 11, párrafo 1 de la Convención en este informe de autoevaluación. Podría aportar información sobre:  




El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del ministerio público; 




Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del ministerio público y la identificación de puntos focales o unidades dentro del ministerio público responsables de establecer normas sobre el comportamiento ético y de ofrecer asesoramiento a los fiscales sobre el comportamiento ético, los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales como las Directrices sobre la función de los fiscales y las Normas de responsabilidad profesional y declaración de los deberes y derechos fundamentales de los fiscales;




Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del ministerio público; 




Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del ministerio público, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 




Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en relación con el ministerio público; 




Procedimientos para proveer información sobre las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).




					Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.














					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc.









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




En concreto, se podrían incluir:  




· Ejemplos en los que la violación de un código de conducta procesal llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 




· Casos en los que los miembros del ministerio público han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 




· Estadísticas sobre el número de informes sobre corrupción recibido en el ministerio público, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ello y sus resultados; 




· Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del ministerio público con respecto al apego a los códigos procesales o las normas de conducta;  




Información sobre el sistema para las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan en los sistemas para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).




					Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.














					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA CONVENCIÓN 









“1. Cada Estado Parte:  




 b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




· su país garantiza tener la capacidad de cooperar con arreglo al artículo 14;  




· Si su país ha establecido una Dependencia de Inteligencia Financiera (FIU) y, de ser así, información relativa a  




-Qué otros órganos o agencias son responsables de combatir el blanqueo de dinero; 




-Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel nacional y, de ser así, con qué instituciones; 









	− Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel internacional;  









-Si la FIU de su país es miembro del Grupo de Egmont o de cualquier otra red de agencias para el intercambio de información y si ha firmado Memorandos de Entendimiento u otros acuerdos con otras FIU, entre otros, para fines de intercambio de información;  




-Podría añadir una lista de Memorandos de Entendimiento que su FIU tenga en vigor con otras FIU extranjeras. 




-Describa el funcionamiento del sistema, principalmente en términos de cooperación nacional e intercambio de información.




					Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto a los artículos 38 y 48 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En concreto, se podría incluir:  




· Información sobre los mecanismos de coordinación nacional;  




· Información sobre los protocolos para el intercambio de información; 




· Información sobre la participación en redes regionales o internacionales para la prevención del blanqueo de dinero.  




Si procede, y si dispone de ella, proporcione información de casos de blanqueo de dinero relacionados con la corrupción iniciados por su Dependencia de Inteligencia Financiera, incluyendo datos sobre investigaciones, juicios, condenas, además de órdenes de embargo preventivo, incautación y decomiso.




					Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal. Los informes de bienes están disponibles en la CGR.









					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN 














“Artículo 14 




5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: Proporcione aquí cualquier información adicional que no haya aportado en su respuesta al artículo 14, párrafo 1, apartado b de la Convención. 




Podría incluir también detalles sobre cómo desarrolla y promueve su país la cooperación descrita en esta disposición, incluyendo información sobre la membresía, presidencia o cualquier otra participación en organizaciones o grupos internacionales, redes regionales, redes informales o foros temáticos relacionados con la prevención del blanqueo de dinero




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




-Memorandos de Entendimiento que sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera hayan establecido con sus homólogos internacionales a fin de combatir el blanqueo de dinero.  




-Información sobre otras iniciativas que promuevan la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera, como conferencias, capacitaciones, intercambios jurídicos, etc. 




-Si dispone de esa información, estadísticas que reflejen la frecuencia de las interacciones de sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera con sus homólogos internacionales con respecto a asuntos de blanqueo de dinero.




					Las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 51 DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 51. Disposición general 




 




La restitución de activos con arreglo al presente artículo es un principio fundamental de la presente Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto.”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención, incluidos los procedimientos jurídicos aplicados en su país para aceptar solicitudes de recuperación de activos y el plazo para darles cumplimiento, a la luz de los problemas que enfrentan los países en lo relativo al proceso de recuperación de activos habida cuenta de las diferencias en materia de ordenamientos jurídicos y de la complejidad de sus procedimientos. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· Información sobre las medidas emprendidas para asegurar que no se deposite dinero no declarado procedente del extranjero en bancos, instituciones financieras, etc.; 




· Información sobre cómo se asegura la cooperación en la distribución de la información acerca de este dinero no declarado y cómo se pueden superar los obstáculos que imponen las normas de secreto bancario, así como la forma en la que la información acerca de si el dinero no declarado procede o no de hechos delictivos (delitos tributarios incluidos) es compartida; 




Información sobre acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales firmados con objeto de incrementar la efectividad de la cooperación con respecto a activos no declarados.




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Dichos ejemplos pueden incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que su país ha emprendido para cumplir esta provisión. 




En concreto, la información solicitada podría incluir medidas adoptadas por su gobierno para aceptar y procesar solicitudes con relación a la recuperación de activos, incluyendo las directrices respectivas, manuales y otras herramientas para los practicantes nacionales y extranjeros, así como estadísticas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53 INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 














“Artículo 53: Medidas para la recuperación directa de bienes  




 




 Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 




a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




 









					




Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  




Legislación que disponga la posición jurídica de otros Estados y que los faculte para entablar ante los tribunales de su país una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención;









Información sobre si los Estados parte son reconocidos automáticamente como personas jurídicas en su sistema jurídico, o sobre si existe un mecanismo para que puedan ser reconocidos; 




Si usted ha informado (y de ser así, de qué manera) a otros Estados parte de la posibilidad de entablar acciones civiles ante los tribunales de su país.




					









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición









En concreto, podría incluir casos y evidencia estadística o de otro tipo que demuestre que no existen obstáculos jurídicos o de otro tipo para que otro Estado emprenda litigios civiles, incluyendo el que los Estados parte hayan usado sus tribunales en el pasado para iniciar acciones civiles para determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 









“Artículo 53




Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  




 (b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos;”  









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado podría incluir legislación o jurisprudencia que faculte a otros Estados para comparecer ante los tribunales de su país y reclamar indemnizaciones o resarcimiento de otro tipo por daños y perjuicios. Además, podría incluir si ha informado, y de ser así, de qué manera, a otros Estados parte de que sus tribunales pueden ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podría incluir casos, información estadística o de otro tipo que muestre que los Estados parte han comparecido ante los tribunales de su país para reclamar daños o recibir indemnizaciones por daños y perjuicios




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					A. SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 









“Artículo 53




Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  




 c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.




Podría aportar legislación que disponga el reconocimiento de los derechos de los Estados parte como terceros en los procedimientos de decomiso









					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre otros Estados parte que presenten reclamaciones de titularidad en procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 














“Artículo 54. Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de decomiso 




 




 1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




 (a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte; 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En concreto, se podría incluir información sobre:  




· Los procedimientos para dar efecto a una orden de decomiso expedida por otro Estado parte, incluyendo si existen restricciones con base en que dicha orden se derive de procesos basados en una condena o en que no exista condena;  




· Si 	este 	asunto 	es 	regulado 	por 	la 	legislación 	nacional 	o 	por 	tratados bilaterales/multilaterales. 




Si este asunto es regulado por legislación específica o por disposiciones generales relativas al cumplimiento de fallos extranjeros




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre el cumplimiento de órdenes de decomiso extranjeras, desglosadas por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas. 









					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 









“Artículo 54




1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante otros procedimientos autorizados en su derecho interno;”  









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.









					Guía: En este apartado podría especificar si tiene la posibilidad de usar los delitos por lavado de dinero en vez del delito determinante como base para el decomiso




					Se remite a la información brindada.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre incautaciones basadas en delitos extranjeros relacionados con el lavado de dinero o la corrupción, desglosada por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 














“Artículo 54 




1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 




 c)Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados.”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado podría referirse a la base legislativa de su país para cualquier decomiso no basado en una condena; y para la provisión de asistencia judicial recíproca en casos de incautaciones no basadas en condenas. 




Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos decomisados, o las incautaciones no basadas en condenas y la asistencia judicial recíproca prestada en casos no basados en condenas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 









“Artículo 54 




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




 a)Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado podría referirse a los procedimientos disponibles para reconocer las órdenes de embargo preventivo o incautación, el umbral de evidencia necesario y la duración disponible para esas medidas




					Se remite a la información brindada anteriormente.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos embargados utilizando los procedimientos descritos en esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 54




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.









					Guía: En este apartado podría hacer referencia a la autoridad legislativa/regulatoria establecida y el umbral de evidencia requerido para expedir órdenes de embargo preventivo o de incautación basadas en una solicitud de otro Estado Parte




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 54




2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 




 (c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes;” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría incluir información sobre legislación que permita a las autoridades competentes expedir órdenes de conservación sin una solicitud previa de asistencia judicial recíproca, simplemente basándose en un arresto o un cargo penal extranjero relativo a la propiedad adquirida (o que se sospeche que fue adquirida) por medio de delitos cometidos en el extranjero.  




Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 1, INCISOS A) Y B) DE LA CONVENCIÓN




 




“Artículo 55, párrafo 1  




1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 




(a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 




(b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.”









					




1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					




Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




En este apartado se podría incluir información sobre: 




· El procedimiento para entregar la solicitud de decomiso extranjera a las autoridades competentes y pedir, con base en la información provista en la solicitud, una orden de decomiso nacional;  




· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos que se deben seguir al presentar una solicitud de decomiso;  




· Una descripción de cualquier diferencia en el procedimiento dependiendo de si la autoridad solicitante es penal, civil o administrativa. 




· El procedimiento para entregar una orden de decomiso extranjera a las autoridades y para darle efecto;  




· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes de los procedimientos que se deben seguir al presentar una orden de decomiso extranjera; 




Información sobre si también se permite dicho reconocimiento con respecto a órdenes que involucren incautaciones no basadas en condenas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.




 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas que han derivado en órdenes de decomiso. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos. 









Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas por sus autoridades competentes para dar efecto a una orden de decomiso extranjera. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos




					









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 55




2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




Podría incluir información sobre los procedimientos disponibles para identificar, localizar, embargar o decomisar bienes en respuesta a una solicitud




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas y las acciones emprendidas para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito.  









					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 3, INCISOS A), B) Y C) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55




3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 




(a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 




(b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de decomiso es definitiva; 




(c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la solicitud.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




En este apartado se podría incluir: 




· Cualquier información adicional específica que su país exige que se incluya en la solicitud para poder ejecutarla;  




Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos a seguir




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55




 4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente adoptada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 6, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55  




6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· Si su país supedita la cooperación con fines de decomiso a la existencia de un tratado; 




· Una lista de tratados bilaterales y multilaterales con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito; 




Si su país puede utilizar la Convención como base legal para la cooperación




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 














					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




En concreto, se podrían incluir:  




· Casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya utilizado la Convención como base legal para la cooperación.  




Copias de los tratados bilaterales y multilaterales o, como alternativa, enlaces a los tratados, con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55 




7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.









					Guía: En este apartado podría especificarse si el ordenamiento jurídico de su país reconoce fundamentos para denegar dicha cooperación, y las normas para denegarla. Si existen dichos fundamentos, podría incluir información sobre los procedimientos para hacer cualquier consulta al Estado parte requirente antes de denegar la cooperación, sobre si los bienes tienen un valor de minimis o sobre las maneras y los medios para respetar cualquier plazo máximo para la provisión de evidencia adicional.




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya denegado la cooperación o levantado medidas provisionales debido a la falta de evidencia o la demora en recibirla, o porque los bienes hayan tenido un valor de minimis




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 55 




8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




Podría especificarse si se han establecido mecanismos formales que provean esta oportunidad al Estado requirente, incluyendo procedimientos para informar al Estado requirente de solicitudes para desestimar una orden, u otros recursos judiciales presentados en su país




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  




Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos e información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se ha dado la oportunidad al Estado Parte requirente de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida antes de que fuera levantada




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 9, DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 55, párrafo 9 




9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: Podría referirse a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




Podría incluir, en particular, elementos más allá de lo que ya se insertó en el artículo 53, apartado (c) de la Convención, y legislación que disponga la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 56 DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 56 Cooperación especial  




Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al presente capítulo de la Convención.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 




Podría incluirse, en particular, legislación que disponga la transmisión espontánea de información a otro Estado parte sobre el producto de los delitos tipificados con arreglo a la Convención. 




Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren dicha transmisión espontánea de información




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 1, DE LA CONVENCIÓN




	 




“Artículo 57. Restitución y disposición de activos  




 




1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los artículos 31 o 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y con su derecho interno.”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado se podría incluir legislación y jurisprudencia sobre la disposición de los activos confiscados, incluyendo su restitución a su legítimo propietario anterior




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos y el valor monetario total de los bienes decomisados por su país y de los que se haya dispuesto con arreglo a la Convención, incluyendo ejemplos y valores monetarios de los montos de los que se haya dispuesto




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 57, párrafo 2 




2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta los derechos de terceros de buena fe;”









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 53, apartado (c) y el artículo 55, párrafo 9 de la Convención en este informe de autoevaluación. 




En concreto, se podría incluir información sobre:  




· La base legal que faculta a las autoridades competentes a restituir los activos decomisados a los Estados parte requirentes;  




La base legal que faculta a las autoridades competentes a tomar en cuenta los derechos de terceros en buena fe al hacerlo




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos, el valor monetario total de los bienes decomisados y los montos que hayan sido restituidos a solicitud de otro Estado parte tomando en cuenta los derechos de terceros en buena fe




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 57 




3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido;”




					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir los productos decomisados de la malversación o peculado, la sustracción u otro tipo de desvío realizado por un funcionario público, para beneficio propio o de un tercero, a los Estados parte requirentes.  




La base legislativa, si existiera, que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente.




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, e información sobre si se renunció al requisito del fallo en firme (y en qué circunstancias), así como estadísticas. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados y restituidos




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 57




De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




 b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados;” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· La base legislativa y/o jurisprudencia que posibilita la restitución del producto decomisado de cualquier delito con arreglo a la Convención (excepto la malversación) a los Estados parte requirentes; 




(a) cuando hayan acreditado razonablemente su propiedad anterior; o  




(b) cuando su país reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes; 




La base legislativa que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito distinto a la malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, incluyendo ejemplos de los mecanismos usados para la restitución. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total así como cualquier otro dato estadístico




					









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 57




3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 




c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la indemnización de las víctimas del delito.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 




· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir a los Estados parte requirentes el producto decomisado de cualquier otro delito tipificado en la Convención, incluyendo los casos en los que el Estado requirente no pueda acreditar la propiedad anterior o los daños y perjuicios sufridos; 




· La base legislativa para restituir dicho producto del delito decomisado a sus propietarios anteriores legítimos; 




La base legislativa o la jurisprudencia que posibilite la indemnización de las víctimas del delito.




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc




					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito tipificado en la Convención que haya sido restituido al Estado parte requirente, a los legítimos propietarios anteriores, o que haya sido utilizado para indemnizar a las víctimas del delito. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados, así como el valor monetario total de los activos restituidos y cualquier otro dato estadístico




					









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN









“Artículo 57




4) Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto en el presente artículo.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención




					Guía: En este apartado podría aportarse la base legislativa que dispone que los Estados parte deduzcan los gastos razonables que hayan efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales antes de la restitución o disposición de los bienes decomisados. Si su país no deduce los gastos razonables, aclare el fundamento de esta decisión




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, acuerdos para compartir activos, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos en los que los gastos hayan sido deducidos o no. y el monto de dichos gastos.




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 57, párrafo 5 




5) Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 









					Guía: En este apartado podrían incluirse ejemplos de acuerdos, arreglos y otras medidas celebrados con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.




Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se hayan aplicado esos acuerdos o arreglos. Se podrían incluir asimismo casos en los que su país haya compartido jurisdicción sobre los activos decomisados con otro Estado parte y haya permitido al otro Estado parte efectuar la restitución del activo




					Se remite a información brindada anteriormente.









Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.









					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 59 DE LA CONVENCIÓN














“Artículo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales  




 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con el presente capítulo de la Convención.” 









					1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.




					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. También podría hacer referencia al artículo 62, párrafo 4 de la Convención al describir las medidas adoptadas por su país. 




Podría incluirse el número y la letra de los acuerdos en vigor firmados por su país. 




Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					




					2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 









					Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior, o el Artículo 62, párrafo 4 de la Convención. Algunos ejemplos podrían ser acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales encaminados a mejorar la eficacia de la cooperación internacional emprendida con arreglo a este capítulo, jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 




Podrían incluirse casos, información estadística o de otro tipo en los que se hayan aplicado dichos acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE SI SE ESTIMA PERTINENTE CONTAR CON ALGUNA CLASE DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA DAR CUMPLIMIENTO A LOS ARTÍCULOS ANTERIORMENTE REFERIDOS DE LA CONVENCIÓN, O SE HA PRESTADO ASISTENCIA TÉCNICA A OTRO ESTADO




					1. Indique las acciones que sean necesarias para garantizar o mejorar la aplicación del artículo objeto de examen y señale los problemas concretos que se le hayan presentado a ese respecto. 









					Guía: Las acciones requeridas podrían incluir la aprobación de una ley y el marco temporal que ello involucra. Los desafíos relacionados podrían incluir la coordinación entre agencias, detalles específicos del sistema legal, prioridades, capacidad limitada (p. ej. tecnológica, institucional, otra), recursos limitados para la aplicación (p. ej. humanos, financieros, otros), falta de políticas marco y limitaciones en conocimientos y aptitudes. Sea lo más específico posible al describir estos problemas




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					




					2. ¿Necesita asistencia técnica para aplicar este artículo? En caso afirmativo, indique el tipo de asistencia que requeriría. Por ejemplo:




					Guía: Asistencia legislativa (p.ej. arreglos y acuerdos modelo, redacción legislativa y/o asesoría); Creación o fortalecimiento de instituciones (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, acuerdos y arreglos modelo, asistencia in situ de un experto relevante, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Formulación de políticas (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, sensibilización de los órganos de adopción de decisiones, asistencia in situ de un experto relevante); Fomento de la capacidad (p. ej. asistencia in situ de un experto relevante, fortalecimiento de las capacidades operativas y/o institucionales de las autoridades relevantes por medio de capacitación y aprendizaje en línea, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Investigación/reunión y análisis de datos (p. ej. asesoría experta sobre los sistemas de recolección y almacenamiento de datos, asesoría estadísticas o estudios de muestra);




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					

















































Otros aspectos: sírvase especificar




					3. Facilitación de la cooperación internacional con otros países: describa el tipo de asistencia




					Guía: (…) p. ej. asistencia relacionada con casos, legislación modelo o tratados modelo




					Se remite a información brindada anteriormente.



















					




					4. ¿Se le está prestando ya alguna asistencia técnica? En caso afirmativo, describa en términos generales la naturaleza de la asistencia y proporcione información sobre los donantes. 









					Guía: Si está recibiendo o ha recibido dicha asistencia, proporcione detalles, incluyendo quién provee la asistencia, una descripción de los objetivos centrales, su duración, presupuesto, resultados e impacto. Incluya información sobre la asistencia técnica que se provee de la manera más genérica para capturar también proyectos que no encajen directamente en la categoría de la prevención de la corrupción, pero que aborden aspectos pertinentes para la aplicación de la Convención contra la Corrupción.  Indique también si la ampliación y/o expansión de esa asistencia ayudaría a que su país adoptara las medidas descritas en el artículo objeto de examen




					Se remite a información brindada anteriormente.





























Atentamente,














Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora




Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador



Comisión de Acceso a la Justicia







Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia







Estimados Señor y Señora:



	Reciban un atento saludo. A la vez, dentro del plazo conferido, remito informe de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad sobre la continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción del 10 de diciembre de 2003, ratificada por Costa Rica el 29 de noviembre de 2006, mediante Ley 8557; y la matriz  de la “Convención de las Naciones Unidas” en lo relacionado con la población indígena. Lo anterior, para que se valore su inclusión en la respuesta oficial que remitirá el Poder Judicial, según los compromisos internacionales asumidos por el Estado. 



				



				



				



				







				Articulado de la Convención



				Solicitud del mecanismo técnico



				Guía de respuesta, remitida por la Secretaría del mecanismo examinador



				Información brindada por las instancias judiciales







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 1 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE



“Artículo 11 – Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público 



Artículo 11, párrafo 1 



1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial".



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial; 



Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales (como los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial); 



Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del poder judicial; 



Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del poder judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 



Descripción de la norma para determinar un posible conflicto de intereses de un juez y los pasos requeridos para abordarlo; 



Procedimientos sobre las declaraciones patrimoniales de los jueces y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses, incluyendo aquellos relacionados con la asignación de casos; 



Descripción de cualquier medida encaminada a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público;  



Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos. 



Número de jueces especializados en el enjuiciamiento de autores de delitos de corrupción y otros delitos contra el deber de rectitud. 



Proporción de jueces especializados con respecto a la población general. 







				El Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, ha adoptado una serie de medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. 



En lo relativo a la atención del Poder Judicial de los procesos judiciales vinculados con la población con discapacidad, es importante señalar:



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial es muy amplio y se deriva del Derecho Internacional asi como de la Constitución Política. Para el caso de la Judicatura, especial referencia a los Principios de Banglador que pretenden establecer estándares para la conducta ética de los jueces y las juezas, formulados para servir de guía a efecto de proporcionar a la judicatura un marco que regule la conducta judicial; y ayudar a que los miembros del ejecutivo y el legislativo, los abogados y el público en general puedan comprender y apoyar mejor a la judicatura. Esos principios presuponen que los jueces y las juezas son responsables de su conducta frente a las instituciones correspondientes establecidas para mantener los estándares judiciales, que dichas instituciones son independientes e imparciales y que tienen como objetivo complementar y no derogar las normas legales y de conducta existentes que vinculan a la Judicatura.



La Ley Orgánica del Poder Judicial establece los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces y juezas sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción; lo mismo que la Ley General de Control Interno, la Ley contra la Corrupción, Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, entre otros. Esas normas fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales, entre ellas, los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial. 



En lo referente al abordaje de los procesos judiciales vinculados con personas con discapacidad, se aplica la normativa internacional vinculada con la Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.



En la normativa interna, entre muchas otras leyes especiales, la Ley 7.600, la Ley de Promoción de la Autonomía Personas de las Personas con Discapacidad, entre otras.



La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.



La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.



A los conflictos de intereses de las personas juzgadoras en relación con los procesos vinculados con personas indígenas se les aplica la Ley Orgánica del Poder Judicial y la normativa internacional que le vincula, junto con la Ley General de Control Interno y la Ley de Enriquecimiento, siguiendo siempre el debido proceso. 



Las personas juzgadoras y fiscalas en general deben por Ley de Enriquecimiento hacer declaraciones patrimoniales anuales. 



En el Índice de Transparencia 2018, el Organismo de Investigación Judicial y el Poder Judicial en general, obtuvieron el primer y tercer lugar en Datos Abiertos de Gobierno (DAG) como parte del Top 3; el primer y segundo lugar respectivamente en el Rankings según naturaleza jurídica de Poderes de la República y órganos adscritos; y, el primer y tercer lugar respectivamente en los primeros 10 lugares en general en transparencia. Ese resultado y otras acciones reflejan la ejecución de medidas encaminadas a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público.   



La descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en la institución responde a los lineamientos legales y circulares del Consejo Superior, lo cual incluye a los procesos judiciales vinculados con personas indígenas.



E



Hay un importante avance pues se incluyó la temática de acceso a la justicia como uno de los ejes transversales del Plan Estratégico Institucional 2019/2024, lo cual impacta en la administración de riesgos de corrupción institucional.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



En concreto, se podrían incluir:



Casos en los que la violación de un código de conducta judicial llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 



Estadísticas sobre el número total de casos disciplinarios y ejemplos de sanciones disciplinarias o de procesamiento de jueces;  



Estadísticas sobre el número total de jueces y su carga de trabajo; 



Informes que identifiquen dilemas éticos, riesgos de corrupción, etc. para el poder judicial y medidas para eliminarlos/gestionarlos;  



Ejemplos en los que los miembros del poder judicial han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 



Estadísticas sobre el número de informes recibidos sobre la corrupción en el poder judicial, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ellos y sus resultados; 



Estadísticas sobre los sistemas de gestión de casos, incluyendo análisis de tendencias sobre el aumento de la eficiencia en la gestión de casos, particularmente en el contexto de cualquier reforma emprendida en esta área; 



Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del poder judicial con respecto al apego a los códigos judiciales o las normas de conducta;  



Información sobre el sistema de declaración patrimonial de los jueces y cómo se usa para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignar a un juez que tenga que ser recusado debido a un conflicto de intereses).







				Ejemplos de medidas adoptadas por el Poder Judicial, teniendo presente su independencia y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre sus miembros en lo relativo a la atención de procesos judiciales vinculados con la población indígena, son las siguientes:



Los pronunciamientos disciplinarios son publicados sin nombres y apellidos en cápsulas informativas como elementos disuasivos para evitar esas conductas.



La carrera judicial está debidamente normada y basada en el principio de idoneidad que desarrolla la Constitución Política, garantizando la designación de personas juzgadoras incluidas previamente en listas de elegibilidad.



La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que las causales de recusación contra personas juzgadoras son abiertas y no se limitan a las causales concretas que mencionan las normas citadas, para garantizar la independencia judicial y la imparcialidad.



Es una práctica institucional el establecimiento de indicadores de gestión para el personal judicial y está en proceso la construcción de evaluación de desempeño.



Del sistema SIGMA (inteligencia de negocios institucional) es posible obtener datos estadísticos actualizados sobre la gestión judicial y los despachos que cuentan con la mayor cantidad de procesos vinculados con personas con discapacidad para dar seguimiento al cumplimiento de los lineamientos institucionales de la atención prioritaria de esos asuntos al estar referidos a población en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizada.











				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 2 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE: 







“Artículo 11, párrafo 2 



2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial pero goce de independencia análoga”. 







				



1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 8, y el artículo 11, párrafo 1 de la Convención en este informe de autoevaluación. Podría aportar información sobre:  



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del ministerio público; 



Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del ministerio público y la identificación de puntos focales o unidades dentro del ministerio público responsables de establecer normas sobre el comportamiento ético y de ofrecer asesoramiento a los fiscales sobre el comportamiento ético, los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales como las Directrices sobre la función de los fiscales y las Normas de responsabilidad profesional y declaración de los deberes y derechos fundamentales de los fiscales;



Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del ministerio público; 



Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del ministerio público, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 



Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en relación con el ministerio público; 



Procedimientos para proveer información sobre las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).



				Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.











				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc.







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



En concreto, se podrían incluir:  



· Ejemplos en los que la violación de un código de conducta procesal llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 



· Casos en los que los miembros del ministerio público han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 



· Estadísticas sobre el número de informes sobre corrupción recibido en el ministerio público, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ello y sus resultados; 



· Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del ministerio público con respecto al apego a los códigos procesales o las normas de conducta;  



Información sobre el sistema para las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan en los sistemas para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).



				Se trata de una información propia del Ministerio Público que será atendida por éste.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.











				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA CONVENCIÓN 







“1. Cada Estado Parte:  



 b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



· su país garantiza tener la capacidad de cooperar con arreglo al artículo 14;  



· Si su país ha establecido una Dependencia de Inteligencia Financiera (FIU) y, de ser así, información relativa a  



-Qué otros órganos o agencias son responsables de combatir el blanqueo de dinero; 



-Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel nacional y, de ser así, con qué instituciones; 







	− Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel internacional;  







-Si la FIU de su país es miembro del Grupo de Egmont o de cualquier otra red de agencias para el intercambio de información y si ha firmado Memorandos de Entendimiento u otros acuerdos con otras FIU, entre otros, para fines de intercambio de información;  



-Podría añadir una lista de Memorandos de Entendimiento que su FIU tenga en vigor con otras FIU extranjeras. 



-Describa el funcionamiento del sistema, principalmente en términos de cooperación nacional e intercambio de información.



				Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto a los artículos 38 y 48 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En concreto, se podría incluir:  



· Información sobre los mecanismos de coordinación nacional;  



· Información sobre los protocolos para el intercambio de información; 



· Información sobre la participación en redes regionales o internacionales para la prevención del blanqueo de dinero.  



Si procede, y si dispone de ella, proporcione información de casos de blanqueo de dinero relacionados con la corrupción iniciados por su Dependencia de Inteligencia Financiera, incluyendo datos sobre investigaciones, juicios, condenas, además de órdenes de embargo preventivo, incautación y decomiso.



				Toda la población de la Judicatura y del Ministerio debe emitir declaración anual de bienes a la Contraloría General de la República, por disposición legal. Los informes de bienes están disponibles en la CGR.







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN 











“Artículo 14 



5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Proporcione aquí cualquier información adicional que no haya aportado en su respuesta al artículo 14, párrafo 1, apartado b de la Convención. 



Podría incluir también detalles sobre cómo desarrolla y promueve su país la cooperación descrita en esta disposición, incluyendo información sobre la membresía, presidencia o cualquier otra participación en organizaciones o grupos internacionales, redes regionales, redes informales o foros temáticos relacionados con la prevención del blanqueo de dinero



				Se remite a la información brindada anteriormente.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



-Memorandos de Entendimiento que sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera hayan establecido con sus homólogos internacionales a fin de combatir el blanqueo de dinero.  



-Información sobre otras iniciativas que promuevan la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera, como conferencias, capacitaciones, intercambios jurídicos, etc. 



-Si dispone de esa información, estadísticas que reflejen la frecuencia de las interacciones de sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera con sus homólogos internacionales con respecto a asuntos de blanqueo de dinero.



				Las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 51 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 51. Disposición general 



 



La restitución de activos con arreglo al presente artículo es un principio fundamental de la presente Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención, incluidos los procedimientos jurídicos aplicados en su país para aceptar solicitudes de recuperación de activos y el plazo para darles cumplimiento, a la luz de los problemas que enfrentan los países en lo relativo al proceso de recuperación de activos habida cuenta de las diferencias en materia de ordenamientos jurídicos y de la complejidad de sus procedimientos. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· Información sobre las medidas emprendidas para asegurar que no se deposite dinero no declarado procedente del extranjero en bancos, instituciones financieras, etc.; 



· Información sobre cómo se asegura la cooperación en la distribución de la información acerca de este dinero no declarado y cómo se pueden superar los obstáculos que imponen las normas de secreto bancario, así como la forma en la que la información acerca de si el dinero no declarado procede o no de hechos delictivos (delitos tributarios incluidos) es compartida; 



Información sobre acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales firmados con objeto de incrementar la efectividad de la cooperación con respecto a activos no declarados.



				Se remite a información brindada anteriormente.















				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Dichos ejemplos pueden incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que su país ha emprendido para cumplir esta provisión. 



En concreto, la información solicitada podría incluir medidas adoptadas por su gobierno para aceptar y procesar solicitudes con relación a la recuperación de activos, incluyendo las directrices respectivas, manuales y otras herramientas para los practicantes nacionales y extranjeros, así como estadísticas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53 INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 53: Medidas para la recuperación directa de bienes  



 



 Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 



a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



 







				



Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



Legislación que disponga la posición jurídica de otros Estados y que los faculte para entablar ante los tribunales de su país una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención;







Información sobre si los Estados parte son reconocidos automáticamente como personas jurídicas en su sistema jurídico, o sobre si existe un mecanismo para que puedan ser reconocidos; 



Si usted ha informado (y de ser así, de qué manera) a otros Estados parte de la posibilidad de entablar acciones civiles ante los tribunales de su país.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición







En concreto, podría incluir casos y evidencia estadística o de otro tipo que demuestre que no existen obstáculos jurídicos o de otro tipo para que otro Estado emprenda litigios civiles, incluyendo el que los Estados parte hayan usado sus tribunales en el pasado para iniciar acciones civiles para determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 53



Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  



 (b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos;”  







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría incluir legislación o jurisprudencia que faculte a otros Estados para comparecer ante los tribunales de su país y reclamar indemnizaciones o resarcimiento de otro tipo por daños y perjuicios. Además, podría incluir si ha informado, y de ser así, de qué manera, a otros Estados parte de que sus tribunales pueden ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podría incluir casos, información estadística o de otro tipo que muestre que los Estados parte han comparecido ante los tribunales de su país para reclamar daños o recibir indemnizaciones por daños y perjuicios



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				A. SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 53



Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  



 c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.



Podría aportar legislación que disponga el reconocimiento de los derechos de los Estados parte como terceros en los procedimientos de decomiso







				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre otros Estados parte que presenten reclamaciones de titularidad en procedimientos de decomiso



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 54. Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de decomiso 



 



 1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



 (a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte; 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En concreto, se podría incluir información sobre:  



· Los procedimientos para dar efecto a una orden de decomiso expedida por otro Estado parte, incluyendo si existen restricciones con base en que dicha orden se derive de procesos basados en una condena o en que no exista condena;  



· Si 	este 	asunto 	es 	regulado 	por 	la 	legislación 	nacional 	o 	por 	tratados bilaterales/multilaterales. 



Si este asunto es regulado por legislación específica o por disposiciones generales relativas al cumplimiento de fallos extranjeros



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre el cumplimiento de órdenes de decomiso extranjeras, desglosadas por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas. 







				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 54



1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante otros procedimientos autorizados en su derecho interno;”  







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría especificar si tiene la posibilidad de usar los delitos por lavado de dinero en vez del delito determinante como base para el decomiso



				Se remite a la información brindada.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre incautaciones basadas en delitos extranjeros relacionados con el lavado de dinero o la corrupción, desglosada por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 54 



1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



 c)Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados.”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría referirse a la base legislativa de su país para cualquier decomiso no basado en una condena; y para la provisión de asistencia judicial recíproca en casos de incautaciones no basadas en condenas. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				Se remite a la información brindada anteriormente.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos decomisados, o las incautaciones no basadas en condenas y la asistencia judicial recíproca prestada en casos no basados en condenas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 54 



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



 a)Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría referirse a los procedimientos disponibles para reconocer las órdenes de embargo preventivo o incautación, el umbral de evidencia necesario y la duración disponible para esas medidas



				Se remite a la información brindada anteriormente.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos embargados utilizando los procedimientos descritos en esta disposición



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 54



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría hacer referencia a la autoridad legislativa/regulatoria establecida y el umbral de evidencia requerido para expedir órdenes de embargo preventivo o de incautación basadas en una solicitud de otro Estado Parte



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 54



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



 (c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría incluir información sobre legislación que permita a las autoridades competentes expedir órdenes de conservación sin una solicitud previa de asistencia judicial recíproca, simplemente basándose en un arresto o un cargo penal extranjero relativo a la propiedad adquirida (o que se sospeche que fue adquirida) por medio de delitos cometidos en el extranjero.  



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 1, INCISOS A) Y B) DE LA CONVENCIÓN



 



“Artículo 55, párrafo 1  



1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 



(a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 



(b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.”







				



1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				



Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



En este apartado se podría incluir información sobre: 



· El procedimiento para entregar la solicitud de decomiso extranjera a las autoridades competentes y pedir, con base en la información provista en la solicitud, una orden de decomiso nacional;  



· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos que se deben seguir al presentar una solicitud de decomiso;  



· Una descripción de cualquier diferencia en el procedimiento dependiendo de si la autoridad solicitante es penal, civil o administrativa. 



· El procedimiento para entregar una orden de decomiso extranjera a las autoridades y para darle efecto;  



· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes de los procedimientos que se deben seguir al presentar una orden de decomiso extranjera; 



Información sobre si también se permite dicho reconocimiento con respecto a órdenes que involucren incautaciones no basadas en condenas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.



 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas que han derivado en órdenes de decomiso. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos. 







Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas por sus autoridades competentes para dar efecto a una orden de decomiso extranjera. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 55



2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Podría incluir información sobre los procedimientos disponibles para identificar, localizar, embargar o decomisar bienes en respuesta a una solicitud



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas y las acciones emprendidas para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito.  







				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 3, INCISOS A), B) Y C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55



3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 



(a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 



(b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de decomiso es definitiva; 



(c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la solicitud.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En este apartado se podría incluir: 



· Cualquier información adicional específica que su país exige que se incluya en la solicitud para poder ejecutarla;  



Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos a seguir



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55



 4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente adoptada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 6, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55  



6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· Si su país supedita la cooperación con fines de decomiso a la existencia de un tratado; 



· Una lista de tratados bilaterales y multilaterales con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito; 



Si su país puede utilizar la Convención como base legal para la cooperación



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 











				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



En concreto, se podrían incluir:  



· Casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya utilizado la Convención como base legal para la cooperación.  



Copias de los tratados bilaterales y multilaterales o, como alternativa, enlaces a los tratados, con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55 



7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría especificarse si el ordenamiento jurídico de su país reconoce fundamentos para denegar dicha cooperación, y las normas para denegarla. Si existen dichos fundamentos, podría incluir información sobre los procedimientos para hacer cualquier consulta al Estado parte requirente antes de denegar la cooperación, sobre si los bienes tienen un valor de minimis o sobre las maneras y los medios para respetar cualquier plazo máximo para la provisión de evidencia adicional.



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya denegado la cooperación o levantado medidas provisionales debido a la falta de evidencia o la demora en recibirla, o porque los bienes hayan tenido un valor de minimis



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55 



8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Podría especificarse si se han establecido mecanismos formales que provean esta oportunidad al Estado requirente, incluyendo procedimientos para informar al Estado requirente de solicitudes para desestimar una orden, u otros recursos judiciales presentados en su país



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos e información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se ha dado la oportunidad al Estado Parte requirente de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida antes de que fuera levantada



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 9, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 55, párrafo 9 



9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: Podría referirse a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



Podría incluir, en particular, elementos más allá de lo que ya se insertó en el artículo 53, apartado (c) de la Convención, y legislación que disponga la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 56 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 56 Cooperación especial  



Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al presente capítulo de la Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



Podría incluirse, en particular, legislación que disponga la transmisión espontánea de información a otro Estado parte sobre el producto de los delitos tipificados con arreglo a la Convención. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren dicha transmisión espontánea de información



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 1, DE LA CONVENCIÓN



	 



“Artículo 57. Restitución y disposición de activos  



 



1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los artículos 31 o 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y con su derecho interno.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir legislación y jurisprudencia sobre la disposición de los activos confiscados, incluyendo su restitución a su legítimo propietario anterior



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos y el valor monetario total de los bienes decomisados por su país y de los que se haya dispuesto con arreglo a la Convención, incluyendo ejemplos y valores monetarios de los montos de los que se haya dispuesto



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57, párrafo 2 



2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta los derechos de terceros de buena fe;”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 53, apartado (c) y el artículo 55, párrafo 9 de la Convención en este informe de autoevaluación. 



En concreto, se podría incluir información sobre:  



· La base legal que faculta a las autoridades competentes a restituir los activos decomisados a los Estados parte requirentes;  



La base legal que faculta a las autoridades competentes a tomar en cuenta los derechos de terceros en buena fe al hacerlo



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, el valor monetario total de los bienes decomisados y los montos que hayan sido restituidos a solicitud de otro Estado parte tomando en cuenta los derechos de terceros en buena fe



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57 



3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido;”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir los productos decomisados de la malversación o peculado, la sustracción u otro tipo de desvío realizado por un funcionario público, para beneficio propio o de un tercero, a los Estados parte requirentes.  



La base legislativa, si existiera, que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente.



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, e información sobre si se renunció al requisito del fallo en firme (y en qué circunstancias), así como estadísticas. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados y restituidos



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 57



De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



 b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa y/o jurisprudencia que posibilita la restitución del producto decomisado de cualquier delito con arreglo a la Convención (excepto la malversación) a los Estados parte requirentes; 



(a) cuando hayan acreditado razonablemente su propiedad anterior; o  



(b) cuando su país reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes; 



La base legislativa que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito distinto a la malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, incluyendo ejemplos de los mecanismos usados para la restitución. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total así como cualquier otro dato estadístico



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57



3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la indemnización de las víctimas del delito.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir a los Estados parte requirentes el producto decomisado de cualquier otro delito tipificado en la Convención, incluyendo los casos en los que el Estado requirente no pueda acreditar la propiedad anterior o los daños y perjuicios sufridos; 



· La base legislativa para restituir dicho producto del delito decomisado a sus propietarios anteriores legítimos; 



La base legislativa o la jurisprudencia que posibilite la indemnización de las víctimas del delito.



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito tipificado en la Convención que haya sido restituido al Estado parte requirente, a los legítimos propietarios anteriores, o que haya sido utilizado para indemnizar a las víctimas del delito. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados, así como el valor monetario total de los activos restituidos y cualquier otro dato estadístico



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57



4) Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto en el presente artículo.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría aportarse la base legislativa que dispone que los Estados parte deduzcan los gastos razonables que hayan efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales antes de la restitución o disposición de los bienes decomisados. Si su país no deduce los gastos razonables, aclare el fundamento de esta decisión



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, acuerdos para compartir activos, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos en los que los gastos hayan sido deducidos o no. y el monto de dichos gastos.



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 57, párrafo 5 



5) Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podrían incluirse ejemplos de acuerdos, arreglos y otras medidas celebrados con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se hayan aplicado esos acuerdos o arreglos. Se podrían incluir asimismo casos en los que su país haya compartido jurisdicción sobre los activos decomisados con otro Estado parte y haya permitido al otro Estado parte efectuar la restitución del activo



				Se remite a información brindada anteriormente.







Además, las estadísticas y los pronunciamientos jurisprudenciales relacionados son accesibles y están actualizados en forma electrónica para cualquier persona.







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 59 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales  



 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con el presente capítulo de la Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. También podría hacer referencia al artículo 62, párrafo 4 de la Convención al describir las medidas adoptadas por su país. 



Podría incluirse el número y la letra de los acuerdos en vigor firmados por su país. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				Se remite a información brindada anteriormente.















				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior, o el Artículo 62, párrafo 4 de la Convención. Algunos ejemplos podrían ser acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales encaminados a mejorar la eficacia de la cooperación internacional emprendida con arreglo a este capítulo, jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse casos, información estadística o de otro tipo en los que se hayan aplicado dichos acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales



				Se remite a información brindada anteriormente.















				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE SI SE ESTIMA PERTINENTE CONTAR CON ALGUNA CLASE DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA DAR CUMPLIMIENTO A LOS ARTÍCULOS ANTERIORMENTE REFERIDOS DE LA CONVENCIÓN, O SE HA PRESTADO ASISTENCIA TÉCNICA A OTRO ESTADO



				1. Indique las acciones que sean necesarias para garantizar o mejorar la aplicación del artículo objeto de examen y señale los problemas concretos que se le hayan presentado a ese respecto. 







				Guía: Las acciones requeridas podrían incluir la aprobación de una ley y el marco temporal que ello involucra. Los desafíos relacionados podrían incluir la coordinación entre agencias, detalles específicos del sistema legal, prioridades, capacidad limitada (p. ej. tecnológica, institucional, otra), recursos limitados para la aplicación (p. ej. humanos, financieros, otros), falta de políticas marco y limitaciones en conocimientos y aptitudes. Sea lo más específico posible al describir estos problemas



				Se remite a información brindada anteriormente.















				



				2. ¿Necesita asistencia técnica para aplicar este artículo? En caso afirmativo, indique el tipo de asistencia que requeriría. Por ejemplo:



				Guía: Asistencia legislativa (p.ej. arreglos y acuerdos modelo, redacción legislativa y/o asesoría); Creación o fortalecimiento de instituciones (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, acuerdos y arreglos modelo, asistencia in situ de un experto relevante, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Formulación de políticas (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, sensibilización de los órganos de adopción de decisiones, asistencia in situ de un experto relevante); Fomento de la capacidad (p. ej. asistencia in situ de un experto relevante, fortalecimiento de las capacidades operativas y/o institucionales de las autoridades relevantes por medio de capacitación y aprendizaje en línea, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Investigación/reunión y análisis de datos (p. ej. asesoría experta sobre los sistemas de recolección y almacenamiento de datos, asesoría estadísticas o estudios de muestra);



				Se remite a información brindada anteriormente.















				







































Otros aspectos: sírvase especificar



				3. Facilitación de la cooperación internacional con otros países: describa el tipo de asistencia



				Guía: (…) p. ej. asistencia relacionada con casos, legislación modelo o tratados modelo



				Se remite a información brindada anteriormente.















				



				4. ¿Se le está prestando ya alguna asistencia técnica? En caso afirmativo, describa en términos generales la naturaleza de la asistencia y proporcione información sobre los donantes. 







				Guía: Si está recibiendo o ha recibido dicha asistencia, proporcione detalles, incluyendo quién provee la asistencia, una descripción de los objetivos centrales, su duración, presupuesto, resultados e impacto. Incluya información sobre la asistencia técnica que se provee de la manera más genérica para capturar también proyectos que no encajen directamente en la categoría de la prevención de la corrupción, pero que aborden aspectos pertinentes para la aplicación de la Convención contra la Corrupción.  Indique también si la ampliación y/o expansión de esa asistencia ayudaría a que su país adoptara las medidas descritas en el artículo objeto de examen



				Se remite a información brindada anteriormente.























Atentamente,











Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señor y Señora:



 



Reciban un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



          



La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes mediante comunicado electrónico del 19 de junio.



 



Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



 



1.    Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



 



Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.



 



2.    Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre las personas con discapacidad y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



3.    Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a.     Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b.     Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c.     Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d.    Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e.     Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f.      Andrea Sánchez, representante CONAPDIS



g.     Ericka Alvarez, representante Ministerio de Trabajo



h.    Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



i.      Gabriela Abarca, representante Ministerio Público



j.      María Felicia Zoch, representante Defensa Pública



k.     Nelda Jiménez Rojas, Judicatura



l.      Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



m.   Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión Institucional de Empleabilidad



n.    Waiman Hin, Subdirectora de Gestión Humana



o.     Olga Guerrero, Subdirectora de Gestión Humana



p.    Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



q.     Franz Vega, Medicatura Forense



r.     Dirección Ejecutiva



s.     Otto Eduardo Lepiz, Defensoría de los Habitantes de la República



 



4.    Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



CONAPDIS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



ONGs vinculadas con personas con discapacidad



 



5.    Normativa. 



a.    Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b.    Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad



c.    Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad



d.    Ley 7.600 y su Reglamento



e.    Ley de Promoción de la Autonomía Personas con Discapacidad, entre otras



f.      Ley de Creación del CONAPDIS



g.    Ley de Empleabilidad en el sector público de las personas con discapacidad y su Reglamento



h.    Política de Discapacidad del Poder Judicial



 



6.    Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus



 



7.    Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.



 



8.    Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión



 



9.    Proyectos.



Proyecto de ley que pretende incluir un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a la Ley 7.600



 



10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas con discapacidad usuarias internas y externas, por lo que deben cumplir con los parámetros universales que nos remitió el CONAPDIS y que fueron puestos en conocimiento oportunamente de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Además, se solicita que la información de la página pueda accesarse en los idiomas de cada uno de los 8 pueblos indígenas que existen en Costa Rica, incluyendo el de las personas indígenas transfronterizas y migrantes, a fin de que las personas con discapacidad indígenas tengan un acceso real a los datos. 



De Ustedes con respeto y estima, 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señor y Señora:



 



Reciban un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



          



La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes mediante comunicado electrónico del 19 de junio.



 



Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



 



1.    Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



 



Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.



 



2.    Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre las personas con discapacidad y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



3.    Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a.     Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b.     Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c.     Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d.    Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e.     Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f.      Andrea Sánchez, representante CONAPDIS



g.     Ericka Alvarez, representante Ministerio de Trabajo



h.    Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



i.      Gabriela Abarca, representante Ministerio Público



j.      María Felicia Zoch, representante Defensa Pública



k.     Nelda Jiménez Rojas, Judicatura



l.      Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



m.   Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión Institucional de Empleabilidad



n.    Waiman Hin, Subdirectora de Gestión Humana



o.     Olga Guerrero, Subdirectora de Gestión Humana



p.    Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



q.     Franz Vega, Medicatura Forense



r.     Dirección Ejecutiva



s.     Otto Eduardo Lepiz, Defensoría de los Habitantes de la República



 



4.    Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



CONAPDIS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



ONGs vinculadas con personas con discapacidad



 



5.    Normativa. 



a.    Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b.    Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad



c.    Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad



d.    Ley 7.600 y su Reglamento



e.    Ley de Promoción de la Autonomía Personas con Discapacidad, entre otras



f.      Ley de Creación del CONAPDIS



g.    Ley de Empleabilidad en el sector público de las personas con discapacidad y su Reglamento



h.    Política de Discapacidad del Poder Judicial



 



6.    Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus



 



7.    Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.



 



8.    Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión



 



9.    Proyectos.



Proyecto de ley que pretende incluir un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a la Ley 7.600



 



10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas con discapacidad usuarias internas y externas, por lo que deben cumplir con los parámetros universales que nos remitió el CONAPDIS y que fueron puestos en conocimiento oportunamente de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Además, se solicita que la información de la página pueda accesarse en los idiomas de cada uno de los 8 pueblos indígenas que existen en Costa Rica, incluyendo el de las personas indígenas transfronterizas y migrantes, a fin de que las personas con discapacidad indígenas tengan un acceso real a los datos. 



De Ustedes con respeto y estima, 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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Comisión de Acceso a la Justicia
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(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)







Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria







Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia







Estimados Señor y Señora:



Reciba un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



	La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes. 



	Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



1. Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).







Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.







2. Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre las personas con discapacidad y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 







3. Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a. Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b. Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c. Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d. Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e. Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f. Andrea Sánchez, representante CONAPDIS



g. Ericka Alvarez, representante Ministerio de Trabajo



h. Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



i. Gabriela Abarca, representante Ministerio Público



j. María Felicia Zoch, representante Defensa Pública



k. Nelda Jiménez Rojas, Judicatura



l. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



m. Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión Institucional de Empleabilidad



n. Waiman Hin, Subdirectora de Gestión Humana



o. Olga Guerrero, Subdirectora de Gestión Humana



p. Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



q. Franz Vega, Medicatura Forense



r. Dirección Ejecutiva



s. Otto Eduardo Lepiz, Defensoría de los Habitantes de la República







4. Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



CONAPDIS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



ONGs vinculadas con personas con discapacidad







5. Normativa. 



a. Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b. Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad



c. Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad



d. Ley 7.600 y su Reglamento



e. Ley de Promoción de la Autonomía Personas con Discapacidad, entre otras



f. Ley de Creación del CONAPDIS



g. Ley de Empleabilidad en el sector público de las personas con discapacidad y su Reglamento



h. Política de Discapacidad del Poder Judicial







6. Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus







7. Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.







8. Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión







9. Proyectos.



Proyecto de ley que pretende incluir un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a la Ley 7.600







10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas con discapacidad usuarias internas y externas, por lo que deben cumplir con los parámetros universales que nos remitió el CONAPDIS y que fueron puestos en conocimiento oportunamente de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Unidad de Acceso a la Justicia.



Además, se solicita que la información de la página pueda accesarse en los idiomas de cada uno de los 8 pueblos indígenas que existen en Costa Rica, incluyendo el de las personas indígenas transfronterizas y migrantes, a fin de que las personas con discapacidad indígenas tengan un acceso real a los datos. 



De Ustedes con respeto y estima, 











Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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(Fuente: Sistema Nexus Poder Judicial)











Acta de Consejo Superior Nº 037 - 2001 



[bookmark: checkbox]




      



Fecha: 15 de Mayo del 2001



ARTÍCULO LXIV



            En sesión celebrada el 13 de junio del año pasado, artículo LXXVIII, se nombró al Dr. Javier Sandoval Leal,  Ing. Tobías Mena Aguilar y al señor Allan León Villalobos, por su orden, Jefe del Servicio Médico de Empleados, Jefe del Departamento de Servicios Generales y Técnico en Seguridad e Higiene Ocupacional del Departamento de Seguridad, como integrantes de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial.



            Mediante oficio N° 01-CD-01 de 6 de este mes, los señores León Villalobos, Mena Aguilar y Sandoval Leal, expresaron:



“A partir de esa fecha se ha convocado a varias reuniones internas y otras actividades organizadas por parte del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE), el cuál ha organizado a las comisiones de las Instituciones Públicas, con el fin de comunicar los diferentes lineamientos que se establece en la Ley 7600 (Ley sobre la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad).



Por lo anterior y convencidos de la necesidad que en esta materia deberá cumplir el Poder Judicial, tanto en infraestructura como en la capacitación del personal para poder mejorar la atención de las personas con discapacidad que hacen uso del servicio que se brinda, es necesario que den inicio una serie de actividades, con la participación activa de todos los funcionarios que laboramos para el Poder Judicial.



Por lo tanto, les solicitamos su aprobación de los siguientes puntos; con el fin de poder llevar a cabo las funciones para las cuales hemos sido nombrados:



1.       El tiraje de 500 ejemplares de la Ley 7600, los cuales serán distribuidos en forma coordinadora por esta comisión a los jefes de las Unidades y Sub-Unidades administrativas. A la vez, ellos serán los que se encarguen de la distribución a los despachos de su zona para el conocimiento y divulgación de dicha ley dentro del ámbito judicial correspondiente.



En el Primer Circuito Judicial de San José, será el Departamento de Información y Relaciones Públicas, el encargado de coordinar dicha distribución.



2.       Una vez que los ejemplares sean distribuidos y analizados, serán el medio adecuado para la remisión de todas las necesidades en cuanto a bienes y recursos que la zona indique, como prioritarios a la Comisión que constituimos, para la organización del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades de las personas con discapacidad. El envío de las necesidades dependerá directamente  del administrador o encargado que este designe en la zona respectiva.



3.       Que de antemano se disponga del recurso presupuestario, para solventar y concretizar las mejoras que se deben realizar; según las necesidades presentadas por cada Unidad Administrativa  a la vez se autorice el respaldo para que los integrantes de esta comisión y al menos un servidor de cada Unidad Administrativa, tenga la posibilidad de accesar los diferentes cursos que ofrece el CNREE o los demás instituciones interesadas en el tema.



4.       Solicitar al Departamento de Planificación, según los lineamientos que establece dicha ley, se formulen las políticas institucionales en materia de discapacidad; con la finalidad de que sea un soporte para el cumplimiento de todos los lineamientos de la Ley 7600.



No omitimos manifestar que en los diferentes talleres a los que hemos asistido se ha definido que la Contraloría General de la República y el CNREE, fungen como supervisores a nivel nacional y en todas las instituciones Públicas y Privadas, para que los lineamientos sean cumplidos según se establece en dicha ley.



Así mismo, el papel de la comisión al igual que en todas las Instituciones, es cumplir una función de asesora y fiscalizadora, como medio para transmitir a ustedes; como jerarcas de la Institución los diversos parámetros que deben de reunir los informes que dan cuenta de la aplicación de la Ley 7600 a nivel del Poder Judicial específicamente.



Con la finalidad de unificar los criterios sobre el tema e informarles con detalle las actividades que realizamos, respetuosamente les solicitamos programar una reunión con los integrantes de esta comisión, en fecha pronta por definir.”



 



-0-



 



Se acordó: 1)  Acoger la recomendación número uno, en el sentido de que el tiraje de los 500 ejemplares, se realice en forma de folleto y no tan elaborado como el que se adjunta, en razón de las limitaciones presupuestarias que enfrenta el Poder Judicial, así como la distribución de éstos en la forma propuesta.   2)  En cuanto a la propuesta número tres se deniega por cuanto no es posible compromete recursos presupuestarios para períodos posteriores, por lo que en cada caso deberán concretizar las mejoras que se deban realizar, a efecto de gestiones la asignación presupuestaria dentro de los posibilidades institucionales.  3)  Acoger la propuesta número cuatro, para lo que el Departamento de Planificación, conforme a los lineamientos que establece dicha ley, formule las políticas institucionales en materia de discapacidad, con la finalidad de que sea un soporte para el cumplimiento de todos los requerimientos que establece la ley.  4) Además la reunión con los integrantes de este Consejo Superior, oportunamente se les informará la hora y el día de su realización.



El Departamento de Publicaciones e impresos tomará nota para lo de su cargo.




act-1-0003-1769-83







Acta de Consejo Superior Nº 086 - 2002 








      



Fecha: 14 de Noviembre del 2002



ARTÍCULO LXXXIII



            El Ing. Tobías Mena Aguilar, el Dr. Javier Sandoval Leal y el Técnico Allan León Villalobos, integrantes de la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial, en nota de 6 de noviembre en curso, comunicaron lo siguiente:



“El día de ayer, la mayoría de los miembros de la Comisión en materia de Discapacidad de nuestra Institución; nos reunimos con la Sra. Grettel Oses Gutiérrez, del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE),  con el fin de analizar los avances que ha tenido el Poder Judicial en materia sobre discapacidad.



En la reunión se procedió a informar de las actividades que se han realizado por nuestra parte; como la entrega de la Ley 7600 a cada despacho judicial y los avances relacionados a la eliminación de barreras arquitectónicas en los edificios judiciales de todo el país.



La Sra. Oses Gutiérrez nos indicó la necesidad de que la comisión estuviera formada por una mayor cantidad de servidores que involucren poder de decisión y ejecución de los planes y proyectos para la puesta en marcha de la Ley 7600 sobre “igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”.



Dicho personal adicional estaría integrado, salvo mejor criterio, pro los siguientes representantes:



·         Representante Consejo Superior



·         Representante Escuela Judicial



·         Representante Contraloría de Servicios 



Por lo anterior, les solicitamos el análisis de la propuesta anterior y sus observaciones al respecto.”



- 0 -



            Se acordó: Autorizar la integración de funcionarios judiciales para que conformen la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial.



            Por parte de este Consejo se designa al Lic. Edgar Amador Madriz para que integre la referida comisión, por su parte la Escuela Judicial y la Contraloría de Servicios designarán a su representante.




 act-1-0003-1591-57







Acta de Consejo Superior Nº 006 - 2003 








      



Fecha: 30 de Enero del 2003



ARTÍCULO LVII



            En sesión N° 94-02 celebrada el 10 de diciembre de 2002, artículo LI, se solicitó a la Dirección Ejecutiva un informe de lo actuado sobre la Ley 7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, con el fin de hacerlo del conocimiento de la Sala Constitucional y con la instrucción de que se tomen las previsiones del caso para contar con traductores o personal capacitado para entender el lenguaje de señas a que se refiere el fallo. 



            El licenciado Rafael Ángel Morales Monge, Director Ejecutivo interino, en oficio N° 328-DE-02 de 27 de enero del año en curso, expresa:



         “Para lo que corresponda, y en atención al oficio N° DE-425-2002 de 18 de noviembre, suscrito por la master Bárbara Holst Quirós, Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, me permito remitir el informe de las principales Acciones Ejecutadas en el 2002, así como las que se ejecutarán en el presente año, en Materia de Discapacidad para el cumplimiento de la Ley N° 7600 y su Reglamento.



         Asimismo y con el fin de informar al Consejo Nacional de Rehabilitación, me permito indicar que la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial está conformada por los siguientes integrantes:



-Dr. Javier Sandoval Leal, Jefe del Servicio de Salud para Empleados



-Ing. Tobías Mena Aguilar, Jefe del Departamento de Servicios Generales



-Sr. Allan León Villalobos, Técnico en Seguridad e Higiene Ocupacional.



         Además el Consejo en la sesión 86-02 del 14 de noviembre, artículo LXXXIII, acordó que se integrara a esa Comisión un representante del Consejo Superior, uno de la Contraloría de Servicios y un servidor de la Escuela Judicial”.



 



- 0 -



            Se acordó:  1)  Tomar nota del informe que al efecto se adjunta.  2)  Remitir copia del citado informe al Consejo Nacional de Rehabilitación para lo que corresponda, a quien también se le informa la integración de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial.  3)  Asimismo remitir copia del referido informe a la Sala Constitucional para su atención.




 act-1-0003-1644-47







Acta de Consejo Superior Nº 059 - 2003 








      



Fecha: 12 de Agosto del 2003



ARTÍCULO XLVII



El licenciado Elías Muñoz Jiménez, transcribe el acuerdo tomado por la Comisión de Discapacidad, en sesión N° 07-2003, celebrada el 3 de junio del año en curso, artículo III, que dice:



“Se conoce oficio N° 3413-DE-2003 de 3 de junio en curso, suscrito por el Lic. Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, en el cual da respuesta al acuerdo de esta Comisión, sobre el Plan de Trabajo para el presente año.  Indica que, la única objeción que encuentra es en lo referente al objetivo específico N° 3 y su respectiva meta, ya que no depende de esta Comisión su cumplimiento, por lo que es incierto lograrlo.



Se agradece la observación de don Alfredo, sin embargo, se estima que el objetivo y las metas planteadas procuran en la medida de las posibilidades técnicas y presupuestarias, que se puedan cumplir.



Se acuerda:  Remitir el plan de trabajo al Consejo Superior a efecto de que se analice y si lo tiene a bien se sirvan aprobarlo para que la Comisión en Materia de Discapacidad, cuente con este instrumento de trabajo debidamente aprobado.”



- 0 - 



El licenciado Alfredo Jones León, reitera su objeción con el objetivo específico N° 3 que refiere a "procurar que los edificios propios y alquilados del Poder Judicial, tengan el mínimo de barreras arquitectónicas", dado que no depende de la Comisión  su cumplimiento.



Se acordó: Tener por hecha la manifestación del licenciado Jones León.  Aprobar el Plan de Trabajo de la Comisión en  Materia de Discapacidad, en el entendido que el objetivo específico N° 3 se leerá como sigue: " Promover ante las instancias que corresponda, para que tomen las acciones para que los edificios propios y alquilados por el Poder Judicial, tengan el mínimo de barreras arquitectónicas".




 act-1-0003-1649-34







Acta de Consejo Superior Nº 064 - 2003 








      



Fecha: 28 de Agosto del 2003



ARTÍCULO XXXIV



            En la sesión N° 43-03 del 17 de junio último, artículo LXXIV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“La Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, M.Sc. Bárbara Holst Quirós, en nota circular N° DE-167-2003 del 8 de mayo del 2003, recibida el 16 de junio de este año, manifiesta:



“Con fundamento en lo establecido en los artículos 2, 3 y 4 del Decreto Ejecutivo 26831-MP del 20 de abril de 1998 “Reglamento a la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, por este medio me permito recordarles la obligatoriedad de las instituciones que ustedes dignamente representan, de incluir en el Plan Anual Operativo 2004 las acciones y proyectos que garanticen el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de esta población en todas las regiones y comunidades del país, así como el contenido presupuestario requerido para su ejecución.



De igual manera, esta disposición legal ha venido siendo recordada a los jerarcas mediante Circular N° 8270 del 17 de agosto del 2000 de la Contraloría General de la República, en su punto 2.2.2.8 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, así como a través de la Directriz del mes de mayo del 2002 emitida para todas las instituciones públicas por la Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda. (Ver documento anexo)



Por otra parte les informo que el Decreto Ejecutivo N° 31092-H publicado en La Gaceta N° 63 del 31 de marzo del 2003, establece en su artículo 1, que el gasto presupuestario de las entidades públicas para el período presupuestario 2004, podrá incrementarse hasta un máximo de un 10 %, con respecto al año 2003. 



No obstante lo anterior, en el artículo 2, se establece que para la aplicación del artículo anterior, se excluyen del gasto presupuestario, entre otros, los “Recursos orientados a proyectos y programas en apoyo a la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, de conformidad con la Ley 7600”.



         Se acordó: Trasladar copia de la gestión anterior al Departamento de Planificación, para su estudio e informe en cuanto a las previsiones presupuestarias que se pueden tomar.”



--- o ---



            La Licda. Marta Asch Corrales, Jefa del Departamento de Planificación, en oficio N°1182-PLA-2003 del 21 de agosto en curso, rinde el informe solicitado en los siguientes términos:



“Para su conocimiento, le transcribo el informe N° 027-PP-2003, suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe a.i. de la Sección de Planes y Presupuesto:



“En relación con oficio 6745-03 de 22 de julio del 2003, mediante el que se traslada  a este Departamento el acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión  Nº 43-03 de 17 de junio, artículo LXXIV, referido a la aplicación de la Ley 7600 “Igualdad de Oportunidades  para las Personas con Discapacidad”, le manifiesto lo siguiente:



Mediante oficio 4867-DE-03 de 11 de agosto de 2003,  la Dirección Ejecutiva responde al Lic. José Manuel Echandi Meza, Defensor de los Habitantes de la República sobre una queja presentada ante ese despacho, de la siguiente manera:



Ø     La Corte Plena en sesión dos  de abril del 2001, artículo VI, aprueba las Políticas Administrativas, dentro de las cuales se incorporaron las políticas específicas en cuanto a igualdad de oportunidad para las personas con discapacidad .



Ø     Mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión del 10 de octubre del 2001, artículo XVI, se aprueban las políticas institucionales en materia de discapacidad para dar cumplimiento a lo establecido en la Ley N° 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades  para las Personas con Discapacidad y su reglamento . 



Ø     Por acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión del 4 de julio del 2002, artículo LXIV, se conoce el informe sobre los requerimientos en las diferentes edificaciones del Poder Judicial, propias y alquiladas, para el cumplimiento de la Ley N°7600 “Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad en Costa Rica”, donde se acuerda que la administración efectuará los trámites pertinentes a efecto de tomar las previsiones del caso en las edificaciones del Poder Judicial, por su parte el Departamento de Proveeduría prevendrá a los propietarios de los locales que se alquilan, para que adopten las medidas pertinentes, en virtud del cumplimiento de la cita Ley.



Ø     Mediante acuerdo del Consejo Superior del 30 de enero del año en curso, artículo LVII, se conoce el  “Informe de las principales acciones ejecutadas en materia de discapacidad para el cumplimiento de la Ley N° 7600, durante el 2002”,así como las que se ejecutarán en el presente año, en Materia de Discapacidad para el cumplimiento de esa ley y su reglamento, asimismo se informa al  Consejo Nacional de Rehabilitación, para lo que corresponda, la integración de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial.



Ø     De las principales acciones ejecutadas en materia de discapacidad para el cumplimiento de la ley N° 7600, de enero a julio del 2003,  se brindó un curso en el “Uso de Lenguaje en Señas Costarricense (LESCO 1)” y otro sobre “El Sistema Braille y Acceso a la Comunicación Escrita” a servidores judiciales, asimismo, se ejecutaron aproximadamente 70 mejoras en atención a la Ley 7600, con el fin de eliminar las barreras arquitectónicas en los locales que albergan oficinas judiciales).



Ø     Por otra parte, dentro del anteproyecto del 2004, el cual se encuentra actualmente en el Ministerio de Hacienda, en el Programa 926 “Dirección Administración y Otros Órganos de Apoyo Jurisdiccional” se incorporan los objetivos estratégicos, en lo que interesa indican:



“... 1.8. Mejorar el servicio brindado a los usuarios judiciales.



  1.13. Propiciar la sensibilización en la atención de usuarios discapacitados  y la tercera edad.”



Ø     En las edificaciones alquiladas se han implementado  un proceso de negociación con los propietarios de locales alquilados, a fin de que asuman los costos de los requerimientos básicos que estipula la Ley en cuanto (servicios sanitarios, oficinas para discapacitados y rampas), se ha promovido cambio de locales donde el costo sea similar al actual, en aquellos que se encuentren en segundas plantas, desniveles muy elevados, no cuente con espació físico para realizar los ajustes, así como donde los propietarios no asuman la inversión de los ajustes de infraestructura y siempre y cuando exista disponibilidad de otros locales en la zona y si las condiciones contractuales lo permiten. 



Ø     Dado el costo de las mejoras que se debe realizar en las diferentes instalaciones que albergan despachos judiciales, estas se han implementado paulatinamente según la disponibilidad de recursos y se continuaran ejecutando por etapas. 



Ø     Actualmente en algunas edificaciones se cuenta con rampas de acceso o rampas de ingreso de primer paso (Heredia, edificios de Tribunales y La Corte, Centro Infantil del Poder Judicial, Alajuela, Nicoya, Limón, Liberia, San Carlos San ramón, II Circuito Judicial de San José, Tribunales de Osa, despachos judiciales de San Pedro de Poás, Jiménez, San Mateo, Esparza, Carrillo, entre otros). Además se han acondicionado oficinas de atención a discapacitados en algunos circuitos y oficinas judiciales (Cartago, San Carlos, Limón, Alajuela, San Ramón, Bribrí, Grecia, Garabito, etc.) en el primer nivel de la edificación, para que los usuarios no tengan que desplazarse en el interior de los inmuebles, sino que sean los servidores judiciales los que recurran a la oficina para brindar un servicio personalizado.



Es importante adicionar a lo expuesto por la Dirección Ejecutiva y a manera de recomendación, que la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial coordinada actualmente por el Lic. Elías Muñoz Jiménez  Subcontralor de Servicios, retome a través de un plan operativo para el 2004 y en coordinación con la Dirección Ejecutiva, los elementos concernientes a nivel Institucional relacionados con la Ley 7600.”



--- o ---



            Se dispuso: 1) Tener por rendido el informe del Departamento de Planificación y hacerlo del conocimiento de la Dirección Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, a la que se agradece su recordatorio sobre la obligatoriedad de incluir en el plan anual operativo 2004, las acciones y proyectos que garanticen el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, y se le informa que el Poder Judicial, en la medida de las posibilidades presupuestarias, ha venido cumpliendo con lo establecido en la Ley N° 7600, y oportunamente se le comunicará lo proyectado para el año 2004. 2) Solicitar a la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial, que prepare y remita a la Comisión de Presupuesto del 2005, los proyectos y acciones a implementar en ese año.







act-1-0003-1493-48







Acta de Consejo Superior Nº 009 - 2005 








      



Fecha: 10 de Febrero del 2005



ARTÍCULO XLVIII 



            La señora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión en Materia de Discapacidad, en oficio N° 001-CD-05 de 4 de febrero en curso, comunica el acuerdo tomado por esa Comisión, en sesión N° 01-2005 celebrada el 26 de enero último, artículo I, que literalmente dice:



“En sesión N° 086-02 celebrada el 14 de noviembre del 2002, artículo LXXXIII, el Consejo Superior dispuso autorizar la integración de funcionarios judiciales para que conformen la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial. Por parte de ese Consejo se designó al Lic. Edgar Amador Madriz.



En virtud de lo anterior, respetuosamente se acuerda: Instar al Consejo Superior para que designe el nuevo representante ante esta Comisión, con el fin de tener poder de decisión y ejecución de los planes y proyectos de la Ley 7600 “Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”. Se declara firme este acuerdo”.”



 



Se dispuso: Designar a la licenciada Lupita Chaves Cervantes como integrante de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial, en reemplazo del Lic. Amador Madriz. Se declara firme este acuerdo.



	act-1-0003-1552-80







Acta de Consejo Superior Nº 068 - 2005 








      



Fecha: 01 de Setiembre del 2005



ARTÍCULO LXXX



            La Magistrada Anabelle León Feoli y la licenciada Lupita Chaves Cervantes, en nota de 24 de agosto en curso, para lo que corresponda, hacen de conocimiento de este Consejo el acuerdo tomado por la Subcomisión de Compra de equipo y mobiliario, de la Comisión en Materia de Discapacidad, en reunión realizada el 27 de julio del año en curso, que dice:



“ACUERDO COMISION DE DISCAPACIDAD N° 1-05



Fecha: 27 de julio de 2005.



Tema: Mobiliario y equipo según Ley N° 7600, sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



Se analiza el tema del mobiliario yequipo acorde a las necesidades de la Ley 7600, se indica que en vista de que en la etapa que se encuentra actualmente el anteproyecto de presupuesto del Poder Judicial para el 2006, no resulta factible la incorporación de los recursos necesarios para la atención de las necesidades de compra de mobiliario y equipo para personas diagnosticadas con problemas columnares u otro tipo de discapacidad, por lo cual se debe solicitar a las instancias superiores que se apruebe una política dirigida a que se incorporen periódicamente recursos presupuestarios en forma centralizada, dentro del anteproyecto de presupuesto del Área de Seguridad para atender las necesidades previamente diagnosticadas por la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad o bien del Departamento de Medicina Legal, en cuanto a problemas de columna, posturales, de movilidad, obesidad, vista, oído, entre otras discapacidades.



Lo anterior, en la medida que el reglamento de la cita Ley en los artículos 2, 3 y 4 señala:



“Artículo 2. - Planificación Anual



Las instituciones publicas incluirán en sus planes anuales operativos o planes anuales de trabajo, en los periodos correspondientes a su formulación, las acciones y proyectos que garanticen el acceso a sus servicios y la Igualdad de oportunidades en toda las regiones y comunidades del país.



Artículo 3.- Presupuesto



Las instituciones públicas incluirán el contenido presupuestario requerido para cumplir con las acciones y proyectos formulados en su Plan Anual Operativo, cuando elaboran su proyecto de presupuesto anual.



Artículo 4. – Inversión



Las instituciones publicas incluirán en sus programas de inversión, proyectos cuyo financiamiento requieran recursos extraordinarios no contemplados en sus presupuestos regulares o de funcionamiento.”



Además se comenta, que si es bien cierto la Institución no cuenta con una política sobre el tema, y a lo que se pretende llegar en fecha próxima, ello no enerva acciones concretas como la solicitada, que sin duda, serán consideradas para la elaboración de la Política Institucional que en su oportunidad se sometería a conocimiento y aprobación de la Corte Plena.



Se considera, que una vez que las instancias superiores aprueben dicha política, el Departamento de Planificación deberá incorporarla dentro de las directrices que se emiten periódicamente para que los centros de responsabilidad formulen los planes estratégicos y presupuesto de cada periodo.



Además se analiza la posibilidad de que para la atención de las necesidades inmediatas en cuanto a mobiliario y equipo según Ley 7600, se le solicite recursos al proyecto Corte- BID dentro del marco de que con la promulgación en 1996 de la Ley N° 7600, sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su Reglamento, se dan una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, a fin de garantizar la igualdad de oportunidades para los discapacitados usuarios y servidores judiciales.



El Poder Judicial, como pilar fundamental dentro de la sociedad costarricense y dentro del marco de la citada Ley, debe garantizar que el entorno, los bienes, los servicios, las instalaciones, se ajusten a las necesidades para garantizar la igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios para este grupo de personas.



Además, el proceso de modernización que ha llevado a cabo en los últimos años el Poder Judicial, ha sido con el fin de adecuar la administración de justicia a los cambios del entorno donde se incorpora una nueva cultura de servicio al usuario (interno y externo), basada en el principio de justicia como servicio público de calidad que responda a la necesidad de todas las personas sin discriminación alguna.



Dentro de ese marco de modernización del Poder Judicial, en estos momentos se encuentra en desarrollo la segunda etapa del Programa de Modernización de la Administración de Justicia, mediante la promulgación de la Ley 8273, Contrato de Préstamo N° 13770C-CR, entre la República de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo.



En esta segunda etapa del Programa, se integran áreas y actores que no se consideraron en la etapa anterior, pero que juega un papel preponderante en su desarrollo exitoso, en la medida de que la administración de justicia esté acorde a las necesidades de nuestra sociedad, especialmente para aquellos grupos vulnerables, como las personas con discapacidad a los cuales se les debe garantizar la igualdad de oportunidades en el desarrollo de sus labores y la prestación de los servicios. 



En vista de que en la etapa que se encuentra actualmente el anteproyecto de presupuesto del Poder Judicial para el 2006, no resulta factible la incorporación de los recursos necesarios para atención de las necesidades de la Ley 7600, en cuanto a compra de mobiliario y equipo para este grupo vulnerable de personas, es que se plantea la necesidad de que con recursos del Proyecto Corte-BID, se puedan adquirir cierto mobiliario y equipo para atender una primera etapa las necesidades inmediatas para los servidores judiciales y la atención de usuarios. Los requerimientos inicialmente identificados son:



ü                   Software de voz: Para atender las necesidades de los usuarios internos y externos en cuanto a la lectura de lo que se encuentre en pantalla.



ü                   Software Dragon Speaker: Dirigido a personas que tienen problemas en sus manos para digitar, y con el reconocimiento de voz que hace el software se va incorporando lo que dice con su voz al sistema, de igual forma como si estuviese digitando.



ü                   Sillas de rueda: Estas se ubicarán en los edificios principales fuera de San José, con el fin de que se movilice los usuarios que se presente con algún problema de movilidad o bien para la atención de una eventual emergencia que se presente, los Circuitos Judiciales a considerar son Alajuela, Corredores, Golfito, Liberia, Limón, Nicoya, Puntarenas, San Carlos, Santa Cruz y San Ramón.



ü                   Sillas: Se requieren para la atención de las necesidades institucionales específicas, previo diagnóstico emitido por la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad o bien del Departamento de Medicina Legal, en cuanto a problemas de columna, posturales, de movilidad y obesidad.



ü                   Porta ratón para las estaciones de servicio y mesas de computadoras: A nivel institucional algunos de estos equipos no cuentan con el espacio para ubicar el ratón de la computadora, lo que obliga al usuario a ubicar estos a un nivel diferente, esto provoca lesiones en hombro, brazo y muñeca o bien estos se requieren para uso de zurdos, estas compras se plantean en tanto se estandariza la compra de las estaciones de servicio y las mesas de computadora con dicho requisito.



ü                   Teclados ergonómicos: Para tender las necesidades de personas con afectaciones de la muñeca, según diagnóstico de la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 



ü                   Atriles: Para atender la necesidad ad de eliminación de movimientos repetitivos en puestos específicos, según diagnóstico de la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad.



Como resultado de los diferentes puntos de vista aportados y las observaciones realizadas, sobre el tema del mobiliario y equipo según Ley 7600, SE ACUERDA:



Solicitar al Consejo Superior que se emita una política dirigida a que se incorporen periódicamente recursos presupuestarios en forma centralizada, a partir del 2007 dentro del anteproyecto de presupuesto del Área de Seguridad, para atender las necesidades previamente diagnosticadas por la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad o bien del Departamento de Medicina Legal, en cuanto a problemas de columna, posturales, de movilidad, obesidad, vista, oído, entre otras discapacidades, según Ley 7600.



Solicitar a la Licda Sonia Navarro, Coordinadora del Proyecto Corte — BID, que con recursos de la segunda etapa del Programa de Modernización de la Administración de Justicia, se destine contenido presupuestario para atender en una primera etapa algunas necesidades inmediatas de los servidores judiciales y la atención de usuarios en cuanto mobiliario y equipo según Ley 7600.



Solicitar al Consejo Superior que todos aquellos casos que se presenten ante esa instancia de problemas de columna u otro tipo de discapacidad, se hagan de conocimiento de la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad, con el fin de crear una base de datos en materia de discapacidad a nivelinstitucional.” 



- 0 -



 



            Se dispuso: Tomar nota de la comunicación anterior y trasladarla al Departamento de Planificación, a fin de que incorpore en el proyecto de presupuesto del 2007 recursos económicos para atender las necesidades de que se da cuenta en el ámbito de las discapacidades. Con el mismo propósito, hágase este acuerdo de conocimiento de los Consejos de Administración y de los responsables de los distintos programas presupuestarios del Poder Judicial, así como de la Dirección Ejecutiva del Programa Poder Judicial-BID y del Departamento de Seguridad. 



            La Secretaría General de la Corte tomará nota de la recomendación de  comunicar a la Unidad de Salud Ocupacional los asuntos o acuerdos relacionados con problemas de salud de los servidores judiciales



act-1-0003-165-46







Acta de Consejo Superior Nº 026 - 2007 








      



Fecha: 12 de Abril del 2007



ARTÍCULO XLVI



            En sesión N° 45-05 de 14 de junio de 2005, artículo XLIII, se acogió la propuesta de la Comisión en materia de discapacidad, en el sentido de que se presupueste al menos un porcentaje de la cantidad de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, con especificaciones técnicas para personas que presentan dolencias de columna y discapacidad y estarse a la espera de la evaluación solicitada por la citada comisión al Departamento de Seguridad, con el fin de valorar el porcentaje aprobado.



En sesión N° 74-06 de 3 de octubre de 2006, artículo LIII, se acordó tomar nota del oficio N° C475-06 de 22 de setiembre de dicho año, suscrito por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al “Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor”, elaborado por la Contraloría de Servicios, el cual se trasladó a la Comisión de Accesibilidad, para que se conociera y fuera analizado por la citada Comisión.



La doctora Anabelle León Feoli, en calidad de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en nota de 27 de marzo último, expone lo siguiente:



         “Sirva la presente para saludarlos y hacer de su conocimiento diferentes temas de interés para la Comisión de Accesibilidad.



1.- En respuesta a la remisión que hiciera el Consejo Superior sobre el “Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor”, presentado por la  Contraloría de Servicios, se acordó acoger la propuesta planteada y desarrollar a lo interno de la Comisión el tema en particular, partiendo de que es un sector más de las poblaciones vulnerables, que como tal, requiere de un trato especial que guarda bastante similitud con la población con discapacidad. La Licenciada Lupita Chaves, con apoyo del Licenciado Saúl Arce, asumirán la coordinación del tema.



2.- En la Sesión no. 045-05 del 14 de junio del 2005, a instancia de la Comisión, el Consejo Superior, solicitó a la Comisión de Seguridad que determinara un porcentaje de la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarla a la compra de equipo especial. A la fecha, no se tiene conocimiento de la información requerida. En consecuencia, con la anuencia de la señora Proveedora, se solicita que se establezca en un diez por ciento del presupuesto previsto en esa partida para ese propósito. De esta forma, se estarían comprando sillas adecuadas, ergonómicas, estaciones de trabajo y mesas para computadora, entre otras, para cubrir las necesidades de las y los servidores judiciales  que presentan dolencias de columna, espalda, túnel carpal, obesidad o alguna otra discapacidad. También, se estaría sustituyendo en forma paulatina el equipo y mobiliario, como una medida de prevención ante la constante incidencia de incapacidades por dolencias de esta naturaleza que se agravan si no se cuenta con el equipo adecuado. Cabe aclarar que esta decisión en modo alguno, cubriría la compra de equipo especial para atender casos particulares que como tal, requerirán de un equipo o mobiliario específico según las necesidades concretas.



3.-  Debido a las solicitudes que en diferentes oficinas administrativas se reciben para la adquisición de equipo o mobiliario especial, según la necesidad y ante la ausencia de un lineamiento que guié a los funcionarios que lo requieren, así como a quienes deben tomar la decisión, se estima urgente contar con un protocolo o directriz que además de simplificar el trámite, facilite una respuesta oportuna dado que están de por medio las condiciones de salud física y mental y el factor costo beneficio de enviar la gestión a diferentes instancias. En razón de ello, se estimó conveniente sugerir el siguiente procedimiento:



a.- Solicitud del interesado acompañada de un  dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, ante la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad.



b.- Evaluación por parte de Salud Ocupacional para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir.



c.- Envío a la Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria.



d.- En caso de inconformidad del funcionario o funcionaria con la respuesta de Salud Ocupacional, elevar el asunto al Consejo Superior, para que lo remita al Departamento de Medicina Legal o al Consejo Médico Forense.



4.-  En virtud de que el equipo o mobiliario con perfiles especiales responde a una necesidad personal del funcionario o funcionaria, debe destinarse sólo para ese propósito, de manera que deberá  acompañarlo (a)  al lugar que en se desempeñe. Una vez concluida su relación laboral, deberá devolverlo a la Proveeduría, a fin de que pueda ser reutilizado con el mismo propósito. En consecuencia, es importante que el Consejo instruya para que se proceda en la forma indicada, y que, previo plaqueo del bien, se advierta al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. En igual sentido, resulta pertinente que se envíe copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Cabe indicar que los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 



5.-  El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector en la política sobre discapacidad, ha diseñado una guía para la elaboración de planos constructivos de manera tal que garanticen el cumplimiento de la Ley no. 7600. Por su parte, el Colegio de Ingenieros y Arquitectos verificará como instancia técnica su cumplimiento. En ese sentido, se estima de especial importancia que el Consejo inste a las instancias correspondientes, Servicios Generales, Dirección Ejecutiva, Proveeduría, Comisión de Construcciones y a quien se estime pertinente, para que lo tomen en consideración en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.  



En nombre  de la Comisión de Accesibilidad, me es grato reconocer, el decidido apoyo que siempre ha dado el Consejo Superior a este sector de la población.”
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Se dispuso: Aprobar parcialmente lo resuelto por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia: 1.) Establecer en un 10% el presupuesto previsto en la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarlo a la compra de equipo ergonómico, sin especificaciones particulares, el cual será entregado con el visto bueno de la Unidad de salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 2.) Aprobar el siguiente procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico: a) Solicitud del interesado acompañada de un  dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, dirigido a la Dirección Ejecutiva. b) Evaluación por parte del Departamento de Medicina Legal del servidor, teniendo a la vista la documentación presentada. c) Contando con el dictamen de medicina legal que corrobora la afección y recomienda el uso de equipo especial, se trasladan los antecedentes a la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir. d) Envío al Departamento de Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria. e) En caso de inconformidad del servidor con la respuesta del Departamento de Medicina Legal, elevar el asunto al Consejo Médico Forense. 3.) En razón de que el equipo o mobiliario especial  es para uso del servidor, este deberá trasladarse a la oficina en que labore en caso de traslado, y así se debe advertir al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. Asimismo, se enviará copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Además los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 4.) Hacer una instancia a la Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva, a los Departamentos de Servicios Generales y Proveeduría y a quien se estime pertinente, para que tomen en consideración el cumplimiento de la Ley Nº 7600 "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.




 



Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 20-06-2019 11:46:47.







act-1-0003-193-62







Acta de Consejo Superior Nº 051 - 2007 








      



Fecha: 18 de Julio del 2007



ARTÍCULO LXII



 



El Consejo Superior, en sesión N° 26-07 celebrada el 12 de abril del presente año, artículo XLVI, se tomó el siguiente acuerdo:



“En sesión N° 45-05 de 14 de junio de 2005, artículo XLIII, se acogió la propuesta de la Comisión en materia de discapacidad, en el sentido de que se presupueste al menos un porcentaje de la cantidad de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, con especificaciones técnicas para personas que presentan dolencias de columna y discapacidad y estarse a la espera de la evaluación solicitada por la citada comisión al Departamento de Seguridad, con el fin de valorar el porcentaje aprobado.



En sesión N° 74-06 de 3 de octubre de 2006, artículo LIII, se acordó tomar nota del oficio N° C475-06 de 22 de setiembre de dicho año, suscrito por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", elaborado por la Contraloría de Servicios, el cual se trasladó a la Comisión de Accesibilidad, para que se conociera y fuera analizado por la citada Comisión.



La doctora Anabelle León Feoli, en calidad de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en nota de 27 de marzo último, expone lo siguiente:



"Sirva la presente para saludarlos y hacer de su conocimiento diferentes temas de interés para la Comisión de Accesibilidad.



1.- En respuesta a la remisión que hiciera el Consejo Superior sobre el "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", presentado por la Contraloría de Servicios, se acordó acoger la propuesta planteada y desarrollar a lo interno de la Comisión el tema en particular, partiendo de que es un sector más de las poblaciones vulnerables, que como tal, requiere de un trato especial que guarda bastante similitud con la población con discapacidad. La Licenciada Lupita Chaves, con apoyo del Licenciado Saúl Arce, asumirán la coordinación del tema.



2.- En la Sesión no. 045-05 del 14 de junio del 2005, a instancia de la Comisión, el Consejo Superior, solicitó a la Comisión de Seguridad que determinara un porcentaje de la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarla a la compra de equipo especial. A la fecha, no se tiene conocimiento de la información requerida. En consecuencia, con la anuencia de la señora Proveedora, se solicita que se establezca en un diez por ciento del presupuesto previsto en esa partida para ese propósito. De esta forma, se estarían comprando sillas adecuadas, ergonómicas, estaciones de trabajo y mesas para computadora, entre otras, para cubrir las necesidades de las y los servidores judiciales que presentan dolencias de columna, espalda, túnel carpal, obesidad o alguna otra discapacidad. También, se estaría sustituyendo en forma paulatina el equipo y mobiliario, como una medida de prevención ante la constante incidencia de incapacidades por dolencias de esta naturaleza que se agravan si no se cuenta con el equipo adecuado. Cabe aclarar que esta decisión en modo alguno, cubriría la compra de equipo especial para atender casos particulares que como tal, requerirán de un equipo o mobiliario específico según las necesidades concretas.



3.- Debido a las solicitudes que en diferentes oficinas administrativas se reciben para la adquisición de equipo o mobiliario especial, según la necesidad y ante la ausencia de un lineamiento que guié a los funcionarios que lo requieren, así como a quienes deben tomar la decisión, se estima urgente contar con un protocolo o directriz que además de simplificar el trámite, facilite una respuesta oportuna dado que están de por medio las condiciones de salud física y mental y el factor costo beneficio de enviar la gestión a diferentes instancias. En razón de ello, se estimó conveniente sugerir el siguiente procedimiento:



a.- Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, ante la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad.



b.- Evaluación por parte de Salud Ocupacional para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir.



c.- Envío a la Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria.



d.- En caso de inconformidad del funcionario o funcionaria con la respuesta de Salud Ocupacional, elevar el asunto al Consejo Superior, para que lo remita al Departamento de Medicina Legal o al Consejo Médico Forense.



4.- En virtud de que el equipo o mobiliario con perfiles especiales responde a una necesidad personal del funcionario o funcionaria, debe destinarse sólo para ese propósito, de manera que deberá acompañarlo (a) al lugar que en se desempeñe. Una vez concluida su relación laboral, deberá devolverlo a la Proveeduría, a fin de que pueda ser reutilizado con el mismo propósito. En consecuencia, es importante que el Consejo instruya para que se proceda en la forma indicada, y que, previo plaqueo del bien, se advierta al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. En igual sentido, resulta pertinente que se envíe copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Cabe indicar que los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera.



5.- El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector en la política sobre discapacidad, ha diseñado una guía para la elaboración de planos constructivos de manera tal que garanticen el cumplimiento de la Ley no. 7600. Por su parte, el Colegio de Ingenieros y Arquitectos verificará como instancia técnica su cumplimiento. En ese sentido, se estima de especial importancia que el Consejo inste a las instancias correspondientes, Servicios Generales, Dirección Ejecutiva, Proveeduría, Comisión de Construcciones y a quien se estime pertinente, para que lo tomen en consideración en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.



En nombre de la Comisión de Accesibilidad, me es grato reconocer, el decidido apoyo que siempre ha dado el Consejo Superior a este sector de la población."



- 0 -



Se dispuso: Aprobar parcialmente lo resuelto por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia: 1.) Establecer en un 10% el presupuesto previsto en la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarlo a la compra de equipo ergonómico, sin especificaciones particulares, el cual será entregado con el visto bueno de la Unidad de salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 2.) Aprobar el siguiente procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico: a) Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, dirigido a la Dirección Ejecutiva. b) Evaluación por parte del Departamento de Medicina Legal del servidor, teniendo a la vista la documentación presentada. c) Contando con el dictamen de medicina legal que corrobora la afección y recomienda el uso de equipo especial, se trasladan los antecedentes a la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir. d) Envío al Departamento de Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria. e) En caso de inconformidad del servidor con la respuesta del Departamento de Medicina Legal, elevar el asunto al Consejo Médico Forense. 3.) En razón de que el equipo o mobiliario especial  es para uso del servidor, este deberá trasladarse a la oficina en que labore en caso de traslado, y así se debe advertir al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. Asimismo, se enviará copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Además los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 4.) Hacer una instancia a la Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva, a los Departamentos de Servicios Generales y Proveeduría y a quien se estime pertinente, para que tomen en consideración el cumplimiento de la Ley Nº 7600 "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.”
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Se recibe a la Magistrada León Feoli, quien en su condición de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, señala la situación que se presenta con aquellos servidores judiciales que necesitan les sea suministrado equipo ergonómico especial. 



Expresa doña Anabelle, que recientemente se reunió con funcionarios del Departamento de Medicina Legal, con quienes se abordó el tema y le señalaron que ellos no tienen el criterio técnico para determinar qué tipo de equipo es el que de acuerdo a la dolencia del servidor es el que requiere, por lo que considera que por economía se modifique el procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico, únicamente en el sentido de que cuando un servidor presente una epicrisis de la Caja Costarricense del Seguro Social, del Instituto Nacional de Seguros, no sean remitidos a valoración por parte del Departamento de Medicina Legal.



            Se acordó: 1) Tener por hechas las manifestaciones de la Magistrada León Feoli. 2) Tener por modificado el acuerdo de referencia, en el sentido de que cuando un servidor (a) presente ante la Dirección Ejecutiva, una epicrisis emitida por la Caja Costarricense del Seguro Social, Instituto Nacional de Seguros, de un hospital o clínica privada reconocida, no será remitido a valoración por parte del Departamento de Medicina Legal. En cuanto a los dos últimos, el dictamen deberá ser expedido por un médico especialista y presentar debidamente certificada la documentación en que se compruebe el padecimiento del servidor (a), y en caso de existir duda, la Dirección Ejecutiva podrá remitir al servidor o servidora gestionante al Departamento de Medicina Legal.



            El Magistrado Chaves y la licenciada Anchía, salvan su voto únicamente en cuanto a que no aceptan los dictámenes expedidos por médicos particulares.



-o0o-



 



            A las 11:42 terminó la sesión.



 



Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 20-06-2019 11:47:33.







act-1-0003-40-59







Acta de Consejo Superior Nº 030 - 2008 








      



Fecha: 23 de Abril del 2008



ARTÍCULO LIX



 



            En sesión N° 26-07 celebrada el 12 de abril del 2007, artículo XLVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión N° 45-05 de 14 de junio de 2005, artículo XLIII, se acogió la propuesta de la Comisión en materia de discapacidad, en el sentido de que se presupueste al menos un porcentaje de la cantidad de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, con especificaciones técnicas para personas que presentan dolencias de columna y discapacidad y estarse a la espera de la evaluación solicitada por la citada comisión al Departamento de Seguridad, con el fin de valorar el porcentaje aprobado.



 



En sesión N° 74-06 de 3 de octubre de 2006, artículo LIII, se acordó tomar nota del oficio N° C475-06 de 22 de setiembre de dicho año, suscrito por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", elaborado por la Contraloría de Servicios, el cual se trasladó a la Comisión de Accesibilidad, para que se conociera y fuera analizado por la citada Comisión.



 



La doctora Anabelle León Feoli, en calidad de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en nota de 27 de marzo último, expone lo siguiente:



 



"Sirva la presente para saludarlos y hacer de su conocimiento diferentes temas de interés para la Comisión de Accesibilidad.



 



1.- En respuesta a la remisión que hiciera el Consejo Superior sobre el "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", presentado por la Contraloría de Servicios, se acordó acoger la propuesta planteada y desarrollar a lo interno de la Comisión el tema en particular, partiendo de que es un sector más de las poblaciones vulnerables, que como tal, requiere de un trato especial que guarda bastante similitud con la población con discapacidad. La Licenciada Lupita Chaves, con apoyo del Licenciado Saúl Arce, asumirá la coordinación del tema.



 



2.- En la Sesión no. 045-05 del 14 de junio del 2005, a instancia de la Comisión, el Consejo Superior, solicitó a la Comisión de Seguridad que determinara un porcentaje de la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarla a la compra de equipo especial. A la fecha, no se tiene conocimiento de la información requerida. En consecuencia, con la anuencia de la señora Proveedora, se solicita que se establezca en un diez por ciento del presupuesto previsto en esa partida para ese propósito. De esta forma, se estarían comprando sillas adecuadas, ergonómicas, estaciones de trabajo y mesas para computadora, entre otras, para cubrir las necesidades de las y los servidores judiciales que presentan dolencias de columna, espalda, túnel carpal, obesidad o alguna otra discapacidad. También, se estaría sustituyendo en forma paulatina el equipo y mobiliario, como una medida de prevención ante la constante incidencia de incapacidades por dolencias de esta naturaleza que se agravan si no se cuenta con el equipo adecuado. Cabe aclarar que esta decisión en modo alguno, cubriría la compra de equipo especial para atender casos particulares que como tal, requerirán de un equipo o mobiliario específico según las necesidades concretas.



 



3.- Debido a las solicitudes que en diferentes oficinas administrativas se reciben para la adquisición de equipo o mobiliario especial, según la necesidad y ante la ausencia de un lineamiento que guié a los funcionarios que lo requieren, así como a quienes deben tomar la decisión, se estima urgente contar con un protocolo o directriz que además de simplificar el trámite, facilite una respuesta oportuna dado que están de por medio las condiciones de salud física y mental y el factor costo beneficio de enviar la gestión a diferentes instancias. En razón de ello, se estimó conveniente sugerir el siguiente procedimiento:



 



a.- Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, ante la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad.



 



b.- Evaluación por parte de Salud Ocupacional para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir.



 



c.- Envío a la Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria.



 



d.- En caso de inconformidad del funcionario o funcionaria con la respuesta de Salud Ocupacional, elevar el asunto al Consejo Superior, para que lo remita al Departamento de Medicina Legal o al Consejo Médico Forense.



 



4.- En virtud de que el equipo o mobiliario con perfiles especiales responde a una necesidad personal del funcionario o funcionaria, debe destinarse sólo para ese propósito, de manera que deberá acompañarlo (a) al lugar que en se desempeñe. Una vez concluida su relación laboral, deberá devolverlo a la Proveeduría, a fin de que pueda ser reutilizado con el mismo propósito. En consecuencia, es importante que el Consejo instruya para que se proceda en la forma indicada, y que, previo plaqueo del bien, se advierta al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. En igual sentido, resulta pertinente que se envíe copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Cabe indicar que los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera.



 



5.- El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector en la política sobre discapacidad, ha diseñado una guía para la elaboración de planos constructivos de manera tal que garanticen el cumplimiento de la Ley no. 7600. Por su parte, el Colegio de Ingenieros y Arquitectos verificarán como instancia técnica su cumplimiento. En ese sentido, se estima de especial importancia que el Consejo inste a las instancias correspondientes, Servicios Generales, Dirección Ejecutiva, Proveeduría, Comisión de Construcciones y a quien se estime pertinente, para que lo tomen en consideración en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.



 



En nombre de la Comisión de Accesibilidad, me es grato reconocer, el decidido apoyo que siempre ha dado el Consejo Superior a este sector de la población."
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Se dispuso: Aprobar parcialmente lo resuelto por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia: 1.) Establecer en un 10% el presupuesto previsto en la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarlo a la compra de equipo ergonómico, sin especificaciones particulares, el cual será entregado con el visto bueno de la Unidad de salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 2.) Aprobar el siguiente procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico: a) Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, dirigido a la Dirección Ejecutiva. b) Evaluación por parte del Departamento de Medicina Legal del servidor, teniendo a la vista la documentación presentada. c) Contando con el dictamen de medicina legal que corrobora la afección y recomienda el uso de equipo especial, se trasladan los antecedentes a la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir. d) Envío al Departamento de Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria. e) En caso de inconformidad del servidor con la respuesta del Departamento de Medicina Legal, elevar el asunto al Consejo Médico Forense. 3.) En razón de que el equipo o mobiliario especial es para uso del servidor, este deberá trasladarse a la oficina en que labore en caso de traslado, y así se debe advertir al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. Asimismo, se enviará copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Además los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 4.) Hacer una instancia a la Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva, a los Departamentos de Servicios Generales y Proveeduría y a quien se estime pertinente, para que tomen en consideración el cumplimiento de la Ley Nº 7600 "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.”
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            Con oficio N° 2806-DE-2008 de 18 de abril en curso, el licenciado Luis Ángel Barahona Cortés, Subdirector Ejecutivo, remite el oficio N° 75-SO-08, suscrito por las servidoras Hazel Alfaro González y Ana Patricia Jiménez Granados, Técnicas de la Unidad de Salud Ocupacional, referente a la valoración del efecto negativo para la salud que producen algunas tareas que desarrolla la señora María Magdalena Alfaro Barrantes, Auxiliar Judicial 2 del Juzgado de Familia de Grecia, que literalmente dice:



“Con el fin de dar trámite a la inquietud realizada vía telefónica por la servidora  María Magdalena Alfaro Barrantes, Auxiliar Judicial 2 del Juzgado de Familia de Grecia y del Licenciado Mario Murillo Chaves, Juez coordinador del despacho a miembros de la Unidad de Salud Ocupacional;  referente a la necesidad de valoración del efecto negativo para la salud que produce algunas tareas que desarrolla la Sra. Alfaro Barrantes. 



 



         El pasado Jueves 3 de abril,  procedimos a visitar  el despacho, con el objetivo de reunirnos con el personal interesado; para analizar las diferentes tareas y el posible impacto negativo que esta teniendo algunas labores que ejecuta la Sra. Alfaro Barrantes y la relación con la lesión que presenta.



 



         A continuación se detallan los resultados  de dicha reunión y las conclusiones a que se llegaron entre todos los participantes.



 



Conclusiones:



 



·     El despacho cuenta con tres personas para la atención de público, de las cuales dos tienen serios problemas de salud y  han sido valoradas por Medicina Legal. 



 



·          Una de ellas, ya le fue asignada una silla freedom con cabecera mediante informe técnico de la Unidad de Salud Ocupacional, sin embargo las tareas que realiza especialmente la atención de público le esta generando reagravación de la lesión que presenta según refiere la servidora y le ha externado el médico tratante. 



 



·          La otra servidora incapacitada por maternidad quién una vez que ingrese a laborar, la Unidad de Salud Ocupacional deberá visitar su puesto para valorar de acuerdo al tipo de lesión que presenta el mobiliario a requerir. 



 



·       Se examinaron una a una las tareas que realiza la servidora Alfaro, según descripción de tareas que contiene el manual de puestos  del Departamento de Personal. 



 



·        La jefatura del despacho se comprometió a cambiar  temporalmente algunas tareas mientras se busca una solución definitiva a la problemática.  



 



·       Se observa una excelente disposición tanto de la Jefatura como de la servidora Alfaro para buscar alternativas de solución.



 



Recomendaciones



 



·       Hacer del conocimiento del Consejo Superior la problemática que presenta el despacho a fin de buscar una solución tanto para las servidoras que presentan problemas de salud como para el buen desempeño del despacho.



 



·        Solicitar al Departamento de Planificación valore la posibilidad de dotar de más recurso humano a dicho despacho, según los requerimientos existentes, previo análisis del personal y cargas de trabajo.”
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Se acordó: Tomar nota del informe anterior y trasladarlo al Departamento de Planificación, para que valore la nueva situación indicada por las señoras Alfaro González y Jiménez Granados, así como a la Unidad Administrativa Regional de Alajuela, para que valore la posibilidad de designar un auxiliar supernumerario.




 



Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 20-06-2019 11:48:11.







act-1-0003-37-46







Acta de Consejo Superior Nº 027 - 2008 








      



Fecha: 15 de Abril del 2008



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Adulto Mayor, Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO XLVI



En sesión N° 74-06 de 3 de octubre del 2006, artículo LIII, se acordó tomar nota del oficio N° C475-06 de 22 de setiembre de ese año, suscrito por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", elaborado por la Contraloría de Servicios, el cual se trasladó a la Comisión de Accesibilidad, para su conocimiento y análisis.



En sesión Nº 26-07 del 12 de abril del 2007, artículo XLVI, se tomó el acuerdo que en lo conducente dice:



                        “[…]



La doctora Anabelle León Feoli, en calidad de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en nota de 27 de marzo último, expone lo siguiente:



 



“Sirva la presente para saludarlos y hacer de su conocimiento diferentes temas de interés para la Comisión de Accesibilidad.



 



1.- En respuesta a la remisión que hiciera el Consejo Superior sobre el "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", presentado por la Contraloría de Servicios, se acordó acoger la propuesta planteada y desarrollar a lo interno de la Comisión el tema en particular, partiendo de que es un sector más de las poblaciones vulnerables, que como tal, requiere de un trato especial que guarda bastante similitud con la población con discapacidad. La Licenciada Lupita Chaves, con apoyo del Licenciado Saúl Arce, asumirán la coordinación del tema.



 



2.- En la sesión Nº 045-05 del 14 de junio del 2005, a instancia de la Comisión, el Consejo Superior, solicitó a la Comisión de Seguridad que determinara un porcentaje de la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarla a la compra de equipo especial. A la fecha, no se tiene conocimiento de la información requerida. En consecuencia, con la anuencia de la señora Proveedora, se solicita que se establezca en un diez por ciento del presupuesto previsto en esa partida para ese propósito. De esta forma, se estarían comprando sillas adecuadas, ergonómicas, estaciones de trabajo y mesas para computadora, entre otras, para cubrir las necesidades de las y los servidores judiciales que presentan dolencias de columna, espalda, túnel carpal, obesidad o alguna otra discapacidad. También, se estaría sustituyendo en forma paulatina el equipo y mobiliario, como una medida de prevención ante la constante incidencia de incapacidades por dolencias de esta naturaleza que se agravan si no se cuenta con el equipo adecuado. Cabe aclarar que esta decisión en modo alguno, cubriría la compra de equipo especial para atender casos particulares que como tal, requerirán de un equipo o mobiliario específico según las necesidades concretas.



 



3.- Debido a las solicitudes que en diferentes oficinas administrativas se reciben para la adquisición de equipo o mobiliario especial, según la necesidad y ante la ausencia de un lineamiento que guié a los funcionarios que lo requieren, así como a quienes deben tomar la decisión, se estima urgente contar con un protocolo o directriz que además de simplificar el trámite, facilite una respuesta oportuna dado que están de por medio las condiciones de salud física y mental y el factor costo beneficio de enviar la gestión a diferentes instancias. En razón de ello, se estimó conveniente sugerir el siguiente procedimiento:



 



a.- Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, ante la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad.



b.- Evaluación por parte de Salud Ocupacional para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir.



c.- Envío a la Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria.



d.- En caso de inconformidad del funcionario o funcionaria con la respuesta de Salud Ocupacional, elevar el asunto al Consejo Superior, para que lo remita al Departamento de Medicina Legal o al Consejo Médico Forense.



 



4.- En virtud de que el equipo o mobiliario con perfiles especiales responde a una necesidad personal del funcionario o funcionaria, debe destinarse sólo para ese propósito, de manera que deberá acompañarlo (a) al lugar que en se desempeñe. Una vez concluida su relación laboral, deberá devolverlo a la Proveeduría, a fin de que pueda ser reutilizado con el mismo propósito. En consecuencia, es importante que el Consejo instruya para que se proceda en la forma indicada, y que, previo plaqueo del bien, se advierta al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. En igual sentido, resulta pertinente que se envíe copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Cabe indicar que los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera.



 



5.- El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector en la política sobre discapacidad, ha diseñado una guía para la elaboración de planos constructivos de manera tal que garanticen el cumplimiento de la Ley no. 7600. Por su parte, el Colegio de Ingenieros y Arquitectos verificará como instancia técnica su cumplimiento. En ese sentido, se estima de especial importancia que el Consejo inste a las instancias correspondientes, Servicios Generales, Dirección Ejecutiva, Proveeduría, Comisión de Construcciones y a quien se estime pertinente, para que lo tomen en consideración en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.



 



En nombre de la Comisión de Accesibilidad, me es grato reconocer, el decidido apoyo que siempre ha dado el Consejo Superior a este sector de la población.”
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Se dispuso: Aprobar parcialmente lo resuelto por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia: 1.) Establecer en un 10% el presupuesto previsto en la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarlo a la compra de equipo ergonómico, sin especificaciones particulares, el cual será entregado con el visto bueno de la Unidad de salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 2.) Aprobar el siguiente procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico: a) Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, dirigido a la Dirección Ejecutiva. b) Evaluación por parte del Departamento de Medicina Legal del servidor, teniendo a la vista la documentación presentada. c) Contando con el dictamen de medicina legal que corrobora la afección y recomienda el uso de equipo especial, se trasladan los antecedentes a la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir. d) Envío al Departamento de Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria. e) En caso de inconformidad del servidor con la respuesta del Departamento de Medicina Legal, elevar el asunto al Consejo Médico Forense. 3.) En razón de que el equipo o mobiliario especial es para uso del servidor, este deberá trasladarse a la oficina en que labore en caso de traslado, y así se debe advertir al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. Asimismo, se enviará copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Además los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 4.) Hacer una instancia a la Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva, a los Departamentos de Servicios Generales y Proveeduría y a quien se estime pertinente, para que tomen en consideración el cumplimiento de la Ley Nº 7600 "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.”
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La Magistrada Anabelle León Feoli, en su carácter de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en oficio Nº CACC-03-2008 de 8 de abril en curso, remite el documento final que contempla la Propuesta para la Ejecución de Acciones que promuevan un Acceso Adeudado a la Justicia para la Población Adulta Mayor, que literalmente dice:



“El Consejo Superior en sesión celebrada el 30 de octubre del 2006, artículo LXVIII, acordó remitir a la Comisión de Accesibilidad para su conocimiento y análisis, la propuesta formulada por la  Contraloría de Servicios sobre el Proyecto de Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor.



 



Para esos efectos, la Comisión, tal y como se manifestó en la Sesión N° 26-07 del 12-04-07, artículo XLVI, conformó  una subcomisión  integrada por  la licenciada Lupita Chaves y el licenciado Saúl Arce, a fin de  definir una estrategia para implementar acciones a lo interno del Poder Judicial para garantizar un acceso efectivo a la justicia, de la población adulta mayor.



 



El documento final avalado por la Comisión, contempla una propuesta para la ejecución de acciones inmediatas las cuales conllevan a una labor de sensibilización de jueces/as y personal auxiliar  de las diferentes materias. Se estima importante iniciar con la jurisdicción laboral, por ser la de mayor afluencia de este sector. Cumpliendo, con el PAO de este año, al finalizar el 2008, se esperaría que todos los despachos de esta área hayan implementado las recomendaciones del documento.



 



A partir del 2009 se estaría trabajando en pensiones alimentarias y violencia doméstica y así sucesivamente en otras jurisdicciones.



 



No omito destacar la invaluable participación y significativos aportes del Consejo Nacional para Persona Adulta Mayor (CONAPAM), como ente rector y de la Asociación Gerontológico Costarricense (AGECO).  Así como la mística y el compromiso de la licenciada Chaves y el licenciado Arce. 



 



En consecuencia, la Comisión de Accesibilidad, solicita a los señores y señoras integrantes del Consejo Superior la aprobación de esta propuesta, a fin de legitimar las acciones que correspondan.”
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Del citado oficio se transcriben las conclusiones y recomendaciones, que literalmente dicen:



“De conformidad con la información recabada se concluye que toda la Administración Pública incluyendo el Poder Judicial, debe velar por la efectividad del principio de atención preferencial de la población adulta mayor y adoptar medidas para:



 



5.1. Garantizar el reconocimiento de la persona adulta mayor con capacidad como sujeta plena de derechos y obligaciones.



 



5.2. Adecuar los servicios que se brindan de conformidad con la especificidad etárea y necesidades particulares de la persona usuaria.



 



5.3. Simplificar los trámites y requisitos, en el marco de la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, considerando la condición etárea de la persona.



 



5.4. Promover el principio de autonomía de las personas adultas mayores y garantizar la protección necesaria en caso de presentar situaciones de vulnerabilidad.



 



5.5. Reconocer que la vejez es una etapa del desarrollo de la persona, no necesariamente asociada a incapacidad o disminución del ejercicio de la ciudadanía activa.



 



5.6. Fortalecer la prestación del servicio público hacia las personas adultas mayores, mediante la debida capacitación al personal judicial, así como la revisión de los procedimientos conforme con las necesidades de los y las usuarias, especialmente en los que atañe a brindar una respuesta oportuna para la satisfacción y protección de sus derechos.



 



5.7. Garantizar que las medidas afirmativas que se adopten a favor de este grupo etáreo, sean idóneas, proporcionales y necesarias, de forma que no constituyan actos  discriminatorios o de desventaja una medida discriminatoria en su contra.



 



         RECOMENDACIONES



 



Luego de la revisión y análisis realizado en torno al tema, se recomienda al Poder Judicial ejecutar las siguientes acciones que promueven un acceso adecuado de la población adulta mayor a los servicios de la Administración de Justicia. Estas propuestas se agrupan por tema y se describen a continuación:



 



6.1. Formular e implementar una política para adecuar los servicios que se brindan conforme la especificidad etárea y necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria. 



 



6.1.1.  Utilizar una carátula con color distinto  distintivo en los expedientes judiciales en los cuales figure como parte un/a persona adulta(o) mayor, específicamente en las materias de alto contenido social como: laboral, violencia doméstica, familia,  y pensiones alimentarias. 



 



6.1.2. Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, se recomienda que el Juez o Jueza a cargo de dicha diligencia, traslade esta diligencia al sitio donde reside o se encuentra la persona adulta mayor, se traslade al lugar de residencia o donde se encuentre esta persona, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 



6.1.3. Dictar una directriz a las oficinas jurisdiccionales y auxiliares de justicia, relacionada con el trato preferencial que debe imperar para la atención de las personas adultas mayores, que se identifique con el carné de ciudadano/a de oro. En esta directriz se recomienda instar a los servidores/as judiciales para procurar un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población adulta mayor, con ello también se pretende habilitar una casilla especial para el trámite ágil y la resolución de los expedientes judiciales en que intervenga una persona adulta mayor.



 



Se exceptúa la materia penal, ya que la persona adulta mayor como víctima, puede recibir el servicio personalizado de la Oficina de Atención a la Víctima del Ministerio Público. 



 



6.1.4. La Contraloría de Servicios habilitará la línea de información gratuita 800-800-3000, para que las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos, realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y específicamente lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



 



6.2. Sensibilizar a la población judicial ya que aún falta materializar algunos esfuerzos que permitan disponer de personal capacitado y comprometido para prestar una atención personalizada al adulto mayor. 



 



6.2.1. Gestionar ante la Escuela Judicial y el Departamento de Personal cursos de capacitación dirigidos a los/as servidores/as judiciales y personal de apoyo sobre temas relacionados con esta población, como: atención preferencial a la persona adulta mayor,  derecho a la información de la persona adulta mayor respaldada en la necesidad de la existencia de señalizaciones y orientaciones para brindar el acceso al servicio público de justicia, servicio público de calidad, violencia doméstica y violencia sexual. 



 



6.3. Implementar una estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigida a la persona adulta mayor.



 



6.3.1. Se sugiere que el Departamento de Prensa y Comunicación y la Contraloría de Servicios, identifiquen las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites y procedimientos de los servicios que requiere el Adulto Mayor en la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante el cual se obtenga como productos la elaboración de afiches, brochures, rótulos, entre otros. La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr los objetivos de la implementación de la estrategia citada. 



 



Esta estrategia debe contemplar la divulgación a las personas usuarias sobre aspectos relevantes implementados por la Administración de Justicia, en beneficio de la población adulta mayor  y de las que se encuentren en condición de vulnerabilidad.



 



6.3.2. Solicitar la colaboración del Departamento de Tecnología de la Información, para la elaboración de un sitio dentro de la página Web de la Comisión de Accesibilidad, que contenga logros de las diferentes subcomisiones, entre las que se encuentra la población adulta mayor, tales como: acuerdos del Consejo Superior relacionados con algunas de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, acuerdos de la Comisión de Accesibilidad, jurisprudencia de la Sala Constitucional seleccionada por población en esa condición, buenas prácticas implementadas en oficinas judiciales para el acceso de la población adulta mayor o de alguna de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre otros.”



- 0 -



            Se acordó: Aprobar parcialmente las recomendaciones emitidas en el informe anterior por la Comisión de Accesibilidad, a excepción de la indicada en el párrafo segundo de la Nº 6.1.3, en razón de que se considera que se debe procurar un trato preferencial también en la materia penal a las personas adultas mayores. En consecuencia:



1. Formular e implementar una política para adecuar los servicios que se brindan conforme la especificidad etárea y necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria. 



 



a. Utilizar una carátula con color distinto en los expedientes judiciales en los cuales figure como parte un o una persona adulta o adulto mayor, específicamente en las materias de alto contenido social como: laboral, violencia doméstica, familia,  y pensiones alimentarias. 



 



b. Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, el Juez o Jueza a cargo de dicha diligencia, trasladará esta diligencia al sitio donde reside o se encuentra la persona adulta mayor, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 



c. Las oficinas jurisdiccionales y auxiliares de justicia, relacionadas con el trato preferencial que debe imperar para la atención de las personas adultas mayores, que se identifique con el carné de ciudadano o ciudadana de oro. Asimismo, se insta a los servidores y servidoras judiciales para procurar un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población adulta mayor, con ello también se pretende habilitar una casilla especial para el trámite ágil y la resolución de los expedientes judiciales en que intervenga una persona adulta mayor.



 



d. La Contraloría de Servicios habilitará la línea de información gratuita 800-800-3000, para que las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos, realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y específicamente lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



 



2. Sensibilizar a la población judicial que permitan disponer de personal capacitado y comprometido para prestar una atención personalizada al adulto mayor. 



 



a. La Escuela Judicial y el Departamento de Personal programaran cursos de capacitación dirigidos a los servidores y servidoras y personal de apoyo sobre la atención preferencial a la persona adulta mayor,  derecho a la información de la persona adulta mayor respaldada en la necesidad de la existencia de señalizaciones y orientaciones para brindar el acceso al servicio público de justicia, servicio público de calidad, violencia doméstica y violencia sexual. 



 



3. Implementar una estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigida a la persona adulta mayor.



 



a. El  Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Contraloría de Servicios, identificarán las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites y procedimientos de los servicios que requiere el Adulto Mayor en la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante el cual se obtenga como productos la elaboración de afiches, brochures, rótulos, entre otros. La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr los objetivos de la implementación de la estrategia citada. 



 



Esta estrategia contemplar la divulgación a las personas usuarias sobre aspectos relevantes implementados por la Administración de Justicia, en beneficio de la población adulta mayor  y de las que se encuentren en condición de vulnerabilidad.



 



b. El Departamento de Tecnología de la Información, elaborará un sitio dentro de la página Web de la Comisión de Accesibilidad, que contenga logros de las diferentes subcomisiones, entre las que se encuentra la población adulta mayor, tales como: acuerdos del Consejo Superior relacionados con algunas de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, acuerdos de la Comisión de Accesibilidad, jurisprudencia de la Sala Constitucional seleccionada por población en esa condición, buenas prácticas implementadas en oficinas judiciales para el acceso de la población adulta mayor o de alguna de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre otros.”



 



Hacer lo anterior del conocimiento de los despachos judiciales mediante la siguiente circular:



“CIRCULAR N° xx-08



 



ASUNTO: Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población Adulta Mayor.



A LOS DESPACHOS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior en sesión N° 27-2008, celebrada el 15 de abril del 2008, artículo XLVI, dispuso instar a los despachos judiciales, a fin de que adecuen los servicios brindan a las necesidades especiales de la población Adulta Mayor, a través de la aplicación de las siguientes políticas: 



1. Formular e implementar una política para adecuar los servicios que se brindan conforme la especificidad etárea y necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria. 



 



a. Utilizar una carátula con color distinto en los expedientes judiciales en los cuales figure como parte un o una persona adulta o adulto mayor, específicamente en las materias de alto contenido social como: laboral, violencia doméstica, familia,  y pensiones alimentarias. 



 



b. Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, el Juez o Jueza a cargo de dicha diligencia, trasladará esta diligencia al sitio donde reside o se encuentra la persona adulta mayor, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 



c. Las oficinas jurisdiccionales y auxiliares de justicia, relacionadas con el trato preferencial que debe imperar para la atención de las personas adultas mayores. Asimismo, se insta a los servidores y servidoras judiciales para procurar un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población adulta mayor, con ello también se pretende habilitar una casilla especial para el trámite ágil y la resolución de los expedientes judiciales en que intervenga una persona adulta mayor.



 



d. La Contraloría de Servicios habilitará la línea de información gratuita 800-800-3000, para que las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos, realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y específicamente lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



 



2. Sensibilizar a la población judicial que permitan disponer de personal capacitado y comprometido para prestar una atención personalizada al adulto mayor. 



 



a. La Escuela Judicial y el Departamento de Personal programaran cursos de capacitación dirigidos a los servidores y servidoras y personal de apoyo sobre la atención preferencial a la persona adulta mayor,  derecho a la información de la persona adulta mayor respaldada en la necesidad de la existencia de señalizaciones y orientaciones para brindar el acceso al servicio público de justicia, servicio público de calidad, violencia doméstica y violencia sexual. 



 



3. Implementar una estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigida a la persona adulta mayor.



 



a. El  Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Contraloría de Servicios, identificarán las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites y procedimientos de los servicios que requiere el Adulto Mayor en la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante el cual se obtenga como productos la elaboración de afiches, brochures, rótulos, entre otros. La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr los objetivos de la implementación de la estrategia citada. 



 



Esta estrategia contemplar la divulgación a las personas usuarias sobre aspectos relevantes implementados por la Administración de Justicia, en beneficio de la población adulta mayor  y de las que se encuentren en condición de vulnerabilidad.



 



b. El Departamento de Tecnología de la Información, elaborará un sitio dentro de la página Web de la Comisión de Accesibilidad, que contenga logros de las diferentes subcomisiones, entre las que se encuentra la población adulta mayor, tales como: acuerdos del Consejo Superior relacionados con algunas de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, acuerdos de la Comisión de Accesibilidad, jurisprudencia de la Sala Constitucional seleccionada por población en esa condición, buenas prácticas implementadas en oficinas judiciales para el acceso de la población adulta mayor o de alguna de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre otros.”



 



 



San José, …… del 2008.”



La Secretaría General de la Corte, tomará nota para los fines consiguientes.
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Acta de Consejo Superior Nº 097 - 2008 








      



Fecha: 16 de Diciembre del 2008



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Adulto Mayor, Comisión de Accesibilidad



[bookmark: circular]Documentos citados: ¡Error! Referencia de hipervínculo no válida. 



ARTÍCULO LXXII



[bookmark: marca03]Mediante circular N° 61-2008 de 7 de mayo del año en curso, publicada en el Boletín Judicial N° 98 del 22 de ese mes, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de los servidores judiciales, lo dispuesto por este Consejo, en sesión N° 27-08 del 15 de abril de este año, artículo XLVI, en torno a las políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población Adulta Mayor.



         El 8 de diciembre en curso, se recibió copia de la nota dirigida a la licenciada Lupita Chaves Cervantes, Integrante de este Consejo, suscrita por la licenciada Helen Mora Salazar, Jueza 1 interina del Juzgado de Menor Cuantía de Desamparados, que literalmente dice:



“… me es grato hacer de su estimable conocimiento que el Juzgado de Menor Cuantía de Desamparados, en el cual actualmente me encuentro nombrada como Juez 1 a.i., ya tiene como práctica dentro de sus funciones judiciales habituales las Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población Adulta Mayor, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 27-08 celebrada el 15 de abril del año en curso, artículo XLVI y para lo cual se han implementado en este despacho algunas de las recomendaciones emitidas al respecto y que se encuentran a nuestro alcance, entre ellas:



 



1) Se implementó una casilla especial denominada “Expedientes de personas Adultos o Adultas Mayores”, donde se encuentran todos los expedientes donde figura como parte una persona Adulta Mayor.



2) A todos los expedientes donde figura como parte una persona Adulta Mayor se le está diferenciando de los demás expedientes que se tramitan en este despacho, utilizando una carátula de color amarilla, la cual fue solicitada a la Administración del Primer Circuito Judicial de San José y una vez que nos fueron remitidas las mismas se han estado utilizando no solamente en los casos nuevos entrantes, sino que nuestro personal en conjunto ha ido identificando aquellos asuntos que ya se encuentran iniciados y están en trámite y a éstos se les ha hecho el cambio de carátula respectiva.



3) Asimismo, hemos puesto en nuestra entrada un documento donde les indicamos a las personas usuarias que si son personas Adultas Mayores, lo informen inmediatamente a quien atiende el público, lo anterior con el fin de brindarle una rápida atención.



4) Otra iniciativa que hemos implementado en este despacho, es que hemos venido utilizando un mecanismo respecto a los cheques que deben retirar los Adultos Mayores, en el sentido de que si una persona que se encuentra dentro de esta condición, se apersona a solicitar que se le confeccione el cheque respectivo, el mismo se le elabora de inmediato, con el fin de que la persona no tenga que venir posteriormente a retirarlo, sino que pueda hacerlo en el mismo momento en que se apersona al despacho. En igual sentido se está trabajando con los Adultos Mayores que hacen sus consultas vía telefónica y donde se les da una fecha precisa en la que va a estar lista su gestión, con el fin de que no se apersonen al despacho innecesariamente.



No omito manifestar que el personal que labora para este despacho es un personal muy comprometido con la labor que realiza y que se encuentra debidamente informado respecto a la atención que se le debe brindar no solamente a las personas en condición de Adulto Mayor, sino que también a las personas que presentan algún tipo de discapacidad, lo anterior sin descuidar al resto de la población usuaria de nuestro servicio.



Al propio tiempo estamos realizando las gestiones necesarias, con la finalidad de que el personal con que se cuenta, aún con las limitantes que esta oficina judicial posee respecto a falta de personal, reciba una mayor capacitación para la debida atención al usuario y así poder brindar a ellos un servicio de calidad.



Por último para este despacho, sería un honor poder contar con la visita de sus estimables personas, con la finalidad de que corroboren en forma personal el esfuerzo que hemos venido realizando para poder cumplir a cabalidad con lo dispuesto por el honorable Consejo Superior, por lo cual respetuosamente les solicitamos hacer un esfuerzo en sus ya agitadas agendas para poder mostrar a sus personas o a quien los representen lo anteriormente citado, aparte de que para nosotros sería de gran motivación el recibir a tan distinguidas personas.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación anterior y hacer extensivo el reconocimiento a los servidores del Juzgado de Menor Cuantía de Desamparados por la implementación de esas iniciativas. 2.) Comunicar mediante la siguiente circular a los demás despachos judiciales, las citadas iniciativas con la instancia de que sean adaptadas a sus necesidades para dar un buen servicio a las personas Adultas Mayores. 3.)  Hacer lo anterior de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y del Colegio de Abogados.



CIRCULAR No. -09



Asunto:     Iniciativas para favorecer la aplicación de las políticas de acceso a la justicia de la población adulta mayor. 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE ATIENDEN LAS MATERIAS LABORAL, FAMILIA, PENSIONES ALIMENTARIAS Y VIOLENCIA DOMÉSTICA



  SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 97-08, celebrada el 16 de diciembre de 2008, artículo LXXII, dispuso hacer de conocimiento de los despachos judiciales del país las iniciativas que se dirán, a fin de que sean adaptadas a sus necesidades y se optimice el servicio que se brinda a los usuarios adultos mayores. 



1.              Implementar una casilla especial denominada “Expedientes de personas Adultos o Adultas Mayores”, para ubicar los expedientes donde figura como parte una persona Adulta Mayor.



2.              Informar a los usuarios adultos mayores, que cuando se presenten a un despacho judicial, deben indiciar su condición a quien atiende el público, lo anterior con el fin de brindarle una rápida atención.



3.              Tomar las medidas necesarias respecto a los cheques que deben retirar los Adultos Mayores, de modo que les sean entregados de forma inmediata al momento de su solicitud, con el fin de que la persona no tenga que venir posteriormente a retirarlo, sino que pueda hacerlo en el mismo momento en que se apersona al despacho. 



4.              En igual sentido, al atender las consultas telefónicas de los adultos mayores, debe indicárseles una fecha precisa en la que va a estar lista su gestión, de modo tal que no se apersonen al despacho innecesariamente.
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         La iniciativas anteriores, se aplican de conformidad con las “Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor”, comunicadas mediante Circular N° 61-08, publicada en el Boletín Judicial N° 98 del 22 de mayo de 2008. 



         



Asimismo, debe considerarse que mediante Circular N° 1-09, se hizo de conocimiento de los servidores judiciales lo acordado por este Consejo Superior, en sesión N° 93-08, del 4 de diciembre de 2008, artículo XLIX, con relación al uso de carátulas “color terracota” (rojo marrón), en los expedientes en los que figure como parte una persona adulta mayor, en los despachos judiciales que atienden las materias Laboral, Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica.” 



- 0 -



La Secretaría General de la Corte tomará nota para los fines consiguientes. 




 



Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.



Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 20-06-2019 11:52:03.







act-1-0003-428-41







Acta de Consejo Superior Nº 047 - 2009 








      



Fecha: 07 de Mayo del 2009



Descriptores/Temas: Dirección de Gestión Humana, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Comisión de Accesibilidad, Servidores Judiciales



ARTÍCULO XLI



En sesión N° 63-06 celebrada el 24 de agosto del 2006, artículo XLVII, se solicitó al Departamento de Personal, que de conformidad con la Ley Nº 7600, "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad" y los instrumentos internacionales atinentes, estableciera una política que permitiera abordar la situación en forma integral, adecuando las funciones que desempeñan los funcionarios o funcionarias que sufren una discapacidad sobreviniente, sin lesionar los derechos adquiridos.



Posteriormente, en sesión de Corte Plena N° 14-08 celebrada el 5 de mayo del 2008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, en que, entre otros, se propuso que el Departamento de Personal desarrollara acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales, cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones, así como readaptar y reubicar al personal que adquiriera una discapacidad.



Seguidamente, en sesión Nº 15-09 celebrada el 19 de febrero del año curso, artículo XXXVI, se remitió a valoración médica por parte del Consejo Médico Forense al señor Helberth Navarro Cabrera, Custodio de Detenidos de la Sección de Cárceles del Organismo de Investigación Judicial, a fin de que se determinara su estado actual de salud y si puede desempeñarse en otro cargo.  Además se acordó hacer de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, ese acuerdo.



Asimismo, en el artículo XXXVII de la referida sesión, se remitió a valoración médica por parte del Consejo Médico Forense al señor Oldemar Guillermo Araya Méndez, Investigador 1 de la Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba, para que determinara su estado actual de salud y si puede desempeñarse en otro cargo. También se hizo este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, y proponga alguna disposición para atender casos como el que presenta al servidor Araya Méndez.



Por último, en sesión N° 37-09 celebrada el 21 de abril recién pasado, artículo XXXIV, se dispuso tomar nota y hacerlo del conocimiento del señor Oldemar Araya Méndez el informe de la valoración médica. Asimismo se solicitó a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, tomar en consideración las recomendaciones expuestas por el Consejo Médico Forense.



En relación con lo anterior, la Magistrada Anabelle León Feoli, en condición de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en oficio N° CACC-05-2009 de 27 de abril último, manifestó:



“El Consejo Superior en sesión Nº 15-2009 celebrada el 19 de febrero pasado, artículos XXXVI y XXXVII, conoció los casos de los señores Helberth Navarro Cabrera y Oldernar Guillermo Araya Méndez, servidores del Organismo de Investigación Judicial, a quienes remitió a valoración del Consejo Médico Forense. Sin embargo, en el caso del servidor Araya Méndez, además de hacerlo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, solicitó que “... valore proponer alguna disposición para atender casos...” como ese.



 



Al respecto, dada la complejidad de lo que el tema comporta, es oportuno indicar que desde el año 2006, ante una instancia de esta Comisión, el Consejo Superior en sesión N° 63-2006, artículo XLVII, dispuso que ese Departamento, conforme con la Ley Nº 7600 y los instrumentos internacionales atinentes, estableciera “una política que permita abordar la situación en forma Integral, adecuando las funciones que desempeñan los funcionarios o funcionarias que sufren una discapacidad sobreviviente, sin lesionar los derechos adquiridos.”



 



Adicionalmente, es necesario recordar que la “Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial” (Boletín Judicial N° 127 de 2 de julio de 2008), aprobada por la Corte Plena en sesión Nº 14-2008, celebrada el 5 de mayo de 2008, artículo XIII, en lo que a la gestión de personal se refiere, establece que ese Departamento debe readaptar y reubicar al personal que adquiera una discapacidad”



 



De conformidad con lo expuesto, la Comisión acordó (Sesión del mes de abril) instar al Consejo Superior a fin de que solicite al citado Departamento, que informe sobre el avance en la ejecución del referido acuerdo.”
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Se dispuso: Acoger la gestión planteada por la Magistrada León Feoli, en consecuencia solicitar al Departamento de Personal que a la brevedad informe sobre el avance del estudio, en vista de que los antecedentes de este datan de agosto del 2006.
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Acta de Consejo Superior Nº 058 - 2009 








      



Fecha: 02 de Junio del 2009



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Consejo Nacional de Ciegos, Instituto Hellen Keller, Mobiliario y equipo, Notificaciones, Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN), Patronato Nacional de Ciegos, Personas con discapacidad, Políticas de accesibilidad, Tribunal Supremo de Elecciones, Universidad de Costa Rica, Ley de Notificaciones Judiciales



ARTÍCULO LXXIII



 



En sesión Nº 18-09 celebrada el 26 de febrero del año en curso, artículo XLI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva en lo conducente literalmente dice: 



“[…] 



 



… 3.) Para los efectos del artículo 5° de la Ley de Notificaciones Judiciales las Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN) y los Despachos Judiciales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad visual mediante la conversión del documento escrito a uno auditivo, utilizando el programa Jaws con que cuentan todas las administraciones regionales incluidos el I y II Circuito Judicial de San José.  Igualmente podrán grabarse en audio las resoluciones a notificar y entregar al interesado el respectivo cassette.  Finalmente, en caso de requerirse la traducción de la resolución a notificar a lenguaje Braile, las OCN y los despachos judiciales que lo requieran, lo gestionarán a través de las Administraciones Regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quién se encargará de efectuar la respectiva traducción en el Consejo Nacional de Ciegos. 4.) Es entendido que los plazos correrán a partir del día siguiente al día en que se entregue el documento al usuario con discapacidad visual. […]”
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En relación con lo anterior, el licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo en oficio Nº 4028-DE-09 de 25 de mayo último, manifestó lo siguiente:  



“En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión celebrada el 26 de febrero del 2009, artículo LVII, mediante el cual se comisiona a la Dirección Ejecutiva para que valore la posibilidad de adquirir una máquina Braille, que permita imprimir  no solo resoluciones judiciales sino también diversas documentación para esa población, hago de su conocimiento que dado el costo de estos equipos en el mercado
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Acta de Consejo Superior Nº 075 - 2009 








      



Fecha: 06 de Agosto del 2009



Descriptores/Temas: Edificios, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO LXVIII



            En oficio N° 5790-DE-2009 de 28 de julio recién pasado, el licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, remite nota N° 1054-04-SG-2009 de 27 de ese mes, suscrita por el licenciado Jorge Eduardo Ramírez Vega, Subjefe del Departamento de Servicios Generales, referente a la señalización de las rutas de acceso a las oficinas en los edificios de Alajuela y Limón. Asimismo informa el licenciado Jones León, que está girando instrucciones al Departamento de Servicios Generales, para que prepare la propuesta de señalización alternativas, en los citados edificios.



            Asimismo se adjunta copia del oficio N° 354-AI-2009 de 24 de ese mes, suscrito por los arquitectos Greini Leitón Alvarado y Luis Umaña Ugalde, Supervisores de Construcciones, que dice:



“En relación con la señalización de las rutas de accesos a través de un determinado sistema por piso para orientación de las personas con discapacidad en los nuevos edificios de Alajuela y Limón indicamos:



El tema de la señalización es un tema nuevo que con gran esfuerzo y a través de diversas pruebas las instituciones han querido implementar en los edificios, aún con la necesidad de eliminar aquellas barreras arquitectónicas que evitan que las personas con capacidades disminuidas puedan acceder en forma independiente a los diferentes servicios públicos no existe una reglamentación al respecto que establezca parámetros a seguir.  



La señalización por piso no está reglamentada a través de la Ley 7600,  aunque algunas instituciones a nivel internacional han intentado  incursionar en este sentido para brindar un material adicional de apoyo en cuanto a la orientación de las personas con discapacidad o capacidades disminuidas en edificios públicos.   En el caso que nos ocupa en los edificios de los Tribunales de Alajuela y Limón, no sería conveniente que la señalización sea integrada al piso dado que ello contravendría el sistema de flexibilidad del sistema de paredes, al realizarse remodelaciones futuras lo rígido de la señalización de piso implicaría demoliciones o trabajos significantes, logrando brindar  este servicio eficientemente a través de otros sistemas de señalización que no son necesariamente a través de piso y que igualmente estaría cumpliendo con la orientación del usuario a los servicios judiciales.



Por ejemplo un sistema de texturas y colores en rodapiés y puertas, instalación de cintas fotoluminiscentes con textura que pueden ser fácilmente removibles en casos de remodelaciones futuras sin afectar integralmente los elementos constructivos, además que su reinstalación implicaría un bajo costo.”
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            Por su parte la señora Magistrada Anabelle León Feoli, en carácter de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en correo electrónico recibido el 3 de agosto en curso, señala lo siguiente:



“A la Comisión de Accesibilidad, se le envió copia del oficio no. 5790-DE-2009 suscrito por el Director Ejecutivo, en el que se adjunta respuesta de la Jefa de Servicios Generales sobre las rutas de acceso a las oficinas en los edificios de Alajuela y Limón.



 



Sobre el particular, estimo importante hacer las siguientes observaciones:



 



1.- El compromiso institucional en esta materia es innegable. Hay que tener conciencia clara de que la ausencia de una regulación específica en la Ley 7600 o en cualquier otro cuerpo normativo, no puede invisibilizar los derechos de las personas con discapacidad, pues derivan directamente de instrumentos internacionales y de la Constitución Política. 



 



2.- Ante la falta de reglamentación, sugiero se pida el criterio del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector, para que valore la propuesta que se plantea.



 



3.- Desconozco si las razones que se aducen para no ejecutar la señalización en el piso, son atendibles. Me parece que la propuesta alterna, fue desechada en el plan piloto en Goicoechea.”
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            Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la señora Magistrada León Feoli  y del Director Ejecutivo. 2.) Dejar constancia que la administración y este Consejo tiene el compromiso de tomar las medidas necesarias para garantizar el acceso a las personas con alguna discapacidad. 3.) La Administración coordinará lo correspondiente para que en los edificios de Grecia, Alajuela, Limón y en general en las en las nuevas edificaciones se utilicen sistemas de señalización adecuados como el que se utilizó en el Segundo Circuito Judicial de San José.



-o0o-



            A las 11:43 horas terminó la sesión.



 act-1-0003-2033-42







Acta de Consejo Superior Nº 090 - 2009 








      



Fecha: 29 de Setiembre del 2009



Descriptores/Temas: Dirección de Gestión Humana, Servidores Judiciales, Comisión de Accesibilidad, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



ARTÍCULO XLII



En sesión N° 63-06 celebrada el 24 de agosto del 2006, artículo XLVII, se solicitó al Departamento de Personal, que de conformidad con la Ley Nº 7600, "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad" y los instrumentos internacionales atinentes, estableciera una política que permitiera abordar la situación en forma integral, adecuando las funciones que desempeñan los funcionarios o funcionarias que sufren una discapacidad sobreviniente, sin lesionar los derechos adquiridos.



Posteriormente, en sesión de Corte Plena N° 14-08 celebrada el 5 de mayo del 2008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, en que, entre otros, se propuso que el Departamento de Personal desarrollara acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales, cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones, así como readaptar y reubicar al personal que adquiriera una discapacidad.



Seguidamente, en sesión Nº 15-09 celebrada el 19 de febrero del año curso, artículo XXXVI, se remitió a valoración médica por parte del Consejo Médico Forense al señor Helberth Navarro Cabrera, Custodio de Detenidos de la Sección de Cárceles del Organismo de Investigación Judicial, a fin de que se determinara su estado actual de salud y si puede desempeñarse en otro cargo.  Además se acordó hacer de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, ese acuerdo.



Asimismo, en el artículo XXXVII de la referida sesión, se remitió a valoración médica por parte del Consejo Médico Forense al señor Oldemar Guillermo Araya Méndez, Investigador 1 de la Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba, para que determinara su estado actual de salud y si puede desempeñarse en otro cargo. También se hizo este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, y proponga alguna disposición para atender casos como el que presenta al servidor Araya Méndez.



En sesión N° 37-09 celebrada el 21 de abril de este año, artículo XXXIV, se dispuso tomar nota y hacerlo del conocimiento del señor Oldemar Araya Méndez el informe de la valoración médica. Asimismo se solicitó a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, tomar en consideración las recomendaciones expuestas por el Consejo Médico Forense.



Posteriormente, en sesión N° 47-09 celebrada el 7 de mayo del año en curso, artículo XLI, se solicitó al Departamento de Personal que informara sobre el avance del estudio, en vista de que los antecedentes de este datan de agosto del 2006.



Seguidamente, en sesión N° 82-09 celebrada el 1° de setiembre en curso, artículo XLV, nuevamente se solicitó al Departamento de Personal, el pronto envío del informe citado anteriormente.



Por último, en sesión N° 84-09 celebrada el 8 de este mes, artículo XXXIV, se acordó tomar nota de lo comunicado por el Departamento de Personal, hacerlo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y estar a la espera del informe solicitado en sesión N° 47-09 celebrada el 7 de mayo del año en curso, artículo XLI.



En oficio N° 951-JP-2009 de recibido el 21 de setiembre en curso, los máster Francisco Arroyo Meléndez y Mauricio Quirós Álvarez, Jefes del Departamento de Personal y de Desarrollo Humano, respectivamente, manifestaron lo siguiente:



         “Con la promulgación de la Ley N° 7600 denominada “Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, en el año 1996, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad.



 



         Bajo esta perspectiva y de conformidad con las acciones coordinadas que se vienen ejecutando conjuntamente con la Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial, entre otras tareas esta oficina ha venido trabajando en la determinación de un conjunto de protocolos que deben seguirse e implementarse a nivel institucional cuando un servidor o servidora judicial le sobreviene una discapacidad temporal o permanente, con el fin de buscar una solución integral al problema generado.



 



         Históricamente estas situaciones han encontrado una “solución” por medio de la aplicación de un traslado de la persona de un despacho judicial a otro sin embargo, es claro que en muchas circunstancias esto ha traído consigo un mayor nivel de problemática tanto para la persona que tiene la discapacidad como para el personal que integra la oficina judicial a la que pertenece.



 



         Lo anterior obedece a que estas situaciones laborales requieren de una visión integral, en que es necesario el trabajo interdisciplinario de un conjunto de profesiones de las ciencias sociales, que permitan un resultado acorde con   la naturaleza del   problema   y   con  una visión  humana de la situación, de tal forma que se concilien los intereses y necesidades de las personas con los requerimientos institucionales.



 



         Bajo esta perspectiva y en el marco de reestructuración que ha venido desarrollando esta oficina durante los últimos años, con el fin de propiciar una atención holística del servidor judicial; el rediseño de procesos aprobado en su oportunidad por el Consejo Superior (17-10-2002 artículo LXXXI), incorpora dentro de la estructura de este despacho un área de “Ambiente Laboral”. El documento de rediseño señala como objetivo fundamental para esa área de trabajo el siguiente:



 



         "El objetivo de este subproceso es mejorar los factores de ambiente laboral en todas las áreas de trabajo del Poder Judicial. En este sentido responsabilidades básicas de este subproceso son velar por la salud física y mental de los trabajadores, aspectos de motivación del personal y evaluación de la relación trabajador-empleador de manera de fomentar la estabilidad laboral y el aumento de productividad de las personas. (el resaltado no pertenece al original)



 



         Los protocolos que ha desarrollado esta oficina para atender situaciones de discapacidad temporal o permanente, son actividades afines a esta área de trabajo sin embargo, es menester señalar que a la fecha se encuentra pendiente la apertura oficial de esta estructura organizativa de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión celebrada el pasado 05 de marzo del 2009 artículo LIIVI (sic);  razón por la cual y a pesar de que en sus contenidos se señala a la sección de Ambiente Laboral del Departamento de Gestión Humana como la responsable, los procedimientos que se presentarán en adelante deberán estar a cargo temporalmente de la Unidad de Atención Psicosocial del Servicio Médico de Empresa de la Dirección Ejecutiva.



 



         Una vez que se defina la fecha de inicio de funciones por parte de la nueva sección de Ambiente Laboral, será esta área especializada la responsable de asumir el conjunto de actividades y tareas contenidas en los procedimientos de atención que a continuación se presentan.



 



         Los protocolos constan de siete etapas en las que se detallan las actividades y pasos  que se deberán ejecutar, cuando se presente el caso de un  servidor o funcionario que   tenga una   discapacidad   que   le   está   afectando   su desempeño laboral. Se constituye en una guía general que explica de manera lógica el camino que debe seguirse para atender estas situaciones de especial trascendencia para la institución. El área responsable deberá liderar estos procesos y definir las metodologías e instrumentos que mejor se ajusten para la resolución de los casos.



 



         Por último, es importante señalar que para lograr este cometido es necesario el compromiso de las diferentes oficinas judiciales, en especial aquellos despachos del sector administrativo que por su naturaleza deban prestar colaboración en los procesos de investigación y resolución de casos.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe anterior y hacerlo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, para que, en virtud de la importancia que tiene el mismo analice la “Propuesta de un Modelo Integral de Reubicación Laboral”, elaborada por el Departamento de Personal e informe a este Consejo, en el plazo de un  mes contado a partir del siguiente al recibo de este acuerdo.



El Departamento de Personal tomará nota para lo que corresponda.
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Acta de Consejo Superior Nº 047 - 2011 








      



Fecha: 19 de Mayo del 2011



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO LII



En sesión N° 42-11 celebrada el 5 de mayo en curso, artículo XLV, al conocerse el oficio N° CACC-013-2011 de la Comisión de Accesibilidad de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en la que solicitaron la autorización para participar en un proyecto para difundir artículos relacionados con esa comisión, en el portal electrónico de la Fundación el Portavoz, específicamente en la versión digital del Periódico, por un monto de ¢1.800,000 (un millón ochocientos colones exactos anuales), previamente a resolver lo que correspondiera, se dispuso consultar a la licenciada Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Accesibilidad si se contaba con el contenido presupuestario necesario para hacerle frente al pago del espacio publicitario señalado, en razón de las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa este Poder de la República, asimismo debía dar una mayor justificación de la necesidad de participar en el proyecto del periódico El Portavoz.



            La MagistradaAnabelle León Feoli, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en oficio N° CACC-019-2011 de 11 de los corrientes, expresó lo siguiente:



“En adición al oficio CACC-013-2011 nos permitimos señalar  algunos de los aspectos positivos, que consideramos justifican la oportunidad de contratar un espacio en la versión digital del periódico  El Portavoz.



 



·                El Poder Judicial es una de las instituciones a la vanguardia en la salvaguarda de los derechos de las personas con discapacidad.



 



·                Nuestra Comisión es calificada anualmente por el CNREE como una de las mejores y más exitosas, por el incansable trabajo que se desarrolla y por la creatividad para solventar los inconvenientes que se detectan.



 



·                Por esa misma razón, a través del año, recibimos solicitudes de diversas comisiones de accesibilidad  del sector público, con el fin de intercambiar información y solicitar asesoría.



 



·                La aprobación de las Reglas de Brasilia y el compromiso asumido por el Poder Judicial de implementarlas, abre un abanico de posibilidades en cuanto al trabajo por realizar, dentro del cual indudablemente se encuentra la necesidad de divulgar los logros realizados e informarlos a la población en condición de vulnerabilidad, entre ella las personas con discapacidad, para facilitar las posibilidades de acceso a la justicia.



 



·                Otra ventaja es que el sitio web de El Portavoz, es actualizado diariamente y es accesible para personas con discapacidad, encontrándose su rating en el cuarto lugar en el buscador Google. Todos los artículos incluyen palabras claves que facilitan su búsqueda y al buscar “poder judicial, discapacidad, comisión de accesibilidad del poder judicial”, el sitio web aparece en las primeras cinco posiciones. 



 



·                La plataforma en la que se trabaja y los aspectos técnicos que se derivan de ella, están bajo la responsabilidad de la Fundación El Portavoz, dedicada exclusivamente a velar por su funcionamiento, lo que nos permite desentendernos de estas tareas y únicamente dedicarnos a la producción de artículos y envío de información, lo que conlleva también un crecimiento intelectual de nuestros/as funcionarios/as al producirlos.



 



 



Según lo señalado, la Comisión de Accesibilidad estima que esta es una buena oportunidad para difundir el excelente trabajo que realiza la institución, a la vez que nos permite estar en contacto con una gran cantidad de organizaciones de personas con discapacidad, que son finalmente las que nos marcan las pautas a seguir para brindar un servicio de calidad.”
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La máster Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Accesibilidad, en correo electrónico de 18 de mayo en curso, comunica que en relación con los oficios CACC-019 y CACC-013-2011, la Comisión de Accesibilidad no cuenta con presupuesto que le permita contratar suscripciones en el periódico  El Portavoz. No obstante, en atención a las razones expresadas en los oficios mencionados, se sugiere respetuosamente, incluir presupuesto en la próxima modificación presupuestaria que se realice.



Se acordó: Trasladar a la Dirección Ejecutiva para que se incluya en una próxima modificación presupuestaria.




 



act-1-0003-2398-66







Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2011 








      



Fecha: 22 de Noviembre del 2011



ARTÍCULO LXVI



DOCUMENTO Nº 11654-11



En sesión Nº 93-11 del 3 de noviembre pasado, artículo LXXVI, se dispuso, entre otros-, que el Despacho de la Presidencia facilitaría a la Comisión de Accesibilidad Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, lo concerniente a sillas, mesas, manteles y cubre manteles para la conmemoración del “Día Internacional de las Personas con Discapacidad”, el próximo 02 de diciembre y que en caso de que ese Despacho requiriera ese mobiliario para alguna otra actividad se autorizaba el alquiler respectivo.



Mediante correo electrónico del 17 de noviembre en curso, la máster Alejandra Monge Arias, integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, manifestó: 



 “Por este medio ruego atentamente aclarar los términos del acuerdo tomado por ese honorable Consejo en la sesión Nº 93-11 celebrada el 03 de noviembre del año en curso, que literalmente dice:



 



 “ARTÍCULO LXXVI



 



.2) El Despacho de la Presidencia facilitará a la Comisión de Accesibilidad, Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, lo concerniente a sillas, mesas, manteles y cubre manteles para la referida actividad, en caso de que ese Despacho requiera ese mobiliario para alguna otra actividad se autoriza el alquiler respectivo.



 



La necesidad de aclaración surge a partir del momento que doña Gabriela Carro nos comunica la imposibilidad de realizar el préstamo autorizado por el Consejo Superior y a raíz de que la Dra. Lupita Chaves, me explicara en días pasados que en caso de que el Despacho de la Presidencia requiriera el mobiliario y mantelería, serían ellos quienes deberían proceder a realizar el alquiler, toda vez que a la Comisión se le está negando la autorización expresamente. En caso de que yo haya entendido mal, les ruego indicarme como proceder.



 



Debido a la cercanía de la fecha en que se realizará la actividad (2 de diciembre), es urgente resolver esta situación.”



-0-



Al respecto informa la Integrante Milena Conejo Aguilar, que mediante correo electrónico de fecha 18 de este mes, doña Alejandra Monge Arias, en su citada condión le comunicó que de parte del Despacho de la Presidencia le señalaron que podía contar con el préstamo de las 100 sillas plegables para la  actividad “Día Internacional de las Personas con Discapacidad”, el próximo 02 de diciembre.



Se acordó: Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Conejo Aguilar y archivar las diligencias por carecer de interés. Asimismo se le señala a doña Alejandra que si a futuro se le llegare a presentar una situación similar deberá coordinar directamente con el Director Ejecutivo o con la Directora del Despacho de la Presidencia. 



act-1-0003-2452-68







Acta de Consejo Superior Nº 023 - 2012 








      



Fecha: 08 de Marzo del 2012



Descriptores/Temas: Defensoría de los Habitantes de la República, Acceso a la Justicia, Personas con discapacidad, Consejo Nacional de Ciegos, Políticas de accesibilidad, Protocolos, Expedientes



ARTÍCULO LXVII



DOCUMENTO Nº 2431-12



En sesión Nº 15-12 del 21 de febrero recién pasado, artículo XLVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 



 “En sesión Nº 9-11 de 9 de febrero de 2011, artículo XLIII, al conocerse el oficio Nº DHR-628-2011-(PE) de 21 de enero del 2011, suscrito por la licenciada Ofelia Tailtelbaum Yoselewich, Defensora de los Habitantes de la República, en relación con la denuncia planteada por el señor Carlos Moraga Gatgens, ante esa Institución, se dispuso literalmente, en lo que interesa: 



 



1.) Hacer de conocimiento de la Defensoría de los Habitantes de la República, que este Consejo Superior en sesión N° 18-09 celebrada el 26 de febrero de 2009, artículo XLI, dispuso publicitar las siguientes políticas de accesibilidad: a.) Comunicar a los despachos judiciales que en todos los circuitos existen servidores judiciales capacitados en Lenguaje Lesco, a efecto de orientar a las personas que lo requieran en los servicios que se prestan en las oficinas judiciales. b.) En las materias en  que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo. c.) Para los efectos del artículo 5° de la Ley de Notificaciones Judiciales, las Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN) y los Despachos Judiciales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad visual mediante la conversión del documento escrito a uno auditivo utilizando el programa Jaws con que cuentan todas las administraciones regionales incluidos el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José. Igualmente podrán grabarse en audio las resoluciones a notificar y entregar al interesado el respectivo cassette. Finalmente, en caso de requerirse la traducción de la resolución a notificar a lenguaje Braile, las Oficinas Centralizadas de Notificaciones y los despachos judiciales que lo requieran, lo gestionarán a través de las Administraciones Regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quién se encargará de efectuar la respectiva traducción en el Consejo Nacional de Ciegos. d.) Es entendido que los plazos correrán a partir del día siguiente al día en que se entregue el documento al usuario con discapacidad visual.



 



Dichas políticas se comunicaron a los despachos judiciales y oficinas centralizadas de notificaciones mediante circular emitida por la Secretaría General de la Corte Nº 32-09 del 21 de mayo de 2009, publicada en el Boletín Judicial Nº 105 del 2 de junio de ese mismo año.



2.) Asimismo, en sesión Nº 67-10 de 20 de julio del año pasado, artículo LXIX, se tomó nota del acuerdo adoptado por el Programa Hacia Cero Papel,  en reunión efectuada el 31 de mayo de este año, artículo V, en que se dispuso lo que literalmente dice:



 



“…2) Solicitar a la Comisión de Accesibilidad, que en coordinación con el Departamento de Tecnología de Información, determinen la posibilidad de establecer un protocolo de acciones que haga efectivo el acceso a la justicia de las personas con discapacidad creando un trato preferente para las personas no videntes de tal manera que puedan litigar de manera digital implementando para el proceso en que sean parte el expediente electrónico, independientemente de la materia y de si el despacho u oficina judicial sea electrónico o no, en apoyo al derecho de acceso a la Justicia sin discriminación así como a las Reglas de Brasilia y la Ley 7600.””
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Mediante oficio Nº 00248-2012-DHR-PE, del 11 de enero último, la licenciada Ofelia Taitelbaum Yoselewich, Defensora de los Habitantes, comunicó lo siguiente: 



 



“En esta institución se tramita el expediente Nº 69784-2010-SI relacionado con una denuncia interpuesta por el Sr. Carlos Eduardo Moraga Gatgens, referente a la falta de acceso a la información contenida en los expedientes judiciales por parte de las personas no videntes. 



 



Con respecto a este asunto, la Defensoría de los Habitantes mediante informe final, oficio Nº 06306-2011-DHR notificado vía correo electrónico en su oficina el día 10 de junio de 2011, recomendó al Consejo Superior del Poder Judicial lo que a continuación se transcribe: 



 



UNICA. - Ampliar la solicitud realizada a la Comisión de Accesibilidad y al Departamento de Tecnología para que se valore la posibilidad de disponer en audio los expedientes judiciales en que estén involucradas personas no videntes, para garantizarles su derecho de acceso a la información”.



 



Mediante el oficio mencionado se le informó que contaba con un plazo de quince días hábiles para la presentación del informe de cumplimiento de las recomendaciones citadas anteriormente. A pesar del tiempo transcurrido a la fecha, no consta en los registros de la Defensoría, información alguna sobre el particular. 



 



En virtud de lo establecido en la Ley de la Defensoría de los Habitantes de la República (No. 7319), se le solicita con todo respeto que envíe el informe correspondiente dentro de los próximos CINCO DÍAS HABILES.



 



Los informes y documentos relacionados podrán ser enviados al apartado postal 686-1005 Bo. México, al fax número 2248-2371 o presentados en las oficinas centrales de la Defensoría, situadas en Bo. México, Calle 22 avenidas 7 y 11.”
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Informa la Secretaria General de la Corte, que mediante oficio Nº 628-12 del 25 de enero, comunicó a la licenciada Taitelbaum Yoselewich, en su citada condición, que revisados los archivos de la Secretaría General no se registró el ingreso del oficio Nº 06306-2011-DHR, mismo que mencionó en la nota transcrita anteriormente, por lo que se le solicitó su remisión para darle el trámite respectivo.



 



En razón de lo anterior, la licenciada Taitelbaum Yoselewich, remitió el 13 de febrero en curso el oficio  Nº 06306-2011-DHR-PE, fechado el 6 de julio del año pasado, que literalmente dice: 



 



“La Defensoría de los Habitantes recibió una queja planteada por el Sr. Carlos Eduardo Moraga Gatgens, portador de la cédula de identidad número 4-0126-0702, en la que manifestó lo siguiente; 



Que la Corte Suprema de Justicia, está incumpliendo el articulo 50 de la Ley Nº 7600 y que solamente está cumpliendo con el artículo 5 de la Ley Nº 8687, incisos 5 y 6, párrafo 3, con respecto a los expediente judiciales. (Solicite se le transcriban los artículos). 



 



Ley Nº 7600, Ley Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad: 



 



Artículo 50- Información accesible. Las instituciones públicas y privadas deberán garantizar que la información dirigida al público sea accesible a todas las personas, según sus necesidades particulares. 



 



Ley Nº 8687, Ley de Notificaciones Judiciales:



 



Artículo 5.- Protección a las personas con discapacidad. Los actos de comunicación deberán efectuarse de manera comprensible y accesible para la persona destinataria con discapacidad, considerando las particularidades de cada una y garantizando el ejercicio de sus derechos y deberes en igualdad de oportunidades, sin ningún tipo de discriminación. Para ello se les facilitará el servicio de intérprete, de signos o de los medios tecnológicos que permitan recibir en forma comprensible Fa información; con este propósito la instituci6n velará por obtener los recursos humanos, materiales y económicos para este fin.” 



 



Que cuando una persona no vidente acude a interponer una indagatoria en el Poder Judicial, además de darle una copia de la denuncia en papel, deberían entregarle una copia en formato de audio wma o en casette, que no sea para computadora. Que no es una justificación razonable el argumento que ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de que los funcionarios de la Contraloría de Servicios están en obligación de leerle a las personas no videntes los expedientes y las notificaciones, porque una persona no vidente no es capaz de aprenderse de memoria los expedientes, lo que les deja clara y abiertamente en un estado de desventaja e (sic) desigualdad frente a las personas videntes, pues los videntes pueden acceder a la información vía escrita en el momento que lo deseen, cuando lo deseen y al folio que lo deseen y desde su casa, ya que tiene acceso a una copia impresa. 



 



Solicita la intervención de la Defensoría de los Habitantes para que investigue por qué motivo la Corte Suprema de Justicia no se ajusta a lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley Nº 7600, y que se le notifique conforme lo establece el artículo 50 de la Ley Nº 7600 y no solamente el informe final, sino cualquier documento que le tenga que ser enviado, igualmente en el formato de audio wma o casette. 



 



Admitida la queja para su investigación y estudio, se le solicitó al Dr., Luis Paulino Mora Mora, Presidente de la Corte Suprema de Justicia, la presentación del informe respectivo. El informe fue presentado por la Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia mediante el oficio Nº 1119-11 de fecha 9 de febrero de 2011. En dicho oficio se indica que en la sesión 18-09 del Consejo Superior del Poder Judicial se dispuso publicitar las Políticas de Accesibilidad, en las cuales se señala: 



 



• Que en todos los circuitos judiciales existen servidores capacitados en la lengua de señas, a efecto de orientar a las personas que lo necesiten. 



 



• En las materias en que existe gratuidad se deberá asignar un intérprete de señas, cuando se realicen diligencias y sea indispensable para no causar indefensión ni violación al debido proceso. 



 



• Para los efectos del artículo 5 de la Ley de Notificaciones, las oficinas Centrales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad auditiva mediante la utilización del programa JAWS con que cuentan todas las administraciones regionales. Igualmente podrán gravarse en audio las resoluciones y entregarse al interesado en el respectivo cassette. 



 



• En casos de requerir traducciones de resoluciones en lengua de braille las oficinas centralizadas de Notificaciones y los despachos judiciales, lo gestionarán a través de las administraciones regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva que se encargarán de efectuar la respectiva traducción en el Patronato Nacional de Ciegos. 



 



• Las Políticas se comunicaron a los despachos judiciales y Oficinas Centralizadas de Notificaciones mediante circular emitidas por la Secretaría General N 32-09 del 21 de mayo de 2009, publicada en el boletín judicial Nº 105 del 2 de junio del 2009. 



 



• Que se solicitó a la Comisión de Accesibilidad que coordinara con el Departamento de Tecnología para determinar la posibilidad de crear un protocolo de acciones que hagan efectivo el acceso a la justicia de las personas con discapacidad estableciendo un trato preferente para las personas no videntes de manera tal que pueda litigar de forma digital implementándose para el proceso en que sean partes el expediente electrónico, independientemente de la materia y de si el despacho judicial sea electrónico o no. 



 



CONCLUSIONES 



 



1.En la sesión N 18-09 del 26 de febrero de 2009, el Consejo Superior del Poder Judicial dispuso publicitar las políticas de Accesibilidad. 



 



2. Las oficinas judiciales deben convertir las notificaciones que emitan del texto escrito al audio para las personas con discapacidad visual utilizando el programa JAWS. En los casos de que se requiera que las notificaciones sean traducidas al Sistema Braille, las oficinas centrales de notificaciones y los despachos judiciales lo gestionarán a través de las administraciones regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quien deberá realizar la traducción en el Patronato Nacional de Ciegos. 



 



3. El Consejo Superior del Poder Judicial le solicitó a la Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial, coordinar con el Departamento de Tecnología a efecto de definir la posibilidad de elaborar un protocolo creando un trato preferente para las personas no videntes, de manera tal que puedan litigar de forma digital, implementándose para el proceso en que sean parte el expediente electrónico, en apoyo al derecho al acceso a la justicie y sin discriminación. 



 



CONSIDERACIONES



 



ÚNICA.- El Sr. Carlos Moraga acudió a la Defensoría de los Habitantes denunciando que el Poder Judicial no había contemplado sus necesidades específicas corno persona no vidente, pues no tenía acceso a los expedientes judiciales y que ello, se constituía en una discriminación y una violación al acceso de la Justicia.



 



Cabe recordar, al respecto, que la Sala Constitucional en el voto 1739-92 se refirió al derecho a la justicia “como la existencia y disponibilidad de un sistema de administración de la justicia, valga decir de un conjunto de mecanismos idóneos para el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado -declarar el derecho controvertido o restablecer el violado, interpretándolo y aplicándolo imparcialmente en los casos concretos-; lo cual comprende, a su vez, un conjunto de órganos judiciales independientes especializados en ese ejercicio, la disponibilidad de ese aparato para resolver los conflictos y corregir los entuertos que origina la vida social, en forma civilizada y eficaz, y el acceso garantizado a esa justicia para todas las personas, en condiciones de igualdad y sin discriminación…”



 



La definición del derecho al acceso a la justicia transcrita cuenta con muchos aspectos que merecerían un amplio comentario; sin embargo, para efectos de la denuncia en análisis se destacará el concerniente al acceso universal de todas las personas a la justicia. Esto quiere decir que el sexo, la edad, el color, la nacionalidad, el origen o antecedentes, o cualquier otra condición social, entre las cuales se encuentra la discapacidad, no deben ser obstáculo para que se puede acudir a lo tribunales de justicia. Lo anterior es consecuencia del derecho y principio de igualdad consagrado en el artículo 33 de la Constitución Política. A ese respecto, la propia Sala Constitucional ha señalado que dicho precepto “prohíbe hacer diferencias entre dos o más personas que se encuentren en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, sin que pueda pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales”. De ahí que los procesos deben diseñarse de tal manera que contemplen la diversidad de toda la población y de sus necesidades, ya que no se puede pretender el mismo trato a todas las personas para cuenten con acceso a la justicia. Ello podría generar más injusticia de las que se procuran evitar. 



 



Precisamente, el artículo 13 de la Convención Sobre los Derechos de las Personascon Discapacidad, ratificada mediante la Ley Nº 8661 del 7 de agosto de 2006, dispone como principio general que “los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás” y para alcanzar ese principio el artículo 13 de la mencionada Convención obliga a “ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas preliminares”. Así las cosas, existe un compromiso de rango internacional que obliga a realizar las modificaciones de los procedimientos judiciales, con el propósito de ofrecer disponibilidad del servicio. No hay que perder de vista que las personas con discapacidad se enfrentan a la violación sistemática de sus derechos requiriendo un acceso expedito a la justicia para restablecer el goce de los mismos. En ese sentido, la Sala Constitucional señaló en el voto Nº 2305-2000: 



 



“A juicio de este Tribunal, la tutela efectiva de los derechos de las personas discapacitadas consagrados constitucionalmente, es uno de los medios por los cuales este grupo de población puede tener una vida lo más independiente y normal posible, de manera que su integración a la sociedad sea plena. Es claro que uno de ellos consiste en que la infraestructura de los edificios, especialmente aquellos en que se brinden servicios públicos, tengan previstas facilidades para el acceso de las personas discapacitadas. Tratándose de la administración de justicia, el ágil acceso al servicio es trascendental para este grupo de personas, pues de ello depende que puedan exigir el respeto a los derechos que tienen como ciudadanos y denunciar si han sido objeto de algún tipo de discriminación. 



 



Es por ello que la obligación del Estado y da la sociedad en general, consiste en eliminar progresivamente las “barreras arquitectónicas” que les dificultan o impiden el acceso a estos servicios.”



 



A propósito del acceso universal a la justicia de las personas con discapacidad, el artículo 5 del tratado internacional citado dispone la prohibición de la discriminación por motivo de discapacidad y la obligación de los Estados partes de brindar protección contra ella. Asimismo, el artículo 2 de la referida convención define discriminación por motivo de discapacidad “cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto elreconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables”. De esta definición se puede extrae cuatro aspectos fundamentales a efecto de analizar los hechos denunciados, a saber; Las conductas por medio de las cuales se puede incurrir en discriminación, el motivo de la discriminación, las formas de discriminación y los derechos humanos. 



 



En cuanto al primer aspecto cabe indicar que de conformidad con la definición mencionada, las conductas que derivan en discriminación son: la distinción, la exclusión y la restricción. Sin embargo, no toda distinción, exclusión o restricción se constituye en una discriminación, solo aquellas carentes de fundamento objetivo y razonable, pues en ciertas ocasiones es preciso un trato distintivo para alcanzar el pleno ejercicio de los derechos humanos. En los hechos denunciados por el Sr. Moraga se presenta una distinción por cuanto a las personas que se encuentran en la misma condición que éste, la ceguera, no pueden tener acceso al expediente en el que figuran como parte toda vezque el mismo está escrito y por tanto, no lo puede ver, no pudiendo acceder a la información que consta en el mismo, tal como lo pueden hacer las personas videntes. 



 



Con respecto al segundo aspecto, es importante señalar que la Convención no contiene una definición de discapacidad, pero el artículo 1°apunta que se “entenderá por persona con discapacidad aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”. El Sr. Moraga es una persona no vidente, condición que implica una deficiencia sensorial que al relacionarse con las barreras sociales, como lo es la falta de acceso a la información, deriva en un impedimento a la participación en la sociedad, lo que se constituye en una discapacidad. 



 



El tercer aspecto a destacar son las formas de la discriminación. A ese respecto, es preciso indicar que la discriminación puede presentarse tanto por la intención deliberada de discriminar, como por la intención no deliberada, pero que tiene como resultado final la discriminación. Sin duda el Poder Judicial no tiene la voluntad de discriminar a las personas no videntes; sin embargo, al no contemplar sus necesidades, en cuanto al acceso a la información, incurre en la misma. 



 



Finalmente en referencia al último aspecto a contemplar de la definición propuesta debe indicarse que el trato distintivo, excluyente o la restricción deben conducir a la violación de los derechos humanos entendiendo por tales, un conjunto de facultades inherentes a toda persona que nacen de su dignidad y que los estados se encuentran en la obligación de reconocer y respetar. Uno de los derechos humanos es justamente el acceso a la justicia que se ve lesionado cuando no se tiene acceso al expediente judicial. 



 



La respuesta recibida del Consejo Superior del Poder Judicial indica que sesolicitó a la Comisión de Accesibilidad, que en coordinación con el Departamento de Tecnología valorarán la posibilidad de diseñar un protocolo para brindar trato preferente hacia las personas no videntes, a efecto de que litiguen de forma digital. La Defensoría de los Habitantes reconoce que si se alcanzara ese objetivo se estaría dando un paso adelante muy importante, para que las personas con discapacidad puedan tener acceso a los expedientes judiciales. Sin embargo, es necesario pensar en las personas no videntes que no tienen una computadora para tener acceso al expediente digital. En tales casos, debe preverse alternativas entre las cuales se debe explorar la opción de convertir en audio los expedientes que así lo necesiten las personas no videntes. 



 



Con base en lo anterior y con fundamento en el artículo 14 de la Ley Nº 7319 Del 17 de noviembre de 1992 y en el articulo 32 del Decreto Ejecutivo No 22266-J, 



 



LA DEFENSORA DE LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA RECOMIENDA AL CONSEJO SUPERIOR DEI. PODER JUDICIAL: 



 



UNICA.- Ampliar la solicitud realizada a la Comisión de Accesibilidad y al Departamento de Tecnología para que se valore la posibilidad de disponer en audio los expedientes judiciales en que estén involucradas personas no videntes para garantizarles su derecho de acceso a la información.



 



Se previene que por disposición del artículo 14 párrafo tercero de la Ley No 7319 el no acatamiento injustificado de las recomendaciones de la Defensoría de los Habitantes puede ser objeto de una recomendación de amonestación para el funcionario que las incumpla o, en caso de incumplimiento reiterado, de una recomendación de suspensión o despido.



 



En virtud de lo anterior, y con fundamento en el artículo 32 del Reglamento a la Ley de la Defensoría de los Habitantes, los órganos públicos deben, en el plazo de QUINCE DÍAS HÁBILES a partir del día siguiente a la notificación de este informe final, remitir a la Defensoría de los Habitantes un informe de cumplimiento de las recomendaciones formuladas. 



 



En relación con este informe final cabe el recurso de reconsideración que deberá ser interpuesto dentro de los OCHO DÍAS HÁBILES posteriores a la notificación.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Hacer de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y del Departamento de Tecnología de la Información, la solicitud que hace la Defensoría de los Habitantes, para que conjuntamente y dentro del plazo de siete días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, propongan e informen a este Consejo, una alternativa que fortalezca el acceso a la justicia y a la información para personas no videntes, adecuada a las disposiciones institucionales y necesidades reales del país. Se declara acuerdo firme.”



- 0 -



En razón de lo anterior, mediante oficio Nº CACC-056-2012, del 6 de marzo en curso, la máster Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, manifestó: 



“En la sesión Nº 15-12 celebrada el 21 de febrero, del año en curso, artículo XLVIII, el Consejo Superior dispuso: 



 



“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Hacer de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y del Departamento de Tecnología de la Información, la solicitud que hace la Defensoría de los Habitantes, para que conjuntamente y dentro del plazo de siete días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, propongan e informen a este Consejo, una alternativa que fortalezca el acceso a la justicia y a la información para personas no videntes, adecuada a las disposiciones institucionales y necesidades reales del país.”



 



En relación con esta solicitud y como antecedente se tiene que el Consejo Superior en la Sesión N° 67-10 de 20 de julio de 2010, artículo LXIX, tomó nota del acuerdo adoptado por el Programa Hacia Cero Papel,  en reunión efectuada el 31 de mayo de 2010, artículo V, en que se dispuso lo que literalmente dice:



 



“…2) Solicitar a la Comisión de Accesibilidad, que en coordinación con el Departamento de Tecnología de Información, determinen la posibilidad de establecer un protocolo de acciones que haga efectivo el acceso a la justicia de las personas con discapacidad creando un trato preferente para las personas no videntes de tal manera que puedan litigar de manera digital implementando para el proceso en que sean parte el expediente electrónico, independientemente de la materia y de si el despacho u oficina judicial sea electrónico o no, en apoyo al derecho de acceso a la Justicia sin discriminación así como a las Reglas de Brasilia y la Ley 7600.”



 



Asimismo, la Defensoría de los Habitantes de la República recomienda la Consejo Superior del Poder Judicial: “Ampliar la solicitud realizada a la Comisión de Accesibilidad y al Departamento de Tecnología para que se valore la posibilidad de disponer en audio los expedientes judiciales en que estén involucradas personas no videntes para garantizarles su derecho de acceso a la información.



 



Para dar respuesta oportuna a la solicitud realizada por el Consejo Superior, la Dirección de Tecnología de la Información como ente rector en la materia, a través del Lic. Erick Brais Quirós, funcionario de esa Dirección y representante del mismo ante la Comisión de Acceso a la Justicia, elaboró una propuesta de protocolo que a continuación se transcribe. Esta propuesta fue conocida por el Lic. Rafael Ramírez López y la Licda. Carmen Quesada Chacón.



 



De importancia resulta señalar que la propuesta de Protocolo ha sido analizada y enriquecida, con los aportes del Lic. Bernal Gamboa, persona con discapacidad visual e integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia en representación de las personas con discapacidad, usuarias de los servicios del Poder Judicial.



 



Protocolo para garantizar accesibilidad a los expedientes a personas no videntes en cualquier Despacho Judicial.



 



Aspectos Generales



 



Considerando que:



 



1.- En la actualidad una gran cantidad de personas no videntes utilizan lectores de pantalla en sus computadoras y o teléfonos accesibles inteligentes; dichos medios son óptimos para acceder a información accesible en línea. 



 



 2.- No obstante lo indicado, aun hay personas no videntes que no manejan  estas tecnologías. 



 



3.- Para que el sistema sea funcional y garantice plena accesibilidad, es necesario que los medios de notificación y manejo del expediente sean accesibles a los requerimientos específicos de cada persona no vidente. 



 



4.- Para la generalidad de personas no videntes, los formatos electrónicos de los documentos deben ser accesibles a los software especializados (Ej.JAWS en computadoras y Talks en teléfonos inteligentes) idealmente html, txt, o rtf. 



 



5.- Estos formatos pueden ser remitidos por correo electrónico a las partes, y pueden también ser consultados en el sistema de gestión en línea.  



 



6.- Es posible tecnológicamente remitir documentos de mediano tamaño en formato de audio por correo electrónico, sin embargo, los documentos voluminosos en audio o braille - tecnológicamente - solo se pueden ser entregados en el despacho o ser notificados por medio de notificador. 



 



 7.- La Sala Constitucional, solicita a los recurridos enviar copia digital de los escritos de respuesta y las pruebas en formatos electrónicos accesibles tales como html, rtf, txt, word, o pdf desbloqueado. 



 



 Existe equipo de uso común como impresoras multifuncionales, que permiten digitalizar y convertir documentos de tinta, en formato electrónico accesible 



 



 8.- En la actualidad hay software que puede convertir un archivo de texto a un formato de audio (voz),  y existe equipo básico común para grabar dichos archivos en CD o DVD. 



 



 9.- El Poder Judicial cuenta con el programa JAWS, ubicado en la mayoría de los Centros de atención en las UAR. 



 



 10.- No todos los despachos tienen sistema de gestión totalmente en línea. 



 



 11.- Conforme al artículo 50  de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad, Ley N° 7600, se garantiza el acceso a la información accesible de las personas con discapacidad. 



 



 12.- La Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad igualmente garantizan el derecho a la información y el acceso a la justicia. 



 



 13.- El Poder Judicial está legal y moralmente obligado a cumplir con este mandato Constitucional. 



 



Se establece el siguiente:



 



Protocolo para garantizar accesibilidad a los expedientes a personas no videntes en cualquier Despacho Judicial



 



I. Escenario óptimo 



 



1.  En caso de que el usuario utilice un software para personas con discapacidad visual (JAWS) y tenga acceso a Internet. 



 



2. Cuando la oficina de la cual requiere el expediente, está incorporada al sistema de gestión en línea, y el expediente está totalmente incorporado y actualizado es decir, tanto los escritos judiciales como  los escritos de las partes y las pruebas. 



 



3. Se le ofrecerá al usuario matricularse en Gestión en línea, para esto se le brindará un usuario y una clave  para consultar su expediente; de igual manera, en el propio sistema de gestión se dispondrá de tutoriales, dirección de correo electrónico para consultas y un número para evacuar dudas del sistema. 



 



4. Se le ofrecerá al usuario además realizar la acreditación de un correo electrónico para ser notificado; en el caso de que la persona litigante sea no vidente, se le enviarán además adjunto en el correo los escritos de la contraparte; para esto, todo despacho debe en caso de conocer que una de las partes o sus representantes es persona no vidente, solicitarle a las otras partes, enviar sus escritos y pruebas en formatos electrónicos accesibles (doc, rtf, html, o pdf desbloqueado).  



 



Resultado: Producto de ese nivel de acceso, el usuario puede consultar todo el expediente tanto desde su teléfono como desde su computadora. (No requiere nunca desplazarse al despacho para revisar el expediente pues desde su oficina lo realiza autónomamente. Esta debe ser la meta final de todo el sistema de gestión. 



 



Nota: Actualmente lo mas cercano a este escenario es la Sala Constitucional, donde ya se maneja un 100% del expediente en formato electrónico. 



 



II. Escenario Bueno 



 1. En caso de que el usuario utilice un software para personas con discapacidad visual (Tipo JAWS) y tenga acceso a Internet. 



 



 2. En caso que el usuario no esté registrado en  el Sistema de Gestión en Línea, por tanto no puede ingresar a ese sistema, o la oficina y/o el expediente requerido no estén incorporados totalmente en gestión en línea oficina.



 



 3. El despacho debe ofrecer  a la persona usuaria en formato accesible mediante correo electrónico autorizado por la Dirección de Tecnología de la Información, las notificaciones y sus adjuntos, así como el expediente; es decir,   el despacho debe requerir a las partes presentar los escritos y pruebas en formatos electrónicos accesibles (doc, rtf, html y pdf desbloqueado), debe además poseer la capacidad de incorporar todos los escritos del expediente a un formato electrónico accesible.



 



El despacho deberá ofrecerle además al usuario la posibilidad de que pueda presentar escritos por medio de dicho correo electrónico; el despacho deberá de responder  en forma automática la recepción del documento o correo; esto se procurará que ocurra automáticamente. 



 



La Corte publicará en su página una lista actualizada de los medios para contactar todos los despachos, es decir, publicará los correos electrónicos de cada despacho, así como los números de teléfono y fax. 



 



Nota: Actualmente nos acercamos a este escenario en Contencioso y Tránsito, pero aún cuando se notifica por correo en formato accesible, no se remiten los documentos y pruebas de la contraparte, ni están en línea para consulta, lo que obliga a desplazarse a ver el expediente con un asistente. 



 



III. Escenario Intermedio 



 



1. En caso de que el usuario tenga computador y acceso a Internet pero no tenga o no usa software para personas con discapacidad visual (Tipo JAWS) 



 



2. En caso de que el usuario no esté matriculado en Gestión, o la oficina en la que está el expediente requerido, no está totalmente incorporado en gestión en línea 



 



3. El despacho debe ofrecer notificar a un correo autorizado los documentos en formato electrónico accesible y copia de estos en audio; el despacho debe poseer  el software y contar con el personal necesario para convertir a formato audio todo el expediente.



 



4. El despacho debe ofrecer también el expediente en formato de audio; para esto debe la persona interesada llevar los discos. 



  



IV. Escenario Expediente en Papel y petición en braille 



  



1. En caso de que el usuario no tenga computador, ni acceso a Internet y solicita los escritos en braille. 



 



2. El despacho ofrecerá al usuario notificarle en audio o braille dentro del perímetro las resoluciones, y le ofrecerá en audio el expediente, caso en el cual el usuario debe llevar los discos. 



 



3. En caso de que el expediente esté en papel, el despacho deberá escanear el expediente y convertirlo a formato electrónico accesible; luego deberá convertirlo a formato audio o coordinar la impresión en braille de las resoluciones (No se ofrecerá el expediente completo en braille por el volumen  que adquieren  los documentos en ese formato) 



 



4. En la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y en el propio Sistema de Gestión, se publicará el Protocolo, así como los medios de contacto. Ello facilitará que los funcionarios y funcionarias, ya sea por correo electrónico o por teléfono, aclaren dudas a las personas usuarias sobre el sistema, o coordinen digitalizaciones o impresiones en braille. 



  



Aspectos sobre notificaciones: 



 



1. En el caso de la primera notificación a una persona no vidente, se ofrecerá tanto un disco con el documento en formato de texto electrónico accesible, como en CD de audio; asimismo en braille y en tinta debidamente firmado ambos;   se capacitará a las personas notificadoras para que lean la notificación en voz alta y clara al notificado; esto será un deber.



 



2. En el caso de la notificación por correo electrónico a personas no videntes, el texto de la notificación vendrá tanto como adjunto (firmado), como en el cuerpo del correo para mayor facilidad de acceso; (Sala Primera y Sala Constitucional suelen notificar así; mientras que Tribunales notifican solo con el texto de la notificación en un pdf adjunto, lo cual dificulta su lectura) 



  



3. En las notificaciones  por correo electrónico en formato de audio, el despacho remitirá también archivo de texto adjunto; igualmente en el caso de que la persona usuaria  requiera colaboración de un tercero y para que reciba el documento firmado. 



 



4. En el caso de notificación en braille, el despacho entregará tanto un documento en tinta,  como el documento en braille ambas firmadas por el juez o jueza.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe anterior y hacerlo de conocimiento de la Defensoría de los y las Habitantes de la República.  








act-1-0003-2494-19







Acta de Consejo Superior Nº 053 - 2012 








      



Fecha: 29 de Mayo del 2012



ARTÍCULO XIX 



DOCUMENTO Nº 5532-12



Mediante oficio Nº 156-CAP-2012 del 11 de mayo en curso, los máster Francisco Arroyo Meléndez y Mauricio Quirós Álvarez y la licenciada Waiman Hin Herrera, por su orden, Jefe del Departamento de Personal, Subdirector de Desarrollo Humano y Jefa de Subproceso de Gestión de Capacitación, presentaron la siguiente gestión: 



“Para su conocimiento y fines consiguientes nos permitimos informarle que la señora Ligia Fong Abarca, de la Oficina Técnica de Cooperación en Costa Rica, remite para su respectiva divulgación la convocatoria de la siguiente actividad: 



 



Gerencia Social de Políticas de Discapacidad: Participación de la Sociedad Civil en el Diseño e Implementación de Políticas Sociales en el Área de la Discapacidad Visual en América Latina,  que se desarrollará en el Centro de Formación de Cartagena de Indias, Colombia, del 09 al 13 de julio de 2012.



 



Seguidamente se detallan los aspectos generales del curso:



 



ORGANIZADORES



·                Fundación Once para la Solidaridad con Personas Ciegas de América Latina (FOAL).



·                Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo del Individuo (AECID).



 



OBJETIVOS



Fortalecer las organizaciones del tercer sector vinculadas a la discapacidad visual en relación al enfoque GSI. - Introducir herramientas teórico-prácticas de gestión de políticas sociales en el tercer sector. - Promover la interacción entre sociedad civil y entidades gubernamentales procurando el fortalecimiento de los estados democráticos y la ciudadanía. 



 



PERFIL PARTICIPANTES



Técnicos y dirigentes de organizaciones sociales vinculadas a la discapacidad visual, que posean capacidad de toma de decisiones y que estén, preferentemente, relacionados al área de planificación organizacional. 



 



TEMARIO:



 



·                Gerencia Social en América Latina. Presentación de los enfoques actuales de Gerencia Social y su desarrollo en la región. Ejemplos y perspectivas.



·                Presentación de las herramientas metodológicas para el desarrollo de intervenciones de mediano y largo plazo para la perspectiva de la gerencia social.



·                Mesa de diálogo: análisis y discusión sobre las herramientas metodológicas y los enfoques teóricos propuestos.



·                Políticas sociales de discapacidad en la región y el mundo: Participación de la sociedad civil en el diseño e implementación de políticas sociales.



·                Políticas sociales de discapacidad en la región y en el mundo: Cómo funcionan.



·                Políticas sociales de discapacidad en la región y en el mundo: Cuál es su impacto. 



·                Políticas sociales de discapacidad en la región y en el mundo: Síntesis.



·                Bases para el diseño de políticas de discapacidad bajo el enfoque del gerenciamiento social. 



·                Elementos clave a considerar. El rol del tercer sector, el análisis previo y la relación con los Estados.



·                Bases para el diseño de políticas de discapacidad bajo el enfoque del gerenciamiento social: El punto de partida. 



·                El diseño de políticas sociales desde el tercer sector: Construcción de una intervención con impacto.



·                Plan de acción: el aporte del tercer sector en las políticas sociales de discapacidad visual en América Latina.



 



CONDICIONES FINANCIERAS:



 



FOAL asumirá los gastos de alojamiento, manutención y tiquetes aéreos. AECID apoyo logístico y sesión de espacio. 



 



FECHA LÍMITE DE INSCRIPCIÓN:



 



Sábado 09 de junio de 2012.



 



Por considerar este Departamento que las actividades son atinentes a nuestra institución, es necesario que se autorice la divulgación correspondiente, así como designar los beneficios y condiciones en que se avalará la participación.”
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Se dispuso: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar al Departamento de Personal para que proceda a la brevedad a efectuar la difusión correspondiente de las capacitaciones señaladas, con la indicación de que este Consejo concederá únicamente permiso con goce de salario a quienes resulten seleccionados por el ente organizador. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia, para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 







act-1-0003-2505-65







Acta de Consejo Superior Nº 062 - 2012 








      



Fecha: 28 de Junio del 2012



Descriptores/Temas: Mobiliario y equipo, Procedimientos, Servidores Judiciales, Formularios, Valoraciones Médicas, Departamento de Medicina Legal, Servicio Médico de Empleados Judiciales, Unidad de Salud Ocupacional, Unidad de Acceso a la Justicia



ARTÍCULO LXV



Documento N° 4929, 6721-2012



            En sesión N° 50-12 celebrada el 17 de mayo último, artículo XLVII, previamente a resolver lo que correspondiera se dispuso solicitar a la Comisión de Accesibilidad analizar la propuesta y emitiera un criterio sobre la recomendación que realizó la Comisión de Salud Ocupacional al Consejo Superior, sobre el procedimiento para la solicitud y entrega de Equipo Especial en el Poder Judicial.



            La licenciada Alejandra Monge Arias, en su condición de Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-94-2012 de 169 de junio en curso, comunicó lo siguiente:



“En atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 50-12 celebrada el 17 de mayo último, artículo XLVII, relacionado con la “Propuesta Procedimiento para solicitud y entrega de equipo especial” y que literalmente dice:



 



“Previamente a resolver lo que corresponda, se dispuso: Solicitar criterio a la Comisión de Accesibilidad para que se refiera a la propuesta de modificación.”



 



Nos permitimos manifestar que recibido y analizado el documento citado, la Comisión de Acceso a la Justicia, estima un trabajo muy valioso el realizado por el Departamento de Gestión Humana y la Unidad de Salud Ocupacional,  ya que con las modificaciones propuestas se mejora el procedimiento, en beneficio de las personas usuarias del servicio.



 



Asimismo, muy respetuosamente a continuación se incluyen algunas observaciones para que sean consideradas, antes de su aprobación final.



 



Propuesta



Procedimiento para solicitud y entrega de equipo especial



 



Punto 2.- 



 



·                “Junto con la gestión la persona interesada deberá obligatoriamente adjuntar un documento médico en el que se describa el padecimiento o la lesión, su ubicación, las limitaciones físicas y motoras, la indicación de asignar equipo especial, así como cualquier otra recomendación pertinente. Se aceptarán documentos médicos (dictamen, certificado o peritaje médico) emitidos por médicos generales o especialistas de la patología, según así lo requiera el análisis particular del caso para brindar el equipo y soluciones pertinentes. También serán de recibo los documentos que emita el Instituto Nacional de Seguros en los que recomiende la asignación de equipo o mobiliario especial.” La pregunta es en relación con la conveniencia de sujetarlo a que el médico recomiende la necesidad de un equipo especial o si es preferible que el médico se limite a lo suyo: diagnóstico de la enfermedad, y que sea Salud Ocupacional quien determine el resto.  



 



·                “La fecha de emisión del dictamen no puede exceder a tres meses en relación con la fecha de la solicitud de equipo especial.” Genera duda en relación a si debe ser a partir de la emisión del dictamen o de la determinación de la dolencia, considerando que hay dolencias que se mantienen siempre como por ejemplo una hernia discal.



 



Punto 4.- 



 



·                “En los casos de las solicitudes que no cumplan con los requisitos definidos, se hará la comunicación formal a la persona interesada para que en un plazo máximo de 30 días hábiles cumpla con lo faltante; de no hacerlo la solicitud será archivada sin mayor trámite.” Considerando la naturaleza de las prevenciones y el propio interés de la persona beneficiaria, es importante cuestionar un plazo tan amplio de 30 días hábiles, que al final se convierten prácticamente en mes y medio. ES UN PLAZO A FAVOR DE LA PERSONA



 



Punto 5.-  



 



·                “El Área de Salud Ocupacional o los profesionales en Salud Ocupacional destacados en los diferentes circuitos judiciales, darán prioridad a las solicitudes de personas con padecimientos o lesiones específicas, en donde se establezca que la dotación de equipo especial es determinante para evitar un trauma mayor al que ya padece la persona, según los documentos médicos aportados. Para ello podrán apoyarse con el criterio de los médicos que conforman los Servicios de Salud institucional o los contratados por Servicios Profesionales en las diferentes zonas del país.” No parece acorde que se parta de que aportó el documento médico, si antes se dispensó de ese requisito según las excepciones establecidas en el punto 3.- QUE SEA CON LOS MEDICOS DEL DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL



 



Punto 8.-



 



·                “ii. Remitir al Área de Salud Ocupacional los reportes de inventario de equipos especiales en bodega según sea necesario.” Valorar si no sería mejor indicar que se hará cada tres meses. ACOGER LA RECOMENDACION



 



 



·                “En las situaciones que se requiera equipo con características particulares y por lo tanto no estuviere presupuestado, el Área de Salud Ocupacional procederá a realizar la comunicación respectiva al Departamento de la Proveeduría, para que incorpore los recursos presupuestarios necesarios, efectúe la compra y su entrega.” Verificar si se refiere a la misma regla 7. iv.



 



Punto 10.- 



 



·                “Cuando el equipo asignado se dañe, la reposición debe solicitarla la jefatura de la oficina a la que pertenece la persona interesada directamente al área de Salud Ocupacional o al Profesional destacado en el Circuito Judicial según corresponda, con copia al Departamento de Proveeduría. El área de Salud Ocupacional en coordinación con la Proveeduría Judicial procederá a realizar los trámites necesarios para la renovación del equipo o mobiliario especial.” Se considera que primordialmente es responsabilidad e interés del beneficiario (a) solicitarla.



 



Punto 11.- 



 



·                “El Área de Salud Ocupacional  y los profesionales en Salud Ocupacional destacados en los diferentes circuitos judiciales del país, deberán dar seguimiento a todos los casos de servidores y servidoras que cuentan con equipo especial, con el fin de monitorear el uso del mismo los ajustes que éste requiera, la vida útil y las condiciones en que se encuentra, así como cualquier otro aspecto de interés relacionado con el puesto de trabajo y las circunstancias de discapacidad, enfermedad o lesiones que originaron la asignación de equipo especial. Para la ejecución de esta labor podrá coordinar lo necesario con las diferentes áreas de especialidad de Gestión Humana. , Parece adecuado no sustituir la palabra  uso por la palabra mismo, considerando que “mismo” no se usa como pronombre EL EQUIPO SE ASIGNA A LA PERSONA NO A LA OFICINA, EL SERVIDOR ES EL RESPONSABLE DE SU USO CUIDO, Y DEVOLUCION ACOGER ESTA RECOMENDACION



 



 



ANEXO 1



 



FORMULARIO PARA LA SOLICITUD DE EQUIPO ESPECIAL PARA PERSONAS CON PADECIMIENTOS DIAGNOSTICADOS O CONDICIONES PARTICULARES



 



·                 “La gestión se realiza en el entendido y aceptación de que los fines del equipo que se llegue a entregar, no contemplan la curación del padecimiento o dolencia y que cualquier reagravación debe ser consultada de inmediato al médico tratante y seguir sus recomendaciones, de manera que bajo ningún caso se le podrá atribuir algún tipo de responsabilidad a la asignación del equipo. Se considera importante agregar expresamente la responsabilidad del cuido y devolución del equipo en los términos sugeridos en el protocolo”
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Manifiesta el licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, que existe la preocupación de que sea un médico general el que dictamine la necesidad de un equipo especial, por lo que deberá ser un médico especialista el que realice el diagnóstico y requiera el uso de equipo especial, el que será determinado por un especialista en Salud Ocupacional. En todo caso los servidores judiciales tendrán la posibilidad como ha sido hasta ahora, que soliciten que sea el Departamento de Medicina Legal el que realice la valoración médica para que recomienda el uso de equipo especial. En este sentido se tiene por modificado el punto 5) de los lineamientos. 



Se dispuso: 1.) Tomar nota de las manifestaciones del licenciado Alfredo Jones León, y del informe rendido por la Unidad de Acceso a la Justicia. 2.) Aprobar el  procedimiento para la solicitud y entrega de Equipo Especial en el Poder Judicial, incluyendo el formulario de solicitud y entrega indicado, con la modificación de que deberá ser un médico especialista el que realice el diagnóstico y recomiende el uso de equipo especial, el que será determinado por un especialista en Salud Ocupacional. En todo caso los servidores judiciales tendrán la posibilidad como ha sido hasta ahora, que soliciten que sea el Departamento de Medicina Legal el que realice la valoración médica para que recomienda el uso de equipo especial. 3.) En cuanto a las observaciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, se aclara que a) El médico especialista recomienda el uso del equipo especial y será el Técnico en Salud Ocupacional el que determinará qué equipo debe asignarse; b) El plazo de los tres meses es a partir de la fecha del dictamen; c) El plazo de los 30 días es a favor del interesado por tanto no le causa perjuicio; d) Conforme se indicó si el servidor no aporta el dictamen del médico especialista, será remitido al Departamento de Medicina Legal para que se realice la respectiva valoración y no por los médicos de los servicios médicos de Salud de los Empleados; e) Si el equipo asignado se daña el servidor que lo tiene asignado deberá reportar la situación tanto a la Dirección Ejecutiva como al Departamento de Proveeduría, la primera para determinar la posible responsabilidad en el daño del activo y el segundo para que proceda a su sustitución; f) Es responsabilidad del servidor o servidora al que se asigna el equipo por su uso y cuido; g) Si es conveniente que los inventarios de estos equipos especiales se realicen cada tres meses.  4.) Solicitar al Departamento de Personal, que incluya dicho formulario en la página Web del Poder Judicial, a fin de que los servidores y servidoras puedan tener acceso y así evitar el consumo de papel. 5.) Hacer lo anterior de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Unidad de Salud Ocupacional.



act-1-0003-2520-31







Acta de Consejo Superior Nº 071 - 2012 








      



Fecha: 07 de Agosto del 2012



ARTÍCULO XXXI



DOCUMENTO Nº 603-10, 8033-12



En sesión Nº 80-10 celebrada el 2 de setiembre del 2010, artículo XXXVI, se tuvo por recibido el Informe ALDP Nº 021-10 de la Asesoría Legal del Departamento de Personal, relacionado con el sustento legal de la propuesta de Modelo Integral de Reubicación Laboral, elaborada por el Departamento de Personal a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y se aprobó el Modelo Integral de Reubicación Laboral en el entendido de que en su aplicación se conciliaría el buen servicio público y los intereses de las personas con capacidades especiales tales como cambios voluntarios, traslados o mejoras del aprovechamiento del recurso humano. Además, se acogió el procedimiento que contempla la propuesta para aplicar en los casos de servidores/as judiciales que presenten algún tipo de discapacidad sobreviniente para el abordaje integral en coordinación con el Área de Ambiente Laboral del Departamento de Gestión Humana.



Por medio de oficio Nº 177-CP-2012 del 24 de julio anterior, el máster Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, comunicó el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión Nº 14-2012, celebrada el 5 de julio de 2012, artículo VI, que literalmente dice:



 



“La Sección de Análisis de Puestos en el Informe SAP-157-2012 señala:



 



El Consejo Superior en la sesión Nº 80-10 del 02 de septiembre del 2010, artículo XXXVI, en línea con las acciones que este Departamento realizó en su oportunidad  conjuntamente con la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia de este Poder Judicial, aprobó el “Programa de Readecuación Laboral”, el cual tiene como objetivo el desarrollo de un sistema de evaluación y  análisis que permite adaptar un puesto de trabajo a aquellos servidores judiciales con discapacidad.  El mismo se basa en el análisis del ajuste tarea-trabajador, de modo que se detectan las diferencias entre las capacidades funcionales de la persona y las exigencias requeridas para la ejecución de las tareas.



 



El programa consta de nueve etapas las cuales se detallan de seguido:



 



				 



FASES



				 



DESCRIPCION



 







				1



				Identificación de los casos a ingresar en el “Programa de Readecuación Laboral en el Poder Judicial”.  Todos los servidores judiciales que presenten lesiones, enfermedades o trastornos que comprometen las funciones y estructuras corporales mentales, físicas o sensoriales y que puedan limitar sus capacidades de ejecución en un puesto de trabajo en el Poder Judicial. Para tales efectos se consignará en un acta el compromiso del trabajador en la participación activa de las acciones del programa. 







				2



				Análisis de la “Historia clínico-laboral”, características personales y otras. Consiste en realizar una exhaustiva revisión y condición de la salud, parte del cuerpo afectado,  dictamen médicos-legales, antecedentes laborales (traslados, permutas, causas administrativas, incapacidades), características personales (edad, si es cabeza de familia, condición de la vivienda donde habita, estado civil), entre otros elementos.







				3



				Entorno laboral.  Consiste en aplicar una minuciosa “Entrevista personal”, también a los compañeros de trabajo y a los jefes.







				4



				Análisis de puesto de trabajo. Consiste en observar la actividad laboral y registrar diversos aspectos relativos a la descripción de tareas. En esta etapa se registran otros aspectos relacionados con el entorno físico y organizativo y se evalúan los riesgos asociados al trabajo. Esta etapa es fundamental por cuanto es el resultado de comparar el perfil del puesto de trabajo con el perfil funcional de la persona. 



 







				5



				Análisis integral de la información: Se analiza la información recopilada hasta el momento considerando los siguientes elementos: desajustes, riesgos, necesidad de pruebas adicionales y adaptación o reubicación.



 



Desajustes: Se comparan capacidades de la persona con las demandas de las tareas, valorando el grado de ajuste o desajuste, especialmente en las funciones o tareas de tipo esencial y a la tolerancia del entorno.



 



Riesgos: Resultados de la evaluación de riesgos por carga física y condiciones ambientales.



 



Necesidad de pruebas adicionales: Se valora según el caso y antes de tomar una decisión, solicitar pruebas (psicológicas, médicas) para completar los datos o aclarar ciertas dudas surgidas durante el análisis precedente.







				6



				Adaptación del puesto de trabajo: Las necesidades de adaptación del puesto o la tarea se establecen a partir de una evaluación conjunta con tres niveles:



 



1. Se puede desarrollar la tarea sin modificaciones por cuanto se determina que las condiciones no presentan riesgo, podrá quedarse en el mismo puesto y lugar de trabajo.



 



2. Cuando el trabajador, para su desempeño en el mismo puesto de trabajo, requiere modificaciones tales como: reorganización de tareas, cambios de horarios.  En los casos que se requieran modificaciones en el puesto de trabajo se requiere una coordinación adecuada con los compañeros y la jefatura correspondiente.



 



3. En aquellos casos en los que las capacidades del trabajador no corresponden a las exigencias del trabajo que ha venido ejerciendo, debe considerarse la opción de reubicar al trabajador en otro puesto de trabajo y oficina, según el caso, previa identificación y evaluación respectiva.



 







				7



				Reinserción Laboral. Comprende las acciones concretas con el trabajador, el jefe y los  compañeros de trabajo buscan desarrollar o recuperar habilidades, actitudes, hábitos y destrezas.  (Manejo del duelo, recuperación de hábitos laborales, perdidos, manejo de relaciones interpersonales, otras).  



 







				8



				Seguimiento.  Posterior a la adaptación o en su caso reubicación del puesto de trabajo se debe dar un seguimiento y apoyo para garantizar que las elecciones efectuadas y las adaptaciones implementadas son satisfactorias, tanto para el servidor judicial como las jefaturas correspondientes.  Este seguimiento debe ser periódico y, en caso de ser necesario, implica proponer cambios sobre la marcha.  El mismo debe realizarse preferiblemente por aquellos profesionales que han estado vinculados  con el proceso.  El seguimiento implica la visita al lugar de trabajo y al puesto de trabajo, entrevistas (compañeros, jefaturas).



 







				9



				Cierre del caso.  El cierre del caso implica, contar con el cumplimiento de todas fases anteriores y el seguimiento como mínimo de seis meses.  











 



En línea con lo anterior y con la finalidad de que sea conocido por los señores miembros del Consejo de Personal, nos permitimos rendir un “Informe Ejecutivo” sobre el caso de la señora Ivannia Rodríguez Arce,  Secretaria 2, del Departamento de Servicios Generales, el cual fue abordado bajo el modelo citado anteriormente.



 



La gestión de la señora Rodríguez se atiende a raíz de que el Área de Salud Ocupacional del Departamento de Gestión Humana, mediante oficio Nº 41-SO-2012, remite a la Sección de Análisis de Puestos  las recomendaciones plasmadas en el  estudio ergonómico Nº 39-SO-2012 efectuado a la señora Rodríguez Arce, en el mismo se recomienda que se “analice la conveniencia desde el punto de vista funcional la realización de aquellas tareas que requieran la elevación de extremidades superiores”. Lo anterior en virtud de que mediante carta patrono Nº CP-2291-2011, el Instituto Nacional de Seguros recomienda a tenor de la Ley de Riesgos del Trabajo, la revisión y corrección de los factores postulares ergonómicos causales y agravantes de la lesión que padece la servidora.



 



Ahora bien, en virtud de que el I.N.S., recomienda al patrono “VALORAR LA ELEVACIÓN DEL HOMBRO PARA RECOGER DOCUMENTOS”,  lo que sugiere una adaptación de tareas el caso a  se abordó bajo el “Programa de Readecuación Laboral”; a fin de revisar y adaptar las tareas que se requieran en su puesto de trabajo.  



 



Es así que conforme a éste modelo se han aplicado las primeras siete fases  quedando pendientes las dos últimas fases denominadas “Seguimiento” y  “Cierre del caso”.



 



Es por ello que a continuación se presentan de manera general los alcances de la investigación efectuada así como los ajustes razonables o acciones que se llevaron a cabo para atender la situación.



 



Asimismo, es dable indicar que debido a lo estipulado en la  reciente Ley Nº 8968 sobre la “Protección de Personas frente al tratamiento de sus datos personales” aprobada el 27 de julio del 2011; así mismo bajo el principio de reserva absoluta de la información sensible y de carácter confidencial que guarda cada uno de los profesionales que participan en este programa; no es posible exponer en este documento la información detallada en torno al caso en análisis.  No obstante, este Departamento hará un breve resumen sobre el abordaje que se realizó y en caso que requerir mayor información estamos en la total anuencia de coordinar lo que corresponda y aclarar cualquier duda. 



 



De seguido, se exponen los alcances de la investigación efectuada: 



 



 



I. PADECIMIENTO DE LA SEÑORA IVANNIA RODRÍGUEZ ARCE:



 



 



 



La  señora Rodríguez comentó  que su padecimiento  comenzó con un dolor muy fuerte en su hombro  derecho el cual la limitaba a realizar movimientos con el mismo,   ante esas molestias el día 24 de Octubre del 2011 visitó el Servicio Médico de Empleados para que valoraran su condición, no obstante el médico que la atendió le indicó que la dolencia  que presentaba era el “síndrome de manguito rotador derecho” y que por ser una patología laboral remitiría su caso  al I.N.S. 



 



Una vez que fue atendida y valorada por el I.N.S., ésta institución remite al Departamento de Gestión Humana  mediante carta patrono Nº CP-2291-2011, la información sobre el padecimiento de la señora Rodríguez así como las recomendaciones a seguir.



 



De conformidad con el diagnóstico emitido por el Instituto Nacional de Seguros se desprende que la señora Ivannia Rodríguez es portadora de  “BURSITIS SUBDELTOIDEA DERECHA”.



 



La bursitis([1]) es un padecimiento que se caracteriza por la inflamación de la bursa. Estas son bolsas de líquido seroso que se encuentran entre los huesos y los ligamentos para impedir el roce, especialmente en el hombro el codo o la rodilla.



 



El principal síntoma[2]) es el dolor que puede ser un  dolor progresivo como consecuencia de una sobre-carga acumulada o agudo tras un sobre-esfuerzo.  Localizado en la cara superior o lateral del hombro, se incrementa con el movimiento, principalmente al elevar el brazo. Se acompaña de  una  restricción de la movilidad a  la rotación interna.



 



En la siguiente figura se pueden apreciar la bursa:



 



[image: infiltracion%20subacromial]



 



En el caso de la servidora su afectación se da en el hombro derecho.



 



En razón de su padecimiento los médicos del I.N.S., efectúan  un estudio de  “Perfil de Puesto” (este estudio se efectúa en función de determinar la relación de causalidad entre la posible patología y el trabajo).  Recomiendan al tenor de la Ley de Riesgos de Trabajo artículos 273[3] y 282[4] entre otros puntos: valorar la elevación del hombro para recoger documentos ya que esta acción afecta su lesión.



 



II.  ACCIONES REALIZADAS:



 



Como parte de las acciones realizadas conforme a las fases Nº 1 a 5 del programa de Readecuación Laboral, se realizó una visita al Departamento de Servicios Generales la cual consistió en aplicar entrevistas  a la señora Ivannia Rodríguez Arce; así como a la licenciada Ana Beatriz Méndez Alvarado; superior inmediato de la servidora para conocer con mayor detalle la condición de la señora Rodríguez, su padecimiento, tareas a ejecutar, entre otras. 



 



Se identificaron las siguientes las actividades que realiza diariamente la servidora:



 



-               Recibir y sellar la correspondencia que ingresa diariamente y trasladarla a quien corresponda para su trámite. (entre ellas “rollos de planos.”)



-               Registrar la correspondencia en el sistema (SICE), así como en el sistema SIREPA los reportes de solicitudes de reparación.



-               Registrar en el libro de actas a quien se le asigna el trabajo.



-               Atender al público y contestar el teléfono.



-               Custodiar, entregar y recibir equipo (cámaras fotográficas, llaves mayas, cintas métricas, equipo de mediación eléctrico, analizador de potencia, etc.



-               Revisar la gaceta, recortar y pegar en hoja blanca lo de interés para el Departamento.



-               Control y seguimiento del registro de asistencia.



-               Remitir el pedido de materiales al Depto. de Proveeduría.



-               Llevar la agenda de la Jefatura.



-               Remitir documentos por fax.



-               Confeccionar oficios.



 



Por medio del trabajo de campo efectuado y la entrevista realizada a la señora Rodríguez en el puesto de trabajo se logró observar que aquellas actividades en las que requiere la elevación de los hombros para recoger documentos son: recibir correspondencia y  rollos de planos, éstos últimos  por lo general son muy pesados. 



 



Asimismo se logra identificar que otra de las actividades que podría generar un deterioro en su salud es la de sellar documentos, ya que a pesar de que no requiere levantar su hombro para realizarla ésta es una tarea repetitiva  que la ejecuta de forma constante todos los días utilizando su mano derecha y un sello manual. 



 



III. ANALISIS CONCLUSIVO:



 



 



Del análisis realizado se llega  a concluir que uno de los factores que está perjudicando a la servidora se asocia al diseño que actualmente presenta  la recepción del Departamento de Servicios Generales, ya que ésta posee una altura que no es adecuada (1.12 cm) y cada vez que llegan personas a entregar correspondencia requiere  de levantar  los brazos para recibir la documentación, cabe señalar que  esta actividad la realiza todos los días y en cualquier momento. Según información suministrada por el señor Héctor Maroto, Arquitecto del Departamento de Servicios Generales, de conformidad con la Ley 7600, cuando las recepciones son tipo “ventanilla” la altura máxima que se utiliza es de 90 cm. y cuando es tipo “mostrador” la altura es de 80 cm.



 



No obstante, es importante señalar que la anterior situación  se va a subsanar a corto plazo dado que el Departamento de Servicios Generales se encuentra en proceso de remodelación. Por lo cual durante la visita efectuada al Departamento de Servicios Generales se consultó a la Arquitecta Milagro Sánchez Acuña encargada del proyecto  si la recepción estaba contemplada dentro de la remodelación a efecto de que consideraran las recomendaciones emitidas por el INS. La servidora indicó que la misma se está confeccionando con los requerimientos que establece la Ley 7600. 



 



Asimismo se coordinó con el Ing. Luis Adrián Piedra Segura del Área de Salud Ocupacional para que  brindara las dimensiones de la bandeja ajustable conforme lo recomendó el I.N.S.



 



Asimismo, además de lo señalado anteriormente, se comprobó que los “rollos de planos” que se reciben son muy pesados y que la actividad de “colocar el sello manual” a la documentación que ingresa le puede estar perjudicando su condición por ser una actividad repetitiva que la ejecuta a cada momento.



 



Cabe indicar que el Área de Salud Ocupacional mediante informe Nº 39-SO-2012, recomienda la utilización de mobiliario  ergonómico para la servidora, el cual consiste en: una base ajustable para el monitor; un porta teclado ergonómico ajustable en ángulo y altura con aditamento para colocar el mouse; silla con características ergonómicas similares o superiores al tipo Spacer plus  con cabecera, reposabrazos ajustables en altura y en ángulo; teclado ergonómico y mouse ergonómico  talla S. Actualmente este equipo se encuentra en proceso de tramitación por lo cual la servidora todavía no dispone del mismo. 



 



Ahora bien al analizar el caso de la señora Ivannia se concluyó que era  factible realizar una acción afirmativa de ajuste razonable a tenor de la Ley de Riesgos del Trabajo artículos 273 y 282 y de todo el ordenamiento jurídico relacionado con la materia  en la ejecución de las tareas de “recibir los rollos de planos” y “sellar documentos” con el fin de evitar un riesgo laboral mayor a futuro y mejorar su condición. 



 



Es así que como parte de  la Fase Nº 6, misma que comprende la “adaptación del puesto de trabajo” se procedió a confeccionar la “Ficha Técnica de Adaptación al puesto de Trabajo”, documento en el que se especificó el ajuste razonable al puesto que ocupa la servidora, los compromisos adquiridos por ella, por su superior inmediato así como el de las partes involucradas, los cuales  quedaron establecidos de la siguiente manera:



 



				1. Ajustes razonables







				 



				Tarea



				Ajustes







				1



				Recibir rollos de planos:  



				Que la Jefatura del Departamento de Servicios Generales designe a un compañero para que colabore con el recibo y traslado de los “rollos de planos”.







				2



				Sellar documentos:



				En virtud de que la utilización de equipos electrónicos resulta de gran ayuda para mitigar las molestias de un padecimiento se recomienda que  la Jefatura del Departamento de Servicios Generales tramite la compra de un sello electrónico a efecto de que la servidora pueda desempeñar esta actividad sin ningún riesgo.











 



				Compromisos del servidor







				1



				Ponerse en contacto con el  Ing. Luis Adrián Piedra, una vez que termine el proceso de remodelación de la recepción a fin de que éste recomiende la ubicación estratégica  de los equipos de trabajo  que dispone para ejecutar su labor. (escáner, impresora, fotocopiadora, teléfono, etc.) Comunicar a las Licdas. Victoria Monge Madrigal y Silvia Cascante Rueda, una vez que se hayan implementado esas acciones.



 







				2



				Utilizar el equipo ergonómico de conformidad con las indicaciones brindadas por el Área  de Salud Ocupacional del Departamento de Gestión Humana.







				3



				Cuidar la postura y movimientos que se realicen tanto en el trabajo como en el hogar y  realizar los ejercicios recomendados por el Instituto Nacional de Seguros, según panfleto de “Ejercicios para Hombros”  conforme a las indicaciones brindadas por los profesionales de esa entidad.











 



 



				Compromisos de la jefatura







				1



				Designar a un compañero para que  colabore con el recibido y traslado de “rollos de planos”. 







				2



				Realizar los trámites pertinentes a efecto de que  a la brevedad posible la señora Ivannia Rodríguez disponga de un sello electrónico para que realice la actividad  de sellar documentos sin ningún riesgo.  











 



				Compromisos del Área de Salud Ocupacional







				1



				Dar seguimiento sobre la finalización del proceso de remodelación de Servicios Generales, específicamente en el área de la recepción, con la finalidad visitar el espacio de trabajo de la señora Rodríguez y recomendar la ubicación estratégica de los equipos de trabajo que utiliza la servidora conforme a su padecimiento.











 



 



Cabe indicar que ésta ficha técnica fue firmada por la señora Rodríguez y la licenciada Ana Beatriz Méndez Alvarado el día 11 de junio del presente año. 



 



Posterior  a estas etapas y a la implementación de los cambios en la recepción del Departamento de Servicios Generales, se dará el debido seguimiento al caso para luego dar por finalizado el cierre del mismo.



 



Se acordó: Tomar nota y para futuros casos, trasladar a conocimiento de la Comisión de Salud Ocupacional en razón de su competencia.”



-0-



Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe anterior y hacerlo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia. 2.) Solicitar al Departamento de Personal que establezca un banco de datos en el cual se pueda ir generando una estadística, de cuales son los problemas que más afectan la salud de la población judicial. 3.) Hacer una atenta instancia al Departamento de Servicios Generales para que apoye las recomendaciones realizadas por el Consejo de Personal. 




 











[1] http://www.encolombia.com/reumatologia-tendinitis.htm







[2]http://www.insht.es/MusculoEsqueleticos/Contenidos/Ficheros



[3] Artículo 273: “Declarase de interés público todo lo referente a salud ocupacional, que tiene como finalidad promover y mantener el más alto nivel de bienestar físico, mental y social del trabajador en general, prevenir todo daño causado a la salud de este por las condiciones del trabajo, protegerlo en su empleo contra los riesgos resultantes de la existencia de agentes nocivos a la salud, colocar y mantener al trabajador en un empleo con sus aptitudes fisiológicas y sicológicas y, en síntesis, adaptar el trabajo al hombre y cada hombre a su tarea.”



[4] Artículo 282: “Corre a cargo de todo patrono la obligación de adoptar en los lugares de trabajo, las medidas para garantizar la salud ocupacional de los trabajadores, conforme a los términos de este Código, su reglamento, los reglamentos de salud ocupacional que se promulguen, y las recomendaciones que, en esta materia, formulen tanto el Consejo de Salud Ocupacional, como las autoridades de inspección del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social Ministerio de Salud e Instituto Nacional de Seguros.”



act-1-0003-2523-57







Acta de Consejo Superior Nº 074 - 2012 








      



Fecha: 16 de Agosto del 2012



Descriptores/Temas: Personas con discapacidad, Defensoría de los Habitantes de la República, Ley N° 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración), Comisión de Accesibilidad, Comisión de Salud Ocupacional, Dirección de Gestión Humana, Ministerio de Trabajo



ARTÍCULO LVII



OJO QUITAR UN FORMATO



DOCUMENTO Nº 8187-12, 8196-2011



En sesión Nº 47-12 celebrada el 10 de mayo del año en curso, artículo XLIII, se tomó nota de la comunicación remitida por la licenciada Ofelia Taitelbaum Yoselewich, Defensora de los Habitantes de la República, en oficio Nº 04170-2012-DHR, referente a la investigación, incoada por esa entidad, en relación con las normas que ha emitido el Estado Costarricense en procura de velar por el acceso al trabajo de las personas con discapacidad, el cual contenía las siguientes recomendaciones dirigidas al Poder Judicial: 



“1. Conformar la Comisión Especializada sobre Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad. En caso de que ya lo esté, informar sobre los logros alcanzados.



 



2. Incluir dentro de la Política de Igualdad en los Servicios de Gestión Humana del Poder Judicial, lo relativo a la reserva del 5% de las plazas vacantes establecidas en la Ley Nº 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público.”



- 0 -



A esos efectos, se dispuso trasladar las anteriores diligencias al Departamento de Personal, a fin de que informara a este Consejo sobre los logros alcanzados en materia de inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad, además, que analizaran e informaran sobre la posibilidad de incluir dentro de la Política de Igualdad en los Servicios de Gestión Humana en la Institución, la reserva del 5% de las plazas vacantes establecidas en la Ley Nº 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público.



En relación con lo anterior, en oficio Nº 417-JP-2012, del 30 de julio pasado, recibido el 1 de agosto en curso, el máster Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, comunicó lo siguiente:



“En fecha 19 de marzo del 2012 la señora Flor Montes, Secretaria del Presidente de la Corte Doctor Luis Paulino Mora Mora, traslada la referencia 1210-2012 a la Jefatura de Gestión Humana, con el fin de que se rinda el informe correspondiente en relación con la aplicación de la Ley 8862 para reservar un 5%  de los puestos vacantes para la población con discapacidad.



 



Asimismo y en atención al oficio Nº 4947-12 de fecha 29 de mayo pasado donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión celebrada el 10 de mayo del año en curso artículo XLIII, donde se conoció el informe final con recomendaciones elaborado por la Defensoría de los Habitantes. Dicho acuerdo señala literalmente:



 



“Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la licenciada Ofelia Taitelbaum Yoselewich, Defensora de los Habitantes de la República. 2.) Trasladar las anteriores diligencias al Departamento de Personal, a fin de que informen a este Consejo sobre los logros alcanzados en materia de inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad, además,  que analicen e informen sobre la posibilidad de incluir dentro de la Política de Igualdad en los Servicios de Gestión Humana en la Institución, la reserva del 5% de las plazas vacantes establecidas en la Ley Nº 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público.”



 



Conforme las diligencias que se han indicado, nos permitimos manifestar lo siguiente:



 



1.             En fecha 02 de marzo de 2012 la señora Ministra de Trabajo Sandra Piszk le remitió a don Luis Paulino Mora Mora, Presidente de la Corte el oficio N° DMT-302-2012, para que informara conforme a la Ley 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las personas con Discapacidad en el Sector Público y el Decreto 36462-MP-MTSS del 21 de marzo del 2011 y el Reglamento   de la Ley 8862 el cual establece en su artículo 12 el deber de rendir informes semestrales los 31 de enero y 31 de julio de cada año sobre la implementación de dicha Ley a la Comisión Técnica Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad. 



 



2.             Conforme a la solicitud planteada por la señora Ministra de Trabajo, esta oficina estableció comunicación directa con la señora Catalina Fábregas Menbreño, Asesora del Viceministro de Trabajo en el área social y Coordinadora de la Comisión Técnica Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad. Conforme a las conversaciones sostenidas se nos aclaró que el Poder Judicial no había participado de las charlas previas y obligatorias que brinda esa Comisión Técnica para poder hacer el envío oficial del informe establecido mediante el Decreto 36462-MP-MTSS del 21 de marzo del 2011 y el Reglamento de la Ley 8862, el cual establece en su artículo 12 el deber de rendir informes semestrales los 31 de enero  y 31 de julio de cada año sobre la implementación de dicha Ley.



 



3.             Para esos efectos se coordinó lo necesario para que personal de esta oficina participara de dos actividades de sensibilización y capacitación según el procedimiento establecido por la Comisión Técnica Interinstitucional, las cuales fueron  realizadas los días 23 de mayo del 2012 y el 04 de julio del 2012 en el Auditorio  del Instituto Nacional de Aprendizaje y del Tribunal Supremo de Elecciones.



 



4.             Asimismo esta oficina a través del área de Gestión de la Capacitación contrató el Seminario Taller denominado “Estrategias para la inclusión Laboral de Personas con Discapacidad en el Sector Público en el marco de la Ley 8862” para 25 personas de diferentes áreas de Gestión Humana, el cual se llevó a cabo el día viernes 27 de abril del 2012 en las instalaciones del Poder Judicial. La actividad estuvo a cargo de la empresa ASCODI (Asesoría y Consultoría en Discapacidad) y los facilitadores asignados son los señores Msc.  Soledad Murillo Galindo y Msc. Luis Alberto Guzmán Guzmán, ambas personas con amplia trayectoria en esta temática. En el anexo N° 1 se adjunta el contenido de dicho curso.



 



5.             Asimismo y producto del contacto que ha tenido esta oficina con los Integrantes de la Comisión Técnica Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad, se está coordinando con el señor Felipe Obando representante del Consejo de Rehabilitación en esa instancia, una capacitación relacionada con el uso y aprendizaje del C.I.F. (Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud) emitido por la Organización Mundial de la Salud y la Organización Panamericana de la Salud; herramienta que se hace indispensable vincular en los protocolos de Reclutamiento y Selección de Personal para la población con discapacidad y poder así cumplir con el mandato establecido en la Ley 8862 y su reglamento. 



 



6.             En relación con  los logros alcanzados por Gestión Humana en materia de inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad, es necesario acotar que esta oficina remitió en su oportunidad al Consejo Superior el informe N° 853-JP-2011 de fecha 30 de agosto (adjunto en el anexo N° 2), en el cual se detallan una serie de alcances y de esfuerzos realizados por las diferentes áreas que conforman esta oficina en materia de accesibilidad. Este informe fue conocido por esa instancia en la sesión celebrada el 08 de setiembre del 2011 artículo LI.



 



7.             En relación con las políticas de Gestión Humana en materia de Discapacidad, en el informe Nº 853-JP-2011 se adjuntaron los documentos que posteriormente el Consejo Superior elevó para conocimiento, discusión y aprobación en el seno de la Corte Plena. Actualmente los Imperativos Estratégicos (políticas) se encuentran pendientes de conocimiento por parte de la instancia superior. Estas políticas incluyen un apartado donde se desarrollan las acciones orientadoras en materia de Reclutamiento y Selección de Personal para población con discapacidad, con el fin de brindar opciones de acceso y de empleo a esa población, así como una propuesta de un plan de trabajo que incluye a todas las áreas especializadas de Gestión Humana.



 



8.             De acuerdo con la estadística que al efecto lleva la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal durante el presente año, se han nombrado 236 personas en propiedad, de las cuales 118 son mujeres y 118 hombres. En virtud de que a la fecha el proceso de reclutamiento y selección está sustentado en la visión tradicional, no es posible obtener el detalle de las personas que puedan tener alguna discapacidad.



 



9.             Actualmente estamos trabajando en la modificación de procedimientos para ajustar los mecanismos de reclutamiento y selección de personal conforme lo establece la Ley 8862 y su reglamento. En su oportunidad estaremos comunicando lo necesario al Consejo Superior, de tal manera que podamos implementar los ajustes a partir del año 2013 y cumplir con los alcances de la normativa vigente. Estos esfuerzos están relacionados de manera directa con los diferentes documentos que se han presentado al Consejo Superior y la Corte Plena, en especial con lo relativo a la aprobación de las políticas de Gestión Humana con perspectiva de género y accesibilidad.



 



10.           El día 30 de julio del 2012 hemos recibido por parte de la señora Catalina Fábrega Menbreño, Coordinadora de la Comisión Técnica Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad el siguiente correo:



 



 “…Estimados Señores  y Estimadas Señoras:



 



Por este medio les recuerdo que la fecha para entregar el  informe del segundo semestre del 2012 sobre la implementación de la Ley 8862 de empleabilidad para las personas con discapacidad es el próximo 31 de julio de 2012 y que debe incluir las principales acciones que institucionalmente se han llevado a cabo para cumplir con la Ley. 



 



Algunos compañeros me han estado contactando para saber que deben contener los informes por lo que aprovecho para señalar algunos lineamientos generales que les pueden servir:



 



1. El informe debe ser concreto (2 a 3 páginas) no es necesario que se desgasten incluyendo información que no viene al caso.



 



2. Entregarse en físico en el 6 piso del edificio central del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el Despacho del Viceministro del área social 



3.. Debe incluir las principales acciones que han realizado en la implementación de la Ley 8862



 



4. Indicarnos si han podido elaborar la política institucional de empleabilidad para las personas con Discapacidad, si ya la elaboraron favor adjuntar copia de la política como anexo al informe, si todavía no la han elaborado indicar cuales han sido los motivos y que apoyo necesitan para poder realizarla. 



 



5. en un apartado indicarnos cuantas contrataciones en general han realizado en el primer semestre del año y cuantas de esas contrataciones han sido de personas con alguna discapacidad, si no han contratado a nadie indicar cuales han sido los motivos y dificultades para la contratación.



 



6. indicar si han habido cambios en la conformación de la Comisión Especial o si se mantiene igual que la información suministrada en el primer informe.



 



11.          Conforme lo solicita la Defensoría de los Habitantes, es necesario agregar en el plan de trabajo correspondiente al área de Reclutamiento y Selección, un indicador relacionado con la obligatoriedad de cumplimiento de la Ley 8862, en relación con la reserva del 5% de puestos vacantes para población con discapacidad, según se muestra en el siguiente detalle:



 



				Imperativos Estratégicos



				Lineamientos



				Acciones



				Responsables y plazo



				Productos



				Indicadores







				2- Imperativo Estratégico: Sistema  de Reclutamiento y Selección de Personal no segregantes que rompen con la división sexual del trabajo



				Procesos de sensibilización y  concientización  al personal de Reclutamiento y Selección dirigidos a eliminar la discriminación por razones de género y discapacidad



 



 



				Identificar los principales prejuicios  relacionados con la división sexual del trabajo y la segregación de personas con discapacidad



 



 



Sensibilizar y concienciar a las funcionarios/as del Poder Judicial  sobre la discriminación 



				Comisión Especializada  (Reglamento a la Ley 8862).



 



Jefatura Dirección de Gestión Humana.



 



Sección de Reclutamiento y Selección de Personal



				Documento sobre los principales prejuicios del personal en relación a la división sexual del trabajo y la segregación



 



 



 



Talleres de concienciación sobre la discriminación en el reclutamiento de personal



				Aumento en el % de mujeres  y hombres contratadas/os en labores no tradicionalmente femeninas



 



Aumento % de personas con discapacidad contratadas.



 



Reserva de no menos del 5% de las plazas vacantes por año.











 



12.          El artículo 4° y 5°  del Reglamento a la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, Ley N° 8862 señala:



 



“Artículo 4°-Creación de la Comisión  Especializada: El máximo jerarca de las instituciones reguladas en el artículo 2 del presente reglamento, tendrá la obligación de crear una Comisión Especializada conformada por: el Director de la Unidad de Recursos Humanos quien la coordinará, un representante de la Comisión institucional en Materia de Discapacidad y preferiblemente un especialista en terapia ocupacional o en su defecto un profesional en psicología. Dicha Comisión tendrá por objeto primordial el velar por el efectivo cumplimiento del presente Reglamento a nivel institucional, para lo cual contará con la debida colaboración de todas las demás unidades organizacionales.”



 



         “Artículo 5°-Funciones de la Comisión Especializada. La Comisión Especializada tendrá las siguientes funciones a su cargo:



 



a-             Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad. Para ello, consultará obligatoriamente las bases de datos institucionales internas, así como el Sistema Nacional de Intermediación, Orientación e Información de Empleo (SIOIE), con el fin de reservar aquellas plazas vacantes que tengan oferentes disponibles.



 



b-             Informar al jerarca institucional el estudio estipulado en el inciso a), identificando las posibles plazas vacantes a reservar para las personas con discapacidad y recomendar  las adecuaciones y adaptaciones pertinentes para ser aplicadas en el proceso de evaluación y contratación.



 



c-             Velar por el efectivo cumplimiento del presente Reglamento y dar seguimiento a la contratación de las plazas vacantes para personas con discapacidad y su inserción en el ámbito laboral en condiciones óptimas.”



 



Según el informe rendido por la Defensoría de los Habitantes es necesaria la conformación de la Comisión Especializada según la reglamentación vigente y en el ánimo de que sea esta instancia la que asuma la dirección de las diferentes acciones relacionadas con la implementación de la Ley 8862.  Debe valorar la institución la integración de dicha instancia, considerando la dinámica propia de la organización y las comisiones ya existentes, como las de Acceso a la Justicia, Salud Ocupacional, entre otras.



 



Consideramos pertinente que en dicha Comisión se integre con la jefatura de la Dirección de Gestión Humana, como señala el Reglamento, un representante de la Comisión de Acceso a la Justicia y uno de la Comisión de Salud Ocupacional, así como por la jefatura de la Sección de Reclutamiento y Selección, que es la instancia que directamente debe participar y aplicar las acciones; lo anterior sin demérito de las convocatorias específicas a distintas áreas competentes según los temas a tratar.  



 



Según los aspectos que se han indicado dejamos constancia del informe solicitado y nos permitimos recomendar al Consejo Superior lo siguiente:



 



1-             Aprobar las propuestas indicadas en los puntos 11 y 12 del presente informe. Con ello nos ajustamos a las recomendaciones brindadas por la Defensoría de los Habitantes.



 



2-             En virtud de que el presente informe cumple con la información solicitada en el artículo 12 del Reglamento a la Ley 8862 y según el correo enviado por la licenciada Catalina Fábrega Menbreño, Coordinadora de la Comisión Técni ca Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad en fecha 30 de julio del 2012; es indispensable que se remita integralmente el acuerdo que tome el Consejo Superior en relación con este oficio. Para esos efectos la documentación deberá entregarse en físico en el 6° piso del edificio central del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el Despacho del Viceministro del Área Social a nombre de señora Catalina Fábrega.”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe anterior y hacerlo de conocimiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y de la Defensoría de las Habitantes. 2) Integrar la Comisión  Especializada con la Jefatura del Departamento de Personal, un representante de la Comisión de Acceso a la Justicia y uno de la Comisión de Salud Ocupacional, así como por la jefatura de la Sección de Reclutamiento y Selección.  



act-1-0003-2565-43







Acta de Consejo Superior Nº 099 - 2012 








      



Fecha: 13 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Gastos, Actividades, Personas con discapacidad



ARTÍCULO XLIII 



DOCUMENTO Nº 12122-12



La licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-226-2010, del 17 de octubre pasado, recibido el 2 de este mes, comunicó lo siguiente:



“Con el fin de conmemorar el “Día Internacional de las Personas con Discapacidad” como es costumbre, el próximo 03 de diciembre a partir de las 14:00 horas, se realizará un acto en el vestíbulo del Organismo de Investigación Judicial, con la participación de la Comisión de Acceso a la Justicia en pleno, funcionarios (as) judiciales, representantes de instituciones públicas afines, organizaciones no gubernamentales que trabajan por los derechos de esta población y sociedad civil con discapacidad.



 



Simultáneamente en Santa Cruz, Puntarenas, Grecia, San Carlos y Turrialba se realizarán actividades de conmemoración.



 



La iniciativa de conmemorar también en las sedes regionales, responde a la necesidad de incorporar al personal judicial y las personas con discapacidad de las diferentes comunidades, propiciando espacios de acercamiento y sensibilización, además será propicia la ocasión para entregar a los (as) participantes en el taller “Derechos Humanos de las personas con discapacidad y acceso a la Justicia”, realizado en julio, agosto y septiembre, los certificados de asistencia. Muchas de las personas con discapacidad que asistieron al taller cuentan con discapacidades que comprometen su capacidad de desplazamiento.



 



Para llevar a buen término las actividades, se requiere contratar algunos servicios según detalle adjunto, por lo que se solicita su autorización para proceder conforme. Se adjunta certificación de contenido presupuestario.



 



San José



 



-               Refrigerio para 100 personas  por la suma de ¢ 236.800.00



-               Servicio de interpretación en LESCO por un monto de ¢30.000.



-               Contratación del Coro de Cámara Quadrivium por un monto de ¢100.000.00



-               Contratación Obra de teatro “ Los Frutos de la Vida” declarada de Interés Cultura por el Gobierno de la República el 23 de agosto de 2007 por basar su trama  en la Ley 7.600, por un monto de ¢165.000.00



 



Santa Cruz 



 



·                Refrigerio para 50 personas, por la suma  de ¢ 85.000.00



 



Puntarenas



 



·                Refrigerio para 50 personas, por la suma  de ¢ 90.000.00



 



Grecia



·                Refrigerio para 50 personas, por la suma  de ¢ 38.885.00



 



Turrialba



 



·                Refrigerio para 50 personas, por la suma  de ¢ 100.000.00



 



San Carlos



 



·                Refrigerio para 40 personas, por la suma  de ¢ 72.000.00



 



Asimismo, se solicita autorizar la participación de los funcionarios y funcionarias judiciales, siempre y cuando no se afecte el servicio público.”
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A esos efectos, adjuntó copia del oficio Nº 1020-P-2012, del 1 de noviembre en curso, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento de Financiero Contable, mediante el cual adjuntó la certificación de contenido presupuestario, con el fin de cubrir los gastos de la actividad denominada “Conmemoración del Día Internacional de las Personas con Discapacidad”, por un monto estimado de ¢935,000.00 (novecientos treinta y cinco mil colones exactos), con cargo al Programa 926 “Dirección y Administración”, IP 52 “Secretaría Técnica de Género”, subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”, mediante Modificación Externa 4-2012, compensada interna 195-2012.



Se acordó: 1.) Acoger la gestión anterior y aprobar el gasto por un monto estimado de ¢935.000,00 (novecientos treinta y cinco mil colones exactos) para las actividades señaladas con motivo de la  “Conmemoración del Día Internacional de las Personas con Discapacidad” según. Lo anterior con cargo al Programa 926 “Dirección y Administración”, IP 52 “secretaría Técnica de Género”, subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”. 2.) Autorizar la participación de las servidoras y servidores judiciales que deseen asistir; en el entendido que las jefaturas respectivas velarán para que se minimice la afectación del servicio público a sus cargos.



Los Departamentos de Personal y de Financiero Contable, así como la Comisión de Acceso a la Justicia, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme.




act-1-0003-2580-20







Acta de Consejo Superior Nº 003 - 2013 








      



Fecha: 15 de Enero del 2013



ARTÍCULO XX 



Documento 193-13



            En oficio Nº CACC-002-2013 de 10 de enero en curso, la Magistrada Anabelle León Feoli, en carácter de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, solicitó lo siguiente:



         “En el mes de Diciembre, a través de la Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas se publicitó una campaña, con el fin de recaudar artículos de primera necesidad (pañales, alimentos, cobijas entre otros) para las personas adultas mayores con discapacidad psicosocial, que viven en un hogar atendido por la “Asociación Vicentina Hogar de Ancianos de Escazú”.



 



         No obstante, aun cuando el mensaje se pasó por intranet en varias ocasiones,  la respuesta no fue la esperada, ya que se recibieron muy pocos artículos:



 



·              12 pastas de  dientes. 



·              34 jabón de baño. 



·              7 Ensure 400 g. 



·              2 Ensure 900 g. 



·              1 Glucerna 400 g. 



·              5 camisas. 



·              1 blusa. 



·              1 pantalón. 



·              4 cobijas. 



·              6 pantuflas. 



·              5 pares de medias calentadoras. 



·              21 pares de medias. 



·              4 paños. 



·              3 gorros. 



·              2 pijamas. 



·              papel higiénico de 48 unidades. 



·              2 paquetes de jabón para baño 12 unidades cada paquete. 



·              1 galón Pine Sol. 



·              1 galón de jabón liquido de manos bactex. 



·              1 paquete de pañales para adulto 8 unidades (Plenitud) 



·              1 paquete de pañales para adulto de 28 unidades (Indaslip) 



·              1 paquete de pañales de 24 unidades. 



.



         De acuerdo la situación descrita y en busca de  brindar mayor apoyo a este Hogar que está en condiciones de necesidad,  se considera conveniente por parte de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de la Persona Adulta Mayor, realizar una colecta de dinero en la tercera semana de enero, en los Circuitos Judiciales de San José  (I y II), para realizar una compra de artículos que efectivamente subsanen las necesidades de esta población, por lo que se solicita al Consejo Superior su autorización.”
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La Integrante Lupita Chaves Cervantes, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de la Persona Adulta Mayor, manifiesta que con la citada campaña esperan hacer conciencia de lo que representa “ser adultos mayores que viven en albergues” y de la necesidad de colaborar con esa población. Además señala que la actividad esta programada para llevarse a cabo durante la tercera semana de enero en curso. 



Se acordó: 1.) Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Chaves Cervantes. 2.) Acoger la gestión anterior y autorizar la realización de la colecta durante la tercer semana de enero en curso, en el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José a favor de las personas adultas mayores 3.) La Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas hará la divulgación correspondiente. Se declara acuerdo firme.



act-1-0003-2585-60







Acta de Consejo Superior Nº 005 - 2013 








      



Fecha: 22 de Enero del 2013



ARTÍCULO LX



Documento 297-13



La licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-003-2013, del 14 de enero en curso, comunicó lo siguiente:



“En la sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada en el mes de noviembre 2012, se conoció el caso relacionado con el Lic. Melvin Barrantes participante en el Proceso de Reclutamiento y Selección para Fiscales de nuevo ingreso, específicamente en Pérez Zeledón.



 



El caso se conoce en la Comisión por tratarse de una persona con discapacidad visual, quien requiere de ajustes especiales para cumplir con este proceso y eventualmente incorporarse laboralmente a la institución. 



 



A continuación se trascribe  la solicitud planteada por el Lic. Luis Humberto Villalobos, de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, en la citada sesión, así como los acuerdos tomados, para conocimiento del Consejo Superior.



 



“Casos especiales:



 



Sesión  12 de noviembre



 



·                Caso Melvin Barrantes



 



El Ministerio Público, a través de la Unidad de Capacitación y Supervisión - Reclutamiento y Selección, en conjunto con el Departamento de Gestión Humana, está realizando el Proceso de Reclutamiento y Selección para Fiscales de nuevo ingreso. Este consta de tres etapas, a saber:



 



-                 Fase I: Examen oral ante un Tribunal Examinador



-                 Fase II: Curso de inducción (3 semanas)



-                 Fase III: Práctica Dirigida (5 semanas)



 



En este proceso se encuentra participando el Lic. Melvin Barrantes Chávez, vecino de Pérez Zeledón, quien posee discapacidad visual (es ciego legal). El Lic. Barrantes ha completado las dos primeras fases del proceso, y el pasado lunes 05 de noviembre inició con la III Fase en la Fiscalia Adjunta del I Circuito Judicial de la Zona Sur, bajo la tutoría del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto.



 



Como parte de las adecuaciones que se realizaron para la participación del Lic. Barrantes en la Práctica Dirigida, se solicitó a la Sección de Informática de la Administración Regional I Circuito Judicial de la Zona Sur la asignación del software Jaws (disponible en esa Administración) al Lic. Barrantes durante el periodo de la Práctica, lo que fue concedido, y dicha herramienta se encuentra actualmente a disposición del Lic. Barrantes.



 



Sin embargo, el software Jaws presenta problemas de compatibilidad para utilizarlo con los sistemas institucionales (específicamente se han reportado problemas con el Escritorio Virtual), por lo que el Lic. Barrantes no ha podido acceder a esas herramientas de trabajo. Sobre esto, se ha consultado al Lic. Rafael Ramírez, Jefe de la Dirección de Tecnología de la Información acerca de si es posible realizar las mejoras a los sistemas institucionales para que sean compatibles con el Jaws, y el tiempo que requeriría esta operación, que en principio sería varios meses.



 



De momento, esta limitación se está solventando de la siguiente manera: otro Fiscal extrae digitalmente del Escritorio Virtual los expedientes que el Lic. Barrantes requiere para la realización de las labores propias de la Práctica Dirigida. Luego, él tiene que convertir las imágenes de los documentos extraídos en texto (formatos .PDF o MS Word), y accederlos a través del Jaws. Para esa conversión, el Lic. Barrantes utiliza un programa llamado ABBYY FINE READER que no está disponible en el Poder Judicial, por lo que ha estado utilizando una computadora personal que un conocido suyo le facilitó, y que no tiene la capacidad ideal para manejar este tipo de programas. La Dirección de Tecnología de Información está investigando acerca de las posibilidades de adquirir un software (libre o no) que realice estás funciones, y de las posibilidades de tenerlo en la computadora del Lic. Barrantes.



 



Por otra parte, el Lic. Barrantes requiere de un equipo de scanner para digitalizar los expedientes físicos que requiera, con el fin de poder acceder a la información a través del programa Jaws. La asignación de este equipo está siendo gestionada por el Lic. Ramírez Villalobos, pero no se tiene seguridad de los resultados que se puedan obtener debido a las limitaciones que existen en cuanto a la disponibilidad del equipo.



 



En virtud de la situación planteada, es que se requiere la colaboración de la Comisión de Accesibilidad (SIC) para encontrar soluciones que garanticen al Lic. Barrantes una participación en igualdad de oportunidades en el Proceso de Reclutamiento y Selección para Fiscales de nuevo ingreso al Ministerio Público.



 



Se acordó:



 



1.- Informar la situación al Consejo Superior, para que a su vez este solicite al Departamento de Tecnología de la Información compatibilizar los programas del Escritorio Virtual con el programa JAWS, para que se resuelva no solo el caso en particular, sino de manera generalizada.



 



         2.- Que la Unidad de Salud Ocupacional valore integralmente valore las necesidades del Lic. Barrantes.



 



         3.- Que Tecnología de la Información  en coordinación con Prensa y Comunicación Organizacional, una vez que el Manual de JAWS sea validado lo divulguen. Igualmente deberá hacerse divulgación en relación con los lugares donde se encuentran ubicadas las licencias de JAWS.



 



(…)”
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En sesión N° 67-10 de 20 de julio del 2010, artículo LXIX, con base en el acuerdo del Programa Hacia Cero Papel, se dispuso solicitar a la Comisión de Accesibilidad, que en coordinación con el Departamento de Tecnología de Información, determinaran la posibilidad de establecer un protocolo de acciones que haga efectivo el acceso a la justicia de las personas con discapacidad creando un trato preferente para las personas no videntes de tal manera que puedan litigar de manera digital implementando para el proceso en que sean parte el expediente electrónico, independientemente de la materia y de si el despacho u oficina judicial sea electrónico o no, en apoyo al derecho de acceso a la Justicia sin discriminación así como a las Reglas de Brasilia y la Ley 7600



En sesión Nº 9-11 de 9 de febrero de 2011, artículo XLIII, al conocerse el oficio Nº DHR-628-2011-(PE) de 21 de enero del 2011, suscrito por la licenciada Ofelia Tailtelbaum Yoselewich, Defensora de las y los Habitantes de la República, en relación con la denuncia planteada por el señor Carlos Moraga Gatgens, ante esa Institución, en lo que interesa dispuso lo siguiente: 



“1.) Hacer de conocimiento de la Defensoría de los Habitantes de la República, que este Consejo Superior en sesión N° 18-09 celebrada el 26 de febrero de 2009, artículo XLI, dispuso publicitar las siguientes políticas de accesibilidad: a.) Comunicar a los despachos judiciales que en todos los circuitos existen servidores judiciales capacitados en Lenguaje Lesco, a efecto de orientar a las personas que lo requieran en los servicios que se prestan en las oficinas judiciales. b.) En las materias en　 que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo. c.) Para los efectos del artículo 5° de la Ley de Notificaciones Judiciales, las Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN) y los Despachos Judiciales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad visual mediante la conversión del documento escrito a uno auditivo utilizando el programa Jaws con que cuentan todas las administraciones regionales incluidos el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José. Igualmente podrán grabarse en audio las resoluciones a notificar y entregar al interesado el respectivo cassette. Finalmente, en caso de requerirse la traducción de la resolución a notificar a lenguaje Braile, las Oficinas Centralizadas de Notificaciones y los despachos judiciales que lo requieran, lo gestionarán a través de las Administraciones Regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quién se encargará de efectuar la respectiva traducción en el Consejo Nacional de Ciegos. d.) Es entendido que los plazos correrán a partir del día siguiente al día en que se entregue el documento al usuario con discapacidad visual.”
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Dichas políticas se comunicaron a los despachos judiciales y oficinas centralizadas de notificaciones mediante circular Nº 32-09 del 21 de mayo de 2009 de la Secretaría General de la Corte.



En sesión Nº 15-12 celebrada el 21 de febrero de 2012, artículo XLVIII, previamente a resolver lo que correspondiera, se hizo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y del Departamento de Tecnología de Información, la solicitud de la Defensoría de los Habitantes, para que propusieran e informaran a este Órgano, una alternativa para fortalecer el acceso a la justicia y a la información para personas no videntes, adecuada a las disposiciones institucionales y necesidades reales del país. 



Finalmente, en sesión Nº 23-12 del 8 de marzo de 2012, artículo LXVII, se tuvo por rendido y se hizo de conocimiento de la Defensoría de los y las Habitantes de la República, el informe rendido por la Comisión de Acceso a la Justicia solicitado en la sesión anterior.



Mediante Circular Nº 173-2012, del 26 de noviembre de 2012, la Secretaría General de la Corte, comunicó a los despachos judiciales que la Corte Plena, en sesión Nº 33-12, celebrada el 17 de setiembre de 2012, artículo XXII, aprobó la Política de igualdad en los servicios de Gestión Humana del Poder Judicial. 



Se acordó: 1.) Tomar nota de lo resuelto por la Comisión de Acceso a la Justicia. 2.) Trasladar la gestión  a la Dirección de Tecnología de la Información para que considere dentro de su plan de trabajo hacer que los programas del Escritorio Virtual, puedan ser compatibles con el programa JAWS, lo anterior en el menor plazo posible, e informar a este Consejo los avances y el cumplimiento de esta mejora o en su defecto si existen razones que no lo permitan.  3.) Solicitar a la Unidad de Salud Ocupacional que valore integralmente las necesidades del licenciado Melvin Barrantes Chavez, e informe a este Consejo lo que corresponda. 



La Dirección de Tecnología de la Información y la Unidad de Salud Ocupacional tomarán nota para lo que corresponda. 
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Acta de Consejo Superior Nº 008 - 2013 








      



Fecha: 31 de Enero del 2013



ARTÍCULO XXXI



Documento N° 3169-12, 721-13



En sesión N° 33-12 celebrada el 10 de abril de 2012, artículo LII, al conocerse la gestión de la máster Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, en la que solicitó entre otras cosas el diseño y ejecución de una campaña informativa sobre las Reglas de Brasilia, ¿Qué son, cómo nacen? Su finalidad y filosofía. ¿Cuáles son las poblaciones en condición de vulnerabilidad? ¿Qué acciones ha realizado cada subcomisión para implementarlas?, este Consejo, autorizó el diseño y ejecución de la citada campaña en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.



La licenciada María Isabel Hernández Guzmán, Jefa del Departamento de Prensa y Comunicación, mediante oficio Nº DPCO-21-13 de 23 de los corrientes, informó:



“El Consejo Superior en su sesión 33-12, articulo LII, celebrada el 10 de marzo de 2012,  solicitó al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional  la elaboración de una campaña sobre las Reglas de Brasilia, para darlas a conocer a todo el personal judicial y personas usuarias.  Con el propósito que lo haga del conocimiento de dicho  Consejo Superior,  remito, el informe suscrito por el Lic. Hugo Vega Castro, jefe en ejercicio  de la Sección de Comunicación Organizacional, sobre los resultados de la misma”
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            El informe del licenciado Hugo Vega Castro, literalmente dice:



“El Consejo Superior en el acuerdo de la sesión 33-12 celebrada el 10 de marzo de 2012, artículo LII, solicitó al Departamento la elaboración de una campaña sobre las Reglas de Brasilia, para darlas a conocer a todo el personal judicial y personas usuarias.  Dicha campaña fue asignada a la Licda. Stephannie Phillips.



 



Para cumplir con esta solicitud, se elaboró el diseño de 17 cápsulas informativas sobre los puntos más relevantes del documento de las Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Estas cápsulas se divulgaron de manera masiva por correo electrónico a todo el personal judicial del país, el martes 23, jueves 25 y  martes 30 de octubre, jueves 1, martes 6, jueves 8, martes 13, jueves 15, martes 20, jueves 22, martes 27 y jueves 29 de noviembre, martes 4, jueves 6, martes 11, jueves 13 y martes 18 de diciembre, consecutivamente. 



 



Los títulos de las divulgaciones fueron:



 



ñ             ¿Sabe usted qué son las Reglas de Brasilia? 



ñ             ¿Qué son las Reglas de Brasilia? 



ñ             ¿A quiénes están dirigidas las Reglas de Brasilia? 



ñ             ¿Cuáles son las condiciones de vulnerabilidad? 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: edad 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: discapacidad y pertenencia a pueblos indígenas 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: victimización, migración y refugio 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: pobreza y género 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: pertenencia a minorías y privación de libertad 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: diversidad sexual 



ñ             ¿Quiénes son los destinatarios de las Reglas de Brasilia? 



ñ             Contenido de las Reglas de Brasilia 



ñ             Efectivo acceso a la justicia para la defensa de los derechos 



ñ             Medios alternativos de resolución de conflictos 



ñ             Resolución de conflictos dentro de las comunidades indígenas 



ñ             Condiciones de realización de los actos judiciales 



ñ             Efectividad de las Reglas de Brasilia 



 



Estas cápsulas fueron colocadas en las Redes Sociales, Pizarras Informativas y Pizarra Informativa Virtual.



  



Se adjuntan las 17 cápsulas informativas que se elaboraron, así como el respaldo de los comunicados que se remitieron por correo electrónico.  Estas cápsulas también se colocadas en las Redes Sociales, Pizarras Informativas y Pizarra Informativa Virtual.”
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación de la licenciada María Isabel Hernández Guzmán, Jefa del Departamento de Prensa y Comunicación relacionado con la campaña sobre las Reglas de Brasilia. Se declara acuerdo firme.
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Acta de Consejo Superior Nº 008 - 2013 








      



Fecha: 31 de Enero del 2013



Descriptores/Temas: Traducciones



ARTÍCULO LI



DOCUMENTO Nº 623-13



En sesión Nº 10-12 celebrada el 12 de marzo del 2012, artículo XI, se aprobó el “Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial”. Por su parte, la Secretaría General de la Corte lo hizo de conocimiento de las personas servidoras judiciales, por medio de la Circular Nº 71-12, fechada el 23 de mayo de ese año y publicada en el Boletín Judicial Nº 134 del 11 de julio de 2012.



 Por medio de oficio Nº CACC-026-2013 del 16 de enero del año en curso, la licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, comunicó:



“Para la Comisión de Acceso a la Justicia la idoneidad de las personas intérpretes en Lengua de Señas Costarricense (LESCO), como salvaguarda de los derechos de las personas con discapacidad auditiva que participan en audiencias judiciales, constituye un tema medular de su quehacer, ya que del trabajo realizado por estas personas depende una comunicación efectiva entre las partes intervinientes, pero fundamentalmente facilita que las personas sordas se expresen y a la vez comprendan con claridad todos los pormenores que se suscitan durante las audiencias, por ello desde hace varios años se realizan esfuerzos para asegurar una interpretación acorde con las necesidades de esta población.



 



Consecuentemente, este ha sido un tema recurrente en las sesiones de la Comisión, en las que se discute y analiza la situación actual, se plantean posibles soluciones y cualquier otro aspecto relacionado.



 



Por ello, en la sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada en noviembre 2012, luego de discutir y analizar algunas propuestas, entre ellas la necesidad de comunicar a la Dirección Ejecutiva la preocupación que existe en relación con la idoneidad, certificación y contratación de intérpretes; la importancia de que la Dirección Ejecutiva investigue soluciones legales a esta problemática, que la Escuela Judicial capacite a los (as) intérpretes actuales en temas jurídicos y administrativos; y que los esfuerzos que se han realizado se hagan del conocimiento del Consejo Superior, se acordó: “Hacer un informe al Consejo Superior inclusivo de los esfuerzos realizados, con copia a la Dirección Ejecutiva.” Informe que se adjunta a este oficio.”
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El citado informe literalmente dice:



“El tema de la interpretación judicial para personas con discapacidad auditiva, es considerado de vital importancia para la Comisión de Acceso a la Justicia, así destacan las acciones realizadas tanto para capacitar personal judicial en el uso de la Lengua de Señas Costarricense, para que brinde atención primaria a las personas que acuden a esta institución, como para contar con intérpretes idóneos en audiencias judiciales.



 



Para el logro de este objetivo se ha contado con el apoyo de la Sección de Capacitación de Gestión Humana, que a la fecha ha capacitado en los 4 niveles básicos de la Lengua de Señas Costarricense un número importante de funcionarios (as) de diversos circuitos judiciales del país; capacitación que continuará este año. Las listas de personas capacitadas se colocan en forma accesible en las páginas de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Contraloría de Servicios, para que en caso de necesidad estas personas sean ubicadas con facilidad.



 



Asimismo, la Comisión solicitó a la Escuela Judicial establecer contacto con la Universidad de Costa Rica, para que a través del Programa Progreso el personal judicial, reciba formación para una interpretación más especializada, no obstante indica la Escuela que aun no ha sido factible concretar la capacitación ya que el Programa se encuentra en proceso de reorganización. 



 



En el ámbito de la comunicación, una constante ha sido la problemática suscitada en torno al tema de los intérpretes para intervenir en las audiencias judiciales,  se reciben quejas en cuanto a su idoneidad y capacidad para asumir su función, sin poner en riesgo los derechos de las personas con discapacidad auditiva; la Dirección Ejecutiva ha generado sus propios esfuerzos por dotar a la institución de este recurso, no obstante, hay aspectos en los que se trabaja para mejorar. 



 



Una medida que tomó la Comisión para subsanar en parte esta problemática fue delegar en tres de sus integrantes la elaboración de una propuesta de reglamento, que fue aprobado en la sesión de Corte Plena Nº 10-12 celebrada el 12 de marzo de 2012, artículo XI (Reglamento para regular la función de los Ejecutores y Peritos en el Poder Judicial).



 



En concordancia con la aprobación de este Reglamento, mediante oficio CACC-071-2012 dirigido a la Dirección Ejecutiva en el mes de abril, se solicitó realizar un nuevo concurso para la contratación de intérpretes:



 



“(…) Asimismo considerando que el “Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial,  fue aprobado por Corte Plena en la sesión Nº 10-12, celebrada el 12 de marzo del año en curso, artículo XI; que dicho Reglamento este establece en el artículo 5 la posibilidad de acreditar intérpretes por medio de instituciones, organizaciones o asociaciones especializadas, se acordó:



 



“Solicitar a la Dirección Ejecutiva que realice un nuevo concurso para la contratación de intérpretes, tomando en consideración lo que establece el Reglamento.”



 



Al efecto se cita el mencionado artículo:



 



“Artículo 5. REQUISITOS DE INSCRIPCIÓN PARA INTÉRPRETES, TRADUCTORES O TRADUCTORAS: 



 



Para inscribirse como intérprete, traductor o traductora se deberá cumplir con los siguientes requisitos y presentar a la Sección de Asesoría Legal de la Dirección Ejecutiva los documentos que se indicarán, según sea el caso (…):



 



-Intérprete en Lenguaje de Signos y Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO)



 



Fotocopia del documento que demuestra que posee licencia o que es intérprete certificado o certificada por alguna institución, organización o asociación costarricense especializada en la materia
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Acta de Consejo Superior Nº 066 - 2013 








      



Fecha: 27 de Junio del 2013



Descriptores/Temas: Peritos judiciales



ARTÍCULO LXVIII



Documento N° 13295-12, 6885-13



 



            En sesión N° 7-13 celebrada el 29 de enero del año en curso, artículo XLVII, al conocerse el informe rendido por la máster Hellen Taylor Castro, Jueza Coordinadora del Juzgado contra la Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de San José, referente a lo indicado por el señor Yordi Maguin Sotomayor Mora, en cuanto a que ese juzgado incumple con la ley 7600, en relación a los peritos de lesco para interpretar durante los procesos las denuncias de los involucrados con la discapacidad de sordera, este Consejo, tuvo por rendido el informe de la licenciada Taylor Castro y lo hizo de conocimiento de la Comisión contra la Violencia Doméstica.



La máster María Elena Gómez Cortés, en su condición de Coordinadora de la Comisión Permanente Para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, en oficio N° 48-CVI-2013 de 17 de junio en curso, informó lo siguiente:



“La Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar del Poder Judicial, en sesión N°4-2013 celebrada el 8 de abril en curso, artículo XIII, conoce Oficio N°1674-13 de 14 de febrero en curso, que transcribe acuerdo del Consejo Superior de la sesión N°07-13, artículo XLVII, referente a nota del señor Yordi Magin Sotomayor Mora, sobre causa número 12-003352-0635-VD del Juzgado de Violencia Doméstica de Goicoechea. Indica que dicho Juzgado no ha cumplido con la Ley 7600 en relación a los peritos de lesco quienes son llamados de forma inmediata para interponer durante el proceso la denuncia de los involucrados con la discapacidad de sordera. 



 



Por su parte, la Licda. Hellen Taylor Castro, Jueza Coordinadora de dicho Despacho, rindió informe el cual concluye que se ha realizado las gestiones pertinentes para evitar que la discapacidad del señor Sotomayor Mora, se convierta en un obstáculo para el correcto ejercicio de sus derechos y le impida el acceso a la justicia. La situación que el señor expuso, según la cual, no le fue posible comunicarse adecuadamente con la intérprete inicialmente nombrada para su caso, es un asunto que lamentablemente escapa de su control, puesto que para el nombramiento de peritos e intérpretes, se encuentran sujetos al sistema establecido por el Poder Judicial. 



 



Se acuerda: 1)  Tomar nota. 2) Recomendar al Consejo Superior que se mantenga en cada Circuito Judicial una lista actualizada de las personas que manejan el lenguaje lesco. 3) Seguimiento y actualización de las personas que se han capacitado en esta temática. 4) Consultar a la Comisión de Accesibilidad si tienen protocolo para atención de esta población para que se haga del conocimiento de las oficinas judiciales.”
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            Se acordó: 1.) Acoger la recomendación de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar y solicitar a las Administraciones Regionales del país que se mantenga una lista actualizada de intérpretes en lenguaje Lesco y lleven a cabo el seguimiento y registro de las personas capacitadas. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia para que se refiera a la existencia de protocolos para la población sorda.




 







act-1-0003-2851-7







Acta de Consejo Superior Nº 056 - 2014 








      



Fecha: 19 de Junio del 2014



Descriptores/Temas: Personas con discapacidad



ARTÍCULO VII



DOCUMENTO Nº 14405-13, 6678-14



En sesión Nº 114-13 del 12 de diciembre de 2013, artículo LXXII, se tuvo por recibido el Protocolo de Atención para el Efectivo Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad Psicosocial aprobado por la Comisión de Acceso a la Justicia.



Por medio de oficio Nº CACC-321-2013 del 27de mayo de 2014, la licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, gestionó:



“La Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, dentro del Programa EUROsocial II - Proyecto para la reducción de barreras para el acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicosocial, realizara la segunda etapa del proyecto iniciado en el año 2013, cuyo producto fue la elaboración del Protocolo de atención para el efectivo acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicosocial, población en condición de vulnerabilidad, sobre la cual recae el estigma que la sociedad vincula a los procesos de salud mental.



 



La segunda etapa a desarrollarse este año prevé el diseño, validación y ejecución de un módulo de formación a formadores (as), cuyo objetivo es capacitar, concienciar y sensibilizar al personal judicial, en materia de derechos humanos de las personas con discapacidad psicosocial, desde un enfoque social y de derechos humanos, proceso a cargo de los consultores de EUROsocial Dr. Salam Gómez Motta experto latinoamericano en el tema y Dr. Gerardo Parajeles Vindas, reconocido jurista costarricense.



 



En razón de lo anterior, se solicita permiso con goce de salario para las personas que se dirá (Se adjunta lista de participantes). La actividad se realizará los días, 24 y 25 de junio para el primer grupo y  26 y 27 de junio para el segundo grupo de personas participantes de las 8:00 a las 16:00 horas.  



 



(…)”
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A continuación se transcriben las listas correspondientes:



 



24 y 25 de junio



 



				 



Nombre



				Institución







				Sonia Méndez González



				Unidad de Capacitación del OIJ







				Sergio Mora Leiva 



				Tribunal de Flagrancia de Liberia







				Jose Pablo Monge Arguedas



				Juzgado Penal Juvenil de San José







				Sonia Monge Jara



				OIJ Sección Especializada de Tránsito 







				Priscila Rojas Fallas



				Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos







				Luis Guillermo Araya Ulate



				Departamento de Seguridad







				Nora Lía Mora Lizano



				Departamento de Trabajo Social y Psicología







				Priscilla Monge 



				Juzgado Familia Desamparados







				Luz Marina Solís Poveda



				Juzgado Familia Desamparados







				Jacqueline Murillo Murillo



				Juzgado de Ejecución de la Pena







				Rebeca Sanabria Sánchez



				Carrera Judicial







				Xinia Fallas Palma



				Defensa Pública







				Alejandra Jerez Soto



				Sección de Reclutamiento y Selección de Personal 







				Marisol Barbosa Rodríguez



				Escuela Judicial







				Marielos Gamboa Conejo 



				Dirección Ejecutiva







				Ana Patricia Jiménez



				Salud Ocupacional







				Jorge Chavarría Guzman



				Fiscal General







				Marta Iris Muñoz Cascante



				Jefa Defensa Pública







				Marvin Carvajal Pérez 



				Director Escuela Judicial







				Katia Escalante Barboza



				Escuela Judicial







				Gerald Campos Valverde 



				Subdirector OIJ







				Sandra Pereira Retana



				Juzgado de Violencia Doméstica de Cartago







				Isabel Porras Porras



				Jueza Tribunal Penal I Circuito Judicial de San José







				Yahaira Piedra Solano



				Servicio de Salud para Empleados







				Yadira Brizuela 



				Unidad de Capacitación del Ministerio Público







				Olga Fallas Ulloa



				Unidad de Capacitación Defensa Pública 







				Erick Brais Quirós 



				Departamento de Tecnología de la Información







				Gloriela Soto Blanco



				Gestión de la Capacitación







				Larissa Escalante



				Departamento de Medicina Legal











 



Fechas: 26 y 27 de junio



 



				Nombre



				Institución







				Aisen Herrera López



				Tribunal Penal 







				Carmen Ureña Ureña



				Juzgado Penal Juvenil 







				Allen Córdoba Chaves 



				OIJ de Liberia 







				Marielos Rojas Espinoza



				Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos







				Raúl Bonilla Montero



				Departamento de Medicina Legal







				Shirley Monge Sánchez 



				Juzgado Familia Desamparados







				Priscilla Madrigal González 



				Juzgado Ejecución de la Penal Juvenil







				Roy Murillo Rodríguez 



				Juzgado Ejecución de la Pena







				Juan José Bonilla 



				Defensa Pública 







				Débora Rivera Romero 



				Departamento de Trabajo Social y Psicología







				Román Bresciani Quirós 



				Escuela Judicial







				Julio Hernández Navarro



				OIJ de Limón







				Mauricio Quirós 



				Gestión Humana







				Cristian Alfaro Romero 



				Sala Constitucional







				Javier Sandoval Leal



				Servicio Médico para empleados







				Francisco Arroyo Meléndez



				Director Gestión Humana







				Roxana Hidalgo Vega



				Departamento de Seguridad







				Maureen Solís Madrigal



				Juzgado de Familia de Desamparados 







				Sara Arce



				Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos







				Francisco Segura



				Director del OIJ







				Alba Gutiérrez Villalobos



				Departamento de Trabajo Social y Psicología







				Carlos Chaves Solera



				Juzgado Tribunal Penal I Circuito de San José







				 



				Unidad de Capacitación Defensa Pública







				Diana Montero Montero 



				Unidad de Supervisión de la Defensa Pública







				Damaris Vargas Vásquez 



				Tribunal Agrario, coordinadora Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 







				Erick Alfaro Romero



				Contraloría de Servicios 







				Laura Sanabria Villalobos



				Secretaría Técnica de Género







				Milagro Rojas Espinoza 



				Juzgado de Niñez y Adolescencia, coordinadora Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Niñas, Niños y Adolescentes y Personas Afrodescendientes







				Sonia Méndez González 



				Unidad de Capacitación del OIJ







				Ericka Méndez  



				Unidad de Capacitación del OIJ











- 0 -



Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Aprobar la participación de los servidores y las servidoras de las listas transcritas, en la actividad organizada por la Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, relacionada con el Proyecto para la reducción de barreras para el acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicosocial, a realizarse los días 24, 25, 26 y 27 de junio de 2014, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de los funcionarios a quienes se les autoriza a participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las personas participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



El Despacho de la Presidencia, el Departamento de Personal y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.



Acta de Consejo Superior Nº 065 - 2016 








      



Fecha: 07 de Julio del 2016



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



ARTÍCULO LXXXII



DOCUMENTO: 8213-16



En sesión Nº 114-13 del 12 de diciembre de 2013, artículo LXXII, se tuvo por recibido el Protocolo de Atención para el Efectivo Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad Psicosocial aprobado por la Comisión de Acceso a la Justicia.



Con el fin de medir los efectos y resultados del “Protocolo de Atención para el efectivo acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial”, se acuerda: Solicitar a la máster Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, que dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, presente a este Consejo un informe de las personas a quienes se les haya aplicado dicho protocolo y su desempeño laboral. Deberá revisar las personas que han sido nombradas y hayan tenido las condiciones contempladas en ese protocolo.



-o0o-



A las 17:45 horas terminó la sesión.



 



act-1-0003-3249-77







Acta de Consejo Superior Nº 104 - 2016 








      



Fecha: 15 de Noviembre del 2016



Descriptores/Temas: Informes, Dirección de Gestión Humana



ARTÍCULO LXXVII



Documento N° 8213-16, 12948-16



 



En sesión N° 85-16 celebrada el 13 de septiembre del 2016, artículo LXXIV, en lo que interesa, este Consejo indicó lo siguiente:



“(…)



Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe presentado por la máster Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, presente a este Consejo un informe sobre las personas que han sido nombradas y hayan tenido condiciones contempladas dentro del “Protocolo de Atención para el efectivo acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial”, así como de su desempeño laboral…”



- 0 -  



El máster José Luis Bermúdez Obando, Director interno de Gestión Humana, mediante oficio N° UICC-67-2016 del 4 de noviembre del 2016, remitió lo siguiente:



“(…)



… 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, presente a este Consejo un informe sobre las personas que han sido nombradas y hayan tenido condiciones contempladas dentro del “Protocolo de Atención para el efectivo acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial”, así como de su desempeño laboral…”



Con el fin de dar cumplimiento a lo acordado, se abordaron cada una de las instancias adscritas a esta Dirección que por su naturaleza funcional operan registros  relacionados con personas que podrían identificarse con Discapacidad Psicosocial; existiendo para los efectos dos fuentes principales, la Sección de Reclutamiento y Selección mediante el proceso selectivo para personal de primer ingreso, siendo que en la Oferta Única (formulario electrónico de inscripción) las personas participantes deben consignar toda la información necesaria que permita identificar el tipo y nivel de discapacidad  y en el caso de los funcionarios nombrados, interviene el Servicio Médico de Empresa, facultado para tramitar las solicitudes de readecuación de funciones  según diagnósticos médicos de referencia que así lo determinan.  



Sin embargo, actualmente ninguna de las dependencias citadas mantiene registros históricos de la población judicial con discapacidad, por ende, se desconocen las cifras de los funcionarios que específicamente estén relacionados a patologías de índole Psicosocial.



Lo anterior, en virtud de que la captura y conservación de datos del personal de primer ingreso, se implementó de manera reciente mediante la publicación de dos convocatorias exclusivas para personas con discapacidad (Convocatoria N° 22-2015 y N° 10-2016) las cuales a la fecha se encuentran en trámite y sujetas a la aprobación por parte de este Consejo de la propuesta de puestos de reserva para esta población. 



A su vez, los estudios de readecuación que se tramitan involucran un análisis integral de cada caso y no hace distinción por tipo de discapacidad (psicosocial); en consecuencia,  a la fecha no se cuenta con las estadísticas referidas a los procesos señalados; así como la información relacionada con el desempeño laboral de estos servidores.



Es importante acentuar que la información requerida está siendo recopilada por la Sección de Reclutamiento y Selección mediante la herramienta electrónica de participación para oferentes, permitiendo al vencimiento de cada convocatoria o concurso obtener este tipo de datos para las valoraciones que se consideren pertinentes.”



- 0 -



Se acordó: Tomar nota del informe suscrito por laDirección de Gestión Humana e indicarle que a partir de enero de 2017 deberá ser recopilada la información, conforme se indica en una base de datos.



act-1-0003-3381-58







Acta de Consejo Superior Nº 078 - 2017 








      



Fecha: 24 de Agosto del 2017



ARTÍCULO LI



Documento N° 9635-17



            La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° SACJ-3372-2017 del 14 de agosto de 2017, manifestó lo siguiente:



“Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-26-2017, celebrada el 11 de julio  del año en curso, que literalmente indica:



 




 “ARTÍCULO VII



 



Documento: 9276



 



La señora Ileana Guillen Rodríguez, en condición de Directora de la Escuela Judicial, traslada el informe rendido por la señora Mónica Ortíz López, quien estuvo a cargo del acompañamiento y evaluación al señor Eddy Venegas Lopez, participante en el Programa FIAJ.  



 



-0-



 



Se tiene a la vista dicho informe y se considera procedente hacerlo del conocimiento del Consejo Superior y de la Comisión de Empleabilidad y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad.  Para ello, se remitirá anexo al presente acuerdo.  Asimismo, es de reconocer a la señora Mónica Ortiz López, la labor realizada. 



 



SE ACORDÓ: 1) Tomar nota del informe y hacerlo del conocimiento del Consejo Superior, la Comisión de Empleabilidad y de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 2) Reconocer la labor realizada a la señora Mónica Ortíz López.”



 



- 0 -



            Se dispuso: Tomar nota del informe rendido por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Empleabilidad y de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 3) Reconocer el apoyo institucional que se le dio a la servidora Mónica Ortíz López, Gestora de la Capacitación de la Escuela Judicial. Se declara acuerdo firme. 




act-1-0003-3404-97







Acta de Consejo Superior Nº 093 - 2017 








      



Fecha: 10 de Octubre del 2017



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



ARTÍCULO XCVII



Documento N° 11518-17



            La licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° SCAJPCD-001-2017 del 21 de setiembre de 2017, manifestó lo siguiente:



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas con Discapacidad, en la sesión celebrada el pasado 28 de agosto, el cual se transcribe literalmente. 



 



“ARTICULO XXV



 



La integrante Damaris Vargas Vásquez informa sobre un Proyecto diseñado con un equipo de trabajo con ocasión de la Especialidad en Administración de Proyectos coordinado entre el Poder Judicial y el Instituto Tecnológico de Costa Rica con el objetivo de lograr el Autogerenciamiento de las Oficinas Jurisdiccionales del Poder Judicial considerando la alta rotación de personal que da en los diferentes tribunales del país. Aduce, parte de ese proyecto consiste en facilitar información a las personas juzgadoras y demás servidoras judicial encargadas de la toma de decisiones acerca de datos que faciliten la calidad de las sentencias y la celeridad con que éstas sean emitidas. Concretamente indica, para lo de interés de esta Subcomisión, es importante que si el Sistema de Gestión o el Escritorio Virtual muestra el ícono conforme al cual, al menos una de las partes se encuentra en condición de discapacidad, resulta relevante que la información no se limite a eso como sucede actualmente, sino que se tenga la posibilidad de accesar de inmediato a datos esenciales tales como la normativa nacional e internacional relacionada con los derechos de las personas con discapacidad; las principales resoluciones emitidas sobre el tema por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional y demás Salas de Casación; la Política Institucional de Personas con Discapacidad; las circulares y acuerdos emitidos por Corte Plena, Consejo Superior, Dirección Ejecutiva; entre otros datos esenciales para la toma de decisiones. De ahí sugiere se solicite una mejora al sistema consistente en que el Sistema de Gestión y en el Escritorio Virtual mediante un link o de ser posible, accesando el ícono que representa a la población con discapacidad se pueda tener acceso a esa información. De esta forma, las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales podrán fortalecer sus competencias (conocimientos, habilidades, destrezas, aptitudes, actitudes, entre otras) y resolver de manera eficiente los procesos vinculados con esa población; además, de disminuir los tiempos de búsqueda de esa información de manera tal que ésta esté siempre disponible, y así, para el resto de poblaciones en condición de vulnerabilidad, empezando por un plan piloto vinculado con quienes estén en condición de discapacidad. Se delibera sobre la propuesta entre las y los restantes integrantes, quienes se muestran conformes. La información en referencia ya está identificada por esta Subcomisión y socializada entre sus integrantes, disponible para la mejora indicada.



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la sugerencia planteada por la señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 2° Solicitar al Consejo Superior que remita una atenta instancia a la Dirección de Tecnología de la Información y a la Dirección de Planificación a fin de que aprueben una mejora en el Sistema de Gestión y de Escritorio Virtual que permita a las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales, tener acceso inmediato mediante un link o por medio del ícono que identifica las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad en cada expediente en concreto en los que participe al menos una persona en condición de discapacidad, a información relevante asociada a: la normativa nacional e internacional relacionada con los derechos de las personas con discapacidad; las principales resoluciones emitidas sobre el tema por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional y demás Salas de Casación; la Política Institucional de Personas con Discapacidad; las circulares y acuerdos emitidos por Corte Plena, Consejo Superior, Dirección Ejecutiva; entre otros datos esenciales para la toma de decisiones. Lo anterior, con el objetivo de que las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales puedan fortalecer sus competencias -conocimientos, habilidades, destrezas, aptitudes, actitudes, entre otras- y resolver de manera eficiente los procesos vinculados con esa población; además, de disminuir los tiempos de búsqueda de esa información de manera tal que ésta se encuentre siempre disponible, lográndose así el cumplimiento de la misión institucional de lograr una justicia pronta, cumplida y sin denegación y de las áreas estratégicas establecidas en el Plan Estratégico Institucional. La información a la que se daría acceso en el sistema está identificada por esta Subcomisión y por ende, disponible para su uso en el momento que estimen necesario. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. 4°Comuníquese lo acordado en forma íntegra al Consejo Superior, la Dirección de Tecnología de la Información y a la Dirección de Planificación por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.”
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            Se acordó: 1) Tomar nota de la sugerencia planteada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 2) Remitir a las Direcciones de Tecnología de la Información y  Planificación para que valoren y se refieran a la posibilidad de realizar  una mejora en el Sistema de Gestión y de Escritorio Virtual que permita a las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales, tener acceso inmediato mediante un link o por medio del ícono que identifica las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad en cada expediente en concreto en los que participe al menos una persona en condición de discapacidad, a información relevante asociada a: la normativa nacional e internacional relacionada con los derechos de las personas con discapacidad; las principales resoluciones emitidas sobre el tema por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional y demás Salas de Casación; la Política Institucional de Personas con Discapacidad; las circulares y acuerdos emitidos por Corte Plena, Consejo Superior, Dirección Ejecutiva; entre otros datos esenciales para la toma de decisiones, e informen a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, para que el trámite sea más ágil. Se declara acuerdo firme.



act-1-0003-3533-65







Acta de Consejo Superior Nº 058 - 2018 








      



Fecha: 28 de Junio del 2018



ARTÍCULO LXV



Documento N° 4062-17/ 7137-18



            La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, mediante oficio N° 2348-DTI-2018 del 21 de junio de 2018, manifestó lo siguiente:



“Para que por su medio se haga del conocimiento de los señores integrantes del Consejo Superior, en atención al oficio 5171-17, mediante el que se transcribe el acuerdo tomado en su sesión N° 38-17, artículo LXXIV, en el que se conoció el oficio Nº CACC-069-2017  de la Comisión de Acceso a la Justicia, en el que se remite el acuerdo adoptado por la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión del 7 de febrero del 2017,  con el fin de que se verifique el cumplimiento de los parámetros estadísticos que se indican. 



 



Al respecto, me permito remitir el oficio 2322-DTI-2018, suscrito por el Lic. Luis Jiménez Fallas, Jefe del Área Informática de Gestión, en el que informa sobre el cumplimiento de los parámetros señalados.”



 



Seguidamente, se transcribe el oficio N° 2322-DTI-2018, que dice:



 



“En respuesta a lo solicitado en los oficios No. 5171-17 fechado el 11 de mayo del 2017 en donde el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión No. 38-17 celebrada el 25 de abril del año 2017 acuerda solicitar a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones (DTIC) “[…] garantice que en las estadísticas del Poder Judicial, en el sistema de gestión y sus mejoras, sistema SIGMA, entre otros, se visibilicen mediante filtros y datos específicos de cada expediente y de cada despacho de cada materia, los procesos en los que están involucradas personas indígenas, el estado de éstos y un seguimiento y control en el que se evidencia la duración de esos procesos […]”; y en el oficio No. 11360-17, fechado en San José el, 12 de octubre del 2017, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión No. 93-17 celebrada el 10 de octubre del año 2017, donde se solicita a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones (DTIC) tomar acciones en cumplimento según se indica seguidamente:



 



“[…] es importante que si el Sistema de Gestión o el Escritorio Virtual muestra el ícono conforme al cual, al menos una de las partes se encuentra en condición de discapacidad, resulta relevante que la información no se limite a eso como sucede actualmente, sino que se tenga la posibilidad de accesar de inmediato a datos esenciales tales como la normativa nacional e internacional relacionada con los derechos de las personas con discapacidad; las principales resoluciones emitidas sobre el tema por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional y demás Salas de Casación; la Política Institucional de Personas con Discapacidad; las circulares y acuerdos emitidos por Corte Plena, Consejo Superior, Dirección Ejecutiva; entre otros datos esenciales para la toma de decisiones. De ahí sugiere se solicite una mejora al sistema consistente en que el Sistema de Gestión y en el Escritorio Virtual mediante un link o de ser posible, acezando el ícono que representa a la población con discapacidad se pueda tener acceso a esa información. De esta forma, las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales podrán fortalecer sus competencias (conocimientos, habilidades, destrezas, aptitudes, actitudes, entre otras) y resolver de manera eficiente los procesos vinculados con esa población; además, de disminuir los tiempos de búsqueda de esa información de manera tal que ésta esté siempre disponible, y así, para el resto de poblaciones en condición de vulnerabilidad, empezando por un plan piloto vinculado con quienes estén en condición de discapacidad. Se delibera sobre la propuesta entre las y los restantes integrantes, quienes se muestran conformes. La información en referencia ya está identificada por esta Subcomisión y socializada entre sus integrantes, disponible para la mejora indicada.”



 



Importante destacar que los sistemas Escritorio Virtual y Gestión de Despachos cuentan con un icono que permite identificar expedientes con intervinientes que se le asocia el atributo de discapacidad.    



 



Con relación a los sistemas Gestión de Despachos y Sistema Escritorio Virtual se han desarrollado otras mejoras que permiten identificar si un interviniente perteneciente a la población indígena. Las siguientes son las mejoras desarrolladas y que ya se encuentran en producción, a disponibilidad de todos los despachos y oficinas que tramitan expedientes con los sistemas Escritorio Virtual y Gestión de despachos judiciales:



 



·             ME 24-2018 Mostrar alerta de persona indígena EV.



·             ME 25-2018 Mostrar alerta de persona indígena Gestión.



 



Adicionalmente, a estas mejoras se informa que para el caso del Sistema de Seguimiento de Casos (SSC) ya existen opciones que permiten indicar características o atributos a intervinientes considerados de poblaciones en condición de vulnerabilidad. Tal es el caso, que este sistema permite identificar procesos en los que están involucradas personas indígenas.



 



Una vez desarrolladas estas mejoras, se comparten las documentaciones con los compañeros del proyecto SIGMA para que en conjunto con el subproceso de Estadística procedan a coordinar lo necesario para realizar los ajustes a las fórmulas estadísticas en las que se contabilicen datos relacionadas con las poblaciones indígenas.



 



Otra de las acciones que se tomaron en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad pero que a fin de cuentas va sobre la misma línea que se indica en el acuerdo, es la mejora ME 11-2018 que se desarrolla con motivo de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.  La mejora pone a disposición un acceso directo a datos esenciales asociados a la normativa nacional e internacional y la jurisprudencia más relevante que regula los derechos de esas poblaciones, con el objetivo de disminuir el tiempo de búsqueda y garantizar su aplicabilidad. Como parte de la mejora, se elaboró una cápsula informativa con el fin de compartirla con la población judicial.



[image: ]



 



Se adjunta a este oficio, la solicitud para la publicación ante la Oficina de Prensa y comunicación de la respectiva cápsula.”
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            En sesión N° 38-17 celebrada el 25 de abril de 2017, artículo LXXIV, se tomó nota del oficio Nº CACC-069-2017  de la Comisión de Acceso a la Justicia, en que remitió el acuerdo adoptado por la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 7 de febrero del 2017 y se remitió a las Direcciones de Planificación y Tecnología de la Información con el fin de que se verificara el cumplimiento de los parámetros estadísticos indicados, y se informe lo que corresponda a la citada Comisión.



            Seguidamente, en sesión N° 97-17 del 10 de octubre de 2017, artículo XCVII, se tomó nota de la sugerencia planteada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, sobre un Proyecto diseñado con un equipo de trabajo con ocasión de la Especialidad en Administración de Proyectos coordinado entre el Poder Judicial y el Instituto Tecnológico de Costa Rica con el objetivo de lograr el Auto gerenciamiento de las Oficinas Jurisdiccionales del Poder Judicial considerando la alta rotación de personal que da en los diferentes tribunales del país. Del mismo modo, se remitió a las Direcciones de Tecnología de la Información y  Planificación para que valoraran y se refirieran a la posibilidad de realizar  una mejora en el Sistema de Gestión y de Escritorio Virtual que permita a las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales, tener acceso inmediato mediante un link o por medio del ícono que identifica las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad en cada expediente en concreto en los que participe al menos una persona en condición de discapacidad.



            Se acordó: 1.) Tomar nota  del  oficio N° 2348-DTI-2018 del 21 de junio de 2018, suscrito por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, sobre las mejoras en el sistema de gestión y el sistema SIGMA, entre otros. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia. Se declara acuerdo firme.







act-1-0003-3607-106







Acta de Consejo Superior Nº 101 - 2018 








      



Fecha: 20 de Noviembre del 2018



ARTÍCULO CV



DOCUMENTO N° 12898-17, 13430-18



El doctor Gerardo Ugalde González, Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, en nota del 09 de noviembre de 2018, manifestó 



“Me apersono ante sus autoridades, a requerir aclaración de diversos acuerdos de ese Consejo Superior que aparentemente están generando dudas en su aplicación y que realmente me están vulnerando mis derechos fundamentales y perjudicando en el ejercicio de mi labor como juzgador, al haberse afectado y desmejorado a partir del 22 de junio 2018 sustancialmente las condiciones de accesibilidad principalmente a los expedientes y al recurso humano que me colaboraba en el ejercicio de mi cargo. Luego de los acuerdos que iniciaron con el traslado de mi plaza en propiedad del Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José, al Área de Gestión y Apoyo, esto sin que yo lo solicitara y supuestamente para ser destacado en el fallo de expedientes del Juzgado de Seguridad Social del I Circuito Judicial de San José. Posterior a dichos acuerdos he acudido ante ese mismo Consejo Superior, tratando de hacerme entender que los acuerdos asumidos me han perjudicado mucho y que por ende también se ha perjudicado al Propio Poder Judicial como Patrono. También he tratado el asunto con Asesores del despacho de la presidencia de la Corte y finalmente el día 7 de noviembre fui recibido en audiencia por la Comisión de Acceso a la Justicia. En donde se trató de mi caso y en donde se determinó por parte de la Comisión que ellos no pueden hacer ninguna observación a ese Consejo. Pero la señora Magistrada Carmen María Escoto Fernández, señaló: que en el acuerdo N° 33-2018 celebrada el 24 de abril de 2018, se dispuso como una acción positiva, que el Centro para trasladar la plaza a otro Despacho y dedicarla a otras labores diferentes a las que desarrollaba en el Juzgado de Seguridad Social, debía primeramente contar con la Autorización del Consejo Superior y que los expedientes fueran accesibles. Señala que no conoce que en el Consejo se haya recibido solicitud de parte del Centro de Apoyo para efectuar el cambio ni que se hubiese aprobado. Resalto que el acuerdo al cual hace referencia la señora magistrada es el 33-18 en donde se dispuso: “por lo que la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”. Esto fue complementado con el aporte de la señora Jueza Damaris Vargas Vásquez Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, quién ratifica las palabras de la señora magistrada Escoto Fernández y hace referencia al estudio que emitió con fecha 4 de setiembre de 2018 y que indica haber entregado al despacho de presidencia. De dicho informe se puede rescatar. Destaca la Jueza señora Damaris Vargas Vásquez:



“En los acuerdos, el Consejo Superior estableció acciones afirmativas a favor del juez Ugalde considerando su situación de no vidente. Concretamente en lo dispuesto en sesión N° 33-2018 celebrada el 24 de abril de 2018, artículo VIII, al disponer: “… la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”. Prosigue: “El Consejo Superior estableció lineamientos precisos al CACMFJ para que al juez Ugalde se le respeten los derechos establecidos en la normativa nacional e internacional a las personas no videntes. Lo anterior incluye realizar las acciones pertinentes para que se le respeten los derechos consagrados en la Ley 7600, vinculadas con la igualdad de oportunidades a efecto de asegurar el empleo de los recursos para garantizar que dicho juzgador disfrute de iguales oportunidades de acceso y participación en idénticas circunstancias que las demás personas, ajustando el entorno, los servicios, las actividades, la información, la documentación, así como las actitudes a las necesidades del señor Ugalde, para mejorar su funcionalidad y garantizar su autonomía. Es igualmente importante que el CACMFJ, en cumplimiento del artículo 26 de la Ley 7600 se ocupe de dar asesoramiento técnico a los despachos en los cuales el señor Ugalde ofrezca sus servicios desde la plaza que ocupa actualmente, a fin de que estos puedan adaptar el empleo y el entorno a sus condiciones y necesidades al ser una persona no vidente. De igual forma, cumplirse con lo dispuesto en la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, atendiendo los ajustes razonables que sean necesarios, entendiendo por tales, según lo señala esta última Convención: “… las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”….



Conforme a lo expuesto aparentemente la plaza que ocupo no podía destinarse a labores de otro Despacho y a trasladarse del Seguridad Social a otro lugar. Pero aparentemente en el Centro de Gestión y apoyo se entiende que después del último acuerdo del Consejo, ya lo descrito no es aplicable, y por ello es que se me ha destinado a otras funciones dando apoyo ya no al Juzgado de Seguridad Social, si no a otros despachos. Lo que me conllevan sustanciales limitaciones como las que deseo explicar a ese Consejo Superior y por  lo que desde ya les solicito una audiencia que me permita puntualizar la situación.



Antecedentes del caso que nos ocupa:



1.- En sesión Nº82-17 del 07 de septiembre del 2017. Fui nombrado como juez laboral, en propiedad, en la plaza N°372096. Ascrita al Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José, Distrito Catedral. En donde inicie mis funciones de forma normal. En dicho Juzgado se contaba con una plaza extraordinaria de técnica judicial y la persona laboraba para el Juzgado de Trabajo, pero cuando yo realizaba audiencias o debía de revisar documentación, firmar proveído o incorporar sentencias esa persona me colaboraba y el trabajo salía normalmente cumpliendo con las mismas cuotas de rendimiento que los jueces que no tenían discapacidad visual.



2.- Se tiene que los integrantes del Consejo de Jueces del I Circuito Judicial de San José,  con muy buena intensión y valorando que mi oficina se hubicaba en el sexto piso del edificio de Catedral. Expresaron su preocupación respecto a si se debiera hacer una evacuación del edificio, por un incendio, temblor o terremoto, ellos apreciaron que como persona ciega se me dificultaría más salir del edificio. Entonces valoraron una   opción de solución, he incluso así lo acordó el Consejo de Jueces, que lo mejor era que se me ubicara en la primera planta del edificio y que una de las Salas de Juicio me permitiera tener la oficina y allí mismo efectuara las respectivas audiencias. Desde ese mismo momento es que se han dado acuerdos que me han perjudicado en mi estabilidad en el puesto, así como en el acceso a los expedientes, apoyo humano y rendimiento. 



3.- La Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N°360-CACMFJ-JEF-2017, del 8 de noviembre de 2017, indica lo siguiente:



“En cumplimiento con lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión Nº94-17 celebrada el 12 de octubre del 2017, artículo XCVI, se han realizado las siguientes coordinaciones: De manera conjunta con la Administración del I Circuito Judicial de San José, se valoró la posibilidad de trasladar al licenciado Olman Ugalde al Juzgado de Seguridad Social, incorporándose al fallo de expedientes del plan de descongestionamiento en materia laboral. Se solicitó a la oficina de Salud Ocupacional, realizar una inspección previa al traslado del licenciado Ugalde, para asegurar que el espacio físico asignado cuente con las condiciones adecuadas para que pueda llevar a cabo sus labores.”… En el mismo oficio se establece …”se determinó “Una vez aprobado el traslado del licenciado Ugalde, el Área de Gestión y Apoyo le dará asistencia por medio de una plaza de Técnico Judicial, cuando así se requiera.”.



4.- En razón al acuerdo del Consejo Superior de sesión Nº 104-17 de  16 de noviembre de 2017, Artículo LXXXIX, que dispuso trasladarme al Juzgado de Seguridad Social. Dicho acuerdo generó dudas de quién debía administrar la plaza en donde estaba nombrado. Por dicha razón la directora del Centro de Apoyo efectuo consulta al Consejo respecto a este tópico. Y el Consejo Superior en sesión celebrada el 3 de abril 2018, dispuso: “1.) Comunicar al licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, que es el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional quien debe asumir la administración de la plaza N° 372096 y que incluso tiene la potestad de ubicarla adonde se considere necesario para la adecuada prestación del servicio y de acuerdo a las necesidades institucionales. A estos efectos deberán considerar lo manifestado por el doctor Olman Ugalde González, en relación con las condiciones laborales de accesibilidad que requiere.”. Contra esa decisión, interpuse reconsideración. La cual ese Consejo Superior rechazó en sesión N° 33-2018 celebrada el 24 de abril de 2018, pero dispuso:



“por lo que la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”. En escritos fechados 16 y 17 de mayo del dos mil dieciocho, solicité se reconsiderara el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N° 33-18 del 24 de abril del 2018, artículo VIII. Esa gestión me fue rechazada en sesión N° 49-18 de 31 de mayo de 2018, Artículo V, en la que se dispuso: “1) Rechazar la solicitud del Doctor Ugalde González de retornarlo al Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, distrito Catedral en razón del riesgo que implica ubicarlo en ese edificio para con su seguridad. 2) Mantener incólume el acuerdo tomado en la sesión N° 33-18 del 24 de abril del 2018.”…



5.- Conforme a lo acordado por el Consejo Superior, labore de forma muy conveniente y satisfactoria para el Juzgado de Seguridad Social de la segunda semana de enero 2018 al 22 de junio 2018, lapso en el que dicte 156 sentencias las cuales incluso superaron la cuota establecida.



6.- El 22 de junio 2018 el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, comunicó, al Juzgado de Seguridad Social, que ya este servidor no seguiría laborando más para ese Juzgado y más bien solicitaron por un mes el préstamo de la oficina que ocupo en ese Juzgado hasta hoy y mientras se realizaba mi traslado a otro lugar.



Cabe destacar que durante el tiempo que labore para el Juzgado de Seguridad Social, dispuse del apoyo humano de uno de los técnicos de ese Juzgado el cual me colaboraba por dos horas treinta minutos por semana. Adicionalmente si tenía alguna duda puntual con alguno de los expedientes, cordinaba a lo interno y uno de los técnicos del despacho me colaboraban de inmediato. Además, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, me brindaba apoyo con uno de sus técnicos dos horas treinta minutos por semana para incorporar las sentencias.



7.- Con la decisión del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de trasladarme a resolver asuntos de los Juzgados del I Circuito Judicial de San José y del II Circuito Judicial de San José. Se me han provocado una serie de dificultades, tales como que ya no cuento con la colaboración humana de los técnicos del Juzgado de Seguridad Social. Solamente cuento con el apoyo del técnico del Centro de Apoyo y que es de únicamente dos horas treinta minutos semanales. Tiempo que únicamente alcanza para incorporar las resoluciones, amen de ello si durante el día tengo dudas con los expedientes no tengo a quién acudir. Aunado a ello, los expedientes que se me están asignando cuentan con grandes problemas de accesibilidad, ya que muchos de ellos son muy viejos y por ende al pertenecer a expedientes de mora judicial, al escanearse quedan muy mal y muy difícil de reconocer por los software que utilizamos las personas con discapacidad visual. Con la agravante de no contar con apoyo humano para la lectura cuando los software especiales no lo pueden hacer. 



8.- El siete de noviembre 2018 fui recibido en audiencia por la Comisión de Acceso a la Justicia. En donde se trató de mi caso y en donde se determinó por parte de la Comisión que ellos no pueden emitir criterio en el caso en particular. Pero la señora Magistrada Carmen María Escoto Fernández, señaló: que en el acuerdo N° 33-2018 celebrada el 24 de abril de 2018, y referenciado al inicio de este escrito, se dispuso como una acción afirmativa, que el Centro para trasladar la plaza a otro Despacho y dedicarla a otras labores diferentes a las que desarrollaba en el Juzgado de Seguridad Social, debía primeramente contar con la Autorización del Consejo Superior y que los expedientes fueran accesibles. Señala que no conoce que en el Consejo se haya recibido solicitud de parte del Centro de Apoyo para efectuar el cambio ni que se hubiese aprobado. Resalto que el acuerdo al cual hace referencia la señora magistrada es el 33-18 en donde se dispuso: “por lo que la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”.



Acorde a lo indicado aprecio conveniente se aclare el supra citado acuerdo, ya que valoro que el Centro de Apoyo entiende que no necesita la autorización del Consejo para mover la plaza y disponer a que despacho se brinda la colaboración.



9.- Debo de reiterar, que con los expedientes que me corresponde laborar en este momento, conllevan grandes problemas de accesibilidad y no es culpa propiamente del Centro si no que al ser expedientes de mora judicial y muchos muy viejos evidencian los problemas que enuncio. Y por esa razón es que en todo momento he manifestado que el lugar menos adecuado para ubicar una plaza de una persona ciega lo sea el Centro de Apoyo.



10.- En cambio en el Juzgado de Seguridad Social, en donde se trasladó inicialmente la plaza, se tenían muchas mejores condiciones de trabajo para un Juez persona Ciega, ya que prácticamente todos los expedientes son digitales y ello es lo que es una fortaleza para una persona Ciega. Por ese motivo al sacarme de este Juzgado se me perjudica grandemente y se complica en demacía mi labor.



11.- Es importante hacer notar, que el Juzgado de Seguridad Social más bien en este momento está requiriendo al Centro propiamente de mi apoyo. Con esos fines esta semana el Juez Cordinador del Juzgado de Seguridad Social, remitió al Centro de Apoyo el correo que señala:



“Sirva la presente para saludarlas y a la vez someterles a consideración la posiblidad de que el Dr. Olman Ugalde González pueda brindar colaboración en el fallo de este despacho, tal y como lo hizo con mucho éxito los primeros meses de este año, aprovechando la circunstancia de que don Olman labora en las instalaciones de este juzgado, lo que puede ser aprovechado dadas las ventajas de accesibilidad con que contamos. Al respecto cabe indicar que con el plan de decongestionamiento llevado a cabo gracias a la colaboración del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, al inicio de dicho plan se contaba con un total de 767 expedientes pendientes de sentencia distribuidos entre los siete jueces titulares del despacho. Al terminar el plan y según informe remitido por la Técnica Judicial Encargada del Sistema, al 31 de mayo del año en curso, se logró reducir el circulante para fallar a 518 expedientes. Considerando que para tal efecto este año han ingresado una cantidad considerable superior de asuntos respecto a años anteriores. Al finalizar el mes de octubre, según informe recibido, el circulante ha disminuido a 380 expedientes pendientes para fallo, ello debido al esfuerzo que hemos realizado los 7 jueces de este despacho en procura de bajar ese circulante, sin embargo hemos experimentado que gracias a la reforma procesal laboral, los expedientes quedan listos para ser fallados más rápido y han aumentado la cantidad de asuntos entrados. Por tal motivo considero que la colabaración que nos pueda brindar don Olman sería muy valiosa a fin de continuar la baja de ese circulante, reducir los tiempos de respuesta y brindar un servicio de calidad.”.



Como puede observarse, estoy con problemas de accesibilidad de expedientes debido a lo que siempre implica trabajar con expedientes de mora judicial. El Juzgado que, en el País, tiene las mejores condiciones de accesibilidad para que pueda trabajar un Juez persona Ciega, tiene la necesidad de contar con el Apoyo de un Juez, para bajar su circulante y requiere que este servidor pueda colaborar con el Despacho.



Conforme a todo lo expuesto, primeramente deseo solicitarles, una audiencia para explicarles personalmente con mayores detalles toda mi situación laboral y el por que de las dificultades.



En segundo término, se sirvan aclarar el acuerdo 33-18 que dispone: “por lo que la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”.



Es importante se aclare a que se refiere con la frase “de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social”. Además, si el no mover la plaza del Juzgado de Seguridad implica únicamente el lugar físico o también tiene relación con disponer dedicar la atensión a otros despachos, pese a las enormes dificultades de accesibilidad que pueden y me conllevan los expedientes de mora judicial provenientes de otros Juzgados.



Tercero respetuosamente requiero a ese Consejo Superior, ordenar un estudio que determine si mi plaza pudiera ser necesaria en el Juzgado de Seguridad Social y de ser así por interés institucional y como una acción positiva a mi favor trasladarla de forma definitiva a este Juzgado. Ello cumpliría con varios objetivos, las disposiciones de la normativa que tutela los Derechos de las personas con discapacidad ya que estaría ubicado en el lugar más idóneo donde se favorecerían tanto los usuarios, el Poder Judicial como patrono y este servidor como Juez y si finalmente ello no lo aprueban replantearse la posibilidad de retornarme al Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José, distrito Catedrál en donde se dio mi nombramiento en propiedad y les reflecciono favor se valore que en todo momento a mi no se me a tomado en consideración mi criterio para disponer que hacer con la plaza en la que fui nombrado en propiedad. 



(…)”



- 0 -



En sesión N° 33-18 celebrada el 24 de abril de 2018, artículo VIII, se tomó nota de los principales aspectos expuestos en el oficio, del 12 de abril del 2018, suscrito por el doctor Olman Gerardo Ugalde González, Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José. Así mismo, se comunicó a don Olman que, por motivos de interés institucional, no es posible acceder a lo que solicita, en cuanto, a que se le ubique, permanentemente, en el Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, debido a que los recursos adscritos al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional deben asignarse a los despachos donde, técnicamente se determine una necesidad, por lo que la plaza N°372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro  y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.



Posteriormente, en sesión N° 49-18 celebrada el 31 de mayo de 2018, artículo V, se rechazó la solicitud del Doctor Ugalde González de retornarlo al Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, distrito Catedral en razón del riesgo que implica ubicarlo en ese edificio para con su seguridad, por lo que se mantuvo incólume el acuerdo tomado en la sesión N° 33-18 del 24 de abril del 2018, artículo VIII. 



Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión del doctor Olman Gerardo Ugalde González al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que en el plazo de cinco días contados a partir del día siguiente de la comunicación de este acuerdo se refiera a la manifestado por el doctor Ugalde González. Se declara este acuerdo firme. 
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(Fuente: Sistema Nexus Poder Judicial)











act-1-0003-348-20







Acta de Corte Plena Nº 011 - 2007 
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Fecha: 23 de Abril del 2007



ARTÍCULO XX



La Magistrada León, en su carácter de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en oficio de 28 de marzo del presente año, informa:



“(…) con ocasión del informe sobre las escaleras de emergencia de este edificio, que el Ingeniero Tobías Mena y la Licenciada Bárbara Polini, ambos integrantes de la Comisión, han tenido una serie de reuniones técnicas con ingenieros y arquitectos del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, el Departamento de Ingeniería de Bomberos y dos arquitectas especialistas en el tema que participaron en la consultoría sobre los lineamientos de diseño de una propuesta de política de acceso a la justicia de personas con discapacidad.



En fecha próxima, se entregarán tres propuestas. Una, partiendo del rediseño de las actuales escaleras internas. Otra, construyendo dos internamente y la última, en los exteriores del Edificio.



No omito manifestar que en el seno de la Institución existían estudios serios sobre el particular, que han sido considerados para la presentación del informe final.



Una vez recibidas las propuestas y conocidas por la Comisión, se pasarán de inmediato a conocimiento de la Corte Plena, para lo pertinente.”



 



Se dispuso: Tomar nota de la comunicación anterior. Se declara acuerdo firme.




 act-1-0003-383-23







Acta de Corte Plena Nº 022 - 2007 








      



Fecha: 16 de Julio del 2007



ARTÍCULO XXIII



ENTRAN EL INGENIERO TOBÍAS MENA AGUILAR Y EL SEÑOR ESTEBAN RAMOS, POR SU ORDEN, JEFE DEL DEPARTAMENTO DE SERVICIOS GENERALES  E INGENIERO DEL CUERPO DE BOMBEROS.



En sesión Nº 11-07 del 23 de abril último, artículo XX se tomó el siguiente acuerdo:



“La Magistrada León, en su carácter de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en oficio de 28 de marzo del presente año, informa:



[bookmark: marca1]“ …con ocasión del informe sobre las escaleras de emergencia de este edificio, que el Ingeniero Tobías Mena y la Licenciada Bárbara Polini, ambos integrantes de la Comisión, han tenido una serie de reuniones técnicas con ingenieros y arquitectos del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, el Departamento de Ingeniería de Bomberos y dos arquitectas especialistas en el tema que participaron en la consultoría sobre los lineamientos de diseño de una propuesta de política de acceso a la justicia de personas con discapacidad.



En fecha próxima, se entregarán tres propuestas. Una, partiendo del rediseño de las actuales escaleras internas. Otra, construyendo dos internamente y la última, en los exteriores del Edificio.



No omito manifestar que en el seno de la Institución existían estudios serios sobre el particular, que han sido considerados para la presentación del informe final.



Una vez recibidas las propuestas y conocidas por la Comisión, se pasarán de inmediato a conocimiento de la Corte Plena, para lo pertinente."



Se dispuso: Tomar nota de la comunicación anterior. Se declara acuerdo firme.”



 



Con oficio de 4 de julio en curso, la Magistrada León, remite el informe con las recomendaciones generales, para dotar de escaleras de emergencia al Edificio de la Corte Suprema de Justicia, suscrito por las Arquitectas María de los Ángeles Barahona, Shirley Campos, la diplomada Bárbara Polini, servidora de la Oficina de Salud Ocupacional del Poder Judicial; el Ingeniero Esteban Ramos G., del Departamento de Ingeniería de Bomberos del Instituto Nacional de Seguros; el Arquitecto Mario Víquez, del Consejo Nacional de Rehabilitación; el Ingeniero Tobías Mena Aguilar, Jefe del Departamento de Servicios Generales y el Arquitecto Morio Matsumoto.



            El citado informe dice:



“I. Descripción General del edificio (*)



 



El edificio se ubica entre avenidas 6 y 8, calles 19 y 21 en el centro de San José. Consta de tres estructuras de forma aproximadamente rectangular, que se unen mediante juntas de construcción. Las zonas norte y sur tienen dos niveles (sótano y planta baja) y la zona central consiste en una torre de 11 niveles que incluye un sótano, planta principal, pisos 2 al 9 y nivel de terraza y casa de máquinas.



 



La estructura de la zona norte cubre un área de 2370 m2 en sótano y de 460 m2 en planta baja.



 



(*) Tomado del estudio “Diagnóstico del estado actual del Edificio de la Corte Suprema de Justicia”, Elaborado por la Empresa Heriel S.A.



 



I.                     Componentes actuales del edificio para el proceso de evacuación.



 



Actualmente el edificio de la Corte, posee dos escaleras de uso normal,  ambas ubicadas en el centro del edificio, como se puede observar en la Fig. No1.
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Fig No1.



 



El círculo muestra la ubicación de las escaleras existentes, ambas están aproximadamente en el centro del edificio.



 



Los accesos críticos a las escaleras están separados por una distancia de 3m.



 



Por lo que desde el punto de vista de protección contra incendios, ambas salidas están ubicadas en la misma zona de fuego.



 



Estas escaleras tienen una capacidad de evacuación máxima de aproximadamente 90 personas por piso.



Ambas descargan en la planta baja del edificio y se requiere realizar un recorrido de 18 m para salir al Oeste sobre calle 19 y de 16 m para salir al sector este sobre calle 21.



 



En la actualidad no cumplen los requerimientos mínimos de seguridad, para formar parte de una ruta de evacuación. 



 



II.                  ¿Qué es una escalera de Emergencia?



 



Una escalera de incendio es un componente de un medio de egreso, el cual por sus características constructivas, ofrece un nivel de seguridad razonable a las personas que necesitan evacuar un edificio utilizando una ruta vertical. 



Una escalera de emergencia puede ser interna o externa, en ambos casos,  deben estar diseñadas para que las personas se trasladen desde un punto inicial, hasta el nivel de vía pública, sin:



a)       Abandonar la caja de escaleras en ningún momento



b)       Salir del edificio en algún punto, para ingresar en otra escalera.



c)       Recorrer niveles abiertos como terrazas, patios de máquinas, para alcanzar el nivel de acera.



 



Adicionalmente una escalera de incendio debe ser accesible a las personas con discapacidad física.



 



IV.                Opciones para dotar de una Escalera de Emergencia al Edificio de la Corte.



 



   Opción No1



 



Acondicionar las escaleras internas existentes 



 



Se ha analizado ambas escaleras internas, estas cuentan con cajas construidas con materiales resistentes al fuego de aproximadamente, 2 horas. Las mismas pueden ser acondicionadas de tal  forma que junto con modificaciones en la distribución arquitectónica del edificio y sistemas complementarios de protección contra incendio se puede utilizar para efectos de evacuación en caso de emergencia.



 



   4.1.1 Recomendaciones escaleras existentes.



 



                        4.1.1.1 Compartimentación



                        



Con el objetivo de evitar que  las altas temperaturas y el humo producto de un incendio afecte el tránsito por las escaleras, debe aislarse  la zona de tránsito vertical (ascensores-escaleras) ubicada entre los ejes H-J y 5-8, la resistencia al fuego de este cerramiento no deberá ser inferior a 2 horas, con puertas cortafuego con resistencia de 1.5 horas. Ver figura No2



 



[image: ]



 



Fig. No2. El contorno  con líneas discontinuas muestra el área que debe ser compartimentada desde nivel inferior, hasta el último piso.



 



4.1.1.2                  Accesos 



 



Para dotar a los ocupantes de un edificio de dos alternativas reales de salida, las puertas de acceso deben estar lo suficiente separadas una de otra, cumpliendo con una regla práctica de la NFPA 101, la cual indica que la separación entre salidas debe ser por lo menos la mitad de la diagonal de la superficie mayor servida del edificio.



 



Para cumplir con este requerimiento se deben efectuar cambios arquitectónicos, creando nuevos pasillos a partir del cuarto piso (ver Fig. No3). Los pisos dos y tres no tienen mayores problemas debido a que los accesos a las escaleras se encuentran ubicados en forma opuesta.



 



4.1.1.3                  Descarga



 



Uno de los requisitos es que la escalera descargue en la vía pública, no obstante las escaleras actuales descargan  en planta baja, por lo que para cumplir con este requerimiento, debe proteger el pasillo entre los ejes I-O y 6-7, pasillo que descarga  en calle 21.



 



              Todo el recorrido debe estar protegidos con materiales resistentes al fuego de 2 horas y puertas resistentes 1.5 horas. (Ver figura No3)



 



[image: ]



Fig. No3.  El color amarillo muestra el pasillo que debe ser protegido en su totalidad (paredes y puertas) para conducir a las personas al exterior del edificio calle 21.



 



4.1.1.4                  Obstáculos y elementos que no pertenecen a la escalera- este.



 



Todos los equipos existentes dentro del ducto de escaleras deben ser reubicados, con el objetivo de eliminar la posibilidad de que sean estos equipos los responsables de causar un conato de incendio que inhabilite la escalera.



 



4.1.1.5                  Accesibilidad para personas con Discapacidad



 



Partiendo de que el edificio es existente, el área de tránsito vertical indicada en  4.1.1.1, puede servir como refugio temporal, siempre y cuando se logre el nivel de compartimentación solicitado y se provea al edificio de un sistema de rociadores automáticos contra incendio.



 



De ser considerada esta posibilidad deben cumplirse los demás requisitos solicitados por la NFPA 101.



 



4.1.1.6                  Control de humo



 



Ambas escaleras así como el área de tránsito vertical deberán estar dotadas de un sistema de presurización que impida el ingreso de humo al sector. 



 



                   Opción No2



                    



Construir dos escaleras de emergencia internas 



 



4.2.1 Recomendaciones construcción de nuevas escaleras.



 



 4.2.1.1 Ubicación



 



Deberá construirse dos escaleras internas ubicadas en puntos opuestos, sectores este y oeste, cuyos accesos deben estar separados a una distancia no inferior de la mitad de la diagonal, del área mayor servida del edificio.  



 



 4.2.1.2  Compartimentación



                     



Las cajas de la escaleras pueden ser construidas con materiales livianos certificados, con una resistencia al fuego de 2 horas y  puertas cortafuego de 1.5 horas



 



4.2.1.3                    Descarga



 



Las descargas de las escaleras deberán realizarse a nivel de calle, sobre vía pública. 



 



4.2.1.4                  Accesibilidad para personas con Discapacidad



 



Por tratarse de una nueva construcción pueden tomarse todas las previsiones para generar un área de refugio dentro de las mismas escaleras, para personas con discapacidad. 



 



4.2.1.5                  Control de humo



 



Ambas escaleras deberá estar provistas de un sistema de presurización, de acuerdo a NFPA 101.



 



Opción No3



Construir  dos escaleras de emergencia externas  



 



Esta es una de las alternativas más comunes para dotar a los edificios existentes de rutas de evacuación, sin embargo normalmente afectan el diseño y el concepto arquitectónico original.



 



4.3.1 Recomendaciones construcción de nuevas escaleras.



 



 4.3.1.1 Ubicación



 



Deberá construirse dos escaleras externas ubicadas en puntos opuestos, sectores este y oeste, cuyos accesos deben estar separados a una distancia no inferior de la mitad de la diagonal, del área mayor servida del edificio.     



 



 4.3.1.2  Compartimentación



                     



Se requiere que las escaleras estén fabricadas de material incombustible.



 



La caja de la escalera deberá estar separada de cualquier abertura o cristal ordinario, al menos tres metros, con el objetivo de que las personas que están transitando no se vean afectadas por la radiación.



 



Se requieren de la instalación de puertas cortafuego para 1.5 horas en todos los niveles.



 



4.3.1.3  Descarga



 



Las descargas de las escaleras deberán realizarse a nivel de calle, sobre vía pública. 



 



4.3.1.4                  Accesibilidad para personas con Discapacidad



 



Por tratarse de una nueva construcción  pueden tomarse todas las previsiones para generar un área de refugio dentro de las mismas escaleras, para personas con discapacidad. 



 



4.3.1.5                  Previsiones



 



En este tipo de escaleras deben tomarse las previsiones, para que personas con problemas de vértigo, o con pre- disposición a los ataques de histeria no entren en pánico y obstaculicen el proceso de evacuación.



 



4.3.1.6                  Control de humo



 



No es requerido



 



V.    Sistemas complementarios a la Escalera de Emergencia.



 



Una escalera de emergencia por si sola no es garantía, de que las personas puedan llevar a cabo un proceso de evacuación exitoso, motivo por el cual es necesario dotar al edificio de los siguientes elementos:



 



5.1 Brigada de Emergencia



 



El edificio debe contar con una brigada de emergencia debidamente capacitada, la asignación de un sistema de comunicación mediante radios portátiles es de vital importancia.



 



La brigada de emergencia deberá contar con al menos dos miembros en cada piso.



 



5.2 Iluminación de emergencia 



 



Todas las rutas de evacuación deben estar provistas de lámpara de iluminación de emergencia con una autonomía de 90 minutos.



 



5.3 Señalización 



 



Todas las rutas de evacuación deberán estar señalizadas de acuerdo a la norma INTE 21-02-02-96



 



      5.4 El edificio no cuenta con un sistema fijo de protección contra incendio, por lo que deberá instalarse un sistema basado en rociadores automáticos de acuerdo a la norma NFPA 13 



 



     5.5 El edificio no cuenta con un sistema de alarma de incendio,  por lo que deberán instalarse un sistema de acuerdo a la NFPA 72. Debe considerarse que si se instala un sistema de rociadores automáticos se puede prescindir de los detectores de humo.



 



VI.    Conclusión



 



Por ser el edificio de la Corte un “edificio alto” es necesario la construcción de la escalera de emergencia, la cual puede obedecer a cualquiera de las opciones planteadas en el punto 4 de este informe.



 



Debe realizarse un estudio costo beneficio, dado que las tres alternativas tienen ventajas y desventajas, en cuanto a pérdida de espacio interior del edificio o deformación del concepto arquitectónico original en el caso de las escaleras externas.”



 



- 0 -



 



La Magistrada León expresa: “En realidad es un tema que se remonta a muchos meses atrás que tiene que ver con las escaleras de emergencia de esta edificio y que en algún momento yo comenté aquí que en la Comisión de Accesibilidad se había pedido colaboración al Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector, para que nos colaborara sobre el tema de unas escaleras que fueran accesibles en una situación de emergencia para personas con dificultad o discapacidad motora. Esto culmina con una Comisión donde participan don Esteban Ramos, que es el Ingeniero del Cuerpo de Bomberos, el Consejo Nacional de Rehabilitación, a través del arquitecto Mario Víquez y de dos arquitectas especialistas en el tema, doña María de los Ángeles Barahona, de la Defensoría de los Habitantes y de la arquitecta Shirley Campos; por parte de la Institución en el grupo de trabajo estuvieron don Tobías Mena y Bárbara Polini de Salud Ocupacional.  Después de muchas reuniones que yo quisiera destacar y del esfuerzo y profesionalismo de toda esta gente vinculada al tema, especialistas y profesionales en la materia, donde además participó el arquitecto Morio Matsumoto, de JICA, que es un convenio que tiene el Consejo Nacional de Rehabilitación. Y entonces después de un gran esfuerzo y de abordar los planos existentes y de hacer visitas de campo y todo lo demás, ellos nos ofrecen tres alternativas, que de alguna forma habíamos acordado que iba a conocer esta Corte, y que también el Magistrado Vargas había hecho ver la importancia de que aquí pudiéramos tomar un decisión que orientara, aunque fuera en diferentes momentos presupuestarios, porque entendemos que el tema es costoso, una definición que pudiera orientar la toma de decisiones a futuro. Entonces dentro del grupo se estimó que el ingeniero Esteban Ramos, del Departamento de Ingeniería de Bomberos del Instituto Nacional de Seguros, hiciera a esta Corte una presentación con las tres opciones que en definitiva se plantean, junto con acciones complementarias, que igual, serían para cualquiera de las opciones y que de paso, deberíamos de ir implementando independientemente del manejo de las escaleras. Entonces, no sin antes agradecer y pedir que la Corte en igual sentido lo haga con todos los participantes, don Esteban está aquí, con apoyo del resto de la gente para hacer la presentación.”



Se concede el uso de la palabra al Ingeniero Esteban Ramos, quien expresa: “Gustosos atendimos el llamado de la Comisión de Accesibilidad, presidida por la señora Magistrada Anabelle León, para girar unas recomendaciones relacionadas con las escaleras de emergencia del edificio de la Corte. Básicamente, ésta es una Comisión que está conformada por diferentes profesionales de instituciones como el Consejo Nacional de Rehabilitación, del Proyecto JICA, de dos arquitectas consultoras externas y personal de Poder Judicial. Básicamente las recomendaciones se giran con fundamento en dos informes, un informe contratado por la Corte y elaborado por la empresa ERIEL, la cual recomienda la construcción de dos escaleras de emergencia internas para el edificio de la Corte y también de un informe de una evaluación de riesgos elaborado por el Cuerpo de Bomberos de Costa Rica.  



¿Cuáles son los elementos actuales que tenemos en el edificio de la Corte para realizar un proceso de evacuación?, tenemos dos escaleras internas convencionales, ubicadas al centro del edificio, esas escaleras tienen una capacidad para evacuar en promedio noventa personas por nivel. El problema no es la capacidad de evacuación, el problema que presentan en este momento es la ubicación, con respecto al resto del edificio. Tenemos ese núcleo ubicado al centro y entonces eventualmente esto podría representar un problema para las personas que tengan que trasladarse desde los extremos del edificio hasta el núcleo de escaleras. Y ¿qué es una escalera de emergencia?, básicamente, una escalera de emergencia es un elemento que provee un nivel de seguridad razonable para las personas que requieren trasladarse en forma vertical para realizar una evacuación de un edificio alto. Tenemos dos tipos, hay escaleras internas y escaleras externas al edificio. En este caso, este es un ejemplo que les quería presentar este es el edificio del instituto nacional de seguros; este edificio no contaba con escaleras de emergencia hasta hace unos cuatro o cinco años, y ustedes pueden observar el núcleo derecho, esa zona que se ve con mármol en el edificio, ese núcleo es el que corresponde a las nuevas escaleras de emergencia que fueron adosadas al edificio. Estas son algunas vistas internas, esto es dentro del edificio, hay una puerta corta fuego. Es una escalera de 1,8 metros de ancho y descarga directamente a vía pública, que es algunos de los requisitos que se requieren para las escaleras de emergencia. Al ser esta una escalera interna, requiere de algunos aditamentos, uno de ellos, si vemos esta fotografía, esto es en la azotea donde está un cuarto de máquinas donde hay un gran inyector de aire. Este inyector manda aires dentro del ducto, que sale por estas rejillas y básicamente lo que se busca es tener una presión de aire un poquito por encima de la presión de aire ambiente, para que si existe humo, este humo no vaya a ingresar al ducto de escaleras y ese tránsito de personas se lleve lo más seguro posible hasta descargarlas en vía pública. También tenemos las escaleras de emergencia externas. Esta fotografía son escaleras de emergencia externas que nacieron con el diseño del edificio, y esta fotografía de la antigua Contraloría, es un núcleo de escaleras que fueron adosadas posterior a la construcción del edificio. 



¿Qué cuidados tenemos que tener con las escaleras externas?, a la hora de ubicarlas tienen que estar ubicadas en una fachada sólida, que igual le brinde seguridad a las personas que van transitando por esas escaleras, para evitar que un posible incendio vaya a envolver las escaleras y las vaya a dejar inhabilitadas, pero existe la posibilidad en este edificio también de construir escaleras externas.



Se llegó, como conclusión, a tres opciones, una, es acondicionar las escaleras internas existentes con algunos cambios, construir dos nuevas escaleras internas de emergencia, o bien construir dos escaleras externas.   Para acondicionar las escaleras internas, básicamente hay que modificar lo que es la distribución arquitectónica del edificio, a partir del piso número cuatro, ¿y esto por qué?, actualmente veíamos en uno de los primeros cuadros que las dos escaleras están ubicadas al centro del edificio y al estar ubicadas al centro del edificio, prácticamente el acceso a esas escaleras están en la misma zona de riesgo; entonces, esta modificación del piso cuatro al nueve lo que buscaría es separar los accesos de una de las escaleras, con respecto a la escalera que se seleccione a ser modificada como escaleras de emergencia y eso lo vamos a observar más adelante. Tenemos que compartimentar el núcleo de escaleras, prácticamente esto es encerrar las dos escaleras existentes, desde el nivel de sótano a piso nueve, para que ese núcleo incluidos los ascensores no vayan a ser afectados ni por humo ni por calor en caso de fuego. Y acá está la modificación que les comentaba de la planta de distribución a partir del piso cuatro, o sea, en caso de que se tome la decisión de utilizar las escaleras internas modificarlas para constituirlas en escaleras de emergencia, tendríamos que hacer cambios de este tipo y tendríamos que construir unos pasillos para cambiar el acceso a la escalera sur. O sea, aquí tendríamos un acceso a la escalera norte convencional, y por acá, a partir de estos pasillos tendríamos acceso a la escalera sur. Esta modificación, básicamente lo que nos permite es, en caso de que esta zona se vea afectada por fuego pues poder utilizar cualquiera de estos dos elementos para que las personas ingresen en forma segura hasta las escaleras. También tendríamos que hacer unos cambios a nivel de planta baja donde descargan las escaleras y estos consistirían en crear un pasillo protegido hacia calle 21.  Ahí tendríamos que todas las puertas sobre este pasillo tendríamos que sustituirlas por puertas corta fuego, precisamente porque estamos descargando dentro del edificio y necesitamos llevar a esas personas en forma segura hasta el exterior del edificio.  Eso lo realizaríamos protegiendo ese pasillo desde la descarga de las escaleras hasta calle 21.  



La opción dos es construir, como les comentaba, dos escaleras internas totalmente nuevas. Esto conlleva utilizar aproximadamente unos 50 metros cuadrados  de área por piso, para ubicar esas dos escaleras.



Por último construir las escaleras externas que teniendo los cuidados del caso se pueden realizar, simplemente aquí nos ahorramos un problema a nivel de distribución interna, no hay que hacer tantas modificaciones; pero sí la modificación sería total, en cuanto al diseño original del edificio, ¿por qué?, lo que es la fachada norte del edificio eventualmente sufriría cambios importantes, porque hay que adosarle dos nuevas estructuras, como las que observamos en este cuadro.



 Entonces tenemos tres opciones: Modificar las escaleras internas. Construir dos escaleras nuevas internas, para que ustedes tengan un parámetro, las escaleras del INS se construyeron dos, tuvieron un costo aproximado de los doscientos cincuenta millones de colones o construir las escaleras externas. Cualquiera de las opciones que se seleccione tiene que ir acompañada de algunas medidas complementarias. Uno de ellos es conformar una brigada de incendio, reforzar el sistema de iluminación de emergencia del edificio, reforzar la señalización del edificio, instalar un sistema de alarma ya que actualmente no hay un sistema de alarma contra incendió, e instalar para la parte de supresión un sistema de rociadores automáticos.  El edificio actualmente no tiene sistema de protección contra incendios. Esto sería medidas complementarias a la construcción de las escaleras de emergencia.”



            MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL INGENIERO ESTEBAN RAMOS, SALIERON LA MAGISTRADA VILLANUEVA Y EL MAGISTRADO JINESTA.



La Magistrada León manifiesta: “Muchas Gracias don Esteban. Yo exponía a los compañeros el trabajo que ustedes habían llevado a cabo, las muchas horas que habían dedicado, y no sólo en el manejo de los planos con el apoyo que recibimos de don Tobías, sino también en lo que había sido la labor de campo. A mí me interesaría talvez que fuera posible destacar que el enfoque que se hace en función de incendios es porque es básicamente el evento que con un mayor grado de riesgo podríamos afrontar y que en caso de un terremoto ninguna escalera nos podría garantizar una evacuación de emergencia. Yo creo que sería también importante que usted pudiera señalar lo que vimos como medidas alternas que se han desarrollado en la Institución, que son las ventanas en los puntos externos de cada piso, que se abren y por qué no serían funcionales, y también cómo estas escaleras podrían garantizar con los espacios de espera la evacuación de personas con discapacidad, que es un poco también el origen de esto; y el resultado de las escaleras que también vimos en las orillas, que ustedes llaman “de marinero”, las que son casi verticales, ¿qué efectos tendrían?”



El Ingeniero Ramos dice: “Básicamente estuvimos analizando cuáles eran las medidas que tenía el edificio desde el punto de vista de evacuación, a partir de la variable incendio, y si se habían tomado algunas medidas como abrir algunas ventanas en algunas de las fachadas del edificio, pero en realidad esas no nos ofrecen garantía para las personas. El edificio como tal tiene que ser capaz de defender a los usuarios, no podemos depender o esperar, por ejemplo, que los bomberos van a venir con una plataforma a sacarnos a todos del piso nueve o del piso ocho, ¿por qué?, porque es una máquina que aunque está en perfectas condiciones y nos esmeramos por eso, pero las máquinas fallan en el recorrido a atender una emergencia un camión de estos puede tener un accidente;  entonces no podemos depender de ese tipo de sistemas, el edificio tiene que defender a los usuarios por sí mismo. Una de las condiciones para que se catalogue como una vía de emergencia es que una vez que uno ingresa a esa vía ya está totalmente seguro, o sea, si yo ingreso a las escaleras de emergencia en el piso nueve, en el momento en que yo paso esa puerta que dice “puerta de emergencia o escalera de emergencia”; ya yo tengo que tener la garantía de que un posible incendio no me va a afectar, y esto desde que ingreso en el piso nueve hasta que llego a planta baja y llego hasta la vía pública. Entonces por eso es que estas medidas no son consideradas como parte de los elementos de evacuación del edificio. Posteriormente también, las tres alternativas, que están aquí planteadas, como bien lo indica la señora Magistrada Anabelle León, fue considerado los aspectos de accesibilidad para personas con discapacidad; ¿qué hacemos con las personas con discapacidad, una persona en una silla de ruedas, una persona con un problema de movilidad importante?, básicamente estas escaleras, los ductos, sean externos o internos tienen que garantizar que esa persona puede estar ahí por un período de tiempo determinado. Normalmente estamos hablando de dos horas. Entonces, ¿qué pasa con una persona en silla de ruedas?, pues la organización la traslada hasta el ducto de escaleras, que ese ducto a su vez es una zona de refugio temporal; entonces va a permanecer ahí hasta tanto se le pueda evacuar o llegue ayuda por ella. Entonces los elementos de accesibilidad para personas con discapacidad y poder cumplir de esta forma con la Ley 7600, también fueron consideradas en las tres alternativas.”



El Magistrado Vargas dice: “Este edificio creo que está sujeto a un reforzamiento a futuro. No es que esté -según dicen- en riesgo, sino que convendría actualizar su estructura al nuevo Código Sísmico; la construcción de esta alternativa de escaleras internas, estaría  tomando en cuenta eventualmente o tendría algo que ver con el reforzamiento o no afecta el reforzamiento, o el día que llegue a hacerse el reforzamiento de este edificio no habría ningún problema con esas nuevas escaleras.” 



Responde el ingeniero Ramos: “Las escaleras internas fueron consideradas dentro del informe de la empresa que realizó el estudio estructural del edificio.”



ENTRA LA MAGISTRADA VILLANUEVA



El Magistrado Solís consulta: “Me queda una duda. ¿Usted pudo ver unas escaleras que se hicieron en el noveno, octavo, sétimo piso, que le llaman “de marinero”?, que también fueron construidas con una finalidad de escape de emergencia ante un incendio. Pero, por lo que le he podido escuchar, en nada se relacionan desde el punto de vista técnico, con las escaleras que desde la perspectiva de su explicación tendría que tener este edificio.”



El ingeniero Ramos explica: “Es correcto.  Estas escaleras son una vía alterna más de salida, o sea, en algún momento alguien podría tomar la decisión de utilizarlas. Va a depender mucho de las condiciones en las que se esté desarrollando la emergencia, pero en realidad no cumplen con los requisitos que se requieren para ser escaleras de emergencia.”



El Magistrado Solís agrega: “O sea, técnicamente no son escaleras de emergencia.”



Aclara el ingeniero Ramos: “No señor. Hay elementos de pendiente, de cerramientos.”



Adiciona el Magistrado Solís: “Sí, yo he hecho aquí algunas manifestaciones con algo de ironía, en el sentido de que para usar esas escaleras se debe de tener una edad joven y en segundo lugar tener una gran capacidad de malabarismo, porque verdaderamente son difíciles para personas de cierta edad y determinada contextura poderlas utilizar.”



El Ingeniero Ramos indica: “En este momento la vía como tal se convierte en una vía alterna, sobre todo como comentaba, dependemos de un solo núcleo de escaleras que está en el centro del edificio, entonces, de verse involucrado ese núcleo  de escaleras por lo menos existe la posibilidad de salir por otro lado, pero no nos da la garantía de que al ingresar a esas escaleras vamos a salir con bien hasta vía pública.”



Menciona la Magistrada León: “A mí me parece importante también destacar algo, y es que al margen de las escaleras hay acciones puntuales que a nosotros nos ayudarían en muchísimo para ir avanzando y que desde luego que, por ejemplo, la señalización no podríamos hacerla si no sabemos dónde señalar escaleras de emergencia, para un poco ponerlo en el tema, pero aprovecharía para informar a la Corte que en un plan piloto se va a hacer una señalización con todos los estándares universales de lenguaje a través de logos, en el edificio de Guadalupe, porque es un edificio bastante más moderno y sobre la experiencia que ahí se desarrolle pues replicarlo. Vale indicar que el plan de señalización y evacuación, porque van de la mano, está presentado en el Ministerio de Salud, que es el ente rector que tendría que darle el visto bueno; Pero por ejemplo aquí hay cosas que nos causaron sorpresa y que yo creo que es importante que aquí se conozcan, es que por ejemplo el tanque de agua en caso de un incendio está en el mismo edificio, de manera que las mangueras que tenemos en los pisos eventualmente no funcionen porque lo primero que se va es la luz, entonces la bomba no funcionaría y no habría cómo amortiguar el fuego. Las alarmas no sólo no funcionan, sino que nos decía don Esteban que es importante que estén en un panel en el cuerpo de bomberos, en un lugar fuera del edificio, precisamente para garantizar que automáticamente se activan y dan la señal de aviso; y luego las lucecitas, que son como una especie de “ojos de gato”, porque en caso de que se vaya la luz, no hay forma de poder conducir a la gente; y quizás lo más importante, las brigadas de apoyo, que sería personal que de alguna forma tiene que ser preparado y tiene que ser capacitado para colaborar en una evacuación de este tipo. Entonces, yo creo que es urgente y es importante que esta Corte conozca las situaciones de riesgo que tenemos en este edificio y que probablemente se den en todos los demás. Que tendríamos que empezar por algo con urgencia, pero no parar hasta no tener la posibilidad de garantizar a usuarios y funcionarios una evacuación real y efectiva en una situación de emergencia.”



Señala el Presidente, Magistrado Mora: “Tendríamos por recibido el informe y le solicitaríamos a la Comisión, que continúe adelante con el estudio y nos haga una propuesta formal sobre qué es lo que se debe hacer para superar el problema de la falta de escaleras de emergencia en el  edificio que ocupamos.”



Agrega le Magistrada León: “La Comisión no tendría un criterio técnico. Don Tobías ha participado y tal vez nos pueda colaborar en el sentido de que en opinión de él y de los expertos lo viable sería la primera propuesta.”



Propone el Presidente, Magistrado Mora: “Pero, ¿que se lo plantee directamente a la Corte de una vez, y por qué no mejor a la Comisión?



La Magistrada León señala: “Porque en realidad es una cuestión casi de colones.”



Dice el Presidente, Magistrado Mora: “Si, tendríamos que ir buscando qué es lo que vamos a hacer y después buscar el financiamiento.”



Se dispuso: 1.- Agradecer al Ingeniero Esteban Ramos su presencia en esta Corte y las explicaciones que ha dado sobre el tema. 2.- Encargar a la Comisión de Accesibilidad que de acuerdo al informe elaborado, formule una propuesta formal acerca de cuál sería la opción más conveniente para dotar de escaleras de emergencia al edificio de la Corte Suprema de Justicia.
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Acta de Corte Plena Nº 008 - 2009 








      



Fecha: 09 de Marzo del 2009



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Magistrados



ARTÍCULO XXIV



         La Magistrada León, mediante nota de 23 de febrero último, hace de conocimiento el informe de labores de la Comisión de Accesibilidad y Subcomisiones de Poblaciones en Condiciones de Vulnerabilidad del 2008, que literalmente dice:



“Introducción general



  



Desde el  2007 se inició el trabajo de las distintas subcomisiones integradas con el propósito inicial de identificar, por un lado, las acciones que el Poder Judicial costarricense ha realizado para mejorar el acceso a la justicia e identificar  los obstáculos que en esta misma línea existen en la atención de: las mujeres víctimas de violencia sexual y de violencia doméstica, personas migrantes, adultas mayores, indígenas, con discapacidad, niñas, niños y adolescentes y personas privadas de libertad.



 



El Poder Judicial considera un deber ético y una necesidad urgente no solo  evidenciar las desigualdades en el acceso a la justicia que afectan  a los grupos mencionados, sino además, definir políticas y acciones concretas que contribuyan a la superación de los obstáculos  existentes. La aprobación de las "Reglas de Brasilia" en la XIV Cumbre de Presidentes de Corte de Iberoamérica, en el mes de marzo en Brasil y su ratificación por Corte Plena en la sesión extraordinaria # 17-2008, celebrada el 26 mayo del 2008, artículo II establecen el marco general de compromisos que asume el Poder Judicial para cerrar las brechas de acceso a la justicia y realizar todos los esfuerzos necesarios para que los servicios que presta reconozcan las necesidades particulares de las personas y defina los mecanismos y  procedimientos pertinentes para que los servicios que se les brinden sean oportunos, eficientes y eficaces.



 



El Poder judicial costarricense conocedor de la complejidad de las situaciones que afectan  a las poblaciones mencionadas comparte y asume las responsabilidades que como organización prestadora de un servicio social básico  para la vida democrática le corresponde en la lucha por la eliminación de las desigualdades y la exclusión  que sufren esos grupos en nuestro país.



 



Estuvieron presentes en dicha actividad: Xinia Mora Peraza de la Oficina de atención a la víctima del MP; Gustavo Silesky Jiménez de la CONAMAJ; Magda Pereira, magistrada de la Sala Tercera e integrante de la subcomisión de personas privadas de libertad; Carmenmaría Escoto Fernández, magistrada de la Sala I e integrante de lasubcomisión  de personas indígenas; Jeannette Arias, coordinadora de la Secretaría Técnica de Género; Frank Álvarez Hernández y Marta Iris Muñoz de la Defensa Pública; Zarela Villanueva Monge, magistrada de la Sala Segunda e integrante de la subcomisión de víctimas de violencia sexual y doméstica; Alejandra Monge integrante de la Comisión de personas con discapacidad; Julia Varela, magistrada de la sala segunda e integrante de la subcomisión de niñez y adolescencia; Mayra Campos Zúñiga integrante de la subcomisión de personas indígenas; Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial y Eugenia Salazar Fiscal Adjunta de delitos sexuales y violencia doméstica.



 



Este informe contiene las acciones que las subcomisiones de trabajo han realizado durante el 2008 y señala además, los obstáculos que se han presentado para avanzar en la búsqueda de soluciones a los problemas identificados durante el trabajo preliminar que se realizó previo a la aprobación de las Reglas. A continuación se transcriben los informes presentados por las distintas subcomisiones el 25 de noviembre  durante la última sesión de seguimiento realizada en el 2008.



 



I.-  Comisión de Accesibilidad. Personas con discapacidad



 



Principales acciones desarrolladas en materia de discapacidad y accesibilidad



 



·        Año 2006, una investigación acción con perspectiva de género para visualizar y eliminar las debilidades en las que pudiera estar incurriendo el Poder Judicial en el cumplimiento del ordenamiento jurídico costarricense relacionado con los derechos humanos de las personas con discapacidad desde la visión de  las (os) servidoras (es), las(os) usuarias (os), la organización y los medios destinados a este propósito y diseñar iniciativas concretas para su cumplimiento en  políticas y programas para la institución. 



·        Uno de los productos de esta consultoría fue la creación de la Propuesta de Política Institucional del Poder Judicial en materia de Accesibilidad documento que posteriormente en el año 2007 fue sometido a un proceso de validación mediante la realización de 20 talleres distribuidos en todos los circuitos judiciales del país; en ellos participaron funcionarias y funcionarios judiciales del ámbito jurisdiccional, administrativo y auxiliar de justicia.



·        Posteriormente la Política fue aprobada por la que Corte Plena en Sesión N° 14 -08  celebrada el 5 de mayo de 2008, artículo XIII, siendo pionera nuestra institución en esa materia al ser el único Poder Judicial de Latinoamérica que cuenta con una Política de Accesibilidad.



·        Diagnóstico y propuesta para realizar la aplicación de la Ley de Igualdad de Oportunidades y la Convención Interamericana sobre todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, contando dentro de sus productos la elaboración del documento "Directrices para evitar la revictimización de niñas, niños, adolescentes y personas adultas con discapacidad" y el tiraje de 200 ejemplares. Realizado mediante la contratación de una consultoría.



·        En materia de construcciones, es importante resaltar el esfuerzo que se ha realizado para dotar a los edificios del Poder Judicial, de una señalización universal que permita a las (os) usuarias (os) movilizarse en forma independiente, de manera congruente con el Principio de Autonomía Personal establecido en las convenciones internacionales. El Poder Judicial actualmente se encuentra ejecutando a través de una Consultoría; un Plan Piloto de Señalización Universal en el edificio de Tribunales del II Circuito Judicial de San José, este proyecto consiste en el diseño de un modelo replicable en todos los circuitos judiciales del país y su implantación en el II Circuito. 



·        Se trabaja en el diseño e  instalación de alfombras de hule, alarmas que puedan ser notadas tanto por personas con discapacidad auditiva como visual, maquetas para facilitar la ubicación a las personas no videntes, rotulación de emergencia y general, rótulos en braille, señalización pictórica comprensible para personas que no hablan o no leen español, rutas de salida en caso de evacuación, etc.



·        Durante el proceso de diseño se contó con participación de personas con discapacidad  y sin discapacidad de la institución y con de la población civil  con discapacidad, para validar las propuestas. 



·        Igualmente se ha trabajado en la construcción de rampas, instalación de ascensores en los edificios que no contaban con ellos, instalación de teléfonos accesibles para personas de estatura pequeña, servicios sanitarios accesibles y se ha velado porque los edificios nuevos cuenten con los requerimientos establecidos en la Ley 7600.



·        Con el fin de abarcar la mayor cantidad de población judicial, la Secretaría Técnica de Género diseñó el curso virtual, administrado por el Departamento de Gestión del Recurso Humano: "Todas y todos somos igualmente diferentes. Aprendiendo acerca de la diversidad"; este curso permite el acceso a la información y a los procesos de capacitación y sensibilización, a las personas que en razón de la distancia o el horario de trabajo, tienen dificultades para asistir a cursos presenciales, brindando las condiciones idóneas para evitar la discriminación hacia  la población con discapacidad. 



·        Inclusión en los cursos y talleres que imparte  la Secretaría Técnica de Género, del componente discapacidad y accesibilidad en forma vivencial al contratar un motivador con discapacidad visual que compartió su experiencia con las personas participantes en los talleres.



·        Realización durante el año 2008 de 8 talleres de Exigibilidad de Derechos de las personas con discapacidad, en coordinación con el CNREE y la Contraloría de Servicios, dirigidos a población civil con discapacidad; estos talleres son una continuación del ciclo iniciado en el 2007. En total se abarcaron los siguientes circuitos: Heredia, Cartago, Alajuela, Limón, Goicoechea, Turrialba, San Ramón, San Carlos, Guápiles, Santa Cruz, Pérez Zeledón y Golfito. En estos talleres se contó con la participación de una intérprete en LESCO.



·        Ciclo de talleres "Eliminando barreras construyendo oportunidades", en coordinación con el CNREE y el Departamento de Gestión del Recurso Humano del Poder Judicial (2007), 14 talleres en total en todos los circuitos judiciales del país, dirigidos a personal judicial.



·        Capacitación en LESCO a 50 funcionarias (os) judiciales (Departamento de Gestión del Recurso Humano)



·        Ciclo de Conferencias en materia de Accesibilidad y Discapacidad, coordinado con la Escuela Judicial. Con los siguientes temas: Acceso a la justicia para las personas con discapacidad; La labor de las abogadas (os) en el acceso a la justicia de las personas con capacidades diferentes; La valoración del riesgo de la violencia contra las personas con discapacidad y La Comisión de Accesibilidad y su contribución al acceso a la justicia de las personas con discapacidad.



·        Adquisición de software que ha permitido mejorar el acceso a la justicia de las (os) usuarias (os) con discapacidad, contando la institución con 20 licencias de JAWS 6.2 Español Dongled, cuya contratación incluye contratos SMA para dos actualizaciones consecutivas, Licencias District, que pueden ser instaladas en cualquier parte del territorio nacional, licencias de Dragon Naturally Speaking,  8.0 prefered versión en español, dichos software se han ubicado en los sitios que son visitados con mayor frecuencia.



·        Equipo ergonómico: se han adquirido: 7 sillas secretariales ergonómicas, 30 butacas, 8 sillas con regulador de altura hasta 180mm, 6 sillas con regulador de altura hasta 70mm, 20 teclados ergonómicos y 40 lupas brazo flotante. (Fondos BID)



·        Campaña informativa permanente a cargo del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, en coordinación con la Secretaría Técnica de Género.



·        Coordinación y seguimiento de acciones para la elaboración del Proyecto de Ley de Promoción de la Autonomía Personal, con la participación de representantes de  CNRRE, CONAPAN, Hospital Nacional Psiquiátrico, Judicatura, Defensa Pública, Asamblea Legislativa, Ministerio Presidencia y Sociedad Civil.



 



PROPUESTA DE CAPACITACIÓN PARA LA ESCUELA JUDICIAL



EN MATERIA DE DISCAPACIDAD Y ACCESIBILIDAD



				 



TEMA



				 



POBLACIÓN



				 



Observaciones



				 



Modalidad



 



				 







				Violencia Doméstica contra personas con discapacidad y adultas (os) mayores



				Jueces y Juezas de Violencia Doméstica, Funcionarios/as del Departamento de Trabajo Social y Psicología 



 



				Con base en la Guía para interponer medidas de protección. En coordinación con el ILANUD.



				4 audiencias, semi presencial.



2 Talleres, 1 por semestre.



 



 



				 







				Valoración del riesgo de las personas con discapacidad y adultas mayores



				Fiscales, Jueces/zas Penales, Peritos/as 



				Coordinación con el   CNREE, CONAPAN y el ILANUD



				Módulo contenido dentro de curso anual con el Ministerio



Se impartirá  solo vez



				 







				Divulgación de la Política de Accesibilidad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial y de las 100 Reglas de Brasilia



				Funcionarios y Funcionarias judiciales de todos los sectores



				Incluir en cursos de las diferentes unidades y de la Escuela Judicial



 



Se cuenta con paquete instruccional. (Política)



				Esto se hará mediante transversalización en los cursos que coordina la Escuela Judicial.  



				 







				Derechos Humanos de las personas con discapacidad y la Convención sobre los Derechos Humanos de las personas con discapacidad, aprobada en 2008.



 



				Prioridad a Letrados (as) Sala Constitucional. Pero se incluirá letradas y letrados de todas las salas.



 



				En coordinación con ILANUD. 



				4 audiencias semipresencial.



2 grupos. Un curso por semestre



				 







				Curso  "Todas y todos somos igualmente diferentes. Aprendiendo acerca de la diversidad"



				Funcionarios y Funcionarias judiciales de todos los sectores



				Gestión del Recurso Humano



				Virtual



				 







				 



Ciclo de Conferencias



 



 



				 







				 



Temas



 



				 



Expositores



 



				 







				Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad



 



 



				Rodrigo Jiménez



 



				 







				Ley de Promoción de la Autonomía Personal



 



				Álvaro Hernández, Lisbeth Barrantes; Fanny Gómez, Eva Camacho



 



				 







				Nulidad y Anulabilidad de los Actos conforme a la Convención de los Derechos de las personas con discapacidad.



 



				Víctor Pérez



 



				 







				Derecho a la pensión alimentaria



 



				Maureen Solís



 



				 







				Es importante considerar actividades de capacitación en relación con las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Indígenas, migrantes, refugiados/as, privados/as de libertad, víctimas, niños, niñas y adolescentes.



				 







				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 











 



 



II.- Subcomisión de personas indígenas



 



Motivación: Trascendencia Social



 



Materializar el derecho constitucional del acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva, no es tarea fácil. Derecho establecido en el artículo 41 de  la Carta Fundamental,  y el Convenio de la OIT 169  Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989,  específicamente, el artículo 8, y dentro del ámbito judicial en las Reglas de Brasilia. Derecho que esta vinculado al derecho de conservar sus costumbres e instituciones siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales. Como lo interpretó la Sala Constitucional al resolver la consulta legislativa sobre dicho convenio, resolución 3003-92, de las 11 horas y 35 minutos del 7 de octubre de 1992 y la Consulta N° 1644-95, voto N° 1867-95, de las 16 horas 51 minutos del 5 de abril de 1995, existe la obligación de “reconocer la validez a las instituciones jurídico-materiales y procesales de cada comunidad indígena”, sin más limitación que la señalada y vinculada a los derechos fundamentales. Obligación que constituye un “deber jurídico” y la materialización del principio de igualdad. Entendida como que “todos somos igualmente diferentes”. Es una obligación no un “acto de buena voluntad”.



 Como todos sabemos, tanto la normativa vigente como  las resoluciones de la Sala Constitucional, pretenden dejar atrás los “sistemas de justicia” construidos sobre bases excluyentes y fortalecer el respeto a la identidad étnica de los Pueblos Indígenas.



 



Dentro del ámbito judicial en casos vinculados con personas de pueblos indígenas, existen una serie de limitaciones culturales, idiomáticas, económicas, incluso jurídico (tanto procesal como sustancial) que debemos tomar en cuenta para dar una respuesta seria al acceso a la justicia. Respuesta que va más allá de un análisis formal de la situación, y que genera un verdadero planteamiento del  funcionamiento de la administración de justicia y la cosmovisión indígena.  Recordemos que todas las culturas y los pueblos tienen una cosmovisión. Es decir,  una forma de ver la vida, la naturaleza, el territorio, la tierra, la posesión, la propiedad, el ser humano, con sistemas de valores y normas que regulan las relaciones humanas. Dentro de la Administración de Justicia, pese a que existen funcionarios que trabajan dentro de extensiones territoriales en las cuales existen (las mal llamadas)“reservas indígenas”, es decir, territorios indígenas (entendiendo territorio como una necesidad cultural y político) ,  ha sido difícil cumplir con las exigencias del Convenio 169; los pocos esfuerzos han sido casuísticos y no responden a una política institucional definida. 



 



Para lograr coherencia y con el fin de definir la política de acceso a la justicia ante las comunidades indígenas, proponemos las siguientes acciones concretas. Hacemos la aclaración que somos conscientes que la propuesta que vamos a plantear no va a solucionar el problema, ya que los compromisos adquiridos por el Estado costarricense implica también una demanda de más recursos económicos para el Poder Judicial, sin embargo, debemos hacer el esfuerzo.



				 



PROYECTO POBLACIÓN INDÍGENA



 







				Problemas diagnosticados



				Propuestas para lograr 



el acceso a la justicia



				Actividades



				Indicadores de cumplimiento



				Responsables







				1. Desconocimiento de la existencia de los tribunales y largas distancias para su acceso.



				 



1.1 Realizar las diligencias in situen el propio territorio indígena independientemente de que existan o no instalaciones físicas adecuadas.  Más que crear nuevos despachos, que las y los jueces se desplacen al lugar.



 



 



 



				 



1.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, al Consejo Superior con el fin de que se emita  la directriz que en aquellos lugares en que exista territorios indígenas promover la realización de diligencia in situ.



 



				 



1.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.1.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 



 







				 



				1.2 Otorgar viáticos, en caso necesario, a las personas indígenas cuando sea ineludible su traslado a las oficinas judiciales. Otorgar viáticos a los funcionarios que se desplacen a la zonas indígenas.



 



 



 



				1.2.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende que dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemple el rubro de viáticos tanto para los indígenas como los funcionarios que desarrollan sus diligencias in situ.



 



 



 



 



				1.2.1.1 Que al 15 de noviembre del 2007 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.2.1.2 Que al mes de diciembre del 2007, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.3 Recibir atención por parte del juez o la jueza.



				1.3.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende a los jueces que establezcan como práctica la atención de los usuarios indígenas.



 



				1.3.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.3.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.4 Darle prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



				1.4.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende a los jueces que le den prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



 



				1.4.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.4.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.5 Definir señalamientos y audiencias en horarios compatibles con las posibilidades de las personas indígenas.



				1.5.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende a los jueces que fijen los señalamientos de las audiencias y juicios  dentro de un horario accesible contemplando las particularidades de cada zona 



				1.5.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.5.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.6 Que el despacho correspondiente gestione-en caso de ser posible-en nombre de las personas indígenas los documentos que se requieren de otras instituciones.



				1.6.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende a los jueces que en caso de requerirse documentos de otras entidades se establezcan los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacer llegar los mismos al caso concreto.



 



 



				1.6.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.6.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.7 Hacer visitas periódicas y sistemáticas a las comunidades indígenas para divulgar derechos y deberes, prestar servicios, brindar información general sobre la institución y atender quejas y consultas.



				1.7.1 Enviar oficio a la Contralora de Servicios del Poder Judicial a fin de que  se valore la posibilidad de desarrollar algún programa de divulgación de los  derechos y deberes, información sobre los servicios del Poder Judicial e información general sobre la institución y atender quejas y consultas.



				1.7.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.7.1.2 Que al mes de marzo del 2008, la Contraloría de Servicios haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.8 Hacer accesibles los mecanismos para formular quejas o solicitar ayuda e información.



				1.8.1 Enviar oficio a la Contralora de Servicios del Poder Judicial a fin de que  se valore la posibilidad de desarrollar algún programa de divulgación para recibir y atender quejas, solicitar ayuda o información.



				1.8.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.8.1.2 Que al mes de marzo del 2008, la Contraloría de Servicios haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.9 Apertura de consultorios jurídicos en las zonas indígenas.



				1.9.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, a las Universidades y al Colegio de Abogados a fin de que se valora la posibilidad de desarrollar algún programa de consultorios jurídicos en las zonas indígenas



 



 



 



 



 



 



 



 



				1.9.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 







				 



				1.10 Establecer mecanismos adecuados para el envío de notificaciones.



				1.10.1 Enviar oficio a la Contralora de Servicios del Poder Judicial a fin de que  se valore la posibilidad de desarrollar algún programa con los sistemas encargados de las notificaciones en casos vinculados con población indígena que facilite este tipo de diligencias.



				1.10.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.10.1.2 Que al mes de marzo del 2008, la Contraloría de Servicios haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				2.  Falta de legitimación.



				2.1 Ver recomendación del subgrupo de migrantes y refugiados respecto a la recepción de denuncias de violencia doméstica sin presentar documento de identificación.



 



				 



				 



				 







				3. Falta de asistencia técnica gratuita.



				3.1 Que se celebren convenios interinstitucionales para conformar redes de apoyo y coordinación para canalizar gestiones judiciales.



 



.



				3.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, a las Universidades y al Colegio de Abogados a fin de que se valora la posibilidad de desarrollar algún programa para conformar redes de apoyo y coordinación para canalizar gestiones judiciales



 



 



 



				3.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 







				4. Deficiente capacitación del personal judicial.



 



				4.1  Definición de necesidades de las poblaciones indígenas, determinar número de personas indígenas atendidas en despachos judiciales e identificar cosmovisión de cada etnia.



4.2 Uso de términos sencillos y comprensibles para explicar los procedimientos y las sentencias judiciales.



4.3 Capacitación a funcionarios judiciales sobre legislación nacional e internacional de protección a las poblaciones indígenas, características y necesidades de los grupos indígenas nacionales.  (Ver programa de la Fiscalía Indígena, Escuela Judicial).



4.4 Imprimir documentos en lenguas indígenas tales como: guías de procedimientos para presentar denuncias, tramitar pensión alimenticia, denuncias por violencia doméstica y otros, formularios.



				4.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, al Director de la Escuela Judicial en coordinación con la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, Fiscalía Adjunta de Delitos Ambientales y la Fiscalía Indígena así como los jueces conciliadores y Defensa Pública, con apoyo del CONAI, universidades de la zona y el Colegio de Abogados, valoren la posibilidad de conformar un equipo de trabajo a fin de elaborar un programa de capacitación a funcionarios sobre los temas de interés para la población indígena. Asimismo se valore la traducción en lenguas indígenas de algunos documentos de interés para garantizar el acceso a la justicia. 



 



				4.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



4.1.1.2 Que al mes de marzo del 2008 se haya conformado el equipo de trabajo propuesto.



 



 



 



 



				 







				5. Carencia de traductores e intérpretes.



				5.1 Facilidad para nombrar traductores tanto para las audiencias como para el acceso a expedientes.  (Aquí ver la experiencia  de traductores de LESCO en accesibilidad)



				5.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, a la Dirección Ejecutiva a fin de que se indique cual es el procedimiento a seguir para el nombramiento de los traductores considerando las necesidades de los pueblos indígenas



 



5.1.2 Establecer coordinaciones con representantes de la Escuela de lenguas modernas (Licda. Karla Murillo Jara, Universidad de Costa Rica y May Brenes, antropóloga) a fin de que informen adecuadamente cuales son las lenguas oficiales en las que se requiere traductores.



 



 



				5.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 







				6. Dificultades para el pago de pruebas periciales.



				6.1 Que en los casos donde sea necesario se realicen peritajes gratuitos para las personas indígenas. 



				6.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, a la Dirección Ejecutiva a fin de que se indique cual es el procedimiento a seguir para gestionar peritajes gratuitos en aquellos casos en que intervengan personas indígenas. En caso de no ser factible, se señale que opciones contempla el Poder Judicial sobre ese tema



 



				6.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 







				7. Propuesta de reformas legales



				7.1 Que en todas las propuestas de reforma legal incluya como eje transversal el derecho de acceso a la justicia las necesidades de las distintas personas en condiciones de vulnerabilidad, incluidos los pueblos indígenas. 



				7.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas a la Corte Suprema de Justicia y al  Consejo Superior para que en todas las propuestas de reforma legal incluya como eje transversal el derecho de acceso a la justicia las necesidades de las distintas personas en condiciones de vulnerabilidad, incluidos los pueblos indígenas



 



				7.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 











 



Otras propuestas que conviene señalar en el caso de la población indígena son: 1. Deberán aplicarse las  directrices de no revictimización en todos los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes. 2. Que la Contraloría de Servicios sea la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas. 3. Poner distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena. 4. Propiciar y colaborar, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva.



 



Según informe de la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, se realizaron 98 diligencias en Bribrí, Talamanca  del 14 de febrero al 16 de octubre del  2008: EXP. 07-000249-0063-PE-(1) EXP. 07-000034-0597-PJ-(1) EXP. 07-000035-0597-PJ-(1) EXP 07-000049-0597-PJ-(3) EXP- 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-000037-0597-PJ-(1) EXP. 07-000041-0597-PJ-(1) EXP.07-000018-0597-PJ-(3) EXP. 07-00011-0597-PJ-(1) EXP. 07-000085-0597-TP-(3) EXP. 06-800238-0472-TP-(3)  EXP. 07-000092-0597-PJ-(1) EXP. 07-000072-0597-PJ-(3) EXP. 07-000076-0597-PJ-(3) EXP. 07-000004-0597-PJ-(1) EXP. 07-000032-0597-PJ-(3) EXP. 06-800229-0472-PJ-(3) EXP. 07-000006-0597-TP-(3) EXP. 07-000088-0597-PJ-(1) EXP. 07-000086-0597-PJ-(3) EXP. 07-000058-0597-PJ-(3) EXP. 07-000011-0597-PJ-(1) EXP. 06-800238-0472-PJ-(3) EXP. 06-800229-0472-PJ-(3)   EXP. 07-000032-0597-PJ-(3)      EXP. 07-000018-0597-PJ-(1) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-000041-0597-PJ-(1) EXP. 06-000052-0597-PJ-(3) EXP. 07-000085-0597-PJ-3)  EXP.- 07-000006-0597-TP-(1)   EXP. 07-000037-0597-PJ-(1) EXP. 07-000034-0597-PJ-(1) EXP. 07-000049-0597-PJ-(3) EXP. 07-000102-0597-PJ-(1) EXP 07-000076-0597-PJ-(3) EXP. 07-000004-0597-PJ-(1)  EXP. 06-800229-0472-PJ-(3) EXP. 07-000093-0597-PJ-(3) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-000088-0597-PJ-(3) EXP. 07-000086-0597-PJ-(3) EXP. 07-000081-0597-PJ-(3) EXP. 07-00006-0597-TP-(3) EXP. 07-000072-0597-PJ-(3) EXP. 07-500263-0478-FC-(3) EXP. 07-000085-0597-PJ-(3) EXP. 06-000065-0597-PJ-(3) EXP. 07-000093-0597-PJ-(3) EXP. 06-800229-0472-PJ-(3) EXP. 07-000018-0597-PJ-(3) EXP 07-000081-0597-PJ-(1) EXP. 07-000088-0597-PJ-(3) EXP. 07-000086-0597-PJ-(3) EXP. 06-000052-0597-PJ-(3) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-00004-0597-PJ-(1) EXP. 07-000011-0597-PJ-(1) EXP.05-000029-0597-PJ-(3) EXP. 07-000076-0597-PJ-(3)  EXP.- 08-000001-0597-PJ-(3) EXP. 07-00004-0597-PJ-(1)   EXP. 06-000052-0597-PJ-(3)  EXP. 07-000039-0597-PJ-(3) EXP. 07-000034-0597-(1)   EXP. 07-000049-0597-PJ-(3) EXP. 07-000111-0597-PJ-(3) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1)  EXP. 08-000031-0597-PJ-(1) EXP. 08-000033-0597-PJ-(1) EXP. 08-000023-0597-PJ-(3) EXP. 06-00043-0597-PJ-(3)   EXP. 07-000249-0063-PE-(1) EXP. 07-000034-0597-PJ-(1)  EXP. 05-000029-0597-PJ-(3) EXP. 08-000016-0597-PJ-(1)  EXP. 08-000027-0597-PJ-(1)  EXP. 07-000085-0597-TP-(3) EXP. 0 6-000052-0597-PJ-(3) EXP. 08-000009-0597-PJ-(1) EXP. 08-000018-0597-PJ-(3) EXP. 06-800229-0472-PJ-(3) EXP. 07-000034-0597-PJ-(1) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-800066-0472-PJ-(1) EXP. 07-000081-0597-PJ-(3) EXP. 07-000088-0597-PJ-(3) EXP. 07-000114-0597-PJ-(3) EXP. 07-001536-0063-PJ-(1) EXP. 07-000249-0063-PE-(1) EXP.- 08-00007-0597-PJ-(1) EXP. 08-000031-0597-PJ-(3) EXP. 08-000033-0597-PJ-(3) 08-000155-0063-PE-(1)  EXP. 08-000054-597-PJ 08-000048-597-PJ 08-000014-597-PJ 08-000042-597-PJ. 



Quienes integran la subcomisión de personas indígenas señalaron en la reunión realizada el 25 de noviembre del 2008 la necesidad de conformar un grupo de trabajo que pueda asumir la ejecución y seguimiento de las propuestas de solución señaladas para los distintos obstáculos identificados durante la primera etapa del trabajo y que están contenidos en el cuadro señalado en páginas anteriores. Esto en razón de que no ha sido posible avanzar en la ejecución de las mismas.|



 



III. Niñas, Niños y Adolescentes. Personas Migrantes y Refugiadas.



 



Coordinado por la Comisión Nacional para el mejoramiento de la administración de la justicia (CONAMAJ) 



 



I.- Introducción



         Para el año 2008 la CONAMAJ se propuso iniciar los procesos de elaboración de propuestas de política institucional para mejorar el acceso a la justicia por parte de los dos grupos en condición de vulnerabilidad que ha venido abordando, a saber: Niños, Niñas y Adolescentes y Población Migrante y Refugiada (PAO 2008).



         Debido a la especificidad de la materia Penal Juvenil, dentro del ámbito correspondiente a la niñez, se hizo necesario dar un abordaje separado a la población que aborda. Ello pues se trata de poblaciones distintas, con supuestos también diferentes y con competencias diferencias.  Con esta consideración se iniciaron, en mayo,  tres procesos tendentes a conducir a un mejor servicio y verdadera accesibilidad en las siguientes áreas:



 



·        Niñez y Adolescencia 



·        Penal Juvenil 



.    Población Migrante y Refugiada 



  



De previo a la convocatoria, durante los meses de febrero a mayo, con el apoyo de estudiantes del TCU de la Universidad de Costa Rica, se procedió a actualizar los diagnósticos que hiciera la CONAMAJ  en el 2007  sobre el estado del acceso a la justicia para cada población. 



Los diagnósticos actualizados fueron presentados por Sara Castillo en el Foro Acceso a los Derechos por parte de los NNA, organizado por la Maestría en Trabajo Social y realizado en la Universidad de Costa Rica el 22 de mayo. 



 



II.- Metodología



 



Todos los procesos se iniciaron con la presentación del diagnóstico actualizado y de materiales y reflexiones sobre la naturaleza y características de las políticas públicas. Con estos insumos y de otros aportados o sugeridos por cada grupo se iniciaron procesos de reflexión sobre la tarea propuesta, alcances, redefinición de objetivos y profundización del diagnóstico.



         A partir de estas reflexiones, y de acuerdo a las particularidades de cada tema y de cada grupo, los equipos han desarrollado procesos distintos, con diferente grado de avance y resultados esperados. Los productos de estas reflexiones, así como los aportes al proceso, han sido documentos.



         Durante todas las sesiones los equipos han contado  con la facilitación de la CONAMAJ en las personas de Gustavo Silesky y Sara Castillo. Zoila Martínez se integró al equipo de facilitación en la última etapa del proceso del grupo Penal Juvenil.                         



 



III.- Informe de Avance por Área



 



III.1.- Niñez y Adolescencia 



 



El equipo de Niñez y Adolescencia se ha reunido  un total de seis sesiones, mientras que se han dado dos reuniones más pequeñas, sobre  temas puntuales, con las personas más directamente interesadas.  En consulta con la Magistrada Anabelle León y a petición del equipo, se le hizo solicitud formal a la Magistrada Julia Varela para que liderara este proceso. Invitación que la Magistrada Varela aceptó.



         En una primera etapa los y las participantes del equipo debatieron sobre los alcances y la magnitud de la tarea que se les proponía, así como sobre su complejidad. Al respecto se concluyó que a pesar de los esfuerzos puntuales que el Poder Judicial ha venido haciendo el Poder Judicial  no ha desarrollado una auténtica política que garantice el acceso a la justicia a los niños, niñas y adolescentes, habiéndose limitado a cumplir con la especialidad y especificidad orgánica que requiere la legislación, y siempre desde una óptica adultocentrista, sin permitir la accesibilidad real de los y las niñas y adolescentes. Por parte de los funcionarios y funcionarias se señaló el serio deterioro de la preeminencia, dotación de recursos, especialización del recurso humano  y el servicio que se presta a los usuarios/as.



         En esta discusión prevaleció la idea de que se quiere lograr una política que aborde la mayoría de los procesos donde participan personas menores de edad (con excepción de lo penal), así como la necesidad de hacer una amplia labor de validación/difusión de la política (similar a la que en su momento se realizó con las políticas de género y de accesibilidad).  Objetivo  más ambicioso de lo que constituía la propuesta inicial de la CONAMAJ para este grupo de trabajo, así como los recursos y calendario destinados para ella.



         Con esta nueva meta, el grupo realizó  la valoración de las nuevas necesidades, para llegar a concluir que la labor excedía las posibilidades mismas del grupo y que por su magnitud y grado de complejidad requería de un equipo consultor.



         Fue de particular relevancia la sesión en la cual acudieron las Magistradas León y Varela  y dieron al grupo una visión más amplia sobre el alcance de las Reglas de Brasilia y la inserción de este trabajo dentro de ese proceso mayor. 



 



En la segunda etapa el grupo se avocó a la elaboración de los términos de referencia que darían pie a la contratación de la consultoría, en la cual el equipo de trabajo serviría como contraparte y contralor de calidad de la consultoría. En el momento actual el documento de términos de referencia se encuentra en proceso final de revisión  y además contiene un presupuesto inicial de costos.



Pendiente: Así, la  segunda etapa se cierra para abrir a un proceso de identificación y consecución recursos para la contratación de la consultoría.



 Preocupa en este tema la ausencia de representantes del PANI, quien pese a reiteradas invitaciones y al compromiso asumido por su Presidente Ejecutivo de enviar un delegado, solo se han hecho presentes a una sesión. Este es un tema sumamente delicado pues la relación, impacto y alcances de este trabajo se ven seriamente  afectados por la respuesta o falta de ella que pueda tenerse del PANI. 



 



III.2.- Penal Juvenil 



 



El equipo en materia Penal Juvenil ha mostrado un altísimo grado de compromiso con la labor, lo cual se refleja en un proceso dinámico, controversial  y profundamente respetuoso que han llevado a cabo. La diversidad de enfoques y partes representadas en la mesa (Defensa, Fiscalía, Policía, y ONGs) ha generado un diálogo sobre los temas centrales del acceso a la justicia por parte de esta población y las dificultades que enfrenta que por sí mismo representa un gran aporte al logro de los objetivos. El grupo se ha constituido así, en foro algunas veces, en una academia, en otras, en un punto de encuentro en la mayoría, ello a pesar de las distintas posturas y diferencias derivadas de las distintas funciones y roles de las personas que trabajan o están relacionadas con esta competencia. El interés común en la población meta, así como una plataforma de valores  en torno al trabajo que realizan, han servido de sustento para el avance y la consolidación del equipo.  



         En lo que respecto a la elaboración de una propuesta de política institucional, el grupo ha realizado grandes avances, contando en este momento con un documento que tiene consensuadas las partes de Introducción, Antecedentes, Objetivos, Alcances, Población Meta, ámbito de Aplicación, Marco Jurídico y Conceptual, Políticas Generales, Políticas del Ministerio Público y de la Defensa Pública. Para antes de finalizar el año se espera contar con las políticas correspondientes a la Policía Judicial, la Policía Administrativa y el Departamento de Trabajo Social y Psicología. 



 



Preocupa el que no haya habido  mayor participación  por parte de representantes de los ámbitos Jurisdiccional  y Administrativo, así como la ausencia total del PANI.



         Este grupo se ha reunido un total de siete, las tres últimas en sesiones completas de un día de trabajo, bajo el formato de talleres, utilizando la metodología de Círculos de Diálogo.



 



III.3.- Personas Migrantes y Refugiadas



 



En  materia de Migración y Refugio se solicitó a la Magistrada Ana Virginia Calzada liderar este proceso, por ser ella la persona que ha introducido el tema en la institución y haber propugnado por los derechos de esta población. En el equipo de trabajo ella ha estado representada por el señor Max Vargas Céspedes, Letrado de la Sala Constitucional. 



         Al igual que en los casos anteriores, el proceso ha generado un rico proceso de discusión y análisis sobre los desafíos que enfrentan las instituciones para dar respuesta efectiva y garantizar los derechos de estas poblaciones.  Algunos temas que han sido abordados por el grupo son: la eliminación de estereotipos, caso particular de la persona refugiada, clarificación de la postura de las diferentes instituciones que tienen que ver con el tema y la necesidad de establecer puntos coincidentes entre el TSE, DGME y el Poder Judicial. Donde se ha encontrado mayor dificultad para garantizar el acceso a los derechos es en los casos de los migrantes en situación irregular. 



         Este grupo se ha dado a la tarea de construir un documento de propuesta de política que a la fecha contiene las siguientes partes: Introducción, Antecedentes, Objetivos, Marco Conceptual y  Alcances. 



 



Pendiente: el desarrollo y elaboración de las propuesta de política general y diferenciada para cada población y por instancia. 



 



Este grupo se ha reunido un total de cinco sesiones.



 



Existe interés por parte de la OIM en apoyar un proceso de validación de la propuesta. 



 



IV.- A manera de conclusión



 



o   La tarea de elaboración de propuestas de política institucional es una compleja y que requiere amplia participación, recursos y tiempo.



o   Cada equipo, así como cada temática, ha requerido un tratamiento especial y diferenciado,  que a la postre ha derivado en diferencias de abordaje a la temática, alcances, metodología  y redefinición de objetivos para cada tema. 



o   Resalta el  gran valor de los procesos de discusión, reflexión y búsqueda de puntos de encuentro entre las personas e instancias participantes de todos los grupos. 



o   Los avances en los tres temas son importantes, así como los aportes que han dado para la elaboración de la propuesta de política. En materia de Migración y Refugio así como en Penal Juvenil se cuenta con documentos con buenos grados de avance, aunque con partes críticas aún por elaborar. En Niñez y Adolescencia el producto ha sido un documento de términos de referencia para la contratación de un consultor. 



o   Los tres procesos han requerido más tiempo y recursos de lo que inicialmente se previó, por lo que por parte de la CONAMAJ se incluirá su seguimiento  en el PAO 2009.



o   Sin embargo, se hace necesario enfatizar en la necesidad de que, desde otras instancias, también se apoye estos procesos, pues de otro modo pueden no ser suficientes no alcanzar los objetivos planteados.”
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Se dispuso: Tomar nota del informe de labores de la Comisión de Accesibilidad y Subcomisiones de Poblaciones en Condiciones de Vulnerabilidad del 2008. Se declara acuerdo firme.




act-1-0003-2762-24



act-1-0003-2498-28







Acta de Corte Plena Nº 019 - 2012 








      



Fecha: 28 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad, Reglas de Brasilia, Magistrados



ARTÍCULO XXVIII



INFORMA LA MAGISTRADA LEÓN.



Documento 3292-2012



            En sesión Nº 14-08 celebrada el 5 de mayo de 2.008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y se ratificó la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad.



En sesión Nº 18-11 celebrada el 7 de junio de 2.011, artículo VII, -entre otros aspectos- se acordó crear una plaza de Profesional 2 especializada en el área de las Ciencias Sociales, así como una plaza de Auxiliar Administrativo, en forma extraordinaria durante el 2011.



Al propio tiempo, se aprobó adscribir a la Secretaría Técnica de Género, los dos puestos creados para conformar la Unidad de Acceso a la Justicia, en cumplimiento a las Reglas de Brasilia. 



            La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-061-2012 de 25 de marzo del año en curso, manifestó:



“El pasado 28 de febrero, como coordinadora de las diferentes subcomisiones de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, se convocó a una reunión a las diferentes subcomisiones que atienden a estos sectores, con el objetivo de propiciar una discusión en cuanto a la estructura de la comisión coordinadora, la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia, la definición de un plan de acción integral y el establecimiento de mecanismos de interrelación entre las Subcomisiones y la Comisión de Acceso a la Justicia como ente rector en la materia.



 



Para los efectos, se hizo ver que en la subcomisión de discapacidad, están representadas desde vieja data la mayoría de las otras subcomisiones, tal es el caso de personas con discapacidad, adultas mayores, víctimas del delito, niñez y adolescencia, privadas de libertad e indígenas durante el tiempo que la Contraloría perteneció a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por lo que faltaría incorporar representantes de la población sexualmente diversa, migrante y refugiada, penal juvenil, indígenas y víctimas de violencia sexual y doméstica.



 



Para lograr los objetivos planteados, se acordó que las representaciones de las demás Subcomisiones, también se integren y asistan a sus reuniones mensuales, propiciando un espacio de coordinación enfocado a la salvaguarda de los derechos de estas poblaciones.



 



Asimismo, se acordó solicitar a la Corte Plena por su medio, denominar oficialmente a la Comisión, como Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que además resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia según acuerdo de la Corte Plena, tomado  en la sesión 32-2011 celebrada a las trece horas treinta minutos del tres de octubre del dos mil once, que dice:



 



 “Se acuerda: 1) Por mayoría, aprobar el informe presentado por el Departamento de Planificación por lo que se aprueba una plaza de Profesional 2 para crear la Unidad de Acceso a la Justicia como parte de la estructura de la Secretaría de Género, la cual deberá apoyar los distintos proyectos en materia de accesibilidad, y sin perjuicio del respaldo que hasta la fecha ha venido dando la Secretaría de Género.”



 



El nombre resulta congruente además, con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad, aprobadas por la Corte Plena, en sesión N° 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de 2008, artículo II.



 



Posteriormente en sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada el 5 de marzo del año en curso, en mi condición de Coordinadora informé a las personas integrantes de esta Comisión, sobre los acuerdos tomados en la reunión celebrada con las Subcomisiones el 28 de febrero.



 



De acuerdo con lo anteriormente expuesto, considerando que el artículo 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que: “Corresponde a la Corte nombrar comisiones  permanentes, especiales y temporales.”, y que en la Sesión de Corte Plena No. 14-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del cinco de mayo de dos mil ocho,  artículo XIII se acordó: “2.- Ratificar a la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad (…)”, se solicita por su digno medio someter a conocimiento de Corte Plena los acuerdos mencionados para su ratificación. 



 



No omito manifestar que todos los representantes de las diversas subcomisiones manifestaron su anuencia con la propuesta que ahora se presenta.



            



Con muestras de mi mayor estima y consideración, me es grato suscribirme.” 
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Manifiesta la Magistrada León: “Como ustedes recordarán en el análisis del presupuesto el año pasado, la Corte aprobó crear una Unidad de Acceso a la Justicia, adscrita a la Secretaría de Género con independencia en su manejo y funciones, como en efecto lo hemos hecho mucho antes de que se creara formalmente. De conformidad con las Reglas de Brasilia que esta Corte ratificó, se crearon siete Subcomisiones y cada una de estas Subcomisiones ha estado a cargo, en sus orígenes, de un Magistrado o Magistrada y en el caso de la doctora Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo con el adulto mayor y yo he venido ejerciendo el rol de Coordinación con respeto absoluto y, además, por cuestiones de tiempo y gracias al compromiso de las compañeras y los compañeros quienes lo han tenido a cargo. Uno de los propósitos de esta Unidad Técnica es justamente evitar duplicar esfuerzos institucionales, evitar cargas de trabajo a los funcionarios y las funcionarias, quienes participan de manera voluntaria. Con el acuerdo de todos los compañeros y las compañeras que integran las diferentes Comisiones, queremos plantear la idea de que se llame Unidad de Acceso a la Justicia y no de Accesibilidad, y así, darle un nombre más genérico, la cual brindará apoyo a las diferentes poblaciones, sin perjuicio de que todas las demás lleguen a llamarse Subcomisiones y que la Comisión de Accesibilidad se convierta en una Comisión de Acceso, tal como hemos venido funcionando en las dos o tres últimas sesiones, en donde asiste un representante de cada una de las diferentes subcomisiones, lo cual nos permite trabajar como un grupo con áreas compartidas y con áreas individualizadas y mantener una información más fluida y constante. 



            La propuesta en concreto es que la Comisión ya no se llame de Accesibilidad y que esté vinculada solo a un tema de discapacidad, sino que se llame de Acceso a la Justicia y que se integren representantes de todas las demás Comisiones. La Unidad creada por esta Corte seguirá funcionando igual, pero con el nombre Unidad de Acceso a la Justicia, para que tenga una cobertura más integral y general”.



Se acordó: 1.) Aprobar los acuerdos adoptados por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia, en lo sucesivo dicha Comisión se denominará oficialmente Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia y con las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad. 2.) Ratificar la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia.








Acta de Corte Plena Nº 027 - 2013 








      



Fecha: 17 de Junio del 2013



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



[bookmark: circular]Documentos citados: ¡Error! Referencia de hipervínculo no válida. 



ARTÍCULO XVI  



Documento 4639, 6654-2013



La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-074-2013 de 24 de abril del año en curso, manifestó:



            “Por este medio, la Comisión de Acceso a la Justicia somete a conocimiento de la Corte Plena, el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017.          



 



         El Plan incorpora de acuerdo con la Misión de la Comisión, líneas de acción que permean todas las poblaciones consideradas en condición de vulnerabilidad, a partir de su objetivo general: “Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.”



 



         Determina la situación actual o brecha existente que dificulta el acceso a la justicia de estas poblaciones, las acciones estratégicas propuestas para eliminarla, el tiempo de duración de las acciones, las instancias responsables de ejecutarlas y la evaluación de resultados.



 



         Teniendo como eje fundamental el acceso a la justicia, plantea opciones para la eliminación de barreras actitudinales, de información y comunicación, la prestación de servicios de apoyo y ayudas técnicas, abarca el ámbito jurídico, políticas, normas y procedimientos institucionales, área administrativa, espacio físico, transporte y tecnología.



 



         El acuerdo de Comisión de redactar este Plan, es consecuente con el cumplimiento a satisfacción del primer Plan de Equiparación de Oportunidades 2007 -2011, con la novedad de que el nuevo Plan está dirigido a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y no solo a población con discapacidad, como lo era el primero.



 



- 0 -



Se acordó: Aprobar el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017.  Se declara acuerdo firme.







Acta de Corte Plena Nº 052 - 2013 








      



Fecha: 16 de Diciembre del 2013



Descriptores/Temas: Informes de rendición de cuentas



[bookmark: normativa]Documentos citados: - Normativa 



ARTÍCULO XXIV



Documento 13430, 13964-2013



En sesión N° 48-13 celebrada el 18 de noviembre último, artículo XVI, se tomó nota de que la Magistrada León se acogerá a su jubilación a partir del 20 de diciembre del año en curso. Asimismo, se fijó esta sesión, con el propósito de realizar un acto protocolario con motivo de su jubilación.



La Magistrada León, en nota de 26 de noviembre último, dirigida al señor diputado Luis Fernando Mendoza Jiménez, Presidente de la Asamblea Legislativa, le expresó:



“En la sesión no. 48-13 celebrada el día 18 del mes en curso, informé a la Corte Plena mi deseo de acogerme a la jubilación a partir del 20 de diciembre del presente año y solicité que así se informara a la Asamblea Legislativa.



 



Hoy me permito presentar el informe final de gestión (escrito y digital), de los doce años en que me desempeñé como magistrada titular de la Sala Primera, en la que asumí la presidencia del 2003 a la fecha.



 



Quedo a su disposición así como de los señores y señoras diputadas para cualquier ampliación o aclaración que estimen pertinente.”



- 0 -



El citado informe literalmente dice:



 



“En abril de 2001 fui electa por la Asamblea Legislativa como magistrada de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, la cual presidí de 2003 a diciembre de 2013,  mes a partir del cual me acogeré a la jubilación, tal y como lo informé a la Corte Plena y se conoció en el artículo XVI de la sesión no. 48-13 celebrada el 18 de noviembre del año en curso.



 



Al acogerme a la jubilación, luego de haber laborado en el sector público por más de 35 años, de conformidad con la Ley General de Control Interno y en cumplimiento de mis obligaciones, someto a consideración el siguiente informe de fin de gestión, desempeñada en estos últimos 12 años, no sin antes quedar a disposición de los señores diputados y las señoras diputadas, para aclarar o ampliar lo que estimen pertinente. 



 



El cargo de magistrada supone una doble función: integrante de la Sala Primera y miembro de la Corte Plena. Por ello, el informe que de seguido presento, tanto en formato escrito como digital, está dividido en estas dos áreas, precedido del currículum vitae donde también se refleja parte de las actividades realizadas. Toda la información tiene respaldo documental que puede ser consultado en las diferentes bases de datos del Poder Judicial. 



 



Sin perjuicio del detalle contenido en el informe, considero importante destacar que institucionalmente se dieron cambios tecnológicos de gran trascendencia,  tales como el escritorio virtual, sistema de gestión en línea, firma electrónica y digital, fortalecimiento de las páginas web y de los servicios que por su medio se ofrecen. 



 



Me correspondió informar a la Corte Plena sobre 29 proyectos de ley,  de diversas materias, consultados por distintas comisiones de la Asamblea Legislativa.



 



Participé en una comisión mixta que presentó el proyecto, hoy Ley de la República sobre Arbitraje Comercial Internacional. 



 



También presenté, a solicitud de la Presidencia de la Corte, 21 informes de carácter administrativo de diversa naturaleza. 



 



Me correspondió liderar el primer juzgado oral electrónico (cero papel), que se implementó en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela, donde, sin reforma legal, gracias a la conciliación y a la oralidad, se lograron agilizar en mucho los tiempos de respuesta. Este modelo se ha replicado en muchos otros despachos judiciales. 



 



Abogué por reducir al máximo las sentencias orales sin respaldo digital, convencida de que con mi propuesta no se afecta la oralidad ni el proceso por audiencias que siempre apoyé, pero que sí permite, en las condiciones actuales, respetar los principios de acceso a la justicia, seguridad y certeza jurídica, transparencia y una respuesta a los diferentes usuarios internos y externos en la búsqueda de la jurisprudencia. Ello culminó con un reciente acuerdo de la Corte, que redujo significativamente los supuestos en que la sentencia oral no va a contar con respaldo escrito.



 



Integré varias comisiones internas cuyos resultados se detallan en el informe, de lo cual ahora tan solo rescato algunos aspectos que permiten considerar su importancia.



 



Consejo Consultivo. Es una instancia asesora de la Presidencia de la Corte, a la que asistí como presidenta de la Sala Primera.



 



Comisión de Valores. Durante mi gestión como coordinadora, se impulsó la creación de subcomisiones regionales y la administración por valores. Se procuró la creación de una Secretaría Técnica, que años después fue aprobada.



 



Comisión de la Jurisdicción Laboral. Se logró especializar una sección del Tribunal de Trabajo, para atender la materia de pensiones que a esa fecha conoció como jerarca impropio. Finalmente pasó a ser conocida por un Tribunal de carácter administrativo. 



 



Comisión de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Se impulsó la puesta en marcha del Tribunal Registral, que permitió liberar una sección del Tribunal Contencioso que para esa época fungía como jerarca impropio de la materia registral. Esto generó un incremento en el número de jueces que conocían de la materia jurisdiccional. 



 



Comisión de Enlace Corte-Organizaciones Sociales. Se abordaron temas de importancia para las distintas organizaciones gremiales, direccionándolos a la instancia correspondiente, donde generalmente fueron resueltos de manera satisfactoria, sin necesidad de acudir a otros mecanismos. 



 



Comisión revisora de los proyectos de Código Procesal Contencioso Administrativo y del Código Procesal Civil. El primero de ellos, en vigencia desde el mes de enero de 2008 y el segundo en la corriente legislativa.



 



Comisión de Género. Me incorporé desde que fui designada magistrada, hasta el 2012. En ese período, se logró la creación de una Secretaría Técnica, la primera en América Latina. Se presentó a la Corte, donde se aprobó una Política Institucional. Se adquirieron cámaras de ghesell. Se impulsó la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. Se logró un acuerdo con la Caja Costarricense del Seguro Social, para facilitar retrovirales en todos los Hospitales del país. Mediante la constante capacitación y la sensibilización de la población judicial, se han identificado y erradicado prácticas discriminatorias contra las mujeres.



 



Comisión de Teletrabajo. En procura de buscar beneficios institucionales y laborales, a instancia de esta Comisión, la Corte aprobó el Reglamento que actualmente rige esta nueva modalidad de trabajo con resultados satisfactorios. 



 



Comisión Inter Institucional de Hacinamiento Carcelario. Se trata de un problema de carácter nacional. Por esa razón, diversas subcomisiones de poblaciones en condición de vulnerabilidad y la Comisión de Acceso a la Justicia, convocamos a autoridades internas y de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, para su abordaje. Los acuerdos alcanzados han generado importantes compromisos de los (as) participantes.



 



Comisión de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad. Me ha correspondido la coordinación de esta Comisión, en la que se agrupan diferentes subcomisiones de poblaciones en estas circunstancias: mujeres, niños, niñas y adolescentes, migrantes, adultos mayores, personas con discapacidad, privados (as) de libertad, personas con diversidad sexual, indígenas, afrodescendientes, menores sometidos (as) a la jurisdicción penal juvenil.  En la mayoría de estas poblaciones se cuenta con una política institucional que identifica sus diferencias y procura establecer acciones afirmativas que eliminen las barreras de acceso a la justicia.



 



Subcomisión de Personas con Discapacidad. Se han alcanzado logros importantes en infraestructura, comunicación, tecnología, sensibilización, capacitación y protocolos de atención; así como un Reglamento para la designación de intérpretes para sordos (e indígenas). Hoy, con recursos de Eurosocial, se trabaja en temas relacionados con poblaciones sordas y con discapacidad psicosocial.



 



Comisión Inter Institucional de Hacinamiento Carcelario. Se trata de un problema de carácter nacional. Por esa razón, diversas subcomisiones de poblaciones en condición de vulnerabilidad y la Comisión de Acceso a la Justicia, convocamos a autoridades internas y de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, para su abordaje. Los acuerdos alcanzados han generado importantes compromisos de los (as) participantes.



 



La XIX Cumbre Judicial de Presidentes de Cortes y Tribunales Constitucionales de Iberoamérica, me designó como integrante de la Comisión de seguimiento de las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad, de manera que he tenido una activa participación interna e internacional en la implementación de estas Reglas, que pretenden garantizar el acceso a la justicia sin discriminación 



 



Como integrante de la Sala Primera, estimo importante destacar que, pese a los altos niveles de presión que genera el exceso de asuntos sometidos a conocimiento de la Sala por diferentes vías: recursos de casación, tercera instancia rogada, nulidad, revisión, exequátur, cartas rogatorias, conflictos de competencia, como se refleja en el informe de la Sección de Estadísticas, en los últimos cinco años el ingreso de asuntos nuevos ha aumentado casi en un  ciento por ciento, sin que ello se reflejen en igual porcentaje en el crecimiento del recurso humano.  



 



La Sala ha establecido sus propios controles internos de producción y cumplimiento de los Planes Anuales Operativos, además de implementar diversas acciones como recolección de firmas, unidad de formato, flujograma de  expedientes, lo que ha permitido tomar medidas oportunas para mitigar en lo posible la mora judicial y facilitar la distribución interna de tareas.



 



Creó su propia página Web, en la que brinda información variada a los usuarios (as), siendo quizás la más importante la relacionada con el seguimiento que por este medio se puede dar a los recursos presentados, así como la búsqueda de la jurisprudencia mediante un tesauro denominado “Jurisprudencia en línea”, que contiene los fallos de la Sala, clasificados con descriptores y restrictotes, y una síntesis de lo resuelto.



 



También cuenta con el Centro Electrónico Casacional, que alimenta el tesauro, además de brindar una atención personalizada a usuarios (as) internos y externos.



 



A partir de 2008, con la entrada en vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo, asumió por dos años la competencia como Tribunal de Apelaciones y Tribunal de Casación. A la fecha, mantiene esta última competencia. 



 



Sin duda, la Sala ha tenido que enfrentar diversos retos, quizás el más notorio es el impacto que han tenido algunas de sus resoluciones, lo que ha permitido marcar y posicionar una línea jurisprudencial clara y reiterada en temas de gran impacto  relacionados con el medio ambiente, intereses difusos, derecho de los consumidores, relaciones comerciales, propiedad privada, mejoras, usucapión, derechos de autor, empleo público, materia de contratación administrativa, tributaria, responsabilidad objetiva, civil, contractual, extracontractual, zona marítimo terrestre, servidumbre, tarifa pública, por citar algunos ejemplos que en el informe se analizan con mayor detalle.



 



También es notoria y reconocida, a nivel interno e internacional, la línea que ha mantenido en materia arbitral, en estricto apego a sus principios rectores. 



 



Por último, dejo constancia de que siempre atendí a quien solicitara una cita, por cuanto considero que uno de mis deberes como funcionaria pública, es abrir espacios para que los funcionarios (as)  judiciales y los usuarios (as) pudieran manifestar sus inquietudes.



 



No omito manifestar, por considerar que también es parte de la rendición de cuentas que debo rendir, que como funcionaria pública nunca tuve ninguna sanción disciplinaria. En estos doce años en la magistratura, solo estuve incapacitada en dos ocasiones, que en total suman 16 días.  Entregué al Ministerio de Relaciones Exteriores los pasaportes diplomáticos. El vehículo que se me asignó solo fue conducido por el chofer institucional y nunca permaneció en mi casa de habitación. El que en la actualidad utilizo, me fue asignado en 2007. A la fecha de este informe ha recorrido 69.661 kilómetros y se encuentra en perfecto estado. No tengo excedentes en la cuota de gasolina asignada. Hace más de un año entregué el teléfono celular, del que no tengo ninguna cuenta pendiente. La oficina será entregada contra inventario. Ante la Contraloría General de la República, presentaré la Declaración Jurada de Bienes correspondiente.



 



Termino esta larga trayectoria en el sector público que supera los 35 años, con la firme convicción de haber respetado siempre el juramento constitucional que hiciera  ante Dios y la Patria de observar y defender la Constitución y las leyes de la República, y de cumplir fielmente con los deberes del cargo.



 



CORTE PLENA



 



Como integrante de la Corte Plena, he asistido a la totalidad de las sesiones, salvo unas pocas, debidamente justificadas por vacaciones o permisos.



 



La labor como miembro de la Corte es eminentemente administrativa y, en algunas ocasiones excepcionales, de carácter jurisdiccional. 



 



Con relación a la primera, en términos generales, puedo decir que he apoyado propuestas orientadas a simplificar los procesos judiciales, fortalecer la gestión administrativa, la tecnología como herramienta para la prestación del servicio, el programa de formación inicial de jueces, temas de valores, cambios orgánicos, aspectos relacionados con el Plan Estratégico Institucional, política de género y accesibilidad, capacitación virtual, capacitación y sensibilización en acceso a la justicia, servicio público de calidad, independencia del juez, transparencia, proyectos de reformas procesales, oralidad, sentencia con respaldo escrito, entre muchas otras.



 



Por la participación que he tenido en algunos temas específicos, me parece importante destacar:



 



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



 



La creación de la Oficina fue una propuesta de la Sala Primera en las sesiones de trabajo del presupuesto 2007, con el objetivo de concentrar y ejecutar todo lo relacionado con la cooperación internacional. Inició labores en el 2010.



 



A la fecha, han sido muchos sus logros en beneficio de la institución. Entre los aspectos más relevantes, está el posicionamiento del Poder Judicial para participar en mecanismos oficiales de cooperación y en crear una base de datos de instrumentos internacionales.



 



Son muchas sus gestiones en diversas iniciativas de cooperación internacional tanto técnica como financiera. 



 



Ha realizado dos congresos internacionales sobre Accesibilidad, Justicia y Paz en 2012 y Administración de Justicia y Género en 2013.



 



Dentro del programa de Eurosocial II, logró cooperación importante en temas como acceso a la justicia (poblaciones con discapacidad auditiva y psicosocial), transparencia y lucha contra la corrupción, mecanismos alternos de solución de conflictos, defensorías públicas y violencia de género.



 



Plazas extraordinarias para atención de víctimas



 



En las sesiones de presupuesto de 2008, hice ver la situación que enfrentan las víctimas, sobre todo, las de delitos sexuales y violencia doméstica. Destaqué cómo, por la falta de recursos, el proceso las revictimiza, las convierte en un instrumento para lograr un objetivo en el que están invisibilizadas. En concreto, hice ver lo que sucedía en la Medicatura Forense, en San Joaquín de Flores. No se había presupuestado ninguna plaza adicional para el programa de atención a la víctima ni para el Departamento de Trabajo Social y Psicología. El Director Ejecutivo propuso la creación extraordinaria de 10 plazas de psicólogos y 10 de Trabajo Social y así se acordó por el pleno de la Corte. Su asignación correspondió a una comisión de la que fui parte, en la que se logró un consenso entre las instancias involucradas. La posterior creación por Ley, de la Oficina de Atención a las Víctimas y Protección de Testigos, es hoy una garantía de respeto a sus derechos.



 



Seguridad ciudadana



 



En múltiples sesiones de Corte, he mantenido una posición lineal sobre la necesidad de atender el tema de la seguridad ciudadana. Expresamente he reconocido las potestades del Ministerio Público en la elaboración de una política de persecución penal, la importancia de enfrentar el crimen organizado así como la responsabilidad de otras instancias del Estado en el abordaje del tema. 



 



Sin embargo, siempre señalé que si en estos delitos menores, se fomentaba la impunidad, de una u otra forma, contribuíamos a estimular la delincuencia casera, la que día con día cobra vidas.



 



Informes sobre proyectos de ley 



 



Durante estos años, he rendido informes ante la Corte Plena, con ocasión de los proyectos de Ley que consultan las diferentes comisiones de la Asamblea Legislativa.



 



Lo que de seguido se expone es una síntesis de esta labor.



 



PROYECTOS DE LEY



 



				PROYECTO



				    Número de oficio



				Sesión de Corte Plena







				Ley Orgánica del Consejo Superior de Enseñanza



				      14.244-01



				No. 33-1 del 17/9/2001



Artículo IX







				Reformas para la Seguridad  Registral



				          14.546



				No. 15-02 del 8/4/2002



Artículo XXI







				Disposición de los depósitos judiciales. Informe compartido con Mag. Chaves



				 



          13.730



				[bookmark: OLE_LINK2][bookmark: OLE_LINK1]No. 15-02 del 8/4/2002



Artículo XXIV







				Promoción de la Conservación en tierras privadas



				          14.924



				No. 56-02  del 9/12/2002



Artículo VI







				 



Reforma a la Ley No. 6106



Ley sobre Bienes Caídos en Comiso



				 



     17  marzo 2003



				No. 10-03  del 17/03/2003



Artículo XXIII



Sesión 11-03  del 24/03/2003



Artículo XIX







				Reforma y adiciones al Código Electoral, Ley No. 1536 y sus reformas. Informe compartido con Mag. Arroyo



				 



           15.060



				No. 13-03  del 31/03/2003



Artículo XII







				Ley General de Investigación Biomédica. Informe compartido con Mag. Chaves



				           14.967



				No. 21-03  del 02/06/2003



Artículo XVII







				Reforma al artículo 20 de la Ley Reguladora de la Propiedad en Condominio



				           15.028



				No. 28-03 del 28/07/2003



Artículo XXIV



No. 29-03  del 04/08/2003



Artículo XXXIII







				Aprobación del convenio entre el Gobierno de la República de Costa Rica, la Corte Permanente de Arbitraje y la Universidad para la Paz para el establecimiento de una sede latinoamericana para la promoción de la solución de disputas mediante los mecanismos de la Corte Permanente de Arbitraje



				 



 



 



            15.537



				 



 



No.15-04 del 10/05/2004



Artículo XXI







				Reforma del artículo 31 de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa



				            15.717



				No. 28-05  del 05/09/2005



Artículo XXX







				Impulso al Desarrollo de la Industria Turística en la Zona Marítimo Terrestre



				 



            15.850



				No. 22-06 del 7/8/2005



Artículo  XXV







				Incentivar mayores oportunidades de empleo para mujeres jefas de hogar



 



				 



           16.246



				No. 02-07  del 22/01/2007



Artículo XXXV







				Tránsito por Vías Públicas y Terrestres no. 7331 de 13 de abril de 1993 y normas conexas.



				 



           16.496



				No. 33-07  del 17/12/2007



Artículo XXVII







				Desjudicialización de los procesos prendarios e hipotecarios



				            16.013



				No. 21-08  del 09/6/2008



Artículo XXII







				Reforma Ley no. 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



				           



           16.530



				No. 28-08  del 25/08/2008



Artículo XVIII







				Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el  sector público y privado



				           16.207



				No. 28-08 del 25/08/2008



Artículo XIX







				Promoción de Oportunidades Equitativas para las Personas con Discapacidad Auditiva



				           16.755



				No. 39-08  del 24/11/2008



Artículo XXXI







				Estatuto de la Justicia y Derechos de los usuarios del Sistema Judicial



				      27   julio 2009



				No. 039-03 







				Estatuto de la Justicia y Derechos de las Personas Usuarias del Sistema Judicial



 



				 



         15.736



				No.  026-09 del 27/07/2009.
artículo XV







				Tratado entre la República de Costa Rica y la República de Federativa de Brasil de Cooperación en Materia Civil



				 



     DGPE-OAT-09



				No. 029-09 del 17/08/2009.
Artículo IX




 







				Prevención y la Eliminación de la Discriminación



 



				 



          16.970



				No. 034-09 del 5/10/2009.
Artículo XV




 







				Protección de los Derechos de la Personalidad y la Libertad de Expresión



 



				 



          16.828



				No. 33-10 del 22/11/2010.
Artículo XIV








				Garantizar el Derecho Humano de Acceso a la Justicia Pronta y Cumplida a las Personas Adultas Mayores



 



				 



         17.790



				No. 35-10 del 06/12/2010.
Artículo V








				Protección de los Derechos de la Personalidad y la Libertad de Expresión



 



				 



          16.828



				No. 35-10 del 06/12/2010.



Artículo VI  




 







				Saneamiento Fiscal



 



				          17.693



				No. 25-11 del 01/08/2011.
Artículo XXXVIII







				Sobre regulación del derecho de petición



 



				 



          17.961



				No. 32-11 del 03/10/2011.
Artículo XXIV







				Reforma de los artículos 12, inciso b), 17, 18, 27, 41, 42, 62, 65 y 66, y creación de los artículos 9 bis, 28 bis, 49 bis a la Ley no. 7600, de 2 de mayo de 1996, así como reforma del inciso 5) del artículo 229 del Código Penal, Ley 4573, de 4 de mayo de 1970 y sus reformas y adición del inciso o) del artículo 131 de la Ley no. 7331, de 13 de abril de 1993



 



				 



 



 



         16.682



				 



 



 



No. 41-11 del 05/12/2011.
Artículo XXVI








				Inclusión laboral de las personas con discapacidad en el sector público 



 



				         17.828



				No. 26-12 del 30/07/2012.
Artículo XVIII







				Autorización a las Instituciones Públicas para que transfieran sus superávits libres a la Caja Costarricense del Seguro Social



 



				         



          18.388



				No. 32-12 del 10/09/2012.
Artículo IX












 



Informes administrativos



 



He estudiado y rendido el informe correspondiente sobre régimen disciplinario o consultas de diferente índole. La síntesis de esta labor, se expone de seguido.



 



				Informe



				Oficio



				Ses. Corte Plena







				Informe Competencia de Juzgados Contravencionales de Heredia en Violencia Doméstica.



				Oficio del 01 de octubre 2001



				Sesión 35-01



Artículo VIII







				Gestión para que funcionarios judiciales sean “Auxiliares



Electorales”.



				 



				Sesión 36-01



Artículo V







				 



Situación del Tribunal Registral Administrativo



				Creado pero sin funcionar



Acuerdo: instar a la



Vicepresidenta de la República con recargo del Ministerio de Justicia, para ubicar a la brevedad posible al Tribunal Registral Administrativo.



				 



Sesión 50-02



 



Artículo XXIII







				Informe de Auditoría



				Oficio 890-356-AF-2002



Arqueo efectuado a Caja Chica, en la Unidad Administrativa Regional de Limón.



				 



Sesión 03-03



 



Artículo XIII







				Informe de Auditoría



				Oficio 934-342-AEEC-2002



Evaluación especial  Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago.



				Sesión 03-03



 



Artículo XIV







				Informe sobre eventual responsabilidad del Fiscal General de la República en el contrato de  arrendamiento de furgones y cabezales entregados en depósito judicial por causas de narcotráfico a Cenadro, en la empresa Servimensa.



 



				Oficio DVMP-353-09-02 Centro Nacional de Prevención contra Drogas.



 



Oficio DAGJ-1412-2003



 



 



				Sesión 50-02



Artículo III



 



 



 



Sesión 43-03



Artículo III







				Proyecto de Reglamento para el Registro, Control y Uso del Mobiliario y Equipo de Oficina del Poder Judicial.



				Oficio 8669-SAE-03



				Sesión 17-04



 



Artículo XXII







				Informe de Auditoría



Dirección del Proyecto para el Desarrollo de Sistemas de Gestión de Casos para el Ministerio Público y la Defensa Pública.



				 



 



Oficio 339-105-ATI-2005



				 



Sesión 20-05



Artículo XIX







				Informe de Auditoria. Contratación Directa No. 47-00



 



				 



Oficio  619-212-AF-2004



				 



Sesión  20-05



Artículo XX







				Informe de Auditoría



Administración de los Recursos Asignados Mediante el Convenio Corte BID 859/OC-CR, según la Ley No. 7496 de 8 de junio de 1995. Unidad Ejecutora.



				 



 



Oficio 589-367-Af-2004



				 



 



Sesión 21-05



Artículo XIV







				Sala Primera



Proyecto de Reglamento para la Elección de los Árbitros de Derecho.



				Oficio 03 de marzo, 2006



				Sesión  06-06



Artículo XIX







				Informe sobre órgano jurisdiccional que conoce las apelaciones que se presentan contra las resoluciones dictadas por la Dirección Nacional de Notariado



				Oficio No. 20-DNN-05



				Sesión 008-06



Artículo X







				Informe disciplinario. Queja contra el Tribunal de la Inspección Judicial.



				No. 34-2007



				Sesión 22-07



Artículo II







				Informe de Auditoría



Alcances del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial



				Oficio No. 461-38-AF-2007



				Sesión 30-07



Artículo XXI







				Procedimiento para la aplicación e interpretación que se dará al Decreto Ejecutivo No. 34135 y Directriz Presidencial No.022-MP-MCI-MTSS emitidas el 03 de diciembre sobre inclusión y otorgamiento del 5% de empleos nuevos en la Administración Pública para personas con discapacidad.



				Oficio 08 de enero, 2008



				 



Sesión 38-08



Artículo XVII







				Informe de Auditoría



Estudio relacionado con la implementación del Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional 



 



				Oficio 549-34-AEE-2009



				Sesión 27-09 Artículo XIX







				Informe de Auditoría



Estudio referente a la posibilidad de que los jubilados y pensionados del Régimen de Jubilados y Pensiones del Poder Judicial, puedan impartir lecciones sin límite de tiempo en cualquier centro de enseñanza universitaria estatal, o bien ejercer otro tipo de funciones administrativas



 



				Oficio no 260-100-AF-2003



				Sesión 004-09 



Artículo VII







				Queja señor Manuel Francisco Amador Cedeño. 



				Oficio 7 de junio 2010



				Sesión 19-10



Artículo III







				Queja señor Carlos Ibarra Sánchez 



				Expediente 11-000213-0031-IJ



				Sesión 12-11



Artículo II







				Queja señor Henry Vargas Ramos. 



				 Oficio 11-2013



				Sesión 29-13



Artículo XXII



 











 



Comisiones



 



A lo largo de estos 12 años, he integrado diversas comisiones, de cuya labor haré una breve referencia, sin perjuicio de que, si se estima necesario, amplíe la información.



 



Consejo Consultivo 



 



El Presidente (a) y Vicepresidente (a)  de la Corte,  junto con los Presidentes (as) de las diferentes Salas, integramos el Consejo Consultivo. Es un órgano asesor de la Presidencia de la Corte, quien convoca periódicamente. Los temas a tratar son muy variados, desde colaborar en la priorización de asuntos de la Agenda de la Corte Plena, hasta valorar las decisiones o medidas urgentes en el ámbito de sus competencias. En ese sentido, quienes lo integramos nos constituimos –en cada Sala- en interlocutores del sentir y de la opinión del resto de compañeros y compañeras de Sala respecto de determinado tema, así como de la decisión a adoptar, que no siempre es del pleno de la Corte. Durante mis años en la presidencia de la Sala Primera participé en 26 sesiones de este Consejo. 



 



Comisión de valores



 



Antes de asumir la magistratura, fui coordinadora de esta Comisión en el período comprendido entre 1994 y 1998.



 



Posteriormente, se me designó en sesión de Corte Plena no. 43-01 del 03 de diciembre de 2001 y renuncié a ella en el 2004, lo que se conoció en el artículo XIII de la sesión de Corte Plena no. 35-04 del 01 de noviembre de 2004. 



 



Para esa última fecha, habíamos retomado la idea de impulsar subcomisiones de valores en diferentes circuitos judiciales, con el fin de poder tener mayor presencia. También, procuré la creación de plazas para que se dedicaran a tiempo completo, dado que siempre he considerado que es un tema prioritario; sin embargo, en esa oportunidad no fue posible. Es importante destacar que en la actualidad ya funciona una secretaría de valores. 



 



Quedó encaminado un estudio sobre Administración por Valores, con el fin de identificar los riesgos y fortalezas del personal, a fin de impulsar aquellos valores fundamentales para las buenas relaciones humanas y calidad en la prestación del servicio. 



 



Se apoyó el rescate de los valores nacionales, mediante la celebración de diferentes formas: concursos, mensajes motivacionales, actividades por circuito, entre otras.



 



Se trabajó de cerca con la Comisión Nacional, con quien siempre se mantuvo una estrecha relación.



 



En diciembre del 2004, se me entregó un certificado por “La valiosa labor desplegada durante su larga trayectoria” .



 



Comisión de la Jurisdicción Laboral Poder Judicial.  2001 - 2003



 



Al igual que ahora, los esfuerzos se centraron en disminuir el circulante y los tiempos de respuesta en el Juzgado y Tribunal de Goicoechea.



 



Gracias al apoyo de los jueces de la materia, fue posible en ambas instancias, implementar sistemas de control que facilitaran la búsqueda de expedientes y mejorara la atención al usuario (a).



 



Se hizo un inventario físico de todos los expedientes, a fin de cotejarlo con el sistema informático y conocer el verdadero circulante.



 



Para enfrentar el atraso, las diferentes secciones del Tribunal se reorganizaron,  especializándose una de ellas en los asuntos de pensiones del magisterio, que conocían en esa época como jerarcas impropios.



 



Se realizó un seminario taller, con  la Defensoría de los Habitantes, el Ministerio de Hacienda, el de Trabajo y Seguridad Social, y la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, en procura de un consenso para crear un Tribunal Administrativo. 



 



El acuerdo no se logró, pero a raíz de un fallo de la Sala Constitucional, que anuló la norma que atribuía competencia como jerarca impropio en materia de pensiones (artículo 92 de la Ley 7531), por Ley se creó el Tribunal Administrativo de la Seguridad Social del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, ajeno al Poder Judicial, que resuelve en alzada administrativa.



 



Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 2001 – 2003



 



En esta Comisión se trató siempre el tema del retardo judicial, propio de esa época cuando con frecuencia los asuntos duraban más de diez años y el Tribunal lo integraba en materia jurisdiccional solo dos secciones.



 



Quizás el aporte más significativo se refleja en que, previas conversaciones con el Ministro de Justicia de ese entonces, entrara a funcionar el Tribunal Registral. Eso significó la salida de todos los asuntos que en esa materia conocía una sección del Tribunal Contencioso, como jerarca impropio, lo que dio paso a que más adelante se lograra una redistribución equitativa  de los procesos  jurisdiccionales.  



 



Comisión de Enlace Poder Judicial – Organizaciones Sociales Poder Judicial. 2001 a la fecha



 



En esta Comisión se abordan temas de interés tanto para la Corte Plena, como para las Organizaciones del Poder Judicial. Está integrada por cuatro magistrados (as) y las agrupaciones representadas por la Coordinadora de Organizaciones, a saber: Asociación Nacional de Empleados Judiciales, ANEJUD, Asociación de Investigadores en Criminalística, ANIC, Asociación de Profesionales, APRODEJU, Asociación de Jubilados y Pensionados, ASOJUPEN, Asociación de Profesionales en Derecho, ACOPRODEJU,  Asociación de Profesionales en Ciencias Criminalísticas, ASOCRIM,  Asociación Solidarista del Poder Judicial, ASOSEJUD, Asociación de Trabajadoras y Trabajadores Sociales, Asociación Costarricense de la Judicatura, ACOJUD,  Asociación de Técnicos Profesionales en Contaduría, Finanzas y Afines, ASPROTECOFI, Asociación Costarricense de Juezas, Asociación de Profesionales en Psicología, ASPSIJUD, Asociación Costarricense de la Defensa Pública, ACODEPU,  Asociación Costarricense de Fiscales, Asociación Deportiva del Poder Judicial. Y  fuera de la Coordinadora, el Sindicato de Trabajadores Judiciales, SINTRAJUD y el nuevo Sindicato de Jueces y Juezas.



 



Las reuniones se realizan en un ambiente de respeto y cordialidad, donde se plantean situaciones de carácter general que, en criterio de las organizaciones, perjudican o pueden perjudicar a sus agremiados. 



 



En la mayoría de las ocasiones la Comisión responde a las inquietudes planteadas o se direccionan a las instancias correspondientes. Esta dinámica favorece un sano ambiente laboral y evita el conflicto.



 



También se atienden a una o varias Organizaciones por separado, de acuerdo a los intereses que cada Organización tiene en determinado tema.



 



Comisión Revisora Proyecto de Código Procesal Contencioso Administrativo. Poder Judicial 2002



 



Esta Comisión se constituyó con el único propósito de presentar a la Corte Plena un informe sobre el Proyecto el Código trabajado en el seno del Poder Judicial. 



El trabajo fue intenso y la propuesta aprobada en forma unánime por la Corte Plena, quien lo envió a la Asamblea Legislativa, donde se convirtió en el 2006 en  Ley de la República.



 



Comisión Revisora Proyecto de Código Procesal Civil.  Poder Judicial 2010



 



Al igual que el anterior esta Comisión se constituyó con el fin de presentar a la Corte Plena un informe sobre el Proyecto el Código trabajado en el seno del Poder Judicial.  Fue consultado al Colegio de Abogado y Abogadas y expuesto en diferentes Universidades y a los jueces Civiles..



El proyecto fue aprobado por la Corte Plena, quien lo envió a la Asamblea Legislativa, donde se encuentra actualmente.



 



Comisión de Transparencia. 2007 al 2012



 



En aras de la transparencia, atendiendo las sugerencias de la Fundación Debido Proceso Legal, con ocasión del análisis de la investigación “Corrupción Judicial en Centroamérica”, se instó al Consejo Superior:



 



-Solicitar al Centro Electrónico de Jurisprudencia, la clasificación de los fallos del Tribunal de la Inspección Judicial, para dar a conocer las faltas sancionadas y las medidas impuestas.



-Ordenar un estudio sobre el rol y control de la labor de los curadores, ejecutores y peritos.



También se hizo una encuesta en todo el país, que refleja algunas áreas vulnerables en los diferentes ámbitos de la Institución.



 



Comisión de Género.  2001 al 2012



 



En esta Comisión se atienden los temas de interés para las mujeres tanto funcionarias como usuarias, con el fin de lograr un trato equitativo.



 



Uno de los logros más significativos es la creación, en marzo de 2003, de la Secretaría de Género, como instancia técnica. Esta creación se dio dentro de las acciones que contempló el segundo préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) al gobierno de Costa Rica, con el propósito modernizar la administración de justicia, constituyéndose en la primera iniciativa de esta naturaleza a nivel latinoamericano. Bajo la dirección de la Comisión, coordina, da seguimiento, monitorea y evalúa las actividades institucionales para evitar la discriminación de género.



 



Desde la Comisión, se procura articular cada instancia del sistema judicial, con el fin de que respondan a la política integral de género. 



 



Durante mi participación en la Comisión, entre los logros más significativos se pueden señalar:



·         Aprobación, por parte de la Corte Plena, de la Política Institucional de Género, en noviembre del 2005, que fue precedida de más de 20 talleres realizados en todos los circuitos judiciales.



·         Una propuesta de “Construcciones con perspectiva de género”, que fueron aprobadas e implementadas en las construcciones y remodelaciones de diferentes edificios.



·         Apoyo en los términos de referencia de los proyectos del préstamo Corte-BID.



·         Uso permanente de la intranet, para envío de mensajes sensibilizadores e informativos para toda la población judicial.



·         Charlas permanentes sobre el concepto de perspectiva de género, que involucra a las poblaciones que enfrentan alguna discriminación en razón de raza, credo, sexo, nacionalidad o discapacidad física.  



·         La Organización Panamericana de la Salud concretó una donación por un monto de siete mil dólares, que se destinó a la creación de un instrumento que permitirá evaluar la aplicación de la Ley contra la Violencia Doméstica con variables cuantitativas y cualitativas. 



·         Talleres de sensibilización en masculinidad, para funcionarios y funcionarias, en coordinación con el Instituto Costarricense para la Acción, Educación e Investigación de la Masculinidad.



·         Creación de comités de apoyo en diferentes circuitos judiciales y en el Organismo de Investigación Judicial.



·         Investigación que culmina con la publicación del libro: “La Carrera Judicial en Costa Rica: un diagnóstico con perspectiva de género” Dra. Doris Arias



·         Adquisición de 13 cámaras de Gesell, en procura de evitar la revictimización.



·         Acuerdo con la CCSS, para facilitar retrovirales en todos los Hospitales del país.



·         Estudio y propuestas de reforma al Reglamento de Hostigamiento Sexual.



·         Estudio cuantitativo y cualitativo de la Ley de Penalización.



·         Coadyuvancia en causas disciplinarias de acoso laboral y sexual.



·         Despacho Modelo de Pensiones Alimentarias, Alajuela, al que me referiré en forma separada.



 



Como parte de esta línea de formación y retroalimentación, tal y como lo detallo en el currículum participé en:



 



Siete encuentros de magistradas de Poderes Judiciales de Latinoamérica: Costa Rica, Panamá, Puerto Rico, El Salvador, República Dominicana, México y Guatemala. En tres de ellos como ponente, tal y como se detalla en el currículum. 



 



Expositora en tres pasantías latinoamericanas (2006 a 2008) realizadas en Costa Rica dirigidas a funcionarios (as) judiciales y grupos de la sociedad del Programa Mujer Justicia y Género del ILANUD y la Fundación Justicia y Género. 



 



Diversas mesas redondas sobre sociedad inclusiva, derechos electorales de las mujeres.



 



Proyecto: Primer despacho judicial oral-electrónico. Pensiones Alimentarias. Alajuela



 



Por último, la Comisión, siempre en procura de facilitar el acceso a la justicia de las mujeres, y conocedora de que la materia de Pensiones Alimentarias es la que atiende a un mayor número de ellas, con base en la información de una consultoría que se realizó en dos de los Juzgados que manejan un significativo número de estos asuntos, en abril de 2009, inició un Plan Piloto en el Juzgado de Pensiones Alimentarias, Alajuela.



 



Con el apoyo de la Secretaría de Género y del Departamento de Planificación, me correspondió coordinar su implementación. Debo destacar el invaluable apoyo de todo el personal del Despacho y de diferentes áreas del sector administrativo.



 



Esta es una materia de profunda sensibilidad social, al estar de por medio las necesidades básicas de los beneficiarios. Además de que representa un significativo porcentaje de asuntos que ingresan anualmente, se mantienen activos por muchos años, durante los cuales, de manera masiva, deben atenderse los aumentos legales semestrales, aguinaldo y salario escolar. Estas circunstancias causan una fuerte congestión, con la consecuente incidencia en la cobertura de los requerimientos de los acreedores alimentarios. 



 



Sin necesidad de reforma legal, en una labor conjunta, se rediseñó el procedimiento, dando prioridad a la oralidad y a la conciliación.



 



En términos generales, se puede decir que a los 15 días de presentada la demanda, en la primera audiencia de conciliación se logró un acuerdo que la sentencia homologa, en un 30% del total de los asuntos ingresados. De no lograrse el acuerdo, se fija la pensión provisional y se convoca a una audiencia de juicio que se agenda a unos dos meses, en la que igual porcentaje logra concretar un acuerdo. En estos dos casos los fallos no son apelados. Queda entonces un 40% de los asuntos ingresados que se resuelven en sentencia con oposición en esa segunda audiencia. De esta manera, se logró una significativa reducción de los tiempos de respuesta y de la afluencia de público.



 



Además de lo anterior, se implementó el expediente electrónico, la política de cero papel, se sistematizaron los aumentos anuales, el pago del aguinaldo y salario escolar y la órdenes de captura.



 



En paralelo, se reforzó la parte escrita hasta ponerla al día, para finalmente migrar los datos a la sección oral-electrónica.



 



Durante el tiempo de su implementación, el Departamento de Planificación lo  monitoreó periódicamente. Consideró que en las condiciones en que se encontraba era sostenible, por lo que en el año 2013, con la entrega de una memoria que recoge los logros alcanzados y la forma en que se trabajó para llegar a ese resultado, se dio por finalizado el proyecto. El Juzgado, por su parte, ha logrado mantener los resultados obtenidos.  



 



La Comisión de Familia a la fecha, lo ha replicado en diferentes Juzgados de Pensiones Alimentarias del país.



 



Comisión de Acceso a la Justicia 2010-2013



 



Conviene primero indicar que, desde vieja fecha, el Poder Judicial se ha preocupado por el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, tales como personas con discapacidad, indígenas, migrantes y refugiados, adultos mayores, niñez y adolescencia, privados de libertad, personas con diversidad sexual, afro descendientes, víctimas de delitos sexuales y de violencia doméstica.



 



Para la atención de cada uno de estos grupos se conformó una subcomisión. Con el fin de evitar duplicidad de acciones y lograr una efectiva retroalimentación, se creó la Comisión de Acceso a la Justicia, que desde ese momento a la fecha he coordinado. A partir del año anterior, funciona una unidad de acceso a la justicia, que da apoyo a las diferentes subcomisiones en la implementación o elaboración de las diferentes políticas institucionales.



 



Nuestro Poder Judicial es reconocido en los diferentes foros internacionales por los logros alcanzados en este campo, al punto de ser parte, como luego detallaré, de la Comisión de Seguimiento de las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 2006-2013



 



Desde el 2006 coordino esta Subcomisión, quien solicitó a la Corte Plena, con resultados satisfactorios, la aprobación de una política institucional que permea de manera transversal el quehacer institucional.



 



Las acciones se han dirigido a dos poblaciones meta: funcionarios (as), y usuarios (as).



 



A lo interno, se ha fortalecido la Unidad de Salud Ocupacional, en el abordaje preventivo y en la atención de equipos y mobiliarios especiales, para paliar situaciones por lo general sobrevinientes. Se cuenta con un protocolo para orientar y facilitar este tipo de solicitudes. Además, un 20% (con un aumento gradual de un 5% anual), del porcentaje de las compras, se destina a equipo y mobiliario ergonómico.



 



El Departamento de Gestión Humana cuenta con una política para la atención integral de funcionarios (as) que enfrenten una discapacidad sobreviniente, de manera tal que se respeten los derechos adquiridos mediante las adecuaciones laborales que resulten pertinentes, con el fin de no afectar la prestación del servicio público ni el entorno laboral. 



 



Desde la Subcomisión se han atendido casos particulares que han provocado cambios importantes en la línea institucional.



 



Está en estudio el perfil de los diferentes puestos, a fin de poder llegar, en un futuro cercano, a contar con una política que garantice el ingreso laboral de personas con discapacidad.  



 



A lo externo, se ha avanzado en distintas áreas, con el firme propósito de superar las barreras que se presentan:



 



·         Infraestructura



En el caso de las construcciones antiguas, propias o alquiladas que no sean accesibles, existen acuerdos del Consejo Superior, a solicitud de la Subcomisión, para que cualquier modificación o reforma considere los derechos de esta población, a quien, además, se le debe atender en un lugar que le resulte accesible. En los edificios que no tienen ascensor o este no es apto para ese propósito, hay una oficina en el primer piso destinada a su atención.



 



En las remodelaciones o nuevas construcciones, desde el cartel de licitación, se exige el cumplimiento de la Ley 7600 y, a nivel interno, se respetan las normas de INTECO, por disponerlo así el Consejo Superior a instancias de la Subcomisión.



 



Los últimos edificios, en Guápiles, Grecia y Turrialba son accesibles.  



 



Se ejecutó un plan piloto de señalización en el edificio de Goicoechea, que fue validado por personas ciegas o con dificultad visual. Se analiza su réplica paulatina en los demás edificios y en todos los que se construyan. 



 



·         Informática



 



Las páginas Web del Poder Judicial, de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional, se orientan, sin alcanzarlo en su totalidad, a los estándares universales de accesibilidad. Han sido sometidas a procesos de validación y ajuste y las personas responsables han recibido la capacitación necesaria para su cumplimiento. 



 



Todos los circuitos judiciales cuentan con programas jaws y speaker, para personas ciegas, con dificultades visuales y motoras. 



·         Comunicación



 



La Subcomisión tiene su propia página, con información de interés para personas con discapacidad. 



En la entrada de los edificios hay afiches informativos sobre los servicios que se ofrecen. Casi 300 funcionarios (as) de diferentes partes del país, han sido capacitados (as) en los cuatro cursos básicos de lesco, para orientar a los y las usuarias. 



 



·   Ley de Notificaciones Judiciales



 



El artículo 5 de la Ley de Notificaciones Judiciales fue incorporado a instancias de la Subcomisión, con lo que se garantiza que toda comunicación judicial debe ser accesible, considerando al efecto la discapacidad de su destinatario. 



 



·   Intérpretes 



 



La forma de garantizar a la población sorda una certera y confiable comunicación, ha sido una de las tareas más difíciles. El país no cuenta con una entidad certificadora de la calidad del intérprete en lenguas de señas Lesco. Además, no todo sordo (a) se comunica mediante este lenguaje. 



 



A pesar de estas dos grandes limitaciones, se preparó un Reglamento que mejora de manera significativa el proceso de designación de intérpretes que tiene a cargo la Dirección Ejecutiva. 



 



El tema se ha tratado de cerca con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE). Recientemente se aprobó un Protocolo sobre el perfil del intérprete, al que se llegó mediante una consultoría internacional con fondos de Eurosocial.



 



·         Biblioteca



 



Se parte de que es importante conocer los derechos para exigir su respeto. Hoy, la Biblioteca Judicial y la del Complejo Judicial de San Joaquín de Flores, forman parte de las pocas bibliotecas nacionales accesibles. 



 



Cuentan con equipo ergonómico,atriles, servicio personalizado, lámparas lupa,  teclado gigante, posa pies, entre otros.



 



·         Capacitación



 



Se han impartido muchos cursos y charlas de capacitación y sensibilización en todos los sectores, así como a la población civil con discapacidad. Estos últimos, con apoyo de la CNREE.



 



El Consejo Superior dispuso que, para nuevo ingreso, es requisito aprobar el curso virtual “Todos y todas somos igualmente diferentes. Aprendiendo acerca de la diversidad” que imparte de manera no presencial el Departamento de Gestión Humana. 



 



La Escuela Judicial, con conexión simultánea a otros circuitos y otros países, periódicamente desarrolla un ciclo de video conferencias. Además, en todos los cursos que imparte, trabaja transversalmente el tema desde la perspectiva de los derechos humanos que es, además, un módulo en el programa de formación inicial de jueces.



 



De manera similar trabajan las diferentes unidades de capacitación de la Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y Ministerio Público.



 



El día tres de cada mes, se pasa por intranet un mensaje sensibilizador.



 



Los y las integrantes de la Subcomisión participamos en actividades académicas como foros, presentaciones o mesas redondas. 



 



·         Proyecto de Ley



 



La Subcomisión lideró, junto a otros actores externos (Fundación Justicia y Género, Defensoría de los Habitantes, Diputados (as)) la elaboración de un  proyecto de Ley sobre la Autonomía Personal de Personas con Discapacidad, que desarrolla los principios básicos de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas, aprobada el 29 de setiembre de 2008.  



 



Teletrabajo



 



Solicité a la Presidencia de la Corte que me permitiera explorar en otras instituciones la implementación del teletrabajo, considerando para ello los beneficios que genera tanto para la parte empleadora como para los funcionarios.



 



Las instancias técnicas, por su parte y de manera aislada, tenían la misma inquietud. Esto facilitó la conformación de una Comisión que me correspondió coordinar, con la participación de dos magistrados (as), así como los Departamentos de Tecnología de la Información, Planificación, Recursos Humanos, un juez laboral y un letrado informático. Esta integración permitió una visión integral que se plasmó en una propuesta de Reglamento que se consultó a las diferentes organizaciones  sociales y  jefaturas de órganos auxiliares. Finalmente, fue aprobado por la Corte Plena, que encargó su implementación al Consejo Superior.



 



Sentencia escrita



 



Planteé al pleno de la Corte Plena la necesidad de que toda sentencia oral, cada vez con más fuerza, debe contar con un respaldo escrito, considerando fundamentalmente los derechos de las personas usuarias: partes, abogados, estudiantes, académicos, funcionarios judiciales.



 



A ello se unen aspectos como la brecha digital, de certeza y seguridad jurídica, control ciudadano y transparencia.



 



Después de una vasta discusión, se llegó a establecer que al menos cuando el caso es complejo, hay multiplicidad de partes o una de ellas lo solicita de manera expresa, la sentencia debe entregarse en formato escrito. Además, se dispuso que cada Sala presentará a la Corte una propuesta sobre las materias que les son afines, como en efecto se hizo en el mes de noviembre del 2013.



 



Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad. Comisión de Seguimiento



 



A nivel Iberoamericano, los Presidentes de las Cortes Supremas de Justicia y de los Consejos de la Magistratura de Iberoamérica, se reúnen periódicamente, por lo general, cada dos años, a fin de aprobar una agenda común sobre la justicia.



 



En 2002, en Cancún, se dio un paso importante, al identificar ciertas poblaciones vulnerables. En Costa Rica, ese compromiso se tradujo en un proyecto de ley sobre los derechos de los y las usuarias, presentado en la Asamblea Legislativa.



 



En 2007, al retomarse el tema, la Corte Plena me designó para trabajar en los talleres preparatorios que se realizaron en Santa Cruz de la Sierra, Cartagena de Indias y San José. En el primero y en el último, ante el pleno de los integrantes de los distintos talleres, expuse por su orden, “Logros y Proyecciones de la Comisión de Accesibilidad en Costa Rica”  y “Acceso a la Justicia de la Población Migrante y Refugiada”. Estos talleres concluyen con la propuesta de “Las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad”, que aprobó la XIV Cumbre de Presidentes, realizada en Brasilia en marzo de 2008. 



 



La Corte Plena las aprobó en el artículo XXIV de la sesión no. 8-08 celebrada el 9 de marzo del 2009. 



 



Por primera vez se designó un Comité Internacional de Seguimiento. Fuimos electos los representantes de España, México, Guatemala, Argentina y Costa Rica. La coordinación correspondió a España. Nos hemos reunido y comunicado por medios telemáticos en diversas ocasiones, adoptando acuerdos significativos para impulsar su ratificación, divulgación y puesta en marcha en los Poderes Judiciales que las aprobaron. En las siguientes Cumbres, he presentado la tarea realizada por esta Comisión.



 



Como lo detallo en la parte del currículum, relativa a las ponencias en que he participado a nivel nacional e internacional, en múltiples ocasiones he desarrollado esta materia, desde la óptica de los derechos humanos de acceso a la justicia y tutela judicial efectiva.



 



Tanto la Junta Directiva del Colegio de Abogados, como la Acojud (Asociación Costarricense de la Judicatura), me hicieron un reconocimiento por esta designación. 



 



Comisión de Seguimiento Plan Estratégico Institucional (PEI). 2007-2011



 



Para el Poder Judicial, fue la segunda experiencia en el diseño de un Plan de esta envergadura. 



 



A través de una consultoría Internacional IGT INVERTEC, se hicieron diversos talleres con funcionarios y funcionarias de distintos niveles y áreas, a fin de conocer sus puntos, se dio a la tarea de consultar cerca de 1.200 servidores judiciales de todo el país y de los diferentes sectores que la integran, para definir los compromisos para el quinquenio 2007-2011. Una vez recabada la información, el PEI se volvió a consultar para su validación final. 



 



A diferencia del anterior, en este Plan existen mecanismos para poder medir su grado de cumplimiento.



 



La Corte Plena lo aprobó y creó una Comisión, en la que se me designó como coordinadora para que, junto con otra magistrada, el Departamento de Planificación y representantes de otros sectores, le diera seguimiento. 



 



Se realizaron diversas evaluaciones semestrales, que se remitieron tanto al Consejo Superior como a la Corte Plena, previa consulta a las diferentes dependencias judiciales.  



 



Quizás el logro más significativo de la Comisión, fue trabajar en una cultura de planificación y rendición de cuentas, en virtud de la constancia técnica y esquematizada de las evaluaciones periódicas que se han estado realizando. Para el 2009 se estableció un Plan de Trabajo, que incluye un presupuesto específico, para poder realizar  talleres de evaluación regional, a fin de potenciar la importancia.



 



Comisión Inter Institucional de Hacinamiento Carcelario 2012-2013.



 



Las subcomisiones de privados de libertad y la de penal juvenil, la Defensa Pública y la Comisión de Acceso a la Justicia que coordino, preocupados por la problemática que enfrenta el sistema carcelario, convocamos a los jerarcas del  Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, jueces de ejecución de la pena, así como autoridades del Poder Ejecutivo, relacionadas con el sistema penitenciario, y a diputados (as) de la Comisión de Asuntos Jurídicos, para intercambiar información sobre las condiciones del sistema penitenciario costarricense. De los acuerdos alcanzados informamos a la Corte Plena, quien a raíz de la situación que se presentó en fecha reciente, con ocasión de la orden de un juez que dispuso algunas medidas relacionadas con esta temática, solicitó a la Comisión que conociera del asunto. Los acuerdos alcanzados en las distintas reuniones que se han realizado, permiten tener claridad de que este es un problema nacional que debe ser abordado desde diferentes ángulos. Por esa razón se asumieron compromisos importantes en un ambiente de solidaridad y respeto, entre los que caben destacar la urgencia de contar con más centros penitenciarios, mejorar las condiciones de los actuales, revisar diversos aspectos de la legislación penal y de los proyectos que se encuentran en la Asamblea Legislativa, fomentar las medidas alternativas y fomentar la capacitación.



 



SALA PRIMERA 



 



La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia conoce del recurso de casación de las materias: civil (ordinarios y abreviados)  y contencioso administrativo y civil de hacienda (tributarios, lesividades, ejecuciones de sentencia y de actos firmes). Como tercera instancia rogada, atiende los recursos en materia agraria y notarial, además de los recursos de nulidad que se interponen contra los laudos arbítrales. Le corresponde además la tramitación de los exequátur y cartas rogatorias de todas las materias y definir los conflictos de competencia entre distintos órganos jurisdiccionales. Conoce, además, el recurso de revisión contra sentencias firmes.



 



El volumen de trabajo ha ido creciendo, como lo demuestran las estadísticas judiciales, sin que proporcionalmente se diera un aumento en el personal de apoyo y menos aún en la cantidad de los magistrados (as). Por el contrario, la Sala mantiene un recargo como Tribunal de Casación y durante el 2008 al 2010, también asumió como Tribunal de Apelaciones.



 



Sin duda, la entrada en vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo, que afortunadamente redujo de manera significativa el tiempo de duración de un proceso de esta naturaleza, ha sido un factor determinante en esos resultados.



 



Debo reconocer el compromiso y mística de mis excompañeros magistrados y de los actuales, tanto titulares como suplentes, así como del personal profesional y de apoyo de la Sala. Este fue y ha sido un trabajo en equipo, con el común denominador de satisfacer de la mejor forma el servicio público.



 



1.- Informe estadístico de la labor de la Sala Primera y del Tribunal de Casación. Análisis comparativo 2006 al 2012



 



Los siguientes cuadros elaborados por la Sección de Estadísticas del Departamento de Planificación reflejan el comportamiento de la Sala durante seis años: 2006 al 2012, y del Tribunal de Casación del 2008 al 2012. 



 



El 2013 no se incluye porque a la fecha de este informe el año no ha concluido por lo que dicha Sección no tiene a su haber los datos anuales. Sin embargo, cabe destacar que al día de hoy, no llegan a diez el total de los asuntos anteriores al primer semestre del 2012, que estén pendientes de circular entre los restantes integrantes de la Sala.



 



A continuación, se incluye el informe número 1694-PLA-2013 del 22 de noviembre del año en curso.



 



“Informe estadístico de la Sala Primera para el período 2006-2012”



 



A)      Asuntos regulares. 



 



         Desde el 2006, el volumen de casos pendientes de trámite en la Sala Primera ha ido creciendo a pesar del cada vez mayor esfuerzo resolutivo de la Sala Primera para atender el creciente ingreso de causas nuevas. 



 



         En el cuadro siguiente se puede constatar que al inicio del 2006 se tenían en espera de trámite final 228 expedientes, cifra que se eleva a los 891 a la conclusión del 2012; esto es un crecimiento de casi cuatro veces más. Tal patrón estadístico, es efecto del fuerte incremento de la entrada de causas nuevas al despacho, cuya cifra ha venido creciendo año con año, al pasarse de un ingreso de 733 asuntos entrados a lo largo del 2006 a 1.420 en el 2012.  De esta forma, se incrementó en un 94% el ingreso nuevo de causas a la Sala, factor que se constituye en el mayor aporte a la creciente carga de trabajo(



				







				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				







				







				















				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				















				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				















				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				















				







				







				







				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				















				







				







				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				







				







				















				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				











http://www.poder-judicial.go.cr/salaprimera



http://sitios.poder-judicial.go.cr/sala1/tribunal de casación/



 



H.- Centro Electrónico Casacional



 



El pleno de la Sala consideró importante contar con una oficina que entró en funciones en el 2007, con el objetivo de sistematizar mediante descriptores y restrictores con sus respectivos resúmenes, todos los pronunciamientos dictados por el fondo. En igual sentido se ha procedido con los conflictos de competencia a partir del 2010.



El propósito es facilitar a usuarios internos (letrados, magistrados)  y externos  (jueces, estudiantes, litigantes, académicos), la búsqueda de jurisprudencia. A pesar de que está a cargo de un único profesional en derecho con amplios conocimientos en informática, con frecuencia se reciben comentarios muy positivos sobre el servicio prestado que día a día va en aumento como se refleja en la siguiente tabla con corte al 19 del mes en curso.



 



				Año 2008



				Año 2009



				Año 2010



				Año 2011



				Año 2012



				Año 2013







				67



				207



				356



				567



				1003



				1100











 



I.- Implementación de la carpeta virtual 



 



Aún y cuando la Sala no es un despacho electrónico, en virtud de que recibe asuntos de distintos órganos judiciales, prácticamente de todo el país, que no cuentan con esa herramienta, lo cierto es que a partir de las gestiones que en ella se realizan, la información se digitaliza (escanea) y se incorpora en una carpeta electrónica.



 



De esta manera, se facilita a los usuarios la posibilidad de consultar a través de Internet el recurso y los movimientos que se le han dado, previa solicitud de  una clave personalizada que permite ingresar al sistema de gestión. También es posible gravar la información en cualquier dispositivo electrónico.



Esto facilita el acceso a la justicia y el derecho de información de los usuarios.



 



J.- Código Procesal Contencioso Administrativo.



 



Entró en vigencia en enero del 2008. 



 



Por permitirlo así la nueva legislación y a solicitud de quienes integramos la Sala, se recargaron las funciones de Tribunal de Casación y de Apelaciones, lo que incidió, como luego se verá, en una serie de ajustes operativos. En el año 2010, se creó el Tribunal de Apelaciones, pero la Sala continúo como Tribunal de Casación.



 



Sin duda, el nuevo modelo obligó a tomar una serie de medidas con el fin de enfrentar el nuevo reto con responsabilidad. Por esa razón, desde el seno de la Sala, se gestionaron diversas actividades académicas. 



 



También, es importante destacar que la Sala, en asocio con el Colegio de Abogados y Abogadas, se dio a la tarea de impartir charlas sobre el recurso de casación, igualmente detalladas en el citado curriculum.



 



3.- Fallos relevantes



 



Si bien esta presentación, de diversos temas desarrollados por la Sala en las distintas materias de su conocimiento, no pretende agotar las preferencias que por múltiples razones pueda tener cada usuario en la búsqueda y análisis de la jurisprudencia,  sí ilustra, cuando menos, los pronunciamientos que de una u otra manera, revisten importancia desde el punto de vista jurídico, para lo cual se ordenan en forma alfabética y se indica el número de voto respectivo, cuyo texto puede ser extraído utilizando el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), en la siguiente dirección electrónica:



 



http://jurisprudencia.poder-judicial.go.cr/SCIJ_PJ/busqueda/jurisprudencia/jur_selectiva.aspx?strErr=



 



Accesión. Derechos del propietario del inmueble



 



Las siembras, plantaciones u obras se consideran realizadas por el propietario del terreno, salvo prueba en contrario. 



 



De no ser así, se debe determinar si hubo o no consentimiento del dueño del inmueble. Se deshecha la accesión, en el caso de que exista consentimiento expreso del propietario para la incorporación de cosas.



Fallos 178-F-2007 y 249-F-2011



 



Acción reivindicatoria 



 



La ejerce el dueño del inmueble contra terceros que posean como dueños (sin título)  o contra el poseedor de mala fe, aunque halla dejado de serlo, para efectos de pedir la indemnización por frutos, deterioros y perjuicios. 



 



Para su procedencia, se requiere: derecho real de propiedad, legitimación activa y pasiva e identidad del bien.



 



El poseedor tiene derecho a las mejoras, pero debe reclamarlas en el momento procesal oportuno. (En este punto la posición de mayoría es que basta con que lo alegue al contestar la demanda).



 



Para la prescripción positiva, es necesaria la reconvención.



Fallos 794-F-2006 y 949-F-2006



 



Apertura para recurrir ante la Sala, violaciones procesales del fallo en materia agraria



 



Cambio jurisprudencial. Se admite el recurso en el supuesto de que se aleguen vicios procesales de la sentencia que se recurre.



Se diferencian los vicios de esta naturaleza según se den en la etapa del proceso o en el fallo 



Fallos 178-F-2007 y 179-F-S1-2008



 



Cierre de negocio. Incumplimiento de deberes tributarios



 



El artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, ordena el cierre de negocio, cuando se reincide en no emitir facturas o comprobantes autorizados; no las entregan al cliente, no se presentan las declaraciones, pese a ser requeridas,  o no se ingresen las sumas retenidas, percibidas o cobradas. 



 



La sanción se aplica cuando exista resolución firme de la Administración Tributaria. 



Fallo  215-F-2008



 



Competencias del Concejo Municipal y Alcalde



 



Los ayuntamientos tienen un régimen bifronte, compuesto por dos centros jerárquicos de autoridad, de elección popular. Las funciones del Concejo son políticas y normativas. Las del Alcalde, técnicas, gerenciales y de ejecución. No existe un ligamen jerárquico entre ellos, sino una relación interadministrativa de coordinación,  necesaria para la labor de administración de los intereses y servicios locales del cantón. 



Fallo 776-C-2008



 



Compraventa. Publicidad registral



 



Incidencia de la publicidad registral en relación al tercer adquirente de buena fe.



 



Derecho indemnizatorio derivado de la responsabilidad civil contractual. 



 



En sede penal, es posible anular el traspaso por falsedad instrumental. 



Fallos 680-F-2002, 172-F-2008, 264-F-2008, 653-F-2008, 725-F-2009, 111-F-2010 y 1672-2012.



 



Confesión



 



Análisis sobre la confesión anticipada o judicial, en concreto, la simple, la calificada y la compleja; así como la confesión ficta.



Fallo 892-F-2011



 



Contracto. Incumplimiento. Principio de libertad de contratación



 



La propuesta del incumpliente de volver a la situación original, implica un nuevo acuerdo, con el derecho de quien cumplió, de decidir si la acepta o la rechaza sin ninguna consecuencia jurídica en su perjuicio (principio de libertad de contratación).



Fallo 200-F-2010



 



Contrato. Destrucción de siembra



 



Se analiza la enajenación de un inmueble donde se reconoce el derecho del vendedor de retirar una siembra de banano y el deber del comprador de permitir el ejercicio de ese derecho; porque así lo habían acordado. El convenio no fija el plazo para el retiro. Sin embargo, la Sala estima que es hasta que la siembra esté lista por lo que el comprador  al disponer la destrucción total antes de que se pudiera retirar, debe resarcir los daños y perjuicios.



Fallo 728-F-2007



 



Contrato de compraventa. Garantía de funcionamiento



 



Distinción entre la garantía de funcionamiento y los vicios ocultos.



Fallos 212-F-2008 y 1470-F-2011



 



Contrato de seguro. Figura del comisionista  



 



La relación entre el Instituto Nacional de Seguros y una agencia comercializadora, sus apoderados y agentes, es de carácter privado y se rige por el derecho comercial. 



La agencia, como comisionista, actúa por cuenta y en nombre del INS. 



Los derechos y obligaciones surgen entre el tercero y el mandante. 



Esta es una figura contractual, de la que se vale el INS para expandir sus servicios, y promover, gestionar, cobrar, inspeccionar y colocar seguros, por lo que no puede disponer su resolución, ejecutando la garantía de cumplimiento, salvo cuando se invoquen razones de protección al interés público.



Fallo527-F-2008



 



Contrato de transporte



 



Análisis histórico del Convenio de Varsovia el cual contempla la responsabilidad del transportista por  los daños derivados por atraso, pérdida o avería de la mercadería. No se excluye el resarcimiento de otros menoscabos que sean derivados del incumplimiento o cumplimiento defectuoso.



Voto 214-F-2009



 



Contrato mercantil. Plazo de cumplimiento



 



En contratos mercantiles no se reconocen términos de gracia o cortesía, por lo que no se admite un plazo distinto o mayor al fijado expresamente por las partes, a fin de garantizar la celeridad en el tráfico comercial. El comprador no está obligado a recibir la mercancía en condiciones diferentes a la pactada (cantidad y plazo), mucho menos, si para ese momento no le resultan útiles, operando una pérdida de interés del acreedor. Si acepta entregas distintas, la venta queda consumada en cuanto a ellas.



Fallo 1093-F-2011



 



Contrato. Promesa de hecho de tercero



 



Posibilidad de que la parte contratante se obligue frente a la otra a que un tercero asuma una obligación de dar o hacer. Este régimen excepcional requiere del consentimiento del tercero y que el promitente asuma la prestación en caso de que este se niegue, es decir, responderá subsidiariamente.



Fallo 365-F-2007



 



Corredor de bolsa. Prescripción para el cobro de daños y perjuicios. Cancelación de credenciales. La naturaleza de la relación subyacente determina el plazo de prescripción para el cobro de daños y perjuicios.  



 



La cancelación de credenciales de un corredor de bolsa, se rige por la prescripción mercantil.   Interrupción de la prescripción por actos continuos o que se reafirman con periodicidad. 



Fallo 171-F-2007



 



Cosa juzgada



Concepto, naturaleza, efectos y límites de la cosa juzgada.



Este instituto, impide variar lo resuelto en sede penal en relación con el traspaso anulado, al determinarse la falsedad instrumental. 



Fallo 680-F-2002



 



Cuantía. Obligación de valor



 



Se hace una distinción entre obligaciones dinerarias y de valor. La Sala considera que la cuantía limita el máximo de las pretensiones pecuniarias en el caso de las obligaciones dinerarias, no así las de valor, por lo que el juzgador no incurre en incongruencia por ultra petita, cuando reconoce más del monto provisional fijado en la demanda por daños y perjuicios. 



Fallo 600-F-2009 y 1052-F-2009



 



Daño ambiental. Naturaleza y destino de la indemnización



 



Concepto de ambiente, daño ambiental, contaminación y evaluación del impacto ambiental.



Análisis de los diferentes tipos de daño y las reglas para su indemnización.



Se aborda el tema de la legitimación activa, intangibilidad de la cosa juzgada y fiscalización en la reparación.



Por primera vez, se analiza el concepto, tipo y carácter público de la indemnización y sus controles.



Fallos  675-F-2007,  104-F-2009,  199-F-2010,  90-F-2011,  1469-F-2011, 189-F-2012,  y 1440-F-2012



 



Daño físico



 



Análisis sobre el daño a la persona en su integridad física o psíquica, de previo al evento lesivo. El que una afectación considerable del cuerpo pueda no dejar secuelas, o al menos no visibles, como en el caso de una fractura, no impide que el sujeto que lo  padeció  deba ser indemnizado, pues resultó menoscabada su integridad corporal.



 



En consecuencia, atendiendo a su importancia, gravedad, intensidad, funcionalidad –por citar algunos elementos- se impone al agente que los causó,  el deber de responder.  



Fallo 1153-F-2011



 



Daños y perjuicios derivados de una falta de respuesta 



 



Condena al Estado ante imposibilidad del Colegio de Abogados, de resolver la solicitud de incorporación planteada por los ejecutantes, debido a que  CONESUP no respondió oportunamente.



Fallo 713-F-2005



 



Decisiones del Tribunal Eclesiástico no tiene efectos civiles 



 



Denegatoria de exequátur a un fallo del Tribunal Eclesiástico que anula vínculo matrimonial. Esa decisión no produce efectos civiles 



Naturaleza del derecho eclesiástico; análisis y distinción con el derecho estatal. 



Fallo900-E-2002



 



Defensoría de los Habitantes sujeta a control jurisdiccional



 



Es una entidad de derecho público, con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado. 



 



Realiza función administrativa, por lo que debe estar sujeta al control jurisdiccional, en el tanto puede contravenir el ordenamiento jurídico o lesionar a terceras personas, además de que puede incurrir en  responsabilidad patrimonial. 



 



El hecho de emitir recomendaciones no la exime de ese control jurisdiccional, pues atentaría contra el derecho fundamental de tutela judicial efectiva y el principio de control universal de la Administración Pública. 



Fallo 768-F-2006



 



Delegación. Deber del Estado



 



Si el Estado delega un servicio, debe vigilar su prestación. Mantiene competencia para definir el régimen de explotación, cómo debe ejecutarse el servicio, fijar su tarifa, imponer sanciones por incumplimiento de las condiciones pactadas y asegurar el beneficio económico al concesionario.



 Fallo  577-F-2007



 



Derechos de autor. Protección a la creación intelectual. Derechos sobre actividades relacionadas con su explotación o uso



Se define lo que es obra y se explican los derechos de sus autores: patrimoniales (provecho pecuniario) y morales (paternidad, reputación del autor y libertad de exponerla). 



Se reconoce el daño moral subjetivo por la autoría de una canción, utilizada en campaña electoral. 



Fallo 127-F-2007



 



Derecho de uso del subsuelo



 



Análisis de los principios constitucionales de propiedad, razonabilidad y proporcionalidad; así como la “teoría del interés real de uso que debe ser acreditado por el propietario de la superficie”. No es suficiente que el propietario alegue que el subsuelo le pertenece, pues debe demostrar que hacia abajo es propietario por accesión de otras construcciones o al menos, que tiene un interés real de uso de ese espacio. Lo anterior adquiere mayor relevancia, tratándose de obras públicas que exceden el nivel de profundidad tradicionalmente utilizado para construcciones civiles y de otra índole, que pueda realizar el dueño de aquella superficie.



Fallo 1309-F-2013



 



Empleo público



 



Lineamientos para determinar la competencia de la jurisdicción contencioso administrativa y de la laboral en asuntos de empleo público. Análisis de los votos de la Sala Constitucional números 9928 y 11034, ambos del año 2011.



 



         Jurisdicción Contencioso Administrativa, conocerá:



·         Cuando se cuestiona una conducta administrativa derivada de una relación de empleo público en el ejercicio de potestades de imperio. Fallos 1274-C-2010 y 962-C-2011



·         De una medida cautelar para suspender un acto administrativo. Fallo  1279-C-2010



·         De la protección efectiva de situaciones jurídicas individuales, de derechos subjetivos e intereses legítimos.  Fallo 328-C-2013



·         Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado (obligación indemnizatoria), como asunto que integra el ámbito competencial del proceso civil de hacienda. Fallo 1044-C-2010



·         La solicitud de cumplimiento de disposiciones dictadas por la Administración a favor del administrado, por tratarse de ejecución de actos firmes y favorables Fallo 33-C-2011



·         Cuando existe concurrencia de pretensiones de orden jurídico-público y otras de orden laboral, que las atrae el fuero de atracción.  Fallo 1474-C-2012



·         De los conflictos que se presenten en un Banco estatal que es un ente autónomo, regido en su actividad externa (sobre todo para el cliente), por el derecho común o privado. Su relación de empleo público con sus funcionarios es interna. El núcleo central de la relación viene regulado por convención colectiva (instrumento jurídico neutro), cuyo contenido y regulación remiten a una amplia gama de las normas propias del derecho administrativo en combinación con las de orden laboral. Su régimen disciplinario tiene rasgos marcados por el derecho administrativo, que obligan en consecuencia, a definir el conflicto en la jurisdicción contenciosa administrativa.  Fallos 1306-C-2012 y 358-C-2013



 



La Jurisdicción Laboral conocerá:



·         Cuando la persona no desempeña tareas como funcionario público. Fallo 745-C-2012



·         Cuando se solicitan extremos patrimoniales de orden laboral. Fallo 908-C-2013



·         De los procesos disciplinarios contra servidores municipales, cuando ha actuado el tribunal contencioso, como jerarca impropio y no como órgano jurisdiccional. Fallo 249-C -2013



·         Cuando se pretenda la nulidad del acto de despido de una persona protegida por un fuero sindical. Fallo 1220-C-2012



·         En virtud del giro comercial de la actividad de la entidad bancaria (ente público no estatal). Fallo 1019-C-2011, 237-C-2012 y 1473-C-2012



·         Cuando el  actor está sometido al derecho laboral común, dada la naturaleza de empresa pública de la parte contraria. Fallo 498-C-2012 y 882-C-2012



·         Los casos de la trabajadora embarazada o en período de lactancia, que fuere despedida, conforme al canon 94 bis del Código de Trabajo. Fallo 499-C-2012



·         Cuando estén de por medio acuerdos de derecho laboral colectivo o movimientos huelguísticos. Fallos 459-C-2012, 569-C-2012 y 1571-C-2012



·         De las pretensiones para obtener los incentivos salariales establecidos en las leyes 6863 y 7064.  Fallo 1129-C-2011



·         Las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral, a la fecha de publicación íntegra de la sentencia constitucional n° 11034-2010, en el Boletín Judicial del 7 de julio de 2010. Fallos 921-C-2011 y 404-C-2012



 



Equilibrio financiero en contratación administrativa



Derecho del concesionario a que se mantenga el equilibrio de la ecuación financiera del contrato, mediante un incremento en la tarifa del transporte público de personas, que compense los aumentos causados en la ejecución del contrato. 



El reajuste de precios o mecanismo jurídico de restitución (no de indemnización) del valor real de la obligación, reconocido en todo contrato celebrado con el Estado, mientras no se declare, es una expectativa de derecho. 



Fallo 577-F-2007



 



Equiparación judicial



La equiparación judicial de los efectos de la resolución administrativa en favor de un tercero posibilita la terminación anticipada del proceso. La resolución que así lo disponga tendrá autoridad de cosa juzgada material. 



Análisis sobre su denominación, concepto, objetivo, características del acto administrativo, el solicitante de la equiparación, momento para pedirla, deberes y obligaciones de las partes, órgano ante quien se presenta; así como su trámite y efectos de la resolución.



Voto 445-F-2012.   



 



Impuesto de licores. FANAL puede aplicar descuentos, pero no deducirlos del impuesto de renta  



No hay norma que prohíba a FANAL aplicar descuentos en los precios de sus productos como práctica comercial. Sin embargo, no puede deducirlos de la base imponible, porque la ley no contempla para este tributo concreto, esa posibilidad, tal y como sucede con el impuesto general sobre ventas.



En materia tributaria, es  improcedente la analogía.  



Fallo 399-F-2006



 



Impuesto de patente. Banco Popular y de Desarrollo Comunal no lo paga



La patente es una licencia municipal que habilita  realizar una determinada actividad lucrativa en el territorio de un gobierno local. 



Se justifica su cobro  en la necesidad de sufragar los costos de los servicios públicos (aseo, seguridad)  que brinda la Municipalidad, y que implican un beneficio para los negocios y comercios. 



El Banco Popular, es una institución de derecho público no estatal. Despliega una serie de actividades lucrativas. Integra el Sistema Bancario Nacional y por esa razón, no paga impuesto de patente municipal.



Fallo 791-F-2007



 



Incendio y quemas en inmueble agrario 



Desarrollo histórico de la normativa sobre incendios y quemas en fundos agrarios.



Principio de responsabilidad objetiva. Se presume la responsabilidad de quien creó las condiciones del daño. El afectado no debe demostrar la culpa o dolo de quien causó el incendio o la quema. 



Fallo 1071-F-2004



 



Incongruencia



En la nueva legislación contenciosa administrativa, la congruencia se relativiza por cuanto, en virtud de los poderes otorgados al juzgador, las pretensiones aducidas en la demanda pueden sufrir variaciones, tanto en la audiencia preliminar, como en el juicio (artículos 90.1.b y 95); además de que pueden darse pronunciamientos oficiosos (art. 122).  



Fallos 1509-F-2012 y 3-F-2013



 



Indexación no convencional



En un cambio jurisprudencial, se sientan las bases para reconocer la indexación en obligaciones dinerarias, como forma de actualización monetaria. 



Fundamento normativo y presupuestos para la procedencia extra-convencional, entre ellos, que sea reclamada oportunamente.      



Fallos 1016-F-04 y 519-F-05 



 



Indexación  Forma de determinarla



Se detalla la fórmula y los componentes para indexar sumas de dinero y el interés neto 



Fallo 902-F-2012 



 



Ineficacia del negocio jurídico



Se detallan los supuestos en donde el acto o negocio jurídico no produce o deja de producir efectos: falta de validez, resolución contractual, condiciones suspensivas o resolutorias, indeterminación objetiva o subjetiva, revocación y aquellas hipótesis que impiden la producción de efectos o los hacen cesar con posterioridad.  



Se determina la nulidad e ineficacia de un contrato de venta de un lote de 30 metros, por contener cláusulas contrarias a las normas de fraccionamientos urbanos que impiden segregar en esas porciones.



Fallo 183-F-2008



 



Interés legal. Vigencia del régimen civil y comercial



Análisis de los artículos 497 del Código Mercantil y 1163 del Código Civil, en lo que respecta a la  fijación de la tasa del interés legal, a la luz de las reformas introducidas en la Ley de Mercado de Valores.



Fallo 984-F-2006



 



Interés superior del niño, niña o adolescente



Análisis normativo internacional y nacional sobre la protección del niño, la niña y el o la adolescente; y su reconocimiento como sujeto pleno de derechos. 



Su interés superior debe ser considerado a la hora de decidir. 



Fallo 699-E-2003



 



Interpretación de normas tributarias. Cambio Jurisprudencial



Se pasa de un sistema restrictivo, a favor de la Administración Tributaria, a uno abierto, que incluye distintas formas de interpretación, incluida la finalista.



Fallos 399-F-2006 y 262-F-2007



 



Litis consorcio. Conversión de la pretensión



En los casos en que se solicita la reinstalación en el puesto, debe ser traído al proceso el sustituto. 



Caso contrario, es posible que, aún de oficio el Juez, no la Sala, haga la conversión a daños y perjuicios. 



Fallo 962-F-2005



 



Legitimación del consumidor



No se requiere ser el propietario registral para estar legitimado para reclamar la indemnización por los daños ocasionados en un vehículo, causados por e. La Ley de Promoción de la Competencia califica al consumidor como el destinatario final que adquiere o utiliza los servicios. En otras palabras, a partir del contrato por servicios entre las partes, surge la relación jurídica, donde el daño causado al objeto de la contratación debe ser indemnizado, y la legitimación surge de tal vínculo.



Fallo 168-F-2010



 



Mala praxis. Inicio de prescripción para cobro de daños y perjuicios 



El plazo prescriptivo, para el cobro de daños y perjuicios, originados en una mala práctica médica, inicia cuando la víctima  está en condiciones de ejercer el reclamo. 



Fallos 606-F-2002 y 376-F-2006.



 



Materia patrimonial disponible. Plazo para laudar



Bajo pena de nulidad, el Tribunal arbitral debe laudar en el plazo establecido.



De acuerdo con la Ley RAC, solo es arbitrable, la  materia patrimonial y disponible. No es susceptible de arbitraje el ejercicio de potestades de imperio o deberes públicos, por ser indelegables, irrenunciables e imprescriptibles.



Fallo 718-F-2006



 



Mejoras



Análisis jurisprudencial sobre el reconocimiento oficioso o a solicitud de parte de las mejoras.  En criterio de mayoría, su otorgamiento depende de que hayan sido pedidas por la parte, bien en la demanda, contrademanda o en sus respectivas contestaciones y, además, se haya aportado prueba suficiente e idónea para acreditarlas, para evitar indefensión a la parte contraria, quien debe contar con la posibilidad de referirse al respecto y aportar los elementos de descargo necesarios.



Fallo 76-F-2009



 



Pacto comisorio



Análisis sobre el pacto comisorio. Nulidad de la compraventa al disfrazar un pacto comisorio, toda vez que existe apropiación de un bien inmueble que garantiza un crédito, sin acudir al proceso ejecutivo. Esa nulidad del acto o negocio decretada lo es sin perjuicio de terceros que de buena fe adquirieron derechos al amparo del Registro. El titular original tiene derecho de reclamar judicialmente, si a bien lo tuviere, la responsabilidad del agente al que atribuye el despojo. El pacto comisorio extiende su invalidez para bienes muebles (prenda).



Fallo 299-F-2007 y 111-F-2010



 



Poder especial. Asamblea de accionistas



Normativa aplicable en caso de que se otorgue un poder para participar en una asamblea societaria. 



Fallo 489-F-2005 



 



Prescripción positiva en materia agraria



En esta materia, hay dos tipos de usucapión o adquisición de la propiedad por el transcurso del tiempo. 



La especial, regulada en la Ley de Tierras y Colonización, cuyo fundamento es la posesión precaria, por la necesidad de explotar el fundo como medio de subsistencia propia o del núcleo familiar, en la que no es  determinante la buena o mala fe; y la agraria común, regulada en el Código Civil, en la que, quien pretenda adquirir, debe demostrar el justo título, la posesión y  la buena fe. 



Fallo 178-F-2007



 



Prescripción. Incapacidad



El plazo de prescripción no corre contra los incapaces, durante el tiempo que estén sin curador que los represente de acuerdo a la ley.



Fallo 622-F-2011



 



Prevalencia del derecho de familia sobre sucesorio



La discusión sobre una unión de hecho para heredar, por la especialidad del derecho de familia no se ve  afectada por el fuero de atracción del sucesorio. 



Fallo 719-C-2007



 



Principio de no confiscatoriedad, vinculado a capacidad contributiva



Existe un deber de contribuir con las cargas públicas, pero los tributos deben ponderar en forma razonable la capacidad contributiva, de modo que no se transformen en medios impositivos que cercenen la propiedad y posibilidades de desarrollo económico. 



Fallo 399-F-2006



 



Principio de territorialidad



La competencia como motivo de casación, autoriza acoger el recurso y la nulidad del fallo, cuando el proceso no corresponde a los tribunales nacionales, sea por el territorio o por la materia. 



Fallo 843-F-2007



 



Prueba trasladada



Se permite en un proceso, por medio de certificación de piezas, el traslado legal de pruebas oportunamente evacuadas en otro, a fin de verificar los hechos debatidos. Se exige que sean los mismos litigantes quienes tuvieron la posibilidad de controvertirla –principios del debido proceso y derecho de defensa-. 



Fallo 315-F-2011



 



Representante de casa extranjera causa de resolución



El proceso de administración y reorganización con intervención judicial, no constituye causa justa para dar por finalizado en forma unilateral el contrato de distribución. 



La ineptitud o negligencia del representante debe ser declarada judicialmente. 



Fallo 794-F-2005



 



Reserva legal en materia tributaria. No por vía analógica



La analogía es un método válido para llenar lagunas legales, es decir, cuando no existe norma expresa. 



No obstante, su aplicación no puede dar origen a la creación de tributos o exenciones, donde impera la reserva de ley.



Fallo 399-F-2006



 



Responsabilidad administrativa por omisión



Se reitera jurisprudencia sobre responsabilidad objetiva de la Administración, nexo causal, carga de la prueba, factores de imputación, omisión como criterio de anormalidad e ilicitud y las causas de exoneración. 



Fallos  211-F-2005, 584-F-2005, 308-F-2006 y 771-F-2008.



 



Responsabilidad bancaria. Cambio de cheque



El Banco responde por el cambio de un cheque cuya firma se falsificó, en los casos en que sea evidente su alteración.



Fallo 192-F-2004, 24-F-2011 y  632-F-2011



 



Responsabilidad civil contractual



Hotel,  por contrato de hospedaje,  debe brindar a sus huéspedes seguridad. Caso de muerte en una piscina, por descarga eléctrica.



Fallo 570-F-2002



 



Responsabilidad civil extracontractual. Dueño registral del vehículo



Dueño registral no es responsable solidario de los daños causados con su vehículo que está bajo custodia de un taller mecánico para su reparación, al estar fuera de su ámbito de control. 



Responsabilidad del dueño registral se limita al valor del vehículo que se grava. 



Falta de demostración de la culpa o dolo del conductor impide condenarlo en daños y perjuicios. 



Fallo 654-F-2004 y 891-F-2005.



 



Responsabilidad civil no se sujeta a acción penal. Derogatoria tácita del art. 871 del Código Civil



La prescripción de la acción penal es independiente de la responsabilidad civil (obligación de reparar el daño causado), derivada del hecho dañoso y punible.



El origen de la obligación de indemnizar proviene de una conducta (activa u omisiva) generadora del daño y no de un delito. 



Acción civil sólo podrá ejercerla el afectado y delegarla en ciertas circunstancias en el Ministerio Público.



Conforme al principio de que ley posterior deroga la anterior, el canon 871 del Código Civil fue derogado tácitamente por el 96 del Código Penal. 



La amnistía, el indulto, el perdón y las diversas formas de extinción de la acción penal, no afectan la responsabilidad civil.  



Fallo 422-F-2007



 



Responsabilidad civil por detención ilegítima



Fijación prudencial del daño moral, aplicando principios de proporcionalidad y razonabilidad. 



Fallo 370-F-2003



 



Responsabilidad civil por prisión preventiva



El Estado debe indemnizar a la persona que fue sometida a prisión preventiva y luego es absuelta, con plena demostración de inocencia. Diferencia cuando absolutoria es por duda.



Fallos 654-F-2008, 97-F-2009, 211-F-2009, 446-F-2012 y 14-F-2013



 



Responsabilidad objetiva de establecimientos comerciales



Análisis normativo, principios constitucionales y derechos fundamentales del derecho económico a la protección del consumidor; así como el régimen de responsabilidad objetiva en las relaciones de consumo impuesta por la Ley de Defensa del Consumidor.  En particular, la teoría del riesgo creado o del daño creado, nexo de causalidad, carga probatoria, causas eximentes de responsabilidad y plazo de prescripción de cuatro años. Se aplica en casos de responsabilidad de los establecimientos comerciales por la sustracción de un vehículo en sus parqueos; por lesiones físicas debido a caídas: por estar mojado el piso, por existir obstáculos en la vía; en el área de juegos infantiles de un restaurante o por el uso de una atracción acuática en el Parque Nacional de Diversiones; así como el derecho de las personas a estar informadas de los productos que consumen y cualquier otro extremo que podría perjudicarlos económicamente  (información de las bases de un concurso cuyo premios eran unos automotores), entre otros supuestos. No eximen de responsabilidad, los tiquetes, carteles o letreros, en donde la empresa no se responsabiliza por los daños que se puedan sufrir. No debe distinguirse entre cliente potencial y comprador efectivo. La adquisición efectiva del producto es intrascendente.



Fallo  646-F-2001, 460-F-2003, 295-F-2007, 655-F-2007, 609-F-2008, 748-F-2010, 1521-F-2010, 515-F-2011, 1153-F-2011 y 7-F-2012



 



Responsabilidad objetiva en materia de agroquímicos



Se imputa responsabilidad objetiva a quien registra el producto como a quien vende y da una receta distinta a la etiqueta del producto, en virtud de que se trata de una actividad que implica un riesgo al consumidor, al medio ambiente y al productor agrario.



Fallo 809-F-2012, 1691-F-2012 y 457-2013



 



Responsabilidad patrimonial. Carga probatoria



En la responsabilidad patrimonial derivada de un factor objetivo de atribución, le corresponde acreditar el daño y sus alcances, a quien lo sufrió.



El presunto autor debe demostrar las eximentes de responsabilidad que rompen el nexo causal. 



Fallo 212-F-2008



 



Retrocesión



Análisis sobre la retrocesión en materia expropiatoria. La declaratoria de interés público, el avalúo y traspaso a favor del Estado, son conductas orientadas a adquirir el inmueble. Su venta no fue un acuerdo libre y voluntario. Esta situación, configura el presupuesto básico de la retrocesión (la expropiación), además de los diez años sin que el terreno se destinara al fin público que originó su venta. 



Fallos 297-F-2008, 297-F-2008, 733-F-2008, 799-F-2010, 1245-F-2011 y 771-F-2012



 



Ruptura del tope indemnizatorio por accidente laboral



Por el principio constitucional de indemnización plena y tutela judicial efectiva, se rompe el tope tarifado en caso de accidente laboral. 



Fallo 030-F-05



 



Servidumbre de luces, vistas y claraboyas. No opera prescripción positiva



Improcedente la prescripción positiva en este tipo de servidumbres.



 Fallo 507-F-04



 



Silencio positivo, inoperante en materias relacionadas con el medio ambiente



En los permisos de tala, materia ambiental y bienes de dominio público, no opera el silencio positivo. 



Importancia de la conservación de los recursos naturales.



Fallo 397-F-2001 y 771-F-2008.



 



Sociedad Anónima. Facultades legales del Presidente



Análisis normativo sobre la representación judicial y extrajudicial. El Presidente de la Junta Directiva, por ley, es su representante. No requiere de norma estatutaria.



Fallo 489-F-2005



 



Tarifa pública. Competencia de Aresep, su fijación



La tarifa es un medio de retribución justo y razonable, que permite amortizar la inversión para prestar un servicio público y reinvertir en la actividad. 



Competencia de ARESEP para fijar las que deben cancelar los usuarios de un servicio público. Funciones de la Comisión Técnica de Transportes.



Su cálculo se fija con base en el principio del servicio de calidad, al costo. 



Fallo 577-F-2007



 



Tutela judicial efectiva y principio pro actione



La Sala estima improcedente el uso del término “mejoras” y entiende que se está refiriendo a la accesión, pues lo que se pide es que se reconozca el valor de la edificación. Se basa en el principio de tutela judicial efectiva -acceso a la justicia- y el principio pro actione que procura aquella interpretación que sea más favorable a la admisión de la acción.  



Fallo 599-F-2013



 



Usucapión civil. No procede por traspaso de posesión



El justo título, requerido para la usucapión, no se configura con el traspaso de los derechos posesorios, que solo confiere un derecho de posesión.



Fallo 045-F-2007. 



 



Vicio de defecto de cantidad o calidad del producto. Derechos del comprador. 



El artículo 450 del Código de Comercio faculta al comprador para reclamar sobre la cantidad y calidad de los bienes adquiridos, sean los vicios aparentes u ocultos. 



Fallo 212-F-2008.



 



Zona marítimo terrestre. Características. Concesión



Régimen aplicable a la zona demanial o de dominio público al formar parte del patrimonio nacional. Es inalienable e imprescriptible. 



Está conformada por la franja de doscientos metros de ancho a lo largo de los litorales Atlántico y Pacífico (zona pública  restringida) e incluye las islas, islotes y peñascos marítimos, así como toda tierra o formación natural que sobresalga del nivel del mar, dentro del área territorial. La Municipalidad es la competente para otorgar la concesión, previa autorización del Instituto Costarricense de Turismo o del Instituto de Desarrollo Agrario, salvo en el caso de las islas o islotes marinos, en el que se requiere aprobación legislativa.



Fallo 771-F-2008



 



4. Arbitraje



 



Considero importante hacer especial referencia, a que la Sala conoce del recurso de nulidad que establece la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social contra los laudos arbitrales y de algunas otras resoluciones interlocutorias como la definición de la competencia o la recusación de los árbitros.



 



El pleno de sus integrantes hemos participado en diferentes capacitaciones con ponentes internacionales, quienes reconocen el respeto que la Sala ha mantenido a esta justicia alterna y a sus principios rectores, considerándola como una fortaleza del sistema jurídico nacional.



 



La Ley de Arbitraje Comercial Internacional, de reciente aprobación, asigna similares funciones a esta Sala, para lo cual se consideró precisamente la seguridad jurídica que ofrece su línea jurisprudencial.”



- 0 -



Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Esta parte de la sesión se ha destinado para hacer un reconocimiento por su labor a la Magistrada León, por ser hoy el último día que asiste a una sesión de Corte Plena, pues se acoge a su merecida jubilación. A su familia, a don Ronald, a Gloriana, a sus hermanos y hermanas, es un gusto tenerles por aquí y lo mismo a los funcionarios y a las funcionarias que nos acompañan de la Sala Primera y de otras dependencias del Poder Judicial, que han querido unirse en este momento.



Le haremos un reconocimiento y le entregaremos una placa, posteriormente, pero en este acto vamos a decir lo que los compañeros y compañeras tengan a bien manifestar, en relación con este momento que tiene una parte que es de pérdida y dolor, pero una parte de alegría para la Magistrada León, también en lo que significa una nueva vida y nuevas tareas.  Permítame decir las siguientes palabras:



El día de hoy culmina sus funciones en esta Corte y el próximo viernes en el Poder Judicial, la magistrada doña Anabelle León Feoli debido a que se acogió a su derecho a la jubilación.



Se va doña Anabelle de esta institución con la satisfacción del deber cumplido. Esa satisfacción le ha de permitir, a quien se jubila, sentirse muy contento o contenta por haber culminado con éxito, la función y la labor en donde la vida nos pone.



Sepa usted doña Anabelle, que su paso por esta institución ha dejado una huella visible. Así lo dejan ver los cambios y avances logrados en la Sala Primera, durante su gestión como magistrada y presidenta de ese despacho, particularmente en la tramitación de los expedientes y el uso de la tecnología para la facilitación del acceso a la información.   Su participación en fallos emblemáticos  en materia de ambiente, contratación pública, indemnización plenaria -para citar solo algunos temas - refleja la trascendencia que ha tenido su paso en la conformación de la jurisprudencia nacional.



Las personas usuarias del Poder Judicial han encontrado en usted,  una abanderada de sus derechos a través de su gestión y logros en la política de accesibilidad y en las diversas acciones institucionales que propició en esta materia.



Sus facultades de gerenciamiento y su compromiso con el mejoramiento en el acceso a los servicios de administración de justicia quedó demostrada con el primer proyecto piloto en pensiones alimentarias que coordinó en Alajuela, el cual permitió pasar de un tiempo de resolución de seis meses a quinces días; bajo un sistema de gestión que potenció el uso de la tecnología institucional, del recurso humano y congruente con la política de cero papel.   No puedo dejar de mencionar su compromiso,  su apoyo e iniciativas, en procura de una mayor justicia en materia de género.



En este momento de su jubilación, aprovecho para reconocerle sus valiosos aportes  institucionales.  Estoy segura de  que esta será una nueva etapa de su vida en donde igualmente cosechará nuevos triunfos en las actividades que emprenda. Mi felicitación a usted y a su familia, por los esfuerzos realizados para alcanzar este momento como funcionaria judicial”.



Expresa el Magistrado Armijo: “Para nosotros es un honor haber tenido a la Magistrada León durante tantos años.



En lo personal, ha sido una persona con la que he compartido muchísimas cosas, desde que estábamos en el Segundo Circuito Judicial de San José y posteriormente.



Cuando una persona se jubila se dicen muchas cosas, pero lo más importe es lo que se construye en el corazón de otras personas. La Magistrada León no solo ha sido un jerarca en esta institución, sino que, ha sabido ayudar a muchísimas personas que trabajan en la Institución, quienes me consta que tienen un enorme agradecimiento hacia ella y por la labor que ha desempeñado, pero también como nadie trató de ayudar a los más desvalidos y a los más débiles.



Sus trabajos en las diferentes Comisiones del Poder Judicial, ya sea de Valores o en la Comisión respetiva para ayudar a aquellas personas que querían incorporarse al trabajo, a pesar de sus diversidades funcionales, abrió brecha en un tema en que esta Institución nunca lo había hecho.



Para mí ha sido una maravillosa jueza y compañera.



Lamento profundamente que se vaya, pero entiendo que hay un momento en la vida donde uno tiene que tomar ciertas decisiones y solo me resta desearle lo mejor de lo mejor en su nueva vida.



No tengo que decírselo, pero aquí las puertas siempre estarán abiertas de esta que es su casa.



Quienes integramos la Sala Constitucional le deseamos lo mejor de lo mejor”.



Manifiesta el Magistrado Jinesta: “Como se lo externé un día a la Magistrada León, a través de un correo electrónico, estimo que es una lamentable y sensible pérdida para la Sala Primera, el Poder Judicial y Costa Rica que ella nos deje, pero entendemos que se acogerá a una más que merecida y justa jubilación, además con condiciones inmejorables, lo cual me parece muy grato y halagüeño.



En estos momentos uno enfrenta una serie de emociones y sentimientos encontrados, sobre todo cuando se trata de despedir más que a la compañera a la amiga, quien siempre nos ha ofrecido su consejo sabio y tendido la mano para ayudarnos en momentos difíciles. Esto es complicado para quienes somos muy cercanos y amigos de la Magistrada León, porque enfrentamos un torbellino de emociones, ideas y sentimientos, por un lado nos embarga la tristeza, pero por otro lado entendemos que hay felicidad y emoción por una nueva perspectiva personal, porque compartirá más de cerca con su familia, que durante todos estos años de entrega incondicional al Poder Judicial de alguna u otra manera, pues vamos sacrificando nuestro círculo familiar, lo queramos o no.



La Magistrada León tiene grandes cualidades y virtudes como ser humano, todos sabemos la gran ecuanimidad, su gran sinceridad que la caracteriza, la solidaridad, esa amistad leal, sincera y cristalina que siempre nos ha ofrecido a quienes hemos tenido el privilegio de contar con su amistad.



En el plano laboral, le ha dado todo al Poder Judicial, a la jurisdicción contencioso administrativo donde dio gran parte de su vida.



Todos somos sabedores de los innumerables proyectos que ha impulsado la Magistrada León, proyectos realmente estratégicos y sensibles para el Poder Judicial.



Recuerdo con nostalgia como nos ayudó en el proceso de aprobación y promulgación del Código Procesal Contencioso Administrativo, ella se sentó a la mesa en la Comisión revisora que integró con otro magistrado y fueron grandes las orientaciones y consejos que nos dio a la Comisión redactora, para que este nuevo instrumento procesal llegara a cristalizar y fuera una realidad. Considero que ha sido toda una revolución legislativa de tipo procesal, eso se reconoce no solo a nivel costarricense, sino a nivel mundial, un giro copernicano en materia del proceso contencioso administrativo y realmente ahí, el aporte de la Magistrada León está reflejado.



Pero no solo eso, sino como la cabeza de la Sala Primera en la implementación directa de la nueva jurisdicción contencioso administrativo, hablo de esta jurisdicción porque es la que más conozco, junto con la constitucional, pero obviamente también ella es la Magistrada Presidenta de la Sala Primera que conoce de lo civil, agrario, tributario y comercial y también en esas materias fueron notables sus aportes.



La Magistrada León nos deja a todos los amigos, funcionarios,  funcionarias, servidores, servidoras y al país en general una gran lección, de una vida honesta, proba, de absoluta entrega, sacrificio a la función jurisdiccional, la que siempre ha amado. Una vida de trabajo, de honorabilidad a toda prueba, aparte de todos los aportes que le ha traído al Poder Judicial ya solo este ejemplo para los amigos, para los funcionarios, funcionarias, servidores y servidoras y para el país en general es algo magnífico que ella nos deja como legado.



Entendemos que pasará una nueva etapa de su vida, también dentro de ese torbellino de ideas y sentimientos que experimentamos en este momento, somos conscientes de que la Magistrada León disfrutará más de su familia, incluso de estar consigo misma, que a veces nos falta a todos y a todas por vivir en este tráfago cotidiano de los asuntos jurisdiccionales y en general solo bendiciones recibirá. Le pedimos al Altísimo que la ilumine en esta nueva etapa que emprenderá.



Finalmente, le digo a la Magistrada León que sale por la puerta grande, con la frente en alto e indudablemente con la satisfacción del deber cumplido y que Dios te acompañe en esa nueva etapa”.



Dice el Magistrado Rivas: “Al cabo de más de diez años de compartir esta silla y la de la Sala Primera, es oportuno reconocer sus méritos, virtudes profesionales y personales.



Su plan de vida la lleva a retirarse luego de haber pasado exitosamente por ministerios y poderes importantes de este país, para asumir nuevas obligaciones profesionales en otras áreas.



Los momentos y votos compartidos, nos llevan a reconocer en usted una clara visión de país y conciencia de que nuestras decisiones influyen en ese camino, hacia una facilitación del desarrollo de ese país y también su compromiso con la agilización de la tramitación judicial en beneficio de usuarios dejan huella y su interés en mejorar el acceso a la justicia, la llevaron a tener proyección iberoamericana, como  fue reconocido en la última preparatoria en Bolivia.



En lo personal sus virtudes de buena madre, preocupada por el crecimiento y profesionalización de sus hijos, a quienes hemos conocido por sus relatos, aventuras y anécdotas, que a algunos nos produce mucha envidia.



Ha sido patente en nuestros momentos de conversación entre una y otra decisión, el conducirnos con firmeza y perseverancia en estos vericuetos de la toma de decisiones acertadas, mediante su guía e intervención oportuna para corregir errores conceptuales y dar por ejemplo al por tanto el correcto encuadramiento.



Hemos tenido una historia pacífica y normal, pero tuvimos momentos difíciles, pocos, pero que su conducción hizo que saliéramos de ellos bien librados y sin afectación grave, por haberse mantenido la serenidad, razonabilidad y la sabia dirección que usted imprime.



Nos entristece su partida y nos preocupa por el vacío que deja. Ha hecho bien su labor y merece enfrentar esos nuevos retos, no digo descanso, porque está muy joven y veo difícil su retiro de la actividad profesional y sería una pérdida para este país su retiro.  Buena suerte”.



Refiere la Magistrada Varela: “Que grato es ver tanto cariño y compañía para alguien que ha sabido cumplir con altura los destinos que le impusieron en sus manos, cuando fue juramentada por primera vez como magistrada, pero ya desde antes, la Magistrada León ha venido haciendo camino y dejando una huella positiva en la administración de justicia.



Recordemos que se nos fue un tiempo, pero también fue para bienestar del país y eso es digno reconocerlo.



Su llegada como magistrada que me antecedió y no se me olvida nunca cuando en sus preocupaciones por la capacitación, nos hablaba de que no sólo hay que conformarse con hacer, sino que había que trascender, lo cual nunca lo olvido y usted ha sabido trascender con altura, dedicación, compromiso, estudio, con ese don de gente que tiene, esa ecuanimidad envidiable, de la cual es un ejemplo, es un referente y siempre lo ha sido para mí. 



Le admiro su firmeza, cuando dice un “no” sabe justificarlo, igualmente cuando dice “sí” a una decisión. Ha sabido respetar las posiciones que no comparte con los demás y eso es muy importante para un órgano como este.



Esa claridad y valores compartidos que ha sabido aplicar en su dedicación y trabajo es muy importante, porque no se queda solo en la palabra, sino que lo manifiesta en su vida, es coherente entre lo que piensa, dice y hace, y eso es muy importante para mí.



Estoy emocionada, sé que es una pérdida institucional, pero nos deja algo muy importante, ese mensaje y actitud siempre de compromiso con la institución, siempre de luchar porque esta Institución avance.



Quienes me antecedieron en el uso de la palabra, han hecho referencia a todos los aportes, no los repetiré para no aburrirlos, pero hay mucho más todavía, que usted bien sabe y se debe sentir satisfecha, porque ha sabido cumplir con su deber y con altura al compromiso que asumió cuando fue juramentada.



Por otro lado, usted le regaló más tiempo del que la ley exige para poder jubilarse, enhorabuena.  En su momento cuando le pregunté ¿por qué no te quedas más? la observé un poco titubeante.



Eso nos pasa a todos y a todas de los que estamos hoy aquí, porque amamos a esta Institución y siempre queremos dar lo mejor.



Repito, Magistrada León, siento que has dejado una huella positiva, por la que tanto luchó también nuestro antecesor, don Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g.), y supiste honrar y sacar adelante los proyectos que él, en su calidad de Presidente, te encomendó y en su momento también la Presidenta, Magistrada Villanueva.



Este ejemplo es digno de seguir y para los funcionarios y las funcionarias del Poder Judicial es un referente importante.



Muchas gracias por todo lo que aportaste, por la amistad y espero que esta continúe y le deseo muchos éxitos.



Se dice que vas a disfrutar con la familia, es probable, pero conociendo su actitud y conocimientos, sería lamentable como lo externó el Magistrado Rivas, no poner esos conocimientos en función de un bien para la ciudadanía, ahora sería en la vida privada, pero es importante y usted se lo merece.



Felicitaciones a su familia, a la doctora y al doctor, a su esposo y a sus hijos, se deben sentir muy honrados y muy orgullosos por usted”.



Dice la Magistrada Camacho: “Quiero decirle a la Magistrada León, que siguiendo las palabras de la Presidenta, Magistrada Villanueva y todo el recorrido que hizo en breves momentos y palabras sobre toda la labor suya en la Institución, me parece que fue ayer cuando llegué a esta Corte, en realidad soy una de las que recientemente ha llegado y encontré un eco en todo lo que era la labor para las personas vulnerables, su granito de arena en esa materia ha sido muy importante.



Espero que aquí, ahora y después, cuando no estemos trabajando juntas por los programas, usted siga vigilante de todas esas metas y trayectorias tan valiosas en la materia de las personas con diversidad funcional y en la materia de pensiones alimentarias.



Recuerdo que el Primer Circuito Judicial de Alajuela, se convirtió y es un icono en la materia de pensiones, por el aporte y liderazgo que usted le agregó, para mí fue un gran reto cuando me correspondió continuar con esa labor, lo he hecho con el compromiso y el cariño que le tenemos a la materia.



Me resta nada más desearle los mejores éxitos y triunfos para usted y su familia y que aparte los pequeños momentos que usted pueda, para que realmente su familia sienta que usted regresa.



Mil felicidades y un abrazo a toda la familia de la Magistrada León”.



Indica la Magistrada Hernández: “Conocí a la Magistrada León hace muchos años cuando recién la nombraron magistrada.  Desde el inicio se caracterizó por ser una jueza tenaz, disciplinada y preparada.



Me correspondió coordinar algunos temas con ella y sin duda siempre afloró su gran capacidad de trabajo y su espíritu de servicio, pero poco a poco, como suele suceder cuando se comparte con una persona por mucho tiempo, conocí algunas facetas de la mujer detrás del puesto, ya no de la magistrada que quiero destacar hoy con motivo de su despedida y les voy a contar una anécdota que estoy segura que la Magistrada León ni sabe que yo sé.  Estaba en España llevando un curso y aproveché para visitar algunas amigas que estaban estudiando allá, una de ellas una jueza sola y madre, que estudiaba con grandes sacrificios, tenía entonces una niña, hoy es una gran doctora, que estaba enferma de gravedad y requería internamientos constantes y visitas al médico.



La acompañé un fin de semana a la Virgen de Fátima, para pedir por la salud de su hija, que en ese preciso momento tenía una crisis de salud y ahí me contó que quién le ayudaba acá en el país era la Magistrada León, quien corrió por ella varias veces, como si fuera su propia hija, durante muchos años.



Esa solidaridad fue la que empecé a notar en su trabajo y que aquí se ha destacado con propiedad, cuando literalmente se volcó a trabajar por las poblaciones en estado de vulnerabilidad y por agilizar los procesos alimentarios para mejorar la atención de las niñas, los niños y las mujeres.  Su trabajo sin duda es más que un reflejo de profesionalismo y liderazgo, es también testimonio de un espíritu noble y generoso.



Detrás de esa mirada firme conocí a una persona cálida, que además quiero reconocer, siempre me tendió una mano cuando necesité de su ayuda o consejo y por ello siempre le estaré muy agradecida.



Todo lo que aquí se ha dicho sobre la capacidad de la Magistrada León, es un justo reconocimiento a su trabajo. Quiero más bien resaltar su humanidad y nobleza con las demás personas, sobre todo con las más necesitadas.



La despido con las siguientes palabras de Paulo Coelho sobre el éxito, que cada vez que las leo pienso que le aplican a usted en todo, dice así: “el éxito que hoy abrazas es el resultado de lo que sembraste con amor, lograste que tu trabajo fuera respetado, porque fue realizado para demostrar el amor por los demás.  Lograste terminar lo que comenzaste a pesar de las trampas del camino y cuando el entusiasmo disminuyó a causa de las dificultades, echaste mano de la disciplina y cuando esta parecía desaparecer a causa del cansancio, usaste tus momentos de descanso para pensar en los pasos que había que dar en el futuro.  No te dejaste paralizar por las derrotas que están presentes en la vida de todos aquellos que arriesgan algo, no te detuviste tampoco en los momentos de gloria.”



Magistrada León, sin duda este Poder Judicial se ha dignificado con su trabajo y compromiso con los más nobles ideales de la justicia.



Le deseo un mañana lleno de éxitos y bendiciones en compañía de sus seres queridos”.



Manifiesta el Magistrado Ramírez: “Este homenaje de la Magistrada León es muy merecido y están aquí presentes una generación nueva de funcionarios y funcionarias los cuales tienen que seguir su ejemplo, porque es de suma importancia salir por la puerta grande y que las nuevas generaciones se den cuenta de los funcionarios y funcionarias del Poder Judicial.  Los compañeros han señalado todas sus virtudes.



Tengo mucho tiempo de conocer a la Magistrada León, sé de su enorme capacidad, sé que usted es una mujer auténtica y sabia, que derrochó sabiduría y enseñanzas a todas las personas que pudo darle consejo.



El Poder Judicial y Costa Rica pierde a uno de sus más grandes valores, pero debe de tener usted y su familia, Magistrada León, plena seguridad de que este país le estará eternamente agradecido.



Por razones muy especiales, me correspondió asistir a las fiestas de las asociaciones, en las cuales se rindió homenaje a la mujer que hizo suyo los problemas de los servidores y las servidoras y los funcionarios y las funcionarias judiciales y trató de solucionarlos. Me decían en la Asociación Nacional de Empleados Judiciales y en la Asociación de Jubilados y Pensionados que llevara un mensaje a la funcionaria proba, a la mujer inteligente que hoy pierde el Poder Judicial.



Tratamos de persuadirla de que no se fuera, recurrí a su esposo en una cita médica y cuando él me dijo que eso no tiene solución, como se dice popularmente “tiré la toalla”.



También voy a perder a una compañera de las luchas en el fútbol, porque me sentiré solo, en razón de que ella me acuerpaba cuando teníamos que discutir contra los de otros equipos, pero ahí estaremos siempre en esas luchas.



Usted ha escrito con letras de oro, en el libro de su vida, en el Poder Judicial, cosas muy lindas.



Que Dios y la Virgen de los Ángeles la acompañen siempre y que su esposo e hijos vuelvan a tener el calor de la esposa y madre y no me queda más que decirle hasta luego y que mi oficina siempre estará abierta para cuando usted lo desee”.



ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.



Indica el Magistrado Salazar: “Diré unas pocas palabras para no alargar esta triste despedida por jubilación.



Conocí a la Magistrada León cuando me desempeñaba como Juez Coordinador del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José e integrábamos juntos la Comisión de la Jurisdicción Laboral, ahí le conocí su visión institucional, capacidad de trabajo, integridad y compromiso serio con el Poder Judicial, hoy en que apenas inicio la Magistratura con nostalgia siento su retiro para el disfrute de su bien ganado derecho a la jubilación.



Me hubiera encantado trabajar juntos y haber aprovechado sus atinados consejos en beneficio de esta Institución que tanto nos ha dado.



No me queda más que desearle muchos éxitos en su nueva vida personal, familiar y profesional, confiado en que Dios seguirá guiando sus correctos pasos.



Un hasta pronto Magistrada León”.



Expresa la Magistrada Arias: “Conozco a la Magistrada León, también desde que éramos juezas y en el Segundo Circuito Judicial de San José como que ese lugar tiene algo especial.



Quisiera leer un pequeño pasaje que busqué especialmente, porque aunque quiero ser un poco egoísta en esta primera parte y hablarle a la amiga; la Magistrada León además de ser mi compañera en la Judicatura es una amiga, siento que me ha tendido siempre una mano y; “más que una mano extendida, más que una sonrisa, más que la alegría del encuentro, la amistad es la fuerza espiritual que una persona recibe cuando descubre que hay otra que cree y confía en ella”. Muchas gracias por todos estos años de amistad que van más allá de mi paso por la Judicatura, gracias por ser mi amiga.



Todos esperábamos que esta noticia de alguna forma se retrasara, todos lo intentamos, lo intentó el Magistrado Ramírez, lo intenté yo también, con menos persuasión, pero intentamos que si era del caso su decisión se retrasara, porque eres una persona muy joven, pero la verdad es que hay un momento en la vida que se toman decisiones y ésta sin duda alguna ha sido una decisión muy pensada.



Sin embargo, y a pesar de que me embarga la tristeza porque te vas, también hay algo de alegría cuando uno sabe que los proyectos continuarán y sé que vas a dar un gran paso adelante y que la jurista y administrativista brillante que conocemos, la pionera en el reconocimiento de los derechos del género, también la ejecutiva y la gerente que conocemos, continuará dando esos pasos agigantados y sé también que es bonito retirarse y que le digan a uno en vida todas las cosas que uno ha realizado.



Sin duda alguna has dejado una huella en esta Institución y en cientos de personas que cada día reciben los beneficios de tus grandes ideas, sueños y proyectos.



Recuerdo cuando estabas en otro lado, en el Tribunal Supremo de Elecciones, el 50% de las personas de este país te debe, junto con el resto del Tribunal, ser la primera persona que hizo que las acciones afirmativas fueran una realidad y, sin duda alguna, ese reconocimiento, ese cambio en la vida política y pública ha sido fundamental, porque ahora tenemos la posibilidad de exigir también que ese 50% de representación vaya y se dé precisamente en los cargos de elección popular.



Sin duda alguna los encadenamientos que se dieron y realizaron, posteriormente a ese gran paso, tanto con la llegada de mujeres a la Asamblea Legislativa, como el encadenamiento o el efecto dominó en esta Corte Suprema de Justicia, permiten que el día de hoy tengamos una tercera parte de la integración de esta Corte formada precisamente por mujeres.



En cuanto a las personas en condición de vulnerabilidad, es innegable todo el trabajo que ha realizado en la Comisión. Me correspondió formar parte tangencialmente de la Comisión, pero sin duda alguna también todos hablan de la capacidad de gerencia, del liderazgo que tenías y como señalo, no solamente algunas personas sino cientos de personas y me atrevería a decir, no solamente en nuestro país sino en Iberoamérica recibirán los beneficios del reconocimiento de la condición de vulnerabilidad.



Has dejado una marca en las personas que trabajamos a su lado, esa marca incluso nos llevó a conocer a tu familia, no conocí nunca a tu papá, pero recuerdo una anécdota que siempre nos contaba sobre el papá, que por cierto se la conté a mis hijas, porque me parece una forma genial de resolver muchos problemas que tiene que ver con la mente, con el corazón y otras cosas.



También has dejado un espacio en el corazón de cada uno de nosotros.



Esto es un hasta pronto, tendremos la oportunidad de reencontrarnos, deseo que seas feliz, que tengas mucha paz en esta nueva etapa de tu vida, que como sé será plena de actividades.



Sales por la puerta grande, estoy muy contenta de haberte conocido, con la satisfacción del deber cumplido, que el Señor te bendiga, guarde y te dé la paz”.



Manifiesta la Magistrada Vargas Vásquez: “Aprovechando la coyuntura de mi nombramiento, me uno a las palabras del Magistrado Rivas en representación de las y los integrantes de la Sala Primera y además en representación de las Magistradas y Magistrados Suplentes de esta Sala, le reitero a la Magistrada León, porque ya lo hicimos en una reunión reciente, deseo reconocer sus múltiples cualidades, entre ellas de gerenciamiento y liderazgo, entre muchas otras, en especial agradecer su calidad humada, sus enseñanzas, el apoyo y el respeto que siempre ha tenido para con nosotros y nosotras como suplentes, en mi caso durante 10 años de compartir como suplente con la Magistrada León.



Le deseo los mejores éxitos, en esta nueva etapa de su vida, al lado de su familia, don Ronald, Gloriana tan brillante como es su mamá y muchos éxitos en los nuevos proyectos laborales en los que estoy segura hará una gestión igualmente muy exitosa”.



Dice la Magistrada Pereira: “Desde que empezó esta sesión en la tarde, hubiese querido tener la gran dicha de ver a doña Maruja aquí sentada, pero sé que por razones de salud no lo puede hacer.



Me la imagino sentada al lado de tía diciendo; “…acaban de nombrar a Ana como Magistrada…”y dándole gracias a Dios que fue lo primero que hizo, esa fue una gran enseñanza, tuve la oportunidad de compartir con ambas y verlas muy felices dando primeramente gracias a Dios por esa bendición que la Magistrada León recibía en aquel momento.  Hoy diría lo mismo, tenemos que darle gracias a Dios, porque esa bendición la supo llevar con gran entereza, responsabilidad, humildad y también Dios le da la bendición de poder retirarse con salud, con muchos años de juventud todavía y con proyectos que Él tiene para su vida, que también son un regalo.



De manera que aunque siento igual la nostalgia y le he dicho más de una vez, todavía no es tiempo, todavía puedes, en eso pensamos a veces como egoístas, pero no puedo sentir más tristeza que alegría al saber que emprenderás otro nuevo proyecto, que es otra bendición para su vida.



La Magistrada Arias mencionó anteriormente algo que tenía pensado mencionar y es que la Magistrada León no solamente supo llegar como mujer a ocupar un puesto, sino que se preocupó porque las demás mujeres del país llegáramos a ocupar un puesto y eso es para nosotros motivo de gran orgullo, mucho cariño y muchísima satisfacción.



Dios abre puertas y es muy importante que cuando sucede, esa persona también se interese porque muchas más puedan pasar por la misma puerta y eso no lo podemos olvidar Magistrada León. 



Otra cosa que quería mencionar, es que tenemos a veces varias políticas y campañas en la Institución, las cuales ponemos en práctica, que son de muchísima satisfacción para la persona usuaria y recuerdo una vez que la señora Presidenta y mi persona fuimos a Guanacaste, cuando sucedió lo del terremoto y nos dijo una persona que estaba un poco airada por la situación que vivían los guanacastecos: “ustedes tienen una campaña de ponerse en los zapatos ¿por qué no se ponen ustedes en nuestros zapatos?” y nosotros le pudimos contestar; “Nos estamos poniendo en el zapato de la persona usuaria, aquí estamos para saber de cerca qué es lo que a ustedes le sucede”, pues esa misma campaña de póngase en el zapato de la persona usuaria, se lo puedo decir de frente Magistrada León, que usted la supo llevar en su vida, tuvo la entereza de organizar y gestionar muchísimas de las acciones que -como lo han dicho quienes me han antecedido en el uso de la palabra- iban y van en pos de los más necesitados y eso nos tiene que llenar de orgullo como Institución y la tiene que llenar de orgullo, porque se va sabiendo que cumpliste con esmero y con esfuerzo los propósitos y los planes que usted tenía como proyectos de vida.



Muchas felicidades y que la familia que nos la prestó por tanto tiempo, la pueda recuperar aunque sea a ratitos, porque sé que no será mucho tiempo también, de manera que ese mismo Dios que te trajo aquí te acompañe en todos los pasos que has de seguir en adelante”.



Refiere la Magistrada Abdelnour Granados: “Magistrada León, que todo lo bueno te sea dado en tu vida, aparte lo profesional, que ya es sobradamente conocido, quiero destacar tu gran capacidad de resiliencia, de afrontar situaciones difíciles, de abordarlas de forma adecuada, enfrentarlas, superarlas y deseo que sigas volando mucho.



Termino con una frase que me gusta mucho del poeta libanés Khalil Gibran que dice: “el ave canta aunque la rama cruja, porque sabe lo que son sus alas”, así has sido vos. Mucha suerte en todo y muchos éxitos”.



Refiere el Magistrado Aguirre: “Sin duda se trata de una pérdida institucional de gran dimensión, el protagonismo de la Magistrada León en el foro nacional ha sido muy importante, muy conocido y valorado por la sociedad en términos generales.



He conocido a la Magistrada León, como una distinguida jueza en la jurisdicción contencioso administrativa y civil de hacienda desde hace muchos años, cuando comenzó su carrera en la cual se distinguió al extremo de que la sociedad, a través de los órganos competentes la elevaron primero al rango de Magistrada del Tribunal Supremo de Elecciones y posteriormente a Magistrada de la Sala Primera de esta Corte.



Los temas que abordó, lo hizo siempre con una gran pasión y en forma muy distinguida, nos deja un importante legado en la Comisión para la aplicación de la Ley 7600 “De igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”, un importante legado, pero al mismo tiempo ahora queda un vacío, porque será necesario que alguien tome ese lugar y le otorgue a ese tema un abordaje con la misma pasión que la Magistrada León, lo cual será bastante difícil.



En lo personal y en el tratamiento de distintos temas de carácter interinstitucional que me correspondió abordar muchas veces con ella, sobre todo en el tema de las relaciones Sala Primera – Sala Segunda, que es muy constante, por la distribución de trabajo entre ambas, quiero decir que siempre la Magistrada León tuvo un trato totalmente abierto para abordar esos temas en la forma mas positiva posible y la verdad es que durante toda su estancia aquí, en su rol como Presidenta de la Sala Primera, nunca tuvimos un solo problema, todas las cuestiones que surgieron de conflictos de competencias, las solucionamos de una manera o de otra, pero siempre decía, lo vamos a dejar por esta razón o ella me decía que se habían equivocado y que lo devolviera para solucionarlo en la Sala Primera, pero nunca fue necesario plantear ningún conflicto, porque la posición de ella fue sumamente abierta en el tratamiento de esos temas.



Pierde el Poder Judicial una gran funcionaria, su familia posiblemente estará muy contenta porque recuperará la presencia de ella, de seguro que es muy importante, no podemos evitar que la Magistrada León emprenda este nuevo camino, que de seguro también la llevará a éxitos como los ha tenido hasta ahora.



No me queda más que desearle éxitos Magistrada León y decirle que le pido a Dios que la acompañe en todas sus actividades futuras”.



Indica el Magistrado Rueda: “Hay una palabra que quiero mencionar luego de que mis compañeros y compañeras han hecho una descripción de su labor aquí tan exitosa dentro del Poder Judicial, que es el término entereza, y es que ese término usted lo ha compartido en muchas vertientes, en lo particular me ha servido de ejemplo cuando la entereza ha sido necesaria para enfrentar aquella crítica inadecuada, infundada y definitivamente con no muy buenas intenciones que estas etapas y estos puestos no son extrañas que se den con mucha frecuencia.



Una forma de enfrentar esa crítica es no respondiendo de la misma forma, más bien demostrando con hechos concretos, actuaciones y ejemplo, qué tan infundadas han sido esa críticas cuando se han dado, y para eso se requiere entereza.



Otra vivencia que he tenido hace pocos días fue que juntos fuimos a ver a una persona que está enferma, ahí también se trata de entereza, pero aliada o unida a un término que podríamos llamarlo también humanidad, que la vida no solo se comprende ni está llena de cuestiones puramente profesionales o académicas, sino que hay una dimensión muy importante que es ésta, en la que nos acercamos a los valores cristianos o de la religión o creencia que profesamos, más profunda y ahí es donde nos expresamos en una faceta de la humanidad, que para mí es la más importante, la del amigo, la persona que acompaña a alguien que está pasando un momento difícil.



Esta doble vertiente de la palabra entereza, es lo que me ha hecho en este tiempo que hemos estado juntos, aumentar el respeto que ya de por sí tenía por usted desde antes.



Precisamente observando el diccionario de la Real Academia Española, cuando se habla de entereza hay cuatro definiciones, se habla de integridad, perfección, complemento, rectitud en la administración de justicia, fortaleza, constancia, firmeza de ánimo, aún frente a la crítica y se habla de severa y perfecta observancia de la disciplina; esos cuatro atributos usted los ha demostrado, pero no solamente eso, sino también como indiqué con mis palabras, una enorme humanidad y don de gentes para tratar a todas las personas que hemos tenido la suerte de poder compartir con usted diversos momentos.



Le deseo todo lo mejor a usted y, por supuesto, a su familia, este es un momento muy bonito de compartir y sobre todo no tengo la menor duda de que toda su familia está tremendamente orgullosa de usted, de toda la labor que usted ha realizado. Usted es un ejemplo para ellos y a fin y al cabo ese es el mejor regalo que uno le puede dar a los hijos, el nombre, la tarea bien cumplida y así es como se desarrolla o como espero que el resto, ahora en esta nueva fase de su vida profesional, pues igual mantenga esas mismas características”.



Indica la Magistrada Escoto: “Aquí se han dicho muchas cosas que estaría de más decir, pero como compañera que fui de la Magistrada León por diez años, quiero destacar algunos aspectos y permítanme el espacio que voy a tomar, porque no en vano diez años se conoce a las personas más de la cuenta y la Magistrada León tiene dos aspectos que para mí valen mucho, su carácter didáctico, espíritu de enseñanza y también su gran capacidad para trabajar e idear, y eso ha hecho estelas en la vida y nos ha dado ejemplos en la Sala Primera.



Pero también la Magistrada Arias dijo algo y merece destacarlo, la palabra mujer, gracias a una mujer como la Magistrada León estamos muchas aquí hoy y no porque nos falte aptitud, sino porque no podíamos ascender en muchos espacios, de acuerdo a lo que tradicionalmente era requerido para obtener un puesto, por eso no dudé cuando llegué a la Sala Primera, en cooperar para que fuera la primera mujer Presidenta de esta Sala y fue un ejemplo.



Recuerdo cuando ambas nos preocupábamos, porque era un reto, era la primera mujer, y ya lo dijo el Magistrado Rivas, la estela que dejó, la forma en que puso al día la oficina, pero estimo que ha sido un trabajo de equipo en que le hemos seguido y dado la mano y es toda la Sala Primera, con la ayuda de muchas otras personas.



Desde otro ángulo quiero agregar que mi papá, y este es el ámbito del ser humano que me interesa destacar, no solo como profesionales, cuando tenía mis niños pequeños me llevaba unas gotitas, y es otra anécdota, porque no sabía quién era Anabelle, ni ella menos quién era yo, una ama de casa con tres hijos.



Y me decía que un primo de él que vivía en Tibás le daba esas medicinas, que aprendiera a reconocer lo que es la homeopatía, resulta que era el papá de la Magistrada León, primo de mi papá, esto deja ver que a veces la vida es un continuo aprendizaje y un encuentro en lugares tan importantes como es también el trabajo, donde tenemos que aprender a compartir, respetar, disimular y a reconocer la valía de los compañeros y las compañeras y eso en la Sala Primera, en diez años lo hemos aprendido.



Hemos vivido con ella detalles que quiero destacar y que hoy no puedo dejar de decirle adiós con una reflexión de una costarricense Claramelia Acuña, porque a ella le encantaba cantar, tiene una memoria increíble y porque ahí nació el libro de “Petete”, que es toda la historia y lecciones de vida de la Magistrada León para la Sala y para quienes sigan.



Con permiso de la familia pido perdón, pero si en algún momento, en noches y madrugadas, horas mujer, esta mujer estudió, dejó huella y sería injusto e ingrato que hoy no se le reconociera como yo quisiera, porque ella lo merece, fueron lecciones de vida entregadas con devoción sincera y si hoy tiene que decir “hasta luego” muchos y muchas llevamos ese ejemplo a seguir de entrega y dinamismo al trabajo con amor y con servicio, no por un reconocimiento.



Quiero por eso Magistrada León, porque la vida es un continuo aprendizaje, un constante desarrollo personal, una incesante búsqueda de nuestra plena realización como seres espirituales y carnales, que siga en ese espacio de enseñanza, porque tiene toda la pasta para ello.



A lo largo del camino y por este paso, vivimos comienzos y finales de etapas que llegan y se van, pero vuelven como ahora, Magistrada León, cuando concluyes una muy importante etapa en tu vida, de ser nuestra compañera, llegan otras y una que te deja una importante razón por ser, seguir adelante, no importa la edad que tenemos, siempre pensantes, porque tienes pasta para ello, y que la próxima sea un puente entre los sueños y la realidad, porque eso es lo que llena el alma, cuando uno se entrega con amor y busca en el ser humano lo bueno y perdona el error.



Con esto te despido, porque te gustaba y me diste espacios en la Sala para decirlo, porque compartió conmigo muchos momentos distintos, dice Claramelia Angulo: “Ser joven no consiste en matemáticas de años, ni en períodos de tiempo más o menos largos. Juventud es coger a manos llenas ramilletes de estrellas y de rosas. Vivir con una íntima alegría la fresca plenitud que hay en las cosas. Es sentir como surge el brote heroico que nace del prodigio y la aventura y reflexiva ilusión por los caminos, llevando a rocinante por montura. Ser joven es oír la tentadora llamada de la magia aventurera y colgar en el pico de una estrella sus ensueños, su edad y su bandera.” 



Adelante Magistrada León porque muchos le reconocemos esas horas que pasaste en las noches y que negaste a tu familia, discúlpennos, pero hay que saber agradecer. Muchas gracias Magistrada León”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA ESCOTO, SALIERON LAS MAGISTRADAS HERNÁNDEZ, ABDELNOUR GRANADOS Y LOS MAGISTRADOS ARMIJO, CRUZ, RUEDA Y SALAZAR.



Expresa el Magistrado Sanabria Rojas: “Quiero desearle el mayor de los éxitos en todas las metas que te propongas y estoy muy agradecido con Dios por haberme permitido conocerla Magistrada León. Usted es una persona maravillosa, que disfrute mucho lo que viene el resto de su vida”.



Finalmente manifiesta la Magistrada León: “Esta decisión me tomó dos años, donde iba y venía la idea de terminar y de jubilarme, donde siempre he encontrado un motivo para quedarme, no fue fácil y tampoco escuchar todo lo que ustedes me han dicho y olvidar este momento y estos años aquí vividos y aquí compartidos.



Gracias por los reconocimientos en las tareas emprendidas, que no son mías sino de grupo y de equipo, que en algunas ocasiones apoyé y en otras lideré, pero que siempre lo hice con pasión y sentimiento y convencida de que era lo mejor.



Hoy es mi último día en esta silla que ocupé por 12 años, lejos estaba en 1979 en un diciembre como hoy, que terminaba mi penúltimo año de la carrera de derecho y empezaba como actuaria del Juzgado Mixto de Golfito, porque Ronald mi esposo, tenía que hacer el servicio social en medicina.



Han pasado todos estos años y he visto crecer a la Institución y en ella he crecido, aquí también ha crecido mi familia y los pasos por los diferentes despachos judiciales han estado vinculados con acontecimientos importantes del nacimiento de mis tres hijos.



Al dejar hoy la Corte Suprema de Justicia, tengo que agradecer infinitamente a Dios y a la Virgen Santísima, por haberme permitido llegar hasta aquí, por estar durante estos años siempre a mi lado, atendiendo mis súplicas y guiando mis decisiones, a ellos también pido su guía y dirección en esta nueva etapa de mi vida.



Quiero agradecer a mis padres, hermanos y familiares por el ejemplo, por sus valores compartidos y por todo el tiempo que han estado a mi lado.



A Ronald mi esposo, agradezco su solidaridad, agradezco que siempre creyera en mí y me impulsara a seguir adelante, a poder crecer, agradezco Ronald, que siempre supiste escuchar y aconsejar.



A mis hijos, Esteban y Daniel, ambos dentistas que cursan postgrados fuera del país y a Gloriana, colega nuestra, agradezco su comprensión en las limitaciones que el ejercicio del cargo les impuso y a quienes hoy quiero entregar un nombre que cuidé, como una preciada herencia que hoy les entrego.



A Carlos Monge, por sus enseñanzas y oportunos consejos.



A mis compañeros Magistrados y compañera Magistrada de Sala, a los letrados y a las letradas, a los secretarios y a las secretarias, al personal de apoyo, a todos ellos debo reconocer siempre su solidaridad y compartir las luchas que emprendimos.  La Sala no hubiera logrados sus objetivos de no haber sido por el apoyo incondicional, por la mística con que todos trabajamos. No hubiera sido posible si todos no hubiéramos estado con un mismo norte y con un mismo objetivo.



A ustedes compañeros Magistrados y compañeras Magistradas, quiero agradecer las ideas compartidas, pero también aquellas otras en que discrepamos, en que fue tan solo un momento de discusión, porque luego entendimos que estábamos aquí con un propósito y objetivo superior a nuestras metas personales, logramos pasar la página, supimos anteponer el interés institucional.



A los jueces y a las juezas, a la Secretaría General de la Corte, Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, sector administrativo de la Institución, a mis compañeros y a mis compañeras y amigos y amigas de las Comisiones, en las que hicimos crecer y hacer un nicho dentro de esta Institución, para que el acceso a la justicia se convirtiera en un derecho humano fundamental, con contenido efectivo, que pudiera trascender el discurso o el derecho de papel.



Gracias don Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g) por el legado que usted nos dejó y nos permitió construir.



Gracias señora Presidenta, Magistrada Villanueva, por todas sus atenciones y por todo el camino que le espera por recorrer.



Inicié hace más de doce años con un juramento constitucional a Dios y a la patria, hoy termino esta larga trayectoria en la vida pública, con la tranquilidad de haber observado y defendido la Constitución Política y las leyes de la República y de haber cumplido fielmente los mandatos del cargo tal y como lo juré.



Muchas gracias a todos y a todas”.



Se acordó: 1.) Tener por presentado el informe que la Magistrada León rindió ante la Asamblea Legislativa, sobre su gestión como Magistrada de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, publicarlo en la Intranet y en la página Web del Poder Judicial y hacerlo llegar a la Contraloría General de la República, para los efectos correspondientes. 2.) Tener por hechas las anteriores manifestaciones.
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A las 16,10 horas finalizó la sesión.



 











La carga de trabajo de la Sala es un concepto estadístico resultante de la suma de los casos pendientes al inicio de un periodo determinado (Circulante inicial), el ingreso de causas nuevas (Casos entrados) y el reingreso de asuntos (Casos reentrados); éstas dos últimas variables contabilizadas a lo largo del período bajo observación estadística.
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Descriptores/Temas: Informes, Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración) 



Documentos citados: - Normativa 



ARTÍCULO XIX



SALEN LOS MAGISTRADOS RIVAS Y JINESTA. ENTRA EL MAGISTRADO SALAZAR.



Documento 5675, 10053-2014



En sesión N° 24-14 del 2 de junio del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“El máster Walter Jiménez Sorio, Auditor Judicial interino, en oficio N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo último, rinde el siguiente informe:



“Para que lo haga del conocimiento de la Corte Plena, en concordancia con la Ley General de Control Interno y el Manual de Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de advertencia, el cual constituye un servicio preventivo que consiste en señalar los posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones de la Administración Activa, cuando son del conocimiento de la Auditoría Interna.



El informe está relacionado con el mejoramiento de la gestión de las comisiones en la institución.



Objetivo



Determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial, se realiza de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente.



Alcance



El alcance corresponde a la comparación del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, respecto a la gestión general que desarrollan éstos órganos asesores de Corte, para lo cual se indagó y revisó aspectos sobre el total de comisiones existentes en la institución, su integración, sesiones, entre otros, con corte al 14 de mayo de 2014.



Equipo de Trabajo



Este estudio fue desarrollado por la Licda. Dyaláh Linkimer Valverde, profesional de la Sección de Auditoría de Estudios Especiales, en coordinación con la Licda. Xinia Vega Guzmán, Jefa de Sección.



Situación detectada



El estudio se origina en la siguiente situación:



[bookmark: _ftnref1]La Corte Plena, en sesión Nº 52-99, celebrada el 20 de diciembre de 1999, artículo XXIII, aprobó el Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, publicado en el Boletín Judicial Nº 44 del 2 de marzo de 2000.[1] 



De la revisión del Reglamento General de Comisiones, se determinó que con el transcurso del tiempo y dada la dinámica institucional, esta normativa interna se encuentra desactualizada, por cuanto muestra aspectos que no son congruentes con la realidad institucional actual, los cuales se citan en seguida:



[bookmark: _ftnref2] El Reglamento incluye como anexo, un listado con un total de 23 comisiones, las cuales se subdividen en Comisiones Principales – Generales (13), Principales-Especializadas (7) y las Ordinarias (3). No obstante, del listado de comisiones suministrado por la Secretaría de la Corte[2], basada en la información recopilada por la Unidad de Archivo de esa Secretaría, se determinó que actualmente existen 129 comisiones. 



Cabe indicar que algunas comisiones han sido eliminadas, otras cambiaron de nombre, se fusionaron o se han creado nuevas, por lo que la clasificación señalada en el anexo del Reglamento, en la actualidad esta conformada de la siguiente manera: 



 Comisiones Principales-Generales (10)



 Comisiones Principales-Especializadas (9)



 Comisiones Ordinarias (2)



Además, según lo indicado por la Secretaría de la Corte, en la práctica se han incorporados otras categorías, las cuales se indican a continuación:



 Otras Comisiones (49) 



 Comisiones con representantes del Poder Judicial ante Comisiones Internacionales, interinstitucionales y nacionales (38)



 Comisiones Temporales (Especiales) (21)



[bookmark: _ftnref3] En diferentes estudios realizados por esta Auditoría, se ha analizado el accionar de algunas comisiones relacionadas con los temas evaluados[3], determinándose que en algunos casos, no están cumpliendo con lo establecido por el Reglamento, en aspectos tales como: 



 Sesionar ordinariamente por lo menos una vez al mes y extraordinariamente cuando convoque la persona que la preside o Coordina. (articulo 16)



 Comunicar a la Corte Plena la inasistencia e incumplimiento de las personas que integran una comisión (artículo 13)



 Dar seguimiento a los acuerdos de las comisiones (artículo 15)



 Mantener actualizadas las actas (artículo 17)



 Emitir dictámenes, informes y recomendaciones sobre la labor encomendada (artículo 19)



 Presentar a Corte Plena el informe trimestral de las actividades que realiza (artículo 21) 



 De la revisión de los acuerdos de creación de las 21 comisiones temporales especiales, se determinó que, a pesar de que la labor encomendada debe cumplirse en un plazo determinado, solo para 4 (19 %) comisiones se indicó en el acuerdo de creación emitido por Corte Plena, el plazo durante el cual se mantendría la comisión. 



Además, se constató que 17 de esas comisiones (81%), no han presentado su informe relacionado con el estudio que le fue asignado. Únicamente 4 comisiones si informaron sobre su labor al órgano superior correspondiente. 



 La lista de comisiones con las personas que las integran, suministrada a esta Auditoría por la Secretaría de la Corte, contiene información desactualizada, ya que aún aparecen los nombres de exservidores y exservidoras judiciales, además no existen acuerdos de Corte Plena que comprueben que se ha nombrado a otras personas que los sustituyan, de conformidad con las normas que se citan en el Reglamento.



 Según acuerdos de Corte Plena revisados, se determinó que no ha sido práctica de ese órgano superior, nombrar o reelegir los magistrados y magistradas que integran las Comisiones cada dos años, tal como lo establece el Reglamento vigente.



Sobre este particular, es importante señalar, que en sesión Nº 44-02 del 30 de setiembre de 2002, artículo IV, la Corte Plena sometió a estudio la integración de las distintas Comisiones; no obstante se comentó, que previo al nombramiento y reelección de las personas que las integran, era necesario revisar el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, acordando lo siguiente: 



“Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora y en consecuencia, tener por prorrogada hasta que se modifique el reglamento correspondiente la integración de todas las comisiones. Encargar a los Magistrados Montenegro, van der Laat, Chaves y Jinesta, para que realicen una revisión del Reglamento de Comisiones, del que informarán a esta Corte dentro del término de un mes contado a partir del recibo de este acuerdo. La Comisión la coordinará el Magistrado Chaves.” 



Al respecto, es preciso señalar que de la revisión de las actas de Corte Plena y de consulta realizada a la Secretaría de ese Órgano Superior, no se logro evidenciar que la “Comisión para la Revisión del Reglamento de Comisiones”, haya emitido algún informe o propuesta respecto a la labor que le fue asignada. Asimismo, según se desprende del Sistema de Información Jurídica (SCIJ) y de consulta realizada a la funcionaria de la Dirección Ejecutiva que se desempeña como Secretaria de algunas Comisiones, dicho Reglamento no ha sufrido modificaciones a la fecha del presente informe.



[bookmark: _ftnref4]Sobre la clasificación de las Comisiones, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 66, establece que corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales[4], señalando como permanentes el Consejo de Personal, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la Comisión de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, la de salud y seguridad ocupacional, la de relaciones laborales y cualquier otra que determine la Corte.



Señala el artículo citado que las comisiones especiales “son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica”, e indica que serán temporales cuando “por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado”.



Respecto a la importancia de mantener actualizados los reglamentos, la Ley General de Control Interno, en su artículo 15 “Actividades de control”, establece como deber del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros:



a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones”.



La desactualización del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, debilita las actividades de control necesarias para la adecuada gestión y seguimiento de estos equipos de trabajo, que son designados por Corte Plena para la atención de temas determinados, en los cuales requiere asesoría.



Además, los integrantes de las Comisiones, no cuentan con procedimientos claramente definidos, sobre las labores que les compete realizar, así como el ámbito de competencia, a fin de evitar que estén asumiendo funciones que corresponden al jerarca o a la administración. 



Sugerencias



Para solventar la situación descrita, esta Auditoría estima pertinente que se atiendan las siguientes sugerencias:



1. Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado.



2. Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



3. Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



 Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



 Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



 Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan. 



4. Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. 



Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones.



5. Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.



De conformidad con lo establecido en el inciso d) del artículo 22 de la Ley General de Control Interno, se advierte o previene sobre las situaciones descritas las cuales podrían ocasionar la materialización de los efectos potenciales referidos.”
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Se acordó: Tener por presentado el informe y remitirlo a estudio e informe del Magistrado Solís, en el plazo de treinta días hábiles a partir del recibo de esta comunicación. Se declara acuerdo firme.”



- 0 -



El Magistrado Solís, en nota de 27 de agosto de este año, rinde el siguiente informe: 



“De acuerdo con su oficio No. 5479-14 del 3 de junio del 2014 y conforme lo acordado por Corte Plena en sesión No. 24-14, Artículo XIX, me permito rendir el informe solicitado en relación con las comisiones de la Institución.



Según lo señala la Auditoría Judicial mediante oficio No. 512-44-AEE-2014, el cual da inicio a este estudio, el “Reglamento General de Comisiones” aprobado en el año 2000, se encuentra desactualizado y no refleja la realidad institucional. Por otra parte las diferentes comisiones no están cumpliendo con lo establecido en el reglamento y no existe un control sobre ellas.



Es por lo anterior que la Auditoría Judicial sugiere a la Corte Plena hacer una revisión integral y ajustar dicho reglamento, así como hacer un estudio de las comisiones que actualmente existen, con el fin de definir su continuidad o eliminación, debiendo la Secretaría de la Corte llevar un control actualizado de éstas. Al respecto, me permito rendir el informe correspondiente:



1) Sobre el Reglamento General de Comisiones



El “Reglamento General de Comisiones” fue aprobado en la Sesión No. 52-99 del 20 de diciembre del año 1999. En la Sesión No. 44-02 del año 2002 la Corte Plena sugirió su revisión, razón por la cual se conformó una Comisión para dicho fin. No obstante, tal y como lo señala el órgano auditor, no se evidencia que se realizara la labor encomendada, por lo tanto el reglamento nunca fue modificado.



Coincido con la Auditoría Judicial en la necesidad de reformar el reglamento actual y readecuarlo a la época, incorporando las nuevas formas de organización, participación grupal, definiciones, así como el integrar las políticas institucionales sobre ejes transversales, entre otros. 



Por lo tanto, recomiendo solicitar a un cuerpo de asesores legales preparar una propuesta de modificación al “Reglamento General de Comisiones”, para que en un plazo determinado sea presentado a esta Corte para su análisis y aprobación.



2) Sobre las comisiones activas a la fecha



De acuerdo con el informe de la Auditoría actualmente existen en la Institución un aproximado a 127 comisiones vigentes. Al revisar el listado proporcionado por el órgano auditor, es importante tener en cuenta que esa cantidad corresponden a diversos tipos de comisiones, tal como Institucionales, Interinstitucionales e Internacionales. Sin embargo allí mismo se están contabilizando las representaciones internacionales y algunos programas que pareciera no es correcto sean considerados como una comisión.



Es por ello que para efectos del informe se procedió a realizar una división por grupos de la siguiente forma:



I. Consejos Activos



II. Comisiones Institucionales Activas



III. Comisiones Interinstitucionales Activas



IV. Comisiones Internacionales Activas



V. Comisiones Institucionales Inactivas



VI. Comisiones sin Información



VII. Programas Institucionales 



VIII. Representaciones internacionales 



IX. Otras



El detalle de lo anterior es el siguiente:



I. CONSEJOS ACTIVOS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Consejo Consultivo



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Consejo de la Judicatura



				ACTIVA



				Mag. Orlando Aguirre



				Institucional







				3



				Consejo de Notables de la Gestión Ética



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias Madrigal



				Institucional







				5



				Consejo de Personal



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				6



				Consejo Editorial de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Director(a) Escuela Judicial



				Institucional











II. COMISIONES INSTITUCIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Género



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Comisión investigadora sobre la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				3



				Comisión de oralidad penal



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Comisión de Ética y Valores



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				5



				Comisión Gerencial de Tecnologías de Información



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				6



				Comisión de Nombramientos



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				7



				Comisión de Flagrancias



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				8



				Comisión de Construcciones



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				9



				Comisión de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				10



				Comisión de la Jurisdicción Civil



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				11



				Comisión de Comunicaciones Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				12



				Comisión de Oralidad



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				13



				Comisión Asuntos Ambientales



				ACTIVA



				



				Institucional







				14



				Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				15



				Comisión de Acceso a la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				16



				Comisión de Gestión Integral de la Calidad para la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				17



				Comisión de Resolución Alterna de Conflictos



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				18



				Comisión de Evaluación del Desempeño



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				19



				Comisión de la Jurisdicción Laboral



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				20



				Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				21



				Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				22



				Comisión de Protección de Datos



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla



				Institucional







				23



				Comisión de la Jurisdicción Penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla Sandí



				Institucional







				24



				Comisión de Enlace Corte-OIJ



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				25



				Comisión de Salud Ocupacional



				Activa



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				26



				Subcomisión de Privados de Libertad



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				27



				Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				28



				Comisión para la creación del Reglamento de Instituciones de Utilidad Pública



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				29



				Comisión de Seguridad



				ACTIVA



				Mag. Gilbert Armijo



				Institucional







				30



				Comisión Estratégica de defensa al fondo de pensiones



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				31



				Comisión de Transparencia y Anticorrupción



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				32



				Comisión Institucional que valore los temas de servicio



				ACTIVA



				Magistrado o Magistrada Pendiente de definir



				Institucional







				33



				Sub- Comisión de Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				34



				Subcomisión de afrodescendientes



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				35



				Subcomisión de acceso a la justicia de personas con discapacidad



				ACTIVA



				Licda. Damaris Vargas



				Institucional







				36



				Comisión encargada de llevar los controles gerencias y operativos del programa 927 - Servicio Jurisdiccional



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				37



				Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				38



				Comisión para el análisis de los temas relacionados con los asuntos contravencionales



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				39



				Subcomisión Persona Adulta Mayor



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				40



				Comisión Buenas Prácticas



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo – Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				41



				Comisión Institucional que velará por la definición de políticas y acciones en procura de la mejora en la salud de los servidores y servidoras judiciales (incapacidades)



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				42



				Comisión de Teletrabajo



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				43



				Equipo de Trabajo conformado para la implementación de las "Normas Técnicas para la Gestión y el Control de las Tecnologías de Información del a Contraloría General de la República"



				ACTIVA



				Subdirección Ejecutiva



				Institucional







				44



				Comisión Contra el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Msc. Jeannette Arias



				Institucional







				45



				Comisión de Relaciones Laborales



				ACTIVA



				Lic. Porfirio Sánchez



				Institucional







				46



				Comisión para la definición de la oferta de Cooperación Técnica Internacional del Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. Cristina Rojas



				Institucional







				47



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Interinstitucional







				48



				Comisión encargada de monitorear el impacto de la ley de penalización de la Ley de Penalización de la Violencia contra las mujeres y la respuesta Institucional. Cc: Comisión Permanente para el Seguimiento a la Ley de Penalización de la violencia contra la mujer



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Institucional







				49



				Comisión Redactora del Código Procesal Civil



				ACTIVA



				Dr. Jorge López –



Dr. Jose Rodolfo León



				Institucional











Autorizar la creación de una, la cual estará conformada por la 



III. COMISIONES INTERINSTITUCIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Seguimiento del Convenio marco entre el PJ y el CONARE para desarrollar el informe de la Justicia en Costa Rica (programa Estado de la Nación)



				Activa



				Mag. Zarela Villanueva



				Interinstitucional







				2



				Comisión y Junta Directiva del Patronato de Construcciones y Adquisición de bienes de adaptación social del Ministerio de Justicia y Paz



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Interinstitucional







				3



				Comisión para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ)



				ACTIVA



				Mag. Román Solís



				Interinstitucional







				5



				Subcomisión de pueblos indígenas



				ACTIVA



				Mag. Carmen María Escoto



				Interinstitucional







				6



				Consejo Directivo del Sistema Nacional de Calidad y Acreditación para la Justicia (SINCA)



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Interinstitucional







				7



				Subcomisión de acceso a la Justicia para personas migrantes y refugiadas



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				8



				Comisión Enlace Corte-Asociaciones



				ACTIVA



				Mag. Jesús Ramírez



				Interinstitucional







				9



				Comisión Interinstitucional de Tránsito



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Interinstitucional







				10



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual Comercial (CONACOES)



				ACTIVA



				Licda. Eugenia Salazar



				Interinstitucional







				11



				Comisión de enlace entre el PJ y el Colegio de Abogados



				ACTIVA



				Licda. Lena White



				Interinstitucional







				12



				Comité asesor de políticas en el tema de Firma Digital



				ACTIVA



				Director(a) de TI



				Interinstitucional







				13



				Comisión Técnica interinstitucional para la empleabilidad de las personas con discapacidad



				ACTIVA



				Director Gestión Humana



				Interinstitucional







				14



				Grupo de trabajo intersectorial denominado "Género y Salud"



				ACTIVA



				Licda. Xinia Fernández



				Interinstitucional







				15



				Comisión de Usuarios del Poder Judicial – órgano asesor de la Contraloría de Servicios



				ACTIVA



				Contraloría de Servicios



				Interinstitucional











IV. COMISIONES INTERNACIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Consejo del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto







				4



				Comisión Iberoamericana de Justicia Ambiental



				ACTIVA



				Msc. Damaris Vargas







				5



				Comisión que evaluará y analizará el cumplimiento de los compromisos internacionales de Costa Rica en los convenios aprobados en el seno de la Conferencia de la Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











V. COMISIONES INSTITUCIONALES INACTIVAS



Se consultó a las personas que coordinaban estas comisiones quienes confirmaron su inactividad.



				



				NOMBRE



				ESTADO







				1



				Comisión de Modernización



				INACTIVA







				2



				Comisión de Presupuesto



				INACTIVA







				3



				Comisión para analizar el tema referente al uso de logos o distintivos



				INACTIVA







				4



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal



				INACTIVA







				5



				Comisión para revisar el Reglamento de Comisiones



				INACTIVA







				6



				Comisión de rendición de cuentas



				INACTIVA







				7



				Comisión para formular propuesta sobre el sistema que se ha venido utilizando para la designación de Magistrados Suplentes



				INACTIVA







				8



				Comisión de Reciclaje



				INACTIVA







				9



				Comisión para formular una propuesta sobre la creación de una oficina de proyectos estratégicos para el Poder Judicial



				INACTIVA







				10



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				INACTIVA







				11



				Equipo Interinstitucional de Interoperabilidad



				INACTIVA







				12



				Grupo de trabajo conjunto con la UCR para fortalecer mecanismos de comunicación y coordinación



				INACTIVA







				13



				Control Interno del Poder Judicial



				INACTIVA







				14



				Comisión de Normalización de machotes



				INACTIVA







				15



				Grupo de Trabajo para avalar propuesta para contar con una base de datos a nivel nacional con el propósito de coordinar con instituciones que atiendan y apoyen a la persona adulta mayor



				INACTIVA







				16



				Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones



				INACTIVA







				17



				Comisión de Seguimiento al Plan Estratégico del Poder Judicial (2007-2011) –(2006 – 2010)



				INACTIVA







				18



				Comisión para el seguimiento del Programa Corte-BID



				INACTIVA







				19



				Comisión de Vehículos



				INACTIVA







				20



				Comisión Revisora Final del Proyecto del Código Procesal Civil



				INACTIVA







				21



				Comisión que analizará el tema de retraso judicial



				INACTIVA







				22



				Comisión especial sobre reforma judicial



				INACTIVA







				23



				Comisión de formulación de propuesta sobre las consultas legislativas



				INACTIVA







				24



				Comisión para valorar y brindar respuestas a los medios de comunicación ante publicaciones o declaraciones que afecten la imagen del Poder Judicial o el honor de las servidoras y servidores judiciales



				INACTIVA











VI. COMISIONES SIN INFORMACIÓN



En relación con las siguientes Comisiones, no fue posible obtener información. Puede observarse que muchas de ellas fueron integradas por personas que ya no se encuentran en la Institución. Sin embargo se han dejado como referencia para la toma de decisiones al respecto.



				



				NOMBRE



				ACUERDO



				INTEGRANTES QUE APARECEN EN EL ACUERDO







				1



				Comisión que se encargará de darle seguimiento a los distintos proyectos de ley que sean del interés del Poder Judicial



				CP 24-03 Art. XXV



				Dr. Luis Paulino Mora y Presidentes de Salas







				2



				Comisión de Análisis de las diferentes reformas de organización en los despachos judiciales (Modelo de Gestión de Despachos Judiciales)



				CP 28-09. Art. VIII



				Magistrados: Rivas, Vega, Chaves, Chinchilla







				3



				Comisión Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial



				CP 19-1-04 Art. XV



				Magistrados: Mora, González Alvarez y Aguirre







				4



				Comisión para coordinar esfuerzos en el tema de GICA



				CP 09-12 Art. XVIII



				Magistrados: Mora y Vega



Integrantes C.S.: Milena Conejo, Lupita Chaves



Licda. Marta Asch y Lic. Rafael Ramírez







				5



				Comisión Nacional de Derecho Internacional humanitario



				CP 25-8-03 Art. XIII 



				Representante: Dr. Luis Paulino Mora, Suplente: Dra. Nancy Hernández







				6



				Comisión de Seguimiento a la problemática de la violencia doméstica



				CP 16-2-09 Art. XV



				Licda. María Elena Gómez (representante PJ)







				7



				Comisión para redactar una propuesta a la modificación del Reglamento y Funcionamiento de la Corte Centroamericana



				CP 16-2-04 Art. III



				Dr. Luis Paulino Mora



representante)







				8



				Sistema Nacional Técnico de apoyo para la atención integral de la Persona Adulta Mayor



				CP 07-04. Art. II



				Licda. Lena White (representante)







				9



				Comisión Interinstitucional para el diagnóstico de la situación de pensiones alimentarias



				CS 21-10-99 Art. XXIII



				Lic. Jose Luis Calderón



Lic. Mario Mena 



Licda. Olga Fallas Ulloa. Representante de la Defensa Pública. 







				10



				Comisión Interinstitucional para analizar las diferentes situaciones que se presentan con las personas a las que se le aplica una medida cautelar de seguridad, curativa, o bien, las personas privadas de libertad que presentan trastornos mentales



				CS 94-03 Art. XXXIII



				Licda. Xinia Fallas (defensora pública)



Lic. Carlos Montenegro (Fiscal EP)



Lic. Freddy Sandí (Juez EP)







				11



				Foro permanente de análisis sobre derecho parlamentario costarricense



				CP 03-07 Art. XV



				Dra. Nancy Hernández (representante)







				12



				Comisión para iniciar el proceso de coordinación con el equipo de teletrabajo



				CS 63-08 Art. XLII



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				13



				Comisión Interinstitucional de Acceso a la Justicia de Sectores desfavorecidos



				CP 37-06 Art. XXV



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				14



				Junta Directiva de la Comisión Nacional de Rescate de Valores



				



				NO HAY DATO







				15



				Comisión de enlace Poder Judicial - Ministerio de Justicia



				CP 37-09 Art. V



				Ministerio de Justicia, Sala Tercera, OIJ, Defensa Pública, Licda. Milena Conejo.







				16



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la propiedad intelectual



				CP 38-09 Art. XXVI



				MP, OIJ y Escuela Judicial (representantes)







				17



				Comité consultivo en materia de seguridad ciudadana



				CP 18-10 Art. I



				Mag. Arroyo (presidente Sala Tercera), Lic. Jorge Rojas Director OIJ, Lic. Francisco Dall`Anese Fiscal General, Licda. Marta Iris Defensa Pública (representantes Poder Judicial)







				18



				Comisión Interinstitucional según requerimiento del Art. 2 del Convenio entre el INS y el PJ



				CS 92-11, Art. LXXII



				Representantes:



Lic. Randall Zamora (OIJ) Coordinador



Lic. Mauricio Fonseca Umaña; Jefe de la Administración del O.I.J.: 



-Lic. Adolfo M. Valverde Bohórquez; Asesor Jurídico Dirección General O.I.J







				19



				Comité Técnico de portabilidad numérica (SUTEL)



				CS 03-12, Art. XXXIII



				Representantes:



Lic. Javier Valerio Vásquez y Lic. Henry Meza Mata, Fiscales de la Fiscalía Especializada en Delincuencia Organizada







				20



				Comisión Interinstitucional de Jefes y Encargados de los archivos centrales de las Instituciones Públicas y de los Poderes del Estado



				CS 48-10, Art. XLVII



				Lic. Gilberto López Sánchez (representante)











En el caso de los “Programas Institucionales”, “Representaciones internacionales” y “Otros”, que se enlistan seguidamente, se considera no deben ser catalogados como una “comisión”, no obstante, en la información que fue suministrara se tenían registrados como tal.



Es por ello que se sugiere separarlos de la lista de comisiones, en el entendido de que ese acto no afecta su vigencia.



VII. PROGRAMAS INSTITUCIONALES 



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Programa Justicia Restaurativa



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				2



				Proyecto de Tribunales de Tratamiento de Drogas



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Programa Hacia Cero papel



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves











VIII. REPRESENTACIONES INTERNACIONALES 



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Representante Institucional para atender las demandas de carácter penal ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Punto de contacto para IBERRED en materia penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla y Lic. Rafael Gullock







				3



				Punto de contacto para IBERRED en materia civil



				ACTIVA



				Mag. Román Solís







				4



				Punto de Contacto de IBERRED en la materia de la conferencia de Derecho Internacional Privado en La Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











IX. OTROS



				



				NOMBRE



				OBSERVACIÓN







				1



				Dirección de la Revista de la Sala Segunda



				Se considera que esto no es una Comisión, sino un proyecto propio de la Sala Segunda







				2



				Secretaria Ejecutiva de la Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				La Secretaría Ejecutiva no la ha tenido Costa Rica. El Magistrado Arroyo es Comisionado. 







				3



				Comisión de Seguimiento de los Hijos de las Cumbres Judiciales



				(CP 01-10 Art. XI ) 



Esto no es una comisión. Fue el nombramiento de personas candidatas para integrar comisiones en Cumbre Judicial







				4



				Comisión para la oralidad de tránsito



				(CS 011-11. Artículo LV )



No es una Comisión. Es un proyecto que se ejecutó en el seno de la Comisión de Tránsito con el fin de implementar un protocolo de oralidad en esa materia. 











3) Control actualizado de los datos



Tal y como lo señala la Auditoria Judicial, es importante mantener un control actualizado sobre las Comisiones, sus integrantes y resultados, mismo que no se lleva actualmente. Es por ello que se sugiere acoger la recomendación, en el sentido de que la Secretaría de la Corte mantenga un registro actualizado, donde se indiquen además de las personas que la integran, quien es la persona que la coordina, quien asume la secretaria, el tipo de comisión, objetivos propuestos, y otros aspectos que se consideren relevantes.



Adjunto a este documento se remite una hoja en Excel que contiene información recabada como material de apoyo para este estudio, el cual podrá ser de utilidad como instrumento base para el trabajo que deberá desarrollar la Secretaría General de la Corte. 



RECOMENDACIONES 



En síntesis, me permito realizar las siguientes recomendaciones:



1. En relación con la desactualización del reglamento vigente, concuerdo con la Auditoría Judicial, quien señala que se debe “Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado”. Sugiero solicitar a un cuerpo de asesores legales, el cual podría ser el que integra la Dirección de Planificación, para que realicen una propuesta de modificación a ser presentada a Corte Plena en un plazo no mayor a tres meses.



2. En cuanto a la recomendación de la Auditoría Judicial, quienes sugieren:



“Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



a. Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



b. Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



c. Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan.”



En relación con el punto a) y b) se sugiere y conforme a la distribución presentada en este informe:



 Ratificar la continuidad de las comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. 



 Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión. Por lo tanto, se recomienda, separarlos de la lista de comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia.



 En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, sugiero declararlas “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado.



En lo que respecta al punto c), así como a la recomendación de “Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General”, sugiero realizar lo anterior una vez aprobada la modificación del nuevo reglamento, el cual podrá inferir en esos aspectos.



2. Sugiero acoger la recomendación de la Auditoría Judicial en el sentido de “Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones”.



Como un apoyo a esta labor, adjunto estoy remitiendo la información recabada recientemente para la realización de este informe, donde se detallan para todas las comisiones la siguiente información: Nombre de la Comisión, Sesión de Corte que fue integrada, persona que la coordina, integrantes, fecha de última reunión, si reciben presupuesto y observaciones. Esta información podrá servir como instrumento base para la realización de este objetivo.



3. En lo que respecta a la recomendación que hace la Auditoría en el sentido de “Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.”, recomiendo que sea la Secretaría de la Corte la que tome nota de lo acá señalado.



Adicional a las recomendaciones anteriores me permito sugerir: 



1) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una comisión. Pareciera que conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 



2) Se considera oportuno en la reforma que se realizará al reglamento, definir cuando se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etc. Y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “coordinador”, “coordinadora” o “presidente”, “presidenta”, por cuanto pareciera que esos términos se están utilizando indistintamente.



Por último previo a aprobar las propuestas aquí señaladas, se recomienda a los Magistrados y Magistradas de Corte Plena, realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien hizo una amplia exposición del informe anterior y al respecto agregó: “Este informe fue elaborado en agosto, por lo que podrían haber variaciones.



Una de las recomendaciones es la de actualizar el Reglamento de Comisiones vigente para traerlo a tiempos presentes y que ese proyecto de reglamento incorpore las nuevas orientaciones que esta Corte, después de este informe, pueda discutir sobre la viabilidad de la existencia de tantas Comisiones”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS, ENTRÓ LA MAGISTRADA ROJAS.



Indica la Magistrada Pereira: “Estoy de acuerdo con el informe, solo que al momento de acoger todo lo que propone el Magistrado Solís en su informe, sería importante que tomemos la determinación de que al menos cada seis meses cada Comisión brinde un informe, porque la Comisión que rinde informes sobre las Comisiones ha dejado de funcionar hace mucho tiempo.



Quienes conformamos parte de una Comisión, estamos con el deber de informar con transparencia todas las acciones que hemos venido realizando.  Si bien es cierto en algunas de las Comisiones se nos pide el informe para incorporarlo a la rendición de cuentas que brinda en la apertura del Año Judicial la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, hay otras Comisiones o Subcomisiones que no se incorporan por no hacer muy extenso el trabajo, pero para el control que se necesita de cómo estamos llevando adelante los encargos que se nos han dado y la regularidad con que las Comisiones deben de estar sesionando para no dar largas a los asuntos que se nos solicitan y que sé que de todas formas la Secretaría General de la Corte lleva un control para estarnos recordando cuánto tiempo se nos ha dado, tiene que darse una regularidad en cuanto a las sesiones que deben de realizar las Comisiones, para que se lleve un control de si efectivamente tiene razón de ser que esa Comisión o Subcomisión continúe, o si es tan innecesario como para que quizá en muchísimo tiempo  no exista una sesión de la Comisión.



Hay que establecer cuáles son aquellas Comisiones que son rigurosamente necesarias para el funcionamiento, porque hay recargo o duplicidad de funciones en algunas de ellas.



Se podría, a través de los informes que cada uno de los Coordinadores o Coordinadoras de las Comisiones rindamos, analizar la necesidad de continuar con las mismas o hacer alguna reducción en cuanto a su existencia”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA PEREIRA, ENTRÓ LA MAGISTRADA ARIAS.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La propuesta de la Magistrada Pereira es agregar al informe del Magistrado Solís, la obligación de que las Comisiones rindan un informe de labores cada seis meses.”



Dice la Magistrada Camacho: “Agregar al informe, que por supuesto considero muy importante las conclusiones a que llegó el Magistrado Solís, así como lo señalado por la Magistrada Pereira.



En el caso de las Comisiones de la Jurisdicción de Familia y de Acceso a la Justicia de Personas Diversas, el informe se brinda con el Plan Anual Operativo (PAO) y el seguimiento de este al Consejo Superior y no a esta Corte, es decir, siempre se han rendido ante el Consejo Superior.



La intervención mía es para analizar si sería conveniente hacer un Reglamento de Funcionamiento de Comisiones y revisar un poco el tema de la integración, porque generalmente las primeras integraciones las nombra Corte Plena, pero en el transcurso del funcionamiento de las Comisiones, muchas veces los Magistrados y las Magistradas que las integran no pueden asistir a todas ellas.



Las Comisiones funcionan generalmente con personas que solicitan ser incluidas, sin que necesariamente eso sea de conocimiento de Corte Plena, de manera que sería importante analizar cómo se elabora el reglamento y ver de qué manera no tenemos que estar llevando asuntos relativos a la integración a esta Corte, sino que sea la misma Comisión que lo pueda determinar”.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “De la observación de la Magistrada Camacho, se hace referencia al reglamento; existe un Reglamento de Comisiones y la propuesta incluso menciona la revisión de ese reglamento, de manera que así lo acordamos y la otra manifestación se refiere a analizar dentro del estudio a realizar, la inclusión de la integración de las Comisiones y la forma de cambio de estas al citado reglamento.



Además le correspondería a la Secretaría General de la Corte, realizar una lista actualizada, analizar la revisión del reglamento y las propuestas que han hecho las Magistradas Camacho y Pereira”.



Añade la Magistrada Rojas: “Quisiera agregar que hace 15 días la Corte conformó la Comisión para Reforma de los Medios de Impugnación de la Comisión de lo Contencioso Administrativo, en razón de la gran cantidad de recursos de casación que hay que revisar y como indicaba el Magistrado Solís, su informe era de tiempo atrás.



Hago esta acotación, para que se tenga presente que esta Comisión lo que pretende justamente, es revisar los medios de impugnación con el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo, para ver si logramos agilizar de alguna manera el nuevo proceso Contencioso Administrativo.



No está citada en el informe del Magistrado Solís, de manera que sería importante que se incluyera y se tome en cuenta, porque para la institucionalidad de la Sala Primera es muy trascendental, esto con respecto a las Comisiones.



Agrego también que como las Comisiones actúan por delegación de Corte y su conformación implica acceso a las oficinas, datos de información, etcétera, es poco probable que el reglamento les permita conformar por sí solas sin que Corte las revise, por las potestades que conllevan su conformación, Corte tiene siempre que ver sobre su integración y no creo posible delegar esa potestad en un reglamento a la misma Comisión; eso para que se tome en cuenta a efectos de esa revisión que se propone, que me parece que es muy importante, porque estimo que hay muchas que se podrían fundir, que están reduplicadas y también que se podrían eliminar o ampliar su campo de acción, para hacer más eficiente su funcionamiento.



Es importante que también se indique a quién se le debe enviar el informe y es primordial que haya una devolución o respuesta, porque si solo se hace el envío del informe lo que hacemos es acumular papeles o correos electrónicos.  Debe de haber una valoración de que efectivamente se está trabajando, que la Comisión existe, que tuvo cierta cantidad de reuniones, un trabajo efectivo, porque el simple hecho de rendir un informe para que éste sea archivado y luego el acuerdo casi es adivinable, como por ejemplo: “Se toma nota del informe remitido por la Comisión…”, sin una  verdadera valoración de que ha sido eficiente y eficaz su funcionamiento.



Considero que este tema de los informes, además podría ser valorado y perfectamente podría ser revisado en el reglamento cuya revisión se propone y que la Magistrada Camacho refuerza”.



Refiere el Magistrado Estrada Navas: “Únicamente para hacer una sugerencia, pues hay una preocupación que me surge cuando denoto esta inmensa cantidad de Comisiones, informes y reuniones.



Me imagino que el máster Walter Jiménez Sorio da a entender eso en su informe y es el tema de que se revise por qué se crean tantas Comisiones y que se reglamente o que se reforme la reglamentación.  Propiamente en cuanto al costo – beneficio que tiene las horas funcionarios, pues casi todas estas Comisiones son de muy alto nivel, de personas que integran muchas Comisiones y además tiene muchas actividades muy importantes todas en si; sería importante y sugiero que a la hora de revisar el reglamento, se propusiera alguna manera de cuantificar el tiempo efectivamente dedicado a dichas Comisiones, incluso para poder ponderarlas; todas son importantes pero es muy probable que haya algunas más importantes que otras.



Incluso de la lectura muy somera que hizo el Magistrado Solís, pues uno pensaría que no alcanzan las 24 horas del día para poder estar cumpliendo, ni siquiera para poderse leer los informes o agendas de todas esas Comisiones y eso debería tomarse en cuenta.



Por ejemplo, en la Universidad de Costa Rica, hasta donde conozco, al momento de repartir el presupuesto entre las diferentes unidades académicas, se hacen cálculos y asignaciones de horas hombre, de cuántos profesores existen y cuántas tesis llevan cada una; ese tipo de cosas, para determinar qué unidad académica requiere más recursos que otros, porque estimo que haciendo un ligero cálculo pareciera que es materialmente imposible cumplir sin traslapar horas en estas actividades.



Quizá se podría inventar un sistema de control o de verificación, pero me parece que es importante en aras de la transparencia de la rendición de cuentas, incluso en la lucha con el presupuesto, de manera que sería importante justificar esta relación, en síntesis de horas – hombre – recursos que se dedican a las diferentes Comisiones”.



ENTRA EL MAGISTRADO RIVAS.



Señala el Magistrado Armijo: “Iría en la misma línea del Magistrado Estrada Navas.



Por ejemplo, el costo de horas hombre de los funcionarios y funcionarias que integran las diferentes Comisiones es altísimo, si hacemos una evaluación del costo de una hora de trabajo de un Magistrado o Magistrada, del personal de apoyo que asiste a las múltiples Comisiones, el Director de Gestión Humana y otros muchos jefes de diferentes entidades y deberíamos de entrar a hacer un análisis, si estas Comisiones realmente responden a un nuevo modelo gerencial o si son un resabio bastante viejo de un modelo gerencial para una institución muy pequeña y donde prácticamente cada área era manejada por una Comisión de su respectiva competencia, las Jurisdicciones Penal, Administrativa, Civil, etcétera, y que era una forma de tener un control sobre toda la estructura de la jerarquía; habría que ver si ese modelo todavía es vigente y si es funcional.



Ciertamente las horas hombre de nosotros son increíblemente caras y aquí hay tantas Comisiones como temas que se quiera que existan y francamente es muy difícil dar seguimiento a estas Comisiones.



Habría que analizar si esta inversión que hace tiene un beneficio directo sobre la Institución o si solamente es ficticio y si realmente hay un resultado real o nada más es una reunión donde se plantean ciertos temas pero no se concretan todos los que deberían concretarse.



Opino al igual que el Magistrado Estrada Navas, que hay tanta Comisión que no sé en qué momento sus integrantes pueden hacer otras tareas y lo ideal sería analizar las Comisiones para determinar si podemos optimizar, que en última instancia este es el futuro; analizar cómo se introduce mayor criterio de eficiencia, para que realmente haya un producto determinado cuantificable.  Si esto no se dirige por ese camino, considero que lo que estamos haciendo es preparando tantos informes, como nos llegan todos los días y que con la cantidad de trabajo que tenemos son difíciles de abarcar todos.



Por mi parte, desde hace mucho tiempo lo dije en esta Corte, que por ejemplo, la Comisión de Seguridad debió haber estado trabajado conjuntamente con la Comisión del Organismo de Investigación Judicial, pues tienen vertientes muy claras y no sé si alguna otra Comisión de la misma área podría ser refundida dentro de las mismas, tendríamos menos funcionarios o funcionarias y quizá haciendo un trabajo más global, es decir, visualizándolo con la perspectiva completa, porque estimo que a veces estamos viendo únicamente por la rendija de una puerta una parte de la realidad y no sé si esto es eficiente para una institución como la que queremos.



Desde mi punto de vista, tendríamos que replantearnos muchas de las cosas que hemos estado haciendo hasta la fecha, para que esto pudiera funcionar de otra forma”.



Expresa el Magistrado Chinchilla: “No sé si lo mencionó en el informe el Magistrado Solís, pero mi persona participa como punto focal en las actividades de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos (COMJIB), y no sé si eso está incorporado”.



Agrega el Magistrado Solís: “No está incluido porque es un dato nuevo, y no se lleva ese registro.  Ese es el otro gravísimo problema, que los datos que aquí están informados son tomados del informe de la Auditoría Judicial, y hablando con el señor Auditor Judicial, en algún momento cuando estaba elaborando este informe, una de las falencias que él detectó, es la ausencia de un banco de datos que le permita a las personas funcionarias y funcionarios tener un conocimiento puntual.



Pero este tema de su representación, que sería una Comisión a nivel internacional, no lo tiene ni la Auditoría Judicial, ni mi persona y habrá que incorporarlo”.



Se acordó: Aprobar el informe rendido por el Magistrado Solís en los términos planteados, así como las recomendaciones propuestas por las Magistradas Camacho y Pereira, por ende: 1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de la misma. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.



La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.



Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.  













[1] Con base en este Reglamento, algunas Comisiones elaboraron sus propios Reglamentos.



[2] Mediante oficio Nº 12169-2013 del 4 de noviembre de 2013 y correo electrónico del 15 de mayo del 2014.



[3] La Auditoría ha emitido en sus informes recomendaciones dirigidas a algunas comisiones con el fin de mejorar su gestión. 



[4] El Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia vigente, denomina estas comisiones como Permanentes, especializadas y especiales.
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Acta de Corte Plena Nº 035 - 2016 








      



Fecha: 19 de Diciembre del 2016



Descriptores/Temas: Informes, Magistrados, Capacitaciones



ARTÍCULO VI



Documento 7901, 13872-2016



[bookmark: marca4][bookmark: marca5]En sesión N° 23-16 celebrada el 11 de julio del año en curso, artículo XVI, se concedió permiso con goce de salario a la Magistrada Escoto del 8 al 12 de noviembre pasado, a fin de que participara en el “Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica en Huancavelica”, a celebrarse en Perú.



La Magistrada Escoto, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia del Poder Judicial, en oficio N° CMEF-SP-0087-2016 del 5 de diciembre en curso, informó:



“Por este medio rindo informe de participación en el III Encuentro Internacional de Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, celebrado en Perú del 07 al 11 de noviembre del año en curso; participación que se dio en razón de ser la Coordinadora de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, actividad a la cual también asistió la Máster Alejandra Monge Arias, en su condición de Secretaria Técnica de dicha Comisión.



 



Respetuosamente le solicito hacer de conocimiento de Corte Plena, este informe.



            



Informe de Participación - Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica



 



La Comisión de seguimiento de Reglas de Brasilia fue invitada por el Sr. Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Perú, Dr. Víctor Ticona Postigo, a participar en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, el cual se celebró del 9 al 11 de noviembre en la ciudad de Huancavelica.



 



En atención a la invitación participaron en el Encuentro, las representaciones de Costa Rica, Ecuador, España, Honduras y Panamá, no así Argentina por razones de fuerza mayor.



 



Simultáneamente, se efectuó el V Encuentro Nacional de los Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia y Responsables del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, Programa liderado por su Coordinadora la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala.



 



Previo a la realización del Encuentro  las y los integrantes de la Comisión de Seguimiento, recibieron  una solicitud para escribir y remitir un artículo, sobre la implementación de las Reglas en sus respectivos países, con el objetivo de ser publicado en  el Diario Oficial El Peruano, iniciativa que contó con una excelente respuesta. (Ver anexo).



 



Desarrollo del programa de actividades



 



Desde su llegada a Lima y en el marco del III Encuentro,  la  Comisión de Seguimiento concretó varias reuniones con destacados profesionales del Poder Judicial y del Congreso, para dialogar sobre temas  relacionadas con las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, y la implementación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, como un medio efectivo para mejorar el acceso a la justicia y la prestación del servicio público.



 



Las reuniones realizadas con el Presidente de la Corte Suprema de Justicia en Lima, el Juez Supremo Decano, integrantes de las Comisiones de Ambiente, de Género y de Trabajo de Justicia Indígena y Justicia de Paz; así como con congresistas, facilitaron el intercambio de experiencias contribuyendo de forma positiva, a la valorización de las acciones realizadas por los poderes judiciales iberoamericanos - en el marco de aplicación de las Reglas de Brasilia - para fortalecer el reconocimiento, promoción y aplicación del derecho fundamental de acceso a la justicia, que al ser instrumental abre la posibilidad de ejercer los demás derechos tutelados en los convenios internacionales, y en los ordenamientos jurídicos nacionales. (Ver tabla adjunta).



 



De acuerdo con el programa pre establecido el martes 8 de noviembre, se realizó una sesión de trabajo de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en la Corte Superior de Junín en Huancayo, con la participación de su Presidente el Dr. Sócrates Mauro Zevallos Soto, la Dra. Carmen Julia Matamala, representantes de la judicatura, y los Presidentes de Cortes Responsables del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad.



 



El objetivo de esta sesión fue exponer la labor realizada por  la Comisión  de Seguimiento  de  Reglas de Brasilia,  ante la Sala Plena de la Corte Superior de Justicia de Junín, exposición que estuvo a cargo de la Coordinadora de la citada Comisión, Magistrada Carmenmaría Escoto (Costa Rica), con la activa participación del Dr. Juan Martínez (España), la Dra. Karina Peralta (Ecuador), la Dra. María Fernanda Castro (Honduras) y la Dra. Angela Russo (Panamá).



 



Luego de las intervenciones de quienes integran la Comisión, se abrió un período de preguntas y respuestas, orientadas a ampliar conocimientos sobre las poblaciones en condición de vulnerabilidad, las Reglas de Brasilia y las experiencias de implementación, demostrando los y las participantes gran interés en la temática.



 



El miércoles 9 la Comisión de Seguimiento se trasladó a Huancavelica, para continuar con el programa de actividades, allí en sesión solemne se inauguró formalmente el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica.



 



Presentes en el acto: en representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Perú, el Dr. Ramiro De Valdivia Cano Juez Supremo Decano,  el Dr. René Espinoza Avendaño, Presidente de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, la Dra. Carmen Julia Matamala quien tuvo a su cargo la presentación del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad del Poder Judicial del Perú, así como los y las Presidentes de las 33 Cortes de Justicia de la República y responsables del Programa citado. 



 



Durante su exposición la Dra. Cabello destacó que se tienen previstos  más de 200 productos, para hacer efectiva la implementación  de las Reglas de Brasilia, de los cuáles durante 2016 se han ejecutado 39, orientados a eliminar barreras de acceso a la justicia. Asimismo, resaltó el compromiso y dedicación de las y los Presidentes de las 33 Cortes Superiores de Justicia, quienes han hecho posibles los avances logrados.



 



Una de las principales iniciativas de la Dra. Cabello según destacó en su informe, es la propuesta para que las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, se eleven a rango de ley en su país.



 



El jueves 10 el programa dio inicio en la Plaza de Armas de Huancavelica, con el izamiento de la Bandera, las palabras del Gobernador y del Alcalde provincial de Huancavelica y, acto seguido se dio el traslado de la comitiva al Tambo de Sacsamarca.



 



Esta experiencia resultó ser sumamente enriquecedora, al  colocar a quienes constituyen la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en contacto directo con una comunidad campesina integrada por personas indígenas quechuas, e instalada en una de las regiones más pobres del Perú, sobre la que se conjugan no una, sino múltiples condiciones de vulnerabilidad.



 



La visita tuvo por objeto valorar in situ la implementación que de las Reglas de Brasilia, realiza el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad. Ello incluyó una visita al Tambo, edificación instalada a más de 3.800 m de altura, en la cual se brindan servicios integrales a la población, entre ellos servicios judiciales, ya que los fines de semana jueces y juezas se desplazan para realizar audiencias, sin que medie el pago de horas extra. 



 



Asimismo, reproduciendo una costumbre ancestral, las Reglas de Brasilia impresas en español y en quechua, fueron llevadas y entregadas oficialmente por el Chasqui, a la coordinadora del Programa, para luego ser repartidas a la población. Cabe anotar que el Chasqui es una  figura del imperio incaico, un corredor joven, que llevaba un mensaje o recado, haciendo las veces de correo y así se realizó en esta oportunidad, cuando varios Chasquis, incluyendo mujeres, mediante carreras de relevos trasladaron las Reglas de Brasilia desde Huancavelica hasta el Tambo.



 



Una de las actividades más importante fue el taller de trabajo con integrantes de la comunidad, en ellos la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, tuvo la ocasión de explicar con el apoyo de una mujer intérprete de la lengua quechua,  en qué consisten las 100 Reglas sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, definiciones, personas beneficiarias, destinatarias y qué derechos se pueden exigir con base en ellas, propiciándose un diálogo en el cual se  evacuaron diversas preguntas, sobre los alcances de este instrumento.



 



En general las Reglas de Brasilia, fueron acogidas con la esperanza de que su implementación mejore el acceso a sus derechos, no obstante de viva voz externaron su preocupación, en cuanto a que las Reglas sufran la misma suerte de leyes que no han impactado favorablemente para la solución de sus necesidades.  Los actos culturales que acompañaron la visita  incluyeron danzas, y rituales ancestrales de reconciliación con Pachamama (Madre Tierra).



 



Por la noche en la Corte Superior de Huancavelica, se realizó una exposición ante los 33 representantes de las Supremas Cortes del Perú y otras personalidades, sobre las buenas prácticas ejecutadas por los Poderes Judiciales de Costa Rica, Ecuador, España, Honduras y Panamá. (Ver Anexo).



 



Como clausura de la actividad el día 11 de noviembre se visitó la Feria  Itinerante “Justicia Jallalla”, instalada en la Plaza de Armas de Huancavelica, en la cual se observaron distintos esfuerzos realizados en pos de una justicia más accesible, entre ellos el Programa de Modernización del Sistema de Modernización de Justicia ACCEDE.



 



Para culminar la participación de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, y en el marco de la Feria Itinerante “Jallalla Justicia”, se leyó y firmó la “Declaración de Huancavelica”, documento redactado por quienes integran esta Comisión, en el cual se hace un reconocimiento a los esfuerzos realizados mediante el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, y a su Coordinadora la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala por las acciones afirmativas y propuestas planteadas, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



“Declaración de Huancavelica



 



Preámbulo



 



Nosotros (as) integrantes de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, de la Cumbre Judicial Iberoamericana, reunidos (as) en la ciudad de Huancavelica, Perú,  en el marco del III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, con el convencimiento de que la justicia debe ser accesible y humanizada para todas las personas usuarias de los sistemas juridiciales, y:



 



Considerando que los derechos fundamentales son inherentes al ser humano, sin importar, sexo, edad, idioma, etnia, condición social o económica,  discapacidad, orientación sexual, credo religioso, nacionalidad o pertenencia a una comunidad itinerante. Así ha sido reconocido por la comunidad jurídica internacional, a través de la ratificación de diversas convenciones y declaraciones que los tutelan, las cuales impregnan los ordenamientos jurídicos internos.



 



Estimando que el Estado y sus instituciones, deben asumir el compromiso de proveer los mecanismos que hacen posible a  la ciudadanía en general, el goce y disfrute de sus derechos, eliminando todo tipo de obstáculos que entorpezcan, a las personas vivir a plenitud y dignamente.



 



Reconociendo que el derecho de acceso a la justicia da contenido a la igualdad formal expresada en  los instrumentos legales y,  al ser un derecho instrumental faculta el ejercicio de los demás, entre ellos: la vida,  la salud, la libertad, la integridad física, la alimentación, la igualdad de oportunidades, el trabajo y a la educación, entre otros. Es decir, que el acceso a la justicia facilita pasar de la letra muerta a la acción humanizante.



 



Subrayando que en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en 2008, los Poderes Judiciales reunidos en Brasilia, aprobaron las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, definiendo las circunstancias por las cuales una persona o población se encuentra en esa condición.



 



Tomando en cuenta que las Reglas de Brasilia surgen de un análisis profundo sobre la situación que enfrentan las poblaciones de Iberoamérica en condición de vulnerabilidad, para acceder al sistema de justicia, asumiendo las condiciones de discriminación y exclusión social para su erradicación, a partir de un enfoque integral y de alto contenido social.



 



Partiendo de que este instrumento es un esfuerzo por allanar el camino, humanizar la justicia y ubicar a la persona como eje central del quehacer de los Poderes Judiciales, de manera tal que todos los servicios sean diseñados en atención a sus necesidades y que el personal sea consciente de la obligación de ofrecer un servicio público de calidad.



 



Afirmando que no se debe escatimar la realización de toda acción positiva, cuyo objetivo sea derribar obstáculos que impiden el derecho de acceso a la justicia, y remediar situaciones de desventaja y exclusión que afectan a los grupos de personas en condición de vulnerabilidad, incluyendo entre estas las acciones legislativas, administrativas y operativas.



 



Evidenciando el compromiso de la Coordinación Nacional del Programa de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, del Perú, no solo en cuanto a la organización del III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, sino en atención a todas las acciones realizadas en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre ellas la propuesta de elevar a rango de ley las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



Respetuosas y respetuosos del ordenamiento jurídico de la República del Perú y de su institucionalidad, pero con una clara conciencia de que todo esfuerzo para cerrar la brecha en torno al acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, debe ser valorado en su justa dimensión, 



 



Declaramos



 



Que la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, actuando conforme lo establece la Regla número 100 la cual define las obligaciones de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, entre ellas: “(…) promover la elaboración, adopción y fortalecimiento de políticas públicas, que contribuyan al mejoramiento del acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad (…)”. De acuerdo con el objetivo de su  Plan Marco de Trabajo 2016 – 2018 el cual señala: “Mejorar las condiciones de Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, con base en la implementación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, con perspectiva de género, respeto y reconocimiento de la diversidad, en total armonía con los objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible” y con el convencimiento de que toda iniciativa ajustada a derecho, en armonía con los principios que informan el derecho constitucional vigente, que pondere y potencie los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, debe ser acogida con beneplácito; se solidariza con el Programa de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, reconociendo como un valioso esfuerzo su iniciativa de gestionar ante las instancias correspondientes, para que se eleven a rango de ley, las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, en la República del Perú.



Asimismo, hacemos propicia la ocasión, para manifestar nuestro agradecimiento por la invitación a participar en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, reunión que promueve el fortalecimiento de los lazos de amistad, solidaridad y cariño, que unen a nuestros Poderes Judiciales.



 



En Huancavelica, Perú, a las seis horas, del día nueve de noviembre de dos mil dieciséis.” (Ver anexo con la Declaración debidamente firmada)



 



En el mismo acto los Presidentes, representantes de los Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia de la República, los Coordinadores Distritales y representantes de los Coordinadores del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu comunidad, realizaron un reconocimiento a la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala, por su liderazgo, dedicación y esfuerzo, con el cual ha logrado incentivar más allá de la función jurisdiccional, el compromiso voluntario de la Judicatura Nacional. (Ver anexo).



 



Finalmente, es imperativo resaltar en este informe, que esta ha sido la primera ocasión en la cual la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, se constituye in situ para sesionar, intercambiar experiencias, desarrollar talleres de trabajo y, constatar el avance en la implementación de las Reglas de Brasilia en un país de Iberoamérica, acorde con las funciones que le son determinadas en la Regla número 100, lo que sin duda ha permitido un acercamiento sin precedentes con la realidad que enfrentan las personas destinatarias de este documento, y un medio idóneo de verificación del compromiso asumido en este caso, por el Poder Judicial del Perú, reconociendo su esfuerzo y  los avances logrados en la implementación de las Reglas de Brasilia, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones tuteladas en este instrumento.



 



ANEXOS



 



100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas  en condición de vulnerabilidad.  La experiencia costarricense.



 



Magistrada Carmenmaría Escoto



 



Sin duda la aprobación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, en la Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en Brasilia en 2008, marca un hito.



 



La dimensión que las Reglas de Brasilia otorgan a las carencias de las poblaciones más excluidas en las sociedades, supone un enfoque integral y de alto contenido social, que materializa el sueño de quienes creemos que la democratización de la justicia, sólo es posible cuando esta es accesible para todas las personas, sin distinción alguna. Las circunstancias que colocan a una persona en condición de vulnerabilidad, no distinguen fronteras, sexo, edad o etnia; todos los países enfrentan situaciones análogas.



 



El Poder Judicial de Costa Rica, en aras de humanizar la justicia, mantiene una política social, acorde a las necesidades de las personas usuarias, no obstante, a la luz de este instrumento se amplían las posibilidades de comprensión del fenómeno, de desarrollar estrategias para combatir todas las formas de intolerancia, y de eliminar barreras de cualquier índole.



 



En concordancia con las Reglas, se han creado instancias especializadas,  a las cuales me referiré posteriormente, que trabajan por la promoción, divulgación y respeto de los derechos de los grupos afectados.



 



Estas instancias poseen como paradigma, que el acceso a la justicia no incluye solamente la tutela judicial efectiva y las garantías del debido proceso, sino también todo mecanismo útil para la resolución de un conflicto. Se trata de dejar de lado la visión tradicional de la prestación del servicio público como una prerrogativa del Estado, para ubicarlo en la esfera de los derechos humanos; de manera que el servicio a las personas usuarias, implique la eliminación de modelos discriminatorios.



 



En ese orden de ideas, el acceso a la justicia como derecho instrumental que es, da contenido a la igualdad formal plasmada en los instrumentos legales, al ser el mecanismo que permite la exigencia de otros derechos, la resolución de los conflictos y la obtención de peticiones en procesos y gestiones no contenciosas. De tal forma, permite efectivizar los derechos sociales, económicos, culturales, civiles y políticos; abriendo camino para el reclamo de su cumplimiento y garantizando la igualdad y la no discriminación.



 



Para quienes lideramos el sector justicia, es una de nuestras responsabilidades el reconocimiento de las diferencias, como requisito indispensable para identificar las barreras que históricamente han obstaculizado el acceso a la justicia de diversos sectores, colocando a estos colectivos en situaciones lamentables.



 



Se trata de un compromiso de quienes mediamos la prestación de un servicio social, con la búsqueda de soluciones oportunas y pertinentes, que respondan a las necesidades particulares de los distintos grupos.



 



Se requiere de un sistema de garantías que permita su pleno desarrollo, por ello el Estado debe crear las condiciones jurídicas y materiales para que toda persona sin distinción, pueda acceder a la justicia. No solo ha de existir una abstención absoluta de imponer barreras, sino que han de implementarse acciones positivas cuando se presenten obstáculos de hecho, para el ejercicio de este derecho.



 



El acceso a la justicia en sentido amplio comprende no solo la posibilidad de acceder a procesos formales o no, para la solución de los conflictos y pretensiones, sino además la disponibilidad de un buen servicio de justicia, obtención de pronunciamientos justos, adecuados y en tiempo, evitar que las personas abandonen los procesos o gestiones judiciales, por motivos ajenos o contrarios a su voluntad, como podrían ser: la pobreza, la exclusión social, la tardanza, el desconocimiento, la falta de asistencia técnica y la discriminación, entre otros;  así como darle seguimiento a las decisiones, es decir a la ejecución de las sentencias, por citar algunos ejemplos.



 



El acceso a la justicia supone centrar la atención en los derechos de las personas justiciables, el sistema de justicia debe ser el medio para la función encomendada al Estado, de brindar protección a la ciudadanía mediante la resolución de sus conflictos o pretensiones. La persona es y debe ser la protagonista, pasando a un primer plano frente al personal judicial; es decir se debe orientar el quehacer en función de la ciudadanía, ofreciendo una justicia con rostro humano.



 



Sin embargo, algunas poblaciones continúan afrontando situaciones desfavorables, al encontrar mayores obstáculos para la tutela efectiva de sus derechos frente a los poderes públicos. Por ello es pertinente que los poderes judiciales concentren su atención, en aquellos grupos que se encuentran histórica y socialmente en condición de vulnerabilidad.



 



La ejecución de las Reglas de Brasilia ha representado para el Poder Judicial de Costa Rica, la búsqueda de mecanismos que contribuyan a mejorar el acceso a la justicia. Una de las principales acciones como ya mencioné, ha sido la creación de instancias especializadas para atender de forma particular las necesidades de las diferentes poblaciones: la Comisión de Acceso a la Justicia y  una Subcomisión por cada población determinada en condición de vulnerabilidad. 



 



Es así que, la Comisión de Acceso a la Justicia en Costa Rica, es el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, encargado de dictar políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones, entre ellos orientar los procesos de capacitación dirigidos al personal judicial y unir esfuerzos con instituciones externas que coadyuvan al cumplimiento de su misión.



 



Está integrada estratégicamente por todos los ámbitos judiciales: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo, así como por representantes de las Subcomisiones designadas para trabajar por cada una de las poblaciones en condición de vulnerabilidad: personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, discriminadas por orientación sexual e identidad de género, afro descendientes, indígenas, víctimas del delito, de violencia sexual y doméstica, niños, niñas y adolescentes y personas en conflicto con la Ley Penal Juvenil. Asimismo, la integran representantes de organizaciones gremiales y de la población civil usuaria de los servicios judiciales.



 



Tanto la Comisión como las Subcomisiones, encuentran apoyo en la Unidad de Acceso a la Justicia, órgano técnico ejecutor creado por acuerdo de la Corte Plena, cuya misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales y con otras instituciones cuyos objetivos son afines, en procura de un servicio eficiente, eficaz y humanizado.



 



Resulta imprescindible indicar que para cada una de las poblaciones consideradas en condición de vulnerabilidad, se ha aprobado una política institucional para el  acceso a la justicia, las cuales desde el más alto nivel jerárquico, brindan un marco de acción que permea en cascada el giro normal de la institución, contribuyendo en el diseño de cursos de capacitación, talleres, campañas de divulgación, modificación de la cultura judicial tradicional, producción de circulares y directrices, diseño universal (infraestructura), compra de equipo, atención a la persona usuaria, y toda acción tendiente a incorporar de manera transversal la perspectiva de género y diversidad, sin obviar las múltiples condiciones de vulnerabilidad que pueden afectar a una persona,  es decir,  se puede ser persona migrante, adulta mayor e indígena a la vez, por lo que la atención siempre deberá brindarse de manera integral.



 



Algunos lineamientos establecidos en las políticas institucionales que merecen ser resaltados como buenas prácticas son: la realización de audiencias in situ, cuando la persona usuaria está imposibilitada para trasladarse al recinto judicial; la designación de personas intérpretes y traductoras en idiomas indígenas y lengua de señas costarricense (LESCO), para la realización de audiencias judiciales; la contratación de peritajes antropológicos; otorgamiento de ayudas económicas para personas en condición de pobreza, las cuales cubren alimentación, transporte y hospedaje, según se requiera y con cargo al presupuesto judicial; la construcción de edificios nuevos y la remodelación de antiguos, con base en normas de accesibilidad universal, entre otros.



 



Todas estas son acciones estratégicas desarrolladas como parte del compromiso asumido para la implementación - y a la luz de la ratificación -  de las Reglas de Brasilia por parte del Poder Judicial de Costa Rica, contribuyendo así a la construcción de una sociedad libre de discriminación, inmersa en una cultura respetuosa de los derechos de cada una de las poblaciones, rompiendo antiguos paradigmas y desvelando los ojos de la justicia, para alejarnos de esa representación de imparcialidad - que no se cuestiona - pero si afirmando que se requiere mirar atentamente las necesidades de la población usuaria. De esta manera se pasa de la letra muerta a la acción humanizante.
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Ponencia



 



Buenas prácticas para la implementación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad.



 



Magistrada Carmenmaría Escoto, Costa Rica.



 



Contextualización



 



Indudablemente las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, son el motor que enciende las iniciativas de los Poderes Judiciales, a fin de poner en marcha todas aquellas acciones que permitan mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones menos favorecidas.



 



Su aplicación  supone un enfoque integral y de alto contenido social que potencia  la democratización de la justicia, al buscar los mecanismos necesarios para hacerla accesible a todas las personas sin distinción alguna. 



 



Resulta válido preguntarnos ¿qué llevó a los Poderes Judiciales Iberoamericanos a elaborar, aprobar e implementar este instrumento? La respuesta parece hallarse en  que las circunstancias que colocan a una persona en condición de vulnerabilidad, no distinguen sexo, edad, etnia o condición social, pero tampoco fronteras; en todos los países enfrentamos situaciones análogas, de ahí que nos corresponde la tarea de hacer de las Reglas, un instrumento efectivo para paliar las necesidades de las mal llamadas “minorías”, las cuales sumadas todas, constituyen una inmensa mayoría de seres humanos privados de sus derechos.



 



El Poder Judicial de Costa Rica no se abstrae a este imperativo, en aras de humanizar la justicia, desde años atrás mantiene una política social, acorde a las necesidades de las personas usuarias, y desarrolla estrategias para combatir todas las formas de intolerancia y discriminación.



 



A través de la  aplicación de diagnósticos de necesidades,  se han logrado determinar los obstáculos que históricamente han enfrentado ciertas poblaciones, cuando requieren la tutela judicial para  hacer efectivos sus derechos, encontrando así: barreras arquitectónicas, de comunicación e información y actitudinales.



 



De manera sistemática el Poder Judicial de Costa Rica ha buscado mecanismos para eliminar estas barreras, encontrando mayor dificultad cuando se trata de permear en el ser humano y remover actitudes prejuiciosas y discriminatorias, que por ser interiores, son invisibles, ocultas y por si fuera poco, muchas veces mutan  adoptando formas diferentes, camuflándose para pasar desapercibidas.



 



A partir de la ratificación de las Reglas de Brasilia por parte de la Corte Plena en mayo de 2008, se han sumado otros esfuerzos a los que ya se venían ejecutando, para trabajar por la promoción, divulgación y respeto de los derechos de los grupos afectados, me refiero a la creación formal de instancias especializadas, las cuales se sitúan a la vanguardia de las buenas prácticas judiciales, y desde las cuales en cascada, se producen acciones de diversa índole que impactan el sistema de administración de justicia, para el cual la persona es y debe ser el eje central, pasando a un primer plano frente al personal judicial; es decir con una orientación del quehacer en función de la ciudadanía, a fin de ofrecer y brindar una justicia con rostro humano.



 



Buenas Prácticas



 



Comisión de Acceso a la Justicia 



 



Una de las grandes fortalezas del Poder Judicial de Costa Rica, radica en la existencia de una Comisión de Acceso a la Justicia: órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, la cual tengo el honor de coordinar. Esta Comisión es la encargada de dictar políticas y lineamientos institucionales al más alto nivel, hacia el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones,  entre ellos, orientar los procesos de capacitación dirigidos al personal judicial, liderar las campañas de concienciación para provocar un cambio en la cultura judicial y unir esfuerzos con instituciones externas las cuales coadyuvan al cumplimiento de su misión.



 



La Comisión sesiona regularmente una vez al mes y extraordinariamente cuando se requiere. Está integrada estratégicamente por todos los ámbitos judiciales: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo, así como por representantes de las Subcomisiones designadas para trabajar por cada una de las poblaciones en condición de vulnerabilidad: personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, discriminadas por orientación sexual e identidad de género, indígenas, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, afrodescendientes, niños, niñas y adolescentes y personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil. Asimismo la integran representantes de organizaciones gremiales y de la sociedad civil usuaria de los servicios judiciales, actualmente se cuenta con un abogado con discapacidad visual.



 



Unidad de Acceso a la Justicia



 



El órgano técnico ejecutor de la Comisión es la Unidad de Acceso a la Justicia, creado por acuerdo de Corte Plena en la sesión ordinaria N° 32-2011, celebrada el 3 de octubre de 2011, artículo VIII.



 



Su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior (Comisión de Acceso a la Justicia, Corte Plena y Consejo Superior), y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia, garantizando así a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde la óptica de los derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.



 



Sostenibilidad



 



Al ser instancias permanentes creadas para velar por la eliminación de los obstáculos que enfrentan las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, la Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, brindan sostenibilidad a las acciones ejecutadas para que estas poblaciones ejerzan sus derechos, procurando así un acceso a la justicia de calidad, a través de acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, y con otras instituciones cuyos objetivos son afines, en procura de un servicio eficiente, eficaz y humanizado. 



 



Planes Anuales Operativos y Presupuesto



 



Resulta importante destacar que cada año se elabora un plan anual operativo (PAO),  donde se programan objetivos, metas y actividades priorizados, en coordinación con todas las Subcomisiones, con una perspectiva amplia que involucra las necesidades de todas las poblaciones, lo cual facilita el desarrollo de acciones para el abordaje integral de la problemática.



 



Asimismo, la Comisión y la Unidad cuentan con su propio presupuesto - y si bien es modesto - permite abordar prioritariamente las necesidades que se enfrentan. No obstante, el presupuesto institucional de forma transversal, incorpora la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, impactando de forma directa las construcciones, remodelaciones, contratación de personal, compra de equipo y mobiliario, vehículos, producción de materiales, capacitación, divulgación, servicio de interpretación y peritajes antropológicos y culturales, realización de audiencias in situ, apertura de despachos judiciales especializados, ayudas económicas a personas de escasos recursos, por citar algunos ejemplos.



 



Asimismo, las poblaciones en condición de vulnerabilidad, deben ser consideradas en los planes anuales operativos (PAOs) de todos los departamentos, despachos y oficinas judiciales.



 



Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas con discapacidad



 



La actual Subcomisión, nació en 2003, siendo denominada inicialmente Comisión de Accesibilidad, fue la primera creada con el fin de facilitar el acceso a la justicia de una población en condición de vulnerabilidad, en este caso, las personas con discapacidad. Es anterior incluso a la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Población en Condición de Vulnerabilidad, y desde su creación ha dictado políticas, lineamientos y directrices a la institución, sobre las acciones a realizar para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de esta población, trabajando por la eliminación de barreras de todo tipo, lógicamente con un fuerte impacto en infraestructura.



 



Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores



 



El Poder Judicial con una visión de futuro, anticipándose  a compromisos internacionales que se asumirían oficialmente en 2008, al ser aprobadas por Corte Plena en forma unánime las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad, y de cara  a una filosofía humanista, en la cual se considera a la persona como el eje central de la actividad que desarrolla la institución, merecedora de un servicio público de calidad y libre de obstáculos para hacer efectivos sus derechos al acudir ante la administración de justicia; consideró la condición etaria como una situación limitante para el acceso a la justicia, al encontrar las personas adultas mayores serios obstáculos en su interacción con el sistema, tanto en el nivel de salud, como de desplazamiento, de comprensión de los actos judiciales en algunos casos, y de acceso al información, siendo esta población la que enfrenta la mayor brecha informática. Por ello se creó una Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores.



 



Subcomisión para el Acceso a la Justicia de la Niñez y la Adolescencia



 



El Poder Judicial absolutamente comprometido con los derechos de las niñas, los niños y adolescentes y a tono con las disposiciones contenidas en las Reglas de Brasilia, cuenta con una Subcomisión encargada de emitir los lineamientos atinentes a esta población. Asimismo, existe un Juzgado especializado en la materia, cuya jurisdicción es nacional. Tratándose de niñez y adolescencia prevalece el interés superior de los niños  y las niñas, por lo que no se escatiman esfuerzos para tutelar esta población. Se emiten circulares y protocolos, asó como normas procesales para la protección de sus derechos.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil



 



Las Reglas de Brasilia consideran en condición de vulnerabilidad, en primer lugar, a toda persona en razón de su edad. De ahí que las personas menores de edad por definición se encuentran en condición de vulnerabilidad, a lo que se suma una condición más de vulnerabilidad frente a la posibilidad de la privación de libertad y al encontrar especiales dificultades para ejercitar con plenitud, ante el sistema de justicia, los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. Para la atención de esta población al igual que en los demás casos,  se ha creado una Subcomisión que se destaca por realizar importantísimos aportes, los cuales incluyen la definición de indicadores, creación de juzgados y equipo especializados  en la materia,  así como modelos basados en la justicia restaurativa.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas migrantes y refugiadas



 



Esta Subcomisión nace a la vida institucional en abril de 2011. Desde su conformación, la Subcomisión ha venido trabajando de manera constante para hacer efectiva la implementación de la Política institucional en la materia, en las diferentes esferas de la administración de justicia. La Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) funge como Secretaría Técnica de la Subcomisión. 



 



La población migrante es especialmente vulnerable pues su situación y la falta de documentos de identificación, favorecen la explotación laboral, hecho agravado cuando se trata de población indígena migrante, donde las mujeres, niños y niñas llevan la peor parte.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas privadas de libertad



 



La Subcomisión para el acceso a la justicia de personas privadas de libertad, es coordinada por la Directora de la Defensa Pública, por lo que el trabajo por los derechos de esta población se realiza desde esta institución, lo cual se ha esforzado por asegurar el adecuado acceso a la justicia de las personas quienes requieren sus servicios.



 



Las áreas que involucra su quehacer son: personas privadas de libertad en general; personas privadas de libertad con alguna de estas otras situaciones: condición de vulnerabilidad en razón del género; migrantes y refugiadas; pertenecientes a pueblos indígenas,  en condición de vulnerabilidad en razón de su edad;  personas con alguna discapacidad; personas acreedoras alimentarias;  personas trabajadoras; y por último, personas trabajadoras de la tierra. Es importante recalcar que una condición de vulnerabilidad que concurre en todas las personas que son atendidas por la Defensa Pública es la de pobreza, de ahí que aunque no se haga una mención específica, debe partirse de esa base para la atención de la población.



Es importante destacar en relación con el trabajo que realizan la Defensa Pública y la Subcomisión de personas privadas de libertad, los esfuerzos orientados a la población indígena y a las personas trabajadoras de la tierra, así como a las mujeres.



 



Se cuenta con una plaza especializada para la atención de personas indígenas desde junio de 2013 y ello ha permitido la realización de diversas acciones específicas tanto a lo interno como a nivel interinstitucional.



 



Uno de los aspectos más importantes que se ha venido trabajando es la visualización de las personas indígenas privadas de libertad. Esta labor de visualización ha permitido detectar a 155 personas indígenas usuarias de la Defensa Pública en lugares como Buenos Aires, Bribrí, Coto Brus, Corredores y Turrialba.



 



Centrando la atención en las personas indígenas privadas de libertad, actualmente se han contabilizado 115 en esa condición y ello ha permitido valorar el trato que se les está dando e incidir en propuestas efectivas para mejorar su calidad de vida, de acuerdo con las posibilidades procesales y tomando en cuenta su cosmovisión.



La Defensa Pública, mediante la plaza especializada, ha logrado posicionarse a nivel regional realizando visitas a zonas diversas, entre ellas a Tarrazú para tener contacto con el pueblo Ngäbe y conocer la situación de las personas indígenas en esta zona del país, sobre todo cuando inicia la recolección del café; además, se han realizado giras a Liberia, Atenas y Buenos Aires para coordinar temas sobre pueblos indígenas, directamente en sus territorios.



 



La materia agraria es donde hay un amplio matiz de vulnerabilidades, ya que las personas quienes trabajan sus parcelas, o en territorios indígenas o limítrofes, generalmente presentan condiciones serias de pobreza y suelen concurrir otras situaciones gravosas como por ejemplo ser persona indígena, migrante, mujer; de modo que la Defensa Pública y la Comisión de Asuntos Agrarios, la cual coordino, han venido ofreciendo un servicio especializado mediante una Unidad conformada por personas expertas en el tema agrario y se preocupan por capacitar a los y las juzgadoras, defensoras y defensores públicos y personal de apoyo.



 



Tan ostensible es la exclusión estructural de quienes son víctimas estas personas, que en muchas ocasiones la Defensa Pública debe representar tanto a la parte actora como a la demandada (mediante el nombramiento de defensoras o defensores específicos para que actúen como contraparte), ya que por sus características personales y socioeconómicas, las condiciones de vulnerabilidad son igualmente palpables.   



 



Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género



Las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, definen las poblaciones beneficiarias y las situaciones que potencian la vulnerabilidad, no obstante no referir en ellas a la población discriminada por orientación sexual e identidad de género, el Poder Judicial de Costa Rica si la contempla. Mediante el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 30-09 de 9 de noviembre de 2009, artículo XI, se crea la Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del Poder Judicial. 



 



La Subcomisión  inició sus funciones en enero de 2010 y desde esa fecha se reúne mensualmente. Está actualmente integrada por representantes de la Dirección General de Organismo de Investigación Judicial, el Servicio de Salud, la Secretaría de Género,  el Ministerio Público, la Defensa Pública, la Judicatura, el Departamento de Trabajo Social y Psicología y la Defensoría de los Habitantes.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes



 



En  el marco de la declaración de Naciones Unidas del año Internacional sobre los afrodescendientes, se creó  en Costa Rica, la Comisión Nacional Afrocostarricense, mediante Decreto Ejecutivo número 36465, de 24 de febrero de 2011.



 



A solicitud de la Comisión Nacional Afrocostarricense presentada ante la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en el año 2013 se incluyó a los (as) afrodescendientes, entre las poblaciones denominadas en condición de vulnerabilidad, iniciando así las acciones tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia, que llevaron a la creación de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes.  



 



Una vez creada la Subcomisión, inició sus labores para visualizar y trabajar por la eliminación de la discriminación racial, prejuicios y estigma que pesan sobre esta población, velar por el respeto y difusión de sus derechos, por el conocimiento y aplicación de los convenios internacionales y la legislación nacional, asimismo, para promover  el diseño de políticas y directrices institucionales. A la fecha ya ha conocido y atendido casos de discriminación racial en el seno de la institución.



 



Políticas institucionales



 



Es importante destacar según ya lo he mencionado que para cada una de las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, se ha emitido una política institucional, con lineamientos específicos según las necesidades de la población destinataria, como por ejemplo en el caso de la población afrodescendiente se trata de erradicar toda forma de racismo y discriminación racial, incluyendo el racismo estructural y el indirecto, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia y brindar un servicio de calidad. Pero que también comparten objetivos comunes, a partir de ciertas características concomitantes.



 



Objetivo común



 



Todas las políticas comparten como objetivo común eliminar las diversas barreras que afectan a estas poblaciones, optimizar la prestación del servicio público y mejorar las condiciones para el acceso a la justicia. Asimismo, establecer lineamientos y directrices garantes de sus derechos.



 



Los lineamientos que establecen estos documentos permean todos los ámbitos del Poder Judicial: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo. Estableciendo obligaciones a las diferentes instancias para la realización de acciones de capacitación, concienciación, divulgación de derechos, formulación de planes anuales operativos y presupuestos con la perspectiva de la diversidad, accesibilidad en los sistemas en línea y páginas web, atención especializada a víctimas, pago de ayudas económicas, contratación con cargo al presupuesto de peritos, personas intérpretes y peritajes culturales, atención in situ cuando las circunstancias no facilitan el desplazamiento de la persona usuaria (personas con discapacidad, adultas mayores, indígenas de zonas lejanas)



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas



 



De la mayor importancia no obstante haberla dejado para el final, la materia indígena merece una especial referencia, por ser esta una población histórica y sistemáticamente discriminada, al punto de haber sufrido un grave exterminio.



 



Lo he hecho así, porque quiero referirme a ella con el cariño que he desarrollado a través de los años, pues no solamente ejerzo el cargo de coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, también soy coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, además durante mis inicios en la carrera judicial, estuve en muchas oportunidades destacada en sus territorios, aprendiendo su idiosincrasia, viviendo muy de cerca sus necesidades, lo mismo ocurrió durante mis años como juzgadora en materia agraria, sin duda existe un gran ligamen entre los pueblos indígenas y la madre tierra  -su principal fuente de sustento- la cual les ha sido arrebatada, persistiendo hoy en día acciones directas para privarles de la poca que aun conservan. Las anécdotas y amargas experiencias que sobre esta etapa podría referirles son abundantes, así como sobre los acontecimientos que se han sucedido con el devenir de los años y que hemos debido abordar como parte del quehacer de la Subcomisión.



 



Para el año 2000 se tenía conocimiento, la población indígena representaba el 1.6% de la población total (63.876 personas). El 43% habitaba en alguno de los 24 territorios protegidos por la Ley Indígena.  Existen ocho diferentes etnias: bribri, cabécar, ngäbe, malekú, teribe, brunca, huetar y chorotega. Se reconocen seis distintos idiomas indígenas, el 50% de la población sólo habla su idioma nativo, el 40% español y el 10% son bilingües.



 



En la actualidad hay estimaciones de que la población indígena de Costa Rica, asciende a un 2% de la totalidad.



 



Del total de las personas indígenas del país 30.996 son mujeres (48.5%) lo cual representa el 1.62% de las mujeres costarricenses. El 77.3% de las mujeres indígenas viven en Limón, Puntarenas y San José. La cantidad de hijos (as) promedio que tiene una mujer indígena (4.1) es superior al promedio nacional (2.7). El porcentaje de mujeres indígenas con una o más carencias es del 76.23%, sólo el 23.77% tiene satisfechas sus necesidades básicas. El 40.7% de las mujeres indígenas no poseen ningún grado de educación, únicamente 62 mujeres estudian o han concluido la universidad (sólo el 2.68% de las mujeres indígenas acceden a ese tipo de educación).
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Acta de Corte Plena Nº 005 - 2018 








      



Fecha: 12 de Febrero del 2018



ARTÍCULO XII  



Documento 1499-2018



La licenciada Montserrat Solano Carboni, Defensora de los Habitantes de la República, en oficio N° 01009-2018-DHR de 30 de enero último, recibido el 6 de febrero en curso, expresó:



          “La Defensoría de los Habitantes, con fundamento en el artículo 12 de la Ley N° 7319 del 17 de noviembre de 1992, abrió una investigación de oficio en relación con los derechos de las personas con discapacidad psicosocial internadas en los centros especializados en la atención psiquiátrica de la seguridad social. Adjuntó encontrarán el informe final de dicha investigación. 



En este informe se giran una serie de recomendaciones y se formula recordatorios a diferentes instituciones públicas, a fin de mejorar la atención de las personas con discapacidad psicosocial internadas en el Hospital Nacional Psiquiátrico y el Hospital Dr. Roberto Chacón Paut 



         En virtud de lo anterior, y con fundamento en el artículo 32 del Reglamento a la Ley de la Defensoría de los Habitantes, los órganos públicos deben, en el plazo de QUINCE DIAS HABILES a partir el día siguiente a la notificación de este informe final, remitir a la Defensoría de los Habitantes un informe de cumplimiento de las recomendaciones formuladas. 



         En relación con este informe final cabe el recurso de reconsideración que deberá ser interpuesto dentro de los OCHO DIAS HABILES posteriores a la notificación.”



 



- 0 -



Del citado informe se transcriben las conclusiones y recomendaciones que en lo que interesa dice:



“[…]



 



VI.- CONCLUSIONES. 



1.- Análisis Estadístico. La Defensoría de los Habitantes solicitó en dos ocasiones información a los hospitales psiquiátricos -la primera en agosto del 2013 y la siguiente en febrero del 2015-. 



De la información proporcionada se observa que se presentó una ligera disminución en el número de pacientes internados, entre uno y otro informe. En diciembre del 2013, en el Hospital Chacón Paut había internados en Estancia prolongada 142 pacientes, mientras que en marzo del 2015, era de 118. No se analiza la información de la Unidad de Atención en Crisis por cuanto al número de pacientes internados, pues no se suministró la información en diciembre del 2013. Por su parte, en el Hospital Nacional Psiquiátrico también hubo una disminución en el número de pacientes internados: al 31 de julio del 2013 había 505 pacientes, mientras que en marzo del 2015 habían 491 pacientes. 



En cuanto a la distribución por sexo se evidencia, en términos generales, que hay más hombres internados que mujeres en los hospitales. En el Hospital Chacón Paut, a marzo del 2015, de los 118 pacientes internados en Estancia Prolongada, el 69% eran hombres y el 31% mujeres. La Defensoría de los Habitantes comparte la explicación dada por el Hospital Chacón Paut sobre este hecho, en el sentido de que obedece a una cuestión de género toda vez que a las mujeres en una sociedad patriarcal como la nuestra, en la que existe una distribución de funciones por sexo, a las mujeres se les asignan las labores domésticas y de cuido, siendo más difícil para las familias desprenderse de ellas. En ese contexto, los hombres son más prescindibles que las mujeres. 



Lo opuesto sucede en la Unidad de Intervención en Crisis ya que se internaron durante el 2014, más mujeres que hombres. De acuerdo con la información proporcionada por el Hospital Chacón Paut, el 73% de internamientos en dicha Unidad correspondió a mujeres, en contraposición al 27% que correspondió a hombres. La Unidad de Intervención en Crisis cuenta con un número reducido de camas en comparación con Estancia Prolongada. Es por ello que en proporción, sumando ambas instancias, hay más hombres que mujeres en el Hospital Chacón Paut. Al respecto, en el informe suministrado por dicho Hospital, se señala que “socialmente tienen mayor permiso de expresión de su parte emocional que los varones, éstos tienen más limitaciones y mandatos sociales de no expresar sus emociones.” Esta, ciertamente es una buena explicación. 



El Hospital Nacional Psiquiátrico no consignó datos relativos a la distribución por sexo de las personas internadas en el último informe solicitado. Sin embargo, en el primer informe se indicó que de los pacientes internados al 31 de julio del 2013, 183 eran mujeres, lo que equivale a un 36% y 322 hombres, lo que equivale 64 %. De nuevo se evidencia que había más hombres internados que mujeres en dicho Hospital, ratificando la justificación antes expuesta. 



En cuanto a la distribución por edad de las personas internadas en ambos hospitales psiquiátricos, cabe indicar que en el Hospital Chacón Paut, a marzo del 2015, en Estancia Prolongada prevalecían los pacientes en el rango de edad entre los 51 a 60 años, pues de los 118 internados, 50 estaban en ese rango de edad. Le seguían los pacientes en el un rango de edad entre 61 a 70. Estos dos rangos de edad abarcan el 62% de pacientes. Lo anterior denota que los pacientes de Estancia Prolongada cuentan con una edad avanzada. 



En la Unidad de intervención en crisis predominan las y los pacientes en el rango de edad de 31 a 40 años (102). En segundo lugar se encuentran los pacientes cuyo rango de edad es de 41 a 50. Como lo indica el informe del Hospital Chacón Paut, la mayoría de internamientos en la Unidad de Intervención en Crisis corresponde a personas que están dentro de la población económicamente activa. 



El Hospital Nacional Psiquiátrico en el primer informe que presentó consignó que de los pacientes internados al 31 de julio del 2013, los que se encontraban en el rango de edad de 50 a 59 años eran el número mayor de personas internadas con un total de 97. Le seguía la población cuyo rango de edad corresponde de 40 a 49 años, y después la población entre los 20 y 29 años de edad. 



No hay en el Hospital Nacional Psiquiátrico una distribución tan marcada como la del Hospital Chacón Paut, ya que hay una distribución más uniforme entre los diferentes grupos etarios. 



En lo concerniente a la distribución por diagnóstico, el Hospital Chacón Paut comunicó que a marzo del 2015, en Estancia Prolongada prevalecían las y los pacientes con retardo mental, pues de los 118 internados, 104 presentaban esa condición, 13 esquizofrenia y 1 demencia. Como bien lo apunta dicho hospital, el retardo mental no es una enfermedad, por tanto, nunca debieron ingresar ni permanecer en la Institución. La situación se debe, como se analizará más adelante, a que muchos de estos pacientes fueron internados hace muchos años cuando se manejaba una concepción de enfermedad mental diferente a la de hoy en día. 



Con respecto a la Unidad de Intervención en Crisis, en el año 2014, sobresalió el diagnóstico de trastornos de ansiedad con 163 internamientos, lo que representa el 45%. Le sigue los internamientos por trastornos del humor con 27, que equivale a un 35%. Dicha Unidad es una ventana en la cual puede observarse la realidad de la salud mental en nuestro país, puesto que se presentan factores relacionados con los estilos de vida en la actualidad que generan presiones sociales que son el disparador de trastornos. 



En el Hospital Nacional Psiquiátrico, durante el año 2014, predominó el diagnóstico esquizofrenia, trastornos esquizotípicos y los trastornos delirantes con 1060 egresos, que representan el 32.1%. En segundo lugar se encontraban los trastornos del humor con 687 egresos, lo que equivale al 20.8%. 



En relación con el tema de los períodos de internamiento es preciso indicar que en Estancia Prolongada del Hospital Chacón Paut, hay 38 pacientes que tienen de 31 a 40 años de permanecer en esa institución, lo que corresponde al 38%. 23 pacientes cuentan entre 1 a 10 años de internamiento (19%), 22 entre 41 a 50 años (18%). La Sección de Estancia Prolongada cuenta con pacientes con muchos años de internamiento que en relación con su edad, lleva a la conclusión que muchos de ellos ingresaron muy jóvenes, y han permanecido un lapso muy amplio de sus vidas en el Hospital. Incluso, muchos de los pacientes han perdido contacto con sus familiares. 



En la Unidad de intervención en Crisis, el período de internamiento en promedio es de 13.6 días. Esta información no sorprende en virtud de que esta es una Unidad dirigida a brindar servicios precisamente a eventos específicos que alteran la vida de una persona. 



En el Hospital Nacional Psiquiátrico, en Corta Estancia el promedio de internamiento es de 29 días y el de Larga Estancia es de 886 días, lo que corresponde a 2.4 años. 



2.- Análisis de las Visitas de Campo. 



a.- Al Hospital Chacón Paut. 



En términos generales, la infraestructura del hospital no se encuentra en las condiciones adecuadas, y pese a algunas remodelaciones y mantenimiento, gran parte del inmueble muestra deterioros importantes que no presentan las mejores circunstancias para los pacientes; por ejemplo, la casa para personas adultas mayores donde una infraestructura antigua de madera alberga a varios pacientes. 



Es fundamental señalar que el modelo prevaleciente en este hospital es estrictamente manicomial, con lo cual se trata de una unidad hospitalaria que no dispone de condiciones idóneas para la atención y la rehabilitación. 



Con respecto a la admisión en el hospital, no parece haber una distinción clara ni efectiva entre la admisión voluntaria o involuntaria, a pesar de existir un protocolo al respecto. 



La admisión responde a criterios médicos no unificados y que tampoco coinciden con los Principios de Protección definidos en este informe. 



Parece existir una ambigüedad entre el permitir al paciente la decisión de salir en cualquier momento y el criterio médico con el que se debe acceder a dicha circunstancia, pues en última instancia aunque el paciente desee salir, el médico es quien tiene la última palabra. Falta en este sentido, la univocidad y definición de criterios que permitan la toma de decisiones adecuadas a efectos de autorizar un egreso hospitalario 



La permanencia forzosa de los pacientes en el hospital en algunos casos responde más a circunstancias sociales que a problemas médico-clínicos, por ejemplo existen pacientes que no tienen ninguna enfermedad mental y que se encuentran en el centro por tener algún tipo de discapacidad intelectual, siendo que fueron ingresados por sus familiares en el hospital y luego de un tiempo abandonados allí. En este sentido el hospital continúa siendo una suerte de asilo para estas personas o un hogar para quienes en estas condiciones carecen también de un lugar de retorno que coadyuve en la reinserción familiar y social. 



En cuanto al suministro de medicamentos, tampoco queda claro si es posible que el paciente tenga la potestad total de negarse a consumir los medicamentos o a interrumpirlos, pues igualmente este asunto se somete a criterio médico y es él quien determina si se continúa o no con el tratamiento. 



Respecto del aislamiento, la sujeción y la reclusión involuntaria, estos parecen prácticas que se presentan con regularidad en el centro, pues pese a que en las entrevistas a funcionarios y funcionarias indicaron que éstas se limitan el máximo posible, las instalaciones cuentan con habitaciones exclusivas para este fin y además se observó un espacio con un formato tipo celda de reclusorio, lo que hace necesario revisar y clarificar este tema del aislamiento y reclusión involuntaria. 



En el Hospital Chacón Paut se desarrollan procesos que buscan mejorar la condición de los pacientes, como el caso de la huerta y la finca al cuido de ellos mismos, donde existen posibilidades de una terapia ocupacional distinta que permite a los y las residentes realizar actividades diversas a favor de mejorar sus condiciones y además aportarles aprendizajes significativos en distintos aspectos. Por otro lado, cabe mencionar que el programa de Terapia Ocupacional pretende dar herramientas para la vida diaria a pacientes funcionales: higiene bucal, personal, selección de ropa individual, necesidad de baño y acicalado personal, postura al sentarse, taller de motora fina y taller de lectoescritura (los que pueden), además se celebran actividades los viernes, consistentes en parrilladas y partidos de futbol.  



Las quejas más frecuentes son con respecto al maltrato verbal, la poca frecuencia de la atención, la falta de profesionales como psiquiatras o psicólogos, una mejor alimentación, mejores espacios para recibir visitas y oportunidades de entretenimiento y otras actividades de esparcimiento mental para no aburrirse. 



Se considera importante que por el perfil de pacientes del hospital, se realicen procedimientos de inducción y sensibilización para los funcionarios. Se requieren cursos o adiestramiento con psicología de orientación y sensibilización para que no se llegue “a ver lo anormal como normal”30 y ello permita atender con más dedicación y protección a las y los usuarios de los servicios de este centro médico. 



30 Palabras textuales de una de las personas entrevistadas en el Hospital Chacón Paut 



Es necesario contar con un control y seguimiento puntual de limpieza en cada unidad, bajo los pilares de asepsia-limpieza-desinfección. 



Dentro de las necesidades generales del hospital se cita el equipamiento, los insumos, uniformes, más recursos humanos, más materiales y utensilios y artículos de limpieza y desinfección. 



Debe señalarse la carencia de recursos económicos y humanos, así como limitaciones infraestructurales como barreras arquitectónicas y riesgos de la planta física que se evidenciaron durante la visita. 



Por otra parte, la CCSS no provee implementos para la vida cotidiana y que coadyuvan en el proceso de tratamiento del paciente, como ropa, zapatos, artículos de uso personal como crema dental, entre otros, por cuanto no analiza las particularidades que implica un hospital psiquiátrico. De modo que el trato que se ofrece a algunas personas (larga estancia) ya no es en su condición de pacientes, sino en condición de residentes, con lo cual los objetivos del Hospital ya no se cumplen. Esto coloca a estas personas en una condición de retraso biopsicosocial y las conduce a un fracaso en la reinserción psicosocial. A pesar de dicha omisión, los residentes cuentan con este de tipo de artículos de primera necesidad que son proveídos por medio de donaciones particulares.



 



b.- Al Hospital Nacional Psiquiátrico. 



 



En criterio de esta Defensoría, el hallazgo relacionado con la presencia de personas menores de edad y de personas mayores de edad en el servicio de Observación-Admisión y Emergencias es altamente inconveniente por el riesgo que entraña para las personas menores de edad permanecer por tiempo indefinido con personas con propósitos terapéuticos distintos y en general por cuanto, en todo ambiente hospitalario, la separación de estos grupos de personas responde a criterios de seguridad y protección en consecuencia con el Principio del Interés Superior de la persona menor de edad. 



 El Mecanismo Nacional de la Prevención de la Tortura, emitió un Informe Especial sobre La Atención para las Personas con Enfermedad Mental en Conflicto con la Ley, en el cual se reseñó lo siguiente: "El edificio carece de medios físicos que dividan a las personas con medidas de internamiento de los demás usuarios del Servicio de Emergencias, lo que permite que estén en contacto con los demás pacientes que ingresan diariamente a Observación en dicho Hospital. Esto implica que mujeres, personas menores de edad, personas con enfermedad mental sin medidas de seguridad, compartan el espacio con quienes sí tienen una medida restrictiva. Esta situación a todas luces contraviene los derechos de los pacientes del hospital, los estándares en materia de establecimientos de detención, afecta los servicios que brinda el personal del HNP, y aumenta los riesgos de inseguridad." 



Existen protocolos que contienen criterios de admisión, sin embargo su aplicación no es congruente con sus disposiciones, en el sentido de que el personal a cargo mantiene prácticas distintas, lo que puede atentar contra la libertad personal del paciente. Desde una perspectiva terapéutica un paciente ingresado de forma inadecuada podría ocasionar un tratamiento equivocado. 



Las quejas más frecuentes se refieren a la frecuencia de la atención, la falta de profesionales como psiquiatras o psicólogos, una mejor alimentación, mejores espacios para recibir visitas y oportunidades de entretenimiento y recreación como salir a tomar el sol u otras actividades de esparcimiento mental para no aburrirse. 



En el Hospital Diurno las condiciones de las y los pacientes son distintas pues no están internos en el hospital y solo acuden al centro de lunes a viernes en horario de 7 a.m. a 3 p.m., por lo que en cuanto a condiciones de estadía y tratamientos o formas de restricción y aislamiento las consideraciones son distintas para los que sí están en el centro. 



En el caso de las y los pacientes del Hospital Psiquiátrico los métodos de sujeción y aislamiento también son una práctica común, además de que por la cantidad de pacientes y el tamaño de las instalaciones las condiciones en las que se aplica esta medida son poco claras entre el personal hospitalario. 



Las actividades que realizan los encargados de terapia ocupacional parecen ser de mucho provecho tanto para los pacientes como para el mismo centro, al aportar opciones alternativas al tratamiento médico que a la vez permiten alcanzar los objetivos de una inserción más efectiva para el paciente a la sociedad. 



Finalmente habría que señalar que en el Hospital Nacional Psiquiátrico se encuentran personas de las que se reportan largas estancias debido a que no cuentan con soporte familiar. Población que está en custodia del Patronato Nacional de la Infancia o que espera ser ubicada en un albergue para personas adultas mayores. En criterio de la Defensoría de los Habitantes se deben realizar esfuerzos importantes para lograr que esta población sea reubicada y sea acogida por las instituciones competentes (u organizaciones de atención directa). Sin embargo, las condiciones psiquiátricas y médicas que presentan estas personas más las dificultades del entorno familiar y comunitario constituyen obstáculos para dicho proceso de reinserción, lo que genera que sus internamientos se prolonguen más allá de su alta médica. 



3.- Consideraciones especiales sobre la información y el consentimiento informado. 



Dada la importancia de los bienes jurídicos que protege el médico por medio del ejercicio de su profesión, es decir la vida y, por ende, la salud, así como la integridad física y emocional, en Bioética se han establecido una seria de obligaciones morales y éticas que regulan la relación del médico con el paciente y con la sociedad. En este sentido, Hipócrates enseñó como fundamento de la Medicina: "Primum no nocere", es decir, primero no hacer daño. Este deber de la Ética Médica es aún vigente y hoy se le señala como el Principio de Beneficencia, que es de acatamiento obligado. Sin embargo, hoy en la atención integral del paciente y su familia que se propone y cumple desde la práctica diaria en la atención en salud, el fundamento de la medicina “Primum no nocere” trasciende sustancialmente la parte física y el concepto se amplía a “No hacer daño” en lo psicológico, lo social, y lo emocional. 



El continuo aumento del poder de la moderna medicina y el complejo contexto sociológico en el cual se practica, llevan consigo nuevos interrogantes éticos acerca de lo que es justo, lo que es bueno y lo que es correcto en el comportamiento de los médicos, los pacientes y la sociedad. 



El acto médico implica una o varias decisiones que se adoptan con el concurso de otras personas, lo cual incluye a otros profesionales de la salud y la activa participación del paciente, quien decide, previa información suministrada por el médico acerca de las intervenciones clínicas a realizar, como ya vimos. 



El acto médico además es un acto reglado, es decir, debe responder a normas, procedimientos y muchas veces protocolos, los cuales buscan que el médico en el ejercicio de su profesión intente satisfacer, desde el punto de vista clínico y médico, el mejor beneficio para los pacientes. 



El acto médico sobre todo tiene implicaciones éticas. La Medicina es una profesión de declaración de compromisos. Como bien lo señalan Antonio Piga y Teresa Alfonso Galán, "los juramentos y los códigos de la profesión médica históricamente elaborados comprometen al médico a deberes en sus relaciones con sus pacientes, que implican un reconocimiento de los derechos de los enfermos- de hecho, un reconocimiento anterior al de los derechos humanos. "  



 Las decisiones médicas no deben responder únicamente a criterios biológicos pues "ningún enfermo (...) es biológicamente puro, todas las personas tienen invariablemente una respuesta psíquica y social a la enfermedad." 



Junto con la anterior situación, la subjetividad del paciente, su vivencia, su personalidad, cultura, educación y demás factores personales y sociales, terminan de explicar su situación de riesgo y vulnerabilidad34. Esto explica, por ejemplo, que en dos pacientes diferentes con igual diagnóstico clínico, la evolución sea diferente aunque sean tratados igual por el mismo profesional o, que un mismo individuo con el mismo diagnóstico en dos períodos de tiempo diferentes, su evolución no sea idéntica, aunque su tratamiento sea el mismo y la atención sea prestada por el mismo profesional. 



Durante el proceso de enfermedad y durante el internamiento hospitalario, el paciente puede experimentar un estado de desesperanza, agitación ansiosa, sentimientos de frustración por dejar de estar sano, además puede experimentar vivencias de desesperanzas que pueden llevar hasta estados de franco contenido depresivo, sentimientos de impotencia frente a la enfermedad y sus posibles consecuencias, ansiedad y miedo, agotamiento y apatía, sentimiento de inutilidad, grado de aislamiento y sentimiento de soledad, sentimiento de contrariedad, rechazo a familiares próximos o hacia personas con las que mantiene una estrecha relación afectiva y, finalmente ausencia de perspectiva de buena o satisfactoria evolución a corto plazo. 



Tomando en cuenta todo lo anterior, es que el paciente y su familia se encuentran en una especial condición de vulnerabilidad emocional. El miedo o terror a la enfermedad psiquiátrica refuerzan esta misma condición de vulnerabilidad. 



Numerosos estudios en Sociología de la Salud y Psicología Social concuerdan en que la participación activa de los familiares en el proceso de salud-enfermedad de un paciente, sobre todo de aquellos que padecen enfermedades crónicas degenerativas, con pronóstico fatal o de difícil recuperación, puede tener un importante efecto terapéutico, tanto como el que puede tener un médico que ofrezca un adecuado trato. Es desde esta perspectiva que la familia juega un papel importante. El proceso salud-enfermedad, como ya se indicara, depende también de la participación de la familia. 



"La información tiene una vertiente terapéutica, al actuar los familiares como colaboradores calmando la angustia y la incertidumbre del paciente y actuar como refuerzo positivo en las relaciones médico-paciente." 



Se aconseja por consecuencia que el médico tratante y su equipo incorporen activamente -en la medida de las posibilidades- a la familia en el proceso de toma de decisiones cruciales. 



En general, pero con mayor énfasis en la atención de pacientes con enfermedades avanzadas, crónicas y degenerativas, existe abundante evidencia de que estas personas prefieren ser atendidos por personal sensibilizado, accesible y capaz de dar un trato digno y de calidad, que contar con modernas técnicas médicas o con los mejores especialistas en Medicina. 



En cuanto a lo que se refiere al campo de la Psiquiatría, la familia puede jugar un papel particularmente importante porque facilita el proceso de participación en la sociedad. En torno a las personas con discapacidad psicosocial giran una serie de prejuicios y estereotipos, entre los cuales destaca que no poseen la capacidad de tomar decisiones. Si bien no se puede afirmar que todas las personas con discapacidad psicosocial cuenten con tal capacidad; no se puede aseverar que todas no cuenten con ella. 



Propiamente en lo que se refiere al consentimiento informado, las familias de las personas con discapacidad psicosocial pueden brindar los servicios de apoyo necesarios, a fin de que puedan ejercer ese derecho pero no sustituyendo su voluntad, sino creando las condiciones favorables para su manifestación. Debe entenderse por servicios de apoyo los medios destinados a que las personas con discapacidad interactúan con un entorno que presentan muchos obstáculos. 



El Comité de los Derechos de las Personas con discapacidad en la Observación General N° 1-2014 sobre el consentimiento informado ha señalado: 



“41. El derecho a gozar del más alto nivel posible de salud (art. 25) incluye el derecho a la atención de la salud sobre la base del consentimiento libre e informado. Los Estados partes tienen la obligación de exigir a todos los profesionales de la salud y la medicina (incluidos los profesionales de la psiquiatría) que obtengan el consentimiento libre e informado de las personas con discapacidad antes de cualquier tratamiento”. 



Los servicios de apoyo o, como los denomina la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, salvaguardias, deben ser proporcionales y adaptadas a las circunstancias de cada persona. Lo anterior quiere decir que los servicios de apoyo que requieran las personas con discapacidad psicosocial para otorgar el consentimiento informado deben ser diversos, a efecto de que se ajusten a las necesidades de cada individuo. Ejemplos de servicios de apoyo para el ejercicio del consentimiento informado son: El elegir una persona de confianza que le ayude a tomar la decisión con respecto al tratamiento que podría ser sometido, la asistencia para explicar los alcances del tratamiento o apoyo entre pares. 



4.- Análisis comparativo con el informe Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad Mental en el Sistema de Salud de Costa Rica. 



A partir de un análisis comparativo entre el estudio en el que participó esta Defensoría en el año 1997 junto con el Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para el Delito y Tratamiento del Delincuente; el entonces Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, el Programa Pro Derechos Humanos para Centroamérica de la Embajada de Dinamarca, la Universidad de Umea, Suecia y el Centro Colaborador de la OMS en capacitación e investigación en Salud Mental, se concluye que se han presentado avances significativos en algunas de las temáticas evaluadas tales como: la notificación obligatoria de los internamientos involuntarios por parte del Hospital Nacional Psiquiátrico; la sustitución de la fórmula de exoneración por una de consentimiento informado; la regulación mediante reglamento de las medidas de sujeción y aislamiento y la apertura de programas con enfoque de derechos de niñez y adolescencia. 



 



En la siguiente tabla se compara el Informe de 1997 con los hallazgos de este informe: 



 



				Tabla N° 15







				Principio



				Informe



1997



				Hallazgos de este informe







				Criterios de Admisión



				Tres formas de internamiento:



Voluntario, involuntario judicial e involuntario no judicial.



 



 



No existe normativa para la salida de los pacientes, ni revisión de casos.



 



 



No se informa a la autoridad judicial.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Muchos no cuentan con declaratoria de interdicción. Tampoco se declara de oficio la curatela.



				Se mantiene las tres formas de



Ingreso



 



 



 



No existe normativa para la



salida de los pacientes



 



 



El Hospital Nacional Psiquiátrico mantiene una comunicación constante de los ingresos involuntarios a la sede jurisdiccional. Sin embargo, esta no mantiene la misma constancia. Por su parte, el Hospital Chacón Paul no comunica sus ingresos involuntarios a la sede jurisdiccional.



 



 



Los temas de interdicción y curatela no fueron evaluados en este estudio pues ambos institutos jurídicos se encuentran en este  momento cuestionados a la luz de los Derechos Humanos







				Consentimiento



informado



				Consentimiento "en blanco" con



exoneración de responsabilidad



 



 



 



 



 



 



 



Procedimiento poco regular. Lo común es suministrar tratamiento sin consentimiento.



 



 



 



 



 



 



 



Los pacientes no conocen su tratamiento.



				Este tipo de consentimiento- (fórmula de exoneración) ya no se utiliza, actualmente se emplea el formulario "Consentimiento Informado" donde se consigna el tipo de tratamiento al cual se sometería el paciente.



 



 



Sigue siendo un procedimiento poco regular. Se constata con el personal médico la realización de esfuerzos por lograr que las personas comprendan la información que se les está suministrando y den su autorización escrita.



 



 



Se constata un mayor nivel de comprensión acerca del tratamiento.







				Prácticas abusivas



				Contención física con ataduras.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



No hay evidencia de maltrato, pero sí burla.



 



 



 



 



 



No existen medidas para evitar abusos sexuales.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Terapia electro-convulsiva, en



algunos casos se aplica sin el



consentimiento informado



prevaleciendo el criterio médico



				Fue posible constatar sujeción física con atadura la cual se encuentra autorizada dada su conveniencia en algunos casos según el Reglamento para la Aplicación de Procedimientos de Restricción de Movimientos y Aislamiento a Personas con Trastornos Mentales y del Comportamiento en los Servicios Asistenciales de la Caja Costarricense del Seguro Social. Esta normativa indica en qué condiciones se aplica las ataduras y en cuales condiciones no se debe aplicar



 



 



No se constató ni maltrato ni burla, sin embargo se recibieron comentarios negativos al respecto por parte de algunos pacientes entrevistados.



 



 



En el Pabellón de Adolescentes del Hospital Nacional Psiquiátrico existen medidas de control y protección para la población. Se mantiene la puerta cerrada, los pacientes salen únicamente acompañados por personal del Hospital y existe observación permanente.



 



 



No se constató la aplicación Terapias Electro convulsivas sin consentimiento informado.







				Derechos de las y



los pacientes



internados



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Confidencialidad



Historia Clínica



Completa



 



 



 



 



 



 



Derecho al Trabajo



y a la Capacitación



 



 



 



 



 



 



Derecho a un entorno favorable al desarrollo



Personal



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Derechos de las



Especificidades



				No hay programas especiales dirigidos a niños y jóvenes



 



 



 



 



 



 



 



 



Restricción de acceso al expediente



Clínico



 



No se asegura confidencialidad



 



 



 



 



 



 



 



No hay terapia ocupacional.



 



 



 



 



 



Algunos trabajan para el hospital



 



 



 



No se asegura educación, recreación o cultura a todos



 



 



 



No hay rehabilitación social.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



No hay facilidades para desplazamiento.



 



 



 



 



En algunos centros, hay niños conviviendo con adultos.



 



 



 



 



 



 



Abandono de ancianos



				En el Hospital Nacional Psiquiátrico cuenta con un pabellón exclusivo para la atención de la población menor de edad y además funciona el Programa Nuevos Horizontes dirigido a las personas menores de edad en consumo de drogas 



 



 



Este aspecto no fue evaluado



 



 



La confidencialidad se encuentra regulada en la normativa interna de la CCSS, con el propósito de evitar su violación, sin embargo, este tema no fue evaluado en este



Informe



 



 



En ambos hospitales se ofrece terapia ocupacional para los pacientes anuentes y en condición de recibirla.



 



 



Algunas personas reciben terapias con el objetivo de adquirir habilidades para el trabajo 



 



La educación, recreación y cultura continúan sin estar disponibles para la totalidad de la población atendida 



 



Existen programas pero con limitado alcance y estos programas consisten en aprender actividades para la vida diaria, variedad de manualidades, huerta, actividades recreativas, entre otras. En ambos Hospitales existe un programa de Estructuras Residenciales tendiente a propiciar un plan individual de rehabilitación para reincorporarse a la vida en sociedad.



 



 



Se observaron las restricciones necesarias que corresponde al tipo de tratamiento que ofrecen estos Hospitales.



 



 



Específicamente en el Servicio de Emergencias-Observación- Admisión del Hospital Nacional



Psiquiátrico persiste la convivencia de personas adultas y menores de edad.



 



 



Esta práctica persiste y además hay personas adultas mayores que han envejecido durante el largo período de internamiento.







				Instalaciones de



la Institución



Psiquiátrica



				Hacinamiento, dormitorios pequeños, no hay privacidad. No hay sitios para visita o recreación.



				El Hospital Chacón Paut continúa teniendo una infraestructura antigua e insegura no apta para cumplir con los propósitos terapéuticos. 



Hay carencia de espacios para visita y recreación. Se observó pabellones que no tienen las condiciones de privacidad para el momento del baño. 



No se constata hacinamiento en este Hospital. En el año 2005 se cerró el ingreso a estancia prolongada.



El Hospital Nacional Psiquiátrico cuenta con mejores condiciones, sin embargo, sigue guardando las características de un centro cerrado. 



En Ministerio de Salud en Mayo del 2015 emitió órdenes sanitarias con el en de atender situaciones de seguridad hospitalaria relativas a la infraestructura, rotulación y creación de protocolos en materia de bioseguridad entre otros.







				Determinación de la Enfermedad Mental



				Las decisiones son tomadas por los psiquiatras o el psicólogo



 



 



 



 



 



Personas con retardo mental.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Posibles internamientos por



problemas de género o edad



				El personal médico tratante continúa siendo quien toma las decisiones en relación con el tratamiento y la permanencia de los pacientes.



 



 



En ambos Hospitales persiste la



presencia de las personas con



retardo mental en el Hospital



Chacón Paut, situación que responde a que estas personas fueron ingresadas hace muchos años y no pudieron ser reinsertadas a la sociedad.



 



 



En el Hospital Chacón Paut,



Estancia Prolongada se dan



más internamientos de



hombres, mientras que hay



más atenciones a mujeres en la



UCI.







				Normas de



Atención



				No existen normas de control de calidad de la atención, quedando atención a criterio médico.



 



 



 



 



 



No hay trabajo en equipo.



 



 



 



 



Servicios especializados varían de un centro a otro.



				Se verifica la aprobación de normativa para la atención, sin embargo, su aplicación no es consistente o regular prevaleciendo en algunos momentos el criterio médico.



 



 



Se encontró mayor disposición de trabajo en equipo para el abordaje interdisciplinario de los pacientes.



 



 



Se mantiene la misma situación







				Medicación



				Problemas de cobertura y accesibilidad



				No se verificó ningún problema de cobertura o accesibilidad de la medicación.











 



 



De conformidad con la anterior tabla correspondiente al análisis comparativo entre el Informe Derechos Humanos de las Personas con Enfermedad Mental en el Sistema de Salud de Costa Rica en el año 1997 y la presente investigación, es posible establecer dos categorías de progresividad de los aspectos evaluados:



 



				Tabla N° 16







				Principio



				Avance



				Sin progreso







				Criterios de Admisión



				El Hospital Nacional Psiquiátrico comunica los internamientos involuntarios a la sede jurisdiccional



				No existe normativa que regule la salida de los pacientes psiquiátricos.



En el Hospital Chacón Paul no se cumple con la obligación legal de realizar la notificación a la sede judicial de los internamientos



involuntarios







				Consentimiento informado



				Se eliminó la fórmula de exoneración y fue sustituida por una de consentimiento informado.



El personal médico se esfuerza por explicar el tratamiento al cual va ser sometido el paciente, lo que genera que lo comprendan mejor.



				No es una práctica generalizada dado que prevalece el criterio médico.



 







				Prácticas abusivas



				Existe regulación en cuanto a medidas de sujeción y aislamiento y la normativa indica en qué condiciones se aplica las ataduras y en cuales condiciones no se debe aplicar.



En algunos espacios se evidencia que se toman medidas tendientes a evitar abusos sexuales.



No se constató la aplicación de Terapia Electro convulsiva sin consentimiento informado



				 







				Derechos de los pacientes



internados



				En el Hospital Nacional Psiquiátrico se cuenta con un pabellón exclusivo para la atención de personas menores de edad y además funciona el programa Nuevos Horizontes dirigido a jóvenes que consumen drogas.



				 







				Confidencialidad de la 



Historia Clínica Completa



				La confidencialidad se regula en la normativa interna de la CCSS con el propósito de garantizar su protección.



				 







				Derecho al Trabajo y a la Capacitación



				En ambos Hospitales se cuenta con programas de Terapia Ocupacional con fines terapéuticos y con el objetivo



de adquirir habilidades y destrezas para el trabajo fuera de la esfera hospitalaria



				La educación, la recreación y la cultura no están al alcance de toda la población atendida.







				Derecho a un entorno favorable y desarrollo Personal



				Los dos Centros Médicos ofrecen programas tendientes a procurar la rehabilitación social de los pacientes.



Las restricciones de desplazamiento, según lo observado, responden al



tratamiento y seguridad de los pacientes.



				 







				Derechos de las Especificidades



				 



				En el Hospital Nacional Psiquiátrico, específicamente en el Servicio de Emergencias-Observación- Admisión coinciden niños y adultos durante su estancia en dicho servicio







				Instalaciones de la Institución Psiquiátrica



				No se observó hacinamiento en ninguno de los Centros Médicos



				El Hospital Chacón Paut continúa con condiciones en la infraestructura que no brindan seguridad y que no son aptas para el proceso de rehabilitación, no se cuenta con espacios para la visita y recreación. Algunos pabellones no cuentan con condiciones de privacidad por ejemplo el baño.



El Hospital Nacional Psiquiátrico sigue guardando las características de un centro cerrado. Se emitió órdenes sanitarias tendientes a solucionar infracciones a las normas referentes a infraestructura y bioseguridad.







				Determinación de la Enfermedad Mental



				 



				Continúa prevaleciendo el criterio médico En ambos Hospitales y en mayor medida en el Chacón Paut se encuentran internadas personas con retardo mental En el Hospital



Chacón Paut, Estancia Prolongada se dan más internamientos de hombres, mientras que hay más



atenciones a mujeres en la



UCI.







				Normas de



Atención



				Aprobación de normativa para el control de la calidad de la atención.



 



 



Hay participación de equipos interdisciplinarios para la atención de los pacientes.



				Debido a que la aplicación de la normativa no es regular se favorece la prevalencia del criterio médico. 



Servicios especializados varían de un Hospital a otro.







				Medicación



				No se evidenció problemas de cobertura o accesibilidad a la medicación



				 











 



Asimismo, se observan avances limitados en aspectos como: la información sobre los tratamientos que se facilita a los pacientes; reducción de la cantidad de pacientes ubicados en larga estancia; el fortalecimiento de los servicios de terapia ocupacional como parte esencial del tratamiento; de igual manera en la actualidad se cuenta con normativa para el control de calidad de la atención y participan equipos interdisciplinarios en el tratamiento de la enfermedad. 



 



Por último, producto del análisis de la información preocupa que continúen existiendo espacios hospitalarios en los que coinciden niños, niñas y adolescentes con personas mayores de edad, la permanencia de personas con retardo mental institucionalizadas en los hospitales psiquiátricos evaluados y que pese a la obligación legal el Hospital Chacón Paut no notifique los internamientos involuntarios a la autoridad judicial competente 



Desde el Principio de Progresividad de los Derechos Humanos se puede señalar que en términos generales existen avances, pero éstos son insuficientes. Con lo cual continúa limitándose el derecho al desarrollo de las personas con discapacidad psicosocial en igualdad de condiciones y oportunidades. 



A pesar de los esfuerzos realizados, se arrastra un modelo manicomial que violenta los derechos de este grupo. Así las cosas, urge la puesta en práctica de un cambio de paradigma que contemple la transformación de la manera en que la sociedad y el sistema de salud abordan el tema de la discapacidad psicosocial.



 



5.- Papel del Ministerio de Salud en la vigilancia de las condiciones de los hospitales psiquiátricos. 



 



La Ley General de Salud contiene diversas disposiciones de orden público, que atribuyen al Ministerio de Salud potestades por sobre todos los sujetos, públicos o privados, que realizan actividades dentro de las ciencias de la salud o relacionadas con ésta. 



 



Con el fin de mantener el orden público en materia de salud pública, el legislador emitió la Ley General de Salud, N° 5395 de 30 de octubre de 1973. Esta legislación es clara al señalar que: 



 



“Artículo 7º.- 



La presente y demás leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la salud son de orden público y en caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal, sin perjuicio de las atribuciones que la ley confiere a las instituciones autónomas del sector salud”. 



 



En dicha Ley se concibe la salud de la población como un “bien de interés público tutelado por el Estado”, el cual deviene obligado a velar por dicha salud. Para ese efecto, la Ley otorga competencias al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud. Dispone el artículo 2 de la citada Ley: 



 



“Artículo 2º.- 



Es función esencial del Estado velar por la salud de la población. Corresponde al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salubridad Pública, al cual se referirá abreviadamente la presente ley como "Ministerio", la definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Tendrá potestades para dictar reglamentos autónomos en estas materias”. 



 



Por su parte, la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley No. 5412 reafirma y desarrolla la competencia rectora del Ministerio de Salud en el campo de la producción social de la salud y establece, entre otros aspectos, una organización para el ejercicio de la misma. Conforme con esta ley, corresponde al Ministerio de Salud la definición de la política nacional de salud y la organización, coordinación y dirección de los servicios de salud del país. Además, de elaborar, aprobar y asesorar la planificación que concrete, evalúe y supervise el cumplimiento de dicha política. Así como ejercer el control y la fiscalización de las actividades de las personas físicas y jurídicas, en materia de salud, velando por el cumplimiento de las leyes, los reglamentos y las normas pertinentes. 



 



De esta forma corresponde al Ministerio de Salud dentro del escenario del Poder Ejecutivo, la promoción de la salud pública37 con el mandato de adoptar las medidas destinadas a prevenir o impedir las enfermedades, mejorar la calidad de vida de las personas, fomentando la salud a través de acciones relacionadas con la educación para la higiene personal, el control de las enfermedades transmisibles, la organización de los servicios médicos y el saneamiento del medio, entre otros. 



 



En este ámbito de la salud, el poder de policía se manifiesta a través de potestades para emitir autorizaciones, denegaciones, prohibiciones y órdenes en relación con situaciones jurídicas de origen legal, en este caso en protección de la salud. La policía administrativa, general o especial, es de naturaleza preventiva. En ese sentido, los poderes de policía administrativa tienden a prevenir o hacer cesar los atentados contra el orden público. 



 



Estas potestades de imperio son atribuidas por la Ley al Ministerio de Salud a efecto de que sean ejercidas sobre los diversos establecimientos que presten los servicios de salud de que se trate. El Estado, por medio del Ministerio de Salud, debe ejercer sus potestades públicas en resguardo de la salud como parte del orden público y del buen funcionamiento de los servicios públicos. Cabría recordar que las potestades son un poder-deber y que han sido atribuidas para el logro de fines públicos, por lo que su ejercicio no depende del criterio de las autoridades públicas, sino de lo dispuesto en el ordenamiento jurídico. El Ministerio está obligado a ejercer su competencia de regulación y de control. 



La responsabilidad del Estado, a través del Ministerio de Salud, no consiste en prestar directamente a cada persona servicios de salud, sino de regular y fiscalizar el cumplimiento de condiciones técnicas, profesionales, higiénicas en orden a las prestaciones de salud que proporcionan diversas entidades públicas o privadas. Lo que queda más claro con la resolución N° 5177-2004 del 14 de mayo del 2004, en que la Sala recuerda el deber del Poder Ejecutivo de vigilar el buen funcionamiento del servicio público, el que se entiende como una prestación de servicios de calidad. La medida de esa calidad no la establece cada uno de los prestatarios del servicio; por el contrario, la establece el Estado y, en particular el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Salud. 



Este poder de policía conferido al Ministerio de Salud le autoriza a ejercer estas competencias sobre todos los prestadores de servicios de salud públicos o privados, por ende la CCSS queda obligada al acatamiento de las disposiciones sanitarias que emita el Ministerio de Salud. 



6.- Consideraciones especiales sobre la comunicación de los internamientos involuntarios a los Tribunales de Justicia. 



 



La Ley General de Salud también contiene disposiciones relativas al tema de los criterios de admisión en los centros especializados de atención psiquiátrica. El artículo 29 dispone que las personas con discapacidad psicosocial pueden someterse a tratamiento ambulatorio o internamiento, cuándo lo desee y, deben someterse a un internamiento cuando lo ordene la autoridad competente de conformidad con los reglamentos vigentes. 



Asimismo, el artículo 30 de la Ley General de Salud dispone que cuando una persona con discapacidad psicosocial ingresa a un centro de atención psiquiátrica de forma involuntaria, debe ser comunicado al juez de familia de la jurisdicción respectiva a efecto de “cumplir con las obligaciones y los requisitos de la curatela”. 



Esta disposición genera duda con respecto a lo que debe hacer el juez cuando recibe este tipo de comunicados, ya que someter a una persona a un proceso de interdicción por el sólo hecho de internarse en un hospital psiquiátrico, es desproporcionado porque no todas las personas que sufren un internamiento en este tipo de centro, han perdido la capacidad cognoscitiva y volitiva para sustraerle la posibilidad de realizar actos jurídicamente válidos.”



 



VII.- RECOMENDACIONES. 



 



A la Gerencia Médica de la Caja Costarricense del Seguro Social. 



 



1. Aprobar las normas y protocolos institucionales sobre el ingreso, permanencia y egreso hospitalario de las personas con discapacidad psicosocial. Dicha normativa deberá tomar en cuenta las disposiciones de los Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el Mejoramiento de la Atención de la Salud Mental adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas Resolución 46-119 del 17 de diciembre de 1991. 



 



2. Difundir y capacitar dichas normas y protocolos al personal institucional cuyas funciones estén relacionadas con el ingreso, permanencia y egreso hospitalario de las personas con discapacidad psicosocial. 



 



3. Realizar actividades de sensibilización y capacitación sobre los derechos de las personas usuarias de los servicios de salud en particular sobre el derecho a la información, comunicación permanente y asertiva entre prestadores de servicio y pacientes, así como del uso correcto y permanente del formulario del consentimiento informado. 



 



4. Aprobar los documentos institucionales de consentimiento informado que estime necesarios en el ámbito de la Psiquiatría, que contengan el procedimiento específico al cual sería sometido el paciente según sean la naturaleza de la intervención. 



 



5. Realizar actividades de sensibilización y capacitación sobre los protocolos de sujeción y aislamiento de forma periódica al personal de atención directa a las personas con discapacidad psicosocial. Estas actividades de deben reforzar el propósito de las medidas de sujeción y aislamiento en el sentido de que estas son un tratamiento y no un castigo. 



 6. Evaluar las condiciones generales de los espacios de visita, para garantizar el derecho a la visita por parte de los familiares –en particular de sus cónyuges o compañeros/as- y amistades, así como el respeto a la privacidad de las y los pacientes, su comodidad y seguridad. 



 



7. Realizar un estudio que determine la población de larga estancia que califique para ser reubicada en distintas alternativas residenciales, previamente establecidas por la institución y con base comunitaria, mediante la suscripción de un convenio con la organización de recibo que contemple un plan de seguimiento de egreso y apoyo técnico de atención al paciente. 



 



8. Evaluar y fortalecer los programas de prevención en materia de salud mental dirigidos a personas menores de edad. 



 



A la Dirección Médica del Hospital Chacón Paut. 



 



Única.- Dotar el equipo necesario a los hospitales psiquiátricos para proveer agua caliente a todas y todos los pacientes para ducharse. 



 



A la Dirección Institucional de Contralorías de Servicios de Salud 



 



1. Revisar e informar el grado de independencia de las Contralorías de Servicios de los Hospitales objeto de esta investigación, con respecto al nombramiento de la o el contralor y los demás recursos necesarios para su funcionamiento con el fin de asegurar la independencia de criterio y funcionamiento de estas instancias 



 



2. Emitir una directriz que contenga un programa de visitas regulares de los Contralores de Servicios de Salud a los hospitales psiquiátricos a los pabellones donde se encuentran las y los pacientes, con propósitos de prevenir posibles violaciones a los derechos de las personas con discapacidad psicosocial y para atender in situ las inconformidades que deseen formular. 



 



Al Ministerio de Educación. 



Única.- Garantizar, en coordinación con la Caja Costarricense del Seguro Social, el efectivo acceso y continuidad del derecho a la educación de las y los niños y adolescentes internados en el Hospital Nacional Psiquiátrico, tanto en corta como larga estancia, con programas que atiendan su condición específica. 



 



A la Dirección Médica Hospital Nacional Psiquiátrico. 



Única.- Garantizar que las personas menores de edad reciban un adecuado servicio de atención a su salud mental con personal especializado y en espacios físicos exclusivos para la atención de esta población, separados de las personas adultas. 



 



Al Ministerio de Salud. 



Única.- Realizar una inspección para evaluar los espacios de aislamiento del Hospital Chacón Paut con el fin de determinar si dichos espacios cumplen con los requerimientos mínimos para aplicación de esas medidas. Para llevar a cabo esta inspección podría coordinarse con el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura. 



 



VIII. – RECORDATORIOS. 



 



A la Corte Suprema de Justicia. 



 



[bookmark: _Hlk505873787]Única.- Se le recuerda a la Corte Plena cumplir con las garantías establecidas en el Protocolo de atención para el efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Remitir la comunicación que antecede a la Comisión de la Jurisdicción de Familia para su análisis e informe a esta Corte, respecto del recordatorio que se hace, sobre el cumplimiento de las garantías establecidas en el Protocolo de atención para el efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica. Se declara acuerdo firme.
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Acta de Corte Plena Nº 039 - 2018 








      



Fecha: 20 de Agosto del 2018



ARTÍCULO XI



Documento 5562-2018



En sesión N° 05-18 celebrada el 12 de febrero del año en curso, artículo XII, se remitió informe de la Defensoría de los Habitantes respecto a los derechos de las personas con discapacidad psicosocial internados en los centros especializados en la atención psiquiátrica de la seguridad social, a la Comisión de la Jurisdicción de Familia para su análisis e informe a esta Corte, respecto del recordatorio que se hizo, sobre el cumplimiento de las garantías establecidas en el Protocolo de atención para el efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica. 



La Magistrada Varela en su condición de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, en oficio N° 022-JVA-2018 de 3 de mayo último, expresó:



 “La suscrita, en cumplimiento del acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión N° 5-18 celebrada el 12 de febrero de 2018, artículo XII, le expongo:



 



A)      Antecedentes: 



 



La licenciada Montserrat Solano Carboni, en oficio n.° 1009-2018-DHR, indicó que la Defensoría de los Habitantes abrió una investigación de oficio en relación con los derechos de las personas con discapacidad psicosocial internadas en los centros especializados en la atención psiquiátrica de la seguridad social.



 



Hallazgos de la investigación: El Hospital Nacional Psiquiátrico mantiene una comunicación constante con la sede jurisdiccional sobre los ingresos involuntarios. Sin embargo, dicha sede no mantiene la misma constancia.



 



Recordatorio hecho por la Defensoría: Se le recuerda a la Corte Plena cumplir con las garantías establecidas en el Protocolo de Atención para el efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial, en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer un control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica.



 



B)      Normativa aplicable



 



Ley General de Salud



 



Artículo 30: “Cuando la internación de personas con trastornos emocionales severos o deficiencias, toxicómanos y alcohólicos, no es voluntaria ni judicial, deberá ser comunicada por el director del establecimiento al juzgado de familia de su jurisdicción, en forma inmediata y deberá cumplir con las obligaciones y los requisitos de la curatela”.



 



Protocolo de atención para el efectivo acceso a la justicia de personas con discapacidad psicosocial (elaborado por la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial)



 



“Artículo 13: Internaciones no voluntarias 



 



Se refiere a las internaciones no voluntarias que, sin responder a la previa decisión de un Juzgado o Tribunal, están sujetas a su control como garantía de los derechos fundamentales afectados por su aplicación.



 



13.1) Presupuestos básicos



a) Las personas con discapacidad psicosocial tienen derecho a la libertad y la seguridad, de las cuales no se les podrá privar de manera ilegal o arbitraria, o afectando su integridad física y mental.



b) En ningún caso la condición de discapacidad psicosocial justificará la privación de la libertad.



c)Todo tratamiento médico o quirúrgico requerirá previamente el consentimiento informado de la persona, salvo en casos de extrema urgencia en los que se encuentre en riesgo su vida. Por lo tanto, el recurso a la internación no voluntaria legalmente prevista, constituirá una medida absolutamente excepcional que, aplicada durante el tiempo estrictamente necesario, habrá de estar orientada a la inclusión de la persona en su comunidad, la promoción de su autonomía, al mantenimiento de una vida saludable y al ejercicio de su plena ciudadanía.



d)Se garantizarán, en todo momento, la vida, la libertad y la integridad de la persona, como sus derechos constitucionales inherentes y fundamentados en la dignidad humana, de acuerdo con los principios de igualdad y no discriminación. Por ello, se pondrán a su disposición todos los recursos necesarios para mantenerlos o, en su caso, restablecerlos.



13.2) Garantía judicial



I) La privación o limitación de tales derechos requiere un control judicial que garantice su legalidad, por lo que toda internación de una persona con discapacidad psicosocial deberá ser comunicada inmediatamente por el director del establecimiento al Juzgado de Familia de su jurisdicción.



II) El Juez de Familia, conforme a los estándares de derechos humanos, velará por la no arbitrariedad de la medida y responderá arbitrando los mecanismos oportunos para asegurar a la persona afectada el legítimo ejercicio, en su caso, de su derecho a recurrir”.



 



C)      Adopción de medidas



 



1.         La Comisión de la Jurisdicción de Familia solicitará a los jueces de esa materia un informe acerca del tratamiento que han dado a las comunicaciones de este tipo que se hayan recibido de parte de las instituciones psiquiátricas, debiendo señalar en concreto si han aplicado el Protocolo en cuestión.



 



2.         Solicitar al Consejo Superior que emita una circular, dirigida a los jueces de Familia, que indique: 



 



“Se recuerda a los juzgados que tramitan materia de familia, cumplir con lo dispuesto en el artículo 13 del Protocolo de Atención para el Efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial, en relación con el artículo 30 de la Ley General de Salud, en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer un control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica”.



 



3.         Por último, se estima conveniente enviar copia de este informe a la Comisión de Acceso a la Justicia, para lo de su cargo.”



 



- 0 -



Se acordó: Tener por rendido el informe de la magistrada Varela y hacerlo de conocimiento de la Defensoría de los Habitantes de la República. Se declara acuerdo firme.
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Acta de Corte Plena Nº 053 - 2018 








      



Fecha: 19 de Noviembre del 2018



Descriptores/Temas: Proyectos de Ley



ARTÍCULO XXVII 



Documento 10008, 10167, 10655, 13726-2018



En oficio N° CEPDA-023-18 de 27 de agosto del año en curso, la licenciada Ericka Ugalde Camacho, Jefa de Área de la Comisión Permanente Especial de Asuntos de Discapacidad y Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa, solicitó el criterio de esta Corte referente a la moción aprobada dentro del proyecto de Ley denominado: “Adición de un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600 de igualdad de oportunidades para personas con discapacidad”, expediente Nº 20. 840.



La consulta se remitió a estudio de la magistrada Escoto, quien mediante oficio N° CMEF-SP-40-2018 de 14 de noviembre en curso, rindió el respectivo informe.



Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expone: “Es un proyecto de ley muy importante, que atañe efectivamente a las Reglas de Brasilia -aunque eso no es normativa sino un compendio de normas- pero más que todo la agenda 2030, y a lo que la Comisión de Acceso y las políticas de la institución tienen aquí. 



De manera que es un proyecto, que desde el ángulo de quien les habla, es de interés  para la institución y para todo ser humano.



Este proyecto de ley se inicia en la Asamblea Legislativa, y tiene por finalidad hacer ver y hacer notar que más de medio millón de personas en Costa Rica estamos en condición de discapacidad, según el último censo realizado en el 2011. 



Todos nos podemos encontrar en alguna situación, o estamos ya con una o varias discapacidades, son mil millones de personas -según el Banco Mundial- con discapacidad, y esto nos deja la reflexión de la trascendencia de estos temas, aunque conlleven una serie de deberes, pero hay derechos.



En un mundo social física y jurídicamente diseñado con barreras y obstáculos, es mucho más probable que las personas con discapacidad enfrenten mayores dificultades socioeconómicas y discriminación al entrar en interacción con el transporte, la infraestructura, la educación, el empleo, la cultura, el deporte, demás actividades de la vida diaria y también el acceso a la justicia.



A su vez, también para las personas con discapacidad, en cuanto al derecho al trabajo, se ven limitadas y cercenadas, no obstante, esta institución ha sido –quizás- en América Latina una de las que más banderas ha llevado a cabo.



Al menos en las Reglas de Brasilia en las Cumbres de Cortes, tuve una situación bastante dura porque iba peor que la magistrada Rojas, creo que las cosas hay que hacerlas con amor y con vehemencia, y se defienden igual. Iba con todas las banderas nuestras, que tenemos la Ley 7600, y se me vino abajo todo con el español que no quería nada, y todos los demás, yo era voto salvado. 



Esto es en el mundo de hoy una situación lamentable, no todos y todas tenemos este sentir del Poder Judicial de Costa Rica, que nos ven solo lo malo, pero en esto hemos avanzado, y estamos tratando de capacitar para el trato diferencial que hay que hacer con las personas con discapacidad, y en algunos casos que tienen más de una.



Esto hace ver que desde el año 1996, de acuerdo a la exposición de motivos se han venido dando una serie de normas para establecer obligaciones a los Estados a fin de que aseguren y garanticen el acceso a la Justicia. 



Hay convenciones internacionales que se citan, también -como les dije- están las Reglas de acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad dentro de las reglas de Brasilia.



En el proyecto solo se menciona el año 1996 y el año 2008, que fue Costa Rica en la época del expresidente Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g.) y la exmagistrada Anabelle León Feoli, quienes fueron a Brasilia y presentaron este proyecto, que ha sido quizás la base de todo el desarrollo de la agenda 20-30 de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), y de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) que estamos tratando de cumplir.



Pero ya fue modificado con estas reformas que les digo, aceptaron unas otras no. Y fue muy duro para mí que no permitieran que todos los países aportaran y apoyaran el hecho de que Costa Rica tiene un stock de personas con discapacidad, sea un 5% que la Ley 7600 obliga para poder darles el derecho al trabajo.



Así entonces, a pesar de que es un tema que me apasiona porque en parte lo siento, lo he vivido y lo veo con casos de personas, sobre todo con las no videntes, la dificultad que presentan, que esta reforma es una adición a la Ley 7600 de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.



Quisiera hacerles ver que la reforma parcial es una adición al capítulo de acceso a la justicia en varios artículos. 



Pero de acuerdo a lo que a nosotros atañe, íqué lástima!, en el sentir que estimo, y sé que no es el de esta Corte ni de la Sala Constitucional, en sí es una reforma que incide, pero positivamente, aplaudo esta reforma.



Sin embargo, hay que decir que no incide porque ya la tenemos, nosotros cumplimos con una serie de situaciones que se dan en esta reforma, como son que deben ofrecer los ajustes que faciliten el desempeño de las funciones de las personas con discapacidad, artículo 56, la eliminación de todas las formas de discriminación. 



Y este proyecto, en el artículo 59, se refiere a los deberes generales a disponer con el fin de garantizar el acceso a la Justicia, también se prevé la situación de informar que incluye los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, el Lesco, todo eso. El Lesco nació en Costa Rica, comunicación táctil, los microtipos, dispositivos, multimedia de fácil acceso, leguaje escrito, sistemas auditivos, traductores, medios de voz digitalizados, todo esto en los sistemas de oralidades, está inmerso.



Estas situaciones, si bien conllevan derogaciones dinerarias institucionales muy altas, se trata de un proceso que el Poder Judicial ha iniciado desde hace mucho tiempo, con ocasión de la atención de los derechos de las personas usuarias internas y externas. Porque nosotros, a diferencia de muchos países, en cuenta España, tenemos que también a lo interno, tratamos a las personas trabajadoras de la institución con las medidas requeridas para poder hacerlo, y esto lo digo desde la Comisión de Acceso a la Justicia y desde la Subcomisión de Personas con discapacidad.



Las relaciones que hay también con instituciones, tanto de afuera, como el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), para poder llevar a cabo todos estos proyectos y políticas. 



Y si bien es cierto que no todas se cumplen como se espera, hay un interés, hay una motivación, y hay un motor de muchos y muchas en el Poder Judicial para hacerlas cumplir.



Sin embargo, el numeral 62 que ahí les digo, es para que las personas se refieran al derecho con discapacidad auditiva, que se les está dando a contar con personas intérpretes.



El numeral 63 establece la agilidad y prioridad que debe darse a los procesos donde intervienen personas con discapacidad, el trato preferente que debe darse, la capacitación para la adecuada atención. Esto también se está llevando a cabo en la Escuela Judicial, hasta hay cursos de idioma Lesco para las personas que así lo solicitan y lo requieren.



De ahí que todo lo que aquí se señala en esta normativa, creo que más bien fue una inspiración del Poder Judicial para reformarlo.



Solo hay una situación que me preocupa, que quiero compartirla con ustedes, y por la que va a tener que tener 38 votos para que se pase, porque sí incide, en todo incidiría; pero no, porque ya lo tenemos, entonces no incide.



Pero hay un asunto, y es lo siguiente, como ustedes bien saben, la asistencia técnica gratuita es un derecho garantizado a nivel internacional en convenios de acceso para las personas que están en una situación económica que así lo requiera. 



Esto se dio inicialmente en materia Penal, se amplió a la materia Agraria desde los años ochenta, de ahí que por eso no nos subía ni requeríamos personas defensoras públicas, salvo que faltaban dos o tres que los defensores públicos tienen que cubrir y correr de aquí para allá, porque falta uno o dos, se amplió luego con la materia Laboral, lo cual es un gran avance.



Ahora con la carta de las personas indígenas se amplío a las personas indígenas en materia Contenciosa Administrativa, y en Pensiones Alimenticias ya lo hay, pero ¿qué sucede?, que para las personas con discapacidad de escasos recursos -no estoy hablando de todas- aquí se establece que debe de dárseles asistencia técnica gratuita en todas las jurisdicciones o disciplinas, como en la materia Civil y Procesal, no hay defensa técnica gratuita ¿o si la hay?, ustedes lo dirán, y los que aquí están hay o no hay. No la hay para la materia de Derecho Público, y solo se da para las personas indígenas en materia de Derecho Público.



Por ende, sí incide, compañeros y compañeras de esta Corte, para las personas con discapacidad, porque ahora se está pidiendo en esta reforma que se incluya la asistencia técnica gratuita para las personas con discapacidad en todas las disciplinas.



De esta manera hago ver, es una necesidad, la comparto, debe de darse, pero eso incidiría en el presupuesto, de manera que incide, sí es un avance, lo comparto, y lastimosamente como incide va a tener que irse a la Asamblea Legislativa con 38 votos para su aprobación.



De esta manera, dejo la inquietud expuesta para lo que a bien tengan decir, comparto y aplaudo esto, pero es un gasto para el país, para la institución, para el presupuesto que sube, y que entonces sí debemos cumplir, porque así debe de ser, en materias donde las personas con discapacidad requieran asistencia técnica gratuita comprobada por ser de escasos recursos, no es para todos y todas.



De manera que es importante que este proyecto nos haya llegado, porque sé que ustedes son del sentir y del criterio de que son derechos insoslayables para las personas quienes estamos en vulnerabilidad social, y con mayor razón personas usuarias y personas a lo interno con discapacidades”.



Dice el Presidente, Magistrado Cruz: “La verdad es que con ese proyecto que viene del Parlamento, siempre me pregunto, a propósito de palabras que se han dicho aquí antes, ¿cuál es el modelo de Justicia que se quiere?, le pongo la firma a ese modelo que está ahí, porque si no, no es posible hacer posible las garantías que con bombos y platillos se exponen.



Pero esto es un indicador de algo que hemos discutido solapadamente, indirectamente, a propósito de todo lo que ha pasado en los últimos dos meses, y es lo siguiente, el Parlamento siempre ve en el Poder Judicial el que se va a encargar de muchos de los aspectos que son de desarrollo social -lo cual me parece bien-. Lo ideal sería entonces que se financie como corresponde.



No hay entonces claridad qué es lo que se quiere, si es sacar la Defensa Publica de aquí y mandarla a la Defensoría de los Habitantes, lo cual puede ser una opción, y se ve aquí el origen de por qué razón la Defensa Pública en el año 1973, 1975 comenzó a tener aquí espacio, porque otros Poderes no querían asumir esa obligación, y claro, lo podía asumir el Poder  Judicial porque no se gastaba la totalidad del  6% constitucional. 



Pero ahora que esto es una necesidad muy importante, casi no veo como se pueda decir que no, la realidad es que todas esas personas con las condiciones que ha dicho la magistrada Escoto, no tienen defensa, y hay una desigualdad material radical y dramática.



Pero esto nada más me sirve de una reflexión de cómo por un lado se habla de un Poder Judicial -que hay que valorar que tipo de agregados tiene-, pero por otro, cómo se hacen efectivos los derechos. 



Se enfrentan dos conceptos, el nuevo concepto moderno, globalizado de Justicia, que es decir no hay recursos para todos, está muy bien que haya gente que no puede pagar un defensor en lo Penal, personas en lo Laboral que no lo pueden pagar, personas con limitaciones o singularidades que no pueden, pero no damos recursos económicos para resolver esa omisión, ese es el nuevo concepto, por lo que he oído aquí a veces.



         Aquí está el otro, pero uno no sabe porque esto viene del Parlamento también. Entonces lo ideal sería siempre que se adopte una decisión sobre derechos fundamentales, responda a una financiación. En estas materias hay avances y retrocesos. Deberíamos tener claridad sobre cuál es el concepto de Justicia que se quiere”.    



Señala la Magistrada Rojas: “Señor Presidente, totalmente de acuerdo con usted, nada que quitarle ni agregarle, efectivamente me parece que la defensa en todas las materias en que se ha dispuesto, es el reflejo de una necesidad del servicio por parte de quienes lo acceden, bajo ninguna circunstancia se querría minimizar esta necesidad, de ninguna manera.



En mi caso, mi posición ha sido que no le corresponde al Poder Judicial, porque inclusive eso han dicho, que nosotros tengamos un Poder Judicial muy promiscuo. 



Y una vez cuando trabajaba en Golfito como jueza de instrucción, llegó un penalista muy reconocido y dice: ¿dónde viven ustedes?; en Golfito teníamos la casa que nos había dado la compañía bananera, que era donde estábamos los funcionarios, ahí vivíamos el agente fiscal, el juez de instrucción y la defensora pública, y nos dice ese jurista argentino: la esposa del César no solo tiene que serlo, también parecerlo; díganme ustedes cuál imputado no piensa que ya está listo, y que ustedes se pusieron de acuerdo antes del juicio, si viven todos juntos.



Me parece que no debe minimizarse la necesidad de asistencia legal, pero creo que eso no es una función que constitucionalmente le corresponda al Poder Judicial, nos corresponde juzgar y ejecutar lo juzgado, creo que ahí no es que lo estemos haciendo mal, quiero ver el vaso medio lleno, en vez de medio vacío, creo que debemos mejorar -para no decir que lo estamos haciendo mal-. Pero en tantas competencias que tenemos no podemos dedicarnos a lo que constitucionalmente nos corresponde.



Me parece que cuando el legislador ordinario hace estas cosas, que como bien dice el señor Presidente, nos manda estos proyectos, lo que hace es vaciar de contenido al Poder Judicial, porque el cometido constitucional es uno, juzgar y ejecutar lo juzgado. Es muy fácil atomizarlo, cuando usted lo atomiza es igual que cuando se crean las personas jurídicas instrumentales, y vean el Ministerio Nacional de Ambiente y Energía o el Ministerio de Cultura, hay tantos jefes con personería jurídica instrumental, que la figura del Ministro y del programa de gobierno se desatomiza.



No podemos trabajar seriamente en un mejoramiento de lo que nos toca constitucionalmente con tantas competencias que nos son dadas, y no es porque las competencias no sean necesarias, que creo que eso es importante decirlo, sino que no corresponde ponerlas al Poder Judicial, al que se reformó en 1954 la Constitución Política para darle el 6%, pero única y exclusivamente para la administración de justicia.



Creo que si nosotros juramos cumplir la Constitución Política y la ley, hay que decirle al legislador que constitucionalmente esa no es una competencia que le corresponde al Poder Judicial, que entendemos la importancia de esa competencia pero que debe ser ubicada en el Poder Ejecutivo, en la Defensoría de los Habitantes -que sería Poder Legislativo-, en al Procuraduría General de la República -que sería Ministerio de Justicia-, o sea, que además ya defiende el Estado y tiene un stock grande de defensores, dónde ponerla, igual habrá que pagar. Y si el legislador da el paso. 



Pero me parece que eso nos distrae de nuestra competencia esencial, y creo que esa es la razón de ser por la cual tenemos que pedir los 38 votos, porque nos está asignando una competencia que el constituyente originario no nos dio, y que nos está desbordando, no se puede hacer todo bien, y no se pueden asumir tantas competencias con calidad.



Creo que el país merece recibir calidad de los servicios que paga, y nuestro compromiso principal tiene que ser con la Administración de Justicia.



Lo que la gente le dice a usted fuera de aquí es que los juicios tienen que salir más rápido, tenemos que resolver más rápido, que tenemos que caminar más rápido con la Administración de Justicia, la peor queja es la mora judicial, y eso es a lo que nosotros 22 deberíamos estar entregados.



Cuando nos ponen todas esta competencias y además una plataforma informática de niños desaparecidos y etcétera, no es que eso no es importante, para nada, no es eso lo que se quiere decir, se quiere decir que nos están vaciando de contenido la función constitucional esencial, que es administrar justicia, y con eso nos generan un debilitamiento, que justamente esta garantía de la consulta constitucional está para que nosotros la defendamos.



Quiero agregarle a este excelente informe que nos ha hecho la magistrada Escoto, en el sentido de que no es una función constitucional esencial, y que ampliar esas competencias debilita el núcleo duro de la razón de ser de la administración de justicia, que es juzgar y ejecutar los juzgado.



Para que el legislador entienda, no que no debe crear la defensa, bienvenida sea, pero no en el Poder Judicial, ni con los recursos del Poder Judicial, ni con la administración de esta Corte Suprema de Justicia, que ya no da, asumiendo competencias que el legislador derivado ha venido poniéndole, afectando sin lugar a dudas, y eso no lo digo yo, lo dice el informe del Estado de la Justicia, el núcleo duro de la competencia que nos dejó el constituyente, juzguemos y ejecutemos lo juzgado, hagámoslo bien, eso es lo que nos corresponde, y creo que ese es el mensaje que hay que darle a la Asamblea Legislativa.



No le corresponde al legislador derivado determinar qué tipo de Justicia tenemos, ya el constituyente original lo estableció, y nosotros debemos cumplir con la Constitución Política y la ley, debemos ser consecuentes con eso, ya lo demás, si es que un Estado Social de Derecho da para llegar a estas coberturas, es otra cosa que también debe plantearse el Parlamento, y me parece que si lo hace en otro órgano esta defensa, va a tener que ver que eso cuesta, que eso tiene un costo, porque es muy fácil darle nuevas competencias a los costos que ya están establecidos, y ni siquiera, dónde está el presupuesto para la creación de esto.



Eso también fomenta de alguna manera una desatención legislativa a las cargas que está generando al presupuesto, entonces por un lado nos dicen -y tiene toda la razón señor Presidente, coincido con usted-, que tenemos crisis fiscal y por otro lado, imagínese que, de acuerdo con el informe de la magistrada Escoto, casi todos tenemos alguna discapacidad; yo ya necesito anteojos para leer, entre otras muchas cosas, que con la edad van apareciendo, y que me van poniendo en una condición de discapacidad, y probablemente ahorita no oiga y ahí vamos.



Si toda la población entra en ese porcentaje de acuerdo con los números dados por el mismo proyecto, imagínense la cobertura en defensa porque no estamos hablando de las personas que nacen con discapacidad, estamos hablando de todos los que tendríamos algún tipo de discapacidad -y que aquí que me levante la mano el que no tiene alguna- todos seríamos sujetos, estaríamos casi que cerrando el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y el ejercicio liberal de la profesión, además interviniendo el legislador en este campo.



Esta es una discusión que el legislador debe ver cómo resuelve el problema, me parece que la defensa y la obligación nuestra es decirle eso no corresponde a funcionamiento y organización, eso corresponde a administración de justicia, y no está previsto en el 6% que señala la Constitución Política, razón por la cual creemos importante la creación de la figura, pero debe fijarse un costo y además una ubicación distinta.



Si la magistrada Escoto me lo permite, me parece que tal vez con ese agregado para que no se crea que es que tampoco entendemos que no es importante, claro que lo es, pero me parece que tal atomización lo que hace es debilitarnos en la función que constitucionalmente nos corresponde”.                        



Expresa el Magistrado Olaso: “Voy a ser muy concreto refiriéndolo al tema, de acuerdo con ustedes dos, con la magistrada Rojas y con usted, ya la Corte Interamericana de Derecho Humanos en la opinión consultiva 11 del 90 había indicado, con ocasión con una consulta que se le hace -valga la redundancia- acerca de si el acceso a la justicia estaba limitado a aspectos económicos, la Corte en una forma muy clara o coherente establece no se puede limitar por aspectos económicos todo acceso a la justicia, y que toda norma interna de un país que violente ese acceso a la justicia limitado a aspectos económicos, resulta violatoria de la Convención de Derechos Humanos.



          Aplicándo esto desde el punto de vista de las personas con discapacidad, evidentemente creo que esa opinión consultiva, en cuanto a las obligaciones del Estado, se tiene que ver como un Estado macro, no como una situación que sea propia del Poder Judicial. En ese contexto estoy claro que se ha visto como que sea una obligación propia nuestra de la Corte, pero debería ser una visión Estado acerca de la forma de integrar a las personas con discapacidad y todas las personas -valga la redundancia- que tengan aspectos que les impida el acceso a una tutela judicial efectiva mediante los instrumentos adecuados.



          En cuanto al campo, ya la aplicación, tenemos una Reforma Procesal Laboral y una Reforma Procesal Civil, que incluso toca aspectos de discapacidad que están discontinuados respecto a normas posteriores. 



Si uno lee el 445, que nos habla de las opiniones que incluso tiene que tener, o la posibilidad de que las personas con discapacidad tienen acceso a la defensa nos dice así, las personas declaradas en estado de interdicción, ya solo hablar de ese término de declaratoria de interdicción es una situación básicamente de hace 200 años porque ya no existe, totalmente discriminatorio con ocasión a la ley de promoción, que nos dice que la interdicción, la insania y todos esos términos que eran peyorativos hacia las personas con discapacidad, no existen, sino que se habla más bien de salvaguarda, de autonomía a la voluntad, de integración de las personas al proceso. Incluso el término incapaces naturales y ausentes.



Y nos dice el artículo 445 de la Reforma Procesal Laboral -me voy a referir dos artículos nada más por aquello del tiempo- dice si no los tuvieren, claro, está partiendo de una premisa, que las personas antes tenían curadores, pero eso ya no es una situación concreta, porque ahora las personas con limitación o algún tipo de limitación cognoscitiva volitiva, tiene la posibilidad de decidir si desean o no tener un garante en su proceso, porque perfectamente pueden decir: quiero que me tutelen en este proceso.



         La norma del artículo 445 evoca una situación de la defensa porque nos dice, si no los tuvieren, o quien ostenta su cargo o puesto de interés se nombrara como representante, sin costo alguno se nombrará a una persona de asistencia social. ¿Qué es lo que estamos haciendo en la práctica? que evidentemente no estamos pidiendo esa condición –pienso- y por lo menos nosotros en capacitación hemos implementado esa situación, de que a la persona con limitaciones cognoscitivas no le puedo decir cuando llega el proceso: mire ¿usted tiene un curador o tiene un garante?, no, lo que tengo que preguntar primero es: ¿quiere intervenir en el proceso?, OK, yo le doto de un defensor para que lo asesore técnicamente; si la persona lo que requiere es eso, una persona que le de asesoría como la requeríamos cualquier persona que no tiene limitación. Se trata más bien de un aspecto de tutela.



Y hablando y culminando con otra norma, de la cual también tengo conocimiento, que es el artículo 43 párrafo 2 de la Reforma Civil, también evoca el término capacidad en cuanto a los testigos, y limita un poco, del punto de vista de la noción integración, el aspecto de que la admisión de una persona como testigo esté supeditada a temas de su capacidad, el hecho solo de que yo piense que una persona con un tipo de discapacidad, ya sea cognoscitiva, volitiva, pensemos autismo, síndrome de down; le permitan o no ser testigo en un proceso, ya es una discriminación bárbara, porque es una situación en donde yo como juez o como jueza, lo que pretendo es que esa persona sea oída, escuchada, e integrada al proceso.



         Ya no podemos estar en un tema de discapacidad sin pensar en una situación integración, las personas con discapacidad pretendemos integración -y lo digo con mucha vehemencia- en la vida cotidiana, que se nos deje trabajar, laborar, y si el Estado pretende hacer esos cambios es una decisión de Estado, en eso estoy plenamente de acuerdo con ustedes dos en el sentido de que cargar a la Corte con más situaciones en donde tiene que desplegar todo un aparato para llenar esas expectativas, me parece que no es lo correcto.



Si queremos hacer justicia de primer mundo debe ser el Estado el que llegue, bajo una visión integral, a justicia de primer mundo para personas con discapacidad”.                         



Agrega la Magistrada Escoto: “Me parecen muy valiosas las observaciones que hacen, pero hay dos aspectos que por suerte tocó el magistrado Olaso, una es que, independientemente de lo que la Constitución Política establece, hay convenios y tratados internacionales, que de acuerdo con el artículo 7 creo que tienen rango superior. 



Y desde ese ángulo, hay convenios que sustentan esto desde varias disposiciones, pero también hemos pensado en que por qué tenemos la sombrilla de la Defensa Pública y de la Fiscalía General en el Poder Judicial, y que eso nos está ahogando en presupuesto.



No obstante, debo hacerles saber que de acuerdo a la ley en que se funda y esta reforma, 7600, es la institucionalidad pública, no sé si el Estado de la Nación hace o no hace la distinción, pero en Costa Rica es el Poder Judicial el único que la cumple, aparentemente.



Entonces, esto es para generalizarlo a nivel de administración pública, y a nosotros expresamente este proyecto dice, fuera de otras reformas que le caen al magistrado Rivas y a la magistrada Varela, porque tiene que ver con las reformas de las edificaciones, viene terrible en esa parte, pero que ya están haciendo grandes esfuerzos, se han hecho y se siguen, todos los requisitos que se requieren, desde rampas, espacios, puertas anchas, que andamos revisando las edificaciones.



Dice así, en un norma aquí en esta reforma, se menciona de manera expresa: “El Poder Judicial debe incorporar en todos sus presupuestos anuales una reserva suficiente para que sirva para garantizar que los edificios sean accesibles y se puedan cubrir los servicios establecidos en esta Ley para las personas con discapacidad”, excelente que diga que ahora brindemos todo eso, la justicia gratuitamente para las personas de escasos recursos. Pero aquí es donde debemos de alguna manera hacerle ver a la Asamblea Legislativa que es causa de ellos como estas reformas requeridas humanas, que tenemos que hacerlo por políticas, por humanidad, por todo, por acceso, pero denos más plata, o ubiquen en otro lado la Defensa Pública y la Fiscalía General por otro también, a ver si así podemos subsistir.



Dejo esta inquietud, pero sí incide, sin embargo, considero que es valiosísima esta reforma, es requerida, ícómo es posible!, ahí están los indígenas afuera, no sé si será porque se les garantizó en la carta de las personas indígenas acceso a la justicia en materia de Derecho Público gratuita para quien así lo requiera, y resulta que no se puede, porque no hay garantía de defensa técnica gratuita en materias de Derecho Público, Derecho Civil y otras.



Es un tema que duele, que se siente, que se requiere, pero sería oportuno ver una buena redacción para hacerles ver, vean por qué estamos como estamos, pidiendo un presupuesto en que hasta nos peleamos, en que nos lo disminuyen, en el que quedamos mal, y el Poder Judicial tiene que hacerle frente a estas cosas que otras instituciones no las hacen -porque lo sé-.



Aquí expresamente en esta ley es a nosotros a quienes nos la hacen sentir, muy fácil delegarnos eso, muy humano querer nosotros hacerlo, como hemos hecho en muchas de estas formas de vulnerabilidades, creo que deben de ser, somos un Poder Judicial sumamente humano, y aun así no quedamos bien. 



Veamos si se puede aprovechar la coyuntura para hacer ver lo que esto conllevaría, doña Diana cae en cruz donde vea que tiene que tener también defensores públicos para Civil y defensores públicos para un sin número de materias, el Contencioso Administrativo estaba por la carta de indígenas para aquellos indígenas de escasos recursos, ahora esto es para las personas con discapacidad.



Dejo de esta manera expuesta esta coyuntura en la que nos encontramos, que podría permitir para hacer ver, no solo a la Asamblea Legislativa sino al Poder Ejecutivo y al país, todo lo que se nos atribuye en leyes, y que tenemos que hacerle frente con un presupuesto que se ha mantenido por años, cuando estas funciones no nos eran atribuidas”.



Manifiesta la Magistrada Varela: “Comienzo señalando que me parece que el magistrado Cruz ha ubicado bien el esquema de la discusión. 



Y seguido, señalar que me parece que es una propuesta de ley totalmente lógica, y que responde a los compromisos incluso internacionales. Y además que justamente busca que se logre ese acceso a la justicia real, y no quedarnos en un mero discurso.



Claro que eso requiere recursos sí, y también son del Estado. Y al fin y al cabo, se lo den al Poder Judicial o se lo den a cualquier otra organización externa es lo mismo, responde a una visión Estado que es la que se está tratando de concretar, y responde a un principio constitucional de acceso a la justicia, responde a las políticas institucionales de acceso a la justicia, de tal manera que todo eso es inversión.



Tendría que verse como una inversión social, y como un país que está respondiendo a una carta constitucional que tiene mandato.



De tal manera que no me voy a desgastar en el tema de que quién lo paga, al fin y al cabo es el Estado, no importa si es por medio del Poder Judicial, o sea por otro medio. 



Creo que eso es importante, y es justamente para que a las personas usuarias no se haga diferencias, se dé la inclusión que dice el magistrado Olaso justamente, se dé esa inclusión, y no una exclusión de cara al acceso a la justicia, ya hay otros mecanismos donde hemos utilizado la Defensa Pública, y aquí la institución ha presupuestado mucho.



Ya sabemos, no para resolver los conflictos propiamente, sino para otras alternativas.



Y además hay otra cosa, creo que es una visión que respeto pero no la comparto, decir que la Defensa Pública le quita trabajo a los abogados, está más que comprobado que hay una gran población que no ha sido atendida históricamente, y ahí han estado los abogados, ¿qué han estado haciendo? Ahora es que se rasgan las vestiduras con el tema de que la Defensa Pública en Laboral, por ejemplo, que ha sido tan criticada injustamente -diría yo- con una visión muy limitada, y no es cierto. 



Lo cierto es que había una población desatendida, una población que no cautiva, que no les interesaba a los abogados. Y por eso no la han atendido. De tal manera que es una reacción para justificar sin base -desde mi punto de vista-.



También termino diciendo, como bien lo dice la magistrada Escoto, por ejemplo, la Defensa Pública, hay una responsabilidad del Patronato en el caso de las mujeres y menores, no tienen capacidad instalada, ¿qué hicimos nosotros justamente para el acceso a la justicia en esa población?, asumirla, porque tenemos compromisos institucionales, y al fin y al cabo es el país el que lo tiene que pagar, ya sea Poder Judicial, o ya sea por otra área”.



Añade el Presidente, Magistrado Cruz: “Creo que se puede aprobar el informe de la magistrada Escoto.



Solo quería señalar que el tema de la magistrada Rojas, el tema donde viven defensores y fiscales, no se resolvería aunque la fiscalía no estuviera en el Poder Judicial, porque siempre habrá  necesidades de vivienda, y fiscales, defensores y jueces van a tener que estar cerca, por limitaciones económicas, así es que ese ejemplo que lo he oído muchísimas veces, no refleja la debilidad que se pretende atribuir al sistema penal. 



Pero por otra parte, en cuanto a la desconfianza de los imputados, infiero que entonces esta justicia es muy represiva contra los imputados, cuando más bien nos acusan de lo contrario, que es una justicia que promueve la impunidad, es decir, que más bien el modelo asegura la impunidad; tampoco es cierto que se pongan de acuerdo, eso lo he oído varias veces, pero me parece, magistrada Rojas, que es como una devaluación excesiva y caricaturizar lo que hacen los funcionarios, que en su gran mayoría ejercen su función con responsabilidad y dedicación.  Ningún funcionario se pone de acuerdo en nada. 



Pero tampoco eso justifica que se pueda revocar o desandar algo que hemos andado desde el año 1973, pero además ¿cómo sería la justicia? por ejemplo, si nos quedamos solo con que los jueces estén bien o estén en su función ¿qué sería si los defensores son muy deficientes?, la justicia no funcionaría bien, y si la Fiscalía General funcionara mal, pasaría lo mismo. Todas esas son razones que se han venido acumulando históricamente.



Me parece que esto sí requiere una reflexión del informe del Estado de la Justicia para estos propósitos, pero no hacerlo aquí con la cuestión de que tenemos este proyecto. Si vamos a cambiar la justicia y vamos a sacar el Ministerio Público, la Defensa Pública, todo eso requiere una reflexión política muy importante, porque también habrá mucha gente que quiere que la Fiscalía esté en otro lugar, para que la Fiscalía tenga más debilidades de las que ya ha tenido.



No sé si lo sometemos a votación o tienen alguna observación”.



Sin objeción de los señores magistrados y las señoras magistradas presentes, se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente Especial de Asuntos de Discapacidad y Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada, con lo indicación expresa de que el proyecto de Ley consultado incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



El informe es el siguiente:



“La suscrita Integrante de Corte Plena, Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, conforme solicitó la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en oficio del 3 de setiembre de 2018, referido a la solicitud de informe sobre el proyecto de ley denominado: “Adición de un Capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad.”  Expediente legislativo no. 20.840.



El proyecto de ley en estudio dispone la reforma de la Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad N.° 7600, de 29 de mayo de 1996, para adicionar un capítulo VIII al título II denominado Acceso a la Justicia.



El artículo 56 del proyecto refiere que para garantizar el derecho a la igualdad de acceso a la justicia, se deben ofrecer los ajustes que faciliten el desempeño de las funciones de las personas con discapacidad como participantes directas e indirectas en todas las etapas del proceso, así como en las diligencias preliminares. Por su parte, el numeral 57 de dicho proyecto señala, a efecto de la compresión de ese capítulo serán aplicables las definiciones y conceptos establecidos en la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, ratificada mediante Ley N.° 7948, de 8 de diciembre de 1999, y la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada mediante Ley N.° 8661, de 19 de agosto de 2008. Así mismo, el canon 58 del proyecto de estudio establece, deben garantizar el derecho al acceso a la justicia todas aquellas personas funcionarias del sistema de administración de justicia y quienes intervienen en su funcionamiento, desglosando quienes son. Las normas citadas no inciden en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



[bookmark: _Hlk514062309]El proyecto en el precepto 59 se refiere a los deberes generales, al disponer que con el fin de garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, deberán llevarse a cabo las siguientes acciones: a) Todas las instituciones que forman parte del sistema de administración de justicia promoverán campañas destinadas a proporcionar información sobre los derechos de las personas con discapacidad para su acceso efectivo a la justicia. La comunicación de la información incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braile, Lesco, comunicación táctil, los micro tipos, dispositivos multimedia de fácil acceso, lenguaje escrito, sistemas auditivos, medios de voz digitalizados y otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de comunicación que las nuevas tecnologías permitan ir incorporando; b)  Todas las instancias públicas que operan en el sistema judicial y las que intervienen de una u otra forma en su funcionamiento, deberán establecer actuaciones, procedimientos y requisitos simplificados y con los ajustes razonables que sean necesarios, para garantizar un efectivo acceso a la justicia de las personas con discapacidad, considerando todas las dimensiones de la accesibilidad; y c) En los servicios y procedimientos se garantizará la participación efectiva y accesible de las personas con discapacidad, para lo cual se permitirá el uso de los apoyos, productos y servicios requeridos, promoviendo y asegurando el ejercicio pleno y en igualdad de condiciones del derecho a su autonomía personal. Si bien las acciones establecidas en este proyecto implican erogaciones dinerarias institucionales, se trata de un proceso que el Poder Judicial ha iniciado desde hace mucho tiempo con ocasión de la atención de los derechos de las personas usuarias internas y externas, quienes se encuentren en condición de discapacidad, por lo que no se estima exista una incidencia en la organización o funcionamiento del Poder Judicial.  Se comparten los avances que se dan con esta normativa esencial para las personas con discapacidad.



Las disposiciones sobre la atención a las víctimas a las cuales se hace alusión en el artículo 60, tampoco tienen tal incidencia, pues se refieren al deber de brindar protección particular de aquellas víctimas con discapacidad que van a prestar testimonio o declaración en procesos judiciales o audiencias; y especial atención en los casos de violencia intrafamiliar, así como en los momentos cuando sea puesta en libertad, la persona a la que se le atribuye la comisión del delito.  



El numeral 62 del proyecto está referido al derecho de las personas con discapacidad auditiva, a contar con una persona intérprete de lengua de señas (Lesco) o bien a mecanismos alternos de comunicación en cualquier etapa del proceso; e incluso se prevé que las personas con discapacidad, quienes usen una lengua materna diferente al español, cuenten con intérpretes en caso de que no se puedan comunicar en español y; quienes tengan discapacidad cognitiva o visual, poseen el derecho a recibir cualquier comunicación en formato accesible. Se trata de extremos en los cuales el Poder Judicial se ha estado preparando paulatinamente en cumplimiento de la normativa nacional e internacional. De la misma manera, el ordinal 63 ibidem establece la agilidad y prioridad que debe darse a los procesos donde intervienen personas con discapacidad y el mandato 64 regula la capacitación para la adecuada atención de personas con discapacidad de manera tal que se garantice una asistencia técnico-jurídica de calidad y; especializada y al desarrollo de actividades que promuevan una cultura organizacional orientada a la adecuada atención de las personas con discapacidad, tomando en cuenta lo que establece la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad y demás normativa vinculante. Lo que señalan esas normas forma parte de la Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena.



Se toman previsiones en el artículo 65 del proyecto para la solución alternativa de conflictos y a la información procesal o jurisdiccional en la disposición 66, con el objetivo de que las personas con discapacidad sean informadas, directa y personalmente, sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso judicial, en particular sobre la naturaleza del proceso.  Esta última norma está vinculada con el canon 67 referido a las importancia de que las actuaciones judiciales se realicen en forma y formatos accesibles, aumentativos y alternativos, para facilitar la comprensión del acto judicial donde participe una persona con discapacidad, garantizando que ésta pueda comprender su alcance y significado.  



 Asimismo, en el numeral 68 el proyecto establece, se deberán garantizar que todos los recintos judiciales cuenten con espacios físicos con las condiciones de accesibilidad establecidas en la presente ley y su reglamento, además deberá ser un espacio seguro y tranquilo, velar por que las diligencias judiciales, las audiencias y los juicios, se celebren sin dilaciones, de manera tal que la persona con discapacidad deba esperar el menor tiempo posible y; el lenguaje utilizado en estos espacios deberá adaptarse a las condiciones de la persona con discapacidad, así como a su edad, grado de madurez, nivel educativo y su facilidad para la comprensión, además deberán considerarse las condiciones socioculturales. Inclusive, se menciona de manera expresa que “El Poder Judicial debe incorporar en todos sus presupuestos anuales una reserva suficiente que sirva para garantizar que los edificios sean accesibles y se puedan cubrir los servicios establecidos en esta ley para las personas con discapacidad.”; aspecto sobre el cual deberán tomarse las previsiones respectivas. También se regula el seguimiento a las acciones que permitan el derecho al acceso a la justicia de las personas con discapacidad, mediante la coordinación entre las comisiones institucionales de accesibilidad y discapacidad, la comisión de acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, constituyendo un equipo que brinde asesoría y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo dispuesto en este capítulo. 



De las normas citadas no se desprende exista una incidencia en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, en los términos dispuestos por el artículo 167 de la Constitución Política; no obstante, el numeral 61 del proyecto relacionado con la asesoría a esta población, presenta una situación diferente. 



Concretamente, el artículo 61 dispone:



“Los juzgados y demás dependencias judiciales, deberán brindar asesoría y orientación a las personas con discapacidad usuarias de sus servicios.  Además, tendrán el deber de brindar asistencia técnico-jurídica en todos los casos que se esté en presencia de una persona con discapacidad de escasos recursos económicos que requiera de representación legal, independientemente del tipo de proceso que se trate.”



Con ocasión de lo anterior, de acuerdo a este proyecto en caso de aprobarse, el Poder Judicial deberá ampliar el servicio de la Defensa Pública en todas las Jurisdicciones a las personas usuarias en condición de discapacidad. Ese servicio actualmente está radicado en las Jurisdicciones Penal, Agraria, Laboral y en parte Familia. 



CONCLUSIÓN 



Se deduce de lo expuesto que el proyecto incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, en los términos dispuestos por el artículo 167 de la Constitución Política, pues de acuerdo al mandato 61 del proyecto, será preciso ampliar la cobertura de la Defensa Pública en los procesos judiciales que se tramiten en todas las áreas jurisdiccionales de la sede judicial donde intervengan personas con discapacidad y de escasos recursos económicos.  Ello se comparte por la suscrita integrante de esta Corte Plena dada la situación en que se encuentran estas personas y con base en los objetivos de la Agenda 2030 de la O.N.U.



De esta manera, dejo rendido el informe a fin de que decida este honorable órgano, lo que a bien tenga.”



-          0 -



 



El magistrado Salazar se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.



A las 12:50 horas, se suspende la sesión con la presencia del Presidente, magistrado Cruz, de las magistradas y magistrados Rivas, Escoto, Rojas, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Ramírez, Solano, Salazar Alvarado, las suplentes Zúñiga Morales, Esquivel Rodríguez, Salas Torres y los suplentes, León Díaz, Blanco González, Desanti Henderson y Segura Bonilla, 



-0-



Se reanuda la sesión a las 14:37 horas, con la presencia del Presidente, Magistrado Cruz, de las magistradas y magistrados Rivas, Solís, Escoto, Rojas, Varela, Sánchez, Olaso, Ramírez, Solano, Salazar Alvarado, Araya, Zúñiga Morales, Esquivel Rodríguez, Salas Torres, León Díaz, Blanco González, Desanti Henderson, Segura Bonilla
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lnerabiidad. incluyendo enie esas lis scciones legishiivas, adminisiniivs Y
operativas..
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Regla nimero 100  cua define as oblgsciones de s Comision de Seguinmicnto de Reglas
de Brasilia, enve ellast “(.) promover la elaboracidn, adopciin | fortaleciminso de
politcas pibiicas. que coniribupan al mejoramiento del acceso a a jusica de las
poblaciones e condicidn de vulnerdbiliad (..J " De sierdo con ¢l obetvo de su_Plan
Mtco de Teabajor 2016 - 2018 el cual seals: “Mejorar fas condiiones de Aecess a s
dusica” e las  Poblaciones enCondicionde” Vlnerabiidad, con” base en la
implementacion de a5 100 Regias de Brasita e accesos 1o fustci de fas persinas o1
Condicion deé virierildad. con perspectig de wénero. ruspeo . reconavimients de la
diveridad en 1ot armosia con o objtivas de la Agend 2030 para. ¢! Desarralls
Susenibe” y con el convencimiento de g foda inciiva ajustada  derecho, en armanis
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CARTA DE RECONOCIMIENTO

Los Presidentes, representantes de los Presidentes de las Cartes Supericres de
Justicia de la Repibica, los Coordinadores. Distrtales y representantes de
Coordinadores del Programa Nacional de Acceso a la Jusiica de Persona
Condicion de Vuinerabiidad y Justida en 1 Comunidad,  reundos en
Huancavelica con ocasién del Il Encuentro infarmacional de losPoderes
Judicales del Pert e Iberoaménca y el V Encuentro Nacional de Presidentes de
Cortes Superiores de Justiia y Responsables del Programa Acceso a a Justcia
de Personas en Condicién de Vuinerabiidad y Jusicia en tu Comunidad.
hacemos propici Ia oportunidad para expresa a travss de la presente nuestro
RECONOCIMIENTO a la Doctora Carmen Juba Cabello Matamaia. por su
liderazgo. dedicacion y esfuerzo como Coordinadora Nacional del Programa:
reconocimiento que consideramos necesario y justo dado que. en adicion a su
funcién jurisdiccional en nuestra Corte Suprema de Justicia de Ia Repiblica, logra
incentivar el compromiso VOLUNTARIO de la Judiatura Nacional, asi como del
personal jurisdicional y administratvo de este Poder del Estado, en aras de
consolidar el cumplimiento de 1os objetivos plasmados en fas 100 REGLAS DE
BRASILIA y en el Plan Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en
Condicion de Vulnerabiidad emprendido por nuestra Corte Suprema de Justicia
de la Repibica, en benefio de i0s sectores. més. vulnerables de. nuestra
poblacion
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Antecedentes de la                              Comisión de Acceso a la Justicia



Anteriormente conocida como Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial (Comisión de accesibilidad)



[bookmark: _GoBack]



Fuente de recopilación: Documento de Comisiones-Histórico con acuerdos. Unidad de Archivo, Secretaría General de la Corte al 20/06/2019 y Sistema Nexus PJ







act-1-0003-289-13







Acta de Consejo Superior Nº 045 - 2000 



Artículo LXXVIII



Fecha: 13 de Junio del 2000



ARTÍCULO LXXVIII



 Por oficio DE-103-2000 de 26 de abril del 2000 suscrito por M.Sc. Bárbara Holst Quirós, Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, dirigido al Lic. Jorge Rojas Vargas, Director General del Organismo de Investigación Judicial, alude a que conforme el artículo 4 de la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, se debe incluir en los planes, políticas, programas y servicios, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios de la población referida. Y que conforme al precepto 56 de la aludida Ley, se deben tomar medidas presupuestarias, a efecto de adquirir ayudas técnicas y prestación de servicios de apoyo, etc, que se requieran para cumplir con dicha Ley.



 Luego el artículo 9 del Decreto Ejecutivo 26831-MP, publicado en La Gaceta N° 75 del lunes 20 de abril de 1998, obliga a todas las instituciones públicas y privadas de servicio público, cuando no tengan un responsable específico, el crear un mecanismo en su estructura interna para organizar y proveer los servicios de apoyo y las ayudas técnicas requeridas por las personas con discapacidad para el pleno ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus deberes en igualdad de oportunidades.



 El mismo referido Decreto en su numeral 10 delegada en las contralorías de servicios la acción supervisora y de evaluación de dichos servicios.



Dado que existen preceptos jurídicos que obligan a la administración en general, a integrar en cada Ente, dichas Comisiones, y el Poder Judicial, no puede ser excepción a ello,  conforme al principio de legalidad, está obligado a cumplir con la normativa aquí aludida. En consecuencia deberá a procederse a conformar dicha Comisión.



            Se acordó: De conformidad con lo que establece el artículo 79 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, nombrar al Dr. Javier Sandoval Leal, Jefe del Servicio Médico de Empleado, Ing. Tobías Mena Aguilar, Jefe del Departamento de Servicios Generales y al señor Allan León Villalobos, como integrantes de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial







Acta de Consejo Superior Nº 086 - 2002 








      



Fecha: 14 de Noviembre del 2002



ARTÍCULO LXXXIII



            El Ing. Tobías Mena Aguilar, el Dr. Javier Sandoval Leal y el Técnico Allan León Villalobos, integrantes de la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial, en nota de 6 de noviembre en curso, comunicaron lo siguiente:



“El día de ayer, la mayoría de los miembros de la Comisión en materia de Discapacidad de nuestra Institución; nos reunimos con la Sra. Grettel Oses Gutiérrez, del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE),  con el fin de analizar los avances que ha tenido el Poder Judicial en materia sobre discapacidad.



En la reunión se procedió a informar de las actividades que se han realizado por nuestra parte; como la entrega de la Ley 7600 a cada despacho judicial y los avances relacionados a la eliminación de barreras arquitectónicas en los edificios judiciales de todo el país.



La Sra. Oses Gutiérrez nos indicó la necesidad de que la comisión estuviera formada por una mayor cantidad de servidores que involucren poder de decisión y ejecución de los planes y proyectos para la puesta en marcha de la Ley 7600 sobre “igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”.



Dicho personal adicional estaría integrado, salvo mejor criterio, pro los siguientes representantes:



·         Representante Consejo Superior



·         Representante Escuela Judicial



·         Representante Contraloría de Servicios 



Por lo anterior, les solicitamos el análisis de la propuesta anterior y sus observaciones al respecto.”



- 0 -



            Se acordó: Autorizar la integración de funcionarios judiciales para que conformen la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial.



            Por parte de este Consejo se designa al Lic. Edgar Amador Madriz para que integre la referida comisión, por su parte la Escuela Judicial y la Contraloría de Servicios designarán a su representante.











Acta de Corte Plena Nº 008 - 2005 








      



Fecha: 04 de Abril del 2005



ARTÍCULO XIII



            El Consejo Superior, en sesión verificada el 15 de febrero de 2.005, artículo LXXXII, tomó el siguiente acuerdo:



“En virtud de la nueva integración del Consejo Superior, se acordó: Informar a la Corte Plena, que se ha procedido a realizar una reorganización de los representantes de este Consejo en la diferentes comisiones del Poder Judicial, de la siguiente manera:



 



1.-  Licda. Miriam Anchía Paniagua



 



Consejo de la Judicatura.



Comisión de Normalización de Formatos Jurídicos.



Comisión de Violencia Intrafamiliar.



 



2.-  Lic. Marvin Martínez Fernández



 



Comisión de Pensiones Alimentarias



Comisión de Seguridad



Comisión de Racionalización de Energía



Comisión de Construcciones



 



3.-  Licda. Milena Conejo Aguilar



 



Comisión de Tránsito



Comisión de Control Interno



Comisión de Resolución Alterna de Conflictos



Comisión de Selección y Eliminación de Documentos



 



4.-  Licda. Lupita Chaves Cervantes



 



Comisión de Discapacidad



Comisión de Asuntos Laborales



Comisión de Usuarios de la Contraloría de Servicios.”



            



            Se dispuso:  Tomar nota.  



            



Acta de Corte Plena Nº 014 - 2008








      



Fecha: 05 de Mayo del 2008



Descriptores/Temas: Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Constitución Política, Estatuto de Servicio Judicial, Códigos



Documentos citados: 



ARTÍCULO XIII 



ENTRA EL MAGISTRADO CRUZ. ENTRA TAMBIÉN EL MASTER RODRIGO JIMÉNEZ. 



              Conforme lo indicó en la sesión celebrada el 28 de abril último, la Magistrada León, el señor Rodrigo Jiménez, procede a exponer el documento “propuesta de la Política de Accesibilidad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial”, que dice:



“Política de Igualdad para las Personas  con 



Discapacidad en el Poder Judicial



 



Introducción



 



El Poder Judicial consecuente con su compromiso de trabajar en la defensa de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, a través de la Comisión de Accesibilidad y la Secretaría Técnica de Género, desarrolla durante el año 2006 una investigación con perspectiva de género, en relación con las condiciones institucionales en torno al cumplimiento del marco jurídico que protege los derechos humanos de las personas con discapacidad; desde la perspectiva de las (os) servidoras (es), las (os) usuarias (os), la organización y los medios destinados a este propósito, motivando así el diseño de iniciativas concretas para su cumplimiento en políticas y programas de la institución. 



 



Es así como surge la propuesta de la Declaración de la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, como una manifestación de profundo respeto al principio de igualdad, al asegurar que todas las acciones del quehacer judicial incorporen y posibiliten la igualdad de oportunidades y la transversalidad de la discapacidad, entendida esta, como un proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de este sector de la población, en una dimensión integral del diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, para que todos los servicios se brinden en condición de igualdad y equidad. En la elaboración de esta propuesta participaron activamente integrantes de la Comisión de Accesibilidad, funcionarias (os) judiciales y población con discapacidad usuaria de los servicios del Poder Judicial.



 



Con el fin de obtener una validación institucional a través de un proceso participativo y crítico, que involucre a las (os) funcionarias (os) judiciales, se presenta este documento como una propuesta de trabajo, que permitirá en una etapa posterior, una vez incluidas las observaciones que resulten de este proceso, someterla a conocimiento de Corte Plena para su aprobación, legitimando así su futura aplicación. 



 



DECLARACION DE LA POLÍTICA DE IGUALDAD PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL



 



Considerando:



 



[bookmark: sdfootnote1anc][bookmark: sdfootnote2anc][bookmark: sdfootnote3anc]Que el derecho a la igualdad y no discriminación de todos los seres humanos se encuentra reconocido en diversos instrumentos de protección de los derechos humanos tales como: Declaración Universal de los Derechos Humanos1, Pacto de Derechos Civiles y Políticos2 y la Convención Americana de Derechos Humanos3.



 



[bookmark: sdfootnote4anc][bookmark: sdfootnote5anc][bookmark: sdfootnote6anc]Que el derecho al acceso a la justicia es reconocido en los siguientes instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos: Declaración Universal de Derechos Humanos4, Pacto de Derechos Civiles y Políticos5 y la Convención Americana de Derechos Humanos6.



 



[bookmark: sdfootnote7anc][bookmark: sdfootnote8anc]Que el Estado costarricense por medio de la Ley 7948 aprueba la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. La cual establece el derecho de la población con discapacidad a no ser discriminada7 y el derecho al acceso a la justicia8.



 



[bookmark: sdfootnote9anc][bookmark: sdfootnote10anc]Que la Constitución Política Costarricense reconoce el derecho a la igualdad9 y los derechos al acceso a la justicia10.



 



[bookmark: sdfootnote11anc]Que conforme a la ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad11 se establecen una serie de obligaciones estatales dirigidas ha asegurar la igualdad y equidad para las personas con discapacidad.



 



Que el Poder Judicial tiene como mandato constitucional la administración de la justicia en forma pronta y cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes. 



 



Reconociendo:



 



Que existe una realidad social identificada por las institucionales nacionales y organismos internacionales que refleja la desigualdad económica, jurídica, política, ideológica que viven las personas en condición de discapacidad en la sociedad costarricense.



 



Que el Poder Judicial realizó un diagnóstico institucional (2006) en el cual se identificaron las desigualdades existentes, las necesidades y las líneas de acción a seguir. Dicho documento de diagnóstico constituye una base fundamental de la política ya que plantea y orienta las medidas a tomar en las diferentes dimensiones de trabajo en la administración de justicia y el acceso a sus servicios de las personas con discapacidad.



 



Que las personas en condición de discapacidad son muy diversas por razones de género, edad, condición económica, discapacidad, orientación sexual, creencias, etc.



 



Tomando en cuenta los siguientes principios:



 



[bookmark: sdfootnote12anc]El principio no discriminación por razones de discapacidad: significa que toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.12 



 



[bookmark: sdfootnote13anc]El principio de equiparación: utilizar acciones afirmativas o medidas correctivas dirigidas a corregir desigualdades sociales conforme a los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos que establece: “No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin de promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o preferencia…13”



 



El principio del respecto a la diversidad: evidenciar las diferencias de los seres humanos según edad, género, étnica, religión, condición económica, situación geográfica, discapacidad, etc., reconociendo que los intereses, necesidades y percepciones de esta diversidad de seres humanos son igualmente diferentes.



 



El principio de igualdad de oportunidades: ampliar el principio de igualdad formal, al de igualdad real y equidad tomando en cuenta con criterios de equidad las condiciones personales y el trasfondo humano de los conflictos en cada uno de los casos y sus consecuencias. 



 



[bookmark: sdfootnote14anc]El principio de la no violencia: prevenir, sancionar y erradicar la violencia estructural que se da cuando se invisibiliza e ignora las necesidades de las personas con discapacidad en los servicios judiciales14. 



 



[bookmark: sdfootnote15anc]El principio de accesible: brindar facilidades para que todas las personas puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso de todos los servicios requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, su movilidad y su comunicación.15



[bookmark: sdfootnote16anc]El principio de vida independiente: abordar el “problema” en el entorno y no en las personas, permitiendo que estas tomen las decisiones en sus vidas.16



 



[bookmark: sdfootnote17anc]El principio de auto representación: desarrollar mecanismos de participación ciudadana en todas las instancias judiciales donde las personas con discapacidad como colectiva social participen en la toma de decisiones.17 



 



Principio de Participación conforme a la edad cronológica: relacionarse con las personas con discapacidad conforme a la edad cronológica 



Asumir en su totalidad los principios enunciados en el Código de Ética de la justicia como un servicio público; la independencia judicial libre de prejuicios; la transparencia judicial; la participación ciudadana; el mejoramiento de la administración de la justicia; el acceso a las instancias judiciales; así como los deberes de capacitación judicial, reserva e imparcialidad.



Incorporar los principios enunciados en el Código de Ética con el fin de promover la igualdad de las personas en condición de discapacidad.



 



Acuerda: 



[bookmark: sdfootnote18anc]1. Adoptar una Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad que de manera transversal, prioritaria y sustantiva incorpore la perspectiva de la discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial. Para garantizar la igualdad de  oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial.18



 



[bookmark: sdfootnote19anc]2. Integrar esta política a la misión, visión y los objetivos institucionales, así como en los procesos de planificación, en los planes anuales operativos y presupuestos19.



 



[bookmark: sdfootnote20anc]3. Incorporar todos los principios establecidos en esta política en el Código de Ética Judicial y el Estatuto Judicial.20



 



[bookmark: sdfootnote21anc]4. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo que sean necesarios con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.21



 



[bookmark: sdfootnote22anc]5. Asegurar los recursos humanos, materiales, financieros y técnicos necesarios, así como la creación de órganos, métodos y procedimientos adecuados para implementar esta política e incorporar criterios de descentralización para que se haga efectiva.22



 



[bookmark: sdfootnote23anc]6.Garantizar el seguimiento y monitoreo de la política de igualdad para las personas en condición de discapacidad creando mecanismos que sean necesarios para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración judicial responsables de su aplicación, con la instancia que las autoridades judiciales determinen para velar por el cumplimiento de la presente política.23



 



[bookmark: sdfootnote24anc]7. Incluir e implementar las acciones afirmativas o medias de corrección que se requieran en el plan de acción con el fin de asegurar la eliminación de las desigualdades que sufren las personas en condición de discapacidad.24



 



[bookmark: sdfootnote25anc]8. Transversar la perspectiva de la discapacidad y el principio de no discriminación por razones de discapacidad en todos los servicios judiciales incluyendo los dirigidos a las personas servidores judiciales25.



 



[bookmark: sdfootnote26anc]9. Dar a conocer de manera inmediata la presente política en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial, así como en la sociedad civil con el objeto que se aplique en forma inmediata26.



 



[bookmark: sdfootnote27anc]10. Concienciar y capacitar en forma sistemática y continua a las personas servidoras judiciales con el objeto de lograr un cambio de actitud en la cultura institucional acorde a los principios establecidos en esta política27.



 



[bookmark: sdfootnote28anc]11. Promover la participación ciudadana de personas con discapacidad en los diferentes órganos del Poder Judicial28.



 



[bookmark: sdfootnote29anc]12.Asegurar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad, cortesía y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas con discapacidad, que tomen en cuenta sus características específicas y elimine todas aquellas normas, prácticas y costumbres que tengan un efecto o resultado discriminatorios por razones de discapacidad o de cualquier otra naturaleza.29



 



[bookmark: sdfootnote30anc]13. Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público relacionado con los servicios judiciales sean accesibles para que las personas en condición de discapacidad los usen y disfruten.30



 



[bookmark: sdfootnote31anc]14. Brindar información veraz, comprensible y accesible sobre los servicios judiciales a la población con discapacidad.31



 



[bookmark: sdfootnote32anc]15. Apoyar a la Comisión de Accesibilidad y los comités locales en la coordinación, el desarrollo, la promoción, la ejecución, la evaluación y el seguimiento de esta política, para lograr alcanzar a corto, mediano y largo plazo las metas propuestas y erradicar así las desigualdades y discriminaciones por razones de discapacidad en todos los ámbitos de la administración de justicia.32



 



LÍNEAS GENERALES DEL PLAN DE ACCIÓN



 



Con el fin de lograr la igualdad real, considerando la normativa jurídica internacional y nacional de los Derechos Humanos, los principios que rigen el Código de ética del Poder Judicial, incluyendo los principios establecidos en esta política, así como los compromisos asumidos por la Corte Suprema de Justicia en los procesos de modernización, se presentan a continuación la meta y las líneas generales a ser contempladas en un plan de acción que permita a la práctica la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial.



 



Meta de la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial



 



Garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial para las personas en condición de discapacidad.



 



Líneas de acción de la política



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la presente política, deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades por razones de discapacidad. Especial atención debe darse en el acceso a los servicios judiciales y en las decisiones judiciales. Además las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretación y aplicación de la justicia, ni interferir en el desempeño de las personas servidoras judiciales en relación a sus funciones.



La Comisión de Accesibilidad y administraciones regionales en los distintos circuitos judiciales, serán responsables de la implementación, seguimiento y evaluación de la política.



 



Las áreas estratégicas para la ejecución de la política serán las siguientes:



 



a)      Gestión de Personal



b)      Comunicación, información y señalización



c)       Espacios accesibles



d)      Desarrollo de tecnología que facilite la accesibilidad



e)      Políticas, Normas y Procedimientos Institucionales



f)        Labor Jurisdiccional



g)      Organización Administrativa



h)      Monitoreo e Implementación



 



Las acciones propuestas serán desarrolladas en diferentes ámbitos como lo son:



 



1.       En el ámbito Administrativo



 



a)      Aspectos Generales



 



El Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y demás instancias administrativas del Poder Judicial deben impulsar el mejoramiento y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y jurisdiccionales existentes para lograr la accesibilidad a la justicia a las personas con discapacidad usuarias sin discriminación tales como la Contraloría de Servicios, el Departamento de Personal, el Departamento de Planificación, la Inspección Judicial, la Defensa Pública y la Oficina de Atención a la Víctima.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio de las administraciones regionales establecerán servicios de apoyo que brinden a) ayudas técnicas que faciliten el acceso a la justicia de las personas con discapacidad b) personal especializado que facilite el acceso a los servicios judiciales a las personas en condición de discapacidad.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deben asegurar que los inmuebles donde se otorgan los servicios judiciales sean accesibles para lo cual deberán a) Mantener un diagnóstico actualizado de los inmuebles en el cual se otorgan los servicios con el fin de identificar las barreras arquitectónicas. b) Implementar un sistema de control que asegure que los inmuebles que alquile el Poder Judicial cumplan con las normas establecidas en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. c) Actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales d) Elaborar y ejecutar un plan de eliminación de barreras arquitectónicas para los inmuebles propiedad del Poder Judicial e) Negociar con las personas propietarias de los bienes inmuebles alquilados la realización de las adaptaciones necesarias para asegurar el acceso arquitectónico a los inmuebles de las personas usuarias en condición de discapacidad. F) Rescindir los contratos de inquilinato donde los inmuebles no aseguren un mínimo de accesibilidad arquitectónica para las personas con discapacidad. 



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deberán asegurar que los muebles para la atención al público y para servidores judiciales sean accesibles para lo cual a) Mantener un diagnóstico actualizado de los muebles que se utilizan para la atención al público donde se identifique aquellos que contemplen barreras de acceso b) Diseñar y actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales. c) Elaborar y ejecutar un plan de renovación de muebles para asegurar que estos sean accesibles, cómodos y satisfactorios para su uso por parte de la población en condición de discapacidad.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva implementen procesos de atención cómodos, seguros, accesibles y eficientes que aseguren la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.



 



El Consejo Superior, el Consejo de Administración de Circuitos y los órganos auxiliares de justicia (Organismos de Investigación Judicial, Ministerio Publico y Defensa Pública) promoverán, la adquisición de automóviles accesibles que otorgan servicios al público. 



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través del Departamento de Servicios Generales asegurarán una señalización accesible en los inmuebles judiciales mediante las siguientes acciones: a) realizar un diagnóstico sobre la señalización existente en los inmuebles donde se dan servicios judiciales, b) Diseñar y actualizar una guía sobre señalización accesible para los inmuebles donde se otorgan servicios judiciales, c)Elaborar y ejecutar un plan de renovación de rótulos de señalización que sean accesibles para la población en condición de discapacidad.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberá desarrollar gestiones para prevenir los riesgos que surjan de emergencias por medio de las siguientes acciones a) Realizar un diagnóstico sobre riesgos en situaciones de emergencia en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad b) Elaborar una guía para la prevención de riesgos en situaciones de emergencias en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad c) Capacitar al personal judicial sobre el manejo de emergencia incorporando la variable de la discapacidad d) Diseñar un plan para ser ejecutado para garantizar la seguridad de todos las personas usuarias de los servicios judiciales sin discriminación por razones de edad, discapacidad, género, etc.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberán implementar un programa de salud ocupacional para el personal con una discapacidad que laboran en el Poder Judicial.



 



b) Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto



 



El Departamento de Planificación deberá promover la incorporación de las acciones derivadas del cumplimiento de la Política en los planes estratégicos, en los planes anuales operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial y, será responsable de que esta disposición se cumpla a través de un efectivo seguimiento.



 



El Departamento de Planificación junto con la Comisión de Accesibilidad desarrollará un sistema de indicadores para medir el avance de la implementación de la Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad.



 



El Departamento de planificación con la asistencia técnica de la Comisión de Accesibilidad realizará una evaluación anual de los planes y programas de las oficinas y despachos judiciales, para determinar el logro o grado de avance de los resultados esperados en materia de igualdad y discapacidad.



 



Los centros de responsabilidad conforme a la Ley 7600 asegurará que las acciones para garantizar la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad previstas en los planes y programas de todas las oficinas y despachos judiciales tengan el respectivo contenido presupuestario.



 



El Departamento de Planificación, mediante la Sección de Estadística desarrollará indicadores desde la perspectiva de la discapacidad para recoger información que sea útil para la toma de decisiones. 



 



El Departamento Financiero Contable velará por la correcta asignación de recursos conforme a lo planificado y la auditoria es la entidad responsable de evaluar el cumplimiento.



 



c) Gestión de Personal 



 



El Departamento de Personal como ente rector en materia Gestión Humana en el Poder Judicial deberá garantizar que los procesos de selección de personal estén adaptados a las condiciones de los aspirantes con discapacidad y se asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos.



 



El Departamento de Personal incorporará en los procesos de inducción la perspectiva de la discapacidad para promover actitudes respetuosas para esta población.



 



El Departamento de Personal debe asegurar que las políticas de contratación de personal, incentivos, ascensos, formación profesional, evaluación del desempeño y administración de los recursos humanos en general no discriminen por razones de discapacidad.



El Departamento de Personal formará a servidores/as judiciales en la lengua de señas costarricense con énfasis en el área jurídica para la atención al público.



 



El Departamento de Personal desarrollará acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones. Así como readaptar y reubicar al personal que adquiera una discapacidad.



 



d) Capacitación



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación en coordinación con la Comisión de Accesibilidad elaborarán planes de capacitación permanente en la perspectiva de la discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación deberán incorporar en sus cursos y planes de capacitación, la perspectiva de la discapacidad de manera específica y transversal en todo su quehacer 



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación desarrollarán material didáctico relacionado con los derechos de las personas con discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación aplicarán adecuaciones curriculares para los procesos de formación y evaluación. 



 



e) Información y Comunicación



 



[bookmark: sdfootnote33anc]La información al público que emane del Poder Judicial deberá ser accesible a todas las personas, según sus necesidades particulares33. Para ello: a) Se otorgará servicios de información y comunicación virtual deben cumplir con los requerimientos de accesibilidad para las personas con discapacidad mental y sensorial y b) Las dependencias judiciales que atienden al público deberán contar con personal que informe en lengua de señas costarricense 



 



La Biblioteca del Poder Judicial contará con: i) documentación actualizada sobre los derechos de las personas con discapacidad ii) material bibliográfico accesible para la población con discapacidad mental y sensorial, y iii) contará con un tesauro desde el enfoque de los derechos humanos de las personas con discapacidad.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial llevará a cabo programas de información y divulgación a personas en condición de discapacidad sobre el acceso a la justicia en condiciones de igualdad y sobre los mecanismos a su disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso de considerarse afectados. De igual forma, divulgará a lo interno del Poder Judicial la política de igualdad para las personas con discapacidad utilizando los medios idóneos.



 



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial implementará un programa de divulgación de las resoluciones judiciales que incorporen la perspectiva de los derechos de las personas con discapacidad ante los medios de comunicación.



 



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial en coordinación con la Comisión de Accesibilidad divulgará los logros alcanzados en materia de igualdad de las personas con discapacidad en el acceso a la justicia así como artículos y resoluciones de interés sobre el tema.



 



f)       Desarrollo de Procesos, normas y métodos



 



Las diversas instancias del Poder Judicial desarrollarán protocolos, guías y directrices para mejorar la atención a las personas usuarias y personal de los servicios judiciales.



 



La Comisión de Accesibilidad conformará un equipo de trabajo para elaborar recomendaciones que aseguren que las normas, métodos y procesos judiciales sean accesibles para las personas usuarias con discapacidad. 



 



2. En el ámbito Jurisdiccional



 



Los jueces y juezas deberán aplicar prioritariamente las Normas Internacionales de Protección de los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad tales como la Convención Interamericana sobre todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, las Normas Uniformes de Naciones Unidas para la Equiparación de Oportunidades, etc.



 



Los jueces y juezas en su labor interpretativa deberán tomar en consideración los principios generales de interpretación del derecho de las personas con discapacidad y la desigual condición entre las personas para eliminar todo sesgo por razones de discapacidad que produzca un efecto o resultado discriminante contra las personas con discapacidad en todas las esferas o materias jurídicas.



 



Los jueces y juezas en su labor de análisis y valoración se abstendrán de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural o ideológico que configuren prejuicios que produzcan efectos o resultados discriminatorios y subordinantes contra las personas en condición de discapacidad.



 



Los jueces y juezas para garantizar el precepto constitucional de justicia pronta y cumplida considerarán prioritariamente los casos en los cuales se expresa la desigualdad contra las personas en condición de discapacidad tales como situaciones de violencia intrafamiliar, discriminación por razones de discapacidad y otras.



 



Los jueces y juezas redactarán las resoluciones judiciales con un lenguaje inclusivo y respetuoso de los derechos humanos de las personas con discapacidad.



 



Los jueces y juezas velarán en la fase de ejecución de sentencia que las resoluciones no produzcan efectos adversos basados en prejuicios contra las personas con discapacidad que menoscaben el disfrute de los derechos o acciones logradas en el fallo.



 



El Departamento de Trabajo Social y de Medicina Legal Forense contará con personal especializado o bien se capacitara para su especialización a funcionarios en discapacidad para realizar los peritajes respectivos. En caso de contratación externa de peritajes quienes lo ejerzan deberán cumplir con los requisitos preestablecidos y certificados de su idoneidad.



 



El Sistema Costarricense de Información Jurídica pondrá a disposición de quienes administran justicia una metodología de incorporación de la perspectiva de la discapacidad para las resoluciones judiciales que reúna un tesauro desde la visión de los derechos humanos de las personas con discapacidad que incluya legislación, resoluciones judiciales y doctrina. 



 



En toda Comisión que la Corte Suprema de Justicia designe con la finalidad de elaborar alguna propuesta de ley o reforma legal, deberá ser considerada la participación de una persona con estudios o experiencia en materia de los derechos humanos de las personas con discapacidad, de modo que pueda incorporar la perspectiva de la discapacidad.



 



3. En el ámbito Auxiliar Jurisdiccional



 



a) Ministerio Público



Deberá promover el cumplimiento de las directrices para reducir la revictimización de personas en condición de discapacidad en los procesos judiciales.



 



La Oficina de Atención a la victima deberá incorporar transversalmente la perspectiva de la discapacidad en los servicios que otorga.



 



b) Defensa Pública



La Defensa Pública deberá revisar periódicamente la situación de las personas que se encuentran con medidas de seguridad con el objeto justificar la continuidad de la misma.



 



La Defensa Pública procurará otorgar servicios de defensa del derecho alimentario en lugares accesibles, seguros y cercanos a las personas con discapacidad usuarias de estos.



 



c) Organismo de Investigación Judicial



 



El personal técnico y profesional del Departamento de Medicina Legal que lleva a cabo las evaluaciones médicas y psicológicas, deberán incorporar la perspectiva de la discapacidad en el momento de la valoración así como en el informe correspondiente.



 



El personal del Organismo de Investigación Judicial procurará erradicar prácticas que revictimicen a las personas con discapacidad



 



4. Relaciones interinstitucionales



 



1.    Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará relaciones de colaboración y asistencia técnica con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, cuando se estime oportuno.



 



2.    Defensoría de los Habitantes



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial trabajará en conjunto con la Defensoría de las Personas con Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes, para la detección, análisis y propuesta de solución de situaciones de discriminación por razones de discapacidad que se presenten en el ámbito judicial.



 



c) Instituto de Rehabilitación y Formación Hellen Keller 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará relaciones de colaboración y asistencia técnica con elInstituto de Rehabilitación y Formación Hellen Keller cuando se estime oportuno.



 



   d) Sociedad Civil



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial promoverá la participación de organizaciones de personas con discapacidad en diferentes instancias como la Comisión de Accesibilidad, Comités Locales o Comisiones especiales donde la presencia de la sociedad civil es fundamental para asegurar su participación ciudadana.



 



5.       Red Interinstitucional



La Comisión de Accesibilidad y las Administraciones regionales en los diferentes Circuito Judiciales del Poder Judicial promoverán la creación de una red interinstitucional conformada por representantes de instituciones estatales, internacionales y sociedad civil vinculadas con la protección de los derechos humanos de las personas con discapacidad para la coordinación de programas, acciones destinadas a promover iniciativas de ley y monitorear la aplicación del marco jurídico de los derechos humanos sin discriminación por razones de discapacidad.



 



4. Monitoreo e Implementación



La Secretaría de Género será la responsable del seguimiento y evaluación de las acciones que se implementan para cumplir con la presente política en todas las oficinas y despachos del Poder Judicial, para lo cual solicitará informes cada seis meses. Dichos informes se sistematizarán para ser presentados a la Comisión de Accesibilidad en los meses de junio y noviembre de cada año. Una vez al año se presentarán los avances a la sociedad civil y al ente rector en el tema de discapacidad el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial. 



 



III. Estrategias de Implementación



 



La Corte Plena será el órgano máximo responsable de la aprobación de la Política de Igualad para las Personas con Discapacidad, para ello emitirá directrices mediante circulares internas.



 



La Comisión de Accesibilidad será el ente director de la Política. 



 



Las líneas de acción a corto plazo son:



 



				OBJETIVOS ESPECÍFICOS



				ACCIONES



				PRODUCTOS







				Identificar los factores que obstaculizan las posibilidades de las personas discapacitadas al acceso de los tribunales de justicia, ya sea como usuarias o funcionarias



				Protocolo de Investigación



 



 



Desarrollo de árbol de problemas



 



 



Desarrollo de indicadores que surgen del árbol de problemas



 



Diseño de Instrumentos



 



Trabajo de Campo: recopilación bibliográfica, talleres, visitas in loco, grupos focales, talleres, entrevistas



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Clasificación de la Información



 



 



Análisis de la Información



 



				Elaborar un protocolo de investigación que establezca el marco filosófico desde el modelo de los derechos humanos, el marco conceptual, el desarrollo de indicadores y los instrumentos para la investigación acción.



 



 



 



 



 



Realizar en conjunto con funcionarios/as del Poder Judicial y las personas usuarias con discapacidad un análisis de las carencias actuales que tiene el Poder Judicial en el cumplimiento del ordenamiento jurídico costarricense relacionado con el acceso a la justicia y el goce pleno de los derechos humanos de las personas servidoras, usuarias y procesadas con una discapacidad



Diagnóstico sobre la situación del acceso a la justicia de las personas con discapacidad con los siguientes apartados:



1)Información, comunicación y señalización



2)Infraestructura y organización



3) Actitudes del personal



4) Políticas, normas, métodos y procesos



5) Resoluciones judiciales



6) Tecnología y servicios de apoyo







				Construir en conjunto con funcionarios/as del Poder Judicial, un Plan de Acción o Política con enfoques innovadores para su integración desde perspectivas de género y de la discapacidad bajo el modelo de los derechos humanos



				Diseño de la carta de entendimiento



 



Entrega de la carta de entendimiento a las partes



 



 



Negociación de los aportes de cada institución para la carta de entendimiento



 



 



Definición de prioridades con la Comisión de Accesibilidad 



 



 



Elaboración del Plan



 



 



Definición de los principios



 



 



Establecimiento de las estrategias



 



 



Diseño de la Política



 



 



Aprobación de la política



 



 



 



Elaborar los programas de capacitación



 



Convocar a la Gente



 



Facilitar la capacitación



Falta el de LESCO jurídico y del personal administrativo



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Diseño del material didáctico



 



 



Validación del material didáctico



 



 



Edición del material didáctico



 



 



Publicación del material didáctico



 



Convocatoria a los grupos focales Falta uno con el PANI



 



Realización de seis grupos focales Falta uno con el PANI



 



 



Ajuste de la propuesta de directrices



 



Edición de las directrices



 



Aprobación de las directrices 



 



 



 



Diseño de las guías



 



 



Validación de las guías



 



Edición de las guías



 



 



Publicación de las guías



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Diseño del protocolo



 



Validación del protocolo



 



Publicación del protocolo



 



Recopilación Jurisprudencial



 



Clasificación de la Jurisprudencia



 



 



Relación de la Jurisprudencia con la ley 7600



 



 



Publicación de la ley comentada



 



 



 



 



 



 



Elaboración de las recomendaciones



 



 



Validación de las recomendaciones



 



Divulgación de las recomendaciones



 



 



 



 



 



Recopilación de los instrumentos



 



 



Análisis de los instrumentos de evaluación



 



 



Incorporación de la perspectiva de la discapacidad en los instrumentos de evaluación.



 



 



 



Establecer el Convenio de cooperación



 



Identificación de recursos y necesidades 



 



Establecimiento de los servicios de defensa pública



 



 



 



 



 



 



Convocatoria de la sociedad civil



 



Preparación de la presentación por parte de la Comisión



 



 



 



Presentación de los resultados 



				Desarrollar instrumentos participativos de evaluación del estado de la situación que involucren a personas usuarias, servidoras y procesadas con discapacidad que permitan desarrollar acciones a corto y mediano plazo para el mejoramiento del acceso a la justicia de la población con discapacidad



 



Cartas de Entendimiento con CNREE, Instituto Hellen Keller, UCR y FECODIS



 



 



Plan de Acción



 



 



 



Política de Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad.



 



 



Capacitación a operadores jurídicos sobre los derechos de las personas con discapacidad



 



Capacitación a operadores jurídicos sobre violencia intrafamiliar contra las personas con discapacidad



 



Capacitación a administradores de justicia sobre la aplicación de la ley 7600



 



Capacitación a docentes de la escuela de capacitación del Poder Judicial sobre adecuaciones curriculares.



 



Capacitación a periodistas sobre 



la importancia de divulgar las sentencias relacionados con los derechos de las personas con discapacidad



 



 



Capacitación en LESCO jurídico



 



 



Manual de Exigibilidad de Derechos para personas con discapacidad



 



Manual sobre los derechos de las personas con discapacidad para operadores de justicia



 



Manual sobre violencia intrafamiliar contra personas con discapacidad



 



Directrices para la atención a victimas con discapacidad



 



Directrices para la atención a niños/as con discapacidad víctimas 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Guía de señalización e información para personas con discapacidad.



 



 



Guía de cómo hacer servicios virtuales accesibles



 



Guía de contratación de inmuebles accesibles



 



Guía para el desarrollo de espacio judiciales accesibles



 



Diseño de un Protocolo Metodológico para incorporar la perspectiva de la discapacidad en las sentencias



 



 



Clasificación de la Jurisprudencia relacionada con la discapacidad



 



 



Ley 7600 



Comentada



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Recomendaciones para la inducción de personal sobre como relacionarse con las personas con discapacidad



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Incorporar la perspectiva de la discapacidad en los instrumentos de evaluación



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Promover los servicios itinerantes en la defensa pública



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Informe de rendición de cuentas a la sociedad civil











 



 



GLOSARIO



 



1.    Acceso a Justicia de las personas con discapacidad: conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos, que permiten a todas las personas con discapacidad, sin discriminación alguna, les sean garantizados los servicios judiciales,  para una justicia pronta y cumplida con un trato humano.



 



2.  Ayudas Técnicas: equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en condiciones de discapacidad para aumentar su grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo.



3.   Discapacidad: El resultado de la interacción entre una persona con deficiencia física, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o más de las actividades esenciales de la vida diarias y un entorno con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos limitando y restringiendo su participación. 



[bookmark: sdfootnote34anc]4.   Discriminación por razones de discapacidad: toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.



 5. Perspectiva de la discapacidad: Evidenciar, las distintas formas de subordinación y discriminación que en el entorno social experimentan las personas en condición de discapacidad considerando el género, edad, condición económica, etnia, orientación sexual etc., a fin de de eliminarlas.



6. Revictimización: Toda acción u omisión que contribuya al detrimento del estado físico, mental y/o afectivo-emocional de la persona víctima.



7. Servicios de Apoyo: toda asistencia personal dirigida a aumentar el grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo para las personas en condición de discapacidad.



8. Transversalidad de la discapacidad: Proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las personas con discapacidad en una dimensión integral en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que estos gocen de servicios en condición de igualdad y equidad. 
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              Se concede el uso de la palabra al Máster Rodrigo Jiménez, quien manifiesta: “Me corresponde exponer un trabajo que realizamos con una gran cantidad de funcionarios del Poder Judicial, que se inició con la Comisión de Accesibilidad y luego fue validado por más de cuatrocientas personas a través de todo el país que es lo que se llama la política de accesibilidad. Para introducirnos al tema de la política de accesibilidad yo creo que es importante, primero, tener claridad quiénes son las personas con discapacidad, y en realidad no hay una definición clara de quienes son las personas con discapacidad a través de las diferentes corrientes, pero la clasificación internacional de la Organización Mundial de la Salud  determina que para ser una persona con discapacidad se requieren tres requisitos, uno es la dimensión biológica que está relacionada a la deficiencia, es cuando un ser humano tiene una deficiencia en su aparato estructural o función biológica; por lo general muchos de nosotros a veces tenemos deficiencias y no nos damos cuenta, por ejemplo, todos los que tienen anteojos tienen una deficiencia visual, pero eso no significa que tengan una discapacidad. El segundo aspecto que tenemos que tener en claro para la definición de la discapacidad es que esa deficiencia nos causa una limitación en la actividad; entonces muchos de nosotros cuando tenemos anteojos o no vemos de cerca o no vemos de largo, pero los anteojos no nos causan una restricción en la participación que es el tercer elemento. El tercer elemento es que esa deficiencia y esa limitación nos cause una limitación en la actividad, por ejemplo, si muchos de ustedes hubieran nacido en un país de África y no hubieran tenido anteojos probablemente hubieran tenidos una discapacidad sino que fueron muy afortunados en nacer en un país donde el tener anteojos no es una restricción social o una restricción a la participación. Para que nos quede claro, yo tengo una deficiencia porque no tengo una pierna, tengo una limitación en la actividad que no puedo subir muchas escaleras, pero si hay un ascensor no tengo una restricción a la participación, entonces en el momento en que no haya un ascensor hay una restricción a la participación.



Es importante también aclarar que las discapacidades existen temporales y permanentes. Todas y todos los que están acá en algún momento puedan sufrir de una discapacidad temporal y quebrarse una pierna etcétera, y pueden tener una discapacidad. Y también es importante que estamos sujetos adquirir una discapacidad permanente, estoy seguro que muchos de ustedes conocen gente que de la noche a la mañana adquirió una discapacidad. Entonces cuando hablamos de una política de accesibilidad no estamos haciéndola únicamente para la población con discapacidad, la estamos haciendo para todas y todos nosotras y para las generaciones futuras, y para todos esos adultos mayores que van estar muy pronto en nuestro país y que van adquirir una discapacidad. 



Cuando hablamos de la definición, la definición oficial del ordenamiento jurídico costarricense es la de la Convención  Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las  personas con discapacidad, y si ustedes ven la definición ahí va a encontrar los tres elementos, significa una deficiencia física, mental o sensorial ya sea de naturaleza permanente o temporal que limita la capacidad  de ejercer una o más de las actividades de la vida diaria y que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social. Entonces hacia esa población es la que va dirigida la política. Recuerden que también hay una gran diversidad de población, hay adultos mayores, niños, niñas, mujeres, hombres, etc.



¿Qué es una política? Una definición muy sencilla de política es una decisión autoritaria de valores, y la política debe responder a un ordenamiento jurídico con una base de una jerarquía de las normas. Tenemos en nuestra ordenamiento jurídico la Convención Americana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación,  la Constitución Política, la Ley de Igualdad de Oportunidades, el Reglamento de la Ley y la Política de Discapacidad a nivel nacional y si aprobamos una política de accesibilidad aquí en el Poder Judicial; o sea, estaría en una jerarquía por debajo no podría contradecir las normas internacionales de protección y las leyes existentes.



¿Por qué una política?, eso es parte de los considerandos que se trabajaron, primero por el derecho a la igualdad y a la no discriminación de todos los seres humanos se encuentran reconocidas en los instrumentos internacionales. La igualdad y el derecho al acceso a la  justicia está en todos los instrumentos internacionales, pero eso es un concepto muy formal, porque en el concepto real a veces la violación al derecho del acceso a la justicia  se presenta en nuestro tribunales, por ejemplo, una persona que no pueda subir a un segundo  piso y tiene que ser atendida en la calle como sucede en algunas ocasiones; o una persona que ha sido violada y que sólo se comunica en lenguaje de señas y no hay alguien que pueda atenderla correctamente a que pueda comunicarse.



El derecho al acceso de la justicia es reconocido en los siguientes instrumentos internacionales, vean que estamos hablando de igualdad y de acceso a la justicia en una serie de instrumentos internacionales de  protección. Luego, orgullosamente nos vamos a referir un poquitito a que el 3 de mayo entró en vigencia la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, y el artículo 13 habla del derecho al acceso a la justicia, que también es importante reconocer que una propuesta de la delegación de Costa Rica, o sea, quien proponer el derecho al acceso a la justicia es el mismo Estado costarricense donde luego nos vamos a referir un poco. Luego se aprueba la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, la cual establece el derecho a la población con discapacidad a no ser discriminas y el derecho al acceso a la justicia, o sea, tenemos ya una obligación existente en el reconocimiento de nuestro ordenamiento jurídico al ser ratificada esta Convención Interamericana; y lo de la Constitución Política que habla del principio de igualdad y la Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con Discapacidad que fue aprobada en 1996, que también establece una serie de normativas  relacionadas con el derecho a la igualdad  y el derecho al acceso a la justicia.



Entonces el Estado costarricense ya ratifica esta convención y tiene un compromiso a establecer la  protección jurídica de los derechos de las personas con discapacidad sobre una base de igualdad, garantizar a través de los tribunales nacionales competentes de las instituciones públicas la protección efectiva -se requiere de una protección efectiva- y garantizar el ejercicio de los derechos humanos.  Ya tenemos la Convención Interamericana, las leyes y ahora esta nueva convención que es la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que si bien es cierto no está ratificada por nuestro país la Convención Interamericana habla de que se debe de interpretar la Convención en el sentido amplio siempre y cuando se creen nuevos derechos consuetudinarios. La Convención de Naciones Unidas está dirigida a promover, proteger, y asegurar el disfrute pleno en condiciones de igualdad de los derechos humanos y libertades fundamentales; y en sus obligaciones vemos un listado de obligaciones pero es interesante detenerse en la creación de políticas y programas, derogar leyes y abstenerse de prácticas discriminatorias que va muy enfocado a la aprobación de una Política de accesibilidad en el Poder Judicial.



El derecho al acceso a la justicia, si ustedes se dan cuenta es un derecho muy amplio y no contempla todo en el articulado pero en las discusiones  de las Naciones Unidas se habla sobre ajustes a los procedimientos, igualdad en condiciones con respecto a los demás, garantías efectivas de un debido proceso, hacer parte del proceso judicial en condiciones de igualdad, contar con garantías jurídicas, a no ser revictimizados por razones de discapacidad en el proceso, a ser testigos, contar  con medios que faciliten la participación  y compresión en el proceso, concienciación de los  operadores jurídicos y a toda la información y material legal disponibles en formas accesibles; esos son algunos de los derechos que surgen de ese derecho al acceso a la justicia.



Ya hablando de la política está estructura en un considerando, principios, acuerdos, líneas generales del plan de acción y estrategias de implementación y un glosario. En considerando lo que estuvimos hablando es el por qué de una política. Los principios nos van a ayudar a interpretar la política, y entonces hablamos de autonomía individual, de no discriminación, de participación,  de diversidad,  igualdad de oportunidades, de accesibilidad, de igualdad entre hombre y mujeres, y de capacidad en la evolución de los niños y las niñas; todos estos principios están establecidos en la Convención  sobre los Derechos de las Personas  con Discapacidad. La autonomía individual va muy dirigido que la persona tome sus propias decisiones y actúe lo más independiente posible. La no discriminación está definida tanto en la convención como en la Convención Interamericana. La participación es la importancia de que las personas con discapacidad participen en las estancias de toma de decisión. La diversidad es tomar en cuenta  toda esa diversidad etaria, étnica, cultural, de género, etcétera. La accesibilidad es el acceso  la igualdad entre el hombre y la mujer es  el contenido de género. Y la capacidad en la evolución de los niños y las niñas está muy dirigida a no infantilizar a las personas con discapacidad, sino tratarlas según su edad cronológica, ¿eso qué significa?, que si tienen treinta años y la mamá dice que es su chiquito, no es su chiquito es un adulto y tiene derecho a no esperar  una sala decorada con Bambi y con Pluto.



Ya los acuerdos serían adoptar una política de igualdad para las personas en condiciones de discapacidad, que de manera transversal y prioritaria sustantiva incorpore la perspectiva de la discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial  para garantizar la igualdad oportuna y no discriminación en los servicios judiciales y decisiones judiciales, y funcionamiento interno  del Poder Judicial. Cuando hablamos de perspectiva de la discapacidad les voy a tomar un ejemplo, un piso derrapante,  a mí me da miedo caminar en un piso derrapante, yo no camino en un piso derrapante, entonces no llego a un lugar si el piso es derrapante, de tal manera que desde mi perspectiva yo tengo derecho a tener un piso  anti derrapante. 



Integrar esta política a la misión, visión y los objetivos institucionales, así como los procesos de planificación en los planes anuales operativos y presupuestos. La política también va dirigida a una incorporación transversal en los planes anuales operativos y como incorporar. Es importante tener en claro que estas acciones no sólo benefician a la población con discapacidad, porque tienen en principio del diseño universal y cuando se habla de diseño universal es que  son acciones que vienen a beneficiar a toda la población, no necesariamente a una población en específico.



Incorporar todos los principios establecidos en esta política en el Código de Ética Judicial, y que también los principios deben de estar incorporados en el Código de Ética de la institución. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo normativo, procedimental, y operativo que sean necesarias con el fin  de garantizar la integración y aplicación de esa política, y asegurar los recursos humanos materiales, financieros y técnicos necesarios así como la creación de órganos, métodos, y procedimientos adecuados para implementar esta política. Aquí también quisiera enfatizar que muchas de las acciones la Comisión de accesibilidad ha ido caminando  en avanzar en muchas de las acciones que se proponen dentro de esta política.



Garantizar el seguimiento y monitoreo de la política de igualdad de las personas en condición de discapacidad. Vean que este acuerdo número seis es la importancia de un esquema de monitoreo porque a veces se plantean políticas y éstas no se van monitoreando o no se van controlando.



Incluir la implantación de las acciones afirmativas o las medidas de corrección que se requieren en el plan de acción. Aquí es dándole énfasis a un aspecto que tiene la Convención que son las medidas afirmativas o acciones afirmativas que en casos necesarios se requiere implementar dentro del mismo Poder Judicial. 



Trasversal la perspectiva de discapacidad y el principio de no discriminación por razones de discapacidad. Ese es otro énfasis en la transversalización.



Dar a conocer de manera inmediata la presente política. Esto es la divulgación, pues de nada nos sirve tener políticas si la gente no la conoce ni se compromete., Aquí recuerden que esta validación fue con más cuatrocientas personas a través de todo el país y de todas los diferentes instancias judiciales que conocieron la política en general. 



Concienciar en forma sistemática a las personas servidoras judiciales con el objeto de lograr un cambio de actitudes en la cultura institucional. También la promulgación de la política no implica cambios actitudinales, entonces también se va a requerir de seguir concienciando a la población para asegurar estos derechos.



Promover la participación ciudadana de personas con discapacidad. En la Comisión de Accesibilidad contamos con representantes de la sociedad civil que también tiene voz dentro de la comisión y opinan y están enterados de todo lo que se está haciendo dentro del Poder Judicial.



Asegurar la presentación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad, accesibilidad acuerdo con las demandas y las necesidades de las personas con discapacidad, que tomen en cuenta características específicas y eliminen todas aquellas formas y practicas y costumbres que tiene un efecto o resultado discriminatorio.



En realidad estos son los acuerdos generales que tiene la política. Garantizar que el entorno de los bienes y servicios y las instancias de atención al público sean accesibles, aquí estamos hablando de rampas, bienes muebles etc. Brindar información veraz, comprensible y accesible, aquí también estamos hablando de servicios de informaciones para población ciega, también de servicios de informaciones lengua de señas o también de servicio de información para gente que tenga un retardo mental y que le cueste comprender la parte de la abstracción de las sentencias.



Apoyar la Comisión de Accesibilidad y los comités locales. Esa es la última y entonces habla del fortalecimiento de la Comisión de Accesibilidad y la posibilidad de crear comités locales en los diferentes competencias. 



La administración. Las áreas estratégicas nos hablan de la parte administrativa. Todo política tiene como un acuerdo y luego tiene un plan de trabajo, entonces el plan de trabajo también se trabajó con los funcionarios judiciales y habla de espacios accesibles. Se hizo toda una valoración y evaluación de los espacios accesible y no accesibles, se determinó políticas o directrices donde quienes contratan los alquileres vigilen que la contratación de los inmuebles sean lo más accesible cumpliendo con la ley 7600.



Tecnología, gestión humana, organización administrativa, en la parte de la jurisdicción la aplicación de los derechos humanos y la incorporación de la perspectiva de la discapacidad dentro de las resoluciones judiciales y en ámbito auxiliar también incorporar la perspectiva de género tanto en el Ministerio Público como la Defensa o también en la Escuela Judicial.



Por último, la Política establece una serie de relaciones interinstitucionales con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial -que es el ente rector en el ámbito de la discapacidad-, la Defensoría de los Habitantes, el Instituto Hellen Keller, la Sociedad Civil y redes interinstitucionales para poder fortalecer el cumplimiento de esta política.” 



Dice la Magistrada Escoto: “No puedo dejar de manifestar la complacencia por esta Comisión, que representa para el Poder Judicial poner en práctica lo que una ley obliga es una obligación, pero a la vez se ve la mística con que, quienes integran la Comisión, y en especial Rodrigo que le ha dado vida, alma y corazón.. Yo creo que esto es quizás apenas la muestra de algo que se está haciendo junto con la Secretaría de Género y la Magistrada Anabelle León, todo para bien de todos esos grupos que por alguna razón están en una situación ya sea social o física, un grado de situaciones de discapacidad si es que no lo digo mal. Yo creo que esto nos obliga a unirnos a dar esfuerzos para que el Poder judicial se ponga una flor en el ojal como ya lo ha empezado hacer. Es digno de admiración la labor que se ha venido haciendo en tan poco tiempo y que se logró cubrir lo que la ley exigía en un momento dado el año pasado.”



El Magistrado Armijo señala: “Quisiera felicitar tanto a la Comisión como a don Rodrigo, en realidad la Corte necesitada una regulación como esta. Los instrumento internacionales son muy claros sobre el tema, pero parece que como éste, al igual que como otros que afectan a las minorías, suelen volverse invisibles a pesar de que las leyes se aprueban. La Sala Constitucional y sus Magistrados han conocido en múltiples oportunidades asuntos de esta índole, incluso contra el Poder Judicial en algunos casos, y en realidad es un día histórico, creo yo, donde la institución podría optar una política como esta ya planificada, desarrollada y con metas precisas. 



Más que nada lo que quería es dejar en claro nuestro agradecimiento por el esfuerzo que han realizado en relación con un tema que es importantísimo para ayudar a este sector, que siempre es un sector que necesita todo el apoyo que podamos darle.”



Expresa la Magistrada Villanueva: “En la sesión anterior, cuando la Magistrada León nos anunció que iban a presentar la Política, yo expresé en esa ocasión la felicitación a doña Anabelle, pero también quería decirle a usted don Rodrigo y a Alejandra y a Jeannette de la Secretaría, yo sé que todas las personas de la Comisión han trabajado con una gran seriedad para poner este tema en la agenda institucional, y que lo han hecho con gran mística. Los representantes del Departamento de Planificación o de la Dirección Ejecutiva han tomado esto con mucha seriedad. Don Luis Paulino, en la inauguración del Edificio de Tribunales de Turrialba, comentó como doña Anabelle, muy cuidadosa y quisquillosa hizo traer un centímetro para medir el ascensor para ver si efectivamente en la construcción de es edificio se habían respetado las medidas.



Sería bueno que aprobemos la política e integremos también en la Comisión de Construcciones integremos a una persona de esta Comisión para que pueda dar seguimiento en esas áreas, pero en todas porque también he visto a Jeannette en las compras de equipo del proyecto Corte BID, como se han introducido aparatos que permiten ya sea para las personas que no ven como se trasladan y también para quienes no oyen. Entonces ha sido una constante en todas las áreas donde han llevado a la realidad esta preocupación. Y me satisface muchísimo este trabajo y les agradezco que nos den esa gran satisfacción de poder decir de que en algo colaboramos a aliviar la vida de muchas personas.”



Agrega la Magistrada León: “Aún y cuando yo hice la presentación en la sesión anterior, no podría dejar de aprovechar este espacio que llama mucho a la reflexión, y que alguna forma recoge en una lógica de razonamiento cómo se llega a establecer esta política y cómo todo lo que en ella se dispone tiene respaldo en normativa nacional o internacional que de alguna forma compromete a nuestro país en el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad. Y en la presencia de don Rodrigo, quisiera reconocerle a él todo el esfuerzo y el empeño que nos ha trasmitido a la Comisión, donde yo señalaba en la nota anterior cuanto la gente se había comprometido y sensibilizado, y una de las piezas importantes para llegar a esto sin duda fue Rodrigo, por su entusiasmo pero sobretodo por su conocimiento en una tema como, decía don Gilberth Armijo, que cuando es de minorías tiende a ser insensibilizado, y a través de este compromiso que no ha sido más que de buena voluntad de muchos compañeros y compañeras que estamos integrando la comisión como hemos logrando paso a paso ir transformando algunos pequeños detalles que en su conjunto llegarán sin duda hacer de la justicia un espacio más accesible, y que no porque no ahora lo estemos refiriendo o analizando en función de algunos aspectos visibles como puede ser la infraestructura, la comunicación e incluso las actitudinales podría avanzar a un futuro y esperamos no muy lejano, a un acceso efectivo en el área sustantiva de la justicia que es un poco el sueño que todos en la comisión tenemos y que creemos que de aprobar esta Corte la propuesta que hoy don Rodrigo, en nombre de la Comisión está planteando, estaríamos a nivel nacional siendo la primera institución que contaría con una política desde hace doce años, y que es una tarea pendiente porque eso tiene de aprobada la ley 7600, a nivel regional también forma y parte además de un lineamiento y una directriz muy significativa en lo que tiene que ver con las cien reglas de Brasilia que comprende además de las personas con discapacidad a otros sectores que estarían ampliamente protegidos en los linimientos y principios rectores de esta política.



Concluyo agradeciendo el apoyo recibido fundamentalmente de los compañeros y compañeras de la Comisión, de la buena disposición de la Comisión de Género que permitió que la Secretaría, con refuerzo autorizado por el Consejo y consentido por jerarcas de la Escuela Judicial, la Dirección Ejecutiva y del Departamento de Personal, cuente con un refuerzo que permite hacer efectivo y traducir en acciones concretas lo que la política en sí viene a representar, y los avances visibles y otros no tanto que con cariño y esfuerzo todos los que estamos comprometidos con el tema hemos logrado.” 



El Presidente, Magistrado Mora, le consulta a la Magistrada León: “¿La Comisión que hasta este momento ha estado trabajando sobre este tema quiénes la constituyen?”



Aclara la Magistrada León: “Es quizás la Comisión más amplia que tiene la institución, y valga para contarles que nos reunimos una vez al mes toda una mañana, y realmente la hemos ido integrando de una manera casuística según las necesidades de ir desarrollando diferentes programas. Empezamos básicamente con todo el sector administrativo, representantes de la Dirección Ejecutiva, del área de Proveeduría, compañeros de comunicación y Prensa, Escuela Judicial, un representante del Ministerio Público, de la Defensa, del O.I.J., CONAMAJ, y desde luego que la Secretaría de Género, hemos invitado a participar a la Unidad de Jueces Conciliadores sin que todavía se hayan integrado, pero en realidad ha sido una cuestión de mucha apertura, y sí, como decía don Rodrigo, una persona con discapacidad desde hace mucho rato ha estado con nosotros designada por el sector de la sociedad civil para hacerlo participativo. De manera que un poco lo hemos estado integrando según como digo de las necesidades; también hay gente de ACOJUD, de la ANEJUD, de la Asociación de Jueces. En realidad somos un grupo de más de veinte personas donde cada cual ha logrado permear y transmitir en su sector aquellas directrices que han ido permitiendo los cambios.” 



El Presidente, Magistrado Mora, adiciona: “Deberíamos de tener por constituida la Comisión ya formalmente y también por recibida esta propuesta y aprobarla.”



La Magistrada Pereira menciona: “A mí me parece que evidentemente tenemos que tener por constituida la Comisión. También quiero recordar que en uno de los talleres del Encuentro de Magistradas de América, en el que trabajamos con don Rodrigo y doña Anabelle, esta fue una de las propuestas y una de las metas que el Poder Judicial de Costa Rica presentó en ese encuentro de Magistradas, y yo creo que la aprobación de esta política será una muy buena noticia para todos los países de América; y yo quiero felicitarlos por eso, porque están haciendo realidad un proyecto que fue en ese encuentro de Magistradas -donde muchos de nosotros estábamos- cuando se presentó como un proyecto y una meta a cumplir por Costa Rica.” 



Añade el Magistrado Ramírez: “Quiero unirme a la felicitación tanto para doña Anabelle como para don Rodrigo y todos lo que han participado en este programa. Creo que debe constituirse desde ya la Comisión y debe tener el apoyo de esta Corte.”



Expresa la Magistrada Varela: “Me parece que es digno de reconocer el esfuerzo que ha hecho la Comisión, guiada por doña Anabelle, y recoge muy fielmente el interés de toda la población del Poder Judicial. Su integración creo que ha sido muy conveniente, porque como dice doña Anabelle, que cada uno de los que han participado han podido dar su aporte a este esfuerzo. Creo que institucionalmente no puede hacerse otra cosa más que dar el visto, sea aprobar la propuesta que ha sido elaborada por una persona con muchos conocimientos en la materia como don Rodrigo, quien ayudó a estructurar de la mejor manera esta propuesta, por lo tanto es muy oportuno y conveniente que le demos la aprobación. Solicito no se quede en un documento, sino que lo llevemos a la vida práctica y demos el seguimiento, como se ha señalado y es muy importante -como decía doña Zarela-, que en la Comisión de Construcciones participe alguien de esta Comisión (de accesibilidad) para que esa transversalidad se de en los temas de alquileres y nuevas construcciones, lo mismo estimo debe ocurrir con respecto a las Políticas de Género. Por tanto apoyo la propuesta y nuevamente felicito a todas las personas que integran esta Comisión, que estimo han recogido muy fielmente el interés de toda la institución.” 



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Hasta este momento la Magistrada León ha venido coordinando esa Comisión, ¿les parece que la nombremos a ella en su carácter oficial del tema? Y tendríamos por constituida la Comisión, sabiendo de que muy probablemente en cualquier momento sea necesario constituirla con otras personas más. Además, según ha dicho doña Anabelle, sería conveniente que Magistrados de las otras Salas también se incorporaran a ella.



Don Rodrigo: también a usted y a los miembros de la Comisión que nos han hecho esta propuesta, pues el agradecimiento a la Corte.”



Sin objeción de las señoras y señores Magistrados presentes, se acordó: 1.- Aprobar la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, y hacerla de conocimiento de los despachos encargados de impulsar el mejoramiento y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y jurisdiccionales existentes para logar la accesibilidad a la justicia a las personas con discapacidad usuarias sin discriminación. 2.- Ratificar a la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad y solicitarles a las Salas Segunda, Tercera y Constitucional, que si a bien lo tienen designen un/a representante ante la indicada Comisión. 3.-  La Secretaría General procederá a publicar en el Boletín Judicial la indicada política.  



              SALE EL MASTER RODRIGO JIMÉNEZ.



                                                                                                                                        Acta de Corte Plena Nº 019 - 2012 
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Fecha: 28 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad, Reglas de Brasilia, Magistrados



ARTÍCULO XXVIII



INFORMA LA MAGISTRADA LEÓN.



Documento 3292-2012



            En sesión Nº 14-08 celebrada el 5 de mayo de 2.008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y se ratificó la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad.



En sesión Nº 18-11 celebrada el 7 de junio de 2.011, artículo VII, -entre otros aspectos- se acordó crear una plaza de Profesional 2 especializada en el área de las Ciencias Sociales, así como una plaza de Auxiliar Administrativo, en forma extraordinaria durante el 2011.



Al propio tiempo, se aprobó adscribir a la Secretaría Técnica de Género, los dos puestos creados para conformar la Unidad de Acceso a la Justicia, en cumplimiento a las Reglas de Brasilia. 



            La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-061-2012 de 25 de marzo del año en curso, manifestó:



“El pasado 28 de febrero, como coordinadora de las diferentes subcomisiones de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, se convocó a una reunión a las diferentes subcomisiones que atienden a estos sectores, con el objetivo de propiciar una discusión en cuanto a la estructura de la comisión coordinadora, la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia, la definición de un plan de acción integral y el establecimiento de mecanismos de interrelación entre las Subcomisiones y la Comisión de Acceso a la Justicia como ente rector en la materia.



 



Para los efectos, se hizo ver que en la subcomisión de discapacidad, están representadas desde vieja data la mayoría de las otras subcomisiones, tal es el caso de personas con discapacidad, adultas mayores, víctimas del delito, niñez y adolescencia, privadas de libertad e indígenas durante el tiempo que la Contraloría perteneció a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por lo que faltaría incorporar representantes de la población sexualmente diversa, migrante y refugiada, penal juvenil, indígenas y víctimas de violencia sexual y doméstica.



 



Para lograr los objetivos planteados, se acordó que las representaciones de las demás Subcomisiones, también se integren y asistan a sus reuniones mensuales, propiciando un espacio de coordinación enfocado a la salvaguarda de los derechos de estas poblaciones.



 



Asimismo, se acordó solicitar a la Corte Plena por su medio, denominar oficialmente a la Comisión, como Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que además resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia según acuerdo de la Corte Plena, tomado  en la sesión 32-2011 celebrada a las trece horas treinta minutos del tres de octubre del dos mil once, que dice:



 



 “Se acuerda: 1) Por mayoría, aprobar el informe presentado por el Departamento de Planificación por lo que se aprueba una plaza de Profesional 2 para crear la Unidad de Acceso a la Justicia como parte de la estructura de la Secretaría de Género, la cual deberá apoyar los distintos proyectos en materia de accesibilidad, y sin perjuicio del respaldo que hasta la fecha ha venido dando la Secretaría de Género.”



 



El nombre resulta congruente además, con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad, aprobadas por la Corte Plena, en sesión N° 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de 2008, artículo II.



 



Posteriormente en sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada el 5 de marzo del año en curso, en mi condición de Coordinadora informé a las personas integrantes de esta Comisión, sobre los acuerdos tomados en la reunión celebrada con las Subcomisiones el 28 de febrero.



 



De acuerdo con lo anteriormente expuesto, considerando que el artículo 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que: “Corresponde a la Corte nombrar comisiones  permanentes, especiales y temporales.”, y que en la Sesión de Corte Plena No. 14-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del cinco de mayo de dos mil ocho,  artículo XIII se acordó: “2.- Ratificar a la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad (…)”, se solicita por su digno medio someter a conocimiento de Corte Plena los acuerdos mencionados para su ratificación. 



 



No omito manifestar que todos los representantes de las diversas subcomisiones manifestaron su anuencia con la propuesta que ahora se presenta.



            



Con muestras de mi mayor estima y consideración, me es grato suscribirme.” 
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Manifiesta la Magistrada León: “Como ustedes recordarán en el análisis del presupuesto el año pasado, la Corte aprobó crear una Unidad de Acceso a la Justicia, adscrita a la Secretaría de Género con independencia en su manejo y funciones, como en efecto lo hemos hecho mucho antes de que se creara formalmente. De conformidad con las Reglas de Brasilia que esta Corte ratificó, se crearon siete Subcomisiones y cada una de estas Subcomisiones ha estado a cargo, en sus orígenes, de un Magistrado o Magistrada y en el caso de la doctora Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo con el adulto mayor y yo he venido ejerciendo el rol de Coordinación con respeto absoluto y, además, por cuestiones de tiempo y gracias al compromiso de las compañeras y los compañeros quienes lo han tenido a cargo. Uno de los propósitos de esta Unidad Técnica es justamente evitar duplicar esfuerzos institucionales, evitar cargas de trabajo a los funcionarios y las funcionarias, quienes participan de manera voluntaria. Con el acuerdo de todos los compañeros y las compañeras que integran las diferentes Comisiones, queremos plantear la idea de que se llame Unidad de Acceso a la Justicia y no de Accesibilidad, y así, darle un nombre más genérico, la cual brindará apoyo a las diferentes poblaciones, sin perjuicio de que todas las demás lleguen a llamarse Subcomisiones y que la Comisión de Accesibilidad se convierta en una Comisión de Acceso, tal como hemos venido funcionando en las dos o tres últimas sesiones, en donde asiste un representante de cada una de las diferentes subcomisiones, lo cual nos permite trabajar como un grupo con áreas compartidas y con áreas individualizadas y mantener una información más fluida y constante. 



            La propuesta en concreto es que la Comisión ya no se llame de Accesibilidad y que esté vinculada solo a un tema de discapacidad, sino que se llame de Acceso a la Justicia y que se integren representantes de todas las demás Comisiones. La Unidad creada por esta Corte seguirá funcionando igual, pero con el nombre Unidad de Acceso a la Justicia, para que tenga una cobertura más integral y general”.



Se acordó: 1.) Aprobar los acuerdos adoptados por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia, en lo sucesivo dicha Comisión se denominará oficialmente Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia y con las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad. 2.) Ratificar la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia.




act-1-0003-3586-34



Acta de Consejo Superior Nº 100 - 2012








     



Fecha: 15 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO LIV



DOCUMENTO Nº 9004-12, 12313-12



En sesión Nº 78-12 celebrada el 30 de agosto del año en curso, artículo LXXVI, previamente a resolver lo que corresponda, se solicitó a la Comisión de Acceso a la Justicia criterio respecto a lo expuesto por la señora Epsy Campbell Barr y el señor Walter Robinson Davis, Presidenta y Co-presidente de la Comisión Nacional de Afrocostarricense, sobre las actividades de conmemoración del Día de la Persona Negra y la Cultura Afrocostarricense y referente a dar seguimiento a los temas que sobre Afrodescendientes y Justicia le corresponde impulsar a está Comisión Nacional Afrocostarricense, con sede en la Cancillería de la República.



Posteriormente, en sesión Nº 94-12 celebrada el 25 de octubre último, artículo LI, en lo que interesa, se dispuso lo siguiente: 



“(…)



 



Manifiesta la Integrante Chaves Cervantes, que en correo electrónico de 25 de octubre en curso,la máster Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, indicó que se reunieron con la Comisión Nacional Afrocostarricense para empezar a trabajar en conjunto y que oportunamente remitirían el acuerdo de la Comisión de Acceso a la Justicia y los temas discutidos en la reunión.



 



Se acordó: 1.) Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Chaves Cervantes. 2.) Estar a la espera del informe que interesa por parte de la Comisión de Acceso a la Justicia.”
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En relación con lo anterior, en oficio Nº CACC-233-2012 de 29 de octubre último, la Magistrada Anabelle León Feoli, en carácter de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, informó lo siguiente: 



“El Consejo Superior, en la sesión Nº 78-12 celebrada el 30 de agosto del año en curso, artículo LXXVI; acordó solicitar criterio a la Comisión de Acceso a la Justicia, respecto a las manifestaciones de la señora Epsy Campbell Barr y el señor Walter Robinson Davis, a propósito de la conmemoración del Día de la Persona Negra y la Cultura Afrodescendiente.



 



En síntesis señalan en su oficio la Sra. Campbell y el Sr. Robinson, la necesidad de avanzar en acciones concretas que garanticen los derechos ancestrales que tienen los pobladores afrodescendientes del Caribe de Costa Rica, como pueblos tribales; y que les interesa concretar la creación de una Subcomisión Afrodescendiente, dentro de la Comisión de Accesibilidad a la Justicia de la Corte Suprema de Justicia (sic).



 



Asimismo indican que tienen conocimiento de tratos diferenciados y obstáculos para acceder a la justicia, por lo que se considera urgente capacitar a las y los operadores jurídicos en temas como racismo, discriminación, afrodescendientes y multiculturalismo. Estiman necesario además, generar mecanismos para que los (as) profesionales afrodescendientes estén representados en los espacios de toma de decisión.



 



Analizado el tema y en atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior la Comisión de Acceso a la Justicia, en sesión celebrada el pasado 8 de octubre, acordó:



 



“Responder en términos de que se considera esta una población en condición de vulnerabilidad y que por tanto se debe crear una Subcomisión. Paralelamente se coordinará una reunión con la Sra. Epsy Campbell Co Presidenta de la Comisión Costarricense de Afrocostarricenses.”



 



Sumado a lo anterior, el día 24 de octubre se realizó la citada reunión con asistencia de la Sra. Epsy Campbell, el Sr. Walter Robinson, y las Sras. Milagro Rojas y  Alejandra Monge, en esa oportunidad se hizo un recuento sobre los temas mencionados en el oficio, señalándose la necesidad de dictar una política institucional comprensiva de los derechos y necesidades de esta población, tal y como lo establecen las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



Se habló además de algunos temas prioritarios como la interpretación en audiencias judiciales, ya que para muchas personas afrodescendientes el inglés es su lengua materna, lo que les coloca en indefensión; así como del tema de personas privadas de libertad y la discriminación que pueden sufrir frente al sistema de justicia; reiterándose la necesidad de emprender acciones de capacitación y sensibilización.



 



En concordancia con el acuerdo tomado por la Comisión, se estima oportuno recomendar para la coordinación de la Subcomisión a la Magistrada Suplente Milagro Rojas quien manifestó su anuencia; como parte de sus funciones la Unidad de Acceso a la Justicia, brindará todo el apoyo que se requiera. En igual sentido se recomienda invitar a la Licda. Lena White en su condición de Contralora de Servicios, a integrarse a esta Subcomisión.”
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Se acordó: 1.) Acoger la gestión anterior y autorizar la constitución de la Subcomisión de Afrodescendientes, dentro de la Comisión de Accesibilidad a la Justicia de la Corte Suprema de Justicia, la que será coordinada por la Magistrada Suplente licenciada Milagro Rojas Espinoza, con la asistencia de la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señora Epsy Campbell Barr y el señor Walter Robinson Davis, Co-presidenta y Co-presidente de la Comisión Nacional de Afrocostarricense.



La Comisión de Accesibilidad tomará nota para lo que corresponda.   
















Acta de Corte Plena Nº 057 - 2014








Principio del formulario



Final del formulario



Fecha: 08 de Diciembre del 2014 



Descriptores/Temas: Informes, Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración) 



Documentos citados: - Normativa 



ARTÍCULO XIX



SALEN LOS MAGISTRADOS RIVAS Y JINESTA. ENTRA EL MAGISTRADO SALAZAR.



Documento 5675, 10053-2014



En sesión N° 24-14 del 2 de junio del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“El máster Walter Jiménez Sorio, Auditor Judicial interino, en oficio N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo último, rinde el siguiente informe:



“Para que lo haga del conocimiento de la Corte Plena, en concordancia con la Ley General de Control Interno y el Manual de Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de advertencia, el cual constituye un servicio preventivo que consiste en señalar los posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones de la Administración Activa, cuando son del conocimiento de la Auditoría Interna.



El informe está relacionado con el mejoramiento de la gestión de las comisiones en la institución.



Objetivo



Determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial, se realiza de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente.



Alcance



El alcance corresponde a la comparación del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, respecto a la gestión general que desarrollan éstos órganos asesores de Corte, para lo cual se indagó y revisó aspectos sobre el total de comisiones existentes en la institución, su integración, sesiones, entre otros, con corte al 14 de mayo de 2014.



Equipo de Trabajo



Este estudio fue desarrollado por la Licda. Dyaláh Linkimer Valverde, profesional de la Sección de Auditoría de Estudios Especiales, en coordinación con la Licda. Xinia Vega Guzmán, Jefa de Sección.



Situación detectada



El estudio se origina en la siguiente situación:



[bookmark: _ftnref1]La Corte Plena, en sesión Nº 52-99, celebrada el 20 de diciembre de 1999, artículo XXIII, aprobó el Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, publicado en el Boletín Judicial Nº 44 del 2 de marzo de 2000.[1] 



De la revisión del Reglamento General de Comisiones, se determinó que con el transcurso del tiempo y dada la dinámica institucional, esta normativa interna se encuentra desactualizada, por cuanto muestra aspectos que no son congruentes con la realidad institucional actual, los cuales se citan en seguida:



[bookmark: _ftnref2] El Reglamento incluye como anexo, un listado con un total de 23 comisiones, las cuales se subdividen en Comisiones Principales – Generales (13), Principales-Especializadas (7) y las Ordinarias (3). No obstante, del listado de comisiones suministrado por la Secretaría de la Corte[2], basada en la información recopilada por la Unidad de Archivo de esa Secretaría, se determinó que actualmente existen 129 comisiones. 



Cabe indicar que algunas comisiones han sido eliminadas, otras cambiaron de nombre, se fusionaron o se han creado nuevas, por lo que la clasificación señalada en el anexo del Reglamento, en la actualidad esta conformada de la siguiente manera: 



 Comisiones Principales-Generales (10)



 Comisiones Principales-Especializadas (9)



 Comisiones Ordinarias (2)



Además, según lo indicado por la Secretaría de la Corte, en la práctica se han incorporados otras categorías, las cuales se indican a continuación:



 Otras Comisiones (49) 



 Comisiones con representantes del Poder Judicial ante Comisiones Internacionales, interinstitucionales y nacionales (38)



 Comisiones Temporales (Especiales) (21)



[bookmark: _ftnref3] En diferentes estudios realizados por esta Auditoría, se ha analizado el accionar de algunas comisiones relacionadas con los temas evaluados[3], determinándose que en algunos casos, no están cumpliendo con lo establecido por el Reglamento, en aspectos tales como: 



 Sesionar ordinariamente por lo menos una vez al mes y extraordinariamente cuando convoque la persona que la preside o Coordina. (articulo 16)



 Comunicar a la Corte Plena la inasistencia e incumplimiento de las personas que integran una comisión (artículo 13)



 Dar seguimiento a los acuerdos de las comisiones (artículo 15)



 Mantener actualizadas las actas (artículo 17)



 Emitir dictámenes, informes y recomendaciones sobre la labor encomendada (artículo 19)



 Presentar a Corte Plena el informe trimestral de las actividades que realiza (artículo 21) 



 De la revisión de los acuerdos de creación de las 21 comisiones temporales especiales, se determinó que, a pesar de que la labor encomendada debe cumplirse en un plazo determinado, solo para 4 (19 %) comisiones se indicó en el acuerdo de creación emitido por Corte Plena, el plazo durante el cual se mantendría la comisión. 



Además, se constató que 17 de esas comisiones (81%), no han presentado su informe relacionado con el estudio que le fue asignado. Únicamente 4 comisiones si informaron sobre su labor al órgano superior correspondiente. 



 La lista de comisiones con las personas que las integran, suministrada a esta Auditoría por la Secretaría de la Corte, contiene información desactualizada, ya que aún aparecen los nombres de exservidores y exservidoras judiciales, además no existen acuerdos de Corte Plena que comprueben que se ha nombrado a otras personas que los sustituyan, de conformidad con las normas que se citan en el Reglamento.



 Según acuerdos de Corte Plena revisados, se determinó que no ha sido práctica de ese órgano superior, nombrar o reelegir los magistrados y magistradas que integran las Comisiones cada dos años, tal como lo establece el Reglamento vigente.



Sobre este particular, es importante señalar, que en sesión Nº 44-02 del 30 de setiembre de 2002, artículo IV, la Corte Plena sometió a estudio la integración de las distintas Comisiones; no obstante se comentó, que previo al nombramiento y reelección de las personas que las integran, era necesario revisar el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, acordando lo siguiente: 



“Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora y en consecuencia, tener por prorrogada hasta que se modifique el reglamento correspondiente la integración de todas las comisiones. Encargar a los Magistrados Montenegro, van der Laat, Chaves y Jinesta, para que realicen una revisión del Reglamento de Comisiones, del que informarán a esta Corte dentro del término de un mes contado a partir del recibo de este acuerdo. La Comisión la coordinará el Magistrado Chaves.” 



Al respecto, es preciso señalar que de la revisión de las actas de Corte Plena y de consulta realizada a la Secretaría de ese Órgano Superior, no se logro evidenciar que la “Comisión para la Revisión del Reglamento de Comisiones”, haya emitido algún informe o propuesta respecto a la labor que le fue asignada. Asimismo, según se desprende del Sistema de Información Jurídica (SCIJ) y de consulta realizada a la funcionaria de la Dirección Ejecutiva que se desempeña como Secretaria de algunas Comisiones, dicho Reglamento no ha sufrido modificaciones a la fecha del presente informe.



[bookmark: _ftnref4]Sobre la clasificación de las Comisiones, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 66, establece que corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales[4], señalando como permanentes el Consejo de Personal, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la Comisión de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, la de salud y seguridad ocupacional, la de relaciones laborales y cualquier otra que determine la Corte.



Señala el artículo citado que las comisiones especiales “son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica”, e indica que serán temporales cuando “por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado”.



Respecto a la importancia de mantener actualizados los reglamentos, la Ley General de Control Interno, en su artículo 15 “Actividades de control”, establece como deber del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros:



a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones”.



La desactualización del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, debilita las actividades de control necesarias para la adecuada gestión y seguimiento de estos equipos de trabajo, que son designados por Corte Plena para la atención de temas determinados, en los cuales requiere asesoría.



Además, los integrantes de las Comisiones, no cuentan con procedimientos claramente definidos, sobre las labores que les compete realizar, así como el ámbito de competencia, a fin de evitar que estén asumiendo funciones que corresponden al jerarca o a la administración. 



Sugerencias



Para solventar la situación descrita, esta Auditoría estima pertinente que se atiendan las siguientes sugerencias:



1. Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado.



2. Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



3. Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



 Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



 Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



 Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan. 



4. Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. 



Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones.



5. Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.



De conformidad con lo establecido en el inciso d) del artículo 22 de la Ley General de Control Interno, se advierte o previene sobre las situaciones descritas las cuales podrían ocasionar la materialización de los efectos potenciales referidos.”



- 0 -



Se acordó: Tener por presentado el informe y remitirlo a estudio e informe del Magistrado Solís, en el plazo de treinta días hábiles a partir del recibo de esta comunicación. Se declara acuerdo firme.”



- 0 -



El Magistrado Solís, en nota de 27 de agosto de este año, rinde el siguiente informe: 



“De acuerdo con su oficio No. 5479-14 del 3 de junio del 2014 y conforme lo acordado por Corte Plena en sesión No. 24-14, Artículo XIX, me permito rendir el informe solicitado en relación con las comisiones de la Institución.



Según lo señala la Auditoría Judicial mediante oficio No. 512-44-AEE-2014, el cual da inicio a este estudio, el “Reglamento General de Comisiones” aprobado en el año 2000, se encuentra desactualizado y no refleja la realidad institucional. Por otra parte las diferentes comisiones no están cumpliendo con lo establecido en el reglamento y no existe un control sobre ellas.



Es por lo anterior que la Auditoría Judicial sugiere a la Corte Plena hacer una revisión integral y ajustar dicho reglamento, así como hacer un estudio de las comisiones que actualmente existen, con el fin de definir su continuidad o eliminación, debiendo la Secretaría de la Corte llevar un control actualizado de éstas. Al respecto, me permito rendir el informe correspondiente:



1) Sobre el Reglamento General de Comisiones



El “Reglamento General de Comisiones” fue aprobado en la Sesión No. 52-99 del 20 de diciembre del año 1999. En la Sesión No. 44-02 del año 2002 la Corte Plena sugirió su revisión, razón por la cual se conformó una Comisión para dicho fin. No obstante, tal y como lo señala el órgano auditor, no se evidencia que se realizara la labor encomendada, por lo tanto el reglamento nunca fue modificado.



Coincido con la Auditoría Judicial en la necesidad de reformar el reglamento actual y readecuarlo a la época, incorporando las nuevas formas de organización, participación grupal, definiciones, así como el integrar las políticas institucionales sobre ejes transversales, entre otros. 



Por lo tanto, recomiendo solicitar a un cuerpo de asesores legales preparar una propuesta de modificación al “Reglamento General de Comisiones”, para que en un plazo determinado sea presentado a esta Corte para su análisis y aprobación.



2) Sobre las comisiones activas a la fecha



De acuerdo con el informe de la Auditoría actualmente existen en la Institución un aproximado a 127 comisiones vigentes. Al revisar el listado proporcionado por el órgano auditor, es importante tener en cuenta que esa cantidad corresponden a diversos tipos de comisiones, tal como Institucionales, Interinstitucionales e Internacionales. Sin embargo allí mismo se están contabilizando las representaciones internacionales y algunos programas que pareciera no es correcto sean considerados como una comisión.



Es por ello que para efectos del informe se procedió a realizar una división por grupos de la siguiente forma:



I. Consejos Activos



II. Comisiones Institucionales Activas



III. Comisiones Interinstitucionales Activas



IV. Comisiones Internacionales Activas



V. Comisiones Institucionales Inactivas



VI. Comisiones sin Información



VII. Programas Institucionales 



VIII. Representaciones internacionales 



IX. Otras



El detalle de lo anterior es el siguiente:



I. CONSEJOS ACTIVOS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Consejo Consultivo



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Consejo de la Judicatura



				ACTIVA



				Mag. Orlando Aguirre



				Institucional







				3



				Consejo de Notables de la Gestión Ética



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias Madrigal



				Institucional







				5



				Consejo de Personal



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				6



				Consejo Editorial de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Director(a) Escuela Judicial



				Institucional











II. COMISIONES INSTITUCIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Género



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Comisión investigadora sobre la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				3



				Comisión de oralidad penal



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Comisión de Ética y Valores



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				5



				Comisión Gerencial de Tecnologías de Información



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				6



				Comisión de Nombramientos



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				7



				Comisión de Flagrancias



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				8



				Comisión de Construcciones



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				9



				Comisión de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				10



				Comisión de la Jurisdicción Civil



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				11



				Comisión de Comunicaciones Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				12



				Comisión de Oralidad



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				13



				Comisión Asuntos Ambientales



				ACTIVA



				



				Institucional







				14



				Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				15



				Comisión de Acceso a la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				16



				Comisión de Gestión Integral de la Calidad para la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				17



				Comisión de Resolución Alterna de Conflictos



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				18



				Comisión de Evaluación del Desempeño



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				19



				Comisión de la Jurisdicción Laboral



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				20



				Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				21



				Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				22



				Comisión de Protección de Datos



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla



				Institucional







				23



				Comisión de la Jurisdicción Penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla Sandí



				Institucional







				24



				Comisión de Enlace Corte-OIJ



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				25



				Comisión de Salud Ocupacional



				Activa



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				26



				Subcomisión de Privados de Libertad



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				27



				Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				28



				Comisión para la creación del Reglamento de Instituciones de Utilidad Pública



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				29



				Comisión de Seguridad



				ACTIVA



				Mag. Gilbert Armijo



				Institucional







				30



				Comisión Estratégica de defensa al fondo de pensiones



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				31



				Comisión de Transparencia y Anticorrupción



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				32



				Comisión Institucional que valore los temas de servicio



				ACTIVA



				Magistrado o Magistrada Pendiente de definir



				Institucional







				33



				Sub- Comisión de Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				34



				Subcomisión de afrodescendientes



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				35



				Subcomisión de acceso a la justicia de personas con discapacidad



				ACTIVA



				Licda. Damaris Vargas



				Institucional







				36



				Comisión encargada de llevar los controles gerencias y operativos del programa 927 - Servicio Jurisdiccional



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				37



				Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				38



				Comisión para el análisis de los temas relacionados con los asuntos contravencionales



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				39



				Subcomisión Persona Adulta Mayor



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				40



				Comisión Buenas Prácticas



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo – Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				41



				Comisión Institucional que velará por la definición de políticas y acciones en procura de la mejora en la salud de los servidores y servidoras judiciales (incapacidades)



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				42



				Comisión de Teletrabajo



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				43



				Equipo de Trabajo conformado para la implementación de las "Normas Técnicas para la Gestión y el Control de las Tecnologías de Información del a Contraloría General de la República"



				ACTIVA



				Subdirección Ejecutiva



				Institucional







				44



				Comisión Contra el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Msc. Jeannette Arias



				Institucional







				45



				Comisión de Relaciones Laborales



				ACTIVA



				Lic. Porfirio Sánchez



				Institucional







				46



				Comisión para la definición de la oferta de Cooperación Técnica Internacional del Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. Cristina Rojas



				Institucional







				47



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Interinstitucional







				48



				Comisión encargada de monitorear el impacto de la ley de penalización de la Ley de Penalización de la Violencia contra las mujeres y la respuesta Institucional. Cc: Comisión Permanente para el Seguimiento a la Ley de Penalización de la violencia contra la mujer



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Institucional







				49



				Comisión Redactora del Código Procesal Civil



				ACTIVA



				Dr. Jorge López –



Dr. Jose Rodolfo León



				Institucional











Autorizar la creación de una, la cual estará conformada por la 



III. COMISIONES INTERINSTITUCIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Seguimiento del Convenio marco entre el PJ y el CONARE para desarrollar el informe de la Justicia en Costa Rica (programa Estado de la Nación)



				Activa



				Mag. Zarela Villanueva



				Interinstitucional







				2



				Comisión y Junta Directiva del Patronato de Construcciones y Adquisición de bienes de adaptación social del Ministerio de Justicia y Paz



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Interinstitucional







				3



				Comisión para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ)



				ACTIVA



				Mag. Román Solís



				Interinstitucional







				5



				Subcomisión de pueblos indígenas



				ACTIVA



				Mag. Carmen María Escoto



				Interinstitucional







				6



				Consejo Directivo del Sistema Nacional de Calidad y Acreditación para la Justicia (SINCA)



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Interinstitucional







				7



				Subcomisión de acceso a la Justicia para personas migrantes y refugiadas



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				8



				Comisión Enlace Corte-Asociaciones



				ACTIVA



				Mag. Jesús Ramírez



				Interinstitucional







				9



				Comisión Interinstitucional de Tránsito



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Interinstitucional







				10



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual Comercial (CONACOES)



				ACTIVA



				Licda. Eugenia Salazar



				Interinstitucional







				11



				Comisión de enlace entre el PJ y el Colegio de Abogados



				ACTIVA



				Licda. Lena White



				Interinstitucional







				12



				Comité asesor de políticas en el tema de Firma Digital



				ACTIVA



				Director(a) de TI



				Interinstitucional







				13



				Comisión Técnica interinstitucional para la empleabilidad de las personas con discapacidad



				ACTIVA



				Director Gestión Humana



				Interinstitucional







				14



				Grupo de trabajo intersectorial denominado "Género y Salud"



				ACTIVA



				Licda. Xinia Fernández



				Interinstitucional







				15



				Comisión de Usuarios del Poder Judicial – órgano asesor de la Contraloría de Servicios



				ACTIVA



				Contraloría de Servicios



				Interinstitucional











IV. COMISIONES INTERNACIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Consejo del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto







				4



				Comisión Iberoamericana de Justicia Ambiental



				ACTIVA



				Msc. Damaris Vargas







				5



				Comisión que evaluará y analizará el cumplimiento de los compromisos internacionales de Costa Rica en los convenios aprobados en el seno de la Conferencia de la Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











V. COMISIONES INSTITUCIONALES INACTIVAS



Se consultó a las personas que coordinaban estas comisiones quienes confirmaron su inactividad.



				



				NOMBRE



				ESTADO







				1



				Comisión de Modernización



				INACTIVA







				2



				Comisión de Presupuesto



				INACTIVA







				3



				Comisión para analizar el tema referente al uso de logos o distintivos



				INACTIVA







				4



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal



				INACTIVA







				5



				Comisión para revisar el Reglamento de Comisiones



				INACTIVA







				6



				Comisión de rendición de cuentas



				INACTIVA







				7



				Comisión para formular propuesta sobre el sistema que se ha venido utilizando para la designación de Magistrados Suplentes



				INACTIVA







				8



				Comisión de Reciclaje



				INACTIVA







				9



				Comisión para formular una propuesta sobre la creación de una oficina de proyectos estratégicos para el Poder Judicial



				INACTIVA







				10



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				INACTIVA







				11



				Equipo Interinstitucional de Interoperabilidad



				INACTIVA







				12



				Grupo de trabajo conjunto con la UCR para fortalecer mecanismos de comunicación y coordinación



				INACTIVA







				13



				Control Interno del Poder Judicial



				INACTIVA







				14



				Comisión de Normalización de machotes



				INACTIVA







				15



				Grupo de Trabajo para avalar propuesta para contar con una base de datos a nivel nacional con el propósito de coordinar con instituciones que atiendan y apoyen a la persona adulta mayor



				INACTIVA







				16



				Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones



				INACTIVA







				17



				Comisión de Seguimiento al Plan Estratégico del Poder Judicial (2007-2011) –(2006 – 2010)



				INACTIVA







				18



				Comisión para el seguimiento del Programa Corte-BID



				INACTIVA







				19



				Comisión de Vehículos



				INACTIVA







				20



				Comisión Revisora Final del Proyecto del Código Procesal Civil



				INACTIVA







				21



				Comisión que analizará el tema de retraso judicial



				INACTIVA







				22



				Comisión especial sobre reforma judicial



				INACTIVA







				23



				Comisión de formulación de propuesta sobre las consultas legislativas



				INACTIVA







				24



				Comisión para valorar y brindar respuestas a los medios de comunicación ante publicaciones o declaraciones que afecten la imagen del Poder Judicial o el honor de las servidoras y servidores judiciales



				INACTIVA











VI. COMISIONES SIN INFORMACIÓN



En relación con las siguientes Comisiones, no fue posible obtener información. Puede observarse que muchas de ellas fueron integradas por personas que ya no se encuentran en la Institución. Sin embargo se han dejado como referencia para la toma de decisiones al respecto.



				



				NOMBRE



				ACUERDO



				INTEGRANTES QUE APARECEN EN EL ACUERDO







				1



				Comisión que se encargará de darle seguimiento a los distintos proyectos de ley que sean del interés del Poder Judicial



				CP 24-03 Art. XXV



				Dr. Luis Paulino Mora y Presidentes de Salas







				2



				Comisión de Análisis de las diferentes reformas de organización en los despachos judiciales (Modelo de Gestión de Despachos Judiciales)



				CP 28-09. Art. VIII



				Magistrados: Rivas, Vega, Chaves, Chinchilla







				3



				Comisión Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial



				CP 19-1-04 Art. XV



				Magistrados: Mora, González Alvarez y Aguirre







				4



				Comisión para coordinar esfuerzos en el tema de GICA



				CP 09-12 Art. XVIII



				Magistrados: Mora y Vega



Integrantes C.S.: Milena Conejo, Lupita Chaves



Licda. Marta Asch y Lic. Rafael Ramírez







				5



				Comisión Nacional de Derecho Internacional humanitario



				CP 25-8-03 Art. XIII 



				Representante: Dr. Luis Paulino Mora, Suplente: Dra. Nancy Hernández







				6



				Comisión de Seguimiento a la problemática de la violencia doméstica



				CP 16-2-09 Art. XV



				Licda. María Elena Gómez (representante PJ)







				7



				Comisión para redactar una propuesta a la modificación del Reglamento y Funcionamiento de la Corte Centroamericana



				CP 16-2-04 Art. III



				Dr. Luis Paulino Mora



representante)







				8



				Sistema Nacional Técnico de apoyo para la atención integral de la Persona Adulta Mayor



				CP 07-04. Art. II



				Licda. Lena White (representante)







				9



				Comisión Interinstitucional para el diagnóstico de la situación de pensiones alimentarias



				CS 21-10-99 Art. XXIII



				Lic. Jose Luis Calderón



Lic. Mario Mena 



Licda. Olga Fallas Ulloa. Representante de la Defensa Pública. 







				10



				Comisión Interinstitucional para analizar las diferentes situaciones que se presentan con las personas a las que se le aplica una medida cautelar de seguridad, curativa, o bien, las personas privadas de libertad que presentan trastornos mentales



				CS 94-03 Art. XXXIII



				Licda. Xinia Fallas (defensora pública)



Lic. Carlos Montenegro (Fiscal EP)



Lic. Freddy Sandí (Juez EP)







				11



				Foro permanente de análisis sobre derecho parlamentario costarricense



				CP 03-07 Art. XV



				Dra. Nancy Hernández (representante)







				12



				Comisión para iniciar el proceso de coordinación con el equipo de teletrabajo



				CS 63-08 Art. XLII



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				13



				Comisión Interinstitucional de Acceso a la Justicia de Sectores desfavorecidos



				CP 37-06 Art. XXV



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				14



				Junta Directiva de la Comisión Nacional de Rescate de Valores



				



				NO HAY DATO







				15



				Comisión de enlace Poder Judicial - Ministerio de Justicia



				CP 37-09 Art. V



				Ministerio de Justicia, Sala Tercera, OIJ, Defensa Pública, Licda. Milena Conejo.







				16



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la propiedad intelectual



				CP 38-09 Art. XXVI



				MP, OIJ y Escuela Judicial (representantes)







				17



				Comité consultivo en materia de seguridad ciudadana



				CP 18-10 Art. I



				Mag. Arroyo (presidente Sala Tercera), Lic. Jorge Rojas Director OIJ, Lic. Francisco Dall`Anese Fiscal General, Licda. Marta Iris Defensa Pública (representantes Poder Judicial)







				18



				Comisión Interinstitucional según requerimiento del Art. 2 del Convenio entre el INS y el PJ



				CS 92-11, Art. LXXII



				Representantes:



Lic. Randall Zamora (OIJ) Coordinador



Lic. Mauricio Fonseca Umaña; Jefe de la Administración del O.I.J.: 



-Lic. Adolfo M. Valverde Bohórquez; Asesor Jurídico Dirección General O.I.J







				19



				Comité Técnico de portabilidad numérica (SUTEL)



				CS 03-12, Art. XXXIII



				Representantes:



Lic. Javier Valerio Vásquez y Lic. Henry Meza Mata, Fiscales de la Fiscalía Especializada en Delincuencia Organizada







				20



				Comisión Interinstitucional de Jefes y Encargados de los archivos centrales de las Instituciones Públicas y de los Poderes del Estado



				CS 48-10, Art. XLVII



				Lic. Gilberto López Sánchez (representante)











En el caso de los “Programas Institucionales”, “Representaciones internacionales” y “Otros”, que se enlistan seguidamente, se considera no deben ser catalogados como una “comisión”, no obstante, en la información que fue suministrara se tenían registrados como tal.



Es por ello que se sugiere separarlos de la lista de comisiones, en el entendido de que ese acto no afecta su vigencia.



VII. PROGRAMAS INSTITUCIONALES 



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Programa Justicia Restaurativa



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				2



				Proyecto de Tribunales de Tratamiento de Drogas



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Programa Hacia Cero papel



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves











VIII. REPRESENTACIONES INTERNACIONALES 



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Representante Institucional para atender las demandas de carácter penal ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Punto de contacto para IBERRED en materia penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla y Lic. Rafael Gullock







				3



				Punto de contacto para IBERRED en materia civil



				ACTIVA



				Mag. Román Solís







				4



				Punto de Contacto de IBERRED en la materia de la conferencia de Derecho Internacional Privado en La Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











IX. OTROS



				



				NOMBRE



				OBSERVACIÓN







				1



				Dirección de la Revista de la Sala Segunda



				Se considera que esto no es una Comisión, sino un proyecto propio de la Sala Segunda







				2



				Secretaria Ejecutiva de la Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				La Secretaría Ejecutiva no la ha tenido Costa Rica. El Magistrado Arroyo es Comisionado. 







				3



				Comisión de Seguimiento de los Hijos de las Cumbres Judiciales



				(CP 01-10 Art. XI ) 



Esto no es una comisión. Fue el nombramiento de personas candidatas para integrar comisiones en Cumbre Judicial







				4



				Comisión para la oralidad de tránsito



				(CS 011-11. Artículo LV )



No es una Comisión. Es un proyecto que se ejecutó en el seno de la Comisión de Tránsito con el fin de implementar un protocolo de oralidad en esa materia. 











3) Control actualizado de los datos



Tal y como lo señala la Auditoria Judicial, es importante mantener un control actualizado sobre las Comisiones, sus integrantes y resultados, mismo que no se lleva actualmente. Es por ello que se sugiere acoger la recomendación, en el sentido de que la Secretaría de la Corte mantenga un registro actualizado, donde se indiquen además de las personas que la integran, quien es la persona que la coordina, quien asume la secretaria, el tipo de comisión, objetivos propuestos, y otros aspectos que se consideren relevantes.



Adjunto a este documento se remite una hoja en Excel que contiene información recabada como material de apoyo para este estudio, el cual podrá ser de utilidad como instrumento base para el trabajo que deberá desarrollar la Secretaría General de la Corte. 



RECOMENDACIONES 



En síntesis, me permito realizar las siguientes recomendaciones:



1. En relación con la desactualización del reglamento vigente, concuerdo con la Auditoría Judicial, quien señala que se debe “Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado”. Sugiero solicitar a un cuerpo de asesores legales, el cual podría ser el que integra la Dirección de Planificación, para que realicen una propuesta de modificación a ser presentada a Corte Plena en un plazo no mayor a tres meses.



2. En cuanto a la recomendación de la Auditoría Judicial, quienes sugieren:



“Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



a. Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



b. Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



c. Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan.”



En relación con el punto a) y b) se sugiere y conforme a la distribución presentada en este informe:



 Ratificar la continuidad de las comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. 



 Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión. Por lo tanto, se recomienda, separarlos de la lista de comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia.



 En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, sugiero declararlas “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado.



En lo que respecta al punto c), así como a la recomendación de “Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General”, sugiero realizar lo anterior una vez aprobada la modificación del nuevo reglamento, el cual podrá inferir en esos aspectos.



2. Sugiero acoger la recomendación de la Auditoría Judicial en el sentido de “Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones”.



Como un apoyo a esta labor, adjunto estoy remitiendo la información recabada recientemente para la realización de este informe, donde se detallan para todas las comisiones la siguiente información: Nombre de la Comisión, Sesión de Corte que fue integrada, persona que la coordina, integrantes, fecha de última reunión, si reciben presupuesto y observaciones. Esta información podrá servir como instrumento base para la realización de este objetivo.



3. En lo que respecta a la recomendación que hace la Auditoría en el sentido de “Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.”, recomiendo que sea la Secretaría de la Corte la que tome nota de lo acá señalado.



Adicional a las recomendaciones anteriores me permito sugerir: 



1) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una comisión. Pareciera que conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 



2) Se considera oportuno en la reforma que se realizará al reglamento, definir cuando se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etc. Y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “coordinador”, “coordinadora” o “presidente”, “presidenta”, por cuanto pareciera que esos términos se están utilizando indistintamente.



Por último previo a aprobar las propuestas aquí señaladas, se recomienda a los Magistrados y Magistradas de Corte Plena, realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien hizo una amplia exposición del informe anterior y al respecto agregó: “Este informe fue elaborado en agosto, por lo que podrían haber variaciones.



Una de las recomendaciones es la de actualizar el Reglamento de Comisiones vigente para traerlo a tiempos presentes y que ese proyecto de reglamento incorpore las nuevas orientaciones que esta Corte, después de este informe, pueda discutir sobre la viabilidad de la existencia de tantas Comisiones”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS, ENTRÓ LA MAGISTRADA ROJAS.



Indica la Magistrada Pereira: “Estoy de acuerdo con el informe, solo que al momento de acoger todo lo que propone el Magistrado Solís en su informe, sería importante que tomemos la determinación de que al menos cada seis meses cada Comisión brinde un informe, porque la Comisión que rinde informes sobre las Comisiones ha dejado de funcionar hace mucho tiempo.



Quienes conformamos parte de una Comisión, estamos con el deber de informar con transparencia todas las acciones que hemos venido realizando.  Si bien es cierto en algunas de las Comisiones se nos pide el informe para incorporarlo a la rendición de cuentas que brinda en la apertura del Año Judicial la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, hay otras Comisiones o Subcomisiones que no se incorporan por no hacer muy extenso el trabajo, pero para el control que se necesita de cómo estamos llevando adelante los encargos que se nos han dado y la regularidad con que las Comisiones deben de estar sesionando para no dar largas a los asuntos que se nos solicitan y que sé que de todas formas la Secretaría General de la Corte lleva un control para estarnos recordando cuánto tiempo se nos ha dado, tiene que darse una regularidad en cuanto a las sesiones que deben de realizar las Comisiones, para que se lleve un control de si efectivamente tiene razón de ser que esa Comisión o Subcomisión continúe, o si es tan innecesario como para que quizá en muchísimo tiempo  no exista una sesión de la Comisión.



Hay que establecer cuáles son aquellas Comisiones que son rigurosamente necesarias para el funcionamiento, porque hay recargo o duplicidad de funciones en algunas de ellas.



Se podría, a través de los informes que cada uno de los Coordinadores o Coordinadoras de las Comisiones rindamos, analizar la necesidad de continuar con las mismas o hacer alguna reducción en cuanto a su existencia”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA PEREIRA, ENTRÓ LA MAGISTRADA ARIAS.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La propuesta de la Magistrada Pereira es agregar al informe del Magistrado Solís, la obligación de que las Comisiones rindan un informe de labores cada seis meses.”



Dice la Magistrada Camacho: “Agregar al informe, que por supuesto considero muy importante las conclusiones a que llegó el Magistrado Solís, así como lo señalado por la Magistrada Pereira.



En el caso de las Comisiones de la Jurisdicción de Familia y de Acceso a la Justicia de Personas Diversas, el informe se brinda con el Plan Anual Operativo (PAO) y el seguimiento de este al Consejo Superior y no a esta Corte, es decir, siempre se han rendido ante el Consejo Superior.



La intervención mía es para analizar si sería conveniente hacer un Reglamento de Funcionamiento de Comisiones y revisar un poco el tema de la integración, porque generalmente las primeras integraciones las nombra Corte Plena, pero en el transcurso del funcionamiento de las Comisiones, muchas veces los Magistrados y las Magistradas que las integran no pueden asistir a todas ellas.



Las Comisiones funcionan generalmente con personas que solicitan ser incluidas, sin que necesariamente eso sea de conocimiento de Corte Plena, de manera que sería importante analizar cómo se elabora el reglamento y ver de qué manera no tenemos que estar llevando asuntos relativos a la integración a esta Corte, sino que sea la misma Comisión que lo pueda determinar”.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “De la observación de la Magistrada Camacho, se hace referencia al reglamento; existe un Reglamento de Comisiones y la propuesta incluso menciona la revisión de ese reglamento, de manera que así lo acordamos y la otra manifestación se refiere a analizar dentro del estudio a realizar, la inclusión de la integración de las Comisiones y la forma de cambio de estas al citado reglamento.



Además le correspondería a la Secretaría General de la Corte, realizar una lista actualizada, analizar la revisión del reglamento y las propuestas que han hecho las Magistradas Camacho y Pereira”.



Añade la Magistrada Rojas: “Quisiera agregar que hace 15 días la Corte conformó la Comisión para Reforma de los Medios de Impugnación de la Comisión de lo Contencioso Administrativo, en razón de la gran cantidad de recursos de casación que hay que revisar y como indicaba el Magistrado Solís, su informe era de tiempo atrás.



Hago esta acotación, para que se tenga presente que esta Comisión lo que pretende justamente, es revisar los medios de impugnación con el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo, para ver si logramos agilizar de alguna manera el nuevo proceso Contencioso Administrativo.



No está citada en el informe del Magistrado Solís, de manera que sería importante que se incluyera y se tome en cuenta, porque para la institucionalidad de la Sala Primera es muy trascendental, esto con respecto a las Comisiones.



Agrego también que como las Comisiones actúan por delegación de Corte y su conformación implica acceso a las oficinas, datos de información, etcétera, es poco probable que el reglamento les permita conformar por sí solas sin que Corte las revise, por las potestades que conllevan su conformación, Corte tiene siempre que ver sobre su integración y no creo posible delegar esa potestad en un reglamento a la misma Comisión; eso para que se tome en cuenta a efectos de esa revisión que se propone, que me parece que es muy importante, porque estimo que hay muchas que se podrían fundir, que están reduplicadas y también que se podrían eliminar o ampliar su campo de acción, para hacer más eficiente su funcionamiento.



Es importante que también se indique a quién se le debe enviar el informe y es primordial que haya una devolución o respuesta, porque si solo se hace el envío del informe lo que hacemos es acumular papeles o correos electrónicos.  Debe de haber una valoración de que efectivamente se está trabajando, que la Comisión existe, que tuvo cierta cantidad de reuniones, un trabajo efectivo, porque el simple hecho de rendir un informe para que éste sea archivado y luego el acuerdo casi es adivinable, como por ejemplo: “Se toma nota del informe remitido por la Comisión…”, sin una  verdadera valoración de que ha sido eficiente y eficaz su funcionamiento.



Considero que este tema de los informes, además podría ser valorado y perfectamente podría ser revisado en el reglamento cuya revisión se propone y que la Magistrada Camacho refuerza”.



Refiere el Magistrado Estrada Navas: “Únicamente para hacer una sugerencia, pues hay una preocupación que me surge cuando denoto esta inmensa cantidad de Comisiones, informes y reuniones.



Me imagino que el máster Walter Jiménez Sorio da a entender eso en su informe y es el tema de que se revise por qué se crean tantas Comisiones y que se reglamente o que se reforme la reglamentación.  Propiamente en cuanto al costo – beneficio que tiene las horas funcionarios, pues casi todas estas Comisiones son de muy alto nivel, de personas que integran muchas Comisiones y además tiene muchas actividades muy importantes todas en si; sería importante y sugiero que a la hora de revisar el reglamento, se propusiera alguna manera de cuantificar el tiempo efectivamente dedicado a dichas Comisiones, incluso para poder ponderarlas; todas son importantes pero es muy probable que haya algunas más importantes que otras.



Incluso de la lectura muy somera que hizo el Magistrado Solís, pues uno pensaría que no alcanzan las 24 horas del día para poder estar cumpliendo, ni siquiera para poderse leer los informes o agendas de todas esas Comisiones y eso debería tomarse en cuenta.



Por ejemplo, en la Universidad de Costa Rica, hasta donde conozco, al momento de repartir el presupuesto entre las diferentes unidades académicas, se hacen cálculos y asignaciones de horas hombre, de cuántos profesores existen y cuántas tesis llevan cada una; ese tipo de cosas, para determinar qué unidad académica requiere más recursos que otros, porque estimo que haciendo un ligero cálculo pareciera que es materialmente imposible cumplir sin traslapar horas en estas actividades.



Quizá se podría inventar un sistema de control o de verificación, pero me parece que es importante en aras de la transparencia de la rendición de cuentas, incluso en la lucha con el presupuesto, de manera que sería importante justificar esta relación, en síntesis de horas – hombre – recursos que se dedican a las diferentes Comisiones”.



ENTRA EL MAGISTRADO RIVAS.



Señala el Magistrado Armijo: “Iría en la misma línea del Magistrado Estrada Navas.



Por ejemplo, el costo de horas hombre de los funcionarios y funcionarias que integran las diferentes Comisiones es altísimo, si hacemos una evaluación del costo de una hora de trabajo de un Magistrado o Magistrada, del personal de apoyo que asiste a las múltiples Comisiones, el Director de Gestión Humana y otros muchos jefes de diferentes entidades y deberíamos de entrar a hacer un análisis, si estas Comisiones realmente responden a un nuevo modelo gerencial o si son un resabio bastante viejo de un modelo gerencial para una institución muy pequeña y donde prácticamente cada área era manejada por una Comisión de su respectiva competencia, las Jurisdicciones Penal, Administrativa, Civil, etcétera, y que era una forma de tener un control sobre toda la estructura de la jerarquía; habría que ver si ese modelo todavía es vigente y si es funcional.



Ciertamente las horas hombre de nosotros son increíblemente caras y aquí hay tantas Comisiones como temas que se quiera que existan y francamente es muy difícil dar seguimiento a estas Comisiones.



Habría que analizar si esta inversión que hace tiene un beneficio directo sobre la Institución o si solamente es ficticio y si realmente hay un resultado real o nada más es una reunión donde se plantean ciertos temas pero no se concretan todos los que deberían concretarse.



Opino al igual que el Magistrado Estrada Navas, que hay tanta Comisión que no sé en qué momento sus integrantes pueden hacer otras tareas y lo ideal sería analizar las Comisiones para determinar si podemos optimizar, que en última instancia este es el futuro; analizar cómo se introduce mayor criterio de eficiencia, para que realmente haya un producto determinado cuantificable.  Si esto no se dirige por ese camino, considero que lo que estamos haciendo es preparando tantos informes, como nos llegan todos los días y que con la cantidad de trabajo que tenemos son difíciles de abarcar todos.



Por mi parte, desde hace mucho tiempo lo dije en esta Corte, que por ejemplo, la Comisión de Seguridad debió haber estado trabajado conjuntamente con la Comisión del Organismo de Investigación Judicial, pues tienen vertientes muy claras y no sé si alguna otra Comisión de la misma área podría ser refundida dentro de las mismas, tendríamos menos funcionarios o funcionarias y quizá haciendo un trabajo más global, es decir, visualizándolo con la perspectiva completa, porque estimo que a veces estamos viendo únicamente por la rendija de una puerta una parte de la realidad y no sé si esto es eficiente para una institución como la que queremos.



Desde mi punto de vista, tendríamos que replantearnos muchas de las cosas que hemos estado haciendo hasta la fecha, para que esto pudiera funcionar de otra forma”.



Expresa el Magistrado Chinchilla: “No sé si lo mencionó en el informe el Magistrado Solís, pero mi persona participa como punto focal en las actividades de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos (COMJIB), y no sé si eso está incorporado”.



Agrega el Magistrado Solís: “No está incluido porque es un dato nuevo, y no se lleva ese registro.  Ese es el otro gravísimo problema, que los datos que aquí están informados son tomados del informe de la Auditoría Judicial, y hablando con el señor Auditor Judicial, en algún momento cuando estaba elaborando este informe, una de las falencias que él detectó, es la ausencia de un banco de datos que le permita a las personas funcionarias y funcionarios tener un conocimiento puntual.



Pero este tema de su representación, que sería una Comisión a nivel internacional, no lo tiene ni la Auditoría Judicial, ni mi persona y habrá que incorporarlo”.



Se acordó: Aprobar el informe rendido por el Magistrado Solís en los términos planteados, así como las recomendaciones propuestas por las Magistradas Camacho y Pereira, por ende: 1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de la misma. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.



La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.



Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.  













[1] Con base en este Reglamento, algunas Comisiones elaboraron sus propios Reglamentos.



[2] Mediante oficio Nº 12169-2013 del 4 de noviembre de 2013 y correo electrónico del 15 de mayo del 2014.



[3] La Auditoría ha emitido en sus informes recomendaciones dirigidas a algunas comisiones con el fin de mejorar su gestión. 



[4] El Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia vigente, denomina estas comisiones como Permanentes, especializadas y especiales.















                                                                                                                               Acta de Corte Plena Nº 029 - 2018 








      



Fecha: 02 de Julio del 2018



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO VI



Documento 7151-2018



La servidora Enid Gutiérrez Rojas, Técnica Judicial II de la Fiscalía General de la República, en correo electrónico de 21 de junio último, manifestó: 



 “Reciba un cordial y atento saludo, siguiendo instrucciones superiores me permito remitir la lista de comisiones con el personal asignado del Ministerio Público por designación de M.Sc. Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, no omito solicitarle de la manera más atenta y respetuosa se nos indique si es necesario realizar alguna gestión en particular para cada una de las comisiones, ya que debido a los cambios hechos en esta Fiscalía y del personal carecemos de información completa del trámite de dichas comisones.
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				Comisión



				Funcionario del Ministerio Público asignado







				1



				Comisión de Asuntos Penales



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				2



				Comisión de Acceso a la Justicia 



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				3



				Comisión ICD



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				4



				Comisión de Emergencia



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				5



				Sub Comisión de Persona Adulta Mayor



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				6



				Sub Comisión Penal Juvenil



				Lic. Omar Jiménez Madrigal







				7



				Sub Comisión Asuntos Indígenas



				Licda. Ariana Céspedes López







				8



				Sub Comisión conta la Discriminación por orientación Sexual e Identidad de Género



				Lic. William Aragón Garita







				9



				Comisión Justicia Abierta



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				10



				Comisión de Flagrancias



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				11



				Comisión Institucional del Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales



				Licda. Sara Arce Moya







				12



				Comisión Cero Papel



				Lic. Rodrigo Villegas Arias







				13



				Comisión de Consejo de Administración



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				14



				Comisión Plan de Continuidad



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				15



				Comité de Género del Ministerio Público



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				16



				Comisión de Justicia Abierta



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				17



				Comisión EURO social



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda 







				18



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar (aplicación de la Ley contra la Violencia Domestica)



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				19



				Comisión de Ética y Valores



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				20



				Comisión de Seguimiento y Monitoreo de la Ley de la Violencia contra las Mujeres



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				21



				Comisión de Género del Poder Judicial



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				22



				Subcomisión de ética y Valores del I CJ SJ



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				23



				Comisión contra el Hostigamiento Sexual



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				24



				Comisión de Alto Nivel de Seguimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres del Instituto Nacional de Mujeres



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				25



				Comisión de Accesibilidad



				Licda. Sara Arce Moya







				26



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes (CONOACOES) del Patronato Nacional de la Infancia



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				27



				Sub Comisión para la Prevención del Hostigamiento Sexual en el Ámbito Académico



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				28



				Comisión Interinstitucional de Derechos Humanos



				Lic. José Pablo Miranda Hurtado







				29



				Comité técnico de Portabilidad Numérica



				Licda. Sofía Valenzuela Barrantes







				30



				Sub Comisión sobre la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia del Ministerio de Relaciones Exteriores



				Lic. William Aragón Garita







				31



				Comisión Interinstitucional de Seguridad Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				32



				Comisión Interinstitucional Anticorrupción



				Lic. Carlos Meléndez Sequeira







				33



				Comisión de Enlace Fiscalía – CGR (Básicamente lo que hace el funcionario es enlace CGR)



				Lic. Carlos Meléndez Sequeira







				34



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la Propiedad Intelectual (CIPI)



				Licda. Criss González 







				35



				Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas (CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				36



				Subcomisión Diversidad Sexual



				Lic. William Aragón Garita







				37



				Comisión Interinstitucional “Convenio de Cooperación entre INS Y Poder Judicial”



				Lic. Miguel Ángel Navarro Cordero







				38



				Sub Comisión de Equipo de Respuesta Inmediata (ERI)



				Lic. Mauricio Boraschi Hernández







				[bookmark: _Hlk517344456]39



				Comisión de Ciberseguridad y de Ciberdelincuencia del Poder Judicial 



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda



Licda.  Laura Monge Cantero







				40



				Comisión Técnica Permanente de Procuración de Justicia (adscrita a la CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				41



				Comisión Técnica Permanente de Análisis, Estadística e Investigación (adscrita a la CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				42



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal 



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				43



				Red de Observancia y Aplicación de la Normativa de Vida Silvestre de Centroamérica y República



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				44



				Red Latinoamericana de Ministerio Público Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				45



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				46



				CONAMAJ



				Licda.  Mayra Campos Zúñiga







				47



				Comisión Institucional para valorar los Temas de Servicio



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				48



				Equipo de Respuesta Rápida



				Lic. Mauricio Boraschi Hernández







				49



				Comisión para investigar la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial 



				Lic. Álvaro Montoya Martínez







				50



				PANI



				Lic. Omar Jiménez Madrigal







				51



				PISAV



				Licda. Sara Arce Moya







				52



				CEDW- INAMU



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				53



				Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia. Poder Judicial



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				54



				Control de Calidad (GICA)



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				55



				Comisión de Salud Ocupacional



				Lic. David Brown Sharpe







				56



				Control Interno del Poder Judicial



				Lic. David Brown Sharpe







				57



				Comisión DE Anticorrupción – CC Comisión de Transparencia



				Licda. Emilia Navas Aparicio







				58



				Comisión Interinstitucional para analizar situaciones que presenten las personas con aplicación de una medida cautelar, seguridad creativa, o bien privados de libertad que presenten trastornos mentales 



				Lic. Carlos Montenegro Sanabria







				59



				Migrantes y Refugiados



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				60



				Acceso a la Justicia de Personas Afro - Descendientes



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				61



				Comisión para la creación del Reglamento de las Instituciones de Utilidad Pública 



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				62



				Hacinamiento Carcelario



				Licda. Emilia Navas Aparicio



Licda. Mayra Campos Zúñiga







				63



				Propuestas para adoptar medidas urgentes y necesarias de reforma al Poder Judicial



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				64



				Equipo de Trabajo Conformado para la Implementación de las “normas técnicas para la gestión y le control de las tecnologías de información”, emitidas por la contraloría General de la República



				Lic. Rodrigo Villegas Arias







				65



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				66



				Comité consultivo en materia de Seguridad Ciudadana



				Licda. Ingrid Guth Ruiz







				67



				Comisión Jurisdicción Agrario Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				68



				Comisión de análisis sobre destrucción de Droga



				Lic. Álvaro Montoya Martínez



Lic. Luis Enrique Quesada Brenes











 



 



-0-



Se acordó: Tener por recibida la comunicación anterior. Se declara acuerdo firme. 



                                                                                                                               Acta de Corte Plena Nº 057 - 2018 








      



Fecha: 17 de Diciembre del 2018



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO VI



Documento N° 14776-18



            La Magistrada Escoto, en su condición de Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, en correo electrónico del 10 de diciembre del año en curso manifestó: 



         “Reciba un cordial saludo. A la vez, le solicito se sirva hacer de conocimiento de las demás personas integrantes de Corte Plena el deseo de la Comisión de Acceso a la Justicia de que el Magistrado Jorge Olaso Álvarez, integrante de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, se integre a formar parte de la Comisión.



Se estima es trascendental el Magistrado Olaso se integre a formar parte directa del equipo de trabajo para aprovechar sus conocimientos en la materia y por considerar dará un aporte significativo en el logro de los objetivos propuestos en las Políticas Institucionales vinculadas con el acceso a la justicia de las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad y en la proyección de éstas establecido en la propuesta de Plan Estratégico Institucional 2019-2024 que se somete a aprobación de Corte Plena.”



-0-



            Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, designar al magistrado Olaso como nuevo integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia. Se declara acuerdo firme.



	act-1-0003-3665-32







Acta de Corte Plena Nº 002 - 2019 








      



Fecha: 21 de Enero del 2019



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO VI



Documento N° 11842-10, 369-18



La licenciada Milagro Rojas Espinoza, Magistrada Suplente de la Sala Segunda, en nota del 11 de enero en curso, comunicó:



“En este año que inicia y después de meditarlo mucho, he tomado la decisión de renunciar como integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, en un inicio denominada Comisión de Personas con Discapacidad, así como de las subcomisiones de acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la de Niñez y Adolescencia.



Cabe indicar que he tenido el honor de pertenecer esa Comisión desde el año 2008, siendo incluso que ante la creación de la subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia de la Corte Suprema de Justicia, en acuerdo tomado en la sesión N°100-12 del Consejo Superior, celebrada el 15 de noviembre del 2012, se me nombró como coordinadora.



Asimismo en el año 2011 y ante la renuncia de la Magistrada Varela como coordinadora de la Subcomisión de Niñez y Adolescencia, Corte Plena me designa en su lugar.



El haber sido parte de esta importante Comisión y de las subcomisiones citadas, me ha dejado un sinnúmero de satisfacciones y gratas experiencias, pues estoy convencida de la importancia que reviste para la administración de justicia, la existencia de estas herramientas de acceso a la población en estado de vulnerabilidad. Siempre he estado en primera fila, cuando se trata de trabajar por el mejoramiento de las condiciones del servicio público que el Poder Judicial brinda a la ciudadanía y es por ello, que pese a la cantidad de asuntos que como jueza me corresponde tramitar y resolver, en el tiempo que estuve integrando este órgano, he procurado conciliar mi responsabilidad para con los/as usuarios/as del despacho y las labores y el tiempo que demanda la Comisión y las sub- Comisiones. Empero, el aumento en el circulante y el haber sido nombrada como jueza coordinadora, hace que se me dificulte cumplir de manera exitosa, las responsabilidades que conllevan integrar la citada comisión y la coordinación eficaz de las subcomisiones. Es por ello, que muy a mi pesar, pero pensando en lo mejores intereses de éstas, he decidido dejar ese espacio a otra persona, que pueda, al igual que lo hice yo durante varios años, realizar sus labores profesionales en su quehacer diario y al mismo tiempo pueda dedicarle un espacio a las tareas propias de la Comisión y subcomisiones. No omito indicar que la información del trabajo realizado en ambas sub-Comisiones se encuentra en la Unidad de Acceso a la Justicia, quien siempre fue un apoyo fundamental para el éxito de las acciones realizadas, como por ejemplo la “Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción”, aprobada por la Corte Plena, en la sesión N° 35-15 celebrada el 21 de setiembre del 2015, con lo cual este Poder del Estado ha dado una muestra de sensibilidad y acceso a la justicia, con rostro humano, siendo ese uno de los principales logros obtenidos desde la creación de dicha sub-Comisión.



         Aprovecho también para agradecer a los/a Presidentes/a de Corte que en estos diez años de trabajo, siempre brindaron un apoyo incondicional al quehacer de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las diferentes Sub Comisiones, a las ex Magistradas Anabelle León Feoli y Carmenmaría Escoto Santamaría (sic), que desde la Coordinación orientaron las acciones que fortalecieron los derechos humanos de los/as funcionarios/as judiciales y de los/as usuarios, desearle muchos éxitos y satisfacciones al/la próximo/a Magistrado/a que Corte Plena designe para asumir la coordinación, en sustitución de la recién jubilada, Magistrada Carmenmaría Escoto Santamaría (sic).



         Reciba un cordial saludo y mi reconocimiento a su labor como Presidente de Corte Plena.”



- 0 -



Se acordó: 1.) Tener por aceptada la renuncia de la licenciada Milagro Rojas Espinoza, Magistrada Suplente de la Sala Segunda como integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la de Niñez y Adolescencia, y reconocerle su labor en las citadas comisiones. 2.) Hacer de conocimiento de la Presidencia de la Sala Segunda la citada renuncia. Se declara acuerdo firme.



                                                                                                                            Acta de Corte Plena Nº 005 - 2019 








      



Fecha: 11 de Febrero del 2019



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO IV 



Documento 1298-2019



            La servidora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-02-2018 de 4 de febrero en curso, manifestó: 



“Por la reciente jubilación de la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández quien fungía como coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, quedando el Magistrado Jorge Olaso Alvarez como único Magistrado integrante de esta Comisión, le solicito de manera respetuosa, se valore la posibilidad de su designación como Coordinador de este órgano. 



 



Agradezco la atención a esta solicitud.”



 



-0-



            Se acordó: Tener por conocida la comunicación anterior y en consecuencia, designar al magistrado Olaso como Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. Se declara acuerdo firme. 
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Artículo XIX














[bookmark: _GoBack]CIRCULAR N° 77-2004



Asunto: Obligación de cumplir con la Ley 7600.



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión N° 12-04, celebrada el 29 de mayo del año en curso, artículo XXV, dispuso comunicarles la obligación en que están de cumplir con la Ley 7600 de 2 de mayo de l996 "Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", especialmente en lo que respecta a la información que debe brindarse a las personas discapacitadas en los procesos judiciales y al acceso general a la justicia a que tienen derecho.



San José, 03 de junio de 2004.-



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



Publicada en el Boletín Judicial Nº 119 del 18 de junio del 2004.







Circulares y Avisos
Raíz







Circular Nº 89-2004.








CIRCULAR N° 89-2004



Asunto: Modificación a la circular Nº 77-04, sobre la aplicación de la "Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad".



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS



SE LES HACE SABER QUE:



Que la circular Nº 77-04, sobre la aplicación de la "Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", publicada en el Boletín Judicial Nº119 del 18 de junio de 2004, en adelante deberá leerse así:



La Corte Plena en sesión N° 12-04, celebrada el 29 de mayo del año en curso, artículo XXV, dispuso comunicarles la obligación en que están de cumplir con la Ley 7600 de 2 de mayo de l996 "Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", especialmente en lo que respecta a la información que debe brindarse a las personas con discapacidad en los procesos judiciales y al acceso general a la justicia a que tienen derecho.



San José, 07 de julio de 2004.-



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



Publicada en el Boletín Judicial Nº 139 del 16 de julio de 2004.



Circulares y Avisos
Raíz







Circular N° 101-2005.








CIRCULAR No. 101-2005



ASUNTO: Obligación de dar trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en situación especial.



A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión N° 50-05, celebrada el 30 de junio de 2005, artículo XLVIII, dispuso reiterarles que de conformidad con lo que establece la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7600, están en la obligación de brindar un trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en alguna situación especial.



San José, 5 de agosto de 2005. 



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Publicada en el Boletín Judicial N° 160 del 22-08-2005.







Circular Nº 106-2007.
CIRCULAR N° 106-07








CIRCULAR N° 106-07



Asunto: Protocolo de uso y control de las oficinas para la atención de las personas con discapacidad en el Poder Judicial.



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión N° 070-07, celebrada el 20 de setiembre de 2007, artículo L, aprobó el Protocolo de uso y control de las oficinas para la atención de las personas con discapacidad en el Poder Judicial, a saber:



 



PROTOCOLO DE USO Y CONTROL DE LAS OFICINAS PARA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL



 



a. Dar cumplimiento a la circular No-34-2004 de la Dirección Ejecutiva, donde se establece "... se proceda a divulgar la existencia de las Oficinas de Atención a las Personas con Discapacidad y señalar mediante rótulos los espacios físicos que ocupan estas Oficinas."Acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión celebrada el 11 de mayo en curso, artículo LIV.



b. El o la Administradora Regional deberán velar por que dichas oficinas estén claramente identificadas, con el logo internacional y nombre de la oficina "Oficina de Atención de Personas con discapacidad", dicho rótulo debe estar bien ubicado, en relieve alto, de colores, y con un tamaño adecuado además debe ser en la medida de lo posible pictórico, con el objetivo de asegurarle a la población con discapacidad, el acceso a la información, siempre bajo el diseño universal.



 



c. Será responsable él o la Administradora Regional de Unidad, Subunidad u Oficina Administrativa Regional de:



Mantener las normas básicas de limpieza y estética en la oficina como los son el orden, la pintura, el mobiliario básico y afiches informativos entre otros.



Para minimizar el tiempo de espera en la búsqueda de la llave, establecer e implementar los mecanismos de control necesarios para el uso y disponibilidad de las llaves de las oficinas, con ello la posibilidad de extravío.



Girar instrucciones a las (os) Oficiales de Seguridad sobre la atención primaria que deben brindar en la puerta principal y establecer el protocolo que estos deben seguir.



Girar las instrucciones necesarias al personal de seguridad para que cuando se requiera se coordine el préstamo de la silla de ruedas o las muletas.



Girar instrucciones para que se brinde información en la recepción del edificio, sobre el uso de la Oficina de Atención a las Personas con Discapacidad.



Se debe colocar un rótulo en la entrada del Edificio donde no se cuente con acceso, que indique a las (os) usuarias (os) con discapacidad, que están en su derecho de solicitar ser atendidas (os) en el primer piso o nivel de ser necesario y que pueden obtener más información con el Oficial de Seguridad o con el personal de la recepción.



El ó la oficial de Seguridad o el personal del área de la recepción debe informar inmediatamente al despacho respectivo de la presencia de la persona usuaria que necesite el servicio, para que bajen a atenderla en la oficina designada para tales efectos o bien en la Subcontraloría de Servicios.



Realizar periódicamente recordatorios vía correo electrónico u otro medio sobre la obligatoriedad de las/os funcionarias a desplazarse a estas oficinas para la atención debida.



d. Si no se cuenta con una oficina para la atención de personas con discapacidad se debe dar cumplimiento al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 09 de setiembre de 2003, artículo L, en donde el Consejo Superior comunica a las Unidades, Subunidades, Oficinas Administrativas Regionales y el Departamento de Servicios Generales la obligación de establecer la coordinación correspondiente entre despachos que se encuentren en un mismo edificio, a efecto de que los que se ubican en la primera planta, brinden las facilidades necesarias para que se atienda a las personas que requieren de los servicios judiciales."



 



San José, 8 de octubre de 2007.-



 



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



CC: Diligencias



Maricruz



SALIO PUBLICO EN EL B0LETIN JUDICIAL Nº 208 DEL 30-10-2007 















Circular Nº 081-08.
CIRCULAR Nº 81-08








CIRCULAR Nº 81-08



ASUNTO:    Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial. 



  A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS 



SE LES HACE SABER QUE:



 



La Corte Plena, en sesión N° 14-08 celebrada el 5 de mayo de 2008, artículo XIII, aprobó la "Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial" cuyo texto es el siguiente: 



Introducción



El Poder Judicial consecuente con su compromiso de trabajar en la defensa de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, a través de la Comisión de Accesibilidad y la Secretaría Técnica de Género, desarrolla durante el año 2006 una investigación con perspectiva de género, en relación con las condiciones institucionales en torno al cumplimiento del marco jurídico que protege los derechos humanos de las personas con discapacidad; desde la perspectiva de las (os) servidoras (es), las (os) usuarias (os), la organización y los medios destinados a este propósito, motivando así el diseño de iniciativas concretas para su cumplimiento en políticas y programas de la institución. 



Es así como surge la propuesta de la Declaración de la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, como una manifestación de profundo respeto al principio de igualdad, al asegurar que todas las acciones del quehacer judicial incorporen y posibiliten la igualdad de oportunidades y la transversalidad de la discapacidad, entendida esta, como un proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de este sector de la población, en una dimensión integral del diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, para que todos los servicios se brinden en condición de igualdad y equidad. En la elaboración de esta propuesta participaron activamente integrantes de la Comisión de Accesibilidad, funcionarias (os) judiciales y población con discapacidad usuaria de los servicios del Poder Judicial.



Con el fin de obtener una validación institucional a través de un proceso participativo y crítico, que involucre a las (os) funcionarias (os) judiciales, se presenta este documento como una propuesta de trabajo, que permitirá en una etapa posterior, una vez incluidas las observaciones que resulten de este proceso, someterla a conocimiento de Corte Plena para su aprobación, legitimando así su futura aplicación. 



 



DECLARACION DE LA POLÍTICA DE IGUALDAD PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL



 



Considerando:



Que el derecho a la igualdad y no discriminación de todos los seres humanos se encuentra reconocido en diversos instrumentos de protección de los derechos humanos tales como: Declaración Universal de los Derechos Humanos (), Pacto de Derechos Civiles y Políticos() y la Convención Americana de Derechos Humanos ().



Que el derecho al acceso a la justicia es reconocido en los siguientes instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos: Declaración Universal de Derechos Humanos () Pacto de Derechos Civiles y Políticos() y la Convención Americana de Derechos Humanos(). 



Que el Estado costarricense por medio de la Ley 7948 aprueba la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. La cual establece el derecho de la población con discapacidad a no ser discriminada()y el derecho al acceso a la justicia().



Que la Constitución Política Costarricense reconoce el derecho a la igualdad()y los derechos al acceso a la justicia().



Que conforme a la ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad()se establecen una serie de obligaciones estatales dirigidas ha asegurar la igualdad y equidad para las personas con discapacidad.



Que el Poder Judicial tiene como mandato constitucional la administración de la justicia en forma pronta y cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes. 



 



Reconociendo:



Que existe una realidad social identificada por las institucionales nacionales y organismos internacionales que refleja la desigualdad económica, jurídica, política, ideológica que viven las personas en condición de discapacidad en la sociedad costarricense.



Que el Poder Judicial realizó un diagnóstico institucional (2006) en el cual se identificaron las desigualdades existentes, las necesidades y las líneas de acción a seguir. Dicho documento de diagnóstico constituye una base fundamental de la política ya que plantea y orienta las medidas a tomar en las diferentes dimensiones de trabajo en la administración de justicia y el acceso a sus servicios de las personas con discapacidad.



Que las personas en condición de discapacidad son muy diversas por razones de género, edad, condición económica, discapacidad, orientación sexual, creencias, etc.



 



Tomando en cuenta los siguientes principios:



El principio no discriminación por razones de discapacidad: significa que toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.() 



El principio de equiparación: utilizar acciones afirmativas o medidas correctivas dirigidas a corregir desigualdades sociales conforme a los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos que establece: "No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin de promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o preferencia…()"



 



El principio del respecto a la diversidad: evidenciar las diferencias de los seres humanos según edad, género, étnica, religión, condición económica, situación geográfica, discapacidad, etc., reconociendo que los intereses, necesidades y percepciones de esta diversidad de seres humanos son igualmente diferentes. 



El principio de igualdad de oportunidades: ampliar el principio de igualdad formal, al de igualdad real y equidad tomando en cuenta con criterios de equidad las condiciones personales y el trasfondo humano de los conflictos en cada uno de los casos y sus consecuencias. 



El principio de la no violencia: prevenir, sancionar y erradicar la violencia estructural que se da cuando se invisibiliza e ignora las necesidades de las personas con discapacidad en los servicios judiciales (). 



El principio de accesible: brindar facilidades para que todas las personas puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso de todos los servicios requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, su movilidad y su comunicación (). 



El principio de vida independiente: abordar el "problema" en el entorno y no en las personas, permitiendo que estas tomen las decisiones en sus vidas (). 



El principio de auto representación: desarrollar mecanismos de participación ciudadana en todas las instancias judiciales donde las personas con discapacidad como colectiva social participen en la toma de decisiones (). 



Principio de Participación conforme a la edad cronológica: relacionarse con las personas con discapacidad conforme a la edad cronológica 



Asumir en su totalidad los principios enunciados en el Código de Ética de la justicia como un servicio público; la independencia judicial libre de prejuicios; la transparencia judicial; la participación ciudadana; el mejoramiento de la administración de la justicia; el acceso a las instancias judiciales; así como los deberes de capacitación judicial, reserva e imparcialidad.



Incorporar los principios enunciados en el Código de Ética con el fin de promover la igualdad de las personas en condición de discapacidad.



 



Acuerda:



Adoptar una Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad que de manera transversal, prioritaria y sustantiva incorpore la perspectiva de la discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial. Para garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial().



Integrar esta política a la misión, visión y los objetivos institucionales, así como en los procesos de planificación, en los planes anuales operativos y presupuestos ().



Incorporar todos los principios establecidos en esta política en el Código de Ética Judicial y el Estatuto Judicial ().



Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo que sean necesarios con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial().



Asegurar los recursos humanos, materiales, financieros y técnicos necesarios, así como la creación de órganos, métodos y procedimientos adecuados para implementar esta política e incorporar criterios de descentralización para que se haga efectiva ().



Garantizar el seguimiento y monitoreo de la política de igualdad para las personas en condición de discapacidad creando mecanismos que sean necesarios para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración judicial responsables de su aplicación, con la instancia que las autoridades judiciales determinen para velar por el cumplimiento de la presente política ().



Incluir e implementar las acciones afirmativas o medias de corrección que se requieran en el plan de acción con el fin de asegurar la eliminación de las desigualdades que sufren las personas en condición de discapacidad ().



Transversar la perspectiva de la discapacidad y el principio de no discriminación por razones de discapacidad en todos los servicios judiciales incluyendo los dirigidos a las personas servidores judiciales ().



Dar a conocer de manera inmediata la presente política en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial, así como en la sociedad civil con el objeto que se aplique en forma inmediata ().



Concienciar y capacitar en forma sistemática y continua a las personas servidoras judiciales con el objeto de lograr un cambio de actitud en la cultura institucional acorde a los principios establecidos en esta política ().



Promover la participación ciudadana de personas con discapacidad en los diferentes órganos del Poder Judicial ().



Asegurar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad, cortesía y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas con discapacidad, que tomen en cuenta sus características específicas y elimine todas aquellas normas, prácticas y costumbres que tengan un efecto o resultado discriminatorios por razones de discapacidad o de cualquier otra naturaleza ().



Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público relacionado con los servicios judiciales sean accesibles para que las personas en condición de discapacidad los usen y disfruten ().



Brindar información veraz, comprensible y accesible sobre los servicios judiciales a la población con discapacidad ().



Apoyar a la Comisión de Accesibilidad y los comités locales en la coordinación, el desarrollo, la promoción, la ejecución, la evaluación y el seguimiento de esta política, para lograr alcanzar a corto, mediano y largo plazo las metas propuestas y erradicar así las desigualdades y discriminaciones por razones de discapacidad en todos los ámbitos de la administración de justicia ().



LÍNEAS GENERALES DEL PLAN DE ACCIÓN



Con el fin de lograr la igualdad real, considerando la normativa jurídica internacional y nacional de los Derechos Humanos, los principios que rigen el Código de ética del Poder Judicial, incluyendo los principios establecidos en esta política, así como los compromisos asumidos por la Corte Suprema de Justicia en los procesos de modernización, se presentan a continuación la meta y las líneas generales a ser contempladas en un plan de acción que permita a la práctica la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial.



Meta de la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial



Garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial para las personas en condición de discapacidad.



Líneas de acción de la política



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la presente política, deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades por razones de discapacidad. Especial atención debe darse en el acceso a los servicios judiciales y en las decisiones judiciales. Además las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretación y aplicación de la justicia, ni interferir en el desempeño de las personas servidoras judiciales en relación a sus funciones.



La Comisión de Accesibilidad y administraciones regionales en los distintos circuitos judiciales, serán responsables de la implementación, seguimiento y evaluación de la política.



Las áreas estratégicas para la ejecución de la política serán las siguientes:



a. Gestión de Personal 



b. Comunicación, información y señalización 



c. Espacios accesibles 



d. Desarrollo de tecnología que facilite la accesibilidad 



e. Políticas, Normas y Procedimientos Institucionales 



f. Labor Jurisdiccional 



g. Organización Administrativa 



h. Monitoreo e Implementación 



Las acciones propuestas serán desarrolladas en diferentes ámbitos como lo son:



En el ámbito Administrativo



Aspectos Generales 



El Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y demás instancias administrativas del Poder Judicial deben impulsar el mejoramiento y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y jurisdiccionales existentes para lograr la accesibilidad a la justicia a las personas con discapacidad usuarias sin discriminación tales como la Contraloría de Servicios, el Departamento de Personal, el Departamento de Planificación, la Inspección Judicial, la Defensa Pública y la Oficina de Atención a la Víctima.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio de las administraciones regionales establecerán servicios de apoyo que brinden a) ayudas técnicas que faciliten el acceso a la justicia de las personas con discapacidad b) personal especializado que facilite el acceso a los servicios judiciales a las personas en condición de discapacidad.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deben asegurar que los inmuebles donde se otorgan los servicios judiciales sean accesibles para lo cual deberán a) Mantener un diagnóstico actualizado de los inmuebles en el cual se otorgan los servicios con el fin de identificar las barreras arquitectónicas. b) Implementar un sistema de control que asegure que los inmuebles que alquile el Poder Judicial cumplan con las normas establecidas en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. c) Actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales d) Elaborar y ejecutar un plan de eliminación de barreras arquitectónicas para los inmuebles propiedad del Poder Judicial e) Negociar con las personas propietarias de los bienes inmuebles alquilados la realización de las adaptaciones necesarias para asegurar el acceso arquitectónico a los inmuebles de las personas usuarias en condición de discapacidad. F) Rescindir los contratos de inquilinato donde los inmuebles no aseguren un mínimo de accesibilidad arquitectónica para las personas con discapacidad. 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deberán asegurar que los muebles para la atención al público y para servidores judiciales sean accesibles para lo cual a) Mantener un diagnóstico actualizado de los muebles que se utilizan para la atención al público donde se identifique aquellos que contemplen barreras de acceso b) Diseñar y actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales. c) Elaborar y ejecutar un plan de renovación de muebles para asegurar que estos sean accesibles, cómodos y satisfactorios para su uso por parte de la población en condición de discapacidad.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva implementen procesos de atención cómodos, seguros, accesibles y eficientes que aseguren la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.



El Consejo Superior, el Consejo de Administración de Circuitos y los órganos auxiliares de justicia (Organismos de Investigación Judicial, Ministerio Publico y Defensa Pública) promoverán, la adquisición de automóviles accesibles que otorgan servicios al público. 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través del Departamento de Servicios Generales asegurarán una señalización accesible en los inmuebles judiciales mediante las siguientes acciones: a) realizar un diagnóstico sobre la señalización existente en los inmuebles donde se dan servicios judiciales, b) Diseñar y actualizar una guía sobre señalización accesible para los inmuebles donde se otorgan servicios judiciales, c)Elaborar y ejecutar un plan de renovación de rótulos de señalización que sean accesibles para la población en condición de discapacidad.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberá desarrollar gestiones para prevenir los riesgos que surjan de emergencias por medio de las siguientes acciones a) Realizar un diagnóstico sobre riesgos en situaciones de emergencia en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad b) Elaborar una guía para la prevención de riesgos en situaciones de emergencias en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad c) Capacitar al personal judicial sobre el manejo de emergencia incorporando la variable de la discapacidad d) Diseñar un plan para ser ejecutado para garantizar la seguridad de todos las personas usuarias de los servicios judiciales sin discriminación por razones de edad, discapacidad, género, etc.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberán implementar un programa de salud ocupacional para el personal con una discapacidad que laboran en el Poder Judicial.



 



Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto 



El Departamento de Planificación deberá promover la incorporación de las acciones derivadas del cumplimiento de la Política en los planes estratégicos, en los planes anuales operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial y, será responsable de que esta disposición se cumpla a través de un efectivo seguimiento.



El Departamento de Planificación junto con la Comisión de Accesibilidad desarrollará un sistema de indicadores para medir el avance de la implementación de la Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad.



El Departamento de planificación con la asistencia técnica de la Comisión de Accesibilidad realizará una evaluación anual de los planes y programas de las oficinas y despachos judiciales, para determinar el logro o grado de avance de los resultados esperados en materia de igualdad y discapacidad.



Los centros de responsabilidad conforme a la Ley 7600 asegurará que las acciones para garantizar la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad previstas en los planes y programas de todas las oficinas y despachos judiciales tengan el respectivo contenido presupuestario.



El Departamento de Planificación, mediante la Sección de Estadística desarrollará indicadores desde la perspectiva de la discapacidad para recoger información que sea útil para la toma de decisiones. 



El Departamento Financiero Contable velará por la correcta asignación de recursos conforme a lo planificado y la auditoria es la entidad responsable de evaluar el cumplimiento.



 



Gestión de Personal 



El Departamento de Personal como ente rector en materia Gestión Humana en el Poder Judicial deberá garantizar que los procesos de selección de personal estén adaptados a las condiciones de los aspirantes con discapacidad y se asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos.



El Departamento de Personal incorporará en los procesos de inducción la perspectiva de la discapacidad para promover actitudes respetuosas para esta población.



El Departamento de Personal debe asegurar que las políticas de contratación de personal, incentivos, ascensos, formación profesional, evaluación del desempeño y administración de los recursos humanos en general no discriminen por razones de discapacidad.



El Departamento de Personal formará a servidores/as judiciales en la lengua de señas costarricense con énfasis en el área jurídica para la atención al público.



El Departamento de Personal desarrollará acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones. Así como readaptar y reubicar al personal que adquiera una discapacidad.



 



Capacitación 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación en coordinación con la Comisión de Accesibilidad elaborarán planes de capacitación permanente en la perspectiva de la discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación deberán incorporar en sus cursos y planes de capacitación, la perspectiva de la discapacidad de manera específica y transversal en todo su quehacer 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación desarrollarán material didáctico relacionado con los derechos de las personas con discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación aplicarán adecuaciones curriculares para los procesos de formación y evaluación. 



 



Información y Comunicación 



La información al público que emane del Poder Judicial deberá ser accesible a todas las personas, según sus necesidades particulares (). Para ello: a) Se otorgará servicios de información y comunicación virtual deben cumplir con los requerimientos de accesibilidad para las personas con discapacidad mental y sensorial y b) Las dependencias judiciales que atienden al público deberán contar con personal que informe en lengua de señas costarricense 



La Biblioteca del Poder Judicial contará con: i) documentación actualizada sobre los derechos de las personas con discapacidad ii) material bibliográfico accesible para la población con discapacidad mental y sensorial, y iii) contará con un tesauro desde el enfoque de los derechos humanos de las personas con discapacidad.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial llevará a cabo programas de información y divulgación a personas en condición de discapacidad sobre el acceso a la justicia en condiciones de igualdad y sobre los mecanismos a su disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso de considerarse afectados. De igual forma, divulgará a lo interno del Poder Judicial la política de igualdad para las personas con discapacidad utilizando los medios idóneos.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial implementará un programa de divulgación de las resoluciones judiciales que incorporen la perspectiva de los derechos de las personas con discapacidad ante los medios de comunicación.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial en coordinación con la Comisión de Accesibilidad divulgará los logros alcanzados en materia de igualdad de las personas con discapacidad en el acceso a la justicia así como artículos y resoluciones de interés sobre el tema.



 



Desarrollo de Procesos, normas y métodos



Las diversas instancias del Poder Judicial desarrollarán protocolos, guías y directrices para mejorar la atención a las personas usuarias y personal de los servicios judiciales.



La Comisión de Accesibilidad conformará un equipo de trabajo para elaborar recomendaciones que aseguren que las normas, métodos y procesos judiciales sean accesibles para las personas usuarias con discapacidad. 



 



 



 



 



En el ámbito Jurisdiccional



Los jueces y juezas deberán aplicar prioritariamente las Normas Internacionales de Protección de los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad tales como la Convención Interamericana sobre todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, las Normas Uniformes de Naciones Unidas para la Equiparación de Oportunidades, etc.



Los jueces y juezas en su labor interpretativa deberán tomar en consideración los principios generales de interpretación del derecho de las personas con discapacidad y la desigual condición entre las personas para eliminar todo sesgo por razones de discapacidad que produzca un efecto o resultado discriminante contra las personas con discapacidad en todas las esferas o materias jurídicas.



Los jueces y juezas en su labor de análisis y valoración se abstendrán de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural o ideológico que configuren prejuicios que produzcan efectos o resultados discriminatorios y subordinantes contra las personas en condición de discapacidad.



Los jueces y juezas para garantizar el precepto constitucional de justicia pronta y cumplida considerarán prioritariamente los casos en los cuales se expresa la desigualdad contra las personas en condición de discapacidad tales como situaciones de violencia intrafamiliar, discriminación por razones de discapacidad y otras.



Los jueces y juezas redactarán las resoluciones judiciales con un lenguaje inclusivo y respetuoso de los derechos humanos de las personas con discapacidad.



Los jueces y juezas velarán en la fase de ejecución de sentencia que las resoluciones no produzcan efectos adversos basados en prejuicios contra las personas con discapacidad que menoscaben el disfrute de los derechos o acciones logradas en el fallo.



El Departamento de Trabajo Social y de Medicina Legal Forense contará con personal especializado o bien se capacitara para su especialización a funcionarios en discapacidad para realizar los peritajes respectivos. En caso de contratación externa de peritajes quienes lo ejerzan deberán cumplir con los requisitos preestablecidos y certificados de su idoneidad.



El Sistema Costarricense de Información Jurídica pondrá a disposición de quienes administran justicia una metodología de incorporación de la perspectiva de la discapacidad para las resoluciones judiciales que reúna un tesauro desde la visión de los derechos humanos de las personas con discapacidad que incluya legislación, resoluciones judiciales y doctrina. 



En toda Comisión que la Corte Suprema de Justicia designe con la finalidad de elaborar alguna propuesta de ley o reforma legal, deberá ser considerada la participación de una persona con estudios o experiencia en materia de los derechos humanos de las personas con discapacidad, de modo que pueda incorporar la perspectiva de la discapacidad.



En el ámbito Auxiliar Jurisdiccional



Ministerio Público 



Deberá promover el cumplimiento de las directrices para reducir la revictimización de personas en condición de discapacidad en los procesos judiciales.



La Oficina de Atención a la victima deberá incorporar transversalmente la perspectiva de la discapacidad en los servicios que otorga.



Defensa Pública 



La Defensa Pública deberá revisar periódicamente la situación de las personas que se encuentran con medidas de seguridad con el objeto justificar la continuidad de la misma.



La Defensa Pública procurará otorgar servicios de defensa del derecho alimentario en lugares accesibles, seguros y cercanos a las personas con discapacidad usuarias de estos.



 Organismo de Investigación Judicial



El personal técnico y profesional del Departamento de Medicina Legal que lleva a cabo las evaluaciones médicas y psicológicas, deberán incorporar la perspectiva de la discapacidad en el momento de la valoración así como en el informe correspondiente.



El personal del Organismo de Investigación Judicial procurará erradicar prácticas que revictimicen a las personas con discapacidad



Relaciones interinstitucionales



a. Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará relaciones de colaboración y asistencia técnica con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, cuando se estime oportuno.



 Defensoría de los Habitantes 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial trabajará en conjunto con la Defensoría de las Personas con Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes, para la detección, análisis y propuesta de solución de situaciones de discriminación por razones de discapacidad que se presenten en el ámbito judicial.



 Instituto de Rehabilitación y Formación Hellen Keller 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará relaciones de colaboración y asistencia técnica con el Instituto de Rehabilitación y Formación Hellen Keller cuando se estime oportuno.



Sociedad Civil



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial promoverá la participación de organizaciones de personas con discapacidad en diferentes instancias como la Comisión de Accesibilidad, Comités Locales o Comisiones especiales donde la presencia de la sociedad civil es fundamental para asegurar su participación ciudadana.



Red Interinstitucional



La Comisión de Accesibilidad y las Administraciones regionales en los diferentes Circuito Judiciales del Poder Judicial promoverán la creación de una red interinstitucional conformada por representantes de instituciones estatales, internacionales y sociedad civil vinculadas con la protección de los derechos humanos de las personas con discapacidad para la coordinación de programas, acciones destinadas a promover iniciativas de ley y monitorear la aplicación del marco jurídico de los derechos humanos sin discriminación por razones de discapacidad.



Monitoreo e Implementación



La Secretaría de Género será la responsable del seguimiento y evaluación de las acciones que se implementan para cumplir con la presente política en todas las oficinas y despachos del Poder Judicial, para lo cual solicitará informes cada seis meses. Dichos informes se sistematizarán para ser presentados a la Comisión de Accesibilidad en los meses de junio y noviembre de cada año. Una vez al año se presentarán los avances a la sociedad civil y al ente rector en el tema de discapacidad el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial. 



ESTRATEGIAS DE IMPLEMENTACIÓN



La Corte Plena será el órgano máximo responsable de la aprobación de la Política de Igualad para las Personas con Discapacidad, para ello emitirá directrices mediante circulares internas.



La Comisión de Accesibilidad será el ente director de la Política. 



Las líneas de acción a corto plazo son:



				OBJETIVOS ESPECÍFICOS



				ACCIONES



				PRODUCTOS







				Identificar los factores que obstaculizan las posibilidades de las personas discapacitadas al acceso de los tribunales de justicia, ya sea como usuarias o funcionarias



				Protocolo de Investigación



Desarrollo de árbol de problemas



Desarrollo de indicadores que surgen del árbol de problemas



Diseño de Instrumentos



 



Trabajo de Campo: recopilación bibliográfica, talleres, visitas in loco, grupos focales, talleres, entrevistas



Clasificación de la Información



Análisis de la Información



				Elaborar un protocolo de investigación que establezca el marco filosófico desde el modelo de los derechos humanos, el marco conceptual, el desarrollo de indicadores y los instrumentos para la investigación acción.



 



Realizar en conjunto con funcionarios/as del Poder Judicial y las personas usuarias con discapacidad un análisis de las carencias actuales que tiene el Poder Judicial en el cumplimiento del ordenamiento jurídico costarricense relacionado con el acceso a la justicia y el goce pleno de los derechos humanos de las personas servidoras, usuarias y procesadas con una discapacidad



Diagnóstico sobre la situación del acceso a la justicia de las personas con discapacidad con los siguientes apartados:



1. Información, comunicación y señalización 



2. Infraestructura y organización 



3. Actitudes del personal 



4. Políticas, normas, métodos y procesos 



5. Resoluciones judiciales 



6. Tecnología y servicios de apoyo 







				Construir en conjunto con funcionarios/as del Poder Judicial, un Plan de Acción o Política con enfoques innovadores para su integración desde perspectivas de género y de la discapacidad bajo el modelo de los derechos humanos



				Diseño de la carta de entendimiento



Entrega de la carta de entendimiento a las partes



Negociación de los aportes de cada institución para la carta de entendimiento



Definición de prioridades con la Comisión de Accesibilidad 



 



 



 



 



 



Elaboración del Plan



Definición de los principios



Establecimiento de las estrategias



Diseño de la Política



Aprobación de la política



 



 



 



Elaborar los programas de capacitación



Convocar a la Gente



Facilitar la capacitación



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Falta el de LESCO jurídico y del personal administrativo



 



 



Diseño del material didáctico



 



Validación del material didáctico



 



Edición del material didáctico



 



Publicación del material didáctico



Convocatoria a los grupos focales Falta uno con el PANI



Realización de seis grupos focales Falta uno con el PANI



 



Ajuste de la propuesta de directrices



Edición de las directrices



Aprobación de las directrices 



 



 



Diseño de las guías



Validación de las guías



Edición de las guías



Publicación de las guías



 



 



 



 



 



 



 



 



Diseño del protocolo



Validación del protocolo



Publicación del protocolo



 



 



Recopilación Jurisprudencial



Clasificación de la Jurisprudencia



 



Relación de la Jurisprudencia con la ley 7600



Publicación de la ley comentada



 



Elaboración de las recomendaciones



 



Validación de las recomendaciones



Divulgación de las recomendaciones



 



 



Recopilación de los instrumentos



Análisis de los instrumentos de evaluación



Incorporación de la perspectiva de la discapacidad en los instrumentos de evaluación.



Establecer el Convenio de cooperación



Identificación de recursos y necesidades 



 



 



Establecimiento de los servicios de defensa pública



 



 



 



Convocatoria de la sociedad civil



Preparación de la presentación por parte de la Comisión



Presentación de los resultados 



				Desarrollar instrumentos participativos de evaluación del estado de la situación que involucren a personas usuarias, servidoras y procesadas con discapacidad que permitan desarrollar acciones a corto y mediano plazo para el mejoramiento del acceso a la justicia de la población con discapacidad



Cartas de Entendimiento con CNREE, Instituto Hellen Keller, UCR y FECODIS



 



 



Plan de Acción



Política de Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad.



 



 



 



 



 



 



 



 



Capacitación a operadores jurídicos sobre los derechos de las personas con discapacidad



Capacitación a operadores jurídicos sobre violencia intrafamiliar contra las personas con discapacidad



Capacitación a administradores de justicia sobre la aplicación de la ley 7600



Capacitación a docentes de la escuela de capacitación del Poder Judicial sobre adecuaciones curriculares.



Capacitación a periodistas sobre la importancia de divulgar las sentencias relacionados con los derechos de las personas con discapacidad



 



 



Capacitación en LESCO jurídico



 



 



Manual de Exigibilidad de Derechos para personas con discapacidad



Manual sobre los derechos de las personas con discapacidad para operadores de justicia



Manual sobre violencia intrafamiliar contra personas con discapacidad



 



 



 



 



 



 



 



 



Directrices para la atención a victimas con discapacidad



Directrices para la atención a niños/as con discapacidad víctimas 



 



 



Guía de señalización e información para personas con discapacidad.



Guía de cómo hacer servicios virtuales accesibles



Guía de contratación de inmuebles accesibles



Guía para el desarrollo de espacio judiciales accesibles



 



 



 



Diseño de un Protocolo Metodológico para incorporar la perspectiva de la discapacidad en las sentencias



 



 



 



Clasificación de la Jurisprudencia relacionada con la discapacidad



 



 



Ley 7600 Comentada



 



 



 



 



 



Recomendaciones para la inducción de personal sobre como relacionarse con las personas con discapacidad



 



 



 



 



 



 



 



Incorporar la perspectiva de la discapacidad en los instrumentos de evaluación



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Promover los servicios itinerantes en la defensa pública



 



 



Informe de rendición de cuentas a la sociedad civil











GLOSARIO



1. Acceso a Justicia de las personas con discapacidad: conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos, que permiten a todas las personas con discapacidad, sin discriminación alguna, les sean garantizados los servicios judiciales,  para una justicia pronta y cumplida con un trato humano. 



  



2. Ayudas Técnicas: equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en condiciones de discapacidad para aumentar su grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo. 



3. Discapacidad: El resultado de la interacción entre una persona con deficiencia física, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o más de las actividades esenciales de la vida diarias y un entorno con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos limitando y restringiendo su participación. 



4. Discriminación por razones de discapacidad: toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales (). 



5. Perspectiva de la discapacidad: Evidenciar, las distintas formas de subordinación y discriminación que en el entorno social experimentan las personas en condición de discapacidad considerando el género, edad, condición económica, etnia, orientación sexual etc., a fin de de eliminarlas. 



6. Revictimización: Toda acción u omisión que contribuya al detrimento del estado físico, mental y/o afectivo-emocional de la persona víctima. 



7. Servicios de Apoyo: toda asistencia personal dirigida a aumentar el grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo para las personas en condición de discapacidad. 



8. Transversalidad de la discapacidad: Proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las personas con discapacidad en una dimensión integral en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que estos gocen de servicios en condición de igualdad y equidad. 



 



San José, 17 de junio de 2008.



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



Karla*



Publicada en el Boletín Judicial Nº 127-08 del 2 de julio de 2008



Reiterada en virtud de acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 31-11 del 5 de abril de 2011, artículo LVI.-



Publicada en el Boletín Judicial N° 115 del 15 de junio de 2011







Circular de Secretaría de la Corte N° 005 - 2009



16 de Enero del 2009



Fecha de Publicación: 27 de Enero del 2009



Descriptores/Temas: Adulto Mayor, Acceso a la Justicia, Políticas de accesibilidad, Expedientes, Comisión de Accesibilidad



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°005 del 16 de enero del 2009



 



CIRCULAR No. 05-09



Asunto:   Iniciativas para favorecer la aplicación de las políticas de acceso a la justicia de la población adulta mayor.



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE ATIENDEN LAS MATERIAS LABORAL, FAMILIA, PENSIONES ALIMENTARIAS Y VIOLENCIA DOMÉSTICA



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior en sesión Nº 97-08, celebrada el 16 de diciembre de 2008, artículo LXXII, dispuso hacer de conocimiento de los despachos judiciales del país las iniciativas que se dirán, a fin de que sean adaptadas a sus necesidades y se optimice el servicio que se brinda a los usuarios adultos mayores. 



1.      Implementar una casilla especial denominada “Expedientes de personas Adultos o Adultas Mayores”, para ubicar los expedientes donde figura como parte una persona Adulta Mayor.



2.      Informar a los usuarios adultos mayores, que cuando se presenten a un despacho judicial, deben indicar su condición a quien atiende el público, lo anterior con el fin de brindarle una rápida atención.



3.      Tomar las medidas necesarias respecto a los cheques que deben retirar los Adultos Mayores, de modo que les sean entregados de forma inmediata al momento de su solicitud, con el fin de que la persona no tenga que venir posteriormente a retirarlo, sino que pueda hacerlo en el mismo momento en que se apersona al despacho. 



4.      En igual sentido, al atender las consultas telefónicas de los adultos mayores, debe indicárseles una fecha precisa en la que va a estar lista su gestión, de modo tal que no se apersonen al despacho innecesariamente.



-0-



         Las iniciativas anteriores, se aplican de conformidad con las “Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor”, comunicadas mediante Circular Nº 61-08 y publicada en el Boletín Judicial Nº 98 del 22 de mayo de 2008. 



         Asimismo, debe considerarse que mediante Circular Nº 01-09, se hizo de conocimiento de los servidores judiciales lo acordado por este Consejo Superior, en sesión N° 93-08, del 4 de diciembre de 2008, artículo XLIX, con relación al uso de carátulas “color terracota” (rojo marrón), en los expedientes en los que figure como parte una persona adulta mayor, en los despachos judiciales que atienden las materias Laboral, Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica. 



            



San José, 16 de enero de 2009.



 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



 



Karla*



Publicación: Boletín Judicial Nº 18 del 27 de enero de 2009
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Circular de Secretaría de la Corte N° 010 - 2009



05 de Febrero del 2009



Fecha de Publicación: 16 de Febrero del 2009



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Audiencias, Colegio de Abogados, Consultorios Jurídicos, Debates-Juicios Orales, Expedientes, Usuarios, Viaticos, Políticas Institucionales



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°010 del 5 de febrero del 2009



CIRCULAR No. 10-09



ASUNTO:    Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas.



 



A LOS DESPACHOS  JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE: 



 



El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”: 



1.      Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas. 



2.   Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”. (Modificado  por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, comunicado mediante Circular Nº 145-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 7  del 12  de enero de 2010.)



3.      Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4.      Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales  darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5.      Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios  dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6.      Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7.      Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes. 



8.      La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas. 



9.      Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena. 



10.  Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 16-2013, celebrada el 21 de febrero de 2013, artículo XLIV).



San José, 5 de febrero de 2009.



 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



 



Karla*
Publicación: Boletín Judicial Nº 32 del 16 de febrero de 2009



 











Circular Nº 032-09 bis.
CIRCULAR No. 32-09 BIS








CIRCULAR No. 32-09 BIS 



Asunto:   Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES Y OFICINAS CENTRALIZADAS DE NOTIFICACIONES



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 18-09, celebrada el 26 de febrero del año en curso, artículo XLI, dispuso publicitar las siguientes políticas de accesibilidad:



 



 1.) Comunicar a  los despachos judiciales que en todos los circuitos existen servidores judiciales capacitados en Lenguaje Lesco, a efecto de orientar a las personas que lo requieran en los servicios que se prestan en las oficinas judiciales. 



 



2) En las materias en  que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo. 



 



3) Para los efectos del artículo 5° de la Ley de Notificaciones Judiciales las Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN) y los Despachos Judiciales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad visual mediante la conversión del documento escrito a uno auditivo  utilizando el programa Jaws con que cuentan todas las administraciones regionales incluidos el I y II Circuito Judicial de San José.  Igualmente podrán grabarse en audio las resoluciones a notificar y entregar al interesado el respectivo cassette.  Finalmente, en caso de requerirse la traducción de la resolución a notificar a lenguaje Braile, las OCN y los despachos judiciales que lo requieran, lo gestionarán a través de las Administraciones Regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quién se encargará de efectuar la respectiva traducción en el Patronato Nacional de Ciegos. (Acuerdo del Consejo Superior, artículo XLIII,  sesión N° 9-11 del 8 de febrero de 2011)



 



4) Es entendido que los plazos correrán a partir del día siguiente al día en que se entregue el documento al usuario con discapacidad visual. 



San José, 21 de mayo de 2009



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



ref.: 916-11



Ashley



Se Publico en el  Boletín Judicial N 122-2011 de fecha 24 de junio de 2011
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Circular Nº 067-09.









CIRCULAR No. 67-09



Asunto:  Aclaración de la Circular Nº 32-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”, publicada en el Boletín Judicial Nº 105 del 2 de junio de 2009.



 A LOS DESPACHOS JUDICIALES Y OFICINAS CENTRALIZADAS DE NOTIFICACIONES



  SE LES HACE SABER QUE:



 



 El Consejo Superior en sesión Nº 58-09, celebrada el 2 de junio en curso, artículo LVI, dispuso aclarar la Circular Nº 32-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”, en el sentido de que en el  punto 2) debe incluirse la materia agraria como una de las jurisdicciones a las cuales rige el principio de gratuidad, por lo que en adelante debe leerse así:



 



“2) En las materias en  que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias, agrario) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo.” 



San José, 22 de junio de 2009.



 



 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



 



Se Publico en el Boletín Judicial Nº 129 de 06 de julio de 2009: 
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Circular de Secretaría de la Corte N° 145 - 2009



16 de Diciembre del 2009



Fecha de Publicación: 12 de Enero del 2010



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad, Políticas Institucionales



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°145 del 16 de diciembre del 2009



CIRCULAR  Nº  145-09



                                          Asunto: Modificación de la Circular N° 10-09 sobre “Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”, publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de febrero de 2009.



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior en sesión Nº 104-09, celebrada el 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, dispuso modificar el punto 2 de la Circular Nº 10-09 sobre “Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”, publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de febrero de 2009, para que en adelante se lea así:



“2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.



 



San José, 16 de diciembre de 2009



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



Ashley



Publicación: Boletín Judicial Nº 7 del 12 de enero de 2010







Circular de Secretaría de la Corte N° 092 - 2010



09 de Julio del 2010



Fecha de Publicación: undefined



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°092 del 9 de julio del 2010



Publicada en el Boletín Judicial Nº 148 del 30 de julio de 2010



 



CIRCULAR Nº 94-2010



 



Asunto:           Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte. 



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-10, celebrada el1° de junio de los corrientes, artículo LV, con el fin de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y por recomendación de la Contraloría de Servicios, dispuso comunicarles que cuando envíen las solicitudes de “Dictamen pericial para el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses (F-083-I)”, en las que personas que pertenecen a este grupo sean parte, deben identificarlas con el distintivo rojo para así realizar el trámite como corresponde. 



 



 



San José, 9 de julio de 2010



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



 



 



Ref:(5622-10)



Ashley






Circular de Secretaría de la Corte N° 119 - 2010



13 de Setiembre del 2010



Fecha de Publicación: 27 de Setiembre del 2010



Descriptores/Temas: Adulto Mayor, Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°119 del 13 de septiembre del 2010



Publicada en el Boletín Judicial N° 187 del 27 de setiembre de 2010 



CIRCULAR Nº 119-10 



Asunto: Cumplimiento de las políticas de accesibilidad para la población adulta mayor.-  



 



A LOS JEFES Y JEFAS DE DESPACHOS JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior en sesión Nº 69-10, celebrada el 27 de julio de 2010, artículo XLII, dispuso reiterar su obligación de velar por el cumplimiento de las políticas de accesibilidad para la población adulta mayor, por lo que su incumplimiento tendría como consecuencia la imposición de las sanciones disciplinarias correspondientes.  



 



San José, 13 de septiembre de 2010



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



 



Referencia: 6288,7248, 7743-10



Ashley




Circular de Secretaría de la Corte N° 168 - 2010



07 de Diciembre del 2010



Fecha de Publicación: 12 de Enero del 2011



Descriptores/Temas: Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), Menores, Ley Integral para el Adulto Mayor, Personas con discapacidad, Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad, Políticas Institucionales



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°168 del 7 de diciembre del 2010



 Publicada en el Boletín Judicial N° 8 del 12 de enero de 2011



CIRCULAR No. 168-10



Asunto:           “Directrices para reducir la Revictimización de Niños, Niñas y Adolescentes en Condición de Discapacidad en Procesos Judiciales”.-       



[bookmark: OLE_LINK1][bookmark: OLE_LINK2]A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



La Corte Plena en sesión N° 31-10 del 1° de noviembre de este año, artículo XVI, aprobó las siguientes directrices: 



“DIRECTRICES PARA REDUCIR LA REVICTIMIZACIÓN DE  NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD EN PROCESOS JUDICIALES



 



GLOSARIO



 



1.  Acceso a la justicia de las personas con discapacidad. Conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos que les permiten a todas las personas en condición de discapacidad, sin discriminación alguna, se les garantice el goce de los servicios judiciales, para una justicia pronta y cumplida  con un trato humano.



 



2. Ayudas técnicas. Equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en condiciones de discapacidad para aumentar su grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo.



 



3.      Discapacidad. El resultado de la interacción entre una persona con deficiencia física, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria y un entorno con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos  limitando  y restringiendo su participación. 



 



4.     Discriminación por razones de discapacidad.  Toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito  de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.[footnoteRef:1][1] [1: ] 




 



5.     Interés superior del niño o niña. Es un principio jurídico garante que obliga a cualquier instancia pública y privada a tomar en consideración su condición de persona menor de edad sujeta de derechos y responsabilidades, su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales, así como el contexto socioeconómico y cultural en donde se desenvuelve a fin de respetar los derechos de los niños, niñas y adolescentes en procura de su desarrollo integral.



 



6.  Perspectiva de la discapacidad. Evidenciar las distintas formas de subordinación y discriminación que en el entorno social experimentan las personas en condición de discapacidad, considerando el género, edad, condición económica, etnia, orientación sexual etc., a fin de eliminarlas.



 



7.  Revictimización. Toda acción u omisión que lesione el estado físico, mental y/o psíquico  de la persona víctima.



 



8.  Servicios de apoyo. Toda asistencia personal dirigida a aumentar el grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo para las personas en condición de discapacidad.



 



9.     Transversalidad de la discapacidad. Proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las personas con discapacidad en una dimensión integral en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que estos gocen de servicios en condición de igualdad y equidad.  



 



10.         Autonomía progresiva: Toma en consideración la competencia de las niñas, niños y los/as adolescentes con derecho a ejercer influencia sobre los asuntos que afectan sus vidas y la protección necesaria, conforme a su grado de madurez, de acuerdo con cada etapa que atraviese en su proceso de desarrollo, ajustando el interés superior del/a menor a las variantes en la evolución progresiva que implica el proceso de desarrollo integral del niño, niña o del/a adolescente y la diversidad entre ellos.



 



         DIRIGIDO A:



 



Los operadores y operadoras judiciales en un sentido amplio que conocen asuntos en los que intervienen víctimas y/o testigos personas menores de edad en condición de discapacidad, entre éstos, las y los



 



   Fiscales. 



   Defensores/as.



   Jueces/zas. 



   Auxiliares judiciales. 



   Trabajadores/as sociales. 



   Psicólogos/as.



   Investigadores/as.



   Científicos/as forenses y su personal de apoyo. 



   Custodios/as.



   Guardas de juicios.



   Citadores/as judiciales. 



   Personal de apoyo de los diferentes despachos en donde deben presentarse o realizar gestiones.



 



DIRECTRICES



I. Igualdad de oportunidades.



Los/as servidores/as y funcionarios/as judiciales deben reconocer la importancia de las diversas necesidades de los/as niños/as y adolescentes en condición de discapacidad,  con el fin de asegurar el empleo de los recursos para garantizar que las personas disfruten de iguales oportunidades, de acceso y participación en idénticas circunstancias.[footnoteRef:2][2] [2: ] 




II. Diversidad.



Los/as servidores judiciales deben respetar la diversidad de los seres humanos, según su edad, etnia, género, condición socioeconómica, orientación sexual y discapacidad, bajo el principios de que “todos/as somos igualmente diferentes”.



 



III.   Accesibilidad.



Los/as servidores/as judiciales deben brindar todas las facilidades para que los/as niños/as y los/as adolescentes en condición de discapacidad, puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso de todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación.



 



IV. Vida independiente.



Los/as servidores/as judiciales deben brindar las condiciones y los servicios de apoyo para el desarrollo de todas las potencialidades de los/as niñas/as y los/as adolescentes en condición de  discapacidad, permitiendo que estas tomen el control de sus acciones y decisiones conforme a su autonomía progresiva. 



 



V. Participación conforme a la edad cronológica.



Los/as servidores/as judiciales deben respetar la relación entre la edad cronológica y la participación plena de los/as niños/as y los adolescentes con discapacidad que les permita actuar conforme a su edad. 



 



VI. Acatamiento obligatorio de los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos.



La Convención de los Derechos del Niño y Convención Americana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,  así como las Normas Uniformes para la Equiparación de Oportunidades de las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas son normas jurídicas de jerarquía superior a la ley y complementan la aplicación e interpretación de los derechos constitucionales y, por lo tanto, son de acatamiento obligatorio.[footnoteRef:3][3] [3: ] 




VII. No culpabilización. 



Todas las prácticas judiciales deben estar dirigidas para no culpabilizar ni revictimizar a la víctima en condición de discapacidad. [footnoteRef:4][4] [4: ] 




VIII. Acondicionamiento del entorno.



Con el fin de crear un ambiente acogedor el funcionario o funcionaria judicial encargado/a deberá evitar el contacto directo de la víctima o testigo con el acusado o acusada, demandado o demandada. Para tal efecto, deberán destinarse los recursos necesarios para crear o acondicionar los espacios físicos que se requieran, así como recurrir a medios idóneos  como el uso de los biombos u objetos similares, especialmente en la etapa de juicio, para impedir el contacto directo de la víctima con el/a ofensor/a, garantizando en todo momento el derecho de defensa. Se debe recordar que la ley 7600 de Igualdad de Oportunidades, establece una serie de reglas para asegurar la accesibilidad al espacio físico, a los niños, niñas y  los/as adolescentes en condición de discapacidad. 



 



No se deben señalar citas a la misma hora y lugar para el niño, niña y el/a adolescente ofendido/a en condición de discapacidad y su denunciado/a, ofensor u ofensora, con el fin de evitar su contacto. Igualmente, se deben prever su ingreso y egreso de los edificios judiciales a diferentes horas o por distintos lugares. [footnoteRef:5] [5: ] 




[footnoteRef:6][6] [6: ] 




IX. Asistencia profesional especializada.



En todos aquellos momentos en que se requiera, la autoridad correspondiente deberá solicitar, con la prontitud debida, la colaboración de especialistas en psicología, trabajo social, comunicación,  educación especial y discapacidad del Poder Judicial o, en su defecto, de otras instituciones. Además, se deberá poner especial atención en la familiarización del niño, niña y el/a adolescente  en condición de discapacidad para enfrentar el proceso, en especial la etapa de debate o cualquier otra audiencia oral. Para el caso de los personas sordas o con deficiencias en la comunicación, debe estar presente el/la intérprete de lengua de señas u otros profesionales, según la necesidad. [footnoteRef:7] [7: ] 




[footnoteRef:8] [8: ] 




[footnoteRef:9] [9: ] 




[footnoteRef:10][10] [10: ] 




 



XXI. Anticipo  de prueba.



En forma excepcional, calificada y fundamentada, cuando se presenten niños, niñas y adolescentes en condición de discapacidad a las causes, se recomienda al/la encargado/a que proceda con arreglo del debido proceso, a la utilización del anticipo jurisdiccional de prueba en todos los casos en que conforme a derecho corresponda. Lo anterior es necesario para evitar la revictimización de el/a niño, niña o el/a adolescente en condición de discapacidad.



 



Asimismo, debe hacerse un uso prudente del anticipo jurisdiccional de prueba, en tanto puede generarse un mayor grado de victimización, si el/a niño, niña o el/a adolescente ofendido/a con discapacidad, es llamado nuevamente a declarar en el juicio.



 



XXII. Tiempo de espera.



Los y las operadoras del sistema judicial deberán tomar las previsiones necesarias, para que la persona menor de edad, víctima en condición de discapacidad, espere el menor tiempo posible para la realización de cualquier diligencia.



 



XXIII. Referencia técnica en casos de abuso sexual.



En los casos de abuso sexual o violencia intrafamiliar del/a niño, niña o adolescente ofendido, el/a juez/a o la autoridad judicial que corresponda deberá remitirlo/a, con la mayor brevedad posible, al programa de atención a la violencia sexual infanto juvenil del Departamento de Trabajo Social y psicología del Poder judicial.



 



En todos aquellos casos donde el/la perito/a forense recomiende tratamiento psicológico para las víctimas de abuso sexual niños, niñas o adolescentes con discapacidad, el o la fiscal, al rendir sus conclusiones en la etapa de juicio, deberá solicitarle al Tribunal que en sentencia se ordene a la Caja Costarricense del Seguro Social, brindar ese tratamiento otorgando todos los servicios de apoyo necesarios que garanticen una igualdad de condiciones. El juez podrá también dictarlo de oficio. 



 



Para tales efectos, el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, hará un estudio y se levantará un listado de las oficinas de la  CCSS del país, así como de organizaciones no gubernamentales, para tener alternativas de atención a los/as niños, niñas o adolescentes con discapacidad. 



 



En sentencia deberá tomarse en cuenta el artículo 111 del Código de Niñez y Adolescencia ordenando al PANI  verificar la efectividad del tratamiento que da la CCSS.



 



XXIV. Personas menores de edad testigos en delitos.



En delitos en los que se cuente con testigos niños, niñas o adolescentes con discapacidad, estos contarán con todas las garantías establecidas para el caso de personas víctimas menores de edad.



 



XXV. Valoraciones corporales en delitos sexuales.



Las autoridades judiciales que envíen solicitudes de valoración corporal de niños, niñas o adolescentes víctimas de abuso sexual con discapacidad, deberán asegurarse de que las mismas sean necesarias para la averiguación de la verdad real de los hechos. De tal manera, bajo ninguna circunstancia se les debe someter a exploraciones genitales y anales en un primer momento, cuando los hechos denunciados no lo ameriten.



 



XXVI. Acompañamiento en pericias corporales.



Cuando se trate de valoraciones corporales, deberá contarse con la presencia de un familiar o de su acompañante, en la medida que el niño, niña o el/la adolescente víctima en condición de discapacidad lo requiera y  lo acepte. En ausencia de estos, se podrá solicitar un acompañante de confianza,  de la víctima. 



 



XXVII. Preguntas y transcripción de la valoración pericial.



En el caso de las valoraciones periciales, deberán hacerse y transcribirse únicamente las preguntas necesarias para esclarecer la verdad de los hechos.



 



XXVIII. Participación en el peritaje.



Durante el peritaje, el/a fiscal, el/la querellante y el/la defensor/a del/la encartado/a, podrán disponer de esta diligencia para realizar las preguntas que consideren oportunas, en el momento que se les indique. Estas preguntas se realizarán a través de los/as peritos/as respectivos/as, evitando en todo caso la revictimización del niño, niña o el/la adolescente en condición de discapacidad.



 



XXIX. Condiciones del debate.



En los debates y/o audiencias, la autoridad judicial a cargo deberá tramitarla con la el/a niño, niña o adolescente en condición de discapacidad, intentando crear un ambiente tranquilo y acogedor para ella o él. Es recomendable que las partes, salvo el demandado/a, se apersonen de previo al juicio con el objetivo de presentarse ante  la víctima o testigo. 



 



XXX. Identificación de expedientes.



Identificar en la carátula del expediente con una boleta que se refiere a un caso de niño, niña o adolescente en condición de discapacidad ofendida, para otorgar el trato diferenciado correspondiente en cada despacho según la discapacidad. Se indicará el símbolo de accesibilidad.  



 



En el caso de que haya testigos en condición de discapacidad, el juez/a realizará una prevención a las partes para que le indiquen al despacho los requerimientos necesarios para asegurar la igualdad de participación en el proceso.



 



XXXI. Aplicación de directrices en los procedimientos policiales.



Cuando la policía judicial y administrativa cumpla funciones judiciales, procurará que la atención de los casos se ajuste a lo dispuesto en los puntos comprendidos en estas directrices. Además, debe proveerse de la capacitación necesaria y suficiente al personal policial, para que se aborden los casos de manera adecuada y profesional, en aras de cumplir con los objetivos propuestos para minimizar la revictimización.



 



XXXII. Subsidiariedad.



Desarrollar y promocionar medidas con el fin de evitar que las personas con discapacidad asistan a todas las audiencias u otros requerimientos judiciales formales siempre y cuando estas medidas se den bajo un marco de respeto a los derechos humanos y las garantías judiciales de la persona imputada.[footnoteRef:11][11]” [11: ] 




 



San José, 7 de diciembre de 2010



 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia
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CIRCULAR N° 65-2011



 



Asunto:           Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica.-



 



A LAS OFICINAS Y DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 



SE LES HACE SABER QUE:



 



La Corte Plena en sesión N° 4-11 del 14 de febrero de 2011, artículo XV, aprobó las siguiente Política Institucional:



Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica



 



I.- Sensibilizar a las y los funcionarios judiciales en cuanto a la Defensa de Derechos Fundamentales de las personas menores de edad víctimas y victimarios en el campo Penal Juvenil.



 



1-            Que el Departamento de Información desarrolle una campaña de divulgación e información sobre derechos, características y formas de atención a las personas menores de edad víctimas y victimarios en materia penal juvenil; implemente carteles o afiches informativos y panfletos o desplegables informativos, en donde se resalten aspectos relacionados con el respeto a los Derechos Fundamentales de las personas menores de edad víctimas y victimarios en materia Penal Juvenil, para ser utilizados en todos los circuitos judiciales del país;



2-            Que la Escuela Judicial ofrezca anualmente, cursos de capacitación y sensibilización en todo el país en el campo Penal Juvenil dirigidos al personal de la Defensa Pública, el Ministerio Público, la Judicatura directamente vinculado con la atención de las personas menores de edad de edad víctimas o victimarios, en relación con las personas menores de edad tanto víctimas como victimarios, prioritariamente, pero no exclusivamente para jueces, sino también para defensores, fiscales, peritos, policías, conductores de reos, etc.; 



3-            Que la Escuela Judicial produzca material didáctico para la capacitación, información y sensibilización en el campo Penal Juvenil, que pueda ser suministrado a todas las y los funcionarios vinculados directamente con la materia.



4-            Que la Escuela Judicial establezca nexos con el Ministerio de Educación Pública, para la capacitación en escuelas y colegios en el campo Penal Juvenil, en aras de promover una cultura de prevención del delito en el campo Penal Juvenil;



5-            Que el Departamento de Trabajo Social y Psicología coordine con la CCSS a fin de que se le de un tratamiento apropiado a las víctimas menores de edad en materia Penal Juvenil, tanto durante el proceso como luego de finalizado el mismo;



6-            Que en todos los casos de audiencias orales en que participen personas menores de edad en condición de víctimas o testigos en el campo Penal Juvenil, sean acompañadas por una (un) profesional del Departamento de Trabajo Social y Psicología, salvo que por razones de conveniencia o a solicitud expresa de la parte interesada se disponga lo contrario;



7-            Gestionar ante el Consejo Superior el nombramiento de profesionales en Trabajo Social y Psicología para la implementación de las acciones concretas propuestas para dar cumplimiento a las Reglas de Brasilia en el campo Penal Juvenil. Que estas personas y quienes actualmente laboran en la materia sean incluidas en las capacitaciones que implemente para tales efectos la Escuela Judicial;



8-            Que la Secretaría de Género capacite a las y los funcionarios que laboran en el campo Penal Juvenil en su materia;



9-            Que los despachos y/o departamentos que tramitan la materia Penal Juvenil realicen un esfuerzo por simplificar los procedimientos existentes a las personas menores de edad víctimas y/o victimarios, en especial utilizando un vocabulario sencillo y de fácil alcance para la comprensión de dichos usuarios;



10-        Que todas las y los funcionarios judiciales que laboran con el Sistema de Justicia Penal Juvenil deberán colaborar con la promoción de una cultura de prevención del delito;



II.- Aplicar medidas procesales idóneas relacionadas con las personas menores de edad víctimas y victimarios en el campo Penal Juvenil.



 



1-             Que los jueces, juezas, fiscales y fiscalas que tramitan la materia Penal Juvenil, faciliten la participación de las personas víctimas menores de edad dentro del marco de legalidad conferido por la Ley de Justicia Penal Juvenil.



2-             Que los jueces y las juezas que tramitan la materia Penal de adultos(as), en todos aquellos casos en que la causa se siga en contra de mayores y menores de edad, tengan la obligación de notificar a las personas menores de edad víctimas o victimarios y a sus representantes legales de aquellas decisiones que contemplen soluciones alternas y/o autos que ponga fin a la acción penal;



3-             Que en los juzgados en donde se tramitan los asuntos Penales Juveniles, sin perjuicio de que se estimule la oralidad, establezcan medios idóneos para registrar el contenido de los votos de forma escrita (en especial en el caso de tribunales con competencia a nivel nacional), esto a fin de que las y los operadores del sistema conozcan la jurisprudencia especializada, a fin de que puedan utilizarla y en salvaguarda del principio de transparencia;



4-             Que los despachos (juzgados, fiscalías, defensa, etc.), que conocen de la materia Penal Juvenil estandaricen los formularios que usan para la realización de las diligencias en que intervengan personas víctimas o victimarios menores de edad;



5-             Que quienes estén a cargo de la diligencia que se pretende realizar velen porque las personas testigos y víctimas menores de edad en procesos Penales Juveniles se mantengan, de previo a su declaración, en un ambiente propicio, en todo caso separado de testigos(as) adultos(as) tratando de evitar cualquier tipo de ingerencia (sic) y/o contaminación de su testimonio por parte de factores externos o de terceros;



6-             Que quien dirija la audiencia en los procesos Penales Juveniles, luego de la declaración de la persona imputada, vele porque se les reciba su testimonio de manera prioritaria a las personas testigos y/o víctimas menores de edad;



7-             Que en la Medicatura Forense se sensibilice y capacite a las y los peritos respecto a las características y necesidades particulares de las personas víctimas o victimarios menores de edad, de tal manera que se tomen en consideración al momento de practicar las pericias respectivas.



8-             Que el Departamento de Trabajo Social y Psicología establezca redes de apoyo con el PANI, el IAFA y otras instituciones similares que permitan ofrecer a las personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil, opciones alternativas a la privación de libertad o a la callejización, especialmente para quienes carecen de apoyo familiar, económico y/o se encuentran sumidos bajo el flagelo de algún tipo de adicción;



9-             Que el OIJ defina un perfil del personal policiaco a fin de desarrollar procesos de reclutamiento, selección y capacitación incluso desde el curso básico policial, que respondan a las características y necesidades particulares del campo Penal Juvenil.



III.- Estimular un mayor uso de Medios Alternativos de Resolución de Conflictos, de Soluciones Alternativas y de Sanciones Alternativas distintas a la Sanción Privativa de Libertad en los asuntos Penales Juveniles.



1-      Que el Departamento de Trabajo Social y Psicología identifique y promueva que instituciones, grupos comunitarios, ONGs, etc., puedan brindar oportunidades concretas para la ejecución de servicios en beneficio de la comunidad como alternativas de prisión que estén de previo al alcance de las partes que deseen proponerlas y de los administradores de justicia que puedan homologarlas en los casos en que sea legalmente viable su aplicación;



2-      Que los jueces y las juezas que conocen de la materia Penal Juvenil promuevan y faciliten el uso de Soluciones Alternativas en todos los casos en que las mismas resulten proporcionales, idóneas y necesarias, y en todo caso opten por la privación de libertad solo de manera excepcional y por el menor tiempo posible;



3-      Que el Departamento de Trabajo Social y Psicología en asocio del Departamento de Comunicación y Prensa  promueva y estimule a nivel de la comunidad el uso de la Justicia Restaurativa en el campo Penal Juvenil; 



4-      Que la Escuela Judicial capacite a Jueces, Fiscales y Defensores Penales Juveniles en materia de Conciliación, Reparación Integral del Daño  y de Suspensión del Proceso a Prueba.



IV.- Implementar una adecuada Organización y Gestión Judicial en el campo Penal Juvenil.



1-      Que el Departamento de Estadística incorpore nuevos indicadores en materia Penal Juvenil relacionados con aspectos de interés para las y los operadores del sistema, luego de la consulta respectiva a los mismos;



2-      Que la Corte Plena asigne más recursos tanto materiales y personales a los despachos que tramitan la materia Penal Juvenil, en especial a aquellos cuya jurisdicción es de carácter nacional;



3-      Que la Corte Plena solicite ante el Poder Ejecutivo tener representación permanente ante el Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia, a efectos de contar con una ingerencia directa en los asuntos que afecten o importen al campo penal juvenil en relación con las personas víctimas y/o victimarios menores de edad;



4-      Que la Dirección Ejecutiva administre un fondo designado para sufragar las necesidades de transporte en el campo Penal Juvenil de personas menores de edad víctimas, testigos y/o victimarios, que no cuentan con los medios económicos para cubrir dicho rubro a fin de cumplir con los requerimientos procesales que les son impuestos;



5-      Que el Ministerio Público y la Defensa Pública en asocio del Departamento de Tecnología de la Información brinden la posibilidad de tener un acceso directo informático en línea en la página web del Poder Judicial para consultas de personas menores de edad, víctimas y/o victimarios dentro del campo Penal Juvenil, a fin de evacuar sus dudas, respetándose en todo momento el Principio de Privacidad;



6-      Que la sección de Audiovisuales y el Departamento de Tecnología de la Información realicen las gestiones necesarias a fin de contar con acceso a video conferencias desde los distintos centros especializados de detención en materia Penal Juvenil y los despachos judiciales correspondientes que así lo requieran, sin perjuicio del respecto en todo momento al Derecho a la Privacidad y al Principio de Confidencialidad;



7-      Que el Consejo de la Judicatura, el Ministerio Público y la Defensa Pública elaboren un perfil, que incluya las características, habilidades y destrezas que deben reunir las y los profesionales destacados en la materia Penal Juvenil, y que quienes sean seleccionadas(os) reciban previo a su incorporación laboral capacitación teórico-práctica sobre la materia Penal Juvenil;



8-      Que el Consejo de la Judicatura implemente un concurso especializado de Juez 5 en materia Penal Juvenil, que tienda a la especialización en la resolución de la Casación y la Revisión en dicho campo;



9-      Que el Consejo de la Judicatura elimine los concursos mixtos en donde incorpora también a la materia Penal Juvenil ( por ejemplo el de Juez III en materia de Familia y Penal Juvenil), a fin de que quienes sean nombrados en el futuro en propiedad en el campo Penal Juvenil hayan tenido que pasar por el escrutinio de exámenes especializados en su campo y calificados por un tribunal que sea igualmente especializado en materia Penal Juvenil;



10-  Que la Corte Plena en resguardo del Principio de Especialización elimine en aquellos lugares donde exista el recargo de Penal Juvenil a la materia de Familia, y que si en todo caso por alguna razón se deba recargar a alguna materia, lo sea a la Penal de Adultos;



11-  Que la Comisión de Construcciones y las instancias administrativas correspondientes facilite (sic) la edificación de lugares apropiados y adaptados a las necesidades particulares, en donde se pueda atender adecuadamente en los despachos que tramitan la materia Penal Juvenil tanto a víctimas como a victimarios personas menores de edad, tendiendo a evitar en todo momento su revictimización;



12-  Que el Consejo Superior del Poder Judicial cree una nueva Secretaría Especializada en el campo Penal Juvenil, desde donde se pueda estimular un intercambio permanente de inquietudes y una búsqueda de respuestas institucionales y legales a problemas relacionados con el campo Penal Juvenil.



  San José, 7 de junio de 2011



 



 



 



 



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



 Corte Suprema de Justicia
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CIRCULAR Nº 104-2012



 



 



 Asunto:   Obligación de supervisar para que se incluyan correctamente los datos de las personas en los sistemas informáticos de la Institución .-



 



 



A TODAS LAS JEFATURAS JUDICIALES DEL PAÍS



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión Nº 63-12, celebrada el 3 de julio de 2012, artículo XXVI, a solicitud de la Comisión de Acceso a la Justicia, acordó comunicarles que es su obligación supervisar para que la información y los datos de las personas se incluyan correctamente, tanto en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, como en todos los sistemas informáticos de la institución, de lo contrario se aplicará el régimen disciplinario según corresponda.



 



San José, 5 de julio de 2012



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



Ref.: 4509-12.
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Publicada en Boletin número 168 del 03 Sep 2013







CIRCULAR Nº 117-2013



Asunto:      “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y 



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



 



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES 



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



I.         INTRODUCCIÓN 



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades. 



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios. 



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



[bookmark: _ftnref1]Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.




II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.















				DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA 



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE 



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA 



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				ACTITUDINAL



				[bookmark: _ftnref2]Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense)[2] . 



 



				 Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



 Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



 Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.



 Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



 Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



				Permanente 



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Contraloría de Servicios. 



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada. 



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



Alianzas establecidas.



Mecanismo o mejoras instauradas.



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				 Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.



 Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



 Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



 Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



 Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



 Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



				Permanente



1 año  



Anualmente



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia



[bookmark: _ftnref3]Diferentes centros de Responsabilidad[3]



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias



				Mecanismos y mejoras establecidas



Estrategia elaborada e implementada.



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



				 Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



 Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



 Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo. 



				Permanente



Permanente



1 año



Permanente



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



Departamento de Personal



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



Diagnóstico elaborado



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				[bookmark: _ftnref4]En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4] desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas. 



Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.



				 Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



 Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



 Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



				Permanente



Permanente



1 año 



1 año



				Comisión de Acceso a la Justicia.



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación  realizada.



Cantidad de usuarios que accesan la página.



Proyecto de creación.



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				 Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



 Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.



				Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Manuales y protocolos elaborados.



Directrices establecidas.







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



				 Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Permanente



Anualmente



				Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



				Indicadores establecidos.



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



				 Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



 Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



[bookmark: _ftnref5] Constatar las condiciones de infraestructura y otros[5] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.



				Permanente



Permanente



Permanentes



Permanente



				Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



Traslados realizados.



Mejoras consideradas



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



				 Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



 Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



				Anualmente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia



				Política aprobada.



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



				 Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial. 



 Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



 Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.



 Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



 Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad. 



 Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



 Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



 



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



Sitio y Sub-sitios web ajustados.



Especificaciones establecidas.



Alertas establecidas.



Mejoras implementadas.



Cantidad de terminales adaptadas.



Herramientas implementadas.












III.      ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



3.1 .     Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



[bookmark: _ftnref6]La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”[6]. Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



            



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades. 



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



3.2 .     Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



 Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.



 Propiciar investigaciones en los temas de interés. 



 Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros. 



 Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales. 



 Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación. 



 Confección de material informativo. 



 Propuestas de reformas.



 Establecimiento de redes, entre otros.



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



3.3 .     Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



 Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



 Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



 Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



 Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



 Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



 Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



 Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



3.4 .     Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



 



				
POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA







				Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.



 







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.



Quejas de los usuarios/as



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad. 



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación. 



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.







				Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



				Falta de capacitación en materia de control interno.



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				Actividades de control y seguimiento 







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución 



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión. 











3.5.      Impacto esperado del Plan.



 Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



 Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



 Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



3.6. Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan. 



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado. 



				



				



				



				



				



				



				



				



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan, identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				



				



				



				



				



				



				



				



				



				



				











         San José, 2 de junio de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



Dz/Ref.: 4639, 6654-13.












[1] En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.



[2] Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.



[3] Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior.



[bookmark: _ftn4]3  Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personas afrodescendientes.



[5]  Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.



[6]  Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001.







Publicada en Boletin número 9 del 14 Ene 2014



CIRCULAR Nº 194-2013



Asunto:   “Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO”.-



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES 



QUE TRAMITAN MATERIA PENAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 100-13, celebrada el 24 de octubre de 2013, artículo LIII, aprobó el siguiente “Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO”, cuyo texto literalmente dice: 



“Protocolo para la acreditación de la idoneidad 



de intérpretes judiciales de LESCO



Justificación



  Dentro de los diversos escenarios de la vida en sociedad, la necesidad de ejercitar sus derechos, no es ajena a la población sorda. No obstante, el acceso a los instrumentos y mecanismos que los garanticen, y la exigibilidad de estos ante la administración de justicia, se ve entorpecido por las barreras de comunicación e información, a las que se enfrenta frecuentemente este grupo.  



  Una de las obligaciones impostergables de los Poderes Judiciales, es garantizarle a las y los ciudadanos (as) en general, acceder a la justicia sin discriminación alguna. En el caso de la población sorda para lograrlo, es necesario asegurar canales de comunicación efectivos y eficaces, que les permitan conocer sus derechos, los mecanismos para accederlos, los servicios que ofrece la institución, procedimientos, resoluciones y cualquier otra información necesaria, para una adecuada interacción con la administración de justicia.



  La aprobación de políticas institucionales sobre acceso al a justicia,[1] para personas en condición de vulnerabilidad, así como la producción de directrices, lineamientos y circulares específicas de la materia, junto con la creación de instancias judiciales para su ejecución, evaluación y monitoreo, reflejan el compromiso del Poder Judicial para la eliminación de barreras y consecuentemente, el mejoramiento de la administración de justicia.



El sistema judicial como garante de la aplicación de los derechos fundamentales, asumió el compromiso de velar por la correcta atención, de las poblaciones consideradas en condición de vulnerabilidad, reconociendo que estos grupos enfrentan mayores obstáculos, para acceder al sistema de justicia en procura de la tutela de sus derechos. 



La fidelidad a este compromiso, sumada a la obligatoriedad legal de respetar los preceptos establecidos en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, cuya filosofía se fundamenta en la adopción de un modelo de la discapacidad, basado en el modelo social y de derechos humanos, contribuye a promover la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad auditiva y la cohesión social.



No obstante los esfuerzos realizados hasta ahora, es indispensable la promoción de nuevas políticas públicas que garanticen, con mayor eficacia la salvaguarda de derechos y la incorporación de perspectivas novedosas, para mejorar  el acceso a la justicia de la comunidad sorda; que orienten el trabajo cotidiano de los (as) operadores (as) del sistema judicial. Igualmente, es imprescindible proveer recursos  y herramientas que optimicen la gestión judicial.



El acceso a la justicia es un derecho fundamental (artículo 41 de la Constitución Política), asimismo, es un derecho instrumental y como tal hace posible la exigibilidad, de todos los derechos que asisten a la población con discapacidad. De ahí la importancia de asegurar canales de comunicación efectivos, que faciliten a las personas sordas la comprensión, en todas las actuaciones judiciales en las que participen, 



El convencimiento institucional de que el único camino de cara al mejoramiento del servicio, es la humanización de la justicia, se constituyen en el telón de fondo para que el Poder Judicial, garantice la satisfacción de los requerimientos particulares de las poblaciones, que exigen una atención especial y diferenciada, en este caso las personas con discapacidad auditiva.



Por otra parte, la comunidad de sordos de Costa Rica - no obstante-  reconoce los esfuerzos realizados para la reducción de barreras que enfrenta su grupo poblacional, ha emplazado al Poder Judicial para resolver a la brevedad, la dificultad originada en la carencia de intérpretes idóneos (as), para la interpretación en audiencias y diligencias judiciales, o en cualquier otro acto judicial que se necesite, en las que se requiere por seguridad jurídica, eliminar cualquier margen de error en la comunicación.  La seguridad jurídica, el principio de defensa, el principio de igualdad ante la ley, el principio de no discriminación, entre otros, forman parte de las garantías constitucionales que debe tener toda persona, cuando se enfrenta a la administración de justicia y la falta de personas intérpretes idóneas y calificadas, sin duda incide en las posibilidades de concretización de estos principios y garantías constitucionales.  



Aunado a lo anterior, se ha evidenciado inopia de intérpretes, pues hasta ahora la mayoría no cuenta con el  perfil necesario, para ejercer la función en sede judicial, ni existe en el país un ente certificador que garantice su idoneidad; por lo que se han presentado cuestionamientos en relación con las personas intérpretes judiciales inscritas para actuar judicialmente, lo que torna más compleja  la situación y hace más urgente la atención a corto plazo de la problemática, para asegurar una interpretación de calidad; por lo que un propósito adicional que se puede lograr con el Protocolo, es motivar a otras personas para que tomando en cuenta el perfil definido, se formen como intérpretes judiciales. 



Ante las vicisitudes que se presentan en la práctica de la interpretación, el Poder Judicial requiere definir las pautas que permitan la contratación de personas idóneas, para el ejercicio de esta profesión, asegurando así un servicio de calidad a las personas sordas, ello en estricto apego a la doctrina de los derechos humanos, instrumentos internacionales y nacionales, entre ellos la Ley 9049[2], Ley de Reconocimiento del Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO) como lengua materna; que señala en su artículo segundo, la obligación de las entidades públicas y privadas, de garantizar el derecho de las personas sordas y con sordo ceguera, a usar la lengua de señas costarricense, para hacer efectivo el ejercicio de sus derechos y libertades constitucionales.



Ahora bien, dada la complejidad propia del ámbito judicial, el (la) intérprete de LESCO que intervenga en un proceso judicial, debe conocer los aspectos fundamentales de la administración de justicia, y contar con un buen manejo del vocabulario específico, tanto en español como en LESCO, puesto que su función primordial es asegurar niveles óptimos de comunicación e información de calidad. De ahí los esfuerzos que realiza la institución en este campo, incluyendo la creación de este Protocolo para la idoneidad de interpretes judiciales en LESCO



Marco conceptual y jurídico



Para comprender la necesidad que tiene el Poder Judicial, de contar con personas intérpretes de LESCO,  que participen en audiencias y actos judiciales, es importante describir el desarrollo de la lengua de señas y de la labor de interpretación. 



La comunicación es inherente al ser humano, por tanto, el uso de diversas formas comunicativas muestra en esencia la necesidad de interactuar socialmente, para la  construcción de vínculos entre los individuos.



Dentro de la diversidad de lenguajes que las personas han utilizado a través de la historia, el uso de señas se considera uno de los más antiguos; incluso más que la misma lengua oral, base de la comunicación humana.



Es difícil ubicar el nacimiento del uso de señas en un lugar determinado, existe más bien una razón común para utilizarla: la comunicación entre grupos de personas que de otra forma no hubiesen podido interrelacionarse, es decir grupos de personas sordas entre sí y con personas oyentes.



Es bastante probable que la Lengua de Señas Costarricense tal y como se conoce en la actualidad, se haya originado a partir de una mezcla entre la lengua de señas española y señas autóctonas de Costa Rica, producto de viajes de estudio que se realizaban las personas sordas a España.



A partir de 1940 año en que se crea la Escuela de Enseñanza Especial Fernando Centeno Güel, se da un desarrollo importante de esta lengua, al facilitarse la interacción de jóvenes alumnos (as) que comparten socialmente en los recreos y se comunican mediante señas. Con el pasar del tiempo la lengua continúa evolucionando, y nacen nuevas señas que produce la comunidad sorda al concentrarse a departir en locales comerciales en San José y en parques en las cabeceras de provincia.[3]



Lógicamente con el surgimiento de la lengua de señas, nace la necesidad de la interpretación cuyo objetivo es ofrecer al (la) usuario (a) de ese servicio, principalmente la persona sorda pero también la oyente, el acceso a la información facilitando la comunicación en ambos sentidos, con ello en el ámbito judicial se propicia el acceso a la justicia y el ejercicio de los derechos de esta población.



En el caso de la interpretación en lengua de señas, el papel de un (a) intérprete con formación profesional adquirida a través de una instancia educativa superior, es novedoso pues hasta hace poco tiempo se ofrece la interpretación como carrera técnica en la Universidad de Costa Rica, dentro del programa de extensión docente PROGRESO (Programa regional para la sordera), no obstante, actualmente persiste en el ejercicio de esta labor, la práctica que realizan familiares o amistades de personas sordas, de realizar la interpretación como un apoyo no profesional, lo cual puede originar conflictos desde el punto de vista lingüístico, cultural o de ética profesional, puesto que esta interpretación surge de la familiaridad y la buena voluntad de los sectores implicados.



  Tratándose de acceso a la justicia para la población sorda en Costa Rica, el Poder Judicial debe asegurarse de realizar los ajustes razonables pertinentes, por tal razón es menester que la persona con discapacidad auditiva, cuente con los servicios adecuados de interpretación y con los equipos de apoyo necesarios. La comunicación en este sentido no se limita a la lengua de señas, también es necesario el conocimiento amplio y profundo sobre la discapacidad auditiva y sobre lo que ella implica en el campo de la comunicación social.



            Por otra parte, la Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad[4], ratificada por la Asamblea Legislativa de Costa Rica, mediante la promulgación de la Ley No. 8661 del año 2008, marca un hito al reconocer explícitamente el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones (artículo 13). El modelo social y de derechos humanos, nuevo paradigma en el que se fundamenta este instrumento, propugna la autonomía de las personas con discapacidad, y establece la obligación de  asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, sin discriminación alguna.



            En el artículo segundo reconoce la lengua de señas al establecer que: “Por lenguaje se entenderá tanto el lenguaje oral, como la lengua de señas y otras formas de comunicación no verbal (…)”.



            Las obligaciones derivadas del artículo 13 citado, incluyen los ajustes de procedimientos - que pueden ser adecuados a la edad - para asegurar el desempeño de las personas con discapacidad, cuando actúan directa o indirectamente en los procedimientos judiciales, en las diferentes etapas y cualquiera sea su condición.



            Esta Convención también señala que los Estados asegurarán que las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, no se vean privadas de su libertad en forma arbitraria o ilegal y “que la existencia de una discapacidad no justifique en ningún caso una privación de libertad” (artículo 14). 



            



[bookmark: TOC453514423]            En igual sentido se encuentra fundamento legal, en la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad[5] Ley N° 7948-1999, que en su artículo primero párrafo segundo establece: “a) El término “discriminación contra las personas con discapacidad” significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.”



            En síntesis, la discapacidad no puede ser una limitante dentro del proceso judicial, por lo que la intervención de la persona intérprete en LESCO, asegura el respeto a las garantías legales y constitucionales, a través del ejercicio del debido proceso,  en toda actuación judicial.



En concordancia entonces con el marco jurídico establecido a partir de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, la Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad y su Reglamento[6], las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, la Política de Igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial, el Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial[7] y demás normativa institucional; todos ellos instrumentos que promueven la equidad en el trato, la no discriminación y el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad y en el caso particular de las personas sordas; el Poder Judicial garante de la aplicación de los derechos de esta población y para asegurar plenamente su goce, adopta el Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO.



Propósito



            El Protocolo en sí mismo se constituye en una herramienta que permite a las autoridades judiciales por medio de las instancias administrativas correspondientes y a partir del diseño y aprobación de un perfil idóneo, proveer a las personas usuarias del sistema de justicia de intérpretes cuya formación garantice, a las personas con discapacidad auditiva, la eliminación de barreras comunicativas y de información, para el acceso a la justicia en igualdad de condiciones que la población en general, a partir del reconocimiento y respeto de la diversidad, propiciando asimismo el mecanismo adecuado para que la interpretación se realice con profesionalismo, de manera ética e imparcial, asegurando un tratamiento digno a esta población.



            La aplicación de este Protocolo garantiza al Poder Judicial de Costa Rica,  que las personas profesionales en interpretación, poseen las competencias necesarias para asistir a las personas sordas, en todas las actuaciones judiciales (incluyendo conciliaciones y arbitrajes) en que participen cualquiera sea su rol como sujeto procesal. 



Personas beneficiarias y destinatarias



Son personas beneficiarias de este Protocolo, las que integran la comunidad sorda y que interactúan en el sistema judicial, para hacer efectivo el ejercicio de sus derechos.



Asimismo, se define como personas destinatarias de este instrumento, a las personas intérpretes de la Lengua de Señas Costarricense inscritas en el Poder Judicial, para actuar como intérpretes en audiencias o diligencias judiciales, y a las (os) funcionarias (os) judiciales, en lo que les competa.



[bookmark: _ftnref8]Principios Orientadores[8]



Al hablar de principios y su aplicación a situaciones concretas, es importante y además necesario considerarlos en relación con sus atributos de transversalidad e interdependencia, por cuanto unos a otros se complementan para otorgar a las personas destinatarias, la protección requerida según sean sus especiales circunstancias. 



A ninguno de ellos debe atribuirse un valor mayor, cada uno cumple una función específica, que requiere considerarse integralmente y en relación directa, con otras áreas susceptibles de protección, para asegurar su aplicación armónica en aras de lograr una postura respetuosa de los derechos humanos de las personas destinatarias.



Para los efectos de este protocolo y sin perjuicio de no ser una lista taxativa, se citan los siguientes principios: 



No discriminación por razones de discapacidad



El principio promueve la eliminación de toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales. 



El Poder Judicial velará por la erradicación de cualquier práctica discriminatoria, facilitando los espacios de información, comunicación y participación para las personas sordas, en su relación con la institución.



No violencia



Constituye un acto de violencia, invisibilizar e ignorar las necesidades de las personas con discapacidad auditiva. Por ello la institución debe ejecutar acciones para erradicarlas. Se debe promover la eliminación de malas prácticas, prevenir que se presenten en el futuro y sancionar en caso de que persistan. La interpretación en LESCO es indispensable para reconocer y solventar las necesidades de las personas con discapacidad auditiva. 



No revictimización



La revictimización consiste en acciones u omisiones, que contribuyen al detrimento del estado físico, mental y/o afectivo emocional de la persona víctima, en este caso con discapacidad auditiva. 



[bookmark: _ftnref9]Con el fin de evitar situaciones revictimizantes[9] el Poder Judicial promoverá la contratación de personas intérpretes judiciales en LESCO idóneas.



Igualdad de oportunidades



El logro de la igualdad de oportunidades se refiere al proceso mediante el cual los diversos sistemas de la sociedad, el entorno físico, los servicios, las actividades, la información y la documentación se ponen a disposición de todas las personas, especialmente de las personas con discapacidad. Es decir, es un principio que va más allá de la igualdad formal que trata a todas y todos por igual, al valorar sus diferencias.



En el ámbito judicial tratándose de personas con discapacidad auditiva, este principio se materializa, mediante acciones que facilitan su interacción con los (as) funcionarios (as) y promueven  un nivel  óptimo de comunicación y acceso a la información, entre otras la contratación de personas intérpretes idóneas en Lengua de Señas Costarricense.



Equidad



Relacionado con el Principio de Igualdad de Oportunidades que valora las diferencias que caracterizan a los seres humanos, el Principio de Equidad promueve la adopción de acciones individualizadas para que las personas con discapacidad - en este caso auditiva- disfruten del derecho de acceder a la justicia, en iguales condiciones que las demás personas, o bien realizando las adaptaciones que el caso específico requiera. 



Respeto a la diversidad



    



[bookmark: _ftnref10]Este principio permite evidenciar las diferencias que caracterizan a todas las personas, ya sea en relación con la edad, género, etnia, condición económica, nacionalidad, discapacidad, opción sexual, etc., para asegurar un trato adecuado. Por tanto se deberá garantizar a la persona sorda un (a) intérprete idóneo (a) en Lengua de Señas Costarricense en todas sus variables, considerando los regionalismos, modismos propios del grupo etario, diferencias de género u otras formas de comunicación a las que recurre esta población tales como la comunicación gestual visual o señas naturales.[10]



Accesibilidad



Si bien este principio se identifica comúnmente con la accesibilidad al entorno físico, promoviendo medidas para la eliminación de barreras arquitectónicas, también incluye la eliminación de barreras que impiden el acceso a la información y la comunicación - dos componentes muy importantes de este principio, para las personas sordas- al interactuar en el entorno judicial. Por esto, los (as) servidores (as) judiciales deben promover que las personas sordas, alcancen niveles óptimos de comunicación y acceso a la información en cualquier ámbito, poniendo a su disposición los recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, facilidad de expresión y privacidad mediante una interpretación idónea.



Vida independiente



Con el fin de que las personas sordas tomen el control de sus acciones y decisiones en el ámbito judicial, es vital que todos los procesos en los que participan sean accesibles, lo que necesariamente requiere el apoyo de un (a) intérprete judicial de LESCO capacitado (a) y que cumpla con un perfil idóneo.



Participación conforme a la edad cronológica



Este principio promueve un tratamiento respetuoso para las personas con discapacidad, independientemente de su edad. Cada persona debe ser tratada en relación con su edad cronológica - sin menoscabo al respeto que merecen los niños y niñas -  una persona adulta con discapacidad, debe ser tratada como tal, y no como un (a) infante, pues en ese caso se estaría limitando su autonomía. Los (as) intérpretes judiciales deben aplicar este principio y facilitar la participación plena de las personas sordas.



Interés superior de la niña, el niño y adolescentes



Toda instancia pública o privada y en este caso el Poder Judicial, cuando se trate de una niña, un niño o adolescente con discapacidad auditiva, debe tomar en consideración la condición de persona menor de edad, sujeta a derechos, deberes y responsabilidades, en relación con su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento, comprensión, capacidad de comunicación y demás condiciones personales, así como su entorno socioeconómico y cultural, con el fin de respetar sus derechos. Es indispensable cuando se realiza una interpretación judicial tener en cuenta estas circunstancias.



Transversalidad



Se trata de considerar todos y cada uno de los ámbitos de organización social, para incorporar las necesidades, aspiraciones y características de las personas, grupos y pueblos. En el caso de las personas con discapacidad auditiva, como partícipes de los procesos judiciales, al transversalizar su perspectiva se logra que sus experiencias, necesidades e intereses, se incorporen integralmente en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las políticas y programas institucionales, de manera que gocen de los servicios en condición de igualdad y equidad.



Integridad e interdependencia



Los derechos de las personas con discapacidad auditiva, deben observarse de manera armónica e integrada, con todos los demás principios que conforman el ordenamiento jurídico internacional sobre derechos humanos.  



Conceptos



Sordera



[bookmark: _ftnref11]Condición que presenta una persona que no cuenta con la capacidad de escuchar los sonidos de su ambiente (por ej. el lenguaje oral) y/o ve disminuida, en alguna medida, dicha capacidad.  La sordera es una condición que evita que un individuo reciba sonido en todas o casi todas sus formas, afectando en diversos grados sus habilidades para la comunicación oral.[11] 



Desde un punto de vista antropológico, la sordera es vista como una “condición” que identifica a un grupo de personas, desde el desarrollo de una lengua de modalidad visual-gestual (señas), a partir de la cual se crea una identidad y cultura propia del grupo señante.



Pérdida auditiva 



[bookmark: _ftnref12]Se presenta en individuos sordos o anacústicos quienes tienen una limitación auditiva que impide procesar la información lingüística a través del oído, con o sin amplificación; así como a individuos hipoacústicos que tienen una audición suficiente para poder procesar la información lingüística con ayuda de un amplificador (audífono). [12]



Contexto lingüístico – cultural 



Entorno lingüístico del cual depende el sentido y el valor de una palabra, frase o fragmento considerados, desde la perspectiva de un grupo de personas sordas, que tienen la lengua de señas como su primer idioma.



Comunidad Sorda



[bookmark: _ftnref13]“Se refiere al grupo de personas sordas que usan una lengua de señas y que a partir del uso de la misma, se generan sentimientos de identidad grupal, auto reconocimiento e identificación como sordo”.[13] Dentro de esta perspectiva, la persona Sorda es considerada como un miembro real y potencial de la comunidad sorda, la cual se independiza lingüística y culturalmente de la comunidad mayoritaria oyente, pero se integra económica y contextualmente a la sociedad industrial.



Identidad sorda



[bookmark: _ftnref14]Se refiere al reconocimiento de las personas como sordas y en estrecha relación a su lengua de señas, la historia de sus pares lingüísticos, su comunidad y cultura.[14] 



LESCO



Lengua materna de la comunidad sorda costarricense.



Discapacidad



[bookmark: _ftnref15]Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.[15]



Discriminación por motivos de discapacidad



[bookmark: _ftnref16]Cualquier distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar, impedir, anular o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables.[16]



Ajustes razonables



Se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad auditiva el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.



Perfil de la persona intérprete de LESCO  



en el Poder Judicial



El papel del (la) intérprete de LESCO dentro del ámbito judicial, debe responder a una especialización jurídica de la lengua tanto oral como de señas, ya que los términos a utilizar son particularmente específicos del ámbito legal, y por tanto el (la) intérprete deberá cumplir con requisitos directamente relacionados con ese campo del saber;  además de los propios de la función de interpretación, asegurando así un ejercicio profesional objetivo y fidedigno.



En el contexto judicial es importante comprender que el arte de la interpretación, se refiere a la traducción que hace el (la) intérprete, de lo que quiere expresar una persona sorda, durante una audiencia o acto judicial, y de lo que los (as) operadores (a) jurídicos (as) necesitan expresarle. La interpretación debe ajustarse únicamente a lo manifestado por ambas partes, asegurando con certeza la comprensión y garantizando calidad en la información.



Por ello, es indispensable para asegurar el respeto de los derechos fundamentales de las personas sordas, facilitar niveles óptimos de comunicación y acceso a la información.  De vital importancia resulta entonces, considerar los requisitos que debe cumplir  el (la) Intérprete de LESCO. 



Estos requisitos se fundamentan en los conocimientos y habilidades adquiridos no solo en el ámbito académico,  sino en el bagaje cultural, interacción social y atributos éticos de la personalidad de los y las intérpretes de LESCO.



Habilidades



[bookmark: _ftnref17]Lingüística[17]



La persona intérprete debe poseer habilidad para utilizar correctamente los códigos, la estructura y reglas gramaticales propias de la lengua de señas y la lengua oral castellana.



El (la) intérprete de LESCO requiere contar con un amplio vocabulario, tanto en la  lengua oral como en lengua de señas, con el propósito de ofrecer una interpretación apegada a los términos a interpretar; pero más allá de ello es parte de su función, demostrar una apropiada construcción gramatical del mensaje en ambas lenguas, al trasladar las representaciones abstractas que vienen contenidas dentro de un mensaje, y que sin duda son importantes en cualquier escenario, pero que se vuelven vitales en la interpretación judicial.



Asimismo, es conveniente poseer conocimientos a nivel de vocabulario jurídico y su significado, tanto en la lengua castellana como en la LESCO,  para responder a una interpretación acorde con las vicisitudes de la materia judicial.



Socio- lingüística



El (la) intérprete debe dominar y demostrar variedad lingüística de la lengua de señas, para alcanzar una interacción óptima con personas nativas de LESCO, personas sordas cuya primera lengua es el español, personas sordas bilingües, personas sordas usuarias de señas naturales, etc.



Debe poseer habilidad para comprender la LESCO con acentos regionales o locales y las expresiones propias de las provincias. Asimismo las señas propias de diversos grupos como es el caso niñas, niños, adolescentes, u otros.



Traslativa 



La interpretación es un proceso mental de alta complejidad, en el que participan diferentes niveles de análisis, sobre la información recibida: vocabulario, estructura de las palabras, coordinación y unión de las palabras para formar oraciones, sonido de la voz,  contexto socio-lingüístico y cultural. 



Por tal razón, el (la) intérprete debe tener la habilidad de trasladar la información recibida rápidamente, de la lengua de señas a la oral y viceversa, con la mayor fidelidad posible.



Este proceso de traslado de la información implica, capacidad de atención para escuchar y luego signar el mensaje, y en el mismo sentido, capacidad de concentración para  observar y comprender las señas, y trasladar el mensaje a la lengua oral.



Tecnológica



Debe conocer y saber utilizar los recursos tecnológicos e innovar para garantizar el acceso a la información que sea necesaria para desarrollar el servicio de interpretación.



Vocación de servicio



Debe tener la suficiente sensibilidad para comprender, que las personas sordas y oyentes son usuarias de sus servicios, esto implica una vocación permanente de servicio, comprensión de sus requerimientos y solución de las necesidades de interpretación, bajo los estándares de calidad establecidos.



Capacidad de adaptación



La persona intérprete debe estar en posibilidad de trascender las barreras culturales, tanto de la comunidad sorda, como de las personas oyentes; debe ser capaz de trasladar la información respetando la cultura lingüística de ambas poblaciones, sin eliminar los elementos que les caracterizan.



Sinergia



Es importante en el (la) intérprete, la capacidad de sumar sus esfuerzos, a los de profesionales de distintas disciplinas que intervienen en las audiencias y procesos judiciales, con el fin de que la persona sorda usuaria, reciba una atención integral que cubra sus necesidades y en resguardo de sus derechos.



Iniciativa



 



Se refiere a la capacidad para responder con rapidez, eficiencia y eficacia, ante nuevos requerimientos dentro del plano de la interpretación,  y en relación con la forma de  encontrar la transmisión  idónea de un mensaje, independientemente de su complejidad.



Perfil por competencias de la persona intérprete judicial de LESCO



[bookmark: _ftnref18]Una vez determinadas las habilidades básicas que debe poseer una persona intérprete, se procede a establecer los requisitos[18] mínimos que el Poder Judicial de Costa Rica, estima indispensables para contratar a los y las intérpretes de Lengua de Señas Costarricense, que prestarán sus servicios en la institución, para participar en todo actuación judicial en la que sean requeridos (as), a partir del establecimiento de un perfil por competencias.



1. Identificación del perfil



				



				



				







				1. Nombre del Cargo



				Intérprete judicial de LESCO 







				2. Departamento que designa, contrata  y remueve



				Dirección Ejecutiva







				3. Tipo de interviniente



				Intérprete neutral







				4. Supervisión durante la prestación del servicio



				Jefatura del despacho







				5. Tipo de contratación



				Contrato por servicios profesionales











2. Contexto propio



				



				







				En cumplimiento de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por Costa Rica mediante Ley N° 8661-2008, la participación de un (a) intérprete judicial en los procesos, procedimientos o actuaciones judiciales, es indispensable para asegurar el respeto de los derechos fundamentales de las personas sordas, para así facilitar niveles óptimos de comunicación y acceso a la información.  



Los requisitos que debe cumplir el (la) Intérprete de LESCO, se fundamentan en los conocimientos y habilidades adquiridos no solo en el ámbito académico,  sino en el bagaje cultural, interacción social y atributos éticos de la personalidad de los y las intérpretes de LESCO.











3. Objetivos de la función de interpretación



				



				







				1. Garantizar mediante el ejercicio eficiente y eficaz de la función interpretativa, que la comunicación entre las personas sordas y otras personas que intervienen en los procesos, procedimientos o actuaciones judiciales, se produzca sin vulneración alguna a los derechos humanos de esta población.



2. Asegurar que la información requerida por las personas sordas, sea suministrada y comprendida a cabalidad, para alcanzar un nivel de certeza óptimo en la comprensión.











4.-Requisitos mínimos



				



				



				







				1. Título requerido



				Título de conclusión de educación diversificada.



[bookmark: _ftnref19]Título de Intérprete en Lengua de Señas Costarricense, otorgado por el Programa PROGRESO de la Universidad de Costa Rica.[19]







				2. Certificación de competencias



				[bookmark: _ftnref20]Otorgada por el ente certificador. [20]







				3. Experiencia



				Dos años de experiencia en interpretación, debidamente comprobada.







				4. Estudios específicos



				[bookmark: _ftnref21]Curso Jurídico para Intérpretes de la Lengua de Señas Costarricense.[21]







				5.-Conocimientos específicos (dominio)



				Lengua de Señas Costarricense y de la cultura de las personas sorda.



Español



Cultura de las personas oyentes.



Variaciones lingüísticas regionales de la LESCO. 



Comunicación gestual visual.







				6.- Tecnologías de la información



				Manejo internet a nivel usuario











5. Requisitos deseables



				



				



				







				1. Título 



				Carrera Técnica







				2.- Título 



				Carrera Universitaria







				     3.- Titulo



				Cursos de formación complementaria











6. Competencias de la persona intérprete



				TAREAS



				HABILIDADES



				CONOCIMIENTOS 



				VALORES







				Facilitar a través de la interpretación la comunicación entre las personas sordas y cualquier otro sujeto procesal. 



				Habilidades



- Lingüísticas



- Socio-lingüísticas



- Traslativas



- Tecnológicas



- Vocación de servicio



- Capacidad de adaptación



- Sinérgicas



- Iniciativa 



- Comunicación efectiva



- Capacidad de trasmitir el tono e intencionalidad del mensaje de la misma forma en que fue emitido



- Expresión corporal



- Capacidad de establecer, mantener y recuperar el contacto visual 



- Uso del espacio 



- Capacidad de atención concentración en todas variables



- Capacidad para detectar la variabilidad de características comunicativas individuales de la persona sorda.



- Capacidad de autoevaluar si él o ella como interprete esta en condiciones de solventar  las características comunicativas de la persona sorda



				Dominio (fluidez y claridad) de:



- Lengua de Señas Costarricense (acreditación de haber alcanzado el nivel más avanzado de LESCO disponible en el país)



- Cultura de las personas sordas. 



- Español: escrito y oral



- Estructura gramatical en español y LESCO



- Cultura de las personas oyentes.



- Cultura general 



- Variaciones lingüísticas regionales de la LESCO (básicas)



- Comunicación gestual visual.



- Articulación clara y visible de las palabras que permita diferenciar palabras que son sinónimo.



- Teoría de la comunicación 



- Formas de llamar la atención de una persona Sorda 



- Uso del espacio



- Código de vestimenta



[bookmark: _ftnref22]-Conocimiento básico de las diferentes instancias y servicios judiciales y el rol de cada sujeto procesal.[22]



				- Confidencialidad



- Objetividad



- Puntualidad 



- Responsabilidad:



-actualización 



-Cumplimiento estricto de la norma institucional e indicaciones del (la) servidor (a) judicial a cargo de la actuación.



- Fidelidad en la trasmisión del mensaje a ambas lenguas



- Capacidad de escuchas y aceptar criticas 



- Neutralidad



- Imparcialidad







				TAREAS



				HABILIDADES



				CONOCIMIENTOS 



				VALORES







				Asegurar que la información requerida por las personas sordas, sea suministrada y comprendida a cabalidad



				Habilidades



- Lingüísticas



- Socio-Lingüísticas



- Traslativas



- Tecnológicas



- Buena articulación



- Capacidad de adaptación



- Sinérgicas



- Iniciativa



- Memoria a corto y larga plazo en el ejercicio de la interpretación



- Capacidad atencional



- En las diversas formas de la interpretación tanto en Lengua de señas como en interpretación oral.



- Selección adecuada de los términos a interpretar según el perfil de la persona usuaria



- Monitoreo



- Versatilidad



- Fluidez en la LESCO y el español



				Conocimientos 



Dominio de:



-Lengua de Señas Costarricense y de la cultura de las personas sorda.



-Español



-Cultura de las personas oyentes.



-Variaciones lingüísticas regionales de la LESCO. 



-Comunicación gestual visual. 



-Generalidades del vocabulario legal y de los procesos.



				Valores 



- Vocación de servicio 



- Confidencialidad



- Imparcialidad



- Fidelidad del mensaje



- Flexibilidad



-Actualización      continua



- Empatía



- Respeto a la diversidad



- Discreción



- Objetividad



- Neutralidad



- Vocación de servicio











[bookmark: _ftnref23]Ética en la interpretación judicial[23]



Este enunciado se refiere a aspectos íntimamente ligados al proceso de interpretación, que complementan los requisitos y definen en mayor medida, la idoneidad de las personas intérpretes, para una adecuada interpretación y salvaguarda de sus derechos.



En el se regula una gama importante de temas, que sumados a los conocimientos de LESCO e interpretación gestual visual, facilitarán que se brinde un servicio de calidad para las personas sordas usuarias de los servicios judiciales.



Confidencialidad



Es deber de la persona intérprete guardar absoluta confidencialidad, con respecto a la información que sea de su conocimiento en función de la labor que desempeña, sea que se imponga de ella en forma verbal, documental o por cualquier otro medio. La información, que además de otros aspectos, puede incluir datos relacionados con las personas involucradas;  por ningún motivo podrá ser utilizada en favor suyo o de terceras personas



Fidelidad en la interpretación



La persona intérprete está obligada a transmitir fielmente, el contenido del mensaje en ambos sentidos; deberá interpretar en LESCO lo que manifiestan las autoridades judiciales, u otras personas que participan en la audiencia,  proceso judicial  o conciliación y de igual manera, deberá interpretar lo expresado por la persona sorda, sin agregar ningún juicio de valor. 



Imparcialidad



Está absolutamente prohibido para la personas intérprete, emitir juicios de valor, mientras realiza su labor, la misma regla aplica en caso de tener contacto previo con la (s) persona (s) sorda (s). Es su deber abstenerse de realizar comentarios personales, opinar, aconsejar, manipular, modificar el mensaje o tomar partido. 



El deber de imparcialidad implica además, abstenerse de anteponer sus creencias religiosas, políticas, convicciones, estado anímico, preferencia sexual, intereses personales, comerciales o profesionales.



Es prohibido que una persona intérprete realice esta labor, en caso que existan lazos  consanguíneos o por afinidad con la persona sorda, que puedan comprometer su imparcialidad. 



Respeto



El (la) intérprete debe mostrar respeto por los valores, creencias y costumbre de las personas sordas, aun cuando no los comparta; este es un requisito indispensable para el ejercicio adecuado de su labor.



Privacidad



No está permitido al (la) intérprete hacerse acompañar de terceras personas que interfieran en su labor, y en la privacidad inherente a esta. Se hace la salvedad en caso de requerirse la participación de otra persona intérprete en el mismo acto, o del acompañamiento de un (a) intérprete en formación. En este caso previamente a realizarse la diligencia deberá presentar el documento idóneo que acredite su condición. En ambas situaciones deberá contarse con el consentimiento de la persona sorda y de la autoridad judicial, la autorización mencionada también deberá otorgarse con anterioridad.



Normas de conducta



La persona intérprete tiene absolutamente prohibido, presentarse a realizar su función en estado de ebriedad, o bajo los efectos de cualquier otra sustancia que afecte sus capacidades.



Bajo ninguna circunstancia asumirá el  (la) intérprete, conductas discriminatorias que afecten la dignidad de la persona sorda. En todo momento deberá mostrar respeto por las diferencias basadas en la etnia, nacionalidad, edad, sexo, género, diversidad sexual, discapacidad, religión, condición económica, escolaridad, y cualquier otro aspecto que caracterice a las personas usuarias del servicio.



Puntualidad



El (la) intérprete deberá presentarse al acto para el cual haya sido contratado (a), con suficiente anticipación. Entiéndase para todos los efectos, su obligación de apersonarse con no menos de quince minutos de antelación, de la hora programada.



Presentación personal



[bookmark: _ftnref24]La vestimenta de la persona Intérprete de LESCO, cuando participa en audiencias judiciales, deberá ajustarse a la normativa[24] establecida por la institución, para los (as) funcionarios (as) judiciales. Es recomendable además que esta sea sobria en cuanto al uso de colores y diseños (evitar el uso de colores fuertes, rayas, diseños llamativos), que podrían causar distracción y dificultar la emisión y comprensión de la información de una lengua a la otra.



Es recomendable que las uñas se encuentren al natural, en caso de estar pintadas el diseño y el color debe ser discreto, con el fin de no interferir con la comunicación, pues se constituyen en un estímulo visual que distrae en relación con el mensaje que se desea transmitir.



Responsabilidad del (la) 



intérprete judicial de LESCO



  Es importante, para garantizar la mayor efectividad, que el (la) intérprete conozca el contexto psicosocial, en el cual se desenvuelve  la persona sorda y cualquier rasgo de su personalidad relevante para comunicación más efectiva; así como las circunstancias en las que se originaron los hechos. Esto le permitirá prepararse adecuadamente para la entrevista.



Información 



  Cuando la persona con discapacidad auditiva participe en una actuación judicial, cualquiera sea su condición, será responsabilidad del (la)  intérprete judicial de LESCO - sin perjuicio de que esta lista no sea exhaustiva- asegurar que mediante su interpretación comprenda con claridad:



				 La naturaleza de la actuación judicial o de conciliación en la que va a participar en un lenguaje claro y sencillo.







				 Las circunstancias de su participación  dentro de dicha actuación.







				 El nombre y ubicación de las instituciones que le pueden asistir si lo requiere, incluyendo la asistencia psicológica.







				 La función que desempeña el (la) Fiscal en un proceso judicial.







				 La función que desempeña el (la) Defensor (a) en un proceso judicial.







				 La función que desempeña el (la) Juez (a) en un proceso judicial o  Conciliador (a).







				 El tipo de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de las actuaciones judiciales o de conciliación.







				 Los derechos que le amparan en el seno del proceso.







				 La posibilidad de obtener asistencia técnico-jurídica gratuita, en los casos en los que corresponda.











Interrogatorio 



Con el fin de asegurar niveles efectivos de comunicación, la persona intérprete deberá, explicar a los (as) diferentes sujetos procesales o intervinientes en la conciliación, aspectos básicos sobre la labor de la interpretación, y los requerimientos que esta función conlleva, para asegurar el respeto de los derechos de las personas con discapacidad auditiva, y la calidad del servicio.



				



				







				 Durante las entrevistas a la persona sorda, los (as) operadores (as) jurídicos (as) deben utilizar lenguaje con estructura simple y vocabulario sencillo, para facilitar la labor interpretativa, asimismo, para asegurar la comprensión y comunicación de las personas sordas.







				 La importancia de realizar preguntas claras y directas, que tomen en cuenta la edad, el nivel de instrucción, el nivel de comunicación que alcanza la persona sorda, y sus condiciones socioculturales. En caso de que una pregunta esté compuesta por varias preguntas, éstas deben desagregarse y hacerse de una en una.







				 La necesidad que tienen los (las) funcionarios (as) judiciales de asegurarse, que la persona sorda comprende las preguntas y la naturaleza del acto, así como también sus consecuencias jurídicas, ya que de ello depende que no se violen sus derechos fundamentales, ni se produzcan situaciones discriminatorias.











Audiencia Oral



            Aunado a la responsabilidad del (la) intérprete, de realizar su labor en estricto apego a las obligaciones profesionales que le competen y los lineamientos establecidos en este Protocolo, debe asegurarse de informar a la persona sorda usuaria de sus servicios, todos aquellos aspectos relevantes, relacionados con el desarrollo de la actividad judicial, en una sala de juicio:



				 Previo al ingreso a la sala le informará a la persona sorda, la disposición de la misma, la ubicación del juez (za), del (la)  conciliador (a), demandantes y demandados (as), de los (as)  fiscales y defensores (as), así como también la ubicación de los (as) testigos o declarantes y del público.







				 La ubicación que ocupará en la sala, en su condición de intérprete.







				 El lugar que le corresponde ocupar a la persona sorda.







				 De manera sencilla y clara la importancia del acto a celebrar.







				 Resumidamente, la descripción de cada una de las etapas.







				 El comportamiento que debe guardar durante la audiencia.







				 En qué momento puede expresarse y la forma en la que podrá hacerlo.











Frente a la autoridad judicial



				 Acudir con puntualidad  al acto procesal. 







				 Dirigirse con respeto a la autoridad judicial entendiendo, también  como tal también a los (as) conciliadores (as) judiciales.







				 Interpretar con fidelidad omitiendo juicios de valor o comentarios adicionales.







				 Si lo requiere, deberá solicitar aclaración sobre cualquier aspecto que se escape a su comprensión, o a la de la persona sorda.







				 Guardar absoluta confidencialidad.











Pericias médicas y/o psicosociales



            Cuando la persona sorda tenga que ser valorada por profesionales de la medicina, trabajadoras (es) sociales y/o psicólogas (os), la asistencia de la persona intérprete será indispensable, para garantizar la fluidez de la comunicación. Tratándose de delitos sexuales, cometidos contra mujeres, niños y niñas, quien realice la función interpretativa, deberá ser mujer, salvo mejor criterio de la persona interesada. Asimismo, es su responsabilidad asegurarse que la persona sorda comprende, las condiciones en las cuales otorga su consentimiento y las implicaciones que tiene, para que se le practique un examen, prueba o valoración. Es de especial importancia explicarle que tratándose de una pericia médico forense no rige la confidencialidad, por tanto la información obtenida en la pericia será reflejada en el informe pericial y el perito rendirá testimonio en audiencia pública sobre los puntos, salvo que se indique la reserva por orden judicial de la actuación en cuyo caso el público será retirado de la audiencia, quedando sólo los intervinientes.



            En relación con la responsabilidad de la persona intérprete, aplican todas las señaladas en el apartado correspondiente, así como los demás deberes detallados en todo el Protocolo.
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[10] Por tanto si la persona  intérprete asignada evidencia dificultades de comunicación en una de dichas variables, es su responsabilidad hacerlo saber a la autoridad judicial para que se asigne al (la) usuario (a) sordo (a) un (a) intérprete que conociendo sus habilidades comunicativas, pueda trasladar fielmente la información en ambas vías, para ello es posible en estas circunstancias contar con el apoyo de un i(a) intérprete sordo (a), poniendo de este modo en ejercicio la interpretación consecutiva.
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[18]  Estos requisitos podrán ser modificados por el Poder Judicial cuando lo estime pertinente, siempre en función de asegurar los derechos fundamentales de las personas con discapacidad auditiva.



[19] En la actualidad Progreso de la Universidad de Costa Rica, es el único programa a nivel nacional que otorga el título de intérprete. De existir a futuro otras Universidades que incluyan en su currículo, un curso equiparable por medio del CONESUP, podrán también certificar.



[20] Se refiere a la certificación de la formación por medio de enseñanza no reglada. Este requisito rige a partir de la creación del ente certificador en el año 2014.



[21] Este curso tiene como objetivo capacitar a las personas intérpretes de Lengua de Señas Costarricense, en la terminología jurídica necesaria, para realizar una interpretación fidedigna en las audiencias judiciales, asimismo, capacitarles en temas procesales básicos, éticos y administrativos importantes para el desempeño de su función.



[22] Este conocimiento no implica que el (la) intérprete brinde orientación jurídica que es competencia de otros (as) funcionarios (as).



[23] Para la construcción de este apartado se tomó como modelo el documento: Código de Conducta Profesional para los Intérpretes de la Lengua de Señas Mexicana, Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONADIS), México.



[24]  Consejo Superior, Circular No. 185-2012, Reglamento de Vestimenta para las personas que laboran en el Poder Judicial, Poder Judicial, Costa Rica. Ver Anexo A.
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CIRCULAR Nº 83-2015



 



 



Asunto:      Reiteración de la Circular N° 117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



 



 



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y 



PÚBLICO EN GENERAL



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 117-13, denominada ““Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, que literalmente dice: 



 



“La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



 



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES 



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



 



I.            INTRODUCCIÓN 



 



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades. 



 



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios. 



 



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



 



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



 



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución [footnoteRef:12]En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV. [12: ] 




[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.




II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



 



 



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.











 



 



				DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA 



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE 



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA 



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				 



ACTITUDINAL



				Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense) Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.[footnoteRef:13] [13: ] 




 



				ü      Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



 



ü      Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



 



ü      Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.



 



ü      Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



 



 



 



 



				Permanente 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



 



 



 



Contraloría de Servicios. 



 



 



 



 



 



 



 



 



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



 



 



 



 



 



 



 



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada. 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



 



 



 



Alianzas establecidas.



 



 



 



 



 



 



 



 



Mecanismo o mejoras instauradas.



 



 



 



 



 



 



 



 



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				ü      Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.



ü      Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü      Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



ü      Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



ü      Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



ü      Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



ü      Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



 



				Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



1 año  



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Anualmente



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Comisión de Acceso a la Justicia



 



 



 



 



 



 



Diferentes centros de Responsabilidad [footnoteRef:14]Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior. [14: ] 








				Mecanismos y mejoras establecidas



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Estrategia elaborada e implementada.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



 



 



 



 



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



				ü  Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü  Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



 



ü  Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



 



ü      Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo. 



 



				Permanente



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



1 año



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



 



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



 



 



 



 



Departamento de Personal



 



 



 



 



 



 



 



 



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



 



 



 



 



 



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



 



 



 



 



 



Diagnóstico elaborado



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[footnoteRef:15] [15: ] 




				ü      Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



 



ü      Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



 



ü      Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



 



 



 



				Permanente



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



1 año 



 



 



 



 



 



1 año



 



 



				Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación  realizada.



 



 



 



 



 



 



Cantidad de usuarios que accesan la página.



 



 



 



 



 



Proyecto de creación.



 



 



 



 



 



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				ü      Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.



 



				Permanente



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



				Comisión de Acceso a al Justicia.



 



 



 



 



Comisión de Acceso a al Justicia.



 



 



 



				Manuales y protocolos elaborados.



 



 



 



 



Directrices establecidas.



 



 



 



 



 







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



 



				ü      Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



 



				Permanente



 



 



 



 



 



Anualmente



				Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



 



 



Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



				Indicadores establecidos.



 



 



 



 



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



 



				ü      Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



 



ü      Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



 



ü      Constatar las condiciones de infraestructura y otros Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.[footnoteRef:16] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población. [16: ] 




 



 



				Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanentes



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



				Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



 



 



 



 



 



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



 



 



 



 



 



 



 



 



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



 



 



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



 



 



 



 



 



 



Traslados realizados.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Mejoras consideradas



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.



 







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



 



				ü      Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



 



ü      Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



 



				Anualmente



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



 



 



 



 



 



 



 



Comisión de Acceso a al Justicia



 



				Política aprobada.



 



 



 



 



 



 



 



 



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



 



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



 



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



 



				ü      Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial. 



 



ü      Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



 



ü      Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.



 



 



ü      Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



 



ü      Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad. 



 



ü      Procurar servicios en líneacon el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



 



ü      Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



ü       



 



				Permanente



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.



 



 



 



 



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



 



 



 



 



Sitio y Sub-sitios web ajustados.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Especificaciones establecidas.



 



 



 



 



 



 



Alertas establecidas.



 



 



 



 



 



 



 



Mejoras implementadas.



 



 



 



 



 



Cantidad de terminales adaptadas.



 



 



 



 



Herramientas implementadas.












III.         ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



 



3.1  . Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



 



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” Publicada en el Diario Oficial La Gaceta [footnoteRef:17]N°198, del 16 de octubre del 2001  [17: ] 




Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



  



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades. 



 



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



 



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



 



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



 



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



 



3.2  . Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



 



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



 



§               Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.



§               Propiciar investigaciones en los temas de interés. 



§               Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros. 



§               Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales. 



§               Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación. 



§               Confección de material informativo. 



§               Propuestas de reformas.



§               Establecimiento de redes, entre otros.



 



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



 



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



 



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



3.3  . Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



 



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



 



§              Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



 



§              Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



 



§              Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



 



§              Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



 



§              Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



 



§              Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



 



§              Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



 



3.4  . Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



 



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



 



				POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA



 







				 



Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



 



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.



 







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



 



 



 



 



 



 



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



 



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



 



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua



 



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



 







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



 



 



 



 



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



 



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.



 







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



 



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.



 



 



 



Quejas de los usuarios/as



 



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



 



 



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad. 



 



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as



 







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.



 







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación. 



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.



 







				 



Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



 



				Falta de capacitación en materia de control interno.



 



 



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				 



Actividades de control y seguimiento 







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



 



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.



 



 







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



 



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.



 







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				 



Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución 



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión. 











 



3.5.        Impacto esperado del Plan.



 



§              Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



 



§              Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



§              Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



 



§              Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



 



3.6.            Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



 



 



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				 







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan. 



 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado. 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan,  identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Comisión de Acceso a la Justicia







				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 











 



San José, 19 de mayo de 2015.



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



Ref.: 3847-15



Randy Rivera Rodríguez.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°138 del 24 de agosto del 2015



CIRCULAR No. 138-2015



 



 



Asunto:      Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial.- 



 



A LOS FUNCIONARIOS Y FUNCIONARIAS JUDICIALES Y



PÚBLICO EN GENERAL



 



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No. 26 y 28-15, celebradas el 6 y 20 de julio del año en curso, aprobó la propuesta realizada por el Magistrado Román Solís Zelaya y la máster Sara Castillo Vargas, por su orden, Presidente y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), en consecuencia comunicar a todos los despachos judiciales y público en general, la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, que literalmente indica:  



				 



Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial



 











 



I.              Introducción



Las políticas públicas derivan de la existencia de un problema social que requiere un abordaje por parte del Estado. Su origen puede estar en el accionar del mismo Estado por iniciativa propia o como una demanda de la ciudadanía.



En la actualidad se evidencia un discurso político orientado a los cambios en el estilo de la gestión pública, lo que ha marcado un mensaje público de reconocimiento al derecho de la participación ciudadana, a la necesidad del control y fiscalización ciudadana, así como a la rendición de cuentas y la transparencia ante el pueblo soberano, como obligación de la autoridad pública. 



El Poder Judicial, con el apoyo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), responde al mandato constitucional establecido en la reforma del 2003 del artículo 9 de la Constitución Política y toma la iniciativa a nivel nacional, concretando una política institucional de participación ciudadana.



La posibilidad de incidencia y generación de un cambio en materia de participación ciudadana dentro del Poder Judicial se consigue necesariamente con el respaldo legal y del gobierno judicial, y el reconocimiento por parte de la población judicial de la ciudadanía como la razón de ser del sistema judicial. 



El Poder Judicial ha demostrado su anuencia e interés en generar ese cambio hacia prácticas más inclusivas de la ciudadanía, de manera que poco a poco ha ido integrando el tema en sus políticas de gobierno. Así, en el plan estratégico 2013-2018 incluye la participación ciudadana como un tema estratégico y la acción estratégica número tres apunta hacia el diseño y la instrumentalización de la política de participación ciudadana en el Poder Judicial.



Es necesario señalar, además, que el Poder Judicial se encuentra en un proceso de cambio, hacia nuevas prácticas orientadas a ir más allá de la simplificación de trámites, para adoptar un modelo organizativo de mayor transparencia y acceso a la información, lo cual es una tendencia mundial en los Poderes Judiciales.



Se trata de cambiar la relación entre el Estado y la ciudadanía, con el apoyo de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) como responsables de este acercamiento y de abrir canales de comunicación e interacción. Es así como las iniciativas de Gobierno Abierto refieren a una corresponsabilidad de la ciudadanía en la gestión judicial y las TIC son herramientas que facilitan este proceso.



La sociedad actual y su complejidad hacen que sea imprescindible la participación ciudadana para generar mejores políticas públicas. Además de mayor transparencia y rendición de cuentas en la utilización de los recursos.



Para posibilitar este ajuste cultural en el Poder Judicial deben existir niveles de flexibilidad que posibiliten los cambios requeridos para asumir el desafío de la participación ciudadana. También es necesario que una entidad líder acompañe y promueva el cumplimiento de los objetivos de la Política, para ello se designa a Conamaj por la experiencia y liderazgo desarrollados en el Programa de Participación Ciudadana que han llevado a la concreción de esta Política y en atención a la designación hecha por la Corte Plena en sesión N° 1-10  del 11 de enero del 2010 que declara a Conamaj como ente rector en materia de participación ciudadana. 



La etapa final de consolidación y validación de la presente política fue liderada por el señor Gustavo Blanco Brakenridge gracias a la colaboración de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplan), a través del Programa de Gobernabilidad Democrática en Costa Rica. La metodología utilizada hizo partícipes de la construcción de la propuesta a una muestra considerable de actores sociales internos y externos al Poder Judicial, de manera que se atiende el principio de participación ciudadana fomentado en esta política.



II.           Participación Ciudadana en el Poder Judicial



2.1 Definición de Participación Ciudadana



La participación ciudadana en la gestión pública del Poder Judicial se entiende, para efectos de esta Política como: “un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la ciudadanía en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, al bien común y al cumplimiento de los fines del Poder Judicial.”



Por participación responsable se entiende una intervención transparente, desprovista de intereses personales y políticos, que involucra la participación de sectores diversos de la sociedad civil en los espacios abiertos por el Poder Judicial como forma de ejercicio del control social y la transparencia de la función judicial.



Desde esta perspectiva la participación ciudadana no debe considerarse como un fin, sino como un medio para incidir en la gestión y en el accionar del Poder Judicial como servicio público.



 



2.2 Planteamiento del problema de la política 



La política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se orienta al planteamiento de acciones tendientes a resolver el siguiente problema:



 



 



Debido a un conjunto de factores internos y externos, la ciudadanía se ve impedida a ejercer el derecho constitucional a la participación ciudadana, lo que se expresa en una participación ciudadana insuficiente como deber y derecho ante la gestión del Poder Judicial.



 



Una de las principales causas externas al Poder Judicial que genera esta situación es que la ciudadanía costarricense tiene poca conciencia de la importancia del ejercicio de la participación ciudadana, debido a una escasa educación cívica para ejercer este derecho. Ni los partidos políticos ni los espacios de formación básicos (escuela, iglesia y comunidad) ofrecen programas educativos constantes sobre esta temática. No existen, a nivel nacional ni regional, organizaciones específicas orientadas a la participación ciudadana en temas de justicia y la ciudadanía en general tiene pocos conocimientos de la estructura organizativa judicial, de los procedimientos administrativos judiciales, de los servicios prestados y de los derechos de las personas usuarias.



 



Dentro de las causas internas prevalece unaculturajudicial centrada en el poder y una interpretación desvirtuada del principio de independencia judicial en la resolución del conflicto, donde la comprensión del principio de autonomía se confunde con la necesidad de desvincular al sistema judicial de la sociedad. Este enfoque favorece una visión del poder alejada de la concepción del “servicio a la persona humana”, que es el sujeto principal del sistema de justicia y de los demás principios del buen servicio público. La máxima en esta visión sostiene que “la participación ciudadana no puede violentar la independencia del juez”. Sin embargo, como decía el exmagistrado Luis Paulino Mora Mora (qdDg): “Se admite a la justicia como un servicio público, con la persona como eje central de su actuación. (Así) El juez, en tanto funcionario, es un simple depositario de la ley, no está por encima de ella…”.
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CIRCULAR No. 207-2015



Asunto:           Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 90-15, celebrada el 8 de octubre de 2015, artículo CVIII, dispuso aprobar la propuesta realizada por la Unidad de Acceso a la Justicia, en consecuencia comunicar a todos los despachos judiciales y público en general, la Política Institucional que literalmente indica:



“Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores 



Introducción



La región de América Latina y del Caribe está experimentando un proceso de envejecimiento progresivo, como resultado de la evolución de los componentes del cambio demográfico[1]; estos son la reducción de las tasas de fecundidad y de mortalidad, las cuales han invertido sus indicadores. Ejemplo de ello es el aumento en la esperanza de vida al nacer, la  cual pasó de 51 años en 1950, a 75 años en el 2010.



Según datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL)[2], la población de 60 años o más ha tenido un aumento significativo en las últimas décadas.  



En el lapso comprendido entre 1975 y el año 2000, el porcentaje de población adulta mayor en la región pasó de ser 6.5% a 8.3%. En el año 2010, las personas mayores de 60 años alcanzaron la cifra de 57, 1 millones (9,9% de la población), de estas el 31,4% eran mujeres (54,9%) y 25,8 millones de hombres (45,1%). Según las proyecciones, se estima que la población adulta mayor aumente a un 15.1%, hasta alcanzar un 25,5% en el año 2050.



En Costa Rica, el X Censo Nacional de Población y VI de Vivienda, realizado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo en el año 2011, indicó que la población mayor de 65 años en el país correspondía a un 7,3% del total (144,830 hombres y 166,882 mujeres). 



Todo este proceso de aumento de la población adulta mayor obliga a la Administración de Justicia a revisar y reforzar la política institucional aprobada en el año 2008, la cual ha permitido garantizar el acceso de la población adulta mayor a la Justicia para responder a las nuevas necesidades que este proceso de envejecimiento poblacional genera.



El Poder Judicial no está ajeno a esta situación. Como órgano encargado de impartir justicia y asegurar a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos, debe multiplicar esfuerzos para fortalecer los mecanismos que permitan una adecuada atención a las personas adultas mayores. 



Las 100 Reglas de Brasilia sobre el acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad fueron aprobadas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, celebrada en Brasilia en el 2008, ratificada ese mismo año por la Corte Plena y la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores, aprobada en la Tercera Conferencia Regional Intergubernamental sobre envejecimiento en América Latina y el Caribe, celebrada en San José, Costa Rica, en mayo de 2012.



Estos documentos son vinculantes para nuestro país, reafirman el reconocimiento efectivo de los derechos de las personas adultas mayores y establecen la ruta que los países de la región deben seguir en la lucha por la protección de esta población. También instan a los Estados de la región a promulgar políticas públicas, planes y programas que promuevan el envejecimiento activo,  la participación y la valoración de las personas adultas mayores dentro de la sociedad. 



En igual sentido, la recientemente aprobada Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos de las Personas Mayores, el pasado 15 de junio[3],  establece la edad como una condición de vulnerabilidad que podría dificultar el acceso a la Justicia. 



La Declaración Universal de los Derechos Humanos es el primer instrumento  que hace alusión a los derechos de las personas mayores, al mencionar las prestaciones sociales durante la vejez. 



Asimismo, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) es el primer convenio internacional que contempló la prohibición de discriminar por motivo de la edad. 



Posteriormente, la Convención internacional sobre la protección de los derechos de los trabajadores migratorios[4] y su familia, y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad[5] ampliaron estos derechos. Además de esta normativa, se cuenta con la interpretación que algunos órganos de protección de los derechos humanos[6] han realizado de ella.



También se debe tener presente que en 1999, en nuestro país, se aprobó la Ley N.º 7935, denominada Ley Integral de la Persona Adulta Mayor, la cual establece las responsabilidades que las diversas instituciones públicas tienen para esta población. Además, se cuenta con diversas leyes, reglamentos y decretos que regulan distintos derechos de las personas adultas mayores.



Importancia del acceso a la Justicia: Es la “puerta de entrada” al sistema de tutela judicial y de resolución de conflictos. Sin la aplicación efectiva de este derecho, la exigibilidad del resto de derechos consagrados en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales para las personas adultas mayores pierde toda viabilidad.



El acceso a la Justicia es un derecho humano esencial.   Una  vez que se accede a la justicia, se convierte en el instrumento en el que cobran sentido todos los otros derechos y garantías constitucionales de las personas.



Objetivo de la Política: Adecuar los servicios del Poder Judicial a las necesidades de la población adulta mayor, a través de los diferentes despachos y oficinas judiciales,  con el fin de marcar la ruta para orientar el correcto proceder del personal judicial y levantar cualquier obstáculo  que impida  mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas adultas mayores.



Adecuación de los servicios



En todos los ámbitos judiciales: jurisdiccional, administrativo y auxiliar de justicia, se adecuarán los servicios que se brindan conforme la especificidad etaria y las necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria.  Para ello, se realizarán las siguientes acciones:



 En caso de expedientes físicos, se debe utilizar una carátula color terracota en los expedientes judiciales donde una persona adulta mayor figure como parte, sin discriminación alguna en razón de la materia o jurisdicción.  



 En todos los sistemas institucionales, debe ingresarse el número de cédula o de residencia para que automáticamente se efectúe el enlace, ya sea con el Registro Civil o la Dirección de Migración, y así obtener la fecha de nacimiento que permitirá identificar la participación de una persona adulta mayor en el proceso judicial y detectar la obligación de aplicar la política institucional. En caso de que se trate de una persona no registrada o de persona migrante, es obligación de la persona técnica judicial u operadora judicial solicitar la fecha de nacimiento para que esta sea incluida  en los sistemas institucionales.  



 Colocar de manera visible en todos los despachos judiciales y debidamente rotulada la casilla especial de expedientes judiciales en que se tramitan procesos donde una persona adulta mayor figura como parte, con el fin de facilitar y garantizar un efecto visual para la aplicación de la política judicial y claridad de la cantidad de asuntos en trámite de procesos judiciales de personas adultas mayores.



 Con el fin de facilitarle el acceso a la información en el expediente, a toda persona adulta mayor usuaria de los servicios judiciales,  se le entregará un carné especial donde se incluirán el nombre del despacho, número de expediente, número de teléfono y fax, y la dirección de correo electrónico para facilitar la consulta de las personas mayores al despacho para que no tengan necesidad de desplazarse. 



 Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, el juez o la jueza a cargo de la diligencia  deberá  desplazarse al sitio donde la persona adulta mayor reside o se encuentra, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 La Contraloría de Servicios velará por la accesibilidad telefónica  de la línea de información gratuita 800-800-3000, para que con la mayor fluidez posible, las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y, específicamente, lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



Trámite preferente



Cuando una persona adulta mayor sea parte en un proceso judicial, se deberá brindar un trámite preferente al expediente, el cual se traducirá en un trato diferenciado como resultado de la adecuación de los servicios desarrollados en el acápite anterior y  en atención a la condición de vulnerabilidad que puede tener como efecto inclusive, que el proceso no finalice en un tiempo oportuno, en razón de la edad y estado de salud. 



Entre otros aspectos, el  trámite preferente incluye:



 Tramitar de manera expedita los procesos donde las personas adultas mayores intervienen, agilizando la etapa de trámite del expediente para concluir esta fase en el menor tiempo posible. 



 Agilizar la resolución de dictado de la sentencia debidamente fundamentada para que esta sea oportuna a la condición de edad de la persona. 



 Agilizar  la  debida ejecución del fallo, con el fin de resolver el conflicto de manera definitiva en tiempo oportuno.



 Las instancias superiores en grado al conocer de recursos relacionados con procesos de personas adultas mayores deberán mantener la aplicación de la política institucional  y deberán adecuar el servicio que prestan con el fin de  agilizar las sentencias de instancias superiores.



Para lograr el trámite preferente en las etapas citadas y garantizar de manera efectiva y ágil el acceso a la Justicia a esta población,  se deberán adecuar  los servicios  judiciales señalados en el acápite anterior a las necesidades de las personas adultas mayores usuarias, de la siguiente forma: 



 Brindar  el carné de atención a toda persona adulta mayor  que  figure como parte en un proceso judicial, en el cual queden consignados el número de expediente judicial, el correo electrónico del despacho y los teléfonos accesibles. 



 Hacer uso de la carátula color marrón en los expedientes judiciales donde una persona adulta mayor figure como parte.



 Cumplir con la obligación de incorporar en los sistemas informáticos los datos que permitan identificar la aplicación de la política a ese proceso judicial.  



 Acondicionar en el despacho judicial u oficina la casilla especial de procesos donde  una persona adulta mayor interviene.



e) Efectuar audiencias “in situ” cuando exista alguna imposibilidad para que la persona adulta mayor comparezca en estrados.



Cualquier otra acción que facilite y garantice el acceso a la justicia de las personas adultas mayores.



Atención prioritaria



[bookmark: _ftnref7]El personal judicial, en especial aquellas personas que laboran en contacto directo con el público, deberán atender prioritariamente a las personas adultas mayores, exonerándolas del turno o de cualquier otro mecanismo de espera que corresponda por orden de llegada, o al hacer  uso de la ventanilla  de entrega de documentos o de casillas,  a fin de evitar que esperen o hagan fila. En la medida de lo posible y, si por fuerza mayor no es posible atenderlas de forma inmediata, se invitará a las personas adultas mayores a tomar asiento mientras puedan ser atendidas[7].



Concienciación y capacitación



Se deberá sensibilizar, concienciar y capacitar a la población judicial con contenidos que faciliten y garanticen la aplicación de la política institucional con el fin de que el personal tenga conocimiento claro de los  derechos de las personas adultas mayores y facilite el servicio como corresponde a esta población.



La Escuela Judicial, las Unidades de Capacitación y la Sección de Capacitación del Departamento de Gestión Humana  programarán cursos de capacitación dirigidos al personal judicial sobre la política institucional, el trámite preferente y la atención prioritaria que debe brindarse a las personas adultas mayores, así como sobre los derechos plasmados en la normativa nacional e internacional (Pacto de San José y Convención para las Personas Mayores) y sobre el derecho a la información y acceso a la comunicación, con el fin de provocar un cambio en la cultura judicial, orientado a optimizar el cumplimiento de la política institucional que este documento desarrolla y en  la prestación del servicio público, enfatizando en la necesidad de resguardar el derecho a la autonomía y a disfrutar  una vida libre de cualquier tipo de  violencia. 



Estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigidos a la persona adulta mayor



a) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Contraloría de Servicios, en coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores, identificarán las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites,  procedimientos y servicios que la persona adulta mayor requiere para acceder a la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante  la  elaboración de afiches, brochures, rotulación, boletines por Intranet y cualquier otro medio a disposición.



b) La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr la implementación de la estrategia citada y cumplir sus objetivos, siempre considerando la situación de vulnerabilidad que puede afectar a las personas adultas mayores.  De igual manera, deberá informar de manera  precisa a las personas usuarias sobre la política que las beneficia y les garantiza sus derechos para la adecuación de los servicios en los procesos judiciales, con el fin de que puedan participar y reclamar el derecho de aplicación de la política a los procesos judiciales en los que son parte.



c) La Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores, velará para que la página web de la Subcomisión localizada dentro de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia se actualice permanentemente. Para ello se incorporarán periódicamente  documentos de interés, convenciones, leyes, decretos, artículos, noticias, acuerdos del Consejo Superior, de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión, circulares y directrices, toda buena práctica implementada en las oficinas judiciales, jurisprudencia de la Sala Constitucional y  cualquier otra que sea relevante en relación con los derechos de las personas adultas mayores, con el fin de mantener al personal judicial informado y a las personas usuarias de los avances en esta temática. 



Planificación y presupuesto



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas del cumplimiento de la presente Política en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, así como en las formulaciones presupuestarias, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas, el cual permita visibilizar a la población adulta mayor, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado para tal efecto. 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros y humanos que hagan posible el cumplimiento de la política institucional y la concienciación de las personas servidoras judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población adulta mayor, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que el Poder Judicial realice.



Instancia responsable de la implementación



La Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la  Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas Adultas Mayores,  será la instancia responsable de operativizar la Política, mediante labores de coordinación, planificación, asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de las acciones que se implementen en toda la institución.



Compromiso institucional



Es deber del Poder Judicial promover el conocimiento de los derechos plasmados en la legislación internacional y nacional, los cuales asisten  a las personas adultas mayores, y velar por la correcta aplicación de estos documentos. En este caso, se incluyen  la Carta de San José y las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad.



Asimismo, el Poder Judicial debe mantener una estrecha coordinación con los órganos que representan a esta población.”



San José, 20 de noviembre de 2015



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Angie Ampié Gutiérrez.



Ref: (7748-15, 12121-15, 12434-15)












[1]El ritmo de crecimiento de la población muestra un incremento mucho más acelerado en el tramo de 60 años y más con el avance de este proceso. Ello se produce por efecto de la disminución de la mortalidad adulta, y por la entrada en las edades adultas de generaciones numerosas nacidas en la etapa de alta fecundidad, mientras que, a causa de la disminución en la fecundidad, la población menor de 15 años comienza a desacelerar su ritmo de incremento. CEPAL-Colección de Documentos de Proyectos. Escenarios Futuros en Políticas Públicas de Vejez, p. 35 y ss. http://www.conapam.go.cr/mantenimiento/Plan_Viena_sobre_Envejecimiento_1982.pdf 



[2]Departamento de Asuntos Económicos y Sociales (DESA) de Naciones Unidas. Más información en http://www.cepal.org/celade/envejecimiento/. 



[3]    Aprobada el 15 de junio de 2015 en la 45ª Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), enfatiza en la necesidad de adoptar y fortalecer “todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias, y de cualquier índole, incluyendo un adecuado acceso a la justicia, a fin de garantizar a las personas adulta mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos”.



[4]  Artículo 1.



[5]                Preámbulo, inciso p); artículo 8, inciso b).



[6]   Ejemplo de ello es la Observación General n.º 6  del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC) que hace énfasis en las obligaciones que tienen a cargo los Estados que ratificaron el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  También el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha insistido en la particular condición de las mujeres adultas mayores. En la Recomendación General 27 sobre las mujeres de edad y la protección de sus derechos, el Comité hace referencia a las diversas discriminaciones que las mujeres viven cuando se encuentran en la edad adulta, y la convergencia de las dos condiciones de vulnerabilidad (edad y sexo) para el ejercicio eficaz de sus derechos.



[7]              La persona adulta mayor debe beneficiarse de la casilla de atención especial para la entrega de documentos; pero en dicha casilla solo se debe recibir la misma cantidad de documentos que cualquier otra persona puede entregar, independientemente de que sean asuntos propios o ajenos. De esta forma, se le brindará atención prioritaria (ya que se le atiende primero), pero no se le permite el abuso de este servicio
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CIRCULAR No. 190-2016



Asunto:           Reiteración de la circular N° 207-2015, sobre “Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores”.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 89-16, celebrada el 27 de setiembre de 2016, artículo LXVI, acordó reiterar la Circular N° 207-2015, sobre “Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores, que literalmente dice: 



“Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores 



Introducción



La región de América Latina y del Caribe está experimentando un proceso de envejecimiento progresivo, como resultado de la evolución de los componentes del cambio demográfico[1]; estos son la reducción de las tasas de fecundidad y de mortalidad, las cuales han invertido sus indicadores. Ejemplo de ello es el aumento en la esperanza de vida al nacer, la  cual pasó de 51 años en 1950, a 75 años en el 2010.



Según datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL)[2], la población de 60 años o más ha tenido un aumento significativo en las últimas décadas.  



En el lapso comprendido entre 1975 y el año 2000, el porcentaje de población adulta mayor en la región pasó de ser 6.5% a 8.3%. En el año 2010, las personas mayores de 60 años alcanzaron la cifra de 57, 1 millones (9,9% de la población), de estas el 31,4% eran mujeres (54,9%) y 25,8 millones de hombres (45,1%). Según las proyecciones, se estima que la población adulta mayor aumente a un 15.1%, hasta alcanzar un 25,5% en el año 2050.



En Costa Rica, el X Censo Nacional de Población y VI de Vivienda, realizado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo en el año 2011, indicó que la población mayor de 65 años en el país correspondía a un 7,3% del total (144,830 hombres y 166,882 mujeres). 



Todo este proceso de aumento de la población adulta mayor obliga a la Administración de Justicia a revisar y reforzar la política institucional aprobada en el año 2008, la cual ha permitido garantizar el acceso de la población adulta mayor a la Justicia para responder a las nuevas necesidades que este proceso de envejecimiento poblacional genera.



El Poder Judicial no está ajeno a esta situación. Como órgano encargado de impartir justicia y asegurar a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos, debe multiplicar esfuerzos para fortalecer los mecanismos que permitan una adecuada atención a las personas adultas mayores. 



Las 100 Reglas de Brasilia sobre el acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad fueron aprobadas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, celebrada en Brasilia en el 2008, ratificada ese mismo año por la Corte Plena y la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores, aprobada en la Tercera Conferencia Regional Intergubernamental sobre envejecimiento en América Latina y el Caribe, celebrada en San José, Costa Rica, en mayo de 2012.



Estos documentos son vinculantes para nuestro país, reafirman el reconocimiento efectivo de los derechos de las personas adultas mayores y establecen la ruta que los países de la región deben seguir en la lucha por la protección de esta población. También instan a los Estados de la región a promulgar políticas públicas, planes y programas que promuevan el envejecimiento activo,  la participación y la valoración de las personas adultas mayores dentro de la sociedad. 



En igual sentido, la recientemente aprobada Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos de las Personas Mayores, el pasado 15 de junio[3],  establece la edad como una condición de vulnerabilidad que podría dificultar el acceso a la Justicia. 



La Declaración Universal de los Derechos Humanos es el primer instrumento  que hace alusión a los derechos de las personas mayores, al mencionar las prestaciones sociales durante la vejez. 



Asimismo, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) es el primer convenio internacional que contempló la prohibición de discriminar por motivo de la edad. 



Posteriormente, la Convención internacional sobre la protección de los derechos de los trabajadores migratorios[4] y su familia, y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad[5] ampliaron estos derechos. Además de esta normativa, se cuenta con la interpretación que algunos órganos de protección de los derechos humanos[6] han realizado de ella.



También se debe tener presente que en 1999, en nuestro país, se aprobó la Ley N.º 7935, denominada Ley Integral de la Persona Adulta Mayor, la cual establece las responsabilidades que las diversas instituciones públicas tienen para esta población. Además, se cuenta con diversas leyes, reglamentos y decretos que regulan distintos derechos de las personas adultas mayores.



Importancia del acceso a la Justicia: Es la “puerta de entrada” al sistema de tutela judicial y de resolución de conflictos. Sin la aplicación efectiva de este derecho, la exigibilidad del resto de derechos consagrados en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales para las personas adultas mayores pierde toda viabilidad.



El acceso a la Justicia es un derecho humano esencial.   Una  vez que se accede a la justicia, se convierte en el instrumento en el que cobran sentido todos los otros derechos y garantías constitucionales de las personas.



Objetivo de la Política: Adecuar los servicios del Poder Judicial a las necesidades de la población adulta mayor, a través de los diferentes despachos y oficinas judiciales,  con el fin de marcar la ruta para orientar el correcto proceder del personal judicial y levantar cualquier obstáculo  que impida  mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas adultas mayores.



Adecuación de los servicios



En todos los ámbitos judiciales: jurisdiccional, administrativo y auxiliar de justicia, se adecuarán los servicios que se brindan conforme la especificidad etaria y las necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria.  Para ello, se realizarán las siguientes acciones:



 En caso de expedientes físicos, se debe utilizar una carátula color terracota en los expedientes judiciales donde una persona adulta mayor figure como parte, sin discriminación alguna en razón de la materia o jurisdicción.  



 En todos los sistemas institucionales, debe ingresarse el número de cédula o de residencia para que automáticamente se efectúe el enlace, ya sea con el Registro Civil o la Dirección de Migración, y así obtener la fecha de nacimiento que permitirá identificar la participación de una persona adulta mayor en el proceso judicial y detectar la obligación de aplicar la política institucional. En caso de que se trate de una persona no registrada o de persona migrante, es obligación de la persona técnica judicial u operadora judicial solicitar la fecha de nacimiento para que esta sea incluida  en los sistemas institucionales.  



 Colocar de manera visible en todos los despachos judiciales y debidamente rotulada la casilla especial de expedientes judiciales en que se tramitan procesos donde una persona adulta mayor figura como parte, con el fin de facilitar y garantizar un efecto visual para la aplicación de la política judicial y claridad de la cantidad de asuntos en trámite de procesos judiciales de personas adultas mayores.



 Con el fin de facilitarle el acceso a la información en el expediente, a toda persona adulta mayor usuaria de los servicios judiciales,  se le entregará un carné especial donde se incluirán el nombre del despacho, número de expediente, número de teléfono y fax, y la dirección de correo electrónico para facilitar la consulta de las personas mayores al despacho para que no tengan necesidad de desplazarse. 



 Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, el juez o la jueza a cargo de la diligencia  deberá  desplazarse al sitio donde la persona adulta mayor reside o se encuentra, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 La Contraloría de Servicios velará por la accesibilidad telefónica  de la línea de información gratuita 800-800-3000, para que con la mayor fluidez posible, las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y, específicamente, lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



Trámite preferente



Cuando una persona adulta mayor sea parte en un proceso judicial, se deberá brindar un trámite preferente al expediente, el cual se traducirá en un trato diferenciado como resultado de la adecuación de los servicios desarrollados en el acápite anterior y  en atención a la condición de vulnerabilidad que puede tener como efecto inclusive, que el proceso no finalice en un tiempo oportuno, en razón de la edad y estado de salud. 



Entre otros aspectos, el  trámite preferente incluye:



 Tramitar de manera expedita los procesos donde las personas adultas mayores intervienen, agilizando la etapa de trámite del expediente para concluir esta fase en el menor tiempo posible. 



 Agilizar la resolución de dictado de la sentencia debidamente fundamentada para que esta sea oportuna a la condición de edad de la persona. 



 Agilizar  la  debida ejecución del fallo, con el fin de resolver el conflicto de manera definitiva en tiempo oportuno.



 Las instancias superiores en grado al conocer de recursos relacionados con procesos de personas adultas mayores deberán mantener la aplicación de la política institucional  y deberán adecuar el servicio que prestan con el fin de  agilizar las sentencias de instancias superiores.



Para lograr el trámite preferente en las etapas citadas y garantizar de manera efectiva y ágil el acceso a la Justicia a esta población,  se deberán adecuar  los servicios  judiciales señalados en el acápite anterior a las necesidades de las personas adultas mayores usuarias, de la siguiente forma: 



 Brindar  el carné de atención a toda persona adulta mayor  que  figure como parte en un proceso judicial, en el cual queden consignados el número de expediente judicial, el correo electrónico del despacho y los teléfonos accesibles. 



 Hacer uso de la carátula color marrón en los expedientes judiciales donde una persona adulta mayor figure como parte.



 Cumplir con la obligación de incorporar en los sistemas informáticos los datos que permitan identificar la aplicación de la política a ese proceso judicial.  



 Acondicionar en el despacho judicial u oficina la casilla especial de procesos donde  una persona adulta mayor interviene.



e) Efectuar audiencias “in situ” cuando exista alguna imposibilidad para que la persona adulta mayor comparezca en estrados.



Cualquier otra acción que facilite y garantice el acceso a la justicia de las personas adultas mayores.



Atención prioritaria



El personal judicial, en especial aquellas personas que laboran en contacto directo con el público, deberán atender prioritariamente a las personas adultas mayores, exonerándolas del turno o de cualquier otro mecanismo de espera que corresponda por orden de llegada, o al hacer  uso de la ventanilla  de entrega de documentos o de casillas,  a fin de evitar que esperen o hagan fila. En la medida de lo posible y, si por fuerza mayor no es posible atenderlas de forma inmediata, se invitará a las personas adultas mayores a tomar asiento mientras puedan ser atendidas[7].



Concienciación y capacitación



Se deberá sensibilizar, concienciar y capacitar a la población judicial con contenidos que faciliten y garanticen la aplicación de la política institucional con el fin de que el personal tenga conocimiento claro de los  derechos de las personas adultas mayores y facilite el servicio como corresponde a esta población.



La Escuela Judicial, las Unidades de Capacitación y la Sección de Capacitación del Departamento de Gestión Humana  programarán cursos de capacitación dirigidos al personal judicial sobre la política institucional, el trámite preferente y la atención prioritaria que debe brindarse a las personas adultas mayores, así como sobre los derechos plasmados en la normativa nacional e internacional (Pacto de San José y Convención para las Personas Mayores) y sobre el derecho a la información y acceso a la comunicación, con el fin de provocar un cambio en la cultura judicial, orientado a optimizar el cumplimiento de la política institucional que este documento desarrolla y en  la prestación del servicio público, enfatizando en la necesidad de resguardar el derecho a la autonomía y a disfrutar  una vida libre de cualquier tipo de  violencia. 



Estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigidos a la persona adulta mayor



a) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Contraloría de Servicios, en coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores, identificarán las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites,  procedimientos y servicios que la persona adulta mayor requiere para acceder a la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante  la  elaboración de afiches, brochures, rotulación, boletines por Intranet y cualquier otro medio a disposición.



b) La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr la implementación de la estrategia citada y cumplir sus objetivos, siempre considerando la situación de vulnerabilidad que puede afectar a las personas adultas mayores.  De igual manera, deberá informar de manera  precisa a las personas usuarias sobre la política que las beneficia y les garantiza sus derechos para la adecuación de los servicios en los procesos judiciales, con el fin de que puedan participar y reclamar el derecho de aplicación de la política a los procesos judiciales en los que son parte.



c) La Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores, velará para que la página web de la Subcomisión localizada dentro de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia se actualice permanentemente. Para ello se incorporarán periódicamente  documentos de interés, convenciones, leyes, decretos, artículos, noticias, acuerdos del Consejo Superior, de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión, circulares y directrices, toda buena práctica implementada en las oficinas judiciales, jurisprudencia de la Sala Constitucional y  cualquier otra que sea relevante en relación con los derechos de las personas adultas mayores, con el fin de mantener al personal judicial informado y a las personas usuarias de los avances en esta temática. 



Planificación y presupuesto



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas del cumplimiento de la presente Política en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, así como en las formulaciones presupuestarias, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas, el cual permita visibilizar a la población adulta mayor, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado para tal efecto. 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros y humanos que hagan posible el cumplimiento de la política institucional y la concienciación de las personas servidoras judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población adulta mayor, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que el Poder Judicial realice.



Instancia responsable de la implementación



La Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la  Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas Adultas Mayores,  será la instancia responsable de operativizar la Política, mediante labores de coordinación, planificación, asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de las acciones que se implementen en toda la institución.



Compromiso institucional



Es deber del Poder Judicial promover el conocimiento de los derechos plasmados en la legislación internacional y nacional, los cuales asisten  a las personas adultas mayores, y velar por la correcta aplicación de estos documentos. En este caso, se incluyen  la Carta de San José y las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad.



Asimismo, el Poder Judicial debe mantener una estrecha coordinación con los órganos que representan a esta población”.



San José, 15 de noviembre de 2016



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Randy Rivera Rodríguez



Ref: (10754-16)












[1]El ritmo de crecimiento de la población muestra un incremento mucho más acelerado en el tramo de 60 años y más con el avance de este proceso. Ello se produce por efecto de la disminución de la mortalidad adulta, y por la entrada en las edades adultas de generaciones numerosas nacidas en la etapa de alta fecundidad, mientras que, a causa de la disminución en la fecundidad, la población menor de 15 años comienza a desacelerar su ritmo de incremento. CEPAL-Colección de Documentos de Proyectos. Escenarios Futuros en Políticas Públicas de Vejez, p. 35 y ss. http://www.conapam.go.cr/mantenimiento/Plan_Viena_sobre_Envejecimiento_1982.pdf 



[2]Departamento de Asuntos Económicos y Sociales (DESA) de Naciones Unidas. Más información en http://www.cepal.org/celade/envejecimiento/. 



[3]    Aprobada el 15 de junio de 2015 en la 45ª Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), enfatiza en la necesidad de adoptar y fortalecer “todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias, y de cualquier índole, incluyendo un adecuado acceso a la justicia, a fin de garantizar a las personas adulta mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos”.



[4]  Artículo 1.



[5]                Preámbulo, inciso p); artículo 8, inciso b).



[6]   Ejemplo de ello es la Observación General n.º 6  del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC) que hace énfasis en las obligaciones que tienen a cargo los Estados que ratificaron el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  También el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha insistido en la particular condición de las mujeres adultas mayores. En la Recomendación General 27 sobre las mujeres de edad y la protección de sus derechos, el Comité hace referencia a las diversas discriminaciones que las mujeres viven cuando se encuentran en la edad adulta, y la convergencia de las dos condiciones de vulnerabilidad (edad y sexo) para el ejercicio eficaz de sus derechos.



[7]              La persona adulta mayor debe beneficiarse de la casilla de atención especial para la entrega de documentos; pero en dicha casilla solo se debe recibir la misma cantidad de documentos que cualquier otra persona puede entregar, independientemente de que sean asuntos propios o ajenos. De esta forma, se le brindará atención prioritaria (ya que se le atiende primero), pero no se le permite el abuso de este servicio. 
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Asunto:      Política de Justicia Abierta del Poder Judicial.- 



 



 



A TODAS A LAS INSTITUCIONES, ABOGADAS, ABOGADOS, SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES Y PÚBLICO EN GENERAL



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



 



La Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica:



 



“Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica
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Presentación 



 



El Poder Judicial de Costa Rica fue creado en 1826, por la necesidad de que el Estado contara con un órgano encargado de la importante tarea de administrar la justicia y contribuir a la paz social.



 



Su función es esencial para la democracia, la fortalece, asegura que las necesidades y demandas de la población sean atendidas adecuadamente, con imparcialidad, de manera que prevalezca el respeto a los derechos de todas las personas que forman parte de la sociedad.



 



El proceso de construcción del sistema de administración de justicia actual ha exigido un lento perfeccionamiento. No solo se fortaleció la estructura del ámbito jurisdiccional sino que, en una singular propuesta, se incorporaron otras instituciones que cumplen un rol clave en el proceso judicial: la Fiscalía, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial, entre otros.



 



De esta sui generis conformación surge una rica experiencia, caracterizada por una destacada labor y continua coordinación institucional.  Desde la década del 2000, se ha tenido claro que la administración de justicia presta un servicio público que tiene a la persona usuaria como eje central de su función, lo que ha impulsado un proceso de modernización y mejora continua de su gestión, para brindar servicios de calidad, accesibles y oportunos.



 



La promulgación de amplia normativa interna de protección de derechos humanos y la suscripción de numerosos instrumentos internacionales para su tutela, la adopción de valores éticos que orientan la labor judicial y el deber de brindar una respuesta adecuada a las cambiantes demandas de la sociedad por medio de una justicia con rostro humano, han impulsado a este Poder de la República a unirse al esfuerzo mundial que promueve la apertura de las instituciones públicas, por medio de los principios de transparencia, participación ciudadana y colaboración.  Asimismo, se procedió a dar inicio el proceso para formular una política de Justicia Abierta y a la suscripción, en noviembre de 2015, de la Declaración para la Promoción de un Estado Abierto.



 



Con el impulso de la Presidencia de la Corte, de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), del personal judicial de todos los ámbitos, de personas representantes de la sociedad civil y de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), entidad asesora, se co-construyó el marco general de una Política Institucional de Justicia Abierta, la cual abarca todos los niveles judiciales. Con la implementación de esta política se busca que todo el Poder Judicial esté alineado a las condiciones internacionales de un Estado Abierto y constituya un punto de partida para repensar la administración de justicia.



 



Desde años atrás, diversos sectores y personas dentro de la institución venían desarrollando iniciativas vinculadas a los principios que promueve la Justicia Abierta.  Se ha trabajado para fortalecer la transparencia, facilitar el acceso a la información, hacer uso de un lenguaje más comprensible, modernizar los procesos y consolidar la rendición de cuentas, para lo cual las tecnologías de la información han sido de mucha utilidad.  



 



Para la concreción de esta política se tomó en cuenta la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, aprobada en 2015; además se formuló un plan de acceso a la información y apertura de datos con su respectivo proyecto, se desarrolló un plan inicial con la visión de Justicia Abierta en el proceso de rediseño de los Tribunales de Cartago, entre otras acciones, con el anhelo de articular todas las iniciativas existentes para lograr su mejor desarrollo y mayor impacto.



 



Así, la Política de Justicia Abierta constituye un paso más hacia la construcción de un Poder Judicial más accesible a la ciudadanía y con las herramientas necesarias para que el sistema de administración de justicia enfrente los retos del Siglo XXI y que agregue valor público en la prestación de sus servicios.



 



La creación de valor público tiene en su base la construcción de una ciudadanía social, civil y económica más amplia e incluyente, donde la confianza, la apertura y la transparencia se fortalecen a partir de una dimensión del servicio público que tiene como premisa responder a las verdaderas necesidades de las personas usuarias. Para lograr este cometido se requiere una visión orientada a identificar y satisfacer esas demandas, adoptando políticas respetuosas del entorno, con enfoque estratégico y participativas. Desde este enfoque, pertinencia, agilidad y calidad  deben caracterizar los servicios y bienes que ofrece el Estado.



 



En el ámbito internacional la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la Organización de las Naciones Unidas, con sus 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y las 169 metas, constituye la hoja de ruta de consenso mundial en pos de soluciones a los problemas más apremiantes del planeta. Algunas metas del Objetivo 16 abordan de manera específica temas relativos a la Justicia Abierta, a saber:



 



ü  16.3 Promover el estado de derecho en los planos nacional e internacional y garantizar la igualdad de acceso a la justicia para todos;



ü  16.6 Crear a todos los niveles instituciones eficaces y transparentes que rindan cuentas;



ü  16.7 Garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones inclusivas, participativas y representativas que respondan a las necesidades;



ü  16.10 Garantizar el acceso público a la información y proteger las libertades fundamentales, de conformidad con las leyes nacionales y los acuerdos internacionales;



 



Otros objetivos también establecen  metas pertinentes a los principios de la Justicia Abierta:



 



ü  9.  Aumento del acceso a la tecnología de la información y las comunicaciones y esforzarse por proporcionar acceso universal y asequible a Internet en los países.



ü  17.6 Mejora en la cooperación regional e internacional Norte-Sur, Sur-Sur y triangular;  aumento el intercambio de conocimientos y los mecanismos de coordinación mediante la facilitación de la tecnología;



ü  17.18 Mejora en las  capacidades  para aumentar significativamente la disponibilidad de datos oportunos, fiables y de gran calidad desglosados por ingresos, sexo, edad, raza, origen étnico, estatus migratorio, discapacidad, ubicación geográfica y otras características pertinentes en los contextos nacionales;



ü  17.17 Fomento y promoción de alianzas eficaces en las esferas pública, público-privada y de la sociedad civil, aprovechando la experiencia y las estrategias de obtención de recursos de las alianzas.



 



Se tiene la certeza que con la implementación de la Política de Justicia Abierta se amplía y mejora la forma en que la población puede obtener información sobre el quehacer institucional, lo cual facilita la rendición de cuentas, el debate público y la participación ciudadana. Asimismo se generan espacios de encuentro y canales de comunicación, con el fin de que la ciudadanía asuma un rol activo en el diseño, propuestas y políticas del Poder Judicial. Se le facilitará, por ende, realizar también propuestas de mejora por medio de la rendición de cuentas y la transparencia basadas en el diálogo y la interacción.



 



[bookmark: _Toc493497532]1.      Antecedentes



 



Han sido diversas las iniciativas que pueden citarse como representativas de ese proceso, desde la elaboración de un primer Plan Estratégico (2000-2005) centrado en los derechos de las personas usuarias, la creación de la Contraloría de Servicios, la conformación de la Secretaría de Género y la aprobación de la Política de Igualdad de Género, la creación de las Comisiones de Personas Usuarias, así como la constitución de la Comisión de Acceso a la Justicia, conformada por varias subcomisiones que atienden las necesidades de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



Entre otros, el Programa de Justicia Restaurativa, aprobado y declarado de interés institucional por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial de Costa Rica, el cual responde a objetivos estratégicos tales como, participación ciudadana, disminución del retraso judicial, modernización de las gestión judicial y recurso humano, así considerado mediante acuerdo de Corte Plena N° 38-12, del 05 de noviembre de ese año, artículo XXV.  



 



Todos los esfuerzos se orientan hacia la tutela de los derechos de todas las personas, sin discriminación y al funcionamiento de un sistema de justicia sensible y responsable ante las demandas de la sociedad.



 



El sistema de justicia es una pieza fundamental para la consolidación y desarrollo de un Estado social y democrático de Derecho, por su labor de verificar que las disposiciones jurídicas se cumplan, aun frente a las agencias del Estado.  Por ello, la visibilidad de ese Poder se ha constituido como uno de los atributos esenciales de la democracia, como forma de asegurar que la confianza ciudadana no haya sido transgredida. Es un deber del Poder Judicial transparentar todos sus actos para fortalecer la confianza pública y asegurar la legitimidad de las decisiones judiciales, como respuesta a las desigualdades sociales y el riesgo de la corrupción.



 



En los modernos Estados constitucionales, la apertura se convierte en un atributo imprescindible de un sistema de justicia de filiación y orientación democrática, en tanto hace posible el control de la actuación del Poder Judicial por parte de la opinión pública. La reforma al artículo 11 de la Constitución Política establece el deber de la Administración Pública de someterse a la evaluación de resultados y rendición de cuentas y fue acompañada de la promulgación de legislación que acrecentó las potestades fiscalizadoras del órgano contralor como parte de una política articulada para garantizar mayor control, transparencia en la gestión pública y la sanción de conductas indebidas.



            



Se han impulsado cambios profundos en la organización y funcionamiento del Poder Judicial para garantizar una conducta éticamente irreprochable de todo su personal, especialmente en juezas y jueces para la prestación de un servicio público comprometido con la transparencia.  



 



Entre las acciones para fomentar la apertura de la gestión judicial se encuentran: la rendición de cuentas a la Asamblea Legislativa, el informe de labores anual a la ciudadanía y a los Poderes de la República en el acto de apertura del Año Judicial, el programa de audiencias públicas (visitas a las comunidades), la transparencia presupuestaria a través de la página web, la integración de la sociedad civil en los órganos de decisión, el acceso a la prensa, difusión de las decisiones de gobierno y administración judicial, la disponibilidad de sentencias, planes de trabajo, ejecución presupuestaria, auditorías de distintos departamentos y oficinas judiciales, el funcionamiento de la Contraloría de Servicios, la adopción del Código de Ética y el deber de juezas y jueces de rendir declaración patrimonial.



 



Asimismo, se efectuaron iniciativas de participación ciudadana, a cargo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), como experiencia previa a la formulación de la política y se creó la Comisión de Transparencia del Poder Judicial, que ha venido desarrollando normas y acciones para la promoción de una gestión judicial basada en valores éticos. 



 



En el 2014 se impulsó la creación de una Comisión Investigadora de la Penetración del Crimen Organizado en el Poder Judicial, la cual propuso acciones a corto y mediano plazo para combatir ese tipo de delitos, las cuales fueron aprobadas por la Corte Plena.  Como resultado, se acordó la creación de una jurisdicción exclusiva para investigar y juzgar casos de narcotráfico y crimen organizado, la mejora en los mecanismos para investigar los antecedentes de personas oferentes y una reestructuración del régimen disciplinario.



 



En julio de 2015 se aprueba formalmente por Corte Plena la Política de Participación Ciudadana impulsada por Conamaj, la cual tiene como objetivo general garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. Para el cumplimiento de este objetivo general se plantea como objetivos específicos apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica y promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



 



La adhesión voluntaria de Costa Rica a la Alianza para el Gobierno Abierto, en el 2012, propicia el surgimiento de una nueva etapa en la dirección que, desde hace varios años, la institución ha desarrollado, incorporando e implementando los principios que inspiran la filosofía de Gobierno Abierto.



 



En el estudio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) sobre el Gobierno Abierto en Costa Rica (2016), se recomendó la aprobación de legislación sobre acceso a la información y participación ciudadana, y se reconoció el papel del Poder Judicial como un actor clave en la transición del país hacia un Estado Abierto. Además, se indicó que este Poder se encuentra “entre los más avanzados a nivel mundial en transparencia, rendición de cuentas y participación, y que se cuenta con estrategias para crear un Poder Judicial Abierto”. 



 



El Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), organismo internacional creado por las instituciones del sistema interamericano para apoyar los procesos de reforma de la justicia de los Estados miembros mediante estudios, cooperación e intercambio de información, ha catalogado al Poder Judicial de Costa Rica dentro de los primeros lugares del Índice de accesibilidad a la información en Internet (IAcc). En el 2014, nuestro país obtuvo el tercer lugar, después de Chile y Brasil.  



 



En el Índice de Servicios Judiciales en Línea (ISJL) de 2015, que mide las respuestas de las instituciones estatales de justicia a los requerimientos de las personas usuarias a través de los sitios Web, el Poder Judicial de Costa Rica obtuvo el segundo lugar. 



 



El Poder Judicial ha asumido un compromiso firme con la agenda internacional de Gobierno Abierto y formula esta propuesta de Política de Justicia Abierta para orientar toda su gestión, en los ámbitos jurisdiccional, administrativo y de los órganos auxiliares.  La Política es una herramienta declarativa y orientadora del actuar de la institución, para promover la transparencia, la participación de la población en la gestión institucional y la colaboración o formulación de alianzas institucionales y con la sociedad civil.



 



Esta propuesta es congruente con los compromisos asumidos por la República de Costa Rica al integrarse, a partir del 2012, en forma voluntaria, a la Alianza para el Gobierno Abierto. En la Conferencia Anual de la Alianza, realizada en el 2013, se establece un apartado de “Empoderamiento de los Ciudadanos”, para promover políticas de gobierno abierto para los poderes judiciales, en la cual el Poder Judicial de Costa Rica se compromete a adoptar lineamientos de gobierno abierto.



 



Finalmente, el tema del Gobierno Abierto es una de las prioridades de la Presidencia de la Corte,  con fundamento en lo dispuesto en la Constitución Política de Costa Rica en sus artículos 9, 41, 152, 153, 154 y 156, y los artículos 1 y 3 de la Ley 7.333, Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto la transparencia y el acceso a la información pública se vinculan, en la actualidad, al ejercicio de un derecho humano.



 



[bookmark: _Toc493497533]2.      Marco Normativo



 



Existe normativa internacional de Derechos Humanos que fundamentan los compromisos asumidos por Costa Rica con una Política de Justicia Abierta para el mejoramiento de la función pública, tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948; la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José) del 22 de noviembre de 1969, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 2200A (XXI), del 16 de diciembre de 1966, la Convención Interamericana Contra la Corrupción de 1996 y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de diciembre del 2003.



 



También se incluyen la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre (art. 24 sobre petición y respuesta), la Convención Interamericana contra la Corrupción de la Organización de Estados Americanos, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.



 



En el plano nacional, existe normativa tanto constitucional como legal que favorece la implementación de la iniciativa de Gobierno Abierto como una forma de democratizar aun más la gestión pública.  El artículo 9 de la Constitución Política establece que el Gobierno de la República es “representativo, participativo, alternativo y responsable”. Además, se encuentran los artículos constitucionales 11 (principio de legalidad, transparencia y rendición de cuentas); el artículo 24 que garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones; el 27 que establece el derecho de petición ante cualquier persona funcionaria pública o entidad oficial y el derecho a obtener una pronta resolución; el 30 señala el libre acceso a los departamentos administrativos para obtener información de interés público, quedando a salvo los secretos de Estado y el 41 del principio de justicia pronta y cumplida. Destaca el artículo 153 constitucional que otorga como función principal del sistema de justicia, la atención del conflicto entre las partes y la aplicación de las leyes.



 



En el derecho interno podemos mencionar como vinculados a la Justicia Abierta, la Ley General de Administración Pública Nº 6227, del 4 de marzo de 2002, que en su artículo 11  señala que “la Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, y a continuación el artículo 13 dispone que “la Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos”. 



 



La Ley de Protección al Ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley Nº 8220 del 4 de marzo de 2002, indica en su artículo 2 que “la información que presenta un administrado ante una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de nuevo por estos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o posean. Para que una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública pueda remitir información del administrado a otra entidad, órgano o funcionario, la primera deberá contar con el consentimiento del administrado. Quedan exceptuadas de la aplicación de este artículo las personerías jurídicas.” (sic). Las Leyes de Regulación del Derecho de Petición (No.9097 de 2013) y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales (8968 de 2011) integran la normativa relevante.



 



En el ámbito interno, la Ley Orgánica del Poder Judicial, señala en su artículo 2 que “el Poder Judicial solo está sometido a la Constitución Política y la ley. Las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos. No obstante, la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, para garantizar que la administración de justicia sea pronta y cumplida”.



 



Del mismo modo y en coherencia con las disposiciones ya expuestas, en el Código de Ética Judicial, existen normas expresas que van en la dirección de una Política de Justicia Abierta desde un marco jurídico axiológico al señalar en su artículo primero que “la Justicia es un valor esencial para una racional convivencia en sociedad, así como para la preservación y el fortalecimiento de la democracia. Es un servicio público que debe ser prestado con los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia y calidad, pero ante todo, con respeto del ser humano que lo requiere”. En este sentido, quien imparte justicia debe ser una persona consciente de que su función es compleja y debe cuidar que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad, la independencia y la objetividad de su cargo, a la vez que estimulen el respeto y confianza en la judicatura.



 



En el artículo tercero de ese mismo código se hace clara alusión a la transparencia institucional al señalar que: “En la moderna sociedad democrática es necesario que las instituciones públicas se ajusten no solamente a un marco normativo muy preciso sino que actúen con la suficiente transparencia. Desde esa perspectiva, se entiende que existe un interés público de que las distintas actuaciones dentro del Poder Judicial tengan cobertura de los medios de comunicación colectiva y se transmitan ante la opinión pública, para lo cual se podrá asignar la responsabilidad de enlace a un órgano especializado.” Así mismo, se establece que “el Poder Judicial deberá crear y promocionar canales flexibles e informales, a los que la persona pueda acudir a plantear reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de funcionarios en particular: en estos casos, debe garantizarse al quejoso que no habrá represalias de ningún tipo por motivo de sus quejas y reclamos.” 



 



Adicional a lo anterior, existen leyes que han ido delimitando ciertos parámetros en temas como el Derecho de petición mediante la Ley de Regulación del Derecho de Petición (Ley Nº. 9097). 



 



En materia del derecho de acceso a la información pública, Costa Rica carece de una ley marco que garantice este derecho; sin embargo existe una importante cantidad de legislación que regula elementos básicos del derecho a la información, materias vinculadas y trámites administrativos, los cuales están blindados gracias al importante desarrollo jurisprudencial por parte de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 



 



Asimismo, existe normativa que vincula directamente al Poder Judicial con temas de transparencia como lo son los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la Independencia de la Judicatura, la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley Nº. 7333), el Código de Ética Judicial, adoptado en sesión de Corte Plena el 28 de febrero del 2000.  



 



En el marco de la participación ciudadana, el Programa de Justicia Restaurativa fue declarado de interés institucional por el Consejo Superior desde el 2011, Programa que involucra la comunidad, ha conformado la redes de apoyo y la colaboración público-privada, respondiendo a los principios de justicia abierta, lo cual se sustenta con la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa, aprobada por Corte Plena en sesión N° 21 de setiembre 2015, y por el Consejo Social Presidencia del Poder Ejecutivo mediante sesión extraordinaria N°14-2015 celebrada el 19 agosto del 2015, el cual origina el Decreto Ejecutivo N°40303-MJP-MP firmado por la Presidencia de la República en fecha 07 de febrero de 2017, sumado a lo anterior, el programa recibe un reconocimiento por la República de Costa Rica en el año 2016 con el Premio Artífices de Gobierno Abierto por el cumplimiento de los principios de Justicia Abierta, transparencia, rendición de cuentas, y participación ciudadana.



 



Desde un plano de la participación ciudadana, el 2012 el Consejo Superior del Poder Judicial acogió la propuesta de “Modelo de Participación ciudadana” presentada por Conamaj, y dispuso trasladarla a las distintas jefaturas de los departamentos y ámbitos para que la incorporasen en sus planes de trabajo. En el 2013 Corte Plena declaró la participación ciudadana de interés institucional e incorporó el tema como eje transversal del Plan Estratégico 2013-2017. Finalmente en el año 2015 aprobó la Política Institucional de Participación Ciudadana ya mencionada. 



 



En la construcción de esta política se consideraron algunos antecedentes institucionales, el contexto nacional, el Plan Estratégico de Poder Judicial 2013-2018, la Política de Participación Ciudadana y los resultados preliminares del trabajo conjunto desarrollado con CEPAL.



 



La Política de Justicia Abierta cumple una función articuladora en pos de la promoción y del  fortalecimiento de los diversos proyectos, programas y acciones que se están ejecutando en la institución, las políticas de acceso a la justicia para poblaciones en condición de vulnerabilidad aprobadas y demás iniciativas que contribuyan al logro de los objetivos de esta política. Todo ello con respeto absoluto de las disposiciones administrativas y normativas de cada programa o instancia, las cuales mantienen su autonomía.
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Los lineamientos generales de la Política de Justicia Abierta se construyeron de manera conjunta con representantes de todas las dependencias del Poder Judicial, de la Comisión de Personas Usuarias, de la sociedad civil y del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.



 



El desarrollo de la metodología y la implementación de talleres, reuniones y capacitaciones se realizaron con el apoyo de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe de las Naciones Unidas (CEPAL), durante los años 2005 y 2006. 



 



Esta experiencia es pionera en el Poder Judicial de Costa Rica y a nivel internacional. Se trata de un primer acercamiento a la aplicación de la filosofía y principios de “Gobierno Abierto” dentro de la organización y funcionamiento de un Poder Judicial.  En consonancia con uno de los pilares de este enfoque, se consideró esencial para la construcción de la política, la participación abierta de la población mediante una consulta pública desde el sitio web del Poder Judicial y la realización de grupos focales en diferentes zonas del país.



 



Además de lo mencionado, utilizar una metodología participativa tuvo por finalidad construir una política coherente con lo que la ciudadanía considera necesario y oportuno que desarrolle en la línea de apertura de la gestión judicial. Otro de los aspectos que se buscaban con este tipo de metodología era legitimar su proceso de construcción, generando los espacios necesarios para la participación de las distintas instancias involucradas, lo que guarda estrecha relación y coherencia con los principios de Gobierno Abierto.



 



La Justicia Abierta es un desafío insoslayable del Poder Judicial de Costa Rica que demanda una estrategia sustentable y sistemática de acciones de todos los ámbitos de su quehacer, inclusiva de las instancias políticas y sociales involucradas y, además, verificable en cuanto a su avance y consolidación. Este desafío permitirá cumplir la agenda y compromisos internacionales suscritos por el Estado de Costa Rica contenidos en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada por Naciones Unidas en septiembre de 2015.
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Cuando se habla de Justicia Abierta se hace referencia a una adaptación al sector justicia de la filosofía de Gobierno Abierto, tema que ha cobrado relevancia en las formas de ejercer la función pública en un contexto en donde existen ingentes demandas de apertura, de transparencia en la gestión, de participación en la elaboración de políticas públicas, de rendición de cuentas y responsabilidad por el uso de los recursos públicos y de evaluación y control ciudadanos.



 



La Justicia Abierta incorpora la filosofía y principios de Gobierno Abierto, sin embargo el primer concepto se diferencia del segundo por dos razones fundamentales: 



 



•          Cuando se hace referencia a gobierno se está señalando una función específica que le corresponde al Poder Ejecutivo, por lo que no es correcto utilizar dicho término en el Poder Judicial. 



 



•          Por las particularidades del sistema de administración de justicia se requiere de cautela cuando se habla de apertura, en el entendido de que se debe velar por garantizar derechos que implican, entre otros, la confidencialidad. 



 



Específicamente la Justicia Abierta busca propiciar un diálogo horizontal con la sociedad, dar a conocer la labor que realiza el Poder Judicial más allá de lo que se divulga en los medios de comunicación, promover la consulta a distintos actores sociales sobre sus necesidades y propuestas para aumentar la legitimidad y brindar un servicio público que responda adecuadamente a las demandas de las diversas poblaciones: de calidad, eficiente, eficaz, humanista y respetuoso de los derechos.
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El concepto de Justicia Abierta que se utiliza en esta Política fue construido de manera participativa con los diferentes representantes sociales involucrados en el proceso y complementado con la teoría sobre Gobierno Abierto, realizando los ajustes para adaptarlo al caso específico del Poder Judicial. Así, el concepto es el siguiente: 



 



La Justicia Abierta es una forma de gestión pública aplicada al quehacer de la administración de justicia que redefine la vinculación entre el Poder Judicial y la sociedad en general, basándose en los principios de transparencia, participación y colaboración, con los fines de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.



 



El Poder Judicial ha estado inmerso en un proceso de cambio de paradigma que busca la apertura y procura poner en el centro de su quehacer a la sociedad, tomando en cuenta los aportes que las distintas poblaciones pueden generar para el mejoramiento de las funciones que se realizan en los ámbitos que conforman la institución. 



 



Se habla de sociedad en general porque esta incluye tanto ciudadanos y ciudadanas, así como otros tipos de actores sociales que se relacionan o asocian entre sí, ya sea por afinidad o por las funciones que realizan; como es el caso de instituciones, organismos, organizaciones o empresas que tengan interés en participar, colaborar o exigir transparencia ante la gestión del sistema de administración de justicia.



 



Asimismo, se reconocen la innovación y las tecnologías de la información (TIC) como herramientas fundamentales para la apertura de la justicia, lo cual no implica que Justicia Abierta sea sinónimo de uso de tecnología. 



 



Con la aplicación de los principios de transparencia, participación y colaboración el Poder Judicial busca garantizar el derecho de acceso a la justicia imparcial, independiente e igualitaria y la tutela judicial efectiva que conlleva al bienestar integral de los distintos actores sociales. 
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La Justicia Abierta se sustenta en tres principios que orientan su implementación: transparencia, colaboración y participación. 



 



Estos principios están correlacionados, lo que significa que las acciones corresponden primordialmente a uno u otro, sin ser excluyentes, de manera que pueden verse impregnadas por los otros principios. De cada uno de ellos deriva una serie de ejes, los cuales a su vez definen las líneas y acciones por seguir en la materialización de la Política de Justicia Abierta.             



 



En el siguiente diagrama se presentan cada uno de los principios y sus ejes:



 



[image: Diagrama de Venn]



Fuente: Creación de Conamaj tomando como base el diagrama de gobierno abierto de Arnel Le Coz y Cyril Lage
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La transparencia refiere a la responsabilidad que tiene el Poder Judicial de garantizar el derecho de acceso y la comprensión de la información pública sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes, rendir cuentas sobre su gestión y propiciar la integridad, la probidad y el buen gobierno.



 



Los ejes del principio de transparencia en el marco de la presente política son: 



 



•          Acceso a la información pública: es el derecho que tienen los usuarios y usuarias de acceder y comprender información pública en lenguajes horizontales e inclusivos y el deber del Poder Judicial de proporcionar la información de manera oportuna, dentro de los plazos legales y evitando cualquier trámite dilatorio. 



 



•          Apertura de datos: es un proceso sistemático de publicación de datos en formatos abiertos, libres de controles y conforme a los estándares internacionales. La publicación de la información institucional debe ser consistente y perdurable, según los requerimientos de los datos abiertos.



 



•          Rendición de cuentas: es el deber que tiene el personal judicial de responder en el ejercicio de su gestión por sus actos, el cumplimiento de deberes y funciones, el uso de recursos y fondos públicos. Para ello se utilizarán mecanismos de seguimiento, control y evaluación, entre otros.     



 



•          Integridad, probidad y anticorrupción: refiere a la concreción de mecanismos orientados al buen gobierno y a la lucha contra acciones que lesionen los valores, principios y recursos del Poder Judicial.  
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Para definir este principio se parte de lo establecido en la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial, en la que se entiende participación como:  



 



(…) un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la población en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, del bien común y del cumplimiento de los fines del Poder Judicial.  



 



Los ejes del principio de participación derivan de la política citada, a saber:  



 



•          Interacción y diálogo: conlleva consulta, comunicación dialéctica, reconocimiento y canalización de demandas sobre los servicios, exigibilidad de derechos, atención de las necesidades particulares de las poblaciones y adecuada y oportuna respuesta institucional. 



 



•          Seguimiento, control y evaluación ciudadanos: son acciones por medio las cuales los diversos actores sociales pueden establecer una vigilancia en torno a políticas, programas, proyectos, planes y procesos ejecutados en el Poder Judicial o para conocer sus efectos, impactos u otros resultados no esperados.



 



•          Incidencia: implica la toma de decisiones conjuntas e integración de ciudadanía en espacios de toma de decisión.
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Colaboración en el sistema de administración de justicia consiste en involucrar a distintos actores sociales en el diseño, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones propias del Poder Judicial, para la prestación de un servicio de calidad y alcanzar el logro de resultados superiores.



 



•          Alianzas: son acuerdos que se establecen entre el Poder Judicial y otras instancias como instituciones públicas, organismos, organizaciones, empresas y sociedad civil para concretar vínculos de cooperación y emprender acciones conjuntas.    



 



•          Cocreación: refiere al desarrollo de procesos conjuntos entre el Poder Judicial y otros actores sociales para el diseño, gestión, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones. 



 



•          Redes de trabajo y apoyo: son espacios en los cuales el Poder Judicial participa junto con distintos actores sociales para planificar, coordinar, construir, atender y dar seguimiento a temáticas relacionadas con el sistema de administración de justicia.  
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Los temas transversales son aspectos que deberán estar presentes en todas las acciones que se desprendan de la implementación de esta política. Podrán ampliarse y variar según la manera como el contexto se modifique y a partir de nuevos compromisos que se adquieran tanto a nivel de la institución como a nivel nacional. 



 



·         Acceso a la justicia



Se deberá incorporar de manera transversal la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad de conformidad con lo establecido en la normativa nacional, internacional y las políticas institucionales de acceso a la justicia. [1] 



 



· Igualdad de género



Las acciones que se realicen deberán garantizar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y la no discriminación por género en las decisiones judiciales, en el servicio público de la administración de justicia y en el funcionamiento interno del Poder Judicial. Conforme lo establece la Política de Igualdad de Género del Poder Judicial.[2]



 



·         Servicio Público de Calidad 



La gestión integral de la calidad de la justicia involucra tanto la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público recibido, como la celeridad y simplificación de los procesos.[3]



 



·         Justicia Restaurativa.



La justicia restaurativa constituye acciones para la promoción de mecanismos alternativos y restaurativos en búsqueda de una cultura de paz, con el fin de profundizar en la prevención y forma de resolver los conflictos jurídicos dentro de las garantías y disposiciones reguladas por la legislación nacional, que involucra la  colaboración público-privada, permitiendo que las prácticas restaurativas vayan más allá del  ámbito judicial, impulsando esfuerzos similares de resolución de conflictos a nivel comunitario y estatal.
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La Política es el conjunto de orientaciones y directrices que coordinan, enlazan y fortalecen los planes, programas y acciones ejecutados en la institución, sobre la base de los principios de Justicia Abierta. Corresponde por tanto a un marco orientador del quehacer del Poder Judicial para promover los cambios necesarios:



 



-          Cambio en los procesos: Procesos diseñados para lograr la eficiencia y eficacia en la administración de justicia, mediante el empleo de tecnologías de la información y demás herramientas alternativas, que garanticen su simplificación, seguimiento y predictibilidad.



-          Cambio cultural: Se promueve el trabajo coordinado y en equipo entre las distintas instancias judiciales, con la institucionalidad pública, la sociedad civil y otros actores sociales, orientando su gestión a la consecución de resultados.



 



-          Cambio en las formas de relación: Fortalecimiento en la comunicación e interacción con la población, con mecanismos permanentes de diálogo, rendición de cuentas, incidencia y control social. 
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Objetivo general:



 



Promover una gestión judicial basada en los principios rectores de la Justicia Abierta: transparencia, participación y colaboración, con el fin de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.



 



Objetivos específicos:



 



·      Transparentar la gestión del Poder Judicial para el cumplimiento del derecho de acceso a la información mediante la apertura de datos, la rendición de cuentas, el fomento de la integridad y la anticorrupción.



 



·      Garantizar la participación de la sociedad en el diseño, ejecución, evaluación de los procesos, políticas, servicios y disposiciones, de conformidad con la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial.



 



·      Propiciar espacios y mecanismos de cocreación, alianzas y redes para el trabajo colaborativo en la gestión judicial.



 



·      Considerar como actores dentro de esta Política a los gremios integrados por personas que laboran en el Poder Judicial.



 



 



·      Articular los planes, programas y acciones ejecutados en la institución, sobre la base de los principios de Justicia Abierta.



 



·      Fomentar el uso de las tecnologías de la información, la innovación y la modernización que generen valor público, brindando alternativas a quienes no tienen acceso a las herramientas tecnológicas y adaptándose a las necesidades de acceso de toda la población, incluyendo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.
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Para la operacionalización de esta política se considerarán, al menos, las siguientes líneas generales de acción:



 



· Información y divulgación



· Capacitación y sensibilización



· Articulación interna, externa e interinstitucional 



· Cumplimiento de compromisos y estándares nacionales e internacionales



· Seguimiento y evaluación de la política



 



[bookmark: _Toc493497546]6.      Factores para la implementación de la Política de Justicia Abierta



 



Para la implementación óptima de la Política se requiere disponer de una serie de condiciones internas que faciliten la ejecución de las acciones planteadas en este documento. Esas condiciones son:



 



·         Que todas las instancias judiciales incorporen en su quehacer acciones de transparencia, colaboración y participación ciudadana. 



 



·         Que se cuenten con los recursos presupuestarios y humanos para su ejecución.



 



·         Que se cocree el Plan de Acción de la Política tomando como marco referencial este documento y las líneas generales aquí establecidas, de manera participativa, integrando diferentes actores sociales. En este plan de acción deberá exponer con detalle los roles y responsabilidades de cada instancia involucrada. 



 



·         Que se consolide la Comisión Coordinadora para la Implementación de la Política. Esta Comisión tiene por finalidad promover el desarrollo, la coordinación, la consolidación y la sostenibilidad de los principios de Gobierno Abierto al interior del Poder Judicial, así como dirigir la aplicación de la política de Justicia Abierta, monitorear y dar seguimiento de los compromisos institucionales que de esta se deriven. 
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La Comisión de Justicia Abierta es la instancia articuladora que velará por el cumplimiento de esta política. Estará conformada por representantes titulares de:



 



·         Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, ente coordinador



·         Despacho de la Presidencia



·         Comisión de Transparencia



·         Comisión de Acceso a la Justicia 



·         Consejo Superior



·         Dirección de Tecnología de la Información



·         Dirección de Prensa y Comunicación



·         Dirección Ejecutiva



·         Dirección de Planificación 



·         Dirección de Gestión Humana



·         Contraloría de Servicios



·         Escuela Judicial



·         Programa de Justicia Restaurativa



·         Ministerio Público



·         Defensa Pública



·         Organismo de Investigación Judicial



·         Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional



·         Secretaría de Género



·         Una persona representante de los gremios del Poder Judicial por ámbito.



·         Una persona representante de cada una de las comisiones jurisdiccionales.



·         Representante del Colegio de Abogados y Abogadas



 



El Programa de Justicia Restaurativa fungirá como co-coordinador de tema transversal de Justicia Restaurativa en el marco de esta Política.



 



Además, la integrarán al menos ocho personas externas al Poder Judicial que pueden representar actores sociales, instituciones, organismos, organizaciones o empresas, interesadas en el accionar judicial.  Esta elección se realizará democráticamente en una asamblea de amplia convocatoria y estarán en su cargo por un periodo dos años. Los mecanismos para esta elección se definirán a nivel de lineamientos en un momento posterior.



 



[bookmark: _Toc493497548]6.2   Funciones de la Comisión de Justicia Abierta



 



·      Liderar el proceso de cocreación de los instrumentos para la implementación de esta política: mapeo de actores, plan de acción, línea base, sistema de evaluación y seguimiento con monitoreo ciudadana, sistema de rendición de cuentas hacia la ciudadanía y lineamientos para la integración de representación social en la Comisión de Justicia Abierta.



 



·      Proponer a las instancias internas que corresponda, la incorporación de estándares 



 



·      nacionales e internacionales, buenas prácticas y tecnologías que favorezcan la implementación de la Política y los principios de transparencia, participación ciudadana, colaboración y rendición de cuentas en todos los ámbitos y oficinas del Poder Judicial.



 



·      Incentivar los procesos de apertura de datos en el Poder Judicial, como herramienta para el ejercicio del derecho de acceso a la Información y la transparencia colaborativa, con criterios de valor público y utilidad social y promoviendo su reutilización, por parte de todos los sectores interesados. 



 



·      Propiciar de manera periódica los procesos de seguimiento y evaluación del funcionamiento de la Política de Justicia Abierta, con el apoyo de otras instancias institucionales o externas.



 



·      Velar porque la implementación de la Política de Justicia Abierta esté alineada con las políticas y orientaciones estratégicas del Poder Judicial, así como con los avances nacionales e internacionales de Gobierno Abierto.



 



·      Promover la difusión de la Política de Justicia Abierta y los principios que la orientan. 



 



·      Impulsar los procesos de rendición de cuentas y de aplicación de los principios en los ámbitos institucionales. 



 



·      Promover la utilización de la tecnología en la implementación de esta Política. 



 



·      Crear grupos de trabajo conforme se requiera para el desarrollo de esta Política.



 



·      Rendir cuentas sobre los avances de la implementación de esta Política.



 



La instrumentalización de esta Política se hará mediante la cocreación de los instrumentos necesarios para su puesta en práctica, a saber: plan de acción, línea base, sistema de evaluación y seguimiento que incluya el monitoreo ciudadano y un sistema de rendición de cuentas ante la ciudadanía. Para ello la Comisión y sus actores tomaran las medidas propias dentro de un plazo razonable.”



 



 San José, 15 de marzo de 2018.



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 











-          [1]  Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, 8:30 horas26 de mayo, 2008, Artículo II.



-          Política de equidad de género del Poder Judicial de Costa Rica: Aprobada Sesión N0 34-2005 de la Corte Plena,  7 de noviembre del 2005, Artículo XIV.



-          Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial: Sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, 5 de mayo del 2008, Artículo XXIII.



-          Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor: Sesión n.º 27-08 del Consejo Superior, 15 de abril del 2008, Artículo XLVI



-          Política institucional para el acceso a la Justicia por parte de la población migrante y refugiada: Sesión n.º 32-10 de la Corte Plena, 8  de noviembre de 2010. Artículo XXIV. 



-          Política institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes: Sesión N° 34-10 de la Corte Plena, 29 de noviembre de 2010, Artículo XVII.



-          Políticas del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica: Sesión N° 4-11 de la Corte Plena,  14 de febrero de 2011, Artículo XV. 



-          Políticas de atención a víctimas de violencia doméstica y del delito: Sesión N0 32-99 de la Corte Plena, 4 de agosto de 1999, Artículo XII. 



-          Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas: Sesión N0 77-08 del Consejo Superior, 14 de octubre de 2008. Artículo XLI. 



-          Políticas de lenguaje inclusivo: Sesión n.º 15-12 del Consejo Superior, 21 de febrero del 2012, Artículo LIII.



-          Política respetuosa de la diversidad sexual: Sesión Nº 31-11 de la Corte Plena,  19 de setiembre de dos mil once, Artículo XIII.



-          Personas privadas de libertad: Aprobada por el Comité Ejecutivo de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF) el día 3 de marzo del 2010 en San José de Costa Rica.



 



[2] Política de Igualdad de Género del Poder Judicial, 2005.



[3] Plan estratégico del Poder Judicial 2013-2018.



 



[4] Plan estratégico del Poder Judicial 2013-2018. Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica 2015.
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DESPACHO
JUDICIAL

“Qarantizar laigualdad de oportunidades
y no discriminacion en los servicios
judiciales, decisiones judiciales 'y
funcionamiento interno del Poder
Judicial para las personas en condicion
de discapacidad”.

Politica de igualdad para

las personas con discapacidad -
en el Poder Judicial

Aprobadaen lasesionn.° 14-08 dela CortePlena, celebrada
el cinco de mayo del dos mil ocho. Articulo XXIIl.

DECLARACION DE LA POLITICA DE IGUALDAD PARA LAS
PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL

Introduccion

Con la promulgacion de la Ley de Igualdad de Oportunidades
para las Personas con Discapacidad, Ley No. 7600 del afio
1996, surgen una serie de lineamientos de acatamiento
obligatorio por parte de las instituciones publicas y privadas,
tendientes a garantizar el acceso a los servicios y la igualdad
de oportunidades de las personas con discapacidad.

Con el fin de coadyuvar con el cumplimiento de esta
Ley y recomendar la adopcidon de politicas en materia
de discapacidad, el Poder Judicial conformé la Comisiéon
Institucional en esta materia, con una integracion estratégica
al contar con representantes de diversos Despachos
Administrativos, Judicatura, Defensa Publica, Fiscalia,
Organismo de Investigacion Judicial, asi como Sociedad
Civil,facilitando asi la toma de decisiones.

La Comision de Accesibilidad tiene definidas dos éareas de
accion: la interna dirigida a las funcionarias y funcionarios
judiciales, basicamente, en funcién de tres objetivos:
Ingreso, nombramiento en propiedad y ascenso.









Prevencion ante situaciones de riesgo individual o colectivo.
Atencion integral (adecuacién laboral), frente a una discapacidad
temporal o definitiva, congénita o sobreviniente.

En el area externa, la Comision vela porque la institucion brinde
las mejores condiciones para la atencion de usuarias y usuarios,
enfocando su accionar en los siguientes campos:

1. Infraestructura
2. Comunicacién
3. Informacion

4. Sensibilizacion

La cobertura de las necesidades detectadas para el fortalecimiento
de estas areas, es una tarea a la cual el Poder Judicial se ha abocado,
creando los mecanismos necesarios para la consecucion de los
objetivos planteados tanto en el Plan Estratégico como en el Plan
Anual Operativo.

No obstante los esfuerzos realizados; ante la diversidad de servicios
y demandas, que el Poder Judicial ha tenido en esta materia, se hizo
necesario contar con una linea de accion que estableciera objetivos
concretos que tuvieran un denominador comun: cumplir con los
mandatos que impone la ley, como Unica opcién para respetar uno
de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad, a
saber, el acceso real y efectivo a la justicia. Por estas razones la Corte
Plena en Sesion N° 14 -08, celebrada el 5 de mayo de 2008, articulo
XIll, aprobd la Declaracion de la Politica de Accesibilidad para las
personas con discapacidad en el Poder Judicial, propiciando asi que
de una manera transversal, prioritaria y sustantiva se incorpore la
perspectiva de la discapacidad en todos los ambitos del quehacer
institucional del Poder Judicial, para garantizar la igualdad de
oportunidades y la no discriminacién en los servicios judiciales,
decisiones judiciales y funcionamiento interno de la institucion.

La construccion de esta Politica se realizé6 mediante una consultoria
financiada con fondos del préstamo Corte - Bid, que facilité la
contratacion de un experto en la materia e implicé un proceso
participativo con integrantes de la Comision de Accesibilidad,
instituciones afines, representantes de la Sociedad Civil, y
funcionarias (os) judiciales quienes, en una segunda etapa, validaron
el documento con aportes y sugerencias recopiladas mediante
talleres ejecutados en todos los circuitos judiciales del pais.

Este proceso sirvio ademdas como agente sensibilizador, al
desarrollarse a partir de la perspectiva de los Derechos Humanos
de las Personas con Discapacidad e involucrar a representantes de
todos los sectores que conforman el Poder Judicial: Administrativo,
Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia.

La Politica establece las lineas generales del plan de accion y se
fundamenta en los Principios Generales que informan la materia.

DECLARACION DE LA POLITICA DE IGUALDAD PARA LAS PERSONAS
CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL

Considerando:

Que el derecho a la igualdad y no discriminaciéon de todos los
seres humanos se encuentra reconocido en diversos instrumentos
de proteccion de los derechos humanos tales como: Declaracion
Universal de los Derechos Humanos', Pacto de Derechos Civiles y
Politicos? y la Convenciéon Americana de Derechos Humanos®.

Que el derecho al acceso a la justicia es reconocido en los
siguientes instrumentos internacionales de proteccién de los
derechos humanos: Declaracién Universal de Derechos Humanos®,
Pacto de Derechos Civiles y Politicos® y la Convencion Americana
de Derechos Humanos®.









Que el Estado costarricense por medio de la Ley 7948 aprueba
la Convencién Interamericana para la Eliminacién de todas las
formas de discriminacion contra las personas con discapacidad. La
cual establece el derecho de la poblacion con discapacidad a no
ser discriminada’ y el derecho al acceso a la justicia®.

Que la Constitucion Politica Costarricense reconoce el derecho a la
igualdad®y los derechos al acceso a la justicia'.

Que conforme a la ley de Igualdad de Oportunidades para
las Personas con Discapacidad11 se establecen una serie de
obligaciones estatales dirigidas a asegurar la igualdad y equidad
para las personas con discapacidad.

Que el Poder Judicial tiene como mandato constitucional la
administracion de la justicia en forma pronta y cumplida, sin
denegacion y en estricta conformidad con las leyes.

Reconociendo:

Que existe una realidad social identificada por las instituciones
nacionales y organismos internacionales que refleja la desigualdad
economica, juridica, politica, ideoldgica que viven las personas en
condicién de discapacidad en la sociedad costarricense.

Que el Poder Judicial realizé un diagnostico institucional (2006) en el
cual se identificaron las desigualdades existentes, las necesidades y las
lineas de accién a seguir. Dicho documento de diagnostico constituye
una base fundamental de la politica ya que planteay orienta las medidas
a tomar en las diferentes dimensiones de trabajo en la administracién
de justicia y el acceso a sus servicios de las personas con discapacidad.

Que las personas en condicidn de discapacidad son muy diversas
por razones de género, edad, condicion econdmica, discapacidad,
orientacion sexual, creencias, etc.

Tomando en cuenta los siguientes principios:

El principio de no discriminacion por razones de
discapacidad: significa toda distincion, exclusién o restriccion
basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad,
consecuencia de discapacidad anterior o percepcion de una
discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propésito
deimpediroanularel reconocimiento, goce o ejercicio por parte
de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y
libertades fundamentales.'

El principio de equiparacién: utilizar acciones afirmativas o
medidas correctivas dirigidas a corregir desigualdades sociales
conforme a los instrumentos internacionales de proteccion de los
derechos humanos que establece: “No constituye discriminacion
la distinciéon o preferencia adoptada por un Estado parte a fin
de promover la integracién social o el desarrollo personal de las
personas con discapacidad, siempre que la distincion o preferencia
no limite en si misma el derecho a la igualdad de las personas con
discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean
obligados a aceptar tal distincion o preferencia...”™”

Elprincipiodelrespectoaladiversidad:evidenciarlasdiferencias
delos seres humanos segun edad, género, etnia, religion, condicién
econdmica, situacion geografica, discapacidad, etc., reconociendo
que los intereses, necesidades y percepciones de esta diversidad
de seres humanos son igualmente diferentes.

El principio deigualdad de oportunidades: ampliar el principio
de igualdad formal, al de igualdad real y equidad tomando en
cuenta con criterios de equidad, las condiciones personales y el
trasfondo humano de los conflictos en cada uno de los casos y
Sus consecuencias.









El principio de la no violencia: prevenir, sancionar y erradicar
la violencia estructural que se da cuando se invisibiliza e
ignora las necesidades de las personas con discapacidad en
los servicios judiciales™.

El principiodeaccesibilidad: brindarfacilidades paraquetodaslas
personas puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso
de todos los servicios requeridos y disponer de todos los recursos
gue garanticen su seguridad, su movilidad y su comunicacion.”

El principio de vida independiente: abordar el “problema” en el
entorno y no en las personas, permitiendo que estas tomen las
decisiones en sus vidas.'®

El principio de auto representacion: desarrollar mecanismos de
participacién ciudadana en todas las instancias judiciales donde
las personas con discapacidad como colectiva social participen en
la toma de decisiones.!”

Principio de Participacion conforme a la edad cronolégica:
relacionarse con las personas con discapacidad conforme a la
edad cronoldgica

Asumir en su totalidad los principios enunciados en el Codigo de
Etica, de la justicia como un servicio publico; la independencia
judicial libre de prejuicios; la transparencia judicial; la participacion
ciudadana; el mejoramiento de la administracién de la justicia;
el acceso a las instancias judiciales; asi como los deberes de
capacitacion judicial, reserva e imparcialidad.

Incorporarlos principios enunciados en el Cédigo de Etica con
el fin de promover la igualdad de las personas en condicién
de discapacidad.

Acuerda:

1. Adoptar una Politica de Igualdad para las personas en
condicién de discapacidad que de manera transversal,
prioritaria y sustantiva incorpore la perspectiva de la
discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial. Para
garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminacion
en los servicios judiciales, decisiones judiciales y
funcionamiento interno del Poder Judicial.™®

2. Integrar esta politica a la misién, visién y los objetivos
institucionales, asi como en los procesos de planificacién, en
los planes anuales operativos y presupuestos'.

3. Incorporar todos los principios establecidos en esta politica en
el Codigo de Etica Judicial y el Estatuto Judicial.°

4. Desarrollar todas las medidas de caracter administrativo,
normativo, procedimental y operativo que sean necesarias con
el fin de garantizar la integracion y aplicaciéon de esta politica
en los diferentes ambitos del Poder Judicial.”!

5. Asegurar los recursos humanos, materiales, financieros
y técnicos necesarios, asi como la creacion de o6rganos,
métodos y procedimientos adecuados para implementar
esta politica e incorporar criterios de descentralizacién para
que se haga efectiva.”?

6. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la politica de
igualdad para las personas en condicidon de discapacidad,
mediante la instancia que las autoridades judiciales
determinen para velar por el cumplimiento de la presente
politica; creando mecanismos que sean necesarios para lograr
la coordinacion entre los tres ambitos de la administracion
judicial responsables de su aplicacién. c.?









10.

11.

12.

13.

14.

Incluir e implementar las acciones afirmativas o medidas de
correccién que se requieran en el plan de accién, con el fin de
asegurar la eliminacién de las desigualdades que sufren las
personas en condicion de discapacidad.?

Transversar la perspectiva de la discapacidad y el principio
de no discriminacién por razones de discapacidad, en todos
los servicios judiciales incluyendo los dirigidos a las personas
servidoras judiciales®.

Dar a conocer de manerainmediata la presente politica en todos
los ambitos y niveles del Poder Judicial, asi como en la sociedad
civil con el objeto de que se aplique en forma inmediata®.

Concienciar y capacitar en forma sistemdtica y continua a
las personas servidoras judiciales con el objeto de lograr un
cambio de actitud en la cultura institucional acorde con los
principios establecidos en esta politica®.

Promover la participacion ciudadana de personas con
discapacidad en los diferentes érganos del Poder Judicial®.

Asegurar la prestacion de servicios a partir de criterios de
eficiencia, agilidad, cortesia y accesibilidad acordes con las
demandas y necesidades de las personas con discapacidad,
que tomen en cuenta sus caracteristicas especificas y
eliminen todas aquellas normas, practicas y costumbres que
tengan un efecto o resultado discriminatorios por razones de
discapacidad, o de cualquier otra naturaleza.?

Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las
instalaciones de atencion al publico relacionado con los
servicios judiciales, sean accesibles para que las personas en
condicion de discapacidad los usen y disfruten.?°

Brindar informacién veraz, comprensible y accesible sobre los
servicios judiciales a la poblacién con discapacidad.®

15. Apoyar a la Comision de Accesibilidad y los comités locales
en la coordinacion, el desarrollo, la promociodn, la ejecucion, la
evaluaciony el seguimiento de esta politica, paraalcanzara corto,
mediano y largo plazo las metas propuestas y erradicar asi las
desigualdades y discriminaciones por razones de discapacidad
en todos los ambitos de la administracion de justicia.*?

LINEAS GENERALES DEL PLAN DE ACCION

Con el fin de lograr la igualdad real, considerando la normativa
juridica internacional y nacional de los Derechos Humanos,
los principios que rigen el Cédigo de Etica del Poder Judicial,
incluyendo los principios establecidos en esta politica, asi como
los compromisos asumidos por la Corte Suprema de Justicia en los
procesos de modernizacidn, se presentan a continuacion la metay
las lineas generales a ser contempladas en un plan de accién que
permita llevar a la practica la Politica de Igualdad para las Personas
en Condicion de Discapacidad del Poder Judicial.

Meta de la Politica de Igualdad para las Personas en Condicion de
Discapacidad del Poder Judicial

Garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminacion en los
servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno
del Poder Judicial para las personas en condicién de discapacidad.

Lineas de accion de la politica

Las acciones a seguir en todos los ambitos del Poder Judicial para
la implementacion de la presente politica, deben orientarse a la
identificacién y erradicacién de las desigualdades por razones
de discapacidad. Especial atencién debe darse en el acceso a
los servicios judiciales y en las decisiones judiciales. Ademas
las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretacion
y aplicacion de la justicia, ni interferir en el desempefio de las
personas servidoras judiciales en relacion con sus funciones.









La Comision de Accesibilidad y administraciones regionales
en los distintos circuitos judiciales, seran responsables de Ia
implementacion, seguimiento y evaluacion de la politica.

Las areas estratégicas para la ejecucion de la politica seran las siguientes:

Gestion de Personal

Comunicacién, informacion y sefializacién

Espacios accesibles

Desarrollo de tecnologia que facilite la accesibilidad
Politicas, Normas y Procedimientos Institucionales
Labor Jurisdiccional

Organizacién Administrativa

) Monitoreo e Implementacién

Qe aoome

Las acciones propuestas seran desarrolladas en diferentes ambitos
como lo son:

En el ambito Administrativo
Aspectos Generales

El Consejo Superior, Direccién Ejecutiva y demas instancias
administrativas del Poder Judicial deben impulsar el mejoramiento
y fortalecimiento de los mecanismos administrativos vy
jurisdiccionales existentes, tales como la Contraloria de Servicios,
el Departamento de Personal, el Departamento de Planificacion,
la Inspeccién Judicial, la Defensa Publica y la Oficina de Atencién
a la Victima, para lograr la accesibilidad a la justicia a las personas
usuarias con discapacidad, sin discriminacion.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva por medio de las
administraciones regionales estableceran servicios de apoyo que
brinden: a) ayudas técnicas que faciliten el acceso a la justicia
de las personas con discapacidad b) personal especializado

que facilite el acceso a los servicios judiciales a las personas en
condicién de discapacidad.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva a través de los
departamentos de Servicios Generales y Proveeduria deben
asegurar que los inmuebles donde se otorgan los servicios
judiciales sean accesibles para lo cual deberan a) Mantener un
diagnostico actualizado de los inmuebles en el cual se otorgan
los servicios con el fin de identificar las barreras arquitecténicas.
b) Implementar un sistema de control que asegure que los
inmuebles que alquile el Poder Judicial cumplan con las normas
establecidas en la Ley de Igualdad de Oportunidades para
las Personas con Discapacidad. c) Actualizar una guia sobre
accesibilidad alosinmuebles de los servicios judiciales d) Elaborar
y ejecutar un plan de eliminacion de barreras arquitectonicas
para los inmuebles propiedad del Poder Judicial. ) Negociar
con las personas propietarias de los bienes inmuebles alquilados
la realizacion de las adaptaciones necesarias para asegurar el
acceso arquitectonico a los inmuebles, de las personas usuarias
en condicién de discapacidad. F) Rescindir los contratos de
inquilinato donde los inmuebles no aseguren un minimo de
accesibilidad arquitecténica para las personas con discapacidad.

El Consejo Superior y la Direccién Ejecutiva a través de los
departamentos de Servicios Generales y Proveeduria deberan
asegurar que los muebles para la atencion al publico y para
servidores judiciales sean accesibles para lo cual se debera: a)
Mantener un diagndstico actualizado de los muebles que se
utilizan para la atencion al publico donde se identifique aquellos
que contemplen barreras de acceso b) Disefar y actualizar una
guia sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales.
c) Elaborar y ejecutar un plan de renovacion de muebles para
asegurar que estos sean accesibles, comodos y satisfactorios para
su uso por parte de la poblacion en condicién de discapacidad.









El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva velaran porque se
implementen procesos de atencién comodos, seguros, accesibles
y eficientes, que aseguren la igualdad de oportunidades para las
personas con discapacidad.

El Consejo Superior, el Consejo de Administracion de Circuitos y
los 6rganos auxiliares de justicia (Organismos de Investigacion
Judicial, Ministerio Publico y Defensa Publica) promoveran, la
adquisicion de automoviles accesibles, para aquellos casos en que
se otorgan servicios al publico.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva a través del
Departamento de Servicios Generales aseguraran una senalizacion
accesible en los inmuebles judiciales mediante las siguientes
acciones: a) realizar un diagnéstico sobre la sefalizacion existente
en los inmuebles donde se dan servicios judiciales, b) Disenar y
actualizar una guia sobre senalizacion accesible para los inmuebles
donde se otorgan servicios judiciales, c)Elaborar y ejecutar un plan
de renovacion de rétulos de sefalizacidon que sean accesibles para
la poblacién en condicion de discapacidad.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva por medio del
Departamento de Seguridad debera desarrollar gestiones para
prevenir los riesgos que surjan de emergencias por medio de
las siguientes acciones a) Realizar un diagnéstico sobre riesgos
en situaciones de emergencia en los edificios judiciales desde
la perspectiva de la discapacidad b) Elaborar una guia para la
prevencion de riesgos en situaciones de emergencias en los
edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad c)
Capacitar al personal judicial sobre el manejo de emergencia
incorporando la variable de la discapacidad d) Disefar un plan para
ser ejecutado para garantizar la seguridad de todos las personas
usuarias de los servicios judiciales sin discriminacion por razones
de edad, discapacidad, género, etc.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva por medio del
Departamento de Seguridad, deberan implementar un programa
de salud ocupacional para el personal con discapacidad que labora
en el Poder Judicial.

b) Planificacion, Seguimiento, Evaluacion y Presupuesto

ElDepartamentodePlanificaciondeberdpromoverlaincorporacion
de las acciones derivadas del cumplimiento de la Politica en los
planes estratégicos, en los planes anuales operativos de las oficinas
y despachos del Poder Judicial y, sera responsable de que esta
disposicién se cumpla a través de un efectivo seguimiento.

El Departamento de Planificacion junto con la Comision de
Accesibilidad, desarrollard un sistema de indicadores para medir
el avance de la implementacion de la Politica de Igualdad para las
personas en condicién de discapacidad.

El Departamento de Planificaciéon con la asistencia técnica de la
Comisién de Accesibilidad,realizara una evaluacion anual de los
planes y programas de las oficinas y despachos judiciales, para
determinar el logro o grado de avance de los resultados esperados
en materia de igualdad y discapacidad.

Los centros de responsabilidad conforme a la Ley 7600, aseguraran
que las acciones para garantizar laigualdad de oportunidades para
las personas con discapacidad, previstas en los planes y programas
de todas las oficinas y despachos judiciales, tengan el respectivo
contenido presupuestario.

El Departamento de Planificacion, mediante la Seccién de
Estadistica desarrollara indicadores desde la perspectiva de la
discapacidad para recoger informacién que sea util para la toma
de decisiones.









El Departamento Financiero Contable velara por la correcta
asignacién de recursos conforme a lo planificado y la Auditoria
sera la entidad responsable de evaluar el cumplimiento.

c) Gestion de Personal

El Departamento de Personal como ente rector en materia de
Gestion Humana en el Poder Judicial, debera garantizar que
los procesos de seleccion de personal estén adaptados a las
condiciones de las y los aspirantes con discapacidad y que se
asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos.

El Departamento de Personal incorporara en los procesos de
induccion la perspectiva de la discapacidad para promover
actitudes respetuosas para esta poblacion.

El Departamento de Personal debe asegurar que las politicas de
contratacion de personal, incentivos, ascensos, formacion profesional,
evaluacion del desempeno y administraciéon de los recursos humanos
en general, no discriminen por razones de discapacidad.

El Departamento de Personal formara a servidoras (es) judiciales
en la lengua de sefas costarricense con énfasis en el area juridica
para la atencién al publico.

El Departamento de Personal desarrollard acciones para facilitar
que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales,
cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para
desempenar lo mejor posible sus funciones. Asi como readaptar y
reubicar al personal que adquiera una discapacidad.

d) Capacitacion

La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la
capacitacion, en coordinacion con la Comisién de Accesibilidad

elaboraran planes de capacitacion permanente en la perspectiva
de la discapacidad para todo el personal, en todos los ambitos y
niveles del Poder Judicial.

La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la
capacitacion, deberan incorporar en sus cursos y planes de
capacitacion, la perspectiva de la discapacidad de manera
especifica y transversal en todo su quehacer

La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la
capacitacion desarrollaran material didactico relacionado con los
derechos de las personas con discapacidad para todo el personal,
en todos los dmbitos y niveles del Poder Judicial.

La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la
capacitacién aplicaran adecuaciones curriculares para los procesos
de formacién y evaluacién.

e) Informacién y Comunicacién

La informacion al publico que emane del Poder Judicial deberd
ser accesible a todas las personas, segun sus necesidades
particulares33. Para ello: a) Se otorgara servicios de informacion
y comunicaciéon virtual que cumplan con los requerimientos de
accesibilidad para las personas con discapacidad mental y sensorial
y b) Las dependencias judiciales que atienden al publico deberan
contar con personal que informe en lengua de sefias costarricense

La Biblioteca del Poder Judicial contard con: i) documentacion
actualizada sobre los derechos de las personas con discapacidad ii)
material bibliografico accesible para la poblaciéon con discapacidad
mental y sensorial, y iii) contara con un tesauro desde el enfoque
de los derechos humanos de las personas con discapacidad.









El Departamento de Prensa y Comunicacién Organizacional del
PoderJudicialllevardacaboprogramasdeinformaciéonydivulgacion
a personas en condicién de discapacidad, sobre el acceso a la
justicia en condiciones de igualdad y sobre los mecanismos a su
disposicion para efectuar los reclamos correspondientes en caso
de considerarse afectados. De igual forma, divulgara a lo interno
del Poder Judicial la politica de igualdad para las personas con
discapacidad utilizando los medios idéneos.

El Departamento de Prensa y Comunicacidon Organizacional
del Poder Judicial, implementarad un programa de divulgacion
de las resoluciones judiciales que incorporen la perspectiva de
los derechos de las personas con discapacidad ante los medios
de comunicacion.

El Departamento de Prensa y Comunicacién Organizacional del
Poder Judicial en coordinacion con la Comisién de Accesibilidad
divulgard los logros alcanzados en materia de igualdad de las
personas con discapacidad en el acceso a la justicia asi como
articulos y resoluciones de interés sobre el tema.

f) Desarrollo de Procesos, normas y métodos

Las diversas instancias del Poder Judicial desarrollaran protocolos,
guias y directrices para mejorar la atencion a las personas usuarias
y personal de los servicios judiciales.

La Comision de Accesibilidad conformara un equipo de trabajo
para elaborar recomendaciones que aseguren que las normas,
meétodos y procesos judiciales sean accesibles para las personas
usuarias con discapacidad.

2. En el ambito Jurisdiccional

Los jueces y juezas deberan aplicar prioritariamente las Normas
Internacionales de Proteccion de los Derechos Humanos de
las Personas con Discapacidad tales como la Convencidn
Interamericana sobre todas las formas de Discriminaciéon contra
las Personas con Discapacidad, las Normas Uniformes de Naciones
Unidas para la Equiparaciéon de Oportunidades, etc.

Los jueces y juezas en su labor interpretativa deberan tomar en
consideracion los principios generales de interpretacion del
derecho de las personas con discapacidad y la desigual condiciéon
entre las personas para eliminar todo sesgo por razones de
discapacidad, que produzca un efecto o resultado discriminante
contra las personas con discapacidad en todas las esferas o
materias juridicas.

Losjuecesyjuezasen sulaborde analisisy valoracion se abstendran
de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural
o ideoldgico, que configuren prejuicios que produzcan efectos o
resultados discriminatorios y subordinantes contra las personas en
condicién de discapacidad.

Los jueces y juezas para garantizar el precepto constitucional de
justicia pronta y cumplida,consideraran prioritariamente los casos
en los cuales se expresa la desigualdad contra las personas en
condicién de discapacidad tales como situaciones de violencia
intrafamiliar, discriminacion por razones de discapacidad y otras.

Los jueces y juezas redactaran las resoluciones judiciales con un
lenguaje inclusivo y respetuoso de los derechos humanos de las
personas con discapacidad.

Los jueces y juezas velardn en la fase de ejecucién de sentencia,
que las resoluciones no produzcan efectos adversos basados en









prejuicios contra las personas con discapacidad, que menoscaben
el disfrute de los derechos o acciones logradaoen el fallo.

Los Departamentos de Trabajo Social y de Medicina Legal contaran
conpersonalespecializadoenmateriadediscapacidad, pararealizar
los peritajes respectivos. Deberan capacitar para su especializacion
a sus funcionarias y funcionarios. En caso de contratacién externa
de peritajes quienes lo ejerzan deberan cumplir con los requisitos
preestablecidos y certificados de su idoneidad.

El Sistema Costarricense de Informaciéon Juridica pondra a
disposicion de quienes administran justicia, una metodologia
de incorporacion de la perspectiva de la discapacidad para las
resoluciones judiciales que reuna un tesauro, desde la vision de los
derechos humanos de las personas con discapacidad que incluya
legislacion, resoluciones judiciales y doctrina.

En toda Comision que la Corte Suprema de Justicia designe con
la finalidad de elaborar alguna propuesta de ley o reforma legal,
debera ser considerada la participacion de una persona con
estudios o experiencia en materia de los derechos humanos de
las personas con discapacidad, de modo que pueda incorporar la
perspectiva de la discapacidad.

3. En el ambito Auxiliar Jurisdiccional

a) Ministerio Publico

Debera promover el cumplimiento de las directrices para reducir la
revictimizacion de personas en condicién de discapacidad en los
procesos judiciales.

La Oficina de Atencion a la victima deberda incorporar

transversalmente la perspectiva de la discapacidad en los servicios
que otorga.

b) Defensa Publica

La Defensa Publica debera revisar periédicamente la situacién de
las personas que se encuentran con medidas de seguridad, con el
objeto de justificar la continuidad de la misma.

La Defensa Publica procurard otorgar servicios de defensa del
derecho alimentario en lugares accesibles, seguros y cercanos a
las personas con discapacidad usuarias de estos.

¢) Organismo de Investigacion Judicial

El personal técnico y profesional del Departamento de Medicina
Legal que lleva a cabo las evaluaciones médicas y psicoldgicas,
deberan incorporar la perspectiva de la discapacidad en el
momento de la valoracién asi como en el informe correspondiente.

El personal del Organismo de Investigacion Judicial procurara
erradicar practicasquerevictimicenalas personas condiscapacidad

4. Relaciones interinstitucionales
a) Consejo Nacional de Rehabilitacion y Educacion Especial

La Comisién de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollara relaciones
de colaboracion y asistencia técnica con el Consejo Nacional de
Rehabilitacion y Educacion Especial, cuando se estime oportuno.

b) Defensoria de los Habitantes

La Comisién de Accesibilidad del Poder Judicial trabajara en
conjunto con la Defensoria de las Personas con Discapacidad,
de la Defensoria de los Habitantes, para la deteccién, andlisis
y propuesta de solucion de situaciones de discriminacién por
razones de discapacidad que se presenten en el ambito judicial.









¢) Instituto de Rehabilitacion y Formacion Hellen Keller

La Comision de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollara
relaciones de colaboracién y asistencia técnica con el Instituto
de Rehabilitacion y Formacion Hellen Keller, cuando se
estime oportuno.

d) Sociedad Civil

La Comision de Accesibilidad del Poder Judicial promovera la
participacion de organizaciones de personas con discapacidad, en
diferentes instancias como la Comisién de Accesibilidad, Comités
Locales o Comisiones especiales, donde la presencia de la sociedad
civil es fundamental para asegurar su participacion ciudadana.

5. Red Interinstitucional

La Comision de Accesibilidad y las Administraciones regionales en
los diferentes Circuito Judiciales del Poder Judicial, promoveran
la creacién de una red interinstitucional conformada por
representantes de instituciones estatales, internacionales y
sociedad civil vinculadas con la proteccién de los derechos
humanos de las personas con discapacidad para la coordinacion
de programas, acciones destinadas a promover iniciativas de ley
y monitorear la aplicacién del marco juridico de los derechos
humanos, sin discriminacion por razones de discapacidad.

6. Monitoreo e Implementacion

La Secretaria de Género serd la responsable del seguimiento y
evaluacion de las acciones que se implementan para cumplir con
la presente politica en todas las oficinas y despachos del Poder
Judicial, para lo cual solicitard informes cada seis meses. Dichos
informes se sistematizaran para ser presentados a la Comisién
de Accesibilidad en los meses de junio y noviembre de cada ano.

Una vez al afno se presentaran los avances a la sociedad civil y al
ente rector en el tema de discapacidad el Consejo Nacional de
Rehabilitacién y Educacion Especial.
lll. Estrategias de Implementacion

La Corte Plena sera el Grgano maximo responsable de la aprobacion
de la Politica de Igualad para las Personas con Discapacidad, para

ello emitira directrices mediante circulares internas.

La Comision de Accesibilidad sera el ente director de la Politica.

Las lineas de accion a corto plazo son:

OBJETIVOS
ESPECIFICOS

ACCIONES

PRODUCTOS

Identificar los
factores que
obstaculizan
las
posibilidades
deaccesoala
Justicia de las
personas con
discapacidad,
ya sea como
usuarias o
funcionarias

Desarrollo de
indicadores que
surgen del &rbol de
problemas

Disefo de
Instrumentos

Trabajo de Campo:
recopilacion
bibliografica,

talleres, visitas in
loco, grupos focales,
talleres, entrevistas

Clasificacion de la
Informacién

Analisis de la
Informacién

Elaborar un protocolo de investigacién
que establezca el marco filoséfico desde
el modelo de los derechos humanos,
el marco conceptual, el desarrollo de
indicadores y los instrumentos para la
investigacién acciéon
Realizar en conjunto con funcionarios/
as del Poder Judicial y las personas
usuarias con discapacidad un andlisis
de las carencias actuales que tiene el
Poder Judicial en el cumplimiento del
ordenamiento juridico costarricense
relacionado con el acceso a la justiciay
el goce pleno de los derechos humanos
de las personas servidoras, usuarias y
procesadas con una discapacidad
Diagnéstico sobre la situacion del
acceso a la justicia de las personas
con discapacidad con los siguientes
apartados:
1)Informacién, comunicaciéon y
sefalizacion
2)Infraestructura y organizacion
3) Actitudes del personal
4) Politicas, normas, métodos y procesos
5) Resoluciones judiciales
6) Tecnologia y servicios de apoyo










Construir en
conjunto con
funcionarias
(os) del Poder
Judicial,
un Plan de
Accién o
Politica con
enfoques
innovadores
para su
integracion
desde
perspectivas
de género
ydela
discapacidad
bajo el
modelo de
los derechos
humanos

Disefo de la carta
de entendimiento

Entrega de la carta
de entendimiento a
las partes

Negociacion de
los aportes de
cada institucion
para la carta de
entendimiento

Definicién de
prioridades con
la Comision de

Accesibilidad

Elaboracion del Plan

Definiciéon de los
principios

Establecimiento de
las estrategias

Disefno de la Politica

Aprobacion de la
politica

Elaborar los
programas de
capacitacion

Convocatoria

Facilitacion de la
capacitacion

Desarrollar instrumentos participativos de
evaluacién del estado de la situacion que
involucren a personas usuarias, servidoras y
procesadas con discapacidad que permitan
desarrollar acciones a corto y mediano plazo
para el mejoramiento del acceso a la justicia
de la poblacién con discapacidad

Cartas de Entendimiento con CNREE,
Instituto Hellen Keller, UCR y FECODIS
Plan de Accion
Politica de Acceso a la Justicia de las Personas
con Discapacidad.

Capacitacion a operadores juridicos sobre los
derechos de las personas con discapacidad

Capacitacion a operadores juridicos sobre
violencia intrafamiliar contra las personas con
discapacidad

Capacitacion a administradores de justicia
sobre la aplicacion de la ley 7600
Capacitacion a docentes de la Escuela
de capacitacion del Poder Judicial sobre
adecuaciones curriculares.

Capacitacion a periodistas sobre

laimportancia de divulgar las sentencias
relacionados con los derechos de las
personas con discapacidad

Capacitacion en LESCO juridico

Manual de Exigibilidad de Derechos para
personas con discapacidad
Manual sobre los derechos de las personas
con discapacidad para operadores de justicia
Manual sobre violencia intrafamiliar contra
personas con discapacidad

Directrices para la atencién a victimas con
discapacidad

Directrices para la atencién a nifos/as con
discapacidad victimas

Guia de senalizacion e informacion para
personas con discapacidad.

Guia de como hacer servicios virtuales
accesibles

Disefo de las guias

Validacion de las
guias

Edicion de las guias

Publicacion de las
guias

Disefio del
protocolo

Validacion del
protocolo

Publicacién del
protocolo

Recopilacién
Jurisprudencial

Clasificacion de la
Jurisprudencia

Relacién de la
Jurisprudencia con
la ley 7600

Publicacion de la ley
comentada

Elaboracion de las
recomendaciones

Validacion de las
recomendaciones

Divulgacioén de las
recomendaciones

Recopilacién de los
instrumentos

Andlisis de los
instrumentos de
evaluacion

Incorporacién de
la perspectiva de
la discapacidad en
los instrumentos de
evaluacion

Guia de contratacion de inmuebles accesibles

Guia para el desarrollo de espacio
judiciales accesibles

Disefo de un Protocolo Metodolégico para
incorporar la perspectiva de la discapacidad
en las sentencias

Clasificacion de la Jurisprudencia relacionada
con la discapacidad

Ley 7600
Comentada

Recomendaciones para la induccion de
personal sobre como relacionarse con las
personas con discapacidad

Incorporar la perspectiva de la discapacidad
en los instrumentos de evaluacién

Promover los servicios itinerantes en la
defensa publica

Informe de rendicion de cuentas a la
sociedad civil










Establecer el
Convenio de
cooperacion

Identificacion
de recursos y
necesidades

Establecimiento
de los servicios de
defensa publica

Convocatoria de la
sociedad civil

Preparacién de la
presentacién por
parte de la Comision

Presentacion de los resultados
GLOSARIO

Acceso a Justicia de las personas con discapacidad:

conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos, que permiten
a todas las personas con discapacidad, sin discriminacién alguna,
les sean garantizados los servicios judiciales, para una justicia
pronta y cumplida con un trato humano.

Ayudas Técnicas:

equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en
condicionesdediscapacidad paraaumentarsugradodeautonomia
y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo.

Discapacidad:

El resultado de la interaccién entre una persona con deficiencia
fisica, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o
mas de las actividades esenciales de la vida diarias y un entorno
con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos
limitando y restringiendo su participacion.

Discriminacion por razones de discapacidad:

todadistincién, exclusién orestriccidon basada en unadiscapacidad,
antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad
anterior o percepciéon de una discapacidad presente o pasada, que
tenga el efecto o propésito de impedir o anular el reconocimiento,
goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus
derechos humanos y libertades fundamentales.34

Perspectiva de la discapacidad:

Evidenciar, las distintas formas de subordinacién y discriminacion
queenelentornosocial experimentan las personasen condiciénde
discapacidad considerando el género, edad, condicion econdmica,
etnia, orientacién sexual etc., a fin de de eliminarlas.

Revictimizacion:
Toda accién u omisidén que contribuya al detrimento del estado
fisico, mental y/o afectivo-emocional de la persona victima.

Servicios de Apoyo: toda asistencia personal dirigida a aumentar el
grado de autonomia y garantizar oportunidades equiparables de
accesoaldesarrollo paralas personasen condiciénde discapacidad.

Transversalidad de la discapacidad: Proceso que convierte
las experiencias, necesidades e intereses de las personas
con discapacidad en una dimensién integral en el disefo,
implementacion, monitoreo y evaluacion de politicas y programas,
en todas las esferas politicas, econémicas y sociales, a fin de que
estos gocen de servicios en condicion de igualdad y equidad.

Articulo 1,2, 10y 21.
Articulo 3y 25 inciso c.
Articulo 23 inciso cy 24
Articulo 6,7,89,10y 11
Articulo 14 inciso 3
Articulo 8y 25
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13.

14.

15.

16.

17.

18.

19.

20.

21.

22.

23.

24.

25.

Articulo 1 inciso 2
Articulo 3 inciso 1 a)

Articulo 33
. Articulo 35 y siguientes 41
. Ley 7600
. Convencion Interamericana sobre todas las formas de

discriminacion contra las personas con discapacidad articulo
1 inciso 2.

La Convencién Interamericana para la Eliminacién de todas las
formas de Discriminacién contralas personas con Discapacidad
articulo 1inciso2 b

Convencion Interamericana para Prevenir,
Erradicar la Violencia contra las Mujeres.
Establecidotransversalmente enla Convencidn Interamericana
para la Eliminacién de todas las formas de discriminacién
contra las personas con discapacidad.

Convencion Interamericana para la eliminacién de todas las
formas de discriminacion contra las personas con discapacidad
articulo 4 inciso 2 b.

Convencién Interamericana sobre todas las formas de
discriminacién contra las personas con discapacidad articulo 5.
Articulo 4 inciso a de la Ley de Igualdad de Oportunidades par
a las Personas con Discapacidad.

Articulo 56 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las
Personas con Discapacidad.

Articulo 3 de la Convencién sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad

Articulo 4 de la Ley 7600

Idem

Articulo 36 siguientes y concordantes de la Convencion sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad

Articulo 1 inciso b Convencion Interamericana sobre todas las
formas de discriminacion contra las personas con discapacidad
Articulo 1 de la Convencién Interamericana sobre todas las
formas de discriminacién contralas personas con discapacidad.

Sancionar y

26.

27.

28.

29.

30.

31.

32.
33.

34,

Articulos 60y 61 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para
las Personas con Discapacidad.

Articulo 6 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las
Personas con Discapacidad.

Articulo 4 inciso d y 12 de la Ley Igualdad de Oportunidades
para las Personas con Discapacidad.

Predmbulo inciso 1 de la Convencidn sobre los derechos de las
Personas con Discapacidad.

Articulo 4 inciso b de la Ley Igualdad de Oportunidades para
las Personas con Discapacidad.

Articulo 50 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las
Personas con Discapacidad.

Articulo 1 Directriz 27.

Articulo 10 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las
Personas con Discapacidad

Articulo 1 de la Convencién sobre todas las formas de
discriminacion contra las personas con discapacidad















Senor

Subcomision Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comision de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 19 de junio de 2019.

Dr. Jorge Olaso Alvarez
Coordinador
Comision de Acceso a la Justicia

Estimado Seior:

Reciba un atento saludo. A la vez, en mi condicion de Coordinadora de

la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, solicito
respetuosamente que desde la Comision de Acceso a la Justicia se tome un
acuerdo en el que se inste a Corte Plena o al Consejo Superior, segun
corresponda, para que en las paginas web en proceso de construccion o de
actualizacion en el Poder Judicial -no so6lo de la Comision de Acceso a la
Justicia y las Subcomisiones- se cumpla con los siguientes pasos a efecto de
garantizar la accesibilidad de las paginas:

1.

Emitir charlas de sensibilizacion a las personas encargadas de llevar
a cabo del desarrollo de sitios web, sobre discapacidad y accesibilidad
web.

. Aplicar un estandar de accesibilidad web para el desarrollo de sitios

web accesibles: en este caso el estandar de accesibilidad web son las
pautas de accesibilidad al contenido web WCGA 2.0 de la W3C.

. Que los contenidos web (Word, Excel, Power Point, PDF, otros) se

desarrollen con criterios de accesibilidad.

Realizar comprobaciones con un revisor automatico para determinar
el nivel de cumplimiento de accesibilidad con respecto de las pautas
de accesibilidad al contenido web WCGA 2.0 de la W3C. La verificacion
se realizara con una herramienta apropiada, como podria ser Sorsite
para poder realizar la comprobacion.

. Realizar un proceso de comprobacion adicional para aquellas pautas

de accesibilidad de la WCGA 2.0 de la W3C que no puedan ser
validados de forma automatica por un revisor automatico.

Ejecutar un proceso de validacion de los niveles de accesibilidad y
usabilidad del sitio web con la participacion de personas con
discapacidad.

Las pautas citadas fueron suministradas por la asesora juridica del

Consejo Nacional de Discapacidad, licenciada Andrea Sanchez Montero,
quien integra la Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas con
Discapacidad.









Subcomision Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comision de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

De estimarse pertinente, se solicita se incluya como un requerimiento
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				DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

























Estimados señores y señoras:




 




Un atento saludo. A la vez, les comunico que la Unidad de Acceso a la Justicia está en proceso de actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones. 




 




Con ocasión de ello, en Oficio CACC-128-2019 del día de hoy, nos solicitan que a más tardar el 5 de julio próximo les remitamos la siguiente información:




 




ü  Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).




ü  Descripción del quehacer de la Subcomisión.




ü  Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)




ü  Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).




ü  Normativa. 




ü  Jurisprudencia.




ü  Folletos o documentación académica.




ü  Fotografías de eventos, giras o similares.




ü  Proyectos.




ü  Otra información que se considere de importancia. 




Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la Subcomisión a nuestro cargo se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 




 




A efecto de poder enviar la información a tiempo, se estarán atendiendo sus sugerencias y aportes antes del 1 de julio, con el ruego de que si sugieren material, adicionen los accesos electrónicos o los documentos respectivos.




 




Mi ruego especial para que la representación de CONAPDIS nos colabore con los lineamientos vinculados a la accesibilidad universal de las páginas web para las personas con discapacidad, entre otros aspectos que estime de interés en su condición de ente rector de la discapacidad en el país.




 




Cordialmente,




 




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad




 





 




De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: miércoles, 19 de junio de 2019 08:21 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página Comisión de Acceso a la Justicia
Importancia: Alta






 




Señora




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 




Comisión de Acceso a la Justicia 




S.D.




 




Estimada señora Vargas Vásquez:




 




Reciba un cordial saludo. Por medio de la presente, se remite el Oficio CACC-128-2019 para su estimable conocimiento.




 




Muchas gracias por su atención, 




[image: cid:bfee55f9-73ed-488b-994e-bb8de3b43082]




 




 




 




 













Katherine Salazar Duarte
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874
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San José, 19 de junio de 2019




CACC-128-2019




Al contestar refiérase a este # de oficio














Señora




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 




Comisión de Acceso a la Justicia 




S.D.









Estimada señora Vargas Vásquez:









Reciba un cordial saludo. El Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia. Dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia. Para ello, se requiere de la colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, la información básica que se requiere es la siguiente:









· Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).




· Descripción del quehacer de la Subcomisión.




· Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)




· Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).




· Normativa. 




· Jurisprudencia.




· Folletos o documentación académica.




· [bookmark: _GoBack]Fotografías de eventos, giras o similares.




· Proyectos.




· Otra información que se considere de importancia. 





























Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la población representada se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, esto con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 









Por último, al ser el proceso de adjudicación una Licitación Directa, le solicito su colaboración para cumplir dentro de los tiempos estimados y enviar la información solicitada a más tardar el viernes 5 de julio del presente año al correo mbenavidesv@poder-judicial.go.cr y ksalazard@poder-judicial.go.cr. 









Con muestras de estima y consideración se despide, 














  Máster Melissa Benavides Víquez




Coordinadora




Unidad de Acceso a la Justicia
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“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les copia informe enviado a la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia sobre requerimientos para la página web de la Comisión y la Subcomisión, sin perjuicio de los aportes adicionales que en el proceso ustedes tengan a bien adicionar.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: domingo, 14 de julio de 2019 01:42 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de Accesibilidad <accesibilidad@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Respuesta a Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página web Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Importancia: Alta



 



14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señor y Señora:



 



Reciban un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



          



La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes mediante comunicado electrónico del 19 de junio.



 



Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



 



1.    Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



 



Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.



 



2.    Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre las personas con discapacidad y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



3.    Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a.     Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b.     Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c.     Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d.    Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e.     Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f.      Andrea Sánchez, representante CONAPDIS



g.     Ericka Alvarez, representante Ministerio de Trabajo



h.    Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



i.      Gabriela Abarca, representante Ministerio Público



j.      María Felicia Zoch, representante Defensa Pública



k.     Nelda Jiménez Rojas, Judicatura



l.      Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



m.   Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión Institucional de Empleabilidad



n.    Waiman Hin, Subdirectora de Gestión Humana



o.     Olga Guerrero, Subdirectora de Gestión Humana



p.    Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



q.     Franz Vega, Medicatura Forense



r.     Dirección Ejecutiva



s.     Otto Eduardo Lepiz, Defensoría de los Habitantes de la República



 



4.    Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



CONAPDIS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



ONGs vinculadas con personas con discapacidad



 



5.    Normativa. 



a.    Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b.    Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad



c.    Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad



d.    Ley 7.600 y su Reglamento



e.    Ley de Promoción de la Autonomía Personas con Discapacidad, entre otras



f.      Ley de Creación del CONAPDIS



g.    Ley de Empleabilidad en el sector público de las personas con discapacidad y su Reglamento



h.    Política de Discapacidad del Poder Judicial



 



6.    Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus



 



7.    Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.



 



8.    Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión



 



9.    Proyectos.



Proyecto de ley que pretende incluir un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a la Ley 7.600



 



10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas con discapacidad usuarias internas y externas, por lo que deben cumplir con los parámetros universales que nos remitió el CONAPDIS y que fueron puestos en conocimiento oportunamente de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Además, se solicita que la información de la página pueda accesarse en los idiomas de cada uno de los 8 pueblos indígenas que existen en Costa Rica, incluyendo el de las personas indígenas transfronterizas y migrantes, a fin de que las personas con discapacidad indígenas tengan un acceso real a los datos. 



De Ustedes con respeto y estima, 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les copia informe enviado a la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia sobre requerimientos para la página web de la Comisión y la Subcomisión, sin perjuicio de los aportes adicionales que en el proceso ustedes tengan a bien adicionar.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



 



 




 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: domingo, 14 de julio de 2019 01:42 p.m.
Para: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de Accesibilidad <accesibilidad@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Respuesta a Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página web Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Importancia: Alta





 



14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)



 



Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria



 



Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia



 



Estimados Señor y Señora:



 



Reciban un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



          



La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes mediante comunicado electrónico del 19 de junio.



 



Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



 



1.    Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).



 



Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.



 



2.    Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre las personas con discapacidad y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 



 



3.    Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a.     Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b.     Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c.     Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d.    Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e.     Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f.      Andrea Sánchez, representante CONAPDIS



g.     Ericka Alvarez, representante Ministerio de Trabajo



h.    Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



i.      Gabriela Abarca, representante Ministerio Público



j.      María Felicia Zoch, representante Defensa Pública



k.     Nelda Jiménez Rojas, Judicatura



l.      Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



m.   Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión Institucional de Empleabilidad



n.    Waiman Hin, Subdirectora de Gestión Humana



o.     Olga Guerrero, Subdirectora de Gestión Humana



p.    Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



q.     Franz Vega, Medicatura Forense



r.     Dirección Ejecutiva



s.     Otto Eduardo Lepiz, Defensoría de los Habitantes de la República



 



4.    Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



CONAPDIS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



ONGs vinculadas con personas con discapacidad



 



5.    Normativa. 



a.    Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b.    Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad



c.    Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad



d.    Ley 7.600 y su Reglamento



e.    Ley de Promoción de la Autonomía Personas con Discapacidad, entre otras



f.      Ley de Creación del CONAPDIS



g.    Ley de Empleabilidad en el sector público de las personas con discapacidad y su Reglamento



h.    Política de Discapacidad del Poder Judicial



 



6.    Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus



 



7.    Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.



 



8.    Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión



 



9.    Proyectos.



Proyecto de ley que pretende incluir un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a la Ley 7.600



 



10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas con discapacidad usuarias internas y externas, por lo que deben cumplir con los parámetros universales que nos remitió el CONAPDIS y que fueron puestos en conocimiento oportunamente de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Unidad de Acceso a la Justicia.



 



Además, se solicita que la información de la página pueda accesarse en los idiomas de cada uno de los 8 pueblos indígenas que existen en Costa Rica, incluyendo el de las personas indígenas transfronterizas y migrantes, a fin de que las personas con discapacidad indígenas tengan un acceso real a los datos. 



De Ustedes con respeto y estima, 



 



 



Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 










Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Comisión de Acceso a la Justicia



Poder Judicial











[bookmark: _GoBack]14 de julio de 2019



(Respuesta a Oficio CACC-128-2019)







Señor



Magistrado Jorge Olaso Álvarez



Coordinador 



Comisión de la Jurisdicción Agraria







Señora



Máster Melissa Benavides Víquez



Coordinadora



Unidad de Acceso a la Justicia







Estimados Señor y Señora:



Reciba un cordial saludo. En relación con el Oficio CACC-128-2019 de 14 de julio de 2019, en el que se comunica que el Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y que, dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia, por lo que se solicita colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, le informo:



	La solicitud fue socializada con todas las personas integrantes de la Subcomisión a fin de que remitieran sus aportes. 



	Se agradece la oportunidad conferida a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y de seguido se remiten las siguientes sugerencias para su valoración:



1. Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).







Sobre los antecedentes, adjunto todos los acuerdos de Corte Plena y del Consejo Superior que disponen su creación, conformación y coordinación.







2. Descripción del quehacer de la Subcomisión.



La Subcomisión ha sido creada como enlace entre las personas con discapacidad y las oficinas del Poder Judicial, colaborando así con la Comisión de Acceso a la Justicia. 







3. Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)



Las personas integrantes hasta el momento son:



a. Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión Acceso a la Justicia



b. Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora Unidad Acceso a la Justicia



c. Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora



d. Sandra Pizarro, representante Consejo Superior



e. Manuel Hidalgo, representante CONAMAJ



f. Andrea Sánchez, representante CONAPDIS



g. Ericka Alvarez, representante Ministerio de Trabajo



h. Carmen María Escoto Fernández, representante Sociedad Civil



i. Gabriela Abarca, representante Ministerio Público



j. María Felicia Zoch, representante Defensa Pública



k. Nelda Jiménez Rojas, Judicatura



l. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial



m. Roxana Arrieta Meléndez, Dirección de Gestión Humana y Comisión Institucional de Empleabilidad



n. Waiman Hin, Subdirectora de Gestión Humana



o. Olga Guerrero, Subdirectora de Gestión Humana



p. Orlando Castrillo, Subdirector de Tecnología de la Información



q. Franz Vega, Medicatura Forense



r. Dirección Ejecutiva



s. Otto Eduardo Lepiz, Defensoría de los Habitantes de la República







4. Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).



CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS



CONAPDIS



DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES



ONGs vinculadas con personas con discapacidad







5. Normativa. 



a. Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030



b. Convención Interamericana para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad



c. Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad



d. Ley 7.600 y su Reglamento



e. Ley de Promoción de la Autonomía Personas con Discapacidad, entre otras



f. Ley de Creación del CONAPDIS



g. Ley de Empleabilidad en el sector público de las personas con discapacidad y su Reglamento



h. Política de Discapacidad del Poder Judicial







6. Jurisprudencia.



Se solicita enlazar mediante un link con jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Salas de Casación de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, pronunciamientos de tribunales, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la República, entre otras, por medio del SCIJ y Nexus







7. Folletos o documentación académica.



La normativa nacional e internacional. Además, accesar mediante un link a la Escuela Judicial en relación con los documentos que se han ido construyendo, así como la biblioteca de la CIDH y la Corte IDH; y con la Secretaría de la Corte para los acuerdos de Corte Plena y Consejo Superior así como las circulares de éstos, Planificación, Dirección Ejecutiva, entre otros.







8. Fotografías de eventos, giras o similares.



No se cuenta con fotografías de la Subcomisión







9. Proyectos.



Proyecto de ley que pretende incluir un Capítulo sobre Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad a la Ley 7.600







10. Otra información que se considere de importancia. 



Todas las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión que se pueden facilitar si estiman pertinente; así como las actas de la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial.



Desde la perspectiva de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad se requiere que la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y la de la Subcomisión sean accesibles a las personas con discapacidad usuarias internas y externas, por lo que deben cumplir con los parámetros universales que nos remitió el CONAPDIS y que fueron puestos en conocimiento oportunamente de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Unidad de Acceso a la Justicia.



Además, se solicita que la información de la página pueda accesarse en los idiomas de cada uno de los 8 pueblos indígenas que existen en Costa Rica, incluyendo el de las personas indígenas transfronterizas y migrantes, a fin de que las personas con discapacidad indígenas tengan un acceso real a los datos. 



De Ustedes con respeto y estima, 











Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
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(Fuente: Sistema Nexus Poder Judicial)











Acta de Consejo Superior Nº 037 - 2001 
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Fecha: 15 de Mayo del 2001



ARTÍCULO LXIV



            En sesión celebrada el 13 de junio del año pasado, artículo LXXVIII, se nombró al Dr. Javier Sandoval Leal,  Ing. Tobías Mena Aguilar y al señor Allan León Villalobos, por su orden, Jefe del Servicio Médico de Empleados, Jefe del Departamento de Servicios Generales y Técnico en Seguridad e Higiene Ocupacional del Departamento de Seguridad, como integrantes de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial.



            Mediante oficio N° 01-CD-01 de 6 de este mes, los señores León Villalobos, Mena Aguilar y Sandoval Leal, expresaron:



“A partir de esa fecha se ha convocado a varias reuniones internas y otras actividades organizadas por parte del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE), el cuál ha organizado a las comisiones de las Instituciones Públicas, con el fin de comunicar los diferentes lineamientos que se establece en la Ley 7600 (Ley sobre la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad).



Por lo anterior y convencidos de la necesidad que en esta materia deberá cumplir el Poder Judicial, tanto en infraestructura como en la capacitación del personal para poder mejorar la atención de las personas con discapacidad que hacen uso del servicio que se brinda, es necesario que den inicio una serie de actividades, con la participación activa de todos los funcionarios que laboramos para el Poder Judicial.



Por lo tanto, les solicitamos su aprobación de los siguientes puntos; con el fin de poder llevar a cabo las funciones para las cuales hemos sido nombrados:



1.       El tiraje de 500 ejemplares de la Ley 7600, los cuales serán distribuidos en forma coordinadora por esta comisión a los jefes de las Unidades y Sub-Unidades administrativas. A la vez, ellos serán los que se encarguen de la distribución a los despachos de su zona para el conocimiento y divulgación de dicha ley dentro del ámbito judicial correspondiente.



En el Primer Circuito Judicial de San José, será el Departamento de Información y Relaciones Públicas, el encargado de coordinar dicha distribución.



2.       Una vez que los ejemplares sean distribuidos y analizados, serán el medio adecuado para la remisión de todas las necesidades en cuanto a bienes y recursos que la zona indique, como prioritarios a la Comisión que constituimos, para la organización del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades de las personas con discapacidad. El envío de las necesidades dependerá directamente  del administrador o encargado que este designe en la zona respectiva.



3.       Que de antemano se disponga del recurso presupuestario, para solventar y concretizar las mejoras que se deben realizar; según las necesidades presentadas por cada Unidad Administrativa  a la vez se autorice el respaldo para que los integrantes de esta comisión y al menos un servidor de cada Unidad Administrativa, tenga la posibilidad de accesar los diferentes cursos que ofrece el CNREE o los demás instituciones interesadas en el tema.



4.       Solicitar al Departamento de Planificación, según los lineamientos que establece dicha ley, se formulen las políticas institucionales en materia de discapacidad; con la finalidad de que sea un soporte para el cumplimiento de todos los lineamientos de la Ley 7600.



No omitimos manifestar que en los diferentes talleres a los que hemos asistido se ha definido que la Contraloría General de la República y el CNREE, fungen como supervisores a nivel nacional y en todas las instituciones Públicas y Privadas, para que los lineamientos sean cumplidos según se establece en dicha ley.



Así mismo, el papel de la comisión al igual que en todas las Instituciones, es cumplir una función de asesora y fiscalizadora, como medio para transmitir a ustedes; como jerarcas de la Institución los diversos parámetros que deben de reunir los informes que dan cuenta de la aplicación de la Ley 7600 a nivel del Poder Judicial específicamente.



Con la finalidad de unificar los criterios sobre el tema e informarles con detalle las actividades que realizamos, respetuosamente les solicitamos programar una reunión con los integrantes de esta comisión, en fecha pronta por definir.”



 



-0-



 



Se acordó: 1)  Acoger la recomendación número uno, en el sentido de que el tiraje de los 500 ejemplares, se realice en forma de folleto y no tan elaborado como el que se adjunta, en razón de las limitaciones presupuestarias que enfrenta el Poder Judicial, así como la distribución de éstos en la forma propuesta.   2)  En cuanto a la propuesta número tres se deniega por cuanto no es posible compromete recursos presupuestarios para períodos posteriores, por lo que en cada caso deberán concretizar las mejoras que se deban realizar, a efecto de gestiones la asignación presupuestaria dentro de los posibilidades institucionales.  3)  Acoger la propuesta número cuatro, para lo que el Departamento de Planificación, conforme a los lineamientos que establece dicha ley, formule las políticas institucionales en materia de discapacidad, con la finalidad de que sea un soporte para el cumplimiento de todos los requerimientos que establece la ley.  4) Además la reunión con los integrantes de este Consejo Superior, oportunamente se les informará la hora y el día de su realización.



El Departamento de Publicaciones e impresos tomará nota para lo de su cargo.




act-1-0003-1769-83







Acta de Consejo Superior Nº 086 - 2002 








      



Fecha: 14 de Noviembre del 2002



ARTÍCULO LXXXIII



            El Ing. Tobías Mena Aguilar, el Dr. Javier Sandoval Leal y el Técnico Allan León Villalobos, integrantes de la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial, en nota de 6 de noviembre en curso, comunicaron lo siguiente:



“El día de ayer, la mayoría de los miembros de la Comisión en materia de Discapacidad de nuestra Institución; nos reunimos con la Sra. Grettel Oses Gutiérrez, del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE),  con el fin de analizar los avances que ha tenido el Poder Judicial en materia sobre discapacidad.



En la reunión se procedió a informar de las actividades que se han realizado por nuestra parte; como la entrega de la Ley 7600 a cada despacho judicial y los avances relacionados a la eliminación de barreras arquitectónicas en los edificios judiciales de todo el país.



La Sra. Oses Gutiérrez nos indicó la necesidad de que la comisión estuviera formada por una mayor cantidad de servidores que involucren poder de decisión y ejecución de los planes y proyectos para la puesta en marcha de la Ley 7600 sobre “igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”.



Dicho personal adicional estaría integrado, salvo mejor criterio, pro los siguientes representantes:



·         Representante Consejo Superior



·         Representante Escuela Judicial



·         Representante Contraloría de Servicios 



Por lo anterior, les solicitamos el análisis de la propuesta anterior y sus observaciones al respecto.”



- 0 -



            Se acordó: Autorizar la integración de funcionarios judiciales para que conformen la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial.



            Por parte de este Consejo se designa al Lic. Edgar Amador Madriz para que integre la referida comisión, por su parte la Escuela Judicial y la Contraloría de Servicios designarán a su representante.




 act-1-0003-1591-57







Acta de Consejo Superior Nº 006 - 2003 








      



Fecha: 30 de Enero del 2003



ARTÍCULO LVII



            En sesión N° 94-02 celebrada el 10 de diciembre de 2002, artículo LI, se solicitó a la Dirección Ejecutiva un informe de lo actuado sobre la Ley 7600 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, con el fin de hacerlo del conocimiento de la Sala Constitucional y con la instrucción de que se tomen las previsiones del caso para contar con traductores o personal capacitado para entender el lenguaje de señas a que se refiere el fallo. 



            El licenciado Rafael Ángel Morales Monge, Director Ejecutivo interino, en oficio N° 328-DE-02 de 27 de enero del año en curso, expresa:



         “Para lo que corresponda, y en atención al oficio N° DE-425-2002 de 18 de noviembre, suscrito por la master Bárbara Holst Quirós, Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, me permito remitir el informe de las principales Acciones Ejecutadas en el 2002, así como las que se ejecutarán en el presente año, en Materia de Discapacidad para el cumplimiento de la Ley N° 7600 y su Reglamento.



         Asimismo y con el fin de informar al Consejo Nacional de Rehabilitación, me permito indicar que la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial está conformada por los siguientes integrantes:



-Dr. Javier Sandoval Leal, Jefe del Servicio de Salud para Empleados



-Ing. Tobías Mena Aguilar, Jefe del Departamento de Servicios Generales



-Sr. Allan León Villalobos, Técnico en Seguridad e Higiene Ocupacional.



         Además el Consejo en la sesión 86-02 del 14 de noviembre, artículo LXXXIII, acordó que se integrara a esa Comisión un representante del Consejo Superior, uno de la Contraloría de Servicios y un servidor de la Escuela Judicial”.



 



- 0 -



            Se acordó:  1)  Tomar nota del informe que al efecto se adjunta.  2)  Remitir copia del citado informe al Consejo Nacional de Rehabilitación para lo que corresponda, a quien también se le informa la integración de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial.  3)  Asimismo remitir copia del referido informe a la Sala Constitucional para su atención.




 act-1-0003-1644-47







Acta de Consejo Superior Nº 059 - 2003 








      



Fecha: 12 de Agosto del 2003



ARTÍCULO XLVII



El licenciado Elías Muñoz Jiménez, transcribe el acuerdo tomado por la Comisión de Discapacidad, en sesión N° 07-2003, celebrada el 3 de junio del año en curso, artículo III, que dice:



“Se conoce oficio N° 3413-DE-2003 de 3 de junio en curso, suscrito por el Lic. Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, en el cual da respuesta al acuerdo de esta Comisión, sobre el Plan de Trabajo para el presente año.  Indica que, la única objeción que encuentra es en lo referente al objetivo específico N° 3 y su respectiva meta, ya que no depende de esta Comisión su cumplimiento, por lo que es incierto lograrlo.



Se agradece la observación de don Alfredo, sin embargo, se estima que el objetivo y las metas planteadas procuran en la medida de las posibilidades técnicas y presupuestarias, que se puedan cumplir.



Se acuerda:  Remitir el plan de trabajo al Consejo Superior a efecto de que se analice y si lo tiene a bien se sirvan aprobarlo para que la Comisión en Materia de Discapacidad, cuente con este instrumento de trabajo debidamente aprobado.”



- 0 - 



El licenciado Alfredo Jones León, reitera su objeción con el objetivo específico N° 3 que refiere a "procurar que los edificios propios y alquilados del Poder Judicial, tengan el mínimo de barreras arquitectónicas", dado que no depende de la Comisión  su cumplimiento.



Se acordó: Tener por hecha la manifestación del licenciado Jones León.  Aprobar el Plan de Trabajo de la Comisión en  Materia de Discapacidad, en el entendido que el objetivo específico N° 3 se leerá como sigue: " Promover ante las instancias que corresponda, para que tomen las acciones para que los edificios propios y alquilados por el Poder Judicial, tengan el mínimo de barreras arquitectónicas".




 act-1-0003-1649-34







Acta de Consejo Superior Nº 064 - 2003 








      



Fecha: 28 de Agosto del 2003



ARTÍCULO XXXIV



            En la sesión N° 43-03 del 17 de junio último, artículo LXXIV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“La Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, M.Sc. Bárbara Holst Quirós, en nota circular N° DE-167-2003 del 8 de mayo del 2003, recibida el 16 de junio de este año, manifiesta:



“Con fundamento en lo establecido en los artículos 2, 3 y 4 del Decreto Ejecutivo 26831-MP del 20 de abril de 1998 “Reglamento a la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, por este medio me permito recordarles la obligatoriedad de las instituciones que ustedes dignamente representan, de incluir en el Plan Anual Operativo 2004 las acciones y proyectos que garanticen el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de esta población en todas las regiones y comunidades del país, así como el contenido presupuestario requerido para su ejecución.



De igual manera, esta disposición legal ha venido siendo recordada a los jerarcas mediante Circular N° 8270 del 17 de agosto del 2000 de la Contraloría General de la República, en su punto 2.2.2.8 “Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, así como a través de la Directriz del mes de mayo del 2002 emitida para todas las instituciones públicas por la Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda. (Ver documento anexo)



Por otra parte les informo que el Decreto Ejecutivo N° 31092-H publicado en La Gaceta N° 63 del 31 de marzo del 2003, establece en su artículo 1, que el gasto presupuestario de las entidades públicas para el período presupuestario 2004, podrá incrementarse hasta un máximo de un 10 %, con respecto al año 2003. 



No obstante lo anterior, en el artículo 2, se establece que para la aplicación del artículo anterior, se excluyen del gasto presupuestario, entre otros, los “Recursos orientados a proyectos y programas en apoyo a la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, de conformidad con la Ley 7600”.



         Se acordó: Trasladar copia de la gestión anterior al Departamento de Planificación, para su estudio e informe en cuanto a las previsiones presupuestarias que se pueden tomar.”



--- o ---



            La Licda. Marta Asch Corrales, Jefa del Departamento de Planificación, en oficio N°1182-PLA-2003 del 21 de agosto en curso, rinde el informe solicitado en los siguientes términos:



“Para su conocimiento, le transcribo el informe N° 027-PP-2003, suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe a.i. de la Sección de Planes y Presupuesto:



“En relación con oficio 6745-03 de 22 de julio del 2003, mediante el que se traslada  a este Departamento el acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión  Nº 43-03 de 17 de junio, artículo LXXIV, referido a la aplicación de la Ley 7600 “Igualdad de Oportunidades  para las Personas con Discapacidad”, le manifiesto lo siguiente:



Mediante oficio 4867-DE-03 de 11 de agosto de 2003,  la Dirección Ejecutiva responde al Lic. José Manuel Echandi Meza, Defensor de los Habitantes de la República sobre una queja presentada ante ese despacho, de la siguiente manera:



Ø     La Corte Plena en sesión dos  de abril del 2001, artículo VI, aprueba las Políticas Administrativas, dentro de las cuales se incorporaron las políticas específicas en cuanto a igualdad de oportunidad para las personas con discapacidad .



Ø     Mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión del 10 de octubre del 2001, artículo XVI, se aprueban las políticas institucionales en materia de discapacidad para dar cumplimiento a lo establecido en la Ley N° 7600 sobre la Igualdad de Oportunidades  para las Personas con Discapacidad y su reglamento . 



Ø     Por acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión del 4 de julio del 2002, artículo LXIV, se conoce el informe sobre los requerimientos en las diferentes edificaciones del Poder Judicial, propias y alquiladas, para el cumplimiento de la Ley N°7600 “Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad en Costa Rica”, donde se acuerda que la administración efectuará los trámites pertinentes a efecto de tomar las previsiones del caso en las edificaciones del Poder Judicial, por su parte el Departamento de Proveeduría prevendrá a los propietarios de los locales que se alquilan, para que adopten las medidas pertinentes, en virtud del cumplimiento de la cita Ley.



Ø     Mediante acuerdo del Consejo Superior del 30 de enero del año en curso, artículo LVII, se conoce el  “Informe de las principales acciones ejecutadas en materia de discapacidad para el cumplimiento de la Ley N° 7600, durante el 2002”,así como las que se ejecutarán en el presente año, en Materia de Discapacidad para el cumplimiento de esa ley y su reglamento, asimismo se informa al  Consejo Nacional de Rehabilitación, para lo que corresponda, la integración de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial.



Ø     De las principales acciones ejecutadas en materia de discapacidad para el cumplimiento de la ley N° 7600, de enero a julio del 2003,  se brindó un curso en el “Uso de Lenguaje en Señas Costarricense (LESCO 1)” y otro sobre “El Sistema Braille y Acceso a la Comunicación Escrita” a servidores judiciales, asimismo, se ejecutaron aproximadamente 70 mejoras en atención a la Ley 7600, con el fin de eliminar las barreras arquitectónicas en los locales que albergan oficinas judiciales).



Ø     Por otra parte, dentro del anteproyecto del 2004, el cual se encuentra actualmente en el Ministerio de Hacienda, en el Programa 926 “Dirección Administración y Otros Órganos de Apoyo Jurisdiccional” se incorporan los objetivos estratégicos, en lo que interesa indican:



“... 1.8. Mejorar el servicio brindado a los usuarios judiciales.



  1.13. Propiciar la sensibilización en la atención de usuarios discapacitados  y la tercera edad.”



Ø     En las edificaciones alquiladas se han implementado  un proceso de negociación con los propietarios de locales alquilados, a fin de que asuman los costos de los requerimientos básicos que estipula la Ley en cuanto (servicios sanitarios, oficinas para discapacitados y rampas), se ha promovido cambio de locales donde el costo sea similar al actual, en aquellos que se encuentren en segundas plantas, desniveles muy elevados, no cuente con espació físico para realizar los ajustes, así como donde los propietarios no asuman la inversión de los ajustes de infraestructura y siempre y cuando exista disponibilidad de otros locales en la zona y si las condiciones contractuales lo permiten. 



Ø     Dado el costo de las mejoras que se debe realizar en las diferentes instalaciones que albergan despachos judiciales, estas se han implementado paulatinamente según la disponibilidad de recursos y se continuaran ejecutando por etapas. 



Ø     Actualmente en algunas edificaciones se cuenta con rampas de acceso o rampas de ingreso de primer paso (Heredia, edificios de Tribunales y La Corte, Centro Infantil del Poder Judicial, Alajuela, Nicoya, Limón, Liberia, San Carlos San ramón, II Circuito Judicial de San José, Tribunales de Osa, despachos judiciales de San Pedro de Poás, Jiménez, San Mateo, Esparza, Carrillo, entre otros). Además se han acondicionado oficinas de atención a discapacitados en algunos circuitos y oficinas judiciales (Cartago, San Carlos, Limón, Alajuela, San Ramón, Bribrí, Grecia, Garabito, etc.) en el primer nivel de la edificación, para que los usuarios no tengan que desplazarse en el interior de los inmuebles, sino que sean los servidores judiciales los que recurran a la oficina para brindar un servicio personalizado.



Es importante adicionar a lo expuesto por la Dirección Ejecutiva y a manera de recomendación, que la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial coordinada actualmente por el Lic. Elías Muñoz Jiménez  Subcontralor de Servicios, retome a través de un plan operativo para el 2004 y en coordinación con la Dirección Ejecutiva, los elementos concernientes a nivel Institucional relacionados con la Ley 7600.”



--- o ---



            Se dispuso: 1) Tener por rendido el informe del Departamento de Planificación y hacerlo del conocimiento de la Dirección Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, a la que se agradece su recordatorio sobre la obligatoriedad de incluir en el plan anual operativo 2004, las acciones y proyectos que garanticen el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, y se le informa que el Poder Judicial, en la medida de las posibilidades presupuestarias, ha venido cumpliendo con lo establecido en la Ley N° 7600, y oportunamente se le comunicará lo proyectado para el año 2004. 2) Solicitar a la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial, que prepare y remita a la Comisión de Presupuesto del 2005, los proyectos y acciones a implementar en ese año.







act-1-0003-1493-48







Acta de Consejo Superior Nº 009 - 2005 








      



Fecha: 10 de Febrero del 2005



ARTÍCULO XLVIII 



            La señora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión en Materia de Discapacidad, en oficio N° 001-CD-05 de 4 de febrero en curso, comunica el acuerdo tomado por esa Comisión, en sesión N° 01-2005 celebrada el 26 de enero último, artículo I, que literalmente dice:



“En sesión N° 086-02 celebrada el 14 de noviembre del 2002, artículo LXXXIII, el Consejo Superior dispuso autorizar la integración de funcionarios judiciales para que conformen la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial. Por parte de ese Consejo se designó al Lic. Edgar Amador Madriz.



En virtud de lo anterior, respetuosamente se acuerda: Instar al Consejo Superior para que designe el nuevo representante ante esta Comisión, con el fin de tener poder de decisión y ejecución de los planes y proyectos de la Ley 7600 “Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”. Se declara firme este acuerdo”.”



 



Se dispuso: Designar a la licenciada Lupita Chaves Cervantes como integrante de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial, en reemplazo del Lic. Amador Madriz. Se declara firme este acuerdo.



	act-1-0003-1552-80







Acta de Consejo Superior Nº 068 - 2005 








      



Fecha: 01 de Setiembre del 2005



ARTÍCULO LXXX



            La Magistrada Anabelle León Feoli y la licenciada Lupita Chaves Cervantes, en nota de 24 de agosto en curso, para lo que corresponda, hacen de conocimiento de este Consejo el acuerdo tomado por la Subcomisión de Compra de equipo y mobiliario, de la Comisión en Materia de Discapacidad, en reunión realizada el 27 de julio del año en curso, que dice:



“ACUERDO COMISION DE DISCAPACIDAD N° 1-05



Fecha: 27 de julio de 2005.



Tema: Mobiliario y equipo según Ley N° 7600, sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



Se analiza el tema del mobiliario yequipo acorde a las necesidades de la Ley 7600, se indica que en vista de que en la etapa que se encuentra actualmente el anteproyecto de presupuesto del Poder Judicial para el 2006, no resulta factible la incorporación de los recursos necesarios para la atención de las necesidades de compra de mobiliario y equipo para personas diagnosticadas con problemas columnares u otro tipo de discapacidad, por lo cual se debe solicitar a las instancias superiores que se apruebe una política dirigida a que se incorporen periódicamente recursos presupuestarios en forma centralizada, dentro del anteproyecto de presupuesto del Área de Seguridad para atender las necesidades previamente diagnosticadas por la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad o bien del Departamento de Medicina Legal, en cuanto a problemas de columna, posturales, de movilidad, obesidad, vista, oído, entre otras discapacidades.



Lo anterior, en la medida que el reglamento de la cita Ley en los artículos 2, 3 y 4 señala:



“Artículo 2. - Planificación Anual



Las instituciones publicas incluirán en sus planes anuales operativos o planes anuales de trabajo, en los periodos correspondientes a su formulación, las acciones y proyectos que garanticen el acceso a sus servicios y la Igualdad de oportunidades en toda las regiones y comunidades del país.



Artículo 3.- Presupuesto



Las instituciones públicas incluirán el contenido presupuestario requerido para cumplir con las acciones y proyectos formulados en su Plan Anual Operativo, cuando elaboran su proyecto de presupuesto anual.



Artículo 4. – Inversión



Las instituciones publicas incluirán en sus programas de inversión, proyectos cuyo financiamiento requieran recursos extraordinarios no contemplados en sus presupuestos regulares o de funcionamiento.”



Además se comenta, que si es bien cierto la Institución no cuenta con una política sobre el tema, y a lo que se pretende llegar en fecha próxima, ello no enerva acciones concretas como la solicitada, que sin duda, serán consideradas para la elaboración de la Política Institucional que en su oportunidad se sometería a conocimiento y aprobación de la Corte Plena.



Se considera, que una vez que las instancias superiores aprueben dicha política, el Departamento de Planificación deberá incorporarla dentro de las directrices que se emiten periódicamente para que los centros de responsabilidad formulen los planes estratégicos y presupuesto de cada periodo.



Además se analiza la posibilidad de que para la atención de las necesidades inmediatas en cuanto a mobiliario y equipo según Ley 7600, se le solicite recursos al proyecto Corte- BID dentro del marco de que con la promulgación en 1996 de la Ley N° 7600, sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su Reglamento, se dan una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, a fin de garantizar la igualdad de oportunidades para los discapacitados usuarios y servidores judiciales.



El Poder Judicial, como pilar fundamental dentro de la sociedad costarricense y dentro del marco de la citada Ley, debe garantizar que el entorno, los bienes, los servicios, las instalaciones, se ajusten a las necesidades para garantizar la igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios para este grupo de personas.



Además, el proceso de modernización que ha llevado a cabo en los últimos años el Poder Judicial, ha sido con el fin de adecuar la administración de justicia a los cambios del entorno donde se incorpora una nueva cultura de servicio al usuario (interno y externo), basada en el principio de justicia como servicio público de calidad que responda a la necesidad de todas las personas sin discriminación alguna.



Dentro de ese marco de modernización del Poder Judicial, en estos momentos se encuentra en desarrollo la segunda etapa del Programa de Modernización de la Administración de Justicia, mediante la promulgación de la Ley 8273, Contrato de Préstamo N° 13770C-CR, entre la República de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo.



En esta segunda etapa del Programa, se integran áreas y actores que no se consideraron en la etapa anterior, pero que juega un papel preponderante en su desarrollo exitoso, en la medida de que la administración de justicia esté acorde a las necesidades de nuestra sociedad, especialmente para aquellos grupos vulnerables, como las personas con discapacidad a los cuales se les debe garantizar la igualdad de oportunidades en el desarrollo de sus labores y la prestación de los servicios. 



En vista de que en la etapa que se encuentra actualmente el anteproyecto de presupuesto del Poder Judicial para el 2006, no resulta factible la incorporación de los recursos necesarios para atención de las necesidades de la Ley 7600, en cuanto a compra de mobiliario y equipo para este grupo vulnerable de personas, es que se plantea la necesidad de que con recursos del Proyecto Corte-BID, se puedan adquirir cierto mobiliario y equipo para atender una primera etapa las necesidades inmediatas para los servidores judiciales y la atención de usuarios. Los requerimientos inicialmente identificados son:



ü                   Software de voz: Para atender las necesidades de los usuarios internos y externos en cuanto a la lectura de lo que se encuentre en pantalla.



ü                   Software Dragon Speaker: Dirigido a personas que tienen problemas en sus manos para digitar, y con el reconocimiento de voz que hace el software se va incorporando lo que dice con su voz al sistema, de igual forma como si estuviese digitando.



ü                   Sillas de rueda: Estas se ubicarán en los edificios principales fuera de San José, con el fin de que se movilice los usuarios que se presente con algún problema de movilidad o bien para la atención de una eventual emergencia que se presente, los Circuitos Judiciales a considerar son Alajuela, Corredores, Golfito, Liberia, Limón, Nicoya, Puntarenas, San Carlos, Santa Cruz y San Ramón.



ü                   Sillas: Se requieren para la atención de las necesidades institucionales específicas, previo diagnóstico emitido por la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad o bien del Departamento de Medicina Legal, en cuanto a problemas de columna, posturales, de movilidad y obesidad.



ü                   Porta ratón para las estaciones de servicio y mesas de computadoras: A nivel institucional algunos de estos equipos no cuentan con el espacio para ubicar el ratón de la computadora, lo que obliga al usuario a ubicar estos a un nivel diferente, esto provoca lesiones en hombro, brazo y muñeca o bien estos se requieren para uso de zurdos, estas compras se plantean en tanto se estandariza la compra de las estaciones de servicio y las mesas de computadora con dicho requisito.



ü                   Teclados ergonómicos: Para tender las necesidades de personas con afectaciones de la muñeca, según diagnóstico de la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 



ü                   Atriles: Para atender la necesidad ad de eliminación de movimientos repetitivos en puestos específicos, según diagnóstico de la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad.



Como resultado de los diferentes puntos de vista aportados y las observaciones realizadas, sobre el tema del mobiliario y equipo según Ley 7600, SE ACUERDA:



Solicitar al Consejo Superior que se emita una política dirigida a que se incorporen periódicamente recursos presupuestarios en forma centralizada, a partir del 2007 dentro del anteproyecto de presupuesto del Área de Seguridad, para atender las necesidades previamente diagnosticadas por la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad o bien del Departamento de Medicina Legal, en cuanto a problemas de columna, posturales, de movilidad, obesidad, vista, oído, entre otras discapacidades, según Ley 7600.



Solicitar a la Licda Sonia Navarro, Coordinadora del Proyecto Corte — BID, que con recursos de la segunda etapa del Programa de Modernización de la Administración de Justicia, se destine contenido presupuestario para atender en una primera etapa algunas necesidades inmediatas de los servidores judiciales y la atención de usuarios en cuanto mobiliario y equipo según Ley 7600.



Solicitar al Consejo Superior que todos aquellos casos que se presenten ante esa instancia de problemas de columna u otro tipo de discapacidad, se hagan de conocimiento de la Unidad de Salud Ocupacional del Departamento de Seguridad, con el fin de crear una base de datos en materia de discapacidad a nivelinstitucional.” 
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            Se dispuso: Tomar nota de la comunicación anterior y trasladarla al Departamento de Planificación, a fin de que incorpore en el proyecto de presupuesto del 2007 recursos económicos para atender las necesidades de que se da cuenta en el ámbito de las discapacidades. Con el mismo propósito, hágase este acuerdo de conocimiento de los Consejos de Administración y de los responsables de los distintos programas presupuestarios del Poder Judicial, así como de la Dirección Ejecutiva del Programa Poder Judicial-BID y del Departamento de Seguridad. 



            La Secretaría General de la Corte tomará nota de la recomendación de  comunicar a la Unidad de Salud Ocupacional los asuntos o acuerdos relacionados con problemas de salud de los servidores judiciales



act-1-0003-165-46







Acta de Consejo Superior Nº 026 - 2007 








      



Fecha: 12 de Abril del 2007



ARTÍCULO XLVI



            En sesión N° 45-05 de 14 de junio de 2005, artículo XLIII, se acogió la propuesta de la Comisión en materia de discapacidad, en el sentido de que se presupueste al menos un porcentaje de la cantidad de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, con especificaciones técnicas para personas que presentan dolencias de columna y discapacidad y estarse a la espera de la evaluación solicitada por la citada comisión al Departamento de Seguridad, con el fin de valorar el porcentaje aprobado.



En sesión N° 74-06 de 3 de octubre de 2006, artículo LIII, se acordó tomar nota del oficio N° C475-06 de 22 de setiembre de dicho año, suscrito por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al “Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor”, elaborado por la Contraloría de Servicios, el cual se trasladó a la Comisión de Accesibilidad, para que se conociera y fuera analizado por la citada Comisión.



La doctora Anabelle León Feoli, en calidad de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en nota de 27 de marzo último, expone lo siguiente:



         “Sirva la presente para saludarlos y hacer de su conocimiento diferentes temas de interés para la Comisión de Accesibilidad.



1.- En respuesta a la remisión que hiciera el Consejo Superior sobre el “Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor”, presentado por la  Contraloría de Servicios, se acordó acoger la propuesta planteada y desarrollar a lo interno de la Comisión el tema en particular, partiendo de que es un sector más de las poblaciones vulnerables, que como tal, requiere de un trato especial que guarda bastante similitud con la población con discapacidad. La Licenciada Lupita Chaves, con apoyo del Licenciado Saúl Arce, asumirán la coordinación del tema.



2.- En la Sesión no. 045-05 del 14 de junio del 2005, a instancia de la Comisión, el Consejo Superior, solicitó a la Comisión de Seguridad que determinara un porcentaje de la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarla a la compra de equipo especial. A la fecha, no se tiene conocimiento de la información requerida. En consecuencia, con la anuencia de la señora Proveedora, se solicita que se establezca en un diez por ciento del presupuesto previsto en esa partida para ese propósito. De esta forma, se estarían comprando sillas adecuadas, ergonómicas, estaciones de trabajo y mesas para computadora, entre otras, para cubrir las necesidades de las y los servidores judiciales  que presentan dolencias de columna, espalda, túnel carpal, obesidad o alguna otra discapacidad. También, se estaría sustituyendo en forma paulatina el equipo y mobiliario, como una medida de prevención ante la constante incidencia de incapacidades por dolencias de esta naturaleza que se agravan si no se cuenta con el equipo adecuado. Cabe aclarar que esta decisión en modo alguno, cubriría la compra de equipo especial para atender casos particulares que como tal, requerirán de un equipo o mobiliario específico según las necesidades concretas.



3.-  Debido a las solicitudes que en diferentes oficinas administrativas se reciben para la adquisición de equipo o mobiliario especial, según la necesidad y ante la ausencia de un lineamiento que guié a los funcionarios que lo requieren, así como a quienes deben tomar la decisión, se estima urgente contar con un protocolo o directriz que además de simplificar el trámite, facilite una respuesta oportuna dado que están de por medio las condiciones de salud física y mental y el factor costo beneficio de enviar la gestión a diferentes instancias. En razón de ello, se estimó conveniente sugerir el siguiente procedimiento:



a.- Solicitud del interesado acompañada de un  dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, ante la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad.



b.- Evaluación por parte de Salud Ocupacional para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir.



c.- Envío a la Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria.



d.- En caso de inconformidad del funcionario o funcionaria con la respuesta de Salud Ocupacional, elevar el asunto al Consejo Superior, para que lo remita al Departamento de Medicina Legal o al Consejo Médico Forense.



4.-  En virtud de que el equipo o mobiliario con perfiles especiales responde a una necesidad personal del funcionario o funcionaria, debe destinarse sólo para ese propósito, de manera que deberá  acompañarlo (a)  al lugar que en se desempeñe. Una vez concluida su relación laboral, deberá devolverlo a la Proveeduría, a fin de que pueda ser reutilizado con el mismo propósito. En consecuencia, es importante que el Consejo instruya para que se proceda en la forma indicada, y que, previo plaqueo del bien, se advierta al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. En igual sentido, resulta pertinente que se envíe copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Cabe indicar que los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 



5.-  El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector en la política sobre discapacidad, ha diseñado una guía para la elaboración de planos constructivos de manera tal que garanticen el cumplimiento de la Ley no. 7600. Por su parte, el Colegio de Ingenieros y Arquitectos verificará como instancia técnica su cumplimiento. En ese sentido, se estima de especial importancia que el Consejo inste a las instancias correspondientes, Servicios Generales, Dirección Ejecutiva, Proveeduría, Comisión de Construcciones y a quien se estime pertinente, para que lo tomen en consideración en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.  



En nombre  de la Comisión de Accesibilidad, me es grato reconocer, el decidido apoyo que siempre ha dado el Consejo Superior a este sector de la población.”
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Se dispuso: Aprobar parcialmente lo resuelto por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia: 1.) Establecer en un 10% el presupuesto previsto en la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarlo a la compra de equipo ergonómico, sin especificaciones particulares, el cual será entregado con el visto bueno de la Unidad de salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 2.) Aprobar el siguiente procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico: a) Solicitud del interesado acompañada de un  dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, dirigido a la Dirección Ejecutiva. b) Evaluación por parte del Departamento de Medicina Legal del servidor, teniendo a la vista la documentación presentada. c) Contando con el dictamen de medicina legal que corrobora la afección y recomienda el uso de equipo especial, se trasladan los antecedentes a la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir. d) Envío al Departamento de Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria. e) En caso de inconformidad del servidor con la respuesta del Departamento de Medicina Legal, elevar el asunto al Consejo Médico Forense. 3.) En razón de que el equipo o mobiliario especial  es para uso del servidor, este deberá trasladarse a la oficina en que labore en caso de traslado, y así se debe advertir al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. Asimismo, se enviará copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Además los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 4.) Hacer una instancia a la Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva, a los Departamentos de Servicios Generales y Proveeduría y a quien se estime pertinente, para que tomen en consideración el cumplimiento de la Ley Nº 7600 "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.




 



Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 20-06-2019 11:46:47.
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Acta de Consejo Superior Nº 051 - 2007 








      



Fecha: 18 de Julio del 2007



ARTÍCULO LXII



 



El Consejo Superior, en sesión N° 26-07 celebrada el 12 de abril del presente año, artículo XLVI, se tomó el siguiente acuerdo:



“En sesión N° 45-05 de 14 de junio de 2005, artículo XLIII, se acogió la propuesta de la Comisión en materia de discapacidad, en el sentido de que se presupueste al menos un porcentaje de la cantidad de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, con especificaciones técnicas para personas que presentan dolencias de columna y discapacidad y estarse a la espera de la evaluación solicitada por la citada comisión al Departamento de Seguridad, con el fin de valorar el porcentaje aprobado.



En sesión N° 74-06 de 3 de octubre de 2006, artículo LIII, se acordó tomar nota del oficio N° C475-06 de 22 de setiembre de dicho año, suscrito por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", elaborado por la Contraloría de Servicios, el cual se trasladó a la Comisión de Accesibilidad, para que se conociera y fuera analizado por la citada Comisión.



La doctora Anabelle León Feoli, en calidad de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en nota de 27 de marzo último, expone lo siguiente:



"Sirva la presente para saludarlos y hacer de su conocimiento diferentes temas de interés para la Comisión de Accesibilidad.



1.- En respuesta a la remisión que hiciera el Consejo Superior sobre el "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", presentado por la Contraloría de Servicios, se acordó acoger la propuesta planteada y desarrollar a lo interno de la Comisión el tema en particular, partiendo de que es un sector más de las poblaciones vulnerables, que como tal, requiere de un trato especial que guarda bastante similitud con la población con discapacidad. La Licenciada Lupita Chaves, con apoyo del Licenciado Saúl Arce, asumirán la coordinación del tema.



2.- En la Sesión no. 045-05 del 14 de junio del 2005, a instancia de la Comisión, el Consejo Superior, solicitó a la Comisión de Seguridad que determinara un porcentaje de la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarla a la compra de equipo especial. A la fecha, no se tiene conocimiento de la información requerida. En consecuencia, con la anuencia de la señora Proveedora, se solicita que se establezca en un diez por ciento del presupuesto previsto en esa partida para ese propósito. De esta forma, se estarían comprando sillas adecuadas, ergonómicas, estaciones de trabajo y mesas para computadora, entre otras, para cubrir las necesidades de las y los servidores judiciales que presentan dolencias de columna, espalda, túnel carpal, obesidad o alguna otra discapacidad. También, se estaría sustituyendo en forma paulatina el equipo y mobiliario, como una medida de prevención ante la constante incidencia de incapacidades por dolencias de esta naturaleza que se agravan si no se cuenta con el equipo adecuado. Cabe aclarar que esta decisión en modo alguno, cubriría la compra de equipo especial para atender casos particulares que como tal, requerirán de un equipo o mobiliario específico según las necesidades concretas.



3.- Debido a las solicitudes que en diferentes oficinas administrativas se reciben para la adquisición de equipo o mobiliario especial, según la necesidad y ante la ausencia de un lineamiento que guié a los funcionarios que lo requieren, así como a quienes deben tomar la decisión, se estima urgente contar con un protocolo o directriz que además de simplificar el trámite, facilite una respuesta oportuna dado que están de por medio las condiciones de salud física y mental y el factor costo beneficio de enviar la gestión a diferentes instancias. En razón de ello, se estimó conveniente sugerir el siguiente procedimiento:



a.- Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, ante la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad.



b.- Evaluación por parte de Salud Ocupacional para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir.



c.- Envío a la Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria.



d.- En caso de inconformidad del funcionario o funcionaria con la respuesta de Salud Ocupacional, elevar el asunto al Consejo Superior, para que lo remita al Departamento de Medicina Legal o al Consejo Médico Forense.



4.- En virtud de que el equipo o mobiliario con perfiles especiales responde a una necesidad personal del funcionario o funcionaria, debe destinarse sólo para ese propósito, de manera que deberá acompañarlo (a) al lugar que en se desempeñe. Una vez concluida su relación laboral, deberá devolverlo a la Proveeduría, a fin de que pueda ser reutilizado con el mismo propósito. En consecuencia, es importante que el Consejo instruya para que se proceda en la forma indicada, y que, previo plaqueo del bien, se advierta al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. En igual sentido, resulta pertinente que se envíe copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Cabe indicar que los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera.



5.- El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector en la política sobre discapacidad, ha diseñado una guía para la elaboración de planos constructivos de manera tal que garanticen el cumplimiento de la Ley no. 7600. Por su parte, el Colegio de Ingenieros y Arquitectos verificará como instancia técnica su cumplimiento. En ese sentido, se estima de especial importancia que el Consejo inste a las instancias correspondientes, Servicios Generales, Dirección Ejecutiva, Proveeduría, Comisión de Construcciones y a quien se estime pertinente, para que lo tomen en consideración en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.



En nombre de la Comisión de Accesibilidad, me es grato reconocer, el decidido apoyo que siempre ha dado el Consejo Superior a este sector de la población."
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Se dispuso: Aprobar parcialmente lo resuelto por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia: 1.) Establecer en un 10% el presupuesto previsto en la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarlo a la compra de equipo ergonómico, sin especificaciones particulares, el cual será entregado con el visto bueno de la Unidad de salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 2.) Aprobar el siguiente procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico: a) Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, dirigido a la Dirección Ejecutiva. b) Evaluación por parte del Departamento de Medicina Legal del servidor, teniendo a la vista la documentación presentada. c) Contando con el dictamen de medicina legal que corrobora la afección y recomienda el uso de equipo especial, se trasladan los antecedentes a la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir. d) Envío al Departamento de Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria. e) En caso de inconformidad del servidor con la respuesta del Departamento de Medicina Legal, elevar el asunto al Consejo Médico Forense. 3.) En razón de que el equipo o mobiliario especial  es para uso del servidor, este deberá trasladarse a la oficina en que labore en caso de traslado, y así se debe advertir al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. Asimismo, se enviará copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Además los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 4.) Hacer una instancia a la Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva, a los Departamentos de Servicios Generales y Proveeduría y a quien se estime pertinente, para que tomen en consideración el cumplimiento de la Ley Nº 7600 "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.”
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Se recibe a la Magistrada León Feoli, quien en su condición de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, señala la situación que se presenta con aquellos servidores judiciales que necesitan les sea suministrado equipo ergonómico especial. 



Expresa doña Anabelle, que recientemente se reunió con funcionarios del Departamento de Medicina Legal, con quienes se abordó el tema y le señalaron que ellos no tienen el criterio técnico para determinar qué tipo de equipo es el que de acuerdo a la dolencia del servidor es el que requiere, por lo que considera que por economía se modifique el procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico, únicamente en el sentido de que cuando un servidor presente una epicrisis de la Caja Costarricense del Seguro Social, del Instituto Nacional de Seguros, no sean remitidos a valoración por parte del Departamento de Medicina Legal.



            Se acordó: 1) Tener por hechas las manifestaciones de la Magistrada León Feoli. 2) Tener por modificado el acuerdo de referencia, en el sentido de que cuando un servidor (a) presente ante la Dirección Ejecutiva, una epicrisis emitida por la Caja Costarricense del Seguro Social, Instituto Nacional de Seguros, de un hospital o clínica privada reconocida, no será remitido a valoración por parte del Departamento de Medicina Legal. En cuanto a los dos últimos, el dictamen deberá ser expedido por un médico especialista y presentar debidamente certificada la documentación en que se compruebe el padecimiento del servidor (a), y en caso de existir duda, la Dirección Ejecutiva podrá remitir al servidor o servidora gestionante al Departamento de Medicina Legal.



            El Magistrado Chaves y la licenciada Anchía, salvan su voto únicamente en cuanto a que no aceptan los dictámenes expedidos por médicos particulares.



-o0o-



 



            A las 11:42 terminó la sesión.



 



Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 20-06-2019 11:47:33.







act-1-0003-40-59







Acta de Consejo Superior Nº 030 - 2008 








      



Fecha: 23 de Abril del 2008



ARTÍCULO LIX



 



            En sesión N° 26-07 celebrada el 12 de abril del 2007, artículo XLVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión N° 45-05 de 14 de junio de 2005, artículo XLIII, se acogió la propuesta de la Comisión en materia de discapacidad, en el sentido de que se presupueste al menos un porcentaje de la cantidad de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, con especificaciones técnicas para personas que presentan dolencias de columna y discapacidad y estarse a la espera de la evaluación solicitada por la citada comisión al Departamento de Seguridad, con el fin de valorar el porcentaje aprobado.



 



En sesión N° 74-06 de 3 de octubre de 2006, artículo LIII, se acordó tomar nota del oficio N° C475-06 de 22 de setiembre de dicho año, suscrito por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", elaborado por la Contraloría de Servicios, el cual se trasladó a la Comisión de Accesibilidad, para que se conociera y fuera analizado por la citada Comisión.



 



La doctora Anabelle León Feoli, en calidad de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en nota de 27 de marzo último, expone lo siguiente:



 



"Sirva la presente para saludarlos y hacer de su conocimiento diferentes temas de interés para la Comisión de Accesibilidad.



 



1.- En respuesta a la remisión que hiciera el Consejo Superior sobre el "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", presentado por la Contraloría de Servicios, se acordó acoger la propuesta planteada y desarrollar a lo interno de la Comisión el tema en particular, partiendo de que es un sector más de las poblaciones vulnerables, que como tal, requiere de un trato especial que guarda bastante similitud con la población con discapacidad. La Licenciada Lupita Chaves, con apoyo del Licenciado Saúl Arce, asumirá la coordinación del tema.



 



2.- En la Sesión no. 045-05 del 14 de junio del 2005, a instancia de la Comisión, el Consejo Superior, solicitó a la Comisión de Seguridad que determinara un porcentaje de la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarla a la compra de equipo especial. A la fecha, no se tiene conocimiento de la información requerida. En consecuencia, con la anuencia de la señora Proveedora, se solicita que se establezca en un diez por ciento del presupuesto previsto en esa partida para ese propósito. De esta forma, se estarían comprando sillas adecuadas, ergonómicas, estaciones de trabajo y mesas para computadora, entre otras, para cubrir las necesidades de las y los servidores judiciales que presentan dolencias de columna, espalda, túnel carpal, obesidad o alguna otra discapacidad. También, se estaría sustituyendo en forma paulatina el equipo y mobiliario, como una medida de prevención ante la constante incidencia de incapacidades por dolencias de esta naturaleza que se agravan si no se cuenta con el equipo adecuado. Cabe aclarar que esta decisión en modo alguno, cubriría la compra de equipo especial para atender casos particulares que como tal, requerirán de un equipo o mobiliario específico según las necesidades concretas.



 



3.- Debido a las solicitudes que en diferentes oficinas administrativas se reciben para la adquisición de equipo o mobiliario especial, según la necesidad y ante la ausencia de un lineamiento que guié a los funcionarios que lo requieren, así como a quienes deben tomar la decisión, se estima urgente contar con un protocolo o directriz que además de simplificar el trámite, facilite una respuesta oportuna dado que están de por medio las condiciones de salud física y mental y el factor costo beneficio de enviar la gestión a diferentes instancias. En razón de ello, se estimó conveniente sugerir el siguiente procedimiento:



 



a.- Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, ante la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad.



 



b.- Evaluación por parte de Salud Ocupacional para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir.



 



c.- Envío a la Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria.



 



d.- En caso de inconformidad del funcionario o funcionaria con la respuesta de Salud Ocupacional, elevar el asunto al Consejo Superior, para que lo remita al Departamento de Medicina Legal o al Consejo Médico Forense.



 



4.- En virtud de que el equipo o mobiliario con perfiles especiales responde a una necesidad personal del funcionario o funcionaria, debe destinarse sólo para ese propósito, de manera que deberá acompañarlo (a) al lugar que en se desempeñe. Una vez concluida su relación laboral, deberá devolverlo a la Proveeduría, a fin de que pueda ser reutilizado con el mismo propósito. En consecuencia, es importante que el Consejo instruya para que se proceda en la forma indicada, y que, previo plaqueo del bien, se advierta al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. En igual sentido, resulta pertinente que se envíe copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Cabe indicar que los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera.



 



5.- El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector en la política sobre discapacidad, ha diseñado una guía para la elaboración de planos constructivos de manera tal que garanticen el cumplimiento de la Ley no. 7600. Por su parte, el Colegio de Ingenieros y Arquitectos verificarán como instancia técnica su cumplimiento. En ese sentido, se estima de especial importancia que el Consejo inste a las instancias correspondientes, Servicios Generales, Dirección Ejecutiva, Proveeduría, Comisión de Construcciones y a quien se estime pertinente, para que lo tomen en consideración en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.



 



En nombre de la Comisión de Accesibilidad, me es grato reconocer, el decidido apoyo que siempre ha dado el Consejo Superior a este sector de la población."
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Se dispuso: Aprobar parcialmente lo resuelto por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia: 1.) Establecer en un 10% el presupuesto previsto en la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarlo a la compra de equipo ergonómico, sin especificaciones particulares, el cual será entregado con el visto bueno de la Unidad de salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 2.) Aprobar el siguiente procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico: a) Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, dirigido a la Dirección Ejecutiva. b) Evaluación por parte del Departamento de Medicina Legal del servidor, teniendo a la vista la documentación presentada. c) Contando con el dictamen de medicina legal que corrobora la afección y recomienda el uso de equipo especial, se trasladan los antecedentes a la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir. d) Envío al Departamento de Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria. e) En caso de inconformidad del servidor con la respuesta del Departamento de Medicina Legal, elevar el asunto al Consejo Médico Forense. 3.) En razón de que el equipo o mobiliario especial es para uso del servidor, este deberá trasladarse a la oficina en que labore en caso de traslado, y así se debe advertir al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. Asimismo, se enviará copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Además los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 4.) Hacer una instancia a la Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva, a los Departamentos de Servicios Generales y Proveeduría y a quien se estime pertinente, para que tomen en consideración el cumplimiento de la Ley Nº 7600 "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.”
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            Con oficio N° 2806-DE-2008 de 18 de abril en curso, el licenciado Luis Ángel Barahona Cortés, Subdirector Ejecutivo, remite el oficio N° 75-SO-08, suscrito por las servidoras Hazel Alfaro González y Ana Patricia Jiménez Granados, Técnicas de la Unidad de Salud Ocupacional, referente a la valoración del efecto negativo para la salud que producen algunas tareas que desarrolla la señora María Magdalena Alfaro Barrantes, Auxiliar Judicial 2 del Juzgado de Familia de Grecia, que literalmente dice:



“Con el fin de dar trámite a la inquietud realizada vía telefónica por la servidora  María Magdalena Alfaro Barrantes, Auxiliar Judicial 2 del Juzgado de Familia de Grecia y del Licenciado Mario Murillo Chaves, Juez coordinador del despacho a miembros de la Unidad de Salud Ocupacional;  referente a la necesidad de valoración del efecto negativo para la salud que produce algunas tareas que desarrolla la Sra. Alfaro Barrantes. 



 



         El pasado Jueves 3 de abril,  procedimos a visitar  el despacho, con el objetivo de reunirnos con el personal interesado; para analizar las diferentes tareas y el posible impacto negativo que esta teniendo algunas labores que ejecuta la Sra. Alfaro Barrantes y la relación con la lesión que presenta.



 



         A continuación se detallan los resultados  de dicha reunión y las conclusiones a que se llegaron entre todos los participantes.



 



Conclusiones:



 



·     El despacho cuenta con tres personas para la atención de público, de las cuales dos tienen serios problemas de salud y  han sido valoradas por Medicina Legal. 



 



·          Una de ellas, ya le fue asignada una silla freedom con cabecera mediante informe técnico de la Unidad de Salud Ocupacional, sin embargo las tareas que realiza especialmente la atención de público le esta generando reagravación de la lesión que presenta según refiere la servidora y le ha externado el médico tratante. 



 



·          La otra servidora incapacitada por maternidad quién una vez que ingrese a laborar, la Unidad de Salud Ocupacional deberá visitar su puesto para valorar de acuerdo al tipo de lesión que presenta el mobiliario a requerir. 



 



·       Se examinaron una a una las tareas que realiza la servidora Alfaro, según descripción de tareas que contiene el manual de puestos  del Departamento de Personal. 



 



·        La jefatura del despacho se comprometió a cambiar  temporalmente algunas tareas mientras se busca una solución definitiva a la problemática.  



 



·       Se observa una excelente disposición tanto de la Jefatura como de la servidora Alfaro para buscar alternativas de solución.



 



Recomendaciones



 



·       Hacer del conocimiento del Consejo Superior la problemática que presenta el despacho a fin de buscar una solución tanto para las servidoras que presentan problemas de salud como para el buen desempeño del despacho.



 



·        Solicitar al Departamento de Planificación valore la posibilidad de dotar de más recurso humano a dicho despacho, según los requerimientos existentes, previo análisis del personal y cargas de trabajo.”
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Se acordó: Tomar nota del informe anterior y trasladarlo al Departamento de Planificación, para que valore la nueva situación indicada por las señoras Alfaro González y Jiménez Granados, así como a la Unidad Administrativa Regional de Alajuela, para que valore la posibilidad de designar un auxiliar supernumerario.




 



Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 20-06-2019 11:48:11.







act-1-0003-37-46







Acta de Consejo Superior Nº 027 - 2008 








      



Fecha: 15 de Abril del 2008



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Adulto Mayor, Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO XLVI



En sesión N° 74-06 de 3 de octubre del 2006, artículo LIII, se acordó tomar nota del oficio N° C475-06 de 22 de setiembre de ese año, suscrito por la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios, referente al "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", elaborado por la Contraloría de Servicios, el cual se trasladó a la Comisión de Accesibilidad, para su conocimiento y análisis.



En sesión Nº 26-07 del 12 de abril del 2007, artículo XLVI, se tomó el acuerdo que en lo conducente dice:



                        “[…]



La doctora Anabelle León Feoli, en calidad de coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en nota de 27 de marzo último, expone lo siguiente:



 



“Sirva la presente para saludarlos y hacer de su conocimiento diferentes temas de interés para la Comisión de Accesibilidad.



 



1.- En respuesta a la remisión que hiciera el Consejo Superior sobre el "Proyecto para el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor", presentado por la Contraloría de Servicios, se acordó acoger la propuesta planteada y desarrollar a lo interno de la Comisión el tema en particular, partiendo de que es un sector más de las poblaciones vulnerables, que como tal, requiere de un trato especial que guarda bastante similitud con la población con discapacidad. La Licenciada Lupita Chaves, con apoyo del Licenciado Saúl Arce, asumirán la coordinación del tema.



 



2.- En la sesión Nº 045-05 del 14 de junio del 2005, a instancia de la Comisión, el Consejo Superior, solicitó a la Comisión de Seguridad que determinara un porcentaje de la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarla a la compra de equipo especial. A la fecha, no se tiene conocimiento de la información requerida. En consecuencia, con la anuencia de la señora Proveedora, se solicita que se establezca en un diez por ciento del presupuesto previsto en esa partida para ese propósito. De esta forma, se estarían comprando sillas adecuadas, ergonómicas, estaciones de trabajo y mesas para computadora, entre otras, para cubrir las necesidades de las y los servidores judiciales que presentan dolencias de columna, espalda, túnel carpal, obesidad o alguna otra discapacidad. También, se estaría sustituyendo en forma paulatina el equipo y mobiliario, como una medida de prevención ante la constante incidencia de incapacidades por dolencias de esta naturaleza que se agravan si no se cuenta con el equipo adecuado. Cabe aclarar que esta decisión en modo alguno, cubriría la compra de equipo especial para atender casos particulares que como tal, requerirán de un equipo o mobiliario específico según las necesidades concretas.



 



3.- Debido a las solicitudes que en diferentes oficinas administrativas se reciben para la adquisición de equipo o mobiliario especial, según la necesidad y ante la ausencia de un lineamiento que guié a los funcionarios que lo requieren, así como a quienes deben tomar la decisión, se estima urgente contar con un protocolo o directriz que además de simplificar el trámite, facilite una respuesta oportuna dado que están de por medio las condiciones de salud física y mental y el factor costo beneficio de enviar la gestión a diferentes instancias. En razón de ello, se estimó conveniente sugerir el siguiente procedimiento:



 



a.- Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, ante la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad.



b.- Evaluación por parte de Salud Ocupacional para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir.



c.- Envío a la Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria.



d.- En caso de inconformidad del funcionario o funcionaria con la respuesta de Salud Ocupacional, elevar el asunto al Consejo Superior, para que lo remita al Departamento de Medicina Legal o al Consejo Médico Forense.



 



4.- En virtud de que el equipo o mobiliario con perfiles especiales responde a una necesidad personal del funcionario o funcionaria, debe destinarse sólo para ese propósito, de manera que deberá acompañarlo (a) al lugar que en se desempeñe. Una vez concluida su relación laboral, deberá devolverlo a la Proveeduría, a fin de que pueda ser reutilizado con el mismo propósito. En consecuencia, es importante que el Consejo instruya para que se proceda en la forma indicada, y que, previo plaqueo del bien, se advierta al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. En igual sentido, resulta pertinente que se envíe copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Cabe indicar que los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera.



 



5.- El Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector en la política sobre discapacidad, ha diseñado una guía para la elaboración de planos constructivos de manera tal que garanticen el cumplimiento de la Ley no. 7600. Por su parte, el Colegio de Ingenieros y Arquitectos verificará como instancia técnica su cumplimiento. En ese sentido, se estima de especial importancia que el Consejo inste a las instancias correspondientes, Servicios Generales, Dirección Ejecutiva, Proveeduría, Comisión de Construcciones y a quien se estime pertinente, para que lo tomen en consideración en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.



 



En nombre de la Comisión de Accesibilidad, me es grato reconocer, el decidido apoyo que siempre ha dado el Consejo Superior a este sector de la población.”
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Se dispuso: Aprobar parcialmente lo resuelto por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia: 1.) Establecer en un 10% el presupuesto previsto en la partida de adquisiciones de equipo y mobiliario nuevo a fin de destinarlo a la compra de equipo ergonómico, sin especificaciones particulares, el cual será entregado con el visto bueno de la Unidad de salud Ocupacional del Departamento de Seguridad. 2.) Aprobar el siguiente procedimiento para la entrega de mobiliario especial terapéutico: a) Solicitud del interesado acompañada de un dictamen médico de la Caja Costarricense del Seguro Social o del Instituto Nacional de Seguros o un dictamen de un médico especialista, dirigido a la Dirección Ejecutiva. b) Evaluación por parte del Departamento de Medicina Legal del servidor, teniendo a la vista la documentación presentada. c) Contando con el dictamen de medicina legal que corrobora la afección y recomienda el uso de equipo especial, se trasladan los antecedentes a la Unidad de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad para la recomendación técnica del equipo o mobiliario a adquirir. d) Envío al Departamento de Proveeduría para su entrega –si se cuenta con ello-, adquisición o incorporación presupuestaria. e) En caso de inconformidad del servidor con la respuesta del Departamento de Medicina Legal, elevar el asunto al Consejo Médico Forense. 3.) En razón de que el equipo o mobiliario especial es para uso del servidor, este deberá trasladarse a la oficina en que labore en caso de traslado, y así se debe advertir al beneficiario de las condiciones de uso y devolución. Asimismo, se enviará copia con la descripción pertinente y su ubicación, a la Unidad Administrativa del lugar y a la oficina de Salud Ocupacional que atiende la zona. Además los adquiridos con el préstamo Corte Bid, se entregaron de esa manera. 4.) Hacer una instancia a la Comisión de Construcciones, Dirección Ejecutiva, a los Departamentos de Servicios Generales y Proveeduría y a quien se estime pertinente, para que tomen en consideración el cumplimiento de la Ley Nº 7600 "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", en futuras construcciones y elaboración de planos, sin perjuicio de que, en la medida de lo posible, se incorporen en las obras en ejecución.”



- 0 -



La Magistrada Anabelle León Feoli, en su carácter de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en oficio Nº CACC-03-2008 de 8 de abril en curso, remite el documento final que contempla la Propuesta para la Ejecución de Acciones que promuevan un Acceso Adeudado a la Justicia para la Población Adulta Mayor, que literalmente dice:



“El Consejo Superior en sesión celebrada el 30 de octubre del 2006, artículo LXVIII, acordó remitir a la Comisión de Accesibilidad para su conocimiento y análisis, la propuesta formulada por la  Contraloría de Servicios sobre el Proyecto de Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor.



 



Para esos efectos, la Comisión, tal y como se manifestó en la Sesión N° 26-07 del 12-04-07, artículo XLVI, conformó  una subcomisión  integrada por  la licenciada Lupita Chaves y el licenciado Saúl Arce, a fin de  definir una estrategia para implementar acciones a lo interno del Poder Judicial para garantizar un acceso efectivo a la justicia, de la población adulta mayor.



 



El documento final avalado por la Comisión, contempla una propuesta para la ejecución de acciones inmediatas las cuales conllevan a una labor de sensibilización de jueces/as y personal auxiliar  de las diferentes materias. Se estima importante iniciar con la jurisdicción laboral, por ser la de mayor afluencia de este sector. Cumpliendo, con el PAO de este año, al finalizar el 2008, se esperaría que todos los despachos de esta área hayan implementado las recomendaciones del documento.



 



A partir del 2009 se estaría trabajando en pensiones alimentarias y violencia doméstica y así sucesivamente en otras jurisdicciones.



 



No omito destacar la invaluable participación y significativos aportes del Consejo Nacional para Persona Adulta Mayor (CONAPAM), como ente rector y de la Asociación Gerontológico Costarricense (AGECO).  Así como la mística y el compromiso de la licenciada Chaves y el licenciado Arce. 



 



En consecuencia, la Comisión de Accesibilidad, solicita a los señores y señoras integrantes del Consejo Superior la aprobación de esta propuesta, a fin de legitimar las acciones que correspondan.”
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Del citado oficio se transcriben las conclusiones y recomendaciones, que literalmente dicen:



“De conformidad con la información recabada se concluye que toda la Administración Pública incluyendo el Poder Judicial, debe velar por la efectividad del principio de atención preferencial de la población adulta mayor y adoptar medidas para:



 



5.1. Garantizar el reconocimiento de la persona adulta mayor con capacidad como sujeta plena de derechos y obligaciones.



 



5.2. Adecuar los servicios que se brindan de conformidad con la especificidad etárea y necesidades particulares de la persona usuaria.



 



5.3. Simplificar los trámites y requisitos, en el marco de la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, considerando la condición etárea de la persona.



 



5.4. Promover el principio de autonomía de las personas adultas mayores y garantizar la protección necesaria en caso de presentar situaciones de vulnerabilidad.



 



5.5. Reconocer que la vejez es una etapa del desarrollo de la persona, no necesariamente asociada a incapacidad o disminución del ejercicio de la ciudadanía activa.



 



5.6. Fortalecer la prestación del servicio público hacia las personas adultas mayores, mediante la debida capacitación al personal judicial, así como la revisión de los procedimientos conforme con las necesidades de los y las usuarias, especialmente en los que atañe a brindar una respuesta oportuna para la satisfacción y protección de sus derechos.



 



5.7. Garantizar que las medidas afirmativas que se adopten a favor de este grupo etáreo, sean idóneas, proporcionales y necesarias, de forma que no constituyan actos  discriminatorios o de desventaja una medida discriminatoria en su contra.



 



         RECOMENDACIONES



 



Luego de la revisión y análisis realizado en torno al tema, se recomienda al Poder Judicial ejecutar las siguientes acciones que promueven un acceso adecuado de la población adulta mayor a los servicios de la Administración de Justicia. Estas propuestas se agrupan por tema y se describen a continuación:



 



6.1. Formular e implementar una política para adecuar los servicios que se brindan conforme la especificidad etárea y necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria. 



 



6.1.1.  Utilizar una carátula con color distinto  distintivo en los expedientes judiciales en los cuales figure como parte un/a persona adulta(o) mayor, específicamente en las materias de alto contenido social como: laboral, violencia doméstica, familia,  y pensiones alimentarias. 



 



6.1.2. Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, se recomienda que el Juez o Jueza a cargo de dicha diligencia, traslade esta diligencia al sitio donde reside o se encuentra la persona adulta mayor, se traslade al lugar de residencia o donde se encuentre esta persona, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 



6.1.3. Dictar una directriz a las oficinas jurisdiccionales y auxiliares de justicia, relacionada con el trato preferencial que debe imperar para la atención de las personas adultas mayores, que se identifique con el carné de ciudadano/a de oro. En esta directriz se recomienda instar a los servidores/as judiciales para procurar un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población adulta mayor, con ello también se pretende habilitar una casilla especial para el trámite ágil y la resolución de los expedientes judiciales en que intervenga una persona adulta mayor.



 



Se exceptúa la materia penal, ya que la persona adulta mayor como víctima, puede recibir el servicio personalizado de la Oficina de Atención a la Víctima del Ministerio Público. 



 



6.1.4. La Contraloría de Servicios habilitará la línea de información gratuita 800-800-3000, para que las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos, realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y específicamente lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



 



6.2. Sensibilizar a la población judicial ya que aún falta materializar algunos esfuerzos que permitan disponer de personal capacitado y comprometido para prestar una atención personalizada al adulto mayor. 



 



6.2.1. Gestionar ante la Escuela Judicial y el Departamento de Personal cursos de capacitación dirigidos a los/as servidores/as judiciales y personal de apoyo sobre temas relacionados con esta población, como: atención preferencial a la persona adulta mayor,  derecho a la información de la persona adulta mayor respaldada en la necesidad de la existencia de señalizaciones y orientaciones para brindar el acceso al servicio público de justicia, servicio público de calidad, violencia doméstica y violencia sexual. 



 



6.3. Implementar una estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigida a la persona adulta mayor.



 



6.3.1. Se sugiere que el Departamento de Prensa y Comunicación y la Contraloría de Servicios, identifiquen las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites y procedimientos de los servicios que requiere el Adulto Mayor en la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante el cual se obtenga como productos la elaboración de afiches, brochures, rótulos, entre otros. La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr los objetivos de la implementación de la estrategia citada. 



 



Esta estrategia debe contemplar la divulgación a las personas usuarias sobre aspectos relevantes implementados por la Administración de Justicia, en beneficio de la población adulta mayor  y de las que se encuentren en condición de vulnerabilidad.



 



6.3.2. Solicitar la colaboración del Departamento de Tecnología de la Información, para la elaboración de un sitio dentro de la página Web de la Comisión de Accesibilidad, que contenga logros de las diferentes subcomisiones, entre las que se encuentra la población adulta mayor, tales como: acuerdos del Consejo Superior relacionados con algunas de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, acuerdos de la Comisión de Accesibilidad, jurisprudencia de la Sala Constitucional seleccionada por población en esa condición, buenas prácticas implementadas en oficinas judiciales para el acceso de la población adulta mayor o de alguna de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre otros.”
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            Se acordó: Aprobar parcialmente las recomendaciones emitidas en el informe anterior por la Comisión de Accesibilidad, a excepción de la indicada en el párrafo segundo de la Nº 6.1.3, en razón de que se considera que se debe procurar un trato preferencial también en la materia penal a las personas adultas mayores. En consecuencia:



1. Formular e implementar una política para adecuar los servicios que se brindan conforme la especificidad etárea y necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria. 



 



a. Utilizar una carátula con color distinto en los expedientes judiciales en los cuales figure como parte un o una persona adulta o adulto mayor, específicamente en las materias de alto contenido social como: laboral, violencia doméstica, familia,  y pensiones alimentarias. 



 



b. Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, el Juez o Jueza a cargo de dicha diligencia, trasladará esta diligencia al sitio donde reside o se encuentra la persona adulta mayor, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 



c. Las oficinas jurisdiccionales y auxiliares de justicia, relacionadas con el trato preferencial que debe imperar para la atención de las personas adultas mayores, que se identifique con el carné de ciudadano o ciudadana de oro. Asimismo, se insta a los servidores y servidoras judiciales para procurar un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población adulta mayor, con ello también se pretende habilitar una casilla especial para el trámite ágil y la resolución de los expedientes judiciales en que intervenga una persona adulta mayor.



 



d. La Contraloría de Servicios habilitará la línea de información gratuita 800-800-3000, para que las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos, realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y específicamente lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



 



2. Sensibilizar a la población judicial que permitan disponer de personal capacitado y comprometido para prestar una atención personalizada al adulto mayor. 



 



a. La Escuela Judicial y el Departamento de Personal programaran cursos de capacitación dirigidos a los servidores y servidoras y personal de apoyo sobre la atención preferencial a la persona adulta mayor,  derecho a la información de la persona adulta mayor respaldada en la necesidad de la existencia de señalizaciones y orientaciones para brindar el acceso al servicio público de justicia, servicio público de calidad, violencia doméstica y violencia sexual. 



 



3. Implementar una estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigida a la persona adulta mayor.



 



a. El  Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Contraloría de Servicios, identificarán las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites y procedimientos de los servicios que requiere el Adulto Mayor en la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante el cual se obtenga como productos la elaboración de afiches, brochures, rótulos, entre otros. La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr los objetivos de la implementación de la estrategia citada. 



 



Esta estrategia contemplar la divulgación a las personas usuarias sobre aspectos relevantes implementados por la Administración de Justicia, en beneficio de la población adulta mayor  y de las que se encuentren en condición de vulnerabilidad.



 



b. El Departamento de Tecnología de la Información, elaborará un sitio dentro de la página Web de la Comisión de Accesibilidad, que contenga logros de las diferentes subcomisiones, entre las que se encuentra la población adulta mayor, tales como: acuerdos del Consejo Superior relacionados con algunas de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, acuerdos de la Comisión de Accesibilidad, jurisprudencia de la Sala Constitucional seleccionada por población en esa condición, buenas prácticas implementadas en oficinas judiciales para el acceso de la población adulta mayor o de alguna de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre otros.”



 



Hacer lo anterior del conocimiento de los despachos judiciales mediante la siguiente circular:



“CIRCULAR N° xx-08



 



ASUNTO: Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población Adulta Mayor.



A LOS DESPACHOS Y SERVIDORES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior en sesión N° 27-2008, celebrada el 15 de abril del 2008, artículo XLVI, dispuso instar a los despachos judiciales, a fin de que adecuen los servicios brindan a las necesidades especiales de la población Adulta Mayor, a través de la aplicación de las siguientes políticas: 



1. Formular e implementar una política para adecuar los servicios que se brindan conforme la especificidad etárea y necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria. 



 



a. Utilizar una carátula con color distinto en los expedientes judiciales en los cuales figure como parte un o una persona adulta o adulto mayor, específicamente en las materias de alto contenido social como: laboral, violencia doméstica, familia,  y pensiones alimentarias. 



 



b. Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, el Juez o Jueza a cargo de dicha diligencia, trasladará esta diligencia al sitio donde reside o se encuentra la persona adulta mayor, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 



c. Las oficinas jurisdiccionales y auxiliares de justicia, relacionadas con el trato preferencial que debe imperar para la atención de las personas adultas mayores. Asimismo, se insta a los servidores y servidoras judiciales para procurar un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población adulta mayor, con ello también se pretende habilitar una casilla especial para el trámite ágil y la resolución de los expedientes judiciales en que intervenga una persona adulta mayor.



 



d. La Contraloría de Servicios habilitará la línea de información gratuita 800-800-3000, para que las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos, realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y específicamente lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



 



2. Sensibilizar a la población judicial que permitan disponer de personal capacitado y comprometido para prestar una atención personalizada al adulto mayor. 



 



a. La Escuela Judicial y el Departamento de Personal programaran cursos de capacitación dirigidos a los servidores y servidoras y personal de apoyo sobre la atención preferencial a la persona adulta mayor,  derecho a la información de la persona adulta mayor respaldada en la necesidad de la existencia de señalizaciones y orientaciones para brindar el acceso al servicio público de justicia, servicio público de calidad, violencia doméstica y violencia sexual. 



 



3. Implementar una estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigida a la persona adulta mayor.



 



a. El  Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Contraloría de Servicios, identificarán las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites y procedimientos de los servicios que requiere el Adulto Mayor en la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante el cual se obtenga como productos la elaboración de afiches, brochures, rótulos, entre otros. La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr los objetivos de la implementación de la estrategia citada. 



 



Esta estrategia contemplar la divulgación a las personas usuarias sobre aspectos relevantes implementados por la Administración de Justicia, en beneficio de la población adulta mayor  y de las que se encuentren en condición de vulnerabilidad.



 



b. El Departamento de Tecnología de la Información, elaborará un sitio dentro de la página Web de la Comisión de Accesibilidad, que contenga logros de las diferentes subcomisiones, entre las que se encuentra la población adulta mayor, tales como: acuerdos del Consejo Superior relacionados con algunas de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, acuerdos de la Comisión de Accesibilidad, jurisprudencia de la Sala Constitucional seleccionada por población en esa condición, buenas prácticas implementadas en oficinas judiciales para el acceso de la población adulta mayor o de alguna de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre otros.”



 



 



San José, …… del 2008.”



La Secretaría General de la Corte, tomará nota para los fines consiguientes.
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Acta de Consejo Superior Nº 097 - 2008 








      



Fecha: 16 de Diciembre del 2008



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Adulto Mayor, Comisión de Accesibilidad



[bookmark: circular]Documentos citados: ¡Error! Referencia de hipervínculo no válida. 



ARTÍCULO LXXII



[bookmark: marca03]Mediante circular N° 61-2008 de 7 de mayo del año en curso, publicada en el Boletín Judicial N° 98 del 22 de ese mes, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de los servidores judiciales, lo dispuesto por este Consejo, en sesión N° 27-08 del 15 de abril de este año, artículo XLVI, en torno a las políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población Adulta Mayor.



         El 8 de diciembre en curso, se recibió copia de la nota dirigida a la licenciada Lupita Chaves Cervantes, Integrante de este Consejo, suscrita por la licenciada Helen Mora Salazar, Jueza 1 interina del Juzgado de Menor Cuantía de Desamparados, que literalmente dice:



“… me es grato hacer de su estimable conocimiento que el Juzgado de Menor Cuantía de Desamparados, en el cual actualmente me encuentro nombrada como Juez 1 a.i., ya tiene como práctica dentro de sus funciones judiciales habituales las Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población Adulta Mayor, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 27-08 celebrada el 15 de abril del año en curso, artículo XLVI y para lo cual se han implementado en este despacho algunas de las recomendaciones emitidas al respecto y que se encuentran a nuestro alcance, entre ellas:



 



1) Se implementó una casilla especial denominada “Expedientes de personas Adultos o Adultas Mayores”, donde se encuentran todos los expedientes donde figura como parte una persona Adulta Mayor.



2) A todos los expedientes donde figura como parte una persona Adulta Mayor se le está diferenciando de los demás expedientes que se tramitan en este despacho, utilizando una carátula de color amarilla, la cual fue solicitada a la Administración del Primer Circuito Judicial de San José y una vez que nos fueron remitidas las mismas se han estado utilizando no solamente en los casos nuevos entrantes, sino que nuestro personal en conjunto ha ido identificando aquellos asuntos que ya se encuentran iniciados y están en trámite y a éstos se les ha hecho el cambio de carátula respectiva.



3) Asimismo, hemos puesto en nuestra entrada un documento donde les indicamos a las personas usuarias que si son personas Adultas Mayores, lo informen inmediatamente a quien atiende el público, lo anterior con el fin de brindarle una rápida atención.



4) Otra iniciativa que hemos implementado en este despacho, es que hemos venido utilizando un mecanismo respecto a los cheques que deben retirar los Adultos Mayores, en el sentido de que si una persona que se encuentra dentro de esta condición, se apersona a solicitar que se le confeccione el cheque respectivo, el mismo se le elabora de inmediato, con el fin de que la persona no tenga que venir posteriormente a retirarlo, sino que pueda hacerlo en el mismo momento en que se apersona al despacho. En igual sentido se está trabajando con los Adultos Mayores que hacen sus consultas vía telefónica y donde se les da una fecha precisa en la que va a estar lista su gestión, con el fin de que no se apersonen al despacho innecesariamente.



No omito manifestar que el personal que labora para este despacho es un personal muy comprometido con la labor que realiza y que se encuentra debidamente informado respecto a la atención que se le debe brindar no solamente a las personas en condición de Adulto Mayor, sino que también a las personas que presentan algún tipo de discapacidad, lo anterior sin descuidar al resto de la población usuaria de nuestro servicio.



Al propio tiempo estamos realizando las gestiones necesarias, con la finalidad de que el personal con que se cuenta, aún con las limitantes que esta oficina judicial posee respecto a falta de personal, reciba una mayor capacitación para la debida atención al usuario y así poder brindar a ellos un servicio de calidad.



Por último para este despacho, sería un honor poder contar con la visita de sus estimables personas, con la finalidad de que corroboren en forma personal el esfuerzo que hemos venido realizando para poder cumplir a cabalidad con lo dispuesto por el honorable Consejo Superior, por lo cual respetuosamente les solicitamos hacer un esfuerzo en sus ya agitadas agendas para poder mostrar a sus personas o a quien los representen lo anteriormente citado, aparte de que para nosotros sería de gran motivación el recibir a tan distinguidas personas.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación anterior y hacer extensivo el reconocimiento a los servidores del Juzgado de Menor Cuantía de Desamparados por la implementación de esas iniciativas. 2.) Comunicar mediante la siguiente circular a los demás despachos judiciales, las citadas iniciativas con la instancia de que sean adaptadas a sus necesidades para dar un buen servicio a las personas Adultas Mayores. 3.)  Hacer lo anterior de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y del Colegio de Abogados.



CIRCULAR No. -09



Asunto:     Iniciativas para favorecer la aplicación de las políticas de acceso a la justicia de la población adulta mayor. 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE ATIENDEN LAS MATERIAS LABORAL, FAMILIA, PENSIONES ALIMENTARIAS Y VIOLENCIA DOMÉSTICA



  SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 97-08, celebrada el 16 de diciembre de 2008, artículo LXXII, dispuso hacer de conocimiento de los despachos judiciales del país las iniciativas que se dirán, a fin de que sean adaptadas a sus necesidades y se optimice el servicio que se brinda a los usuarios adultos mayores. 



1.              Implementar una casilla especial denominada “Expedientes de personas Adultos o Adultas Mayores”, para ubicar los expedientes donde figura como parte una persona Adulta Mayor.



2.              Informar a los usuarios adultos mayores, que cuando se presenten a un despacho judicial, deben indiciar su condición a quien atiende el público, lo anterior con el fin de brindarle una rápida atención.



3.              Tomar las medidas necesarias respecto a los cheques que deben retirar los Adultos Mayores, de modo que les sean entregados de forma inmediata al momento de su solicitud, con el fin de que la persona no tenga que venir posteriormente a retirarlo, sino que pueda hacerlo en el mismo momento en que se apersona al despacho. 



4.              En igual sentido, al atender las consultas telefónicas de los adultos mayores, debe indicárseles una fecha precisa en la que va a estar lista su gestión, de modo tal que no se apersonen al despacho innecesariamente.
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         La iniciativas anteriores, se aplican de conformidad con las “Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor”, comunicadas mediante Circular N° 61-08, publicada en el Boletín Judicial N° 98 del 22 de mayo de 2008. 



         



Asimismo, debe considerarse que mediante Circular N° 1-09, se hizo de conocimiento de los servidores judiciales lo acordado por este Consejo Superior, en sesión N° 93-08, del 4 de diciembre de 2008, artículo XLIX, con relación al uso de carátulas “color terracota” (rojo marrón), en los expedientes en los que figure como parte una persona adulta mayor, en los despachos judiciales que atienden las materias Laboral, Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica.” 
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La Secretaría General de la Corte tomará nota para los fines consiguientes. 




 



Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.



Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 20-06-2019 11:52:03.
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Acta de Consejo Superior Nº 047 - 2009 








      



Fecha: 07 de Mayo del 2009



Descriptores/Temas: Dirección de Gestión Humana, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Comisión de Accesibilidad, Servidores Judiciales



ARTÍCULO XLI



En sesión N° 63-06 celebrada el 24 de agosto del 2006, artículo XLVII, se solicitó al Departamento de Personal, que de conformidad con la Ley Nº 7600, "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad" y los instrumentos internacionales atinentes, estableciera una política que permitiera abordar la situación en forma integral, adecuando las funciones que desempeñan los funcionarios o funcionarias que sufren una discapacidad sobreviniente, sin lesionar los derechos adquiridos.



Posteriormente, en sesión de Corte Plena N° 14-08 celebrada el 5 de mayo del 2008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, en que, entre otros, se propuso que el Departamento de Personal desarrollara acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales, cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones, así como readaptar y reubicar al personal que adquiriera una discapacidad.



Seguidamente, en sesión Nº 15-09 celebrada el 19 de febrero del año curso, artículo XXXVI, se remitió a valoración médica por parte del Consejo Médico Forense al señor Helberth Navarro Cabrera, Custodio de Detenidos de la Sección de Cárceles del Organismo de Investigación Judicial, a fin de que se determinara su estado actual de salud y si puede desempeñarse en otro cargo.  Además se acordó hacer de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, ese acuerdo.



Asimismo, en el artículo XXXVII de la referida sesión, se remitió a valoración médica por parte del Consejo Médico Forense al señor Oldemar Guillermo Araya Méndez, Investigador 1 de la Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba, para que determinara su estado actual de salud y si puede desempeñarse en otro cargo. También se hizo este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, y proponga alguna disposición para atender casos como el que presenta al servidor Araya Méndez.



Por último, en sesión N° 37-09 celebrada el 21 de abril recién pasado, artículo XXXIV, se dispuso tomar nota y hacerlo del conocimiento del señor Oldemar Araya Méndez el informe de la valoración médica. Asimismo se solicitó a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, tomar en consideración las recomendaciones expuestas por el Consejo Médico Forense.



En relación con lo anterior, la Magistrada Anabelle León Feoli, en condición de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en oficio N° CACC-05-2009 de 27 de abril último, manifestó:



“El Consejo Superior en sesión Nº 15-2009 celebrada el 19 de febrero pasado, artículos XXXVI y XXXVII, conoció los casos de los señores Helberth Navarro Cabrera y Oldernar Guillermo Araya Méndez, servidores del Organismo de Investigación Judicial, a quienes remitió a valoración del Consejo Médico Forense. Sin embargo, en el caso del servidor Araya Méndez, además de hacerlo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, solicitó que “... valore proponer alguna disposición para atender casos...” como ese.



 



Al respecto, dada la complejidad de lo que el tema comporta, es oportuno indicar que desde el año 2006, ante una instancia de esta Comisión, el Consejo Superior en sesión N° 63-2006, artículo XLVII, dispuso que ese Departamento, conforme con la Ley Nº 7600 y los instrumentos internacionales atinentes, estableciera “una política que permita abordar la situación en forma Integral, adecuando las funciones que desempeñan los funcionarios o funcionarias que sufren una discapacidad sobreviviente, sin lesionar los derechos adquiridos.”



 



Adicionalmente, es necesario recordar que la “Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial” (Boletín Judicial N° 127 de 2 de julio de 2008), aprobada por la Corte Plena en sesión Nº 14-2008, celebrada el 5 de mayo de 2008, artículo XIII, en lo que a la gestión de personal se refiere, establece que ese Departamento debe readaptar y reubicar al personal que adquiera una discapacidad”



 



De conformidad con lo expuesto, la Comisión acordó (Sesión del mes de abril) instar al Consejo Superior a fin de que solicite al citado Departamento, que informe sobre el avance en la ejecución del referido acuerdo.”
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Se dispuso: Acoger la gestión planteada por la Magistrada León Feoli, en consecuencia solicitar al Departamento de Personal que a la brevedad informe sobre el avance del estudio, en vista de que los antecedentes de este datan de agosto del 2006.
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Acta de Consejo Superior Nº 058 - 2009 








      



Fecha: 02 de Junio del 2009



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Consejo Nacional de Ciegos, Instituto Hellen Keller, Mobiliario y equipo, Notificaciones, Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN), Patronato Nacional de Ciegos, Personas con discapacidad, Políticas de accesibilidad, Tribunal Supremo de Elecciones, Universidad de Costa Rica, Ley de Notificaciones Judiciales



ARTÍCULO LXXIII



 



En sesión Nº 18-09 celebrada el 26 de febrero del año en curso, artículo XLI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva en lo conducente literalmente dice: 



“[…] 



 



… 3.) Para los efectos del artículo 5° de la Ley de Notificaciones Judiciales las Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN) y los Despachos Judiciales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad visual mediante la conversión del documento escrito a uno auditivo, utilizando el programa Jaws con que cuentan todas las administraciones regionales incluidos el I y II Circuito Judicial de San José.  Igualmente podrán grabarse en audio las resoluciones a notificar y entregar al interesado el respectivo cassette.  Finalmente, en caso de requerirse la traducción de la resolución a notificar a lenguaje Braile, las OCN y los despachos judiciales que lo requieran, lo gestionarán a través de las Administraciones Regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quién se encargará de efectuar la respectiva traducción en el Consejo Nacional de Ciegos. 4.) Es entendido que los plazos correrán a partir del día siguiente al día en que se entregue el documento al usuario con discapacidad visual. […]”
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En relación con lo anterior, el licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo en oficio Nº 4028-DE-09 de 25 de mayo último, manifestó lo siguiente:  



“En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión celebrada el 26 de febrero del 2009, artículo LVII, mediante el cual se comisiona a la Dirección Ejecutiva para que valore la posibilidad de adquirir una máquina Braille, que permita imprimir  no solo resoluciones judiciales sino también diversas documentación para esa población, hago de su conocimiento que dado el costo de estos equipos en el mercado











act-1-0003-1907-68







Acta de Consejo Superior Nº 075 - 2009 








      



Fecha: 06 de Agosto del 2009



Descriptores/Temas: Edificios, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO LXVIII



            En oficio N° 5790-DE-2009 de 28 de julio recién pasado, el licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, remite nota N° 1054-04-SG-2009 de 27 de ese mes, suscrita por el licenciado Jorge Eduardo Ramírez Vega, Subjefe del Departamento de Servicios Generales, referente a la señalización de las rutas de acceso a las oficinas en los edificios de Alajuela y Limón. Asimismo informa el licenciado Jones León, que está girando instrucciones al Departamento de Servicios Generales, para que prepare la propuesta de señalización alternativas, en los citados edificios.



            Asimismo se adjunta copia del oficio N° 354-AI-2009 de 24 de ese mes, suscrito por los arquitectos Greini Leitón Alvarado y Luis Umaña Ugalde, Supervisores de Construcciones, que dice:



“En relación con la señalización de las rutas de accesos a través de un determinado sistema por piso para orientación de las personas con discapacidad en los nuevos edificios de Alajuela y Limón indicamos:



El tema de la señalización es un tema nuevo que con gran esfuerzo y a través de diversas pruebas las instituciones han querido implementar en los edificios, aún con la necesidad de eliminar aquellas barreras arquitectónicas que evitan que las personas con capacidades disminuidas puedan acceder en forma independiente a los diferentes servicios públicos no existe una reglamentación al respecto que establezca parámetros a seguir.  



La señalización por piso no está reglamentada a través de la Ley 7600,  aunque algunas instituciones a nivel internacional han intentado  incursionar en este sentido para brindar un material adicional de apoyo en cuanto a la orientación de las personas con discapacidad o capacidades disminuidas en edificios públicos.   En el caso que nos ocupa en los edificios de los Tribunales de Alajuela y Limón, no sería conveniente que la señalización sea integrada al piso dado que ello contravendría el sistema de flexibilidad del sistema de paredes, al realizarse remodelaciones futuras lo rígido de la señalización de piso implicaría demoliciones o trabajos significantes, logrando brindar  este servicio eficientemente a través de otros sistemas de señalización que no son necesariamente a través de piso y que igualmente estaría cumpliendo con la orientación del usuario a los servicios judiciales.



Por ejemplo un sistema de texturas y colores en rodapiés y puertas, instalación de cintas fotoluminiscentes con textura que pueden ser fácilmente removibles en casos de remodelaciones futuras sin afectar integralmente los elementos constructivos, además que su reinstalación implicaría un bajo costo.”
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            Por su parte la señora Magistrada Anabelle León Feoli, en carácter de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en correo electrónico recibido el 3 de agosto en curso, señala lo siguiente:



“A la Comisión de Accesibilidad, se le envió copia del oficio no. 5790-DE-2009 suscrito por el Director Ejecutivo, en el que se adjunta respuesta de la Jefa de Servicios Generales sobre las rutas de acceso a las oficinas en los edificios de Alajuela y Limón.



 



Sobre el particular, estimo importante hacer las siguientes observaciones:



 



1.- El compromiso institucional en esta materia es innegable. Hay que tener conciencia clara de que la ausencia de una regulación específica en la Ley 7600 o en cualquier otro cuerpo normativo, no puede invisibilizar los derechos de las personas con discapacidad, pues derivan directamente de instrumentos internacionales y de la Constitución Política. 



 



2.- Ante la falta de reglamentación, sugiero se pida el criterio del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector, para que valore la propuesta que se plantea.



 



3.- Desconozco si las razones que se aducen para no ejecutar la señalización en el piso, son atendibles. Me parece que la propuesta alterna, fue desechada en el plan piloto en Goicoechea.”
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            Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la señora Magistrada León Feoli  y del Director Ejecutivo. 2.) Dejar constancia que la administración y este Consejo tiene el compromiso de tomar las medidas necesarias para garantizar el acceso a las personas con alguna discapacidad. 3.) La Administración coordinará lo correspondiente para que en los edificios de Grecia, Alajuela, Limón y en general en las en las nuevas edificaciones se utilicen sistemas de señalización adecuados como el que se utilizó en el Segundo Circuito Judicial de San José.



-o0o-



            A las 11:43 horas terminó la sesión.



 act-1-0003-2033-42







Acta de Consejo Superior Nº 090 - 2009 








      



Fecha: 29 de Setiembre del 2009



Descriptores/Temas: Dirección de Gestión Humana, Servidores Judiciales, Comisión de Accesibilidad, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



ARTÍCULO XLII



En sesión N° 63-06 celebrada el 24 de agosto del 2006, artículo XLVII, se solicitó al Departamento de Personal, que de conformidad con la Ley Nº 7600, "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad" y los instrumentos internacionales atinentes, estableciera una política que permitiera abordar la situación en forma integral, adecuando las funciones que desempeñan los funcionarios o funcionarias que sufren una discapacidad sobreviniente, sin lesionar los derechos adquiridos.



Posteriormente, en sesión de Corte Plena N° 14-08 celebrada el 5 de mayo del 2008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, en que, entre otros, se propuso que el Departamento de Personal desarrollara acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales, cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones, así como readaptar y reubicar al personal que adquiriera una discapacidad.



Seguidamente, en sesión Nº 15-09 celebrada el 19 de febrero del año curso, artículo XXXVI, se remitió a valoración médica por parte del Consejo Médico Forense al señor Helberth Navarro Cabrera, Custodio de Detenidos de la Sección de Cárceles del Organismo de Investigación Judicial, a fin de que se determinara su estado actual de salud y si puede desempeñarse en otro cargo.  Además se acordó hacer de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, ese acuerdo.



Asimismo, en el artículo XXXVII de la referida sesión, se remitió a valoración médica por parte del Consejo Médico Forense al señor Oldemar Guillermo Araya Méndez, Investigador 1 de la Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba, para que determinara su estado actual de salud y si puede desempeñarse en otro cargo. También se hizo este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, y proponga alguna disposición para atender casos como el que presenta al servidor Araya Méndez.



En sesión N° 37-09 celebrada el 21 de abril de este año, artículo XXXIV, se dispuso tomar nota y hacerlo del conocimiento del señor Oldemar Araya Méndez el informe de la valoración médica. Asimismo se solicitó a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, tomar en consideración las recomendaciones expuestas por el Consejo Médico Forense.



Posteriormente, en sesión N° 47-09 celebrada el 7 de mayo del año en curso, artículo XLI, se solicitó al Departamento de Personal que informara sobre el avance del estudio, en vista de que los antecedentes de este datan de agosto del 2006.



Seguidamente, en sesión N° 82-09 celebrada el 1° de setiembre en curso, artículo XLV, nuevamente se solicitó al Departamento de Personal, el pronto envío del informe citado anteriormente.



Por último, en sesión N° 84-09 celebrada el 8 de este mes, artículo XXXIV, se acordó tomar nota de lo comunicado por el Departamento de Personal, hacerlo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y estar a la espera del informe solicitado en sesión N° 47-09 celebrada el 7 de mayo del año en curso, artículo XLI.



En oficio N° 951-JP-2009 de recibido el 21 de setiembre en curso, los máster Francisco Arroyo Meléndez y Mauricio Quirós Álvarez, Jefes del Departamento de Personal y de Desarrollo Humano, respectivamente, manifestaron lo siguiente:



         “Con la promulgación de la Ley N° 7600 denominada “Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”, en el año 1996, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad.



 



         Bajo esta perspectiva y de conformidad con las acciones coordinadas que se vienen ejecutando conjuntamente con la Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial, entre otras tareas esta oficina ha venido trabajando en la determinación de un conjunto de protocolos que deben seguirse e implementarse a nivel institucional cuando un servidor o servidora judicial le sobreviene una discapacidad temporal o permanente, con el fin de buscar una solución integral al problema generado.



 



         Históricamente estas situaciones han encontrado una “solución” por medio de la aplicación de un traslado de la persona de un despacho judicial a otro sin embargo, es claro que en muchas circunstancias esto ha traído consigo un mayor nivel de problemática tanto para la persona que tiene la discapacidad como para el personal que integra la oficina judicial a la que pertenece.



 



         Lo anterior obedece a que estas situaciones laborales requieren de una visión integral, en que es necesario el trabajo interdisciplinario de un conjunto de profesiones de las ciencias sociales, que permitan un resultado acorde con   la naturaleza del   problema   y   con  una visión  humana de la situación, de tal forma que se concilien los intereses y necesidades de las personas con los requerimientos institucionales.



 



         Bajo esta perspectiva y en el marco de reestructuración que ha venido desarrollando esta oficina durante los últimos años, con el fin de propiciar una atención holística del servidor judicial; el rediseño de procesos aprobado en su oportunidad por el Consejo Superior (17-10-2002 artículo LXXXI), incorpora dentro de la estructura de este despacho un área de “Ambiente Laboral”. El documento de rediseño señala como objetivo fundamental para esa área de trabajo el siguiente:



 



         "El objetivo de este subproceso es mejorar los factores de ambiente laboral en todas las áreas de trabajo del Poder Judicial. En este sentido responsabilidades básicas de este subproceso son velar por la salud física y mental de los trabajadores, aspectos de motivación del personal y evaluación de la relación trabajador-empleador de manera de fomentar la estabilidad laboral y el aumento de productividad de las personas. (el resaltado no pertenece al original)



 



         Los protocolos que ha desarrollado esta oficina para atender situaciones de discapacidad temporal o permanente, son actividades afines a esta área de trabajo sin embargo, es menester señalar que a la fecha se encuentra pendiente la apertura oficial de esta estructura organizativa de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión celebrada el pasado 05 de marzo del 2009 artículo LIIVI (sic);  razón por la cual y a pesar de que en sus contenidos se señala a la sección de Ambiente Laboral del Departamento de Gestión Humana como la responsable, los procedimientos que se presentarán en adelante deberán estar a cargo temporalmente de la Unidad de Atención Psicosocial del Servicio Médico de Empresa de la Dirección Ejecutiva.



 



         Una vez que se defina la fecha de inicio de funciones por parte de la nueva sección de Ambiente Laboral, será esta área especializada la responsable de asumir el conjunto de actividades y tareas contenidas en los procedimientos de atención que a continuación se presentan.



 



         Los protocolos constan de siete etapas en las que se detallan las actividades y pasos  que se deberán ejecutar, cuando se presente el caso de un  servidor o funcionario que   tenga una   discapacidad   que   le   está   afectando   su desempeño laboral. Se constituye en una guía general que explica de manera lógica el camino que debe seguirse para atender estas situaciones de especial trascendencia para la institución. El área responsable deberá liderar estos procesos y definir las metodologías e instrumentos que mejor se ajusten para la resolución de los casos.



 



         Por último, es importante señalar que para lograr este cometido es necesario el compromiso de las diferentes oficinas judiciales, en especial aquellos despachos del sector administrativo que por su naturaleza deban prestar colaboración en los procesos de investigación y resolución de casos.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe anterior y hacerlo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad, para que, en virtud de la importancia que tiene el mismo analice la “Propuesta de un Modelo Integral de Reubicación Laboral”, elaborada por el Departamento de Personal e informe a este Consejo, en el plazo de un  mes contado a partir del siguiente al recibo de este acuerdo.



El Departamento de Personal tomará nota para lo que corresponda.
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Acta de Consejo Superior Nº 047 - 2011 








      



Fecha: 19 de Mayo del 2011



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO LII



En sesión N° 42-11 celebrada el 5 de mayo en curso, artículo XLV, al conocerse el oficio N° CACC-013-2011 de la Comisión de Accesibilidad de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en la que solicitaron la autorización para participar en un proyecto para difundir artículos relacionados con esa comisión, en el portal electrónico de la Fundación el Portavoz, específicamente en la versión digital del Periódico, por un monto de ¢1.800,000 (un millón ochocientos colones exactos anuales), previamente a resolver lo que correspondiera, se dispuso consultar a la licenciada Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Accesibilidad si se contaba con el contenido presupuestario necesario para hacerle frente al pago del espacio publicitario señalado, en razón de las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa este Poder de la República, asimismo debía dar una mayor justificación de la necesidad de participar en el proyecto del periódico El Portavoz.



            La MagistradaAnabelle León Feoli, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, en oficio N° CACC-019-2011 de 11 de los corrientes, expresó lo siguiente:



“En adición al oficio CACC-013-2011 nos permitimos señalar  algunos de los aspectos positivos, que consideramos justifican la oportunidad de contratar un espacio en la versión digital del periódico  El Portavoz.



 



·                El Poder Judicial es una de las instituciones a la vanguardia en la salvaguarda de los derechos de las personas con discapacidad.



 



·                Nuestra Comisión es calificada anualmente por el CNREE como una de las mejores y más exitosas, por el incansable trabajo que se desarrolla y por la creatividad para solventar los inconvenientes que se detectan.



 



·                Por esa misma razón, a través del año, recibimos solicitudes de diversas comisiones de accesibilidad  del sector público, con el fin de intercambiar información y solicitar asesoría.



 



·                La aprobación de las Reglas de Brasilia y el compromiso asumido por el Poder Judicial de implementarlas, abre un abanico de posibilidades en cuanto al trabajo por realizar, dentro del cual indudablemente se encuentra la necesidad de divulgar los logros realizados e informarlos a la población en condición de vulnerabilidad, entre ella las personas con discapacidad, para facilitar las posibilidades de acceso a la justicia.



 



·                Otra ventaja es que el sitio web de El Portavoz, es actualizado diariamente y es accesible para personas con discapacidad, encontrándose su rating en el cuarto lugar en el buscador Google. Todos los artículos incluyen palabras claves que facilitan su búsqueda y al buscar “poder judicial, discapacidad, comisión de accesibilidad del poder judicial”, el sitio web aparece en las primeras cinco posiciones. 



 



·                La plataforma en la que se trabaja y los aspectos técnicos que se derivan de ella, están bajo la responsabilidad de la Fundación El Portavoz, dedicada exclusivamente a velar por su funcionamiento, lo que nos permite desentendernos de estas tareas y únicamente dedicarnos a la producción de artículos y envío de información, lo que conlleva también un crecimiento intelectual de nuestros/as funcionarios/as al producirlos.



 



 



Según lo señalado, la Comisión de Accesibilidad estima que esta es una buena oportunidad para difundir el excelente trabajo que realiza la institución, a la vez que nos permite estar en contacto con una gran cantidad de organizaciones de personas con discapacidad, que son finalmente las que nos marcan las pautas a seguir para brindar un servicio de calidad.”



- 0 -



 



La máster Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Accesibilidad, en correo electrónico de 18 de mayo en curso, comunica que en relación con los oficios CACC-019 y CACC-013-2011, la Comisión de Accesibilidad no cuenta con presupuesto que le permita contratar suscripciones en el periódico  El Portavoz. No obstante, en atención a las razones expresadas en los oficios mencionados, se sugiere respetuosamente, incluir presupuesto en la próxima modificación presupuestaria que se realice.



Se acordó: Trasladar a la Dirección Ejecutiva para que se incluya en una próxima modificación presupuestaria.




 



act-1-0003-2398-66







Acta de Consejo Superior Nº 098 - 2011 








      



Fecha: 22 de Noviembre del 2011



ARTÍCULO LXVI



DOCUMENTO Nº 11654-11



En sesión Nº 93-11 del 3 de noviembre pasado, artículo LXXVI, se dispuso, entre otros-, que el Despacho de la Presidencia facilitaría a la Comisión de Accesibilidad Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, lo concerniente a sillas, mesas, manteles y cubre manteles para la conmemoración del “Día Internacional de las Personas con Discapacidad”, el próximo 02 de diciembre y que en caso de que ese Despacho requiriera ese mobiliario para alguna otra actividad se autorizaba el alquiler respectivo.



Mediante correo electrónico del 17 de noviembre en curso, la máster Alejandra Monge Arias, integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, manifestó: 



 “Por este medio ruego atentamente aclarar los términos del acuerdo tomado por ese honorable Consejo en la sesión Nº 93-11 celebrada el 03 de noviembre del año en curso, que literalmente dice:



 



 “ARTÍCULO LXXVI



 



.2) El Despacho de la Presidencia facilitará a la Comisión de Accesibilidad, Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, lo concerniente a sillas, mesas, manteles y cubre manteles para la referida actividad, en caso de que ese Despacho requiera ese mobiliario para alguna otra actividad se autoriza el alquiler respectivo.



 



La necesidad de aclaración surge a partir del momento que doña Gabriela Carro nos comunica la imposibilidad de realizar el préstamo autorizado por el Consejo Superior y a raíz de que la Dra. Lupita Chaves, me explicara en días pasados que en caso de que el Despacho de la Presidencia requiriera el mobiliario y mantelería, serían ellos quienes deberían proceder a realizar el alquiler, toda vez que a la Comisión se le está negando la autorización expresamente. En caso de que yo haya entendido mal, les ruego indicarme como proceder.



 



Debido a la cercanía de la fecha en que se realizará la actividad (2 de diciembre), es urgente resolver esta situación.”



-0-



Al respecto informa la Integrante Milena Conejo Aguilar, que mediante correo electrónico de fecha 18 de este mes, doña Alejandra Monge Arias, en su citada condión le comunicó que de parte del Despacho de la Presidencia le señalaron que podía contar con el préstamo de las 100 sillas plegables para la  actividad “Día Internacional de las Personas con Discapacidad”, el próximo 02 de diciembre.



Se acordó: Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Conejo Aguilar y archivar las diligencias por carecer de interés. Asimismo se le señala a doña Alejandra que si a futuro se le llegare a presentar una situación similar deberá coordinar directamente con el Director Ejecutivo o con la Directora del Despacho de la Presidencia. 



act-1-0003-2452-68







Acta de Consejo Superior Nº 023 - 2012 








      



Fecha: 08 de Marzo del 2012



Descriptores/Temas: Defensoría de los Habitantes de la República, Acceso a la Justicia, Personas con discapacidad, Consejo Nacional de Ciegos, Políticas de accesibilidad, Protocolos, Expedientes



ARTÍCULO LXVII



DOCUMENTO Nº 2431-12



En sesión Nº 15-12 del 21 de febrero recién pasado, artículo XLVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 



 “En sesión Nº 9-11 de 9 de febrero de 2011, artículo XLIII, al conocerse el oficio Nº DHR-628-2011-(PE) de 21 de enero del 2011, suscrito por la licenciada Ofelia Tailtelbaum Yoselewich, Defensora de los Habitantes de la República, en relación con la denuncia planteada por el señor Carlos Moraga Gatgens, ante esa Institución, se dispuso literalmente, en lo que interesa: 



 



1.) Hacer de conocimiento de la Defensoría de los Habitantes de la República, que este Consejo Superior en sesión N° 18-09 celebrada el 26 de febrero de 2009, artículo XLI, dispuso publicitar las siguientes políticas de accesibilidad: a.) Comunicar a los despachos judiciales que en todos los circuitos existen servidores judiciales capacitados en Lenguaje Lesco, a efecto de orientar a las personas que lo requieran en los servicios que se prestan en las oficinas judiciales. b.) En las materias en  que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo. c.) Para los efectos del artículo 5° de la Ley de Notificaciones Judiciales, las Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN) y los Despachos Judiciales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad visual mediante la conversión del documento escrito a uno auditivo utilizando el programa Jaws con que cuentan todas las administraciones regionales incluidos el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José. Igualmente podrán grabarse en audio las resoluciones a notificar y entregar al interesado el respectivo cassette. Finalmente, en caso de requerirse la traducción de la resolución a notificar a lenguaje Braile, las Oficinas Centralizadas de Notificaciones y los despachos judiciales que lo requieran, lo gestionarán a través de las Administraciones Regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quién se encargará de efectuar la respectiva traducción en el Consejo Nacional de Ciegos. d.) Es entendido que los plazos correrán a partir del día siguiente al día en que se entregue el documento al usuario con discapacidad visual.



 



Dichas políticas se comunicaron a los despachos judiciales y oficinas centralizadas de notificaciones mediante circular emitida por la Secretaría General de la Corte Nº 32-09 del 21 de mayo de 2009, publicada en el Boletín Judicial Nº 105 del 2 de junio de ese mismo año.



2.) Asimismo, en sesión Nº 67-10 de 20 de julio del año pasado, artículo LXIX, se tomó nota del acuerdo adoptado por el Programa Hacia Cero Papel,  en reunión efectuada el 31 de mayo de este año, artículo V, en que se dispuso lo que literalmente dice:



 



“…2) Solicitar a la Comisión de Accesibilidad, que en coordinación con el Departamento de Tecnología de Información, determinen la posibilidad de establecer un protocolo de acciones que haga efectivo el acceso a la justicia de las personas con discapacidad creando un trato preferente para las personas no videntes de tal manera que puedan litigar de manera digital implementando para el proceso en que sean parte el expediente electrónico, independientemente de la materia y de si el despacho u oficina judicial sea electrónico o no, en apoyo al derecho de acceso a la Justicia sin discriminación así como a las Reglas de Brasilia y la Ley 7600.””
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Mediante oficio Nº 00248-2012-DHR-PE, del 11 de enero último, la licenciada Ofelia Taitelbaum Yoselewich, Defensora de los Habitantes, comunicó lo siguiente: 



 



“En esta institución se tramita el expediente Nº 69784-2010-SI relacionado con una denuncia interpuesta por el Sr. Carlos Eduardo Moraga Gatgens, referente a la falta de acceso a la información contenida en los expedientes judiciales por parte de las personas no videntes. 



 



Con respecto a este asunto, la Defensoría de los Habitantes mediante informe final, oficio Nº 06306-2011-DHR notificado vía correo electrónico en su oficina el día 10 de junio de 2011, recomendó al Consejo Superior del Poder Judicial lo que a continuación se transcribe: 



 



UNICA. - Ampliar la solicitud realizada a la Comisión de Accesibilidad y al Departamento de Tecnología para que se valore la posibilidad de disponer en audio los expedientes judiciales en que estén involucradas personas no videntes, para garantizarles su derecho de acceso a la información”.



 



Mediante el oficio mencionado se le informó que contaba con un plazo de quince días hábiles para la presentación del informe de cumplimiento de las recomendaciones citadas anteriormente. A pesar del tiempo transcurrido a la fecha, no consta en los registros de la Defensoría, información alguna sobre el particular. 



 



En virtud de lo establecido en la Ley de la Defensoría de los Habitantes de la República (No. 7319), se le solicita con todo respeto que envíe el informe correspondiente dentro de los próximos CINCO DÍAS HABILES.



 



Los informes y documentos relacionados podrán ser enviados al apartado postal 686-1005 Bo. México, al fax número 2248-2371 o presentados en las oficinas centrales de la Defensoría, situadas en Bo. México, Calle 22 avenidas 7 y 11.”
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Informa la Secretaria General de la Corte, que mediante oficio Nº 628-12 del 25 de enero, comunicó a la licenciada Taitelbaum Yoselewich, en su citada condición, que revisados los archivos de la Secretaría General no se registró el ingreso del oficio Nº 06306-2011-DHR, mismo que mencionó en la nota transcrita anteriormente, por lo que se le solicitó su remisión para darle el trámite respectivo.



 



En razón de lo anterior, la licenciada Taitelbaum Yoselewich, remitió el 13 de febrero en curso el oficio  Nº 06306-2011-DHR-PE, fechado el 6 de julio del año pasado, que literalmente dice: 



 



“La Defensoría de los Habitantes recibió una queja planteada por el Sr. Carlos Eduardo Moraga Gatgens, portador de la cédula de identidad número 4-0126-0702, en la que manifestó lo siguiente; 



Que la Corte Suprema de Justicia, está incumpliendo el articulo 50 de la Ley Nº 7600 y que solamente está cumpliendo con el artículo 5 de la Ley Nº 8687, incisos 5 y 6, párrafo 3, con respecto a los expediente judiciales. (Solicite se le transcriban los artículos). 



 



Ley Nº 7600, Ley Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad: 



 



Artículo 50- Información accesible. Las instituciones públicas y privadas deberán garantizar que la información dirigida al público sea accesible a todas las personas, según sus necesidades particulares. 



 



Ley Nº 8687, Ley de Notificaciones Judiciales:



 



Artículo 5.- Protección a las personas con discapacidad. Los actos de comunicación deberán efectuarse de manera comprensible y accesible para la persona destinataria con discapacidad, considerando las particularidades de cada una y garantizando el ejercicio de sus derechos y deberes en igualdad de oportunidades, sin ningún tipo de discriminación. Para ello se les facilitará el servicio de intérprete, de signos o de los medios tecnológicos que permitan recibir en forma comprensible Fa información; con este propósito la instituci6n velará por obtener los recursos humanos, materiales y económicos para este fin.” 



 



Que cuando una persona no vidente acude a interponer una indagatoria en el Poder Judicial, además de darle una copia de la denuncia en papel, deberían entregarle una copia en formato de audio wma o en casette, que no sea para computadora. Que no es una justificación razonable el argumento que ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de que los funcionarios de la Contraloría de Servicios están en obligación de leerle a las personas no videntes los expedientes y las notificaciones, porque una persona no vidente no es capaz de aprenderse de memoria los expedientes, lo que les deja clara y abiertamente en un estado de desventaja e (sic) desigualdad frente a las personas videntes, pues los videntes pueden acceder a la información vía escrita en el momento que lo deseen, cuando lo deseen y al folio que lo deseen y desde su casa, ya que tiene acceso a una copia impresa. 



 



Solicita la intervención de la Defensoría de los Habitantes para que investigue por qué motivo la Corte Suprema de Justicia no se ajusta a lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley Nº 7600, y que se le notifique conforme lo establece el artículo 50 de la Ley Nº 7600 y no solamente el informe final, sino cualquier documento que le tenga que ser enviado, igualmente en el formato de audio wma o casette. 



 



Admitida la queja para su investigación y estudio, se le solicitó al Dr., Luis Paulino Mora Mora, Presidente de la Corte Suprema de Justicia, la presentación del informe respectivo. El informe fue presentado por la Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia mediante el oficio Nº 1119-11 de fecha 9 de febrero de 2011. En dicho oficio se indica que en la sesión 18-09 del Consejo Superior del Poder Judicial se dispuso publicitar las Políticas de Accesibilidad, en las cuales se señala: 



 



• Que en todos los circuitos judiciales existen servidores capacitados en la lengua de señas, a efecto de orientar a las personas que lo necesiten. 



 



• En las materias en que existe gratuidad se deberá asignar un intérprete de señas, cuando se realicen diligencias y sea indispensable para no causar indefensión ni violación al debido proceso. 



 



• Para los efectos del artículo 5 de la Ley de Notificaciones, las oficinas Centrales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad auditiva mediante la utilización del programa JAWS con que cuentan todas las administraciones regionales. Igualmente podrán gravarse en audio las resoluciones y entregarse al interesado en el respectivo cassette. 



 



• En casos de requerir traducciones de resoluciones en lengua de braille las oficinas centralizadas de Notificaciones y los despachos judiciales, lo gestionarán a través de las administraciones regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva que se encargarán de efectuar la respectiva traducción en el Patronato Nacional de Ciegos. 



 



• Las Políticas se comunicaron a los despachos judiciales y Oficinas Centralizadas de Notificaciones mediante circular emitidas por la Secretaría General N 32-09 del 21 de mayo de 2009, publicada en el boletín judicial Nº 105 del 2 de junio del 2009. 



 



• Que se solicitó a la Comisión de Accesibilidad que coordinara con el Departamento de Tecnología para determinar la posibilidad de crear un protocolo de acciones que hagan efectivo el acceso a la justicia de las personas con discapacidad estableciendo un trato preferente para las personas no videntes de manera tal que pueda litigar de forma digital implementándose para el proceso en que sean partes el expediente electrónico, independientemente de la materia y de si el despacho judicial sea electrónico o no. 



 



CONCLUSIONES 



 



1.En la sesión N 18-09 del 26 de febrero de 2009, el Consejo Superior del Poder Judicial dispuso publicitar las políticas de Accesibilidad. 



 



2. Las oficinas judiciales deben convertir las notificaciones que emitan del texto escrito al audio para las personas con discapacidad visual utilizando el programa JAWS. En los casos de que se requiera que las notificaciones sean traducidas al Sistema Braille, las oficinas centrales de notificaciones y los despachos judiciales lo gestionarán a través de las administraciones regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quien deberá realizar la traducción en el Patronato Nacional de Ciegos. 



 



3. El Consejo Superior del Poder Judicial le solicitó a la Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial, coordinar con el Departamento de Tecnología a efecto de definir la posibilidad de elaborar un protocolo creando un trato preferente para las personas no videntes, de manera tal que puedan litigar de forma digital, implementándose para el proceso en que sean parte el expediente electrónico, en apoyo al derecho al acceso a la justicie y sin discriminación. 



 



CONSIDERACIONES



 



ÚNICA.- El Sr. Carlos Moraga acudió a la Defensoría de los Habitantes denunciando que el Poder Judicial no había contemplado sus necesidades específicas corno persona no vidente, pues no tenía acceso a los expedientes judiciales y que ello, se constituía en una discriminación y una violación al acceso de la Justicia.



 



Cabe recordar, al respecto, que la Sala Constitucional en el voto 1739-92 se refirió al derecho a la justicia “como la existencia y disponibilidad de un sistema de administración de la justicia, valga decir de un conjunto de mecanismos idóneos para el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado -declarar el derecho controvertido o restablecer el violado, interpretándolo y aplicándolo imparcialmente en los casos concretos-; lo cual comprende, a su vez, un conjunto de órganos judiciales independientes especializados en ese ejercicio, la disponibilidad de ese aparato para resolver los conflictos y corregir los entuertos que origina la vida social, en forma civilizada y eficaz, y el acceso garantizado a esa justicia para todas las personas, en condiciones de igualdad y sin discriminación…”



 



La definición del derecho al acceso a la justicia transcrita cuenta con muchos aspectos que merecerían un amplio comentario; sin embargo, para efectos de la denuncia en análisis se destacará el concerniente al acceso universal de todas las personas a la justicia. Esto quiere decir que el sexo, la edad, el color, la nacionalidad, el origen o antecedentes, o cualquier otra condición social, entre las cuales se encuentra la discapacidad, no deben ser obstáculo para que se puede acudir a lo tribunales de justicia. Lo anterior es consecuencia del derecho y principio de igualdad consagrado en el artículo 33 de la Constitución Política. A ese respecto, la propia Sala Constitucional ha señalado que dicho precepto “prohíbe hacer diferencias entre dos o más personas que se encuentren en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, sin que pueda pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales”. De ahí que los procesos deben diseñarse de tal manera que contemplen la diversidad de toda la población y de sus necesidades, ya que no se puede pretender el mismo trato a todas las personas para cuenten con acceso a la justicia. Ello podría generar más injusticia de las que se procuran evitar. 



 



Precisamente, el artículo 13 de la Convención Sobre los Derechos de las Personascon Discapacidad, ratificada mediante la Ley Nº 8661 del 7 de agosto de 2006, dispone como principio general que “los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás” y para alcanzar ese principio el artículo 13 de la mencionada Convención obliga a “ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas preliminares”. Así las cosas, existe un compromiso de rango internacional que obliga a realizar las modificaciones de los procedimientos judiciales, con el propósito de ofrecer disponibilidad del servicio. No hay que perder de vista que las personas con discapacidad se enfrentan a la violación sistemática de sus derechos requiriendo un acceso expedito a la justicia para restablecer el goce de los mismos. En ese sentido, la Sala Constitucional señaló en el voto Nº 2305-2000: 



 



“A juicio de este Tribunal, la tutela efectiva de los derechos de las personas discapacitadas consagrados constitucionalmente, es uno de los medios por los cuales este grupo de población puede tener una vida lo más independiente y normal posible, de manera que su integración a la sociedad sea plena. Es claro que uno de ellos consiste en que la infraestructura de los edificios, especialmente aquellos en que se brinden servicios públicos, tengan previstas facilidades para el acceso de las personas discapacitadas. Tratándose de la administración de justicia, el ágil acceso al servicio es trascendental para este grupo de personas, pues de ello depende que puedan exigir el respeto a los derechos que tienen como ciudadanos y denunciar si han sido objeto de algún tipo de discriminación. 



 



Es por ello que la obligación del Estado y da la sociedad en general, consiste en eliminar progresivamente las “barreras arquitectónicas” que les dificultan o impiden el acceso a estos servicios.”



 



A propósito del acceso universal a la justicia de las personas con discapacidad, el artículo 5 del tratado internacional citado dispone la prohibición de la discriminación por motivo de discapacidad y la obligación de los Estados partes de brindar protección contra ella. Asimismo, el artículo 2 de la referida convención define discriminación por motivo de discapacidad “cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto elreconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables”. De esta definición se puede extrae cuatro aspectos fundamentales a efecto de analizar los hechos denunciados, a saber; Las conductas por medio de las cuales se puede incurrir en discriminación, el motivo de la discriminación, las formas de discriminación y los derechos humanos. 



 



En cuanto al primer aspecto cabe indicar que de conformidad con la definición mencionada, las conductas que derivan en discriminación son: la distinción, la exclusión y la restricción. Sin embargo, no toda distinción, exclusión o restricción se constituye en una discriminación, solo aquellas carentes de fundamento objetivo y razonable, pues en ciertas ocasiones es preciso un trato distintivo para alcanzar el pleno ejercicio de los derechos humanos. En los hechos denunciados por el Sr. Moraga se presenta una distinción por cuanto a las personas que se encuentran en la misma condición que éste, la ceguera, no pueden tener acceso al expediente en el que figuran como parte toda vezque el mismo está escrito y por tanto, no lo puede ver, no pudiendo acceder a la información que consta en el mismo, tal como lo pueden hacer las personas videntes. 



 



Con respecto al segundo aspecto, es importante señalar que la Convención no contiene una definición de discapacidad, pero el artículo 1°apunta que se “entenderá por persona con discapacidad aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”. El Sr. Moraga es una persona no vidente, condición que implica una deficiencia sensorial que al relacionarse con las barreras sociales, como lo es la falta de acceso a la información, deriva en un impedimento a la participación en la sociedad, lo que se constituye en una discapacidad. 



 



El tercer aspecto a destacar son las formas de la discriminación. A ese respecto, es preciso indicar que la discriminación puede presentarse tanto por la intención deliberada de discriminar, como por la intención no deliberada, pero que tiene como resultado final la discriminación. Sin duda el Poder Judicial no tiene la voluntad de discriminar a las personas no videntes; sin embargo, al no contemplar sus necesidades, en cuanto al acceso a la información, incurre en la misma. 



 



Finalmente en referencia al último aspecto a contemplar de la definición propuesta debe indicarse que el trato distintivo, excluyente o la restricción deben conducir a la violación de los derechos humanos entendiendo por tales, un conjunto de facultades inherentes a toda persona que nacen de su dignidad y que los estados se encuentran en la obligación de reconocer y respetar. Uno de los derechos humanos es justamente el acceso a la justicia que se ve lesionado cuando no se tiene acceso al expediente judicial. 



 



La respuesta recibida del Consejo Superior del Poder Judicial indica que sesolicitó a la Comisión de Accesibilidad, que en coordinación con el Departamento de Tecnología valorarán la posibilidad de diseñar un protocolo para brindar trato preferente hacia las personas no videntes, a efecto de que litiguen de forma digital. La Defensoría de los Habitantes reconoce que si se alcanzara ese objetivo se estaría dando un paso adelante muy importante, para que las personas con discapacidad puedan tener acceso a los expedientes judiciales. Sin embargo, es necesario pensar en las personas no videntes que no tienen una computadora para tener acceso al expediente digital. En tales casos, debe preverse alternativas entre las cuales se debe explorar la opción de convertir en audio los expedientes que así lo necesiten las personas no videntes. 



 



Con base en lo anterior y con fundamento en el artículo 14 de la Ley Nº 7319 Del 17 de noviembre de 1992 y en el articulo 32 del Decreto Ejecutivo No 22266-J, 



 



LA DEFENSORA DE LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA RECOMIENDA AL CONSEJO SUPERIOR DEI. PODER JUDICIAL: 



 



UNICA.- Ampliar la solicitud realizada a la Comisión de Accesibilidad y al Departamento de Tecnología para que se valore la posibilidad de disponer en audio los expedientes judiciales en que estén involucradas personas no videntes para garantizarles su derecho de acceso a la información.



 



Se previene que por disposición del artículo 14 párrafo tercero de la Ley No 7319 el no acatamiento injustificado de las recomendaciones de la Defensoría de los Habitantes puede ser objeto de una recomendación de amonestación para el funcionario que las incumpla o, en caso de incumplimiento reiterado, de una recomendación de suspensión o despido.



 



En virtud de lo anterior, y con fundamento en el artículo 32 del Reglamento a la Ley de la Defensoría de los Habitantes, los órganos públicos deben, en el plazo de QUINCE DÍAS HÁBILES a partir del día siguiente a la notificación de este informe final, remitir a la Defensoría de los Habitantes un informe de cumplimiento de las recomendaciones formuladas. 



 



En relación con este informe final cabe el recurso de reconsideración que deberá ser interpuesto dentro de los OCHO DÍAS HÁBILES posteriores a la notificación.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Hacer de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y del Departamento de Tecnología de la Información, la solicitud que hace la Defensoría de los Habitantes, para que conjuntamente y dentro del plazo de siete días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, propongan e informen a este Consejo, una alternativa que fortalezca el acceso a la justicia y a la información para personas no videntes, adecuada a las disposiciones institucionales y necesidades reales del país. Se declara acuerdo firme.”
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En razón de lo anterior, mediante oficio Nº CACC-056-2012, del 6 de marzo en curso, la máster Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, manifestó: 



“En la sesión Nº 15-12 celebrada el 21 de febrero, del año en curso, artículo XLVIII, el Consejo Superior dispuso: 



 



“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Hacer de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y del Departamento de Tecnología de la Información, la solicitud que hace la Defensoría de los Habitantes, para que conjuntamente y dentro del plazo de siete días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, propongan e informen a este Consejo, una alternativa que fortalezca el acceso a la justicia y a la información para personas no videntes, adecuada a las disposiciones institucionales y necesidades reales del país.”



 



En relación con esta solicitud y como antecedente se tiene que el Consejo Superior en la Sesión N° 67-10 de 20 de julio de 2010, artículo LXIX, tomó nota del acuerdo adoptado por el Programa Hacia Cero Papel,  en reunión efectuada el 31 de mayo de 2010, artículo V, en que se dispuso lo que literalmente dice:



 



“…2) Solicitar a la Comisión de Accesibilidad, que en coordinación con el Departamento de Tecnología de Información, determinen la posibilidad de establecer un protocolo de acciones que haga efectivo el acceso a la justicia de las personas con discapacidad creando un trato preferente para las personas no videntes de tal manera que puedan litigar de manera digital implementando para el proceso en que sean parte el expediente electrónico, independientemente de la materia y de si el despacho u oficina judicial sea electrónico o no, en apoyo al derecho de acceso a la Justicia sin discriminación así como a las Reglas de Brasilia y la Ley 7600.”



 



Asimismo, la Defensoría de los Habitantes de la República recomienda la Consejo Superior del Poder Judicial: “Ampliar la solicitud realizada a la Comisión de Accesibilidad y al Departamento de Tecnología para que se valore la posibilidad de disponer en audio los expedientes judiciales en que estén involucradas personas no videntes para garantizarles su derecho de acceso a la información.



 



Para dar respuesta oportuna a la solicitud realizada por el Consejo Superior, la Dirección de Tecnología de la Información como ente rector en la materia, a través del Lic. Erick Brais Quirós, funcionario de esa Dirección y representante del mismo ante la Comisión de Acceso a la Justicia, elaboró una propuesta de protocolo que a continuación se transcribe. Esta propuesta fue conocida por el Lic. Rafael Ramírez López y la Licda. Carmen Quesada Chacón.



 



De importancia resulta señalar que la propuesta de Protocolo ha sido analizada y enriquecida, con los aportes del Lic. Bernal Gamboa, persona con discapacidad visual e integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia en representación de las personas con discapacidad, usuarias de los servicios del Poder Judicial.



 



Protocolo para garantizar accesibilidad a los expedientes a personas no videntes en cualquier Despacho Judicial.



 



Aspectos Generales



 



Considerando que:



 



1.- En la actualidad una gran cantidad de personas no videntes utilizan lectores de pantalla en sus computadoras y o teléfonos accesibles inteligentes; dichos medios son óptimos para acceder a información accesible en línea. 



 



 2.- No obstante lo indicado, aun hay personas no videntes que no manejan  estas tecnologías. 



 



3.- Para que el sistema sea funcional y garantice plena accesibilidad, es necesario que los medios de notificación y manejo del expediente sean accesibles a los requerimientos específicos de cada persona no vidente. 



 



4.- Para la generalidad de personas no videntes, los formatos electrónicos de los documentos deben ser accesibles a los software especializados (Ej.JAWS en computadoras y Talks en teléfonos inteligentes) idealmente html, txt, o rtf. 



 



5.- Estos formatos pueden ser remitidos por correo electrónico a las partes, y pueden también ser consultados en el sistema de gestión en línea.  



 



6.- Es posible tecnológicamente remitir documentos de mediano tamaño en formato de audio por correo electrónico, sin embargo, los documentos voluminosos en audio o braille - tecnológicamente - solo se pueden ser entregados en el despacho o ser notificados por medio de notificador. 



 



 7.- La Sala Constitucional, solicita a los recurridos enviar copia digital de los escritos de respuesta y las pruebas en formatos electrónicos accesibles tales como html, rtf, txt, word, o pdf desbloqueado. 



 



 Existe equipo de uso común como impresoras multifuncionales, que permiten digitalizar y convertir documentos de tinta, en formato electrónico accesible 



 



 8.- En la actualidad hay software que puede convertir un archivo de texto a un formato de audio (voz),  y existe equipo básico común para grabar dichos archivos en CD o DVD. 



 



 9.- El Poder Judicial cuenta con el programa JAWS, ubicado en la mayoría de los Centros de atención en las UAR. 



 



 10.- No todos los despachos tienen sistema de gestión totalmente en línea. 



 



 11.- Conforme al artículo 50  de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad, Ley N° 7600, se garantiza el acceso a la información accesible de las personas con discapacidad. 



 



 12.- La Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad igualmente garantizan el derecho a la información y el acceso a la justicia. 



 



 13.- El Poder Judicial está legal y moralmente obligado a cumplir con este mandato Constitucional. 



 



Se establece el siguiente:



 



Protocolo para garantizar accesibilidad a los expedientes a personas no videntes en cualquier Despacho Judicial



 



I. Escenario óptimo 



 



1.  En caso de que el usuario utilice un software para personas con discapacidad visual (JAWS) y tenga acceso a Internet. 



 



2. Cuando la oficina de la cual requiere el expediente, está incorporada al sistema de gestión en línea, y el expediente está totalmente incorporado y actualizado es decir, tanto los escritos judiciales como  los escritos de las partes y las pruebas. 



 



3. Se le ofrecerá al usuario matricularse en Gestión en línea, para esto se le brindará un usuario y una clave  para consultar su expediente; de igual manera, en el propio sistema de gestión se dispondrá de tutoriales, dirección de correo electrónico para consultas y un número para evacuar dudas del sistema. 



 



4. Se le ofrecerá al usuario además realizar la acreditación de un correo electrónico para ser notificado; en el caso de que la persona litigante sea no vidente, se le enviarán además adjunto en el correo los escritos de la contraparte; para esto, todo despacho debe en caso de conocer que una de las partes o sus representantes es persona no vidente, solicitarle a las otras partes, enviar sus escritos y pruebas en formatos electrónicos accesibles (doc, rtf, html, o pdf desbloqueado).  



 



Resultado: Producto de ese nivel de acceso, el usuario puede consultar todo el expediente tanto desde su teléfono como desde su computadora. (No requiere nunca desplazarse al despacho para revisar el expediente pues desde su oficina lo realiza autónomamente. Esta debe ser la meta final de todo el sistema de gestión. 



 



Nota: Actualmente lo mas cercano a este escenario es la Sala Constitucional, donde ya se maneja un 100% del expediente en formato electrónico. 



 



II. Escenario Bueno 



 1. En caso de que el usuario utilice un software para personas con discapacidad visual (Tipo JAWS) y tenga acceso a Internet. 



 



 2. En caso que el usuario no esté registrado en  el Sistema de Gestión en Línea, por tanto no puede ingresar a ese sistema, o la oficina y/o el expediente requerido no estén incorporados totalmente en gestión en línea oficina.



 



 3. El despacho debe ofrecer  a la persona usuaria en formato accesible mediante correo electrónico autorizado por la Dirección de Tecnología de la Información, las notificaciones y sus adjuntos, así como el expediente; es decir,   el despacho debe requerir a las partes presentar los escritos y pruebas en formatos electrónicos accesibles (doc, rtf, html y pdf desbloqueado), debe además poseer la capacidad de incorporar todos los escritos del expediente a un formato electrónico accesible.



 



El despacho deberá ofrecerle además al usuario la posibilidad de que pueda presentar escritos por medio de dicho correo electrónico; el despacho deberá de responder  en forma automática la recepción del documento o correo; esto se procurará que ocurra automáticamente. 



 



La Corte publicará en su página una lista actualizada de los medios para contactar todos los despachos, es decir, publicará los correos electrónicos de cada despacho, así como los números de teléfono y fax. 



 



Nota: Actualmente nos acercamos a este escenario en Contencioso y Tránsito, pero aún cuando se notifica por correo en formato accesible, no se remiten los documentos y pruebas de la contraparte, ni están en línea para consulta, lo que obliga a desplazarse a ver el expediente con un asistente. 



 



III. Escenario Intermedio 



 



1. En caso de que el usuario tenga computador y acceso a Internet pero no tenga o no usa software para personas con discapacidad visual (Tipo JAWS) 



 



2. En caso de que el usuario no esté matriculado en Gestión, o la oficina en la que está el expediente requerido, no está totalmente incorporado en gestión en línea 



 



3. El despacho debe ofrecer notificar a un correo autorizado los documentos en formato electrónico accesible y copia de estos en audio; el despacho debe poseer  el software y contar con el personal necesario para convertir a formato audio todo el expediente.



 



4. El despacho debe ofrecer también el expediente en formato de audio; para esto debe la persona interesada llevar los discos. 



  



IV. Escenario Expediente en Papel y petición en braille 



  



1. En caso de que el usuario no tenga computador, ni acceso a Internet y solicita los escritos en braille. 



 



2. El despacho ofrecerá al usuario notificarle en audio o braille dentro del perímetro las resoluciones, y le ofrecerá en audio el expediente, caso en el cual el usuario debe llevar los discos. 



 



3. En caso de que el expediente esté en papel, el despacho deberá escanear el expediente y convertirlo a formato electrónico accesible; luego deberá convertirlo a formato audio o coordinar la impresión en braille de las resoluciones (No se ofrecerá el expediente completo en braille por el volumen  que adquieren  los documentos en ese formato) 



 



4. En la página de la Comisión de Acceso a la Justicia y en el propio Sistema de Gestión, se publicará el Protocolo, así como los medios de contacto. Ello facilitará que los funcionarios y funcionarias, ya sea por correo electrónico o por teléfono, aclaren dudas a las personas usuarias sobre el sistema, o coordinen digitalizaciones o impresiones en braille. 



  



Aspectos sobre notificaciones: 



 



1. En el caso de la primera notificación a una persona no vidente, se ofrecerá tanto un disco con el documento en formato de texto electrónico accesible, como en CD de audio; asimismo en braille y en tinta debidamente firmado ambos;   se capacitará a las personas notificadoras para que lean la notificación en voz alta y clara al notificado; esto será un deber.



 



2. En el caso de la notificación por correo electrónico a personas no videntes, el texto de la notificación vendrá tanto como adjunto (firmado), como en el cuerpo del correo para mayor facilidad de acceso; (Sala Primera y Sala Constitucional suelen notificar así; mientras que Tribunales notifican solo con el texto de la notificación en un pdf adjunto, lo cual dificulta su lectura) 



  



3. En las notificaciones  por correo electrónico en formato de audio, el despacho remitirá también archivo de texto adjunto; igualmente en el caso de que la persona usuaria  requiera colaboración de un tercero y para que reciba el documento firmado. 



 



4. En el caso de notificación en braille, el despacho entregará tanto un documento en tinta,  como el documento en braille ambas firmadas por el juez o jueza.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe anterior y hacerlo de conocimiento de la Defensoría de los y las Habitantes de la República.  
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Acta de Consejo Superior Nº 053 - 2012 








      



Fecha: 29 de Mayo del 2012



ARTÍCULO XIX 



DOCUMENTO Nº 5532-12



Mediante oficio Nº 156-CAP-2012 del 11 de mayo en curso, los máster Francisco Arroyo Meléndez y Mauricio Quirós Álvarez y la licenciada Waiman Hin Herrera, por su orden, Jefe del Departamento de Personal, Subdirector de Desarrollo Humano y Jefa de Subproceso de Gestión de Capacitación, presentaron la siguiente gestión: 



“Para su conocimiento y fines consiguientes nos permitimos informarle que la señora Ligia Fong Abarca, de la Oficina Técnica de Cooperación en Costa Rica, remite para su respectiva divulgación la convocatoria de la siguiente actividad: 



 



Gerencia Social de Políticas de Discapacidad: Participación de la Sociedad Civil en el Diseño e Implementación de Políticas Sociales en el Área de la Discapacidad Visual en América Latina,  que se desarrollará en el Centro de Formación de Cartagena de Indias, Colombia, del 09 al 13 de julio de 2012.



 



Seguidamente se detallan los aspectos generales del curso:



 



ORGANIZADORES



·                Fundación Once para la Solidaridad con Personas Ciegas de América Latina (FOAL).



·                Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo del Individuo (AECID).



 



OBJETIVOS



Fortalecer las organizaciones del tercer sector vinculadas a la discapacidad visual en relación al enfoque GSI. - Introducir herramientas teórico-prácticas de gestión de políticas sociales en el tercer sector. - Promover la interacción entre sociedad civil y entidades gubernamentales procurando el fortalecimiento de los estados democráticos y la ciudadanía. 



 



PERFIL PARTICIPANTES



Técnicos y dirigentes de organizaciones sociales vinculadas a la discapacidad visual, que posean capacidad de toma de decisiones y que estén, preferentemente, relacionados al área de planificación organizacional. 



 



TEMARIO:



 



·                Gerencia Social en América Latina. Presentación de los enfoques actuales de Gerencia Social y su desarrollo en la región. Ejemplos y perspectivas.



·                Presentación de las herramientas metodológicas para el desarrollo de intervenciones de mediano y largo plazo para la perspectiva de la gerencia social.



·                Mesa de diálogo: análisis y discusión sobre las herramientas metodológicas y los enfoques teóricos propuestos.



·                Políticas sociales de discapacidad en la región y el mundo: Participación de la sociedad civil en el diseño e implementación de políticas sociales.



·                Políticas sociales de discapacidad en la región y en el mundo: Cómo funcionan.



·                Políticas sociales de discapacidad en la región y en el mundo: Cuál es su impacto. 



·                Políticas sociales de discapacidad en la región y en el mundo: Síntesis.



·                Bases para el diseño de políticas de discapacidad bajo el enfoque del gerenciamiento social. 



·                Elementos clave a considerar. El rol del tercer sector, el análisis previo y la relación con los Estados.



·                Bases para el diseño de políticas de discapacidad bajo el enfoque del gerenciamiento social: El punto de partida. 



·                El diseño de políticas sociales desde el tercer sector: Construcción de una intervención con impacto.



·                Plan de acción: el aporte del tercer sector en las políticas sociales de discapacidad visual en América Latina.



 



CONDICIONES FINANCIERAS:



 



FOAL asumirá los gastos de alojamiento, manutención y tiquetes aéreos. AECID apoyo logístico y sesión de espacio. 



 



FECHA LÍMITE DE INSCRIPCIÓN:



 



Sábado 09 de junio de 2012.



 



Por considerar este Departamento que las actividades son atinentes a nuestra institución, es necesario que se autorice la divulgación correspondiente, así como designar los beneficios y condiciones en que se avalará la participación.”
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Se dispuso: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar al Departamento de Personal para que proceda a la brevedad a efectuar la difusión correspondiente de las capacitaciones señaladas, con la indicación de que este Consejo concederá únicamente permiso con goce de salario a quienes resulten seleccionados por el ente organizador. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia, para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
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Acta de Consejo Superior Nº 062 - 2012 








      



Fecha: 28 de Junio del 2012



Descriptores/Temas: Mobiliario y equipo, Procedimientos, Servidores Judiciales, Formularios, Valoraciones Médicas, Departamento de Medicina Legal, Servicio Médico de Empleados Judiciales, Unidad de Salud Ocupacional, Unidad de Acceso a la Justicia



ARTÍCULO LXV



Documento N° 4929, 6721-2012



            En sesión N° 50-12 celebrada el 17 de mayo último, artículo XLVII, previamente a resolver lo que correspondiera se dispuso solicitar a la Comisión de Accesibilidad analizar la propuesta y emitiera un criterio sobre la recomendación que realizó la Comisión de Salud Ocupacional al Consejo Superior, sobre el procedimiento para la solicitud y entrega de Equipo Especial en el Poder Judicial.



            La licenciada Alejandra Monge Arias, en su condición de Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-94-2012 de 169 de junio en curso, comunicó lo siguiente:



“En atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión número 50-12 celebrada el 17 de mayo último, artículo XLVII, relacionado con la “Propuesta Procedimiento para solicitud y entrega de equipo especial” y que literalmente dice:



 



“Previamente a resolver lo que corresponda, se dispuso: Solicitar criterio a la Comisión de Accesibilidad para que se refiera a la propuesta de modificación.”



 



Nos permitimos manifestar que recibido y analizado el documento citado, la Comisión de Acceso a la Justicia, estima un trabajo muy valioso el realizado por el Departamento de Gestión Humana y la Unidad de Salud Ocupacional,  ya que con las modificaciones propuestas se mejora el procedimiento, en beneficio de las personas usuarias del servicio.



 



Asimismo, muy respetuosamente a continuación se incluyen algunas observaciones para que sean consideradas, antes de su aprobación final.



 



Propuesta



Procedimiento para solicitud y entrega de equipo especial



 



Punto 2.- 



 



·                “Junto con la gestión la persona interesada deberá obligatoriamente adjuntar un documento médico en el que se describa el padecimiento o la lesión, su ubicación, las limitaciones físicas y motoras, la indicación de asignar equipo especial, así como cualquier otra recomendación pertinente. Se aceptarán documentos médicos (dictamen, certificado o peritaje médico) emitidos por médicos generales o especialistas de la patología, según así lo requiera el análisis particular del caso para brindar el equipo y soluciones pertinentes. También serán de recibo los documentos que emita el Instituto Nacional de Seguros en los que recomiende la asignación de equipo o mobiliario especial.” La pregunta es en relación con la conveniencia de sujetarlo a que el médico recomiende la necesidad de un equipo especial o si es preferible que el médico se limite a lo suyo: diagnóstico de la enfermedad, y que sea Salud Ocupacional quien determine el resto.  



 



·                “La fecha de emisión del dictamen no puede exceder a tres meses en relación con la fecha de la solicitud de equipo especial.” Genera duda en relación a si debe ser a partir de la emisión del dictamen o de la determinación de la dolencia, considerando que hay dolencias que se mantienen siempre como por ejemplo una hernia discal.



 



Punto 4.- 



 



·                “En los casos de las solicitudes que no cumplan con los requisitos definidos, se hará la comunicación formal a la persona interesada para que en un plazo máximo de 30 días hábiles cumpla con lo faltante; de no hacerlo la solicitud será archivada sin mayor trámite.” Considerando la naturaleza de las prevenciones y el propio interés de la persona beneficiaria, es importante cuestionar un plazo tan amplio de 30 días hábiles, que al final se convierten prácticamente en mes y medio. ES UN PLAZO A FAVOR DE LA PERSONA



 



Punto 5.-  



 



·                “El Área de Salud Ocupacional o los profesionales en Salud Ocupacional destacados en los diferentes circuitos judiciales, darán prioridad a las solicitudes de personas con padecimientos o lesiones específicas, en donde se establezca que la dotación de equipo especial es determinante para evitar un trauma mayor al que ya padece la persona, según los documentos médicos aportados. Para ello podrán apoyarse con el criterio de los médicos que conforman los Servicios de Salud institucional o los contratados por Servicios Profesionales en las diferentes zonas del país.” No parece acorde que se parta de que aportó el documento médico, si antes se dispensó de ese requisito según las excepciones establecidas en el punto 3.- QUE SEA CON LOS MEDICOS DEL DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL



 



Punto 8.-



 



·                “ii. Remitir al Área de Salud Ocupacional los reportes de inventario de equipos especiales en bodega según sea necesario.” Valorar si no sería mejor indicar que se hará cada tres meses. ACOGER LA RECOMENDACION



 



 



·                “En las situaciones que se requiera equipo con características particulares y por lo tanto no estuviere presupuestado, el Área de Salud Ocupacional procederá a realizar la comunicación respectiva al Departamento de la Proveeduría, para que incorpore los recursos presupuestarios necesarios, efectúe la compra y su entrega.” Verificar si se refiere a la misma regla 7. iv.



 



Punto 10.- 



 



·                “Cuando el equipo asignado se dañe, la reposición debe solicitarla la jefatura de la oficina a la que pertenece la persona interesada directamente al área de Salud Ocupacional o al Profesional destacado en el Circuito Judicial según corresponda, con copia al Departamento de Proveeduría. El área de Salud Ocupacional en coordinación con la Proveeduría Judicial procederá a realizar los trámites necesarios para la renovación del equipo o mobiliario especial.” Se considera que primordialmente es responsabilidad e interés del beneficiario (a) solicitarla.



 



Punto 11.- 



 



·                “El Área de Salud Ocupacional  y los profesionales en Salud Ocupacional destacados en los diferentes circuitos judiciales del país, deberán dar seguimiento a todos los casos de servidores y servidoras que cuentan con equipo especial, con el fin de monitorear el uso del mismo los ajustes que éste requiera, la vida útil y las condiciones en que se encuentra, así como cualquier otro aspecto de interés relacionado con el puesto de trabajo y las circunstancias de discapacidad, enfermedad o lesiones que originaron la asignación de equipo especial. Para la ejecución de esta labor podrá coordinar lo necesario con las diferentes áreas de especialidad de Gestión Humana. , Parece adecuado no sustituir la palabra  uso por la palabra mismo, considerando que “mismo” no se usa como pronombre EL EQUIPO SE ASIGNA A LA PERSONA NO A LA OFICINA, EL SERVIDOR ES EL RESPONSABLE DE SU USO CUIDO, Y DEVOLUCION ACOGER ESTA RECOMENDACION



 



 



ANEXO 1



 



FORMULARIO PARA LA SOLICITUD DE EQUIPO ESPECIAL PARA PERSONAS CON PADECIMIENTOS DIAGNOSTICADOS O CONDICIONES PARTICULARES



 



·                 “La gestión se realiza en el entendido y aceptación de que los fines del equipo que se llegue a entregar, no contemplan la curación del padecimiento o dolencia y que cualquier reagravación debe ser consultada de inmediato al médico tratante y seguir sus recomendaciones, de manera que bajo ningún caso se le podrá atribuir algún tipo de responsabilidad a la asignación del equipo. Se considera importante agregar expresamente la responsabilidad del cuido y devolución del equipo en los términos sugeridos en el protocolo”



- 0 -



Manifiesta el licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, que existe la preocupación de que sea un médico general el que dictamine la necesidad de un equipo especial, por lo que deberá ser un médico especialista el que realice el diagnóstico y requiera el uso de equipo especial, el que será determinado por un especialista en Salud Ocupacional. En todo caso los servidores judiciales tendrán la posibilidad como ha sido hasta ahora, que soliciten que sea el Departamento de Medicina Legal el que realice la valoración médica para que recomienda el uso de equipo especial. En este sentido se tiene por modificado el punto 5) de los lineamientos. 



Se dispuso: 1.) Tomar nota de las manifestaciones del licenciado Alfredo Jones León, y del informe rendido por la Unidad de Acceso a la Justicia. 2.) Aprobar el  procedimiento para la solicitud y entrega de Equipo Especial en el Poder Judicial, incluyendo el formulario de solicitud y entrega indicado, con la modificación de que deberá ser un médico especialista el que realice el diagnóstico y recomiende el uso de equipo especial, el que será determinado por un especialista en Salud Ocupacional. En todo caso los servidores judiciales tendrán la posibilidad como ha sido hasta ahora, que soliciten que sea el Departamento de Medicina Legal el que realice la valoración médica para que recomienda el uso de equipo especial. 3.) En cuanto a las observaciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, se aclara que a) El médico especialista recomienda el uso del equipo especial y será el Técnico en Salud Ocupacional el que determinará qué equipo debe asignarse; b) El plazo de los tres meses es a partir de la fecha del dictamen; c) El plazo de los 30 días es a favor del interesado por tanto no le causa perjuicio; d) Conforme se indicó si el servidor no aporta el dictamen del médico especialista, será remitido al Departamento de Medicina Legal para que se realice la respectiva valoración y no por los médicos de los servicios médicos de Salud de los Empleados; e) Si el equipo asignado se daña el servidor que lo tiene asignado deberá reportar la situación tanto a la Dirección Ejecutiva como al Departamento de Proveeduría, la primera para determinar la posible responsabilidad en el daño del activo y el segundo para que proceda a su sustitución; f) Es responsabilidad del servidor o servidora al que se asigna el equipo por su uso y cuido; g) Si es conveniente que los inventarios de estos equipos especiales se realicen cada tres meses.  4.) Solicitar al Departamento de Personal, que incluya dicho formulario en la página Web del Poder Judicial, a fin de que los servidores y servidoras puedan tener acceso y así evitar el consumo de papel. 5.) Hacer lo anterior de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Unidad de Salud Ocupacional.



act-1-0003-2520-31







Acta de Consejo Superior Nº 071 - 2012 








      



Fecha: 07 de Agosto del 2012



ARTÍCULO XXXI



DOCUMENTO Nº 603-10, 8033-12



En sesión Nº 80-10 celebrada el 2 de setiembre del 2010, artículo XXXVI, se tuvo por recibido el Informe ALDP Nº 021-10 de la Asesoría Legal del Departamento de Personal, relacionado con el sustento legal de la propuesta de Modelo Integral de Reubicación Laboral, elaborada por el Departamento de Personal a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y se aprobó el Modelo Integral de Reubicación Laboral en el entendido de que en su aplicación se conciliaría el buen servicio público y los intereses de las personas con capacidades especiales tales como cambios voluntarios, traslados o mejoras del aprovechamiento del recurso humano. Además, se acogió el procedimiento que contempla la propuesta para aplicar en los casos de servidores/as judiciales que presenten algún tipo de discapacidad sobreviniente para el abordaje integral en coordinación con el Área de Ambiente Laboral del Departamento de Gestión Humana.



Por medio de oficio Nº 177-CP-2012 del 24 de julio anterior, el máster Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, comunicó el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión Nº 14-2012, celebrada el 5 de julio de 2012, artículo VI, que literalmente dice:



 



“La Sección de Análisis de Puestos en el Informe SAP-157-2012 señala:



 



El Consejo Superior en la sesión Nº 80-10 del 02 de septiembre del 2010, artículo XXXVI, en línea con las acciones que este Departamento realizó en su oportunidad  conjuntamente con la Comisión de Accesibilidad y Acceso a la Justicia de este Poder Judicial, aprobó el “Programa de Readecuación Laboral”, el cual tiene como objetivo el desarrollo de un sistema de evaluación y  análisis que permite adaptar un puesto de trabajo a aquellos servidores judiciales con discapacidad.  El mismo se basa en el análisis del ajuste tarea-trabajador, de modo que se detectan las diferencias entre las capacidades funcionales de la persona y las exigencias requeridas para la ejecución de las tareas.



 



El programa consta de nueve etapas las cuales se detallan de seguido:



 



				 



FASES



				 



DESCRIPCION



 







				1



				Identificación de los casos a ingresar en el “Programa de Readecuación Laboral en el Poder Judicial”.  Todos los servidores judiciales que presenten lesiones, enfermedades o trastornos que comprometen las funciones y estructuras corporales mentales, físicas o sensoriales y que puedan limitar sus capacidades de ejecución en un puesto de trabajo en el Poder Judicial. Para tales efectos se consignará en un acta el compromiso del trabajador en la participación activa de las acciones del programa. 







				2



				Análisis de la “Historia clínico-laboral”, características personales y otras. Consiste en realizar una exhaustiva revisión y condición de la salud, parte del cuerpo afectado,  dictamen médicos-legales, antecedentes laborales (traslados, permutas, causas administrativas, incapacidades), características personales (edad, si es cabeza de familia, condición de la vivienda donde habita, estado civil), entre otros elementos.







				3



				Entorno laboral.  Consiste en aplicar una minuciosa “Entrevista personal”, también a los compañeros de trabajo y a los jefes.







				4



				Análisis de puesto de trabajo. Consiste en observar la actividad laboral y registrar diversos aspectos relativos a la descripción de tareas. En esta etapa se registran otros aspectos relacionados con el entorno físico y organizativo y se evalúan los riesgos asociados al trabajo. Esta etapa es fundamental por cuanto es el resultado de comparar el perfil del puesto de trabajo con el perfil funcional de la persona. 



 







				5



				Análisis integral de la información: Se analiza la información recopilada hasta el momento considerando los siguientes elementos: desajustes, riesgos, necesidad de pruebas adicionales y adaptación o reubicación.



 



Desajustes: Se comparan capacidades de la persona con las demandas de las tareas, valorando el grado de ajuste o desajuste, especialmente en las funciones o tareas de tipo esencial y a la tolerancia del entorno.



 



Riesgos: Resultados de la evaluación de riesgos por carga física y condiciones ambientales.



 



Necesidad de pruebas adicionales: Se valora según el caso y antes de tomar una decisión, solicitar pruebas (psicológicas, médicas) para completar los datos o aclarar ciertas dudas surgidas durante el análisis precedente.







				6



				Adaptación del puesto de trabajo: Las necesidades de adaptación del puesto o la tarea se establecen a partir de una evaluación conjunta con tres niveles:



 



1. Se puede desarrollar la tarea sin modificaciones por cuanto se determina que las condiciones no presentan riesgo, podrá quedarse en el mismo puesto y lugar de trabajo.



 



2. Cuando el trabajador, para su desempeño en el mismo puesto de trabajo, requiere modificaciones tales como: reorganización de tareas, cambios de horarios.  En los casos que se requieran modificaciones en el puesto de trabajo se requiere una coordinación adecuada con los compañeros y la jefatura correspondiente.



 



3. En aquellos casos en los que las capacidades del trabajador no corresponden a las exigencias del trabajo que ha venido ejerciendo, debe considerarse la opción de reubicar al trabajador en otro puesto de trabajo y oficina, según el caso, previa identificación y evaluación respectiva.



 







				7



				Reinserción Laboral. Comprende las acciones concretas con el trabajador, el jefe y los  compañeros de trabajo buscan desarrollar o recuperar habilidades, actitudes, hábitos y destrezas.  (Manejo del duelo, recuperación de hábitos laborales, perdidos, manejo de relaciones interpersonales, otras).  



 







				8



				Seguimiento.  Posterior a la adaptación o en su caso reubicación del puesto de trabajo se debe dar un seguimiento y apoyo para garantizar que las elecciones efectuadas y las adaptaciones implementadas son satisfactorias, tanto para el servidor judicial como las jefaturas correspondientes.  Este seguimiento debe ser periódico y, en caso de ser necesario, implica proponer cambios sobre la marcha.  El mismo debe realizarse preferiblemente por aquellos profesionales que han estado vinculados  con el proceso.  El seguimiento implica la visita al lugar de trabajo y al puesto de trabajo, entrevistas (compañeros, jefaturas).



 







				9



				Cierre del caso.  El cierre del caso implica, contar con el cumplimiento de todas fases anteriores y el seguimiento como mínimo de seis meses.  











 



En línea con lo anterior y con la finalidad de que sea conocido por los señores miembros del Consejo de Personal, nos permitimos rendir un “Informe Ejecutivo” sobre el caso de la señora Ivannia Rodríguez Arce,  Secretaria 2, del Departamento de Servicios Generales, el cual fue abordado bajo el modelo citado anteriormente.



 



La gestión de la señora Rodríguez se atiende a raíz de que el Área de Salud Ocupacional del Departamento de Gestión Humana, mediante oficio Nº 41-SO-2012, remite a la Sección de Análisis de Puestos  las recomendaciones plasmadas en el  estudio ergonómico Nº 39-SO-2012 efectuado a la señora Rodríguez Arce, en el mismo se recomienda que se “analice la conveniencia desde el punto de vista funcional la realización de aquellas tareas que requieran la elevación de extremidades superiores”. Lo anterior en virtud de que mediante carta patrono Nº CP-2291-2011, el Instituto Nacional de Seguros recomienda a tenor de la Ley de Riesgos del Trabajo, la revisión y corrección de los factores postulares ergonómicos causales y agravantes de la lesión que padece la servidora.



 



Ahora bien, en virtud de que el I.N.S., recomienda al patrono “VALORAR LA ELEVACIÓN DEL HOMBRO PARA RECOGER DOCUMENTOS”,  lo que sugiere una adaptación de tareas el caso a  se abordó bajo el “Programa de Readecuación Laboral”; a fin de revisar y adaptar las tareas que se requieran en su puesto de trabajo.  



 



Es así que conforme a éste modelo se han aplicado las primeras siete fases  quedando pendientes las dos últimas fases denominadas “Seguimiento” y  “Cierre del caso”.



 



Es por ello que a continuación se presentan de manera general los alcances de la investigación efectuada así como los ajustes razonables o acciones que se llevaron a cabo para atender la situación.



 



Asimismo, es dable indicar que debido a lo estipulado en la  reciente Ley Nº 8968 sobre la “Protección de Personas frente al tratamiento de sus datos personales” aprobada el 27 de julio del 2011; así mismo bajo el principio de reserva absoluta de la información sensible y de carácter confidencial que guarda cada uno de los profesionales que participan en este programa; no es posible exponer en este documento la información detallada en torno al caso en análisis.  No obstante, este Departamento hará un breve resumen sobre el abordaje que se realizó y en caso que requerir mayor información estamos en la total anuencia de coordinar lo que corresponda y aclarar cualquier duda. 



 



De seguido, se exponen los alcances de la investigación efectuada: 



 



 



I. PADECIMIENTO DE LA SEÑORA IVANNIA RODRÍGUEZ ARCE:



 



 



 



La  señora Rodríguez comentó  que su padecimiento  comenzó con un dolor muy fuerte en su hombro  derecho el cual la limitaba a realizar movimientos con el mismo,   ante esas molestias el día 24 de Octubre del 2011 visitó el Servicio Médico de Empleados para que valoraran su condición, no obstante el médico que la atendió le indicó que la dolencia  que presentaba era el “síndrome de manguito rotador derecho” y que por ser una patología laboral remitiría su caso  al I.N.S. 



 



Una vez que fue atendida y valorada por el I.N.S., ésta institución remite al Departamento de Gestión Humana  mediante carta patrono Nº CP-2291-2011, la información sobre el padecimiento de la señora Rodríguez así como las recomendaciones a seguir.



 



De conformidad con el diagnóstico emitido por el Instituto Nacional de Seguros se desprende que la señora Ivannia Rodríguez es portadora de  “BURSITIS SUBDELTOIDEA DERECHA”.



 



La bursitis([1]) es un padecimiento que se caracteriza por la inflamación de la bursa. Estas son bolsas de líquido seroso que se encuentran entre los huesos y los ligamentos para impedir el roce, especialmente en el hombro el codo o la rodilla.



 



El principal síntoma[2]) es el dolor que puede ser un  dolor progresivo como consecuencia de una sobre-carga acumulada o agudo tras un sobre-esfuerzo.  Localizado en la cara superior o lateral del hombro, se incrementa con el movimiento, principalmente al elevar el brazo. Se acompaña de  una  restricción de la movilidad a  la rotación interna.



 



En la siguiente figura se pueden apreciar la bursa:



 



[image: infiltracion%20subacromial]



 



En el caso de la servidora su afectación se da en el hombro derecho.



 



En razón de su padecimiento los médicos del I.N.S., efectúan  un estudio de  “Perfil de Puesto” (este estudio se efectúa en función de determinar la relación de causalidad entre la posible patología y el trabajo).  Recomiendan al tenor de la Ley de Riesgos de Trabajo artículos 273[3] y 282[4] entre otros puntos: valorar la elevación del hombro para recoger documentos ya que esta acción afecta su lesión.



 



II.  ACCIONES REALIZADAS:



 



Como parte de las acciones realizadas conforme a las fases Nº 1 a 5 del programa de Readecuación Laboral, se realizó una visita al Departamento de Servicios Generales la cual consistió en aplicar entrevistas  a la señora Ivannia Rodríguez Arce; así como a la licenciada Ana Beatriz Méndez Alvarado; superior inmediato de la servidora para conocer con mayor detalle la condición de la señora Rodríguez, su padecimiento, tareas a ejecutar, entre otras. 



 



Se identificaron las siguientes las actividades que realiza diariamente la servidora:



 



-               Recibir y sellar la correspondencia que ingresa diariamente y trasladarla a quien corresponda para su trámite. (entre ellas “rollos de planos.”)



-               Registrar la correspondencia en el sistema (SICE), así como en el sistema SIREPA los reportes de solicitudes de reparación.



-               Registrar en el libro de actas a quien se le asigna el trabajo.



-               Atender al público y contestar el teléfono.



-               Custodiar, entregar y recibir equipo (cámaras fotográficas, llaves mayas, cintas métricas, equipo de mediación eléctrico, analizador de potencia, etc.



-               Revisar la gaceta, recortar y pegar en hoja blanca lo de interés para el Departamento.



-               Control y seguimiento del registro de asistencia.



-               Remitir el pedido de materiales al Depto. de Proveeduría.



-               Llevar la agenda de la Jefatura.



-               Remitir documentos por fax.



-               Confeccionar oficios.



 



Por medio del trabajo de campo efectuado y la entrevista realizada a la señora Rodríguez en el puesto de trabajo se logró observar que aquellas actividades en las que requiere la elevación de los hombros para recoger documentos son: recibir correspondencia y  rollos de planos, éstos últimos  por lo general son muy pesados. 



 



Asimismo se logra identificar que otra de las actividades que podría generar un deterioro en su salud es la de sellar documentos, ya que a pesar de que no requiere levantar su hombro para realizarla ésta es una tarea repetitiva  que la ejecuta de forma constante todos los días utilizando su mano derecha y un sello manual. 



 



III. ANALISIS CONCLUSIVO:



 



 



Del análisis realizado se llega  a concluir que uno de los factores que está perjudicando a la servidora se asocia al diseño que actualmente presenta  la recepción del Departamento de Servicios Generales, ya que ésta posee una altura que no es adecuada (1.12 cm) y cada vez que llegan personas a entregar correspondencia requiere  de levantar  los brazos para recibir la documentación, cabe señalar que  esta actividad la realiza todos los días y en cualquier momento. Según información suministrada por el señor Héctor Maroto, Arquitecto del Departamento de Servicios Generales, de conformidad con la Ley 7600, cuando las recepciones son tipo “ventanilla” la altura máxima que se utiliza es de 90 cm. y cuando es tipo “mostrador” la altura es de 80 cm.



 



No obstante, es importante señalar que la anterior situación  se va a subsanar a corto plazo dado que el Departamento de Servicios Generales se encuentra en proceso de remodelación. Por lo cual durante la visita efectuada al Departamento de Servicios Generales se consultó a la Arquitecta Milagro Sánchez Acuña encargada del proyecto  si la recepción estaba contemplada dentro de la remodelación a efecto de que consideraran las recomendaciones emitidas por el INS. La servidora indicó que la misma se está confeccionando con los requerimientos que establece la Ley 7600. 



 



Asimismo se coordinó con el Ing. Luis Adrián Piedra Segura del Área de Salud Ocupacional para que  brindara las dimensiones de la bandeja ajustable conforme lo recomendó el I.N.S.



 



Asimismo, además de lo señalado anteriormente, se comprobó que los “rollos de planos” que se reciben son muy pesados y que la actividad de “colocar el sello manual” a la documentación que ingresa le puede estar perjudicando su condición por ser una actividad repetitiva que la ejecuta a cada momento.



 



Cabe indicar que el Área de Salud Ocupacional mediante informe Nº 39-SO-2012, recomienda la utilización de mobiliario  ergonómico para la servidora, el cual consiste en: una base ajustable para el monitor; un porta teclado ergonómico ajustable en ángulo y altura con aditamento para colocar el mouse; silla con características ergonómicas similares o superiores al tipo Spacer plus  con cabecera, reposabrazos ajustables en altura y en ángulo; teclado ergonómico y mouse ergonómico  talla S. Actualmente este equipo se encuentra en proceso de tramitación por lo cual la servidora todavía no dispone del mismo. 



 



Ahora bien al analizar el caso de la señora Ivannia se concluyó que era  factible realizar una acción afirmativa de ajuste razonable a tenor de la Ley de Riesgos del Trabajo artículos 273 y 282 y de todo el ordenamiento jurídico relacionado con la materia  en la ejecución de las tareas de “recibir los rollos de planos” y “sellar documentos” con el fin de evitar un riesgo laboral mayor a futuro y mejorar su condición. 



 



Es así que como parte de  la Fase Nº 6, misma que comprende la “adaptación del puesto de trabajo” se procedió a confeccionar la “Ficha Técnica de Adaptación al puesto de Trabajo”, documento en el que se especificó el ajuste razonable al puesto que ocupa la servidora, los compromisos adquiridos por ella, por su superior inmediato así como el de las partes involucradas, los cuales  quedaron establecidos de la siguiente manera:



 



				1. Ajustes razonables







				 



				Tarea



				Ajustes







				1



				Recibir rollos de planos:  



				Que la Jefatura del Departamento de Servicios Generales designe a un compañero para que colabore con el recibo y traslado de los “rollos de planos”.







				2



				Sellar documentos:



				En virtud de que la utilización de equipos electrónicos resulta de gran ayuda para mitigar las molestias de un padecimiento se recomienda que  la Jefatura del Departamento de Servicios Generales tramite la compra de un sello electrónico a efecto de que la servidora pueda desempeñar esta actividad sin ningún riesgo.











 



				Compromisos del servidor







				1



				Ponerse en contacto con el  Ing. Luis Adrián Piedra, una vez que termine el proceso de remodelación de la recepción a fin de que éste recomiende la ubicación estratégica  de los equipos de trabajo  que dispone para ejecutar su labor. (escáner, impresora, fotocopiadora, teléfono, etc.) Comunicar a las Licdas. Victoria Monge Madrigal y Silvia Cascante Rueda, una vez que se hayan implementado esas acciones.



 







				2



				Utilizar el equipo ergonómico de conformidad con las indicaciones brindadas por el Área  de Salud Ocupacional del Departamento de Gestión Humana.







				3



				Cuidar la postura y movimientos que se realicen tanto en el trabajo como en el hogar y  realizar los ejercicios recomendados por el Instituto Nacional de Seguros, según panfleto de “Ejercicios para Hombros”  conforme a las indicaciones brindadas por los profesionales de esa entidad.











 



 



				Compromisos de la jefatura







				1



				Designar a un compañero para que  colabore con el recibido y traslado de “rollos de planos”. 







				2



				Realizar los trámites pertinentes a efecto de que  a la brevedad posible la señora Ivannia Rodríguez disponga de un sello electrónico para que realice la actividad  de sellar documentos sin ningún riesgo.  











 



				Compromisos del Área de Salud Ocupacional







				1



				Dar seguimiento sobre la finalización del proceso de remodelación de Servicios Generales, específicamente en el área de la recepción, con la finalidad visitar el espacio de trabajo de la señora Rodríguez y recomendar la ubicación estratégica de los equipos de trabajo que utiliza la servidora conforme a su padecimiento.











 



 



Cabe indicar que ésta ficha técnica fue firmada por la señora Rodríguez y la licenciada Ana Beatriz Méndez Alvarado el día 11 de junio del presente año. 



 



Posterior  a estas etapas y a la implementación de los cambios en la recepción del Departamento de Servicios Generales, se dará el debido seguimiento al caso para luego dar por finalizado el cierre del mismo.



 



Se acordó: Tomar nota y para futuros casos, trasladar a conocimiento de la Comisión de Salud Ocupacional en razón de su competencia.”



-0-



Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe anterior y hacerlo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia. 2.) Solicitar al Departamento de Personal que establezca un banco de datos en el cual se pueda ir generando una estadística, de cuales son los problemas que más afectan la salud de la población judicial. 3.) Hacer una atenta instancia al Departamento de Servicios Generales para que apoye las recomendaciones realizadas por el Consejo de Personal. 




 











[1] http://www.encolombia.com/reumatologia-tendinitis.htm







[2]http://www.insht.es/MusculoEsqueleticos/Contenidos/Ficheros



[3] Artículo 273: “Declarase de interés público todo lo referente a salud ocupacional, que tiene como finalidad promover y mantener el más alto nivel de bienestar físico, mental y social del trabajador en general, prevenir todo daño causado a la salud de este por las condiciones del trabajo, protegerlo en su empleo contra los riesgos resultantes de la existencia de agentes nocivos a la salud, colocar y mantener al trabajador en un empleo con sus aptitudes fisiológicas y sicológicas y, en síntesis, adaptar el trabajo al hombre y cada hombre a su tarea.”



[4] Artículo 282: “Corre a cargo de todo patrono la obligación de adoptar en los lugares de trabajo, las medidas para garantizar la salud ocupacional de los trabajadores, conforme a los términos de este Código, su reglamento, los reglamentos de salud ocupacional que se promulguen, y las recomendaciones que, en esta materia, formulen tanto el Consejo de Salud Ocupacional, como las autoridades de inspección del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social Ministerio de Salud e Instituto Nacional de Seguros.”
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Acta de Consejo Superior Nº 074 - 2012 








      



Fecha: 16 de Agosto del 2012



Descriptores/Temas: Personas con discapacidad, Defensoría de los Habitantes de la República, Ley N° 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración), Comisión de Accesibilidad, Comisión de Salud Ocupacional, Dirección de Gestión Humana, Ministerio de Trabajo



ARTÍCULO LVII



OJO QUITAR UN FORMATO



DOCUMENTO Nº 8187-12, 8196-2011



En sesión Nº 47-12 celebrada el 10 de mayo del año en curso, artículo XLIII, se tomó nota de la comunicación remitida por la licenciada Ofelia Taitelbaum Yoselewich, Defensora de los Habitantes de la República, en oficio Nº 04170-2012-DHR, referente a la investigación, incoada por esa entidad, en relación con las normas que ha emitido el Estado Costarricense en procura de velar por el acceso al trabajo de las personas con discapacidad, el cual contenía las siguientes recomendaciones dirigidas al Poder Judicial: 



“1. Conformar la Comisión Especializada sobre Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad. En caso de que ya lo esté, informar sobre los logros alcanzados.



 



2. Incluir dentro de la Política de Igualdad en los Servicios de Gestión Humana del Poder Judicial, lo relativo a la reserva del 5% de las plazas vacantes establecidas en la Ley Nº 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público.”



- 0 -



A esos efectos, se dispuso trasladar las anteriores diligencias al Departamento de Personal, a fin de que informara a este Consejo sobre los logros alcanzados en materia de inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad, además, que analizaran e informaran sobre la posibilidad de incluir dentro de la Política de Igualdad en los Servicios de Gestión Humana en la Institución, la reserva del 5% de las plazas vacantes establecidas en la Ley Nº 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público.



En relación con lo anterior, en oficio Nº 417-JP-2012, del 30 de julio pasado, recibido el 1 de agosto en curso, el máster Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, comunicó lo siguiente:



“En fecha 19 de marzo del 2012 la señora Flor Montes, Secretaria del Presidente de la Corte Doctor Luis Paulino Mora Mora, traslada la referencia 1210-2012 a la Jefatura de Gestión Humana, con el fin de que se rinda el informe correspondiente en relación con la aplicación de la Ley 8862 para reservar un 5%  de los puestos vacantes para la población con discapacidad.



 



Asimismo y en atención al oficio Nº 4947-12 de fecha 29 de mayo pasado donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión celebrada el 10 de mayo del año en curso artículo XLIII, donde se conoció el informe final con recomendaciones elaborado por la Defensoría de los Habitantes. Dicho acuerdo señala literalmente:



 



“Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la licenciada Ofelia Taitelbaum Yoselewich, Defensora de los Habitantes de la República. 2.) Trasladar las anteriores diligencias al Departamento de Personal, a fin de que informen a este Consejo sobre los logros alcanzados en materia de inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad, además,  que analicen e informen sobre la posibilidad de incluir dentro de la Política de Igualdad en los Servicios de Gestión Humana en la Institución, la reserva del 5% de las plazas vacantes establecidas en la Ley Nº 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público.”



 



Conforme las diligencias que se han indicado, nos permitimos manifestar lo siguiente:



 



1.             En fecha 02 de marzo de 2012 la señora Ministra de Trabajo Sandra Piszk le remitió a don Luis Paulino Mora Mora, Presidente de la Corte el oficio N° DMT-302-2012, para que informara conforme a la Ley 8862 de Inclusión y Protección Laboral de las personas con Discapacidad en el Sector Público y el Decreto 36462-MP-MTSS del 21 de marzo del 2011 y el Reglamento   de la Ley 8862 el cual establece en su artículo 12 el deber de rendir informes semestrales los 31 de enero y 31 de julio de cada año sobre la implementación de dicha Ley a la Comisión Técnica Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad. 



 



2.             Conforme a la solicitud planteada por la señora Ministra de Trabajo, esta oficina estableció comunicación directa con la señora Catalina Fábregas Menbreño, Asesora del Viceministro de Trabajo en el área social y Coordinadora de la Comisión Técnica Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad. Conforme a las conversaciones sostenidas se nos aclaró que el Poder Judicial no había participado de las charlas previas y obligatorias que brinda esa Comisión Técnica para poder hacer el envío oficial del informe establecido mediante el Decreto 36462-MP-MTSS del 21 de marzo del 2011 y el Reglamento de la Ley 8862, el cual establece en su artículo 12 el deber de rendir informes semestrales los 31 de enero  y 31 de julio de cada año sobre la implementación de dicha Ley.



 



3.             Para esos efectos se coordinó lo necesario para que personal de esta oficina participara de dos actividades de sensibilización y capacitación según el procedimiento establecido por la Comisión Técnica Interinstitucional, las cuales fueron  realizadas los días 23 de mayo del 2012 y el 04 de julio del 2012 en el Auditorio  del Instituto Nacional de Aprendizaje y del Tribunal Supremo de Elecciones.



 



4.             Asimismo esta oficina a través del área de Gestión de la Capacitación contrató el Seminario Taller denominado “Estrategias para la inclusión Laboral de Personas con Discapacidad en el Sector Público en el marco de la Ley 8862” para 25 personas de diferentes áreas de Gestión Humana, el cual se llevó a cabo el día viernes 27 de abril del 2012 en las instalaciones del Poder Judicial. La actividad estuvo a cargo de la empresa ASCODI (Asesoría y Consultoría en Discapacidad) y los facilitadores asignados son los señores Msc.  Soledad Murillo Galindo y Msc. Luis Alberto Guzmán Guzmán, ambas personas con amplia trayectoria en esta temática. En el anexo N° 1 se adjunta el contenido de dicho curso.



 



5.             Asimismo y producto del contacto que ha tenido esta oficina con los Integrantes de la Comisión Técnica Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad, se está coordinando con el señor Felipe Obando representante del Consejo de Rehabilitación en esa instancia, una capacitación relacionada con el uso y aprendizaje del C.I.F. (Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud) emitido por la Organización Mundial de la Salud y la Organización Panamericana de la Salud; herramienta que se hace indispensable vincular en los protocolos de Reclutamiento y Selección de Personal para la población con discapacidad y poder así cumplir con el mandato establecido en la Ley 8862 y su reglamento. 



 



6.             En relación con  los logros alcanzados por Gestión Humana en materia de inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad, es necesario acotar que esta oficina remitió en su oportunidad al Consejo Superior el informe N° 853-JP-2011 de fecha 30 de agosto (adjunto en el anexo N° 2), en el cual se detallan una serie de alcances y de esfuerzos realizados por las diferentes áreas que conforman esta oficina en materia de accesibilidad. Este informe fue conocido por esa instancia en la sesión celebrada el 08 de setiembre del 2011 artículo LI.



 



7.             En relación con las políticas de Gestión Humana en materia de Discapacidad, en el informe Nº 853-JP-2011 se adjuntaron los documentos que posteriormente el Consejo Superior elevó para conocimiento, discusión y aprobación en el seno de la Corte Plena. Actualmente los Imperativos Estratégicos (políticas) se encuentran pendientes de conocimiento por parte de la instancia superior. Estas políticas incluyen un apartado donde se desarrollan las acciones orientadoras en materia de Reclutamiento y Selección de Personal para población con discapacidad, con el fin de brindar opciones de acceso y de empleo a esa población, así como una propuesta de un plan de trabajo que incluye a todas las áreas especializadas de Gestión Humana.



 



8.             De acuerdo con la estadística que al efecto lleva la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal durante el presente año, se han nombrado 236 personas en propiedad, de las cuales 118 son mujeres y 118 hombres. En virtud de que a la fecha el proceso de reclutamiento y selección está sustentado en la visión tradicional, no es posible obtener el detalle de las personas que puedan tener alguna discapacidad.



 



9.             Actualmente estamos trabajando en la modificación de procedimientos para ajustar los mecanismos de reclutamiento y selección de personal conforme lo establece la Ley 8862 y su reglamento. En su oportunidad estaremos comunicando lo necesario al Consejo Superior, de tal manera que podamos implementar los ajustes a partir del año 2013 y cumplir con los alcances de la normativa vigente. Estos esfuerzos están relacionados de manera directa con los diferentes documentos que se han presentado al Consejo Superior y la Corte Plena, en especial con lo relativo a la aprobación de las políticas de Gestión Humana con perspectiva de género y accesibilidad.



 



10.           El día 30 de julio del 2012 hemos recibido por parte de la señora Catalina Fábrega Menbreño, Coordinadora de la Comisión Técnica Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad el siguiente correo:



 



 “…Estimados Señores  y Estimadas Señoras:



 



Por este medio les recuerdo que la fecha para entregar el  informe del segundo semestre del 2012 sobre la implementación de la Ley 8862 de empleabilidad para las personas con discapacidad es el próximo 31 de julio de 2012 y que debe incluir las principales acciones que institucionalmente se han llevado a cabo para cumplir con la Ley. 



 



Algunos compañeros me han estado contactando para saber que deben contener los informes por lo que aprovecho para señalar algunos lineamientos generales que les pueden servir:



 



1. El informe debe ser concreto (2 a 3 páginas) no es necesario que se desgasten incluyendo información que no viene al caso.



 



2. Entregarse en físico en el 6 piso del edificio central del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el Despacho del Viceministro del área social 



3.. Debe incluir las principales acciones que han realizado en la implementación de la Ley 8862



 



4. Indicarnos si han podido elaborar la política institucional de empleabilidad para las personas con Discapacidad, si ya la elaboraron favor adjuntar copia de la política como anexo al informe, si todavía no la han elaborado indicar cuales han sido los motivos y que apoyo necesitan para poder realizarla. 



 



5. en un apartado indicarnos cuantas contrataciones en general han realizado en el primer semestre del año y cuantas de esas contrataciones han sido de personas con alguna discapacidad, si no han contratado a nadie indicar cuales han sido los motivos y dificultades para la contratación.



 



6. indicar si han habido cambios en la conformación de la Comisión Especial o si se mantiene igual que la información suministrada en el primer informe.



 



11.          Conforme lo solicita la Defensoría de los Habitantes, es necesario agregar en el plan de trabajo correspondiente al área de Reclutamiento y Selección, un indicador relacionado con la obligatoriedad de cumplimiento de la Ley 8862, en relación con la reserva del 5% de puestos vacantes para población con discapacidad, según se muestra en el siguiente detalle:



 



				Imperativos Estratégicos



				Lineamientos



				Acciones



				Responsables y plazo



				Productos



				Indicadores







				2- Imperativo Estratégico: Sistema  de Reclutamiento y Selección de Personal no segregantes que rompen con la división sexual del trabajo



				Procesos de sensibilización y  concientización  al personal de Reclutamiento y Selección dirigidos a eliminar la discriminación por razones de género y discapacidad



 



 



				Identificar los principales prejuicios  relacionados con la división sexual del trabajo y la segregación de personas con discapacidad



 



 



Sensibilizar y concienciar a las funcionarios/as del Poder Judicial  sobre la discriminación 



				Comisión Especializada  (Reglamento a la Ley 8862).



 



Jefatura Dirección de Gestión Humana.



 



Sección de Reclutamiento y Selección de Personal



				Documento sobre los principales prejuicios del personal en relación a la división sexual del trabajo y la segregación



 



 



 



Talleres de concienciación sobre la discriminación en el reclutamiento de personal



				Aumento en el % de mujeres  y hombres contratadas/os en labores no tradicionalmente femeninas



 



Aumento % de personas con discapacidad contratadas.



 



Reserva de no menos del 5% de las plazas vacantes por año.











 



12.          El artículo 4° y 5°  del Reglamento a la Ley de Inclusión y Protección Laboral de las Personas con Discapacidad en el Sector Público, Ley N° 8862 señala:



 



“Artículo 4°-Creación de la Comisión  Especializada: El máximo jerarca de las instituciones reguladas en el artículo 2 del presente reglamento, tendrá la obligación de crear una Comisión Especializada conformada por: el Director de la Unidad de Recursos Humanos quien la coordinará, un representante de la Comisión institucional en Materia de Discapacidad y preferiblemente un especialista en terapia ocupacional o en su defecto un profesional en psicología. Dicha Comisión tendrá por objeto primordial el velar por el efectivo cumplimiento del presente Reglamento a nivel institucional, para lo cual contará con la debida colaboración de todas las demás unidades organizacionales.”



 



         “Artículo 5°-Funciones de la Comisión Especializada. La Comisión Especializada tendrá las siguientes funciones a su cargo:



 



a-             Hacer anualmente un estudio para identificar los puestos que serán objeto de una reserva de no menos de un 5% de las plazas vacantes para ser ocupadas por personas con discapacidad. Para ello, consultará obligatoriamente las bases de datos institucionales internas, así como el Sistema Nacional de Intermediación, Orientación e Información de Empleo (SIOIE), con el fin de reservar aquellas plazas vacantes que tengan oferentes disponibles.



 



b-             Informar al jerarca institucional el estudio estipulado en el inciso a), identificando las posibles plazas vacantes a reservar para las personas con discapacidad y recomendar  las adecuaciones y adaptaciones pertinentes para ser aplicadas en el proceso de evaluación y contratación.



 



c-             Velar por el efectivo cumplimiento del presente Reglamento y dar seguimiento a la contratación de las plazas vacantes para personas con discapacidad y su inserción en el ámbito laboral en condiciones óptimas.”



 



Según el informe rendido por la Defensoría de los Habitantes es necesaria la conformación de la Comisión Especializada según la reglamentación vigente y en el ánimo de que sea esta instancia la que asuma la dirección de las diferentes acciones relacionadas con la implementación de la Ley 8862.  Debe valorar la institución la integración de dicha instancia, considerando la dinámica propia de la organización y las comisiones ya existentes, como las de Acceso a la Justicia, Salud Ocupacional, entre otras.



 



Consideramos pertinente que en dicha Comisión se integre con la jefatura de la Dirección de Gestión Humana, como señala el Reglamento, un representante de la Comisión de Acceso a la Justicia y uno de la Comisión de Salud Ocupacional, así como por la jefatura de la Sección de Reclutamiento y Selección, que es la instancia que directamente debe participar y aplicar las acciones; lo anterior sin demérito de las convocatorias específicas a distintas áreas competentes según los temas a tratar.  



 



Según los aspectos que se han indicado dejamos constancia del informe solicitado y nos permitimos recomendar al Consejo Superior lo siguiente:



 



1-             Aprobar las propuestas indicadas en los puntos 11 y 12 del presente informe. Con ello nos ajustamos a las recomendaciones brindadas por la Defensoría de los Habitantes.



 



2-             En virtud de que el presente informe cumple con la información solicitada en el artículo 12 del Reglamento a la Ley 8862 y según el correo enviado por la licenciada Catalina Fábrega Menbreño, Coordinadora de la Comisión Técni ca Interinstitucional para la Empleabilidad de las Personas con Discapacidad en fecha 30 de julio del 2012; es indispensable que se remita integralmente el acuerdo que tome el Consejo Superior en relación con este oficio. Para esos efectos la documentación deberá entregarse en físico en el 6° piso del edificio central del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el Despacho del Viceministro del Área Social a nombre de señora Catalina Fábrega.”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe anterior y hacerlo de conocimiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y de la Defensoría de las Habitantes. 2) Integrar la Comisión  Especializada con la Jefatura del Departamento de Personal, un representante de la Comisión de Acceso a la Justicia y uno de la Comisión de Salud Ocupacional, así como por la jefatura de la Sección de Reclutamiento y Selección.  



act-1-0003-2565-43







Acta de Consejo Superior Nº 099 - 2012 








      



Fecha: 13 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Gastos, Actividades, Personas con discapacidad



ARTÍCULO XLIII 



DOCUMENTO Nº 12122-12



La licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-226-2010, del 17 de octubre pasado, recibido el 2 de este mes, comunicó lo siguiente:



“Con el fin de conmemorar el “Día Internacional de las Personas con Discapacidad” como es costumbre, el próximo 03 de diciembre a partir de las 14:00 horas, se realizará un acto en el vestíbulo del Organismo de Investigación Judicial, con la participación de la Comisión de Acceso a la Justicia en pleno, funcionarios (as) judiciales, representantes de instituciones públicas afines, organizaciones no gubernamentales que trabajan por los derechos de esta población y sociedad civil con discapacidad.



 



Simultáneamente en Santa Cruz, Puntarenas, Grecia, San Carlos y Turrialba se realizarán actividades de conmemoración.



 



La iniciativa de conmemorar también en las sedes regionales, responde a la necesidad de incorporar al personal judicial y las personas con discapacidad de las diferentes comunidades, propiciando espacios de acercamiento y sensibilización, además será propicia la ocasión para entregar a los (as) participantes en el taller “Derechos Humanos de las personas con discapacidad y acceso a la Justicia”, realizado en julio, agosto y septiembre, los certificados de asistencia. Muchas de las personas con discapacidad que asistieron al taller cuentan con discapacidades que comprometen su capacidad de desplazamiento.



 



Para llevar a buen término las actividades, se requiere contratar algunos servicios según detalle adjunto, por lo que se solicita su autorización para proceder conforme. Se adjunta certificación de contenido presupuestario.



 



San José



 



-               Refrigerio para 100 personas  por la suma de ¢ 236.800.00



-               Servicio de interpretación en LESCO por un monto de ¢30.000.



-               Contratación del Coro de Cámara Quadrivium por un monto de ¢100.000.00



-               Contratación Obra de teatro “ Los Frutos de la Vida” declarada de Interés Cultura por el Gobierno de la República el 23 de agosto de 2007 por basar su trama  en la Ley 7.600, por un monto de ¢165.000.00



 



Santa Cruz 



 



·                Refrigerio para 50 personas, por la suma  de ¢ 85.000.00



 



Puntarenas



 



·                Refrigerio para 50 personas, por la suma  de ¢ 90.000.00



 



Grecia



·                Refrigerio para 50 personas, por la suma  de ¢ 38.885.00



 



Turrialba



 



·                Refrigerio para 50 personas, por la suma  de ¢ 100.000.00



 



San Carlos



 



·                Refrigerio para 40 personas, por la suma  de ¢ 72.000.00



 



Asimismo, se solicita autorizar la participación de los funcionarios y funcionarias judiciales, siempre y cuando no se afecte el servicio público.”
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A esos efectos, adjuntó copia del oficio Nº 1020-P-2012, del 1 de noviembre en curso, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Jefa del Departamento de Financiero Contable, mediante el cual adjuntó la certificación de contenido presupuestario, con el fin de cubrir los gastos de la actividad denominada “Conmemoración del Día Internacional de las Personas con Discapacidad”, por un monto estimado de ¢935,000.00 (novecientos treinta y cinco mil colones exactos), con cargo al Programa 926 “Dirección y Administración”, IP 52 “Secretaría Técnica de Género”, subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”, mediante Modificación Externa 4-2012, compensada interna 195-2012.



Se acordó: 1.) Acoger la gestión anterior y aprobar el gasto por un monto estimado de ¢935.000,00 (novecientos treinta y cinco mil colones exactos) para las actividades señaladas con motivo de la  “Conmemoración del Día Internacional de las Personas con Discapacidad” según. Lo anterior con cargo al Programa 926 “Dirección y Administración”, IP 52 “secretaría Técnica de Género”, subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales”. 2.) Autorizar la participación de las servidoras y servidores judiciales que deseen asistir; en el entendido que las jefaturas respectivas velarán para que se minimice la afectación del servicio público a sus cargos.



Los Departamentos de Personal y de Financiero Contable, así como la Comisión de Acceso a la Justicia, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme.




act-1-0003-2580-20







Acta de Consejo Superior Nº 003 - 2013 








      



Fecha: 15 de Enero del 2013



ARTÍCULO XX 



Documento 193-13



            En oficio Nº CACC-002-2013 de 10 de enero en curso, la Magistrada Anabelle León Feoli, en carácter de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, solicitó lo siguiente:



         “En el mes de Diciembre, a través de la Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas se publicitó una campaña, con el fin de recaudar artículos de primera necesidad (pañales, alimentos, cobijas entre otros) para las personas adultas mayores con discapacidad psicosocial, que viven en un hogar atendido por la “Asociación Vicentina Hogar de Ancianos de Escazú”.



 



         No obstante, aun cuando el mensaje se pasó por intranet en varias ocasiones,  la respuesta no fue la esperada, ya que se recibieron muy pocos artículos:



 



·              12 pastas de  dientes. 



·              34 jabón de baño. 



·              7 Ensure 400 g. 



·              2 Ensure 900 g. 



·              1 Glucerna 400 g. 



·              5 camisas. 



·              1 blusa. 



·              1 pantalón. 



·              4 cobijas. 



·              6 pantuflas. 



·              5 pares de medias calentadoras. 



·              21 pares de medias. 



·              4 paños. 



·              3 gorros. 



·              2 pijamas. 



·              papel higiénico de 48 unidades. 



·              2 paquetes de jabón para baño 12 unidades cada paquete. 



·              1 galón Pine Sol. 



·              1 galón de jabón liquido de manos bactex. 



·              1 paquete de pañales para adulto 8 unidades (Plenitud) 



·              1 paquete de pañales para adulto de 28 unidades (Indaslip) 



·              1 paquete de pañales de 24 unidades. 



.



         De acuerdo la situación descrita y en busca de  brindar mayor apoyo a este Hogar que está en condiciones de necesidad,  se considera conveniente por parte de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de la Persona Adulta Mayor, realizar una colecta de dinero en la tercera semana de enero, en los Circuitos Judiciales de San José  (I y II), para realizar una compra de artículos que efectivamente subsanen las necesidades de esta población, por lo que se solicita al Consejo Superior su autorización.”
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La Integrante Lupita Chaves Cervantes, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de la Persona Adulta Mayor, manifiesta que con la citada campaña esperan hacer conciencia de lo que representa “ser adultos mayores que viven en albergues” y de la necesidad de colaborar con esa población. Además señala que la actividad esta programada para llevarse a cabo durante la tercera semana de enero en curso. 



Se acordó: 1.) Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Chaves Cervantes. 2.) Acoger la gestión anterior y autorizar la realización de la colecta durante la tercer semana de enero en curso, en el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José a favor de las personas adultas mayores 3.) La Oficina de Protocolo y Relaciones Públicas hará la divulgación correspondiente. Se declara acuerdo firme.



act-1-0003-2585-60







Acta de Consejo Superior Nº 005 - 2013 








      



Fecha: 22 de Enero del 2013



ARTÍCULO LX



Documento 297-13



La licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-003-2013, del 14 de enero en curso, comunicó lo siguiente:



“En la sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada en el mes de noviembre 2012, se conoció el caso relacionado con el Lic. Melvin Barrantes participante en el Proceso de Reclutamiento y Selección para Fiscales de nuevo ingreso, específicamente en Pérez Zeledón.



 



El caso se conoce en la Comisión por tratarse de una persona con discapacidad visual, quien requiere de ajustes especiales para cumplir con este proceso y eventualmente incorporarse laboralmente a la institución. 



 



A continuación se trascribe  la solicitud planteada por el Lic. Luis Humberto Villalobos, de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, en la citada sesión, así como los acuerdos tomados, para conocimiento del Consejo Superior.



 



“Casos especiales:



 



Sesión  12 de noviembre



 



·                Caso Melvin Barrantes



 



El Ministerio Público, a través de la Unidad de Capacitación y Supervisión - Reclutamiento y Selección, en conjunto con el Departamento de Gestión Humana, está realizando el Proceso de Reclutamiento y Selección para Fiscales de nuevo ingreso. Este consta de tres etapas, a saber:



 



-                 Fase I: Examen oral ante un Tribunal Examinador



-                 Fase II: Curso de inducción (3 semanas)



-                 Fase III: Práctica Dirigida (5 semanas)



 



En este proceso se encuentra participando el Lic. Melvin Barrantes Chávez, vecino de Pérez Zeledón, quien posee discapacidad visual (es ciego legal). El Lic. Barrantes ha completado las dos primeras fases del proceso, y el pasado lunes 05 de noviembre inició con la III Fase en la Fiscalia Adjunta del I Circuito Judicial de la Zona Sur, bajo la tutoría del Lic. Edgar Ramírez Villalobos, Fiscal Adjunto.



 



Como parte de las adecuaciones que se realizaron para la participación del Lic. Barrantes en la Práctica Dirigida, se solicitó a la Sección de Informática de la Administración Regional I Circuito Judicial de la Zona Sur la asignación del software Jaws (disponible en esa Administración) al Lic. Barrantes durante el periodo de la Práctica, lo que fue concedido, y dicha herramienta se encuentra actualmente a disposición del Lic. Barrantes.



 



Sin embargo, el software Jaws presenta problemas de compatibilidad para utilizarlo con los sistemas institucionales (específicamente se han reportado problemas con el Escritorio Virtual), por lo que el Lic. Barrantes no ha podido acceder a esas herramientas de trabajo. Sobre esto, se ha consultado al Lic. Rafael Ramírez, Jefe de la Dirección de Tecnología de la Información acerca de si es posible realizar las mejoras a los sistemas institucionales para que sean compatibles con el Jaws, y el tiempo que requeriría esta operación, que en principio sería varios meses.



 



De momento, esta limitación se está solventando de la siguiente manera: otro Fiscal extrae digitalmente del Escritorio Virtual los expedientes que el Lic. Barrantes requiere para la realización de las labores propias de la Práctica Dirigida. Luego, él tiene que convertir las imágenes de los documentos extraídos en texto (formatos .PDF o MS Word), y accederlos a través del Jaws. Para esa conversión, el Lic. Barrantes utiliza un programa llamado ABBYY FINE READER que no está disponible en el Poder Judicial, por lo que ha estado utilizando una computadora personal que un conocido suyo le facilitó, y que no tiene la capacidad ideal para manejar este tipo de programas. La Dirección de Tecnología de Información está investigando acerca de las posibilidades de adquirir un software (libre o no) que realice estás funciones, y de las posibilidades de tenerlo en la computadora del Lic. Barrantes.



 



Por otra parte, el Lic. Barrantes requiere de un equipo de scanner para digitalizar los expedientes físicos que requiera, con el fin de poder acceder a la información a través del programa Jaws. La asignación de este equipo está siendo gestionada por el Lic. Ramírez Villalobos, pero no se tiene seguridad de los resultados que se puedan obtener debido a las limitaciones que existen en cuanto a la disponibilidad del equipo.



 



En virtud de la situación planteada, es que se requiere la colaboración de la Comisión de Accesibilidad (SIC) para encontrar soluciones que garanticen al Lic. Barrantes una participación en igualdad de oportunidades en el Proceso de Reclutamiento y Selección para Fiscales de nuevo ingreso al Ministerio Público.



 



Se acordó:



 



1.- Informar la situación al Consejo Superior, para que a su vez este solicite al Departamento de Tecnología de la Información compatibilizar los programas del Escritorio Virtual con el programa JAWS, para que se resuelva no solo el caso en particular, sino de manera generalizada.



 



         2.- Que la Unidad de Salud Ocupacional valore integralmente valore las necesidades del Lic. Barrantes.



 



         3.- Que Tecnología de la Información  en coordinación con Prensa y Comunicación Organizacional, una vez que el Manual de JAWS sea validado lo divulguen. Igualmente deberá hacerse divulgación en relación con los lugares donde se encuentran ubicadas las licencias de JAWS.



 



(…)”
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En sesión N° 67-10 de 20 de julio del 2010, artículo LXIX, con base en el acuerdo del Programa Hacia Cero Papel, se dispuso solicitar a la Comisión de Accesibilidad, que en coordinación con el Departamento de Tecnología de Información, determinaran la posibilidad de establecer un protocolo de acciones que haga efectivo el acceso a la justicia de las personas con discapacidad creando un trato preferente para las personas no videntes de tal manera que puedan litigar de manera digital implementando para el proceso en que sean parte el expediente electrónico, independientemente de la materia y de si el despacho u oficina judicial sea electrónico o no, en apoyo al derecho de acceso a la Justicia sin discriminación así como a las Reglas de Brasilia y la Ley 7600



En sesión Nº 9-11 de 9 de febrero de 2011, artículo XLIII, al conocerse el oficio Nº DHR-628-2011-(PE) de 21 de enero del 2011, suscrito por la licenciada Ofelia Tailtelbaum Yoselewich, Defensora de las y los Habitantes de la República, en relación con la denuncia planteada por el señor Carlos Moraga Gatgens, ante esa Institución, en lo que interesa dispuso lo siguiente: 



“1.) Hacer de conocimiento de la Defensoría de los Habitantes de la República, que este Consejo Superior en sesión N° 18-09 celebrada el 26 de febrero de 2009, artículo XLI, dispuso publicitar las siguientes políticas de accesibilidad: a.) Comunicar a los despachos judiciales que en todos los circuitos existen servidores judiciales capacitados en Lenguaje Lesco, a efecto de orientar a las personas que lo requieran en los servicios que se prestan en las oficinas judiciales. b.) En las materias en　 que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo. c.) Para los efectos del artículo 5° de la Ley de Notificaciones Judiciales, las Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN) y los Despachos Judiciales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad visual mediante la conversión del documento escrito a uno auditivo utilizando el programa Jaws con que cuentan todas las administraciones regionales incluidos el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José. Igualmente podrán grabarse en audio las resoluciones a notificar y entregar al interesado el respectivo cassette. Finalmente, en caso de requerirse la traducción de la resolución a notificar a lenguaje Braile, las Oficinas Centralizadas de Notificaciones y los despachos judiciales que lo requieran, lo gestionarán a través de las Administraciones Regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quién se encargará de efectuar la respectiva traducción en el Consejo Nacional de Ciegos. d.) Es entendido que los plazos correrán a partir del día siguiente al día en que se entregue el documento al usuario con discapacidad visual.”
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Dichas políticas se comunicaron a los despachos judiciales y oficinas centralizadas de notificaciones mediante circular Nº 32-09 del 21 de mayo de 2009 de la Secretaría General de la Corte.



En sesión Nº 15-12 celebrada el 21 de febrero de 2012, artículo XLVIII, previamente a resolver lo que correspondiera, se hizo de conocimiento de la Comisión de Accesibilidad y del Departamento de Tecnología de Información, la solicitud de la Defensoría de los Habitantes, para que propusieran e informaran a este Órgano, una alternativa para fortalecer el acceso a la justicia y a la información para personas no videntes, adecuada a las disposiciones institucionales y necesidades reales del país. 



Finalmente, en sesión Nº 23-12 del 8 de marzo de 2012, artículo LXVII, se tuvo por rendido y se hizo de conocimiento de la Defensoría de los y las Habitantes de la República, el informe rendido por la Comisión de Acceso a la Justicia solicitado en la sesión anterior.



Mediante Circular Nº 173-2012, del 26 de noviembre de 2012, la Secretaría General de la Corte, comunicó a los despachos judiciales que la Corte Plena, en sesión Nº 33-12, celebrada el 17 de setiembre de 2012, artículo XXII, aprobó la Política de igualdad en los servicios de Gestión Humana del Poder Judicial. 



Se acordó: 1.) Tomar nota de lo resuelto por la Comisión de Acceso a la Justicia. 2.) Trasladar la gestión  a la Dirección de Tecnología de la Información para que considere dentro de su plan de trabajo hacer que los programas del Escritorio Virtual, puedan ser compatibles con el programa JAWS, lo anterior en el menor plazo posible, e informar a este Consejo los avances y el cumplimiento de esta mejora o en su defecto si existen razones que no lo permitan.  3.) Solicitar a la Unidad de Salud Ocupacional que valore integralmente las necesidades del licenciado Melvin Barrantes Chavez, e informe a este Consejo lo que corresponda. 



La Dirección de Tecnología de la Información y la Unidad de Salud Ocupacional tomarán nota para lo que corresponda. 
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Acta de Consejo Superior Nº 008 - 2013 








      



Fecha: 31 de Enero del 2013



ARTÍCULO XXXI



Documento N° 3169-12, 721-13



En sesión N° 33-12 celebrada el 10 de abril de 2012, artículo LII, al conocerse la gestión de la máster Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, en la que solicitó entre otras cosas el diseño y ejecución de una campaña informativa sobre las Reglas de Brasilia, ¿Qué son, cómo nacen? Su finalidad y filosofía. ¿Cuáles son las poblaciones en condición de vulnerabilidad? ¿Qué acciones ha realizado cada subcomisión para implementarlas?, este Consejo, autorizó el diseño y ejecución de la citada campaña en coordinación con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.



La licenciada María Isabel Hernández Guzmán, Jefa del Departamento de Prensa y Comunicación, mediante oficio Nº DPCO-21-13 de 23 de los corrientes, informó:



“El Consejo Superior en su sesión 33-12, articulo LII, celebrada el 10 de marzo de 2012,  solicitó al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional  la elaboración de una campaña sobre las Reglas de Brasilia, para darlas a conocer a todo el personal judicial y personas usuarias.  Con el propósito que lo haga del conocimiento de dicho  Consejo Superior,  remito, el informe suscrito por el Lic. Hugo Vega Castro, jefe en ejercicio  de la Sección de Comunicación Organizacional, sobre los resultados de la misma”



- 0 -



            El informe del licenciado Hugo Vega Castro, literalmente dice:



“El Consejo Superior en el acuerdo de la sesión 33-12 celebrada el 10 de marzo de 2012, artículo LII, solicitó al Departamento la elaboración de una campaña sobre las Reglas de Brasilia, para darlas a conocer a todo el personal judicial y personas usuarias.  Dicha campaña fue asignada a la Licda. Stephannie Phillips.



 



Para cumplir con esta solicitud, se elaboró el diseño de 17 cápsulas informativas sobre los puntos más relevantes del documento de las Reglas de Brasilia sobre el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Estas cápsulas se divulgaron de manera masiva por correo electrónico a todo el personal judicial del país, el martes 23, jueves 25 y  martes 30 de octubre, jueves 1, martes 6, jueves 8, martes 13, jueves 15, martes 20, jueves 22, martes 27 y jueves 29 de noviembre, martes 4, jueves 6, martes 11, jueves 13 y martes 18 de diciembre, consecutivamente. 



 



Los títulos de las divulgaciones fueron:



 



ñ             ¿Sabe usted qué son las Reglas de Brasilia? 



ñ             ¿Qué son las Reglas de Brasilia? 



ñ             ¿A quiénes están dirigidas las Reglas de Brasilia? 



ñ             ¿Cuáles son las condiciones de vulnerabilidad? 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: edad 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: discapacidad y pertenencia a pueblos indígenas 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: victimización, migración y refugio 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: pobreza y género 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: pertenencia a minorías y privación de libertad 



ñ             Condiciones de vulnerabilidad: diversidad sexual 



ñ             ¿Quiénes son los destinatarios de las Reglas de Brasilia? 



ñ             Contenido de las Reglas de Brasilia 



ñ             Efectivo acceso a la justicia para la defensa de los derechos 



ñ             Medios alternativos de resolución de conflictos 



ñ             Resolución de conflictos dentro de las comunidades indígenas 



ñ             Condiciones de realización de los actos judiciales 



ñ             Efectividad de las Reglas de Brasilia 



 



Estas cápsulas fueron colocadas en las Redes Sociales, Pizarras Informativas y Pizarra Informativa Virtual.



  



Se adjuntan las 17 cápsulas informativas que se elaboraron, así como el respaldo de los comunicados que se remitieron por correo electrónico.  Estas cápsulas también se colocadas en las Redes Sociales, Pizarras Informativas y Pizarra Informativa Virtual.”
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación de la licenciada María Isabel Hernández Guzmán, Jefa del Departamento de Prensa y Comunicación relacionado con la campaña sobre las Reglas de Brasilia. Se declara acuerdo firme.
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Acta de Consejo Superior Nº 008 - 2013 








      



Fecha: 31 de Enero del 2013



Descriptores/Temas: Traducciones



ARTÍCULO LI



DOCUMENTO Nº 623-13



En sesión Nº 10-12 celebrada el 12 de marzo del 2012, artículo XI, se aprobó el “Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial”. Por su parte, la Secretaría General de la Corte lo hizo de conocimiento de las personas servidoras judiciales, por medio de la Circular Nº 71-12, fechada el 23 de mayo de ese año y publicada en el Boletín Judicial Nº 134 del 11 de julio de 2012.



 Por medio de oficio Nº CACC-026-2013 del 16 de enero del año en curso, la licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, comunicó:



“Para la Comisión de Acceso a la Justicia la idoneidad de las personas intérpretes en Lengua de Señas Costarricense (LESCO), como salvaguarda de los derechos de las personas con discapacidad auditiva que participan en audiencias judiciales, constituye un tema medular de su quehacer, ya que del trabajo realizado por estas personas depende una comunicación efectiva entre las partes intervinientes, pero fundamentalmente facilita que las personas sordas se expresen y a la vez comprendan con claridad todos los pormenores que se suscitan durante las audiencias, por ello desde hace varios años se realizan esfuerzos para asegurar una interpretación acorde con las necesidades de esta población.



 



Consecuentemente, este ha sido un tema recurrente en las sesiones de la Comisión, en las que se discute y analiza la situación actual, se plantean posibles soluciones y cualquier otro aspecto relacionado.



 



Por ello, en la sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada en noviembre 2012, luego de discutir y analizar algunas propuestas, entre ellas la necesidad de comunicar a la Dirección Ejecutiva la preocupación que existe en relación con la idoneidad, certificación y contratación de intérpretes; la importancia de que la Dirección Ejecutiva investigue soluciones legales a esta problemática, que la Escuela Judicial capacite a los (as) intérpretes actuales en temas jurídicos y administrativos; y que los esfuerzos que se han realizado se hagan del conocimiento del Consejo Superior, se acordó: “Hacer un informe al Consejo Superior inclusivo de los esfuerzos realizados, con copia a la Dirección Ejecutiva.” Informe que se adjunta a este oficio.”
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El citado informe literalmente dice:



“El tema de la interpretación judicial para personas con discapacidad auditiva, es considerado de vital importancia para la Comisión de Acceso a la Justicia, así destacan las acciones realizadas tanto para capacitar personal judicial en el uso de la Lengua de Señas Costarricense, para que brinde atención primaria a las personas que acuden a esta institución, como para contar con intérpretes idóneos en audiencias judiciales.



 



Para el logro de este objetivo se ha contado con el apoyo de la Sección de Capacitación de Gestión Humana, que a la fecha ha capacitado en los 4 niveles básicos de la Lengua de Señas Costarricense un número importante de funcionarios (as) de diversos circuitos judiciales del país; capacitación que continuará este año. Las listas de personas capacitadas se colocan en forma accesible en las páginas de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Contraloría de Servicios, para que en caso de necesidad estas personas sean ubicadas con facilidad.



 



Asimismo, la Comisión solicitó a la Escuela Judicial establecer contacto con la Universidad de Costa Rica, para que a través del Programa Progreso el personal judicial, reciba formación para una interpretación más especializada, no obstante indica la Escuela que aun no ha sido factible concretar la capacitación ya que el Programa se encuentra en proceso de reorganización. 



 



En el ámbito de la comunicación, una constante ha sido la problemática suscitada en torno al tema de los intérpretes para intervenir en las audiencias judiciales,  se reciben quejas en cuanto a su idoneidad y capacidad para asumir su función, sin poner en riesgo los derechos de las personas con discapacidad auditiva; la Dirección Ejecutiva ha generado sus propios esfuerzos por dotar a la institución de este recurso, no obstante, hay aspectos en los que se trabaja para mejorar. 



 



Una medida que tomó la Comisión para subsanar en parte esta problemática fue delegar en tres de sus integrantes la elaboración de una propuesta de reglamento, que fue aprobado en la sesión de Corte Plena Nº 10-12 celebrada el 12 de marzo de 2012, artículo XI (Reglamento para regular la función de los Ejecutores y Peritos en el Poder Judicial).



 



En concordancia con la aprobación de este Reglamento, mediante oficio CACC-071-2012 dirigido a la Dirección Ejecutiva en el mes de abril, se solicitó realizar un nuevo concurso para la contratación de intérpretes:



 



“(…) Asimismo considerando que el “Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial,  fue aprobado por Corte Plena en la sesión Nº 10-12, celebrada el 12 de marzo del año en curso, artículo XI; que dicho Reglamento este establece en el artículo 5 la posibilidad de acreditar intérpretes por medio de instituciones, organizaciones o asociaciones especializadas, se acordó:



 



“Solicitar a la Dirección Ejecutiva que realice un nuevo concurso para la contratación de intérpretes, tomando en consideración lo que establece el Reglamento.”



 



Al efecto se cita el mencionado artículo:



 



“Artículo 5. REQUISITOS DE INSCRIPCIÓN PARA INTÉRPRETES, TRADUCTORES O TRADUCTORAS: 



 



Para inscribirse como intérprete, traductor o traductora se deberá cumplir con los siguientes requisitos y presentar a la Sección de Asesoría Legal de la Dirección Ejecutiva los documentos que se indicarán, según sea el caso (…):



 



-Intérprete en Lenguaje de Signos y Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO)



 



Fotocopia del documento que demuestra que posee licencia o que es intérprete certificado o certificada por alguna institución, organización o asociación costarricense especializada en la materia
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Acta de Consejo Superior Nº 066 - 2013 








      



Fecha: 27 de Junio del 2013



Descriptores/Temas: Peritos judiciales



ARTÍCULO LXVIII



Documento N° 13295-12, 6885-13



 



            En sesión N° 7-13 celebrada el 29 de enero del año en curso, artículo XLVII, al conocerse el informe rendido por la máster Hellen Taylor Castro, Jueza Coordinadora del Juzgado contra la Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de San José, referente a lo indicado por el señor Yordi Maguin Sotomayor Mora, en cuanto a que ese juzgado incumple con la ley 7600, en relación a los peritos de lesco para interpretar durante los procesos las denuncias de los involucrados con la discapacidad de sordera, este Consejo, tuvo por rendido el informe de la licenciada Taylor Castro y lo hizo de conocimiento de la Comisión contra la Violencia Doméstica.



La máster María Elena Gómez Cortés, en su condición de Coordinadora de la Comisión Permanente Para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, en oficio N° 48-CVI-2013 de 17 de junio en curso, informó lo siguiente:



“La Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar del Poder Judicial, en sesión N°4-2013 celebrada el 8 de abril en curso, artículo XIII, conoce Oficio N°1674-13 de 14 de febrero en curso, que transcribe acuerdo del Consejo Superior de la sesión N°07-13, artículo XLVII, referente a nota del señor Yordi Magin Sotomayor Mora, sobre causa número 12-003352-0635-VD del Juzgado de Violencia Doméstica de Goicoechea. Indica que dicho Juzgado no ha cumplido con la Ley 7600 en relación a los peritos de lesco quienes son llamados de forma inmediata para interponer durante el proceso la denuncia de los involucrados con la discapacidad de sordera. 



 



Por su parte, la Licda. Hellen Taylor Castro, Jueza Coordinadora de dicho Despacho, rindió informe el cual concluye que se ha realizado las gestiones pertinentes para evitar que la discapacidad del señor Sotomayor Mora, se convierta en un obstáculo para el correcto ejercicio de sus derechos y le impida el acceso a la justicia. La situación que el señor expuso, según la cual, no le fue posible comunicarse adecuadamente con la intérprete inicialmente nombrada para su caso, es un asunto que lamentablemente escapa de su control, puesto que para el nombramiento de peritos e intérpretes, se encuentran sujetos al sistema establecido por el Poder Judicial. 



 



Se acuerda: 1)  Tomar nota. 2) Recomendar al Consejo Superior que se mantenga en cada Circuito Judicial una lista actualizada de las personas que manejan el lenguaje lesco. 3) Seguimiento y actualización de las personas que se han capacitado en esta temática. 4) Consultar a la Comisión de Accesibilidad si tienen protocolo para atención de esta población para que se haga del conocimiento de las oficinas judiciales.”
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            Se acordó: 1.) Acoger la recomendación de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar y solicitar a las Administraciones Regionales del país que se mantenga una lista actualizada de intérpretes en lenguaje Lesco y lleven a cabo el seguimiento y registro de las personas capacitadas. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia para que se refiera a la existencia de protocolos para la población sorda.
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Acta de Consejo Superior Nº 056 - 2014 








      



Fecha: 19 de Junio del 2014



Descriptores/Temas: Personas con discapacidad



ARTÍCULO VII



DOCUMENTO Nº 14405-13, 6678-14



En sesión Nº 114-13 del 12 de diciembre de 2013, artículo LXXII, se tuvo por recibido el Protocolo de Atención para el Efectivo Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad Psicosocial aprobado por la Comisión de Acceso a la Justicia.



Por medio de oficio Nº CACC-321-2013 del 27de mayo de 2014, la licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, gestionó:



“La Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, dentro del Programa EUROsocial II - Proyecto para la reducción de barreras para el acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicosocial, realizara la segunda etapa del proyecto iniciado en el año 2013, cuyo producto fue la elaboración del Protocolo de atención para el efectivo acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicosocial, población en condición de vulnerabilidad, sobre la cual recae el estigma que la sociedad vincula a los procesos de salud mental.



 



La segunda etapa a desarrollarse este año prevé el diseño, validación y ejecución de un módulo de formación a formadores (as), cuyo objetivo es capacitar, concienciar y sensibilizar al personal judicial, en materia de derechos humanos de las personas con discapacidad psicosocial, desde un enfoque social y de derechos humanos, proceso a cargo de los consultores de EUROsocial Dr. Salam Gómez Motta experto latinoamericano en el tema y Dr. Gerardo Parajeles Vindas, reconocido jurista costarricense.



 



En razón de lo anterior, se solicita permiso con goce de salario para las personas que se dirá (Se adjunta lista de participantes). La actividad se realizará los días, 24 y 25 de junio para el primer grupo y  26 y 27 de junio para el segundo grupo de personas participantes de las 8:00 a las 16:00 horas.  



 



(…)”
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A continuación se transcriben las listas correspondientes:



 



24 y 25 de junio



 



				 



Nombre



				Institución







				Sonia Méndez González



				Unidad de Capacitación del OIJ







				Sergio Mora Leiva 



				Tribunal de Flagrancia de Liberia







				Jose Pablo Monge Arguedas



				Juzgado Penal Juvenil de San José







				Sonia Monge Jara



				OIJ Sección Especializada de Tránsito 







				Priscila Rojas Fallas



				Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos







				Luis Guillermo Araya Ulate



				Departamento de Seguridad







				Nora Lía Mora Lizano



				Departamento de Trabajo Social y Psicología







				Priscilla Monge 



				Juzgado Familia Desamparados







				Luz Marina Solís Poveda



				Juzgado Familia Desamparados







				Jacqueline Murillo Murillo



				Juzgado de Ejecución de la Pena







				Rebeca Sanabria Sánchez



				Carrera Judicial







				Xinia Fallas Palma



				Defensa Pública







				Alejandra Jerez Soto



				Sección de Reclutamiento y Selección de Personal 







				Marisol Barbosa Rodríguez



				Escuela Judicial







				Marielos Gamboa Conejo 



				Dirección Ejecutiva







				Ana Patricia Jiménez



				Salud Ocupacional







				Jorge Chavarría Guzman



				Fiscal General







				Marta Iris Muñoz Cascante



				Jefa Defensa Pública







				Marvin Carvajal Pérez 



				Director Escuela Judicial







				Katia Escalante Barboza



				Escuela Judicial







				Gerald Campos Valverde 



				Subdirector OIJ







				Sandra Pereira Retana



				Juzgado de Violencia Doméstica de Cartago







				Isabel Porras Porras



				Jueza Tribunal Penal I Circuito Judicial de San José







				Yahaira Piedra Solano



				Servicio de Salud para Empleados







				Yadira Brizuela 



				Unidad de Capacitación del Ministerio Público







				Olga Fallas Ulloa



				Unidad de Capacitación Defensa Pública 







				Erick Brais Quirós 



				Departamento de Tecnología de la Información







				Gloriela Soto Blanco



				Gestión de la Capacitación







				Larissa Escalante



				Departamento de Medicina Legal











 



Fechas: 26 y 27 de junio



 



				Nombre



				Institución







				Aisen Herrera López



				Tribunal Penal 







				Carmen Ureña Ureña



				Juzgado Penal Juvenil 







				Allen Córdoba Chaves 



				OIJ de Liberia 







				Marielos Rojas Espinoza



				Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos







				Raúl Bonilla Montero



				Departamento de Medicina Legal







				Shirley Monge Sánchez 



				Juzgado Familia Desamparados







				Priscilla Madrigal González 



				Juzgado Ejecución de la Penal Juvenil







				Roy Murillo Rodríguez 



				Juzgado Ejecución de la Pena







				Juan José Bonilla 



				Defensa Pública 







				Débora Rivera Romero 



				Departamento de Trabajo Social y Psicología







				Román Bresciani Quirós 



				Escuela Judicial







				Julio Hernández Navarro



				OIJ de Limón







				Mauricio Quirós 



				Gestión Humana







				Cristian Alfaro Romero 



				Sala Constitucional







				Javier Sandoval Leal



				Servicio Médico para empleados







				Francisco Arroyo Meléndez



				Director Gestión Humana







				Roxana Hidalgo Vega



				Departamento de Seguridad







				Maureen Solís Madrigal



				Juzgado de Familia de Desamparados 







				Sara Arce



				Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos







				Francisco Segura



				Director del OIJ







				Alba Gutiérrez Villalobos



				Departamento de Trabajo Social y Psicología







				Carlos Chaves Solera



				Juzgado Tribunal Penal I Circuito de San José







				 



				Unidad de Capacitación Defensa Pública







				Diana Montero Montero 



				Unidad de Supervisión de la Defensa Pública







				Damaris Vargas Vásquez 



				Tribunal Agrario, coordinadora Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 







				Erick Alfaro Romero



				Contraloría de Servicios 







				Laura Sanabria Villalobos



				Secretaría Técnica de Género







				Milagro Rojas Espinoza 



				Juzgado de Niñez y Adolescencia, coordinadora Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Niñas, Niños y Adolescentes y Personas Afrodescendientes







				Sonia Méndez González 



				Unidad de Capacitación del OIJ







				Ericka Méndez  



				Unidad de Capacitación del OIJ
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Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Aprobar la participación de los servidores y las servidoras de las listas transcritas, en la actividad organizada por la Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, relacionada con el Proyecto para la reducción de barreras para el acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicosocial, a realizarse los días 24, 25, 26 y 27 de junio de 2014, siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo de los funcionarios a quienes se les autoriza a participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberán las personas participantes coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales.



El Despacho de la Presidencia, el Departamento de Personal y los despachos interesados, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.



Acta de Consejo Superior Nº 065 - 2016 








      



Fecha: 07 de Julio del 2016



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



ARTÍCULO LXXXII



DOCUMENTO: 8213-16



En sesión Nº 114-13 del 12 de diciembre de 2013, artículo LXXII, se tuvo por recibido el Protocolo de Atención para el Efectivo Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad Psicosocial aprobado por la Comisión de Acceso a la Justicia.



Con el fin de medir los efectos y resultados del “Protocolo de Atención para el efectivo acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial”, se acuerda: Solicitar a la máster Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, que dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, presente a este Consejo un informe de las personas a quienes se les haya aplicado dicho protocolo y su desempeño laboral. Deberá revisar las personas que han sido nombradas y hayan tenido las condiciones contempladas en ese protocolo.



-o0o-



A las 17:45 horas terminó la sesión.
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Acta de Consejo Superior Nº 104 - 2016 








      



Fecha: 15 de Noviembre del 2016



Descriptores/Temas: Informes, Dirección de Gestión Humana



ARTÍCULO LXXVII



Documento N° 8213-16, 12948-16



 



En sesión N° 85-16 celebrada el 13 de septiembre del 2016, artículo LXXIV, en lo que interesa, este Consejo indicó lo siguiente:



“(…)



Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe presentado por la máster Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, presente a este Consejo un informe sobre las personas que han sido nombradas y hayan tenido condiciones contempladas dentro del “Protocolo de Atención para el efectivo acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial”, así como de su desempeño laboral…”



- 0 -  



El máster José Luis Bermúdez Obando, Director interno de Gestión Humana, mediante oficio N° UICC-67-2016 del 4 de noviembre del 2016, remitió lo siguiente:



“(…)



… 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, presente a este Consejo un informe sobre las personas que han sido nombradas y hayan tenido condiciones contempladas dentro del “Protocolo de Atención para el efectivo acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial”, así como de su desempeño laboral…”



Con el fin de dar cumplimiento a lo acordado, se abordaron cada una de las instancias adscritas a esta Dirección que por su naturaleza funcional operan registros  relacionados con personas que podrían identificarse con Discapacidad Psicosocial; existiendo para los efectos dos fuentes principales, la Sección de Reclutamiento y Selección mediante el proceso selectivo para personal de primer ingreso, siendo que en la Oferta Única (formulario electrónico de inscripción) las personas participantes deben consignar toda la información necesaria que permita identificar el tipo y nivel de discapacidad  y en el caso de los funcionarios nombrados, interviene el Servicio Médico de Empresa, facultado para tramitar las solicitudes de readecuación de funciones  según diagnósticos médicos de referencia que así lo determinan.  



Sin embargo, actualmente ninguna de las dependencias citadas mantiene registros históricos de la población judicial con discapacidad, por ende, se desconocen las cifras de los funcionarios que específicamente estén relacionados a patologías de índole Psicosocial.



Lo anterior, en virtud de que la captura y conservación de datos del personal de primer ingreso, se implementó de manera reciente mediante la publicación de dos convocatorias exclusivas para personas con discapacidad (Convocatoria N° 22-2015 y N° 10-2016) las cuales a la fecha se encuentran en trámite y sujetas a la aprobación por parte de este Consejo de la propuesta de puestos de reserva para esta población. 



A su vez, los estudios de readecuación que se tramitan involucran un análisis integral de cada caso y no hace distinción por tipo de discapacidad (psicosocial); en consecuencia,  a la fecha no se cuenta con las estadísticas referidas a los procesos señalados; así como la información relacionada con el desempeño laboral de estos servidores.



Es importante acentuar que la información requerida está siendo recopilada por la Sección de Reclutamiento y Selección mediante la herramienta electrónica de participación para oferentes, permitiendo al vencimiento de cada convocatoria o concurso obtener este tipo de datos para las valoraciones que se consideren pertinentes.”
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Se acordó: Tomar nota del informe suscrito por laDirección de Gestión Humana e indicarle que a partir de enero de 2017 deberá ser recopilada la información, conforme se indica en una base de datos.



act-1-0003-3381-58







Acta de Consejo Superior Nº 078 - 2017 








      



Fecha: 24 de Agosto del 2017



ARTÍCULO LI



Documento N° 9635-17



            La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° SACJ-3372-2017 del 14 de agosto de 2017, manifestó lo siguiente:



“Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-26-2017, celebrada el 11 de julio  del año en curso, que literalmente indica:



 




 “ARTÍCULO VII



 



Documento: 9276



 



La señora Ileana Guillen Rodríguez, en condición de Directora de la Escuela Judicial, traslada el informe rendido por la señora Mónica Ortíz López, quien estuvo a cargo del acompañamiento y evaluación al señor Eddy Venegas Lopez, participante en el Programa FIAJ.  



 



-0-



 



Se tiene a la vista dicho informe y se considera procedente hacerlo del conocimiento del Consejo Superior y de la Comisión de Empleabilidad y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad.  Para ello, se remitirá anexo al presente acuerdo.  Asimismo, es de reconocer a la señora Mónica Ortiz López, la labor realizada. 



 



SE ACORDÓ: 1) Tomar nota del informe y hacerlo del conocimiento del Consejo Superior, la Comisión de Empleabilidad y de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 2) Reconocer la labor realizada a la señora Mónica Ortíz López.”
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            Se dispuso: Tomar nota del informe rendido por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Empleabilidad y de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 3) Reconocer el apoyo institucional que se le dio a la servidora Mónica Ortíz López, Gestora de la Capacitación de la Escuela Judicial. Se declara acuerdo firme. 




act-1-0003-3404-97







Acta de Consejo Superior Nº 093 - 2017 








      



Fecha: 10 de Octubre del 2017



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia



ARTÍCULO XCVII



Documento N° 11518-17



            La licenciada Alejandra Monge Arias, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° SCAJPCD-001-2017 del 21 de setiembre de 2017, manifestó lo siguiente:



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas con Discapacidad, en la sesión celebrada el pasado 28 de agosto, el cual se transcribe literalmente. 



 



“ARTICULO XXV



 



La integrante Damaris Vargas Vásquez informa sobre un Proyecto diseñado con un equipo de trabajo con ocasión de la Especialidad en Administración de Proyectos coordinado entre el Poder Judicial y el Instituto Tecnológico de Costa Rica con el objetivo de lograr el Autogerenciamiento de las Oficinas Jurisdiccionales del Poder Judicial considerando la alta rotación de personal que da en los diferentes tribunales del país. Aduce, parte de ese proyecto consiste en facilitar información a las personas juzgadoras y demás servidoras judicial encargadas de la toma de decisiones acerca de datos que faciliten la calidad de las sentencias y la celeridad con que éstas sean emitidas. Concretamente indica, para lo de interés de esta Subcomisión, es importante que si el Sistema de Gestión o el Escritorio Virtual muestra el ícono conforme al cual, al menos una de las partes se encuentra en condición de discapacidad, resulta relevante que la información no se limite a eso como sucede actualmente, sino que se tenga la posibilidad de accesar de inmediato a datos esenciales tales como la normativa nacional e internacional relacionada con los derechos de las personas con discapacidad; las principales resoluciones emitidas sobre el tema por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional y demás Salas de Casación; la Política Institucional de Personas con Discapacidad; las circulares y acuerdos emitidos por Corte Plena, Consejo Superior, Dirección Ejecutiva; entre otros datos esenciales para la toma de decisiones. De ahí sugiere se solicite una mejora al sistema consistente en que el Sistema de Gestión y en el Escritorio Virtual mediante un link o de ser posible, accesando el ícono que representa a la población con discapacidad se pueda tener acceso a esa información. De esta forma, las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales podrán fortalecer sus competencias (conocimientos, habilidades, destrezas, aptitudes, actitudes, entre otras) y resolver de manera eficiente los procesos vinculados con esa población; además, de disminuir los tiempos de búsqueda de esa información de manera tal que ésta esté siempre disponible, y así, para el resto de poblaciones en condición de vulnerabilidad, empezando por un plan piloto vinculado con quienes estén en condición de discapacidad. Se delibera sobre la propuesta entre las y los restantes integrantes, quienes se muestran conformes. La información en referencia ya está identificada por esta Subcomisión y socializada entre sus integrantes, disponible para la mejora indicada.



 



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la sugerencia planteada por la señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 2° Solicitar al Consejo Superior que remita una atenta instancia a la Dirección de Tecnología de la Información y a la Dirección de Planificación a fin de que aprueben una mejora en el Sistema de Gestión y de Escritorio Virtual que permita a las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales, tener acceso inmediato mediante un link o por medio del ícono que identifica las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad en cada expediente en concreto en los que participe al menos una persona en condición de discapacidad, a información relevante asociada a: la normativa nacional e internacional relacionada con los derechos de las personas con discapacidad; las principales resoluciones emitidas sobre el tema por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional y demás Salas de Casación; la Política Institucional de Personas con Discapacidad; las circulares y acuerdos emitidos por Corte Plena, Consejo Superior, Dirección Ejecutiva; entre otros datos esenciales para la toma de decisiones. Lo anterior, con el objetivo de que las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales puedan fortalecer sus competencias -conocimientos, habilidades, destrezas, aptitudes, actitudes, entre otras- y resolver de manera eficiente los procesos vinculados con esa población; además, de disminuir los tiempos de búsqueda de esa información de manera tal que ésta se encuentre siempre disponible, lográndose así el cumplimiento de la misión institucional de lograr una justicia pronta, cumplida y sin denegación y de las áreas estratégicas establecidas en el Plan Estratégico Institucional. La información a la que se daría acceso en el sistema está identificada por esta Subcomisión y por ende, disponible para su uso en el momento que estimen necesario. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. 4°Comuníquese lo acordado en forma íntegra al Consejo Superior, la Dirección de Tecnología de la Información y a la Dirección de Planificación por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.”
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            Se acordó: 1) Tomar nota de la sugerencia planteada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 2) Remitir a las Direcciones de Tecnología de la Información y  Planificación para que valoren y se refieran a la posibilidad de realizar  una mejora en el Sistema de Gestión y de Escritorio Virtual que permita a las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales, tener acceso inmediato mediante un link o por medio del ícono que identifica las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad en cada expediente en concreto en los que participe al menos una persona en condición de discapacidad, a información relevante asociada a: la normativa nacional e internacional relacionada con los derechos de las personas con discapacidad; las principales resoluciones emitidas sobre el tema por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional y demás Salas de Casación; la Política Institucional de Personas con Discapacidad; las circulares y acuerdos emitidos por Corte Plena, Consejo Superior, Dirección Ejecutiva; entre otros datos esenciales para la toma de decisiones, e informen a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, para que el trámite sea más ágil. Se declara acuerdo firme.



act-1-0003-3533-65







Acta de Consejo Superior Nº 058 - 2018 








      



Fecha: 28 de Junio del 2018



ARTÍCULO LXV



Documento N° 4062-17/ 7137-18



            La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, mediante oficio N° 2348-DTI-2018 del 21 de junio de 2018, manifestó lo siguiente:



“Para que por su medio se haga del conocimiento de los señores integrantes del Consejo Superior, en atención al oficio 5171-17, mediante el que se transcribe el acuerdo tomado en su sesión N° 38-17, artículo LXXIV, en el que se conoció el oficio Nº CACC-069-2017  de la Comisión de Acceso a la Justicia, en el que se remite el acuerdo adoptado por la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión del 7 de febrero del 2017,  con el fin de que se verifique el cumplimiento de los parámetros estadísticos que se indican. 



 



Al respecto, me permito remitir el oficio 2322-DTI-2018, suscrito por el Lic. Luis Jiménez Fallas, Jefe del Área Informática de Gestión, en el que informa sobre el cumplimiento de los parámetros señalados.”



 



Seguidamente, se transcribe el oficio N° 2322-DTI-2018, que dice:



 



“En respuesta a lo solicitado en los oficios No. 5171-17 fechado el 11 de mayo del 2017 en donde el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión No. 38-17 celebrada el 25 de abril del año 2017 acuerda solicitar a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones (DTIC) “[…] garantice que en las estadísticas del Poder Judicial, en el sistema de gestión y sus mejoras, sistema SIGMA, entre otros, se visibilicen mediante filtros y datos específicos de cada expediente y de cada despacho de cada materia, los procesos en los que están involucradas personas indígenas, el estado de éstos y un seguimiento y control en el que se evidencia la duración de esos procesos […]”; y en el oficio No. 11360-17, fechado en San José el, 12 de octubre del 2017, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión No. 93-17 celebrada el 10 de octubre del año 2017, donde se solicita a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones (DTIC) tomar acciones en cumplimento según se indica seguidamente:



 



“[…] es importante que si el Sistema de Gestión o el Escritorio Virtual muestra el ícono conforme al cual, al menos una de las partes se encuentra en condición de discapacidad, resulta relevante que la información no se limite a eso como sucede actualmente, sino que se tenga la posibilidad de accesar de inmediato a datos esenciales tales como la normativa nacional e internacional relacionada con los derechos de las personas con discapacidad; las principales resoluciones emitidas sobre el tema por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional y demás Salas de Casación; la Política Institucional de Personas con Discapacidad; las circulares y acuerdos emitidos por Corte Plena, Consejo Superior, Dirección Ejecutiva; entre otros datos esenciales para la toma de decisiones. De ahí sugiere se solicite una mejora al sistema consistente en que el Sistema de Gestión y en el Escritorio Virtual mediante un link o de ser posible, acezando el ícono que representa a la población con discapacidad se pueda tener acceso a esa información. De esta forma, las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales podrán fortalecer sus competencias (conocimientos, habilidades, destrezas, aptitudes, actitudes, entre otras) y resolver de manera eficiente los procesos vinculados con esa población; además, de disminuir los tiempos de búsqueda de esa información de manera tal que ésta esté siempre disponible, y así, para el resto de poblaciones en condición de vulnerabilidad, empezando por un plan piloto vinculado con quienes estén en condición de discapacidad. Se delibera sobre la propuesta entre las y los restantes integrantes, quienes se muestran conformes. La información en referencia ya está identificada por esta Subcomisión y socializada entre sus integrantes, disponible para la mejora indicada.”



 



Importante destacar que los sistemas Escritorio Virtual y Gestión de Despachos cuentan con un icono que permite identificar expedientes con intervinientes que se le asocia el atributo de discapacidad.    



 



Con relación a los sistemas Gestión de Despachos y Sistema Escritorio Virtual se han desarrollado otras mejoras que permiten identificar si un interviniente perteneciente a la población indígena. Las siguientes son las mejoras desarrolladas y que ya se encuentran en producción, a disponibilidad de todos los despachos y oficinas que tramitan expedientes con los sistemas Escritorio Virtual y Gestión de despachos judiciales:



 



·             ME 24-2018 Mostrar alerta de persona indígena EV.



·             ME 25-2018 Mostrar alerta de persona indígena Gestión.



 



Adicionalmente, a estas mejoras se informa que para el caso del Sistema de Seguimiento de Casos (SSC) ya existen opciones que permiten indicar características o atributos a intervinientes considerados de poblaciones en condición de vulnerabilidad. Tal es el caso, que este sistema permite identificar procesos en los que están involucradas personas indígenas.



 



Una vez desarrolladas estas mejoras, se comparten las documentaciones con los compañeros del proyecto SIGMA para que en conjunto con el subproceso de Estadística procedan a coordinar lo necesario para realizar los ajustes a las fórmulas estadísticas en las que se contabilicen datos relacionadas con las poblaciones indígenas.



 



Otra de las acciones que se tomaron en coordinación con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad pero que a fin de cuentas va sobre la misma línea que se indica en el acuerdo, es la mejora ME 11-2018 que se desarrolla con motivo de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.  La mejora pone a disposición un acceso directo a datos esenciales asociados a la normativa nacional e internacional y la jurisprudencia más relevante que regula los derechos de esas poblaciones, con el objetivo de disminuir el tiempo de búsqueda y garantizar su aplicabilidad. Como parte de la mejora, se elaboró una cápsula informativa con el fin de compartirla con la población judicial.



[image: ]



 



Se adjunta a este oficio, la solicitud para la publicación ante la Oficina de Prensa y comunicación de la respectiva cápsula.”
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            En sesión N° 38-17 celebrada el 25 de abril de 2017, artículo LXXIV, se tomó nota del oficio Nº CACC-069-2017  de la Comisión de Acceso a la Justicia, en que remitió el acuerdo adoptado por la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 7 de febrero del 2017 y se remitió a las Direcciones de Planificación y Tecnología de la Información con el fin de que se verificara el cumplimiento de los parámetros estadísticos indicados, y se informe lo que corresponda a la citada Comisión.



            Seguidamente, en sesión N° 97-17 del 10 de octubre de 2017, artículo XCVII, se tomó nota de la sugerencia planteada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, sobre un Proyecto diseñado con un equipo de trabajo con ocasión de la Especialidad en Administración de Proyectos coordinado entre el Poder Judicial y el Instituto Tecnológico de Costa Rica con el objetivo de lograr el Auto gerenciamiento de las Oficinas Jurisdiccionales del Poder Judicial considerando la alta rotación de personal que da en los diferentes tribunales del país. Del mismo modo, se remitió a las Direcciones de Tecnología de la Información y  Planificación para que valoraran y se refirieran a la posibilidad de realizar  una mejora en el Sistema de Gestión y de Escritorio Virtual que permita a las personas juzgadoras y demás servidoras judiciales, tener acceso inmediato mediante un link o por medio del ícono que identifica las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad en cada expediente en concreto en los que participe al menos una persona en condición de discapacidad.



            Se acordó: 1.) Tomar nota  del  oficio N° 2348-DTI-2018 del 21 de junio de 2018, suscrito por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, sobre las mejoras en el sistema de gestión y el sistema SIGMA, entre otros. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia. Se declara acuerdo firme.







act-1-0003-3607-106







Acta de Consejo Superior Nº 101 - 2018 








      



Fecha: 20 de Noviembre del 2018



ARTÍCULO CV



DOCUMENTO N° 12898-17, 13430-18



El doctor Gerardo Ugalde González, Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, en nota del 09 de noviembre de 2018, manifestó 



“Me apersono ante sus autoridades, a requerir aclaración de diversos acuerdos de ese Consejo Superior que aparentemente están generando dudas en su aplicación y que realmente me están vulnerando mis derechos fundamentales y perjudicando en el ejercicio de mi labor como juzgador, al haberse afectado y desmejorado a partir del 22 de junio 2018 sustancialmente las condiciones de accesibilidad principalmente a los expedientes y al recurso humano que me colaboraba en el ejercicio de mi cargo. Luego de los acuerdos que iniciaron con el traslado de mi plaza en propiedad del Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José, al Área de Gestión y Apoyo, esto sin que yo lo solicitara y supuestamente para ser destacado en el fallo de expedientes del Juzgado de Seguridad Social del I Circuito Judicial de San José. Posterior a dichos acuerdos he acudido ante ese mismo Consejo Superior, tratando de hacerme entender que los acuerdos asumidos me han perjudicado mucho y que por ende también se ha perjudicado al Propio Poder Judicial como Patrono. También he tratado el asunto con Asesores del despacho de la presidencia de la Corte y finalmente el día 7 de noviembre fui recibido en audiencia por la Comisión de Acceso a la Justicia. En donde se trató de mi caso y en donde se determinó por parte de la Comisión que ellos no pueden hacer ninguna observación a ese Consejo. Pero la señora Magistrada Carmen María Escoto Fernández, señaló: que en el acuerdo N° 33-2018 celebrada el 24 de abril de 2018, se dispuso como una acción positiva, que el Centro para trasladar la plaza a otro Despacho y dedicarla a otras labores diferentes a las que desarrollaba en el Juzgado de Seguridad Social, debía primeramente contar con la Autorización del Consejo Superior y que los expedientes fueran accesibles. Señala que no conoce que en el Consejo se haya recibido solicitud de parte del Centro de Apoyo para efectuar el cambio ni que se hubiese aprobado. Resalto que el acuerdo al cual hace referencia la señora magistrada es el 33-18 en donde se dispuso: “por lo que la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”. Esto fue complementado con el aporte de la señora Jueza Damaris Vargas Vásquez Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, quién ratifica las palabras de la señora magistrada Escoto Fernández y hace referencia al estudio que emitió con fecha 4 de setiembre de 2018 y que indica haber entregado al despacho de presidencia. De dicho informe se puede rescatar. Destaca la Jueza señora Damaris Vargas Vásquez:



“En los acuerdos, el Consejo Superior estableció acciones afirmativas a favor del juez Ugalde considerando su situación de no vidente. Concretamente en lo dispuesto en sesión N° 33-2018 celebrada el 24 de abril de 2018, artículo VIII, al disponer: “… la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”. Prosigue: “El Consejo Superior estableció lineamientos precisos al CACMFJ para que al juez Ugalde se le respeten los derechos establecidos en la normativa nacional e internacional a las personas no videntes. Lo anterior incluye realizar las acciones pertinentes para que se le respeten los derechos consagrados en la Ley 7600, vinculadas con la igualdad de oportunidades a efecto de asegurar el empleo de los recursos para garantizar que dicho juzgador disfrute de iguales oportunidades de acceso y participación en idénticas circunstancias que las demás personas, ajustando el entorno, los servicios, las actividades, la información, la documentación, así como las actitudes a las necesidades del señor Ugalde, para mejorar su funcionalidad y garantizar su autonomía. Es igualmente importante que el CACMFJ, en cumplimiento del artículo 26 de la Ley 7600 se ocupe de dar asesoramiento técnico a los despachos en los cuales el señor Ugalde ofrezca sus servicios desde la plaza que ocupa actualmente, a fin de que estos puedan adaptar el empleo y el entorno a sus condiciones y necesidades al ser una persona no vidente. De igual forma, cumplirse con lo dispuesto en la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, atendiendo los ajustes razonables que sean necesarios, entendiendo por tales, según lo señala esta última Convención: “… las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”….



Conforme a lo expuesto aparentemente la plaza que ocupo no podía destinarse a labores de otro Despacho y a trasladarse del Seguridad Social a otro lugar. Pero aparentemente en el Centro de Gestión y apoyo se entiende que después del último acuerdo del Consejo, ya lo descrito no es aplicable, y por ello es que se me ha destinado a otras funciones dando apoyo ya no al Juzgado de Seguridad Social, si no a otros despachos. Lo que me conllevan sustanciales limitaciones como las que deseo explicar a ese Consejo Superior y por  lo que desde ya les solicito una audiencia que me permita puntualizar la situación.



Antecedentes del caso que nos ocupa:



1.- En sesión Nº82-17 del 07 de septiembre del 2017. Fui nombrado como juez laboral, en propiedad, en la plaza N°372096. Ascrita al Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José, Distrito Catedral. En donde inicie mis funciones de forma normal. En dicho Juzgado se contaba con una plaza extraordinaria de técnica judicial y la persona laboraba para el Juzgado de Trabajo, pero cuando yo realizaba audiencias o debía de revisar documentación, firmar proveído o incorporar sentencias esa persona me colaboraba y el trabajo salía normalmente cumpliendo con las mismas cuotas de rendimiento que los jueces que no tenían discapacidad visual.



2.- Se tiene que los integrantes del Consejo de Jueces del I Circuito Judicial de San José,  con muy buena intensión y valorando que mi oficina se hubicaba en el sexto piso del edificio de Catedral. Expresaron su preocupación respecto a si se debiera hacer una evacuación del edificio, por un incendio, temblor o terremoto, ellos apreciaron que como persona ciega se me dificultaría más salir del edificio. Entonces valoraron una   opción de solución, he incluso así lo acordó el Consejo de Jueces, que lo mejor era que se me ubicara en la primera planta del edificio y que una de las Salas de Juicio me permitiera tener la oficina y allí mismo efectuara las respectivas audiencias. Desde ese mismo momento es que se han dado acuerdos que me han perjudicado en mi estabilidad en el puesto, así como en el acceso a los expedientes, apoyo humano y rendimiento. 



3.- La Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N°360-CACMFJ-JEF-2017, del 8 de noviembre de 2017, indica lo siguiente:



“En cumplimiento con lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión Nº94-17 celebrada el 12 de octubre del 2017, artículo XCVI, se han realizado las siguientes coordinaciones: De manera conjunta con la Administración del I Circuito Judicial de San José, se valoró la posibilidad de trasladar al licenciado Olman Ugalde al Juzgado de Seguridad Social, incorporándose al fallo de expedientes del plan de descongestionamiento en materia laboral. Se solicitó a la oficina de Salud Ocupacional, realizar una inspección previa al traslado del licenciado Ugalde, para asegurar que el espacio físico asignado cuente con las condiciones adecuadas para que pueda llevar a cabo sus labores.”… En el mismo oficio se establece …”se determinó “Una vez aprobado el traslado del licenciado Ugalde, el Área de Gestión y Apoyo le dará asistencia por medio de una plaza de Técnico Judicial, cuando así se requiera.”.



4.- En razón al acuerdo del Consejo Superior de sesión Nº 104-17 de  16 de noviembre de 2017, Artículo LXXXIX, que dispuso trasladarme al Juzgado de Seguridad Social. Dicho acuerdo generó dudas de quién debía administrar la plaza en donde estaba nombrado. Por dicha razón la directora del Centro de Apoyo efectuo consulta al Consejo respecto a este tópico. Y el Consejo Superior en sesión celebrada el 3 de abril 2018, dispuso: “1.) Comunicar al licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, que es el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional quien debe asumir la administración de la plaza N° 372096 y que incluso tiene la potestad de ubicarla adonde se considere necesario para la adecuada prestación del servicio y de acuerdo a las necesidades institucionales. A estos efectos deberán considerar lo manifestado por el doctor Olman Ugalde González, en relación con las condiciones laborales de accesibilidad que requiere.”. Contra esa decisión, interpuse reconsideración. La cual ese Consejo Superior rechazó en sesión N° 33-2018 celebrada el 24 de abril de 2018, pero dispuso:



“por lo que la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”. En escritos fechados 16 y 17 de mayo del dos mil dieciocho, solicité se reconsiderara el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N° 33-18 del 24 de abril del 2018, artículo VIII. Esa gestión me fue rechazada en sesión N° 49-18 de 31 de mayo de 2018, Artículo V, en la que se dispuso: “1) Rechazar la solicitud del Doctor Ugalde González de retornarlo al Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, distrito Catedral en razón del riesgo que implica ubicarlo en ese edificio para con su seguridad. 2) Mantener incólume el acuerdo tomado en la sesión N° 33-18 del 24 de abril del 2018.”…



5.- Conforme a lo acordado por el Consejo Superior, labore de forma muy conveniente y satisfactoria para el Juzgado de Seguridad Social de la segunda semana de enero 2018 al 22 de junio 2018, lapso en el que dicte 156 sentencias las cuales incluso superaron la cuota establecida.



6.- El 22 de junio 2018 el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, comunicó, al Juzgado de Seguridad Social, que ya este servidor no seguiría laborando más para ese Juzgado y más bien solicitaron por un mes el préstamo de la oficina que ocupo en ese Juzgado hasta hoy y mientras se realizaba mi traslado a otro lugar.



Cabe destacar que durante el tiempo que labore para el Juzgado de Seguridad Social, dispuse del apoyo humano de uno de los técnicos de ese Juzgado el cual me colaboraba por dos horas treinta minutos por semana. Adicionalmente si tenía alguna duda puntual con alguno de los expedientes, cordinaba a lo interno y uno de los técnicos del despacho me colaboraban de inmediato. Además, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, me brindaba apoyo con uno de sus técnicos dos horas treinta minutos por semana para incorporar las sentencias.



7.- Con la decisión del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de trasladarme a resolver asuntos de los Juzgados del I Circuito Judicial de San José y del II Circuito Judicial de San José. Se me han provocado una serie de dificultades, tales como que ya no cuento con la colaboración humana de los técnicos del Juzgado de Seguridad Social. Solamente cuento con el apoyo del técnico del Centro de Apoyo y que es de únicamente dos horas treinta minutos semanales. Tiempo que únicamente alcanza para incorporar las resoluciones, amen de ello si durante el día tengo dudas con los expedientes no tengo a quién acudir. Aunado a ello, los expedientes que se me están asignando cuentan con grandes problemas de accesibilidad, ya que muchos de ellos son muy viejos y por ende al pertenecer a expedientes de mora judicial, al escanearse quedan muy mal y muy difícil de reconocer por los software que utilizamos las personas con discapacidad visual. Con la agravante de no contar con apoyo humano para la lectura cuando los software especiales no lo pueden hacer. 



8.- El siete de noviembre 2018 fui recibido en audiencia por la Comisión de Acceso a la Justicia. En donde se trató de mi caso y en donde se determinó por parte de la Comisión que ellos no pueden emitir criterio en el caso en particular. Pero la señora Magistrada Carmen María Escoto Fernández, señaló: que en el acuerdo N° 33-2018 celebrada el 24 de abril de 2018, y referenciado al inicio de este escrito, se dispuso como una acción afirmativa, que el Centro para trasladar la plaza a otro Despacho y dedicarla a otras labores diferentes a las que desarrollaba en el Juzgado de Seguridad Social, debía primeramente contar con la Autorización del Consejo Superior y que los expedientes fueran accesibles. Señala que no conoce que en el Consejo se haya recibido solicitud de parte del Centro de Apoyo para efectuar el cambio ni que se hubiese aprobado. Resalto que el acuerdo al cual hace referencia la señora magistrada es el 33-18 en donde se dispuso: “por lo que la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”.



Acorde a lo indicado aprecio conveniente se aclare el supra citado acuerdo, ya que valoro que el Centro de Apoyo entiende que no necesita la autorización del Consejo para mover la plaza y disponer a que despacho se brinda la colaboración.



9.- Debo de reiterar, que con los expedientes que me corresponde laborar en este momento, conllevan grandes problemas de accesibilidad y no es culpa propiamente del Centro si no que al ser expedientes de mora judicial y muchos muy viejos evidencian los problemas que enuncio. Y por esa razón es que en todo momento he manifestado que el lugar menos adecuado para ubicar una plaza de una persona ciega lo sea el Centro de Apoyo.



10.- En cambio en el Juzgado de Seguridad Social, en donde se trasladó inicialmente la plaza, se tenían muchas mejores condiciones de trabajo para un Juez persona Ciega, ya que prácticamente todos los expedientes son digitales y ello es lo que es una fortaleza para una persona Ciega. Por ese motivo al sacarme de este Juzgado se me perjudica grandemente y se complica en demacía mi labor.



11.- Es importante hacer notar, que el Juzgado de Seguridad Social más bien en este momento está requiriendo al Centro propiamente de mi apoyo. Con esos fines esta semana el Juez Cordinador del Juzgado de Seguridad Social, remitió al Centro de Apoyo el correo que señala:



“Sirva la presente para saludarlas y a la vez someterles a consideración la posiblidad de que el Dr. Olman Ugalde González pueda brindar colaboración en el fallo de este despacho, tal y como lo hizo con mucho éxito los primeros meses de este año, aprovechando la circunstancia de que don Olman labora en las instalaciones de este juzgado, lo que puede ser aprovechado dadas las ventajas de accesibilidad con que contamos. Al respecto cabe indicar que con el plan de decongestionamiento llevado a cabo gracias a la colaboración del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, al inicio de dicho plan se contaba con un total de 767 expedientes pendientes de sentencia distribuidos entre los siete jueces titulares del despacho. Al terminar el plan y según informe remitido por la Técnica Judicial Encargada del Sistema, al 31 de mayo del año en curso, se logró reducir el circulante para fallar a 518 expedientes. Considerando que para tal efecto este año han ingresado una cantidad considerable superior de asuntos respecto a años anteriores. Al finalizar el mes de octubre, según informe recibido, el circulante ha disminuido a 380 expedientes pendientes para fallo, ello debido al esfuerzo que hemos realizado los 7 jueces de este despacho en procura de bajar ese circulante, sin embargo hemos experimentado que gracias a la reforma procesal laboral, los expedientes quedan listos para ser fallados más rápido y han aumentado la cantidad de asuntos entrados. Por tal motivo considero que la colabaración que nos pueda brindar don Olman sería muy valiosa a fin de continuar la baja de ese circulante, reducir los tiempos de respuesta y brindar un servicio de calidad.”.



Como puede observarse, estoy con problemas de accesibilidad de expedientes debido a lo que siempre implica trabajar con expedientes de mora judicial. El Juzgado que, en el País, tiene las mejores condiciones de accesibilidad para que pueda trabajar un Juez persona Ciega, tiene la necesidad de contar con el Apoyo de un Juez, para bajar su circulante y requiere que este servidor pueda colaborar con el Despacho.



Conforme a todo lo expuesto, primeramente deseo solicitarles, una audiencia para explicarles personalmente con mayores detalles toda mi situación laboral y el por que de las dificultades.



En segundo término, se sirvan aclarar el acuerdo 33-18 que dispone: “por lo que la plaza N° 372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.”.



Es importante se aclare a que se refiere con la frase “de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social”. Además, si el no mover la plaza del Juzgado de Seguridad implica únicamente el lugar físico o también tiene relación con disponer dedicar la atensión a otros despachos, pese a las enormes dificultades de accesibilidad que pueden y me conllevan los expedientes de mora judicial provenientes de otros Juzgados.



Tercero respetuosamente requiero a ese Consejo Superior, ordenar un estudio que determine si mi plaza pudiera ser necesaria en el Juzgado de Seguridad Social y de ser así por interés institucional y como una acción positiva a mi favor trasladarla de forma definitiva a este Juzgado. Ello cumpliría con varios objetivos, las disposiciones de la normativa que tutela los Derechos de las personas con discapacidad ya que estaría ubicado en el lugar más idóneo donde se favorecerían tanto los usuarios, el Poder Judicial como patrono y este servidor como Juez y si finalmente ello no lo aprueban replantearse la posibilidad de retornarme al Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José, distrito Catedrál en donde se dio mi nombramiento en propiedad y les reflecciono favor se valore que en todo momento a mi no se me a tomado en consideración mi criterio para disponer que hacer con la plaza en la que fui nombrado en propiedad. 



(…)”



- 0 -



En sesión N° 33-18 celebrada el 24 de abril de 2018, artículo VIII, se tomó nota de los principales aspectos expuestos en el oficio, del 12 de abril del 2018, suscrito por el doctor Olman Gerardo Ugalde González, Juez del Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José. Así mismo, se comunicó a don Olman que, por motivos de interés institucional, no es posible acceder a lo que solicita, en cuanto, a que se le ubique, permanentemente, en el Juzgado de Seguridad Social del Primer Circuito Judicial de San José, debido a que los recursos adscritos al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional deben asignarse a los despachos donde, técnicamente se determine una necesidad, por lo que la plaza N°372096, que ocupa, seguirá estando a disposición del Centro  y de momento, se mantendrá ubicada en el Juzgado de Seguridad Social, con la indicación de que si el Centro de Apoyo necesita trasladarlo a algún despacho diferente en razón de la situación especial que presenta el licenciado Ugalde González deberá contar con la autorización de este Consejo y la dotación de las ayudas técnicas y facilidades que resulten necesarias conforme la normativa aplicable en materia de discapacidad.



Posteriormente, en sesión N° 49-18 celebrada el 31 de mayo de 2018, artículo V, se rechazó la solicitud del Doctor Ugalde González de retornarlo al Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, distrito Catedral en razón del riesgo que implica ubicarlo en ese edificio para con su seguridad, por lo que se mantuvo incólume el acuerdo tomado en la sesión N° 33-18 del 24 de abril del 2018, artículo VIII. 



Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión del doctor Olman Gerardo Ugalde González al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que en el plazo de cinco días contados a partir del día siguiente de la comunicación de este acuerdo se refiera a la manifestado por el doctor Ugalde González. Se declara este acuerdo firme. 
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(Fuente: Sistema Nexus Poder Judicial)











act-1-0003-348-20







Acta de Corte Plena Nº 011 - 2007 
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Fecha: 23 de Abril del 2007



ARTÍCULO XX



La Magistrada León, en su carácter de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en oficio de 28 de marzo del presente año, informa:



“(…) con ocasión del informe sobre las escaleras de emergencia de este edificio, que el Ingeniero Tobías Mena y la Licenciada Bárbara Polini, ambos integrantes de la Comisión, han tenido una serie de reuniones técnicas con ingenieros y arquitectos del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, el Departamento de Ingeniería de Bomberos y dos arquitectas especialistas en el tema que participaron en la consultoría sobre los lineamientos de diseño de una propuesta de política de acceso a la justicia de personas con discapacidad.



En fecha próxima, se entregarán tres propuestas. Una, partiendo del rediseño de las actuales escaleras internas. Otra, construyendo dos internamente y la última, en los exteriores del Edificio.



No omito manifestar que en el seno de la Institución existían estudios serios sobre el particular, que han sido considerados para la presentación del informe final.



Una vez recibidas las propuestas y conocidas por la Comisión, se pasarán de inmediato a conocimiento de la Corte Plena, para lo pertinente.”



 



Se dispuso: Tomar nota de la comunicación anterior. Se declara acuerdo firme.




 act-1-0003-383-23







Acta de Corte Plena Nº 022 - 2007 








      



Fecha: 16 de Julio del 2007



ARTÍCULO XXIII



ENTRAN EL INGENIERO TOBÍAS MENA AGUILAR Y EL SEÑOR ESTEBAN RAMOS, POR SU ORDEN, JEFE DEL DEPARTAMENTO DE SERVICIOS GENERALES  E INGENIERO DEL CUERPO DE BOMBEROS.



En sesión Nº 11-07 del 23 de abril último, artículo XX se tomó el siguiente acuerdo:



“La Magistrada León, en su carácter de Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad, en oficio de 28 de marzo del presente año, informa:



[bookmark: marca1]“ …con ocasión del informe sobre las escaleras de emergencia de este edificio, que el Ingeniero Tobías Mena y la Licenciada Bárbara Polini, ambos integrantes de la Comisión, han tenido una serie de reuniones técnicas con ingenieros y arquitectos del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, el Departamento de Ingeniería de Bomberos y dos arquitectas especialistas en el tema que participaron en la consultoría sobre los lineamientos de diseño de una propuesta de política de acceso a la justicia de personas con discapacidad.



En fecha próxima, se entregarán tres propuestas. Una, partiendo del rediseño de las actuales escaleras internas. Otra, construyendo dos internamente y la última, en los exteriores del Edificio.



No omito manifestar que en el seno de la Institución existían estudios serios sobre el particular, que han sido considerados para la presentación del informe final.



Una vez recibidas las propuestas y conocidas por la Comisión, se pasarán de inmediato a conocimiento de la Corte Plena, para lo pertinente."



Se dispuso: Tomar nota de la comunicación anterior. Se declara acuerdo firme.”



 



Con oficio de 4 de julio en curso, la Magistrada León, remite el informe con las recomendaciones generales, para dotar de escaleras de emergencia al Edificio de la Corte Suprema de Justicia, suscrito por las Arquitectas María de los Ángeles Barahona, Shirley Campos, la diplomada Bárbara Polini, servidora de la Oficina de Salud Ocupacional del Poder Judicial; el Ingeniero Esteban Ramos G., del Departamento de Ingeniería de Bomberos del Instituto Nacional de Seguros; el Arquitecto Mario Víquez, del Consejo Nacional de Rehabilitación; el Ingeniero Tobías Mena Aguilar, Jefe del Departamento de Servicios Generales y el Arquitecto Morio Matsumoto.



            El citado informe dice:



“I. Descripción General del edificio (*)



 



El edificio se ubica entre avenidas 6 y 8, calles 19 y 21 en el centro de San José. Consta de tres estructuras de forma aproximadamente rectangular, que se unen mediante juntas de construcción. Las zonas norte y sur tienen dos niveles (sótano y planta baja) y la zona central consiste en una torre de 11 niveles que incluye un sótano, planta principal, pisos 2 al 9 y nivel de terraza y casa de máquinas.



 



La estructura de la zona norte cubre un área de 2370 m2 en sótano y de 460 m2 en planta baja.



 



(*) Tomado del estudio “Diagnóstico del estado actual del Edificio de la Corte Suprema de Justicia”, Elaborado por la Empresa Heriel S.A.



 



I.                     Componentes actuales del edificio para el proceso de evacuación.



 



Actualmente el edificio de la Corte, posee dos escaleras de uso normal,  ambas ubicadas en el centro del edificio, como se puede observar en la Fig. No1.
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Fig No1.



 



El círculo muestra la ubicación de las escaleras existentes, ambas están aproximadamente en el centro del edificio.



 



Los accesos críticos a las escaleras están separados por una distancia de 3m.



 



Por lo que desde el punto de vista de protección contra incendios, ambas salidas están ubicadas en la misma zona de fuego.



 



Estas escaleras tienen una capacidad de evacuación máxima de aproximadamente 90 personas por piso.



Ambas descargan en la planta baja del edificio y se requiere realizar un recorrido de 18 m para salir al Oeste sobre calle 19 y de 16 m para salir al sector este sobre calle 21.



 



En la actualidad no cumplen los requerimientos mínimos de seguridad, para formar parte de una ruta de evacuación. 



 



II.                  ¿Qué es una escalera de Emergencia?



 



Una escalera de incendio es un componente de un medio de egreso, el cual por sus características constructivas, ofrece un nivel de seguridad razonable a las personas que necesitan evacuar un edificio utilizando una ruta vertical. 



Una escalera de emergencia puede ser interna o externa, en ambos casos,  deben estar diseñadas para que las personas se trasladen desde un punto inicial, hasta el nivel de vía pública, sin:



a)       Abandonar la caja de escaleras en ningún momento



b)       Salir del edificio en algún punto, para ingresar en otra escalera.



c)       Recorrer niveles abiertos como terrazas, patios de máquinas, para alcanzar el nivel de acera.



 



Adicionalmente una escalera de incendio debe ser accesible a las personas con discapacidad física.



 



IV.                Opciones para dotar de una Escalera de Emergencia al Edificio de la Corte.



 



   Opción No1



 



Acondicionar las escaleras internas existentes 



 



Se ha analizado ambas escaleras internas, estas cuentan con cajas construidas con materiales resistentes al fuego de aproximadamente, 2 horas. Las mismas pueden ser acondicionadas de tal  forma que junto con modificaciones en la distribución arquitectónica del edificio y sistemas complementarios de protección contra incendio se puede utilizar para efectos de evacuación en caso de emergencia.



 



   4.1.1 Recomendaciones escaleras existentes.



 



                        4.1.1.1 Compartimentación



                        



Con el objetivo de evitar que  las altas temperaturas y el humo producto de un incendio afecte el tránsito por las escaleras, debe aislarse  la zona de tránsito vertical (ascensores-escaleras) ubicada entre los ejes H-J y 5-8, la resistencia al fuego de este cerramiento no deberá ser inferior a 2 horas, con puertas cortafuego con resistencia de 1.5 horas. Ver figura No2
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Fig. No2. El contorno  con líneas discontinuas muestra el área que debe ser compartimentada desde nivel inferior, hasta el último piso.



 



4.1.1.2                  Accesos 



 



Para dotar a los ocupantes de un edificio de dos alternativas reales de salida, las puertas de acceso deben estar lo suficiente separadas una de otra, cumpliendo con una regla práctica de la NFPA 101, la cual indica que la separación entre salidas debe ser por lo menos la mitad de la diagonal de la superficie mayor servida del edificio.



 



Para cumplir con este requerimiento se deben efectuar cambios arquitectónicos, creando nuevos pasillos a partir del cuarto piso (ver Fig. No3). Los pisos dos y tres no tienen mayores problemas debido a que los accesos a las escaleras se encuentran ubicados en forma opuesta.



 



4.1.1.3                  Descarga



 



Uno de los requisitos es que la escalera descargue en la vía pública, no obstante las escaleras actuales descargan  en planta baja, por lo que para cumplir con este requerimiento, debe proteger el pasillo entre los ejes I-O y 6-7, pasillo que descarga  en calle 21.



 



              Todo el recorrido debe estar protegidos con materiales resistentes al fuego de 2 horas y puertas resistentes 1.5 horas. (Ver figura No3)



 



[image: ]



Fig. No3.  El color amarillo muestra el pasillo que debe ser protegido en su totalidad (paredes y puertas) para conducir a las personas al exterior del edificio calle 21.



 



4.1.1.4                  Obstáculos y elementos que no pertenecen a la escalera- este.



 



Todos los equipos existentes dentro del ducto de escaleras deben ser reubicados, con el objetivo de eliminar la posibilidad de que sean estos equipos los responsables de causar un conato de incendio que inhabilite la escalera.



 



4.1.1.5                  Accesibilidad para personas con Discapacidad



 



Partiendo de que el edificio es existente, el área de tránsito vertical indicada en  4.1.1.1, puede servir como refugio temporal, siempre y cuando se logre el nivel de compartimentación solicitado y se provea al edificio de un sistema de rociadores automáticos contra incendio.



 



De ser considerada esta posibilidad deben cumplirse los demás requisitos solicitados por la NFPA 101.



 



4.1.1.6                  Control de humo



 



Ambas escaleras así como el área de tránsito vertical deberán estar dotadas de un sistema de presurización que impida el ingreso de humo al sector. 



 



                   Opción No2



                    



Construir dos escaleras de emergencia internas 



 



4.2.1 Recomendaciones construcción de nuevas escaleras.



 



 4.2.1.1 Ubicación



 



Deberá construirse dos escaleras internas ubicadas en puntos opuestos, sectores este y oeste, cuyos accesos deben estar separados a una distancia no inferior de la mitad de la diagonal, del área mayor servida del edificio.  



 



 4.2.1.2  Compartimentación



                     



Las cajas de la escaleras pueden ser construidas con materiales livianos certificados, con una resistencia al fuego de 2 horas y  puertas cortafuego de 1.5 horas



 



4.2.1.3                    Descarga



 



Las descargas de las escaleras deberán realizarse a nivel de calle, sobre vía pública. 



 



4.2.1.4                  Accesibilidad para personas con Discapacidad



 



Por tratarse de una nueva construcción pueden tomarse todas las previsiones para generar un área de refugio dentro de las mismas escaleras, para personas con discapacidad. 



 



4.2.1.5                  Control de humo



 



Ambas escaleras deberá estar provistas de un sistema de presurización, de acuerdo a NFPA 101.



 



Opción No3



Construir  dos escaleras de emergencia externas  



 



Esta es una de las alternativas más comunes para dotar a los edificios existentes de rutas de evacuación, sin embargo normalmente afectan el diseño y el concepto arquitectónico original.



 



4.3.1 Recomendaciones construcción de nuevas escaleras.



 



 4.3.1.1 Ubicación



 



Deberá construirse dos escaleras externas ubicadas en puntos opuestos, sectores este y oeste, cuyos accesos deben estar separados a una distancia no inferior de la mitad de la diagonal, del área mayor servida del edificio.     



 



 4.3.1.2  Compartimentación



                     



Se requiere que las escaleras estén fabricadas de material incombustible.



 



La caja de la escalera deberá estar separada de cualquier abertura o cristal ordinario, al menos tres metros, con el objetivo de que las personas que están transitando no se vean afectadas por la radiación.



 



Se requieren de la instalación de puertas cortafuego para 1.5 horas en todos los niveles.



 



4.3.1.3  Descarga



 



Las descargas de las escaleras deberán realizarse a nivel de calle, sobre vía pública. 



 



4.3.1.4                  Accesibilidad para personas con Discapacidad



 



Por tratarse de una nueva construcción  pueden tomarse todas las previsiones para generar un área de refugio dentro de las mismas escaleras, para personas con discapacidad. 



 



4.3.1.5                  Previsiones



 



En este tipo de escaleras deben tomarse las previsiones, para que personas con problemas de vértigo, o con pre- disposición a los ataques de histeria no entren en pánico y obstaculicen el proceso de evacuación.



 



4.3.1.6                  Control de humo



 



No es requerido



 



V.    Sistemas complementarios a la Escalera de Emergencia.



 



Una escalera de emergencia por si sola no es garantía, de que las personas puedan llevar a cabo un proceso de evacuación exitoso, motivo por el cual es necesario dotar al edificio de los siguientes elementos:



 



5.1 Brigada de Emergencia



 



El edificio debe contar con una brigada de emergencia debidamente capacitada, la asignación de un sistema de comunicación mediante radios portátiles es de vital importancia.



 



La brigada de emergencia deberá contar con al menos dos miembros en cada piso.



 



5.2 Iluminación de emergencia 



 



Todas las rutas de evacuación deben estar provistas de lámpara de iluminación de emergencia con una autonomía de 90 minutos.



 



5.3 Señalización 



 



Todas las rutas de evacuación deberán estar señalizadas de acuerdo a la norma INTE 21-02-02-96



 



      5.4 El edificio no cuenta con un sistema fijo de protección contra incendio, por lo que deberá instalarse un sistema basado en rociadores automáticos de acuerdo a la norma NFPA 13 



 



     5.5 El edificio no cuenta con un sistema de alarma de incendio,  por lo que deberán instalarse un sistema de acuerdo a la NFPA 72. Debe considerarse que si se instala un sistema de rociadores automáticos se puede prescindir de los detectores de humo.



 



VI.    Conclusión



 



Por ser el edificio de la Corte un “edificio alto” es necesario la construcción de la escalera de emergencia, la cual puede obedecer a cualquiera de las opciones planteadas en el punto 4 de este informe.



 



Debe realizarse un estudio costo beneficio, dado que las tres alternativas tienen ventajas y desventajas, en cuanto a pérdida de espacio interior del edificio o deformación del concepto arquitectónico original en el caso de las escaleras externas.”



 



- 0 -



 



La Magistrada León expresa: “En realidad es un tema que se remonta a muchos meses atrás que tiene que ver con las escaleras de emergencia de esta edificio y que en algún momento yo comenté aquí que en la Comisión de Accesibilidad se había pedido colaboración al Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, como ente rector, para que nos colaborara sobre el tema de unas escaleras que fueran accesibles en una situación de emergencia para personas con dificultad o discapacidad motora. Esto culmina con una Comisión donde participan don Esteban Ramos, que es el Ingeniero del Cuerpo de Bomberos, el Consejo Nacional de Rehabilitación, a través del arquitecto Mario Víquez y de dos arquitectas especialistas en el tema, doña María de los Ángeles Barahona, de la Defensoría de los Habitantes y de la arquitecta Shirley Campos; por parte de la Institución en el grupo de trabajo estuvieron don Tobías Mena y Bárbara Polini de Salud Ocupacional.  Después de muchas reuniones que yo quisiera destacar y del esfuerzo y profesionalismo de toda esta gente vinculada al tema, especialistas y profesionales en la materia, donde además participó el arquitecto Morio Matsumoto, de JICA, que es un convenio que tiene el Consejo Nacional de Rehabilitación. Y entonces después de un gran esfuerzo y de abordar los planos existentes y de hacer visitas de campo y todo lo demás, ellos nos ofrecen tres alternativas, que de alguna forma habíamos acordado que iba a conocer esta Corte, y que también el Magistrado Vargas había hecho ver la importancia de que aquí pudiéramos tomar un decisión que orientara, aunque fuera en diferentes momentos presupuestarios, porque entendemos que el tema es costoso, una definición que pudiera orientar la toma de decisiones a futuro. Entonces dentro del grupo se estimó que el ingeniero Esteban Ramos, del Departamento de Ingeniería de Bomberos del Instituto Nacional de Seguros, hiciera a esta Corte una presentación con las tres opciones que en definitiva se plantean, junto con acciones complementarias, que igual, serían para cualquiera de las opciones y que de paso, deberíamos de ir implementando independientemente del manejo de las escaleras. Entonces, no sin antes agradecer y pedir que la Corte en igual sentido lo haga con todos los participantes, don Esteban está aquí, con apoyo del resto de la gente para hacer la presentación.”



Se concede el uso de la palabra al Ingeniero Esteban Ramos, quien expresa: “Gustosos atendimos el llamado de la Comisión de Accesibilidad, presidida por la señora Magistrada Anabelle León, para girar unas recomendaciones relacionadas con las escaleras de emergencia del edificio de la Corte. Básicamente, ésta es una Comisión que está conformada por diferentes profesionales de instituciones como el Consejo Nacional de Rehabilitación, del Proyecto JICA, de dos arquitectas consultoras externas y personal de Poder Judicial. Básicamente las recomendaciones se giran con fundamento en dos informes, un informe contratado por la Corte y elaborado por la empresa ERIEL, la cual recomienda la construcción de dos escaleras de emergencia internas para el edificio de la Corte y también de un informe de una evaluación de riesgos elaborado por el Cuerpo de Bomberos de Costa Rica.  



¿Cuáles son los elementos actuales que tenemos en el edificio de la Corte para realizar un proceso de evacuación?, tenemos dos escaleras internas convencionales, ubicadas al centro del edificio, esas escaleras tienen una capacidad para evacuar en promedio noventa personas por nivel. El problema no es la capacidad de evacuación, el problema que presentan en este momento es la ubicación, con respecto al resto del edificio. Tenemos ese núcleo ubicado al centro y entonces eventualmente esto podría representar un problema para las personas que tengan que trasladarse desde los extremos del edificio hasta el núcleo de escaleras. Y ¿qué es una escalera de emergencia?, básicamente, una escalera de emergencia es un elemento que provee un nivel de seguridad razonable para las personas que requieren trasladarse en forma vertical para realizar una evacuación de un edificio alto. Tenemos dos tipos, hay escaleras internas y escaleras externas al edificio. En este caso, este es un ejemplo que les quería presentar este es el edificio del instituto nacional de seguros; este edificio no contaba con escaleras de emergencia hasta hace unos cuatro o cinco años, y ustedes pueden observar el núcleo derecho, esa zona que se ve con mármol en el edificio, ese núcleo es el que corresponde a las nuevas escaleras de emergencia que fueron adosadas al edificio. Estas son algunas vistas internas, esto es dentro del edificio, hay una puerta corta fuego. Es una escalera de 1,8 metros de ancho y descarga directamente a vía pública, que es algunos de los requisitos que se requieren para las escaleras de emergencia. Al ser esta una escalera interna, requiere de algunos aditamentos, uno de ellos, si vemos esta fotografía, esto es en la azotea donde está un cuarto de máquinas donde hay un gran inyector de aire. Este inyector manda aires dentro del ducto, que sale por estas rejillas y básicamente lo que se busca es tener una presión de aire un poquito por encima de la presión de aire ambiente, para que si existe humo, este humo no vaya a ingresar al ducto de escaleras y ese tránsito de personas se lleve lo más seguro posible hasta descargarlas en vía pública. También tenemos las escaleras de emergencia externas. Esta fotografía son escaleras de emergencia externas que nacieron con el diseño del edificio, y esta fotografía de la antigua Contraloría, es un núcleo de escaleras que fueron adosadas posterior a la construcción del edificio. 



¿Qué cuidados tenemos que tener con las escaleras externas?, a la hora de ubicarlas tienen que estar ubicadas en una fachada sólida, que igual le brinde seguridad a las personas que van transitando por esas escaleras, para evitar que un posible incendio vaya a envolver las escaleras y las vaya a dejar inhabilitadas, pero existe la posibilidad en este edificio también de construir escaleras externas.



Se llegó, como conclusión, a tres opciones, una, es acondicionar las escaleras internas existentes con algunos cambios, construir dos nuevas escaleras internas de emergencia, o bien construir dos escaleras externas.   Para acondicionar las escaleras internas, básicamente hay que modificar lo que es la distribución arquitectónica del edificio, a partir del piso número cuatro, ¿y esto por qué?, actualmente veíamos en uno de los primeros cuadros que las dos escaleras están ubicadas al centro del edificio y al estar ubicadas al centro del edificio, prácticamente el acceso a esas escaleras están en la misma zona de riesgo; entonces, esta modificación del piso cuatro al nueve lo que buscaría es separar los accesos de una de las escaleras, con respecto a la escalera que se seleccione a ser modificada como escaleras de emergencia y eso lo vamos a observar más adelante. Tenemos que compartimentar el núcleo de escaleras, prácticamente esto es encerrar las dos escaleras existentes, desde el nivel de sótano a piso nueve, para que ese núcleo incluidos los ascensores no vayan a ser afectados ni por humo ni por calor en caso de fuego. Y acá está la modificación que les comentaba de la planta de distribución a partir del piso cuatro, o sea, en caso de que se tome la decisión de utilizar las escaleras internas modificarlas para constituirlas en escaleras de emergencia, tendríamos que hacer cambios de este tipo y tendríamos que construir unos pasillos para cambiar el acceso a la escalera sur. O sea, aquí tendríamos un acceso a la escalera norte convencional, y por acá, a partir de estos pasillos tendríamos acceso a la escalera sur. Esta modificación, básicamente lo que nos permite es, en caso de que esta zona se vea afectada por fuego pues poder utilizar cualquiera de estos dos elementos para que las personas ingresen en forma segura hasta las escaleras. También tendríamos que hacer unos cambios a nivel de planta baja donde descargan las escaleras y estos consistirían en crear un pasillo protegido hacia calle 21.  Ahí tendríamos que todas las puertas sobre este pasillo tendríamos que sustituirlas por puertas corta fuego, precisamente porque estamos descargando dentro del edificio y necesitamos llevar a esas personas en forma segura hasta el exterior del edificio.  Eso lo realizaríamos protegiendo ese pasillo desde la descarga de las escaleras hasta calle 21.  



La opción dos es construir, como les comentaba, dos escaleras internas totalmente nuevas. Esto conlleva utilizar aproximadamente unos 50 metros cuadrados  de área por piso, para ubicar esas dos escaleras.



Por último construir las escaleras externas que teniendo los cuidados del caso se pueden realizar, simplemente aquí nos ahorramos un problema a nivel de distribución interna, no hay que hacer tantas modificaciones; pero sí la modificación sería total, en cuanto al diseño original del edificio, ¿por qué?, lo que es la fachada norte del edificio eventualmente sufriría cambios importantes, porque hay que adosarle dos nuevas estructuras, como las que observamos en este cuadro.



 Entonces tenemos tres opciones: Modificar las escaleras internas. Construir dos escaleras nuevas internas, para que ustedes tengan un parámetro, las escaleras del INS se construyeron dos, tuvieron un costo aproximado de los doscientos cincuenta millones de colones o construir las escaleras externas. Cualquiera de las opciones que se seleccione tiene que ir acompañada de algunas medidas complementarias. Uno de ellos es conformar una brigada de incendio, reforzar el sistema de iluminación de emergencia del edificio, reforzar la señalización del edificio, instalar un sistema de alarma ya que actualmente no hay un sistema de alarma contra incendió, e instalar para la parte de supresión un sistema de rociadores automáticos.  El edificio actualmente no tiene sistema de protección contra incendios. Esto sería medidas complementarias a la construcción de las escaleras de emergencia.”



            MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL INGENIERO ESTEBAN RAMOS, SALIERON LA MAGISTRADA VILLANUEVA Y EL MAGISTRADO JINESTA.



La Magistrada León manifiesta: “Muchas Gracias don Esteban. Yo exponía a los compañeros el trabajo que ustedes habían llevado a cabo, las muchas horas que habían dedicado, y no sólo en el manejo de los planos con el apoyo que recibimos de don Tobías, sino también en lo que había sido la labor de campo. A mí me interesaría talvez que fuera posible destacar que el enfoque que se hace en función de incendios es porque es básicamente el evento que con un mayor grado de riesgo podríamos afrontar y que en caso de un terremoto ninguna escalera nos podría garantizar una evacuación de emergencia. Yo creo que sería también importante que usted pudiera señalar lo que vimos como medidas alternas que se han desarrollado en la Institución, que son las ventanas en los puntos externos de cada piso, que se abren y por qué no serían funcionales, y también cómo estas escaleras podrían garantizar con los espacios de espera la evacuación de personas con discapacidad, que es un poco también el origen de esto; y el resultado de las escaleras que también vimos en las orillas, que ustedes llaman “de marinero”, las que son casi verticales, ¿qué efectos tendrían?”



El Ingeniero Ramos dice: “Básicamente estuvimos analizando cuáles eran las medidas que tenía el edificio desde el punto de vista de evacuación, a partir de la variable incendio, y si se habían tomado algunas medidas como abrir algunas ventanas en algunas de las fachadas del edificio, pero en realidad esas no nos ofrecen garantía para las personas. El edificio como tal tiene que ser capaz de defender a los usuarios, no podemos depender o esperar, por ejemplo, que los bomberos van a venir con una plataforma a sacarnos a todos del piso nueve o del piso ocho, ¿por qué?, porque es una máquina que aunque está en perfectas condiciones y nos esmeramos por eso, pero las máquinas fallan en el recorrido a atender una emergencia un camión de estos puede tener un accidente;  entonces no podemos depender de ese tipo de sistemas, el edificio tiene que defender a los usuarios por sí mismo. Una de las condiciones para que se catalogue como una vía de emergencia es que una vez que uno ingresa a esa vía ya está totalmente seguro, o sea, si yo ingreso a las escaleras de emergencia en el piso nueve, en el momento en que yo paso esa puerta que dice “puerta de emergencia o escalera de emergencia”; ya yo tengo que tener la garantía de que un posible incendio no me va a afectar, y esto desde que ingreso en el piso nueve hasta que llego a planta baja y llego hasta la vía pública. Entonces por eso es que estas medidas no son consideradas como parte de los elementos de evacuación del edificio. Posteriormente también, las tres alternativas, que están aquí planteadas, como bien lo indica la señora Magistrada Anabelle León, fue considerado los aspectos de accesibilidad para personas con discapacidad; ¿qué hacemos con las personas con discapacidad, una persona en una silla de ruedas, una persona con un problema de movilidad importante?, básicamente estas escaleras, los ductos, sean externos o internos tienen que garantizar que esa persona puede estar ahí por un período de tiempo determinado. Normalmente estamos hablando de dos horas. Entonces, ¿qué pasa con una persona en silla de ruedas?, pues la organización la traslada hasta el ducto de escaleras, que ese ducto a su vez es una zona de refugio temporal; entonces va a permanecer ahí hasta tanto se le pueda evacuar o llegue ayuda por ella. Entonces los elementos de accesibilidad para personas con discapacidad y poder cumplir de esta forma con la Ley 7600, también fueron consideradas en las tres alternativas.”



El Magistrado Vargas dice: “Este edificio creo que está sujeto a un reforzamiento a futuro. No es que esté -según dicen- en riesgo, sino que convendría actualizar su estructura al nuevo Código Sísmico; la construcción de esta alternativa de escaleras internas, estaría  tomando en cuenta eventualmente o tendría algo que ver con el reforzamiento o no afecta el reforzamiento, o el día que llegue a hacerse el reforzamiento de este edificio no habría ningún problema con esas nuevas escaleras.” 



Responde el ingeniero Ramos: “Las escaleras internas fueron consideradas dentro del informe de la empresa que realizó el estudio estructural del edificio.”



ENTRA LA MAGISTRADA VILLANUEVA



El Magistrado Solís consulta: “Me queda una duda. ¿Usted pudo ver unas escaleras que se hicieron en el noveno, octavo, sétimo piso, que le llaman “de marinero”?, que también fueron construidas con una finalidad de escape de emergencia ante un incendio. Pero, por lo que le he podido escuchar, en nada se relacionan desde el punto de vista técnico, con las escaleras que desde la perspectiva de su explicación tendría que tener este edificio.”



El ingeniero Ramos explica: “Es correcto.  Estas escaleras son una vía alterna más de salida, o sea, en algún momento alguien podría tomar la decisión de utilizarlas. Va a depender mucho de las condiciones en las que se esté desarrollando la emergencia, pero en realidad no cumplen con los requisitos que se requieren para ser escaleras de emergencia.”



El Magistrado Solís agrega: “O sea, técnicamente no son escaleras de emergencia.”



Aclara el ingeniero Ramos: “No señor. Hay elementos de pendiente, de cerramientos.”



Adiciona el Magistrado Solís: “Sí, yo he hecho aquí algunas manifestaciones con algo de ironía, en el sentido de que para usar esas escaleras se debe de tener una edad joven y en segundo lugar tener una gran capacidad de malabarismo, porque verdaderamente son difíciles para personas de cierta edad y determinada contextura poderlas utilizar.”



El Ingeniero Ramos indica: “En este momento la vía como tal se convierte en una vía alterna, sobre todo como comentaba, dependemos de un solo núcleo de escaleras que está en el centro del edificio, entonces, de verse involucrado ese núcleo  de escaleras por lo menos existe la posibilidad de salir por otro lado, pero no nos da la garantía de que al ingresar a esas escaleras vamos a salir con bien hasta vía pública.”



Menciona la Magistrada León: “A mí me parece importante también destacar algo, y es que al margen de las escaleras hay acciones puntuales que a nosotros nos ayudarían en muchísimo para ir avanzando y que desde luego que, por ejemplo, la señalización no podríamos hacerla si no sabemos dónde señalar escaleras de emergencia, para un poco ponerlo en el tema, pero aprovecharía para informar a la Corte que en un plan piloto se va a hacer una señalización con todos los estándares universales de lenguaje a través de logos, en el edificio de Guadalupe, porque es un edificio bastante más moderno y sobre la experiencia que ahí se desarrolle pues replicarlo. Vale indicar que el plan de señalización y evacuación, porque van de la mano, está presentado en el Ministerio de Salud, que es el ente rector que tendría que darle el visto bueno; Pero por ejemplo aquí hay cosas que nos causaron sorpresa y que yo creo que es importante que aquí se conozcan, es que por ejemplo el tanque de agua en caso de un incendio está en el mismo edificio, de manera que las mangueras que tenemos en los pisos eventualmente no funcionen porque lo primero que se va es la luz, entonces la bomba no funcionaría y no habría cómo amortiguar el fuego. Las alarmas no sólo no funcionan, sino que nos decía don Esteban que es importante que estén en un panel en el cuerpo de bomberos, en un lugar fuera del edificio, precisamente para garantizar que automáticamente se activan y dan la señal de aviso; y luego las lucecitas, que son como una especie de “ojos de gato”, porque en caso de que se vaya la luz, no hay forma de poder conducir a la gente; y quizás lo más importante, las brigadas de apoyo, que sería personal que de alguna forma tiene que ser preparado y tiene que ser capacitado para colaborar en una evacuación de este tipo. Entonces, yo creo que es urgente y es importante que esta Corte conozca las situaciones de riesgo que tenemos en este edificio y que probablemente se den en todos los demás. Que tendríamos que empezar por algo con urgencia, pero no parar hasta no tener la posibilidad de garantizar a usuarios y funcionarios una evacuación real y efectiva en una situación de emergencia.”



Señala el Presidente, Magistrado Mora: “Tendríamos por recibido el informe y le solicitaríamos a la Comisión, que continúe adelante con el estudio y nos haga una propuesta formal sobre qué es lo que se debe hacer para superar el problema de la falta de escaleras de emergencia en el  edificio que ocupamos.”



Agrega le Magistrada León: “La Comisión no tendría un criterio técnico. Don Tobías ha participado y tal vez nos pueda colaborar en el sentido de que en opinión de él y de los expertos lo viable sería la primera propuesta.”



Propone el Presidente, Magistrado Mora: “Pero, ¿que se lo plantee directamente a la Corte de una vez, y por qué no mejor a la Comisión?



La Magistrada León señala: “Porque en realidad es una cuestión casi de colones.”



Dice el Presidente, Magistrado Mora: “Si, tendríamos que ir buscando qué es lo que vamos a hacer y después buscar el financiamiento.”



Se dispuso: 1.- Agradecer al Ingeniero Esteban Ramos su presencia en esta Corte y las explicaciones que ha dado sobre el tema. 2.- Encargar a la Comisión de Accesibilidad que de acuerdo al informe elaborado, formule una propuesta formal acerca de cuál sería la opción más conveniente para dotar de escaleras de emergencia al edificio de la Corte Suprema de Justicia.
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Fecha: 09 de Marzo del 2009



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Magistrados



ARTÍCULO XXIV



         La Magistrada León, mediante nota de 23 de febrero último, hace de conocimiento el informe de labores de la Comisión de Accesibilidad y Subcomisiones de Poblaciones en Condiciones de Vulnerabilidad del 2008, que literalmente dice:



“Introducción general



  



Desde el  2007 se inició el trabajo de las distintas subcomisiones integradas con el propósito inicial de identificar, por un lado, las acciones que el Poder Judicial costarricense ha realizado para mejorar el acceso a la justicia e identificar  los obstáculos que en esta misma línea existen en la atención de: las mujeres víctimas de violencia sexual y de violencia doméstica, personas migrantes, adultas mayores, indígenas, con discapacidad, niñas, niños y adolescentes y personas privadas de libertad.



 



El Poder Judicial considera un deber ético y una necesidad urgente no solo  evidenciar las desigualdades en el acceso a la justicia que afectan  a los grupos mencionados, sino además, definir políticas y acciones concretas que contribuyan a la superación de los obstáculos  existentes. La aprobación de las "Reglas de Brasilia" en la XIV Cumbre de Presidentes de Corte de Iberoamérica, en el mes de marzo en Brasil y su ratificación por Corte Plena en la sesión extraordinaria # 17-2008, celebrada el 26 mayo del 2008, artículo II establecen el marco general de compromisos que asume el Poder Judicial para cerrar las brechas de acceso a la justicia y realizar todos los esfuerzos necesarios para que los servicios que presta reconozcan las necesidades particulares de las personas y defina los mecanismos y  procedimientos pertinentes para que los servicios que se les brinden sean oportunos, eficientes y eficaces.



 



El Poder judicial costarricense conocedor de la complejidad de las situaciones que afectan  a las poblaciones mencionadas comparte y asume las responsabilidades que como organización prestadora de un servicio social básico  para la vida democrática le corresponde en la lucha por la eliminación de las desigualdades y la exclusión  que sufren esos grupos en nuestro país.



 



Estuvieron presentes en dicha actividad: Xinia Mora Peraza de la Oficina de atención a la víctima del MP; Gustavo Silesky Jiménez de la CONAMAJ; Magda Pereira, magistrada de la Sala Tercera e integrante de la subcomisión de personas privadas de libertad; Carmenmaría Escoto Fernández, magistrada de la Sala I e integrante de lasubcomisión  de personas indígenas; Jeannette Arias, coordinadora de la Secretaría Técnica de Género; Frank Álvarez Hernández y Marta Iris Muñoz de la Defensa Pública; Zarela Villanueva Monge, magistrada de la Sala Segunda e integrante de la subcomisión de víctimas de violencia sexual y doméstica; Alejandra Monge integrante de la Comisión de personas con discapacidad; Julia Varela, magistrada de la sala segunda e integrante de la subcomisión de niñez y adolescencia; Mayra Campos Zúñiga integrante de la subcomisión de personas indígenas; Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial y Eugenia Salazar Fiscal Adjunta de delitos sexuales y violencia doméstica.



 



Este informe contiene las acciones que las subcomisiones de trabajo han realizado durante el 2008 y señala además, los obstáculos que se han presentado para avanzar en la búsqueda de soluciones a los problemas identificados durante el trabajo preliminar que se realizó previo a la aprobación de las Reglas. A continuación se transcriben los informes presentados por las distintas subcomisiones el 25 de noviembre  durante la última sesión de seguimiento realizada en el 2008.



 



I.-  Comisión de Accesibilidad. Personas con discapacidad



 



Principales acciones desarrolladas en materia de discapacidad y accesibilidad



 



·        Año 2006, una investigación acción con perspectiva de género para visualizar y eliminar las debilidades en las que pudiera estar incurriendo el Poder Judicial en el cumplimiento del ordenamiento jurídico costarricense relacionado con los derechos humanos de las personas con discapacidad desde la visión de  las (os) servidoras (es), las(os) usuarias (os), la organización y los medios destinados a este propósito y diseñar iniciativas concretas para su cumplimiento en  políticas y programas para la institución. 



·        Uno de los productos de esta consultoría fue la creación de la Propuesta de Política Institucional del Poder Judicial en materia de Accesibilidad documento que posteriormente en el año 2007 fue sometido a un proceso de validación mediante la realización de 20 talleres distribuidos en todos los circuitos judiciales del país; en ellos participaron funcionarias y funcionarios judiciales del ámbito jurisdiccional, administrativo y auxiliar de justicia.



·        Posteriormente la Política fue aprobada por la que Corte Plena en Sesión N° 14 -08  celebrada el 5 de mayo de 2008, artículo XIII, siendo pionera nuestra institución en esa materia al ser el único Poder Judicial de Latinoamérica que cuenta con una Política de Accesibilidad.



·        Diagnóstico y propuesta para realizar la aplicación de la Ley de Igualdad de Oportunidades y la Convención Interamericana sobre todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, contando dentro de sus productos la elaboración del documento "Directrices para evitar la revictimización de niñas, niños, adolescentes y personas adultas con discapacidad" y el tiraje de 200 ejemplares. Realizado mediante la contratación de una consultoría.



·        En materia de construcciones, es importante resaltar el esfuerzo que se ha realizado para dotar a los edificios del Poder Judicial, de una señalización universal que permita a las (os) usuarias (os) movilizarse en forma independiente, de manera congruente con el Principio de Autonomía Personal establecido en las convenciones internacionales. El Poder Judicial actualmente se encuentra ejecutando a través de una Consultoría; un Plan Piloto de Señalización Universal en el edificio de Tribunales del II Circuito Judicial de San José, este proyecto consiste en el diseño de un modelo replicable en todos los circuitos judiciales del país y su implantación en el II Circuito. 



·        Se trabaja en el diseño e  instalación de alfombras de hule, alarmas que puedan ser notadas tanto por personas con discapacidad auditiva como visual, maquetas para facilitar la ubicación a las personas no videntes, rotulación de emergencia y general, rótulos en braille, señalización pictórica comprensible para personas que no hablan o no leen español, rutas de salida en caso de evacuación, etc.



·        Durante el proceso de diseño se contó con participación de personas con discapacidad  y sin discapacidad de la institución y con de la población civil  con discapacidad, para validar las propuestas. 



·        Igualmente se ha trabajado en la construcción de rampas, instalación de ascensores en los edificios que no contaban con ellos, instalación de teléfonos accesibles para personas de estatura pequeña, servicios sanitarios accesibles y se ha velado porque los edificios nuevos cuenten con los requerimientos establecidos en la Ley 7600.



·        Con el fin de abarcar la mayor cantidad de población judicial, la Secretaría Técnica de Género diseñó el curso virtual, administrado por el Departamento de Gestión del Recurso Humano: "Todas y todos somos igualmente diferentes. Aprendiendo acerca de la diversidad"; este curso permite el acceso a la información y a los procesos de capacitación y sensibilización, a las personas que en razón de la distancia o el horario de trabajo, tienen dificultades para asistir a cursos presenciales, brindando las condiciones idóneas para evitar la discriminación hacia  la población con discapacidad. 



·        Inclusión en los cursos y talleres que imparte  la Secretaría Técnica de Género, del componente discapacidad y accesibilidad en forma vivencial al contratar un motivador con discapacidad visual que compartió su experiencia con las personas participantes en los talleres.



·        Realización durante el año 2008 de 8 talleres de Exigibilidad de Derechos de las personas con discapacidad, en coordinación con el CNREE y la Contraloría de Servicios, dirigidos a población civil con discapacidad; estos talleres son una continuación del ciclo iniciado en el 2007. En total se abarcaron los siguientes circuitos: Heredia, Cartago, Alajuela, Limón, Goicoechea, Turrialba, San Ramón, San Carlos, Guápiles, Santa Cruz, Pérez Zeledón y Golfito. En estos talleres se contó con la participación de una intérprete en LESCO.



·        Ciclo de talleres "Eliminando barreras construyendo oportunidades", en coordinación con el CNREE y el Departamento de Gestión del Recurso Humano del Poder Judicial (2007), 14 talleres en total en todos los circuitos judiciales del país, dirigidos a personal judicial.



·        Capacitación en LESCO a 50 funcionarias (os) judiciales (Departamento de Gestión del Recurso Humano)



·        Ciclo de Conferencias en materia de Accesibilidad y Discapacidad, coordinado con la Escuela Judicial. Con los siguientes temas: Acceso a la justicia para las personas con discapacidad; La labor de las abogadas (os) en el acceso a la justicia de las personas con capacidades diferentes; La valoración del riesgo de la violencia contra las personas con discapacidad y La Comisión de Accesibilidad y su contribución al acceso a la justicia de las personas con discapacidad.



·        Adquisición de software que ha permitido mejorar el acceso a la justicia de las (os) usuarias (os) con discapacidad, contando la institución con 20 licencias de JAWS 6.2 Español Dongled, cuya contratación incluye contratos SMA para dos actualizaciones consecutivas, Licencias District, que pueden ser instaladas en cualquier parte del territorio nacional, licencias de Dragon Naturally Speaking,  8.0 prefered versión en español, dichos software se han ubicado en los sitios que son visitados con mayor frecuencia.



·        Equipo ergonómico: se han adquirido: 7 sillas secretariales ergonómicas, 30 butacas, 8 sillas con regulador de altura hasta 180mm, 6 sillas con regulador de altura hasta 70mm, 20 teclados ergonómicos y 40 lupas brazo flotante. (Fondos BID)



·        Campaña informativa permanente a cargo del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, en coordinación con la Secretaría Técnica de Género.



·        Coordinación y seguimiento de acciones para la elaboración del Proyecto de Ley de Promoción de la Autonomía Personal, con la participación de representantes de  CNRRE, CONAPAN, Hospital Nacional Psiquiátrico, Judicatura, Defensa Pública, Asamblea Legislativa, Ministerio Presidencia y Sociedad Civil.



 



PROPUESTA DE CAPACITACIÓN PARA LA ESCUELA JUDICIAL



EN MATERIA DE DISCAPACIDAD Y ACCESIBILIDAD



				 



TEMA



				 



POBLACIÓN



				 



Observaciones



				 



Modalidad



 



				 







				Violencia Doméstica contra personas con discapacidad y adultas (os) mayores



				Jueces y Juezas de Violencia Doméstica, Funcionarios/as del Departamento de Trabajo Social y Psicología 



 



				Con base en la Guía para interponer medidas de protección. En coordinación con el ILANUD.



				4 audiencias, semi presencial.



2 Talleres, 1 por semestre.



 



 



				 







				Valoración del riesgo de las personas con discapacidad y adultas mayores



				Fiscales, Jueces/zas Penales, Peritos/as 



				Coordinación con el   CNREE, CONAPAN y el ILANUD



				Módulo contenido dentro de curso anual con el Ministerio



Se impartirá  solo vez



				 







				Divulgación de la Política de Accesibilidad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial y de las 100 Reglas de Brasilia



				Funcionarios y Funcionarias judiciales de todos los sectores



				Incluir en cursos de las diferentes unidades y de la Escuela Judicial



 



Se cuenta con paquete instruccional. (Política)



				Esto se hará mediante transversalización en los cursos que coordina la Escuela Judicial.  



				 







				Derechos Humanos de las personas con discapacidad y la Convención sobre los Derechos Humanos de las personas con discapacidad, aprobada en 2008.



 



				Prioridad a Letrados (as) Sala Constitucional. Pero se incluirá letradas y letrados de todas las salas.



 



				En coordinación con ILANUD. 



				4 audiencias semipresencial.



2 grupos. Un curso por semestre



				 







				Curso  "Todas y todos somos igualmente diferentes. Aprendiendo acerca de la diversidad"



				Funcionarios y Funcionarias judiciales de todos los sectores



				Gestión del Recurso Humano



				Virtual



				 







				 



Ciclo de Conferencias



 



 



				 







				 



Temas



 



				 



Expositores



 



				 







				Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad



 



 



				Rodrigo Jiménez



 



				 







				Ley de Promoción de la Autonomía Personal



 



				Álvaro Hernández, Lisbeth Barrantes; Fanny Gómez, Eva Camacho



 



				 







				Nulidad y Anulabilidad de los Actos conforme a la Convención de los Derechos de las personas con discapacidad.



 



				Víctor Pérez



 



				 







				Derecho a la pensión alimentaria



 



				Maureen Solís



 



				 







				Es importante considerar actividades de capacitación en relación con las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Indígenas, migrantes, refugiados/as, privados/as de libertad, víctimas, niños, niñas y adolescentes.



				 







				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 











 



 



II.- Subcomisión de personas indígenas



 



Motivación: Trascendencia Social



 



Materializar el derecho constitucional del acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva, no es tarea fácil. Derecho establecido en el artículo 41 de  la Carta Fundamental,  y el Convenio de la OIT 169  Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989,  específicamente, el artículo 8, y dentro del ámbito judicial en las Reglas de Brasilia. Derecho que esta vinculado al derecho de conservar sus costumbres e instituciones siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales. Como lo interpretó la Sala Constitucional al resolver la consulta legislativa sobre dicho convenio, resolución 3003-92, de las 11 horas y 35 minutos del 7 de octubre de 1992 y la Consulta N° 1644-95, voto N° 1867-95, de las 16 horas 51 minutos del 5 de abril de 1995, existe la obligación de “reconocer la validez a las instituciones jurídico-materiales y procesales de cada comunidad indígena”, sin más limitación que la señalada y vinculada a los derechos fundamentales. Obligación que constituye un “deber jurídico” y la materialización del principio de igualdad. Entendida como que “todos somos igualmente diferentes”. Es una obligación no un “acto de buena voluntad”.



 Como todos sabemos, tanto la normativa vigente como  las resoluciones de la Sala Constitucional, pretenden dejar atrás los “sistemas de justicia” construidos sobre bases excluyentes y fortalecer el respeto a la identidad étnica de los Pueblos Indígenas.



 



Dentro del ámbito judicial en casos vinculados con personas de pueblos indígenas, existen una serie de limitaciones culturales, idiomáticas, económicas, incluso jurídico (tanto procesal como sustancial) que debemos tomar en cuenta para dar una respuesta seria al acceso a la justicia. Respuesta que va más allá de un análisis formal de la situación, y que genera un verdadero planteamiento del  funcionamiento de la administración de justicia y la cosmovisión indígena.  Recordemos que todas las culturas y los pueblos tienen una cosmovisión. Es decir,  una forma de ver la vida, la naturaleza, el territorio, la tierra, la posesión, la propiedad, el ser humano, con sistemas de valores y normas que regulan las relaciones humanas. Dentro de la Administración de Justicia, pese a que existen funcionarios que trabajan dentro de extensiones territoriales en las cuales existen (las mal llamadas)“reservas indígenas”, es decir, territorios indígenas (entendiendo territorio como una necesidad cultural y político) ,  ha sido difícil cumplir con las exigencias del Convenio 169; los pocos esfuerzos han sido casuísticos y no responden a una política institucional definida. 



 



Para lograr coherencia y con el fin de definir la política de acceso a la justicia ante las comunidades indígenas, proponemos las siguientes acciones concretas. Hacemos la aclaración que somos conscientes que la propuesta que vamos a plantear no va a solucionar el problema, ya que los compromisos adquiridos por el Estado costarricense implica también una demanda de más recursos económicos para el Poder Judicial, sin embargo, debemos hacer el esfuerzo.



				 



PROYECTO POBLACIÓN INDÍGENA



 







				Problemas diagnosticados



				Propuestas para lograr 



el acceso a la justicia



				Actividades



				Indicadores de cumplimiento



				Responsables







				1. Desconocimiento de la existencia de los tribunales y largas distancias para su acceso.



				 



1.1 Realizar las diligencias in situen el propio territorio indígena independientemente de que existan o no instalaciones físicas adecuadas.  Más que crear nuevos despachos, que las y los jueces se desplacen al lugar.



 



 



 



				 



1.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, al Consejo Superior con el fin de que se emita  la directriz que en aquellos lugares en que exista territorios indígenas promover la realización de diligencia in situ.



 



				 



1.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.1.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 



 







				 



				1.2 Otorgar viáticos, en caso necesario, a las personas indígenas cuando sea ineludible su traslado a las oficinas judiciales. Otorgar viáticos a los funcionarios que se desplacen a la zonas indígenas.



 



 



 



				1.2.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende que dentro de cada presupuesto de los distintos programas presupuestarios, se contemple el rubro de viáticos tanto para los indígenas como los funcionarios que desarrollan sus diligencias in situ.



 



 



 



 



				1.2.1.1 Que al 15 de noviembre del 2007 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.2.1.2 Que al mes de diciembre del 2007, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.3 Recibir atención por parte del juez o la jueza.



				1.3.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende a los jueces que establezcan como práctica la atención de los usuarios indígenas.



 



				1.3.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.3.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.4 Darle prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



				1.4.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende a los jueces que le den prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



 



				1.4.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.4.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.5 Definir señalamientos y audiencias en horarios compatibles con las posibilidades de las personas indígenas.



				1.5.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende a los jueces que fijen los señalamientos de las audiencias y juicios  dentro de un horario accesible contemplando las particularidades de cada zona 



				1.5.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.5.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.6 Que el despacho correspondiente gestione-en caso de ser posible-en nombre de las personas indígenas los documentos que se requieren de otras instituciones.



				1.6.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas al Consejo Superior para que recomiende a los jueces que en caso de requerirse documentos de otras entidades se establezcan los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacer llegar los mismos al caso concreto.



 



 



				1.6.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.6.1.2 Que al mes de marzo del 2008, el Consejo Superior haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.7 Hacer visitas periódicas y sistemáticas a las comunidades indígenas para divulgar derechos y deberes, prestar servicios, brindar información general sobre la institución y atender quejas y consultas.



				1.7.1 Enviar oficio a la Contralora de Servicios del Poder Judicial a fin de que  se valore la posibilidad de desarrollar algún programa de divulgación de los  derechos y deberes, información sobre los servicios del Poder Judicial e información general sobre la institución y atender quejas y consultas.



				1.7.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.7.1.2 Que al mes de marzo del 2008, la Contraloría de Servicios haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.8 Hacer accesibles los mecanismos para formular quejas o solicitar ayuda e información.



				1.8.1 Enviar oficio a la Contralora de Servicios del Poder Judicial a fin de que  se valore la posibilidad de desarrollar algún programa de divulgación para recibir y atender quejas, solicitar ayuda o información.



				1.8.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.8.1.2 Que al mes de marzo del 2008, la Contraloría de Servicios haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				 



				1.9 Apertura de consultorios jurídicos en las zonas indígenas.



				1.9.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, a las Universidades y al Colegio de Abogados a fin de que se valora la posibilidad de desarrollar algún programa de consultorios jurídicos en las zonas indígenas



 



 



 



 



 



 



 



 



				1.9.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 







				 



				1.10 Establecer mecanismos adecuados para el envío de notificaciones.



				1.10.1 Enviar oficio a la Contralora de Servicios del Poder Judicial a fin de que  se valore la posibilidad de desarrollar algún programa con los sistemas encargados de las notificaciones en casos vinculados con población indígena que facilite este tipo de diligencias.



				1.10.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



1.10.1.2 Que al mes de marzo del 2008, la Contraloría de Servicios haya resuelto la petición formulada por el Comité de apoyo.



				 







				2.  Falta de legitimación.



				2.1 Ver recomendación del subgrupo de migrantes y refugiados respecto a la recepción de denuncias de violencia doméstica sin presentar documento de identificación.



 



				 



				 



				 







				3. Falta de asistencia técnica gratuita.



				3.1 Que se celebren convenios interinstitucionales para conformar redes de apoyo y coordinación para canalizar gestiones judiciales.



 



.



				3.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, a las Universidades y al Colegio de Abogados a fin de que se valora la posibilidad de desarrollar algún programa para conformar redes de apoyo y coordinación para canalizar gestiones judiciales



 



 



 



				3.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 







				4. Deficiente capacitación del personal judicial.



 



				4.1  Definición de necesidades de las poblaciones indígenas, determinar número de personas indígenas atendidas en despachos judiciales e identificar cosmovisión de cada etnia.



4.2 Uso de términos sencillos y comprensibles para explicar los procedimientos y las sentencias judiciales.



4.3 Capacitación a funcionarios judiciales sobre legislación nacional e internacional de protección a las poblaciones indígenas, características y necesidades de los grupos indígenas nacionales.  (Ver programa de la Fiscalía Indígena, Escuela Judicial).



4.4 Imprimir documentos en lenguas indígenas tales como: guías de procedimientos para presentar denuncias, tramitar pensión alimenticia, denuncias por violencia doméstica y otros, formularios.



				4.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, al Director de la Escuela Judicial en coordinación con la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, Fiscalía Adjunta de Delitos Ambientales y la Fiscalía Indígena así como los jueces conciliadores y Defensa Pública, con apoyo del CONAI, universidades de la zona y el Colegio de Abogados, valoren la posibilidad de conformar un equipo de trabajo a fin de elaborar un programa de capacitación a funcionarios sobre los temas de interés para la población indígena. Asimismo se valore la traducción en lenguas indígenas de algunos documentos de interés para garantizar el acceso a la justicia. 



 



				4.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



4.1.1.2 Que al mes de marzo del 2008 se haya conformado el equipo de trabajo propuesto.



 



 



 



 



				 







				5. Carencia de traductores e intérpretes.



				5.1 Facilidad para nombrar traductores tanto para las audiencias como para el acceso a expedientes.  (Aquí ver la experiencia  de traductores de LESCO en accesibilidad)



				5.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, a la Dirección Ejecutiva a fin de que se indique cual es el procedimiento a seguir para el nombramiento de los traductores considerando las necesidades de los pueblos indígenas



 



5.1.2 Establecer coordinaciones con representantes de la Escuela de lenguas modernas (Licda. Karla Murillo Jara, Universidad de Costa Rica y May Brenes, antropóloga) a fin de que informen adecuadamente cuales son las lenguas oficiales en las que se requiere traductores.



 



 



				5.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 







				6. Dificultades para el pago de pruebas periciales.



				6.1 Que en los casos donde sea necesario se realicen peritajes gratuitos para las personas indígenas. 



				6.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas, establecido dentro del Proyecto de reglas de acceso a la justicia para las personas en condiciones de vulnerabilidad, a la Dirección Ejecutiva a fin de que se indique cual es el procedimiento a seguir para gestionar peritajes gratuitos en aquellos casos en que intervengan personas indígenas. En caso de no ser factible, se señale que opciones contempla el Poder Judicial sobre ese tema



 



				6.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 







				7. Propuesta de reformas legales



				7.1 Que en todas las propuestas de reforma legal incluya como eje transversal el derecho de acceso a la justicia las necesidades de las distintas personas en condiciones de vulnerabilidad, incluidos los pueblos indígenas. 



				7.1.1 Enviar oficio suscrito por la coordinadora del Comité de apoyo de pueblos indígenas a la Corte Suprema de Justicia y al  Consejo Superior para que en todas las propuestas de reforma legal incluya como eje transversal el derecho de acceso a la justicia las necesidades de las distintas personas en condiciones de vulnerabilidad, incluidos los pueblos indígenas



 



				7.1.1.1 Que al 16 de enero del 2008 se haya enviado el oficio respectivo.



 



 



				 











 



Otras propuestas que conviene señalar en el caso de la población indígena son: 1. Deberán aplicarse las  directrices de no revictimización en todos los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes. 2. Que la Contraloría de Servicios sea la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas. 3. Poner distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena. 4. Propiciar y colaborar, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva.



 



Según informe de la Fiscalía Adjunta Penal Juvenil, se realizaron 98 diligencias en Bribrí, Talamanca  del 14 de febrero al 16 de octubre del  2008: EXP. 07-000249-0063-PE-(1) EXP. 07-000034-0597-PJ-(1) EXP. 07-000035-0597-PJ-(1) EXP 07-000049-0597-PJ-(3) EXP- 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-000037-0597-PJ-(1) EXP. 07-000041-0597-PJ-(1) EXP.07-000018-0597-PJ-(3) EXP. 07-00011-0597-PJ-(1) EXP. 07-000085-0597-TP-(3) EXP. 06-800238-0472-TP-(3)  EXP. 07-000092-0597-PJ-(1) EXP. 07-000072-0597-PJ-(3) EXP. 07-000076-0597-PJ-(3) EXP. 07-000004-0597-PJ-(1) EXP. 07-000032-0597-PJ-(3) EXP. 06-800229-0472-PJ-(3) EXP. 07-000006-0597-TP-(3) EXP. 07-000088-0597-PJ-(1) EXP. 07-000086-0597-PJ-(3) EXP. 07-000058-0597-PJ-(3) EXP. 07-000011-0597-PJ-(1) EXP. 06-800238-0472-PJ-(3) EXP. 06-800229-0472-PJ-(3)   EXP. 07-000032-0597-PJ-(3)      EXP. 07-000018-0597-PJ-(1) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-000041-0597-PJ-(1) EXP. 06-000052-0597-PJ-(3) EXP. 07-000085-0597-PJ-3)  EXP.- 07-000006-0597-TP-(1)   EXP. 07-000037-0597-PJ-(1) EXP. 07-000034-0597-PJ-(1) EXP. 07-000049-0597-PJ-(3) EXP. 07-000102-0597-PJ-(1) EXP 07-000076-0597-PJ-(3) EXP. 07-000004-0597-PJ-(1)  EXP. 06-800229-0472-PJ-(3) EXP. 07-000093-0597-PJ-(3) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-000088-0597-PJ-(3) EXP. 07-000086-0597-PJ-(3) EXP. 07-000081-0597-PJ-(3) EXP. 07-00006-0597-TP-(3) EXP. 07-000072-0597-PJ-(3) EXP. 07-500263-0478-FC-(3) EXP. 07-000085-0597-PJ-(3) EXP. 06-000065-0597-PJ-(3) EXP. 07-000093-0597-PJ-(3) EXP. 06-800229-0472-PJ-(3) EXP. 07-000018-0597-PJ-(3) EXP 07-000081-0597-PJ-(1) EXP. 07-000088-0597-PJ-(3) EXP. 07-000086-0597-PJ-(3) EXP. 06-000052-0597-PJ-(3) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-00004-0597-PJ-(1) EXP. 07-000011-0597-PJ-(1) EXP.05-000029-0597-PJ-(3) EXP. 07-000076-0597-PJ-(3)  EXP.- 08-000001-0597-PJ-(3) EXP. 07-00004-0597-PJ-(1)   EXP. 06-000052-0597-PJ-(3)  EXP. 07-000039-0597-PJ-(3) EXP. 07-000034-0597-(1)   EXP. 07-000049-0597-PJ-(3) EXP. 07-000111-0597-PJ-(3) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1)  EXP. 08-000031-0597-PJ-(1) EXP. 08-000033-0597-PJ-(1) EXP. 08-000023-0597-PJ-(3) EXP. 06-00043-0597-PJ-(3)   EXP. 07-000249-0063-PE-(1) EXP. 07-000034-0597-PJ-(1)  EXP. 05-000029-0597-PJ-(3) EXP. 08-000016-0597-PJ-(1)  EXP. 08-000027-0597-PJ-(1)  EXP. 07-000085-0597-TP-(3) EXP. 0 6-000052-0597-PJ-(3) EXP. 08-000009-0597-PJ-(1) EXP. 08-000018-0597-PJ-(3) EXP. 06-800229-0472-PJ-(3) EXP. 07-000034-0597-PJ-(1) EXP. 07-000047-0597-PJ-(1) EXP. 07-800066-0472-PJ-(1) EXP. 07-000081-0597-PJ-(3) EXP. 07-000088-0597-PJ-(3) EXP. 07-000114-0597-PJ-(3) EXP. 07-001536-0063-PJ-(1) EXP. 07-000249-0063-PE-(1) EXP.- 08-00007-0597-PJ-(1) EXP. 08-000031-0597-PJ-(3) EXP. 08-000033-0597-PJ-(3) 08-000155-0063-PE-(1)  EXP. 08-000054-597-PJ 08-000048-597-PJ 08-000014-597-PJ 08-000042-597-PJ. 



Quienes integran la subcomisión de personas indígenas señalaron en la reunión realizada el 25 de noviembre del 2008 la necesidad de conformar un grupo de trabajo que pueda asumir la ejecución y seguimiento de las propuestas de solución señaladas para los distintos obstáculos identificados durante la primera etapa del trabajo y que están contenidos en el cuadro señalado en páginas anteriores. Esto en razón de que no ha sido posible avanzar en la ejecución de las mismas.|



 



III. Niñas, Niños y Adolescentes. Personas Migrantes y Refugiadas.



 



Coordinado por la Comisión Nacional para el mejoramiento de la administración de la justicia (CONAMAJ) 



 



I.- Introducción



         Para el año 2008 la CONAMAJ se propuso iniciar los procesos de elaboración de propuestas de política institucional para mejorar el acceso a la justicia por parte de los dos grupos en condición de vulnerabilidad que ha venido abordando, a saber: Niños, Niñas y Adolescentes y Población Migrante y Refugiada (PAO 2008).



         Debido a la especificidad de la materia Penal Juvenil, dentro del ámbito correspondiente a la niñez, se hizo necesario dar un abordaje separado a la población que aborda. Ello pues se trata de poblaciones distintas, con supuestos también diferentes y con competencias diferencias.  Con esta consideración se iniciaron, en mayo,  tres procesos tendentes a conducir a un mejor servicio y verdadera accesibilidad en las siguientes áreas:



 



·        Niñez y Adolescencia 



·        Penal Juvenil 



.    Población Migrante y Refugiada 



  



De previo a la convocatoria, durante los meses de febrero a mayo, con el apoyo de estudiantes del TCU de la Universidad de Costa Rica, se procedió a actualizar los diagnósticos que hiciera la CONAMAJ  en el 2007  sobre el estado del acceso a la justicia para cada población. 



Los diagnósticos actualizados fueron presentados por Sara Castillo en el Foro Acceso a los Derechos por parte de los NNA, organizado por la Maestría en Trabajo Social y realizado en la Universidad de Costa Rica el 22 de mayo. 



 



II.- Metodología



 



Todos los procesos se iniciaron con la presentación del diagnóstico actualizado y de materiales y reflexiones sobre la naturaleza y características de las políticas públicas. Con estos insumos y de otros aportados o sugeridos por cada grupo se iniciaron procesos de reflexión sobre la tarea propuesta, alcances, redefinición de objetivos y profundización del diagnóstico.



         A partir de estas reflexiones, y de acuerdo a las particularidades de cada tema y de cada grupo, los equipos han desarrollado procesos distintos, con diferente grado de avance y resultados esperados. Los productos de estas reflexiones, así como los aportes al proceso, han sido documentos.



         Durante todas las sesiones los equipos han contado  con la facilitación de la CONAMAJ en las personas de Gustavo Silesky y Sara Castillo. Zoila Martínez se integró al equipo de facilitación en la última etapa del proceso del grupo Penal Juvenil.                         



 



III.- Informe de Avance por Área



 



III.1.- Niñez y Adolescencia 



 



El equipo de Niñez y Adolescencia se ha reunido  un total de seis sesiones, mientras que se han dado dos reuniones más pequeñas, sobre  temas puntuales, con las personas más directamente interesadas.  En consulta con la Magistrada Anabelle León y a petición del equipo, se le hizo solicitud formal a la Magistrada Julia Varela para que liderara este proceso. Invitación que la Magistrada Varela aceptó.



         En una primera etapa los y las participantes del equipo debatieron sobre los alcances y la magnitud de la tarea que se les proponía, así como sobre su complejidad. Al respecto se concluyó que a pesar de los esfuerzos puntuales que el Poder Judicial ha venido haciendo el Poder Judicial  no ha desarrollado una auténtica política que garantice el acceso a la justicia a los niños, niñas y adolescentes, habiéndose limitado a cumplir con la especialidad y especificidad orgánica que requiere la legislación, y siempre desde una óptica adultocentrista, sin permitir la accesibilidad real de los y las niñas y adolescentes. Por parte de los funcionarios y funcionarias se señaló el serio deterioro de la preeminencia, dotación de recursos, especialización del recurso humano  y el servicio que se presta a los usuarios/as.



         En esta discusión prevaleció la idea de que se quiere lograr una política que aborde la mayoría de los procesos donde participan personas menores de edad (con excepción de lo penal), así como la necesidad de hacer una amplia labor de validación/difusión de la política (similar a la que en su momento se realizó con las políticas de género y de accesibilidad).  Objetivo  más ambicioso de lo que constituía la propuesta inicial de la CONAMAJ para este grupo de trabajo, así como los recursos y calendario destinados para ella.



         Con esta nueva meta, el grupo realizó  la valoración de las nuevas necesidades, para llegar a concluir que la labor excedía las posibilidades mismas del grupo y que por su magnitud y grado de complejidad requería de un equipo consultor.



         Fue de particular relevancia la sesión en la cual acudieron las Magistradas León y Varela  y dieron al grupo una visión más amplia sobre el alcance de las Reglas de Brasilia y la inserción de este trabajo dentro de ese proceso mayor. 



 



En la segunda etapa el grupo se avocó a la elaboración de los términos de referencia que darían pie a la contratación de la consultoría, en la cual el equipo de trabajo serviría como contraparte y contralor de calidad de la consultoría. En el momento actual el documento de términos de referencia se encuentra en proceso final de revisión  y además contiene un presupuesto inicial de costos.



Pendiente: Así, la  segunda etapa se cierra para abrir a un proceso de identificación y consecución recursos para la contratación de la consultoría.



 Preocupa en este tema la ausencia de representantes del PANI, quien pese a reiteradas invitaciones y al compromiso asumido por su Presidente Ejecutivo de enviar un delegado, solo se han hecho presentes a una sesión. Este es un tema sumamente delicado pues la relación, impacto y alcances de este trabajo se ven seriamente  afectados por la respuesta o falta de ella que pueda tenerse del PANI. 



 



III.2.- Penal Juvenil 



 



El equipo en materia Penal Juvenil ha mostrado un altísimo grado de compromiso con la labor, lo cual se refleja en un proceso dinámico, controversial  y profundamente respetuoso que han llevado a cabo. La diversidad de enfoques y partes representadas en la mesa (Defensa, Fiscalía, Policía, y ONGs) ha generado un diálogo sobre los temas centrales del acceso a la justicia por parte de esta población y las dificultades que enfrenta que por sí mismo representa un gran aporte al logro de los objetivos. El grupo se ha constituido así, en foro algunas veces, en una academia, en otras, en un punto de encuentro en la mayoría, ello a pesar de las distintas posturas y diferencias derivadas de las distintas funciones y roles de las personas que trabajan o están relacionadas con esta competencia. El interés común en la población meta, así como una plataforma de valores  en torno al trabajo que realizan, han servido de sustento para el avance y la consolidación del equipo.  



         En lo que respecto a la elaboración de una propuesta de política institucional, el grupo ha realizado grandes avances, contando en este momento con un documento que tiene consensuadas las partes de Introducción, Antecedentes, Objetivos, Alcances, Población Meta, ámbito de Aplicación, Marco Jurídico y Conceptual, Políticas Generales, Políticas del Ministerio Público y de la Defensa Pública. Para antes de finalizar el año se espera contar con las políticas correspondientes a la Policía Judicial, la Policía Administrativa y el Departamento de Trabajo Social y Psicología. 



 



Preocupa el que no haya habido  mayor participación  por parte de representantes de los ámbitos Jurisdiccional  y Administrativo, así como la ausencia total del PANI.



         Este grupo se ha reunido un total de siete, las tres últimas en sesiones completas de un día de trabajo, bajo el formato de talleres, utilizando la metodología de Círculos de Diálogo.



 



III.3.- Personas Migrantes y Refugiadas



 



En  materia de Migración y Refugio se solicitó a la Magistrada Ana Virginia Calzada liderar este proceso, por ser ella la persona que ha introducido el tema en la institución y haber propugnado por los derechos de esta población. En el equipo de trabajo ella ha estado representada por el señor Max Vargas Céspedes, Letrado de la Sala Constitucional. 



         Al igual que en los casos anteriores, el proceso ha generado un rico proceso de discusión y análisis sobre los desafíos que enfrentan las instituciones para dar respuesta efectiva y garantizar los derechos de estas poblaciones.  Algunos temas que han sido abordados por el grupo son: la eliminación de estereotipos, caso particular de la persona refugiada, clarificación de la postura de las diferentes instituciones que tienen que ver con el tema y la necesidad de establecer puntos coincidentes entre el TSE, DGME y el Poder Judicial. Donde se ha encontrado mayor dificultad para garantizar el acceso a los derechos es en los casos de los migrantes en situación irregular. 



         Este grupo se ha dado a la tarea de construir un documento de propuesta de política que a la fecha contiene las siguientes partes: Introducción, Antecedentes, Objetivos, Marco Conceptual y  Alcances. 



 



Pendiente: el desarrollo y elaboración de las propuesta de política general y diferenciada para cada población y por instancia. 



 



Este grupo se ha reunido un total de cinco sesiones.



 



Existe interés por parte de la OIM en apoyar un proceso de validación de la propuesta. 



 



IV.- A manera de conclusión



 



o   La tarea de elaboración de propuestas de política institucional es una compleja y que requiere amplia participación, recursos y tiempo.



o   Cada equipo, así como cada temática, ha requerido un tratamiento especial y diferenciado,  que a la postre ha derivado en diferencias de abordaje a la temática, alcances, metodología  y redefinición de objetivos para cada tema. 



o   Resalta el  gran valor de los procesos de discusión, reflexión y búsqueda de puntos de encuentro entre las personas e instancias participantes de todos los grupos. 



o   Los avances en los tres temas son importantes, así como los aportes que han dado para la elaboración de la propuesta de política. En materia de Migración y Refugio así como en Penal Juvenil se cuenta con documentos con buenos grados de avance, aunque con partes críticas aún por elaborar. En Niñez y Adolescencia el producto ha sido un documento de términos de referencia para la contratación de un consultor. 



o   Los tres procesos han requerido más tiempo y recursos de lo que inicialmente se previó, por lo que por parte de la CONAMAJ se incluirá su seguimiento  en el PAO 2009.



o   Sin embargo, se hace necesario enfatizar en la necesidad de que, desde otras instancias, también se apoye estos procesos, pues de otro modo pueden no ser suficientes no alcanzar los objetivos planteados.”
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Se dispuso: Tomar nota del informe de labores de la Comisión de Accesibilidad y Subcomisiones de Poblaciones en Condiciones de Vulnerabilidad del 2008. Se declara acuerdo firme.




act-1-0003-2762-24



act-1-0003-2498-28







Acta de Corte Plena Nº 019 - 2012 








      



Fecha: 28 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad, Reglas de Brasilia, Magistrados



ARTÍCULO XXVIII



INFORMA LA MAGISTRADA LEÓN.



Documento 3292-2012



            En sesión Nº 14-08 celebrada el 5 de mayo de 2.008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y se ratificó la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad.



En sesión Nº 18-11 celebrada el 7 de junio de 2.011, artículo VII, -entre otros aspectos- se acordó crear una plaza de Profesional 2 especializada en el área de las Ciencias Sociales, así como una plaza de Auxiliar Administrativo, en forma extraordinaria durante el 2011.



Al propio tiempo, se aprobó adscribir a la Secretaría Técnica de Género, los dos puestos creados para conformar la Unidad de Acceso a la Justicia, en cumplimiento a las Reglas de Brasilia. 



            La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-061-2012 de 25 de marzo del año en curso, manifestó:



“El pasado 28 de febrero, como coordinadora de las diferentes subcomisiones de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, se convocó a una reunión a las diferentes subcomisiones que atienden a estos sectores, con el objetivo de propiciar una discusión en cuanto a la estructura de la comisión coordinadora, la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia, la definición de un plan de acción integral y el establecimiento de mecanismos de interrelación entre las Subcomisiones y la Comisión de Acceso a la Justicia como ente rector en la materia.



 



Para los efectos, se hizo ver que en la subcomisión de discapacidad, están representadas desde vieja data la mayoría de las otras subcomisiones, tal es el caso de personas con discapacidad, adultas mayores, víctimas del delito, niñez y adolescencia, privadas de libertad e indígenas durante el tiempo que la Contraloría perteneció a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por lo que faltaría incorporar representantes de la población sexualmente diversa, migrante y refugiada, penal juvenil, indígenas y víctimas de violencia sexual y doméstica.



 



Para lograr los objetivos planteados, se acordó que las representaciones de las demás Subcomisiones, también se integren y asistan a sus reuniones mensuales, propiciando un espacio de coordinación enfocado a la salvaguarda de los derechos de estas poblaciones.



 



Asimismo, se acordó solicitar a la Corte Plena por su medio, denominar oficialmente a la Comisión, como Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que además resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia según acuerdo de la Corte Plena, tomado  en la sesión 32-2011 celebrada a las trece horas treinta minutos del tres de octubre del dos mil once, que dice:



 



 “Se acuerda: 1) Por mayoría, aprobar el informe presentado por el Departamento de Planificación por lo que se aprueba una plaza de Profesional 2 para crear la Unidad de Acceso a la Justicia como parte de la estructura de la Secretaría de Género, la cual deberá apoyar los distintos proyectos en materia de accesibilidad, y sin perjuicio del respaldo que hasta la fecha ha venido dando la Secretaría de Género.”



 



El nombre resulta congruente además, con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad, aprobadas por la Corte Plena, en sesión N° 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de 2008, artículo II.



 



Posteriormente en sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada el 5 de marzo del año en curso, en mi condición de Coordinadora informé a las personas integrantes de esta Comisión, sobre los acuerdos tomados en la reunión celebrada con las Subcomisiones el 28 de febrero.



 



De acuerdo con lo anteriormente expuesto, considerando que el artículo 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que: “Corresponde a la Corte nombrar comisiones  permanentes, especiales y temporales.”, y que en la Sesión de Corte Plena No. 14-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del cinco de mayo de dos mil ocho,  artículo XIII se acordó: “2.- Ratificar a la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad (…)”, se solicita por su digno medio someter a conocimiento de Corte Plena los acuerdos mencionados para su ratificación. 



 



No omito manifestar que todos los representantes de las diversas subcomisiones manifestaron su anuencia con la propuesta que ahora se presenta.



            



Con muestras de mi mayor estima y consideración, me es grato suscribirme.” 
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Manifiesta la Magistrada León: “Como ustedes recordarán en el análisis del presupuesto el año pasado, la Corte aprobó crear una Unidad de Acceso a la Justicia, adscrita a la Secretaría de Género con independencia en su manejo y funciones, como en efecto lo hemos hecho mucho antes de que se creara formalmente. De conformidad con las Reglas de Brasilia que esta Corte ratificó, se crearon siete Subcomisiones y cada una de estas Subcomisiones ha estado a cargo, en sus orígenes, de un Magistrado o Magistrada y en el caso de la doctora Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo con el adulto mayor y yo he venido ejerciendo el rol de Coordinación con respeto absoluto y, además, por cuestiones de tiempo y gracias al compromiso de las compañeras y los compañeros quienes lo han tenido a cargo. Uno de los propósitos de esta Unidad Técnica es justamente evitar duplicar esfuerzos institucionales, evitar cargas de trabajo a los funcionarios y las funcionarias, quienes participan de manera voluntaria. Con el acuerdo de todos los compañeros y las compañeras que integran las diferentes Comisiones, queremos plantear la idea de que se llame Unidad de Acceso a la Justicia y no de Accesibilidad, y así, darle un nombre más genérico, la cual brindará apoyo a las diferentes poblaciones, sin perjuicio de que todas las demás lleguen a llamarse Subcomisiones y que la Comisión de Accesibilidad se convierta en una Comisión de Acceso, tal como hemos venido funcionando en las dos o tres últimas sesiones, en donde asiste un representante de cada una de las diferentes subcomisiones, lo cual nos permite trabajar como un grupo con áreas compartidas y con áreas individualizadas y mantener una información más fluida y constante. 



            La propuesta en concreto es que la Comisión ya no se llame de Accesibilidad y que esté vinculada solo a un tema de discapacidad, sino que se llame de Acceso a la Justicia y que se integren representantes de todas las demás Comisiones. La Unidad creada por esta Corte seguirá funcionando igual, pero con el nombre Unidad de Acceso a la Justicia, para que tenga una cobertura más integral y general”.



Se acordó: 1.) Aprobar los acuerdos adoptados por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia, en lo sucesivo dicha Comisión se denominará oficialmente Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia y con las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad. 2.) Ratificar la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia.








Acta de Corte Plena Nº 027 - 2013 








      



Fecha: 17 de Junio del 2013



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



[bookmark: circular]Documentos citados: ¡Error! Referencia de hipervínculo no válida. 



ARTÍCULO XVI  



Documento 4639, 6654-2013



La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-074-2013 de 24 de abril del año en curso, manifestó:



            “Por este medio, la Comisión de Acceso a la Justicia somete a conocimiento de la Corte Plena, el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017.          



 



         El Plan incorpora de acuerdo con la Misión de la Comisión, líneas de acción que permean todas las poblaciones consideradas en condición de vulnerabilidad, a partir de su objetivo general: “Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.”



 



         Determina la situación actual o brecha existente que dificulta el acceso a la justicia de estas poblaciones, las acciones estratégicas propuestas para eliminarla, el tiempo de duración de las acciones, las instancias responsables de ejecutarlas y la evaluación de resultados.



 



         Teniendo como eje fundamental el acceso a la justicia, plantea opciones para la eliminación de barreras actitudinales, de información y comunicación, la prestación de servicios de apoyo y ayudas técnicas, abarca el ámbito jurídico, políticas, normas y procedimientos institucionales, área administrativa, espacio físico, transporte y tecnología.



 



         El acuerdo de Comisión de redactar este Plan, es consecuente con el cumplimiento a satisfacción del primer Plan de Equiparación de Oportunidades 2007 -2011, con la novedad de que el nuevo Plan está dirigido a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y no solo a población con discapacidad, como lo era el primero.



 



- 0 -



Se acordó: Aprobar el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017.  Se declara acuerdo firme.







Acta de Corte Plena Nº 052 - 2013 








      



Fecha: 16 de Diciembre del 2013



Descriptores/Temas: Informes de rendición de cuentas



[bookmark: normativa]Documentos citados: - Normativa 



ARTÍCULO XXIV



Documento 13430, 13964-2013



En sesión N° 48-13 celebrada el 18 de noviembre último, artículo XVI, se tomó nota de que la Magistrada León se acogerá a su jubilación a partir del 20 de diciembre del año en curso. Asimismo, se fijó esta sesión, con el propósito de realizar un acto protocolario con motivo de su jubilación.



La Magistrada León, en nota de 26 de noviembre último, dirigida al señor diputado Luis Fernando Mendoza Jiménez, Presidente de la Asamblea Legislativa, le expresó:



“En la sesión no. 48-13 celebrada el día 18 del mes en curso, informé a la Corte Plena mi deseo de acogerme a la jubilación a partir del 20 de diciembre del presente año y solicité que así se informara a la Asamblea Legislativa.



 



Hoy me permito presentar el informe final de gestión (escrito y digital), de los doce años en que me desempeñé como magistrada titular de la Sala Primera, en la que asumí la presidencia del 2003 a la fecha.



 



Quedo a su disposición así como de los señores y señoras diputadas para cualquier ampliación o aclaración que estimen pertinente.”



- 0 -



El citado informe literalmente dice:



 



“En abril de 2001 fui electa por la Asamblea Legislativa como magistrada de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, la cual presidí de 2003 a diciembre de 2013,  mes a partir del cual me acogeré a la jubilación, tal y como lo informé a la Corte Plena y se conoció en el artículo XVI de la sesión no. 48-13 celebrada el 18 de noviembre del año en curso.



 



Al acogerme a la jubilación, luego de haber laborado en el sector público por más de 35 años, de conformidad con la Ley General de Control Interno y en cumplimiento de mis obligaciones, someto a consideración el siguiente informe de fin de gestión, desempeñada en estos últimos 12 años, no sin antes quedar a disposición de los señores diputados y las señoras diputadas, para aclarar o ampliar lo que estimen pertinente. 



 



El cargo de magistrada supone una doble función: integrante de la Sala Primera y miembro de la Corte Plena. Por ello, el informe que de seguido presento, tanto en formato escrito como digital, está dividido en estas dos áreas, precedido del currículum vitae donde también se refleja parte de las actividades realizadas. Toda la información tiene respaldo documental que puede ser consultado en las diferentes bases de datos del Poder Judicial. 



 



Sin perjuicio del detalle contenido en el informe, considero importante destacar que institucionalmente se dieron cambios tecnológicos de gran trascendencia,  tales como el escritorio virtual, sistema de gestión en línea, firma electrónica y digital, fortalecimiento de las páginas web y de los servicios que por su medio se ofrecen. 



 



Me correspondió informar a la Corte Plena sobre 29 proyectos de ley,  de diversas materias, consultados por distintas comisiones de la Asamblea Legislativa.



 



Participé en una comisión mixta que presentó el proyecto, hoy Ley de la República sobre Arbitraje Comercial Internacional. 



 



También presenté, a solicitud de la Presidencia de la Corte, 21 informes de carácter administrativo de diversa naturaleza. 



 



Me correspondió liderar el primer juzgado oral electrónico (cero papel), que se implementó en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Alajuela, donde, sin reforma legal, gracias a la conciliación y a la oralidad, se lograron agilizar en mucho los tiempos de respuesta. Este modelo se ha replicado en muchos otros despachos judiciales. 



 



Abogué por reducir al máximo las sentencias orales sin respaldo digital, convencida de que con mi propuesta no se afecta la oralidad ni el proceso por audiencias que siempre apoyé, pero que sí permite, en las condiciones actuales, respetar los principios de acceso a la justicia, seguridad y certeza jurídica, transparencia y una respuesta a los diferentes usuarios internos y externos en la búsqueda de la jurisprudencia. Ello culminó con un reciente acuerdo de la Corte, que redujo significativamente los supuestos en que la sentencia oral no va a contar con respaldo escrito.



 



Integré varias comisiones internas cuyos resultados se detallan en el informe, de lo cual ahora tan solo rescato algunos aspectos que permiten considerar su importancia.



 



Consejo Consultivo. Es una instancia asesora de la Presidencia de la Corte, a la que asistí como presidenta de la Sala Primera.



 



Comisión de Valores. Durante mi gestión como coordinadora, se impulsó la creación de subcomisiones regionales y la administración por valores. Se procuró la creación de una Secretaría Técnica, que años después fue aprobada.



 



Comisión de la Jurisdicción Laboral. Se logró especializar una sección del Tribunal de Trabajo, para atender la materia de pensiones que a esa fecha conoció como jerarca impropio. Finalmente pasó a ser conocida por un Tribunal de carácter administrativo. 



 



Comisión de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Se impulsó la puesta en marcha del Tribunal Registral, que permitió liberar una sección del Tribunal Contencioso que para esa época fungía como jerarca impropio de la materia registral. Esto generó un incremento en el número de jueces que conocían de la materia jurisdiccional. 



 



Comisión de Enlace Corte-Organizaciones Sociales. Se abordaron temas de importancia para las distintas organizaciones gremiales, direccionándolos a la instancia correspondiente, donde generalmente fueron resueltos de manera satisfactoria, sin necesidad de acudir a otros mecanismos. 



 



Comisión revisora de los proyectos de Código Procesal Contencioso Administrativo y del Código Procesal Civil. El primero de ellos, en vigencia desde el mes de enero de 2008 y el segundo en la corriente legislativa.



 



Comisión de Género. Me incorporé desde que fui designada magistrada, hasta el 2012. En ese período, se logró la creación de una Secretaría Técnica, la primera en América Latina. Se presentó a la Corte, donde se aprobó una Política Institucional. Se adquirieron cámaras de ghesell. Se impulsó la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. Se logró un acuerdo con la Caja Costarricense del Seguro Social, para facilitar retrovirales en todos los Hospitales del país. Mediante la constante capacitación y la sensibilización de la población judicial, se han identificado y erradicado prácticas discriminatorias contra las mujeres.



 



Comisión de Teletrabajo. En procura de buscar beneficios institucionales y laborales, a instancia de esta Comisión, la Corte aprobó el Reglamento que actualmente rige esta nueva modalidad de trabajo con resultados satisfactorios. 



 



Comisión Inter Institucional de Hacinamiento Carcelario. Se trata de un problema de carácter nacional. Por esa razón, diversas subcomisiones de poblaciones en condición de vulnerabilidad y la Comisión de Acceso a la Justicia, convocamos a autoridades internas y de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, para su abordaje. Los acuerdos alcanzados han generado importantes compromisos de los (as) participantes.



 



Comisión de Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad. Me ha correspondido la coordinación de esta Comisión, en la que se agrupan diferentes subcomisiones de poblaciones en estas circunstancias: mujeres, niños, niñas y adolescentes, migrantes, adultos mayores, personas con discapacidad, privados (as) de libertad, personas con diversidad sexual, indígenas, afrodescendientes, menores sometidos (as) a la jurisdicción penal juvenil.  En la mayoría de estas poblaciones se cuenta con una política institucional que identifica sus diferencias y procura establecer acciones afirmativas que eliminen las barreras de acceso a la justicia.



 



Subcomisión de Personas con Discapacidad. Se han alcanzado logros importantes en infraestructura, comunicación, tecnología, sensibilización, capacitación y protocolos de atención; así como un Reglamento para la designación de intérpretes para sordos (e indígenas). Hoy, con recursos de Eurosocial, se trabaja en temas relacionados con poblaciones sordas y con discapacidad psicosocial.



 



Comisión Inter Institucional de Hacinamiento Carcelario. Se trata de un problema de carácter nacional. Por esa razón, diversas subcomisiones de poblaciones en condición de vulnerabilidad y la Comisión de Acceso a la Justicia, convocamos a autoridades internas y de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, para su abordaje. Los acuerdos alcanzados han generado importantes compromisos de los (as) participantes.



 



La XIX Cumbre Judicial de Presidentes de Cortes y Tribunales Constitucionales de Iberoamérica, me designó como integrante de la Comisión de seguimiento de las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad, de manera que he tenido una activa participación interna e internacional en la implementación de estas Reglas, que pretenden garantizar el acceso a la justicia sin discriminación 



 



Como integrante de la Sala Primera, estimo importante destacar que, pese a los altos niveles de presión que genera el exceso de asuntos sometidos a conocimiento de la Sala por diferentes vías: recursos de casación, tercera instancia rogada, nulidad, revisión, exequátur, cartas rogatorias, conflictos de competencia, como se refleja en el informe de la Sección de Estadísticas, en los últimos cinco años el ingreso de asuntos nuevos ha aumentado casi en un  ciento por ciento, sin que ello se reflejen en igual porcentaje en el crecimiento del recurso humano.  



 



La Sala ha establecido sus propios controles internos de producción y cumplimiento de los Planes Anuales Operativos, además de implementar diversas acciones como recolección de firmas, unidad de formato, flujograma de  expedientes, lo que ha permitido tomar medidas oportunas para mitigar en lo posible la mora judicial y facilitar la distribución interna de tareas.



 



Creó su propia página Web, en la que brinda información variada a los usuarios (as), siendo quizás la más importante la relacionada con el seguimiento que por este medio se puede dar a los recursos presentados, así como la búsqueda de la jurisprudencia mediante un tesauro denominado “Jurisprudencia en línea”, que contiene los fallos de la Sala, clasificados con descriptores y restrictotes, y una síntesis de lo resuelto.



 



También cuenta con el Centro Electrónico Casacional, que alimenta el tesauro, además de brindar una atención personalizada a usuarios (as) internos y externos.



 



A partir de 2008, con la entrada en vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo, asumió por dos años la competencia como Tribunal de Apelaciones y Tribunal de Casación. A la fecha, mantiene esta última competencia. 



 



Sin duda, la Sala ha tenido que enfrentar diversos retos, quizás el más notorio es el impacto que han tenido algunas de sus resoluciones, lo que ha permitido marcar y posicionar una línea jurisprudencial clara y reiterada en temas de gran impacto  relacionados con el medio ambiente, intereses difusos, derecho de los consumidores, relaciones comerciales, propiedad privada, mejoras, usucapión, derechos de autor, empleo público, materia de contratación administrativa, tributaria, responsabilidad objetiva, civil, contractual, extracontractual, zona marítimo terrestre, servidumbre, tarifa pública, por citar algunos ejemplos que en el informe se analizan con mayor detalle.



 



También es notoria y reconocida, a nivel interno e internacional, la línea que ha mantenido en materia arbitral, en estricto apego a sus principios rectores. 



 



Por último, dejo constancia de que siempre atendí a quien solicitara una cita, por cuanto considero que uno de mis deberes como funcionaria pública, es abrir espacios para que los funcionarios (as)  judiciales y los usuarios (as) pudieran manifestar sus inquietudes.



 



No omito manifestar, por considerar que también es parte de la rendición de cuentas que debo rendir, que como funcionaria pública nunca tuve ninguna sanción disciplinaria. En estos doce años en la magistratura, solo estuve incapacitada en dos ocasiones, que en total suman 16 días.  Entregué al Ministerio de Relaciones Exteriores los pasaportes diplomáticos. El vehículo que se me asignó solo fue conducido por el chofer institucional y nunca permaneció en mi casa de habitación. El que en la actualidad utilizo, me fue asignado en 2007. A la fecha de este informe ha recorrido 69.661 kilómetros y se encuentra en perfecto estado. No tengo excedentes en la cuota de gasolina asignada. Hace más de un año entregué el teléfono celular, del que no tengo ninguna cuenta pendiente. La oficina será entregada contra inventario. Ante la Contraloría General de la República, presentaré la Declaración Jurada de Bienes correspondiente.



 



Termino esta larga trayectoria en el sector público que supera los 35 años, con la firme convicción de haber respetado siempre el juramento constitucional que hiciera  ante Dios y la Patria de observar y defender la Constitución y las leyes de la República, y de cumplir fielmente con los deberes del cargo.



 



CORTE PLENA



 



Como integrante de la Corte Plena, he asistido a la totalidad de las sesiones, salvo unas pocas, debidamente justificadas por vacaciones o permisos.



 



La labor como miembro de la Corte es eminentemente administrativa y, en algunas ocasiones excepcionales, de carácter jurisdiccional. 



 



Con relación a la primera, en términos generales, puedo decir que he apoyado propuestas orientadas a simplificar los procesos judiciales, fortalecer la gestión administrativa, la tecnología como herramienta para la prestación del servicio, el programa de formación inicial de jueces, temas de valores, cambios orgánicos, aspectos relacionados con el Plan Estratégico Institucional, política de género y accesibilidad, capacitación virtual, capacitación y sensibilización en acceso a la justicia, servicio público de calidad, independencia del juez, transparencia, proyectos de reformas procesales, oralidad, sentencia con respaldo escrito, entre muchas otras.



 



Por la participación que he tenido en algunos temas específicos, me parece importante destacar:



 



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



 



La creación de la Oficina fue una propuesta de la Sala Primera en las sesiones de trabajo del presupuesto 2007, con el objetivo de concentrar y ejecutar todo lo relacionado con la cooperación internacional. Inició labores en el 2010.



 



A la fecha, han sido muchos sus logros en beneficio de la institución. Entre los aspectos más relevantes, está el posicionamiento del Poder Judicial para participar en mecanismos oficiales de cooperación y en crear una base de datos de instrumentos internacionales.



 



Son muchas sus gestiones en diversas iniciativas de cooperación internacional tanto técnica como financiera. 



 



Ha realizado dos congresos internacionales sobre Accesibilidad, Justicia y Paz en 2012 y Administración de Justicia y Género en 2013.



 



Dentro del programa de Eurosocial II, logró cooperación importante en temas como acceso a la justicia (poblaciones con discapacidad auditiva y psicosocial), transparencia y lucha contra la corrupción, mecanismos alternos de solución de conflictos, defensorías públicas y violencia de género.



 



Plazas extraordinarias para atención de víctimas



 



En las sesiones de presupuesto de 2008, hice ver la situación que enfrentan las víctimas, sobre todo, las de delitos sexuales y violencia doméstica. Destaqué cómo, por la falta de recursos, el proceso las revictimiza, las convierte en un instrumento para lograr un objetivo en el que están invisibilizadas. En concreto, hice ver lo que sucedía en la Medicatura Forense, en San Joaquín de Flores. No se había presupuestado ninguna plaza adicional para el programa de atención a la víctima ni para el Departamento de Trabajo Social y Psicología. El Director Ejecutivo propuso la creación extraordinaria de 10 plazas de psicólogos y 10 de Trabajo Social y así se acordó por el pleno de la Corte. Su asignación correspondió a una comisión de la que fui parte, en la que se logró un consenso entre las instancias involucradas. La posterior creación por Ley, de la Oficina de Atención a las Víctimas y Protección de Testigos, es hoy una garantía de respeto a sus derechos.



 



Seguridad ciudadana



 



En múltiples sesiones de Corte, he mantenido una posición lineal sobre la necesidad de atender el tema de la seguridad ciudadana. Expresamente he reconocido las potestades del Ministerio Público en la elaboración de una política de persecución penal, la importancia de enfrentar el crimen organizado así como la responsabilidad de otras instancias del Estado en el abordaje del tema. 



 



Sin embargo, siempre señalé que si en estos delitos menores, se fomentaba la impunidad, de una u otra forma, contribuíamos a estimular la delincuencia casera, la que día con día cobra vidas.



 



Informes sobre proyectos de ley 



 



Durante estos años, he rendido informes ante la Corte Plena, con ocasión de los proyectos de Ley que consultan las diferentes comisiones de la Asamblea Legislativa.



 



Lo que de seguido se expone es una síntesis de esta labor.



 



PROYECTOS DE LEY



 



				PROYECTO



				    Número de oficio



				Sesión de Corte Plena







				Ley Orgánica del Consejo Superior de Enseñanza



				      14.244-01



				No. 33-1 del 17/9/2001



Artículo IX







				Reformas para la Seguridad  Registral



				          14.546



				No. 15-02 del 8/4/2002



Artículo XXI







				Disposición de los depósitos judiciales. Informe compartido con Mag. Chaves



				 



          13.730



				[bookmark: OLE_LINK2][bookmark: OLE_LINK1]No. 15-02 del 8/4/2002



Artículo XXIV







				Promoción de la Conservación en tierras privadas



				          14.924



				No. 56-02  del 9/12/2002



Artículo VI







				 



Reforma a la Ley No. 6106



Ley sobre Bienes Caídos en Comiso



				 



     17  marzo 2003



				No. 10-03  del 17/03/2003



Artículo XXIII



Sesión 11-03  del 24/03/2003



Artículo XIX







				Reforma y adiciones al Código Electoral, Ley No. 1536 y sus reformas. Informe compartido con Mag. Arroyo



				 



           15.060



				No. 13-03  del 31/03/2003



Artículo XII







				Ley General de Investigación Biomédica. Informe compartido con Mag. Chaves



				           14.967



				No. 21-03  del 02/06/2003



Artículo XVII







				Reforma al artículo 20 de la Ley Reguladora de la Propiedad en Condominio



				           15.028



				No. 28-03 del 28/07/2003



Artículo XXIV



No. 29-03  del 04/08/2003



Artículo XXXIII







				Aprobación del convenio entre el Gobierno de la República de Costa Rica, la Corte Permanente de Arbitraje y la Universidad para la Paz para el establecimiento de una sede latinoamericana para la promoción de la solución de disputas mediante los mecanismos de la Corte Permanente de Arbitraje



				 



 



 



            15.537



				 



 



No.15-04 del 10/05/2004



Artículo XXI







				Reforma del artículo 31 de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa



				            15.717



				No. 28-05  del 05/09/2005



Artículo XXX







				Impulso al Desarrollo de la Industria Turística en la Zona Marítimo Terrestre



				 



            15.850



				No. 22-06 del 7/8/2005



Artículo  XXV







				Incentivar mayores oportunidades de empleo para mujeres jefas de hogar



 



				 



           16.246



				No. 02-07  del 22/01/2007



Artículo XXXV







				Tránsito por Vías Públicas y Terrestres no. 7331 de 13 de abril de 1993 y normas conexas.



				 



           16.496



				No. 33-07  del 17/12/2007



Artículo XXVII







				Desjudicialización de los procesos prendarios e hipotecarios



				            16.013



				No. 21-08  del 09/6/2008



Artículo XXII







				Reforma Ley no. 7600, Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad



				           



           16.530



				No. 28-08  del 25/08/2008



Artículo XVIII







				Inclusión y protección laboral de las personas con discapacidad en el  sector público y privado



				           16.207



				No. 28-08 del 25/08/2008



Artículo XIX







				Promoción de Oportunidades Equitativas para las Personas con Discapacidad Auditiva



				           16.755



				No. 39-08  del 24/11/2008



Artículo XXXI







				Estatuto de la Justicia y Derechos de los usuarios del Sistema Judicial



				      27   julio 2009



				No. 039-03 







				Estatuto de la Justicia y Derechos de las Personas Usuarias del Sistema Judicial



 



				 



         15.736



				No.  026-09 del 27/07/2009.
artículo XV







				Tratado entre la República de Costa Rica y la República de Federativa de Brasil de Cooperación en Materia Civil



				 



     DGPE-OAT-09



				No. 029-09 del 17/08/2009.
Artículo IX




 







				Prevención y la Eliminación de la Discriminación



 



				 



          16.970



				No. 034-09 del 5/10/2009.
Artículo XV




 







				Protección de los Derechos de la Personalidad y la Libertad de Expresión



 



				 



          16.828



				No. 33-10 del 22/11/2010.
Artículo XIV








				Garantizar el Derecho Humano de Acceso a la Justicia Pronta y Cumplida a las Personas Adultas Mayores



 



				 



         17.790



				No. 35-10 del 06/12/2010.
Artículo V








				Protección de los Derechos de la Personalidad y la Libertad de Expresión



 



				 



          16.828



				No. 35-10 del 06/12/2010.



Artículo VI  




 







				Saneamiento Fiscal



 



				          17.693



				No. 25-11 del 01/08/2011.
Artículo XXXVIII







				Sobre regulación del derecho de petición



 



				 



          17.961



				No. 32-11 del 03/10/2011.
Artículo XXIV







				Reforma de los artículos 12, inciso b), 17, 18, 27, 41, 42, 62, 65 y 66, y creación de los artículos 9 bis, 28 bis, 49 bis a la Ley no. 7600, de 2 de mayo de 1996, así como reforma del inciso 5) del artículo 229 del Código Penal, Ley 4573, de 4 de mayo de 1970 y sus reformas y adición del inciso o) del artículo 131 de la Ley no. 7331, de 13 de abril de 1993



 



				 



 



 



         16.682



				 



 



 



No. 41-11 del 05/12/2011.
Artículo XXVI








				Inclusión laboral de las personas con discapacidad en el sector público 



 



				         17.828



				No. 26-12 del 30/07/2012.
Artículo XVIII







				Autorización a las Instituciones Públicas para que transfieran sus superávits libres a la Caja Costarricense del Seguro Social



 



				         



          18.388



				No. 32-12 del 10/09/2012.
Artículo IX












 



Informes administrativos



 



He estudiado y rendido el informe correspondiente sobre régimen disciplinario o consultas de diferente índole. La síntesis de esta labor, se expone de seguido.



 



				Informe



				Oficio



				Ses. Corte Plena







				Informe Competencia de Juzgados Contravencionales de Heredia en Violencia Doméstica.



				Oficio del 01 de octubre 2001



				Sesión 35-01



Artículo VIII







				Gestión para que funcionarios judiciales sean “Auxiliares



Electorales”.



				 



				Sesión 36-01



Artículo V







				 



Situación del Tribunal Registral Administrativo



				Creado pero sin funcionar



Acuerdo: instar a la



Vicepresidenta de la República con recargo del Ministerio de Justicia, para ubicar a la brevedad posible al Tribunal Registral Administrativo.



				 



Sesión 50-02



 



Artículo XXIII







				Informe de Auditoría



				Oficio 890-356-AF-2002



Arqueo efectuado a Caja Chica, en la Unidad Administrativa Regional de Limón.



				 



Sesión 03-03



 



Artículo XIII







				Informe de Auditoría



				Oficio 934-342-AEEC-2002



Evaluación especial  Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago.



				Sesión 03-03



 



Artículo XIV







				Informe sobre eventual responsabilidad del Fiscal General de la República en el contrato de  arrendamiento de furgones y cabezales entregados en depósito judicial por causas de narcotráfico a Cenadro, en la empresa Servimensa.



 



				Oficio DVMP-353-09-02 Centro Nacional de Prevención contra Drogas.



 



Oficio DAGJ-1412-2003



 



 



				Sesión 50-02



Artículo III



 



 



 



Sesión 43-03



Artículo III







				Proyecto de Reglamento para el Registro, Control y Uso del Mobiliario y Equipo de Oficina del Poder Judicial.



				Oficio 8669-SAE-03



				Sesión 17-04



 



Artículo XXII







				Informe de Auditoría



Dirección del Proyecto para el Desarrollo de Sistemas de Gestión de Casos para el Ministerio Público y la Defensa Pública.



				 



 



Oficio 339-105-ATI-2005



				 



Sesión 20-05



Artículo XIX







				Informe de Auditoria. Contratación Directa No. 47-00



 



				 



Oficio  619-212-AF-2004



				 



Sesión  20-05



Artículo XX







				Informe de Auditoría



Administración de los Recursos Asignados Mediante el Convenio Corte BID 859/OC-CR, según la Ley No. 7496 de 8 de junio de 1995. Unidad Ejecutora.



				 



 



Oficio 589-367-Af-2004



				 



 



Sesión 21-05



Artículo XIV







				Sala Primera



Proyecto de Reglamento para la Elección de los Árbitros de Derecho.



				Oficio 03 de marzo, 2006



				Sesión  06-06



Artículo XIX







				Informe sobre órgano jurisdiccional que conoce las apelaciones que se presentan contra las resoluciones dictadas por la Dirección Nacional de Notariado



				Oficio No. 20-DNN-05



				Sesión 008-06



Artículo X







				Informe disciplinario. Queja contra el Tribunal de la Inspección Judicial.



				No. 34-2007



				Sesión 22-07



Artículo II







				Informe de Auditoría



Alcances del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial



				Oficio No. 461-38-AF-2007



				Sesión 30-07



Artículo XXI







				Procedimiento para la aplicación e interpretación que se dará al Decreto Ejecutivo No. 34135 y Directriz Presidencial No.022-MP-MCI-MTSS emitidas el 03 de diciembre sobre inclusión y otorgamiento del 5% de empleos nuevos en la Administración Pública para personas con discapacidad.



				Oficio 08 de enero, 2008



				 



Sesión 38-08



Artículo XVII







				Informe de Auditoría



Estudio relacionado con la implementación del Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional 



 



				Oficio 549-34-AEE-2009



				Sesión 27-09 Artículo XIX







				Informe de Auditoría



Estudio referente a la posibilidad de que los jubilados y pensionados del Régimen de Jubilados y Pensiones del Poder Judicial, puedan impartir lecciones sin límite de tiempo en cualquier centro de enseñanza universitaria estatal, o bien ejercer otro tipo de funciones administrativas



 



				Oficio no 260-100-AF-2003



				Sesión 004-09 



Artículo VII







				Queja señor Manuel Francisco Amador Cedeño. 



				Oficio 7 de junio 2010



				Sesión 19-10



Artículo III







				Queja señor Carlos Ibarra Sánchez 



				Expediente 11-000213-0031-IJ



				Sesión 12-11



Artículo II







				Queja señor Henry Vargas Ramos. 



				 Oficio 11-2013



				Sesión 29-13



Artículo XXII



 











 



Comisiones



 



A lo largo de estos 12 años, he integrado diversas comisiones, de cuya labor haré una breve referencia, sin perjuicio de que, si se estima necesario, amplíe la información.



 



Consejo Consultivo 



 



El Presidente (a) y Vicepresidente (a)  de la Corte,  junto con los Presidentes (as) de las diferentes Salas, integramos el Consejo Consultivo. Es un órgano asesor de la Presidencia de la Corte, quien convoca periódicamente. Los temas a tratar son muy variados, desde colaborar en la priorización de asuntos de la Agenda de la Corte Plena, hasta valorar las decisiones o medidas urgentes en el ámbito de sus competencias. En ese sentido, quienes lo integramos nos constituimos –en cada Sala- en interlocutores del sentir y de la opinión del resto de compañeros y compañeras de Sala respecto de determinado tema, así como de la decisión a adoptar, que no siempre es del pleno de la Corte. Durante mis años en la presidencia de la Sala Primera participé en 26 sesiones de este Consejo. 



 



Comisión de valores



 



Antes de asumir la magistratura, fui coordinadora de esta Comisión en el período comprendido entre 1994 y 1998.



 



Posteriormente, se me designó en sesión de Corte Plena no. 43-01 del 03 de diciembre de 2001 y renuncié a ella en el 2004, lo que se conoció en el artículo XIII de la sesión de Corte Plena no. 35-04 del 01 de noviembre de 2004. 



 



Para esa última fecha, habíamos retomado la idea de impulsar subcomisiones de valores en diferentes circuitos judiciales, con el fin de poder tener mayor presencia. También, procuré la creación de plazas para que se dedicaran a tiempo completo, dado que siempre he considerado que es un tema prioritario; sin embargo, en esa oportunidad no fue posible. Es importante destacar que en la actualidad ya funciona una secretaría de valores. 



 



Quedó encaminado un estudio sobre Administración por Valores, con el fin de identificar los riesgos y fortalezas del personal, a fin de impulsar aquellos valores fundamentales para las buenas relaciones humanas y calidad en la prestación del servicio. 



 



Se apoyó el rescate de los valores nacionales, mediante la celebración de diferentes formas: concursos, mensajes motivacionales, actividades por circuito, entre otras.



 



Se trabajó de cerca con la Comisión Nacional, con quien siempre se mantuvo una estrecha relación.



 



En diciembre del 2004, se me entregó un certificado por “La valiosa labor desplegada durante su larga trayectoria” .



 



Comisión de la Jurisdicción Laboral Poder Judicial.  2001 - 2003



 



Al igual que ahora, los esfuerzos se centraron en disminuir el circulante y los tiempos de respuesta en el Juzgado y Tribunal de Goicoechea.



 



Gracias al apoyo de los jueces de la materia, fue posible en ambas instancias, implementar sistemas de control que facilitaran la búsqueda de expedientes y mejorara la atención al usuario (a).



 



Se hizo un inventario físico de todos los expedientes, a fin de cotejarlo con el sistema informático y conocer el verdadero circulante.



 



Para enfrentar el atraso, las diferentes secciones del Tribunal se reorganizaron,  especializándose una de ellas en los asuntos de pensiones del magisterio, que conocían en esa época como jerarcas impropios.



 



Se realizó un seminario taller, con  la Defensoría de los Habitantes, el Ministerio de Hacienda, el de Trabajo y Seguridad Social, y la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, en procura de un consenso para crear un Tribunal Administrativo. 



 



El acuerdo no se logró, pero a raíz de un fallo de la Sala Constitucional, que anuló la norma que atribuía competencia como jerarca impropio en materia de pensiones (artículo 92 de la Ley 7531), por Ley se creó el Tribunal Administrativo de la Seguridad Social del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, ajeno al Poder Judicial, que resuelve en alzada administrativa.



 



Comisión de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 2001 – 2003



 



En esta Comisión se trató siempre el tema del retardo judicial, propio de esa época cuando con frecuencia los asuntos duraban más de diez años y el Tribunal lo integraba en materia jurisdiccional solo dos secciones.



 



Quizás el aporte más significativo se refleja en que, previas conversaciones con el Ministro de Justicia de ese entonces, entrara a funcionar el Tribunal Registral. Eso significó la salida de todos los asuntos que en esa materia conocía una sección del Tribunal Contencioso, como jerarca impropio, lo que dio paso a que más adelante se lograra una redistribución equitativa  de los procesos  jurisdiccionales.  



 



Comisión de Enlace Poder Judicial – Organizaciones Sociales Poder Judicial. 2001 a la fecha



 



En esta Comisión se abordan temas de interés tanto para la Corte Plena, como para las Organizaciones del Poder Judicial. Está integrada por cuatro magistrados (as) y las agrupaciones representadas por la Coordinadora de Organizaciones, a saber: Asociación Nacional de Empleados Judiciales, ANEJUD, Asociación de Investigadores en Criminalística, ANIC, Asociación de Profesionales, APRODEJU, Asociación de Jubilados y Pensionados, ASOJUPEN, Asociación de Profesionales en Derecho, ACOPRODEJU,  Asociación de Profesionales en Ciencias Criminalísticas, ASOCRIM,  Asociación Solidarista del Poder Judicial, ASOSEJUD, Asociación de Trabajadoras y Trabajadores Sociales, Asociación Costarricense de la Judicatura, ACOJUD,  Asociación de Técnicos Profesionales en Contaduría, Finanzas y Afines, ASPROTECOFI, Asociación Costarricense de Juezas, Asociación de Profesionales en Psicología, ASPSIJUD, Asociación Costarricense de la Defensa Pública, ACODEPU,  Asociación Costarricense de Fiscales, Asociación Deportiva del Poder Judicial. Y  fuera de la Coordinadora, el Sindicato de Trabajadores Judiciales, SINTRAJUD y el nuevo Sindicato de Jueces y Juezas.



 



Las reuniones se realizan en un ambiente de respeto y cordialidad, donde se plantean situaciones de carácter general que, en criterio de las organizaciones, perjudican o pueden perjudicar a sus agremiados. 



 



En la mayoría de las ocasiones la Comisión responde a las inquietudes planteadas o se direccionan a las instancias correspondientes. Esta dinámica favorece un sano ambiente laboral y evita el conflicto.



 



También se atienden a una o varias Organizaciones por separado, de acuerdo a los intereses que cada Organización tiene en determinado tema.



 



Comisión Revisora Proyecto de Código Procesal Contencioso Administrativo. Poder Judicial 2002



 



Esta Comisión se constituyó con el único propósito de presentar a la Corte Plena un informe sobre el Proyecto el Código trabajado en el seno del Poder Judicial. 



El trabajo fue intenso y la propuesta aprobada en forma unánime por la Corte Plena, quien lo envió a la Asamblea Legislativa, donde se convirtió en el 2006 en  Ley de la República.



 



Comisión Revisora Proyecto de Código Procesal Civil.  Poder Judicial 2010



 



Al igual que el anterior esta Comisión se constituyó con el fin de presentar a la Corte Plena un informe sobre el Proyecto el Código trabajado en el seno del Poder Judicial.  Fue consultado al Colegio de Abogado y Abogadas y expuesto en diferentes Universidades y a los jueces Civiles..



El proyecto fue aprobado por la Corte Plena, quien lo envió a la Asamblea Legislativa, donde se encuentra actualmente.



 



Comisión de Transparencia. 2007 al 2012



 



En aras de la transparencia, atendiendo las sugerencias de la Fundación Debido Proceso Legal, con ocasión del análisis de la investigación “Corrupción Judicial en Centroamérica”, se instó al Consejo Superior:



 



-Solicitar al Centro Electrónico de Jurisprudencia, la clasificación de los fallos del Tribunal de la Inspección Judicial, para dar a conocer las faltas sancionadas y las medidas impuestas.



-Ordenar un estudio sobre el rol y control de la labor de los curadores, ejecutores y peritos.



También se hizo una encuesta en todo el país, que refleja algunas áreas vulnerables en los diferentes ámbitos de la Institución.



 



Comisión de Género.  2001 al 2012



 



En esta Comisión se atienden los temas de interés para las mujeres tanto funcionarias como usuarias, con el fin de lograr un trato equitativo.



 



Uno de los logros más significativos es la creación, en marzo de 2003, de la Secretaría de Género, como instancia técnica. Esta creación se dio dentro de las acciones que contempló el segundo préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) al gobierno de Costa Rica, con el propósito modernizar la administración de justicia, constituyéndose en la primera iniciativa de esta naturaleza a nivel latinoamericano. Bajo la dirección de la Comisión, coordina, da seguimiento, monitorea y evalúa las actividades institucionales para evitar la discriminación de género.



 



Desde la Comisión, se procura articular cada instancia del sistema judicial, con el fin de que respondan a la política integral de género. 



 



Durante mi participación en la Comisión, entre los logros más significativos se pueden señalar:



·         Aprobación, por parte de la Corte Plena, de la Política Institucional de Género, en noviembre del 2005, que fue precedida de más de 20 talleres realizados en todos los circuitos judiciales.



·         Una propuesta de “Construcciones con perspectiva de género”, que fueron aprobadas e implementadas en las construcciones y remodelaciones de diferentes edificios.



·         Apoyo en los términos de referencia de los proyectos del préstamo Corte-BID.



·         Uso permanente de la intranet, para envío de mensajes sensibilizadores e informativos para toda la población judicial.



·         Charlas permanentes sobre el concepto de perspectiva de género, que involucra a las poblaciones que enfrentan alguna discriminación en razón de raza, credo, sexo, nacionalidad o discapacidad física.  



·         La Organización Panamericana de la Salud concretó una donación por un monto de siete mil dólares, que se destinó a la creación de un instrumento que permitirá evaluar la aplicación de la Ley contra la Violencia Doméstica con variables cuantitativas y cualitativas. 



·         Talleres de sensibilización en masculinidad, para funcionarios y funcionarias, en coordinación con el Instituto Costarricense para la Acción, Educación e Investigación de la Masculinidad.



·         Creación de comités de apoyo en diferentes circuitos judiciales y en el Organismo de Investigación Judicial.



·         Investigación que culmina con la publicación del libro: “La Carrera Judicial en Costa Rica: un diagnóstico con perspectiva de género” Dra. Doris Arias



·         Adquisición de 13 cámaras de Gesell, en procura de evitar la revictimización.



·         Acuerdo con la CCSS, para facilitar retrovirales en todos los Hospitales del país.



·         Estudio y propuestas de reforma al Reglamento de Hostigamiento Sexual.



·         Estudio cuantitativo y cualitativo de la Ley de Penalización.



·         Coadyuvancia en causas disciplinarias de acoso laboral y sexual.



·         Despacho Modelo de Pensiones Alimentarias, Alajuela, al que me referiré en forma separada.



 



Como parte de esta línea de formación y retroalimentación, tal y como lo detallo en el currículum participé en:



 



Siete encuentros de magistradas de Poderes Judiciales de Latinoamérica: Costa Rica, Panamá, Puerto Rico, El Salvador, República Dominicana, México y Guatemala. En tres de ellos como ponente, tal y como se detalla en el currículum. 



 



Expositora en tres pasantías latinoamericanas (2006 a 2008) realizadas en Costa Rica dirigidas a funcionarios (as) judiciales y grupos de la sociedad del Programa Mujer Justicia y Género del ILANUD y la Fundación Justicia y Género. 



 



Diversas mesas redondas sobre sociedad inclusiva, derechos electorales de las mujeres.



 



Proyecto: Primer despacho judicial oral-electrónico. Pensiones Alimentarias. Alajuela



 



Por último, la Comisión, siempre en procura de facilitar el acceso a la justicia de las mujeres, y conocedora de que la materia de Pensiones Alimentarias es la que atiende a un mayor número de ellas, con base en la información de una consultoría que se realizó en dos de los Juzgados que manejan un significativo número de estos asuntos, en abril de 2009, inició un Plan Piloto en el Juzgado de Pensiones Alimentarias, Alajuela.



 



Con el apoyo de la Secretaría de Género y del Departamento de Planificación, me correspondió coordinar su implementación. Debo destacar el invaluable apoyo de todo el personal del Despacho y de diferentes áreas del sector administrativo.



 



Esta es una materia de profunda sensibilidad social, al estar de por medio las necesidades básicas de los beneficiarios. Además de que representa un significativo porcentaje de asuntos que ingresan anualmente, se mantienen activos por muchos años, durante los cuales, de manera masiva, deben atenderse los aumentos legales semestrales, aguinaldo y salario escolar. Estas circunstancias causan una fuerte congestión, con la consecuente incidencia en la cobertura de los requerimientos de los acreedores alimentarios. 



 



Sin necesidad de reforma legal, en una labor conjunta, se rediseñó el procedimiento, dando prioridad a la oralidad y a la conciliación.



 



En términos generales, se puede decir que a los 15 días de presentada la demanda, en la primera audiencia de conciliación se logró un acuerdo que la sentencia homologa, en un 30% del total de los asuntos ingresados. De no lograrse el acuerdo, se fija la pensión provisional y se convoca a una audiencia de juicio que se agenda a unos dos meses, en la que igual porcentaje logra concretar un acuerdo. En estos dos casos los fallos no son apelados. Queda entonces un 40% de los asuntos ingresados que se resuelven en sentencia con oposición en esa segunda audiencia. De esta manera, se logró una significativa reducción de los tiempos de respuesta y de la afluencia de público.



 



Además de lo anterior, se implementó el expediente electrónico, la política de cero papel, se sistematizaron los aumentos anuales, el pago del aguinaldo y salario escolar y la órdenes de captura.



 



En paralelo, se reforzó la parte escrita hasta ponerla al día, para finalmente migrar los datos a la sección oral-electrónica.



 



Durante el tiempo de su implementación, el Departamento de Planificación lo  monitoreó periódicamente. Consideró que en las condiciones en que se encontraba era sostenible, por lo que en el año 2013, con la entrega de una memoria que recoge los logros alcanzados y la forma en que se trabajó para llegar a ese resultado, se dio por finalizado el proyecto. El Juzgado, por su parte, ha logrado mantener los resultados obtenidos.  



 



La Comisión de Familia a la fecha, lo ha replicado en diferentes Juzgados de Pensiones Alimentarias del país.



 



Comisión de Acceso a la Justicia 2010-2013



 



Conviene primero indicar que, desde vieja fecha, el Poder Judicial se ha preocupado por el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, tales como personas con discapacidad, indígenas, migrantes y refugiados, adultos mayores, niñez y adolescencia, privados de libertad, personas con diversidad sexual, afro descendientes, víctimas de delitos sexuales y de violencia doméstica.



 



Para la atención de cada uno de estos grupos se conformó una subcomisión. Con el fin de evitar duplicidad de acciones y lograr una efectiva retroalimentación, se creó la Comisión de Acceso a la Justicia, que desde ese momento a la fecha he coordinado. A partir del año anterior, funciona una unidad de acceso a la justicia, que da apoyo a las diferentes subcomisiones en la implementación o elaboración de las diferentes políticas institucionales.



 



Nuestro Poder Judicial es reconocido en los diferentes foros internacionales por los logros alcanzados en este campo, al punto de ser parte, como luego detallaré, de la Comisión de Seguimiento de las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad 2006-2013



 



Desde el 2006 coordino esta Subcomisión, quien solicitó a la Corte Plena, con resultados satisfactorios, la aprobación de una política institucional que permea de manera transversal el quehacer institucional.



 



Las acciones se han dirigido a dos poblaciones meta: funcionarios (as), y usuarios (as).



 



A lo interno, se ha fortalecido la Unidad de Salud Ocupacional, en el abordaje preventivo y en la atención de equipos y mobiliarios especiales, para paliar situaciones por lo general sobrevinientes. Se cuenta con un protocolo para orientar y facilitar este tipo de solicitudes. Además, un 20% (con un aumento gradual de un 5% anual), del porcentaje de las compras, se destina a equipo y mobiliario ergonómico.



 



El Departamento de Gestión Humana cuenta con una política para la atención integral de funcionarios (as) que enfrenten una discapacidad sobreviniente, de manera tal que se respeten los derechos adquiridos mediante las adecuaciones laborales que resulten pertinentes, con el fin de no afectar la prestación del servicio público ni el entorno laboral. 



 



Desde la Subcomisión se han atendido casos particulares que han provocado cambios importantes en la línea institucional.



 



Está en estudio el perfil de los diferentes puestos, a fin de poder llegar, en un futuro cercano, a contar con una política que garantice el ingreso laboral de personas con discapacidad.  



 



A lo externo, se ha avanzado en distintas áreas, con el firme propósito de superar las barreras que se presentan:



 



·         Infraestructura



En el caso de las construcciones antiguas, propias o alquiladas que no sean accesibles, existen acuerdos del Consejo Superior, a solicitud de la Subcomisión, para que cualquier modificación o reforma considere los derechos de esta población, a quien, además, se le debe atender en un lugar que le resulte accesible. En los edificios que no tienen ascensor o este no es apto para ese propósito, hay una oficina en el primer piso destinada a su atención.



 



En las remodelaciones o nuevas construcciones, desde el cartel de licitación, se exige el cumplimiento de la Ley 7600 y, a nivel interno, se respetan las normas de INTECO, por disponerlo así el Consejo Superior a instancias de la Subcomisión.



 



Los últimos edificios, en Guápiles, Grecia y Turrialba son accesibles.  



 



Se ejecutó un plan piloto de señalización en el edificio de Goicoechea, que fue validado por personas ciegas o con dificultad visual. Se analiza su réplica paulatina en los demás edificios y en todos los que se construyan. 



 



·         Informática



 



Las páginas Web del Poder Judicial, de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional, se orientan, sin alcanzarlo en su totalidad, a los estándares universales de accesibilidad. Han sido sometidas a procesos de validación y ajuste y las personas responsables han recibido la capacitación necesaria para su cumplimiento. 



 



Todos los circuitos judiciales cuentan con programas jaws y speaker, para personas ciegas, con dificultades visuales y motoras. 



·         Comunicación



 



La Subcomisión tiene su propia página, con información de interés para personas con discapacidad. 



En la entrada de los edificios hay afiches informativos sobre los servicios que se ofrecen. Casi 300 funcionarios (as) de diferentes partes del país, han sido capacitados (as) en los cuatro cursos básicos de lesco, para orientar a los y las usuarias. 



 



·   Ley de Notificaciones Judiciales



 



El artículo 5 de la Ley de Notificaciones Judiciales fue incorporado a instancias de la Subcomisión, con lo que se garantiza que toda comunicación judicial debe ser accesible, considerando al efecto la discapacidad de su destinatario. 



 



·   Intérpretes 



 



La forma de garantizar a la población sorda una certera y confiable comunicación, ha sido una de las tareas más difíciles. El país no cuenta con una entidad certificadora de la calidad del intérprete en lenguas de señas Lesco. Además, no todo sordo (a) se comunica mediante este lenguaje. 



 



A pesar de estas dos grandes limitaciones, se preparó un Reglamento que mejora de manera significativa el proceso de designación de intérpretes que tiene a cargo la Dirección Ejecutiva. 



 



El tema se ha tratado de cerca con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE). Recientemente se aprobó un Protocolo sobre el perfil del intérprete, al que se llegó mediante una consultoría internacional con fondos de Eurosocial.



 



·         Biblioteca



 



Se parte de que es importante conocer los derechos para exigir su respeto. Hoy, la Biblioteca Judicial y la del Complejo Judicial de San Joaquín de Flores, forman parte de las pocas bibliotecas nacionales accesibles. 



 



Cuentan con equipo ergonómico,atriles, servicio personalizado, lámparas lupa,  teclado gigante, posa pies, entre otros.



 



·         Capacitación



 



Se han impartido muchos cursos y charlas de capacitación y sensibilización en todos los sectores, así como a la población civil con discapacidad. Estos últimos, con apoyo de la CNREE.



 



El Consejo Superior dispuso que, para nuevo ingreso, es requisito aprobar el curso virtual “Todos y todas somos igualmente diferentes. Aprendiendo acerca de la diversidad” que imparte de manera no presencial el Departamento de Gestión Humana. 



 



La Escuela Judicial, con conexión simultánea a otros circuitos y otros países, periódicamente desarrolla un ciclo de video conferencias. Además, en todos los cursos que imparte, trabaja transversalmente el tema desde la perspectiva de los derechos humanos que es, además, un módulo en el programa de formación inicial de jueces.



 



De manera similar trabajan las diferentes unidades de capacitación de la Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y Ministerio Público.



 



El día tres de cada mes, se pasa por intranet un mensaje sensibilizador.



 



Los y las integrantes de la Subcomisión participamos en actividades académicas como foros, presentaciones o mesas redondas. 



 



·         Proyecto de Ley



 



La Subcomisión lideró, junto a otros actores externos (Fundación Justicia y Género, Defensoría de los Habitantes, Diputados (as)) la elaboración de un  proyecto de Ley sobre la Autonomía Personal de Personas con Discapacidad, que desarrolla los principios básicos de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas, aprobada el 29 de setiembre de 2008.  



 



Teletrabajo



 



Solicité a la Presidencia de la Corte que me permitiera explorar en otras instituciones la implementación del teletrabajo, considerando para ello los beneficios que genera tanto para la parte empleadora como para los funcionarios.



 



Las instancias técnicas, por su parte y de manera aislada, tenían la misma inquietud. Esto facilitó la conformación de una Comisión que me correspondió coordinar, con la participación de dos magistrados (as), así como los Departamentos de Tecnología de la Información, Planificación, Recursos Humanos, un juez laboral y un letrado informático. Esta integración permitió una visión integral que se plasmó en una propuesta de Reglamento que se consultó a las diferentes organizaciones  sociales y  jefaturas de órganos auxiliares. Finalmente, fue aprobado por la Corte Plena, que encargó su implementación al Consejo Superior.



 



Sentencia escrita



 



Planteé al pleno de la Corte Plena la necesidad de que toda sentencia oral, cada vez con más fuerza, debe contar con un respaldo escrito, considerando fundamentalmente los derechos de las personas usuarias: partes, abogados, estudiantes, académicos, funcionarios judiciales.



 



A ello se unen aspectos como la brecha digital, de certeza y seguridad jurídica, control ciudadano y transparencia.



 



Después de una vasta discusión, se llegó a establecer que al menos cuando el caso es complejo, hay multiplicidad de partes o una de ellas lo solicita de manera expresa, la sentencia debe entregarse en formato escrito. Además, se dispuso que cada Sala presentará a la Corte una propuesta sobre las materias que les son afines, como en efecto se hizo en el mes de noviembre del 2013.



 



Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad. Comisión de Seguimiento



 



A nivel Iberoamericano, los Presidentes de las Cortes Supremas de Justicia y de los Consejos de la Magistratura de Iberoamérica, se reúnen periódicamente, por lo general, cada dos años, a fin de aprobar una agenda común sobre la justicia.



 



En 2002, en Cancún, se dio un paso importante, al identificar ciertas poblaciones vulnerables. En Costa Rica, ese compromiso se tradujo en un proyecto de ley sobre los derechos de los y las usuarias, presentado en la Asamblea Legislativa.



 



En 2007, al retomarse el tema, la Corte Plena me designó para trabajar en los talleres preparatorios que se realizaron en Santa Cruz de la Sierra, Cartagena de Indias y San José. En el primero y en el último, ante el pleno de los integrantes de los distintos talleres, expuse por su orden, “Logros y Proyecciones de la Comisión de Accesibilidad en Costa Rica”  y “Acceso a la Justicia de la Población Migrante y Refugiada”. Estos talleres concluyen con la propuesta de “Las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad”, que aprobó la XIV Cumbre de Presidentes, realizada en Brasilia en marzo de 2008. 



 



La Corte Plena las aprobó en el artículo XXIV de la sesión no. 8-08 celebrada el 9 de marzo del 2009. 



 



Por primera vez se designó un Comité Internacional de Seguimiento. Fuimos electos los representantes de España, México, Guatemala, Argentina y Costa Rica. La coordinación correspondió a España. Nos hemos reunido y comunicado por medios telemáticos en diversas ocasiones, adoptando acuerdos significativos para impulsar su ratificación, divulgación y puesta en marcha en los Poderes Judiciales que las aprobaron. En las siguientes Cumbres, he presentado la tarea realizada por esta Comisión.



 



Como lo detallo en la parte del currículum, relativa a las ponencias en que he participado a nivel nacional e internacional, en múltiples ocasiones he desarrollado esta materia, desde la óptica de los derechos humanos de acceso a la justicia y tutela judicial efectiva.



 



Tanto la Junta Directiva del Colegio de Abogados, como la Acojud (Asociación Costarricense de la Judicatura), me hicieron un reconocimiento por esta designación. 



 



Comisión de Seguimiento Plan Estratégico Institucional (PEI). 2007-2011



 



Para el Poder Judicial, fue la segunda experiencia en el diseño de un Plan de esta envergadura. 



 



A través de una consultoría Internacional IGT INVERTEC, se hicieron diversos talleres con funcionarios y funcionarias de distintos niveles y áreas, a fin de conocer sus puntos, se dio a la tarea de consultar cerca de 1.200 servidores judiciales de todo el país y de los diferentes sectores que la integran, para definir los compromisos para el quinquenio 2007-2011. Una vez recabada la información, el PEI se volvió a consultar para su validación final. 



 



A diferencia del anterior, en este Plan existen mecanismos para poder medir su grado de cumplimiento.



 



La Corte Plena lo aprobó y creó una Comisión, en la que se me designó como coordinadora para que, junto con otra magistrada, el Departamento de Planificación y representantes de otros sectores, le diera seguimiento. 



 



Se realizaron diversas evaluaciones semestrales, que se remitieron tanto al Consejo Superior como a la Corte Plena, previa consulta a las diferentes dependencias judiciales.  



 



Quizás el logro más significativo de la Comisión, fue trabajar en una cultura de planificación y rendición de cuentas, en virtud de la constancia técnica y esquematizada de las evaluaciones periódicas que se han estado realizando. Para el 2009 se estableció un Plan de Trabajo, que incluye un presupuesto específico, para poder realizar  talleres de evaluación regional, a fin de potenciar la importancia.



 



Comisión Inter Institucional de Hacinamiento Carcelario 2012-2013.



 



Las subcomisiones de privados de libertad y la de penal juvenil, la Defensa Pública y la Comisión de Acceso a la Justicia que coordino, preocupados por la problemática que enfrenta el sistema carcelario, convocamos a los jerarcas del  Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, jueces de ejecución de la pena, así como autoridades del Poder Ejecutivo, relacionadas con el sistema penitenciario, y a diputados (as) de la Comisión de Asuntos Jurídicos, para intercambiar información sobre las condiciones del sistema penitenciario costarricense. De los acuerdos alcanzados informamos a la Corte Plena, quien a raíz de la situación que se presentó en fecha reciente, con ocasión de la orden de un juez que dispuso algunas medidas relacionadas con esta temática, solicitó a la Comisión que conociera del asunto. Los acuerdos alcanzados en las distintas reuniones que se han realizado, permiten tener claridad de que este es un problema nacional que debe ser abordado desde diferentes ángulos. Por esa razón se asumieron compromisos importantes en un ambiente de solidaridad y respeto, entre los que caben destacar la urgencia de contar con más centros penitenciarios, mejorar las condiciones de los actuales, revisar diversos aspectos de la legislación penal y de los proyectos que se encuentran en la Asamblea Legislativa, fomentar las medidas alternativas y fomentar la capacitación.



 



SALA PRIMERA 



 



La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia conoce del recurso de casación de las materias: civil (ordinarios y abreviados)  y contencioso administrativo y civil de hacienda (tributarios, lesividades, ejecuciones de sentencia y de actos firmes). Como tercera instancia rogada, atiende los recursos en materia agraria y notarial, además de los recursos de nulidad que se interponen contra los laudos arbítrales. Le corresponde además la tramitación de los exequátur y cartas rogatorias de todas las materias y definir los conflictos de competencia entre distintos órganos jurisdiccionales. Conoce, además, el recurso de revisión contra sentencias firmes.



 



El volumen de trabajo ha ido creciendo, como lo demuestran las estadísticas judiciales, sin que proporcionalmente se diera un aumento en el personal de apoyo y menos aún en la cantidad de los magistrados (as). Por el contrario, la Sala mantiene un recargo como Tribunal de Casación y durante el 2008 al 2010, también asumió como Tribunal de Apelaciones.



 



Sin duda, la entrada en vigencia del Código Procesal Contencioso Administrativo, que afortunadamente redujo de manera significativa el tiempo de duración de un proceso de esta naturaleza, ha sido un factor determinante en esos resultados.



 



Debo reconocer el compromiso y mística de mis excompañeros magistrados y de los actuales, tanto titulares como suplentes, así como del personal profesional y de apoyo de la Sala. Este fue y ha sido un trabajo en equipo, con el común denominador de satisfacer de la mejor forma el servicio público.



 



1.- Informe estadístico de la labor de la Sala Primera y del Tribunal de Casación. Análisis comparativo 2006 al 2012



 



Los siguientes cuadros elaborados por la Sección de Estadísticas del Departamento de Planificación reflejan el comportamiento de la Sala durante seis años: 2006 al 2012, y del Tribunal de Casación del 2008 al 2012. 



 



El 2013 no se incluye porque a la fecha de este informe el año no ha concluido por lo que dicha Sección no tiene a su haber los datos anuales. Sin embargo, cabe destacar que al día de hoy, no llegan a diez el total de los asuntos anteriores al primer semestre del 2012, que estén pendientes de circular entre los restantes integrantes de la Sala.



 



A continuación, se incluye el informe número 1694-PLA-2013 del 22 de noviembre del año en curso.



 



“Informe estadístico de la Sala Primera para el período 2006-2012”



 



A)      Asuntos regulares. 



 



         Desde el 2006, el volumen de casos pendientes de trámite en la Sala Primera ha ido creciendo a pesar del cada vez mayor esfuerzo resolutivo de la Sala Primera para atender el creciente ingreso de causas nuevas. 



 



         En el cuadro siguiente se puede constatar que al inicio del 2006 se tenían en espera de trámite final 228 expedientes, cifra que se eleva a los 891 a la conclusión del 2012; esto es un crecimiento de casi cuatro veces más. Tal patrón estadístico, es efecto del fuerte incremento de la entrada de causas nuevas al despacho, cuya cifra ha venido creciendo año con año, al pasarse de un ingreso de 733 asuntos entrados a lo largo del 2006 a 1.420 en el 2012.  De esta forma, se incrementó en un 94% el ingreso nuevo de causas a la Sala, factor que se constituye en el mayor aporte a la creciente carga de trabajo(



				







				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				







				







				















				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				















				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				



				



				















				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				















				







				







				







				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				















				







				







				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				







				







				















				







				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				







				



				



				



				



				



				



				











http://www.poder-judicial.go.cr/salaprimera



http://sitios.poder-judicial.go.cr/sala1/tribunal de casación/



 



H.- Centro Electrónico Casacional



 



El pleno de la Sala consideró importante contar con una oficina que entró en funciones en el 2007, con el objetivo de sistematizar mediante descriptores y restrictores con sus respectivos resúmenes, todos los pronunciamientos dictados por el fondo. En igual sentido se ha procedido con los conflictos de competencia a partir del 2010.



El propósito es facilitar a usuarios internos (letrados, magistrados)  y externos  (jueces, estudiantes, litigantes, académicos), la búsqueda de jurisprudencia. A pesar de que está a cargo de un único profesional en derecho con amplios conocimientos en informática, con frecuencia se reciben comentarios muy positivos sobre el servicio prestado que día a día va en aumento como se refleja en la siguiente tabla con corte al 19 del mes en curso.



 



				Año 2008



				Año 2009



				Año 2010



				Año 2011



				Año 2012



				Año 2013







				67



				207



				356



				567



				1003



				1100











 



I.- Implementación de la carpeta virtual 



 



Aún y cuando la Sala no es un despacho electrónico, en virtud de que recibe asuntos de distintos órganos judiciales, prácticamente de todo el país, que no cuentan con esa herramienta, lo cierto es que a partir de las gestiones que en ella se realizan, la información se digitaliza (escanea) y se incorpora en una carpeta electrónica.



 



De esta manera, se facilita a los usuarios la posibilidad de consultar a través de Internet el recurso y los movimientos que se le han dado, previa solicitud de  una clave personalizada que permite ingresar al sistema de gestión. También es posible gravar la información en cualquier dispositivo electrónico.



Esto facilita el acceso a la justicia y el derecho de información de los usuarios.



 



J.- Código Procesal Contencioso Administrativo.



 



Entró en vigencia en enero del 2008. 



 



Por permitirlo así la nueva legislación y a solicitud de quienes integramos la Sala, se recargaron las funciones de Tribunal de Casación y de Apelaciones, lo que incidió, como luego se verá, en una serie de ajustes operativos. En el año 2010, se creó el Tribunal de Apelaciones, pero la Sala continúo como Tribunal de Casación.



 



Sin duda, el nuevo modelo obligó a tomar una serie de medidas con el fin de enfrentar el nuevo reto con responsabilidad. Por esa razón, desde el seno de la Sala, se gestionaron diversas actividades académicas. 



 



También, es importante destacar que la Sala, en asocio con el Colegio de Abogados y Abogadas, se dio a la tarea de impartir charlas sobre el recurso de casación, igualmente detalladas en el citado curriculum.



 



3.- Fallos relevantes



 



Si bien esta presentación, de diversos temas desarrollados por la Sala en las distintas materias de su conocimiento, no pretende agotar las preferencias que por múltiples razones pueda tener cada usuario en la búsqueda y análisis de la jurisprudencia,  sí ilustra, cuando menos, los pronunciamientos que de una u otra manera, revisten importancia desde el punto de vista jurídico, para lo cual se ordenan en forma alfabética y se indica el número de voto respectivo, cuyo texto puede ser extraído utilizando el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ), en la siguiente dirección electrónica:



 



http://jurisprudencia.poder-judicial.go.cr/SCIJ_PJ/busqueda/jurisprudencia/jur_selectiva.aspx?strErr=



 



Accesión. Derechos del propietario del inmueble



 



Las siembras, plantaciones u obras se consideran realizadas por el propietario del terreno, salvo prueba en contrario. 



 



De no ser así, se debe determinar si hubo o no consentimiento del dueño del inmueble. Se deshecha la accesión, en el caso de que exista consentimiento expreso del propietario para la incorporación de cosas.



Fallos 178-F-2007 y 249-F-2011



 



Acción reivindicatoria 



 



La ejerce el dueño del inmueble contra terceros que posean como dueños (sin título)  o contra el poseedor de mala fe, aunque halla dejado de serlo, para efectos de pedir la indemnización por frutos, deterioros y perjuicios. 



 



Para su procedencia, se requiere: derecho real de propiedad, legitimación activa y pasiva e identidad del bien.



 



El poseedor tiene derecho a las mejoras, pero debe reclamarlas en el momento procesal oportuno. (En este punto la posición de mayoría es que basta con que lo alegue al contestar la demanda).



 



Para la prescripción positiva, es necesaria la reconvención.



Fallos 794-F-2006 y 949-F-2006



 



Apertura para recurrir ante la Sala, violaciones procesales del fallo en materia agraria



 



Cambio jurisprudencial. Se admite el recurso en el supuesto de que se aleguen vicios procesales de la sentencia que se recurre.



Se diferencian los vicios de esta naturaleza según se den en la etapa del proceso o en el fallo 



Fallos 178-F-2007 y 179-F-S1-2008



 



Cierre de negocio. Incumplimiento de deberes tributarios



 



El artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, ordena el cierre de negocio, cuando se reincide en no emitir facturas o comprobantes autorizados; no las entregan al cliente, no se presentan las declaraciones, pese a ser requeridas,  o no se ingresen las sumas retenidas, percibidas o cobradas. 



 



La sanción se aplica cuando exista resolución firme de la Administración Tributaria. 



Fallo  215-F-2008



 



Competencias del Concejo Municipal y Alcalde



 



Los ayuntamientos tienen un régimen bifronte, compuesto por dos centros jerárquicos de autoridad, de elección popular. Las funciones del Concejo son políticas y normativas. Las del Alcalde, técnicas, gerenciales y de ejecución. No existe un ligamen jerárquico entre ellos, sino una relación interadministrativa de coordinación,  necesaria para la labor de administración de los intereses y servicios locales del cantón. 



Fallo 776-C-2008



 



Compraventa. Publicidad registral



 



Incidencia de la publicidad registral en relación al tercer adquirente de buena fe.



 



Derecho indemnizatorio derivado de la responsabilidad civil contractual. 



 



En sede penal, es posible anular el traspaso por falsedad instrumental. 



Fallos 680-F-2002, 172-F-2008, 264-F-2008, 653-F-2008, 725-F-2009, 111-F-2010 y 1672-2012.



 



Confesión



 



Análisis sobre la confesión anticipada o judicial, en concreto, la simple, la calificada y la compleja; así como la confesión ficta.



Fallo 892-F-2011



 



Contracto. Incumplimiento. Principio de libertad de contratación



 



La propuesta del incumpliente de volver a la situación original, implica un nuevo acuerdo, con el derecho de quien cumplió, de decidir si la acepta o la rechaza sin ninguna consecuencia jurídica en su perjuicio (principio de libertad de contratación).



Fallo 200-F-2010



 



Contrato. Destrucción de siembra



 



Se analiza la enajenación de un inmueble donde se reconoce el derecho del vendedor de retirar una siembra de banano y el deber del comprador de permitir el ejercicio de ese derecho; porque así lo habían acordado. El convenio no fija el plazo para el retiro. Sin embargo, la Sala estima que es hasta que la siembra esté lista por lo que el comprador  al disponer la destrucción total antes de que se pudiera retirar, debe resarcir los daños y perjuicios.



Fallo 728-F-2007



 



Contrato de compraventa. Garantía de funcionamiento



 



Distinción entre la garantía de funcionamiento y los vicios ocultos.



Fallos 212-F-2008 y 1470-F-2011



 



Contrato de seguro. Figura del comisionista  



 



La relación entre el Instituto Nacional de Seguros y una agencia comercializadora, sus apoderados y agentes, es de carácter privado y se rige por el derecho comercial. 



La agencia, como comisionista, actúa por cuenta y en nombre del INS. 



Los derechos y obligaciones surgen entre el tercero y el mandante. 



Esta es una figura contractual, de la que se vale el INS para expandir sus servicios, y promover, gestionar, cobrar, inspeccionar y colocar seguros, por lo que no puede disponer su resolución, ejecutando la garantía de cumplimiento, salvo cuando se invoquen razones de protección al interés público.



Fallo527-F-2008



 



Contrato de transporte



 



Análisis histórico del Convenio de Varsovia el cual contempla la responsabilidad del transportista por  los daños derivados por atraso, pérdida o avería de la mercadería. No se excluye el resarcimiento de otros menoscabos que sean derivados del incumplimiento o cumplimiento defectuoso.



Voto 214-F-2009



 



Contrato mercantil. Plazo de cumplimiento



 



En contratos mercantiles no se reconocen términos de gracia o cortesía, por lo que no se admite un plazo distinto o mayor al fijado expresamente por las partes, a fin de garantizar la celeridad en el tráfico comercial. El comprador no está obligado a recibir la mercancía en condiciones diferentes a la pactada (cantidad y plazo), mucho menos, si para ese momento no le resultan útiles, operando una pérdida de interés del acreedor. Si acepta entregas distintas, la venta queda consumada en cuanto a ellas.



Fallo 1093-F-2011



 



Contrato. Promesa de hecho de tercero



 



Posibilidad de que la parte contratante se obligue frente a la otra a que un tercero asuma una obligación de dar o hacer. Este régimen excepcional requiere del consentimiento del tercero y que el promitente asuma la prestación en caso de que este se niegue, es decir, responderá subsidiariamente.



Fallo 365-F-2007



 



Corredor de bolsa. Prescripción para el cobro de daños y perjuicios. Cancelación de credenciales. La naturaleza de la relación subyacente determina el plazo de prescripción para el cobro de daños y perjuicios.  



 



La cancelación de credenciales de un corredor de bolsa, se rige por la prescripción mercantil.   Interrupción de la prescripción por actos continuos o que se reafirman con periodicidad. 



Fallo 171-F-2007



 



Cosa juzgada



Concepto, naturaleza, efectos y límites de la cosa juzgada.



Este instituto, impide variar lo resuelto en sede penal en relación con el traspaso anulado, al determinarse la falsedad instrumental. 



Fallo 680-F-2002



 



Cuantía. Obligación de valor



 



Se hace una distinción entre obligaciones dinerarias y de valor. La Sala considera que la cuantía limita el máximo de las pretensiones pecuniarias en el caso de las obligaciones dinerarias, no así las de valor, por lo que el juzgador no incurre en incongruencia por ultra petita, cuando reconoce más del monto provisional fijado en la demanda por daños y perjuicios. 



Fallo 600-F-2009 y 1052-F-2009



 



Daño ambiental. Naturaleza y destino de la indemnización



 



Concepto de ambiente, daño ambiental, contaminación y evaluación del impacto ambiental.



Análisis de los diferentes tipos de daño y las reglas para su indemnización.



Se aborda el tema de la legitimación activa, intangibilidad de la cosa juzgada y fiscalización en la reparación.



Por primera vez, se analiza el concepto, tipo y carácter público de la indemnización y sus controles.



Fallos  675-F-2007,  104-F-2009,  199-F-2010,  90-F-2011,  1469-F-2011, 189-F-2012,  y 1440-F-2012



 



Daño físico



 



Análisis sobre el daño a la persona en su integridad física o psíquica, de previo al evento lesivo. El que una afectación considerable del cuerpo pueda no dejar secuelas, o al menos no visibles, como en el caso de una fractura, no impide que el sujeto que lo  padeció  deba ser indemnizado, pues resultó menoscabada su integridad corporal.



 



En consecuencia, atendiendo a su importancia, gravedad, intensidad, funcionalidad –por citar algunos elementos- se impone al agente que los causó,  el deber de responder.  



Fallo 1153-F-2011



 



Daños y perjuicios derivados de una falta de respuesta 



 



Condena al Estado ante imposibilidad del Colegio de Abogados, de resolver la solicitud de incorporación planteada por los ejecutantes, debido a que  CONESUP no respondió oportunamente.



Fallo 713-F-2005



 



Decisiones del Tribunal Eclesiástico no tiene efectos civiles 



 



Denegatoria de exequátur a un fallo del Tribunal Eclesiástico que anula vínculo matrimonial. Esa decisión no produce efectos civiles 



Naturaleza del derecho eclesiástico; análisis y distinción con el derecho estatal. 



Fallo900-E-2002



 



Defensoría de los Habitantes sujeta a control jurisdiccional



 



Es una entidad de derecho público, con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado. 



 



Realiza función administrativa, por lo que debe estar sujeta al control jurisdiccional, en el tanto puede contravenir el ordenamiento jurídico o lesionar a terceras personas, además de que puede incurrir en  responsabilidad patrimonial. 



 



El hecho de emitir recomendaciones no la exime de ese control jurisdiccional, pues atentaría contra el derecho fundamental de tutela judicial efectiva y el principio de control universal de la Administración Pública. 



Fallo 768-F-2006



 



Delegación. Deber del Estado



 



Si el Estado delega un servicio, debe vigilar su prestación. Mantiene competencia para definir el régimen de explotación, cómo debe ejecutarse el servicio, fijar su tarifa, imponer sanciones por incumplimiento de las condiciones pactadas y asegurar el beneficio económico al concesionario.



 Fallo  577-F-2007



 



Derechos de autor. Protección a la creación intelectual. Derechos sobre actividades relacionadas con su explotación o uso



Se define lo que es obra y se explican los derechos de sus autores: patrimoniales (provecho pecuniario) y morales (paternidad, reputación del autor y libertad de exponerla). 



Se reconoce el daño moral subjetivo por la autoría de una canción, utilizada en campaña electoral. 



Fallo 127-F-2007



 



Derecho de uso del subsuelo



 



Análisis de los principios constitucionales de propiedad, razonabilidad y proporcionalidad; así como la “teoría del interés real de uso que debe ser acreditado por el propietario de la superficie”. No es suficiente que el propietario alegue que el subsuelo le pertenece, pues debe demostrar que hacia abajo es propietario por accesión de otras construcciones o al menos, que tiene un interés real de uso de ese espacio. Lo anterior adquiere mayor relevancia, tratándose de obras públicas que exceden el nivel de profundidad tradicionalmente utilizado para construcciones civiles y de otra índole, que pueda realizar el dueño de aquella superficie.



Fallo 1309-F-2013



 



Empleo público



 



Lineamientos para determinar la competencia de la jurisdicción contencioso administrativa y de la laboral en asuntos de empleo público. Análisis de los votos de la Sala Constitucional números 9928 y 11034, ambos del año 2011.



 



         Jurisdicción Contencioso Administrativa, conocerá:



·         Cuando se cuestiona una conducta administrativa derivada de una relación de empleo público en el ejercicio de potestades de imperio. Fallos 1274-C-2010 y 962-C-2011



·         De una medida cautelar para suspender un acto administrativo. Fallo  1279-C-2010



·         De la protección efectiva de situaciones jurídicas individuales, de derechos subjetivos e intereses legítimos.  Fallo 328-C-2013



·         Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado (obligación indemnizatoria), como asunto que integra el ámbito competencial del proceso civil de hacienda. Fallo 1044-C-2010



·         La solicitud de cumplimiento de disposiciones dictadas por la Administración a favor del administrado, por tratarse de ejecución de actos firmes y favorables Fallo 33-C-2011



·         Cuando existe concurrencia de pretensiones de orden jurídico-público y otras de orden laboral, que las atrae el fuero de atracción.  Fallo 1474-C-2012



·         De los conflictos que se presenten en un Banco estatal que es un ente autónomo, regido en su actividad externa (sobre todo para el cliente), por el derecho común o privado. Su relación de empleo público con sus funcionarios es interna. El núcleo central de la relación viene regulado por convención colectiva (instrumento jurídico neutro), cuyo contenido y regulación remiten a una amplia gama de las normas propias del derecho administrativo en combinación con las de orden laboral. Su régimen disciplinario tiene rasgos marcados por el derecho administrativo, que obligan en consecuencia, a definir el conflicto en la jurisdicción contenciosa administrativa.  Fallos 1306-C-2012 y 358-C-2013



 



La Jurisdicción Laboral conocerá:



·         Cuando la persona no desempeña tareas como funcionario público. Fallo 745-C-2012



·         Cuando se solicitan extremos patrimoniales de orden laboral. Fallo 908-C-2013



·         De los procesos disciplinarios contra servidores municipales, cuando ha actuado el tribunal contencioso, como jerarca impropio y no como órgano jurisdiccional. Fallo 249-C -2013



·         Cuando se pretenda la nulidad del acto de despido de una persona protegida por un fuero sindical. Fallo 1220-C-2012



·         En virtud del giro comercial de la actividad de la entidad bancaria (ente público no estatal). Fallo 1019-C-2011, 237-C-2012 y 1473-C-2012



·         Cuando el  actor está sometido al derecho laboral común, dada la naturaleza de empresa pública de la parte contraria. Fallo 498-C-2012 y 882-C-2012



·         Los casos de la trabajadora embarazada o en período de lactancia, que fuere despedida, conforme al canon 94 bis del Código de Trabajo. Fallo 499-C-2012



·         Cuando estén de por medio acuerdos de derecho laboral colectivo o movimientos huelguísticos. Fallos 459-C-2012, 569-C-2012 y 1571-C-2012



·         De las pretensiones para obtener los incentivos salariales establecidos en las leyes 6863 y 7064.  Fallo 1129-C-2011



·         Las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral, a la fecha de publicación íntegra de la sentencia constitucional n° 11034-2010, en el Boletín Judicial del 7 de julio de 2010. Fallos 921-C-2011 y 404-C-2012



 



Equilibrio financiero en contratación administrativa



Derecho del concesionario a que se mantenga el equilibrio de la ecuación financiera del contrato, mediante un incremento en la tarifa del transporte público de personas, que compense los aumentos causados en la ejecución del contrato. 



El reajuste de precios o mecanismo jurídico de restitución (no de indemnización) del valor real de la obligación, reconocido en todo contrato celebrado con el Estado, mientras no se declare, es una expectativa de derecho. 



Fallo 577-F-2007



 



Equiparación judicial



La equiparación judicial de los efectos de la resolución administrativa en favor de un tercero posibilita la terminación anticipada del proceso. La resolución que así lo disponga tendrá autoridad de cosa juzgada material. 



Análisis sobre su denominación, concepto, objetivo, características del acto administrativo, el solicitante de la equiparación, momento para pedirla, deberes y obligaciones de las partes, órgano ante quien se presenta; así como su trámite y efectos de la resolución.



Voto 445-F-2012.   



 



Impuesto de licores. FANAL puede aplicar descuentos, pero no deducirlos del impuesto de renta  



No hay norma que prohíba a FANAL aplicar descuentos en los precios de sus productos como práctica comercial. Sin embargo, no puede deducirlos de la base imponible, porque la ley no contempla para este tributo concreto, esa posibilidad, tal y como sucede con el impuesto general sobre ventas.



En materia tributaria, es  improcedente la analogía.  



Fallo 399-F-2006



 



Impuesto de patente. Banco Popular y de Desarrollo Comunal no lo paga



La patente es una licencia municipal que habilita  realizar una determinada actividad lucrativa en el territorio de un gobierno local. 



Se justifica su cobro  en la necesidad de sufragar los costos de los servicios públicos (aseo, seguridad)  que brinda la Municipalidad, y que implican un beneficio para los negocios y comercios. 



El Banco Popular, es una institución de derecho público no estatal. Despliega una serie de actividades lucrativas. Integra el Sistema Bancario Nacional y por esa razón, no paga impuesto de patente municipal.



Fallo 791-F-2007



 



Incendio y quemas en inmueble agrario 



Desarrollo histórico de la normativa sobre incendios y quemas en fundos agrarios.



Principio de responsabilidad objetiva. Se presume la responsabilidad de quien creó las condiciones del daño. El afectado no debe demostrar la culpa o dolo de quien causó el incendio o la quema. 



Fallo 1071-F-2004



 



Incongruencia



En la nueva legislación contenciosa administrativa, la congruencia se relativiza por cuanto, en virtud de los poderes otorgados al juzgador, las pretensiones aducidas en la demanda pueden sufrir variaciones, tanto en la audiencia preliminar, como en el juicio (artículos 90.1.b y 95); además de que pueden darse pronunciamientos oficiosos (art. 122).  



Fallos 1509-F-2012 y 3-F-2013



 



Indexación no convencional



En un cambio jurisprudencial, se sientan las bases para reconocer la indexación en obligaciones dinerarias, como forma de actualización monetaria. 



Fundamento normativo y presupuestos para la procedencia extra-convencional, entre ellos, que sea reclamada oportunamente.      



Fallos 1016-F-04 y 519-F-05 



 



Indexación  Forma de determinarla



Se detalla la fórmula y los componentes para indexar sumas de dinero y el interés neto 



Fallo 902-F-2012 



 



Ineficacia del negocio jurídico



Se detallan los supuestos en donde el acto o negocio jurídico no produce o deja de producir efectos: falta de validez, resolución contractual, condiciones suspensivas o resolutorias, indeterminación objetiva o subjetiva, revocación y aquellas hipótesis que impiden la producción de efectos o los hacen cesar con posterioridad.  



Se determina la nulidad e ineficacia de un contrato de venta de un lote de 30 metros, por contener cláusulas contrarias a las normas de fraccionamientos urbanos que impiden segregar en esas porciones.



Fallo 183-F-2008



 



Interés legal. Vigencia del régimen civil y comercial



Análisis de los artículos 497 del Código Mercantil y 1163 del Código Civil, en lo que respecta a la  fijación de la tasa del interés legal, a la luz de las reformas introducidas en la Ley de Mercado de Valores.



Fallo 984-F-2006



 



Interés superior del niño, niña o adolescente



Análisis normativo internacional y nacional sobre la protección del niño, la niña y el o la adolescente; y su reconocimiento como sujeto pleno de derechos. 



Su interés superior debe ser considerado a la hora de decidir. 



Fallo 699-E-2003



 



Interpretación de normas tributarias. Cambio Jurisprudencial



Se pasa de un sistema restrictivo, a favor de la Administración Tributaria, a uno abierto, que incluye distintas formas de interpretación, incluida la finalista.



Fallos 399-F-2006 y 262-F-2007



 



Litis consorcio. Conversión de la pretensión



En los casos en que se solicita la reinstalación en el puesto, debe ser traído al proceso el sustituto. 



Caso contrario, es posible que, aún de oficio el Juez, no la Sala, haga la conversión a daños y perjuicios. 



Fallo 962-F-2005



 



Legitimación del consumidor



No se requiere ser el propietario registral para estar legitimado para reclamar la indemnización por los daños ocasionados en un vehículo, causados por e. La Ley de Promoción de la Competencia califica al consumidor como el destinatario final que adquiere o utiliza los servicios. En otras palabras, a partir del contrato por servicios entre las partes, surge la relación jurídica, donde el daño causado al objeto de la contratación debe ser indemnizado, y la legitimación surge de tal vínculo.



Fallo 168-F-2010



 



Mala praxis. Inicio de prescripción para cobro de daños y perjuicios 



El plazo prescriptivo, para el cobro de daños y perjuicios, originados en una mala práctica médica, inicia cuando la víctima  está en condiciones de ejercer el reclamo. 



Fallos 606-F-2002 y 376-F-2006.



 



Materia patrimonial disponible. Plazo para laudar



Bajo pena de nulidad, el Tribunal arbitral debe laudar en el plazo establecido.



De acuerdo con la Ley RAC, solo es arbitrable, la  materia patrimonial y disponible. No es susceptible de arbitraje el ejercicio de potestades de imperio o deberes públicos, por ser indelegables, irrenunciables e imprescriptibles.



Fallo 718-F-2006



 



Mejoras



Análisis jurisprudencial sobre el reconocimiento oficioso o a solicitud de parte de las mejoras.  En criterio de mayoría, su otorgamiento depende de que hayan sido pedidas por la parte, bien en la demanda, contrademanda o en sus respectivas contestaciones y, además, se haya aportado prueba suficiente e idónea para acreditarlas, para evitar indefensión a la parte contraria, quien debe contar con la posibilidad de referirse al respecto y aportar los elementos de descargo necesarios.



Fallo 76-F-2009



 



Pacto comisorio



Análisis sobre el pacto comisorio. Nulidad de la compraventa al disfrazar un pacto comisorio, toda vez que existe apropiación de un bien inmueble que garantiza un crédito, sin acudir al proceso ejecutivo. Esa nulidad del acto o negocio decretada lo es sin perjuicio de terceros que de buena fe adquirieron derechos al amparo del Registro. El titular original tiene derecho de reclamar judicialmente, si a bien lo tuviere, la responsabilidad del agente al que atribuye el despojo. El pacto comisorio extiende su invalidez para bienes muebles (prenda).



Fallo 299-F-2007 y 111-F-2010



 



Poder especial. Asamblea de accionistas



Normativa aplicable en caso de que se otorgue un poder para participar en una asamblea societaria. 



Fallo 489-F-2005 



 



Prescripción positiva en materia agraria



En esta materia, hay dos tipos de usucapión o adquisición de la propiedad por el transcurso del tiempo. 



La especial, regulada en la Ley de Tierras y Colonización, cuyo fundamento es la posesión precaria, por la necesidad de explotar el fundo como medio de subsistencia propia o del núcleo familiar, en la que no es  determinante la buena o mala fe; y la agraria común, regulada en el Código Civil, en la que, quien pretenda adquirir, debe demostrar el justo título, la posesión y  la buena fe. 



Fallo 178-F-2007



 



Prescripción. Incapacidad



El plazo de prescripción no corre contra los incapaces, durante el tiempo que estén sin curador que los represente de acuerdo a la ley.



Fallo 622-F-2011



 



Prevalencia del derecho de familia sobre sucesorio



La discusión sobre una unión de hecho para heredar, por la especialidad del derecho de familia no se ve  afectada por el fuero de atracción del sucesorio. 



Fallo 719-C-2007



 



Principio de no confiscatoriedad, vinculado a capacidad contributiva



Existe un deber de contribuir con las cargas públicas, pero los tributos deben ponderar en forma razonable la capacidad contributiva, de modo que no se transformen en medios impositivos que cercenen la propiedad y posibilidades de desarrollo económico. 



Fallo 399-F-2006



 



Principio de territorialidad



La competencia como motivo de casación, autoriza acoger el recurso y la nulidad del fallo, cuando el proceso no corresponde a los tribunales nacionales, sea por el territorio o por la materia. 



Fallo 843-F-2007



 



Prueba trasladada



Se permite en un proceso, por medio de certificación de piezas, el traslado legal de pruebas oportunamente evacuadas en otro, a fin de verificar los hechos debatidos. Se exige que sean los mismos litigantes quienes tuvieron la posibilidad de controvertirla –principios del debido proceso y derecho de defensa-. 



Fallo 315-F-2011



 



Representante de casa extranjera causa de resolución



El proceso de administración y reorganización con intervención judicial, no constituye causa justa para dar por finalizado en forma unilateral el contrato de distribución. 



La ineptitud o negligencia del representante debe ser declarada judicialmente. 



Fallo 794-F-2005



 



Reserva legal en materia tributaria. No por vía analógica



La analogía es un método válido para llenar lagunas legales, es decir, cuando no existe norma expresa. 



No obstante, su aplicación no puede dar origen a la creación de tributos o exenciones, donde impera la reserva de ley.



Fallo 399-F-2006



 



Responsabilidad administrativa por omisión



Se reitera jurisprudencia sobre responsabilidad objetiva de la Administración, nexo causal, carga de la prueba, factores de imputación, omisión como criterio de anormalidad e ilicitud y las causas de exoneración. 



Fallos  211-F-2005, 584-F-2005, 308-F-2006 y 771-F-2008.



 



Responsabilidad bancaria. Cambio de cheque



El Banco responde por el cambio de un cheque cuya firma se falsificó, en los casos en que sea evidente su alteración.



Fallo 192-F-2004, 24-F-2011 y  632-F-2011



 



Responsabilidad civil contractual



Hotel,  por contrato de hospedaje,  debe brindar a sus huéspedes seguridad. Caso de muerte en una piscina, por descarga eléctrica.



Fallo 570-F-2002



 



Responsabilidad civil extracontractual. Dueño registral del vehículo



Dueño registral no es responsable solidario de los daños causados con su vehículo que está bajo custodia de un taller mecánico para su reparación, al estar fuera de su ámbito de control. 



Responsabilidad del dueño registral se limita al valor del vehículo que se grava. 



Falta de demostración de la culpa o dolo del conductor impide condenarlo en daños y perjuicios. 



Fallo 654-F-2004 y 891-F-2005.



 



Responsabilidad civil no se sujeta a acción penal. Derogatoria tácita del art. 871 del Código Civil



La prescripción de la acción penal es independiente de la responsabilidad civil (obligación de reparar el daño causado), derivada del hecho dañoso y punible.



El origen de la obligación de indemnizar proviene de una conducta (activa u omisiva) generadora del daño y no de un delito. 



Acción civil sólo podrá ejercerla el afectado y delegarla en ciertas circunstancias en el Ministerio Público.



Conforme al principio de que ley posterior deroga la anterior, el canon 871 del Código Civil fue derogado tácitamente por el 96 del Código Penal. 



La amnistía, el indulto, el perdón y las diversas formas de extinción de la acción penal, no afectan la responsabilidad civil.  



Fallo 422-F-2007



 



Responsabilidad civil por detención ilegítima



Fijación prudencial del daño moral, aplicando principios de proporcionalidad y razonabilidad. 



Fallo 370-F-2003



 



Responsabilidad civil por prisión preventiva



El Estado debe indemnizar a la persona que fue sometida a prisión preventiva y luego es absuelta, con plena demostración de inocencia. Diferencia cuando absolutoria es por duda.



Fallos 654-F-2008, 97-F-2009, 211-F-2009, 446-F-2012 y 14-F-2013



 



Responsabilidad objetiva de establecimientos comerciales



Análisis normativo, principios constitucionales y derechos fundamentales del derecho económico a la protección del consumidor; así como el régimen de responsabilidad objetiva en las relaciones de consumo impuesta por la Ley de Defensa del Consumidor.  En particular, la teoría del riesgo creado o del daño creado, nexo de causalidad, carga probatoria, causas eximentes de responsabilidad y plazo de prescripción de cuatro años. Se aplica en casos de responsabilidad de los establecimientos comerciales por la sustracción de un vehículo en sus parqueos; por lesiones físicas debido a caídas: por estar mojado el piso, por existir obstáculos en la vía; en el área de juegos infantiles de un restaurante o por el uso de una atracción acuática en el Parque Nacional de Diversiones; así como el derecho de las personas a estar informadas de los productos que consumen y cualquier otro extremo que podría perjudicarlos económicamente  (información de las bases de un concurso cuyo premios eran unos automotores), entre otros supuestos. No eximen de responsabilidad, los tiquetes, carteles o letreros, en donde la empresa no se responsabiliza por los daños que se puedan sufrir. No debe distinguirse entre cliente potencial y comprador efectivo. La adquisición efectiva del producto es intrascendente.



Fallo  646-F-2001, 460-F-2003, 295-F-2007, 655-F-2007, 609-F-2008, 748-F-2010, 1521-F-2010, 515-F-2011, 1153-F-2011 y 7-F-2012



 



Responsabilidad objetiva en materia de agroquímicos



Se imputa responsabilidad objetiva a quien registra el producto como a quien vende y da una receta distinta a la etiqueta del producto, en virtud de que se trata de una actividad que implica un riesgo al consumidor, al medio ambiente y al productor agrario.



Fallo 809-F-2012, 1691-F-2012 y 457-2013



 



Responsabilidad patrimonial. Carga probatoria



En la responsabilidad patrimonial derivada de un factor objetivo de atribución, le corresponde acreditar el daño y sus alcances, a quien lo sufrió.



El presunto autor debe demostrar las eximentes de responsabilidad que rompen el nexo causal. 



Fallo 212-F-2008



 



Retrocesión



Análisis sobre la retrocesión en materia expropiatoria. La declaratoria de interés público, el avalúo y traspaso a favor del Estado, son conductas orientadas a adquirir el inmueble. Su venta no fue un acuerdo libre y voluntario. Esta situación, configura el presupuesto básico de la retrocesión (la expropiación), además de los diez años sin que el terreno se destinara al fin público que originó su venta. 



Fallos 297-F-2008, 297-F-2008, 733-F-2008, 799-F-2010, 1245-F-2011 y 771-F-2012



 



Ruptura del tope indemnizatorio por accidente laboral



Por el principio constitucional de indemnización plena y tutela judicial efectiva, se rompe el tope tarifado en caso de accidente laboral. 



Fallo 030-F-05



 



Servidumbre de luces, vistas y claraboyas. No opera prescripción positiva



Improcedente la prescripción positiva en este tipo de servidumbres.



 Fallo 507-F-04



 



Silencio positivo, inoperante en materias relacionadas con el medio ambiente



En los permisos de tala, materia ambiental y bienes de dominio público, no opera el silencio positivo. 



Importancia de la conservación de los recursos naturales.



Fallo 397-F-2001 y 771-F-2008.



 



Sociedad Anónima. Facultades legales del Presidente



Análisis normativo sobre la representación judicial y extrajudicial. El Presidente de la Junta Directiva, por ley, es su representante. No requiere de norma estatutaria.



Fallo 489-F-2005



 



Tarifa pública. Competencia de Aresep, su fijación



La tarifa es un medio de retribución justo y razonable, que permite amortizar la inversión para prestar un servicio público y reinvertir en la actividad. 



Competencia de ARESEP para fijar las que deben cancelar los usuarios de un servicio público. Funciones de la Comisión Técnica de Transportes.



Su cálculo se fija con base en el principio del servicio de calidad, al costo. 



Fallo 577-F-2007



 



Tutela judicial efectiva y principio pro actione



La Sala estima improcedente el uso del término “mejoras” y entiende que se está refiriendo a la accesión, pues lo que se pide es que se reconozca el valor de la edificación. Se basa en el principio de tutela judicial efectiva -acceso a la justicia- y el principio pro actione que procura aquella interpretación que sea más favorable a la admisión de la acción.  



Fallo 599-F-2013



 



Usucapión civil. No procede por traspaso de posesión



El justo título, requerido para la usucapión, no se configura con el traspaso de los derechos posesorios, que solo confiere un derecho de posesión.



Fallo 045-F-2007. 



 



Vicio de defecto de cantidad o calidad del producto. Derechos del comprador. 



El artículo 450 del Código de Comercio faculta al comprador para reclamar sobre la cantidad y calidad de los bienes adquiridos, sean los vicios aparentes u ocultos. 



Fallo 212-F-2008.



 



Zona marítimo terrestre. Características. Concesión



Régimen aplicable a la zona demanial o de dominio público al formar parte del patrimonio nacional. Es inalienable e imprescriptible. 



Está conformada por la franja de doscientos metros de ancho a lo largo de los litorales Atlántico y Pacífico (zona pública  restringida) e incluye las islas, islotes y peñascos marítimos, así como toda tierra o formación natural que sobresalga del nivel del mar, dentro del área territorial. La Municipalidad es la competente para otorgar la concesión, previa autorización del Instituto Costarricense de Turismo o del Instituto de Desarrollo Agrario, salvo en el caso de las islas o islotes marinos, en el que se requiere aprobación legislativa.



Fallo 771-F-2008



 



4. Arbitraje



 



Considero importante hacer especial referencia, a que la Sala conoce del recurso de nulidad que establece la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social contra los laudos arbitrales y de algunas otras resoluciones interlocutorias como la definición de la competencia o la recusación de los árbitros.



 



El pleno de sus integrantes hemos participado en diferentes capacitaciones con ponentes internacionales, quienes reconocen el respeto que la Sala ha mantenido a esta justicia alterna y a sus principios rectores, considerándola como una fortaleza del sistema jurídico nacional.



 



La Ley de Arbitraje Comercial Internacional, de reciente aprobación, asigna similares funciones a esta Sala, para lo cual se consideró precisamente la seguridad jurídica que ofrece su línea jurisprudencial.”



- 0 -



Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Esta parte de la sesión se ha destinado para hacer un reconocimiento por su labor a la Magistrada León, por ser hoy el último día que asiste a una sesión de Corte Plena, pues se acoge a su merecida jubilación. A su familia, a don Ronald, a Gloriana, a sus hermanos y hermanas, es un gusto tenerles por aquí y lo mismo a los funcionarios y a las funcionarias que nos acompañan de la Sala Primera y de otras dependencias del Poder Judicial, que han querido unirse en este momento.



Le haremos un reconocimiento y le entregaremos una placa, posteriormente, pero en este acto vamos a decir lo que los compañeros y compañeras tengan a bien manifestar, en relación con este momento que tiene una parte que es de pérdida y dolor, pero una parte de alegría para la Magistrada León, también en lo que significa una nueva vida y nuevas tareas.  Permítame decir las siguientes palabras:



El día de hoy culmina sus funciones en esta Corte y el próximo viernes en el Poder Judicial, la magistrada doña Anabelle León Feoli debido a que se acogió a su derecho a la jubilación.



Se va doña Anabelle de esta institución con la satisfacción del deber cumplido. Esa satisfacción le ha de permitir, a quien se jubila, sentirse muy contento o contenta por haber culminado con éxito, la función y la labor en donde la vida nos pone.



Sepa usted doña Anabelle, que su paso por esta institución ha dejado una huella visible. Así lo dejan ver los cambios y avances logrados en la Sala Primera, durante su gestión como magistrada y presidenta de ese despacho, particularmente en la tramitación de los expedientes y el uso de la tecnología para la facilitación del acceso a la información.   Su participación en fallos emblemáticos  en materia de ambiente, contratación pública, indemnización plenaria -para citar solo algunos temas - refleja la trascendencia que ha tenido su paso en la conformación de la jurisprudencia nacional.



Las personas usuarias del Poder Judicial han encontrado en usted,  una abanderada de sus derechos a través de su gestión y logros en la política de accesibilidad y en las diversas acciones institucionales que propició en esta materia.



Sus facultades de gerenciamiento y su compromiso con el mejoramiento en el acceso a los servicios de administración de justicia quedó demostrada con el primer proyecto piloto en pensiones alimentarias que coordinó en Alajuela, el cual permitió pasar de un tiempo de resolución de seis meses a quinces días; bajo un sistema de gestión que potenció el uso de la tecnología institucional, del recurso humano y congruente con la política de cero papel.   No puedo dejar de mencionar su compromiso,  su apoyo e iniciativas, en procura de una mayor justicia en materia de género.



En este momento de su jubilación, aprovecho para reconocerle sus valiosos aportes  institucionales.  Estoy segura de  que esta será una nueva etapa de su vida en donde igualmente cosechará nuevos triunfos en las actividades que emprenda. Mi felicitación a usted y a su familia, por los esfuerzos realizados para alcanzar este momento como funcionaria judicial”.



Expresa el Magistrado Armijo: “Para nosotros es un honor haber tenido a la Magistrada León durante tantos años.



En lo personal, ha sido una persona con la que he compartido muchísimas cosas, desde que estábamos en el Segundo Circuito Judicial de San José y posteriormente.



Cuando una persona se jubila se dicen muchas cosas, pero lo más importe es lo que se construye en el corazón de otras personas. La Magistrada León no solo ha sido un jerarca en esta institución, sino que, ha sabido ayudar a muchísimas personas que trabajan en la Institución, quienes me consta que tienen un enorme agradecimiento hacia ella y por la labor que ha desempeñado, pero también como nadie trató de ayudar a los más desvalidos y a los más débiles.



Sus trabajos en las diferentes Comisiones del Poder Judicial, ya sea de Valores o en la Comisión respetiva para ayudar a aquellas personas que querían incorporarse al trabajo, a pesar de sus diversidades funcionales, abrió brecha en un tema en que esta Institución nunca lo había hecho.



Para mí ha sido una maravillosa jueza y compañera.



Lamento profundamente que se vaya, pero entiendo que hay un momento en la vida donde uno tiene que tomar ciertas decisiones y solo me resta desearle lo mejor de lo mejor en su nueva vida.



No tengo que decírselo, pero aquí las puertas siempre estarán abiertas de esta que es su casa.



Quienes integramos la Sala Constitucional le deseamos lo mejor de lo mejor”.



Manifiesta el Magistrado Jinesta: “Como se lo externé un día a la Magistrada León, a través de un correo electrónico, estimo que es una lamentable y sensible pérdida para la Sala Primera, el Poder Judicial y Costa Rica que ella nos deje, pero entendemos que se acogerá a una más que merecida y justa jubilación, además con condiciones inmejorables, lo cual me parece muy grato y halagüeño.



En estos momentos uno enfrenta una serie de emociones y sentimientos encontrados, sobre todo cuando se trata de despedir más que a la compañera a la amiga, quien siempre nos ha ofrecido su consejo sabio y tendido la mano para ayudarnos en momentos difíciles. Esto es complicado para quienes somos muy cercanos y amigos de la Magistrada León, porque enfrentamos un torbellino de emociones, ideas y sentimientos, por un lado nos embarga la tristeza, pero por otro lado entendemos que hay felicidad y emoción por una nueva perspectiva personal, porque compartirá más de cerca con su familia, que durante todos estos años de entrega incondicional al Poder Judicial de alguna u otra manera, pues vamos sacrificando nuestro círculo familiar, lo queramos o no.



La Magistrada León tiene grandes cualidades y virtudes como ser humano, todos sabemos la gran ecuanimidad, su gran sinceridad que la caracteriza, la solidaridad, esa amistad leal, sincera y cristalina que siempre nos ha ofrecido a quienes hemos tenido el privilegio de contar con su amistad.



En el plano laboral, le ha dado todo al Poder Judicial, a la jurisdicción contencioso administrativo donde dio gran parte de su vida.



Todos somos sabedores de los innumerables proyectos que ha impulsado la Magistrada León, proyectos realmente estratégicos y sensibles para el Poder Judicial.



Recuerdo con nostalgia como nos ayudó en el proceso de aprobación y promulgación del Código Procesal Contencioso Administrativo, ella se sentó a la mesa en la Comisión revisora que integró con otro magistrado y fueron grandes las orientaciones y consejos que nos dio a la Comisión redactora, para que este nuevo instrumento procesal llegara a cristalizar y fuera una realidad. Considero que ha sido toda una revolución legislativa de tipo procesal, eso se reconoce no solo a nivel costarricense, sino a nivel mundial, un giro copernicano en materia del proceso contencioso administrativo y realmente ahí, el aporte de la Magistrada León está reflejado.



Pero no solo eso, sino como la cabeza de la Sala Primera en la implementación directa de la nueva jurisdicción contencioso administrativo, hablo de esta jurisdicción porque es la que más conozco, junto con la constitucional, pero obviamente también ella es la Magistrada Presidenta de la Sala Primera que conoce de lo civil, agrario, tributario y comercial y también en esas materias fueron notables sus aportes.



La Magistrada León nos deja a todos los amigos, funcionarios,  funcionarias, servidores, servidoras y al país en general una gran lección, de una vida honesta, proba, de absoluta entrega, sacrificio a la función jurisdiccional, la que siempre ha amado. Una vida de trabajo, de honorabilidad a toda prueba, aparte de todos los aportes que le ha traído al Poder Judicial ya solo este ejemplo para los amigos, para los funcionarios, funcionarias, servidores y servidoras y para el país en general es algo magnífico que ella nos deja como legado.



Entendemos que pasará una nueva etapa de su vida, también dentro de ese torbellino de ideas y sentimientos que experimentamos en este momento, somos conscientes de que la Magistrada León disfrutará más de su familia, incluso de estar consigo misma, que a veces nos falta a todos y a todas por vivir en este tráfago cotidiano de los asuntos jurisdiccionales y en general solo bendiciones recibirá. Le pedimos al Altísimo que la ilumine en esta nueva etapa que emprenderá.



Finalmente, le digo a la Magistrada León que sale por la puerta grande, con la frente en alto e indudablemente con la satisfacción del deber cumplido y que Dios te acompañe en esa nueva etapa”.



Dice el Magistrado Rivas: “Al cabo de más de diez años de compartir esta silla y la de la Sala Primera, es oportuno reconocer sus méritos, virtudes profesionales y personales.



Su plan de vida la lleva a retirarse luego de haber pasado exitosamente por ministerios y poderes importantes de este país, para asumir nuevas obligaciones profesionales en otras áreas.



Los momentos y votos compartidos, nos llevan a reconocer en usted una clara visión de país y conciencia de que nuestras decisiones influyen en ese camino, hacia una facilitación del desarrollo de ese país y también su compromiso con la agilización de la tramitación judicial en beneficio de usuarios dejan huella y su interés en mejorar el acceso a la justicia, la llevaron a tener proyección iberoamericana, como  fue reconocido en la última preparatoria en Bolivia.



En lo personal sus virtudes de buena madre, preocupada por el crecimiento y profesionalización de sus hijos, a quienes hemos conocido por sus relatos, aventuras y anécdotas, que a algunos nos produce mucha envidia.



Ha sido patente en nuestros momentos de conversación entre una y otra decisión, el conducirnos con firmeza y perseverancia en estos vericuetos de la toma de decisiones acertadas, mediante su guía e intervención oportuna para corregir errores conceptuales y dar por ejemplo al por tanto el correcto encuadramiento.



Hemos tenido una historia pacífica y normal, pero tuvimos momentos difíciles, pocos, pero que su conducción hizo que saliéramos de ellos bien librados y sin afectación grave, por haberse mantenido la serenidad, razonabilidad y la sabia dirección que usted imprime.



Nos entristece su partida y nos preocupa por el vacío que deja. Ha hecho bien su labor y merece enfrentar esos nuevos retos, no digo descanso, porque está muy joven y veo difícil su retiro de la actividad profesional y sería una pérdida para este país su retiro.  Buena suerte”.



Refiere la Magistrada Varela: “Que grato es ver tanto cariño y compañía para alguien que ha sabido cumplir con altura los destinos que le impusieron en sus manos, cuando fue juramentada por primera vez como magistrada, pero ya desde antes, la Magistrada León ha venido haciendo camino y dejando una huella positiva en la administración de justicia.



Recordemos que se nos fue un tiempo, pero también fue para bienestar del país y eso es digno reconocerlo.



Su llegada como magistrada que me antecedió y no se me olvida nunca cuando en sus preocupaciones por la capacitación, nos hablaba de que no sólo hay que conformarse con hacer, sino que había que trascender, lo cual nunca lo olvido y usted ha sabido trascender con altura, dedicación, compromiso, estudio, con ese don de gente que tiene, esa ecuanimidad envidiable, de la cual es un ejemplo, es un referente y siempre lo ha sido para mí. 



Le admiro su firmeza, cuando dice un “no” sabe justificarlo, igualmente cuando dice “sí” a una decisión. Ha sabido respetar las posiciones que no comparte con los demás y eso es muy importante para un órgano como este.



Esa claridad y valores compartidos que ha sabido aplicar en su dedicación y trabajo es muy importante, porque no se queda solo en la palabra, sino que lo manifiesta en su vida, es coherente entre lo que piensa, dice y hace, y eso es muy importante para mí.



Estoy emocionada, sé que es una pérdida institucional, pero nos deja algo muy importante, ese mensaje y actitud siempre de compromiso con la institución, siempre de luchar porque esta Institución avance.



Quienes me antecedieron en el uso de la palabra, han hecho referencia a todos los aportes, no los repetiré para no aburrirlos, pero hay mucho más todavía, que usted bien sabe y se debe sentir satisfecha, porque ha sabido cumplir con su deber y con altura al compromiso que asumió cuando fue juramentada.



Por otro lado, usted le regaló más tiempo del que la ley exige para poder jubilarse, enhorabuena.  En su momento cuando le pregunté ¿por qué no te quedas más? la observé un poco titubeante.



Eso nos pasa a todos y a todas de los que estamos hoy aquí, porque amamos a esta Institución y siempre queremos dar lo mejor.



Repito, Magistrada León, siento que has dejado una huella positiva, por la que tanto luchó también nuestro antecesor, don Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g.), y supiste honrar y sacar adelante los proyectos que él, en su calidad de Presidente, te encomendó y en su momento también la Presidenta, Magistrada Villanueva.



Este ejemplo es digno de seguir y para los funcionarios y las funcionarias del Poder Judicial es un referente importante.



Muchas gracias por todo lo que aportaste, por la amistad y espero que esta continúe y le deseo muchos éxitos.



Se dice que vas a disfrutar con la familia, es probable, pero conociendo su actitud y conocimientos, sería lamentable como lo externó el Magistrado Rivas, no poner esos conocimientos en función de un bien para la ciudadanía, ahora sería en la vida privada, pero es importante y usted se lo merece.



Felicitaciones a su familia, a la doctora y al doctor, a su esposo y a sus hijos, se deben sentir muy honrados y muy orgullosos por usted”.



Dice la Magistrada Camacho: “Quiero decirle a la Magistrada León, que siguiendo las palabras de la Presidenta, Magistrada Villanueva y todo el recorrido que hizo en breves momentos y palabras sobre toda la labor suya en la Institución, me parece que fue ayer cuando llegué a esta Corte, en realidad soy una de las que recientemente ha llegado y encontré un eco en todo lo que era la labor para las personas vulnerables, su granito de arena en esa materia ha sido muy importante.



Espero que aquí, ahora y después, cuando no estemos trabajando juntas por los programas, usted siga vigilante de todas esas metas y trayectorias tan valiosas en la materia de las personas con diversidad funcional y en la materia de pensiones alimentarias.



Recuerdo que el Primer Circuito Judicial de Alajuela, se convirtió y es un icono en la materia de pensiones, por el aporte y liderazgo que usted le agregó, para mí fue un gran reto cuando me correspondió continuar con esa labor, lo he hecho con el compromiso y el cariño que le tenemos a la materia.



Me resta nada más desearle los mejores éxitos y triunfos para usted y su familia y que aparte los pequeños momentos que usted pueda, para que realmente su familia sienta que usted regresa.



Mil felicidades y un abrazo a toda la familia de la Magistrada León”.



Indica la Magistrada Hernández: “Conocí a la Magistrada León hace muchos años cuando recién la nombraron magistrada.  Desde el inicio se caracterizó por ser una jueza tenaz, disciplinada y preparada.



Me correspondió coordinar algunos temas con ella y sin duda siempre afloró su gran capacidad de trabajo y su espíritu de servicio, pero poco a poco, como suele suceder cuando se comparte con una persona por mucho tiempo, conocí algunas facetas de la mujer detrás del puesto, ya no de la magistrada que quiero destacar hoy con motivo de su despedida y les voy a contar una anécdota que estoy segura que la Magistrada León ni sabe que yo sé.  Estaba en España llevando un curso y aproveché para visitar algunas amigas que estaban estudiando allá, una de ellas una jueza sola y madre, que estudiaba con grandes sacrificios, tenía entonces una niña, hoy es una gran doctora, que estaba enferma de gravedad y requería internamientos constantes y visitas al médico.



La acompañé un fin de semana a la Virgen de Fátima, para pedir por la salud de su hija, que en ese preciso momento tenía una crisis de salud y ahí me contó que quién le ayudaba acá en el país era la Magistrada León, quien corrió por ella varias veces, como si fuera su propia hija, durante muchos años.



Esa solidaridad fue la que empecé a notar en su trabajo y que aquí se ha destacado con propiedad, cuando literalmente se volcó a trabajar por las poblaciones en estado de vulnerabilidad y por agilizar los procesos alimentarios para mejorar la atención de las niñas, los niños y las mujeres.  Su trabajo sin duda es más que un reflejo de profesionalismo y liderazgo, es también testimonio de un espíritu noble y generoso.



Detrás de esa mirada firme conocí a una persona cálida, que además quiero reconocer, siempre me tendió una mano cuando necesité de su ayuda o consejo y por ello siempre le estaré muy agradecida.



Todo lo que aquí se ha dicho sobre la capacidad de la Magistrada León, es un justo reconocimiento a su trabajo. Quiero más bien resaltar su humanidad y nobleza con las demás personas, sobre todo con las más necesitadas.



La despido con las siguientes palabras de Paulo Coelho sobre el éxito, que cada vez que las leo pienso que le aplican a usted en todo, dice así: “el éxito que hoy abrazas es el resultado de lo que sembraste con amor, lograste que tu trabajo fuera respetado, porque fue realizado para demostrar el amor por los demás.  Lograste terminar lo que comenzaste a pesar de las trampas del camino y cuando el entusiasmo disminuyó a causa de las dificultades, echaste mano de la disciplina y cuando esta parecía desaparecer a causa del cansancio, usaste tus momentos de descanso para pensar en los pasos que había que dar en el futuro.  No te dejaste paralizar por las derrotas que están presentes en la vida de todos aquellos que arriesgan algo, no te detuviste tampoco en los momentos de gloria.”



Magistrada León, sin duda este Poder Judicial se ha dignificado con su trabajo y compromiso con los más nobles ideales de la justicia.



Le deseo un mañana lleno de éxitos y bendiciones en compañía de sus seres queridos”.



Manifiesta el Magistrado Ramírez: “Este homenaje de la Magistrada León es muy merecido y están aquí presentes una generación nueva de funcionarios y funcionarias los cuales tienen que seguir su ejemplo, porque es de suma importancia salir por la puerta grande y que las nuevas generaciones se den cuenta de los funcionarios y funcionarias del Poder Judicial.  Los compañeros han señalado todas sus virtudes.



Tengo mucho tiempo de conocer a la Magistrada León, sé de su enorme capacidad, sé que usted es una mujer auténtica y sabia, que derrochó sabiduría y enseñanzas a todas las personas que pudo darle consejo.



El Poder Judicial y Costa Rica pierde a uno de sus más grandes valores, pero debe de tener usted y su familia, Magistrada León, plena seguridad de que este país le estará eternamente agradecido.



Por razones muy especiales, me correspondió asistir a las fiestas de las asociaciones, en las cuales se rindió homenaje a la mujer que hizo suyo los problemas de los servidores y las servidoras y los funcionarios y las funcionarias judiciales y trató de solucionarlos. Me decían en la Asociación Nacional de Empleados Judiciales y en la Asociación de Jubilados y Pensionados que llevara un mensaje a la funcionaria proba, a la mujer inteligente que hoy pierde el Poder Judicial.



Tratamos de persuadirla de que no se fuera, recurrí a su esposo en una cita médica y cuando él me dijo que eso no tiene solución, como se dice popularmente “tiré la toalla”.



También voy a perder a una compañera de las luchas en el fútbol, porque me sentiré solo, en razón de que ella me acuerpaba cuando teníamos que discutir contra los de otros equipos, pero ahí estaremos siempre en esas luchas.



Usted ha escrito con letras de oro, en el libro de su vida, en el Poder Judicial, cosas muy lindas.



Que Dios y la Virgen de los Ángeles la acompañen siempre y que su esposo e hijos vuelvan a tener el calor de la esposa y madre y no me queda más que decirle hasta luego y que mi oficina siempre estará abierta para cuando usted lo desee”.



ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE.



Indica el Magistrado Salazar: “Diré unas pocas palabras para no alargar esta triste despedida por jubilación.



Conocí a la Magistrada León cuando me desempeñaba como Juez Coordinador del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José e integrábamos juntos la Comisión de la Jurisdicción Laboral, ahí le conocí su visión institucional, capacidad de trabajo, integridad y compromiso serio con el Poder Judicial, hoy en que apenas inicio la Magistratura con nostalgia siento su retiro para el disfrute de su bien ganado derecho a la jubilación.



Me hubiera encantado trabajar juntos y haber aprovechado sus atinados consejos en beneficio de esta Institución que tanto nos ha dado.



No me queda más que desearle muchos éxitos en su nueva vida personal, familiar y profesional, confiado en que Dios seguirá guiando sus correctos pasos.



Un hasta pronto Magistrada León”.



Expresa la Magistrada Arias: “Conozco a la Magistrada León, también desde que éramos juezas y en el Segundo Circuito Judicial de San José como que ese lugar tiene algo especial.



Quisiera leer un pequeño pasaje que busqué especialmente, porque aunque quiero ser un poco egoísta en esta primera parte y hablarle a la amiga; la Magistrada León además de ser mi compañera en la Judicatura es una amiga, siento que me ha tendido siempre una mano y; “más que una mano extendida, más que una sonrisa, más que la alegría del encuentro, la amistad es la fuerza espiritual que una persona recibe cuando descubre que hay otra que cree y confía en ella”. Muchas gracias por todos estos años de amistad que van más allá de mi paso por la Judicatura, gracias por ser mi amiga.



Todos esperábamos que esta noticia de alguna forma se retrasara, todos lo intentamos, lo intentó el Magistrado Ramírez, lo intenté yo también, con menos persuasión, pero intentamos que si era del caso su decisión se retrasara, porque eres una persona muy joven, pero la verdad es que hay un momento en la vida que se toman decisiones y ésta sin duda alguna ha sido una decisión muy pensada.



Sin embargo, y a pesar de que me embarga la tristeza porque te vas, también hay algo de alegría cuando uno sabe que los proyectos continuarán y sé que vas a dar un gran paso adelante y que la jurista y administrativista brillante que conocemos, la pionera en el reconocimiento de los derechos del género, también la ejecutiva y la gerente que conocemos, continuará dando esos pasos agigantados y sé también que es bonito retirarse y que le digan a uno en vida todas las cosas que uno ha realizado.



Sin duda alguna has dejado una huella en esta Institución y en cientos de personas que cada día reciben los beneficios de tus grandes ideas, sueños y proyectos.



Recuerdo cuando estabas en otro lado, en el Tribunal Supremo de Elecciones, el 50% de las personas de este país te debe, junto con el resto del Tribunal, ser la primera persona que hizo que las acciones afirmativas fueran una realidad y, sin duda alguna, ese reconocimiento, ese cambio en la vida política y pública ha sido fundamental, porque ahora tenemos la posibilidad de exigir también que ese 50% de representación vaya y se dé precisamente en los cargos de elección popular.



Sin duda alguna los encadenamientos que se dieron y realizaron, posteriormente a ese gran paso, tanto con la llegada de mujeres a la Asamblea Legislativa, como el encadenamiento o el efecto dominó en esta Corte Suprema de Justicia, permiten que el día de hoy tengamos una tercera parte de la integración de esta Corte formada precisamente por mujeres.



En cuanto a las personas en condición de vulnerabilidad, es innegable todo el trabajo que ha realizado en la Comisión. Me correspondió formar parte tangencialmente de la Comisión, pero sin duda alguna también todos hablan de la capacidad de gerencia, del liderazgo que tenías y como señalo, no solamente algunas personas sino cientos de personas y me atrevería a decir, no solamente en nuestro país sino en Iberoamérica recibirán los beneficios del reconocimiento de la condición de vulnerabilidad.



Has dejado una marca en las personas que trabajamos a su lado, esa marca incluso nos llevó a conocer a tu familia, no conocí nunca a tu papá, pero recuerdo una anécdota que siempre nos contaba sobre el papá, que por cierto se la conté a mis hijas, porque me parece una forma genial de resolver muchos problemas que tiene que ver con la mente, con el corazón y otras cosas.



También has dejado un espacio en el corazón de cada uno de nosotros.



Esto es un hasta pronto, tendremos la oportunidad de reencontrarnos, deseo que seas feliz, que tengas mucha paz en esta nueva etapa de tu vida, que como sé será plena de actividades.



Sales por la puerta grande, estoy muy contenta de haberte conocido, con la satisfacción del deber cumplido, que el Señor te bendiga, guarde y te dé la paz”.



Manifiesta la Magistrada Vargas Vásquez: “Aprovechando la coyuntura de mi nombramiento, me uno a las palabras del Magistrado Rivas en representación de las y los integrantes de la Sala Primera y además en representación de las Magistradas y Magistrados Suplentes de esta Sala, le reitero a la Magistrada León, porque ya lo hicimos en una reunión reciente, deseo reconocer sus múltiples cualidades, entre ellas de gerenciamiento y liderazgo, entre muchas otras, en especial agradecer su calidad humada, sus enseñanzas, el apoyo y el respeto que siempre ha tenido para con nosotros y nosotras como suplentes, en mi caso durante 10 años de compartir como suplente con la Magistrada León.



Le deseo los mejores éxitos, en esta nueva etapa de su vida, al lado de su familia, don Ronald, Gloriana tan brillante como es su mamá y muchos éxitos en los nuevos proyectos laborales en los que estoy segura hará una gestión igualmente muy exitosa”.



Dice la Magistrada Pereira: “Desde que empezó esta sesión en la tarde, hubiese querido tener la gran dicha de ver a doña Maruja aquí sentada, pero sé que por razones de salud no lo puede hacer.



Me la imagino sentada al lado de tía diciendo; “…acaban de nombrar a Ana como Magistrada…”y dándole gracias a Dios que fue lo primero que hizo, esa fue una gran enseñanza, tuve la oportunidad de compartir con ambas y verlas muy felices dando primeramente gracias a Dios por esa bendición que la Magistrada León recibía en aquel momento.  Hoy diría lo mismo, tenemos que darle gracias a Dios, porque esa bendición la supo llevar con gran entereza, responsabilidad, humildad y también Dios le da la bendición de poder retirarse con salud, con muchos años de juventud todavía y con proyectos que Él tiene para su vida, que también son un regalo.



De manera que aunque siento igual la nostalgia y le he dicho más de una vez, todavía no es tiempo, todavía puedes, en eso pensamos a veces como egoístas, pero no puedo sentir más tristeza que alegría al saber que emprenderás otro nuevo proyecto, que es otra bendición para su vida.



La Magistrada Arias mencionó anteriormente algo que tenía pensado mencionar y es que la Magistrada León no solamente supo llegar como mujer a ocupar un puesto, sino que se preocupó porque las demás mujeres del país llegáramos a ocupar un puesto y eso es para nosotros motivo de gran orgullo, mucho cariño y muchísima satisfacción.



Dios abre puertas y es muy importante que cuando sucede, esa persona también se interese porque muchas más puedan pasar por la misma puerta y eso no lo podemos olvidar Magistrada León. 



Otra cosa que quería mencionar, es que tenemos a veces varias políticas y campañas en la Institución, las cuales ponemos en práctica, que son de muchísima satisfacción para la persona usuaria y recuerdo una vez que la señora Presidenta y mi persona fuimos a Guanacaste, cuando sucedió lo del terremoto y nos dijo una persona que estaba un poco airada por la situación que vivían los guanacastecos: “ustedes tienen una campaña de ponerse en los zapatos ¿por qué no se ponen ustedes en nuestros zapatos?” y nosotros le pudimos contestar; “Nos estamos poniendo en el zapato de la persona usuaria, aquí estamos para saber de cerca qué es lo que a ustedes le sucede”, pues esa misma campaña de póngase en el zapato de la persona usuaria, se lo puedo decir de frente Magistrada León, que usted la supo llevar en su vida, tuvo la entereza de organizar y gestionar muchísimas de las acciones que -como lo han dicho quienes me han antecedido en el uso de la palabra- iban y van en pos de los más necesitados y eso nos tiene que llenar de orgullo como Institución y la tiene que llenar de orgullo, porque se va sabiendo que cumpliste con esmero y con esfuerzo los propósitos y los planes que usted tenía como proyectos de vida.



Muchas felicidades y que la familia que nos la prestó por tanto tiempo, la pueda recuperar aunque sea a ratitos, porque sé que no será mucho tiempo también, de manera que ese mismo Dios que te trajo aquí te acompañe en todos los pasos que has de seguir en adelante”.



Refiere la Magistrada Abdelnour Granados: “Magistrada León, que todo lo bueno te sea dado en tu vida, aparte lo profesional, que ya es sobradamente conocido, quiero destacar tu gran capacidad de resiliencia, de afrontar situaciones difíciles, de abordarlas de forma adecuada, enfrentarlas, superarlas y deseo que sigas volando mucho.



Termino con una frase que me gusta mucho del poeta libanés Khalil Gibran que dice: “el ave canta aunque la rama cruja, porque sabe lo que son sus alas”, así has sido vos. Mucha suerte en todo y muchos éxitos”.



Refiere el Magistrado Aguirre: “Sin duda se trata de una pérdida institucional de gran dimensión, el protagonismo de la Magistrada León en el foro nacional ha sido muy importante, muy conocido y valorado por la sociedad en términos generales.



He conocido a la Magistrada León, como una distinguida jueza en la jurisdicción contencioso administrativa y civil de hacienda desde hace muchos años, cuando comenzó su carrera en la cual se distinguió al extremo de que la sociedad, a través de los órganos competentes la elevaron primero al rango de Magistrada del Tribunal Supremo de Elecciones y posteriormente a Magistrada de la Sala Primera de esta Corte.



Los temas que abordó, lo hizo siempre con una gran pasión y en forma muy distinguida, nos deja un importante legado en la Comisión para la aplicación de la Ley 7600 “De igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”, un importante legado, pero al mismo tiempo ahora queda un vacío, porque será necesario que alguien tome ese lugar y le otorgue a ese tema un abordaje con la misma pasión que la Magistrada León, lo cual será bastante difícil.



En lo personal y en el tratamiento de distintos temas de carácter interinstitucional que me correspondió abordar muchas veces con ella, sobre todo en el tema de las relaciones Sala Primera – Sala Segunda, que es muy constante, por la distribución de trabajo entre ambas, quiero decir que siempre la Magistrada León tuvo un trato totalmente abierto para abordar esos temas en la forma mas positiva posible y la verdad es que durante toda su estancia aquí, en su rol como Presidenta de la Sala Primera, nunca tuvimos un solo problema, todas las cuestiones que surgieron de conflictos de competencias, las solucionamos de una manera o de otra, pero siempre decía, lo vamos a dejar por esta razón o ella me decía que se habían equivocado y que lo devolviera para solucionarlo en la Sala Primera, pero nunca fue necesario plantear ningún conflicto, porque la posición de ella fue sumamente abierta en el tratamiento de esos temas.



Pierde el Poder Judicial una gran funcionaria, su familia posiblemente estará muy contenta porque recuperará la presencia de ella, de seguro que es muy importante, no podemos evitar que la Magistrada León emprenda este nuevo camino, que de seguro también la llevará a éxitos como los ha tenido hasta ahora.



No me queda más que desearle éxitos Magistrada León y decirle que le pido a Dios que la acompañe en todas sus actividades futuras”.



Indica el Magistrado Rueda: “Hay una palabra que quiero mencionar luego de que mis compañeros y compañeras han hecho una descripción de su labor aquí tan exitosa dentro del Poder Judicial, que es el término entereza, y es que ese término usted lo ha compartido en muchas vertientes, en lo particular me ha servido de ejemplo cuando la entereza ha sido necesaria para enfrentar aquella crítica inadecuada, infundada y definitivamente con no muy buenas intenciones que estas etapas y estos puestos no son extrañas que se den con mucha frecuencia.



Una forma de enfrentar esa crítica es no respondiendo de la misma forma, más bien demostrando con hechos concretos, actuaciones y ejemplo, qué tan infundadas han sido esa críticas cuando se han dado, y para eso se requiere entereza.



Otra vivencia que he tenido hace pocos días fue que juntos fuimos a ver a una persona que está enferma, ahí también se trata de entereza, pero aliada o unida a un término que podríamos llamarlo también humanidad, que la vida no solo se comprende ni está llena de cuestiones puramente profesionales o académicas, sino que hay una dimensión muy importante que es ésta, en la que nos acercamos a los valores cristianos o de la religión o creencia que profesamos, más profunda y ahí es donde nos expresamos en una faceta de la humanidad, que para mí es la más importante, la del amigo, la persona que acompaña a alguien que está pasando un momento difícil.



Esta doble vertiente de la palabra entereza, es lo que me ha hecho en este tiempo que hemos estado juntos, aumentar el respeto que ya de por sí tenía por usted desde antes.



Precisamente observando el diccionario de la Real Academia Española, cuando se habla de entereza hay cuatro definiciones, se habla de integridad, perfección, complemento, rectitud en la administración de justicia, fortaleza, constancia, firmeza de ánimo, aún frente a la crítica y se habla de severa y perfecta observancia de la disciplina; esos cuatro atributos usted los ha demostrado, pero no solamente eso, sino también como indiqué con mis palabras, una enorme humanidad y don de gentes para tratar a todas las personas que hemos tenido la suerte de poder compartir con usted diversos momentos.



Le deseo todo lo mejor a usted y, por supuesto, a su familia, este es un momento muy bonito de compartir y sobre todo no tengo la menor duda de que toda su familia está tremendamente orgullosa de usted, de toda la labor que usted ha realizado. Usted es un ejemplo para ellos y a fin y al cabo ese es el mejor regalo que uno le puede dar a los hijos, el nombre, la tarea bien cumplida y así es como se desarrolla o como espero que el resto, ahora en esta nueva fase de su vida profesional, pues igual mantenga esas mismas características”.



Indica la Magistrada Escoto: “Aquí se han dicho muchas cosas que estaría de más decir, pero como compañera que fui de la Magistrada León por diez años, quiero destacar algunos aspectos y permítanme el espacio que voy a tomar, porque no en vano diez años se conoce a las personas más de la cuenta y la Magistrada León tiene dos aspectos que para mí valen mucho, su carácter didáctico, espíritu de enseñanza y también su gran capacidad para trabajar e idear, y eso ha hecho estelas en la vida y nos ha dado ejemplos en la Sala Primera.



Pero también la Magistrada Arias dijo algo y merece destacarlo, la palabra mujer, gracias a una mujer como la Magistrada León estamos muchas aquí hoy y no porque nos falte aptitud, sino porque no podíamos ascender en muchos espacios, de acuerdo a lo que tradicionalmente era requerido para obtener un puesto, por eso no dudé cuando llegué a la Sala Primera, en cooperar para que fuera la primera mujer Presidenta de esta Sala y fue un ejemplo.



Recuerdo cuando ambas nos preocupábamos, porque era un reto, era la primera mujer, y ya lo dijo el Magistrado Rivas, la estela que dejó, la forma en que puso al día la oficina, pero estimo que ha sido un trabajo de equipo en que le hemos seguido y dado la mano y es toda la Sala Primera, con la ayuda de muchas otras personas.



Desde otro ángulo quiero agregar que mi papá, y este es el ámbito del ser humano que me interesa destacar, no solo como profesionales, cuando tenía mis niños pequeños me llevaba unas gotitas, y es otra anécdota, porque no sabía quién era Anabelle, ni ella menos quién era yo, una ama de casa con tres hijos.



Y me decía que un primo de él que vivía en Tibás le daba esas medicinas, que aprendiera a reconocer lo que es la homeopatía, resulta que era el papá de la Magistrada León, primo de mi papá, esto deja ver que a veces la vida es un continuo aprendizaje y un encuentro en lugares tan importantes como es también el trabajo, donde tenemos que aprender a compartir, respetar, disimular y a reconocer la valía de los compañeros y las compañeras y eso en la Sala Primera, en diez años lo hemos aprendido.



Hemos vivido con ella detalles que quiero destacar y que hoy no puedo dejar de decirle adiós con una reflexión de una costarricense Claramelia Acuña, porque a ella le encantaba cantar, tiene una memoria increíble y porque ahí nació el libro de “Petete”, que es toda la historia y lecciones de vida de la Magistrada León para la Sala y para quienes sigan.



Con permiso de la familia pido perdón, pero si en algún momento, en noches y madrugadas, horas mujer, esta mujer estudió, dejó huella y sería injusto e ingrato que hoy no se le reconociera como yo quisiera, porque ella lo merece, fueron lecciones de vida entregadas con devoción sincera y si hoy tiene que decir “hasta luego” muchos y muchas llevamos ese ejemplo a seguir de entrega y dinamismo al trabajo con amor y con servicio, no por un reconocimiento.



Quiero por eso Magistrada León, porque la vida es un continuo aprendizaje, un constante desarrollo personal, una incesante búsqueda de nuestra plena realización como seres espirituales y carnales, que siga en ese espacio de enseñanza, porque tiene toda la pasta para ello.



A lo largo del camino y por este paso, vivimos comienzos y finales de etapas que llegan y se van, pero vuelven como ahora, Magistrada León, cuando concluyes una muy importante etapa en tu vida, de ser nuestra compañera, llegan otras y una que te deja una importante razón por ser, seguir adelante, no importa la edad que tenemos, siempre pensantes, porque tienes pasta para ello, y que la próxima sea un puente entre los sueños y la realidad, porque eso es lo que llena el alma, cuando uno se entrega con amor y busca en el ser humano lo bueno y perdona el error.



Con esto te despido, porque te gustaba y me diste espacios en la Sala para decirlo, porque compartió conmigo muchos momentos distintos, dice Claramelia Angulo: “Ser joven no consiste en matemáticas de años, ni en períodos de tiempo más o menos largos. Juventud es coger a manos llenas ramilletes de estrellas y de rosas. Vivir con una íntima alegría la fresca plenitud que hay en las cosas. Es sentir como surge el brote heroico que nace del prodigio y la aventura y reflexiva ilusión por los caminos, llevando a rocinante por montura. Ser joven es oír la tentadora llamada de la magia aventurera y colgar en el pico de una estrella sus ensueños, su edad y su bandera.” 



Adelante Magistrada León porque muchos le reconocemos esas horas que pasaste en las noches y que negaste a tu familia, discúlpennos, pero hay que saber agradecer. Muchas gracias Magistrada León”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA ESCOTO, SALIERON LAS MAGISTRADAS HERNÁNDEZ, ABDELNOUR GRANADOS Y LOS MAGISTRADOS ARMIJO, CRUZ, RUEDA Y SALAZAR.



Expresa el Magistrado Sanabria Rojas: “Quiero desearle el mayor de los éxitos en todas las metas que te propongas y estoy muy agradecido con Dios por haberme permitido conocerla Magistrada León. Usted es una persona maravillosa, que disfrute mucho lo que viene el resto de su vida”.



Finalmente manifiesta la Magistrada León: “Esta decisión me tomó dos años, donde iba y venía la idea de terminar y de jubilarme, donde siempre he encontrado un motivo para quedarme, no fue fácil y tampoco escuchar todo lo que ustedes me han dicho y olvidar este momento y estos años aquí vividos y aquí compartidos.



Gracias por los reconocimientos en las tareas emprendidas, que no son mías sino de grupo y de equipo, que en algunas ocasiones apoyé y en otras lideré, pero que siempre lo hice con pasión y sentimiento y convencida de que era lo mejor.



Hoy es mi último día en esta silla que ocupé por 12 años, lejos estaba en 1979 en un diciembre como hoy, que terminaba mi penúltimo año de la carrera de derecho y empezaba como actuaria del Juzgado Mixto de Golfito, porque Ronald mi esposo, tenía que hacer el servicio social en medicina.



Han pasado todos estos años y he visto crecer a la Institución y en ella he crecido, aquí también ha crecido mi familia y los pasos por los diferentes despachos judiciales han estado vinculados con acontecimientos importantes del nacimiento de mis tres hijos.



Al dejar hoy la Corte Suprema de Justicia, tengo que agradecer infinitamente a Dios y a la Virgen Santísima, por haberme permitido llegar hasta aquí, por estar durante estos años siempre a mi lado, atendiendo mis súplicas y guiando mis decisiones, a ellos también pido su guía y dirección en esta nueva etapa de mi vida.



Quiero agradecer a mis padres, hermanos y familiares por el ejemplo, por sus valores compartidos y por todo el tiempo que han estado a mi lado.



A Ronald mi esposo, agradezco su solidaridad, agradezco que siempre creyera en mí y me impulsara a seguir adelante, a poder crecer, agradezco Ronald, que siempre supiste escuchar y aconsejar.



A mis hijos, Esteban y Daniel, ambos dentistas que cursan postgrados fuera del país y a Gloriana, colega nuestra, agradezco su comprensión en las limitaciones que el ejercicio del cargo les impuso y a quienes hoy quiero entregar un nombre que cuidé, como una preciada herencia que hoy les entrego.



A Carlos Monge, por sus enseñanzas y oportunos consejos.



A mis compañeros Magistrados y compañera Magistrada de Sala, a los letrados y a las letradas, a los secretarios y a las secretarias, al personal de apoyo, a todos ellos debo reconocer siempre su solidaridad y compartir las luchas que emprendimos.  La Sala no hubiera logrados sus objetivos de no haber sido por el apoyo incondicional, por la mística con que todos trabajamos. No hubiera sido posible si todos no hubiéramos estado con un mismo norte y con un mismo objetivo.



A ustedes compañeros Magistrados y compañeras Magistradas, quiero agradecer las ideas compartidas, pero también aquellas otras en que discrepamos, en que fue tan solo un momento de discusión, porque luego entendimos que estábamos aquí con un propósito y objetivo superior a nuestras metas personales, logramos pasar la página, supimos anteponer el interés institucional.



A los jueces y a las juezas, a la Secretaría General de la Corte, Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, sector administrativo de la Institución, a mis compañeros y a mis compañeras y amigos y amigas de las Comisiones, en las que hicimos crecer y hacer un nicho dentro de esta Institución, para que el acceso a la justicia se convirtiera en un derecho humano fundamental, con contenido efectivo, que pudiera trascender el discurso o el derecho de papel.



Gracias don Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g) por el legado que usted nos dejó y nos permitió construir.



Gracias señora Presidenta, Magistrada Villanueva, por todas sus atenciones y por todo el camino que le espera por recorrer.



Inicié hace más de doce años con un juramento constitucional a Dios y a la patria, hoy termino esta larga trayectoria en la vida pública, con la tranquilidad de haber observado y defendido la Constitución Política y las leyes de la República y de haber cumplido fielmente los mandatos del cargo tal y como lo juré.



Muchas gracias a todos y a todas”.



Se acordó: 1.) Tener por presentado el informe que la Magistrada León rindió ante la Asamblea Legislativa, sobre su gestión como Magistrada de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, publicarlo en la Intranet y en la página Web del Poder Judicial y hacerlo llegar a la Contraloría General de la República, para los efectos correspondientes. 2.) Tener por hechas las anteriores manifestaciones.
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A las 16,10 horas finalizó la sesión.



 











La carga de trabajo de la Sala es un concepto estadístico resultante de la suma de los casos pendientes al inicio de un periodo determinado (Circulante inicial), el ingreso de causas nuevas (Casos entrados) y el reingreso de asuntos (Casos reentrados); éstas dos últimas variables contabilizadas a lo largo del período bajo observación estadística.
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Fecha: 08 de Diciembre del 2014 



Descriptores/Temas: Informes, Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración) 



Documentos citados: - Normativa 



ARTÍCULO XIX



SALEN LOS MAGISTRADOS RIVAS Y JINESTA. ENTRA EL MAGISTRADO SALAZAR.



Documento 5675, 10053-2014



En sesión N° 24-14 del 2 de junio del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“El máster Walter Jiménez Sorio, Auditor Judicial interino, en oficio N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo último, rinde el siguiente informe:



“Para que lo haga del conocimiento de la Corte Plena, en concordancia con la Ley General de Control Interno y el Manual de Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de advertencia, el cual constituye un servicio preventivo que consiste en señalar los posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones de la Administración Activa, cuando son del conocimiento de la Auditoría Interna.



El informe está relacionado con el mejoramiento de la gestión de las comisiones en la institución.



Objetivo



Determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial, se realiza de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente.



Alcance



El alcance corresponde a la comparación del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, respecto a la gestión general que desarrollan éstos órganos asesores de Corte, para lo cual se indagó y revisó aspectos sobre el total de comisiones existentes en la institución, su integración, sesiones, entre otros, con corte al 14 de mayo de 2014.



Equipo de Trabajo



Este estudio fue desarrollado por la Licda. Dyaláh Linkimer Valverde, profesional de la Sección de Auditoría de Estudios Especiales, en coordinación con la Licda. Xinia Vega Guzmán, Jefa de Sección.



Situación detectada



El estudio se origina en la siguiente situación:



[bookmark: _ftnref1]La Corte Plena, en sesión Nº 52-99, celebrada el 20 de diciembre de 1999, artículo XXIII, aprobó el Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, publicado en el Boletín Judicial Nº 44 del 2 de marzo de 2000.[1] 



De la revisión del Reglamento General de Comisiones, se determinó que con el transcurso del tiempo y dada la dinámica institucional, esta normativa interna se encuentra desactualizada, por cuanto muestra aspectos que no son congruentes con la realidad institucional actual, los cuales se citan en seguida:



[bookmark: _ftnref2] El Reglamento incluye como anexo, un listado con un total de 23 comisiones, las cuales se subdividen en Comisiones Principales – Generales (13), Principales-Especializadas (7) y las Ordinarias (3). No obstante, del listado de comisiones suministrado por la Secretaría de la Corte[2], basada en la información recopilada por la Unidad de Archivo de esa Secretaría, se determinó que actualmente existen 129 comisiones. 



Cabe indicar que algunas comisiones han sido eliminadas, otras cambiaron de nombre, se fusionaron o se han creado nuevas, por lo que la clasificación señalada en el anexo del Reglamento, en la actualidad esta conformada de la siguiente manera: 



 Comisiones Principales-Generales (10)



 Comisiones Principales-Especializadas (9)



 Comisiones Ordinarias (2)



Además, según lo indicado por la Secretaría de la Corte, en la práctica se han incorporados otras categorías, las cuales se indican a continuación:



 Otras Comisiones (49) 



 Comisiones con representantes del Poder Judicial ante Comisiones Internacionales, interinstitucionales y nacionales (38)



 Comisiones Temporales (Especiales) (21)



[bookmark: _ftnref3] En diferentes estudios realizados por esta Auditoría, se ha analizado el accionar de algunas comisiones relacionadas con los temas evaluados[3], determinándose que en algunos casos, no están cumpliendo con lo establecido por el Reglamento, en aspectos tales como: 



 Sesionar ordinariamente por lo menos una vez al mes y extraordinariamente cuando convoque la persona que la preside o Coordina. (articulo 16)



 Comunicar a la Corte Plena la inasistencia e incumplimiento de las personas que integran una comisión (artículo 13)



 Dar seguimiento a los acuerdos de las comisiones (artículo 15)



 Mantener actualizadas las actas (artículo 17)



 Emitir dictámenes, informes y recomendaciones sobre la labor encomendada (artículo 19)



 Presentar a Corte Plena el informe trimestral de las actividades que realiza (artículo 21) 



 De la revisión de los acuerdos de creación de las 21 comisiones temporales especiales, se determinó que, a pesar de que la labor encomendada debe cumplirse en un plazo determinado, solo para 4 (19 %) comisiones se indicó en el acuerdo de creación emitido por Corte Plena, el plazo durante el cual se mantendría la comisión. 



Además, se constató que 17 de esas comisiones (81%), no han presentado su informe relacionado con el estudio que le fue asignado. Únicamente 4 comisiones si informaron sobre su labor al órgano superior correspondiente. 



 La lista de comisiones con las personas que las integran, suministrada a esta Auditoría por la Secretaría de la Corte, contiene información desactualizada, ya que aún aparecen los nombres de exservidores y exservidoras judiciales, además no existen acuerdos de Corte Plena que comprueben que se ha nombrado a otras personas que los sustituyan, de conformidad con las normas que se citan en el Reglamento.



 Según acuerdos de Corte Plena revisados, se determinó que no ha sido práctica de ese órgano superior, nombrar o reelegir los magistrados y magistradas que integran las Comisiones cada dos años, tal como lo establece el Reglamento vigente.



Sobre este particular, es importante señalar, que en sesión Nº 44-02 del 30 de setiembre de 2002, artículo IV, la Corte Plena sometió a estudio la integración de las distintas Comisiones; no obstante se comentó, que previo al nombramiento y reelección de las personas que las integran, era necesario revisar el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, acordando lo siguiente: 



“Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora y en consecuencia, tener por prorrogada hasta que se modifique el reglamento correspondiente la integración de todas las comisiones. Encargar a los Magistrados Montenegro, van der Laat, Chaves y Jinesta, para que realicen una revisión del Reglamento de Comisiones, del que informarán a esta Corte dentro del término de un mes contado a partir del recibo de este acuerdo. La Comisión la coordinará el Magistrado Chaves.” 



Al respecto, es preciso señalar que de la revisión de las actas de Corte Plena y de consulta realizada a la Secretaría de ese Órgano Superior, no se logro evidenciar que la “Comisión para la Revisión del Reglamento de Comisiones”, haya emitido algún informe o propuesta respecto a la labor que le fue asignada. Asimismo, según se desprende del Sistema de Información Jurídica (SCIJ) y de consulta realizada a la funcionaria de la Dirección Ejecutiva que se desempeña como Secretaria de algunas Comisiones, dicho Reglamento no ha sufrido modificaciones a la fecha del presente informe.



[bookmark: _ftnref4]Sobre la clasificación de las Comisiones, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 66, establece que corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales[4], señalando como permanentes el Consejo de Personal, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la Comisión de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, la de salud y seguridad ocupacional, la de relaciones laborales y cualquier otra que determine la Corte.



Señala el artículo citado que las comisiones especiales “son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica”, e indica que serán temporales cuando “por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado”.



Respecto a la importancia de mantener actualizados los reglamentos, la Ley General de Control Interno, en su artículo 15 “Actividades de control”, establece como deber del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros:



a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones”.



La desactualización del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, debilita las actividades de control necesarias para la adecuada gestión y seguimiento de estos equipos de trabajo, que son designados por Corte Plena para la atención de temas determinados, en los cuales requiere asesoría.



Además, los integrantes de las Comisiones, no cuentan con procedimientos claramente definidos, sobre las labores que les compete realizar, así como el ámbito de competencia, a fin de evitar que estén asumiendo funciones que corresponden al jerarca o a la administración. 



Sugerencias



Para solventar la situación descrita, esta Auditoría estima pertinente que se atiendan las siguientes sugerencias:



1. Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado.



2. Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



3. Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



 Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



 Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



 Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan. 



4. Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. 



Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones.



5. Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.



De conformidad con lo establecido en el inciso d) del artículo 22 de la Ley General de Control Interno, se advierte o previene sobre las situaciones descritas las cuales podrían ocasionar la materialización de los efectos potenciales referidos.”



- 0 -



Se acordó: Tener por presentado el informe y remitirlo a estudio e informe del Magistrado Solís, en el plazo de treinta días hábiles a partir del recibo de esta comunicación. Se declara acuerdo firme.”



- 0 -



El Magistrado Solís, en nota de 27 de agosto de este año, rinde el siguiente informe: 



“De acuerdo con su oficio No. 5479-14 del 3 de junio del 2014 y conforme lo acordado por Corte Plena en sesión No. 24-14, Artículo XIX, me permito rendir el informe solicitado en relación con las comisiones de la Institución.



Según lo señala la Auditoría Judicial mediante oficio No. 512-44-AEE-2014, el cual da inicio a este estudio, el “Reglamento General de Comisiones” aprobado en el año 2000, se encuentra desactualizado y no refleja la realidad institucional. Por otra parte las diferentes comisiones no están cumpliendo con lo establecido en el reglamento y no existe un control sobre ellas.



Es por lo anterior que la Auditoría Judicial sugiere a la Corte Plena hacer una revisión integral y ajustar dicho reglamento, así como hacer un estudio de las comisiones que actualmente existen, con el fin de definir su continuidad o eliminación, debiendo la Secretaría de la Corte llevar un control actualizado de éstas. Al respecto, me permito rendir el informe correspondiente:



1) Sobre el Reglamento General de Comisiones



El “Reglamento General de Comisiones” fue aprobado en la Sesión No. 52-99 del 20 de diciembre del año 1999. En la Sesión No. 44-02 del año 2002 la Corte Plena sugirió su revisión, razón por la cual se conformó una Comisión para dicho fin. No obstante, tal y como lo señala el órgano auditor, no se evidencia que se realizara la labor encomendada, por lo tanto el reglamento nunca fue modificado.



Coincido con la Auditoría Judicial en la necesidad de reformar el reglamento actual y readecuarlo a la época, incorporando las nuevas formas de organización, participación grupal, definiciones, así como el integrar las políticas institucionales sobre ejes transversales, entre otros. 



Por lo tanto, recomiendo solicitar a un cuerpo de asesores legales preparar una propuesta de modificación al “Reglamento General de Comisiones”, para que en un plazo determinado sea presentado a esta Corte para su análisis y aprobación.



2) Sobre las comisiones activas a la fecha



De acuerdo con el informe de la Auditoría actualmente existen en la Institución un aproximado a 127 comisiones vigentes. Al revisar el listado proporcionado por el órgano auditor, es importante tener en cuenta que esa cantidad corresponden a diversos tipos de comisiones, tal como Institucionales, Interinstitucionales e Internacionales. Sin embargo allí mismo se están contabilizando las representaciones internacionales y algunos programas que pareciera no es correcto sean considerados como una comisión.



Es por ello que para efectos del informe se procedió a realizar una división por grupos de la siguiente forma:



I. Consejos Activos



II. Comisiones Institucionales Activas



III. Comisiones Interinstitucionales Activas



IV. Comisiones Internacionales Activas



V. Comisiones Institucionales Inactivas



VI. Comisiones sin Información



VII. Programas Institucionales 



VIII. Representaciones internacionales 



IX. Otras



El detalle de lo anterior es el siguiente:



I. CONSEJOS ACTIVOS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Consejo Consultivo



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Consejo de la Judicatura



				ACTIVA



				Mag. Orlando Aguirre



				Institucional







				3



				Consejo de Notables de la Gestión Ética



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias Madrigal



				Institucional







				5



				Consejo de Personal



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				6



				Consejo Editorial de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Director(a) Escuela Judicial



				Institucional











II. COMISIONES INSTITUCIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Género



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Comisión investigadora sobre la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				3



				Comisión de oralidad penal



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Comisión de Ética y Valores



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				5



				Comisión Gerencial de Tecnologías de Información



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				6



				Comisión de Nombramientos



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				7



				Comisión de Flagrancias



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				8



				Comisión de Construcciones



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				9



				Comisión de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				10



				Comisión de la Jurisdicción Civil



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				11



				Comisión de Comunicaciones Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				12



				Comisión de Oralidad



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				13



				Comisión Asuntos Ambientales



				ACTIVA



				



				Institucional







				14



				Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				15



				Comisión de Acceso a la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				16



				Comisión de Gestión Integral de la Calidad para la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				17



				Comisión de Resolución Alterna de Conflictos



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				18



				Comisión de Evaluación del Desempeño



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				19



				Comisión de la Jurisdicción Laboral



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				20



				Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				21



				Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				22



				Comisión de Protección de Datos



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla



				Institucional







				23



				Comisión de la Jurisdicción Penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla Sandí



				Institucional







				24



				Comisión de Enlace Corte-OIJ



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				25



				Comisión de Salud Ocupacional



				Activa



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				26



				Subcomisión de Privados de Libertad



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				27



				Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				28



				Comisión para la creación del Reglamento de Instituciones de Utilidad Pública



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				29



				Comisión de Seguridad



				ACTIVA



				Mag. Gilbert Armijo



				Institucional







				30



				Comisión Estratégica de defensa al fondo de pensiones



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				31



				Comisión de Transparencia y Anticorrupción



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				32



				Comisión Institucional que valore los temas de servicio



				ACTIVA



				Magistrado o Magistrada Pendiente de definir



				Institucional







				33



				Sub- Comisión de Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				34



				Subcomisión de afrodescendientes



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				35



				Subcomisión de acceso a la justicia de personas con discapacidad



				ACTIVA



				Licda. Damaris Vargas



				Institucional







				36



				Comisión encargada de llevar los controles gerencias y operativos del programa 927 - Servicio Jurisdiccional



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				37



				Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				38



				Comisión para el análisis de los temas relacionados con los asuntos contravencionales



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				39



				Subcomisión Persona Adulta Mayor



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				40



				Comisión Buenas Prácticas



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo – Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				41



				Comisión Institucional que velará por la definición de políticas y acciones en procura de la mejora en la salud de los servidores y servidoras judiciales (incapacidades)



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				42



				Comisión de Teletrabajo



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				43



				Equipo de Trabajo conformado para la implementación de las "Normas Técnicas para la Gestión y el Control de las Tecnologías de Información del a Contraloría General de la República"



				ACTIVA



				Subdirección Ejecutiva



				Institucional







				44



				Comisión Contra el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Msc. Jeannette Arias



				Institucional







				45



				Comisión de Relaciones Laborales



				ACTIVA



				Lic. Porfirio Sánchez



				Institucional







				46



				Comisión para la definición de la oferta de Cooperación Técnica Internacional del Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. Cristina Rojas



				Institucional







				47



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Interinstitucional







				48



				Comisión encargada de monitorear el impacto de la ley de penalización de la Ley de Penalización de la Violencia contra las mujeres y la respuesta Institucional. Cc: Comisión Permanente para el Seguimiento a la Ley de Penalización de la violencia contra la mujer



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Institucional







				49



				Comisión Redactora del Código Procesal Civil



				ACTIVA



				Dr. Jorge López –



Dr. Jose Rodolfo León



				Institucional











Autorizar la creación de una, la cual estará conformada por la 



III. COMISIONES INTERINSTITUCIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Seguimiento del Convenio marco entre el PJ y el CONARE para desarrollar el informe de la Justicia en Costa Rica (programa Estado de la Nación)



				Activa



				Mag. Zarela Villanueva



				Interinstitucional







				2



				Comisión y Junta Directiva del Patronato de Construcciones y Adquisición de bienes de adaptación social del Ministerio de Justicia y Paz



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Interinstitucional







				3



				Comisión para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ)



				ACTIVA



				Mag. Román Solís



				Interinstitucional







				5



				Subcomisión de pueblos indígenas



				ACTIVA



				Mag. Carmen María Escoto



				Interinstitucional







				6



				Consejo Directivo del Sistema Nacional de Calidad y Acreditación para la Justicia (SINCA)



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Interinstitucional







				7



				Subcomisión de acceso a la Justicia para personas migrantes y refugiadas



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				8



				Comisión Enlace Corte-Asociaciones



				ACTIVA



				Mag. Jesús Ramírez



				Interinstitucional







				9



				Comisión Interinstitucional de Tránsito



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Interinstitucional







				10



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual Comercial (CONACOES)



				ACTIVA



				Licda. Eugenia Salazar



				Interinstitucional







				11



				Comisión de enlace entre el PJ y el Colegio de Abogados



				ACTIVA



				Licda. Lena White



				Interinstitucional







				12



				Comité asesor de políticas en el tema de Firma Digital



				ACTIVA



				Director(a) de TI



				Interinstitucional







				13



				Comisión Técnica interinstitucional para la empleabilidad de las personas con discapacidad



				ACTIVA



				Director Gestión Humana



				Interinstitucional







				14



				Grupo de trabajo intersectorial denominado "Género y Salud"



				ACTIVA



				Licda. Xinia Fernández



				Interinstitucional







				15



				Comisión de Usuarios del Poder Judicial – órgano asesor de la Contraloría de Servicios



				ACTIVA



				Contraloría de Servicios



				Interinstitucional











IV. COMISIONES INTERNACIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Consejo del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto







				4



				Comisión Iberoamericana de Justicia Ambiental



				ACTIVA



				Msc. Damaris Vargas







				5



				Comisión que evaluará y analizará el cumplimiento de los compromisos internacionales de Costa Rica en los convenios aprobados en el seno de la Conferencia de la Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











V. COMISIONES INSTITUCIONALES INACTIVAS



Se consultó a las personas que coordinaban estas comisiones quienes confirmaron su inactividad.



				



				NOMBRE



				ESTADO







				1



				Comisión de Modernización



				INACTIVA







				2



				Comisión de Presupuesto



				INACTIVA







				3



				Comisión para analizar el tema referente al uso de logos o distintivos



				INACTIVA







				4



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal



				INACTIVA







				5



				Comisión para revisar el Reglamento de Comisiones



				INACTIVA







				6



				Comisión de rendición de cuentas



				INACTIVA







				7



				Comisión para formular propuesta sobre el sistema que se ha venido utilizando para la designación de Magistrados Suplentes



				INACTIVA







				8



				Comisión de Reciclaje



				INACTIVA







				9



				Comisión para formular una propuesta sobre la creación de una oficina de proyectos estratégicos para el Poder Judicial



				INACTIVA







				10



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				INACTIVA







				11



				Equipo Interinstitucional de Interoperabilidad



				INACTIVA







				12



				Grupo de trabajo conjunto con la UCR para fortalecer mecanismos de comunicación y coordinación



				INACTIVA







				13



				Control Interno del Poder Judicial



				INACTIVA







				14



				Comisión de Normalización de machotes



				INACTIVA







				15



				Grupo de Trabajo para avalar propuesta para contar con una base de datos a nivel nacional con el propósito de coordinar con instituciones que atiendan y apoyen a la persona adulta mayor



				INACTIVA







				16



				Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones



				INACTIVA







				17



				Comisión de Seguimiento al Plan Estratégico del Poder Judicial (2007-2011) –(2006 – 2010)



				INACTIVA







				18



				Comisión para el seguimiento del Programa Corte-BID



				INACTIVA







				19



				Comisión de Vehículos



				INACTIVA







				20



				Comisión Revisora Final del Proyecto del Código Procesal Civil



				INACTIVA







				21



				Comisión que analizará el tema de retraso judicial



				INACTIVA







				22



				Comisión especial sobre reforma judicial



				INACTIVA







				23



				Comisión de formulación de propuesta sobre las consultas legislativas



				INACTIVA







				24



				Comisión para valorar y brindar respuestas a los medios de comunicación ante publicaciones o declaraciones que afecten la imagen del Poder Judicial o el honor de las servidoras y servidores judiciales



				INACTIVA











VI. COMISIONES SIN INFORMACIÓN



En relación con las siguientes Comisiones, no fue posible obtener información. Puede observarse que muchas de ellas fueron integradas por personas que ya no se encuentran en la Institución. Sin embargo se han dejado como referencia para la toma de decisiones al respecto.



				



				NOMBRE



				ACUERDO



				INTEGRANTES QUE APARECEN EN EL ACUERDO







				1



				Comisión que se encargará de darle seguimiento a los distintos proyectos de ley que sean del interés del Poder Judicial



				CP 24-03 Art. XXV



				Dr. Luis Paulino Mora y Presidentes de Salas







				2



				Comisión de Análisis de las diferentes reformas de organización en los despachos judiciales (Modelo de Gestión de Despachos Judiciales)



				CP 28-09. Art. VIII



				Magistrados: Rivas, Vega, Chaves, Chinchilla







				3



				Comisión Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial



				CP 19-1-04 Art. XV



				Magistrados: Mora, González Alvarez y Aguirre







				4



				Comisión para coordinar esfuerzos en el tema de GICA



				CP 09-12 Art. XVIII



				Magistrados: Mora y Vega



Integrantes C.S.: Milena Conejo, Lupita Chaves



Licda. Marta Asch y Lic. Rafael Ramírez







				5



				Comisión Nacional de Derecho Internacional humanitario



				CP 25-8-03 Art. XIII 



				Representante: Dr. Luis Paulino Mora, Suplente: Dra. Nancy Hernández







				6



				Comisión de Seguimiento a la problemática de la violencia doméstica



				CP 16-2-09 Art. XV



				Licda. María Elena Gómez (representante PJ)







				7



				Comisión para redactar una propuesta a la modificación del Reglamento y Funcionamiento de la Corte Centroamericana



				CP 16-2-04 Art. III



				Dr. Luis Paulino Mora



representante)







				8



				Sistema Nacional Técnico de apoyo para la atención integral de la Persona Adulta Mayor



				CP 07-04. Art. II



				Licda. Lena White (representante)







				9



				Comisión Interinstitucional para el diagnóstico de la situación de pensiones alimentarias



				CS 21-10-99 Art. XXIII



				Lic. Jose Luis Calderón



Lic. Mario Mena 



Licda. Olga Fallas Ulloa. Representante de la Defensa Pública. 







				10



				Comisión Interinstitucional para analizar las diferentes situaciones que se presentan con las personas a las que se le aplica una medida cautelar de seguridad, curativa, o bien, las personas privadas de libertad que presentan trastornos mentales



				CS 94-03 Art. XXXIII



				Licda. Xinia Fallas (defensora pública)



Lic. Carlos Montenegro (Fiscal EP)



Lic. Freddy Sandí (Juez EP)







				11



				Foro permanente de análisis sobre derecho parlamentario costarricense



				CP 03-07 Art. XV



				Dra. Nancy Hernández (representante)







				12



				Comisión para iniciar el proceso de coordinación con el equipo de teletrabajo



				CS 63-08 Art. XLII



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				13



				Comisión Interinstitucional de Acceso a la Justicia de Sectores desfavorecidos



				CP 37-06 Art. XXV



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				14



				Junta Directiva de la Comisión Nacional de Rescate de Valores



				



				NO HAY DATO







				15



				Comisión de enlace Poder Judicial - Ministerio de Justicia



				CP 37-09 Art. V



				Ministerio de Justicia, Sala Tercera, OIJ, Defensa Pública, Licda. Milena Conejo.







				16



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la propiedad intelectual



				CP 38-09 Art. XXVI



				MP, OIJ y Escuela Judicial (representantes)







				17



				Comité consultivo en materia de seguridad ciudadana



				CP 18-10 Art. I



				Mag. Arroyo (presidente Sala Tercera), Lic. Jorge Rojas Director OIJ, Lic. Francisco Dall`Anese Fiscal General, Licda. Marta Iris Defensa Pública (representantes Poder Judicial)







				18



				Comisión Interinstitucional según requerimiento del Art. 2 del Convenio entre el INS y el PJ



				CS 92-11, Art. LXXII



				Representantes:



Lic. Randall Zamora (OIJ) Coordinador



Lic. Mauricio Fonseca Umaña; Jefe de la Administración del O.I.J.: 



-Lic. Adolfo M. Valverde Bohórquez; Asesor Jurídico Dirección General O.I.J







				19



				Comité Técnico de portabilidad numérica (SUTEL)



				CS 03-12, Art. XXXIII



				Representantes:



Lic. Javier Valerio Vásquez y Lic. Henry Meza Mata, Fiscales de la Fiscalía Especializada en Delincuencia Organizada







				20



				Comisión Interinstitucional de Jefes y Encargados de los archivos centrales de las Instituciones Públicas y de los Poderes del Estado



				CS 48-10, Art. XLVII



				Lic. Gilberto López Sánchez (representante)











En el caso de los “Programas Institucionales”, “Representaciones internacionales” y “Otros”, que se enlistan seguidamente, se considera no deben ser catalogados como una “comisión”, no obstante, en la información que fue suministrara se tenían registrados como tal.



Es por ello que se sugiere separarlos de la lista de comisiones, en el entendido de que ese acto no afecta su vigencia.



VII. PROGRAMAS INSTITUCIONALES 



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Programa Justicia Restaurativa



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				2



				Proyecto de Tribunales de Tratamiento de Drogas



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Programa Hacia Cero papel



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves











VIII. REPRESENTACIONES INTERNACIONALES 



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Representante Institucional para atender las demandas de carácter penal ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Punto de contacto para IBERRED en materia penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla y Lic. Rafael Gullock







				3



				Punto de contacto para IBERRED en materia civil



				ACTIVA



				Mag. Román Solís







				4



				Punto de Contacto de IBERRED en la materia de la conferencia de Derecho Internacional Privado en La Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











IX. OTROS



				



				NOMBRE



				OBSERVACIÓN







				1



				Dirección de la Revista de la Sala Segunda



				Se considera que esto no es una Comisión, sino un proyecto propio de la Sala Segunda







				2



				Secretaria Ejecutiva de la Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				La Secretaría Ejecutiva no la ha tenido Costa Rica. El Magistrado Arroyo es Comisionado. 







				3



				Comisión de Seguimiento de los Hijos de las Cumbres Judiciales



				(CP 01-10 Art. XI ) 



Esto no es una comisión. Fue el nombramiento de personas candidatas para integrar comisiones en Cumbre Judicial







				4



				Comisión para la oralidad de tránsito



				(CS 011-11. Artículo LV )



No es una Comisión. Es un proyecto que se ejecutó en el seno de la Comisión de Tránsito con el fin de implementar un protocolo de oralidad en esa materia. 











3) Control actualizado de los datos



Tal y como lo señala la Auditoria Judicial, es importante mantener un control actualizado sobre las Comisiones, sus integrantes y resultados, mismo que no se lleva actualmente. Es por ello que se sugiere acoger la recomendación, en el sentido de que la Secretaría de la Corte mantenga un registro actualizado, donde se indiquen además de las personas que la integran, quien es la persona que la coordina, quien asume la secretaria, el tipo de comisión, objetivos propuestos, y otros aspectos que se consideren relevantes.



Adjunto a este documento se remite una hoja en Excel que contiene información recabada como material de apoyo para este estudio, el cual podrá ser de utilidad como instrumento base para el trabajo que deberá desarrollar la Secretaría General de la Corte. 



RECOMENDACIONES 



En síntesis, me permito realizar las siguientes recomendaciones:



1. En relación con la desactualización del reglamento vigente, concuerdo con la Auditoría Judicial, quien señala que se debe “Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado”. Sugiero solicitar a un cuerpo de asesores legales, el cual podría ser el que integra la Dirección de Planificación, para que realicen una propuesta de modificación a ser presentada a Corte Plena en un plazo no mayor a tres meses.



2. En cuanto a la recomendación de la Auditoría Judicial, quienes sugieren:



“Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



a. Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



b. Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



c. Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan.”



En relación con el punto a) y b) se sugiere y conforme a la distribución presentada en este informe:



 Ratificar la continuidad de las comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. 



 Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión. Por lo tanto, se recomienda, separarlos de la lista de comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia.



 En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, sugiero declararlas “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado.



En lo que respecta al punto c), así como a la recomendación de “Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General”, sugiero realizar lo anterior una vez aprobada la modificación del nuevo reglamento, el cual podrá inferir en esos aspectos.



2. Sugiero acoger la recomendación de la Auditoría Judicial en el sentido de “Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones”.



Como un apoyo a esta labor, adjunto estoy remitiendo la información recabada recientemente para la realización de este informe, donde se detallan para todas las comisiones la siguiente información: Nombre de la Comisión, Sesión de Corte que fue integrada, persona que la coordina, integrantes, fecha de última reunión, si reciben presupuesto y observaciones. Esta información podrá servir como instrumento base para la realización de este objetivo.



3. En lo que respecta a la recomendación que hace la Auditoría en el sentido de “Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.”, recomiendo que sea la Secretaría de la Corte la que tome nota de lo acá señalado.



Adicional a las recomendaciones anteriores me permito sugerir: 



1) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una comisión. Pareciera que conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 



2) Se considera oportuno en la reforma que se realizará al reglamento, definir cuando se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etc. Y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “coordinador”, “coordinadora” o “presidente”, “presidenta”, por cuanto pareciera que esos términos se están utilizando indistintamente.



Por último previo a aprobar las propuestas aquí señaladas, se recomienda a los Magistrados y Magistradas de Corte Plena, realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien hizo una amplia exposición del informe anterior y al respecto agregó: “Este informe fue elaborado en agosto, por lo que podrían haber variaciones.



Una de las recomendaciones es la de actualizar el Reglamento de Comisiones vigente para traerlo a tiempos presentes y que ese proyecto de reglamento incorpore las nuevas orientaciones que esta Corte, después de este informe, pueda discutir sobre la viabilidad de la existencia de tantas Comisiones”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS, ENTRÓ LA MAGISTRADA ROJAS.



Indica la Magistrada Pereira: “Estoy de acuerdo con el informe, solo que al momento de acoger todo lo que propone el Magistrado Solís en su informe, sería importante que tomemos la determinación de que al menos cada seis meses cada Comisión brinde un informe, porque la Comisión que rinde informes sobre las Comisiones ha dejado de funcionar hace mucho tiempo.



Quienes conformamos parte de una Comisión, estamos con el deber de informar con transparencia todas las acciones que hemos venido realizando.  Si bien es cierto en algunas de las Comisiones se nos pide el informe para incorporarlo a la rendición de cuentas que brinda en la apertura del Año Judicial la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, hay otras Comisiones o Subcomisiones que no se incorporan por no hacer muy extenso el trabajo, pero para el control que se necesita de cómo estamos llevando adelante los encargos que se nos han dado y la regularidad con que las Comisiones deben de estar sesionando para no dar largas a los asuntos que se nos solicitan y que sé que de todas formas la Secretaría General de la Corte lleva un control para estarnos recordando cuánto tiempo se nos ha dado, tiene que darse una regularidad en cuanto a las sesiones que deben de realizar las Comisiones, para que se lleve un control de si efectivamente tiene razón de ser que esa Comisión o Subcomisión continúe, o si es tan innecesario como para que quizá en muchísimo tiempo  no exista una sesión de la Comisión.



Hay que establecer cuáles son aquellas Comisiones que son rigurosamente necesarias para el funcionamiento, porque hay recargo o duplicidad de funciones en algunas de ellas.



Se podría, a través de los informes que cada uno de los Coordinadores o Coordinadoras de las Comisiones rindamos, analizar la necesidad de continuar con las mismas o hacer alguna reducción en cuanto a su existencia”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA PEREIRA, ENTRÓ LA MAGISTRADA ARIAS.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La propuesta de la Magistrada Pereira es agregar al informe del Magistrado Solís, la obligación de que las Comisiones rindan un informe de labores cada seis meses.”



Dice la Magistrada Camacho: “Agregar al informe, que por supuesto considero muy importante las conclusiones a que llegó el Magistrado Solís, así como lo señalado por la Magistrada Pereira.



En el caso de las Comisiones de la Jurisdicción de Familia y de Acceso a la Justicia de Personas Diversas, el informe se brinda con el Plan Anual Operativo (PAO) y el seguimiento de este al Consejo Superior y no a esta Corte, es decir, siempre se han rendido ante el Consejo Superior.



La intervención mía es para analizar si sería conveniente hacer un Reglamento de Funcionamiento de Comisiones y revisar un poco el tema de la integración, porque generalmente las primeras integraciones las nombra Corte Plena, pero en el transcurso del funcionamiento de las Comisiones, muchas veces los Magistrados y las Magistradas que las integran no pueden asistir a todas ellas.



Las Comisiones funcionan generalmente con personas que solicitan ser incluidas, sin que necesariamente eso sea de conocimiento de Corte Plena, de manera que sería importante analizar cómo se elabora el reglamento y ver de qué manera no tenemos que estar llevando asuntos relativos a la integración a esta Corte, sino que sea la misma Comisión que lo pueda determinar”.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “De la observación de la Magistrada Camacho, se hace referencia al reglamento; existe un Reglamento de Comisiones y la propuesta incluso menciona la revisión de ese reglamento, de manera que así lo acordamos y la otra manifestación se refiere a analizar dentro del estudio a realizar, la inclusión de la integración de las Comisiones y la forma de cambio de estas al citado reglamento.



Además le correspondería a la Secretaría General de la Corte, realizar una lista actualizada, analizar la revisión del reglamento y las propuestas que han hecho las Magistradas Camacho y Pereira”.



Añade la Magistrada Rojas: “Quisiera agregar que hace 15 días la Corte conformó la Comisión para Reforma de los Medios de Impugnación de la Comisión de lo Contencioso Administrativo, en razón de la gran cantidad de recursos de casación que hay que revisar y como indicaba el Magistrado Solís, su informe era de tiempo atrás.



Hago esta acotación, para que se tenga presente que esta Comisión lo que pretende justamente, es revisar los medios de impugnación con el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo, para ver si logramos agilizar de alguna manera el nuevo proceso Contencioso Administrativo.



No está citada en el informe del Magistrado Solís, de manera que sería importante que se incluyera y se tome en cuenta, porque para la institucionalidad de la Sala Primera es muy trascendental, esto con respecto a las Comisiones.



Agrego también que como las Comisiones actúan por delegación de Corte y su conformación implica acceso a las oficinas, datos de información, etcétera, es poco probable que el reglamento les permita conformar por sí solas sin que Corte las revise, por las potestades que conllevan su conformación, Corte tiene siempre que ver sobre su integración y no creo posible delegar esa potestad en un reglamento a la misma Comisión; eso para que se tome en cuenta a efectos de esa revisión que se propone, que me parece que es muy importante, porque estimo que hay muchas que se podrían fundir, que están reduplicadas y también que se podrían eliminar o ampliar su campo de acción, para hacer más eficiente su funcionamiento.



Es importante que también se indique a quién se le debe enviar el informe y es primordial que haya una devolución o respuesta, porque si solo se hace el envío del informe lo que hacemos es acumular papeles o correos electrónicos.  Debe de haber una valoración de que efectivamente se está trabajando, que la Comisión existe, que tuvo cierta cantidad de reuniones, un trabajo efectivo, porque el simple hecho de rendir un informe para que éste sea archivado y luego el acuerdo casi es adivinable, como por ejemplo: “Se toma nota del informe remitido por la Comisión…”, sin una  verdadera valoración de que ha sido eficiente y eficaz su funcionamiento.



Considero que este tema de los informes, además podría ser valorado y perfectamente podría ser revisado en el reglamento cuya revisión se propone y que la Magistrada Camacho refuerza”.



Refiere el Magistrado Estrada Navas: “Únicamente para hacer una sugerencia, pues hay una preocupación que me surge cuando denoto esta inmensa cantidad de Comisiones, informes y reuniones.



Me imagino que el máster Walter Jiménez Sorio da a entender eso en su informe y es el tema de que se revise por qué se crean tantas Comisiones y que se reglamente o que se reforme la reglamentación.  Propiamente en cuanto al costo – beneficio que tiene las horas funcionarios, pues casi todas estas Comisiones son de muy alto nivel, de personas que integran muchas Comisiones y además tiene muchas actividades muy importantes todas en si; sería importante y sugiero que a la hora de revisar el reglamento, se propusiera alguna manera de cuantificar el tiempo efectivamente dedicado a dichas Comisiones, incluso para poder ponderarlas; todas son importantes pero es muy probable que haya algunas más importantes que otras.



Incluso de la lectura muy somera que hizo el Magistrado Solís, pues uno pensaría que no alcanzan las 24 horas del día para poder estar cumpliendo, ni siquiera para poderse leer los informes o agendas de todas esas Comisiones y eso debería tomarse en cuenta.



Por ejemplo, en la Universidad de Costa Rica, hasta donde conozco, al momento de repartir el presupuesto entre las diferentes unidades académicas, se hacen cálculos y asignaciones de horas hombre, de cuántos profesores existen y cuántas tesis llevan cada una; ese tipo de cosas, para determinar qué unidad académica requiere más recursos que otros, porque estimo que haciendo un ligero cálculo pareciera que es materialmente imposible cumplir sin traslapar horas en estas actividades.



Quizá se podría inventar un sistema de control o de verificación, pero me parece que es importante en aras de la transparencia de la rendición de cuentas, incluso en la lucha con el presupuesto, de manera que sería importante justificar esta relación, en síntesis de horas – hombre – recursos que se dedican a las diferentes Comisiones”.



ENTRA EL MAGISTRADO RIVAS.



Señala el Magistrado Armijo: “Iría en la misma línea del Magistrado Estrada Navas.



Por ejemplo, el costo de horas hombre de los funcionarios y funcionarias que integran las diferentes Comisiones es altísimo, si hacemos una evaluación del costo de una hora de trabajo de un Magistrado o Magistrada, del personal de apoyo que asiste a las múltiples Comisiones, el Director de Gestión Humana y otros muchos jefes de diferentes entidades y deberíamos de entrar a hacer un análisis, si estas Comisiones realmente responden a un nuevo modelo gerencial o si son un resabio bastante viejo de un modelo gerencial para una institución muy pequeña y donde prácticamente cada área era manejada por una Comisión de su respectiva competencia, las Jurisdicciones Penal, Administrativa, Civil, etcétera, y que era una forma de tener un control sobre toda la estructura de la jerarquía; habría que ver si ese modelo todavía es vigente y si es funcional.



Ciertamente las horas hombre de nosotros son increíblemente caras y aquí hay tantas Comisiones como temas que se quiera que existan y francamente es muy difícil dar seguimiento a estas Comisiones.



Habría que analizar si esta inversión que hace tiene un beneficio directo sobre la Institución o si solamente es ficticio y si realmente hay un resultado real o nada más es una reunión donde se plantean ciertos temas pero no se concretan todos los que deberían concretarse.



Opino al igual que el Magistrado Estrada Navas, que hay tanta Comisión que no sé en qué momento sus integrantes pueden hacer otras tareas y lo ideal sería analizar las Comisiones para determinar si podemos optimizar, que en última instancia este es el futuro; analizar cómo se introduce mayor criterio de eficiencia, para que realmente haya un producto determinado cuantificable.  Si esto no se dirige por ese camino, considero que lo que estamos haciendo es preparando tantos informes, como nos llegan todos los días y que con la cantidad de trabajo que tenemos son difíciles de abarcar todos.



Por mi parte, desde hace mucho tiempo lo dije en esta Corte, que por ejemplo, la Comisión de Seguridad debió haber estado trabajado conjuntamente con la Comisión del Organismo de Investigación Judicial, pues tienen vertientes muy claras y no sé si alguna otra Comisión de la misma área podría ser refundida dentro de las mismas, tendríamos menos funcionarios o funcionarias y quizá haciendo un trabajo más global, es decir, visualizándolo con la perspectiva completa, porque estimo que a veces estamos viendo únicamente por la rendija de una puerta una parte de la realidad y no sé si esto es eficiente para una institución como la que queremos.



Desde mi punto de vista, tendríamos que replantearnos muchas de las cosas que hemos estado haciendo hasta la fecha, para que esto pudiera funcionar de otra forma”.



Expresa el Magistrado Chinchilla: “No sé si lo mencionó en el informe el Magistrado Solís, pero mi persona participa como punto focal en las actividades de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos (COMJIB), y no sé si eso está incorporado”.



Agrega el Magistrado Solís: “No está incluido porque es un dato nuevo, y no se lleva ese registro.  Ese es el otro gravísimo problema, que los datos que aquí están informados son tomados del informe de la Auditoría Judicial, y hablando con el señor Auditor Judicial, en algún momento cuando estaba elaborando este informe, una de las falencias que él detectó, es la ausencia de un banco de datos que le permita a las personas funcionarias y funcionarios tener un conocimiento puntual.



Pero este tema de su representación, que sería una Comisión a nivel internacional, no lo tiene ni la Auditoría Judicial, ni mi persona y habrá que incorporarlo”.



Se acordó: Aprobar el informe rendido por el Magistrado Solís en los términos planteados, así como las recomendaciones propuestas por las Magistradas Camacho y Pereira, por ende: 1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de la misma. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.



La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.



Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.  













[1] Con base en este Reglamento, algunas Comisiones elaboraron sus propios Reglamentos.



[2] Mediante oficio Nº 12169-2013 del 4 de noviembre de 2013 y correo electrónico del 15 de mayo del 2014.



[3] La Auditoría ha emitido en sus informes recomendaciones dirigidas a algunas comisiones con el fin de mejorar su gestión. 



[4] El Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia vigente, denomina estas comisiones como Permanentes, especializadas y especiales.
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Acta de Corte Plena Nº 035 - 2016 








      



Fecha: 19 de Diciembre del 2016



Descriptores/Temas: Informes, Magistrados, Capacitaciones



ARTÍCULO VI



Documento 7901, 13872-2016



[bookmark: marca4][bookmark: marca5]En sesión N° 23-16 celebrada el 11 de julio del año en curso, artículo XVI, se concedió permiso con goce de salario a la Magistrada Escoto del 8 al 12 de noviembre pasado, a fin de que participara en el “Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica en Huancavelica”, a celebrarse en Perú.



La Magistrada Escoto, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia del Poder Judicial, en oficio N° CMEF-SP-0087-2016 del 5 de diciembre en curso, informó:



“Por este medio rindo informe de participación en el III Encuentro Internacional de Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, celebrado en Perú del 07 al 11 de noviembre del año en curso; participación que se dio en razón de ser la Coordinadora de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, actividad a la cual también asistió la Máster Alejandra Monge Arias, en su condición de Secretaria Técnica de dicha Comisión.



 



Respetuosamente le solicito hacer de conocimiento de Corte Plena, este informe.



            



Informe de Participación - Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica



 



La Comisión de seguimiento de Reglas de Brasilia fue invitada por el Sr. Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Perú, Dr. Víctor Ticona Postigo, a participar en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, el cual se celebró del 9 al 11 de noviembre en la ciudad de Huancavelica.



 



En atención a la invitación participaron en el Encuentro, las representaciones de Costa Rica, Ecuador, España, Honduras y Panamá, no así Argentina por razones de fuerza mayor.



 



Simultáneamente, se efectuó el V Encuentro Nacional de los Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia y Responsables del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, Programa liderado por su Coordinadora la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala.



 



Previo a la realización del Encuentro  las y los integrantes de la Comisión de Seguimiento, recibieron  una solicitud para escribir y remitir un artículo, sobre la implementación de las Reglas en sus respectivos países, con el objetivo de ser publicado en  el Diario Oficial El Peruano, iniciativa que contó con una excelente respuesta. (Ver anexo).



 



Desarrollo del programa de actividades



 



Desde su llegada a Lima y en el marco del III Encuentro,  la  Comisión de Seguimiento concretó varias reuniones con destacados profesionales del Poder Judicial y del Congreso, para dialogar sobre temas  relacionadas con las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, y la implementación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, como un medio efectivo para mejorar el acceso a la justicia y la prestación del servicio público.



 



Las reuniones realizadas con el Presidente de la Corte Suprema de Justicia en Lima, el Juez Supremo Decano, integrantes de las Comisiones de Ambiente, de Género y de Trabajo de Justicia Indígena y Justicia de Paz; así como con congresistas, facilitaron el intercambio de experiencias contribuyendo de forma positiva, a la valorización de las acciones realizadas por los poderes judiciales iberoamericanos - en el marco de aplicación de las Reglas de Brasilia - para fortalecer el reconocimiento, promoción y aplicación del derecho fundamental de acceso a la justicia, que al ser instrumental abre la posibilidad de ejercer los demás derechos tutelados en los convenios internacionales, y en los ordenamientos jurídicos nacionales. (Ver tabla adjunta).



 



De acuerdo con el programa pre establecido el martes 8 de noviembre, se realizó una sesión de trabajo de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en la Corte Superior de Junín en Huancayo, con la participación de su Presidente el Dr. Sócrates Mauro Zevallos Soto, la Dra. Carmen Julia Matamala, representantes de la judicatura, y los Presidentes de Cortes Responsables del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad.



 



El objetivo de esta sesión fue exponer la labor realizada por  la Comisión  de Seguimiento  de  Reglas de Brasilia,  ante la Sala Plena de la Corte Superior de Justicia de Junín, exposición que estuvo a cargo de la Coordinadora de la citada Comisión, Magistrada Carmenmaría Escoto (Costa Rica), con la activa participación del Dr. Juan Martínez (España), la Dra. Karina Peralta (Ecuador), la Dra. María Fernanda Castro (Honduras) y la Dra. Angela Russo (Panamá).



 



Luego de las intervenciones de quienes integran la Comisión, se abrió un período de preguntas y respuestas, orientadas a ampliar conocimientos sobre las poblaciones en condición de vulnerabilidad, las Reglas de Brasilia y las experiencias de implementación, demostrando los y las participantes gran interés en la temática.



 



El miércoles 9 la Comisión de Seguimiento se trasladó a Huancavelica, para continuar con el programa de actividades, allí en sesión solemne se inauguró formalmente el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica.



 



Presentes en el acto: en representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Perú, el Dr. Ramiro De Valdivia Cano Juez Supremo Decano,  el Dr. René Espinoza Avendaño, Presidente de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, la Dra. Carmen Julia Matamala quien tuvo a su cargo la presentación del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad del Poder Judicial del Perú, así como los y las Presidentes de las 33 Cortes de Justicia de la República y responsables del Programa citado. 



 



Durante su exposición la Dra. Cabello destacó que se tienen previstos  más de 200 productos, para hacer efectiva la implementación  de las Reglas de Brasilia, de los cuáles durante 2016 se han ejecutado 39, orientados a eliminar barreras de acceso a la justicia. Asimismo, resaltó el compromiso y dedicación de las y los Presidentes de las 33 Cortes Superiores de Justicia, quienes han hecho posibles los avances logrados.



 



Una de las principales iniciativas de la Dra. Cabello según destacó en su informe, es la propuesta para que las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, se eleven a rango de ley en su país.



 



El jueves 10 el programa dio inicio en la Plaza de Armas de Huancavelica, con el izamiento de la Bandera, las palabras del Gobernador y del Alcalde provincial de Huancavelica y, acto seguido se dio el traslado de la comitiva al Tambo de Sacsamarca.



 



Esta experiencia resultó ser sumamente enriquecedora, al  colocar a quienes constituyen la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en contacto directo con una comunidad campesina integrada por personas indígenas quechuas, e instalada en una de las regiones más pobres del Perú, sobre la que se conjugan no una, sino múltiples condiciones de vulnerabilidad.



 



La visita tuvo por objeto valorar in situ la implementación que de las Reglas de Brasilia, realiza el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad. Ello incluyó una visita al Tambo, edificación instalada a más de 3.800 m de altura, en la cual se brindan servicios integrales a la población, entre ellos servicios judiciales, ya que los fines de semana jueces y juezas se desplazan para realizar audiencias, sin que medie el pago de horas extra. 



 



Asimismo, reproduciendo una costumbre ancestral, las Reglas de Brasilia impresas en español y en quechua, fueron llevadas y entregadas oficialmente por el Chasqui, a la coordinadora del Programa, para luego ser repartidas a la población. Cabe anotar que el Chasqui es una  figura del imperio incaico, un corredor joven, que llevaba un mensaje o recado, haciendo las veces de correo y así se realizó en esta oportunidad, cuando varios Chasquis, incluyendo mujeres, mediante carreras de relevos trasladaron las Reglas de Brasilia desde Huancavelica hasta el Tambo.



 



Una de las actividades más importante fue el taller de trabajo con integrantes de la comunidad, en ellos la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, tuvo la ocasión de explicar con el apoyo de una mujer intérprete de la lengua quechua,  en qué consisten las 100 Reglas sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, definiciones, personas beneficiarias, destinatarias y qué derechos se pueden exigir con base en ellas, propiciándose un diálogo en el cual se  evacuaron diversas preguntas, sobre los alcances de este instrumento.



 



En general las Reglas de Brasilia, fueron acogidas con la esperanza de que su implementación mejore el acceso a sus derechos, no obstante de viva voz externaron su preocupación, en cuanto a que las Reglas sufran la misma suerte de leyes que no han impactado favorablemente para la solución de sus necesidades.  Los actos culturales que acompañaron la visita  incluyeron danzas, y rituales ancestrales de reconciliación con Pachamama (Madre Tierra).



 



Por la noche en la Corte Superior de Huancavelica, se realizó una exposición ante los 33 representantes de las Supremas Cortes del Perú y otras personalidades, sobre las buenas prácticas ejecutadas por los Poderes Judiciales de Costa Rica, Ecuador, España, Honduras y Panamá. (Ver Anexo).



 



Como clausura de la actividad el día 11 de noviembre se visitó la Feria  Itinerante “Justicia Jallalla”, instalada en la Plaza de Armas de Huancavelica, en la cual se observaron distintos esfuerzos realizados en pos de una justicia más accesible, entre ellos el Programa de Modernización del Sistema de Modernización de Justicia ACCEDE.



 



Para culminar la participación de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales del Perú e Iberoamérica, y en el marco de la Feria Itinerante “Jallalla Justicia”, se leyó y firmó la “Declaración de Huancavelica”, documento redactado por quienes integran esta Comisión, en el cual se hace un reconocimiento a los esfuerzos realizados mediante el Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad, y a su Coordinadora la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala por las acciones afirmativas y propuestas planteadas, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



“Declaración de Huancavelica



 



Preámbulo



 



Nosotros (as) integrantes de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, de la Cumbre Judicial Iberoamericana, reunidos (as) en la ciudad de Huancavelica, Perú,  en el marco del III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, con el convencimiento de que la justicia debe ser accesible y humanizada para todas las personas usuarias de los sistemas juridiciales, y:



 



Considerando que los derechos fundamentales son inherentes al ser humano, sin importar, sexo, edad, idioma, etnia, condición social o económica,  discapacidad, orientación sexual, credo religioso, nacionalidad o pertenencia a una comunidad itinerante. Así ha sido reconocido por la comunidad jurídica internacional, a través de la ratificación de diversas convenciones y declaraciones que los tutelan, las cuales impregnan los ordenamientos jurídicos internos.



 



Estimando que el Estado y sus instituciones, deben asumir el compromiso de proveer los mecanismos que hacen posible a  la ciudadanía en general, el goce y disfrute de sus derechos, eliminando todo tipo de obstáculos que entorpezcan, a las personas vivir a plenitud y dignamente.



 



Reconociendo que el derecho de acceso a la justicia da contenido a la igualdad formal expresada en  los instrumentos legales y,  al ser un derecho instrumental faculta el ejercicio de los demás, entre ellos: la vida,  la salud, la libertad, la integridad física, la alimentación, la igualdad de oportunidades, el trabajo y a la educación, entre otros. Es decir, que el acceso a la justicia facilita pasar de la letra muerta a la acción humanizante.



 



Subrayando que en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en 2008, los Poderes Judiciales reunidos en Brasilia, aprobaron las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, definiendo las circunstancias por las cuales una persona o población se encuentra en esa condición.



 



Tomando en cuenta que las Reglas de Brasilia surgen de un análisis profundo sobre la situación que enfrentan las poblaciones de Iberoamérica en condición de vulnerabilidad, para acceder al sistema de justicia, asumiendo las condiciones de discriminación y exclusión social para su erradicación, a partir de un enfoque integral y de alto contenido social.



 



Partiendo de que este instrumento es un esfuerzo por allanar el camino, humanizar la justicia y ubicar a la persona como eje central del quehacer de los Poderes Judiciales, de manera tal que todos los servicios sean diseñados en atención a sus necesidades y que el personal sea consciente de la obligación de ofrecer un servicio público de calidad.



 



Afirmando que no se debe escatimar la realización de toda acción positiva, cuyo objetivo sea derribar obstáculos que impiden el derecho de acceso a la justicia, y remediar situaciones de desventaja y exclusión que afectan a los grupos de personas en condición de vulnerabilidad, incluyendo entre estas las acciones legislativas, administrativas y operativas.



 



Evidenciando el compromiso de la Coordinación Nacional del Programa de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, del Perú, no solo en cuanto a la organización del III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, sino en atención a todas las acciones realizadas en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre ellas la propuesta de elevar a rango de ley las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



Respetuosas y respetuosos del ordenamiento jurídico de la República del Perú y de su institucionalidad, pero con una clara conciencia de que todo esfuerzo para cerrar la brecha en torno al acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, debe ser valorado en su justa dimensión, 



 



Declaramos



 



Que la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, actuando conforme lo establece la Regla número 100 la cual define las obligaciones de la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, entre ellas: “(…) promover la elaboración, adopción y fortalecimiento de políticas públicas, que contribuyan al mejoramiento del acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad (…)”. De acuerdo con el objetivo de su  Plan Marco de Trabajo 2016 – 2018 el cual señala: “Mejorar las condiciones de Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, con base en la implementación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, con perspectiva de género, respeto y reconocimiento de la diversidad, en total armonía con los objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible” y con el convencimiento de que toda iniciativa ajustada a derecho, en armonía con los principios que informan el derecho constitucional vigente, que pondere y potencie los derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, debe ser acogida con beneplácito; se solidariza con el Programa de Acceso a la Justicia de Personas Vulnerables y Justicia en tu Comunidad, reconociendo como un valioso esfuerzo su iniciativa de gestionar ante las instancias correspondientes, para que se eleven a rango de ley, las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, en la República del Perú.



Asimismo, hacemos propicia la ocasión, para manifestar nuestro agradecimiento por la invitación a participar en el III Encuentro Internacional de los Poderes Judiciales de Perú e Iberoamérica, reunión que promueve el fortalecimiento de los lazos de amistad, solidaridad y cariño, que unen a nuestros Poderes Judiciales.



 



En Huancavelica, Perú, a las seis horas, del día nueve de noviembre de dos mil dieciséis.” (Ver anexo con la Declaración debidamente firmada)



 



En el mismo acto los Presidentes, representantes de los Presidentes de las Cortes Superiores de Justicia de la República, los Coordinadores Distritales y representantes de los Coordinadores del Programa Nacional de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad y Justicia en tu comunidad, realizaron un reconocimiento a la Dra. Carmen Julia Cabello Matamala, por su liderazgo, dedicación y esfuerzo, con el cual ha logrado incentivar más allá de la función jurisdiccional, el compromiso voluntario de la Judicatura Nacional. (Ver anexo).



 



Finalmente, es imperativo resaltar en este informe, que esta ha sido la primera ocasión en la cual la Comisión de Seguimiento de Reglas de Brasilia, se constituye in situ para sesionar, intercambiar experiencias, desarrollar talleres de trabajo y, constatar el avance en la implementación de las Reglas de Brasilia en un país de Iberoamérica, acorde con las funciones que le son determinadas en la Regla número 100, lo que sin duda ha permitido un acercamiento sin precedentes con la realidad que enfrentan las personas destinatarias de este documento, y un medio idóneo de verificación del compromiso asumido en este caso, por el Poder Judicial del Perú, reconociendo su esfuerzo y  los avances logrados en la implementación de las Reglas de Brasilia, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones tuteladas en este instrumento.



 



ANEXOS



 



100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas  en condición de vulnerabilidad.  La experiencia costarricense.



 



Magistrada Carmenmaría Escoto



 



Sin duda la aprobación de las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, en la Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en Brasilia en 2008, marca un hito.



 



La dimensión que las Reglas de Brasilia otorgan a las carencias de las poblaciones más excluidas en las sociedades, supone un enfoque integral y de alto contenido social, que materializa el sueño de quienes creemos que la democratización de la justicia, sólo es posible cuando esta es accesible para todas las personas, sin distinción alguna. Las circunstancias que colocan a una persona en condición de vulnerabilidad, no distinguen fronteras, sexo, edad o etnia; todos los países enfrentan situaciones análogas.



 



El Poder Judicial de Costa Rica, en aras de humanizar la justicia, mantiene una política social, acorde a las necesidades de las personas usuarias, no obstante, a la luz de este instrumento se amplían las posibilidades de comprensión del fenómeno, de desarrollar estrategias para combatir todas las formas de intolerancia, y de eliminar barreras de cualquier índole.



 



En concordancia con las Reglas, se han creado instancias especializadas,  a las cuales me referiré posteriormente, que trabajan por la promoción, divulgación y respeto de los derechos de los grupos afectados.



 



Estas instancias poseen como paradigma, que el acceso a la justicia no incluye solamente la tutela judicial efectiva y las garantías del debido proceso, sino también todo mecanismo útil para la resolución de un conflicto. Se trata de dejar de lado la visión tradicional de la prestación del servicio público como una prerrogativa del Estado, para ubicarlo en la esfera de los derechos humanos; de manera que el servicio a las personas usuarias, implique la eliminación de modelos discriminatorios.



 



En ese orden de ideas, el acceso a la justicia como derecho instrumental que es, da contenido a la igualdad formal plasmada en los instrumentos legales, al ser el mecanismo que permite la exigencia de otros derechos, la resolución de los conflictos y la obtención de peticiones en procesos y gestiones no contenciosas. De tal forma, permite efectivizar los derechos sociales, económicos, culturales, civiles y políticos; abriendo camino para el reclamo de su cumplimiento y garantizando la igualdad y la no discriminación.



 



Para quienes lideramos el sector justicia, es una de nuestras responsabilidades el reconocimiento de las diferencias, como requisito indispensable para identificar las barreras que históricamente han obstaculizado el acceso a la justicia de diversos sectores, colocando a estos colectivos en situaciones lamentables.



 



Se trata de un compromiso de quienes mediamos la prestación de un servicio social, con la búsqueda de soluciones oportunas y pertinentes, que respondan a las necesidades particulares de los distintos grupos.



 



Se requiere de un sistema de garantías que permita su pleno desarrollo, por ello el Estado debe crear las condiciones jurídicas y materiales para que toda persona sin distinción, pueda acceder a la justicia. No solo ha de existir una abstención absoluta de imponer barreras, sino que han de implementarse acciones positivas cuando se presenten obstáculos de hecho, para el ejercicio de este derecho.



 



El acceso a la justicia en sentido amplio comprende no solo la posibilidad de acceder a procesos formales o no, para la solución de los conflictos y pretensiones, sino además la disponibilidad de un buen servicio de justicia, obtención de pronunciamientos justos, adecuados y en tiempo, evitar que las personas abandonen los procesos o gestiones judiciales, por motivos ajenos o contrarios a su voluntad, como podrían ser: la pobreza, la exclusión social, la tardanza, el desconocimiento, la falta de asistencia técnica y la discriminación, entre otros;  así como darle seguimiento a las decisiones, es decir a la ejecución de las sentencias, por citar algunos ejemplos.



 



El acceso a la justicia supone centrar la atención en los derechos de las personas justiciables, el sistema de justicia debe ser el medio para la función encomendada al Estado, de brindar protección a la ciudadanía mediante la resolución de sus conflictos o pretensiones. La persona es y debe ser la protagonista, pasando a un primer plano frente al personal judicial; es decir se debe orientar el quehacer en función de la ciudadanía, ofreciendo una justicia con rostro humano.



 



Sin embargo, algunas poblaciones continúan afrontando situaciones desfavorables, al encontrar mayores obstáculos para la tutela efectiva de sus derechos frente a los poderes públicos. Por ello es pertinente que los poderes judiciales concentren su atención, en aquellos grupos que se encuentran histórica y socialmente en condición de vulnerabilidad.



 



La ejecución de las Reglas de Brasilia ha representado para el Poder Judicial de Costa Rica, la búsqueda de mecanismos que contribuyan a mejorar el acceso a la justicia. Una de las principales acciones como ya mencioné, ha sido la creación de instancias especializadas para atender de forma particular las necesidades de las diferentes poblaciones: la Comisión de Acceso a la Justicia y  una Subcomisión por cada población determinada en condición de vulnerabilidad. 



 



Es así que, la Comisión de Acceso a la Justicia en Costa Rica, es el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, encargado de dictar políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones, entre ellos orientar los procesos de capacitación dirigidos al personal judicial y unir esfuerzos con instituciones externas que coadyuvan al cumplimiento de su misión.



 



Está integrada estratégicamente por todos los ámbitos judiciales: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo, así como por representantes de las Subcomisiones designadas para trabajar por cada una de las poblaciones en condición de vulnerabilidad: personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, discriminadas por orientación sexual e identidad de género, afro descendientes, indígenas, víctimas del delito, de violencia sexual y doméstica, niños, niñas y adolescentes y personas en conflicto con la Ley Penal Juvenil. Asimismo, la integran representantes de organizaciones gremiales y de la población civil usuaria de los servicios judiciales.



 



Tanto la Comisión como las Subcomisiones, encuentran apoyo en la Unidad de Acceso a la Justicia, órgano técnico ejecutor creado por acuerdo de la Corte Plena, cuya misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales y con otras instituciones cuyos objetivos son afines, en procura de un servicio eficiente, eficaz y humanizado.



 



Resulta imprescindible indicar que para cada una de las poblaciones consideradas en condición de vulnerabilidad, se ha aprobado una política institucional para el  acceso a la justicia, las cuales desde el más alto nivel jerárquico, brindan un marco de acción que permea en cascada el giro normal de la institución, contribuyendo en el diseño de cursos de capacitación, talleres, campañas de divulgación, modificación de la cultura judicial tradicional, producción de circulares y directrices, diseño universal (infraestructura), compra de equipo, atención a la persona usuaria, y toda acción tendiente a incorporar de manera transversal la perspectiva de género y diversidad, sin obviar las múltiples condiciones de vulnerabilidad que pueden afectar a una persona,  es decir,  se puede ser persona migrante, adulta mayor e indígena a la vez, por lo que la atención siempre deberá brindarse de manera integral.



 



Algunos lineamientos establecidos en las políticas institucionales que merecen ser resaltados como buenas prácticas son: la realización de audiencias in situ, cuando la persona usuaria está imposibilitada para trasladarse al recinto judicial; la designación de personas intérpretes y traductoras en idiomas indígenas y lengua de señas costarricense (LESCO), para la realización de audiencias judiciales; la contratación de peritajes antropológicos; otorgamiento de ayudas económicas para personas en condición de pobreza, las cuales cubren alimentación, transporte y hospedaje, según se requiera y con cargo al presupuesto judicial; la construcción de edificios nuevos y la remodelación de antiguos, con base en normas de accesibilidad universal, entre otros.



 



Todas estas son acciones estratégicas desarrolladas como parte del compromiso asumido para la implementación - y a la luz de la ratificación -  de las Reglas de Brasilia por parte del Poder Judicial de Costa Rica, contribuyendo así a la construcción de una sociedad libre de discriminación, inmersa en una cultura respetuosa de los derechos de cada una de las poblaciones, rompiendo antiguos paradigmas y desvelando los ojos de la justicia, para alejarnos de esa representación de imparcialidad - que no se cuestiona - pero si afirmando que se requiere mirar atentamente las necesidades de la población usuaria. De esta manera se pasa de la letra muerta a la acción humanizante.
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Ponencia



 



Buenas prácticas para la implementación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad.



 



Magistrada Carmenmaría Escoto, Costa Rica.



 



Contextualización



 



Indudablemente las 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de personas en condición de vulnerabilidad, son el motor que enciende las iniciativas de los Poderes Judiciales, a fin de poner en marcha todas aquellas acciones que permitan mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones menos favorecidas.



 



Su aplicación  supone un enfoque integral y de alto contenido social que potencia  la democratización de la justicia, al buscar los mecanismos necesarios para hacerla accesible a todas las personas sin distinción alguna. 



 



Resulta válido preguntarnos ¿qué llevó a los Poderes Judiciales Iberoamericanos a elaborar, aprobar e implementar este instrumento? La respuesta parece hallarse en  que las circunstancias que colocan a una persona en condición de vulnerabilidad, no distinguen sexo, edad, etnia o condición social, pero tampoco fronteras; en todos los países enfrentamos situaciones análogas, de ahí que nos corresponde la tarea de hacer de las Reglas, un instrumento efectivo para paliar las necesidades de las mal llamadas “minorías”, las cuales sumadas todas, constituyen una inmensa mayoría de seres humanos privados de sus derechos.



 



El Poder Judicial de Costa Rica no se abstrae a este imperativo, en aras de humanizar la justicia, desde años atrás mantiene una política social, acorde a las necesidades de las personas usuarias, y desarrolla estrategias para combatir todas las formas de intolerancia y discriminación.



 



A través de la  aplicación de diagnósticos de necesidades,  se han logrado determinar los obstáculos que históricamente han enfrentado ciertas poblaciones, cuando requieren la tutela judicial para  hacer efectivos sus derechos, encontrando así: barreras arquitectónicas, de comunicación e información y actitudinales.



 



De manera sistemática el Poder Judicial de Costa Rica ha buscado mecanismos para eliminar estas barreras, encontrando mayor dificultad cuando se trata de permear en el ser humano y remover actitudes prejuiciosas y discriminatorias, que por ser interiores, son invisibles, ocultas y por si fuera poco, muchas veces mutan  adoptando formas diferentes, camuflándose para pasar desapercibidas.



 



A partir de la ratificación de las Reglas de Brasilia por parte de la Corte Plena en mayo de 2008, se han sumado otros esfuerzos a los que ya se venían ejecutando, para trabajar por la promoción, divulgación y respeto de los derechos de los grupos afectados, me refiero a la creación formal de instancias especializadas, las cuales se sitúan a la vanguardia de las buenas prácticas judiciales, y desde las cuales en cascada, se producen acciones de diversa índole que impactan el sistema de administración de justicia, para el cual la persona es y debe ser el eje central, pasando a un primer plano frente al personal judicial; es decir con una orientación del quehacer en función de la ciudadanía, a fin de ofrecer y brindar una justicia con rostro humano.



 



Buenas Prácticas



 



Comisión de Acceso a la Justicia 



 



Una de las grandes fortalezas del Poder Judicial de Costa Rica, radica en la existencia de una Comisión de Acceso a la Justicia: órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, la cual tengo el honor de coordinar. Esta Comisión es la encargada de dictar políticas y lineamientos institucionales al más alto nivel, hacia el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones,  entre ellos, orientar los procesos de capacitación dirigidos al personal judicial, liderar las campañas de concienciación para provocar un cambio en la cultura judicial y unir esfuerzos con instituciones externas las cuales coadyuvan al cumplimiento de su misión.



 



La Comisión sesiona regularmente una vez al mes y extraordinariamente cuando se requiere. Está integrada estratégicamente por todos los ámbitos judiciales: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo, así como por representantes de las Subcomisiones designadas para trabajar por cada una de las poblaciones en condición de vulnerabilidad: personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, discriminadas por orientación sexual e identidad de género, indígenas, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, afrodescendientes, niños, niñas y adolescentes y personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil. Asimismo la integran representantes de organizaciones gremiales y de la sociedad civil usuaria de los servicios judiciales, actualmente se cuenta con un abogado con discapacidad visual.



 



Unidad de Acceso a la Justicia



 



El órgano técnico ejecutor de la Comisión es la Unidad de Acceso a la Justicia, creado por acuerdo de Corte Plena en la sesión ordinaria N° 32-2011, celebrada el 3 de octubre de 2011, artículo VIII.



 



Su misión es ejecutar las políticas y directrices emanadas de la instancia superior (Comisión de Acceso a la Justicia, Corte Plena y Consejo Superior), y velar por la incorporación en forma transversal, de la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, en todo el quehacer institucional, promoviendo acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia, garantizando así a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde la óptica de los derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.



 



Sostenibilidad



 



Al ser instancias permanentes creadas para velar por la eliminación de los obstáculos que enfrentan las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, la Comisión y la Unidad de Acceso a la Justicia, brindan sostenibilidad a las acciones ejecutadas para que estas poblaciones ejerzan sus derechos, procurando así un acceso a la justicia de calidad, a través de acciones de coordinación con los diferentes actores judiciales, y con otras instituciones cuyos objetivos son afines, en procura de un servicio eficiente, eficaz y humanizado. 



 



Planes Anuales Operativos y Presupuesto



 



Resulta importante destacar que cada año se elabora un plan anual operativo (PAO),  donde se programan objetivos, metas y actividades priorizados, en coordinación con todas las Subcomisiones, con una perspectiva amplia que involucra las necesidades de todas las poblaciones, lo cual facilita el desarrollo de acciones para el abordaje integral de la problemática.



 



Asimismo, la Comisión y la Unidad cuentan con su propio presupuesto - y si bien es modesto - permite abordar prioritariamente las necesidades que se enfrentan. No obstante, el presupuesto institucional de forma transversal, incorpora la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, impactando de forma directa las construcciones, remodelaciones, contratación de personal, compra de equipo y mobiliario, vehículos, producción de materiales, capacitación, divulgación, servicio de interpretación y peritajes antropológicos y culturales, realización de audiencias in situ, apertura de despachos judiciales especializados, ayudas económicas a personas de escasos recursos, por citar algunos ejemplos.



 



Asimismo, las poblaciones en condición de vulnerabilidad, deben ser consideradas en los planes anuales operativos (PAOs) de todos los departamentos, despachos y oficinas judiciales.



 



Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas con discapacidad



 



La actual Subcomisión, nació en 2003, siendo denominada inicialmente Comisión de Accesibilidad, fue la primera creada con el fin de facilitar el acceso a la justicia de una población en condición de vulnerabilidad, en este caso, las personas con discapacidad. Es anterior incluso a la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Población en Condición de Vulnerabilidad, y desde su creación ha dictado políticas, lineamientos y directrices a la institución, sobre las acciones a realizar para mejorar las condiciones de acceso a la justicia de esta población, trabajando por la eliminación de barreras de todo tipo, lógicamente con un fuerte impacto en infraestructura.



 



Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores



 



El Poder Judicial con una visión de futuro, anticipándose  a compromisos internacionales que se asumirían oficialmente en 2008, al ser aprobadas por Corte Plena en forma unánime las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad, y de cara  a una filosofía humanista, en la cual se considera a la persona como el eje central de la actividad que desarrolla la institución, merecedora de un servicio público de calidad y libre de obstáculos para hacer efectivos sus derechos al acudir ante la administración de justicia; consideró la condición etaria como una situación limitante para el acceso a la justicia, al encontrar las personas adultas mayores serios obstáculos en su interacción con el sistema, tanto en el nivel de salud, como de desplazamiento, de comprensión de los actos judiciales en algunos casos, y de acceso al información, siendo esta población la que enfrenta la mayor brecha informática. Por ello se creó una Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores.



 



Subcomisión para el Acceso a la Justicia de la Niñez y la Adolescencia



 



El Poder Judicial absolutamente comprometido con los derechos de las niñas, los niños y adolescentes y a tono con las disposiciones contenidas en las Reglas de Brasilia, cuenta con una Subcomisión encargada de emitir los lineamientos atinentes a esta población. Asimismo, existe un Juzgado especializado en la materia, cuya jurisdicción es nacional. Tratándose de niñez y adolescencia prevalece el interés superior de los niños  y las niñas, por lo que no se escatiman esfuerzos para tutelar esta población. Se emiten circulares y protocolos, asó como normas procesales para la protección de sus derechos.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil



 



Las Reglas de Brasilia consideran en condición de vulnerabilidad, en primer lugar, a toda persona en razón de su edad. De ahí que las personas menores de edad por definición se encuentran en condición de vulnerabilidad, a lo que se suma una condición más de vulnerabilidad frente a la posibilidad de la privación de libertad y al encontrar especiales dificultades para ejercitar con plenitud, ante el sistema de justicia, los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. Para la atención de esta población al igual que en los demás casos,  se ha creado una Subcomisión que se destaca por realizar importantísimos aportes, los cuales incluyen la definición de indicadores, creación de juzgados y equipo especializados  en la materia,  así como modelos basados en la justicia restaurativa.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas migrantes y refugiadas



 



Esta Subcomisión nace a la vida institucional en abril de 2011. Desde su conformación, la Subcomisión ha venido trabajando de manera constante para hacer efectiva la implementación de la Política institucional en la materia, en las diferentes esferas de la administración de justicia. La Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) funge como Secretaría Técnica de la Subcomisión. 



 



La población migrante es especialmente vulnerable pues su situación y la falta de documentos de identificación, favorecen la explotación laboral, hecho agravado cuando se trata de población indígena migrante, donde las mujeres, niños y niñas llevan la peor parte.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas privadas de libertad



 



La Subcomisión para el acceso a la justicia de personas privadas de libertad, es coordinada por la Directora de la Defensa Pública, por lo que el trabajo por los derechos de esta población se realiza desde esta institución, lo cual se ha esforzado por asegurar el adecuado acceso a la justicia de las personas quienes requieren sus servicios.



 



Las áreas que involucra su quehacer son: personas privadas de libertad en general; personas privadas de libertad con alguna de estas otras situaciones: condición de vulnerabilidad en razón del género; migrantes y refugiadas; pertenecientes a pueblos indígenas,  en condición de vulnerabilidad en razón de su edad;  personas con alguna discapacidad; personas acreedoras alimentarias;  personas trabajadoras; y por último, personas trabajadoras de la tierra. Es importante recalcar que una condición de vulnerabilidad que concurre en todas las personas que son atendidas por la Defensa Pública es la de pobreza, de ahí que aunque no se haga una mención específica, debe partirse de esa base para la atención de la población.



Es importante destacar en relación con el trabajo que realizan la Defensa Pública y la Subcomisión de personas privadas de libertad, los esfuerzos orientados a la población indígena y a las personas trabajadoras de la tierra, así como a las mujeres.



 



Se cuenta con una plaza especializada para la atención de personas indígenas desde junio de 2013 y ello ha permitido la realización de diversas acciones específicas tanto a lo interno como a nivel interinstitucional.



 



Uno de los aspectos más importantes que se ha venido trabajando es la visualización de las personas indígenas privadas de libertad. Esta labor de visualización ha permitido detectar a 155 personas indígenas usuarias de la Defensa Pública en lugares como Buenos Aires, Bribrí, Coto Brus, Corredores y Turrialba.



 



Centrando la atención en las personas indígenas privadas de libertad, actualmente se han contabilizado 115 en esa condición y ello ha permitido valorar el trato que se les está dando e incidir en propuestas efectivas para mejorar su calidad de vida, de acuerdo con las posibilidades procesales y tomando en cuenta su cosmovisión.



La Defensa Pública, mediante la plaza especializada, ha logrado posicionarse a nivel regional realizando visitas a zonas diversas, entre ellas a Tarrazú para tener contacto con el pueblo Ngäbe y conocer la situación de las personas indígenas en esta zona del país, sobre todo cuando inicia la recolección del café; además, se han realizado giras a Liberia, Atenas y Buenos Aires para coordinar temas sobre pueblos indígenas, directamente en sus territorios.



 



La materia agraria es donde hay un amplio matiz de vulnerabilidades, ya que las personas quienes trabajan sus parcelas, o en territorios indígenas o limítrofes, generalmente presentan condiciones serias de pobreza y suelen concurrir otras situaciones gravosas como por ejemplo ser persona indígena, migrante, mujer; de modo que la Defensa Pública y la Comisión de Asuntos Agrarios, la cual coordino, han venido ofreciendo un servicio especializado mediante una Unidad conformada por personas expertas en el tema agrario y se preocupan por capacitar a los y las juzgadoras, defensoras y defensores públicos y personal de apoyo.



 



Tan ostensible es la exclusión estructural de quienes son víctimas estas personas, que en muchas ocasiones la Defensa Pública debe representar tanto a la parte actora como a la demandada (mediante el nombramiento de defensoras o defensores específicos para que actúen como contraparte), ya que por sus características personales y socioeconómicas, las condiciones de vulnerabilidad son igualmente palpables.   



 



Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género



Las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, definen las poblaciones beneficiarias y las situaciones que potencian la vulnerabilidad, no obstante no referir en ellas a la población discriminada por orientación sexual e identidad de género, el Poder Judicial de Costa Rica si la contempla. Mediante el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 30-09 de 9 de noviembre de 2009, artículo XI, se crea la Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del Poder Judicial. 



 



La Subcomisión  inició sus funciones en enero de 2010 y desde esa fecha se reúne mensualmente. Está actualmente integrada por representantes de la Dirección General de Organismo de Investigación Judicial, el Servicio de Salud, la Secretaría de Género,  el Ministerio Público, la Defensa Pública, la Judicatura, el Departamento de Trabajo Social y Psicología y la Defensoría de los Habitantes.



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de personas afrodescendientes



 



En  el marco de la declaración de Naciones Unidas del año Internacional sobre los afrodescendientes, se creó  en Costa Rica, la Comisión Nacional Afrocostarricense, mediante Decreto Ejecutivo número 36465, de 24 de febrero de 2011.



 



A solicitud de la Comisión Nacional Afrocostarricense presentada ante la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en el año 2013 se incluyó a los (as) afrodescendientes, entre las poblaciones denominadas en condición de vulnerabilidad, iniciando así las acciones tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia, que llevaron a la creación de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes.  



 



Una vez creada la Subcomisión, inició sus labores para visualizar y trabajar por la eliminación de la discriminación racial, prejuicios y estigma que pesan sobre esta población, velar por el respeto y difusión de sus derechos, por el conocimiento y aplicación de los convenios internacionales y la legislación nacional, asimismo, para promover  el diseño de políticas y directrices institucionales. A la fecha ya ha conocido y atendido casos de discriminación racial en el seno de la institución.



 



Políticas institucionales



 



Es importante destacar según ya lo he mencionado que para cada una de las poblaciones determinadas en condición de vulnerabilidad, se ha emitido una política institucional, con lineamientos específicos según las necesidades de la población destinataria, como por ejemplo en el caso de la población afrodescendiente se trata de erradicar toda forma de racismo y discriminación racial, incluyendo el racismo estructural y el indirecto, para mejorar las condiciones de acceso a la justicia y brindar un servicio de calidad. Pero que también comparten objetivos comunes, a partir de ciertas características concomitantes.



 



Objetivo común



 



Todas las políticas comparten como objetivo común eliminar las diversas barreras que afectan a estas poblaciones, optimizar la prestación del servicio público y mejorar las condiciones para el acceso a la justicia. Asimismo, establecer lineamientos y directrices garantes de sus derechos.



 



Los lineamientos que establecen estos documentos permean todos los ámbitos del Poder Judicial: Jurisdiccional, Auxiliar de Justicia y Administrativo. Estableciendo obligaciones a las diferentes instancias para la realización de acciones de capacitación, concienciación, divulgación de derechos, formulación de planes anuales operativos y presupuestos con la perspectiva de la diversidad, accesibilidad en los sistemas en línea y páginas web, atención especializada a víctimas, pago de ayudas económicas, contratación con cargo al presupuesto de peritos, personas intérpretes y peritajes culturales, atención in situ cuando las circunstancias no facilitan el desplazamiento de la persona usuaria (personas con discapacidad, adultas mayores, indígenas de zonas lejanas)



 



Subcomisión para el acceso a la justicia de Pueblos Indígenas



 



De la mayor importancia no obstante haberla dejado para el final, la materia indígena merece una especial referencia, por ser esta una población histórica y sistemáticamente discriminada, al punto de haber sufrido un grave exterminio.



 



Lo he hecho así, porque quiero referirme a ella con el cariño que he desarrollado a través de los años, pues no solamente ejerzo el cargo de coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, también soy coordinadora de la Subcomisión de Pueblos Indígenas, además durante mis inicios en la carrera judicial, estuve en muchas oportunidades destacada en sus territorios, aprendiendo su idiosincrasia, viviendo muy de cerca sus necesidades, lo mismo ocurrió durante mis años como juzgadora en materia agraria, sin duda existe un gran ligamen entre los pueblos indígenas y la madre tierra  -su principal fuente de sustento- la cual les ha sido arrebatada, persistiendo hoy en día acciones directas para privarles de la poca que aun conservan. Las anécdotas y amargas experiencias que sobre esta etapa podría referirles son abundantes, así como sobre los acontecimientos que se han sucedido con el devenir de los años y que hemos debido abordar como parte del quehacer de la Subcomisión.



 



Para el año 2000 se tenía conocimiento, la población indígena representaba el 1.6% de la población total (63.876 personas). El 43% habitaba en alguno de los 24 territorios protegidos por la Ley Indígena.  Existen ocho diferentes etnias: bribri, cabécar, ngäbe, malekú, teribe, brunca, huetar y chorotega. Se reconocen seis distintos idiomas indígenas, el 50% de la población sólo habla su idioma nativo, el 40% español y el 10% son bilingües.



 



En la actualidad hay estimaciones de que la población indígena de Costa Rica, asciende a un 2% de la totalidad.



 



Del total de las personas indígenas del país 30.996 son mujeres (48.5%) lo cual representa el 1.62% de las mujeres costarricenses. El 77.3% de las mujeres indígenas viven en Limón, Puntarenas y San José. La cantidad de hijos (as) promedio que tiene una mujer indígena (4.1) es superior al promedio nacional (2.7). El porcentaje de mujeres indígenas con una o más carencias es del 76.23%, sólo el 23.77% tiene satisfechas sus necesidades básicas. El 40.7% de las mujeres indígenas no poseen ningún grado de educación, únicamente 62 mujeres estudian o han concluido la universidad (sólo el 2.68% de las mujeres indígenas acceden a ese tipo de educación).
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Acta de Corte Plena Nº 005 - 2018 








      



Fecha: 12 de Febrero del 2018



ARTÍCULO XII  



Documento 1499-2018



La licenciada Montserrat Solano Carboni, Defensora de los Habitantes de la República, en oficio N° 01009-2018-DHR de 30 de enero último, recibido el 6 de febrero en curso, expresó:



          “La Defensoría de los Habitantes, con fundamento en el artículo 12 de la Ley N° 7319 del 17 de noviembre de 1992, abrió una investigación de oficio en relación con los derechos de las personas con discapacidad psicosocial internadas en los centros especializados en la atención psiquiátrica de la seguridad social. Adjuntó encontrarán el informe final de dicha investigación. 



En este informe se giran una serie de recomendaciones y se formula recordatorios a diferentes instituciones públicas, a fin de mejorar la atención de las personas con discapacidad psicosocial internadas en el Hospital Nacional Psiquiátrico y el Hospital Dr. Roberto Chacón Paut 



         En virtud de lo anterior, y con fundamento en el artículo 32 del Reglamento a la Ley de la Defensoría de los Habitantes, los órganos públicos deben, en el plazo de QUINCE DIAS HABILES a partir el día siguiente a la notificación de este informe final, remitir a la Defensoría de los Habitantes un informe de cumplimiento de las recomendaciones formuladas. 



         En relación con este informe final cabe el recurso de reconsideración que deberá ser interpuesto dentro de los OCHO DIAS HABILES posteriores a la notificación.”



 



- 0 -



Del citado informe se transcriben las conclusiones y recomendaciones que en lo que interesa dice:



“[…]



 



VI.- CONCLUSIONES. 



1.- Análisis Estadístico. La Defensoría de los Habitantes solicitó en dos ocasiones información a los hospitales psiquiátricos -la primera en agosto del 2013 y la siguiente en febrero del 2015-. 



De la información proporcionada se observa que se presentó una ligera disminución en el número de pacientes internados, entre uno y otro informe. En diciembre del 2013, en el Hospital Chacón Paut había internados en Estancia prolongada 142 pacientes, mientras que en marzo del 2015, era de 118. No se analiza la información de la Unidad de Atención en Crisis por cuanto al número de pacientes internados, pues no se suministró la información en diciembre del 2013. Por su parte, en el Hospital Nacional Psiquiátrico también hubo una disminución en el número de pacientes internados: al 31 de julio del 2013 había 505 pacientes, mientras que en marzo del 2015 habían 491 pacientes. 



En cuanto a la distribución por sexo se evidencia, en términos generales, que hay más hombres internados que mujeres en los hospitales. En el Hospital Chacón Paut, a marzo del 2015, de los 118 pacientes internados en Estancia Prolongada, el 69% eran hombres y el 31% mujeres. La Defensoría de los Habitantes comparte la explicación dada por el Hospital Chacón Paut sobre este hecho, en el sentido de que obedece a una cuestión de género toda vez que a las mujeres en una sociedad patriarcal como la nuestra, en la que existe una distribución de funciones por sexo, a las mujeres se les asignan las labores domésticas y de cuido, siendo más difícil para las familias desprenderse de ellas. En ese contexto, los hombres son más prescindibles que las mujeres. 



Lo opuesto sucede en la Unidad de Intervención en Crisis ya que se internaron durante el 2014, más mujeres que hombres. De acuerdo con la información proporcionada por el Hospital Chacón Paut, el 73% de internamientos en dicha Unidad correspondió a mujeres, en contraposición al 27% que correspondió a hombres. La Unidad de Intervención en Crisis cuenta con un número reducido de camas en comparación con Estancia Prolongada. Es por ello que en proporción, sumando ambas instancias, hay más hombres que mujeres en el Hospital Chacón Paut. Al respecto, en el informe suministrado por dicho Hospital, se señala que “socialmente tienen mayor permiso de expresión de su parte emocional que los varones, éstos tienen más limitaciones y mandatos sociales de no expresar sus emociones.” Esta, ciertamente es una buena explicación. 



El Hospital Nacional Psiquiátrico no consignó datos relativos a la distribución por sexo de las personas internadas en el último informe solicitado. Sin embargo, en el primer informe se indicó que de los pacientes internados al 31 de julio del 2013, 183 eran mujeres, lo que equivale a un 36% y 322 hombres, lo que equivale 64 %. De nuevo se evidencia que había más hombres internados que mujeres en dicho Hospital, ratificando la justificación antes expuesta. 



En cuanto a la distribución por edad de las personas internadas en ambos hospitales psiquiátricos, cabe indicar que en el Hospital Chacón Paut, a marzo del 2015, en Estancia Prolongada prevalecían los pacientes en el rango de edad entre los 51 a 60 años, pues de los 118 internados, 50 estaban en ese rango de edad. Le seguían los pacientes en el un rango de edad entre 61 a 70. Estos dos rangos de edad abarcan el 62% de pacientes. Lo anterior denota que los pacientes de Estancia Prolongada cuentan con una edad avanzada. 



En la Unidad de intervención en crisis predominan las y los pacientes en el rango de edad de 31 a 40 años (102). En segundo lugar se encuentran los pacientes cuyo rango de edad es de 41 a 50. Como lo indica el informe del Hospital Chacón Paut, la mayoría de internamientos en la Unidad de Intervención en Crisis corresponde a personas que están dentro de la población económicamente activa. 



El Hospital Nacional Psiquiátrico en el primer informe que presentó consignó que de los pacientes internados al 31 de julio del 2013, los que se encontraban en el rango de edad de 50 a 59 años eran el número mayor de personas internadas con un total de 97. Le seguía la población cuyo rango de edad corresponde de 40 a 49 años, y después la población entre los 20 y 29 años de edad. 



No hay en el Hospital Nacional Psiquiátrico una distribución tan marcada como la del Hospital Chacón Paut, ya que hay una distribución más uniforme entre los diferentes grupos etarios. 



En lo concerniente a la distribución por diagnóstico, el Hospital Chacón Paut comunicó que a marzo del 2015, en Estancia Prolongada prevalecían las y los pacientes con retardo mental, pues de los 118 internados, 104 presentaban esa condición, 13 esquizofrenia y 1 demencia. Como bien lo apunta dicho hospital, el retardo mental no es una enfermedad, por tanto, nunca debieron ingresar ni permanecer en la Institución. La situación se debe, como se analizará más adelante, a que muchos de estos pacientes fueron internados hace muchos años cuando se manejaba una concepción de enfermedad mental diferente a la de hoy en día. 



Con respecto a la Unidad de Intervención en Crisis, en el año 2014, sobresalió el diagnóstico de trastornos de ansiedad con 163 internamientos, lo que representa el 45%. Le sigue los internamientos por trastornos del humor con 27, que equivale a un 35%. Dicha Unidad es una ventana en la cual puede observarse la realidad de la salud mental en nuestro país, puesto que se presentan factores relacionados con los estilos de vida en la actualidad que generan presiones sociales que son el disparador de trastornos. 



En el Hospital Nacional Psiquiátrico, durante el año 2014, predominó el diagnóstico esquizofrenia, trastornos esquizotípicos y los trastornos delirantes con 1060 egresos, que representan el 32.1%. En segundo lugar se encontraban los trastornos del humor con 687 egresos, lo que equivale al 20.8%. 



En relación con el tema de los períodos de internamiento es preciso indicar que en Estancia Prolongada del Hospital Chacón Paut, hay 38 pacientes que tienen de 31 a 40 años de permanecer en esa institución, lo que corresponde al 38%. 23 pacientes cuentan entre 1 a 10 años de internamiento (19%), 22 entre 41 a 50 años (18%). La Sección de Estancia Prolongada cuenta con pacientes con muchos años de internamiento que en relación con su edad, lleva a la conclusión que muchos de ellos ingresaron muy jóvenes, y han permanecido un lapso muy amplio de sus vidas en el Hospital. Incluso, muchos de los pacientes han perdido contacto con sus familiares. 



En la Unidad de intervención en Crisis, el período de internamiento en promedio es de 13.6 días. Esta información no sorprende en virtud de que esta es una Unidad dirigida a brindar servicios precisamente a eventos específicos que alteran la vida de una persona. 



En el Hospital Nacional Psiquiátrico, en Corta Estancia el promedio de internamiento es de 29 días y el de Larga Estancia es de 886 días, lo que corresponde a 2.4 años. 



2.- Análisis de las Visitas de Campo. 



a.- Al Hospital Chacón Paut. 



En términos generales, la infraestructura del hospital no se encuentra en las condiciones adecuadas, y pese a algunas remodelaciones y mantenimiento, gran parte del inmueble muestra deterioros importantes que no presentan las mejores circunstancias para los pacientes; por ejemplo, la casa para personas adultas mayores donde una infraestructura antigua de madera alberga a varios pacientes. 



Es fundamental señalar que el modelo prevaleciente en este hospital es estrictamente manicomial, con lo cual se trata de una unidad hospitalaria que no dispone de condiciones idóneas para la atención y la rehabilitación. 



Con respecto a la admisión en el hospital, no parece haber una distinción clara ni efectiva entre la admisión voluntaria o involuntaria, a pesar de existir un protocolo al respecto. 



La admisión responde a criterios médicos no unificados y que tampoco coinciden con los Principios de Protección definidos en este informe. 



Parece existir una ambigüedad entre el permitir al paciente la decisión de salir en cualquier momento y el criterio médico con el que se debe acceder a dicha circunstancia, pues en última instancia aunque el paciente desee salir, el médico es quien tiene la última palabra. Falta en este sentido, la univocidad y definición de criterios que permitan la toma de decisiones adecuadas a efectos de autorizar un egreso hospitalario 



La permanencia forzosa de los pacientes en el hospital en algunos casos responde más a circunstancias sociales que a problemas médico-clínicos, por ejemplo existen pacientes que no tienen ninguna enfermedad mental y que se encuentran en el centro por tener algún tipo de discapacidad intelectual, siendo que fueron ingresados por sus familiares en el hospital y luego de un tiempo abandonados allí. En este sentido el hospital continúa siendo una suerte de asilo para estas personas o un hogar para quienes en estas condiciones carecen también de un lugar de retorno que coadyuve en la reinserción familiar y social. 



En cuanto al suministro de medicamentos, tampoco queda claro si es posible que el paciente tenga la potestad total de negarse a consumir los medicamentos o a interrumpirlos, pues igualmente este asunto se somete a criterio médico y es él quien determina si se continúa o no con el tratamiento. 



Respecto del aislamiento, la sujeción y la reclusión involuntaria, estos parecen prácticas que se presentan con regularidad en el centro, pues pese a que en las entrevistas a funcionarios y funcionarias indicaron que éstas se limitan el máximo posible, las instalaciones cuentan con habitaciones exclusivas para este fin y además se observó un espacio con un formato tipo celda de reclusorio, lo que hace necesario revisar y clarificar este tema del aislamiento y reclusión involuntaria. 



En el Hospital Chacón Paut se desarrollan procesos que buscan mejorar la condición de los pacientes, como el caso de la huerta y la finca al cuido de ellos mismos, donde existen posibilidades de una terapia ocupacional distinta que permite a los y las residentes realizar actividades diversas a favor de mejorar sus condiciones y además aportarles aprendizajes significativos en distintos aspectos. Por otro lado, cabe mencionar que el programa de Terapia Ocupacional pretende dar herramientas para la vida diaria a pacientes funcionales: higiene bucal, personal, selección de ropa individual, necesidad de baño y acicalado personal, postura al sentarse, taller de motora fina y taller de lectoescritura (los que pueden), además se celebran actividades los viernes, consistentes en parrilladas y partidos de futbol.  



Las quejas más frecuentes son con respecto al maltrato verbal, la poca frecuencia de la atención, la falta de profesionales como psiquiatras o psicólogos, una mejor alimentación, mejores espacios para recibir visitas y oportunidades de entretenimiento y otras actividades de esparcimiento mental para no aburrirse. 



Se considera importante que por el perfil de pacientes del hospital, se realicen procedimientos de inducción y sensibilización para los funcionarios. Se requieren cursos o adiestramiento con psicología de orientación y sensibilización para que no se llegue “a ver lo anormal como normal”30 y ello permita atender con más dedicación y protección a las y los usuarios de los servicios de este centro médico. 



30 Palabras textuales de una de las personas entrevistadas en el Hospital Chacón Paut 



Es necesario contar con un control y seguimiento puntual de limpieza en cada unidad, bajo los pilares de asepsia-limpieza-desinfección. 



Dentro de las necesidades generales del hospital se cita el equipamiento, los insumos, uniformes, más recursos humanos, más materiales y utensilios y artículos de limpieza y desinfección. 



Debe señalarse la carencia de recursos económicos y humanos, así como limitaciones infraestructurales como barreras arquitectónicas y riesgos de la planta física que se evidenciaron durante la visita. 



Por otra parte, la CCSS no provee implementos para la vida cotidiana y que coadyuvan en el proceso de tratamiento del paciente, como ropa, zapatos, artículos de uso personal como crema dental, entre otros, por cuanto no analiza las particularidades que implica un hospital psiquiátrico. De modo que el trato que se ofrece a algunas personas (larga estancia) ya no es en su condición de pacientes, sino en condición de residentes, con lo cual los objetivos del Hospital ya no se cumplen. Esto coloca a estas personas en una condición de retraso biopsicosocial y las conduce a un fracaso en la reinserción psicosocial. A pesar de dicha omisión, los residentes cuentan con este de tipo de artículos de primera necesidad que son proveídos por medio de donaciones particulares.



 



b.- Al Hospital Nacional Psiquiátrico. 



 



En criterio de esta Defensoría, el hallazgo relacionado con la presencia de personas menores de edad y de personas mayores de edad en el servicio de Observación-Admisión y Emergencias es altamente inconveniente por el riesgo que entraña para las personas menores de edad permanecer por tiempo indefinido con personas con propósitos terapéuticos distintos y en general por cuanto, en todo ambiente hospitalario, la separación de estos grupos de personas responde a criterios de seguridad y protección en consecuencia con el Principio del Interés Superior de la persona menor de edad. 



 El Mecanismo Nacional de la Prevención de la Tortura, emitió un Informe Especial sobre La Atención para las Personas con Enfermedad Mental en Conflicto con la Ley, en el cual se reseñó lo siguiente: "El edificio carece de medios físicos que dividan a las personas con medidas de internamiento de los demás usuarios del Servicio de Emergencias, lo que permite que estén en contacto con los demás pacientes que ingresan diariamente a Observación en dicho Hospital. Esto implica que mujeres, personas menores de edad, personas con enfermedad mental sin medidas de seguridad, compartan el espacio con quienes sí tienen una medida restrictiva. Esta situación a todas luces contraviene los derechos de los pacientes del hospital, los estándares en materia de establecimientos de detención, afecta los servicios que brinda el personal del HNP, y aumenta los riesgos de inseguridad." 



Existen protocolos que contienen criterios de admisión, sin embargo su aplicación no es congruente con sus disposiciones, en el sentido de que el personal a cargo mantiene prácticas distintas, lo que puede atentar contra la libertad personal del paciente. Desde una perspectiva terapéutica un paciente ingresado de forma inadecuada podría ocasionar un tratamiento equivocado. 



Las quejas más frecuentes se refieren a la frecuencia de la atención, la falta de profesionales como psiquiatras o psicólogos, una mejor alimentación, mejores espacios para recibir visitas y oportunidades de entretenimiento y recreación como salir a tomar el sol u otras actividades de esparcimiento mental para no aburrirse. 



En el Hospital Diurno las condiciones de las y los pacientes son distintas pues no están internos en el hospital y solo acuden al centro de lunes a viernes en horario de 7 a.m. a 3 p.m., por lo que en cuanto a condiciones de estadía y tratamientos o formas de restricción y aislamiento las consideraciones son distintas para los que sí están en el centro. 



En el caso de las y los pacientes del Hospital Psiquiátrico los métodos de sujeción y aislamiento también son una práctica común, además de que por la cantidad de pacientes y el tamaño de las instalaciones las condiciones en las que se aplica esta medida son poco claras entre el personal hospitalario. 



Las actividades que realizan los encargados de terapia ocupacional parecen ser de mucho provecho tanto para los pacientes como para el mismo centro, al aportar opciones alternativas al tratamiento médico que a la vez permiten alcanzar los objetivos de una inserción más efectiva para el paciente a la sociedad. 



Finalmente habría que señalar que en el Hospital Nacional Psiquiátrico se encuentran personas de las que se reportan largas estancias debido a que no cuentan con soporte familiar. Población que está en custodia del Patronato Nacional de la Infancia o que espera ser ubicada en un albergue para personas adultas mayores. En criterio de la Defensoría de los Habitantes se deben realizar esfuerzos importantes para lograr que esta población sea reubicada y sea acogida por las instituciones competentes (u organizaciones de atención directa). Sin embargo, las condiciones psiquiátricas y médicas que presentan estas personas más las dificultades del entorno familiar y comunitario constituyen obstáculos para dicho proceso de reinserción, lo que genera que sus internamientos se prolonguen más allá de su alta médica. 



3.- Consideraciones especiales sobre la información y el consentimiento informado. 



Dada la importancia de los bienes jurídicos que protege el médico por medio del ejercicio de su profesión, es decir la vida y, por ende, la salud, así como la integridad física y emocional, en Bioética se han establecido una seria de obligaciones morales y éticas que regulan la relación del médico con el paciente y con la sociedad. En este sentido, Hipócrates enseñó como fundamento de la Medicina: "Primum no nocere", es decir, primero no hacer daño. Este deber de la Ética Médica es aún vigente y hoy se le señala como el Principio de Beneficencia, que es de acatamiento obligado. Sin embargo, hoy en la atención integral del paciente y su familia que se propone y cumple desde la práctica diaria en la atención en salud, el fundamento de la medicina “Primum no nocere” trasciende sustancialmente la parte física y el concepto se amplía a “No hacer daño” en lo psicológico, lo social, y lo emocional. 



El continuo aumento del poder de la moderna medicina y el complejo contexto sociológico en el cual se practica, llevan consigo nuevos interrogantes éticos acerca de lo que es justo, lo que es bueno y lo que es correcto en el comportamiento de los médicos, los pacientes y la sociedad. 



El acto médico implica una o varias decisiones que se adoptan con el concurso de otras personas, lo cual incluye a otros profesionales de la salud y la activa participación del paciente, quien decide, previa información suministrada por el médico acerca de las intervenciones clínicas a realizar, como ya vimos. 



El acto médico además es un acto reglado, es decir, debe responder a normas, procedimientos y muchas veces protocolos, los cuales buscan que el médico en el ejercicio de su profesión intente satisfacer, desde el punto de vista clínico y médico, el mejor beneficio para los pacientes. 



El acto médico sobre todo tiene implicaciones éticas. La Medicina es una profesión de declaración de compromisos. Como bien lo señalan Antonio Piga y Teresa Alfonso Galán, "los juramentos y los códigos de la profesión médica históricamente elaborados comprometen al médico a deberes en sus relaciones con sus pacientes, que implican un reconocimiento de los derechos de los enfermos- de hecho, un reconocimiento anterior al de los derechos humanos. "  



 Las decisiones médicas no deben responder únicamente a criterios biológicos pues "ningún enfermo (...) es biológicamente puro, todas las personas tienen invariablemente una respuesta psíquica y social a la enfermedad." 



Junto con la anterior situación, la subjetividad del paciente, su vivencia, su personalidad, cultura, educación y demás factores personales y sociales, terminan de explicar su situación de riesgo y vulnerabilidad34. Esto explica, por ejemplo, que en dos pacientes diferentes con igual diagnóstico clínico, la evolución sea diferente aunque sean tratados igual por el mismo profesional o, que un mismo individuo con el mismo diagnóstico en dos períodos de tiempo diferentes, su evolución no sea idéntica, aunque su tratamiento sea el mismo y la atención sea prestada por el mismo profesional. 



Durante el proceso de enfermedad y durante el internamiento hospitalario, el paciente puede experimentar un estado de desesperanza, agitación ansiosa, sentimientos de frustración por dejar de estar sano, además puede experimentar vivencias de desesperanzas que pueden llevar hasta estados de franco contenido depresivo, sentimientos de impotencia frente a la enfermedad y sus posibles consecuencias, ansiedad y miedo, agotamiento y apatía, sentimiento de inutilidad, grado de aislamiento y sentimiento de soledad, sentimiento de contrariedad, rechazo a familiares próximos o hacia personas con las que mantiene una estrecha relación afectiva y, finalmente ausencia de perspectiva de buena o satisfactoria evolución a corto plazo. 



Tomando en cuenta todo lo anterior, es que el paciente y su familia se encuentran en una especial condición de vulnerabilidad emocional. El miedo o terror a la enfermedad psiquiátrica refuerzan esta misma condición de vulnerabilidad. 



Numerosos estudios en Sociología de la Salud y Psicología Social concuerdan en que la participación activa de los familiares en el proceso de salud-enfermedad de un paciente, sobre todo de aquellos que padecen enfermedades crónicas degenerativas, con pronóstico fatal o de difícil recuperación, puede tener un importante efecto terapéutico, tanto como el que puede tener un médico que ofrezca un adecuado trato. Es desde esta perspectiva que la familia juega un papel importante. El proceso salud-enfermedad, como ya se indicara, depende también de la participación de la familia. 



"La información tiene una vertiente terapéutica, al actuar los familiares como colaboradores calmando la angustia y la incertidumbre del paciente y actuar como refuerzo positivo en las relaciones médico-paciente." 



Se aconseja por consecuencia que el médico tratante y su equipo incorporen activamente -en la medida de las posibilidades- a la familia en el proceso de toma de decisiones cruciales. 



En general, pero con mayor énfasis en la atención de pacientes con enfermedades avanzadas, crónicas y degenerativas, existe abundante evidencia de que estas personas prefieren ser atendidos por personal sensibilizado, accesible y capaz de dar un trato digno y de calidad, que contar con modernas técnicas médicas o con los mejores especialistas en Medicina. 



En cuanto a lo que se refiere al campo de la Psiquiatría, la familia puede jugar un papel particularmente importante porque facilita el proceso de participación en la sociedad. En torno a las personas con discapacidad psicosocial giran una serie de prejuicios y estereotipos, entre los cuales destaca que no poseen la capacidad de tomar decisiones. Si bien no se puede afirmar que todas las personas con discapacidad psicosocial cuenten con tal capacidad; no se puede aseverar que todas no cuenten con ella. 



Propiamente en lo que se refiere al consentimiento informado, las familias de las personas con discapacidad psicosocial pueden brindar los servicios de apoyo necesarios, a fin de que puedan ejercer ese derecho pero no sustituyendo su voluntad, sino creando las condiciones favorables para su manifestación. Debe entenderse por servicios de apoyo los medios destinados a que las personas con discapacidad interactúan con un entorno que presentan muchos obstáculos. 



El Comité de los Derechos de las Personas con discapacidad en la Observación General N° 1-2014 sobre el consentimiento informado ha señalado: 



“41. El derecho a gozar del más alto nivel posible de salud (art. 25) incluye el derecho a la atención de la salud sobre la base del consentimiento libre e informado. Los Estados partes tienen la obligación de exigir a todos los profesionales de la salud y la medicina (incluidos los profesionales de la psiquiatría) que obtengan el consentimiento libre e informado de las personas con discapacidad antes de cualquier tratamiento”. 



Los servicios de apoyo o, como los denomina la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, salvaguardias, deben ser proporcionales y adaptadas a las circunstancias de cada persona. Lo anterior quiere decir que los servicios de apoyo que requieran las personas con discapacidad psicosocial para otorgar el consentimiento informado deben ser diversos, a efecto de que se ajusten a las necesidades de cada individuo. Ejemplos de servicios de apoyo para el ejercicio del consentimiento informado son: El elegir una persona de confianza que le ayude a tomar la decisión con respecto al tratamiento que podría ser sometido, la asistencia para explicar los alcances del tratamiento o apoyo entre pares. 



4.- Análisis comparativo con el informe Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad Mental en el Sistema de Salud de Costa Rica. 



A partir de un análisis comparativo entre el estudio en el que participó esta Defensoría en el año 1997 junto con el Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para el Delito y Tratamiento del Delincuente; el entonces Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, el Programa Pro Derechos Humanos para Centroamérica de la Embajada de Dinamarca, la Universidad de Umea, Suecia y el Centro Colaborador de la OMS en capacitación e investigación en Salud Mental, se concluye que se han presentado avances significativos en algunas de las temáticas evaluadas tales como: la notificación obligatoria de los internamientos involuntarios por parte del Hospital Nacional Psiquiátrico; la sustitución de la fórmula de exoneración por una de consentimiento informado; la regulación mediante reglamento de las medidas de sujeción y aislamiento y la apertura de programas con enfoque de derechos de niñez y adolescencia. 



 



En la siguiente tabla se compara el Informe de 1997 con los hallazgos de este informe: 



 



				Tabla N° 15







				Principio



				Informe



1997



				Hallazgos de este informe







				Criterios de Admisión



				Tres formas de internamiento:



Voluntario, involuntario judicial e involuntario no judicial.



 



 



No existe normativa para la salida de los pacientes, ni revisión de casos.



 



 



No se informa a la autoridad judicial.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Muchos no cuentan con declaratoria de interdicción. Tampoco se declara de oficio la curatela.



				Se mantiene las tres formas de



Ingreso



 



 



 



No existe normativa para la



salida de los pacientes



 



 



El Hospital Nacional Psiquiátrico mantiene una comunicación constante de los ingresos involuntarios a la sede jurisdiccional. Sin embargo, esta no mantiene la misma constancia. Por su parte, el Hospital Chacón Paul no comunica sus ingresos involuntarios a la sede jurisdiccional.



 



 



Los temas de interdicción y curatela no fueron evaluados en este estudio pues ambos institutos jurídicos se encuentran en este  momento cuestionados a la luz de los Derechos Humanos







				Consentimiento



informado



				Consentimiento "en blanco" con



exoneración de responsabilidad



 



 



 



 



 



 



 



Procedimiento poco regular. Lo común es suministrar tratamiento sin consentimiento.



 



 



 



 



 



 



 



Los pacientes no conocen su tratamiento.



				Este tipo de consentimiento- (fórmula de exoneración) ya no se utiliza, actualmente se emplea el formulario "Consentimiento Informado" donde se consigna el tipo de tratamiento al cual se sometería el paciente.



 



 



Sigue siendo un procedimiento poco regular. Se constata con el personal médico la realización de esfuerzos por lograr que las personas comprendan la información que se les está suministrando y den su autorización escrita.



 



 



Se constata un mayor nivel de comprensión acerca del tratamiento.







				Prácticas abusivas



				Contención física con ataduras.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



No hay evidencia de maltrato, pero sí burla.



 



 



 



 



 



No existen medidas para evitar abusos sexuales.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Terapia electro-convulsiva, en



algunos casos se aplica sin el



consentimiento informado



prevaleciendo el criterio médico



				Fue posible constatar sujeción física con atadura la cual se encuentra autorizada dada su conveniencia en algunos casos según el Reglamento para la Aplicación de Procedimientos de Restricción de Movimientos y Aislamiento a Personas con Trastornos Mentales y del Comportamiento en los Servicios Asistenciales de la Caja Costarricense del Seguro Social. Esta normativa indica en qué condiciones se aplica las ataduras y en cuales condiciones no se debe aplicar



 



 



No se constató ni maltrato ni burla, sin embargo se recibieron comentarios negativos al respecto por parte de algunos pacientes entrevistados.



 



 



En el Pabellón de Adolescentes del Hospital Nacional Psiquiátrico existen medidas de control y protección para la población. Se mantiene la puerta cerrada, los pacientes salen únicamente acompañados por personal del Hospital y existe observación permanente.



 



 



No se constató la aplicación Terapias Electro convulsivas sin consentimiento informado.







				Derechos de las y



los pacientes



internados



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Confidencialidad



Historia Clínica



Completa



 



 



 



 



 



 



Derecho al Trabajo



y a la Capacitación



 



 



 



 



 



 



Derecho a un entorno favorable al desarrollo



Personal



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Derechos de las



Especificidades



				No hay programas especiales dirigidos a niños y jóvenes



 



 



 



 



 



 



 



 



Restricción de acceso al expediente



Clínico



 



No se asegura confidencialidad



 



 



 



 



 



 



 



No hay terapia ocupacional.



 



 



 



 



 



Algunos trabajan para el hospital



 



 



 



No se asegura educación, recreación o cultura a todos



 



 



 



No hay rehabilitación social.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



No hay facilidades para desplazamiento.



 



 



 



 



En algunos centros, hay niños conviviendo con adultos.



 



 



 



 



 



 



Abandono de ancianos



				En el Hospital Nacional Psiquiátrico cuenta con un pabellón exclusivo para la atención de la población menor de edad y además funciona el Programa Nuevos Horizontes dirigido a las personas menores de edad en consumo de drogas 



 



 



Este aspecto no fue evaluado



 



 



La confidencialidad se encuentra regulada en la normativa interna de la CCSS, con el propósito de evitar su violación, sin embargo, este tema no fue evaluado en este



Informe



 



 



En ambos hospitales se ofrece terapia ocupacional para los pacientes anuentes y en condición de recibirla.



 



 



Algunas personas reciben terapias con el objetivo de adquirir habilidades para el trabajo 



 



La educación, recreación y cultura continúan sin estar disponibles para la totalidad de la población atendida 



 



Existen programas pero con limitado alcance y estos programas consisten en aprender actividades para la vida diaria, variedad de manualidades, huerta, actividades recreativas, entre otras. En ambos Hospitales existe un programa de Estructuras Residenciales tendiente a propiciar un plan individual de rehabilitación para reincorporarse a la vida en sociedad.



 



 



Se observaron las restricciones necesarias que corresponde al tipo de tratamiento que ofrecen estos Hospitales.



 



 



Específicamente en el Servicio de Emergencias-Observación- Admisión del Hospital Nacional



Psiquiátrico persiste la convivencia de personas adultas y menores de edad.



 



 



Esta práctica persiste y además hay personas adultas mayores que han envejecido durante el largo período de internamiento.







				Instalaciones de



la Institución



Psiquiátrica



				Hacinamiento, dormitorios pequeños, no hay privacidad. No hay sitios para visita o recreación.



				El Hospital Chacón Paut continúa teniendo una infraestructura antigua e insegura no apta para cumplir con los propósitos terapéuticos. 



Hay carencia de espacios para visita y recreación. Se observó pabellones que no tienen las condiciones de privacidad para el momento del baño. 



No se constata hacinamiento en este Hospital. En el año 2005 se cerró el ingreso a estancia prolongada.



El Hospital Nacional Psiquiátrico cuenta con mejores condiciones, sin embargo, sigue guardando las características de un centro cerrado. 



En Ministerio de Salud en Mayo del 2015 emitió órdenes sanitarias con el en de atender situaciones de seguridad hospitalaria relativas a la infraestructura, rotulación y creación de protocolos en materia de bioseguridad entre otros.







				Determinación de la Enfermedad Mental



				Las decisiones son tomadas por los psiquiatras o el psicólogo



 



 



 



 



 



Personas con retardo mental.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Posibles internamientos por



problemas de género o edad



				El personal médico tratante continúa siendo quien toma las decisiones en relación con el tratamiento y la permanencia de los pacientes.



 



 



En ambos Hospitales persiste la



presencia de las personas con



retardo mental en el Hospital



Chacón Paut, situación que responde a que estas personas fueron ingresadas hace muchos años y no pudieron ser reinsertadas a la sociedad.



 



 



En el Hospital Chacón Paut,



Estancia Prolongada se dan



más internamientos de



hombres, mientras que hay



más atenciones a mujeres en la



UCI.







				Normas de



Atención



				No existen normas de control de calidad de la atención, quedando atención a criterio médico.



 



 



 



 



 



No hay trabajo en equipo.



 



 



 



 



Servicios especializados varían de un centro a otro.



				Se verifica la aprobación de normativa para la atención, sin embargo, su aplicación no es consistente o regular prevaleciendo en algunos momentos el criterio médico.



 



 



Se encontró mayor disposición de trabajo en equipo para el abordaje interdisciplinario de los pacientes.



 



 



Se mantiene la misma situación







				Medicación



				Problemas de cobertura y accesibilidad



				No se verificó ningún problema de cobertura o accesibilidad de la medicación.











 



 



De conformidad con la anterior tabla correspondiente al análisis comparativo entre el Informe Derechos Humanos de las Personas con Enfermedad Mental en el Sistema de Salud de Costa Rica en el año 1997 y la presente investigación, es posible establecer dos categorías de progresividad de los aspectos evaluados:



 



				Tabla N° 16







				Principio



				Avance



				Sin progreso







				Criterios de Admisión



				El Hospital Nacional Psiquiátrico comunica los internamientos involuntarios a la sede jurisdiccional



				No existe normativa que regule la salida de los pacientes psiquiátricos.



En el Hospital Chacón Paul no se cumple con la obligación legal de realizar la notificación a la sede judicial de los internamientos



involuntarios







				Consentimiento informado



				Se eliminó la fórmula de exoneración y fue sustituida por una de consentimiento informado.



El personal médico se esfuerza por explicar el tratamiento al cual va ser sometido el paciente, lo que genera que lo comprendan mejor.



				No es una práctica generalizada dado que prevalece el criterio médico.



 







				Prácticas abusivas



				Existe regulación en cuanto a medidas de sujeción y aislamiento y la normativa indica en qué condiciones se aplica las ataduras y en cuales condiciones no se debe aplicar.



En algunos espacios se evidencia que se toman medidas tendientes a evitar abusos sexuales.



No se constató la aplicación de Terapia Electro convulsiva sin consentimiento informado



				 







				Derechos de los pacientes



internados



				En el Hospital Nacional Psiquiátrico se cuenta con un pabellón exclusivo para la atención de personas menores de edad y además funciona el programa Nuevos Horizontes dirigido a jóvenes que consumen drogas.



				 







				Confidencialidad de la 



Historia Clínica Completa



				La confidencialidad se regula en la normativa interna de la CCSS con el propósito de garantizar su protección.



				 







				Derecho al Trabajo y a la Capacitación



				En ambos Hospitales se cuenta con programas de Terapia Ocupacional con fines terapéuticos y con el objetivo



de adquirir habilidades y destrezas para el trabajo fuera de la esfera hospitalaria



				La educación, la recreación y la cultura no están al alcance de toda la población atendida.







				Derecho a un entorno favorable y desarrollo Personal



				Los dos Centros Médicos ofrecen programas tendientes a procurar la rehabilitación social de los pacientes.



Las restricciones de desplazamiento, según lo observado, responden al



tratamiento y seguridad de los pacientes.



				 







				Derechos de las Especificidades



				 



				En el Hospital Nacional Psiquiátrico, específicamente en el Servicio de Emergencias-Observación- Admisión coinciden niños y adultos durante su estancia en dicho servicio







				Instalaciones de la Institución Psiquiátrica



				No se observó hacinamiento en ninguno de los Centros Médicos



				El Hospital Chacón Paut continúa con condiciones en la infraestructura que no brindan seguridad y que no son aptas para el proceso de rehabilitación, no se cuenta con espacios para la visita y recreación. Algunos pabellones no cuentan con condiciones de privacidad por ejemplo el baño.



El Hospital Nacional Psiquiátrico sigue guardando las características de un centro cerrado. Se emitió órdenes sanitarias tendientes a solucionar infracciones a las normas referentes a infraestructura y bioseguridad.







				Determinación de la Enfermedad Mental



				 



				Continúa prevaleciendo el criterio médico En ambos Hospitales y en mayor medida en el Chacón Paut se encuentran internadas personas con retardo mental En el Hospital



Chacón Paut, Estancia Prolongada se dan más internamientos de hombres, mientras que hay más



atenciones a mujeres en la



UCI.







				Normas de



Atención



				Aprobación de normativa para el control de la calidad de la atención.



 



 



Hay participación de equipos interdisciplinarios para la atención de los pacientes.



				Debido a que la aplicación de la normativa no es regular se favorece la prevalencia del criterio médico. 



Servicios especializados varían de un Hospital a otro.







				Medicación



				No se evidenció problemas de cobertura o accesibilidad a la medicación



				 











 



Asimismo, se observan avances limitados en aspectos como: la información sobre los tratamientos que se facilita a los pacientes; reducción de la cantidad de pacientes ubicados en larga estancia; el fortalecimiento de los servicios de terapia ocupacional como parte esencial del tratamiento; de igual manera en la actualidad se cuenta con normativa para el control de calidad de la atención y participan equipos interdisciplinarios en el tratamiento de la enfermedad. 



 



Por último, producto del análisis de la información preocupa que continúen existiendo espacios hospitalarios en los que coinciden niños, niñas y adolescentes con personas mayores de edad, la permanencia de personas con retardo mental institucionalizadas en los hospitales psiquiátricos evaluados y que pese a la obligación legal el Hospital Chacón Paut no notifique los internamientos involuntarios a la autoridad judicial competente 



Desde el Principio de Progresividad de los Derechos Humanos se puede señalar que en términos generales existen avances, pero éstos son insuficientes. Con lo cual continúa limitándose el derecho al desarrollo de las personas con discapacidad psicosocial en igualdad de condiciones y oportunidades. 



A pesar de los esfuerzos realizados, se arrastra un modelo manicomial que violenta los derechos de este grupo. Así las cosas, urge la puesta en práctica de un cambio de paradigma que contemple la transformación de la manera en que la sociedad y el sistema de salud abordan el tema de la discapacidad psicosocial.



 



5.- Papel del Ministerio de Salud en la vigilancia de las condiciones de los hospitales psiquiátricos. 



 



La Ley General de Salud contiene diversas disposiciones de orden público, que atribuyen al Ministerio de Salud potestades por sobre todos los sujetos, públicos o privados, que realizan actividades dentro de las ciencias de la salud o relacionadas con ésta. 



 



Con el fin de mantener el orden público en materia de salud pública, el legislador emitió la Ley General de Salud, N° 5395 de 30 de octubre de 1973. Esta legislación es clara al señalar que: 



 



“Artículo 7º.- 



La presente y demás leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la salud son de orden público y en caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal, sin perjuicio de las atribuciones que la ley confiere a las instituciones autónomas del sector salud”. 



 



En dicha Ley se concibe la salud de la población como un “bien de interés público tutelado por el Estado”, el cual deviene obligado a velar por dicha salud. Para ese efecto, la Ley otorga competencias al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud. Dispone el artículo 2 de la citada Ley: 



 



“Artículo 2º.- 



Es función esencial del Estado velar por la salud de la población. Corresponde al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salubridad Pública, al cual se referirá abreviadamente la presente ley como "Ministerio", la definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Tendrá potestades para dictar reglamentos autónomos en estas materias”. 



 



Por su parte, la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley No. 5412 reafirma y desarrolla la competencia rectora del Ministerio de Salud en el campo de la producción social de la salud y establece, entre otros aspectos, una organización para el ejercicio de la misma. Conforme con esta ley, corresponde al Ministerio de Salud la definición de la política nacional de salud y la organización, coordinación y dirección de los servicios de salud del país. Además, de elaborar, aprobar y asesorar la planificación que concrete, evalúe y supervise el cumplimiento de dicha política. Así como ejercer el control y la fiscalización de las actividades de las personas físicas y jurídicas, en materia de salud, velando por el cumplimiento de las leyes, los reglamentos y las normas pertinentes. 



 



De esta forma corresponde al Ministerio de Salud dentro del escenario del Poder Ejecutivo, la promoción de la salud pública37 con el mandato de adoptar las medidas destinadas a prevenir o impedir las enfermedades, mejorar la calidad de vida de las personas, fomentando la salud a través de acciones relacionadas con la educación para la higiene personal, el control de las enfermedades transmisibles, la organización de los servicios médicos y el saneamiento del medio, entre otros. 



 



En este ámbito de la salud, el poder de policía se manifiesta a través de potestades para emitir autorizaciones, denegaciones, prohibiciones y órdenes en relación con situaciones jurídicas de origen legal, en este caso en protección de la salud. La policía administrativa, general o especial, es de naturaleza preventiva. En ese sentido, los poderes de policía administrativa tienden a prevenir o hacer cesar los atentados contra el orden público. 



 



Estas potestades de imperio son atribuidas por la Ley al Ministerio de Salud a efecto de que sean ejercidas sobre los diversos establecimientos que presten los servicios de salud de que se trate. El Estado, por medio del Ministerio de Salud, debe ejercer sus potestades públicas en resguardo de la salud como parte del orden público y del buen funcionamiento de los servicios públicos. Cabría recordar que las potestades son un poder-deber y que han sido atribuidas para el logro de fines públicos, por lo que su ejercicio no depende del criterio de las autoridades públicas, sino de lo dispuesto en el ordenamiento jurídico. El Ministerio está obligado a ejercer su competencia de regulación y de control. 



La responsabilidad del Estado, a través del Ministerio de Salud, no consiste en prestar directamente a cada persona servicios de salud, sino de regular y fiscalizar el cumplimiento de condiciones técnicas, profesionales, higiénicas en orden a las prestaciones de salud que proporcionan diversas entidades públicas o privadas. Lo que queda más claro con la resolución N° 5177-2004 del 14 de mayo del 2004, en que la Sala recuerda el deber del Poder Ejecutivo de vigilar el buen funcionamiento del servicio público, el que se entiende como una prestación de servicios de calidad. La medida de esa calidad no la establece cada uno de los prestatarios del servicio; por el contrario, la establece el Estado y, en particular el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Salud. 



Este poder de policía conferido al Ministerio de Salud le autoriza a ejercer estas competencias sobre todos los prestadores de servicios de salud públicos o privados, por ende la CCSS queda obligada al acatamiento de las disposiciones sanitarias que emita el Ministerio de Salud. 



6.- Consideraciones especiales sobre la comunicación de los internamientos involuntarios a los Tribunales de Justicia. 



 



La Ley General de Salud también contiene disposiciones relativas al tema de los criterios de admisión en los centros especializados de atención psiquiátrica. El artículo 29 dispone que las personas con discapacidad psicosocial pueden someterse a tratamiento ambulatorio o internamiento, cuándo lo desee y, deben someterse a un internamiento cuando lo ordene la autoridad competente de conformidad con los reglamentos vigentes. 



Asimismo, el artículo 30 de la Ley General de Salud dispone que cuando una persona con discapacidad psicosocial ingresa a un centro de atención psiquiátrica de forma involuntaria, debe ser comunicado al juez de familia de la jurisdicción respectiva a efecto de “cumplir con las obligaciones y los requisitos de la curatela”. 



Esta disposición genera duda con respecto a lo que debe hacer el juez cuando recibe este tipo de comunicados, ya que someter a una persona a un proceso de interdicción por el sólo hecho de internarse en un hospital psiquiátrico, es desproporcionado porque no todas las personas que sufren un internamiento en este tipo de centro, han perdido la capacidad cognoscitiva y volitiva para sustraerle la posibilidad de realizar actos jurídicamente válidos.”



 



VII.- RECOMENDACIONES. 



 



A la Gerencia Médica de la Caja Costarricense del Seguro Social. 



 



1. Aprobar las normas y protocolos institucionales sobre el ingreso, permanencia y egreso hospitalario de las personas con discapacidad psicosocial. Dicha normativa deberá tomar en cuenta las disposiciones de los Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el Mejoramiento de la Atención de la Salud Mental adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas Resolución 46-119 del 17 de diciembre de 1991. 



 



2. Difundir y capacitar dichas normas y protocolos al personal institucional cuyas funciones estén relacionadas con el ingreso, permanencia y egreso hospitalario de las personas con discapacidad psicosocial. 



 



3. Realizar actividades de sensibilización y capacitación sobre los derechos de las personas usuarias de los servicios de salud en particular sobre el derecho a la información, comunicación permanente y asertiva entre prestadores de servicio y pacientes, así como del uso correcto y permanente del formulario del consentimiento informado. 



 



4. Aprobar los documentos institucionales de consentimiento informado que estime necesarios en el ámbito de la Psiquiatría, que contengan el procedimiento específico al cual sería sometido el paciente según sean la naturaleza de la intervención. 



 



5. Realizar actividades de sensibilización y capacitación sobre los protocolos de sujeción y aislamiento de forma periódica al personal de atención directa a las personas con discapacidad psicosocial. Estas actividades de deben reforzar el propósito de las medidas de sujeción y aislamiento en el sentido de que estas son un tratamiento y no un castigo. 



 6. Evaluar las condiciones generales de los espacios de visita, para garantizar el derecho a la visita por parte de los familiares –en particular de sus cónyuges o compañeros/as- y amistades, así como el respeto a la privacidad de las y los pacientes, su comodidad y seguridad. 



 



7. Realizar un estudio que determine la población de larga estancia que califique para ser reubicada en distintas alternativas residenciales, previamente establecidas por la institución y con base comunitaria, mediante la suscripción de un convenio con la organización de recibo que contemple un plan de seguimiento de egreso y apoyo técnico de atención al paciente. 



 



8. Evaluar y fortalecer los programas de prevención en materia de salud mental dirigidos a personas menores de edad. 



 



A la Dirección Médica del Hospital Chacón Paut. 



 



Única.- Dotar el equipo necesario a los hospitales psiquiátricos para proveer agua caliente a todas y todos los pacientes para ducharse. 



 



A la Dirección Institucional de Contralorías de Servicios de Salud 



 



1. Revisar e informar el grado de independencia de las Contralorías de Servicios de los Hospitales objeto de esta investigación, con respecto al nombramiento de la o el contralor y los demás recursos necesarios para su funcionamiento con el fin de asegurar la independencia de criterio y funcionamiento de estas instancias 



 



2. Emitir una directriz que contenga un programa de visitas regulares de los Contralores de Servicios de Salud a los hospitales psiquiátricos a los pabellones donde se encuentran las y los pacientes, con propósitos de prevenir posibles violaciones a los derechos de las personas con discapacidad psicosocial y para atender in situ las inconformidades que deseen formular. 



 



Al Ministerio de Educación. 



Única.- Garantizar, en coordinación con la Caja Costarricense del Seguro Social, el efectivo acceso y continuidad del derecho a la educación de las y los niños y adolescentes internados en el Hospital Nacional Psiquiátrico, tanto en corta como larga estancia, con programas que atiendan su condición específica. 



 



A la Dirección Médica Hospital Nacional Psiquiátrico. 



Única.- Garantizar que las personas menores de edad reciban un adecuado servicio de atención a su salud mental con personal especializado y en espacios físicos exclusivos para la atención de esta población, separados de las personas adultas. 



 



Al Ministerio de Salud. 



Única.- Realizar una inspección para evaluar los espacios de aislamiento del Hospital Chacón Paut con el fin de determinar si dichos espacios cumplen con los requerimientos mínimos para aplicación de esas medidas. Para llevar a cabo esta inspección podría coordinarse con el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura. 



 



VIII. – RECORDATORIOS. 



 



A la Corte Suprema de Justicia. 



 



[bookmark: _Hlk505873787]Única.- Se le recuerda a la Corte Plena cumplir con las garantías establecidas en el Protocolo de atención para el efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Remitir la comunicación que antecede a la Comisión de la Jurisdicción de Familia para su análisis e informe a esta Corte, respecto del recordatorio que se hace, sobre el cumplimiento de las garantías establecidas en el Protocolo de atención para el efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica. Se declara acuerdo firme.
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Acta de Corte Plena Nº 039 - 2018 








      



Fecha: 20 de Agosto del 2018



ARTÍCULO XI



Documento 5562-2018



En sesión N° 05-18 celebrada el 12 de febrero del año en curso, artículo XII, se remitió informe de la Defensoría de los Habitantes respecto a los derechos de las personas con discapacidad psicosocial internados en los centros especializados en la atención psiquiátrica de la seguridad social, a la Comisión de la Jurisdicción de Familia para su análisis e informe a esta Corte, respecto del recordatorio que se hizo, sobre el cumplimiento de las garantías establecidas en el Protocolo de atención para el efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica. 



La Magistrada Varela en su condición de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, en oficio N° 022-JVA-2018 de 3 de mayo último, expresó:



 “La suscrita, en cumplimiento del acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión N° 5-18 celebrada el 12 de febrero de 2018, artículo XII, le expongo:



 



A)      Antecedentes: 



 



La licenciada Montserrat Solano Carboni, en oficio n.° 1009-2018-DHR, indicó que la Defensoría de los Habitantes abrió una investigación de oficio en relación con los derechos de las personas con discapacidad psicosocial internadas en los centros especializados en la atención psiquiátrica de la seguridad social.



 



Hallazgos de la investigación: El Hospital Nacional Psiquiátrico mantiene una comunicación constante con la sede jurisdiccional sobre los ingresos involuntarios. Sin embargo, dicha sede no mantiene la misma constancia.



 



Recordatorio hecho por la Defensoría: Se le recuerda a la Corte Plena cumplir con las garantías establecidas en el Protocolo de Atención para el efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial, en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer un control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica.



 



B)      Normativa aplicable



 



Ley General de Salud



 



Artículo 30: “Cuando la internación de personas con trastornos emocionales severos o deficiencias, toxicómanos y alcohólicos, no es voluntaria ni judicial, deberá ser comunicada por el director del establecimiento al juzgado de familia de su jurisdicción, en forma inmediata y deberá cumplir con las obligaciones y los requisitos de la curatela”.



 



Protocolo de atención para el efectivo acceso a la justicia de personas con discapacidad psicosocial (elaborado por la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial)



 



“Artículo 13: Internaciones no voluntarias 



 



Se refiere a las internaciones no voluntarias que, sin responder a la previa decisión de un Juzgado o Tribunal, están sujetas a su control como garantía de los derechos fundamentales afectados por su aplicación.



 



13.1) Presupuestos básicos



a) Las personas con discapacidad psicosocial tienen derecho a la libertad y la seguridad, de las cuales no se les podrá privar de manera ilegal o arbitraria, o afectando su integridad física y mental.



b) En ningún caso la condición de discapacidad psicosocial justificará la privación de la libertad.



c)Todo tratamiento médico o quirúrgico requerirá previamente el consentimiento informado de la persona, salvo en casos de extrema urgencia en los que se encuentre en riesgo su vida. Por lo tanto, el recurso a la internación no voluntaria legalmente prevista, constituirá una medida absolutamente excepcional que, aplicada durante el tiempo estrictamente necesario, habrá de estar orientada a la inclusión de la persona en su comunidad, la promoción de su autonomía, al mantenimiento de una vida saludable y al ejercicio de su plena ciudadanía.



d)Se garantizarán, en todo momento, la vida, la libertad y la integridad de la persona, como sus derechos constitucionales inherentes y fundamentados en la dignidad humana, de acuerdo con los principios de igualdad y no discriminación. Por ello, se pondrán a su disposición todos los recursos necesarios para mantenerlos o, en su caso, restablecerlos.



13.2) Garantía judicial



I) La privación o limitación de tales derechos requiere un control judicial que garantice su legalidad, por lo que toda internación de una persona con discapacidad psicosocial deberá ser comunicada inmediatamente por el director del establecimiento al Juzgado de Familia de su jurisdicción.



II) El Juez de Familia, conforme a los estándares de derechos humanos, velará por la no arbitrariedad de la medida y responderá arbitrando los mecanismos oportunos para asegurar a la persona afectada el legítimo ejercicio, en su caso, de su derecho a recurrir”.



 



C)      Adopción de medidas



 



1.         La Comisión de la Jurisdicción de Familia solicitará a los jueces de esa materia un informe acerca del tratamiento que han dado a las comunicaciones de este tipo que se hayan recibido de parte de las instituciones psiquiátricas, debiendo señalar en concreto si han aplicado el Protocolo en cuestión.



 



2.         Solicitar al Consejo Superior que emita una circular, dirigida a los jueces de Familia, que indique: 



 



“Se recuerda a los juzgados que tramitan materia de familia, cumplir con lo dispuesto en el artículo 13 del Protocolo de Atención para el Efectivo Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad Psicosocial, en relación con el artículo 30 de la Ley General de Salud, en cuanto a la obligación de los Juzgados de Familia de ejercer un control de legalidad de los internamientos involuntarios en los establecimientos que brindan atención psiquiátrica”.



 



3.         Por último, se estima conveniente enviar copia de este informe a la Comisión de Acceso a la Justicia, para lo de su cargo.”



 



- 0 -



Se acordó: Tener por rendido el informe de la magistrada Varela y hacerlo de conocimiento de la Defensoría de los Habitantes de la República. Se declara acuerdo firme.
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Fecha: 19 de Noviembre del 2018



Descriptores/Temas: Proyectos de Ley



ARTÍCULO XXVII 



Documento 10008, 10167, 10655, 13726-2018



En oficio N° CEPDA-023-18 de 27 de agosto del año en curso, la licenciada Ericka Ugalde Camacho, Jefa de Área de la Comisión Permanente Especial de Asuntos de Discapacidad y Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa, solicitó el criterio de esta Corte referente a la moción aprobada dentro del proyecto de Ley denominado: “Adición de un capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600 de igualdad de oportunidades para personas con discapacidad”, expediente Nº 20. 840.



La consulta se remitió a estudio de la magistrada Escoto, quien mediante oficio N° CMEF-SP-40-2018 de 14 de noviembre en curso, rindió el respectivo informe.



Se concede el uso de la palabra a la Magistrada Escoto, quien expone: “Es un proyecto de ley muy importante, que atañe efectivamente a las Reglas de Brasilia -aunque eso no es normativa sino un compendio de normas- pero más que todo la agenda 2030, y a lo que la Comisión de Acceso y las políticas de la institución tienen aquí. 



De manera que es un proyecto, que desde el ángulo de quien les habla, es de interés  para la institución y para todo ser humano.



Este proyecto de ley se inicia en la Asamblea Legislativa, y tiene por finalidad hacer ver y hacer notar que más de medio millón de personas en Costa Rica estamos en condición de discapacidad, según el último censo realizado en el 2011. 



Todos nos podemos encontrar en alguna situación, o estamos ya con una o varias discapacidades, son mil millones de personas -según el Banco Mundial- con discapacidad, y esto nos deja la reflexión de la trascendencia de estos temas, aunque conlleven una serie de deberes, pero hay derechos.



En un mundo social física y jurídicamente diseñado con barreras y obstáculos, es mucho más probable que las personas con discapacidad enfrenten mayores dificultades socioeconómicas y discriminación al entrar en interacción con el transporte, la infraestructura, la educación, el empleo, la cultura, el deporte, demás actividades de la vida diaria y también el acceso a la justicia.



A su vez, también para las personas con discapacidad, en cuanto al derecho al trabajo, se ven limitadas y cercenadas, no obstante, esta institución ha sido –quizás- en América Latina una de las que más banderas ha llevado a cabo.



Al menos en las Reglas de Brasilia en las Cumbres de Cortes, tuve una situación bastante dura porque iba peor que la magistrada Rojas, creo que las cosas hay que hacerlas con amor y con vehemencia, y se defienden igual. Iba con todas las banderas nuestras, que tenemos la Ley 7600, y se me vino abajo todo con el español que no quería nada, y todos los demás, yo era voto salvado. 



Esto es en el mundo de hoy una situación lamentable, no todos y todas tenemos este sentir del Poder Judicial de Costa Rica, que nos ven solo lo malo, pero en esto hemos avanzado, y estamos tratando de capacitar para el trato diferencial que hay que hacer con las personas con discapacidad, y en algunos casos que tienen más de una.



Esto hace ver que desde el año 1996, de acuerdo a la exposición de motivos se han venido dando una serie de normas para establecer obligaciones a los Estados a fin de que aseguren y garanticen el acceso a la Justicia. 



Hay convenciones internacionales que se citan, también -como les dije- están las Reglas de acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad dentro de las reglas de Brasilia.



En el proyecto solo se menciona el año 1996 y el año 2008, que fue Costa Rica en la época del expresidente Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g.) y la exmagistrada Anabelle León Feoli, quienes fueron a Brasilia y presentaron este proyecto, que ha sido quizás la base de todo el desarrollo de la agenda 20-30 de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), y de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) que estamos tratando de cumplir.



Pero ya fue modificado con estas reformas que les digo, aceptaron unas otras no. Y fue muy duro para mí que no permitieran que todos los países aportaran y apoyaran el hecho de que Costa Rica tiene un stock de personas con discapacidad, sea un 5% que la Ley 7600 obliga para poder darles el derecho al trabajo.



Así entonces, a pesar de que es un tema que me apasiona porque en parte lo siento, lo he vivido y lo veo con casos de personas, sobre todo con las no videntes, la dificultad que presentan, que esta reforma es una adición a la Ley 7600 de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.



Quisiera hacerles ver que la reforma parcial es una adición al capítulo de acceso a la justicia en varios artículos. 



Pero de acuerdo a lo que a nosotros atañe, íqué lástima!, en el sentir que estimo, y sé que no es el de esta Corte ni de la Sala Constitucional, en sí es una reforma que incide, pero positivamente, aplaudo esta reforma.



Sin embargo, hay que decir que no incide porque ya la tenemos, nosotros cumplimos con una serie de situaciones que se dan en esta reforma, como son que deben ofrecer los ajustes que faciliten el desempeño de las funciones de las personas con discapacidad, artículo 56, la eliminación de todas las formas de discriminación. 



Y este proyecto, en el artículo 59, se refiere a los deberes generales a disponer con el fin de garantizar el acceso a la Justicia, también se prevé la situación de informar que incluye los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, el Lesco, todo eso. El Lesco nació en Costa Rica, comunicación táctil, los microtipos, dispositivos, multimedia de fácil acceso, leguaje escrito, sistemas auditivos, traductores, medios de voz digitalizados, todo esto en los sistemas de oralidades, está inmerso.



Estas situaciones, si bien conllevan derogaciones dinerarias institucionales muy altas, se trata de un proceso que el Poder Judicial ha iniciado desde hace mucho tiempo, con ocasión de la atención de los derechos de las personas usuarias internas y externas. Porque nosotros, a diferencia de muchos países, en cuenta España, tenemos que también a lo interno, tratamos a las personas trabajadoras de la institución con las medidas requeridas para poder hacerlo, y esto lo digo desde la Comisión de Acceso a la Justicia y desde la Subcomisión de Personas con discapacidad.



Las relaciones que hay también con instituciones, tanto de afuera, como el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), para poder llevar a cabo todos estos proyectos y políticas. 



Y si bien es cierto que no todas se cumplen como se espera, hay un interés, hay una motivación, y hay un motor de muchos y muchas en el Poder Judicial para hacerlas cumplir.



Sin embargo, el numeral 62 que ahí les digo, es para que las personas se refieran al derecho con discapacidad auditiva, que se les está dando a contar con personas intérpretes.



El numeral 63 establece la agilidad y prioridad que debe darse a los procesos donde intervienen personas con discapacidad, el trato preferente que debe darse, la capacitación para la adecuada atención. Esto también se está llevando a cabo en la Escuela Judicial, hasta hay cursos de idioma Lesco para las personas que así lo solicitan y lo requieren.



De ahí que todo lo que aquí se señala en esta normativa, creo que más bien fue una inspiración del Poder Judicial para reformarlo.



Solo hay una situación que me preocupa, que quiero compartirla con ustedes, y por la que va a tener que tener 38 votos para que se pase, porque sí incide, en todo incidiría; pero no, porque ya lo tenemos, entonces no incide.



Pero hay un asunto, y es lo siguiente, como ustedes bien saben, la asistencia técnica gratuita es un derecho garantizado a nivel internacional en convenios de acceso para las personas que están en una situación económica que así lo requiera. 



Esto se dio inicialmente en materia Penal, se amplió a la materia Agraria desde los años ochenta, de ahí que por eso no nos subía ni requeríamos personas defensoras públicas, salvo que faltaban dos o tres que los defensores públicos tienen que cubrir y correr de aquí para allá, porque falta uno o dos, se amplió luego con la materia Laboral, lo cual es un gran avance.



Ahora con la carta de las personas indígenas se amplío a las personas indígenas en materia Contenciosa Administrativa, y en Pensiones Alimenticias ya lo hay, pero ¿qué sucede?, que para las personas con discapacidad de escasos recursos -no estoy hablando de todas- aquí se establece que debe de dárseles asistencia técnica gratuita en todas las jurisdicciones o disciplinas, como en la materia Civil y Procesal, no hay defensa técnica gratuita ¿o si la hay?, ustedes lo dirán, y los que aquí están hay o no hay. No la hay para la materia de Derecho Público, y solo se da para las personas indígenas en materia de Derecho Público.



Por ende, sí incide, compañeros y compañeras de esta Corte, para las personas con discapacidad, porque ahora se está pidiendo en esta reforma que se incluya la asistencia técnica gratuita para las personas con discapacidad en todas las disciplinas.



De esta manera hago ver, es una necesidad, la comparto, debe de darse, pero eso incidiría en el presupuesto, de manera que incide, sí es un avance, lo comparto, y lastimosamente como incide va a tener que irse a la Asamblea Legislativa con 38 votos para su aprobación.



De esta manera, dejo la inquietud expuesta para lo que a bien tengan decir, comparto y aplaudo esto, pero es un gasto para el país, para la institución, para el presupuesto que sube, y que entonces sí debemos cumplir, porque así debe de ser, en materias donde las personas con discapacidad requieran asistencia técnica gratuita comprobada por ser de escasos recursos, no es para todos y todas.



De manera que es importante que este proyecto nos haya llegado, porque sé que ustedes son del sentir y del criterio de que son derechos insoslayables para las personas quienes estamos en vulnerabilidad social, y con mayor razón personas usuarias y personas a lo interno con discapacidades”.



Dice el Presidente, Magistrado Cruz: “La verdad es que con ese proyecto que viene del Parlamento, siempre me pregunto, a propósito de palabras que se han dicho aquí antes, ¿cuál es el modelo de Justicia que se quiere?, le pongo la firma a ese modelo que está ahí, porque si no, no es posible hacer posible las garantías que con bombos y platillos se exponen.



Pero esto es un indicador de algo que hemos discutido solapadamente, indirectamente, a propósito de todo lo que ha pasado en los últimos dos meses, y es lo siguiente, el Parlamento siempre ve en el Poder Judicial el que se va a encargar de muchos de los aspectos que son de desarrollo social -lo cual me parece bien-. Lo ideal sería entonces que se financie como corresponde.



No hay entonces claridad qué es lo que se quiere, si es sacar la Defensa Publica de aquí y mandarla a la Defensoría de los Habitantes, lo cual puede ser una opción, y se ve aquí el origen de por qué razón la Defensa Pública en el año 1973, 1975 comenzó a tener aquí espacio, porque otros Poderes no querían asumir esa obligación, y claro, lo podía asumir el Poder  Judicial porque no se gastaba la totalidad del  6% constitucional. 



Pero ahora que esto es una necesidad muy importante, casi no veo como se pueda decir que no, la realidad es que todas esas personas con las condiciones que ha dicho la magistrada Escoto, no tienen defensa, y hay una desigualdad material radical y dramática.



Pero esto nada más me sirve de una reflexión de cómo por un lado se habla de un Poder Judicial -que hay que valorar que tipo de agregados tiene-, pero por otro, cómo se hacen efectivos los derechos. 



Se enfrentan dos conceptos, el nuevo concepto moderno, globalizado de Justicia, que es decir no hay recursos para todos, está muy bien que haya gente que no puede pagar un defensor en lo Penal, personas en lo Laboral que no lo pueden pagar, personas con limitaciones o singularidades que no pueden, pero no damos recursos económicos para resolver esa omisión, ese es el nuevo concepto, por lo que he oído aquí a veces.



         Aquí está el otro, pero uno no sabe porque esto viene del Parlamento también. Entonces lo ideal sería siempre que se adopte una decisión sobre derechos fundamentales, responda a una financiación. En estas materias hay avances y retrocesos. Deberíamos tener claridad sobre cuál es el concepto de Justicia que se quiere”.    



Señala la Magistrada Rojas: “Señor Presidente, totalmente de acuerdo con usted, nada que quitarle ni agregarle, efectivamente me parece que la defensa en todas las materias en que se ha dispuesto, es el reflejo de una necesidad del servicio por parte de quienes lo acceden, bajo ninguna circunstancia se querría minimizar esta necesidad, de ninguna manera.



En mi caso, mi posición ha sido que no le corresponde al Poder Judicial, porque inclusive eso han dicho, que nosotros tengamos un Poder Judicial muy promiscuo. 



Y una vez cuando trabajaba en Golfito como jueza de instrucción, llegó un penalista muy reconocido y dice: ¿dónde viven ustedes?; en Golfito teníamos la casa que nos había dado la compañía bananera, que era donde estábamos los funcionarios, ahí vivíamos el agente fiscal, el juez de instrucción y la defensora pública, y nos dice ese jurista argentino: la esposa del César no solo tiene que serlo, también parecerlo; díganme ustedes cuál imputado no piensa que ya está listo, y que ustedes se pusieron de acuerdo antes del juicio, si viven todos juntos.



Me parece que no debe minimizarse la necesidad de asistencia legal, pero creo que eso no es una función que constitucionalmente le corresponda al Poder Judicial, nos corresponde juzgar y ejecutar lo juzgado, creo que ahí no es que lo estemos haciendo mal, quiero ver el vaso medio lleno, en vez de medio vacío, creo que debemos mejorar -para no decir que lo estamos haciendo mal-. Pero en tantas competencias que tenemos no podemos dedicarnos a lo que constitucionalmente nos corresponde.



Me parece que cuando el legislador ordinario hace estas cosas, que como bien dice el señor Presidente, nos manda estos proyectos, lo que hace es vaciar de contenido al Poder Judicial, porque el cometido constitucional es uno, juzgar y ejecutar lo juzgado. Es muy fácil atomizarlo, cuando usted lo atomiza es igual que cuando se crean las personas jurídicas instrumentales, y vean el Ministerio Nacional de Ambiente y Energía o el Ministerio de Cultura, hay tantos jefes con personería jurídica instrumental, que la figura del Ministro y del programa de gobierno se desatomiza.



No podemos trabajar seriamente en un mejoramiento de lo que nos toca constitucionalmente con tantas competencias que nos son dadas, y no es porque las competencias no sean necesarias, que creo que eso es importante decirlo, sino que no corresponde ponerlas al Poder Judicial, al que se reformó en 1954 la Constitución Política para darle el 6%, pero única y exclusivamente para la administración de justicia.



Creo que si nosotros juramos cumplir la Constitución Política y la ley, hay que decirle al legislador que constitucionalmente esa no es una competencia que le corresponde al Poder Judicial, que entendemos la importancia de esa competencia pero que debe ser ubicada en el Poder Ejecutivo, en la Defensoría de los Habitantes -que sería Poder Legislativo-, en al Procuraduría General de la República -que sería Ministerio de Justicia-, o sea, que además ya defiende el Estado y tiene un stock grande de defensores, dónde ponerla, igual habrá que pagar. Y si el legislador da el paso. 



Pero me parece que eso nos distrae de nuestra competencia esencial, y creo que esa es la razón de ser por la cual tenemos que pedir los 38 votos, porque nos está asignando una competencia que el constituyente originario no nos dio, y que nos está desbordando, no se puede hacer todo bien, y no se pueden asumir tantas competencias con calidad.



Creo que el país merece recibir calidad de los servicios que paga, y nuestro compromiso principal tiene que ser con la Administración de Justicia.



Lo que la gente le dice a usted fuera de aquí es que los juicios tienen que salir más rápido, tenemos que resolver más rápido, que tenemos que caminar más rápido con la Administración de Justicia, la peor queja es la mora judicial, y eso es a lo que nosotros 22 deberíamos estar entregados.



Cuando nos ponen todas esta competencias y además una plataforma informática de niños desaparecidos y etcétera, no es que eso no es importante, para nada, no es eso lo que se quiere decir, se quiere decir que nos están vaciando de contenido la función constitucional esencial, que es administrar justicia, y con eso nos generan un debilitamiento, que justamente esta garantía de la consulta constitucional está para que nosotros la defendamos.



Quiero agregarle a este excelente informe que nos ha hecho la magistrada Escoto, en el sentido de que no es una función constitucional esencial, y que ampliar esas competencias debilita el núcleo duro de la razón de ser de la administración de justicia, que es juzgar y ejecutar los juzgado.



Para que el legislador entienda, no que no debe crear la defensa, bienvenida sea, pero no en el Poder Judicial, ni con los recursos del Poder Judicial, ni con la administración de esta Corte Suprema de Justicia, que ya no da, asumiendo competencias que el legislador derivado ha venido poniéndole, afectando sin lugar a dudas, y eso no lo digo yo, lo dice el informe del Estado de la Justicia, el núcleo duro de la competencia que nos dejó el constituyente, juzguemos y ejecutemos lo juzgado, hagámoslo bien, eso es lo que nos corresponde, y creo que ese es el mensaje que hay que darle a la Asamblea Legislativa.



No le corresponde al legislador derivado determinar qué tipo de Justicia tenemos, ya el constituyente original lo estableció, y nosotros debemos cumplir con la Constitución Política y la ley, debemos ser consecuentes con eso, ya lo demás, si es que un Estado Social de Derecho da para llegar a estas coberturas, es otra cosa que también debe plantearse el Parlamento, y me parece que si lo hace en otro órgano esta defensa, va a tener que ver que eso cuesta, que eso tiene un costo, porque es muy fácil darle nuevas competencias a los costos que ya están establecidos, y ni siquiera, dónde está el presupuesto para la creación de esto.



Eso también fomenta de alguna manera una desatención legislativa a las cargas que está generando al presupuesto, entonces por un lado nos dicen -y tiene toda la razón señor Presidente, coincido con usted-, que tenemos crisis fiscal y por otro lado, imagínese que, de acuerdo con el informe de la magistrada Escoto, casi todos tenemos alguna discapacidad; yo ya necesito anteojos para leer, entre otras muchas cosas, que con la edad van apareciendo, y que me van poniendo en una condición de discapacidad, y probablemente ahorita no oiga y ahí vamos.



Si toda la población entra en ese porcentaje de acuerdo con los números dados por el mismo proyecto, imagínense la cobertura en defensa porque no estamos hablando de las personas que nacen con discapacidad, estamos hablando de todos los que tendríamos algún tipo de discapacidad -y que aquí que me levante la mano el que no tiene alguna- todos seríamos sujetos, estaríamos casi que cerrando el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica y el ejercicio liberal de la profesión, además interviniendo el legislador en este campo.



Esta es una discusión que el legislador debe ver cómo resuelve el problema, me parece que la defensa y la obligación nuestra es decirle eso no corresponde a funcionamiento y organización, eso corresponde a administración de justicia, y no está previsto en el 6% que señala la Constitución Política, razón por la cual creemos importante la creación de la figura, pero debe fijarse un costo y además una ubicación distinta.



Si la magistrada Escoto me lo permite, me parece que tal vez con ese agregado para que no se crea que es que tampoco entendemos que no es importante, claro que lo es, pero me parece que tal atomización lo que hace es debilitarnos en la función que constitucionalmente nos corresponde”.                        



Expresa el Magistrado Olaso: “Voy a ser muy concreto refiriéndolo al tema, de acuerdo con ustedes dos, con la magistrada Rojas y con usted, ya la Corte Interamericana de Derecho Humanos en la opinión consultiva 11 del 90 había indicado, con ocasión con una consulta que se le hace -valga la redundancia- acerca de si el acceso a la justicia estaba limitado a aspectos económicos, la Corte en una forma muy clara o coherente establece no se puede limitar por aspectos económicos todo acceso a la justicia, y que toda norma interna de un país que violente ese acceso a la justicia limitado a aspectos económicos, resulta violatoria de la Convención de Derechos Humanos.



          Aplicándo esto desde el punto de vista de las personas con discapacidad, evidentemente creo que esa opinión consultiva, en cuanto a las obligaciones del Estado, se tiene que ver como un Estado macro, no como una situación que sea propia del Poder Judicial. En ese contexto estoy claro que se ha visto como que sea una obligación propia nuestra de la Corte, pero debería ser una visión Estado acerca de la forma de integrar a las personas con discapacidad y todas las personas -valga la redundancia- que tengan aspectos que les impida el acceso a una tutela judicial efectiva mediante los instrumentos adecuados.



          En cuanto al campo, ya la aplicación, tenemos una Reforma Procesal Laboral y una Reforma Procesal Civil, que incluso toca aspectos de discapacidad que están discontinuados respecto a normas posteriores. 



Si uno lee el 445, que nos habla de las opiniones que incluso tiene que tener, o la posibilidad de que las personas con discapacidad tienen acceso a la defensa nos dice así, las personas declaradas en estado de interdicción, ya solo hablar de ese término de declaratoria de interdicción es una situación básicamente de hace 200 años porque ya no existe, totalmente discriminatorio con ocasión a la ley de promoción, que nos dice que la interdicción, la insania y todos esos términos que eran peyorativos hacia las personas con discapacidad, no existen, sino que se habla más bien de salvaguarda, de autonomía a la voluntad, de integración de las personas al proceso. Incluso el término incapaces naturales y ausentes.



Y nos dice el artículo 445 de la Reforma Procesal Laboral -me voy a referir dos artículos nada más por aquello del tiempo- dice si no los tuvieren, claro, está partiendo de una premisa, que las personas antes tenían curadores, pero eso ya no es una situación concreta, porque ahora las personas con limitación o algún tipo de limitación cognoscitiva volitiva, tiene la posibilidad de decidir si desean o no tener un garante en su proceso, porque perfectamente pueden decir: quiero que me tutelen en este proceso.



         La norma del artículo 445 evoca una situación de la defensa porque nos dice, si no los tuvieren, o quien ostenta su cargo o puesto de interés se nombrara como representante, sin costo alguno se nombrará a una persona de asistencia social. ¿Qué es lo que estamos haciendo en la práctica? que evidentemente no estamos pidiendo esa condición –pienso- y por lo menos nosotros en capacitación hemos implementado esa situación, de que a la persona con limitaciones cognoscitivas no le puedo decir cuando llega el proceso: mire ¿usted tiene un curador o tiene un garante?, no, lo que tengo que preguntar primero es: ¿quiere intervenir en el proceso?, OK, yo le doto de un defensor para que lo asesore técnicamente; si la persona lo que requiere es eso, una persona que le de asesoría como la requeríamos cualquier persona que no tiene limitación. Se trata más bien de un aspecto de tutela.



Y hablando y culminando con otra norma, de la cual también tengo conocimiento, que es el artículo 43 párrafo 2 de la Reforma Civil, también evoca el término capacidad en cuanto a los testigos, y limita un poco, del punto de vista de la noción integración, el aspecto de que la admisión de una persona como testigo esté supeditada a temas de su capacidad, el hecho solo de que yo piense que una persona con un tipo de discapacidad, ya sea cognoscitiva, volitiva, pensemos autismo, síndrome de down; le permitan o no ser testigo en un proceso, ya es una discriminación bárbara, porque es una situación en donde yo como juez o como jueza, lo que pretendo es que esa persona sea oída, escuchada, e integrada al proceso.



         Ya no podemos estar en un tema de discapacidad sin pensar en una situación integración, las personas con discapacidad pretendemos integración -y lo digo con mucha vehemencia- en la vida cotidiana, que se nos deje trabajar, laborar, y si el Estado pretende hacer esos cambios es una decisión de Estado, en eso estoy plenamente de acuerdo con ustedes dos en el sentido de que cargar a la Corte con más situaciones en donde tiene que desplegar todo un aparato para llenar esas expectativas, me parece que no es lo correcto.



Si queremos hacer justicia de primer mundo debe ser el Estado el que llegue, bajo una visión integral, a justicia de primer mundo para personas con discapacidad”.                         



Agrega la Magistrada Escoto: “Me parecen muy valiosas las observaciones que hacen, pero hay dos aspectos que por suerte tocó el magistrado Olaso, una es que, independientemente de lo que la Constitución Política establece, hay convenios y tratados internacionales, que de acuerdo con el artículo 7 creo que tienen rango superior. 



Y desde ese ángulo, hay convenios que sustentan esto desde varias disposiciones, pero también hemos pensado en que por qué tenemos la sombrilla de la Defensa Pública y de la Fiscalía General en el Poder Judicial, y que eso nos está ahogando en presupuesto.



No obstante, debo hacerles saber que de acuerdo a la ley en que se funda y esta reforma, 7600, es la institucionalidad pública, no sé si el Estado de la Nación hace o no hace la distinción, pero en Costa Rica es el Poder Judicial el único que la cumple, aparentemente.



Entonces, esto es para generalizarlo a nivel de administración pública, y a nosotros expresamente este proyecto dice, fuera de otras reformas que le caen al magistrado Rivas y a la magistrada Varela, porque tiene que ver con las reformas de las edificaciones, viene terrible en esa parte, pero que ya están haciendo grandes esfuerzos, se han hecho y se siguen, todos los requisitos que se requieren, desde rampas, espacios, puertas anchas, que andamos revisando las edificaciones.



Dice así, en un norma aquí en esta reforma, se menciona de manera expresa: “El Poder Judicial debe incorporar en todos sus presupuestos anuales una reserva suficiente para que sirva para garantizar que los edificios sean accesibles y se puedan cubrir los servicios establecidos en esta Ley para las personas con discapacidad”, excelente que diga que ahora brindemos todo eso, la justicia gratuitamente para las personas de escasos recursos. Pero aquí es donde debemos de alguna manera hacerle ver a la Asamblea Legislativa que es causa de ellos como estas reformas requeridas humanas, que tenemos que hacerlo por políticas, por humanidad, por todo, por acceso, pero denos más plata, o ubiquen en otro lado la Defensa Pública y la Fiscalía General por otro también, a ver si así podemos subsistir.



Dejo esta inquietud, pero sí incide, sin embargo, considero que es valiosísima esta reforma, es requerida, ícómo es posible!, ahí están los indígenas afuera, no sé si será porque se les garantizó en la carta de las personas indígenas acceso a la justicia en materia de Derecho Público gratuita para quien así lo requiera, y resulta que no se puede, porque no hay garantía de defensa técnica gratuita en materias de Derecho Público, Derecho Civil y otras.



Es un tema que duele, que se siente, que se requiere, pero sería oportuno ver una buena redacción para hacerles ver, vean por qué estamos como estamos, pidiendo un presupuesto en que hasta nos peleamos, en que nos lo disminuyen, en el que quedamos mal, y el Poder Judicial tiene que hacerle frente a estas cosas que otras instituciones no las hacen -porque lo sé-.



Aquí expresamente en esta ley es a nosotros a quienes nos la hacen sentir, muy fácil delegarnos eso, muy humano querer nosotros hacerlo, como hemos hecho en muchas de estas formas de vulnerabilidades, creo que deben de ser, somos un Poder Judicial sumamente humano, y aun así no quedamos bien. 



Veamos si se puede aprovechar la coyuntura para hacer ver lo que esto conllevaría, doña Diana cae en cruz donde vea que tiene que tener también defensores públicos para Civil y defensores públicos para un sin número de materias, el Contencioso Administrativo estaba por la carta de indígenas para aquellos indígenas de escasos recursos, ahora esto es para las personas con discapacidad.



Dejo de esta manera expuesta esta coyuntura en la que nos encontramos, que podría permitir para hacer ver, no solo a la Asamblea Legislativa sino al Poder Ejecutivo y al país, todo lo que se nos atribuye en leyes, y que tenemos que hacerle frente con un presupuesto que se ha mantenido por años, cuando estas funciones no nos eran atribuidas”.



Manifiesta la Magistrada Varela: “Comienzo señalando que me parece que el magistrado Cruz ha ubicado bien el esquema de la discusión. 



Y seguido, señalar que me parece que es una propuesta de ley totalmente lógica, y que responde a los compromisos incluso internacionales. Y además que justamente busca que se logre ese acceso a la justicia real, y no quedarnos en un mero discurso.



Claro que eso requiere recursos sí, y también son del Estado. Y al fin y al cabo, se lo den al Poder Judicial o se lo den a cualquier otra organización externa es lo mismo, responde a una visión Estado que es la que se está tratando de concretar, y responde a un principio constitucional de acceso a la justicia, responde a las políticas institucionales de acceso a la justicia, de tal manera que todo eso es inversión.



Tendría que verse como una inversión social, y como un país que está respondiendo a una carta constitucional que tiene mandato.



De tal manera que no me voy a desgastar en el tema de que quién lo paga, al fin y al cabo es el Estado, no importa si es por medio del Poder Judicial, o sea por otro medio. 



Creo que eso es importante, y es justamente para que a las personas usuarias no se haga diferencias, se dé la inclusión que dice el magistrado Olaso justamente, se dé esa inclusión, y no una exclusión de cara al acceso a la justicia, ya hay otros mecanismos donde hemos utilizado la Defensa Pública, y aquí la institución ha presupuestado mucho.



Ya sabemos, no para resolver los conflictos propiamente, sino para otras alternativas.



Y además hay otra cosa, creo que es una visión que respeto pero no la comparto, decir que la Defensa Pública le quita trabajo a los abogados, está más que comprobado que hay una gran población que no ha sido atendida históricamente, y ahí han estado los abogados, ¿qué han estado haciendo? Ahora es que se rasgan las vestiduras con el tema de que la Defensa Pública en Laboral, por ejemplo, que ha sido tan criticada injustamente -diría yo- con una visión muy limitada, y no es cierto. 



Lo cierto es que había una población desatendida, una población que no cautiva, que no les interesaba a los abogados. Y por eso no la han atendido. De tal manera que es una reacción para justificar sin base -desde mi punto de vista-.



También termino diciendo, como bien lo dice la magistrada Escoto, por ejemplo, la Defensa Pública, hay una responsabilidad del Patronato en el caso de las mujeres y menores, no tienen capacidad instalada, ¿qué hicimos nosotros justamente para el acceso a la justicia en esa población?, asumirla, porque tenemos compromisos institucionales, y al fin y al cabo es el país el que lo tiene que pagar, ya sea Poder Judicial, o ya sea por otra área”.



Añade el Presidente, Magistrado Cruz: “Creo que se puede aprobar el informe de la magistrada Escoto.



Solo quería señalar que el tema de la magistrada Rojas, el tema donde viven defensores y fiscales, no se resolvería aunque la fiscalía no estuviera en el Poder Judicial, porque siempre habrá  necesidades de vivienda, y fiscales, defensores y jueces van a tener que estar cerca, por limitaciones económicas, así es que ese ejemplo que lo he oído muchísimas veces, no refleja la debilidad que se pretende atribuir al sistema penal. 



Pero por otra parte, en cuanto a la desconfianza de los imputados, infiero que entonces esta justicia es muy represiva contra los imputados, cuando más bien nos acusan de lo contrario, que es una justicia que promueve la impunidad, es decir, que más bien el modelo asegura la impunidad; tampoco es cierto que se pongan de acuerdo, eso lo he oído varias veces, pero me parece, magistrada Rojas, que es como una devaluación excesiva y caricaturizar lo que hacen los funcionarios, que en su gran mayoría ejercen su función con responsabilidad y dedicación.  Ningún funcionario se pone de acuerdo en nada. 



Pero tampoco eso justifica que se pueda revocar o desandar algo que hemos andado desde el año 1973, pero además ¿cómo sería la justicia? por ejemplo, si nos quedamos solo con que los jueces estén bien o estén en su función ¿qué sería si los defensores son muy deficientes?, la justicia no funcionaría bien, y si la Fiscalía General funcionara mal, pasaría lo mismo. Todas esas son razones que se han venido acumulando históricamente.



Me parece que esto sí requiere una reflexión del informe del Estado de la Justicia para estos propósitos, pero no hacerlo aquí con la cuestión de que tenemos este proyecto. Si vamos a cambiar la justicia y vamos a sacar el Ministerio Público, la Defensa Pública, todo eso requiere una reflexión política muy importante, porque también habrá mucha gente que quiere que la Fiscalía esté en otro lugar, para que la Fiscalía tenga más debilidades de las que ya ha tenido.



No sé si lo sometemos a votación o tienen alguna observación”.



Sin objeción de los señores magistrados y las señoras magistradas presentes, se acordó: Tener por rendido el informe de la Magistrada Escoto, y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente Especial de Asuntos de Discapacidad y Adulto Mayor de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada, con lo indicación expresa de que el proyecto de Ley consultado incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



El informe es el siguiente:



“La suscrita Integrante de Corte Plena, Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández, conforme solicitó la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en oficio del 3 de setiembre de 2018, referido a la solicitud de informe sobre el proyecto de ley denominado: “Adición de un Capítulo de Acceso a la Justicia a la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad.”  Expediente legislativo no. 20.840.



El proyecto de ley en estudio dispone la reforma de la Ley de Igualdad de Oportunidades para Personas con Discapacidad N.° 7600, de 29 de mayo de 1996, para adicionar un capítulo VIII al título II denominado Acceso a la Justicia.



El artículo 56 del proyecto refiere que para garantizar el derecho a la igualdad de acceso a la justicia, se deben ofrecer los ajustes que faciliten el desempeño de las funciones de las personas con discapacidad como participantes directas e indirectas en todas las etapas del proceso, así como en las diligencias preliminares. Por su parte, el numeral 57 de dicho proyecto señala, a efecto de la compresión de ese capítulo serán aplicables las definiciones y conceptos establecidos en la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, ratificada mediante Ley N.° 7948, de 8 de diciembre de 1999, y la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada mediante Ley N.° 8661, de 19 de agosto de 2008. Así mismo, el canon 58 del proyecto de estudio establece, deben garantizar el derecho al acceso a la justicia todas aquellas personas funcionarias del sistema de administración de justicia y quienes intervienen en su funcionamiento, desglosando quienes son. Las normas citadas no inciden en la organización y funcionamiento del Poder Judicial.



[bookmark: _Hlk514062309]El proyecto en el precepto 59 se refiere a los deberes generales, al disponer que con el fin de garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, deberán llevarse a cabo las siguientes acciones: a) Todas las instituciones que forman parte del sistema de administración de justicia promoverán campañas destinadas a proporcionar información sobre los derechos de las personas con discapacidad para su acceso efectivo a la justicia. La comunicación de la información incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braile, Lesco, comunicación táctil, los micro tipos, dispositivos multimedia de fácil acceso, lenguaje escrito, sistemas auditivos, medios de voz digitalizados y otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de comunicación que las nuevas tecnologías permitan ir incorporando; b)  Todas las instancias públicas que operan en el sistema judicial y las que intervienen de una u otra forma en su funcionamiento, deberán establecer actuaciones, procedimientos y requisitos simplificados y con los ajustes razonables que sean necesarios, para garantizar un efectivo acceso a la justicia de las personas con discapacidad, considerando todas las dimensiones de la accesibilidad; y c) En los servicios y procedimientos se garantizará la participación efectiva y accesible de las personas con discapacidad, para lo cual se permitirá el uso de los apoyos, productos y servicios requeridos, promoviendo y asegurando el ejercicio pleno y en igualdad de condiciones del derecho a su autonomía personal. Si bien las acciones establecidas en este proyecto implican erogaciones dinerarias institucionales, se trata de un proceso que el Poder Judicial ha iniciado desde hace mucho tiempo con ocasión de la atención de los derechos de las personas usuarias internas y externas, quienes se encuentren en condición de discapacidad, por lo que no se estima exista una incidencia en la organización o funcionamiento del Poder Judicial.  Se comparten los avances que se dan con esta normativa esencial para las personas con discapacidad.



Las disposiciones sobre la atención a las víctimas a las cuales se hace alusión en el artículo 60, tampoco tienen tal incidencia, pues se refieren al deber de brindar protección particular de aquellas víctimas con discapacidad que van a prestar testimonio o declaración en procesos judiciales o audiencias; y especial atención en los casos de violencia intrafamiliar, así como en los momentos cuando sea puesta en libertad, la persona a la que se le atribuye la comisión del delito.  



El numeral 62 del proyecto está referido al derecho de las personas con discapacidad auditiva, a contar con una persona intérprete de lengua de señas (Lesco) o bien a mecanismos alternos de comunicación en cualquier etapa del proceso; e incluso se prevé que las personas con discapacidad, quienes usen una lengua materna diferente al español, cuenten con intérpretes en caso de que no se puedan comunicar en español y; quienes tengan discapacidad cognitiva o visual, poseen el derecho a recibir cualquier comunicación en formato accesible. Se trata de extremos en los cuales el Poder Judicial se ha estado preparando paulatinamente en cumplimiento de la normativa nacional e internacional. De la misma manera, el ordinal 63 ibidem establece la agilidad y prioridad que debe darse a los procesos donde intervienen personas con discapacidad y el mandato 64 regula la capacitación para la adecuada atención de personas con discapacidad de manera tal que se garantice una asistencia técnico-jurídica de calidad y; especializada y al desarrollo de actividades que promuevan una cultura organizacional orientada a la adecuada atención de las personas con discapacidad, tomando en cuenta lo que establece la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad y demás normativa vinculante. Lo que señalan esas normas forma parte de la Política de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad aprobada por Corte Plena.



Se toman previsiones en el artículo 65 del proyecto para la solución alternativa de conflictos y a la información procesal o jurisdiccional en la disposición 66, con el objetivo de que las personas con discapacidad sean informadas, directa y personalmente, sobre los aspectos relevantes de su intervención en el proceso judicial, en particular sobre la naturaleza del proceso.  Esta última norma está vinculada con el canon 67 referido a las importancia de que las actuaciones judiciales se realicen en forma y formatos accesibles, aumentativos y alternativos, para facilitar la comprensión del acto judicial donde participe una persona con discapacidad, garantizando que ésta pueda comprender su alcance y significado.  



 Asimismo, en el numeral 68 el proyecto establece, se deberán garantizar que todos los recintos judiciales cuenten con espacios físicos con las condiciones de accesibilidad establecidas en la presente ley y su reglamento, además deberá ser un espacio seguro y tranquilo, velar por que las diligencias judiciales, las audiencias y los juicios, se celebren sin dilaciones, de manera tal que la persona con discapacidad deba esperar el menor tiempo posible y; el lenguaje utilizado en estos espacios deberá adaptarse a las condiciones de la persona con discapacidad, así como a su edad, grado de madurez, nivel educativo y su facilidad para la comprensión, además deberán considerarse las condiciones socioculturales. Inclusive, se menciona de manera expresa que “El Poder Judicial debe incorporar en todos sus presupuestos anuales una reserva suficiente que sirva para garantizar que los edificios sean accesibles y se puedan cubrir los servicios establecidos en esta ley para las personas con discapacidad.”; aspecto sobre el cual deberán tomarse las previsiones respectivas. También se regula el seguimiento a las acciones que permitan el derecho al acceso a la justicia de las personas con discapacidad, mediante la coordinación entre las comisiones institucionales de accesibilidad y discapacidad, la comisión de acceso a la Justicia del Poder Judicial y el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad, constituyendo un equipo que brinde asesoría y seguimiento en relación con la aplicación y el cumplimiento de lo dispuesto en este capítulo. 



De las normas citadas no se desprende exista una incidencia en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, en los términos dispuestos por el artículo 167 de la Constitución Política; no obstante, el numeral 61 del proyecto relacionado con la asesoría a esta población, presenta una situación diferente. 



Concretamente, el artículo 61 dispone:



“Los juzgados y demás dependencias judiciales, deberán brindar asesoría y orientación a las personas con discapacidad usuarias de sus servicios.  Además, tendrán el deber de brindar asistencia técnico-jurídica en todos los casos que se esté en presencia de una persona con discapacidad de escasos recursos económicos que requiera de representación legal, independientemente del tipo de proceso que se trate.”



Con ocasión de lo anterior, de acuerdo a este proyecto en caso de aprobarse, el Poder Judicial deberá ampliar el servicio de la Defensa Pública en todas las Jurisdicciones a las personas usuarias en condición de discapacidad. Ese servicio actualmente está radicado en las Jurisdicciones Penal, Agraria, Laboral y en parte Familia. 



CONCLUSIÓN 



Se deduce de lo expuesto que el proyecto incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, en los términos dispuestos por el artículo 167 de la Constitución Política, pues de acuerdo al mandato 61 del proyecto, será preciso ampliar la cobertura de la Defensa Pública en los procesos judiciales que se tramiten en todas las áreas jurisdiccionales de la sede judicial donde intervengan personas con discapacidad y de escasos recursos económicos.  Ello se comparte por la suscrita integrante de esta Corte Plena dada la situación en que se encuentran estas personas y con base en los objetivos de la Agenda 2030 de la O.N.U.



De esta manera, dejo rendido el informe a fin de que decida este honorable órgano, lo que a bien tenga.”



-          0 -



 



El magistrado Salazar se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.



A las 12:50 horas, se suspende la sesión con la presencia del Presidente, magistrado Cruz, de las magistradas y magistrados Rivas, Escoto, Rojas, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Ramírez, Solano, Salazar Alvarado, las suplentes Zúñiga Morales, Esquivel Rodríguez, Salas Torres y los suplentes, León Díaz, Blanco González, Desanti Henderson y Segura Bonilla, 



-0-



Se reanuda la sesión a las 14:37 horas, con la presencia del Presidente, Magistrado Cruz, de las magistradas y magistrados Rivas, Solís, Escoto, Rojas, Varela, Sánchez, Olaso, Ramírez, Solano, Salazar Alvarado, Araya, Zúñiga Morales, Esquivel Rodríguez, Salas Torres, León Díaz, Blanco González, Desanti Henderson, Segura Bonilla
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Antecedentes de la                              Comisión de Acceso a la Justicia



Anteriormente conocida como Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial (Comisión de accesibilidad)



[bookmark: _GoBack]



Fuente de recopilación: Documento de Comisiones-Histórico con acuerdos. Unidad de Archivo, Secretaría General de la Corte al 20/06/2019 y Sistema Nexus PJ







act-1-0003-289-13







Acta de Consejo Superior Nº 045 - 2000 



Artículo LXXVIII



Fecha: 13 de Junio del 2000



ARTÍCULO LXXVIII



 Por oficio DE-103-2000 de 26 de abril del 2000 suscrito por M.Sc. Bárbara Holst Quirós, Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, dirigido al Lic. Jorge Rojas Vargas, Director General del Organismo de Investigación Judicial, alude a que conforme el artículo 4 de la Ley 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, se debe incluir en los planes, políticas, programas y servicios, los principios de igualdad de oportunidades y accesibilidad a los servicios de la población referida. Y que conforme al precepto 56 de la aludida Ley, se deben tomar medidas presupuestarias, a efecto de adquirir ayudas técnicas y prestación de servicios de apoyo, etc, que se requieran para cumplir con dicha Ley.



 Luego el artículo 9 del Decreto Ejecutivo 26831-MP, publicado en La Gaceta N° 75 del lunes 20 de abril de 1998, obliga a todas las instituciones públicas y privadas de servicio público, cuando no tengan un responsable específico, el crear un mecanismo en su estructura interna para organizar y proveer los servicios de apoyo y las ayudas técnicas requeridas por las personas con discapacidad para el pleno ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus deberes en igualdad de oportunidades.



 El mismo referido Decreto en su numeral 10 delegada en las contralorías de servicios la acción supervisora y de evaluación de dichos servicios.



Dado que existen preceptos jurídicos que obligan a la administración en general, a integrar en cada Ente, dichas Comisiones, y el Poder Judicial, no puede ser excepción a ello,  conforme al principio de legalidad, está obligado a cumplir con la normativa aquí aludida. En consecuencia deberá a procederse a conformar dicha Comisión.



            Se acordó: De conformidad con lo que establece el artículo 79 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, nombrar al Dr. Javier Sandoval Leal, Jefe del Servicio Médico de Empleado, Ing. Tobías Mena Aguilar, Jefe del Departamento de Servicios Generales y al señor Allan León Villalobos, como integrantes de la Comisión en Materia de Discapacidad del Poder Judicial







Acta de Consejo Superior Nº 086 - 2002 








      



Fecha: 14 de Noviembre del 2002



ARTÍCULO LXXXIII



            El Ing. Tobías Mena Aguilar, el Dr. Javier Sandoval Leal y el Técnico Allan León Villalobos, integrantes de la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial, en nota de 6 de noviembre en curso, comunicaron lo siguiente:



“El día de ayer, la mayoría de los miembros de la Comisión en materia de Discapacidad de nuestra Institución; nos reunimos con la Sra. Grettel Oses Gutiérrez, del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE),  con el fin de analizar los avances que ha tenido el Poder Judicial en materia sobre discapacidad.



En la reunión se procedió a informar de las actividades que se han realizado por nuestra parte; como la entrega de la Ley 7600 a cada despacho judicial y los avances relacionados a la eliminación de barreras arquitectónicas en los edificios judiciales de todo el país.



La Sra. Oses Gutiérrez nos indicó la necesidad de que la comisión estuviera formada por una mayor cantidad de servidores que involucren poder de decisión y ejecución de los planes y proyectos para la puesta en marcha de la Ley 7600 sobre “igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad”.



Dicho personal adicional estaría integrado, salvo mejor criterio, pro los siguientes representantes:



·         Representante Consejo Superior



·         Representante Escuela Judicial



·         Representante Contraloría de Servicios 



Por lo anterior, les solicitamos el análisis de la propuesta anterior y sus observaciones al respecto.”



- 0 -



            Se acordó: Autorizar la integración de funcionarios judiciales para que conformen la Comisión de Discapacidad del Poder Judicial.



            Por parte de este Consejo se designa al Lic. Edgar Amador Madriz para que integre la referida comisión, por su parte la Escuela Judicial y la Contraloría de Servicios designarán a su representante.











Acta de Corte Plena Nº 008 - 2005 








      



Fecha: 04 de Abril del 2005



ARTÍCULO XIII



            El Consejo Superior, en sesión verificada el 15 de febrero de 2.005, artículo LXXXII, tomó el siguiente acuerdo:



“En virtud de la nueva integración del Consejo Superior, se acordó: Informar a la Corte Plena, que se ha procedido a realizar una reorganización de los representantes de este Consejo en la diferentes comisiones del Poder Judicial, de la siguiente manera:



 



1.-  Licda. Miriam Anchía Paniagua



 



Consejo de la Judicatura.



Comisión de Normalización de Formatos Jurídicos.



Comisión de Violencia Intrafamiliar.



 



2.-  Lic. Marvin Martínez Fernández



 



Comisión de Pensiones Alimentarias



Comisión de Seguridad



Comisión de Racionalización de Energía



Comisión de Construcciones



 



3.-  Licda. Milena Conejo Aguilar



 



Comisión de Tránsito



Comisión de Control Interno



Comisión de Resolución Alterna de Conflictos



Comisión de Selección y Eliminación de Documentos



 



4.-  Licda. Lupita Chaves Cervantes



 



Comisión de Discapacidad



Comisión de Asuntos Laborales



Comisión de Usuarios de la Contraloría de Servicios.”



            



            Se dispuso:  Tomar nota.  



            



Acta de Corte Plena Nº 014 - 2008








      



Fecha: 05 de Mayo del 2008



Descriptores/Temas: Ley Nº 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, Constitución Política, Estatuto de Servicio Judicial, Códigos



Documentos citados: 



ARTÍCULO XIII 



ENTRA EL MAGISTRADO CRUZ. ENTRA TAMBIÉN EL MASTER RODRIGO JIMÉNEZ. 



              Conforme lo indicó en la sesión celebrada el 28 de abril último, la Magistrada León, el señor Rodrigo Jiménez, procede a exponer el documento “propuesta de la Política de Accesibilidad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial”, que dice:



“Política de Igualdad para las Personas  con 



Discapacidad en el Poder Judicial



 



Introducción



 



El Poder Judicial consecuente con su compromiso de trabajar en la defensa de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, a través de la Comisión de Accesibilidad y la Secretaría Técnica de Género, desarrolla durante el año 2006 una investigación con perspectiva de género, en relación con las condiciones institucionales en torno al cumplimiento del marco jurídico que protege los derechos humanos de las personas con discapacidad; desde la perspectiva de las (os) servidoras (es), las (os) usuarias (os), la organización y los medios destinados a este propósito, motivando así el diseño de iniciativas concretas para su cumplimiento en políticas y programas de la institución. 



 



Es así como surge la propuesta de la Declaración de la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, como una manifestación de profundo respeto al principio de igualdad, al asegurar que todas las acciones del quehacer judicial incorporen y posibiliten la igualdad de oportunidades y la transversalidad de la discapacidad, entendida esta, como un proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de este sector de la población, en una dimensión integral del diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, para que todos los servicios se brinden en condición de igualdad y equidad. En la elaboración de esta propuesta participaron activamente integrantes de la Comisión de Accesibilidad, funcionarias (os) judiciales y población con discapacidad usuaria de los servicios del Poder Judicial.



 



Con el fin de obtener una validación institucional a través de un proceso participativo y crítico, que involucre a las (os) funcionarias (os) judiciales, se presenta este documento como una propuesta de trabajo, que permitirá en una etapa posterior, una vez incluidas las observaciones que resulten de este proceso, someterla a conocimiento de Corte Plena para su aprobación, legitimando así su futura aplicación. 



 



DECLARACION DE LA POLÍTICA DE IGUALDAD PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL



 



Considerando:



 



[bookmark: sdfootnote1anc][bookmark: sdfootnote2anc][bookmark: sdfootnote3anc]Que el derecho a la igualdad y no discriminación de todos los seres humanos se encuentra reconocido en diversos instrumentos de protección de los derechos humanos tales como: Declaración Universal de los Derechos Humanos1, Pacto de Derechos Civiles y Políticos2 y la Convención Americana de Derechos Humanos3.



 



[bookmark: sdfootnote4anc][bookmark: sdfootnote5anc][bookmark: sdfootnote6anc]Que el derecho al acceso a la justicia es reconocido en los siguientes instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos: Declaración Universal de Derechos Humanos4, Pacto de Derechos Civiles y Políticos5 y la Convención Americana de Derechos Humanos6.



 



[bookmark: sdfootnote7anc][bookmark: sdfootnote8anc]Que el Estado costarricense por medio de la Ley 7948 aprueba la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. La cual establece el derecho de la población con discapacidad a no ser discriminada7 y el derecho al acceso a la justicia8.



 



[bookmark: sdfootnote9anc][bookmark: sdfootnote10anc]Que la Constitución Política Costarricense reconoce el derecho a la igualdad9 y los derechos al acceso a la justicia10.



 



[bookmark: sdfootnote11anc]Que conforme a la ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad11 se establecen una serie de obligaciones estatales dirigidas ha asegurar la igualdad y equidad para las personas con discapacidad.



 



Que el Poder Judicial tiene como mandato constitucional la administración de la justicia en forma pronta y cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes. 



 



Reconociendo:



 



Que existe una realidad social identificada por las institucionales nacionales y organismos internacionales que refleja la desigualdad económica, jurídica, política, ideológica que viven las personas en condición de discapacidad en la sociedad costarricense.



 



Que el Poder Judicial realizó un diagnóstico institucional (2006) en el cual se identificaron las desigualdades existentes, las necesidades y las líneas de acción a seguir. Dicho documento de diagnóstico constituye una base fundamental de la política ya que plantea y orienta las medidas a tomar en las diferentes dimensiones de trabajo en la administración de justicia y el acceso a sus servicios de las personas con discapacidad.



 



Que las personas en condición de discapacidad son muy diversas por razones de género, edad, condición económica, discapacidad, orientación sexual, creencias, etc.



 



Tomando en cuenta los siguientes principios:



 



[bookmark: sdfootnote12anc]El principio no discriminación por razones de discapacidad: significa que toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.12 



 



[bookmark: sdfootnote13anc]El principio de equiparación: utilizar acciones afirmativas o medidas correctivas dirigidas a corregir desigualdades sociales conforme a los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos que establece: “No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin de promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o preferencia…13”



 



El principio del respecto a la diversidad: evidenciar las diferencias de los seres humanos según edad, género, étnica, religión, condición económica, situación geográfica, discapacidad, etc., reconociendo que los intereses, necesidades y percepciones de esta diversidad de seres humanos son igualmente diferentes.



 



El principio de igualdad de oportunidades: ampliar el principio de igualdad formal, al de igualdad real y equidad tomando en cuenta con criterios de equidad las condiciones personales y el trasfondo humano de los conflictos en cada uno de los casos y sus consecuencias. 



 



[bookmark: sdfootnote14anc]El principio de la no violencia: prevenir, sancionar y erradicar la violencia estructural que se da cuando se invisibiliza e ignora las necesidades de las personas con discapacidad en los servicios judiciales14. 



 



[bookmark: sdfootnote15anc]El principio de accesible: brindar facilidades para que todas las personas puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso de todos los servicios requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, su movilidad y su comunicación.15



[bookmark: sdfootnote16anc]El principio de vida independiente: abordar el “problema” en el entorno y no en las personas, permitiendo que estas tomen las decisiones en sus vidas.16



 



[bookmark: sdfootnote17anc]El principio de auto representación: desarrollar mecanismos de participación ciudadana en todas las instancias judiciales donde las personas con discapacidad como colectiva social participen en la toma de decisiones.17 



 



Principio de Participación conforme a la edad cronológica: relacionarse con las personas con discapacidad conforme a la edad cronológica 



Asumir en su totalidad los principios enunciados en el Código de Ética de la justicia como un servicio público; la independencia judicial libre de prejuicios; la transparencia judicial; la participación ciudadana; el mejoramiento de la administración de la justicia; el acceso a las instancias judiciales; así como los deberes de capacitación judicial, reserva e imparcialidad.



Incorporar los principios enunciados en el Código de Ética con el fin de promover la igualdad de las personas en condición de discapacidad.



 



Acuerda: 



[bookmark: sdfootnote18anc]1. Adoptar una Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad que de manera transversal, prioritaria y sustantiva incorpore la perspectiva de la discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial. Para garantizar la igualdad de  oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial.18



 



[bookmark: sdfootnote19anc]2. Integrar esta política a la misión, visión y los objetivos institucionales, así como en los procesos de planificación, en los planes anuales operativos y presupuestos19.



 



[bookmark: sdfootnote20anc]3. Incorporar todos los principios establecidos en esta política en el Código de Ética Judicial y el Estatuto Judicial.20



 



[bookmark: sdfootnote21anc]4. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo que sean necesarios con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial.21



 



[bookmark: sdfootnote22anc]5. Asegurar los recursos humanos, materiales, financieros y técnicos necesarios, así como la creación de órganos, métodos y procedimientos adecuados para implementar esta política e incorporar criterios de descentralización para que se haga efectiva.22



 



[bookmark: sdfootnote23anc]6.Garantizar el seguimiento y monitoreo de la política de igualdad para las personas en condición de discapacidad creando mecanismos que sean necesarios para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración judicial responsables de su aplicación, con la instancia que las autoridades judiciales determinen para velar por el cumplimiento de la presente política.23



 



[bookmark: sdfootnote24anc]7. Incluir e implementar las acciones afirmativas o medias de corrección que se requieran en el plan de acción con el fin de asegurar la eliminación de las desigualdades que sufren las personas en condición de discapacidad.24



 



[bookmark: sdfootnote25anc]8. Transversar la perspectiva de la discapacidad y el principio de no discriminación por razones de discapacidad en todos los servicios judiciales incluyendo los dirigidos a las personas servidores judiciales25.



 



[bookmark: sdfootnote26anc]9. Dar a conocer de manera inmediata la presente política en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial, así como en la sociedad civil con el objeto que se aplique en forma inmediata26.



 



[bookmark: sdfootnote27anc]10. Concienciar y capacitar en forma sistemática y continua a las personas servidoras judiciales con el objeto de lograr un cambio de actitud en la cultura institucional acorde a los principios establecidos en esta política27.



 



[bookmark: sdfootnote28anc]11. Promover la participación ciudadana de personas con discapacidad en los diferentes órganos del Poder Judicial28.



 



[bookmark: sdfootnote29anc]12.Asegurar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad, cortesía y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas con discapacidad, que tomen en cuenta sus características específicas y elimine todas aquellas normas, prácticas y costumbres que tengan un efecto o resultado discriminatorios por razones de discapacidad o de cualquier otra naturaleza.29



 



[bookmark: sdfootnote30anc]13. Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público relacionado con los servicios judiciales sean accesibles para que las personas en condición de discapacidad los usen y disfruten.30



 



[bookmark: sdfootnote31anc]14. Brindar información veraz, comprensible y accesible sobre los servicios judiciales a la población con discapacidad.31



 



[bookmark: sdfootnote32anc]15. Apoyar a la Comisión de Accesibilidad y los comités locales en la coordinación, el desarrollo, la promoción, la ejecución, la evaluación y el seguimiento de esta política, para lograr alcanzar a corto, mediano y largo plazo las metas propuestas y erradicar así las desigualdades y discriminaciones por razones de discapacidad en todos los ámbitos de la administración de justicia.32



 



LÍNEAS GENERALES DEL PLAN DE ACCIÓN



 



Con el fin de lograr la igualdad real, considerando la normativa jurídica internacional y nacional de los Derechos Humanos, los principios que rigen el Código de ética del Poder Judicial, incluyendo los principios establecidos en esta política, así como los compromisos asumidos por la Corte Suprema de Justicia en los procesos de modernización, se presentan a continuación la meta y las líneas generales a ser contempladas en un plan de acción que permita a la práctica la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial.



 



Meta de la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial



 



Garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial para las personas en condición de discapacidad.



 



Líneas de acción de la política



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la presente política, deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades por razones de discapacidad. Especial atención debe darse en el acceso a los servicios judiciales y en las decisiones judiciales. Además las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretación y aplicación de la justicia, ni interferir en el desempeño de las personas servidoras judiciales en relación a sus funciones.



La Comisión de Accesibilidad y administraciones regionales en los distintos circuitos judiciales, serán responsables de la implementación, seguimiento y evaluación de la política.



 



Las áreas estratégicas para la ejecución de la política serán las siguientes:



 



a)      Gestión de Personal



b)      Comunicación, información y señalización



c)       Espacios accesibles



d)      Desarrollo de tecnología que facilite la accesibilidad



e)      Políticas, Normas y Procedimientos Institucionales



f)        Labor Jurisdiccional



g)      Organización Administrativa



h)      Monitoreo e Implementación



 



Las acciones propuestas serán desarrolladas en diferentes ámbitos como lo son:



 



1.       En el ámbito Administrativo



 



a)      Aspectos Generales



 



El Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y demás instancias administrativas del Poder Judicial deben impulsar el mejoramiento y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y jurisdiccionales existentes para lograr la accesibilidad a la justicia a las personas con discapacidad usuarias sin discriminación tales como la Contraloría de Servicios, el Departamento de Personal, el Departamento de Planificación, la Inspección Judicial, la Defensa Pública y la Oficina de Atención a la Víctima.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio de las administraciones regionales establecerán servicios de apoyo que brinden a) ayudas técnicas que faciliten el acceso a la justicia de las personas con discapacidad b) personal especializado que facilite el acceso a los servicios judiciales a las personas en condición de discapacidad.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deben asegurar que los inmuebles donde se otorgan los servicios judiciales sean accesibles para lo cual deberán a) Mantener un diagnóstico actualizado de los inmuebles en el cual se otorgan los servicios con el fin de identificar las barreras arquitectónicas. b) Implementar un sistema de control que asegure que los inmuebles que alquile el Poder Judicial cumplan con las normas establecidas en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. c) Actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales d) Elaborar y ejecutar un plan de eliminación de barreras arquitectónicas para los inmuebles propiedad del Poder Judicial e) Negociar con las personas propietarias de los bienes inmuebles alquilados la realización de las adaptaciones necesarias para asegurar el acceso arquitectónico a los inmuebles de las personas usuarias en condición de discapacidad. F) Rescindir los contratos de inquilinato donde los inmuebles no aseguren un mínimo de accesibilidad arquitectónica para las personas con discapacidad. 



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deberán asegurar que los muebles para la atención al público y para servidores judiciales sean accesibles para lo cual a) Mantener un diagnóstico actualizado de los muebles que se utilizan para la atención al público donde se identifique aquellos que contemplen barreras de acceso b) Diseñar y actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales. c) Elaborar y ejecutar un plan de renovación de muebles para asegurar que estos sean accesibles, cómodos y satisfactorios para su uso por parte de la población en condición de discapacidad.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva implementen procesos de atención cómodos, seguros, accesibles y eficientes que aseguren la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.



 



El Consejo Superior, el Consejo de Administración de Circuitos y los órganos auxiliares de justicia (Organismos de Investigación Judicial, Ministerio Publico y Defensa Pública) promoverán, la adquisición de automóviles accesibles que otorgan servicios al público. 



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través del Departamento de Servicios Generales asegurarán una señalización accesible en los inmuebles judiciales mediante las siguientes acciones: a) realizar un diagnóstico sobre la señalización existente en los inmuebles donde se dan servicios judiciales, b) Diseñar y actualizar una guía sobre señalización accesible para los inmuebles donde se otorgan servicios judiciales, c)Elaborar y ejecutar un plan de renovación de rótulos de señalización que sean accesibles para la población en condición de discapacidad.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberá desarrollar gestiones para prevenir los riesgos que surjan de emergencias por medio de las siguientes acciones a) Realizar un diagnóstico sobre riesgos en situaciones de emergencia en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad b) Elaborar una guía para la prevención de riesgos en situaciones de emergencias en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad c) Capacitar al personal judicial sobre el manejo de emergencia incorporando la variable de la discapacidad d) Diseñar un plan para ser ejecutado para garantizar la seguridad de todos las personas usuarias de los servicios judiciales sin discriminación por razones de edad, discapacidad, género, etc.



 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberán implementar un programa de salud ocupacional para el personal con una discapacidad que laboran en el Poder Judicial.



 



b) Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto



 



El Departamento de Planificación deberá promover la incorporación de las acciones derivadas del cumplimiento de la Política en los planes estratégicos, en los planes anuales operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial y, será responsable de que esta disposición se cumpla a través de un efectivo seguimiento.



 



El Departamento de Planificación junto con la Comisión de Accesibilidad desarrollará un sistema de indicadores para medir el avance de la implementación de la Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad.



 



El Departamento de planificación con la asistencia técnica de la Comisión de Accesibilidad realizará una evaluación anual de los planes y programas de las oficinas y despachos judiciales, para determinar el logro o grado de avance de los resultados esperados en materia de igualdad y discapacidad.



 



Los centros de responsabilidad conforme a la Ley 7600 asegurará que las acciones para garantizar la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad previstas en los planes y programas de todas las oficinas y despachos judiciales tengan el respectivo contenido presupuestario.



 



El Departamento de Planificación, mediante la Sección de Estadística desarrollará indicadores desde la perspectiva de la discapacidad para recoger información que sea útil para la toma de decisiones. 



 



El Departamento Financiero Contable velará por la correcta asignación de recursos conforme a lo planificado y la auditoria es la entidad responsable de evaluar el cumplimiento.



 



c) Gestión de Personal 



 



El Departamento de Personal como ente rector en materia Gestión Humana en el Poder Judicial deberá garantizar que los procesos de selección de personal estén adaptados a las condiciones de los aspirantes con discapacidad y se asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos.



 



El Departamento de Personal incorporará en los procesos de inducción la perspectiva de la discapacidad para promover actitudes respetuosas para esta población.



 



El Departamento de Personal debe asegurar que las políticas de contratación de personal, incentivos, ascensos, formación profesional, evaluación del desempeño y administración de los recursos humanos en general no discriminen por razones de discapacidad.



El Departamento de Personal formará a servidores/as judiciales en la lengua de señas costarricense con énfasis en el área jurídica para la atención al público.



 



El Departamento de Personal desarrollará acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones. Así como readaptar y reubicar al personal que adquiera una discapacidad.



 



d) Capacitación



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación en coordinación con la Comisión de Accesibilidad elaborarán planes de capacitación permanente en la perspectiva de la discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación deberán incorporar en sus cursos y planes de capacitación, la perspectiva de la discapacidad de manera específica y transversal en todo su quehacer 



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación desarrollarán material didáctico relacionado con los derechos de las personas con discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación aplicarán adecuaciones curriculares para los procesos de formación y evaluación. 



 



e) Información y Comunicación



 



[bookmark: sdfootnote33anc]La información al público que emane del Poder Judicial deberá ser accesible a todas las personas, según sus necesidades particulares33. Para ello: a) Se otorgará servicios de información y comunicación virtual deben cumplir con los requerimientos de accesibilidad para las personas con discapacidad mental y sensorial y b) Las dependencias judiciales que atienden al público deberán contar con personal que informe en lengua de señas costarricense 



 



La Biblioteca del Poder Judicial contará con: i) documentación actualizada sobre los derechos de las personas con discapacidad ii) material bibliográfico accesible para la población con discapacidad mental y sensorial, y iii) contará con un tesauro desde el enfoque de los derechos humanos de las personas con discapacidad.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial llevará a cabo programas de información y divulgación a personas en condición de discapacidad sobre el acceso a la justicia en condiciones de igualdad y sobre los mecanismos a su disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso de considerarse afectados. De igual forma, divulgará a lo interno del Poder Judicial la política de igualdad para las personas con discapacidad utilizando los medios idóneos.



 



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial implementará un programa de divulgación de las resoluciones judiciales que incorporen la perspectiva de los derechos de las personas con discapacidad ante los medios de comunicación.



 



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial en coordinación con la Comisión de Accesibilidad divulgará los logros alcanzados en materia de igualdad de las personas con discapacidad en el acceso a la justicia así como artículos y resoluciones de interés sobre el tema.



 



f)       Desarrollo de Procesos, normas y métodos



 



Las diversas instancias del Poder Judicial desarrollarán protocolos, guías y directrices para mejorar la atención a las personas usuarias y personal de los servicios judiciales.



 



La Comisión de Accesibilidad conformará un equipo de trabajo para elaborar recomendaciones que aseguren que las normas, métodos y procesos judiciales sean accesibles para las personas usuarias con discapacidad. 



 



2. En el ámbito Jurisdiccional



 



Los jueces y juezas deberán aplicar prioritariamente las Normas Internacionales de Protección de los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad tales como la Convención Interamericana sobre todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, las Normas Uniformes de Naciones Unidas para la Equiparación de Oportunidades, etc.



 



Los jueces y juezas en su labor interpretativa deberán tomar en consideración los principios generales de interpretación del derecho de las personas con discapacidad y la desigual condición entre las personas para eliminar todo sesgo por razones de discapacidad que produzca un efecto o resultado discriminante contra las personas con discapacidad en todas las esferas o materias jurídicas.



 



Los jueces y juezas en su labor de análisis y valoración se abstendrán de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural o ideológico que configuren prejuicios que produzcan efectos o resultados discriminatorios y subordinantes contra las personas en condición de discapacidad.



 



Los jueces y juezas para garantizar el precepto constitucional de justicia pronta y cumplida considerarán prioritariamente los casos en los cuales se expresa la desigualdad contra las personas en condición de discapacidad tales como situaciones de violencia intrafamiliar, discriminación por razones de discapacidad y otras.



 



Los jueces y juezas redactarán las resoluciones judiciales con un lenguaje inclusivo y respetuoso de los derechos humanos de las personas con discapacidad.



 



Los jueces y juezas velarán en la fase de ejecución de sentencia que las resoluciones no produzcan efectos adversos basados en prejuicios contra las personas con discapacidad que menoscaben el disfrute de los derechos o acciones logradas en el fallo.



 



El Departamento de Trabajo Social y de Medicina Legal Forense contará con personal especializado o bien se capacitara para su especialización a funcionarios en discapacidad para realizar los peritajes respectivos. En caso de contratación externa de peritajes quienes lo ejerzan deberán cumplir con los requisitos preestablecidos y certificados de su idoneidad.



 



El Sistema Costarricense de Información Jurídica pondrá a disposición de quienes administran justicia una metodología de incorporación de la perspectiva de la discapacidad para las resoluciones judiciales que reúna un tesauro desde la visión de los derechos humanos de las personas con discapacidad que incluya legislación, resoluciones judiciales y doctrina. 



 



En toda Comisión que la Corte Suprema de Justicia designe con la finalidad de elaborar alguna propuesta de ley o reforma legal, deberá ser considerada la participación de una persona con estudios o experiencia en materia de los derechos humanos de las personas con discapacidad, de modo que pueda incorporar la perspectiva de la discapacidad.



 



3. En el ámbito Auxiliar Jurisdiccional



 



a) Ministerio Público



Deberá promover el cumplimiento de las directrices para reducir la revictimización de personas en condición de discapacidad en los procesos judiciales.



 



La Oficina de Atención a la victima deberá incorporar transversalmente la perspectiva de la discapacidad en los servicios que otorga.



 



b) Defensa Pública



La Defensa Pública deberá revisar periódicamente la situación de las personas que se encuentran con medidas de seguridad con el objeto justificar la continuidad de la misma.



 



La Defensa Pública procurará otorgar servicios de defensa del derecho alimentario en lugares accesibles, seguros y cercanos a las personas con discapacidad usuarias de estos.



 



c) Organismo de Investigación Judicial



 



El personal técnico y profesional del Departamento de Medicina Legal que lleva a cabo las evaluaciones médicas y psicológicas, deberán incorporar la perspectiva de la discapacidad en el momento de la valoración así como en el informe correspondiente.



 



El personal del Organismo de Investigación Judicial procurará erradicar prácticas que revictimicen a las personas con discapacidad



 



4. Relaciones interinstitucionales



 



1.    Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará relaciones de colaboración y asistencia técnica con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, cuando se estime oportuno.



 



2.    Defensoría de los Habitantes



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial trabajará en conjunto con la Defensoría de las Personas con Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes, para la detección, análisis y propuesta de solución de situaciones de discriminación por razones de discapacidad que se presenten en el ámbito judicial.



 



c) Instituto de Rehabilitación y Formación Hellen Keller 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará relaciones de colaboración y asistencia técnica con elInstituto de Rehabilitación y Formación Hellen Keller cuando se estime oportuno.



 



   d) Sociedad Civil



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial promoverá la participación de organizaciones de personas con discapacidad en diferentes instancias como la Comisión de Accesibilidad, Comités Locales o Comisiones especiales donde la presencia de la sociedad civil es fundamental para asegurar su participación ciudadana.



 



5.       Red Interinstitucional



La Comisión de Accesibilidad y las Administraciones regionales en los diferentes Circuito Judiciales del Poder Judicial promoverán la creación de una red interinstitucional conformada por representantes de instituciones estatales, internacionales y sociedad civil vinculadas con la protección de los derechos humanos de las personas con discapacidad para la coordinación de programas, acciones destinadas a promover iniciativas de ley y monitorear la aplicación del marco jurídico de los derechos humanos sin discriminación por razones de discapacidad.



 



4. Monitoreo e Implementación



La Secretaría de Género será la responsable del seguimiento y evaluación de las acciones que se implementan para cumplir con la presente política en todas las oficinas y despachos del Poder Judicial, para lo cual solicitará informes cada seis meses. Dichos informes se sistematizarán para ser presentados a la Comisión de Accesibilidad en los meses de junio y noviembre de cada año. Una vez al año se presentarán los avances a la sociedad civil y al ente rector en el tema de discapacidad el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial. 



 



III. Estrategias de Implementación



 



La Corte Plena será el órgano máximo responsable de la aprobación de la Política de Igualad para las Personas con Discapacidad, para ello emitirá directrices mediante circulares internas.



 



La Comisión de Accesibilidad será el ente director de la Política. 



 



Las líneas de acción a corto plazo son:



 



				OBJETIVOS ESPECÍFICOS



				ACCIONES



				PRODUCTOS







				Identificar los factores que obstaculizan las posibilidades de las personas discapacitadas al acceso de los tribunales de justicia, ya sea como usuarias o funcionarias



				Protocolo de Investigación



 



 



Desarrollo de árbol de problemas



 



 



Desarrollo de indicadores que surgen del árbol de problemas



 



Diseño de Instrumentos



 



Trabajo de Campo: recopilación bibliográfica, talleres, visitas in loco, grupos focales, talleres, entrevistas



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Clasificación de la Información



 



 



Análisis de la Información



 



				Elaborar un protocolo de investigación que establezca el marco filosófico desde el modelo de los derechos humanos, el marco conceptual, el desarrollo de indicadores y los instrumentos para la investigación acción.



 



 



 



 



 



Realizar en conjunto con funcionarios/as del Poder Judicial y las personas usuarias con discapacidad un análisis de las carencias actuales que tiene el Poder Judicial en el cumplimiento del ordenamiento jurídico costarricense relacionado con el acceso a la justicia y el goce pleno de los derechos humanos de las personas servidoras, usuarias y procesadas con una discapacidad



Diagnóstico sobre la situación del acceso a la justicia de las personas con discapacidad con los siguientes apartados:



1)Información, comunicación y señalización



2)Infraestructura y organización



3) Actitudes del personal



4) Políticas, normas, métodos y procesos



5) Resoluciones judiciales



6) Tecnología y servicios de apoyo







				Construir en conjunto con funcionarios/as del Poder Judicial, un Plan de Acción o Política con enfoques innovadores para su integración desde perspectivas de género y de la discapacidad bajo el modelo de los derechos humanos



				Diseño de la carta de entendimiento



 



Entrega de la carta de entendimiento a las partes



 



 



Negociación de los aportes de cada institución para la carta de entendimiento



 



 



Definición de prioridades con la Comisión de Accesibilidad 



 



 



Elaboración del Plan



 



 



Definición de los principios



 



 



Establecimiento de las estrategias



 



 



Diseño de la Política



 



 



Aprobación de la política



 



 



 



Elaborar los programas de capacitación



 



Convocar a la Gente



 



Facilitar la capacitación



Falta el de LESCO jurídico y del personal administrativo



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Diseño del material didáctico



 



 



Validación del material didáctico



 



 



Edición del material didáctico



 



 



Publicación del material didáctico



 



Convocatoria a los grupos focales Falta uno con el PANI



 



Realización de seis grupos focales Falta uno con el PANI



 



 



Ajuste de la propuesta de directrices



 



Edición de las directrices



 



Aprobación de las directrices 



 



 



 



Diseño de las guías



 



 



Validación de las guías



 



Edición de las guías



 



 



Publicación de las guías



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Diseño del protocolo



 



Validación del protocolo



 



Publicación del protocolo



 



Recopilación Jurisprudencial



 



Clasificación de la Jurisprudencia



 



 



Relación de la Jurisprudencia con la ley 7600



 



 



Publicación de la ley comentada



 



 



 



 



 



 



Elaboración de las recomendaciones



 



 



Validación de las recomendaciones



 



Divulgación de las recomendaciones



 



 



 



 



 



Recopilación de los instrumentos



 



 



Análisis de los instrumentos de evaluación



 



 



Incorporación de la perspectiva de la discapacidad en los instrumentos de evaluación.



 



 



 



Establecer el Convenio de cooperación



 



Identificación de recursos y necesidades 



 



Establecimiento de los servicios de defensa pública



 



 



 



 



 



 



Convocatoria de la sociedad civil



 



Preparación de la presentación por parte de la Comisión



 



 



 



Presentación de los resultados 



				Desarrollar instrumentos participativos de evaluación del estado de la situación que involucren a personas usuarias, servidoras y procesadas con discapacidad que permitan desarrollar acciones a corto y mediano plazo para el mejoramiento del acceso a la justicia de la población con discapacidad



 



Cartas de Entendimiento con CNREE, Instituto Hellen Keller, UCR y FECODIS



 



 



Plan de Acción



 



 



 



Política de Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad.



 



 



Capacitación a operadores jurídicos sobre los derechos de las personas con discapacidad



 



Capacitación a operadores jurídicos sobre violencia intrafamiliar contra las personas con discapacidad



 



Capacitación a administradores de justicia sobre la aplicación de la ley 7600



 



Capacitación a docentes de la escuela de capacitación del Poder Judicial sobre adecuaciones curriculares.



 



Capacitación a periodistas sobre 



la importancia de divulgar las sentencias relacionados con los derechos de las personas con discapacidad



 



 



Capacitación en LESCO jurídico



 



 



Manual de Exigibilidad de Derechos para personas con discapacidad



 



Manual sobre los derechos de las personas con discapacidad para operadores de justicia



 



Manual sobre violencia intrafamiliar contra personas con discapacidad



 



Directrices para la atención a victimas con discapacidad



 



Directrices para la atención a niños/as con discapacidad víctimas 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Guía de señalización e información para personas con discapacidad.



 



 



Guía de cómo hacer servicios virtuales accesibles



 



Guía de contratación de inmuebles accesibles



 



Guía para el desarrollo de espacio judiciales accesibles



 



Diseño de un Protocolo Metodológico para incorporar la perspectiva de la discapacidad en las sentencias



 



 



Clasificación de la Jurisprudencia relacionada con la discapacidad



 



 



Ley 7600 



Comentada



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Recomendaciones para la inducción de personal sobre como relacionarse con las personas con discapacidad



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Incorporar la perspectiva de la discapacidad en los instrumentos de evaluación



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Promover los servicios itinerantes en la defensa pública



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Informe de rendición de cuentas a la sociedad civil











 



 



GLOSARIO



 



1.    Acceso a Justicia de las personas con discapacidad: conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos, que permiten a todas las personas con discapacidad, sin discriminación alguna, les sean garantizados los servicios judiciales,  para una justicia pronta y cumplida con un trato humano.



 



2.  Ayudas Técnicas: equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en condiciones de discapacidad para aumentar su grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo.



3.   Discapacidad: El resultado de la interacción entre una persona con deficiencia física, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o más de las actividades esenciales de la vida diarias y un entorno con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos limitando y restringiendo su participación. 



[bookmark: sdfootnote34anc]4.   Discriminación por razones de discapacidad: toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.



 5. Perspectiva de la discapacidad: Evidenciar, las distintas formas de subordinación y discriminación que en el entorno social experimentan las personas en condición de discapacidad considerando el género, edad, condición económica, etnia, orientación sexual etc., a fin de de eliminarlas.



6. Revictimización: Toda acción u omisión que contribuya al detrimento del estado físico, mental y/o afectivo-emocional de la persona víctima.



7. Servicios de Apoyo: toda asistencia personal dirigida a aumentar el grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo para las personas en condición de discapacidad.



8. Transversalidad de la discapacidad: Proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las personas con discapacidad en una dimensión integral en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que estos gocen de servicios en condición de igualdad y equidad. 



[bookmark: sdfootnote1sym] 



1 Artículo 1, 2, 10 y 21.



[bookmark: sdfootnote2sym]2 Artículo 3 y 25 inciso c.



[bookmark: sdfootnote3sym]3 Artículo 23 inciso c y 24



[bookmark: sdfootnote4sym]4 Artículo 6, 7, 8,9 ,10 y 11



[bookmark: sdfootnote5sym]5 Artículo 14 inciso 3



[bookmark: sdfootnote6sym]6 Artículo 8 y 25



[bookmark: sdfootnote7sym]7 Artículo 1 inciso 2



[bookmark: sdfootnote8sym]8 Artículo 3 inciso 1 a)



[bookmark: sdfootnote9sym]9 Artículo 33



[bookmark: sdfootnote10sym]10 Artículo 35 y siguientes 41



[bookmark: sdfootnote11sym]11 Ley 7600



[bookmark: sdfootnote12sym]12 Convención Interamericana sobre todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad artículo 1 inciso 2.
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              Se concede el uso de la palabra al Máster Rodrigo Jiménez, quien manifiesta: “Me corresponde exponer un trabajo que realizamos con una gran cantidad de funcionarios del Poder Judicial, que se inició con la Comisión de Accesibilidad y luego fue validado por más de cuatrocientas personas a través de todo el país que es lo que se llama la política de accesibilidad. Para introducirnos al tema de la política de accesibilidad yo creo que es importante, primero, tener claridad quiénes son las personas con discapacidad, y en realidad no hay una definición clara de quienes son las personas con discapacidad a través de las diferentes corrientes, pero la clasificación internacional de la Organización Mundial de la Salud  determina que para ser una persona con discapacidad se requieren tres requisitos, uno es la dimensión biológica que está relacionada a la deficiencia, es cuando un ser humano tiene una deficiencia en su aparato estructural o función biológica; por lo general muchos de nosotros a veces tenemos deficiencias y no nos damos cuenta, por ejemplo, todos los que tienen anteojos tienen una deficiencia visual, pero eso no significa que tengan una discapacidad. El segundo aspecto que tenemos que tener en claro para la definición de la discapacidad es que esa deficiencia nos causa una limitación en la actividad; entonces muchos de nosotros cuando tenemos anteojos o no vemos de cerca o no vemos de largo, pero los anteojos no nos causan una restricción en la participación que es el tercer elemento. El tercer elemento es que esa deficiencia y esa limitación nos cause una limitación en la actividad, por ejemplo, si muchos de ustedes hubieran nacido en un país de África y no hubieran tenido anteojos probablemente hubieran tenidos una discapacidad sino que fueron muy afortunados en nacer en un país donde el tener anteojos no es una restricción social o una restricción a la participación. Para que nos quede claro, yo tengo una deficiencia porque no tengo una pierna, tengo una limitación en la actividad que no puedo subir muchas escaleras, pero si hay un ascensor no tengo una restricción a la participación, entonces en el momento en que no haya un ascensor hay una restricción a la participación.



Es importante también aclarar que las discapacidades existen temporales y permanentes. Todas y todos los que están acá en algún momento puedan sufrir de una discapacidad temporal y quebrarse una pierna etcétera, y pueden tener una discapacidad. Y también es importante que estamos sujetos adquirir una discapacidad permanente, estoy seguro que muchos de ustedes conocen gente que de la noche a la mañana adquirió una discapacidad. Entonces cuando hablamos de una política de accesibilidad no estamos haciéndola únicamente para la población con discapacidad, la estamos haciendo para todas y todos nosotras y para las generaciones futuras, y para todos esos adultos mayores que van estar muy pronto en nuestro país y que van adquirir una discapacidad. 



Cuando hablamos de la definición, la definición oficial del ordenamiento jurídico costarricense es la de la Convención  Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las  personas con discapacidad, y si ustedes ven la definición ahí va a encontrar los tres elementos, significa una deficiencia física, mental o sensorial ya sea de naturaleza permanente o temporal que limita la capacidad  de ejercer una o más de las actividades de la vida diaria y que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social. Entonces hacia esa población es la que va dirigida la política. Recuerden que también hay una gran diversidad de población, hay adultos mayores, niños, niñas, mujeres, hombres, etc.



¿Qué es una política? Una definición muy sencilla de política es una decisión autoritaria de valores, y la política debe responder a un ordenamiento jurídico con una base de una jerarquía de las normas. Tenemos en nuestra ordenamiento jurídico la Convención Americana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación,  la Constitución Política, la Ley de Igualdad de Oportunidades, el Reglamento de la Ley y la Política de Discapacidad a nivel nacional y si aprobamos una política de accesibilidad aquí en el Poder Judicial; o sea, estaría en una jerarquía por debajo no podría contradecir las normas internacionales de protección y las leyes existentes.



¿Por qué una política?, eso es parte de los considerandos que se trabajaron, primero por el derecho a la igualdad y a la no discriminación de todos los seres humanos se encuentran reconocidas en los instrumentos internacionales. La igualdad y el derecho al acceso a la  justicia está en todos los instrumentos internacionales, pero eso es un concepto muy formal, porque en el concepto real a veces la violación al derecho del acceso a la justicia  se presenta en nuestro tribunales, por ejemplo, una persona que no pueda subir a un segundo  piso y tiene que ser atendida en la calle como sucede en algunas ocasiones; o una persona que ha sido violada y que sólo se comunica en lenguaje de señas y no hay alguien que pueda atenderla correctamente a que pueda comunicarse.



El derecho al acceso de la justicia es reconocido en los siguientes instrumentos internacionales, vean que estamos hablando de igualdad y de acceso a la justicia en una serie de instrumentos internacionales de  protección. Luego, orgullosamente nos vamos a referir un poquitito a que el 3 de mayo entró en vigencia la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, y el artículo 13 habla del derecho al acceso a la justicia, que también es importante reconocer que una propuesta de la delegación de Costa Rica, o sea, quien proponer el derecho al acceso a la justicia es el mismo Estado costarricense donde luego nos vamos a referir un poco. Luego se aprueba la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, la cual establece el derecho a la población con discapacidad a no ser discriminas y el derecho al acceso a la justicia, o sea, tenemos ya una obligación existente en el reconocimiento de nuestro ordenamiento jurídico al ser ratificada esta Convención Interamericana; y lo de la Constitución Política que habla del principio de igualdad y la Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con Discapacidad que fue aprobada en 1996, que también establece una serie de normativas  relacionadas con el derecho a la igualdad  y el derecho al acceso a la justicia.



Entonces el Estado costarricense ya ratifica esta convención y tiene un compromiso a establecer la  protección jurídica de los derechos de las personas con discapacidad sobre una base de igualdad, garantizar a través de los tribunales nacionales competentes de las instituciones públicas la protección efectiva -se requiere de una protección efectiva- y garantizar el ejercicio de los derechos humanos.  Ya tenemos la Convención Interamericana, las leyes y ahora esta nueva convención que es la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que si bien es cierto no está ratificada por nuestro país la Convención Interamericana habla de que se debe de interpretar la Convención en el sentido amplio siempre y cuando se creen nuevos derechos consuetudinarios. La Convención de Naciones Unidas está dirigida a promover, proteger, y asegurar el disfrute pleno en condiciones de igualdad de los derechos humanos y libertades fundamentales; y en sus obligaciones vemos un listado de obligaciones pero es interesante detenerse en la creación de políticas y programas, derogar leyes y abstenerse de prácticas discriminatorias que va muy enfocado a la aprobación de una Política de accesibilidad en el Poder Judicial.



El derecho al acceso a la justicia, si ustedes se dan cuenta es un derecho muy amplio y no contempla todo en el articulado pero en las discusiones  de las Naciones Unidas se habla sobre ajustes a los procedimientos, igualdad en condiciones con respecto a los demás, garantías efectivas de un debido proceso, hacer parte del proceso judicial en condiciones de igualdad, contar con garantías jurídicas, a no ser revictimizados por razones de discapacidad en el proceso, a ser testigos, contar  con medios que faciliten la participación  y compresión en el proceso, concienciación de los  operadores jurídicos y a toda la información y material legal disponibles en formas accesibles; esos son algunos de los derechos que surgen de ese derecho al acceso a la justicia.



Ya hablando de la política está estructura en un considerando, principios, acuerdos, líneas generales del plan de acción y estrategias de implementación y un glosario. En considerando lo que estuvimos hablando es el por qué de una política. Los principios nos van a ayudar a interpretar la política, y entonces hablamos de autonomía individual, de no discriminación, de participación,  de diversidad,  igualdad de oportunidades, de accesibilidad, de igualdad entre hombre y mujeres, y de capacidad en la evolución de los niños y las niñas; todos estos principios están establecidos en la Convención  sobre los Derechos de las Personas  con Discapacidad. La autonomía individual va muy dirigido que la persona tome sus propias decisiones y actúe lo más independiente posible. La no discriminación está definida tanto en la convención como en la Convención Interamericana. La participación es la importancia de que las personas con discapacidad participen en las estancias de toma de decisión. La diversidad es tomar en cuenta  toda esa diversidad etaria, étnica, cultural, de género, etcétera. La accesibilidad es el acceso  la igualdad entre el hombre y la mujer es  el contenido de género. Y la capacidad en la evolución de los niños y las niñas está muy dirigida a no infantilizar a las personas con discapacidad, sino tratarlas según su edad cronológica, ¿eso qué significa?, que si tienen treinta años y la mamá dice que es su chiquito, no es su chiquito es un adulto y tiene derecho a no esperar  una sala decorada con Bambi y con Pluto.



Ya los acuerdos serían adoptar una política de igualdad para las personas en condiciones de discapacidad, que de manera transversal y prioritaria sustantiva incorpore la perspectiva de la discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial  para garantizar la igualdad oportuna y no discriminación en los servicios judiciales y decisiones judiciales, y funcionamiento interno  del Poder Judicial. Cuando hablamos de perspectiva de la discapacidad les voy a tomar un ejemplo, un piso derrapante,  a mí me da miedo caminar en un piso derrapante, yo no camino en un piso derrapante, entonces no llego a un lugar si el piso es derrapante, de tal manera que desde mi perspectiva yo tengo derecho a tener un piso  anti derrapante. 



Integrar esta política a la misión, visión y los objetivos institucionales, así como los procesos de planificación en los planes anuales operativos y presupuestos. La política también va dirigida a una incorporación transversal en los planes anuales operativos y como incorporar. Es importante tener en claro que estas acciones no sólo benefician a la población con discapacidad, porque tienen en principio del diseño universal y cuando se habla de diseño universal es que  son acciones que vienen a beneficiar a toda la población, no necesariamente a una población en específico.



Incorporar todos los principios establecidos en esta política en el Código de Ética Judicial, y que también los principios deben de estar incorporados en el Código de Ética de la institución. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo normativo, procedimental, y operativo que sean necesarias con el fin  de garantizar la integración y aplicación de esa política, y asegurar los recursos humanos materiales, financieros y técnicos necesarios así como la creación de órganos, métodos, y procedimientos adecuados para implementar esta política. Aquí también quisiera enfatizar que muchas de las acciones la Comisión de accesibilidad ha ido caminando  en avanzar en muchas de las acciones que se proponen dentro de esta política.



Garantizar el seguimiento y monitoreo de la política de igualdad de las personas en condición de discapacidad. Vean que este acuerdo número seis es la importancia de un esquema de monitoreo porque a veces se plantean políticas y éstas no se van monitoreando o no se van controlando.



Incluir la implantación de las acciones afirmativas o las medidas de corrección que se requieren en el plan de acción. Aquí es dándole énfasis a un aspecto que tiene la Convención que son las medidas afirmativas o acciones afirmativas que en casos necesarios se requiere implementar dentro del mismo Poder Judicial. 



Trasversal la perspectiva de discapacidad y el principio de no discriminación por razones de discapacidad. Ese es otro énfasis en la transversalización.



Dar a conocer de manera inmediata la presente política. Esto es la divulgación, pues de nada nos sirve tener políticas si la gente no la conoce ni se compromete., Aquí recuerden que esta validación fue con más cuatrocientas personas a través de todo el país y de todas los diferentes instancias judiciales que conocieron la política en general. 



Concienciar en forma sistemática a las personas servidoras judiciales con el objeto de lograr un cambio de actitudes en la cultura institucional. También la promulgación de la política no implica cambios actitudinales, entonces también se va a requerir de seguir concienciando a la población para asegurar estos derechos.



Promover la participación ciudadana de personas con discapacidad. En la Comisión de Accesibilidad contamos con representantes de la sociedad civil que también tiene voz dentro de la comisión y opinan y están enterados de todo lo que se está haciendo dentro del Poder Judicial.



Asegurar la presentación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad, accesibilidad acuerdo con las demandas y las necesidades de las personas con discapacidad, que tomen en cuenta características específicas y eliminen todas aquellas formas y practicas y costumbres que tiene un efecto o resultado discriminatorio.



En realidad estos son los acuerdos generales que tiene la política. Garantizar que el entorno de los bienes y servicios y las instancias de atención al público sean accesibles, aquí estamos hablando de rampas, bienes muebles etc. Brindar información veraz, comprensible y accesible, aquí también estamos hablando de servicios de informaciones para población ciega, también de servicios de informaciones lengua de señas o también de servicio de información para gente que tenga un retardo mental y que le cueste comprender la parte de la abstracción de las sentencias.



Apoyar la Comisión de Accesibilidad y los comités locales. Esa es la última y entonces habla del fortalecimiento de la Comisión de Accesibilidad y la posibilidad de crear comités locales en los diferentes competencias. 



La administración. Las áreas estratégicas nos hablan de la parte administrativa. Todo política tiene como un acuerdo y luego tiene un plan de trabajo, entonces el plan de trabajo también se trabajó con los funcionarios judiciales y habla de espacios accesibles. Se hizo toda una valoración y evaluación de los espacios accesible y no accesibles, se determinó políticas o directrices donde quienes contratan los alquileres vigilen que la contratación de los inmuebles sean lo más accesible cumpliendo con la ley 7600.



Tecnología, gestión humana, organización administrativa, en la parte de la jurisdicción la aplicación de los derechos humanos y la incorporación de la perspectiva de la discapacidad dentro de las resoluciones judiciales y en ámbito auxiliar también incorporar la perspectiva de género tanto en el Ministerio Público como la Defensa o también en la Escuela Judicial.



Por último, la Política establece una serie de relaciones interinstitucionales con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial -que es el ente rector en el ámbito de la discapacidad-, la Defensoría de los Habitantes, el Instituto Hellen Keller, la Sociedad Civil y redes interinstitucionales para poder fortalecer el cumplimiento de esta política.” 



Dice la Magistrada Escoto: “No puedo dejar de manifestar la complacencia por esta Comisión, que representa para el Poder Judicial poner en práctica lo que una ley obliga es una obligación, pero a la vez se ve la mística con que, quienes integran la Comisión, y en especial Rodrigo que le ha dado vida, alma y corazón.. Yo creo que esto es quizás apenas la muestra de algo que se está haciendo junto con la Secretaría de Género y la Magistrada Anabelle León, todo para bien de todos esos grupos que por alguna razón están en una situación ya sea social o física, un grado de situaciones de discapacidad si es que no lo digo mal. Yo creo que esto nos obliga a unirnos a dar esfuerzos para que el Poder judicial se ponga una flor en el ojal como ya lo ha empezado hacer. Es digno de admiración la labor que se ha venido haciendo en tan poco tiempo y que se logró cubrir lo que la ley exigía en un momento dado el año pasado.”



El Magistrado Armijo señala: “Quisiera felicitar tanto a la Comisión como a don Rodrigo, en realidad la Corte necesitada una regulación como esta. Los instrumento internacionales son muy claros sobre el tema, pero parece que como éste, al igual que como otros que afectan a las minorías, suelen volverse invisibles a pesar de que las leyes se aprueban. La Sala Constitucional y sus Magistrados han conocido en múltiples oportunidades asuntos de esta índole, incluso contra el Poder Judicial en algunos casos, y en realidad es un día histórico, creo yo, donde la institución podría optar una política como esta ya planificada, desarrollada y con metas precisas. 



Más que nada lo que quería es dejar en claro nuestro agradecimiento por el esfuerzo que han realizado en relación con un tema que es importantísimo para ayudar a este sector, que siempre es un sector que necesita todo el apoyo que podamos darle.”



Expresa la Magistrada Villanueva: “En la sesión anterior, cuando la Magistrada León nos anunció que iban a presentar la Política, yo expresé en esa ocasión la felicitación a doña Anabelle, pero también quería decirle a usted don Rodrigo y a Alejandra y a Jeannette de la Secretaría, yo sé que todas las personas de la Comisión han trabajado con una gran seriedad para poner este tema en la agenda institucional, y que lo han hecho con gran mística. Los representantes del Departamento de Planificación o de la Dirección Ejecutiva han tomado esto con mucha seriedad. Don Luis Paulino, en la inauguración del Edificio de Tribunales de Turrialba, comentó como doña Anabelle, muy cuidadosa y quisquillosa hizo traer un centímetro para medir el ascensor para ver si efectivamente en la construcción de es edificio se habían respetado las medidas.



Sería bueno que aprobemos la política e integremos también en la Comisión de Construcciones integremos a una persona de esta Comisión para que pueda dar seguimiento en esas áreas, pero en todas porque también he visto a Jeannette en las compras de equipo del proyecto Corte BID, como se han introducido aparatos que permiten ya sea para las personas que no ven como se trasladan y también para quienes no oyen. Entonces ha sido una constante en todas las áreas donde han llevado a la realidad esta preocupación. Y me satisface muchísimo este trabajo y les agradezco que nos den esa gran satisfacción de poder decir de que en algo colaboramos a aliviar la vida de muchas personas.”



Agrega la Magistrada León: “Aún y cuando yo hice la presentación en la sesión anterior, no podría dejar de aprovechar este espacio que llama mucho a la reflexión, y que alguna forma recoge en una lógica de razonamiento cómo se llega a establecer esta política y cómo todo lo que en ella se dispone tiene respaldo en normativa nacional o internacional que de alguna forma compromete a nuestro país en el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad. Y en la presencia de don Rodrigo, quisiera reconocerle a él todo el esfuerzo y el empeño que nos ha trasmitido a la Comisión, donde yo señalaba en la nota anterior cuanto la gente se había comprometido y sensibilizado, y una de las piezas importantes para llegar a esto sin duda fue Rodrigo, por su entusiasmo pero sobretodo por su conocimiento en una tema como, decía don Gilberth Armijo, que cuando es de minorías tiende a ser insensibilizado, y a través de este compromiso que no ha sido más que de buena voluntad de muchos compañeros y compañeras que estamos integrando la comisión como hemos logrando paso a paso ir transformando algunos pequeños detalles que en su conjunto llegarán sin duda hacer de la justicia un espacio más accesible, y que no porque no ahora lo estemos refiriendo o analizando en función de algunos aspectos visibles como puede ser la infraestructura, la comunicación e incluso las actitudinales podría avanzar a un futuro y esperamos no muy lejano, a un acceso efectivo en el área sustantiva de la justicia que es un poco el sueño que todos en la comisión tenemos y que creemos que de aprobar esta Corte la propuesta que hoy don Rodrigo, en nombre de la Comisión está planteando, estaríamos a nivel nacional siendo la primera institución que contaría con una política desde hace doce años, y que es una tarea pendiente porque eso tiene de aprobada la ley 7600, a nivel regional también forma y parte además de un lineamiento y una directriz muy significativa en lo que tiene que ver con las cien reglas de Brasilia que comprende además de las personas con discapacidad a otros sectores que estarían ampliamente protegidos en los linimientos y principios rectores de esta política.



Concluyo agradeciendo el apoyo recibido fundamentalmente de los compañeros y compañeras de la Comisión, de la buena disposición de la Comisión de Género que permitió que la Secretaría, con refuerzo autorizado por el Consejo y consentido por jerarcas de la Escuela Judicial, la Dirección Ejecutiva y del Departamento de Personal, cuente con un refuerzo que permite hacer efectivo y traducir en acciones concretas lo que la política en sí viene a representar, y los avances visibles y otros no tanto que con cariño y esfuerzo todos los que estamos comprometidos con el tema hemos logrado.” 



El Presidente, Magistrado Mora, le consulta a la Magistrada León: “¿La Comisión que hasta este momento ha estado trabajando sobre este tema quiénes la constituyen?”



Aclara la Magistrada León: “Es quizás la Comisión más amplia que tiene la institución, y valga para contarles que nos reunimos una vez al mes toda una mañana, y realmente la hemos ido integrando de una manera casuística según las necesidades de ir desarrollando diferentes programas. Empezamos básicamente con todo el sector administrativo, representantes de la Dirección Ejecutiva, del área de Proveeduría, compañeros de comunicación y Prensa, Escuela Judicial, un representante del Ministerio Público, de la Defensa, del O.I.J., CONAMAJ, y desde luego que la Secretaría de Género, hemos invitado a participar a la Unidad de Jueces Conciliadores sin que todavía se hayan integrado, pero en realidad ha sido una cuestión de mucha apertura, y sí, como decía don Rodrigo, una persona con discapacidad desde hace mucho rato ha estado con nosotros designada por el sector de la sociedad civil para hacerlo participativo. De manera que un poco lo hemos estado integrando según como digo de las necesidades; también hay gente de ACOJUD, de la ANEJUD, de la Asociación de Jueces. En realidad somos un grupo de más de veinte personas donde cada cual ha logrado permear y transmitir en su sector aquellas directrices que han ido permitiendo los cambios.” 



El Presidente, Magistrado Mora, adiciona: “Deberíamos de tener por constituida la Comisión ya formalmente y también por recibida esta propuesta y aprobarla.”



La Magistrada Pereira menciona: “A mí me parece que evidentemente tenemos que tener por constituida la Comisión. También quiero recordar que en uno de los talleres del Encuentro de Magistradas de América, en el que trabajamos con don Rodrigo y doña Anabelle, esta fue una de las propuestas y una de las metas que el Poder Judicial de Costa Rica presentó en ese encuentro de Magistradas, y yo creo que la aprobación de esta política será una muy buena noticia para todos los países de América; y yo quiero felicitarlos por eso, porque están haciendo realidad un proyecto que fue en ese encuentro de Magistradas -donde muchos de nosotros estábamos- cuando se presentó como un proyecto y una meta a cumplir por Costa Rica.” 



Añade el Magistrado Ramírez: “Quiero unirme a la felicitación tanto para doña Anabelle como para don Rodrigo y todos lo que han participado en este programa. Creo que debe constituirse desde ya la Comisión y debe tener el apoyo de esta Corte.”



Expresa la Magistrada Varela: “Me parece que es digno de reconocer el esfuerzo que ha hecho la Comisión, guiada por doña Anabelle, y recoge muy fielmente el interés de toda la población del Poder Judicial. Su integración creo que ha sido muy conveniente, porque como dice doña Anabelle, que cada uno de los que han participado han podido dar su aporte a este esfuerzo. Creo que institucionalmente no puede hacerse otra cosa más que dar el visto, sea aprobar la propuesta que ha sido elaborada por una persona con muchos conocimientos en la materia como don Rodrigo, quien ayudó a estructurar de la mejor manera esta propuesta, por lo tanto es muy oportuno y conveniente que le demos la aprobación. Solicito no se quede en un documento, sino que lo llevemos a la vida práctica y demos el seguimiento, como se ha señalado y es muy importante -como decía doña Zarela-, que en la Comisión de Construcciones participe alguien de esta Comisión (de accesibilidad) para que esa transversalidad se de en los temas de alquileres y nuevas construcciones, lo mismo estimo debe ocurrir con respecto a las Políticas de Género. Por tanto apoyo la propuesta y nuevamente felicito a todas las personas que integran esta Comisión, que estimo han recogido muy fielmente el interés de toda la institución.” 



Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Hasta este momento la Magistrada León ha venido coordinando esa Comisión, ¿les parece que la nombremos a ella en su carácter oficial del tema? Y tendríamos por constituida la Comisión, sabiendo de que muy probablemente en cualquier momento sea necesario constituirla con otras personas más. Además, según ha dicho doña Anabelle, sería conveniente que Magistrados de las otras Salas también se incorporaran a ella.



Don Rodrigo: también a usted y a los miembros de la Comisión que nos han hecho esta propuesta, pues el agradecimiento a la Corte.”



Sin objeción de las señoras y señores Magistrados presentes, se acordó: 1.- Aprobar la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, y hacerla de conocimiento de los despachos encargados de impulsar el mejoramiento y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y jurisdiccionales existentes para logar la accesibilidad a la justicia a las personas con discapacidad usuarias sin discriminación. 2.- Ratificar a la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad y solicitarles a las Salas Segunda, Tercera y Constitucional, que si a bien lo tienen designen un/a representante ante la indicada Comisión. 3.-  La Secretaría General procederá a publicar en el Boletín Judicial la indicada política.  



              SALE EL MASTER RODRIGO JIMÉNEZ.



                                                                                                                                        Acta de Corte Plena Nº 019 - 2012 
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Fecha: 28 de Mayo del 2012



Descriptores/Temas: Acceso a la Justicia, Comisión de Accesibilidad, Reglas de Brasilia, Magistrados



ARTÍCULO XXVIII



INFORMA LA MAGISTRADA LEÓN.



Documento 3292-2012



            En sesión Nº 14-08 celebrada el 5 de mayo de 2.008, artículo XIII, se aprobó la Política de Accesibilidad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial y se ratificó la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad.



En sesión Nº 18-11 celebrada el 7 de junio de 2.011, artículo VII, -entre otros aspectos- se acordó crear una plaza de Profesional 2 especializada en el área de las Ciencias Sociales, así como una plaza de Auxiliar Administrativo, en forma extraordinaria durante el 2011.



Al propio tiempo, se aprobó adscribir a la Secretaría Técnica de Género, los dos puestos creados para conformar la Unidad de Acceso a la Justicia, en cumplimiento a las Reglas de Brasilia. 



            La Magistrada León, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-061-2012 de 25 de marzo del año en curso, manifestó:



“El pasado 28 de febrero, como coordinadora de las diferentes subcomisiones de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad, se convocó a una reunión a las diferentes subcomisiones que atienden a estos sectores, con el objetivo de propiciar una discusión en cuanto a la estructura de la comisión coordinadora, la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia, la definición de un plan de acción integral y el establecimiento de mecanismos de interrelación entre las Subcomisiones y la Comisión de Acceso a la Justicia como ente rector en la materia.



 



Para los efectos, se hizo ver que en la subcomisión de discapacidad, están representadas desde vieja data la mayoría de las otras subcomisiones, tal es el caso de personas con discapacidad, adultas mayores, víctimas del delito, niñez y adolescencia, privadas de libertad e indígenas durante el tiempo que la Contraloría perteneció a la Subcomisión de Pueblos Indígenas, por lo que faltaría incorporar representantes de la población sexualmente diversa, migrante y refugiada, penal juvenil, indígenas y víctimas de violencia sexual y doméstica.



 



Para lograr los objetivos planteados, se acordó que las representaciones de las demás Subcomisiones, también se integren y asistan a sus reuniones mensuales, propiciando un espacio de coordinación enfocado a la salvaguarda de los derechos de estas poblaciones.



 



Asimismo, se acordó solicitar a la Corte Plena por su medio, denominar oficialmente a la Comisión, como Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que además resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia según acuerdo de la Corte Plena, tomado  en la sesión 32-2011 celebrada a las trece horas treinta minutos del tres de octubre del dos mil once, que dice:



 



 “Se acuerda: 1) Por mayoría, aprobar el informe presentado por el Departamento de Planificación por lo que se aprueba una plaza de Profesional 2 para crear la Unidad de Acceso a la Justicia como parte de la estructura de la Secretaría de Género, la cual deberá apoyar los distintos proyectos en materia de accesibilidad, y sin perjuicio del respaldo que hasta la fecha ha venido dando la Secretaría de Género.”



 



El nombre resulta congruente además, con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad, aprobadas por la Corte Plena, en sesión N° 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de 2008, artículo II.



 



Posteriormente en sesión de la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada el 5 de marzo del año en curso, en mi condición de Coordinadora informé a las personas integrantes de esta Comisión, sobre los acuerdos tomados en la reunión celebrada con las Subcomisiones el 28 de febrero.



 



De acuerdo con lo anteriormente expuesto, considerando que el artículo 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que: “Corresponde a la Corte nombrar comisiones  permanentes, especiales y temporales.”, y que en la Sesión de Corte Plena No. 14-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del cinco de mayo de dos mil ocho,  artículo XIII se acordó: “2.- Ratificar a la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Accesibilidad (…)”, se solicita por su digno medio someter a conocimiento de Corte Plena los acuerdos mencionados para su ratificación. 



 



No omito manifestar que todos los representantes de las diversas subcomisiones manifestaron su anuencia con la propuesta que ahora se presenta.



            



Con muestras de mi mayor estima y consideración, me es grato suscribirme.” 
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Manifiesta la Magistrada León: “Como ustedes recordarán en el análisis del presupuesto el año pasado, la Corte aprobó crear una Unidad de Acceso a la Justicia, adscrita a la Secretaría de Género con independencia en su manejo y funciones, como en efecto lo hemos hecho mucho antes de que se creara formalmente. De conformidad con las Reglas de Brasilia que esta Corte ratificó, se crearon siete Subcomisiones y cada una de estas Subcomisiones ha estado a cargo, en sus orígenes, de un Magistrado o Magistrada y en el caso de la doctora Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo con el adulto mayor y yo he venido ejerciendo el rol de Coordinación con respeto absoluto y, además, por cuestiones de tiempo y gracias al compromiso de las compañeras y los compañeros quienes lo han tenido a cargo. Uno de los propósitos de esta Unidad Técnica es justamente evitar duplicar esfuerzos institucionales, evitar cargas de trabajo a los funcionarios y las funcionarias, quienes participan de manera voluntaria. Con el acuerdo de todos los compañeros y las compañeras que integran las diferentes Comisiones, queremos plantear la idea de que se llame Unidad de Acceso a la Justicia y no de Accesibilidad, y así, darle un nombre más genérico, la cual brindará apoyo a las diferentes poblaciones, sin perjuicio de que todas las demás lleguen a llamarse Subcomisiones y que la Comisión de Accesibilidad se convierta en una Comisión de Acceso, tal como hemos venido funcionando en las dos o tres últimas sesiones, en donde asiste un representante de cada una de las diferentes subcomisiones, lo cual nos permite trabajar como un grupo con áreas compartidas y con áreas individualizadas y mantener una información más fluida y constante. 



            La propuesta en concreto es que la Comisión ya no se llame de Accesibilidad y que esté vinculada solo a un tema de discapacidad, sino que se llame de Acceso a la Justicia y que se integren representantes de todas las demás Comisiones. La Unidad creada por esta Corte seguirá funcionando igual, pero con el nombre Unidad de Acceso a la Justicia, para que tenga una cobertura más integral y general”.



Se acordó: 1.) Aprobar los acuerdos adoptados por la Comisión de Accesibilidad, en consecuencia, en lo sucesivo dicha Comisión se denominará oficialmente Comisión de Acceso a la Justicia, nombre que resulta congruente con la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia y con las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de vulnerabilidad. 2.) Ratificar la designación de la Magistrada León como Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia.




act-1-0003-3586-34



Acta de Consejo Superior Nº 100 - 2012








     



Fecha: 15 de Noviembre del 2012



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad



ARTÍCULO LIV



DOCUMENTO Nº 9004-12, 12313-12



En sesión Nº 78-12 celebrada el 30 de agosto del año en curso, artículo LXXVI, previamente a resolver lo que corresponda, se solicitó a la Comisión de Acceso a la Justicia criterio respecto a lo expuesto por la señora Epsy Campbell Barr y el señor Walter Robinson Davis, Presidenta y Co-presidente de la Comisión Nacional de Afrocostarricense, sobre las actividades de conmemoración del Día de la Persona Negra y la Cultura Afrocostarricense y referente a dar seguimiento a los temas que sobre Afrodescendientes y Justicia le corresponde impulsar a está Comisión Nacional Afrocostarricense, con sede en la Cancillería de la República.



Posteriormente, en sesión Nº 94-12 celebrada el 25 de octubre último, artículo LI, en lo que interesa, se dispuso lo siguiente: 



“(…)



 



Manifiesta la Integrante Chaves Cervantes, que en correo electrónico de 25 de octubre en curso,la máster Alejandra Monge Arias, Integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, indicó que se reunieron con la Comisión Nacional Afrocostarricense para empezar a trabajar en conjunto y que oportunamente remitirían el acuerdo de la Comisión de Acceso a la Justicia y los temas discutidos en la reunión.



 



Se acordó: 1.) Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Chaves Cervantes. 2.) Estar a la espera del informe que interesa por parte de la Comisión de Acceso a la Justicia.”
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En relación con lo anterior, en oficio Nº CACC-233-2012 de 29 de octubre último, la Magistrada Anabelle León Feoli, en carácter de Coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, informó lo siguiente: 



“El Consejo Superior, en la sesión Nº 78-12 celebrada el 30 de agosto del año en curso, artículo LXXVI; acordó solicitar criterio a la Comisión de Acceso a la Justicia, respecto a las manifestaciones de la señora Epsy Campbell Barr y el señor Walter Robinson Davis, a propósito de la conmemoración del Día de la Persona Negra y la Cultura Afrodescendiente.



 



En síntesis señalan en su oficio la Sra. Campbell y el Sr. Robinson, la necesidad de avanzar en acciones concretas que garanticen los derechos ancestrales que tienen los pobladores afrodescendientes del Caribe de Costa Rica, como pueblos tribales; y que les interesa concretar la creación de una Subcomisión Afrodescendiente, dentro de la Comisión de Accesibilidad a la Justicia de la Corte Suprema de Justicia (sic).



 



Asimismo indican que tienen conocimiento de tratos diferenciados y obstáculos para acceder a la justicia, por lo que se considera urgente capacitar a las y los operadores jurídicos en temas como racismo, discriminación, afrodescendientes y multiculturalismo. Estiman necesario además, generar mecanismos para que los (as) profesionales afrodescendientes estén representados en los espacios de toma de decisión.



 



Analizado el tema y en atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior la Comisión de Acceso a la Justicia, en sesión celebrada el pasado 8 de octubre, acordó:



 



“Responder en términos de que se considera esta una población en condición de vulnerabilidad y que por tanto se debe crear una Subcomisión. Paralelamente se coordinará una reunión con la Sra. Epsy Campbell Co Presidenta de la Comisión Costarricense de Afrocostarricenses.”



 



Sumado a lo anterior, el día 24 de octubre se realizó la citada reunión con asistencia de la Sra. Epsy Campbell, el Sr. Walter Robinson, y las Sras. Milagro Rojas y  Alejandra Monge, en esa oportunidad se hizo un recuento sobre los temas mencionados en el oficio, señalándose la necesidad de dictar una política institucional comprensiva de los derechos y necesidades de esta población, tal y como lo establecen las Cien Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



Se habló además de algunos temas prioritarios como la interpretación en audiencias judiciales, ya que para muchas personas afrodescendientes el inglés es su lengua materna, lo que les coloca en indefensión; así como del tema de personas privadas de libertad y la discriminación que pueden sufrir frente al sistema de justicia; reiterándose la necesidad de emprender acciones de capacitación y sensibilización.



 



En concordancia con el acuerdo tomado por la Comisión, se estima oportuno recomendar para la coordinación de la Subcomisión a la Magistrada Suplente Milagro Rojas quien manifestó su anuencia; como parte de sus funciones la Unidad de Acceso a la Justicia, brindará todo el apoyo que se requiera. En igual sentido se recomienda invitar a la Licda. Lena White en su condición de Contralora de Servicios, a integrarse a esta Subcomisión.”
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Se acordó: 1.) Acoger la gestión anterior y autorizar la constitución de la Subcomisión de Afrodescendientes, dentro de la Comisión de Accesibilidad a la Justicia de la Corte Suprema de Justicia, la que será coordinada por la Magistrada Suplente licenciada Milagro Rojas Espinoza, con la asistencia de la licenciada Lena White Curling, Contralora de Servicios del Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señora Epsy Campbell Barr y el señor Walter Robinson Davis, Co-presidenta y Co-presidente de la Comisión Nacional de Afrocostarricense.



La Comisión de Accesibilidad tomará nota para lo que corresponda.   
















Acta de Corte Plena Nº 057 - 2014








Principio del formulario



Final del formulario



Fecha: 08 de Diciembre del 2014 



Descriptores/Temas: Informes, Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración) 



Documentos citados: - Normativa 



ARTÍCULO XIX



SALEN LOS MAGISTRADOS RIVAS Y JINESTA. ENTRA EL MAGISTRADO SALAZAR.



Documento 5675, 10053-2014



En sesión N° 24-14 del 2 de junio del año en curso, artículo XIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“El máster Walter Jiménez Sorio, Auditor Judicial interino, en oficio N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo último, rinde el siguiente informe:



“Para que lo haga del conocimiento de la Corte Plena, en concordancia con la Ley General de Control Interno y el Manual de Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de advertencia, el cual constituye un servicio preventivo que consiste en señalar los posibles riesgos y consecuencias de determinadas conductas o decisiones de la Administración Activa, cuando son del conocimiento de la Auditoría Interna.



El informe está relacionado con el mejoramiento de la gestión de las comisiones en la institución.



Objetivo



Determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial, se realiza de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente.



Alcance



El alcance corresponde a la comparación del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, respecto a la gestión general que desarrollan éstos órganos asesores de Corte, para lo cual se indagó y revisó aspectos sobre el total de comisiones existentes en la institución, su integración, sesiones, entre otros, con corte al 14 de mayo de 2014.



Equipo de Trabajo



Este estudio fue desarrollado por la Licda. Dyaláh Linkimer Valverde, profesional de la Sección de Auditoría de Estudios Especiales, en coordinación con la Licda. Xinia Vega Guzmán, Jefa de Sección.



Situación detectada



El estudio se origina en la siguiente situación:



[bookmark: _ftnref1]La Corte Plena, en sesión Nº 52-99, celebrada el 20 de diciembre de 1999, artículo XXIII, aprobó el Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, publicado en el Boletín Judicial Nº 44 del 2 de marzo de 2000.[1] 



De la revisión del Reglamento General de Comisiones, se determinó que con el transcurso del tiempo y dada la dinámica institucional, esta normativa interna se encuentra desactualizada, por cuanto muestra aspectos que no son congruentes con la realidad institucional actual, los cuales se citan en seguida:



[bookmark: _ftnref2] El Reglamento incluye como anexo, un listado con un total de 23 comisiones, las cuales se subdividen en Comisiones Principales – Generales (13), Principales-Especializadas (7) y las Ordinarias (3). No obstante, del listado de comisiones suministrado por la Secretaría de la Corte[2], basada en la información recopilada por la Unidad de Archivo de esa Secretaría, se determinó que actualmente existen 129 comisiones. 



Cabe indicar que algunas comisiones han sido eliminadas, otras cambiaron de nombre, se fusionaron o se han creado nuevas, por lo que la clasificación señalada en el anexo del Reglamento, en la actualidad esta conformada de la siguiente manera: 



 Comisiones Principales-Generales (10)



 Comisiones Principales-Especializadas (9)



 Comisiones Ordinarias (2)



Además, según lo indicado por la Secretaría de la Corte, en la práctica se han incorporados otras categorías, las cuales se indican a continuación:



 Otras Comisiones (49) 



 Comisiones con representantes del Poder Judicial ante Comisiones Internacionales, interinstitucionales y nacionales (38)



 Comisiones Temporales (Especiales) (21)



[bookmark: _ftnref3] En diferentes estudios realizados por esta Auditoría, se ha analizado el accionar de algunas comisiones relacionadas con los temas evaluados[3], determinándose que en algunos casos, no están cumpliendo con lo establecido por el Reglamento, en aspectos tales como: 



 Sesionar ordinariamente por lo menos una vez al mes y extraordinariamente cuando convoque la persona que la preside o Coordina. (articulo 16)



 Comunicar a la Corte Plena la inasistencia e incumplimiento de las personas que integran una comisión (artículo 13)



 Dar seguimiento a los acuerdos de las comisiones (artículo 15)



 Mantener actualizadas las actas (artículo 17)



 Emitir dictámenes, informes y recomendaciones sobre la labor encomendada (artículo 19)



 Presentar a Corte Plena el informe trimestral de las actividades que realiza (artículo 21) 



 De la revisión de los acuerdos de creación de las 21 comisiones temporales especiales, se determinó que, a pesar de que la labor encomendada debe cumplirse en un plazo determinado, solo para 4 (19 %) comisiones se indicó en el acuerdo de creación emitido por Corte Plena, el plazo durante el cual se mantendría la comisión. 



Además, se constató que 17 de esas comisiones (81%), no han presentado su informe relacionado con el estudio que le fue asignado. Únicamente 4 comisiones si informaron sobre su labor al órgano superior correspondiente. 



 La lista de comisiones con las personas que las integran, suministrada a esta Auditoría por la Secretaría de la Corte, contiene información desactualizada, ya que aún aparecen los nombres de exservidores y exservidoras judiciales, además no existen acuerdos de Corte Plena que comprueben que se ha nombrado a otras personas que los sustituyan, de conformidad con las normas que se citan en el Reglamento.



 Según acuerdos de Corte Plena revisados, se determinó que no ha sido práctica de ese órgano superior, nombrar o reelegir los magistrados y magistradas que integran las Comisiones cada dos años, tal como lo establece el Reglamento vigente.



Sobre este particular, es importante señalar, que en sesión Nº 44-02 del 30 de setiembre de 2002, artículo IV, la Corte Plena sometió a estudio la integración de las distintas Comisiones; no obstante se comentó, que previo al nombramiento y reelección de las personas que las integran, era necesario revisar el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, acordando lo siguiente: 



“Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora y en consecuencia, tener por prorrogada hasta que se modifique el reglamento correspondiente la integración de todas las comisiones. Encargar a los Magistrados Montenegro, van der Laat, Chaves y Jinesta, para que realicen una revisión del Reglamento de Comisiones, del que informarán a esta Corte dentro del término de un mes contado a partir del recibo de este acuerdo. La Comisión la coordinará el Magistrado Chaves.” 



Al respecto, es preciso señalar que de la revisión de las actas de Corte Plena y de consulta realizada a la Secretaría de ese Órgano Superior, no se logro evidenciar que la “Comisión para la Revisión del Reglamento de Comisiones”, haya emitido algún informe o propuesta respecto a la labor que le fue asignada. Asimismo, según se desprende del Sistema de Información Jurídica (SCIJ) y de consulta realizada a la funcionaria de la Dirección Ejecutiva que se desempeña como Secretaria de algunas Comisiones, dicho Reglamento no ha sufrido modificaciones a la fecha del presente informe.



[bookmark: _ftnref4]Sobre la clasificación de las Comisiones, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 66, establece que corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales[4], señalando como permanentes el Consejo de Personal, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la Comisión de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, la de salud y seguridad ocupacional, la de relaciones laborales y cualquier otra que determine la Corte.



Señala el artículo citado que las comisiones especiales “son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica”, e indica que serán temporales cuando “por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado”.



Respecto a la importancia de mantener actualizados los reglamentos, la Ley General de Control Interno, en su artículo 15 “Actividades de control”, establece como deber del jerarca y de los titulares subordinados, entre otros:



a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones”.



La desactualización del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial, debilita las actividades de control necesarias para la adecuada gestión y seguimiento de estos equipos de trabajo, que son designados por Corte Plena para la atención de temas determinados, en los cuales requiere asesoría.



Además, los integrantes de las Comisiones, no cuentan con procedimientos claramente definidos, sobre las labores que les compete realizar, así como el ámbito de competencia, a fin de evitar que estén asumiendo funciones que corresponden al jerarca o a la administración. 



Sugerencias



Para solventar la situación descrita, esta Auditoría estima pertinente que se atiendan las siguientes sugerencias:



1. Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado.



2. Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



3. Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



 Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



 Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



 Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan. 



4. Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. 



Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones.



5. Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.



De conformidad con lo establecido en el inciso d) del artículo 22 de la Ley General de Control Interno, se advierte o previene sobre las situaciones descritas las cuales podrían ocasionar la materialización de los efectos potenciales referidos.”



- 0 -



Se acordó: Tener por presentado el informe y remitirlo a estudio e informe del Magistrado Solís, en el plazo de treinta días hábiles a partir del recibo de esta comunicación. Se declara acuerdo firme.”



- 0 -



El Magistrado Solís, en nota de 27 de agosto de este año, rinde el siguiente informe: 



“De acuerdo con su oficio No. 5479-14 del 3 de junio del 2014 y conforme lo acordado por Corte Plena en sesión No. 24-14, Artículo XIX, me permito rendir el informe solicitado en relación con las comisiones de la Institución.



Según lo señala la Auditoría Judicial mediante oficio No. 512-44-AEE-2014, el cual da inicio a este estudio, el “Reglamento General de Comisiones” aprobado en el año 2000, se encuentra desactualizado y no refleja la realidad institucional. Por otra parte las diferentes comisiones no están cumpliendo con lo establecido en el reglamento y no existe un control sobre ellas.



Es por lo anterior que la Auditoría Judicial sugiere a la Corte Plena hacer una revisión integral y ajustar dicho reglamento, así como hacer un estudio de las comisiones que actualmente existen, con el fin de definir su continuidad o eliminación, debiendo la Secretaría de la Corte llevar un control actualizado de éstas. Al respecto, me permito rendir el informe correspondiente:



1) Sobre el Reglamento General de Comisiones



El “Reglamento General de Comisiones” fue aprobado en la Sesión No. 52-99 del 20 de diciembre del año 1999. En la Sesión No. 44-02 del año 2002 la Corte Plena sugirió su revisión, razón por la cual se conformó una Comisión para dicho fin. No obstante, tal y como lo señala el órgano auditor, no se evidencia que se realizara la labor encomendada, por lo tanto el reglamento nunca fue modificado.



Coincido con la Auditoría Judicial en la necesidad de reformar el reglamento actual y readecuarlo a la época, incorporando las nuevas formas de organización, participación grupal, definiciones, así como el integrar las políticas institucionales sobre ejes transversales, entre otros. 



Por lo tanto, recomiendo solicitar a un cuerpo de asesores legales preparar una propuesta de modificación al “Reglamento General de Comisiones”, para que en un plazo determinado sea presentado a esta Corte para su análisis y aprobación.



2) Sobre las comisiones activas a la fecha



De acuerdo con el informe de la Auditoría actualmente existen en la Institución un aproximado a 127 comisiones vigentes. Al revisar el listado proporcionado por el órgano auditor, es importante tener en cuenta que esa cantidad corresponden a diversos tipos de comisiones, tal como Institucionales, Interinstitucionales e Internacionales. Sin embargo allí mismo se están contabilizando las representaciones internacionales y algunos programas que pareciera no es correcto sean considerados como una comisión.



Es por ello que para efectos del informe se procedió a realizar una división por grupos de la siguiente forma:



I. Consejos Activos



II. Comisiones Institucionales Activas



III. Comisiones Interinstitucionales Activas



IV. Comisiones Internacionales Activas



V. Comisiones Institucionales Inactivas



VI. Comisiones sin Información



VII. Programas Institucionales 



VIII. Representaciones internacionales 



IX. Otras



El detalle de lo anterior es el siguiente:



I. CONSEJOS ACTIVOS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Consejo Consultivo



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Consejo de la Judicatura



				ACTIVA



				Mag. Orlando Aguirre



				Institucional







				3



				Consejo de Notables de la Gestión Ética



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias Madrigal



				Institucional







				5



				Consejo de Personal



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				6



				Consejo Editorial de la Escuela Judicial



				ACTIVA



				Director(a) Escuela Judicial



				Institucional











II. COMISIONES INSTITUCIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Género



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				2



				Comisión investigadora sobre la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Zarela Villanueva



				Institucional







				3



				Comisión de oralidad penal



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				4



				Comisión de Ética y Valores



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				5



				Comisión Gerencial de Tecnologías de Información



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				6



				Comisión de Nombramientos



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				7



				Comisión de Flagrancias



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Institucional







				8



				Comisión de Construcciones



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				9



				Comisión de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				10



				Comisión de la Jurisdicción Civil



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				11



				Comisión de Comunicaciones Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				12



				Comisión de Oralidad



				ACTIVA



				Mag. Luis Guillermo Rivas



				Institucional







				13



				Comisión Asuntos Ambientales



				ACTIVA



				



				Institucional







				14



				Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				15



				Comisión de Acceso a la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto



				Institucional







				16



				Comisión de Gestión Integral de la Calidad para la Justicia



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				17



				Comisión de Resolución Alterna de Conflictos



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				18



				Comisión de Evaluación del Desempeño



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Institucional







				19



				Comisión de la Jurisdicción Laboral



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				20



				Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género del Poder Judicial



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				21



				Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Mag. Eva Camacho



				Institucional







				22



				Comisión de Protección de Datos



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla



				Institucional







				23



				Comisión de la Jurisdicción Penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla Sandí



				Institucional







				24



				Comisión de Enlace Corte-OIJ



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				25



				Comisión de Salud Ocupacional



				Activa



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				26



				Subcomisión de Privados de Libertad



				ACTIVA



				Mag. Magda Pereira



				Institucional







				27



				Subcomisión de Acceso a la Justicia en Penal Juvenil



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				28



				Comisión para la creación del Reglamento de Instituciones de Utilidad Pública



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias



				Institucional







				29



				Comisión de Seguridad



				ACTIVA



				Mag. Gilbert Armijo



				Institucional







				30



				Comisión Estratégica de defensa al fondo de pensiones



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				31



				Comisión de Transparencia y Anticorrupción



				ACTIVA



				Mag. Nancy Hernández



				Institucional







				32



				Comisión Institucional que valore los temas de servicio



				ACTIVA



				Magistrado o Magistrada Pendiente de definir



				Institucional







				33



				Sub- Comisión de Niñez y Adolescencia



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				34



				Subcomisión de afrodescendientes



				ACTIVA



				Licda. Milagro Rojas



				Institucional







				35



				Subcomisión de acceso a la justicia de personas con discapacidad



				ACTIVA



				Licda. Damaris Vargas



				Institucional







				36



				Comisión encargada de llevar los controles gerencias y operativos del programa 927 - Servicio Jurisdiccional



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				37



				Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				38



				Comisión para el análisis de los temas relacionados con los asuntos contravencionales



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Institucional







				39



				Subcomisión Persona Adulta Mayor



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				40



				Comisión Buenas Prácticas



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo – Dra. Lupita Chaves



				Institucional







				41



				Comisión Institucional que velará por la definición de políticas y acciones en procura de la mejora en la salud de los servidores y servidoras judiciales (incapacidades)



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				42



				Comisión de Teletrabajo



				ACTIVA



				Lic. Mario Mena



				Institucional







				43



				Equipo de Trabajo conformado para la implementación de las "Normas Técnicas para la Gestión y el Control de las Tecnologías de Información del a Contraloría General de la República"



				ACTIVA



				Subdirección Ejecutiva



				Institucional







				44



				Comisión Contra el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Msc. Jeannette Arias



				Institucional







				45



				Comisión de Relaciones Laborales



				ACTIVA



				Lic. Porfirio Sánchez



				Institucional







				46



				Comisión para la definición de la oferta de Cooperación Técnica Internacional del Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. Cristina Rojas



				Institucional







				47



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar en el Poder Judicial



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Interinstitucional







				48



				Comisión encargada de monitorear el impacto de la ley de penalización de la Ley de Penalización de la Violencia contra las mujeres y la respuesta Institucional. Cc: Comisión Permanente para el Seguimiento a la Ley de Penalización de la violencia contra la mujer



				ACTIVA



				Licda. María Elena Gómez



				Institucional







				49



				Comisión Redactora del Código Procesal Civil



				ACTIVA



				Dr. Jorge López –



Dr. Jose Rodolfo León



				Institucional











Autorizar la creación de una, la cual estará conformada por la 



III. COMISIONES INTERINSTITUCIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA



				TIPO







				1



				Comisión de Seguimiento del Convenio marco entre el PJ y el CONARE para desarrollar el informe de la Justicia en Costa Rica (programa Estado de la Nación)



				Activa



				Mag. Zarela Villanueva



				Interinstitucional







				2



				Comisión y Junta Directiva del Patronato de Construcciones y Adquisición de bienes de adaptación social del Ministerio de Justicia y Paz



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo



				Interinstitucional







				3



				Comisión para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ)



				ACTIVA



				Mag. Román Solís



				Interinstitucional







				5



				Subcomisión de pueblos indígenas



				ACTIVA



				Mag. Carmen María Escoto



				Interinstitucional







				6



				Consejo Directivo del Sistema Nacional de Calidad y Acreditación para la Justicia (SINCA)



				ACTIVA



				Mag. Rolando Vega



				Interinstitucional







				7



				Subcomisión de acceso a la Justicia para personas migrantes y refugiadas



				ACTIVA



				Mag. Julia Varela



				Institucional







				8



				Comisión Enlace Corte-Asociaciones



				ACTIVA



				Mag. Jesús Ramírez



				Interinstitucional







				9



				Comisión Interinstitucional de Tránsito



				ACTIVA



				Licda. Milena Conejo



				Interinstitucional







				10



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual Comercial (CONACOES)



				ACTIVA



				Licda. Eugenia Salazar



				Interinstitucional







				11



				Comisión de enlace entre el PJ y el Colegio de Abogados



				ACTIVA



				Licda. Lena White



				Interinstitucional







				12



				Comité asesor de políticas en el tema de Firma Digital



				ACTIVA



				Director(a) de TI



				Interinstitucional







				13



				Comisión Técnica interinstitucional para la empleabilidad de las personas con discapacidad



				ACTIVA



				Director Gestión Humana



				Interinstitucional







				14



				Grupo de trabajo intersectorial denominado "Género y Salud"



				ACTIVA



				Licda. Xinia Fernández



				Interinstitucional







				15



				Comisión de Usuarios del Poder Judicial – órgano asesor de la Contraloría de Servicios



				ACTIVA



				Contraloría de Servicios



				Interinstitucional











IV. COMISIONES INTERNACIONALES ACTIVAS



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Consejo del Instituto Iberoamericano de Altos Estudios Judiciales



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Comisión de Seguimiento de las Reglas de Brasilia



				ACTIVA



				Mag. Carmenmaría Escoto







				4



				Comisión Iberoamericana de Justicia Ambiental



				ACTIVA



				Msc. Damaris Vargas







				5



				Comisión que evaluará y analizará el cumplimiento de los compromisos internacionales de Costa Rica en los convenios aprobados en el seno de la Conferencia de la Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











V. COMISIONES INSTITUCIONALES INACTIVAS



Se consultó a las personas que coordinaban estas comisiones quienes confirmaron su inactividad.



				



				NOMBRE



				ESTADO







				1



				Comisión de Modernización



				INACTIVA







				2



				Comisión de Presupuesto



				INACTIVA







				3



				Comisión para analizar el tema referente al uso de logos o distintivos



				INACTIVA







				4



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal



				INACTIVA







				5



				Comisión para revisar el Reglamento de Comisiones



				INACTIVA







				6



				Comisión de rendición de cuentas



				INACTIVA







				7



				Comisión para formular propuesta sobre el sistema que se ha venido utilizando para la designación de Magistrados Suplentes



				INACTIVA







				8



				Comisión de Reciclaje



				INACTIVA







				9



				Comisión para formular una propuesta sobre la creación de una oficina de proyectos estratégicos para el Poder Judicial



				INACTIVA







				10



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				INACTIVA







				11



				Equipo Interinstitucional de Interoperabilidad



				INACTIVA







				12



				Grupo de trabajo conjunto con la UCR para fortalecer mecanismos de comunicación y coordinación



				INACTIVA







				13



				Control Interno del Poder Judicial



				INACTIVA







				14



				Comisión de Normalización de machotes



				INACTIVA







				15



				Grupo de Trabajo para avalar propuesta para contar con una base de datos a nivel nacional con el propósito de coordinar con instituciones que atiendan y apoyen a la persona adulta mayor



				INACTIVA







				16



				Comisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones



				INACTIVA







				17



				Comisión de Seguimiento al Plan Estratégico del Poder Judicial (2007-2011) –(2006 – 2010)



				INACTIVA







				18



				Comisión para el seguimiento del Programa Corte-BID



				INACTIVA







				19



				Comisión de Vehículos



				INACTIVA







				20



				Comisión Revisora Final del Proyecto del Código Procesal Civil



				INACTIVA







				21



				Comisión que analizará el tema de retraso judicial



				INACTIVA







				22



				Comisión especial sobre reforma judicial



				INACTIVA







				23



				Comisión de formulación de propuesta sobre las consultas legislativas



				INACTIVA







				24



				Comisión para valorar y brindar respuestas a los medios de comunicación ante publicaciones o declaraciones que afecten la imagen del Poder Judicial o el honor de las servidoras y servidores judiciales



				INACTIVA











VI. COMISIONES SIN INFORMACIÓN



En relación con las siguientes Comisiones, no fue posible obtener información. Puede observarse que muchas de ellas fueron integradas por personas que ya no se encuentran en la Institución. Sin embargo se han dejado como referencia para la toma de decisiones al respecto.



				



				NOMBRE



				ACUERDO



				INTEGRANTES QUE APARECEN EN EL ACUERDO







				1



				Comisión que se encargará de darle seguimiento a los distintos proyectos de ley que sean del interés del Poder Judicial



				CP 24-03 Art. XXV



				Dr. Luis Paulino Mora y Presidentes de Salas







				2



				Comisión de Análisis de las diferentes reformas de organización en los despachos judiciales (Modelo de Gestión de Despachos Judiciales)



				CP 28-09. Art. VIII



				Magistrados: Rivas, Vega, Chaves, Chinchilla







				3



				Comisión Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial



				CP 19-1-04 Art. XV



				Magistrados: Mora, González Alvarez y Aguirre







				4



				Comisión para coordinar esfuerzos en el tema de GICA



				CP 09-12 Art. XVIII



				Magistrados: Mora y Vega



Integrantes C.S.: Milena Conejo, Lupita Chaves



Licda. Marta Asch y Lic. Rafael Ramírez







				5



				Comisión Nacional de Derecho Internacional humanitario



				CP 25-8-03 Art. XIII 



				Representante: Dr. Luis Paulino Mora, Suplente: Dra. Nancy Hernández







				6



				Comisión de Seguimiento a la problemática de la violencia doméstica



				CP 16-2-09 Art. XV



				Licda. María Elena Gómez (representante PJ)







				7



				Comisión para redactar una propuesta a la modificación del Reglamento y Funcionamiento de la Corte Centroamericana



				CP 16-2-04 Art. III



				Dr. Luis Paulino Mora



representante)







				8



				Sistema Nacional Técnico de apoyo para la atención integral de la Persona Adulta Mayor



				CP 07-04. Art. II



				Licda. Lena White (representante)







				9



				Comisión Interinstitucional para el diagnóstico de la situación de pensiones alimentarias



				CS 21-10-99 Art. XXIII



				Lic. Jose Luis Calderón



Lic. Mario Mena 



Licda. Olga Fallas Ulloa. Representante de la Defensa Pública. 







				10



				Comisión Interinstitucional para analizar las diferentes situaciones que se presentan con las personas a las que se le aplica una medida cautelar de seguridad, curativa, o bien, las personas privadas de libertad que presentan trastornos mentales



				CS 94-03 Art. XXXIII



				Licda. Xinia Fallas (defensora pública)



Lic. Carlos Montenegro (Fiscal EP)



Lic. Freddy Sandí (Juez EP)







				11



				Foro permanente de análisis sobre derecho parlamentario costarricense



				CP 03-07 Art. XV



				Dra. Nancy Hernández (representante)







				12



				Comisión para iniciar el proceso de coordinación con el equipo de teletrabajo



				CS 63-08 Art. XLII



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				13



				Comisión Interinstitucional de Acceso a la Justicia de Sectores desfavorecidos



				CP 37-06 Art. XXV



				Dra. Anabelle León Feoli (representante)







				14



				Junta Directiva de la Comisión Nacional de Rescate de Valores



				



				NO HAY DATO







				15



				Comisión de enlace Poder Judicial - Ministerio de Justicia



				CP 37-09 Art. V



				Ministerio de Justicia, Sala Tercera, OIJ, Defensa Pública, Licda. Milena Conejo.







				16



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la propiedad intelectual



				CP 38-09 Art. XXVI



				MP, OIJ y Escuela Judicial (representantes)







				17



				Comité consultivo en materia de seguridad ciudadana



				CP 18-10 Art. I



				Mag. Arroyo (presidente Sala Tercera), Lic. Jorge Rojas Director OIJ, Lic. Francisco Dall`Anese Fiscal General, Licda. Marta Iris Defensa Pública (representantes Poder Judicial)







				18



				Comisión Interinstitucional según requerimiento del Art. 2 del Convenio entre el INS y el PJ



				CS 92-11, Art. LXXII



				Representantes:



Lic. Randall Zamora (OIJ) Coordinador



Lic. Mauricio Fonseca Umaña; Jefe de la Administración del O.I.J.: 



-Lic. Adolfo M. Valverde Bohórquez; Asesor Jurídico Dirección General O.I.J







				19



				Comité Técnico de portabilidad numérica (SUTEL)



				CS 03-12, Art. XXXIII



				Representantes:



Lic. Javier Valerio Vásquez y Lic. Henry Meza Mata, Fiscales de la Fiscalía Especializada en Delincuencia Organizada







				20



				Comisión Interinstitucional de Jefes y Encargados de los archivos centrales de las Instituciones Públicas y de los Poderes del Estado



				CS 48-10, Art. XLVII



				Lic. Gilberto López Sánchez (representante)











En el caso de los “Programas Institucionales”, “Representaciones internacionales” y “Otros”, que se enlistan seguidamente, se considera no deben ser catalogados como una “comisión”, no obstante, en la información que fue suministrara se tenían registrados como tal.



Es por ello que se sugiere separarlos de la lista de comisiones, en el entendido de que ese acto no afecta su vigencia.



VII. PROGRAMAS INSTITUCIONALES 



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Programa Justicia Restaurativa



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				2



				Proyecto de Tribunales de Tratamiento de Drogas



				ACTIVA



				Mag. Doris Arias







				3



				Programa Hacia Cero papel



				ACTIVA



				Dra. Lupita Chaves











VIII. REPRESENTACIONES INTERNACIONALES 



				



				NOMBRE



				ESTADO



				PRESIDE / COORDINA







				1



				Representante Institucional para atender las demandas de carácter penal ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos.



				ACTIVA



				Mag. Jose Manuel Arroyo







				2



				Punto de contacto para IBERRED en materia penal



				ACTIVA



				Mag. Carlos Chinchilla y Lic. Rafael Gullock







				3



				Punto de contacto para IBERRED en materia civil



				ACTIVA



				Mag. Román Solís







				4



				Punto de Contacto de IBERRED en la materia de la conferencia de Derecho Internacional Privado en La Haya



				ACTIVA



				Dr. Diego Benavides











IX. OTROS



				



				NOMBRE



				OBSERVACIÓN







				1



				Dirección de la Revista de la Sala Segunda



				Se considera que esto no es una Comisión, sino un proyecto propio de la Sala Segunda







				2



				Secretaria Ejecutiva de la Comisión Iberoamericana de Ética Judicial



				La Secretaría Ejecutiva no la ha tenido Costa Rica. El Magistrado Arroyo es Comisionado. 







				3



				Comisión de Seguimiento de los Hijos de las Cumbres Judiciales



				(CP 01-10 Art. XI ) 



Esto no es una comisión. Fue el nombramiento de personas candidatas para integrar comisiones en Cumbre Judicial







				4



				Comisión para la oralidad de tránsito



				(CS 011-11. Artículo LV )



No es una Comisión. Es un proyecto que se ejecutó en el seno de la Comisión de Tránsito con el fin de implementar un protocolo de oralidad en esa materia. 











3) Control actualizado de los datos



Tal y como lo señala la Auditoria Judicial, es importante mantener un control actualizado sobre las Comisiones, sus integrantes y resultados, mismo que no se lleva actualmente. Es por ello que se sugiere acoger la recomendación, en el sentido de que la Secretaría de la Corte mantenga un registro actualizado, donde se indiquen además de las personas que la integran, quien es la persona que la coordina, quien asume la secretaria, el tipo de comisión, objetivos propuestos, y otros aspectos que se consideren relevantes.



Adjunto a este documento se remite una hoja en Excel que contiene información recabada como material de apoyo para este estudio, el cual podrá ser de utilidad como instrumento base para el trabajo que deberá desarrollar la Secretaría General de la Corte. 



RECOMENDACIONES 



En síntesis, me permito realizar las siguientes recomendaciones:



1. En relación con la desactualización del reglamento vigente, concuerdo con la Auditoría Judicial, quien señala que se debe “Revisar de manera integral y ajustar el Reglamento General de Comisiones, a fin de contar con normativa que se ajuste a la realidad actual de la institución. Para cumplir con ese cometido, es necesario establecer un plazo razonable en el cual, la persona u oficina responsable que se designe, debe presentar este documento actualizado”. Sugiero solicitar a un cuerpo de asesores legales, el cual podría ser el que integra la Dirección de Planificación, para que realicen una propuesta de modificación a ser presentada a Corte Plena en un plazo no mayor a tres meses.



2. En cuanto a la recomendación de la Auditoría Judicial, quienes sugieren:



“Estudiar cada una de las comisiones que actualmente existen, a fin de que se defina lo siguiente:



a. Resolver sobre su continuidad o eliminación, así como la necesidad de ajustar los objetivos de su creación, principalmente de aquellas que no sesionan regularmente.



b. Definir la integración de las comisiones inactivas que se acuerden mantener, indicando quien asume la coordinación y la secretaría.



c. Establecer plazos de entrega para los informes pendientes de aquellas comisiones especiales temporales que se mantengan.”



En relación con el punto a) y b) se sugiere y conforme a la distribución presentada en este informe:



 Ratificar la continuidad de las comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. 



 Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión. Por lo tanto, se recomienda, separarlos de la lista de comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia.



 En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, sugiero declararlas “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado.



En lo que respecta al punto c), así como a la recomendación de “Solicitar a las Comisiones que cuentan con Reglamentos propios, que una vez que estén aprobadas las reformas al Reglamento General de Comisiones, realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General”, sugiero realizar lo anterior una vez aprobada la modificación del nuevo reglamento, el cual podrá inferir en esos aspectos.



2. Sugiero acoger la recomendación de la Auditoría Judicial en el sentido de “Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. Para el caso de las comisiones especiales temporales, se deben registrar además las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas comisiones”.



Como un apoyo a esta labor, adjunto estoy remitiendo la información recabada recientemente para la realización de este informe, donde se detallan para todas las comisiones la siguiente información: Nombre de la Comisión, Sesión de Corte que fue integrada, persona que la coordina, integrantes, fecha de última reunión, si reciben presupuesto y observaciones. Esta información podrá servir como instrumento base para la realización de este objetivo.



3. En lo que respecta a la recomendación que hace la Auditoría en el sentido de “Indicar en los acuerdos de creación de las comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se le solicita, con el propósito que la Secretaría de la Corte lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada, tal como se propone en la sugerencia 3 de este informe. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de dicha Comisión.”, recomiendo que sea la Secretaría de la Corte la que tome nota de lo acá señalado.



Adicional a las recomendaciones anteriores me permito sugerir: 



1) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una comisión. Pareciera que conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 



2) Se considera oportuno en la reforma que se realizará al reglamento, definir cuando se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etc. Y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “coordinador”, “coordinadora” o “presidente”, “presidenta”, por cuanto pareciera que esos términos se están utilizando indistintamente.



Por último previo a aprobar las propuestas aquí señaladas, se recomienda a los Magistrados y Magistradas de Corte Plena, realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias.”
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien hizo una amplia exposición del informe anterior y al respecto agregó: “Este informe fue elaborado en agosto, por lo que podrían haber variaciones.



Una de las recomendaciones es la de actualizar el Reglamento de Comisiones vigente para traerlo a tiempos presentes y que ese proyecto de reglamento incorpore las nuevas orientaciones que esta Corte, después de este informe, pueda discutir sobre la viabilidad de la existencia de tantas Comisiones”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS, ENTRÓ LA MAGISTRADA ROJAS.



Indica la Magistrada Pereira: “Estoy de acuerdo con el informe, solo que al momento de acoger todo lo que propone el Magistrado Solís en su informe, sería importante que tomemos la determinación de que al menos cada seis meses cada Comisión brinde un informe, porque la Comisión que rinde informes sobre las Comisiones ha dejado de funcionar hace mucho tiempo.



Quienes conformamos parte de una Comisión, estamos con el deber de informar con transparencia todas las acciones que hemos venido realizando.  Si bien es cierto en algunas de las Comisiones se nos pide el informe para incorporarlo a la rendición de cuentas que brinda en la apertura del Año Judicial la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, hay otras Comisiones o Subcomisiones que no se incorporan por no hacer muy extenso el trabajo, pero para el control que se necesita de cómo estamos llevando adelante los encargos que se nos han dado y la regularidad con que las Comisiones deben de estar sesionando para no dar largas a los asuntos que se nos solicitan y que sé que de todas formas la Secretaría General de la Corte lleva un control para estarnos recordando cuánto tiempo se nos ha dado, tiene que darse una regularidad en cuanto a las sesiones que deben de realizar las Comisiones, para que se lleve un control de si efectivamente tiene razón de ser que esa Comisión o Subcomisión continúe, o si es tan innecesario como para que quizá en muchísimo tiempo  no exista una sesión de la Comisión.



Hay que establecer cuáles son aquellas Comisiones que son rigurosamente necesarias para el funcionamiento, porque hay recargo o duplicidad de funciones en algunas de ellas.



Se podría, a través de los informes que cada uno de los Coordinadores o Coordinadoras de las Comisiones rindamos, analizar la necesidad de continuar con las mismas o hacer alguna reducción en cuanto a su existencia”.



MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA PEREIRA, ENTRÓ LA MAGISTRADA ARIAS.



Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La propuesta de la Magistrada Pereira es agregar al informe del Magistrado Solís, la obligación de que las Comisiones rindan un informe de labores cada seis meses.”



Dice la Magistrada Camacho: “Agregar al informe, que por supuesto considero muy importante las conclusiones a que llegó el Magistrado Solís, así como lo señalado por la Magistrada Pereira.



En el caso de las Comisiones de la Jurisdicción de Familia y de Acceso a la Justicia de Personas Diversas, el informe se brinda con el Plan Anual Operativo (PAO) y el seguimiento de este al Consejo Superior y no a esta Corte, es decir, siempre se han rendido ante el Consejo Superior.



La intervención mía es para analizar si sería conveniente hacer un Reglamento de Funcionamiento de Comisiones y revisar un poco el tema de la integración, porque generalmente las primeras integraciones las nombra Corte Plena, pero en el transcurso del funcionamiento de las Comisiones, muchas veces los Magistrados y las Magistradas que las integran no pueden asistir a todas ellas.



Las Comisiones funcionan generalmente con personas que solicitan ser incluidas, sin que necesariamente eso sea de conocimiento de Corte Plena, de manera que sería importante analizar cómo se elabora el reglamento y ver de qué manera no tenemos que estar llevando asuntos relativos a la integración a esta Corte, sino que sea la misma Comisión que lo pueda determinar”.



Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “De la observación de la Magistrada Camacho, se hace referencia al reglamento; existe un Reglamento de Comisiones y la propuesta incluso menciona la revisión de ese reglamento, de manera que así lo acordamos y la otra manifestación se refiere a analizar dentro del estudio a realizar, la inclusión de la integración de las Comisiones y la forma de cambio de estas al citado reglamento.



Además le correspondería a la Secretaría General de la Corte, realizar una lista actualizada, analizar la revisión del reglamento y las propuestas que han hecho las Magistradas Camacho y Pereira”.



Añade la Magistrada Rojas: “Quisiera agregar que hace 15 días la Corte conformó la Comisión para Reforma de los Medios de Impugnación de la Comisión de lo Contencioso Administrativo, en razón de la gran cantidad de recursos de casación que hay que revisar y como indicaba el Magistrado Solís, su informe era de tiempo atrás.



Hago esta acotación, para que se tenga presente que esta Comisión lo que pretende justamente, es revisar los medios de impugnación con el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo, para ver si logramos agilizar de alguna manera el nuevo proceso Contencioso Administrativo.



No está citada en el informe del Magistrado Solís, de manera que sería importante que se incluyera y se tome en cuenta, porque para la institucionalidad de la Sala Primera es muy trascendental, esto con respecto a las Comisiones.



Agrego también que como las Comisiones actúan por delegación de Corte y su conformación implica acceso a las oficinas, datos de información, etcétera, es poco probable que el reglamento les permita conformar por sí solas sin que Corte las revise, por las potestades que conllevan su conformación, Corte tiene siempre que ver sobre su integración y no creo posible delegar esa potestad en un reglamento a la misma Comisión; eso para que se tome en cuenta a efectos de esa revisión que se propone, que me parece que es muy importante, porque estimo que hay muchas que se podrían fundir, que están reduplicadas y también que se podrían eliminar o ampliar su campo de acción, para hacer más eficiente su funcionamiento.



Es importante que también se indique a quién se le debe enviar el informe y es primordial que haya una devolución o respuesta, porque si solo se hace el envío del informe lo que hacemos es acumular papeles o correos electrónicos.  Debe de haber una valoración de que efectivamente se está trabajando, que la Comisión existe, que tuvo cierta cantidad de reuniones, un trabajo efectivo, porque el simple hecho de rendir un informe para que éste sea archivado y luego el acuerdo casi es adivinable, como por ejemplo: “Se toma nota del informe remitido por la Comisión…”, sin una  verdadera valoración de que ha sido eficiente y eficaz su funcionamiento.



Considero que este tema de los informes, además podría ser valorado y perfectamente podría ser revisado en el reglamento cuya revisión se propone y que la Magistrada Camacho refuerza”.



Refiere el Magistrado Estrada Navas: “Únicamente para hacer una sugerencia, pues hay una preocupación que me surge cuando denoto esta inmensa cantidad de Comisiones, informes y reuniones.



Me imagino que el máster Walter Jiménez Sorio da a entender eso en su informe y es el tema de que se revise por qué se crean tantas Comisiones y que se reglamente o que se reforme la reglamentación.  Propiamente en cuanto al costo – beneficio que tiene las horas funcionarios, pues casi todas estas Comisiones son de muy alto nivel, de personas que integran muchas Comisiones y además tiene muchas actividades muy importantes todas en si; sería importante y sugiero que a la hora de revisar el reglamento, se propusiera alguna manera de cuantificar el tiempo efectivamente dedicado a dichas Comisiones, incluso para poder ponderarlas; todas son importantes pero es muy probable que haya algunas más importantes que otras.



Incluso de la lectura muy somera que hizo el Magistrado Solís, pues uno pensaría que no alcanzan las 24 horas del día para poder estar cumpliendo, ni siquiera para poderse leer los informes o agendas de todas esas Comisiones y eso debería tomarse en cuenta.



Por ejemplo, en la Universidad de Costa Rica, hasta donde conozco, al momento de repartir el presupuesto entre las diferentes unidades académicas, se hacen cálculos y asignaciones de horas hombre, de cuántos profesores existen y cuántas tesis llevan cada una; ese tipo de cosas, para determinar qué unidad académica requiere más recursos que otros, porque estimo que haciendo un ligero cálculo pareciera que es materialmente imposible cumplir sin traslapar horas en estas actividades.



Quizá se podría inventar un sistema de control o de verificación, pero me parece que es importante en aras de la transparencia de la rendición de cuentas, incluso en la lucha con el presupuesto, de manera que sería importante justificar esta relación, en síntesis de horas – hombre – recursos que se dedican a las diferentes Comisiones”.



ENTRA EL MAGISTRADO RIVAS.



Señala el Magistrado Armijo: “Iría en la misma línea del Magistrado Estrada Navas.



Por ejemplo, el costo de horas hombre de los funcionarios y funcionarias que integran las diferentes Comisiones es altísimo, si hacemos una evaluación del costo de una hora de trabajo de un Magistrado o Magistrada, del personal de apoyo que asiste a las múltiples Comisiones, el Director de Gestión Humana y otros muchos jefes de diferentes entidades y deberíamos de entrar a hacer un análisis, si estas Comisiones realmente responden a un nuevo modelo gerencial o si son un resabio bastante viejo de un modelo gerencial para una institución muy pequeña y donde prácticamente cada área era manejada por una Comisión de su respectiva competencia, las Jurisdicciones Penal, Administrativa, Civil, etcétera, y que era una forma de tener un control sobre toda la estructura de la jerarquía; habría que ver si ese modelo todavía es vigente y si es funcional.



Ciertamente las horas hombre de nosotros son increíblemente caras y aquí hay tantas Comisiones como temas que se quiera que existan y francamente es muy difícil dar seguimiento a estas Comisiones.



Habría que analizar si esta inversión que hace tiene un beneficio directo sobre la Institución o si solamente es ficticio y si realmente hay un resultado real o nada más es una reunión donde se plantean ciertos temas pero no se concretan todos los que deberían concretarse.



Opino al igual que el Magistrado Estrada Navas, que hay tanta Comisión que no sé en qué momento sus integrantes pueden hacer otras tareas y lo ideal sería analizar las Comisiones para determinar si podemos optimizar, que en última instancia este es el futuro; analizar cómo se introduce mayor criterio de eficiencia, para que realmente haya un producto determinado cuantificable.  Si esto no se dirige por ese camino, considero que lo que estamos haciendo es preparando tantos informes, como nos llegan todos los días y que con la cantidad de trabajo que tenemos son difíciles de abarcar todos.



Por mi parte, desde hace mucho tiempo lo dije en esta Corte, que por ejemplo, la Comisión de Seguridad debió haber estado trabajado conjuntamente con la Comisión del Organismo de Investigación Judicial, pues tienen vertientes muy claras y no sé si alguna otra Comisión de la misma área podría ser refundida dentro de las mismas, tendríamos menos funcionarios o funcionarias y quizá haciendo un trabajo más global, es decir, visualizándolo con la perspectiva completa, porque estimo que a veces estamos viendo únicamente por la rendija de una puerta una parte de la realidad y no sé si esto es eficiente para una institución como la que queremos.



Desde mi punto de vista, tendríamos que replantearnos muchas de las cosas que hemos estado haciendo hasta la fecha, para que esto pudiera funcionar de otra forma”.



Expresa el Magistrado Chinchilla: “No sé si lo mencionó en el informe el Magistrado Solís, pero mi persona participa como punto focal en las actividades de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos (COMJIB), y no sé si eso está incorporado”.



Agrega el Magistrado Solís: “No está incluido porque es un dato nuevo, y no se lleva ese registro.  Ese es el otro gravísimo problema, que los datos que aquí están informados son tomados del informe de la Auditoría Judicial, y hablando con el señor Auditor Judicial, en algún momento cuando estaba elaborando este informe, una de las falencias que él detectó, es la ausencia de un banco de datos que le permita a las personas funcionarias y funcionarios tener un conocimiento puntual.



Pero este tema de su representación, que sería una Comisión a nivel internacional, no lo tiene ni la Auditoría Judicial, ni mi persona y habrá que incorporarlo”.



Se acordó: Aprobar el informe rendido por el Magistrado Solís en los términos planteados, así como las recomendaciones propuestas por las Magistradas Camacho y Pereira, por ende: 1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de la misma. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.



Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.



La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.



Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.  













[1] Con base en este Reglamento, algunas Comisiones elaboraron sus propios Reglamentos.



[2] Mediante oficio Nº 12169-2013 del 4 de noviembre de 2013 y correo electrónico del 15 de mayo del 2014.



[3] La Auditoría ha emitido en sus informes recomendaciones dirigidas a algunas comisiones con el fin de mejorar su gestión. 



[4] El Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia vigente, denomina estas comisiones como Permanentes, especializadas y especiales.















                                                                                                                               Acta de Corte Plena Nº 029 - 2018 








      



Fecha: 02 de Julio del 2018



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO VI



Documento 7151-2018



La servidora Enid Gutiérrez Rojas, Técnica Judicial II de la Fiscalía General de la República, en correo electrónico de 21 de junio último, manifestó: 



 “Reciba un cordial y atento saludo, siguiendo instrucciones superiores me permito remitir la lista de comisiones con el personal asignado del Ministerio Público por designación de M.Sc. Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, no omito solicitarle de la manera más atenta y respetuosa se nos indique si es necesario realizar alguna gestión en particular para cada una de las comisiones, ya que debido a los cambios hechos en esta Fiscalía y del personal carecemos de información completa del trámite de dichas comisones.
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				Comisión



				Funcionario del Ministerio Público asignado







				1



				Comisión de Asuntos Penales



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				2



				Comisión de Acceso a la Justicia 



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				3



				Comisión ICD



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				4



				Comisión de Emergencia



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				5



				Sub Comisión de Persona Adulta Mayor



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				6



				Sub Comisión Penal Juvenil



				Lic. Omar Jiménez Madrigal







				7



				Sub Comisión Asuntos Indígenas



				Licda. Ariana Céspedes López







				8



				Sub Comisión conta la Discriminación por orientación Sexual e Identidad de Género



				Lic. William Aragón Garita







				9



				Comisión Justicia Abierta



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				10



				Comisión de Flagrancias



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				11



				Comisión Institucional del Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales



				Licda. Sara Arce Moya







				12



				Comisión Cero Papel



				Lic. Rodrigo Villegas Arias







				13



				Comisión de Consejo de Administración



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				14



				Comisión Plan de Continuidad



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				15



				Comité de Género del Ministerio Público



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				16



				Comisión de Justicia Abierta



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				17



				Comisión EURO social



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda 







				18



				Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar (aplicación de la Ley contra la Violencia Domestica)



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				19



				Comisión de Ética y Valores



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				20



				Comisión de Seguimiento y Monitoreo de la Ley de la Violencia contra las Mujeres



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				21



				Comisión de Género del Poder Judicial



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				22



				Subcomisión de ética y Valores del I CJ SJ



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				23



				Comisión contra el Hostigamiento Sexual



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				24



				Comisión de Alto Nivel de Seguimiento de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres del Instituto Nacional de Mujeres



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				25



				Comisión de Accesibilidad



				Licda. Sara Arce Moya







				26



				Comisión Nacional contra la Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes (CONOACOES) del Patronato Nacional de la Infancia



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda.  Andrea Murillo Briones







				27



				Sub Comisión para la Prevención del Hostigamiento Sexual en el Ámbito Académico



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				28



				Comisión Interinstitucional de Derechos Humanos



				Lic. José Pablo Miranda Hurtado







				29



				Comité técnico de Portabilidad Numérica



				Licda. Sofía Valenzuela Barrantes







				30



				Sub Comisión sobre la Política Nacional para una Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia del Ministerio de Relaciones Exteriores



				Lic. William Aragón Garita







				31



				Comisión Interinstitucional de Seguridad Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				32



				Comisión Interinstitucional Anticorrupción



				Lic. Carlos Meléndez Sequeira







				33



				Comisión de Enlace Fiscalía – CGR (Básicamente lo que hace el funcionario es enlace CGR)



				Lic. Carlos Meléndez Sequeira







				34



				Comisión de Enlace Interinstitucional para la protección de la Propiedad Intelectual (CIPI)



				Licda. Criss González 







				35



				Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y Trata de Personas (CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				36



				Subcomisión Diversidad Sexual



				Lic. William Aragón Garita







				37



				Comisión Interinstitucional “Convenio de Cooperación entre INS Y Poder Judicial”



				Lic. Miguel Ángel Navarro Cordero







				38



				Sub Comisión de Equipo de Respuesta Inmediata (ERI)



				Lic. Mauricio Boraschi Hernández
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				Comisión de Ciberseguridad y de Ciberdelincuencia del Poder Judicial 



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda



Licda.  Laura Monge Cantero







				40



				Comisión Técnica Permanente de Procuración de Justicia (adscrita a la CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				41



				Comisión Técnica Permanente de Análisis, Estadística e Investigación (adscrita a la CONATT)



				Licda. Eugenia Salazar Elizondo







				42



				Subcomisión de la Jurisdicción Penal 



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				43



				Red de Observancia y Aplicación de la Normativa de Vida Silvestre de Centroamérica y República



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				44



				Red Latinoamericana de Ministerio Público Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				45



				Consejo Directivo de la Escuela Judicial



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				46



				CONAMAJ



				Licda.  Mayra Campos Zúñiga







				47



				Comisión Institucional para valorar los Temas de Servicio



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				48



				Equipo de Respuesta Rápida



				Lic. Mauricio Boraschi Hernández







				49



				Comisión para investigar la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial 



				Lic. Álvaro Montoya Martínez







				50



				PANI



				Lic. Omar Jiménez Madrigal







				51



				PISAV



				Licda. Sara Arce Moya







				52



				CEDW- INAMU



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				53



				Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia. Poder Judicial



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				54



				Control de Calidad (GICA)



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				55



				Comisión de Salud Ocupacional



				Lic. David Brown Sharpe







				56



				Control Interno del Poder Judicial



				Lic. David Brown Sharpe







				57



				Comisión DE Anticorrupción – CC Comisión de Transparencia



				Licda. Emilia Navas Aparicio







				58



				Comisión Interinstitucional para analizar situaciones que presenten las personas con aplicación de una medida cautelar, seguridad creativa, o bien privados de libertad que presenten trastornos mentales 



				Lic. Carlos Montenegro Sanabria







				59



				Migrantes y Refugiados



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				60



				Acceso a la Justicia de Personas Afro - Descendientes



				Licda. Mayela Pérez Delgado







				61



				Comisión para la creación del Reglamento de las Instituciones de Utilidad Pública 



				Lic. Juan Carlos Cubillo Miranda







				62



				Hacinamiento Carcelario



				Licda. Emilia Navas Aparicio



Licda. Mayra Campos Zúñiga







				63



				Propuestas para adoptar medidas urgentes y necesarias de reforma al Poder Judicial



				Licda. Mayra Campos Zúñiga







				64



				Equipo de Trabajo Conformado para la Implementación de las “normas técnicas para la gestión y le control de las tecnologías de información”, emitidas por la contraloría General de la República



				Lic. Rodrigo Villegas Arias







				65



				Comisión de trabajo para impulsar el desarrollo de un centro interinstitucional para víctimas de violencia sexual



				Licda. María Gabriela Alfaro Zúñiga



Licda. Andrea Murillo Briones







				66



				Comité consultivo en materia de Seguridad Ciudadana



				Licda. Ingrid Guth Ruiz







				67



				Comisión Jurisdicción Agrario Ambiental



				Lic. José Pablo González Montero



Lic. Luis Diego Hernández Araya







				68



				Comisión de análisis sobre destrucción de Droga



				Lic. Álvaro Montoya Martínez



Lic. Luis Enrique Quesada Brenes
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Se acordó: Tener por recibida la comunicación anterior. Se declara acuerdo firme. 



                                                                                                                               Acta de Corte Plena Nº 057 - 2018 








      



Fecha: 17 de Diciembre del 2018



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO VI



Documento N° 14776-18



            La Magistrada Escoto, en su condición de Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia y Coordinadora Comisión de la Jurisdicción Agraria y Agroambiental, en correo electrónico del 10 de diciembre del año en curso manifestó: 



         “Reciba un cordial saludo. A la vez, le solicito se sirva hacer de conocimiento de las demás personas integrantes de Corte Plena el deseo de la Comisión de Acceso a la Justicia de que el Magistrado Jorge Olaso Álvarez, integrante de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, se integre a formar parte de la Comisión.



Se estima es trascendental el Magistrado Olaso se integre a formar parte directa del equipo de trabajo para aprovechar sus conocimientos en la materia y por considerar dará un aporte significativo en el logro de los objetivos propuestos en las Políticas Institucionales vinculadas con el acceso a la justicia de las diferentes poblaciones en condición de vulnerabilidad y en la proyección de éstas establecido en la propuesta de Plan Estratégico Institucional 2019-2024 que se somete a aprobación de Corte Plena.”



-0-



            Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, designar al magistrado Olaso como nuevo integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia. Se declara acuerdo firme.



	act-1-0003-3665-32







Acta de Corte Plena Nº 002 - 2019 








      



Fecha: 21 de Enero del 2019



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO VI



Documento N° 11842-10, 369-18



La licenciada Milagro Rojas Espinoza, Magistrada Suplente de la Sala Segunda, en nota del 11 de enero en curso, comunicó:



“En este año que inicia y después de meditarlo mucho, he tomado la decisión de renunciar como integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, en un inicio denominada Comisión de Personas con Discapacidad, así como de las subcomisiones de acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la de Niñez y Adolescencia.



Cabe indicar que he tenido el honor de pertenecer esa Comisión desde el año 2008, siendo incluso que ante la creación de la subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes, dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia de la Corte Suprema de Justicia, en acuerdo tomado en la sesión N°100-12 del Consejo Superior, celebrada el 15 de noviembre del 2012, se me nombró como coordinadora.



Asimismo en el año 2011 y ante la renuncia de la Magistrada Varela como coordinadora de la Subcomisión de Niñez y Adolescencia, Corte Plena me designa en su lugar.



El haber sido parte de esta importante Comisión y de las subcomisiones citadas, me ha dejado un sinnúmero de satisfacciones y gratas experiencias, pues estoy convencida de la importancia que reviste para la administración de justicia, la existencia de estas herramientas de acceso a la población en estado de vulnerabilidad. Siempre he estado en primera fila, cuando se trata de trabajar por el mejoramiento de las condiciones del servicio público que el Poder Judicial brinda a la ciudadanía y es por ello, que pese a la cantidad de asuntos que como jueza me corresponde tramitar y resolver, en el tiempo que estuve integrando este órgano, he procurado conciliar mi responsabilidad para con los/as usuarios/as del despacho y las labores y el tiempo que demanda la Comisión y las sub- Comisiones. Empero, el aumento en el circulante y el haber sido nombrada como jueza coordinadora, hace que se me dificulte cumplir de manera exitosa, las responsabilidades que conllevan integrar la citada comisión y la coordinación eficaz de las subcomisiones. Es por ello, que muy a mi pesar, pero pensando en lo mejores intereses de éstas, he decidido dejar ese espacio a otra persona, que pueda, al igual que lo hice yo durante varios años, realizar sus labores profesionales en su quehacer diario y al mismo tiempo pueda dedicarle un espacio a las tareas propias de la Comisión y subcomisiones. No omito indicar que la información del trabajo realizado en ambas sub-Comisiones se encuentra en la Unidad de Acceso a la Justicia, quien siempre fue un apoyo fundamental para el éxito de las acciones realizadas, como por ejemplo la “Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial y su Plan de Acción”, aprobada por la Corte Plena, en la sesión N° 35-15 celebrada el 21 de setiembre del 2015, con lo cual este Poder del Estado ha dado una muestra de sensibilidad y acceso a la justicia, con rostro humano, siendo ese uno de los principales logros obtenidos desde la creación de dicha sub-Comisión.



         Aprovecho también para agradecer a los/a Presidentes/a de Corte que en estos diez años de trabajo, siempre brindaron un apoyo incondicional al quehacer de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las diferentes Sub Comisiones, a las ex Magistradas Anabelle León Feoli y Carmenmaría Escoto Santamaría (sic), que desde la Coordinación orientaron las acciones que fortalecieron los derechos humanos de los/as funcionarios/as judiciales y de los/as usuarios, desearle muchos éxitos y satisfacciones al/la próximo/a Magistrado/a que Corte Plena designe para asumir la coordinación, en sustitución de la recién jubilada, Magistrada Carmenmaría Escoto Santamaría (sic).



         Reciba un cordial saludo y mi reconocimiento a su labor como Presidente de Corte Plena.”



- 0 -



Se acordó: 1.) Tener por aceptada la renuncia de la licenciada Milagro Rojas Espinoza, Magistrada Suplente de la Sala Segunda como integrante de la Comisión de Acceso a la Justicia, así como de las Subcomisiones de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes y la de Niñez y Adolescencia, y reconocerle su labor en las citadas comisiones. 2.) Hacer de conocimiento de la Presidencia de la Sala Segunda la citada renuncia. Se declara acuerdo firme.



                                                                                                                            Acta de Corte Plena Nº 005 - 2019 








      



Fecha: 11 de Febrero del 2019



Descriptores/Temas: Comisiones y Sub Comisiones Institucionales (Integración)



ARTÍCULO IV 



Documento 1298-2019



            La servidora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-02-2018 de 4 de febrero en curso, manifestó: 



“Por la reciente jubilación de la Magistrada Carmenmaría Escoto Fernández quien fungía como coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia, quedando el Magistrado Jorge Olaso Alvarez como único Magistrado integrante de esta Comisión, le solicito de manera respetuosa, se valore la posibilidad de su designación como Coordinador de este órgano. 



 



Agradezco la atención a esta solicitud.”



 



-0-



            Se acordó: Tener por conocida la comunicación anterior y en consecuencia, designar al magistrado Olaso como Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. Se declara acuerdo firme. 
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Artículo XIX














[bookmark: _GoBack]CIRCULAR N° 77-2004



Asunto: Obligación de cumplir con la Ley 7600.



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión N° 12-04, celebrada el 29 de mayo del año en curso, artículo XXV, dispuso comunicarles la obligación en que están de cumplir con la Ley 7600 de 2 de mayo de l996 "Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", especialmente en lo que respecta a la información que debe brindarse a las personas discapacitadas en los procesos judiciales y al acceso general a la justicia a que tienen derecho.



San José, 03 de junio de 2004.-



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



Publicada en el Boletín Judicial Nº 119 del 18 de junio del 2004.







Circulares y Avisos
Raíz







Circular Nº 89-2004.








CIRCULAR N° 89-2004



Asunto: Modificación a la circular Nº 77-04, sobre la aplicación de la "Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad".



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS



SE LES HACE SABER QUE:



Que la circular Nº 77-04, sobre la aplicación de la "Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", publicada en el Boletín Judicial Nº119 del 18 de junio de 2004, en adelante deberá leerse así:



La Corte Plena en sesión N° 12-04, celebrada el 29 de mayo del año en curso, artículo XXV, dispuso comunicarles la obligación en que están de cumplir con la Ley 7600 de 2 de mayo de l996 "Ley de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", especialmente en lo que respecta a la información que debe brindarse a las personas con discapacidad en los procesos judiciales y al acceso general a la justicia a que tienen derecho.



San José, 07 de julio de 2004.-



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



Publicada en el Boletín Judicial Nº 139 del 16 de julio de 2004.



Circulares y Avisos
Raíz







Circular N° 101-2005.








CIRCULAR No. 101-2005



ASUNTO: Obligación de dar trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en situación especial.



A TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión N° 50-05, celebrada el 30 de junio de 2005, artículo XLVIII, dispuso reiterarles que de conformidad con lo que establece la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad N° 7600, están en la obligación de brindar un trato preferencial a personas con discapacidad, adultos mayores, menores de edad, indígenas, víctimas y personas en alguna situación especial.



San José, 5 de agosto de 2005. 



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Publicada en el Boletín Judicial N° 160 del 22-08-2005.







Circular Nº 106-2007.
CIRCULAR N° 106-07








CIRCULAR N° 106-07



Asunto: Protocolo de uso y control de las oficinas para la atención de las personas con discapacidad en el Poder Judicial.



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión N° 070-07, celebrada el 20 de setiembre de 2007, artículo L, aprobó el Protocolo de uso y control de las oficinas para la atención de las personas con discapacidad en el Poder Judicial, a saber:



 



PROTOCOLO DE USO Y CONTROL DE LAS OFICINAS PARA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL



 



a. Dar cumplimiento a la circular No-34-2004 de la Dirección Ejecutiva, donde se establece "... se proceda a divulgar la existencia de las Oficinas de Atención a las Personas con Discapacidad y señalar mediante rótulos los espacios físicos que ocupan estas Oficinas."Acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión celebrada el 11 de mayo en curso, artículo LIV.



b. El o la Administradora Regional deberán velar por que dichas oficinas estén claramente identificadas, con el logo internacional y nombre de la oficina "Oficina de Atención de Personas con discapacidad", dicho rótulo debe estar bien ubicado, en relieve alto, de colores, y con un tamaño adecuado además debe ser en la medida de lo posible pictórico, con el objetivo de asegurarle a la población con discapacidad, el acceso a la información, siempre bajo el diseño universal.



 



c. Será responsable él o la Administradora Regional de Unidad, Subunidad u Oficina Administrativa Regional de:



Mantener las normas básicas de limpieza y estética en la oficina como los son el orden, la pintura, el mobiliario básico y afiches informativos entre otros.



Para minimizar el tiempo de espera en la búsqueda de la llave, establecer e implementar los mecanismos de control necesarios para el uso y disponibilidad de las llaves de las oficinas, con ello la posibilidad de extravío.



Girar instrucciones a las (os) Oficiales de Seguridad sobre la atención primaria que deben brindar en la puerta principal y establecer el protocolo que estos deben seguir.



Girar las instrucciones necesarias al personal de seguridad para que cuando se requiera se coordine el préstamo de la silla de ruedas o las muletas.



Girar instrucciones para que se brinde información en la recepción del edificio, sobre el uso de la Oficina de Atención a las Personas con Discapacidad.



Se debe colocar un rótulo en la entrada del Edificio donde no se cuente con acceso, que indique a las (os) usuarias (os) con discapacidad, que están en su derecho de solicitar ser atendidas (os) en el primer piso o nivel de ser necesario y que pueden obtener más información con el Oficial de Seguridad o con el personal de la recepción.



El ó la oficial de Seguridad o el personal del área de la recepción debe informar inmediatamente al despacho respectivo de la presencia de la persona usuaria que necesite el servicio, para que bajen a atenderla en la oficina designada para tales efectos o bien en la Subcontraloría de Servicios.



Realizar periódicamente recordatorios vía correo electrónico u otro medio sobre la obligatoriedad de las/os funcionarias a desplazarse a estas oficinas para la atención debida.



d. Si no se cuenta con una oficina para la atención de personas con discapacidad se debe dar cumplimiento al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 09 de setiembre de 2003, artículo L, en donde el Consejo Superior comunica a las Unidades, Subunidades, Oficinas Administrativas Regionales y el Departamento de Servicios Generales la obligación de establecer la coordinación correspondiente entre despachos que se encuentren en un mismo edificio, a efecto de que los que se ubican en la primera planta, brinden las facilidades necesarias para que se atienda a las personas que requieren de los servicios judiciales."



 



San José, 8 de octubre de 2007.-



 



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General de la Corte



CC: Diligencias



Maricruz



SALIO PUBLICO EN EL B0LETIN JUDICIAL Nº 208 DEL 30-10-2007 















Circular Nº 081-08.
CIRCULAR Nº 81-08








CIRCULAR Nº 81-08



ASUNTO:    Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial. 



  A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAIS 



SE LES HACE SABER QUE:



 



La Corte Plena, en sesión N° 14-08 celebrada el 5 de mayo de 2008, artículo XIII, aprobó la "Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial" cuyo texto es el siguiente: 



Introducción



El Poder Judicial consecuente con su compromiso de trabajar en la defensa de los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, a través de la Comisión de Accesibilidad y la Secretaría Técnica de Género, desarrolla durante el año 2006 una investigación con perspectiva de género, en relación con las condiciones institucionales en torno al cumplimiento del marco jurídico que protege los derechos humanos de las personas con discapacidad; desde la perspectiva de las (os) servidoras (es), las (os) usuarias (os), la organización y los medios destinados a este propósito, motivando así el diseño de iniciativas concretas para su cumplimiento en políticas y programas de la institución. 



Es así como surge la propuesta de la Declaración de la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, como una manifestación de profundo respeto al principio de igualdad, al asegurar que todas las acciones del quehacer judicial incorporen y posibiliten la igualdad de oportunidades y la transversalidad de la discapacidad, entendida esta, como un proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de este sector de la población, en una dimensión integral del diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, para que todos los servicios se brinden en condición de igualdad y equidad. En la elaboración de esta propuesta participaron activamente integrantes de la Comisión de Accesibilidad, funcionarias (os) judiciales y población con discapacidad usuaria de los servicios del Poder Judicial.



Con el fin de obtener una validación institucional a través de un proceso participativo y crítico, que involucre a las (os) funcionarias (os) judiciales, se presenta este documento como una propuesta de trabajo, que permitirá en una etapa posterior, una vez incluidas las observaciones que resulten de este proceso, someterla a conocimiento de Corte Plena para su aprobación, legitimando así su futura aplicación. 



 



DECLARACION DE LA POLÍTICA DE IGUALDAD PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL



 



Considerando:



Que el derecho a la igualdad y no discriminación de todos los seres humanos se encuentra reconocido en diversos instrumentos de protección de los derechos humanos tales como: Declaración Universal de los Derechos Humanos (), Pacto de Derechos Civiles y Políticos() y la Convención Americana de Derechos Humanos ().



Que el derecho al acceso a la justicia es reconocido en los siguientes instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos: Declaración Universal de Derechos Humanos () Pacto de Derechos Civiles y Políticos() y la Convención Americana de Derechos Humanos(). 



Que el Estado costarricense por medio de la Ley 7948 aprueba la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad. La cual establece el derecho de la población con discapacidad a no ser discriminada()y el derecho al acceso a la justicia().



Que la Constitución Política Costarricense reconoce el derecho a la igualdad()y los derechos al acceso a la justicia().



Que conforme a la ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad()se establecen una serie de obligaciones estatales dirigidas ha asegurar la igualdad y equidad para las personas con discapacidad.



Que el Poder Judicial tiene como mandato constitucional la administración de la justicia en forma pronta y cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes. 



 



Reconociendo:



Que existe una realidad social identificada por las institucionales nacionales y organismos internacionales que refleja la desigualdad económica, jurídica, política, ideológica que viven las personas en condición de discapacidad en la sociedad costarricense.



Que el Poder Judicial realizó un diagnóstico institucional (2006) en el cual se identificaron las desigualdades existentes, las necesidades y las líneas de acción a seguir. Dicho documento de diagnóstico constituye una base fundamental de la política ya que plantea y orienta las medidas a tomar en las diferentes dimensiones de trabajo en la administración de justicia y el acceso a sus servicios de las personas con discapacidad.



Que las personas en condición de discapacidad son muy diversas por razones de género, edad, condición económica, discapacidad, orientación sexual, creencias, etc.



 



Tomando en cuenta los siguientes principios:



El principio no discriminación por razones de discapacidad: significa que toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.() 



El principio de equiparación: utilizar acciones afirmativas o medidas correctivas dirigidas a corregir desigualdades sociales conforme a los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos que establece: "No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin de promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o preferencia…()"



 



El principio del respecto a la diversidad: evidenciar las diferencias de los seres humanos según edad, género, étnica, religión, condición económica, situación geográfica, discapacidad, etc., reconociendo que los intereses, necesidades y percepciones de esta diversidad de seres humanos son igualmente diferentes. 



El principio de igualdad de oportunidades: ampliar el principio de igualdad formal, al de igualdad real y equidad tomando en cuenta con criterios de equidad las condiciones personales y el trasfondo humano de los conflictos en cada uno de los casos y sus consecuencias. 



El principio de la no violencia: prevenir, sancionar y erradicar la violencia estructural que se da cuando se invisibiliza e ignora las necesidades de las personas con discapacidad en los servicios judiciales (). 



El principio de accesible: brindar facilidades para que todas las personas puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso de todos los servicios requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, su movilidad y su comunicación (). 



El principio de vida independiente: abordar el "problema" en el entorno y no en las personas, permitiendo que estas tomen las decisiones en sus vidas (). 



El principio de auto representación: desarrollar mecanismos de participación ciudadana en todas las instancias judiciales donde las personas con discapacidad como colectiva social participen en la toma de decisiones (). 



Principio de Participación conforme a la edad cronológica: relacionarse con las personas con discapacidad conforme a la edad cronológica 



Asumir en su totalidad los principios enunciados en el Código de Ética de la justicia como un servicio público; la independencia judicial libre de prejuicios; la transparencia judicial; la participación ciudadana; el mejoramiento de la administración de la justicia; el acceso a las instancias judiciales; así como los deberes de capacitación judicial, reserva e imparcialidad.



Incorporar los principios enunciados en el Código de Ética con el fin de promover la igualdad de las personas en condición de discapacidad.



 



Acuerda:



Adoptar una Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad que de manera transversal, prioritaria y sustantiva incorpore la perspectiva de la discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial. Para garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial().



Integrar esta política a la misión, visión y los objetivos institucionales, así como en los procesos de planificación, en los planes anuales operativos y presupuestos ().



Incorporar todos los principios establecidos en esta política en el Código de Ética Judicial y el Estatuto Judicial ().



Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo que sean necesarios con el fin de garantizar la integración y aplicación de esta política en los diferentes ámbitos del Poder Judicial().



Asegurar los recursos humanos, materiales, financieros y técnicos necesarios, así como la creación de órganos, métodos y procedimientos adecuados para implementar esta política e incorporar criterios de descentralización para que se haga efectiva ().



Garantizar el seguimiento y monitoreo de la política de igualdad para las personas en condición de discapacidad creando mecanismos que sean necesarios para lograr la coordinación entre los tres ámbitos de la administración judicial responsables de su aplicación, con la instancia que las autoridades judiciales determinen para velar por el cumplimiento de la presente política ().



Incluir e implementar las acciones afirmativas o medias de corrección que se requieran en el plan de acción con el fin de asegurar la eliminación de las desigualdades que sufren las personas en condición de discapacidad ().



Transversar la perspectiva de la discapacidad y el principio de no discriminación por razones de discapacidad en todos los servicios judiciales incluyendo los dirigidos a las personas servidores judiciales ().



Dar a conocer de manera inmediata la presente política en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial, así como en la sociedad civil con el objeto que se aplique en forma inmediata ().



Concienciar y capacitar en forma sistemática y continua a las personas servidoras judiciales con el objeto de lograr un cambio de actitud en la cultura institucional acorde a los principios establecidos en esta política ().



Promover la participación ciudadana de personas con discapacidad en los diferentes órganos del Poder Judicial ().



Asegurar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad, cortesía y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas con discapacidad, que tomen en cuenta sus características específicas y elimine todas aquellas normas, prácticas y costumbres que tengan un efecto o resultado discriminatorios por razones de discapacidad o de cualquier otra naturaleza ().



Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las instalaciones de atención al público relacionado con los servicios judiciales sean accesibles para que las personas en condición de discapacidad los usen y disfruten ().



Brindar información veraz, comprensible y accesible sobre los servicios judiciales a la población con discapacidad ().



Apoyar a la Comisión de Accesibilidad y los comités locales en la coordinación, el desarrollo, la promoción, la ejecución, la evaluación y el seguimiento de esta política, para lograr alcanzar a corto, mediano y largo plazo las metas propuestas y erradicar así las desigualdades y discriminaciones por razones de discapacidad en todos los ámbitos de la administración de justicia ().



LÍNEAS GENERALES DEL PLAN DE ACCIÓN



Con el fin de lograr la igualdad real, considerando la normativa jurídica internacional y nacional de los Derechos Humanos, los principios que rigen el Código de ética del Poder Judicial, incluyendo los principios establecidos en esta política, así como los compromisos asumidos por la Corte Suprema de Justicia en los procesos de modernización, se presentan a continuación la meta y las líneas generales a ser contempladas en un plan de acción que permita a la práctica la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial.



Meta de la Política de Igualdad para las Personas en Condición de Discapacidad del Poder Judicial



Garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminación en los servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno del Poder Judicial para las personas en condición de discapacidad.



Líneas de acción de la política



Las acciones a seguir en todos los ámbitos del Poder Judicial para la implementación de la presente política, deben orientarse a la identificación y erradicación de las desigualdades por razones de discapacidad. Especial atención debe darse en el acceso a los servicios judiciales y en las decisiones judiciales. Además las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretación y aplicación de la justicia, ni interferir en el desempeño de las personas servidoras judiciales en relación a sus funciones.



La Comisión de Accesibilidad y administraciones regionales en los distintos circuitos judiciales, serán responsables de la implementación, seguimiento y evaluación de la política.



Las áreas estratégicas para la ejecución de la política serán las siguientes:



a. Gestión de Personal 



b. Comunicación, información y señalización 



c. Espacios accesibles 



d. Desarrollo de tecnología que facilite la accesibilidad 



e. Políticas, Normas y Procedimientos Institucionales 



f. Labor Jurisdiccional 



g. Organización Administrativa 



h. Monitoreo e Implementación 



Las acciones propuestas serán desarrolladas en diferentes ámbitos como lo son:



En el ámbito Administrativo



Aspectos Generales 



El Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y demás instancias administrativas del Poder Judicial deben impulsar el mejoramiento y fortalecimiento de los mecanismos administrativos y jurisdiccionales existentes para lograr la accesibilidad a la justicia a las personas con discapacidad usuarias sin discriminación tales como la Contraloría de Servicios, el Departamento de Personal, el Departamento de Planificación, la Inspección Judicial, la Defensa Pública y la Oficina de Atención a la Víctima.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio de las administraciones regionales establecerán servicios de apoyo que brinden a) ayudas técnicas que faciliten el acceso a la justicia de las personas con discapacidad b) personal especializado que facilite el acceso a los servicios judiciales a las personas en condición de discapacidad.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deben asegurar que los inmuebles donde se otorgan los servicios judiciales sean accesibles para lo cual deberán a) Mantener un diagnóstico actualizado de los inmuebles en el cual se otorgan los servicios con el fin de identificar las barreras arquitectónicas. b) Implementar un sistema de control que asegure que los inmuebles que alquile el Poder Judicial cumplan con las normas establecidas en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. c) Actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales d) Elaborar y ejecutar un plan de eliminación de barreras arquitectónicas para los inmuebles propiedad del Poder Judicial e) Negociar con las personas propietarias de los bienes inmuebles alquilados la realización de las adaptaciones necesarias para asegurar el acceso arquitectónico a los inmuebles de las personas usuarias en condición de discapacidad. F) Rescindir los contratos de inquilinato donde los inmuebles no aseguren un mínimo de accesibilidad arquitectónica para las personas con discapacidad. 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través de los departamentos de Servicios Generales y Proveeduría deberán asegurar que los muebles para la atención al público y para servidores judiciales sean accesibles para lo cual a) Mantener un diagnóstico actualizado de los muebles que se utilizan para la atención al público donde se identifique aquellos que contemplen barreras de acceso b) Diseñar y actualizar una guía sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales. c) Elaborar y ejecutar un plan de renovación de muebles para asegurar que estos sean accesibles, cómodos y satisfactorios para su uso por parte de la población en condición de discapacidad.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva implementen procesos de atención cómodos, seguros, accesibles y eficientes que aseguren la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.



El Consejo Superior, el Consejo de Administración de Circuitos y los órganos auxiliares de justicia (Organismos de Investigación Judicial, Ministerio Publico y Defensa Pública) promoverán, la adquisición de automóviles accesibles que otorgan servicios al público. 



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva a través del Departamento de Servicios Generales asegurarán una señalización accesible en los inmuebles judiciales mediante las siguientes acciones: a) realizar un diagnóstico sobre la señalización existente en los inmuebles donde se dan servicios judiciales, b) Diseñar y actualizar una guía sobre señalización accesible para los inmuebles donde se otorgan servicios judiciales, c)Elaborar y ejecutar un plan de renovación de rótulos de señalización que sean accesibles para la población en condición de discapacidad.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberá desarrollar gestiones para prevenir los riesgos que surjan de emergencias por medio de las siguientes acciones a) Realizar un diagnóstico sobre riesgos en situaciones de emergencia en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad b) Elaborar una guía para la prevención de riesgos en situaciones de emergencias en los edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad c) Capacitar al personal judicial sobre el manejo de emergencia incorporando la variable de la discapacidad d) Diseñar un plan para ser ejecutado para garantizar la seguridad de todos las personas usuarias de los servicios judiciales sin discriminación por razones de edad, discapacidad, género, etc.



El Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva por medio del Departamento de Seguridad deberán implementar un programa de salud ocupacional para el personal con una discapacidad que laboran en el Poder Judicial.



 



Planificación, Seguimiento, Evaluación y Presupuesto 



El Departamento de Planificación deberá promover la incorporación de las acciones derivadas del cumplimiento de la Política en los planes estratégicos, en los planes anuales operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial y, será responsable de que esta disposición se cumpla a través de un efectivo seguimiento.



El Departamento de Planificación junto con la Comisión de Accesibilidad desarrollará un sistema de indicadores para medir el avance de la implementación de la Política de Igualdad para las personas en condición de discapacidad.



El Departamento de planificación con la asistencia técnica de la Comisión de Accesibilidad realizará una evaluación anual de los planes y programas de las oficinas y despachos judiciales, para determinar el logro o grado de avance de los resultados esperados en materia de igualdad y discapacidad.



Los centros de responsabilidad conforme a la Ley 7600 asegurará que las acciones para garantizar la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad previstas en los planes y programas de todas las oficinas y despachos judiciales tengan el respectivo contenido presupuestario.



El Departamento de Planificación, mediante la Sección de Estadística desarrollará indicadores desde la perspectiva de la discapacidad para recoger información que sea útil para la toma de decisiones. 



El Departamento Financiero Contable velará por la correcta asignación de recursos conforme a lo planificado y la auditoria es la entidad responsable de evaluar el cumplimiento.



 



Gestión de Personal 



El Departamento de Personal como ente rector en materia Gestión Humana en el Poder Judicial deberá garantizar que los procesos de selección de personal estén adaptados a las condiciones de los aspirantes con discapacidad y se asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos.



El Departamento de Personal incorporará en los procesos de inducción la perspectiva de la discapacidad para promover actitudes respetuosas para esta población.



El Departamento de Personal debe asegurar que las políticas de contratación de personal, incentivos, ascensos, formación profesional, evaluación del desempeño y administración de los recursos humanos en general no discriminen por razones de discapacidad.



El Departamento de Personal formará a servidores/as judiciales en la lengua de señas costarricense con énfasis en el área jurídica para la atención al público.



El Departamento de Personal desarrollará acciones para facilitar que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para desempeñar lo mejor posible sus funciones. Así como readaptar y reubicar al personal que adquiera una discapacidad.



 



Capacitación 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación en coordinación con la Comisión de Accesibilidad elaborarán planes de capacitación permanente en la perspectiva de la discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.



 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación deberán incorporar en sus cursos y planes de capacitación, la perspectiva de la discapacidad de manera específica y transversal en todo su quehacer 



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación desarrollarán material didáctico relacionado con los derechos de las personas con discapacidad para todo el personal, en todos los ámbitos y niveles del Poder Judicial.



La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la capacitación aplicarán adecuaciones curriculares para los procesos de formación y evaluación. 



 



Información y Comunicación 



La información al público que emane del Poder Judicial deberá ser accesible a todas las personas, según sus necesidades particulares (). Para ello: a) Se otorgará servicios de información y comunicación virtual deben cumplir con los requerimientos de accesibilidad para las personas con discapacidad mental y sensorial y b) Las dependencias judiciales que atienden al público deberán contar con personal que informe en lengua de señas costarricense 



La Biblioteca del Poder Judicial contará con: i) documentación actualizada sobre los derechos de las personas con discapacidad ii) material bibliográfico accesible para la población con discapacidad mental y sensorial, y iii) contará con un tesauro desde el enfoque de los derechos humanos de las personas con discapacidad.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial llevará a cabo programas de información y divulgación a personas en condición de discapacidad sobre el acceso a la justicia en condiciones de igualdad y sobre los mecanismos a su disposición para efectuar los reclamos correspondientes en caso de considerarse afectados. De igual forma, divulgará a lo interno del Poder Judicial la política de igualdad para las personas con discapacidad utilizando los medios idóneos.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial implementará un programa de divulgación de las resoluciones judiciales que incorporen la perspectiva de los derechos de las personas con discapacidad ante los medios de comunicación.



El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional del Poder Judicial en coordinación con la Comisión de Accesibilidad divulgará los logros alcanzados en materia de igualdad de las personas con discapacidad en el acceso a la justicia así como artículos y resoluciones de interés sobre el tema.



 



Desarrollo de Procesos, normas y métodos



Las diversas instancias del Poder Judicial desarrollarán protocolos, guías y directrices para mejorar la atención a las personas usuarias y personal de los servicios judiciales.



La Comisión de Accesibilidad conformará un equipo de trabajo para elaborar recomendaciones que aseguren que las normas, métodos y procesos judiciales sean accesibles para las personas usuarias con discapacidad. 



 



 



 



 



En el ámbito Jurisdiccional



Los jueces y juezas deberán aplicar prioritariamente las Normas Internacionales de Protección de los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad tales como la Convención Interamericana sobre todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, las Normas Uniformes de Naciones Unidas para la Equiparación de Oportunidades, etc.



Los jueces y juezas en su labor interpretativa deberán tomar en consideración los principios generales de interpretación del derecho de las personas con discapacidad y la desigual condición entre las personas para eliminar todo sesgo por razones de discapacidad que produzca un efecto o resultado discriminante contra las personas con discapacidad en todas las esferas o materias jurídicas.



Los jueces y juezas en su labor de análisis y valoración se abstendrán de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural o ideológico que configuren prejuicios que produzcan efectos o resultados discriminatorios y subordinantes contra las personas en condición de discapacidad.



Los jueces y juezas para garantizar el precepto constitucional de justicia pronta y cumplida considerarán prioritariamente los casos en los cuales se expresa la desigualdad contra las personas en condición de discapacidad tales como situaciones de violencia intrafamiliar, discriminación por razones de discapacidad y otras.



Los jueces y juezas redactarán las resoluciones judiciales con un lenguaje inclusivo y respetuoso de los derechos humanos de las personas con discapacidad.



Los jueces y juezas velarán en la fase de ejecución de sentencia que las resoluciones no produzcan efectos adversos basados en prejuicios contra las personas con discapacidad que menoscaben el disfrute de los derechos o acciones logradas en el fallo.



El Departamento de Trabajo Social y de Medicina Legal Forense contará con personal especializado o bien se capacitara para su especialización a funcionarios en discapacidad para realizar los peritajes respectivos. En caso de contratación externa de peritajes quienes lo ejerzan deberán cumplir con los requisitos preestablecidos y certificados de su idoneidad.



El Sistema Costarricense de Información Jurídica pondrá a disposición de quienes administran justicia una metodología de incorporación de la perspectiva de la discapacidad para las resoluciones judiciales que reúna un tesauro desde la visión de los derechos humanos de las personas con discapacidad que incluya legislación, resoluciones judiciales y doctrina. 



En toda Comisión que la Corte Suprema de Justicia designe con la finalidad de elaborar alguna propuesta de ley o reforma legal, deberá ser considerada la participación de una persona con estudios o experiencia en materia de los derechos humanos de las personas con discapacidad, de modo que pueda incorporar la perspectiva de la discapacidad.



En el ámbito Auxiliar Jurisdiccional



Ministerio Público 



Deberá promover el cumplimiento de las directrices para reducir la revictimización de personas en condición de discapacidad en los procesos judiciales.



La Oficina de Atención a la victima deberá incorporar transversalmente la perspectiva de la discapacidad en los servicios que otorga.



Defensa Pública 



La Defensa Pública deberá revisar periódicamente la situación de las personas que se encuentran con medidas de seguridad con el objeto justificar la continuidad de la misma.



La Defensa Pública procurará otorgar servicios de defensa del derecho alimentario en lugares accesibles, seguros y cercanos a las personas con discapacidad usuarias de estos.



 Organismo de Investigación Judicial



El personal técnico y profesional del Departamento de Medicina Legal que lleva a cabo las evaluaciones médicas y psicológicas, deberán incorporar la perspectiva de la discapacidad en el momento de la valoración así como en el informe correspondiente.



El personal del Organismo de Investigación Judicial procurará erradicar prácticas que revictimicen a las personas con discapacidad



Relaciones interinstitucionales



a. Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará relaciones de colaboración y asistencia técnica con el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, cuando se estime oportuno.



 Defensoría de los Habitantes 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial trabajará en conjunto con la Defensoría de las Personas con Discapacidad de la Defensoría de los Habitantes, para la detección, análisis y propuesta de solución de situaciones de discriminación por razones de discapacidad que se presenten en el ámbito judicial.



 Instituto de Rehabilitación y Formación Hellen Keller 



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollará relaciones de colaboración y asistencia técnica con el Instituto de Rehabilitación y Formación Hellen Keller cuando se estime oportuno.



Sociedad Civil



La Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial promoverá la participación de organizaciones de personas con discapacidad en diferentes instancias como la Comisión de Accesibilidad, Comités Locales o Comisiones especiales donde la presencia de la sociedad civil es fundamental para asegurar su participación ciudadana.



Red Interinstitucional



La Comisión de Accesibilidad y las Administraciones regionales en los diferentes Circuito Judiciales del Poder Judicial promoverán la creación de una red interinstitucional conformada por representantes de instituciones estatales, internacionales y sociedad civil vinculadas con la protección de los derechos humanos de las personas con discapacidad para la coordinación de programas, acciones destinadas a promover iniciativas de ley y monitorear la aplicación del marco jurídico de los derechos humanos sin discriminación por razones de discapacidad.



Monitoreo e Implementación



La Secretaría de Género será la responsable del seguimiento y evaluación de las acciones que se implementan para cumplir con la presente política en todas las oficinas y despachos del Poder Judicial, para lo cual solicitará informes cada seis meses. Dichos informes se sistematizarán para ser presentados a la Comisión de Accesibilidad en los meses de junio y noviembre de cada año. Una vez al año se presentarán los avances a la sociedad civil y al ente rector en el tema de discapacidad el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial. 



ESTRATEGIAS DE IMPLEMENTACIÓN



La Corte Plena será el órgano máximo responsable de la aprobación de la Política de Igualad para las Personas con Discapacidad, para ello emitirá directrices mediante circulares internas.



La Comisión de Accesibilidad será el ente director de la Política. 



Las líneas de acción a corto plazo son:



				OBJETIVOS ESPECÍFICOS



				ACCIONES



				PRODUCTOS







				Identificar los factores que obstaculizan las posibilidades de las personas discapacitadas al acceso de los tribunales de justicia, ya sea como usuarias o funcionarias



				Protocolo de Investigación



Desarrollo de árbol de problemas



Desarrollo de indicadores que surgen del árbol de problemas



Diseño de Instrumentos



 



Trabajo de Campo: recopilación bibliográfica, talleres, visitas in loco, grupos focales, talleres, entrevistas



Clasificación de la Información



Análisis de la Información



				Elaborar un protocolo de investigación que establezca el marco filosófico desde el modelo de los derechos humanos, el marco conceptual, el desarrollo de indicadores y los instrumentos para la investigación acción.



 



Realizar en conjunto con funcionarios/as del Poder Judicial y las personas usuarias con discapacidad un análisis de las carencias actuales que tiene el Poder Judicial en el cumplimiento del ordenamiento jurídico costarricense relacionado con el acceso a la justicia y el goce pleno de los derechos humanos de las personas servidoras, usuarias y procesadas con una discapacidad



Diagnóstico sobre la situación del acceso a la justicia de las personas con discapacidad con los siguientes apartados:



1. Información, comunicación y señalización 



2. Infraestructura y organización 



3. Actitudes del personal 



4. Políticas, normas, métodos y procesos 



5. Resoluciones judiciales 



6. Tecnología y servicios de apoyo 







				Construir en conjunto con funcionarios/as del Poder Judicial, un Plan de Acción o Política con enfoques innovadores para su integración desde perspectivas de género y de la discapacidad bajo el modelo de los derechos humanos



				Diseño de la carta de entendimiento



Entrega de la carta de entendimiento a las partes



Negociación de los aportes de cada institución para la carta de entendimiento



Definición de prioridades con la Comisión de Accesibilidad 



 



 



 



 



 



Elaboración del Plan



Definición de los principios



Establecimiento de las estrategias



Diseño de la Política



Aprobación de la política



 



 



 



Elaborar los programas de capacitación



Convocar a la Gente



Facilitar la capacitación



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Falta el de LESCO jurídico y del personal administrativo



 



 



Diseño del material didáctico



 



Validación del material didáctico



 



Edición del material didáctico



 



Publicación del material didáctico



Convocatoria a los grupos focales Falta uno con el PANI



Realización de seis grupos focales Falta uno con el PANI



 



Ajuste de la propuesta de directrices



Edición de las directrices



Aprobación de las directrices 



 



 



Diseño de las guías



Validación de las guías



Edición de las guías



Publicación de las guías



 



 



 



 



 



 



 



 



Diseño del protocolo



Validación del protocolo



Publicación del protocolo



 



 



Recopilación Jurisprudencial



Clasificación de la Jurisprudencia



 



Relación de la Jurisprudencia con la ley 7600



Publicación de la ley comentada



 



Elaboración de las recomendaciones



 



Validación de las recomendaciones



Divulgación de las recomendaciones



 



 



Recopilación de los instrumentos



Análisis de los instrumentos de evaluación



Incorporación de la perspectiva de la discapacidad en los instrumentos de evaluación.



Establecer el Convenio de cooperación



Identificación de recursos y necesidades 



 



 



Establecimiento de los servicios de defensa pública



 



 



 



Convocatoria de la sociedad civil



Preparación de la presentación por parte de la Comisión



Presentación de los resultados 



				Desarrollar instrumentos participativos de evaluación del estado de la situación que involucren a personas usuarias, servidoras y procesadas con discapacidad que permitan desarrollar acciones a corto y mediano plazo para el mejoramiento del acceso a la justicia de la población con discapacidad



Cartas de Entendimiento con CNREE, Instituto Hellen Keller, UCR y FECODIS



 



 



Plan de Acción



Política de Acceso a la Justicia de las Personas con Discapacidad.



 



 



 



 



 



 



 



 



Capacitación a operadores jurídicos sobre los derechos de las personas con discapacidad



Capacitación a operadores jurídicos sobre violencia intrafamiliar contra las personas con discapacidad



Capacitación a administradores de justicia sobre la aplicación de la ley 7600



Capacitación a docentes de la escuela de capacitación del Poder Judicial sobre adecuaciones curriculares.



Capacitación a periodistas sobre la importancia de divulgar las sentencias relacionados con los derechos de las personas con discapacidad



 



 



Capacitación en LESCO jurídico



 



 



Manual de Exigibilidad de Derechos para personas con discapacidad



Manual sobre los derechos de las personas con discapacidad para operadores de justicia



Manual sobre violencia intrafamiliar contra personas con discapacidad



 



 



 



 



 



 



 



 



Directrices para la atención a victimas con discapacidad



Directrices para la atención a niños/as con discapacidad víctimas 



 



 



Guía de señalización e información para personas con discapacidad.



Guía de cómo hacer servicios virtuales accesibles



Guía de contratación de inmuebles accesibles



Guía para el desarrollo de espacio judiciales accesibles



 



 



 



Diseño de un Protocolo Metodológico para incorporar la perspectiva de la discapacidad en las sentencias



 



 



 



Clasificación de la Jurisprudencia relacionada con la discapacidad



 



 



Ley 7600 Comentada



 



 



 



 



 



Recomendaciones para la inducción de personal sobre como relacionarse con las personas con discapacidad



 



 



 



 



 



 



 



Incorporar la perspectiva de la discapacidad en los instrumentos de evaluación



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Promover los servicios itinerantes en la defensa pública



 



 



Informe de rendición de cuentas a la sociedad civil











GLOSARIO



1. Acceso a Justicia de las personas con discapacidad: conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos, que permiten a todas las personas con discapacidad, sin discriminación alguna, les sean garantizados los servicios judiciales,  para una justicia pronta y cumplida con un trato humano. 



  



2. Ayudas Técnicas: equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en condiciones de discapacidad para aumentar su grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo. 



3. Discapacidad: El resultado de la interacción entre una persona con deficiencia física, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o más de las actividades esenciales de la vida diarias y un entorno con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos limitando y restringiendo su participación. 



4. Discriminación por razones de discapacidad: toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales (). 



5. Perspectiva de la discapacidad: Evidenciar, las distintas formas de subordinación y discriminación que en el entorno social experimentan las personas en condición de discapacidad considerando el género, edad, condición económica, etnia, orientación sexual etc., a fin de de eliminarlas. 



6. Revictimización: Toda acción u omisión que contribuya al detrimento del estado físico, mental y/o afectivo-emocional de la persona víctima. 



7. Servicios de Apoyo: toda asistencia personal dirigida a aumentar el grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo para las personas en condición de discapacidad. 



8. Transversalidad de la discapacidad: Proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las personas con discapacidad en una dimensión integral en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que estos gocen de servicios en condición de igualdad y equidad. 



 



San José, 17 de junio de 2008.



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



Karla*



Publicada en el Boletín Judicial Nº 127-08 del 2 de julio de 2008



Reiterada en virtud de acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 31-11 del 5 de abril de 2011, artículo LVI.-



Publicada en el Boletín Judicial N° 115 del 15 de junio de 2011







Circular de Secretaría de la Corte N° 005 - 2009



16 de Enero del 2009



Fecha de Publicación: 27 de Enero del 2009



Descriptores/Temas: Adulto Mayor, Acceso a la Justicia, Políticas de accesibilidad, Expedientes, Comisión de Accesibilidad



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°005 del 16 de enero del 2009



 



CIRCULAR No. 05-09



Asunto:   Iniciativas para favorecer la aplicación de las políticas de acceso a la justicia de la población adulta mayor.



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE ATIENDEN LAS MATERIAS LABORAL, FAMILIA, PENSIONES ALIMENTARIAS Y VIOLENCIA DOMÉSTICA



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior en sesión Nº 97-08, celebrada el 16 de diciembre de 2008, artículo LXXII, dispuso hacer de conocimiento de los despachos judiciales del país las iniciativas que se dirán, a fin de que sean adaptadas a sus necesidades y se optimice el servicio que se brinda a los usuarios adultos mayores. 



1.      Implementar una casilla especial denominada “Expedientes de personas Adultos o Adultas Mayores”, para ubicar los expedientes donde figura como parte una persona Adulta Mayor.



2.      Informar a los usuarios adultos mayores, que cuando se presenten a un despacho judicial, deben indicar su condición a quien atiende el público, lo anterior con el fin de brindarle una rápida atención.



3.      Tomar las medidas necesarias respecto a los cheques que deben retirar los Adultos Mayores, de modo que les sean entregados de forma inmediata al momento de su solicitud, con el fin de que la persona no tenga que venir posteriormente a retirarlo, sino que pueda hacerlo en el mismo momento en que se apersona al despacho. 



4.      En igual sentido, al atender las consultas telefónicas de los adultos mayores, debe indicárseles una fecha precisa en la que va a estar lista su gestión, de modo tal que no se apersonen al despacho innecesariamente.



-0-



         Las iniciativas anteriores, se aplican de conformidad con las “Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor”, comunicadas mediante Circular Nº 61-08 y publicada en el Boletín Judicial Nº 98 del 22 de mayo de 2008. 



         Asimismo, debe considerarse que mediante Circular Nº 01-09, se hizo de conocimiento de los servidores judiciales lo acordado por este Consejo Superior, en sesión N° 93-08, del 4 de diciembre de 2008, artículo XLIX, con relación al uso de carátulas “color terracota” (rojo marrón), en los expedientes en los que figure como parte una persona adulta mayor, en los despachos judiciales que atienden las materias Laboral, Familia, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica. 



            



San José, 16 de enero de 2009.



 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



 



Karla*



Publicación: Boletín Judicial Nº 18 del 27 de enero de 2009
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Circular de Secretaría de la Corte N° 010 - 2009



05 de Febrero del 2009



Fecha de Publicación: 16 de Febrero del 2009



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Audiencias, Colegio de Abogados, Consultorios Jurídicos, Debates-Juicios Orales, Expedientes, Usuarios, Viaticos, Políticas Institucionales



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°010 del 5 de febrero del 2009



CIRCULAR No. 10-09



ASUNTO:    Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas.



 



A LOS DESPACHOS  JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE: 



 



El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes “Reglas Prácticas para  facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”: 



1.      Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia “in situ”, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas. 



2.   Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”. (Modificado  por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, comunicado mediante Circular Nº 145-09 publicada en el Boletín Judicial Nº 7  del 12  de enero de 2010.)



3.      Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas.



4.      Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales  darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



5.      Deberán los y las jueces, fijar los señalamientos de las audiencias y juicios  dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



6.      Los y las juezas, así como las autoridades judiciales, que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos; establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Accesibilidad los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



7.      Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas indígenas y especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes. 



8.      La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas. 



9.      Colocar distintivos en los expedientes en el caso de que una de las partes sea una persona indígena. 



10.  Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva



(Reiterada en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 16-2013, celebrada el 21 de febrero de 2013, artículo XLIV).



San José, 5 de febrero de 2009.



 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



 



Karla*
Publicación: Boletín Judicial Nº 32 del 16 de febrero de 2009



 











Circular Nº 032-09 bis.
CIRCULAR No. 32-09 BIS








CIRCULAR No. 32-09 BIS 



Asunto:   Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad.



A LOS DESPACHOS JUDICIALES Y OFICINAS CENTRALIZADAS DE NOTIFICACIONES



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión Nº 18-09, celebrada el 26 de febrero del año en curso, artículo XLI, dispuso publicitar las siguientes políticas de accesibilidad:



 



 1.) Comunicar a  los despachos judiciales que en todos los circuitos existen servidores judiciales capacitados en Lenguaje Lesco, a efecto de orientar a las personas que lo requieran en los servicios que se prestan en las oficinas judiciales. 



 



2) En las materias en  que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo. 



 



3) Para los efectos del artículo 5° de la Ley de Notificaciones Judiciales las Oficinas Centralizadas de Notificaciones (OCN) y los Despachos Judiciales deberán realizar las notificaciones a las personas con discapacidad visual mediante la conversión del documento escrito a uno auditivo  utilizando el programa Jaws con que cuentan todas las administraciones regionales incluidos el I y II Circuito Judicial de San José.  Igualmente podrán grabarse en audio las resoluciones a notificar y entregar al interesado el respectivo cassette.  Finalmente, en caso de requerirse la traducción de la resolución a notificar a lenguaje Braile, las OCN y los despachos judiciales que lo requieran, lo gestionarán a través de las Administraciones Regionales, las que remitirán el documento a la Dirección Ejecutiva quién se encargará de efectuar la respectiva traducción en el Patronato Nacional de Ciegos. (Acuerdo del Consejo Superior, artículo XLIII,  sesión N° 9-11 del 8 de febrero de 2011)



 



4) Es entendido que los plazos correrán a partir del día siguiente al día en que se entregue el documento al usuario con discapacidad visual. 



San José, 21 de mayo de 2009



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



ref.: 916-11



Ashley



Se Publico en el  Boletín Judicial N 122-2011 de fecha 24 de junio de 2011



Circulares y Avisos
Raíz







Circular Nº 067-09.









CIRCULAR No. 67-09



Asunto:  Aclaración de la Circular Nº 32-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”, publicada en el Boletín Judicial Nº 105 del 2 de junio de 2009.



 A LOS DESPACHOS JUDICIALES Y OFICINAS CENTRALIZADAS DE NOTIFICACIONES



  SE LES HACE SABER QUE:



 



 El Consejo Superior en sesión Nº 58-09, celebrada el 2 de junio en curso, artículo LVI, dispuso aclarar la Circular Nº 32-09 sobre “Políticas de accesibilidad para las personas con discapacidad”, en el sentido de que en el  punto 2) debe incluirse la materia agraria como una de las jurisdicciones a las cuales rige el principio de gratuidad, por lo que en adelante debe leerse así:



 



“2) En las materias en  que existe gratuidad (penal, tránsito, familia, laboral, violencia doméstica, pensiones alimentarias, agrario) se deberá asignar a un intérprete en Lenguaje Lesco cuando se realicen diligencias y por tanto, este nombramiento es indispensable para no causar indefensión ni violentar el debido proceso, salvo que la parte desee presentarse con interprete de su elección, en cuyo caso asumirá su costo.” 



San José, 22 de junio de 2009.



 



 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



 



Se Publico en el Boletín Judicial Nº 129 de 06 de julio de 2009: 



Ashley*







Circular de Secretaría de la Corte N° 145 - 2009



16 de Diciembre del 2009



Fecha de Publicación: 12 de Enero del 2010



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad, Políticas Institucionales



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°145 del 16 de diciembre del 2009



CIRCULAR  Nº  145-09



                                          Asunto: Modificación de la Circular N° 10-09 sobre “Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”, publicada en el Boletín Judicial N° 32 del 16 de febrero de 2009.



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior en sesión Nº 104-09, celebrada el 17 de noviembre de 2009, artículo LXVII, dispuso modificar el punto 2 de la Circular Nº 10-09 sobre “Reglas prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas”, publicada en el Boletín Judicial Nº 32 del 16 de febrero de 2009, para que en adelante se lea así:



“2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias “in situ”.



 



San José, 16 de diciembre de 2009



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



Ashley



Publicación: Boletín Judicial Nº 7 del 12 de enero de 2010







Circular de Secretaría de la Corte N° 092 - 2010



09 de Julio del 2010



Fecha de Publicación: undefined



Descriptores/Temas: Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°092 del 9 de julio del 2010



Publicada en el Boletín Judicial Nº 148 del 30 de julio de 2010



 



CIRCULAR Nº 94-2010



 



Asunto:           Envío de gestiones al Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte. 



 



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 55-10, celebrada el1° de junio de los corrientes, artículo LV, con el fin de facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones indígenas y por recomendación de la Contraloría de Servicios, dispuso comunicarles que cuando envíen las solicitudes de “Dictamen pericial para el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses (F-083-I)”, en las que personas que pertenecen a este grupo sean parte, deben identificarlas con el distintivo rojo para así realizar el trámite como corresponde. 



 



 



San José, 9 de julio de 2010



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia
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Circular de Secretaría de la Corte N° 119 - 2010



13 de Setiembre del 2010



Fecha de Publicación: 27 de Setiembre del 2010



Descriptores/Temas: Adulto Mayor, Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°119 del 13 de septiembre del 2010



Publicada en el Boletín Judicial N° 187 del 27 de setiembre de 2010 



CIRCULAR Nº 119-10 



Asunto: Cumplimiento de las políticas de accesibilidad para la población adulta mayor.-  



 



A LOS JEFES Y JEFAS DE DESPACHOS JUDICIALES



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior en sesión Nº 69-10, celebrada el 27 de julio de 2010, artículo XLII, dispuso reiterar su obligación de velar por el cumplimiento de las políticas de accesibilidad para la población adulta mayor, por lo que su incumplimiento tendría como consecuencia la imposición de las sanciones disciplinarias correspondientes.  



 



San José, 13 de septiembre de 2010



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 



 



 



 



 



Referencia: 6288,7248, 7743-10



Ashley




Circular de Secretaría de la Corte N° 168 - 2010



07 de Diciembre del 2010



Fecha de Publicación: 12 de Enero del 2011



Descriptores/Temas: Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), Menores, Ley Integral para el Adulto Mayor, Personas con discapacidad, Comisión de Accesibilidad, Políticas de accesibilidad, Políticas Institucionales



Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°168 del 7 de diciembre del 2010



 Publicada en el Boletín Judicial N° 8 del 12 de enero de 2011



CIRCULAR No. 168-10



Asunto:           “Directrices para reducir la Revictimización de Niños, Niñas y Adolescentes en Condición de Discapacidad en Procesos Judiciales”.-       



[bookmark: OLE_LINK1][bookmark: OLE_LINK2]A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



La Corte Plena en sesión N° 31-10 del 1° de noviembre de este año, artículo XVI, aprobó las siguientes directrices: 



“DIRECTRICES PARA REDUCIR LA REVICTIMIZACIÓN DE  NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD EN PROCESOS JUDICIALES



 



GLOSARIO



 



1.  Acceso a la justicia de las personas con discapacidad. Conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos que les permiten a todas las personas en condición de discapacidad, sin discriminación alguna, se les garantice el goce de los servicios judiciales, para una justicia pronta y cumplida  con un trato humano.



 



2. Ayudas técnicas. Equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en condiciones de discapacidad para aumentar su grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo.



 



3.      Discapacidad. El resultado de la interacción entre una persona con deficiencia física, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria y un entorno con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos  limitando  y restringiendo su participación. 



 



4.     Discriminación por razones de discapacidad.  Toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito  de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.[footnoteRef:1][1] [1: ] 




 



5.     Interés superior del niño o niña. Es un principio jurídico garante que obliga a cualquier instancia pública y privada a tomar en consideración su condición de persona menor de edad sujeta de derechos y responsabilidades, su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales, así como el contexto socioeconómico y cultural en donde se desenvuelve a fin de respetar los derechos de los niños, niñas y adolescentes en procura de su desarrollo integral.



 



6.  Perspectiva de la discapacidad. Evidenciar las distintas formas de subordinación y discriminación que en el entorno social experimentan las personas en condición de discapacidad, considerando el género, edad, condición económica, etnia, orientación sexual etc., a fin de eliminarlas.



 



7.  Revictimización. Toda acción u omisión que lesione el estado físico, mental y/o psíquico  de la persona víctima.



 



8.  Servicios de apoyo. Toda asistencia personal dirigida a aumentar el grado de autonomía y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo para las personas en condición de discapacidad.



 



9.     Transversalidad de la discapacidad. Proceso que convierte las experiencias, necesidades e intereses de las personas con discapacidad en una dimensión integral en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas, en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que estos gocen de servicios en condición de igualdad y equidad.  



 



10.         Autonomía progresiva: Toma en consideración la competencia de las niñas, niños y los/as adolescentes con derecho a ejercer influencia sobre los asuntos que afectan sus vidas y la protección necesaria, conforme a su grado de madurez, de acuerdo con cada etapa que atraviese en su proceso de desarrollo, ajustando el interés superior del/a menor a las variantes en la evolución progresiva que implica el proceso de desarrollo integral del niño, niña o del/a adolescente y la diversidad entre ellos.



 



         DIRIGIDO A:



 



Los operadores y operadoras judiciales en un sentido amplio que conocen asuntos en los que intervienen víctimas y/o testigos personas menores de edad en condición de discapacidad, entre éstos, las y los



 



   Fiscales. 



   Defensores/as.



   Jueces/zas. 



   Auxiliares judiciales. 



   Trabajadores/as sociales. 



   Psicólogos/as.



   Investigadores/as.



   Científicos/as forenses y su personal de apoyo. 



   Custodios/as.



   Guardas de juicios.



   Citadores/as judiciales. 



   Personal de apoyo de los diferentes despachos en donde deben presentarse o realizar gestiones.



 



DIRECTRICES



I. Igualdad de oportunidades.



Los/as servidores/as y funcionarios/as judiciales deben reconocer la importancia de las diversas necesidades de los/as niños/as y adolescentes en condición de discapacidad,  con el fin de asegurar el empleo de los recursos para garantizar que las personas disfruten de iguales oportunidades, de acceso y participación en idénticas circunstancias.[footnoteRef:2][2] [2: ] 




II. Diversidad.



Los/as servidores judiciales deben respetar la diversidad de los seres humanos, según su edad, etnia, género, condición socioeconómica, orientación sexual y discapacidad, bajo el principios de que “todos/as somos igualmente diferentes”.



 



III.   Accesibilidad.



Los/as servidores/as judiciales deben brindar todas las facilidades para que los/as niños/as y los/as adolescentes en condición de discapacidad, puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso de todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación.



 



IV. Vida independiente.



Los/as servidores/as judiciales deben brindar las condiciones y los servicios de apoyo para el desarrollo de todas las potencialidades de los/as niñas/as y los/as adolescentes en condición de  discapacidad, permitiendo que estas tomen el control de sus acciones y decisiones conforme a su autonomía progresiva. 



 



V. Participación conforme a la edad cronológica.



Los/as servidores/as judiciales deben respetar la relación entre la edad cronológica y la participación plena de los/as niños/as y los adolescentes con discapacidad que les permita actuar conforme a su edad. 



 



VI. Acatamiento obligatorio de los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos.



La Convención de los Derechos del Niño y Convención Americana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,  así como las Normas Uniformes para la Equiparación de Oportunidades de las Personas con Discapacidad de las Naciones Unidas son normas jurídicas de jerarquía superior a la ley y complementan la aplicación e interpretación de los derechos constitucionales y, por lo tanto, son de acatamiento obligatorio.[footnoteRef:3][3] [3: ] 




VII. No culpabilización. 



Todas las prácticas judiciales deben estar dirigidas para no culpabilizar ni revictimizar a la víctima en condición de discapacidad. [footnoteRef:4][4] [4: ] 




VIII. Acondicionamiento del entorno.



Con el fin de crear un ambiente acogedor el funcionario o funcionaria judicial encargado/a deberá evitar el contacto directo de la víctima o testigo con el acusado o acusada, demandado o demandada. Para tal efecto, deberán destinarse los recursos necesarios para crear o acondicionar los espacios físicos que se requieran, así como recurrir a medios idóneos  como el uso de los biombos u objetos similares, especialmente en la etapa de juicio, para impedir el contacto directo de la víctima con el/a ofensor/a, garantizando en todo momento el derecho de defensa. Se debe recordar que la ley 7600 de Igualdad de Oportunidades, establece una serie de reglas para asegurar la accesibilidad al espacio físico, a los niños, niñas y  los/as adolescentes en condición de discapacidad. 



 



No se deben señalar citas a la misma hora y lugar para el niño, niña y el/a adolescente ofendido/a en condición de discapacidad y su denunciado/a, ofensor u ofensora, con el fin de evitar su contacto. Igualmente, se deben prever su ingreso y egreso de los edificios judiciales a diferentes horas o por distintos lugares. [footnoteRef:5] [5: ] 




[footnoteRef:6][6] [6: ] 




IX. Asistencia profesional especializada.



En todos aquellos momentos en que se requiera, la autoridad correspondiente deberá solicitar, con la prontitud debida, la colaboración de especialistas en psicología, trabajo social, comunicación,  educación especial y discapacidad del Poder Judicial o, en su defecto, de otras instituciones. Además, se deberá poner especial atención en la familiarización del niño, niña y el/a adolescente  en condición de discapacidad para enfrentar el proceso, en especial la etapa de debate o cualquier otra audiencia oral. Para el caso de los personas sordas o con deficiencias en la comunicación, debe estar presente el/la intérprete de lengua de señas u otros profesionales, según la necesidad. [footnoteRef:7] [7: ] 




[footnoteRef:8] [8: ] 




[footnoteRef:9] [9: ] 




[footnoteRef:10][10] [10: ] 




 



XXI. Anticipo  de prueba.



En forma excepcional, calificada y fundamentada, cuando se presenten niños, niñas y adolescentes en condición de discapacidad a las causes, se recomienda al/la encargado/a que proceda con arreglo del debido proceso, a la utilización del anticipo jurisdiccional de prueba en todos los casos en que conforme a derecho corresponda. Lo anterior es necesario para evitar la revictimización de el/a niño, niña o el/a adolescente en condición de discapacidad.



 



Asimismo, debe hacerse un uso prudente del anticipo jurisdiccional de prueba, en tanto puede generarse un mayor grado de victimización, si el/a niño, niña o el/a adolescente ofendido/a con discapacidad, es llamado nuevamente a declarar en el juicio.



 



XXII. Tiempo de espera.



Los y las operadoras del sistema judicial deberán tomar las previsiones necesarias, para que la persona menor de edad, víctima en condición de discapacidad, espere el menor tiempo posible para la realización de cualquier diligencia.



 



XXIII. Referencia técnica en casos de abuso sexual.



En los casos de abuso sexual o violencia intrafamiliar del/a niño, niña o adolescente ofendido, el/a juez/a o la autoridad judicial que corresponda deberá remitirlo/a, con la mayor brevedad posible, al programa de atención a la violencia sexual infanto juvenil del Departamento de Trabajo Social y psicología del Poder judicial.



 



En todos aquellos casos donde el/la perito/a forense recomiende tratamiento psicológico para las víctimas de abuso sexual niños, niñas o adolescentes con discapacidad, el o la fiscal, al rendir sus conclusiones en la etapa de juicio, deberá solicitarle al Tribunal que en sentencia se ordene a la Caja Costarricense del Seguro Social, brindar ese tratamiento otorgando todos los servicios de apoyo necesarios que garanticen una igualdad de condiciones. El juez podrá también dictarlo de oficio. 



 



Para tales efectos, el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, hará un estudio y se levantará un listado de las oficinas de la  CCSS del país, así como de organizaciones no gubernamentales, para tener alternativas de atención a los/as niños, niñas o adolescentes con discapacidad. 



 



En sentencia deberá tomarse en cuenta el artículo 111 del Código de Niñez y Adolescencia ordenando al PANI  verificar la efectividad del tratamiento que da la CCSS.



 



XXIV. Personas menores de edad testigos en delitos.



En delitos en los que se cuente con testigos niños, niñas o adolescentes con discapacidad, estos contarán con todas las garantías establecidas para el caso de personas víctimas menores de edad.



 



XXV. Valoraciones corporales en delitos sexuales.



Las autoridades judiciales que envíen solicitudes de valoración corporal de niños, niñas o adolescentes víctimas de abuso sexual con discapacidad, deberán asegurarse de que las mismas sean necesarias para la averiguación de la verdad real de los hechos. De tal manera, bajo ninguna circunstancia se les debe someter a exploraciones genitales y anales en un primer momento, cuando los hechos denunciados no lo ameriten.



 



XXVI. Acompañamiento en pericias corporales.



Cuando se trate de valoraciones corporales, deberá contarse con la presencia de un familiar o de su acompañante, en la medida que el niño, niña o el/la adolescente víctima en condición de discapacidad lo requiera y  lo acepte. En ausencia de estos, se podrá solicitar un acompañante de confianza,  de la víctima. 



 



XXVII. Preguntas y transcripción de la valoración pericial.



En el caso de las valoraciones periciales, deberán hacerse y transcribirse únicamente las preguntas necesarias para esclarecer la verdad de los hechos.



 



XXVIII. Participación en el peritaje.



Durante el peritaje, el/a fiscal, el/la querellante y el/la defensor/a del/la encartado/a, podrán disponer de esta diligencia para realizar las preguntas que consideren oportunas, en el momento que se les indique. Estas preguntas se realizarán a través de los/as peritos/as respectivos/as, evitando en todo caso la revictimización del niño, niña o el/la adolescente en condición de discapacidad.



 



XXIX. Condiciones del debate.



En los debates y/o audiencias, la autoridad judicial a cargo deberá tramitarla con la el/a niño, niña o adolescente en condición de discapacidad, intentando crear un ambiente tranquilo y acogedor para ella o él. Es recomendable que las partes, salvo el demandado/a, se apersonen de previo al juicio con el objetivo de presentarse ante  la víctima o testigo. 



 



XXX. Identificación de expedientes.



Identificar en la carátula del expediente con una boleta que se refiere a un caso de niño, niña o adolescente en condición de discapacidad ofendida, para otorgar el trato diferenciado correspondiente en cada despacho según la discapacidad. Se indicará el símbolo de accesibilidad.  



 



En el caso de que haya testigos en condición de discapacidad, el juez/a realizará una prevención a las partes para que le indiquen al despacho los requerimientos necesarios para asegurar la igualdad de participación en el proceso.



 



XXXI. Aplicación de directrices en los procedimientos policiales.



Cuando la policía judicial y administrativa cumpla funciones judiciales, procurará que la atención de los casos se ajuste a lo dispuesto en los puntos comprendidos en estas directrices. Además, debe proveerse de la capacitación necesaria y suficiente al personal policial, para que se aborden los casos de manera adecuada y profesional, en aras de cumplir con los objetivos propuestos para minimizar la revictimización.



 



XXXII. Subsidiariedad.



Desarrollar y promocionar medidas con el fin de evitar que las personas con discapacidad asistan a todas las audiencias u otros requerimientos judiciales formales siempre y cuando estas medidas se den bajo un marco de respeto a los derechos humanos y las garantías judiciales de la persona imputada.[footnoteRef:11][11]” [11: ] 




 



San José, 7 de diciembre de 2010



 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia
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CIRCULAR N° 65-2011



 



Asunto:           Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica.-



 



A LAS OFICINAS Y DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 



SE LES HACE SABER QUE:



 



La Corte Plena en sesión N° 4-11 del 14 de febrero de 2011, artículo XV, aprobó las siguiente Política Institucional:



Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica



 



I.- Sensibilizar a las y los funcionarios judiciales en cuanto a la Defensa de Derechos Fundamentales de las personas menores de edad víctimas y victimarios en el campo Penal Juvenil.



 



1-            Que el Departamento de Información desarrolle una campaña de divulgación e información sobre derechos, características y formas de atención a las personas menores de edad víctimas y victimarios en materia penal juvenil; implemente carteles o afiches informativos y panfletos o desplegables informativos, en donde se resalten aspectos relacionados con el respeto a los Derechos Fundamentales de las personas menores de edad víctimas y victimarios en materia Penal Juvenil, para ser utilizados en todos los circuitos judiciales del país;



2-            Que la Escuela Judicial ofrezca anualmente, cursos de capacitación y sensibilización en todo el país en el campo Penal Juvenil dirigidos al personal de la Defensa Pública, el Ministerio Público, la Judicatura directamente vinculado con la atención de las personas menores de edad de edad víctimas o victimarios, en relación con las personas menores de edad tanto víctimas como victimarios, prioritariamente, pero no exclusivamente para jueces, sino también para defensores, fiscales, peritos, policías, conductores de reos, etc.; 



3-            Que la Escuela Judicial produzca material didáctico para la capacitación, información y sensibilización en el campo Penal Juvenil, que pueda ser suministrado a todas las y los funcionarios vinculados directamente con la materia.



4-            Que la Escuela Judicial establezca nexos con el Ministerio de Educación Pública, para la capacitación en escuelas y colegios en el campo Penal Juvenil, en aras de promover una cultura de prevención del delito en el campo Penal Juvenil;



5-            Que el Departamento de Trabajo Social y Psicología coordine con la CCSS a fin de que se le de un tratamiento apropiado a las víctimas menores de edad en materia Penal Juvenil, tanto durante el proceso como luego de finalizado el mismo;



6-            Que en todos los casos de audiencias orales en que participen personas menores de edad en condición de víctimas o testigos en el campo Penal Juvenil, sean acompañadas por una (un) profesional del Departamento de Trabajo Social y Psicología, salvo que por razones de conveniencia o a solicitud expresa de la parte interesada se disponga lo contrario;



7-            Gestionar ante el Consejo Superior el nombramiento de profesionales en Trabajo Social y Psicología para la implementación de las acciones concretas propuestas para dar cumplimiento a las Reglas de Brasilia en el campo Penal Juvenil. Que estas personas y quienes actualmente laboran en la materia sean incluidas en las capacitaciones que implemente para tales efectos la Escuela Judicial;



8-            Que la Secretaría de Género capacite a las y los funcionarios que laboran en el campo Penal Juvenil en su materia;



9-            Que los despachos y/o departamentos que tramitan la materia Penal Juvenil realicen un esfuerzo por simplificar los procedimientos existentes a las personas menores de edad víctimas y/o victimarios, en especial utilizando un vocabulario sencillo y de fácil alcance para la comprensión de dichos usuarios;



10-        Que todas las y los funcionarios judiciales que laboran con el Sistema de Justicia Penal Juvenil deberán colaborar con la promoción de una cultura de prevención del delito;



II.- Aplicar medidas procesales idóneas relacionadas con las personas menores de edad víctimas y victimarios en el campo Penal Juvenil.



 



1-             Que los jueces, juezas, fiscales y fiscalas que tramitan la materia Penal Juvenil, faciliten la participación de las personas víctimas menores de edad dentro del marco de legalidad conferido por la Ley de Justicia Penal Juvenil.



2-             Que los jueces y las juezas que tramitan la materia Penal de adultos(as), en todos aquellos casos en que la causa se siga en contra de mayores y menores de edad, tengan la obligación de notificar a las personas menores de edad víctimas o victimarios y a sus representantes legales de aquellas decisiones que contemplen soluciones alternas y/o autos que ponga fin a la acción penal;



3-             Que en los juzgados en donde se tramitan los asuntos Penales Juveniles, sin perjuicio de que se estimule la oralidad, establezcan medios idóneos para registrar el contenido de los votos de forma escrita (en especial en el caso de tribunales con competencia a nivel nacional), esto a fin de que las y los operadores del sistema conozcan la jurisprudencia especializada, a fin de que puedan utilizarla y en salvaguarda del principio de transparencia;



4-             Que los despachos (juzgados, fiscalías, defensa, etc.), que conocen de la materia Penal Juvenil estandaricen los formularios que usan para la realización de las diligencias en que intervengan personas víctimas o victimarios menores de edad;



5-             Que quienes estén a cargo de la diligencia que se pretende realizar velen porque las personas testigos y víctimas menores de edad en procesos Penales Juveniles se mantengan, de previo a su declaración, en un ambiente propicio, en todo caso separado de testigos(as) adultos(as) tratando de evitar cualquier tipo de ingerencia (sic) y/o contaminación de su testimonio por parte de factores externos o de terceros;



6-             Que quien dirija la audiencia en los procesos Penales Juveniles, luego de la declaración de la persona imputada, vele porque se les reciba su testimonio de manera prioritaria a las personas testigos y/o víctimas menores de edad;



7-             Que en la Medicatura Forense se sensibilice y capacite a las y los peritos respecto a las características y necesidades particulares de las personas víctimas o victimarios menores de edad, de tal manera que se tomen en consideración al momento de practicar las pericias respectivas.



8-             Que el Departamento de Trabajo Social y Psicología establezca redes de apoyo con el PANI, el IAFA y otras instituciones similares que permitan ofrecer a las personas menores de edad en conflicto con la Ley Penal Juvenil, opciones alternativas a la privación de libertad o a la callejización, especialmente para quienes carecen de apoyo familiar, económico y/o se encuentran sumidos bajo el flagelo de algún tipo de adicción;



9-             Que el OIJ defina un perfil del personal policiaco a fin de desarrollar procesos de reclutamiento, selección y capacitación incluso desde el curso básico policial, que respondan a las características y necesidades particulares del campo Penal Juvenil.



III.- Estimular un mayor uso de Medios Alternativos de Resolución de Conflictos, de Soluciones Alternativas y de Sanciones Alternativas distintas a la Sanción Privativa de Libertad en los asuntos Penales Juveniles.



1-      Que el Departamento de Trabajo Social y Psicología identifique y promueva que instituciones, grupos comunitarios, ONGs, etc., puedan brindar oportunidades concretas para la ejecución de servicios en beneficio de la comunidad como alternativas de prisión que estén de previo al alcance de las partes que deseen proponerlas y de los administradores de justicia que puedan homologarlas en los casos en que sea legalmente viable su aplicación;



2-      Que los jueces y las juezas que conocen de la materia Penal Juvenil promuevan y faciliten el uso de Soluciones Alternativas en todos los casos en que las mismas resulten proporcionales, idóneas y necesarias, y en todo caso opten por la privación de libertad solo de manera excepcional y por el menor tiempo posible;



3-      Que el Departamento de Trabajo Social y Psicología en asocio del Departamento de Comunicación y Prensa  promueva y estimule a nivel de la comunidad el uso de la Justicia Restaurativa en el campo Penal Juvenil; 



4-      Que la Escuela Judicial capacite a Jueces, Fiscales y Defensores Penales Juveniles en materia de Conciliación, Reparación Integral del Daño  y de Suspensión del Proceso a Prueba.



IV.- Implementar una adecuada Organización y Gestión Judicial en el campo Penal Juvenil.



1-      Que el Departamento de Estadística incorpore nuevos indicadores en materia Penal Juvenil relacionados con aspectos de interés para las y los operadores del sistema, luego de la consulta respectiva a los mismos;



2-      Que la Corte Plena asigne más recursos tanto materiales y personales a los despachos que tramitan la materia Penal Juvenil, en especial a aquellos cuya jurisdicción es de carácter nacional;



3-      Que la Corte Plena solicite ante el Poder Ejecutivo tener representación permanente ante el Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia, a efectos de contar con una ingerencia directa en los asuntos que afecten o importen al campo penal juvenil en relación con las personas víctimas y/o victimarios menores de edad;



4-      Que la Dirección Ejecutiva administre un fondo designado para sufragar las necesidades de transporte en el campo Penal Juvenil de personas menores de edad víctimas, testigos y/o victimarios, que no cuentan con los medios económicos para cubrir dicho rubro a fin de cumplir con los requerimientos procesales que les son impuestos;



5-      Que el Ministerio Público y la Defensa Pública en asocio del Departamento de Tecnología de la Información brinden la posibilidad de tener un acceso directo informático en línea en la página web del Poder Judicial para consultas de personas menores de edad, víctimas y/o victimarios dentro del campo Penal Juvenil, a fin de evacuar sus dudas, respetándose en todo momento el Principio de Privacidad;



6-      Que la sección de Audiovisuales y el Departamento de Tecnología de la Información realicen las gestiones necesarias a fin de contar con acceso a video conferencias desde los distintos centros especializados de detención en materia Penal Juvenil y los despachos judiciales correspondientes que así lo requieran, sin perjuicio del respecto en todo momento al Derecho a la Privacidad y al Principio de Confidencialidad;



7-      Que el Consejo de la Judicatura, el Ministerio Público y la Defensa Pública elaboren un perfil, que incluya las características, habilidades y destrezas que deben reunir las y los profesionales destacados en la materia Penal Juvenil, y que quienes sean seleccionadas(os) reciban previo a su incorporación laboral capacitación teórico-práctica sobre la materia Penal Juvenil;



8-      Que el Consejo de la Judicatura implemente un concurso especializado de Juez 5 en materia Penal Juvenil, que tienda a la especialización en la resolución de la Casación y la Revisión en dicho campo;



9-      Que el Consejo de la Judicatura elimine los concursos mixtos en donde incorpora también a la materia Penal Juvenil ( por ejemplo el de Juez III en materia de Familia y Penal Juvenil), a fin de que quienes sean nombrados en el futuro en propiedad en el campo Penal Juvenil hayan tenido que pasar por el escrutinio de exámenes especializados en su campo y calificados por un tribunal que sea igualmente especializado en materia Penal Juvenil;



10-  Que la Corte Plena en resguardo del Principio de Especialización elimine en aquellos lugares donde exista el recargo de Penal Juvenil a la materia de Familia, y que si en todo caso por alguna razón se deba recargar a alguna materia, lo sea a la Penal de Adultos;



11-  Que la Comisión de Construcciones y las instancias administrativas correspondientes facilite (sic) la edificación de lugares apropiados y adaptados a las necesidades particulares, en donde se pueda atender adecuadamente en los despachos que tramitan la materia Penal Juvenil tanto a víctimas como a victimarios personas menores de edad, tendiendo a evitar en todo momento su revictimización;



12-  Que el Consejo Superior del Poder Judicial cree una nueva Secretaría Especializada en el campo Penal Juvenil, desde donde se pueda estimular un intercambio permanente de inquietudes y una búsqueda de respuestas institucionales y legales a problemas relacionados con el campo Penal Juvenil.



  San José, 7 de junio de 2011



 



 



 



 



Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



 Corte Suprema de Justicia
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CIRCULAR Nº 104-2012



 



 



 Asunto:   Obligación de supervisar para que se incluyan correctamente los datos de las personas en los sistemas informáticos de la Institución .-



 



 



A TODAS LAS JEFATURAS JUDICIALES DEL PAÍS



 



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior, en sesión Nº 63-12, celebrada el 3 de julio de 2012, artículo XXVI, a solicitud de la Comisión de Acceso a la Justicia, acordó comunicarles que es su obligación supervisar para que la información y los datos de las personas se incluyan correctamente, tanto en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, como en todos los sistemas informáticos de la institución, de lo contrario se aplicará el régimen disciplinario según corresponda.



 



San José, 5 de julio de 2012



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia
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CIRCULAR Nº 117-2013



Asunto:      “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y 



PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



 



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES 



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



I.         INTRODUCCIÓN 



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades. 



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios. 



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



[bookmark: _ftnref1]Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.




II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.















				DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA 



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE 



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA 



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				ACTITUDINAL



				[bookmark: _ftnref2]Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense)[2] . 



 



				 Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



 Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



 Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.



 Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



 Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



				Permanente 



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Contraloría de Servicios. 



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada. 



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



Alianzas establecidas.



Mecanismo o mejoras instauradas.



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				 Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.



 Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



 Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



 Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



 Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



 Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



				Permanente



1 año  



Anualmente



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia



[bookmark: _ftnref3]Diferentes centros de Responsabilidad[3]



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia



Comisión de Acceso a la Justicia y Comisión de Personas Usuarias



				Mecanismos y mejoras establecidas



Estrategia elaborada e implementada.



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



				 Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



 Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



 Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo. 



				Permanente



Permanente



1 año



Permanente



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



Departamento de Personal



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



Diagnóstico elaborado



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				[bookmark: _ftnref4]En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[4] desde una perspectiva de género y diversidad. La misma incluye jurisprudencia, normativa, información de interés, entre otros en cada uno de los temas. 



Actualmente la Comisión para el seguimiento de las Reglas de Brasilia en coordinación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, se encuentra evaluando la implementación de las Reglas de Brasilia, a través de un cuestionario enviado a cada uno de los países de Iberoamérica.



				 Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



 Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



 Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



				Permanente



Permanente



1 año 



1 año



				Comisión de Acceso a la Justicia.



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación  realizada.



Cantidad de usuarios que accesan la página.



Proyecto de creación.



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				 Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



 Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.



				Permanente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Manuales y protocolos elaborados.



Directrices establecidas.







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



				 Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Permanente



Anualmente



				Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



				Indicadores establecidos.



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



				 Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



 Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



[bookmark: _ftnref5] Constatar las condiciones de infraestructura y otros[5] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población.



				Permanente



Permanente



Permanentes



Permanente



				Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



Traslados realizados.



Mejoras consideradas



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



				 Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



 Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



				Anualmente



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



Comisión de Acceso a al Justicia



				Política aprobada.



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



				 Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial. 



 Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



 Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.



 Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



 Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad. 



 Procurar servicios en línea con el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



 Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



 



				Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



Dirección de Tecnología de Información



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



Sitio y Sub-sitios web ajustados.



Especificaciones establecidas.



Alertas establecidas.



Mejoras implementadas.



Cantidad de terminales adaptadas.



Herramientas implementadas.












III.      ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



3.1 .     Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



[bookmark: _ftnref6]La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”[6]. Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



            



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades. 



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



3.2 .     Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



 Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.



 Propiciar investigaciones en los temas de interés. 



 Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros. 



 Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales. 



 Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación. 



 Confección de material informativo. 



 Propuestas de reformas.



 Establecimiento de redes, entre otros.



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



3.3 .     Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



 Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



 Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



 Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



 Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



 Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



 Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



 Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



3.4 .     Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



 



				
POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA







				Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.



 







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.



Quejas de los usuarios/as



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad. 



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación. 



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.







				Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



				Falta de capacitación en materia de control interno.



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				Actividades de control y seguimiento 







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución 



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión. 











3.5.      Impacto esperado del Plan.



 Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



 Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



 Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



3.6. Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan. 



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado. 



				



				



				



				



				



				



				



				



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan, identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				



				



				



				



				



				



				



				



				Comisión de Acceso a la Justicia







				



				



				



				



				



				



				



				



				



				



				











         San José, 2 de junio de 2013.



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



Dz/Ref.: 4639, 6654-13.












[1] En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV.



[2] Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.



[3] Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior.



[bookmark: _ftn4]3  Personas con discapacidad, personas adultas mayores, personas migrantes y refugiadas, personas privadas de libertad, personas indígenas, niños, niñas y adolescentes, población penal juvenil, personas víctimas del delito, víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, personas sexualmente diversas y personas afrodescendientes.



[5]  Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.



[6]  Publicada en el Diario Oficial La Gaceta N°198, del 16 de octubre del 2001.







Publicada en Boletin número 9 del 14 Ene 2014



CIRCULAR Nº 194-2013



Asunto:   “Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO”.-



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES 



QUE TRAMITAN MATERIA PENAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 100-13, celebrada el 24 de octubre de 2013, artículo LIII, aprobó el siguiente “Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO”, cuyo texto literalmente dice: 



“Protocolo para la acreditación de la idoneidad 



de intérpretes judiciales de LESCO



Justificación



  Dentro de los diversos escenarios de la vida en sociedad, la necesidad de ejercitar sus derechos, no es ajena a la población sorda. No obstante, el acceso a los instrumentos y mecanismos que los garanticen, y la exigibilidad de estos ante la administración de justicia, se ve entorpecido por las barreras de comunicación e información, a las que se enfrenta frecuentemente este grupo.  



  Una de las obligaciones impostergables de los Poderes Judiciales, es garantizarle a las y los ciudadanos (as) en general, acceder a la justicia sin discriminación alguna. En el caso de la población sorda para lograrlo, es necesario asegurar canales de comunicación efectivos y eficaces, que les permitan conocer sus derechos, los mecanismos para accederlos, los servicios que ofrece la institución, procedimientos, resoluciones y cualquier otra información necesaria, para una adecuada interacción con la administración de justicia.



  La aprobación de políticas institucionales sobre acceso al a justicia,[1] para personas en condición de vulnerabilidad, así como la producción de directrices, lineamientos y circulares específicas de la materia, junto con la creación de instancias judiciales para su ejecución, evaluación y monitoreo, reflejan el compromiso del Poder Judicial para la eliminación de barreras y consecuentemente, el mejoramiento de la administración de justicia.



El sistema judicial como garante de la aplicación de los derechos fundamentales, asumió el compromiso de velar por la correcta atención, de las poblaciones consideradas en condición de vulnerabilidad, reconociendo que estos grupos enfrentan mayores obstáculos, para acceder al sistema de justicia en procura de la tutela de sus derechos. 



La fidelidad a este compromiso, sumada a la obligatoriedad legal de respetar los preceptos establecidos en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, cuya filosofía se fundamenta en la adopción de un modelo de la discapacidad, basado en el modelo social y de derechos humanos, contribuye a promover la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad auditiva y la cohesión social.



No obstante los esfuerzos realizados hasta ahora, es indispensable la promoción de nuevas políticas públicas que garanticen, con mayor eficacia la salvaguarda de derechos y la incorporación de perspectivas novedosas, para mejorar  el acceso a la justicia de la comunidad sorda; que orienten el trabajo cotidiano de los (as) operadores (as) del sistema judicial. Igualmente, es imprescindible proveer recursos  y herramientas que optimicen la gestión judicial.



El acceso a la justicia es un derecho fundamental (artículo 41 de la Constitución Política), asimismo, es un derecho instrumental y como tal hace posible la exigibilidad, de todos los derechos que asisten a la población con discapacidad. De ahí la importancia de asegurar canales de comunicación efectivos, que faciliten a las personas sordas la comprensión, en todas las actuaciones judiciales en las que participen, 



El convencimiento institucional de que el único camino de cara al mejoramiento del servicio, es la humanización de la justicia, se constituyen en el telón de fondo para que el Poder Judicial, garantice la satisfacción de los requerimientos particulares de las poblaciones, que exigen una atención especial y diferenciada, en este caso las personas con discapacidad auditiva.



Por otra parte, la comunidad de sordos de Costa Rica - no obstante-  reconoce los esfuerzos realizados para la reducción de barreras que enfrenta su grupo poblacional, ha emplazado al Poder Judicial para resolver a la brevedad, la dificultad originada en la carencia de intérpretes idóneos (as), para la interpretación en audiencias y diligencias judiciales, o en cualquier otro acto judicial que se necesite, en las que se requiere por seguridad jurídica, eliminar cualquier margen de error en la comunicación.  La seguridad jurídica, el principio de defensa, el principio de igualdad ante la ley, el principio de no discriminación, entre otros, forman parte de las garantías constitucionales que debe tener toda persona, cuando se enfrenta a la administración de justicia y la falta de personas intérpretes idóneas y calificadas, sin duda incide en las posibilidades de concretización de estos principios y garantías constitucionales.  



Aunado a lo anterior, se ha evidenciado inopia de intérpretes, pues hasta ahora la mayoría no cuenta con el  perfil necesario, para ejercer la función en sede judicial, ni existe en el país un ente certificador que garantice su idoneidad; por lo que se han presentado cuestionamientos en relación con las personas intérpretes judiciales inscritas para actuar judicialmente, lo que torna más compleja  la situación y hace más urgente la atención a corto plazo de la problemática, para asegurar una interpretación de calidad; por lo que un propósito adicional que se puede lograr con el Protocolo, es motivar a otras personas para que tomando en cuenta el perfil definido, se formen como intérpretes judiciales. 



Ante las vicisitudes que se presentan en la práctica de la interpretación, el Poder Judicial requiere definir las pautas que permitan la contratación de personas idóneas, para el ejercicio de esta profesión, asegurando así un servicio de calidad a las personas sordas, ello en estricto apego a la doctrina de los derechos humanos, instrumentos internacionales y nacionales, entre ellos la Ley 9049[2], Ley de Reconocimiento del Lenguaje de Señas Costarricense (LESCO) como lengua materna; que señala en su artículo segundo, la obligación de las entidades públicas y privadas, de garantizar el derecho de las personas sordas y con sordo ceguera, a usar la lengua de señas costarricense, para hacer efectivo el ejercicio de sus derechos y libertades constitucionales.



Ahora bien, dada la complejidad propia del ámbito judicial, el (la) intérprete de LESCO que intervenga en un proceso judicial, debe conocer los aspectos fundamentales de la administración de justicia, y contar con un buen manejo del vocabulario específico, tanto en español como en LESCO, puesto que su función primordial es asegurar niveles óptimos de comunicación e información de calidad. De ahí los esfuerzos que realiza la institución en este campo, incluyendo la creación de este Protocolo para la idoneidad de interpretes judiciales en LESCO



Marco conceptual y jurídico



Para comprender la necesidad que tiene el Poder Judicial, de contar con personas intérpretes de LESCO,  que participen en audiencias y actos judiciales, es importante describir el desarrollo de la lengua de señas y de la labor de interpretación. 



La comunicación es inherente al ser humano, por tanto, el uso de diversas formas comunicativas muestra en esencia la necesidad de interactuar socialmente, para la  construcción de vínculos entre los individuos.



Dentro de la diversidad de lenguajes que las personas han utilizado a través de la historia, el uso de señas se considera uno de los más antiguos; incluso más que la misma lengua oral, base de la comunicación humana.



Es difícil ubicar el nacimiento del uso de señas en un lugar determinado, existe más bien una razón común para utilizarla: la comunicación entre grupos de personas que de otra forma no hubiesen podido interrelacionarse, es decir grupos de personas sordas entre sí y con personas oyentes.



Es bastante probable que la Lengua de Señas Costarricense tal y como se conoce en la actualidad, se haya originado a partir de una mezcla entre la lengua de señas española y señas autóctonas de Costa Rica, producto de viajes de estudio que se realizaban las personas sordas a España.



A partir de 1940 año en que se crea la Escuela de Enseñanza Especial Fernando Centeno Güel, se da un desarrollo importante de esta lengua, al facilitarse la interacción de jóvenes alumnos (as) que comparten socialmente en los recreos y se comunican mediante señas. Con el pasar del tiempo la lengua continúa evolucionando, y nacen nuevas señas que produce la comunidad sorda al concentrarse a departir en locales comerciales en San José y en parques en las cabeceras de provincia.[3]



Lógicamente con el surgimiento de la lengua de señas, nace la necesidad de la interpretación cuyo objetivo es ofrecer al (la) usuario (a) de ese servicio, principalmente la persona sorda pero también la oyente, el acceso a la información facilitando la comunicación en ambos sentidos, con ello en el ámbito judicial se propicia el acceso a la justicia y el ejercicio de los derechos de esta población.



En el caso de la interpretación en lengua de señas, el papel de un (a) intérprete con formación profesional adquirida a través de una instancia educativa superior, es novedoso pues hasta hace poco tiempo se ofrece la interpretación como carrera técnica en la Universidad de Costa Rica, dentro del programa de extensión docente PROGRESO (Programa regional para la sordera), no obstante, actualmente persiste en el ejercicio de esta labor, la práctica que realizan familiares o amistades de personas sordas, de realizar la interpretación como un apoyo no profesional, lo cual puede originar conflictos desde el punto de vista lingüístico, cultural o de ética profesional, puesto que esta interpretación surge de la familiaridad y la buena voluntad de los sectores implicados.



  Tratándose de acceso a la justicia para la población sorda en Costa Rica, el Poder Judicial debe asegurarse de realizar los ajustes razonables pertinentes, por tal razón es menester que la persona con discapacidad auditiva, cuente con los servicios adecuados de interpretación y con los equipos de apoyo necesarios. La comunicación en este sentido no se limita a la lengua de señas, también es necesario el conocimiento amplio y profundo sobre la discapacidad auditiva y sobre lo que ella implica en el campo de la comunicación social.



            Por otra parte, la Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad[4], ratificada por la Asamblea Legislativa de Costa Rica, mediante la promulgación de la Ley No. 8661 del año 2008, marca un hito al reconocer explícitamente el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones (artículo 13). El modelo social y de derechos humanos, nuevo paradigma en el que se fundamenta este instrumento, propugna la autonomía de las personas con discapacidad, y establece la obligación de  asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, sin discriminación alguna.



            En el artículo segundo reconoce la lengua de señas al establecer que: “Por lenguaje se entenderá tanto el lenguaje oral, como la lengua de señas y otras formas de comunicación no verbal (…)”.



            Las obligaciones derivadas del artículo 13 citado, incluyen los ajustes de procedimientos - que pueden ser adecuados a la edad - para asegurar el desempeño de las personas con discapacidad, cuando actúan directa o indirectamente en los procedimientos judiciales, en las diferentes etapas y cualquiera sea su condición.



            Esta Convención también señala que los Estados asegurarán que las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, no se vean privadas de su libertad en forma arbitraria o ilegal y “que la existencia de una discapacidad no justifique en ningún caso una privación de libertad” (artículo 14). 



            



[bookmark: TOC453514423]            En igual sentido se encuentra fundamento legal, en la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad[5] Ley N° 7948-1999, que en su artículo primero párrafo segundo establece: “a) El término “discriminación contra las personas con discapacidad” significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.”



            En síntesis, la discapacidad no puede ser una limitante dentro del proceso judicial, por lo que la intervención de la persona intérprete en LESCO, asegura el respeto a las garantías legales y constitucionales, a través del ejercicio del debido proceso,  en toda actuación judicial.



En concordancia entonces con el marco jurídico establecido a partir de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, la Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad y su Reglamento[6], las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, la Política de Igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial, el Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial[7] y demás normativa institucional; todos ellos instrumentos que promueven la equidad en el trato, la no discriminación y el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad y en el caso particular de las personas sordas; el Poder Judicial garante de la aplicación de los derechos de esta población y para asegurar plenamente su goce, adopta el Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO.



Propósito



            El Protocolo en sí mismo se constituye en una herramienta que permite a las autoridades judiciales por medio de las instancias administrativas correspondientes y a partir del diseño y aprobación de un perfil idóneo, proveer a las personas usuarias del sistema de justicia de intérpretes cuya formación garantice, a las personas con discapacidad auditiva, la eliminación de barreras comunicativas y de información, para el acceso a la justicia en igualdad de condiciones que la población en general, a partir del reconocimiento y respeto de la diversidad, propiciando asimismo el mecanismo adecuado para que la interpretación se realice con profesionalismo, de manera ética e imparcial, asegurando un tratamiento digno a esta población.



            La aplicación de este Protocolo garantiza al Poder Judicial de Costa Rica,  que las personas profesionales en interpretación, poseen las competencias necesarias para asistir a las personas sordas, en todas las actuaciones judiciales (incluyendo conciliaciones y arbitrajes) en que participen cualquiera sea su rol como sujeto procesal. 



Personas beneficiarias y destinatarias



Son personas beneficiarias de este Protocolo, las que integran la comunidad sorda y que interactúan en el sistema judicial, para hacer efectivo el ejercicio de sus derechos.



Asimismo, se define como personas destinatarias de este instrumento, a las personas intérpretes de la Lengua de Señas Costarricense inscritas en el Poder Judicial, para actuar como intérpretes en audiencias o diligencias judiciales, y a las (os) funcionarias (os) judiciales, en lo que les competa.



[bookmark: _ftnref8]Principios Orientadores[8]



Al hablar de principios y su aplicación a situaciones concretas, es importante y además necesario considerarlos en relación con sus atributos de transversalidad e interdependencia, por cuanto unos a otros se complementan para otorgar a las personas destinatarias, la protección requerida según sean sus especiales circunstancias. 



A ninguno de ellos debe atribuirse un valor mayor, cada uno cumple una función específica, que requiere considerarse integralmente y en relación directa, con otras áreas susceptibles de protección, para asegurar su aplicación armónica en aras de lograr una postura respetuosa de los derechos humanos de las personas destinatarias.



Para los efectos de este protocolo y sin perjuicio de no ser una lista taxativa, se citan los siguientes principios: 



No discriminación por razones de discapacidad



El principio promueve la eliminación de toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales. 



El Poder Judicial velará por la erradicación de cualquier práctica discriminatoria, facilitando los espacios de información, comunicación y participación para las personas sordas, en su relación con la institución.



No violencia



Constituye un acto de violencia, invisibilizar e ignorar las necesidades de las personas con discapacidad auditiva. Por ello la institución debe ejecutar acciones para erradicarlas. Se debe promover la eliminación de malas prácticas, prevenir que se presenten en el futuro y sancionar en caso de que persistan. La interpretación en LESCO es indispensable para reconocer y solventar las necesidades de las personas con discapacidad auditiva. 



No revictimización



La revictimización consiste en acciones u omisiones, que contribuyen al detrimento del estado físico, mental y/o afectivo emocional de la persona víctima, en este caso con discapacidad auditiva. 



[bookmark: _ftnref9]Con el fin de evitar situaciones revictimizantes[9] el Poder Judicial promoverá la contratación de personas intérpretes judiciales en LESCO idóneas.



Igualdad de oportunidades



El logro de la igualdad de oportunidades se refiere al proceso mediante el cual los diversos sistemas de la sociedad, el entorno físico, los servicios, las actividades, la información y la documentación se ponen a disposición de todas las personas, especialmente de las personas con discapacidad. Es decir, es un principio que va más allá de la igualdad formal que trata a todas y todos por igual, al valorar sus diferencias.



En el ámbito judicial tratándose de personas con discapacidad auditiva, este principio se materializa, mediante acciones que facilitan su interacción con los (as) funcionarios (as) y promueven  un nivel  óptimo de comunicación y acceso a la información, entre otras la contratación de personas intérpretes idóneas en Lengua de Señas Costarricense.



Equidad



Relacionado con el Principio de Igualdad de Oportunidades que valora las diferencias que caracterizan a los seres humanos, el Principio de Equidad promueve la adopción de acciones individualizadas para que las personas con discapacidad - en este caso auditiva- disfruten del derecho de acceder a la justicia, en iguales condiciones que las demás personas, o bien realizando las adaptaciones que el caso específico requiera. 



Respeto a la diversidad



    



[bookmark: _ftnref10]Este principio permite evidenciar las diferencias que caracterizan a todas las personas, ya sea en relación con la edad, género, etnia, condición económica, nacionalidad, discapacidad, opción sexual, etc., para asegurar un trato adecuado. Por tanto se deberá garantizar a la persona sorda un (a) intérprete idóneo (a) en Lengua de Señas Costarricense en todas sus variables, considerando los regionalismos, modismos propios del grupo etario, diferencias de género u otras formas de comunicación a las que recurre esta población tales como la comunicación gestual visual o señas naturales.[10]



Accesibilidad



Si bien este principio se identifica comúnmente con la accesibilidad al entorno físico, promoviendo medidas para la eliminación de barreras arquitectónicas, también incluye la eliminación de barreras que impiden el acceso a la información y la comunicación - dos componentes muy importantes de este principio, para las personas sordas- al interactuar en el entorno judicial. Por esto, los (as) servidores (as) judiciales deben promover que las personas sordas, alcancen niveles óptimos de comunicación y acceso a la información en cualquier ámbito, poniendo a su disposición los recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, facilidad de expresión y privacidad mediante una interpretación idónea.



Vida independiente



Con el fin de que las personas sordas tomen el control de sus acciones y decisiones en el ámbito judicial, es vital que todos los procesos en los que participan sean accesibles, lo que necesariamente requiere el apoyo de un (a) intérprete judicial de LESCO capacitado (a) y que cumpla con un perfil idóneo.



Participación conforme a la edad cronológica



Este principio promueve un tratamiento respetuoso para las personas con discapacidad, independientemente de su edad. Cada persona debe ser tratada en relación con su edad cronológica - sin menoscabo al respeto que merecen los niños y niñas -  una persona adulta con discapacidad, debe ser tratada como tal, y no como un (a) infante, pues en ese caso se estaría limitando su autonomía. Los (as) intérpretes judiciales deben aplicar este principio y facilitar la participación plena de las personas sordas.



Interés superior de la niña, el niño y adolescentes



Toda instancia pública o privada y en este caso el Poder Judicial, cuando se trate de una niña, un niño o adolescente con discapacidad auditiva, debe tomar en consideración la condición de persona menor de edad, sujeta a derechos, deberes y responsabilidades, en relación con su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento, comprensión, capacidad de comunicación y demás condiciones personales, así como su entorno socioeconómico y cultural, con el fin de respetar sus derechos. Es indispensable cuando se realiza una interpretación judicial tener en cuenta estas circunstancias.



Transversalidad



Se trata de considerar todos y cada uno de los ámbitos de organización social, para incorporar las necesidades, aspiraciones y características de las personas, grupos y pueblos. En el caso de las personas con discapacidad auditiva, como partícipes de los procesos judiciales, al transversalizar su perspectiva se logra que sus experiencias, necesidades e intereses, se incorporen integralmente en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de las políticas y programas institucionales, de manera que gocen de los servicios en condición de igualdad y equidad.



Integridad e interdependencia



Los derechos de las personas con discapacidad auditiva, deben observarse de manera armónica e integrada, con todos los demás principios que conforman el ordenamiento jurídico internacional sobre derechos humanos.  



Conceptos



Sordera



[bookmark: _ftnref11]Condición que presenta una persona que no cuenta con la capacidad de escuchar los sonidos de su ambiente (por ej. el lenguaje oral) y/o ve disminuida, en alguna medida, dicha capacidad.  La sordera es una condición que evita que un individuo reciba sonido en todas o casi todas sus formas, afectando en diversos grados sus habilidades para la comunicación oral.[11] 



Desde un punto de vista antropológico, la sordera es vista como una “condición” que identifica a un grupo de personas, desde el desarrollo de una lengua de modalidad visual-gestual (señas), a partir de la cual se crea una identidad y cultura propia del grupo señante.



Pérdida auditiva 



[bookmark: _ftnref12]Se presenta en individuos sordos o anacústicos quienes tienen una limitación auditiva que impide procesar la información lingüística a través del oído, con o sin amplificación; así como a individuos hipoacústicos que tienen una audición suficiente para poder procesar la información lingüística con ayuda de un amplificador (audífono). [12]



Contexto lingüístico – cultural 



Entorno lingüístico del cual depende el sentido y el valor de una palabra, frase o fragmento considerados, desde la perspectiva de un grupo de personas sordas, que tienen la lengua de señas como su primer idioma.



Comunidad Sorda



[bookmark: _ftnref13]“Se refiere al grupo de personas sordas que usan una lengua de señas y que a partir del uso de la misma, se generan sentimientos de identidad grupal, auto reconocimiento e identificación como sordo”.[13] Dentro de esta perspectiva, la persona Sorda es considerada como un miembro real y potencial de la comunidad sorda, la cual se independiza lingüística y culturalmente de la comunidad mayoritaria oyente, pero se integra económica y contextualmente a la sociedad industrial.



Identidad sorda



[bookmark: _ftnref14]Se refiere al reconocimiento de las personas como sordas y en estrecha relación a su lengua de señas, la historia de sus pares lingüísticos, su comunidad y cultura.[14] 



LESCO



Lengua materna de la comunidad sorda costarricense.



Discapacidad



[bookmark: _ftnref15]Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.[15]



Discriminación por motivos de discapacidad



[bookmark: _ftnref16]Cualquier distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar, impedir, anular o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables.[16]



Ajustes razonables



Se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad auditiva el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.



Perfil de la persona intérprete de LESCO  



en el Poder Judicial



El papel del (la) intérprete de LESCO dentro del ámbito judicial, debe responder a una especialización jurídica de la lengua tanto oral como de señas, ya que los términos a utilizar son particularmente específicos del ámbito legal, y por tanto el (la) intérprete deberá cumplir con requisitos directamente relacionados con ese campo del saber;  además de los propios de la función de interpretación, asegurando así un ejercicio profesional objetivo y fidedigno.



En el contexto judicial es importante comprender que el arte de la interpretación, se refiere a la traducción que hace el (la) intérprete, de lo que quiere expresar una persona sorda, durante una audiencia o acto judicial, y de lo que los (as) operadores (a) jurídicos (as) necesitan expresarle. La interpretación debe ajustarse únicamente a lo manifestado por ambas partes, asegurando con certeza la comprensión y garantizando calidad en la información.



Por ello, es indispensable para asegurar el respeto de los derechos fundamentales de las personas sordas, facilitar niveles óptimos de comunicación y acceso a la información.  De vital importancia resulta entonces, considerar los requisitos que debe cumplir  el (la) Intérprete de LESCO. 



Estos requisitos se fundamentan en los conocimientos y habilidades adquiridos no solo en el ámbito académico,  sino en el bagaje cultural, interacción social y atributos éticos de la personalidad de los y las intérpretes de LESCO.



Habilidades



[bookmark: _ftnref17]Lingüística[17]



La persona intérprete debe poseer habilidad para utilizar correctamente los códigos, la estructura y reglas gramaticales propias de la lengua de señas y la lengua oral castellana.



El (la) intérprete de LESCO requiere contar con un amplio vocabulario, tanto en la  lengua oral como en lengua de señas, con el propósito de ofrecer una interpretación apegada a los términos a interpretar; pero más allá de ello es parte de su función, demostrar una apropiada construcción gramatical del mensaje en ambas lenguas, al trasladar las representaciones abstractas que vienen contenidas dentro de un mensaje, y que sin duda son importantes en cualquier escenario, pero que se vuelven vitales en la interpretación judicial.



Asimismo, es conveniente poseer conocimientos a nivel de vocabulario jurídico y su significado, tanto en la lengua castellana como en la LESCO,  para responder a una interpretación acorde con las vicisitudes de la materia judicial.



Socio- lingüística



El (la) intérprete debe dominar y demostrar variedad lingüística de la lengua de señas, para alcanzar una interacción óptima con personas nativas de LESCO, personas sordas cuya primera lengua es el español, personas sordas bilingües, personas sordas usuarias de señas naturales, etc.



Debe poseer habilidad para comprender la LESCO con acentos regionales o locales y las expresiones propias de las provincias. Asimismo las señas propias de diversos grupos como es el caso niñas, niños, adolescentes, u otros.



Traslativa 



La interpretación es un proceso mental de alta complejidad, en el que participan diferentes niveles de análisis, sobre la información recibida: vocabulario, estructura de las palabras, coordinación y unión de las palabras para formar oraciones, sonido de la voz,  contexto socio-lingüístico y cultural. 



Por tal razón, el (la) intérprete debe tener la habilidad de trasladar la información recibida rápidamente, de la lengua de señas a la oral y viceversa, con la mayor fidelidad posible.



Este proceso de traslado de la información implica, capacidad de atención para escuchar y luego signar el mensaje, y en el mismo sentido, capacidad de concentración para  observar y comprender las señas, y trasladar el mensaje a la lengua oral.



Tecnológica



Debe conocer y saber utilizar los recursos tecnológicos e innovar para garantizar el acceso a la información que sea necesaria para desarrollar el servicio de interpretación.



Vocación de servicio



Debe tener la suficiente sensibilidad para comprender, que las personas sordas y oyentes son usuarias de sus servicios, esto implica una vocación permanente de servicio, comprensión de sus requerimientos y solución de las necesidades de interpretación, bajo los estándares de calidad establecidos.



Capacidad de adaptación



La persona intérprete debe estar en posibilidad de trascender las barreras culturales, tanto de la comunidad sorda, como de las personas oyentes; debe ser capaz de trasladar la información respetando la cultura lingüística de ambas poblaciones, sin eliminar los elementos que les caracterizan.



Sinergia



Es importante en el (la) intérprete, la capacidad de sumar sus esfuerzos, a los de profesionales de distintas disciplinas que intervienen en las audiencias y procesos judiciales, con el fin de que la persona sorda usuaria, reciba una atención integral que cubra sus necesidades y en resguardo de sus derechos.



Iniciativa



 



Se refiere a la capacidad para responder con rapidez, eficiencia y eficacia, ante nuevos requerimientos dentro del plano de la interpretación,  y en relación con la forma de  encontrar la transmisión  idónea de un mensaje, independientemente de su complejidad.



Perfil por competencias de la persona intérprete judicial de LESCO



[bookmark: _ftnref18]Una vez determinadas las habilidades básicas que debe poseer una persona intérprete, se procede a establecer los requisitos[18] mínimos que el Poder Judicial de Costa Rica, estima indispensables para contratar a los y las intérpretes de Lengua de Señas Costarricense, que prestarán sus servicios en la institución, para participar en todo actuación judicial en la que sean requeridos (as), a partir del establecimiento de un perfil por competencias.



1. Identificación del perfil



				



				



				







				1. Nombre del Cargo



				Intérprete judicial de LESCO 







				2. Departamento que designa, contrata  y remueve



				Dirección Ejecutiva







				3. Tipo de interviniente



				Intérprete neutral







				4. Supervisión durante la prestación del servicio



				Jefatura del despacho







				5. Tipo de contratación



				Contrato por servicios profesionales











2. Contexto propio



				



				







				En cumplimiento de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por Costa Rica mediante Ley N° 8661-2008, la participación de un (a) intérprete judicial en los procesos, procedimientos o actuaciones judiciales, es indispensable para asegurar el respeto de los derechos fundamentales de las personas sordas, para así facilitar niveles óptimos de comunicación y acceso a la información.  



Los requisitos que debe cumplir el (la) Intérprete de LESCO, se fundamentan en los conocimientos y habilidades adquiridos no solo en el ámbito académico,  sino en el bagaje cultural, interacción social y atributos éticos de la personalidad de los y las intérpretes de LESCO.











3. Objetivos de la función de interpretación



				



				







				1. Garantizar mediante el ejercicio eficiente y eficaz de la función interpretativa, que la comunicación entre las personas sordas y otras personas que intervienen en los procesos, procedimientos o actuaciones judiciales, se produzca sin vulneración alguna a los derechos humanos de esta población.



2. Asegurar que la información requerida por las personas sordas, sea suministrada y comprendida a cabalidad, para alcanzar un nivel de certeza óptimo en la comprensión.











4.-Requisitos mínimos



				



				



				







				1. Título requerido



				Título de conclusión de educación diversificada.



[bookmark: _ftnref19]Título de Intérprete en Lengua de Señas Costarricense, otorgado por el Programa PROGRESO de la Universidad de Costa Rica.[19]







				2. Certificación de competencias



				[bookmark: _ftnref20]Otorgada por el ente certificador. [20]







				3. Experiencia



				Dos años de experiencia en interpretación, debidamente comprobada.







				4. Estudios específicos



				[bookmark: _ftnref21]Curso Jurídico para Intérpretes de la Lengua de Señas Costarricense.[21]







				5.-Conocimientos específicos (dominio)



				Lengua de Señas Costarricense y de la cultura de las personas sorda.



Español



Cultura de las personas oyentes.



Variaciones lingüísticas regionales de la LESCO. 



Comunicación gestual visual.







				6.- Tecnologías de la información



				Manejo internet a nivel usuario











5. Requisitos deseables



				



				



				







				1. Título 



				Carrera Técnica







				2.- Título 



				Carrera Universitaria







				     3.- Titulo



				Cursos de formación complementaria











6. Competencias de la persona intérprete



				TAREAS



				HABILIDADES



				CONOCIMIENTOS 



				VALORES







				Facilitar a través de la interpretación la comunicación entre las personas sordas y cualquier otro sujeto procesal. 



				Habilidades



- Lingüísticas



- Socio-lingüísticas



- Traslativas



- Tecnológicas



- Vocación de servicio



- Capacidad de adaptación



- Sinérgicas



- Iniciativa 



- Comunicación efectiva



- Capacidad de trasmitir el tono e intencionalidad del mensaje de la misma forma en que fue emitido



- Expresión corporal



- Capacidad de establecer, mantener y recuperar el contacto visual 



- Uso del espacio 



- Capacidad de atención concentración en todas variables



- Capacidad para detectar la variabilidad de características comunicativas individuales de la persona sorda.



- Capacidad de autoevaluar si él o ella como interprete esta en condiciones de solventar  las características comunicativas de la persona sorda



				Dominio (fluidez y claridad) de:



- Lengua de Señas Costarricense (acreditación de haber alcanzado el nivel más avanzado de LESCO disponible en el país)



- Cultura de las personas sordas. 



- Español: escrito y oral



- Estructura gramatical en español y LESCO



- Cultura de las personas oyentes.



- Cultura general 



- Variaciones lingüísticas regionales de la LESCO (básicas)



- Comunicación gestual visual.



- Articulación clara y visible de las palabras que permita diferenciar palabras que son sinónimo.



- Teoría de la comunicación 



- Formas de llamar la atención de una persona Sorda 



- Uso del espacio



- Código de vestimenta



[bookmark: _ftnref22]-Conocimiento básico de las diferentes instancias y servicios judiciales y el rol de cada sujeto procesal.[22]



				- Confidencialidad



- Objetividad



- Puntualidad 



- Responsabilidad:



-actualización 



-Cumplimiento estricto de la norma institucional e indicaciones del (la) servidor (a) judicial a cargo de la actuación.



- Fidelidad en la trasmisión del mensaje a ambas lenguas



- Capacidad de escuchas y aceptar criticas 



- Neutralidad



- Imparcialidad







				TAREAS



				HABILIDADES



				CONOCIMIENTOS 



				VALORES







				Asegurar que la información requerida por las personas sordas, sea suministrada y comprendida a cabalidad



				Habilidades



- Lingüísticas



- Socio-Lingüísticas



- Traslativas



- Tecnológicas



- Buena articulación



- Capacidad de adaptación



- Sinérgicas



- Iniciativa



- Memoria a corto y larga plazo en el ejercicio de la interpretación



- Capacidad atencional



- En las diversas formas de la interpretación tanto en Lengua de señas como en interpretación oral.



- Selección adecuada de los términos a interpretar según el perfil de la persona usuaria



- Monitoreo



- Versatilidad



- Fluidez en la LESCO y el español



				Conocimientos 



Dominio de:



-Lengua de Señas Costarricense y de la cultura de las personas sorda.



-Español



-Cultura de las personas oyentes.



-Variaciones lingüísticas regionales de la LESCO. 



-Comunicación gestual visual. 



-Generalidades del vocabulario legal y de los procesos.



				Valores 



- Vocación de servicio 



- Confidencialidad



- Imparcialidad



- Fidelidad del mensaje



- Flexibilidad



-Actualización      continua



- Empatía



- Respeto a la diversidad



- Discreción



- Objetividad



- Neutralidad



- Vocación de servicio











[bookmark: _ftnref23]Ética en la interpretación judicial[23]



Este enunciado se refiere a aspectos íntimamente ligados al proceso de interpretación, que complementan los requisitos y definen en mayor medida, la idoneidad de las personas intérpretes, para una adecuada interpretación y salvaguarda de sus derechos.



En el se regula una gama importante de temas, que sumados a los conocimientos de LESCO e interpretación gestual visual, facilitarán que se brinde un servicio de calidad para las personas sordas usuarias de los servicios judiciales.



Confidencialidad



Es deber de la persona intérprete guardar absoluta confidencialidad, con respecto a la información que sea de su conocimiento en función de la labor que desempeña, sea que se imponga de ella en forma verbal, documental o por cualquier otro medio. La información, que además de otros aspectos, puede incluir datos relacionados con las personas involucradas;  por ningún motivo podrá ser utilizada en favor suyo o de terceras personas



Fidelidad en la interpretación



La persona intérprete está obligada a transmitir fielmente, el contenido del mensaje en ambos sentidos; deberá interpretar en LESCO lo que manifiestan las autoridades judiciales, u otras personas que participan en la audiencia,  proceso judicial  o conciliación y de igual manera, deberá interpretar lo expresado por la persona sorda, sin agregar ningún juicio de valor. 



Imparcialidad



Está absolutamente prohibido para la personas intérprete, emitir juicios de valor, mientras realiza su labor, la misma regla aplica en caso de tener contacto previo con la (s) persona (s) sorda (s). Es su deber abstenerse de realizar comentarios personales, opinar, aconsejar, manipular, modificar el mensaje o tomar partido. 



El deber de imparcialidad implica además, abstenerse de anteponer sus creencias religiosas, políticas, convicciones, estado anímico, preferencia sexual, intereses personales, comerciales o profesionales.



Es prohibido que una persona intérprete realice esta labor, en caso que existan lazos  consanguíneos o por afinidad con la persona sorda, que puedan comprometer su imparcialidad. 



Respeto



El (la) intérprete debe mostrar respeto por los valores, creencias y costumbre de las personas sordas, aun cuando no los comparta; este es un requisito indispensable para el ejercicio adecuado de su labor.



Privacidad



No está permitido al (la) intérprete hacerse acompañar de terceras personas que interfieran en su labor, y en la privacidad inherente a esta. Se hace la salvedad en caso de requerirse la participación de otra persona intérprete en el mismo acto, o del acompañamiento de un (a) intérprete en formación. En este caso previamente a realizarse la diligencia deberá presentar el documento idóneo que acredite su condición. En ambas situaciones deberá contarse con el consentimiento de la persona sorda y de la autoridad judicial, la autorización mencionada también deberá otorgarse con anterioridad.



Normas de conducta



La persona intérprete tiene absolutamente prohibido, presentarse a realizar su función en estado de ebriedad, o bajo los efectos de cualquier otra sustancia que afecte sus capacidades.



Bajo ninguna circunstancia asumirá el  (la) intérprete, conductas discriminatorias que afecten la dignidad de la persona sorda. En todo momento deberá mostrar respeto por las diferencias basadas en la etnia, nacionalidad, edad, sexo, género, diversidad sexual, discapacidad, religión, condición económica, escolaridad, y cualquier otro aspecto que caracterice a las personas usuarias del servicio.



Puntualidad



El (la) intérprete deberá presentarse al acto para el cual haya sido contratado (a), con suficiente anticipación. Entiéndase para todos los efectos, su obligación de apersonarse con no menos de quince minutos de antelación, de la hora programada.



Presentación personal



[bookmark: _ftnref24]La vestimenta de la persona Intérprete de LESCO, cuando participa en audiencias judiciales, deberá ajustarse a la normativa[24] establecida por la institución, para los (as) funcionarios (as) judiciales. Es recomendable además que esta sea sobria en cuanto al uso de colores y diseños (evitar el uso de colores fuertes, rayas, diseños llamativos), que podrían causar distracción y dificultar la emisión y comprensión de la información de una lengua a la otra.



Es recomendable que las uñas se encuentren al natural, en caso de estar pintadas el diseño y el color debe ser discreto, con el fin de no interferir con la comunicación, pues se constituyen en un estímulo visual que distrae en relación con el mensaje que se desea transmitir.



Responsabilidad del (la) 



intérprete judicial de LESCO



  Es importante, para garantizar la mayor efectividad, que el (la) intérprete conozca el contexto psicosocial, en el cual se desenvuelve  la persona sorda y cualquier rasgo de su personalidad relevante para comunicación más efectiva; así como las circunstancias en las que se originaron los hechos. Esto le permitirá prepararse adecuadamente para la entrevista.



Información 



  Cuando la persona con discapacidad auditiva participe en una actuación judicial, cualquiera sea su condición, será responsabilidad del (la)  intérprete judicial de LESCO - sin perjuicio de que esta lista no sea exhaustiva- asegurar que mediante su interpretación comprenda con claridad:



				 La naturaleza de la actuación judicial o de conciliación en la que va a participar en un lenguaje claro y sencillo.







				 Las circunstancias de su participación  dentro de dicha actuación.







				 El nombre y ubicación de las instituciones que le pueden asistir si lo requiere, incluyendo la asistencia psicológica.







				 La función que desempeña el (la) Fiscal en un proceso judicial.







				 La función que desempeña el (la) Defensor (a) en un proceso judicial.







				 La función que desempeña el (la) Juez (a) en un proceso judicial o  Conciliador (a).







				 El tipo de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de las actuaciones judiciales o de conciliación.







				 Los derechos que le amparan en el seno del proceso.







				 La posibilidad de obtener asistencia técnico-jurídica gratuita, en los casos en los que corresponda.











Interrogatorio 



Con el fin de asegurar niveles efectivos de comunicación, la persona intérprete deberá, explicar a los (as) diferentes sujetos procesales o intervinientes en la conciliación, aspectos básicos sobre la labor de la interpretación, y los requerimientos que esta función conlleva, para asegurar el respeto de los derechos de las personas con discapacidad auditiva, y la calidad del servicio.



				



				







				 Durante las entrevistas a la persona sorda, los (as) operadores (as) jurídicos (as) deben utilizar lenguaje con estructura simple y vocabulario sencillo, para facilitar la labor interpretativa, asimismo, para asegurar la comprensión y comunicación de las personas sordas.







				 La importancia de realizar preguntas claras y directas, que tomen en cuenta la edad, el nivel de instrucción, el nivel de comunicación que alcanza la persona sorda, y sus condiciones socioculturales. En caso de que una pregunta esté compuesta por varias preguntas, éstas deben desagregarse y hacerse de una en una.







				 La necesidad que tienen los (las) funcionarios (as) judiciales de asegurarse, que la persona sorda comprende las preguntas y la naturaleza del acto, así como también sus consecuencias jurídicas, ya que de ello depende que no se violen sus derechos fundamentales, ni se produzcan situaciones discriminatorias.











Audiencia Oral



            Aunado a la responsabilidad del (la) intérprete, de realizar su labor en estricto apego a las obligaciones profesionales que le competen y los lineamientos establecidos en este Protocolo, debe asegurarse de informar a la persona sorda usuaria de sus servicios, todos aquellos aspectos relevantes, relacionados con el desarrollo de la actividad judicial, en una sala de juicio:



				 Previo al ingreso a la sala le informará a la persona sorda, la disposición de la misma, la ubicación del juez (za), del (la)  conciliador (a), demandantes y demandados (as), de los (as)  fiscales y defensores (as), así como también la ubicación de los (as) testigos o declarantes y del público.







				 La ubicación que ocupará en la sala, en su condición de intérprete.







				 El lugar que le corresponde ocupar a la persona sorda.







				 De manera sencilla y clara la importancia del acto a celebrar.







				 Resumidamente, la descripción de cada una de las etapas.







				 El comportamiento que debe guardar durante la audiencia.







				 En qué momento puede expresarse y la forma en la que podrá hacerlo.











Frente a la autoridad judicial



				 Acudir con puntualidad  al acto procesal. 







				 Dirigirse con respeto a la autoridad judicial entendiendo, también  como tal también a los (as) conciliadores (as) judiciales.







				 Interpretar con fidelidad omitiendo juicios de valor o comentarios adicionales.







				 Si lo requiere, deberá solicitar aclaración sobre cualquier aspecto que se escape a su comprensión, o a la de la persona sorda.







				 Guardar absoluta confidencialidad.











Pericias médicas y/o psicosociales



            Cuando la persona sorda tenga que ser valorada por profesionales de la medicina, trabajadoras (es) sociales y/o psicólogas (os), la asistencia de la persona intérprete será indispensable, para garantizar la fluidez de la comunicación. Tratándose de delitos sexuales, cometidos contra mujeres, niños y niñas, quien realice la función interpretativa, deberá ser mujer, salvo mejor criterio de la persona interesada. Asimismo, es su responsabilidad asegurarse que la persona sorda comprende, las condiciones en las cuales otorga su consentimiento y las implicaciones que tiene, para que se le practique un examen, prueba o valoración. Es de especial importancia explicarle que tratándose de una pericia médico forense no rige la confidencialidad, por tanto la información obtenida en la pericia será reflejada en el informe pericial y el perito rendirá testimonio en audiencia pública sobre los puntos, salvo que se indique la reserva por orden judicial de la actuación en cuyo caso el público será retirado de la audiencia, quedando sólo los intervinientes.



            En relación con la responsabilidad de la persona intérprete, aplican todas las señaladas en el apartado correspondiente, así como los demás deberes detallados en todo el Protocolo.
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[24]  Consejo Superior, Circular No. 185-2012, Reglamento de Vestimenta para las personas que laboran en el Poder Judicial, Poder Judicial, Costa Rica. Ver Anexo A.
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CIRCULAR Nº 83-2015



 



 



Asunto:      Reiteración de la Circular N° 117-13, sobre “Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”. -



 



 



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y 



PÚBLICO EN GENERAL



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 33-15, celebrada el 14 de abril de 2015, artículo LXXI, acordó reiterar la Circular N° 117-13, denominada ““Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, que literalmente dice: 



 



“La Corte Plena en sesión N° 27-13, celebrada el 17 de junio de 2013, artículo XVI, acordó aprobar el siguiente “Plan de Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad 2013-2017”, cuyo texto literalmente dice:



 



PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES 



PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD



2013-2017



 



I.            INTRODUCCIÓN 



 



El Poder Judicial tiene la responsabilidad social de asegurar el acceso real y efectivo a todas las personas y en especial a las que se encuentran en condición de vulnerabilidad, mediante un servicio de administración de justicia de calidad que responda correctamente a sus necesidades. 



 



Dentro de este contexto, en 1996, con la promulgación de la Ley No. 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, surgen una serie de lineamientos de acatamiento obligatorio por parte de las instituciones públicas y privadas, tendientes a garantizar el acceso a los servicios a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con respecto a los demás usuarios. 



 



En vista de lo anterior y producto de la deuda del Poder Judicial en el cumplimiento de la citada ley, en el 2005, se crea la Comisión de Accesibilidad, la cual se conformó en función de los derechos de las personas con discapacidad, pero poco a poco se fue integrando a su quehacer otras poblaciones, gracias a la aprobación por parte de Corte Plena en el 2008, de las Reglas de Brasilia, sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, dicha comisión se transformó en una Comisión de Acceso a la Justicia, asumiendo formalmente la dirección de las acciones institucionales, tendientes a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, sin perjuicio del trabajo que ya venía realizando desde su creación.



 



Las Reglas de Brasilia definen las poblaciones que se encuentran en condición de vulnerabilidad frente a la justicia, denominando como beneficiarias de las mismas a las personas con discapacidad, adultas mayores, migrantes y refugiadas, privadas de libertad, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población penal juvenil, niñez y adolescencia, pueblos indígenas, minorías y personas en condición de pobreza.  Aunado a las poblaciones antes indicadas y en un esfuerzo adicional de respetar los derechos humanos y cumplir con la normativa internacional, el Poder Judicial de Costa Rica incluye dentro de estas poblaciones a las personas sexualmente diversas.



 



Por lo anterior, los esfuerzos de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, actualmente están orientados hacia la protección, divulgación y reconocimiento de los derechos de las poblaciones mencionadas, en coordinación estrecha con las Subcomisiones, que realizan acciones específicas por iniciativa y a partir de líneas generales emanadas de la propia Comisión.



Es así que dentro del proceso de planificación estratégica de la institución [footnoteRef:12]En el proceso de elaboración de este plan se tomaron en cuenta los Componentes Estratégicos, aprobados por la Corte Plena en sesión 38-12 del 5 de noviembre de 2012, artículo XXV. [12: ] 




[1] y tendiendo como punto de partida la normativa nacional e internacional existe, así como las Reglas de Brasilia, se enmarca el siguiente Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades, con el fin de asegurar el acceso real, efectivo y un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad. Este proceso se encuentra estrechamente vinculado con la planificación estratégica institucional.




II.        PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA POBLACIONES EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017



 



 



				Objetivo Estratégico: Garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad el ejercicio de los derechos constitucionales, desde una perspectiva de derechos humanos y a través de un servicio público de calidad, que incluya transversalmente la perspectiva de género y diversidad.











 



 



				DIMENSIÓN DE ACCESO A  LA  JUSTICIA 



				SITUACIÓN ACTUAL O BRECHA EXISTENTE 



				ACCIONES ESTRATEGICAS PROPUESTA 



				TIEMPO DE EJECUCIÓN



				REPONSABLE DE LA EJECUCIÓN



				EVALUACIÓN DE RESULTADOS







				 



ACTITUDINAL



				Con la aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, por Corte Plena en mayo de 2008, así como la Política Respetuosa de la Diversidad Sexual, aprobada el 19 de septiembre del 2011, el Poder Judicial asume un compromiso internacional para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, como derecho instrumental, a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad (personas con discapacidad, adultas mayores, privadas de libertad, migrantes y refugiadas, niñez y adolescencia, población penal juvenil, indígena, sexualmente diversa, víctimas del delito, víctimas de violencia sexual y doméstica, población afrocostarricense) Sin que esta lista sea cerrada, pues los Poderes Judiciales de Iberoamérica  están facultados para incluir cualquier otra población que se considere en esa situación.[footnoteRef:13] [13: ] 




 



				ü      Promover dentro de todos los planes de inducción, sensibilización y capacitación institucionales, transversalmente la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, así como la perspectiva de género y diversidad, de manera que se pueda garantizar que el personal cuente con las herramientas necesarias para realizar sus labores basadas en el respeto a los derechos humanos de estas poblaciones.



 



ü      Reiterar a las jefaturas de despacho, la emisión y divulgación de lineamientos internos, sobre la exigencia de darle atención eficiente, a las poblaciones en condición de vulnerabilidad y su responsabilidad de promover la aplicación de esos lineamientos entre el personal.



 



ü      Sensibilizar a los y las servidoras del Departamento de Seguridad,  en el trato que debe darse a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Desarrollar alianzas estratégicas con otras instituciones que velan por los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad, para que coadyuven en las labores de  capacitación y sensibilización sobre el tema.



 



ü      Implementar mecanismos de verificación  efectivos en relación con el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el servicio público brindado por la institución a las personas usuarias en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Procurar la inclusión de la temática sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en los programas y subprogramas de especialización para jueces y juezas, u otros donde participen funcionarios del Poder Judicial.



 



 



 



 



				Permanente 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia; Escuela Judicial, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Organismos de Investigación Judicial, Defensa Pública y Departamento de Personal.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



 



 



 



Contraloría de Servicios. 



 



 



 



 



 



 



 



 



Unidades de Capacitación del Poder Judicial



 



 



 



 



 



 



 



				Lineamientos emitidos y programas de capacitación con perspectiva incorporada. 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Lineamientos y divulgaciones emitidas.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Cantidad de actividades de sensibilización realizadas y personal capacitado.



 



 



 



Alianzas establecidas.



 



 



 



 



 



 



 



 



Mecanismo o mejoras instauradas.



 



 



 



 



 



 



 



 



Mejoras instauradas







				INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN



				Actualmente el Poder Judicial interna y externamente ha realizado diversos esfuerzos para proporcionar  mecanismos de acceso a la información, comunicación  y divulgación del quehacer institucional, con el fin de brindar una mejor atención a las personas en condición de vulnerabilidad, y que servidores y servidoras judiciales conozcan los derechos que asisten a esa poblaciones y los mecanismos institucionales de acceso.



				ü      Establecer mecanismos de comunicación y coordinación con los diferentes medios de comunicación masiva (radio, prensa escrita, televisión, entre otros), en cuanto al tratamiento y manejo de noticias judiciales que se refieran a poblaciones en condición de vulnerabilidad de forma que no sean revictimizadas.



ü      Establecer una estrategia de divulgación y comunicación mediante la cual la institución  mantenga informados a todos los y las servidoras, personas usuarias y población civil  sobre sus derechos, como acceder a los servicios que brinda la institución y los principales alcances de las políticas institucionales que se han aprobadas y dirigidas a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



ü      Instaurar periódicamente un proceso de rendición de cuentas sobre los avances y limitaciones en materia de acceso a la justicia de poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



ü      Establecer mecanismos de coordinación y comunicación entre la Defensa Pública, el Ministerio Público y los jueces y juezas de ejecución de la pena, con el fin de velar por la correcta actuación en los casos que impliquen la utilización de medidas de seguridad de internamiento, su mantenimiento, cese o modificación, de acuerdo con las peticiones y gestiones de las partes.



ü      Sensibilizar y capacitar al personal de las oficinas de comunicación del Poder Judicial respecto a las Políticas de Acceso a la Justicia para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



ü      Mantener informadas a las personas  comunicadoras del Poder Judicial sobre las acciones que realice la Comisión de Acceso a la Justicia en beneficio de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y las necesidades de información que se le deben solventa a esas poblaciones.



ü      Establecer mecanismos para que las poblaciones en condición de vulnerabilidad expresen sus inquietudes acerca de los servicios que ofrece el Poder Judicial y las condiciones en las cuales se les brinda.



 



				Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



1 año  



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Anualmente



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Departamentos de Prensa y Comunicación Organizacional, de Artes Gráficas y  Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Comisión de Acceso a la Justicia



 



 



 



 



 



 



Diferentes centros de Responsabilidad [footnoteRef:14]Se refieres a Ministerio Público, Defensa Pública,  Consejo Superior. [14: ] 








				Mecanismos y mejoras establecidas



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Estrategia elaborada e implementada.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Informes de rendición de cuentas



Cantidad de actividades realizadas.



 



 



 



 



Mecanismos instaurados.







				SERVICIOS DE APOYO Y AYUDAS TÉCNICAS.



				El Poder Judicial ha emitido directrices para que se incorpore en los diferentes ejercicios presupuestarios recursos económicos para atender paulatinamente las necesidades de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



				ü  Procurar a nivel institucional, todos aquellos servicios o ayudas técnicas que mejoren el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü  Propiciar investigaciones o estudios científicos que permitan conocer la realidad de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para establecer estrategias de abordaje acordes con su cosmovisión.



 



ü  Elaborar un diagnóstico  a nivel institucional de los(as) servidores(as) judiciales que presentan algún tipo de discapacidad, para implementar las medidas correctivas en cuanto a mobiliario, equipo y otro tipo de ayuda técnica.



 



ü      Coordinar con diferentes instituciones a fin de establecer redes de apoyo  con las instancias institucionales  cuando se detecta alguna situación de riesgo para que se brinden las medidas de protección necesarias en el menor tiempo. 



 



				Permanente



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



1 año



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



				Dirección de Planificación, Departamento de Proveeduría y diferentes Unidades Programáticas.



 



Comisión de Acceso a al Justicia, Secretaría de Genero, Escuela Judicial y Departamento de Personal.



 



 



 



 



Departamento de Personal



 



 



 



 



 



 



 



 



Comisión de Acceso a al Justicia.



				Servicios y ayudas técnicas establecidas.



 



 



 



 



 



Investigaciones realizadas.



Estrategias implementadas



 



 



 



 



 



Diagnóstico elaborado



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Redes de apoyo establecidas.







				JURÍDICA



				En el Poder Judicial con ocasión de la celebración de la Primera Reunión Preparatoria para la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas de Justicia, realizada en Paraguay y con el apoyo del Departamento de Tecnología de la Información, se diseñó la página web de “Acceso a la Justicia de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”,  página que comprende información relativa a cada una de las poblaciones identificadas en condición de vulnerabilidad[footnoteRef:15] [15: ] 




				ü      Velar por una correcta actualización y clasificación de la Jurisprudencia relacionada con poblaciones en condición de vulnerabilidad partiendo desde una perspectiva de género y diversidad.



 



ü      Divulgar mediante el sitio web de la Comisión de Acceso a la Justicia Jurisprudencia y normativa relacionada con las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Diseñar un proyecto de creación de un Observatorio de la Justicia y procurar recursos para el financiamiento del mismo.



 



ü      Dar seguimiento a los resultados de la evaluación de las Reglas de Brasilia e implementar las medidas si se ameritan.



 



 



 



				Permanente



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



1 año 



 



 



 



 



 



1 año



 



 



				Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



Comisión de Acceso a la Justicia.



 



 



 



 



Comisión de Acceso a la Justicia.



				Actualización y clasificación  realizada.



 



 



 



 



 



 



Cantidad de usuarios que accesan la página.



 



 



 



 



 



Proyecto de creación.



 



 



 



 



 



Resultados de la evolución y mejoras a implementar.







				POLÍTICAS, NORMAS Y PROCEDIMIENTOS INSTITUCIONALES



				La Comisión de Acceso a la Justicia, se encuentra en proceso de análisis para la elaboración de una política con principios generales aplicables a todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad y que haga remisión a las políticas y directrices específicas aprobadas por la institución.



				ü      Elaborar y divulgar manuales y/o protocolos que se requieran sobre los derechos de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Instituir directrices para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad que lo requieran, así como dar  seguimiento y evaluar las existentes.



 



				Permanente



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



				Comisión de Acceso a al Justicia.



 



 



 



 



Comisión de Acceso a al Justicia.



 



 



 



				Manuales y protocolos elaborados.



 



 



 



 



Directrices establecidas.



 



 



 



 



 







				ADMINISTRATIVA



				El Poder Judicial posee toda una estructura administrativa, que recaba información estadística en diversas áreas, pero en el tema de poblaciones en condición de vulnerabilidad se requiere un mayor esfuerzo para la construcción de indicadores para dotar a la institución de estadísticas que faciliten delimitar adecuadamente el campo de acción y agilizar la toma de decisiones.



 



				ü      Procurar la construcción y aplicación  de indicadores para la toma de decisiones en cuanto a poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Incorporar dentro de las directrices técnicas para la formulación presupuestaria, acciones afirmativas y recursos para la atención de poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



 



				Permanente



 



 



 



 



 



Anualmente



				Dirección  de Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



 



 



Dirección de  Planificación y Comisión de Acceso a al Justicia.



 



				Indicadores establecidos.



 



 



 



 



Directrices establecidas.







				ESPACIO FÍSICO



				En el área de infraestructura, uno de los objetivos planteados por el Poder Judicial ha sido su mejorar, así como  contar con edificios accesibles para las personas en condición de vulnerabilidad, por lo que  paulatinamente se han ido remodelando los edificios antiguos o alquilados y los nuevos se construyen considerando las disposiciones que al efecto establece la legislación, considerando las condiciones idóneas para que los espacios se adecuen a las necesidades de cada población, convirtiendo el espacio en un entorno amigable.



 



				ü      Verificar en la elaboración de planos y los carteles para la construcción de nuevas edificaciones, ampliaciones  o remodelaciones de los existentes, que se incorporen todos aquellos aspectos vinculados con la correcta atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



ü      Procurar cuando las condiciones de infraestructura en las zonas lo permitan, el traslado de las oficinas a locales que reúnan las condiciones necesarias para la atención de personas en condición de vulnerabilidad o que al menos mejoren sustancialmente las condiciones de los locales actuales.



 



ü      Procurar para el arriendo de nuevos locales, las condiciones necesarias para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. (Ley 7600, Atención de Víctimas, Cámaras de Gessell, entre otros).



 



ü      Constatar las condiciones de infraestructura y otros Salud, alimentación, convivencia, educación, libertad de culto, acceso al agua, trabajo, visita conyugal, actividades recreativas, entre otras.[footnoteRef:16] en las que se encuentran las personas privadas de libertad, a fin de cumplir con los instrumentos internacionales sobre derechos fundamentales de esta población. [16: ] 




 



 



				Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanentes



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



				Departamentos de Proveeduría  y Servicios Genérales, Administradores diferentes Centros de Responsabilidad



 



 



 



 



 



Administraciones de diferentes centros de responsabilidad y Departamento de Servicios Generales.



 



 



 



 



 



 



 



 



Departamentos de Servicios Generales, Proveeduría y Administraciones Regionales y administraciones de otros centros de responsabilidad.



 



 



Defensa Pública, Ministerio Público y Jueces de Ejecución de la Pena



				Mejoras realizadas.



Cantidad de locales arrendados previstos de las condiciones indicadas.



 



 



 



 



 



 



Traslados realizados.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Mejoras consideradas



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Informe de la Defensa Pública sobre el cumplimiento de estos aspectos.



 







				TRANSPORTE



				Dada las restricciones presupuestarias, la institución no cuenta con medios de transportes aptos para el traslado de personas testigos,  víctimas, imputados u otras requeridas para el trámite de una orden de presentación, de detención o traslado al Complejo de Ciencias Forenses u otros despachos judiciales. Ante esta situación se han adoptados medidas para palear el problema como es la contratación de servicios de taxis accesibles, pago de pasajes a testigos, entre otros.



 



				ü      Proponer ante el Consejo Superior una política de adquisición de automotores adaptados para el traslado de testigos/as, victimas, imputados/as, personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad.



 



ü      Procurar medias alternas para el traslado de personas en condición de vulnerabilidad.



 



				Anualmente



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



				Comisión de Acceso a al Justicia.



 



 



 



 



 



 



 



Comisión de Acceso a al Justicia



 



				Política aprobada.



 



 



 



 



 



 



 



 



Medias adoptadas.







				TECNOLOGÍA



				En los procedimientos actuales del Departamento de Tecnología de Información y Comunicaciones del Poder Judicial, en lo referente al desarrollo y contratación de los sistemas de información, tienen como requisito fundamental  contemplar todos aquellos requerimientos de las normas internacionales de acceso a la justicia en la implementación de los diferentes proyectos.



 



Se han desarrollado mejoras estratégicas en los sistemas de información del Poder Judicial de forma tal que se integren dentro de ellos mecanismos que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



 



Además, en cuanto a Software y Hardware se ha adquirido paulatinamente equipos y sistemas especiales, con el fin de  facilitar a las personas usuarias internas y externas en condición de vulnerabilidad la búsqueda o acceso a la información.



 



				ü      Brindar el mantenimiento y ajustes respectivos y oportunos a la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial. 



 



ü      Ajustar paulatinamente y velar porque los responsables de brindar mantenimiento al sitio y los subsitios del Poder Judicial consideren las pautas del instructivo de acceso a la justicia  WAI (Iniciativa de Acceso a al Justicia  en la Web) de la World Wide Web Consortium, así como la perspectiva de género y de diversidad.



 



ü      Contemplar en los procedimientos de contratación en materia de tecnología de la información,  lo referente a las normas de acceso a la justicia.



 



 



ü      Integrar en los sistemas del Poder Judiciales alarmas o alertas, que indiquen la condición de vulnerabilidad de la persona que está siendo atendida con el fin brindarle un trato prioritario.



 



ü      Investigar regularmente tecnologías que permitan mejorar el acceso a la justicia de los servicios que presta la institución, para personas en condición de vulnerabilidad. 



 



ü      Procurar servicios en líneacon el fin de facilitar la gestión de las personas usuarias en condición de vulnerabilidad en el Poder Judicial.



 



ü      Potencializar el uso de herramientas tecnologías como videoconferencias, cámaras de gessell, entre otros que eviten la revictimización y violación de derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



ü       



 



				Permanente



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



 



Permanente



 



 



 



 



 



Permanente



				Dirección de Tecnología de Información.



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y encargados de páginas web en despachos judiciales.



 



 



 



 



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información y Unidades de Tecnología del OIJ.



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información



 



 



 



 



Dirección de Tecnología de Información



				Actualizaciones realizadas.



 



 



 



 



Sitio y Sub-sitios web ajustados.



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Especificaciones establecidas.



 



 



 



 



 



 



Alertas establecidas.



 



 



 



 



 



 



 



Mejoras implementadas.



 



 



 



 



 



Cantidad de terminales adaptadas.



 



 



 



 



Herramientas implementadas.












III.         ASPECTO TÉCNICO ADMINISTRATIVOS DEL PLAN INSTITUCIONAL DE EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD 2013-2017.



 



3.1  . Origen de los fondos presupuestarios para la implementación del Plan.



 



Las acciones afirmativas, programas y proyectos implementados por la Comisión de Acceso a la Justicia, se han desarrollado en áreas diversas y con el concurso de redes de apoyo para temas específicos, que responde a la diversidad de servicios y demandas de estas poblaciones que requiere objetivos concretos dentro de un proceso de planificación estratégica, con el único fin de cumplir con los mandatos que impone la ley, como única opción para respetar los derechos fundamentales de las personas en condición del vulnerabilidad, asegurando el acceso real y efectivo a la justicia.



La producción de resultados es lo que justifica la existencia en cualquier organización la implementación de sus planes y proyectos, esto bajo criterios de eficiencia y eficacia, dentro de un contexto conforme a lo dispuesto en la ley Nº 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” Publicada en el Diario Oficial La Gaceta [footnoteRef:17]N°198, del 16 de octubre del 2001  [17: ] 




Esta ley obliga a una justificación clara de los recursos solicitados en el ámbito institucional, donde es fundamental el seguimiento del uso de los fondos públicos vinculados con los planes o proyectos planteados, haciendo un uso racional de los recursos institucionales y garantizando la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios. Es dentro de este marco que la Comisión de Acceso a la Justicia ha procurado recursos presupuestarios para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



  



Es así que por acuerdo del Consejo Superior en sesión No 45-05 del 14 de junio del 2005, artículo XLIII, acoge la propuesta de la Comisión, para que se presupueste un porcentaje de recursos para la compra de mobiliario y equipo (sillas, estaciones de trabajo y mesas para computadora) en futuras adquisiciones, los cuales puedan ayudar a las personas con algún tipo de discapacidad. Así mismo en sesión No 68-05, celebrada el 1 de setiembre del 2005, artículo LXXX, acordó solicitar al Departamento de Planificación la incorporación en el proyecto de presupuesto del 2007, recursos económicos para atender las necesidades en el ámbito de las discapacidades. 



 



Además, en el ámbito de atención a funcionarios (as) con discapacidad y/o de prevención, el Consejo Superior en sesión 28 de octubre del 2010 artículo XXX aprobó la solicitud presentada por la Comisión de Acceso a la Justicia, para que el porcentaje del presupuesto del Departamento de Proveeduría destinado a la compra de mobiliario y equipo ergonómico, suba de un 10% a un 20% y en lo sucesivo se de un aumento automático anual del 5%.  El objetivo de este porcentaje destinado a la compra de equipo y mobiliario ergonómico, responde a una función preventiva para evitar en la medida de lo posible la aparición de dolencias por uso de equipo o mobiliario inadecuado, la idea es realizar una sustitución paulatina, de manera que en un futuro, todo el equipo y mobiliario utilizado, sea ergonómico.



 



Asimismo dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos (materiales, tecnológicos, de servicio, entre otros) para la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, como es el  servicio de gestión y apoyo donde se incluyen contenidos presupuestario para el pago de peritajes (servicios de interpretes), ayudas económicas, servicios de desarrollo de sistemas de información, actividades de capacitación, divulgación, programas de cómputo y equipos que favorecen directamente a estas poblaciones como lo son los  sistemas de videoconferencia, Cámaras de Gessell, sillas de rueda, lupas, entre otros.



 



Además, dada la situación presupuestaria por la cual atraviesa la institución los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad ha unificado esfuerzos y recursos, así como implementando buenas practicas y desarrollado soluciones creativas con los recursos existentes.



 



El Departamento de Planificación, en cumplimiento de lo anterior, formula periódicamente en las Directrices Técnicas para la Formulación del Plan Estratégico y Anteproyecto de Presupuesto de cada periodo presupuestario, lineamientos para la atención de requerimientos de las personas en condición de vulnerabilidad, tendientes a facilitar el acceso de esas poblaciones a los servicios que ofrece la Institución.



 



3.2  . Sobre la aplicación de fondos presupuestarios y otros, para la ejecución de actividades y proyectos del Plan.



 



En la implementación de ciertos proyectos y actividades del Plan, es difícil cuantificar su valor, muchos rubros constituyen costos hundidos, en la medida de que están consideradas dentro de las labores ordinarias de los centros de responsabilidad, se maneja en forma trasversal, se unifican esfuerzos, entre otros, según la estructura formal del Poder Judicial, como se describe a continuación:



 



§               Elaboración o actualización de estudios, manuales, protocolos,  procedimientos, procesos, entre otros.



§               Propiciar investigaciones en los temas de interés. 



§               Emisión de políticas, directrices y recomendaciones, entre otros. 



§               Establecimiento de alianzas estratégicas y coordinaciones institucionales. 



§               Diseño de estrategias y materia de comunicación y divulgación. 



§               Confección de material informativo. 



§               Propuestas de reformas.



§               Establecimiento de redes, entre otros.



 



En las actividades anteriores intervienen directamente los diferentes centros de responsabilidad tales como: los Departamentos de Personal, Proveeduría, Seguridad, Tecnología de Información; Artes Gráficas, Prensa y Comunicación Organizacional, Servicios Generales, Planificación; Secretaría Técnica de Genero, Unidades de Capacitación Ministerio Público, Defensa Pública, Organismos de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios; Dirección Ejecutiva; Administraciones Regionales; Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de Notificaciones y otros.



 



Para aquellas actividades y proyectos que requieran de financiamiento, se toma como base los recursos aprobados en cada periodo presupuestario, los cuales se proyectarán para los años subsiguientes de acuerdo con el índice de crecimiento aprobado por el Consejo Superior para cada período presupuestario, con fin de lograr una gestión presupuestaria adecuada para el cumplimiento de los requerimientos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Dentro de este contexto se plantea que para el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para personas en Condición de Vulnerabilidad, se de un uso racional de los recursos institucionales, para garantizar la correcta, ágil y oportuna prestación de servicios, a fin de cumplir con los objetivos del plan.



 



Además se debe tomar en cuenta que por parte de las diferentes dependencias que participan directamente dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia (Consejo Superior, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Dirección Ejecutiva, Contraloría de Servicios, ANEJUD, Asociación de Juezas, CONAMAJ, Juzgado de Niñez y Adolescencia, Departamentos: Tecnología de la Información, Planificación, Personal, Proveeduría, Servicios Generales, Seguridad, Escuela Judicial, Prensa y Comunicación Organizacional, Departamento de Salud Ocupacional, Oficina de Protección y Atención a la Víctima, Servicio Médico para Empleados) se ha dado un compromiso, validación e identificación total con el plan, al aportar todos sus esfuerzos y recursos necesarios para que los costo de implementar proyectos o actividades específicas  dentro del mismo sean los mínimos y se dé un aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales existentes en pro de un servicio de calidad a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



3.3  . Seguimiento, control y evaluación del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



 



Dentro del Plan se deben considerar una serie de elementos que permitan establecer un sistema oportuno, confiable de seguimiento, control y evaluación con la finalidad de asegurar el éxito del mismo tales como:



 



§              Realizar reuniones periódicas de coordinación y seguimiento, a fin de lograr oportuna y sistemáticamente la información referente al avance del Plan.



 



§              Identificar desviaciones y sus causas, aplicando oportunamente las medidas correctivas necesarias.



 



§              Incluir en los planes anuales operativos y estratégicos de las diferentes oficinas que integran la Comisión de Acceso a la Justicias, objetivos y actividades vinculadas con el Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad.



 



§              Considerar dentro de los procesos presupuestarios de los diferentes centros de responsabilidad, recursos para implementar acciones emanadas del Plan para mejorar la eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos que constituyen una condición fundamental para la implantación del mismo, dentro de un proceso orientado a resultados.



 



§              Procurar una estrecha coordinación entre dependencias, con el fin de optimizar los recursos existentes, así como el intercambio de información en forma oportuna.



 



§              Fomentar la participación de la sociedad civil en la ejecución, seguimiento y operación del Plan.



 



§              Instaurar periódicamente la rendición de cuentas a la sociedad civil, sobre los resultados del Plan.



 



3.4  . Análisis de potenciales riesgos en la implementación del Plan.



 



La Ley General de Control Interno Nº 8292, establece que es importante considerar una serie de acciones para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos de cualquier  plan y/o proyecto, toda vez que los mismos se enmarcan dentro de la eficiencia y eficacia de operaciones de un servicio, por lo cual, es fundamental identificar los potenciales riesgos en cada fase, de manara tal que el Plan que nos interesa, sea posible administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.



A continuación se identifican potenciales riegos, que podrían obstaculizar o retardar la ejecución del Plan Institucional de Equiparación de Oportunidades para Personas en Condición de Vulnerabilidad, así como las posibles medidas previstas para contrarrestarlas, a saber:



 



				POTENCIALES RIESGOS



				ORIGEN



				PROPUESTA DE MEJORA



 







				 



Ambiente de control







				Falta de apoyo político al Plan.



				Ausencia de políticas  y/o estrategias claras en cuanto a la atención de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



				Aprobación del Plan por las instancias superiores de la institución.



 



Procurar la participación activa de la sociedad civil y los medios de comunicación  en el proceso de validación del Plan.



 







				Falta de credibilidad en el Plan por parte de las diferentes instancias institucionales y la sociedad civil



				Carencia de espacios para la validación y sensibilización



 



 



 



 



 



 



Falta de compromiso de los entes rectores que forman parte del Plan.



 



				Actividades de validación del Plan con la sociedad civil.



 



Desarrollar con las unidades de capacitación del Poder Judicial, actividades de validación                       y sensibilización de forma permanente y continua



 



Validación del Plan por los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



 







				Falta de compromiso o poca disponibilidad de apoyo de los integrantes que conforman la Comisión de Acceso a la Justicia, para con el Plan.



				Deficientes canales de coordinación y comunicación



 



 



 



 



				Validación el Plan por parte de los jerarcas de los diferentes centros de responsabilidad.



 



Realizar reuniones periódicas de seguimientos, control y evaluación del plan.



 







				No brindar un servicio óptimo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



				Falta de capacitación, sensibilización y compromiso del personal institucional.



 



Limitaciones de espacio físico, recursos tecnológicos y  condiciones ambientales para la atención oportuna.



 



 



 



Quejas de los usuarios/as



 



				Mantener programas de divulgación y sensibilización continuas.



 



 



Procurar paulatinamente en los diferentes periodos presupuestarios recursos para el acondicionamiento de espacios, servicios, equipos y recursos tecnológicos acorde con las necesidades de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad. 



 



Dar respuesta pronta y cumplida a las quejas planteadas por los usuarios/as



 







				Limitaciones presupuestarias



				Que los entes involucrados dentro del Plan no consideren periódicamente recursos para la implementación del  mismo, aunado a la falta de compromiso de los diferentes centros de responsabilidad.



				Dentro de la corriente ordinaria de los diferentes periodos presupuestarios los centros de responsabilidad incorporan recursos para la atención del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



Los diferentes centros de responsabilidad en la ejecución de actividades y proyectos para personas en condición de vulnerabilidad unificaran esfuerzos y recursos, así como la implementación de buenas  prácticas y el desarrollo de soluciones creativas con los recursos existentes.



 







				Poca divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución



				Falta de una estrategia de comunicación y divulgación. 



				Establecer con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, una campaña de comunicación y divulgación del Plan a lo interno y externo de la institución.



 







				 



Valoración del Riesgo







				No considerar dentro del Plan los potenciales riesgos en su implementación.



 



				Falta de capacitación en materia de control interno.



 



 



				Coordinar con la Unidad de Control Interno la capacitación, sí se requiere, del personal que interviene directamente en la implementación Plan, con el fin de administrar el nivel de los riesgos y atender oportunamente aquellos que presenten síntomas de activación.







				 



Actividades de control y seguimiento 







				Estructura organizativa poco clara que dificulte el trabajo en equipo en la implementación del Plan.



				Falta de delimitación de funciones de los intervinientes dentro del Plan.



 



				Establecer dentro del Plan de Equiparación de Oportunidades de las  Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad los responsables de ejecución de las acciones estratégicas propuestas.



 



 







				Falta de seguimiento, control y evaluación del Plan.



				Falta de instrumentos de control.



 



				Establecer instrumentos de seguimientos, control y evaluación a nivel de la Comisión de Acceso a la Justicia, dentro de un criterio de rendición de cuentas de los diferentes centros de responsabilidad y de medidas correctivas cuando se ameriten.



 







				Falta de planificación en las labores habituales de las dependencias que son parte de la implementación del Plan.



				Carencia de un Plan de Trabajo en el desempeño de las labores.



				Las dependencias que directamente se vinculan con el Plan, establecerán   acciones específicas en los diferentes periodos presupuestarios en sus plenas estratégico, operativo y presupuesto, para el cumplimiento del mismo.







				 



Sistema de Información







				Canales deficientes de comunicación e información  a lo interno y externo de la institución 



				Falta de herramientas tecnológicas u otras que faciliten el trasiego de información (correo electrónico, intranet, fax, afiches,  reuniones de trabajo, entre otros)



				Procurar que las herramientas tecnológicas, así como las acciones de la Comisión de Acceso a la Justicia, avancen de la mano con el Plan, para lo cual se coordinará lo pertinente con  la Dirección de Tecnología de la Información y las otras oficinas que integran la citada Comisión. 











 



3.5.        Impacto esperado del Plan.



 



§              Unificar esfuerzos, dentro de un plan integral, que ordene y estandarice las formas de trabajo en beneficio de la planificación estratégica institucional, propiciando así para las poblaciones en condición de vulnerabilidad un servicio de calidad, dentro de un contexto de aprovechamiento racional y eficiente de los recursos institucionales.



 



§              Transversalizar en el quehacer del Poder Judicial, el tema de las poblaciones en condición de vulnerabilidad.



 



§              Fomentará una actitud de responsabilidad activa del Poder Judicial para las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 



 



§              Generar un cambio en la manera de realizar las cosas, dentro de un marco de humanización de los procesos y un servicio de calidad a la persona usuaria en condición de vulnerabilidad.



 



3.6.            Cronograma para la validación, aprobación y seguimiento del Plan Equiparación de Oportunidades para Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad.



 



 



				ACTIVIDADES



				AÑO/MESES



				REPONSABLES







				



				2012



				2013-2017



				







				



				6



				7



				8



				9



				10



				11



				12



				1 al 12



				 







				Trasladar a los miembros de la Comisión de Acceso de la Justicia el Plan, para las observaciones que estimen necesarias



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Realizar los ajustes que se generen de la consulta a los miembros de la Comisión y a la luz del nuevo Plan Estratégico de la Institución.



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Equipo de trabajo encargado de formular el Plan.







				Hacer de conocimiento de las instancias correspondientes para la aprobación del Plan. 



 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Divulgar a lo interno y externo de la Institución el Plan aprobado. 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional







				Velar porque los diferentes centros de responsabilidad procuren recursos para implementar acciones emanadas del Plan.



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de coordinación y seguimiento para valorar los avances del Plan,  identificar desviaciones y aplicar oportunamente las medidas correctivas necesarias.



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Comisión de Acceso a la Justicia







				Realizar periódicamente actividades de rendición de cuentas, sobre los resultados del Plan.



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				Comisión de Acceso a la Justicia







				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 



				 











 



San José, 19 de mayo de 2015.



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema de Justicia



 



 



Ref.: 3847-15



Randy Rivera Rodríguez.
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Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°138 del 24 de agosto del 2015



CIRCULAR No. 138-2015



 



 



Asunto:      Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial.- 



 



A LOS FUNCIONARIOS Y FUNCIONARIAS JUDICIALES Y



PÚBLICO EN GENERAL



 



SE LES HACE SABER QUE:



La Corte Plena en sesión No. 26 y 28-15, celebradas el 6 y 20 de julio del año en curso, aprobó la propuesta realizada por el Magistrado Román Solís Zelaya y la máster Sara Castillo Vargas, por su orden, Presidente y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), en consecuencia comunicar a todos los despachos judiciales y público en general, la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, que literalmente indica:  



				 



Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial



 











 



I.              Introducción



Las políticas públicas derivan de la existencia de un problema social que requiere un abordaje por parte del Estado. Su origen puede estar en el accionar del mismo Estado por iniciativa propia o como una demanda de la ciudadanía.



En la actualidad se evidencia un discurso político orientado a los cambios en el estilo de la gestión pública, lo que ha marcado un mensaje público de reconocimiento al derecho de la participación ciudadana, a la necesidad del control y fiscalización ciudadana, así como a la rendición de cuentas y la transparencia ante el pueblo soberano, como obligación de la autoridad pública. 



El Poder Judicial, con el apoyo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), responde al mandato constitucional establecido en la reforma del 2003 del artículo 9 de la Constitución Política y toma la iniciativa a nivel nacional, concretando una política institucional de participación ciudadana.



La posibilidad de incidencia y generación de un cambio en materia de participación ciudadana dentro del Poder Judicial se consigue necesariamente con el respaldo legal y del gobierno judicial, y el reconocimiento por parte de la población judicial de la ciudadanía como la razón de ser del sistema judicial. 



El Poder Judicial ha demostrado su anuencia e interés en generar ese cambio hacia prácticas más inclusivas de la ciudadanía, de manera que poco a poco ha ido integrando el tema en sus políticas de gobierno. Así, en el plan estratégico 2013-2018 incluye la participación ciudadana como un tema estratégico y la acción estratégica número tres apunta hacia el diseño y la instrumentalización de la política de participación ciudadana en el Poder Judicial.



Es necesario señalar, además, que el Poder Judicial se encuentra en un proceso de cambio, hacia nuevas prácticas orientadas a ir más allá de la simplificación de trámites, para adoptar un modelo organizativo de mayor transparencia y acceso a la información, lo cual es una tendencia mundial en los Poderes Judiciales.



Se trata de cambiar la relación entre el Estado y la ciudadanía, con el apoyo de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) como responsables de este acercamiento y de abrir canales de comunicación e interacción. Es así como las iniciativas de Gobierno Abierto refieren a una corresponsabilidad de la ciudadanía en la gestión judicial y las TIC son herramientas que facilitan este proceso.



La sociedad actual y su complejidad hacen que sea imprescindible la participación ciudadana para generar mejores políticas públicas. Además de mayor transparencia y rendición de cuentas en la utilización de los recursos.



Para posibilitar este ajuste cultural en el Poder Judicial deben existir niveles de flexibilidad que posibiliten los cambios requeridos para asumir el desafío de la participación ciudadana. También es necesario que una entidad líder acompañe y promueva el cumplimiento de los objetivos de la Política, para ello se designa a Conamaj por la experiencia y liderazgo desarrollados en el Programa de Participación Ciudadana que han llevado a la concreción de esta Política y en atención a la designación hecha por la Corte Plena en sesión N° 1-10  del 11 de enero del 2010 que declara a Conamaj como ente rector en materia de participación ciudadana. 



La etapa final de consolidación y validación de la presente política fue liderada por el señor Gustavo Blanco Brakenridge gracias a la colaboración de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (Mideplan), a través del Programa de Gobernabilidad Democrática en Costa Rica. La metodología utilizada hizo partícipes de la construcción de la propuesta a una muestra considerable de actores sociales internos y externos al Poder Judicial, de manera que se atiende el principio de participación ciudadana fomentado en esta política.



II.           Participación Ciudadana en el Poder Judicial



2.1 Definición de Participación Ciudadana



La participación ciudadana en la gestión pública del Poder Judicial se entiende, para efectos de esta Política como: “un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la ciudadanía en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, al bien común y al cumplimiento de los fines del Poder Judicial.”



Por participación responsable se entiende una intervención transparente, desprovista de intereses personales y políticos, que involucra la participación de sectores diversos de la sociedad civil en los espacios abiertos por el Poder Judicial como forma de ejercicio del control social y la transparencia de la función judicial.



Desde esta perspectiva la participación ciudadana no debe considerarse como un fin, sino como un medio para incidir en la gestión y en el accionar del Poder Judicial como servicio público.



 



2.2 Planteamiento del problema de la política 



La política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial se orienta al planteamiento de acciones tendientes a resolver el siguiente problema:



 



 



Debido a un conjunto de factores internos y externos, la ciudadanía se ve impedida a ejercer el derecho constitucional a la participación ciudadana, lo que se expresa en una participación ciudadana insuficiente como deber y derecho ante la gestión del Poder Judicial.



 



Una de las principales causas externas al Poder Judicial que genera esta situación es que la ciudadanía costarricense tiene poca conciencia de la importancia del ejercicio de la participación ciudadana, debido a una escasa educación cívica para ejercer este derecho. Ni los partidos políticos ni los espacios de formación básicos (escuela, iglesia y comunidad) ofrecen programas educativos constantes sobre esta temática. No existen, a nivel nacional ni regional, organizaciones específicas orientadas a la participación ciudadana en temas de justicia y la ciudadanía en general tiene pocos conocimientos de la estructura organizativa judicial, de los procedimientos administrativos judiciales, de los servicios prestados y de los derechos de las personas usuarias.



 



Dentro de las causas internas prevalece unaculturajudicial centrada en el poder y una interpretación desvirtuada del principio de independencia judicial en la resolución del conflicto, donde la comprensión del principio de autonomía se confunde con la necesidad de desvincular al sistema judicial de la sociedad. Este enfoque favorece una visión del poder alejada de la concepción del “servicio a la persona humana”, que es el sujeto principal del sistema de justicia y de los demás principios del buen servicio público. La máxima en esta visión sostiene que “la participación ciudadana no puede violentar la independencia del juez”. Sin embargo, como decía el exmagistrado Luis Paulino Mora Mora (qdDg): “Se admite a la justicia como un servicio público, con la persona como eje central de su actuación. (Así) El juez, en tanto funcionario, es un simple depositario de la ley, no está por encima de ella…”.



				



				







				



				







				



				







				



				







				



				







				



				











[image: ]



[image: ]



[image: ]



[image: ]



				



				



				







				



				



				







				



				



				







				



				



				







				



				



				







				



				



				







				



				



				







				



				



				







				



				



				







				



				



				
















				



				



				



				







				



				



				



				







				



				



				



				







				



				



				



				







				



				



				



				







				



				



				



				







				



				



				



				







				



				



				



				







				



				



				



				







				



				



				



				




















http://opendatahandbook.org/es/what-is-open-data/). Estos deben permitir:



Disponibilidad y acceso: la información debe estar disponible como un todo y a un costo razonable de reproducción, preferiblemente descargándola de internet. Además, la información debe estar disponible en una forma conveniente y modificable.



Reutilización y redistribución: los datos deben ser provistos bajo términos que permitan reutilizarlos y redistribuirlos, e incluso integrarlos con otros conjuntos de datos.
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CIRCULAR No. 207-2015



Asunto:           Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 90-15, celebrada el 8 de octubre de 2015, artículo CVIII, dispuso aprobar la propuesta realizada por la Unidad de Acceso a la Justicia, en consecuencia comunicar a todos los despachos judiciales y público en general, la Política Institucional que literalmente indica:



“Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores 



Introducción



La región de América Latina y del Caribe está experimentando un proceso de envejecimiento progresivo, como resultado de la evolución de los componentes del cambio demográfico[1]; estos son la reducción de las tasas de fecundidad y de mortalidad, las cuales han invertido sus indicadores. Ejemplo de ello es el aumento en la esperanza de vida al nacer, la  cual pasó de 51 años en 1950, a 75 años en el 2010.



Según datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL)[2], la población de 60 años o más ha tenido un aumento significativo en las últimas décadas.  



En el lapso comprendido entre 1975 y el año 2000, el porcentaje de población adulta mayor en la región pasó de ser 6.5% a 8.3%. En el año 2010, las personas mayores de 60 años alcanzaron la cifra de 57, 1 millones (9,9% de la población), de estas el 31,4% eran mujeres (54,9%) y 25,8 millones de hombres (45,1%). Según las proyecciones, se estima que la población adulta mayor aumente a un 15.1%, hasta alcanzar un 25,5% en el año 2050.



En Costa Rica, el X Censo Nacional de Población y VI de Vivienda, realizado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo en el año 2011, indicó que la población mayor de 65 años en el país correspondía a un 7,3% del total (144,830 hombres y 166,882 mujeres). 



Todo este proceso de aumento de la población adulta mayor obliga a la Administración de Justicia a revisar y reforzar la política institucional aprobada en el año 2008, la cual ha permitido garantizar el acceso de la población adulta mayor a la Justicia para responder a las nuevas necesidades que este proceso de envejecimiento poblacional genera.



El Poder Judicial no está ajeno a esta situación. Como órgano encargado de impartir justicia y asegurar a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos, debe multiplicar esfuerzos para fortalecer los mecanismos que permitan una adecuada atención a las personas adultas mayores. 



Las 100 Reglas de Brasilia sobre el acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad fueron aprobadas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, celebrada en Brasilia en el 2008, ratificada ese mismo año por la Corte Plena y la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores, aprobada en la Tercera Conferencia Regional Intergubernamental sobre envejecimiento en América Latina y el Caribe, celebrada en San José, Costa Rica, en mayo de 2012.



Estos documentos son vinculantes para nuestro país, reafirman el reconocimiento efectivo de los derechos de las personas adultas mayores y establecen la ruta que los países de la región deben seguir en la lucha por la protección de esta población. También instan a los Estados de la región a promulgar políticas públicas, planes y programas que promuevan el envejecimiento activo,  la participación y la valoración de las personas adultas mayores dentro de la sociedad. 



En igual sentido, la recientemente aprobada Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos de las Personas Mayores, el pasado 15 de junio[3],  establece la edad como una condición de vulnerabilidad que podría dificultar el acceso a la Justicia. 



La Declaración Universal de los Derechos Humanos es el primer instrumento  que hace alusión a los derechos de las personas mayores, al mencionar las prestaciones sociales durante la vejez. 



Asimismo, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) es el primer convenio internacional que contempló la prohibición de discriminar por motivo de la edad. 



Posteriormente, la Convención internacional sobre la protección de los derechos de los trabajadores migratorios[4] y su familia, y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad[5] ampliaron estos derechos. Además de esta normativa, se cuenta con la interpretación que algunos órganos de protección de los derechos humanos[6] han realizado de ella.



También se debe tener presente que en 1999, en nuestro país, se aprobó la Ley N.º 7935, denominada Ley Integral de la Persona Adulta Mayor, la cual establece las responsabilidades que las diversas instituciones públicas tienen para esta población. Además, se cuenta con diversas leyes, reglamentos y decretos que regulan distintos derechos de las personas adultas mayores.



Importancia del acceso a la Justicia: Es la “puerta de entrada” al sistema de tutela judicial y de resolución de conflictos. Sin la aplicación efectiva de este derecho, la exigibilidad del resto de derechos consagrados en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales para las personas adultas mayores pierde toda viabilidad.



El acceso a la Justicia es un derecho humano esencial.   Una  vez que se accede a la justicia, se convierte en el instrumento en el que cobran sentido todos los otros derechos y garantías constitucionales de las personas.



Objetivo de la Política: Adecuar los servicios del Poder Judicial a las necesidades de la población adulta mayor, a través de los diferentes despachos y oficinas judiciales,  con el fin de marcar la ruta para orientar el correcto proceder del personal judicial y levantar cualquier obstáculo  que impida  mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas adultas mayores.



Adecuación de los servicios



En todos los ámbitos judiciales: jurisdiccional, administrativo y auxiliar de justicia, se adecuarán los servicios que se brindan conforme la especificidad etaria y las necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria.  Para ello, se realizarán las siguientes acciones:



 En caso de expedientes físicos, se debe utilizar una carátula color terracota en los expedientes judiciales donde una persona adulta mayor figure como parte, sin discriminación alguna en razón de la materia o jurisdicción.  



 En todos los sistemas institucionales, debe ingresarse el número de cédula o de residencia para que automáticamente se efectúe el enlace, ya sea con el Registro Civil o la Dirección de Migración, y así obtener la fecha de nacimiento que permitirá identificar la participación de una persona adulta mayor en el proceso judicial y detectar la obligación de aplicar la política institucional. En caso de que se trate de una persona no registrada o de persona migrante, es obligación de la persona técnica judicial u operadora judicial solicitar la fecha de nacimiento para que esta sea incluida  en los sistemas institucionales.  



 Colocar de manera visible en todos los despachos judiciales y debidamente rotulada la casilla especial de expedientes judiciales en que se tramitan procesos donde una persona adulta mayor figura como parte, con el fin de facilitar y garantizar un efecto visual para la aplicación de la política judicial y claridad de la cantidad de asuntos en trámite de procesos judiciales de personas adultas mayores.



 Con el fin de facilitarle el acceso a la información en el expediente, a toda persona adulta mayor usuaria de los servicios judiciales,  se le entregará un carné especial donde se incluirán el nombre del despacho, número de expediente, número de teléfono y fax, y la dirección de correo electrónico para facilitar la consulta de las personas mayores al despacho para que no tengan necesidad de desplazarse. 



 Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, el juez o la jueza a cargo de la diligencia  deberá  desplazarse al sitio donde la persona adulta mayor reside o se encuentra, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 La Contraloría de Servicios velará por la accesibilidad telefónica  de la línea de información gratuita 800-800-3000, para que con la mayor fluidez posible, las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y, específicamente, lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



Trámite preferente



Cuando una persona adulta mayor sea parte en un proceso judicial, se deberá brindar un trámite preferente al expediente, el cual se traducirá en un trato diferenciado como resultado de la adecuación de los servicios desarrollados en el acápite anterior y  en atención a la condición de vulnerabilidad que puede tener como efecto inclusive, que el proceso no finalice en un tiempo oportuno, en razón de la edad y estado de salud. 



Entre otros aspectos, el  trámite preferente incluye:



 Tramitar de manera expedita los procesos donde las personas adultas mayores intervienen, agilizando la etapa de trámite del expediente para concluir esta fase en el menor tiempo posible. 



 Agilizar la resolución de dictado de la sentencia debidamente fundamentada para que esta sea oportuna a la condición de edad de la persona. 



 Agilizar  la  debida ejecución del fallo, con el fin de resolver el conflicto de manera definitiva en tiempo oportuno.



 Las instancias superiores en grado al conocer de recursos relacionados con procesos de personas adultas mayores deberán mantener la aplicación de la política institucional  y deberán adecuar el servicio que prestan con el fin de  agilizar las sentencias de instancias superiores.



Para lograr el trámite preferente en las etapas citadas y garantizar de manera efectiva y ágil el acceso a la Justicia a esta población,  se deberán adecuar  los servicios  judiciales señalados en el acápite anterior a las necesidades de las personas adultas mayores usuarias, de la siguiente forma: 



 Brindar  el carné de atención a toda persona adulta mayor  que  figure como parte en un proceso judicial, en el cual queden consignados el número de expediente judicial, el correo electrónico del despacho y los teléfonos accesibles. 



 Hacer uso de la carátula color marrón en los expedientes judiciales donde una persona adulta mayor figure como parte.



 Cumplir con la obligación de incorporar en los sistemas informáticos los datos que permitan identificar la aplicación de la política a ese proceso judicial.  



 Acondicionar en el despacho judicial u oficina la casilla especial de procesos donde  una persona adulta mayor interviene.



e) Efectuar audiencias “in situ” cuando exista alguna imposibilidad para que la persona adulta mayor comparezca en estrados.



Cualquier otra acción que facilite y garantice el acceso a la justicia de las personas adultas mayores.



Atención prioritaria



[bookmark: _ftnref7]El personal judicial, en especial aquellas personas que laboran en contacto directo con el público, deberán atender prioritariamente a las personas adultas mayores, exonerándolas del turno o de cualquier otro mecanismo de espera que corresponda por orden de llegada, o al hacer  uso de la ventanilla  de entrega de documentos o de casillas,  a fin de evitar que esperen o hagan fila. En la medida de lo posible y, si por fuerza mayor no es posible atenderlas de forma inmediata, se invitará a las personas adultas mayores a tomar asiento mientras puedan ser atendidas[7].



Concienciación y capacitación



Se deberá sensibilizar, concienciar y capacitar a la población judicial con contenidos que faciliten y garanticen la aplicación de la política institucional con el fin de que el personal tenga conocimiento claro de los  derechos de las personas adultas mayores y facilite el servicio como corresponde a esta población.



La Escuela Judicial, las Unidades de Capacitación y la Sección de Capacitación del Departamento de Gestión Humana  programarán cursos de capacitación dirigidos al personal judicial sobre la política institucional, el trámite preferente y la atención prioritaria que debe brindarse a las personas adultas mayores, así como sobre los derechos plasmados en la normativa nacional e internacional (Pacto de San José y Convención para las Personas Mayores) y sobre el derecho a la información y acceso a la comunicación, con el fin de provocar un cambio en la cultura judicial, orientado a optimizar el cumplimiento de la política institucional que este documento desarrolla y en  la prestación del servicio público, enfatizando en la necesidad de resguardar el derecho a la autonomía y a disfrutar  una vida libre de cualquier tipo de  violencia. 



Estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigidos a la persona adulta mayor



a) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Contraloría de Servicios, en coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores, identificarán las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites,  procedimientos y servicios que la persona adulta mayor requiere para acceder a la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante  la  elaboración de afiches, brochures, rotulación, boletines por Intranet y cualquier otro medio a disposición.



b) La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr la implementación de la estrategia citada y cumplir sus objetivos, siempre considerando la situación de vulnerabilidad que puede afectar a las personas adultas mayores.  De igual manera, deberá informar de manera  precisa a las personas usuarias sobre la política que las beneficia y les garantiza sus derechos para la adecuación de los servicios en los procesos judiciales, con el fin de que puedan participar y reclamar el derecho de aplicación de la política a los procesos judiciales en los que son parte.



c) La Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores, velará para que la página web de la Subcomisión localizada dentro de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia se actualice permanentemente. Para ello se incorporarán periódicamente  documentos de interés, convenciones, leyes, decretos, artículos, noticias, acuerdos del Consejo Superior, de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión, circulares y directrices, toda buena práctica implementada en las oficinas judiciales, jurisprudencia de la Sala Constitucional y  cualquier otra que sea relevante en relación con los derechos de las personas adultas mayores, con el fin de mantener al personal judicial informado y a las personas usuarias de los avances en esta temática. 



Planificación y presupuesto



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas del cumplimiento de la presente Política en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, así como en las formulaciones presupuestarias, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas, el cual permita visibilizar a la población adulta mayor, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado para tal efecto. 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros y humanos que hagan posible el cumplimiento de la política institucional y la concienciación de las personas servidoras judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población adulta mayor, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que el Poder Judicial realice.



Instancia responsable de la implementación



La Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la  Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas Adultas Mayores,  será la instancia responsable de operativizar la Política, mediante labores de coordinación, planificación, asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de las acciones que se implementen en toda la institución.



Compromiso institucional



Es deber del Poder Judicial promover el conocimiento de los derechos plasmados en la legislación internacional y nacional, los cuales asisten  a las personas adultas mayores, y velar por la correcta aplicación de estos documentos. En este caso, se incluyen  la Carta de San José y las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad.



Asimismo, el Poder Judicial debe mantener una estrecha coordinación con los órganos que representan a esta población.”



San José, 20 de noviembre de 2015



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Angie Ampié Gutiérrez.



Ref: (7748-15, 12121-15, 12434-15)












[1]El ritmo de crecimiento de la población muestra un incremento mucho más acelerado en el tramo de 60 años y más con el avance de este proceso. Ello se produce por efecto de la disminución de la mortalidad adulta, y por la entrada en las edades adultas de generaciones numerosas nacidas en la etapa de alta fecundidad, mientras que, a causa de la disminución en la fecundidad, la población menor de 15 años comienza a desacelerar su ritmo de incremento. CEPAL-Colección de Documentos de Proyectos. Escenarios Futuros en Políticas Públicas de Vejez, p. 35 y ss. http://www.conapam.go.cr/mantenimiento/Plan_Viena_sobre_Envejecimiento_1982.pdf 



[2]Departamento de Asuntos Económicos y Sociales (DESA) de Naciones Unidas. Más información en http://www.cepal.org/celade/envejecimiento/. 



[3]    Aprobada el 15 de junio de 2015 en la 45ª Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), enfatiza en la necesidad de adoptar y fortalecer “todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias, y de cualquier índole, incluyendo un adecuado acceso a la justicia, a fin de garantizar a las personas adulta mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos”.



[4]  Artículo 1.



[5]                Preámbulo, inciso p); artículo 8, inciso b).



[6]   Ejemplo de ello es la Observación General n.º 6  del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC) que hace énfasis en las obligaciones que tienen a cargo los Estados que ratificaron el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  También el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha insistido en la particular condición de las mujeres adultas mayores. En la Recomendación General 27 sobre las mujeres de edad y la protección de sus derechos, el Comité hace referencia a las diversas discriminaciones que las mujeres viven cuando se encuentran en la edad adulta, y la convergencia de las dos condiciones de vulnerabilidad (edad y sexo) para el ejercicio eficaz de sus derechos.



[7]              La persona adulta mayor debe beneficiarse de la casilla de atención especial para la entrega de documentos; pero en dicha casilla solo se debe recibir la misma cantidad de documentos que cualquier otra persona puede entregar, independientemente de que sean asuntos propios o ajenos. De esta forma, se le brindará atención prioritaria (ya que se le atiende primero), pero no se le permite el abuso de este servicio
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CIRCULAR No. 190-2016



Asunto:           Reiteración de la circular N° 207-2015, sobre “Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores”.-



A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y PÚBLICO EN GENERAL



SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 89-16, celebrada el 27 de setiembre de 2016, artículo LXVI, acordó reiterar la Circular N° 207-2015, sobre “Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores, que literalmente dice: 



“Política Institucional para garantizar el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores 



Introducción



La región de América Latina y del Caribe está experimentando un proceso de envejecimiento progresivo, como resultado de la evolución de los componentes del cambio demográfico[1]; estos son la reducción de las tasas de fecundidad y de mortalidad, las cuales han invertido sus indicadores. Ejemplo de ello es el aumento en la esperanza de vida al nacer, la  cual pasó de 51 años en 1950, a 75 años en el 2010.



Según datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL)[2], la población de 60 años o más ha tenido un aumento significativo en las últimas décadas.  



En el lapso comprendido entre 1975 y el año 2000, el porcentaje de población adulta mayor en la región pasó de ser 6.5% a 8.3%. En el año 2010, las personas mayores de 60 años alcanzaron la cifra de 57, 1 millones (9,9% de la población), de estas el 31,4% eran mujeres (54,9%) y 25,8 millones de hombres (45,1%). Según las proyecciones, se estima que la población adulta mayor aumente a un 15.1%, hasta alcanzar un 25,5% en el año 2050.



En Costa Rica, el X Censo Nacional de Población y VI de Vivienda, realizado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo en el año 2011, indicó que la población mayor de 65 años en el país correspondía a un 7,3% del total (144,830 hombres y 166,882 mujeres). 



Todo este proceso de aumento de la población adulta mayor obliga a la Administración de Justicia a revisar y reforzar la política institucional aprobada en el año 2008, la cual ha permitido garantizar el acceso de la población adulta mayor a la Justicia para responder a las nuevas necesidades que este proceso de envejecimiento poblacional genera.



El Poder Judicial no está ajeno a esta situación. Como órgano encargado de impartir justicia y asegurar a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos, debe multiplicar esfuerzos para fortalecer los mecanismos que permitan una adecuada atención a las personas adultas mayores. 



Las 100 Reglas de Brasilia sobre el acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad fueron aprobadas en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, celebrada en Brasilia en el 2008, ratificada ese mismo año por la Corte Plena y la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores, aprobada en la Tercera Conferencia Regional Intergubernamental sobre envejecimiento en América Latina y el Caribe, celebrada en San José, Costa Rica, en mayo de 2012.



Estos documentos son vinculantes para nuestro país, reafirman el reconocimiento efectivo de los derechos de las personas adultas mayores y establecen la ruta que los países de la región deben seguir en la lucha por la protección de esta población. También instan a los Estados de la región a promulgar políticas públicas, planes y programas que promuevan el envejecimiento activo,  la participación y la valoración de las personas adultas mayores dentro de la sociedad. 



En igual sentido, la recientemente aprobada Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos de las Personas Mayores, el pasado 15 de junio[3],  establece la edad como una condición de vulnerabilidad que podría dificultar el acceso a la Justicia. 



La Declaración Universal de los Derechos Humanos es el primer instrumento  que hace alusión a los derechos de las personas mayores, al mencionar las prestaciones sociales durante la vejez. 



Asimismo, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) es el primer convenio internacional que contempló la prohibición de discriminar por motivo de la edad. 



Posteriormente, la Convención internacional sobre la protección de los derechos de los trabajadores migratorios[4] y su familia, y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad[5] ampliaron estos derechos. Además de esta normativa, se cuenta con la interpretación que algunos órganos de protección de los derechos humanos[6] han realizado de ella.



También se debe tener presente que en 1999, en nuestro país, se aprobó la Ley N.º 7935, denominada Ley Integral de la Persona Adulta Mayor, la cual establece las responsabilidades que las diversas instituciones públicas tienen para esta población. Además, se cuenta con diversas leyes, reglamentos y decretos que regulan distintos derechos de las personas adultas mayores.



Importancia del acceso a la Justicia: Es la “puerta de entrada” al sistema de tutela judicial y de resolución de conflictos. Sin la aplicación efectiva de este derecho, la exigibilidad del resto de derechos consagrados en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales para las personas adultas mayores pierde toda viabilidad.



El acceso a la Justicia es un derecho humano esencial.   Una  vez que se accede a la justicia, se convierte en el instrumento en el que cobran sentido todos los otros derechos y garantías constitucionales de las personas.



Objetivo de la Política: Adecuar los servicios del Poder Judicial a las necesidades de la población adulta mayor, a través de los diferentes despachos y oficinas judiciales,  con el fin de marcar la ruta para orientar el correcto proceder del personal judicial y levantar cualquier obstáculo  que impida  mejorar las condiciones de acceso a la justicia de las personas adultas mayores.



Adecuación de los servicios



En todos los ámbitos judiciales: jurisdiccional, administrativo y auxiliar de justicia, se adecuarán los servicios que se brindan conforme la especificidad etaria y las necesidades particulares de la persona adulta mayor usuaria.  Para ello, se realizarán las siguientes acciones:



 En caso de expedientes físicos, se debe utilizar una carátula color terracota en los expedientes judiciales donde una persona adulta mayor figure como parte, sin discriminación alguna en razón de la materia o jurisdicción.  



 En todos los sistemas institucionales, debe ingresarse el número de cédula o de residencia para que automáticamente se efectúe el enlace, ya sea con el Registro Civil o la Dirección de Migración, y así obtener la fecha de nacimiento que permitirá identificar la participación de una persona adulta mayor en el proceso judicial y detectar la obligación de aplicar la política institucional. En caso de que se trate de una persona no registrada o de persona migrante, es obligación de la persona técnica judicial u operadora judicial solicitar la fecha de nacimiento para que esta sea incluida  en los sistemas institucionales.  



 Colocar de manera visible en todos los despachos judiciales y debidamente rotulada la casilla especial de expedientes judiciales en que se tramitan procesos donde una persona adulta mayor figura como parte, con el fin de facilitar y garantizar un efecto visual para la aplicación de la política judicial y claridad de la cantidad de asuntos en trámite de procesos judiciales de personas adultas mayores.



 Con el fin de facilitarle el acceso a la información en el expediente, a toda persona adulta mayor usuaria de los servicios judiciales,  se le entregará un carné especial donde se incluirán el nombre del despacho, número de expediente, número de teléfono y fax, y la dirección de correo electrónico para facilitar la consulta de las personas mayores al despacho para que no tengan necesidad de desplazarse. 



 Cuando exista una necesidad comprobada en torno a la imposibilidad de que la persona adulta mayor comparezca en estrados o participe en alguna diligencia judicial, el juez o la jueza a cargo de la diligencia  deberá  desplazarse al sitio donde la persona adulta mayor reside o se encuentra, para atenderla o realizar el trámite judicial que corresponda. 



 La Contraloría de Servicios velará por la accesibilidad telefónica  de la línea de información gratuita 800-800-3000, para que con la mayor fluidez posible, las personas adultas mayores, sus familiares o personeros de instituciones que velan por sus derechos realicen consultas relacionadas sobre temas de interés y, específicamente, lo relativo a los trámites y procedimientos para formular adecuada y oportunamente las denuncias y demandas en casos de abuso físico, maltrato, negligencias y otros. 



Trámite preferente



Cuando una persona adulta mayor sea parte en un proceso judicial, se deberá brindar un trámite preferente al expediente, el cual se traducirá en un trato diferenciado como resultado de la adecuación de los servicios desarrollados en el acápite anterior y  en atención a la condición de vulnerabilidad que puede tener como efecto inclusive, que el proceso no finalice en un tiempo oportuno, en razón de la edad y estado de salud. 



Entre otros aspectos, el  trámite preferente incluye:



 Tramitar de manera expedita los procesos donde las personas adultas mayores intervienen, agilizando la etapa de trámite del expediente para concluir esta fase en el menor tiempo posible. 



 Agilizar la resolución de dictado de la sentencia debidamente fundamentada para que esta sea oportuna a la condición de edad de la persona. 



 Agilizar  la  debida ejecución del fallo, con el fin de resolver el conflicto de manera definitiva en tiempo oportuno.



 Las instancias superiores en grado al conocer de recursos relacionados con procesos de personas adultas mayores deberán mantener la aplicación de la política institucional  y deberán adecuar el servicio que prestan con el fin de  agilizar las sentencias de instancias superiores.



Para lograr el trámite preferente en las etapas citadas y garantizar de manera efectiva y ágil el acceso a la Justicia a esta población,  se deberán adecuar  los servicios  judiciales señalados en el acápite anterior a las necesidades de las personas adultas mayores usuarias, de la siguiente forma: 



 Brindar  el carné de atención a toda persona adulta mayor  que  figure como parte en un proceso judicial, en el cual queden consignados el número de expediente judicial, el correo electrónico del despacho y los teléfonos accesibles. 



 Hacer uso de la carátula color marrón en los expedientes judiciales donde una persona adulta mayor figure como parte.



 Cumplir con la obligación de incorporar en los sistemas informáticos los datos que permitan identificar la aplicación de la política a ese proceso judicial.  



 Acondicionar en el despacho judicial u oficina la casilla especial de procesos donde  una persona adulta mayor interviene.



e) Efectuar audiencias “in situ” cuando exista alguna imposibilidad para que la persona adulta mayor comparezca en estrados.



Cualquier otra acción que facilite y garantice el acceso a la justicia de las personas adultas mayores.



Atención prioritaria



El personal judicial, en especial aquellas personas que laboran en contacto directo con el público, deberán atender prioritariamente a las personas adultas mayores, exonerándolas del turno o de cualquier otro mecanismo de espera que corresponda por orden de llegada, o al hacer  uso de la ventanilla  de entrega de documentos o de casillas,  a fin de evitar que esperen o hagan fila. En la medida de lo posible y, si por fuerza mayor no es posible atenderlas de forma inmediata, se invitará a las personas adultas mayores a tomar asiento mientras puedan ser atendidas[7].



Concienciación y capacitación



Se deberá sensibilizar, concienciar y capacitar a la población judicial con contenidos que faciliten y garanticen la aplicación de la política institucional con el fin de que el personal tenga conocimiento claro de los  derechos de las personas adultas mayores y facilite el servicio como corresponde a esta población.



La Escuela Judicial, las Unidades de Capacitación y la Sección de Capacitación del Departamento de Gestión Humana  programarán cursos de capacitación dirigidos al personal judicial sobre la política institucional, el trámite preferente y la atención prioritaria que debe brindarse a las personas adultas mayores, así como sobre los derechos plasmados en la normativa nacional e internacional (Pacto de San José y Convención para las Personas Mayores) y sobre el derecho a la información y acceso a la comunicación, con el fin de provocar un cambio en la cultura judicial, orientado a optimizar el cumplimiento de la política institucional que este documento desarrolla y en  la prestación del servicio público, enfatizando en la necesidad de resguardar el derecho a la autonomía y a disfrutar  una vida libre de cualquier tipo de  violencia. 



Estrategia de información sobre los servicios, trámites y procedimientos judiciales dirigidos a la persona adulta mayor



a) El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional y la Contraloría de Servicios, en coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia y la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores, identificarán las necesidades de información y divulgación sobre los principales trámites,  procedimientos y servicios que la persona adulta mayor requiere para acceder a la Administración de Justicia, con el fin de formular una estrategia de información mediante  la  elaboración de afiches, brochures, rotulación, boletines por Intranet y cualquier otro medio a disposición.



b) La Contraloría de Servicios supervisará que los despachos judiciales dispongan de la información necesaria y actualizada para lograr la implementación de la estrategia citada y cumplir sus objetivos, siempre considerando la situación de vulnerabilidad que puede afectar a las personas adultas mayores.  De igual manera, deberá informar de manera  precisa a las personas usuarias sobre la política que las beneficia y les garantiza sus derechos para la adecuación de los servicios en los procesos judiciales, con el fin de que puedan participar y reclamar el derecho de aplicación de la política a los procesos judiciales en los que son parte.



c) La Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las Personas Adultas Mayores, velará para que la página web de la Subcomisión localizada dentro de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia se actualice permanentemente. Para ello se incorporarán periódicamente  documentos de interés, convenciones, leyes, decretos, artículos, noticias, acuerdos del Consejo Superior, de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión, circulares y directrices, toda buena práctica implementada en las oficinas judiciales, jurisprudencia de la Sala Constitucional y  cualquier otra que sea relevante en relación con los derechos de las personas adultas mayores, con el fin de mantener al personal judicial informado y a las personas usuarias de los avances en esta temática. 



Planificación y presupuesto



La Dirección de Planificación promoverá la incorporación de las acciones derivadas del cumplimiento de la presente Política en el Plan Estratégico, en los Planes Anuales Operativos de las oficinas y despachos del Poder Judicial, así como en las formulaciones presupuestarias, y será la responsable de velar por el desarrollo de un sistema de indicadores y estadísticas desagregadas, el cual permita visibilizar a la población adulta mayor, como usuaria de los servicios judiciales, de contemplar sus necesidades y de evaluar el impacto producido con la aplicación de la Política, a través de un instrumento de monitoreo diseñado para tal efecto. 



Se deberá dar prioridad a la adecuada asignación de recursos financieros y humanos que hagan posible el cumplimiento de la política institucional y la concienciación de las personas servidoras judiciales, sobre los derechos humanos inherentes a la población adulta mayor, de manera que se vean reflejados en toda actuación, trámite o resolución que el Poder Judicial realice.



Instancia responsable de la implementación



La Unidad de Acceso a la Justicia, en coordinación con la  Subcomisión de Acceso a la Justicia para Personas Adultas Mayores,  será la instancia responsable de operativizar la Política, mediante labores de coordinación, planificación, asistencia técnica, investigación, seguimiento y evaluación de las acciones que se implementen en toda la institución.



Compromiso institucional



Es deber del Poder Judicial promover el conocimiento de los derechos plasmados en la legislación internacional y nacional, los cuales asisten  a las personas adultas mayores, y velar por la correcta aplicación de estos documentos. En este caso, se incluyen  la Carta de San José y las Cien Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de personas en condición de vulnerabilidad.



Asimismo, el Poder Judicial debe mantener una estrecha coordinación con los órganos que representan a esta población”.



San José, 15 de noviembre de 2016



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



Randy Rivera Rodríguez



Ref: (10754-16)












[1]El ritmo de crecimiento de la población muestra un incremento mucho más acelerado en el tramo de 60 años y más con el avance de este proceso. Ello se produce por efecto de la disminución de la mortalidad adulta, y por la entrada en las edades adultas de generaciones numerosas nacidas en la etapa de alta fecundidad, mientras que, a causa de la disminución en la fecundidad, la población menor de 15 años comienza a desacelerar su ritmo de incremento. CEPAL-Colección de Documentos de Proyectos. Escenarios Futuros en Políticas Públicas de Vejez, p. 35 y ss. http://www.conapam.go.cr/mantenimiento/Plan_Viena_sobre_Envejecimiento_1982.pdf 



[2]Departamento de Asuntos Económicos y Sociales (DESA) de Naciones Unidas. Más información en http://www.cepal.org/celade/envejecimiento/. 



[3]    Aprobada el 15 de junio de 2015 en la 45ª Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA), enfatiza en la necesidad de adoptar y fortalecer “todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias, y de cualquier índole, incluyendo un adecuado acceso a la justicia, a fin de garantizar a las personas adulta mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos”.



[4]  Artículo 1.



[5]                Preámbulo, inciso p); artículo 8, inciso b).



[6]   Ejemplo de ello es la Observación General n.º 6  del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC) que hace énfasis en las obligaciones que tienen a cargo los Estados que ratificaron el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  También el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha insistido en la particular condición de las mujeres adultas mayores. En la Recomendación General 27 sobre las mujeres de edad y la protección de sus derechos, el Comité hace referencia a las diversas discriminaciones que las mujeres viven cuando se encuentran en la edad adulta, y la convergencia de las dos condiciones de vulnerabilidad (edad y sexo) para el ejercicio eficaz de sus derechos.



[7]              La persona adulta mayor debe beneficiarse de la casilla de atención especial para la entrega de documentos; pero en dicha casilla solo se debe recibir la misma cantidad de documentos que cualquier otra persona puede entregar, independientemente de que sean asuntos propios o ajenos. De esta forma, se le brindará atención prioritaria (ya que se le atiende primero), pero no se le permite el abuso de este servicio. 
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Asunto:      Política de Justicia Abierta del Poder Judicial.- 



 



 



A TODAS A LAS INSTITUCIONES, ABOGADAS, ABOGADOS, SERVIDORAS Y SERVIDORES JUDICIALES Y PÚBLICO EN GENERAL



 



SE LES HACE SABER QUE:



 



 



La Corte Plena en sesión No. 10-18 celebrada el 12 de marzo de 2018, artículo XIII, dispuso aprobar la siguiente “Política de Justicia Abierta del Poder Judicial”, que literalmente indica:



 



“Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica
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Presentación 



 



El Poder Judicial de Costa Rica fue creado en 1826, por la necesidad de que el Estado contara con un órgano encargado de la importante tarea de administrar la justicia y contribuir a la paz social.



 



Su función es esencial para la democracia, la fortalece, asegura que las necesidades y demandas de la población sean atendidas adecuadamente, con imparcialidad, de manera que prevalezca el respeto a los derechos de todas las personas que forman parte de la sociedad.



 



El proceso de construcción del sistema de administración de justicia actual ha exigido un lento perfeccionamiento. No solo se fortaleció la estructura del ámbito jurisdiccional sino que, en una singular propuesta, se incorporaron otras instituciones que cumplen un rol clave en el proceso judicial: la Fiscalía, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial, entre otros.



 



De esta sui generis conformación surge una rica experiencia, caracterizada por una destacada labor y continua coordinación institucional.  Desde la década del 2000, se ha tenido claro que la administración de justicia presta un servicio público que tiene a la persona usuaria como eje central de su función, lo que ha impulsado un proceso de modernización y mejora continua de su gestión, para brindar servicios de calidad, accesibles y oportunos.



 



La promulgación de amplia normativa interna de protección de derechos humanos y la suscripción de numerosos instrumentos internacionales para su tutela, la adopción de valores éticos que orientan la labor judicial y el deber de brindar una respuesta adecuada a las cambiantes demandas de la sociedad por medio de una justicia con rostro humano, han impulsado a este Poder de la República a unirse al esfuerzo mundial que promueve la apertura de las instituciones públicas, por medio de los principios de transparencia, participación ciudadana y colaboración.  Asimismo, se procedió a dar inicio el proceso para formular una política de Justicia Abierta y a la suscripción, en noviembre de 2015, de la Declaración para la Promoción de un Estado Abierto.



 



Con el impulso de la Presidencia de la Corte, de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), del personal judicial de todos los ámbitos, de personas representantes de la sociedad civil y de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), entidad asesora, se co-construyó el marco general de una Política Institucional de Justicia Abierta, la cual abarca todos los niveles judiciales. Con la implementación de esta política se busca que todo el Poder Judicial esté alineado a las condiciones internacionales de un Estado Abierto y constituya un punto de partida para repensar la administración de justicia.



 



Desde años atrás, diversos sectores y personas dentro de la institución venían desarrollando iniciativas vinculadas a los principios que promueve la Justicia Abierta.  Se ha trabajado para fortalecer la transparencia, facilitar el acceso a la información, hacer uso de un lenguaje más comprensible, modernizar los procesos y consolidar la rendición de cuentas, para lo cual las tecnologías de la información han sido de mucha utilidad.  



 



Para la concreción de esta política se tomó en cuenta la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, aprobada en 2015; además se formuló un plan de acceso a la información y apertura de datos con su respectivo proyecto, se desarrolló un plan inicial con la visión de Justicia Abierta en el proceso de rediseño de los Tribunales de Cartago, entre otras acciones, con el anhelo de articular todas las iniciativas existentes para lograr su mejor desarrollo y mayor impacto.



 



Así, la Política de Justicia Abierta constituye un paso más hacia la construcción de un Poder Judicial más accesible a la ciudadanía y con las herramientas necesarias para que el sistema de administración de justicia enfrente los retos del Siglo XXI y que agregue valor público en la prestación de sus servicios.



 



La creación de valor público tiene en su base la construcción de una ciudadanía social, civil y económica más amplia e incluyente, donde la confianza, la apertura y la transparencia se fortalecen a partir de una dimensión del servicio público que tiene como premisa responder a las verdaderas necesidades de las personas usuarias. Para lograr este cometido se requiere una visión orientada a identificar y satisfacer esas demandas, adoptando políticas respetuosas del entorno, con enfoque estratégico y participativas. Desde este enfoque, pertinencia, agilidad y calidad  deben caracterizar los servicios y bienes que ofrece el Estado.



 



En el ámbito internacional la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la Organización de las Naciones Unidas, con sus 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y las 169 metas, constituye la hoja de ruta de consenso mundial en pos de soluciones a los problemas más apremiantes del planeta. Algunas metas del Objetivo 16 abordan de manera específica temas relativos a la Justicia Abierta, a saber:



 



ü  16.3 Promover el estado de derecho en los planos nacional e internacional y garantizar la igualdad de acceso a la justicia para todos;



ü  16.6 Crear a todos los niveles instituciones eficaces y transparentes que rindan cuentas;



ü  16.7 Garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones inclusivas, participativas y representativas que respondan a las necesidades;



ü  16.10 Garantizar el acceso público a la información y proteger las libertades fundamentales, de conformidad con las leyes nacionales y los acuerdos internacionales;



 



Otros objetivos también establecen  metas pertinentes a los principios de la Justicia Abierta:



 



ü  9.  Aumento del acceso a la tecnología de la información y las comunicaciones y esforzarse por proporcionar acceso universal y asequible a Internet en los países.



ü  17.6 Mejora en la cooperación regional e internacional Norte-Sur, Sur-Sur y triangular;  aumento el intercambio de conocimientos y los mecanismos de coordinación mediante la facilitación de la tecnología;



ü  17.18 Mejora en las  capacidades  para aumentar significativamente la disponibilidad de datos oportunos, fiables y de gran calidad desglosados por ingresos, sexo, edad, raza, origen étnico, estatus migratorio, discapacidad, ubicación geográfica y otras características pertinentes en los contextos nacionales;



ü  17.17 Fomento y promoción de alianzas eficaces en las esferas pública, público-privada y de la sociedad civil, aprovechando la experiencia y las estrategias de obtención de recursos de las alianzas.



 



Se tiene la certeza que con la implementación de la Política de Justicia Abierta se amplía y mejora la forma en que la población puede obtener información sobre el quehacer institucional, lo cual facilita la rendición de cuentas, el debate público y la participación ciudadana. Asimismo se generan espacios de encuentro y canales de comunicación, con el fin de que la ciudadanía asuma un rol activo en el diseño, propuestas y políticas del Poder Judicial. Se le facilitará, por ende, realizar también propuestas de mejora por medio de la rendición de cuentas y la transparencia basadas en el diálogo y la interacción.



 



[bookmark: _Toc493497532]1.      Antecedentes



 



Han sido diversas las iniciativas que pueden citarse como representativas de ese proceso, desde la elaboración de un primer Plan Estratégico (2000-2005) centrado en los derechos de las personas usuarias, la creación de la Contraloría de Servicios, la conformación de la Secretaría de Género y la aprobación de la Política de Igualdad de Género, la creación de las Comisiones de Personas Usuarias, así como la constitución de la Comisión de Acceso a la Justicia, conformada por varias subcomisiones que atienden las necesidades de las personas en condición de vulnerabilidad.



 



Entre otros, el Programa de Justicia Restaurativa, aprobado y declarado de interés institucional por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial de Costa Rica, el cual responde a objetivos estratégicos tales como, participación ciudadana, disminución del retraso judicial, modernización de las gestión judicial y recurso humano, así considerado mediante acuerdo de Corte Plena N° 38-12, del 05 de noviembre de ese año, artículo XXV.  



 



Todos los esfuerzos se orientan hacia la tutela de los derechos de todas las personas, sin discriminación y al funcionamiento de un sistema de justicia sensible y responsable ante las demandas de la sociedad.



 



El sistema de justicia es una pieza fundamental para la consolidación y desarrollo de un Estado social y democrático de Derecho, por su labor de verificar que las disposiciones jurídicas se cumplan, aun frente a las agencias del Estado.  Por ello, la visibilidad de ese Poder se ha constituido como uno de los atributos esenciales de la democracia, como forma de asegurar que la confianza ciudadana no haya sido transgredida. Es un deber del Poder Judicial transparentar todos sus actos para fortalecer la confianza pública y asegurar la legitimidad de las decisiones judiciales, como respuesta a las desigualdades sociales y el riesgo de la corrupción.



 



En los modernos Estados constitucionales, la apertura se convierte en un atributo imprescindible de un sistema de justicia de filiación y orientación democrática, en tanto hace posible el control de la actuación del Poder Judicial por parte de la opinión pública. La reforma al artículo 11 de la Constitución Política establece el deber de la Administración Pública de someterse a la evaluación de resultados y rendición de cuentas y fue acompañada de la promulgación de legislación que acrecentó las potestades fiscalizadoras del órgano contralor como parte de una política articulada para garantizar mayor control, transparencia en la gestión pública y la sanción de conductas indebidas.



            



Se han impulsado cambios profundos en la organización y funcionamiento del Poder Judicial para garantizar una conducta éticamente irreprochable de todo su personal, especialmente en juezas y jueces para la prestación de un servicio público comprometido con la transparencia.  



 



Entre las acciones para fomentar la apertura de la gestión judicial se encuentran: la rendición de cuentas a la Asamblea Legislativa, el informe de labores anual a la ciudadanía y a los Poderes de la República en el acto de apertura del Año Judicial, el programa de audiencias públicas (visitas a las comunidades), la transparencia presupuestaria a través de la página web, la integración de la sociedad civil en los órganos de decisión, el acceso a la prensa, difusión de las decisiones de gobierno y administración judicial, la disponibilidad de sentencias, planes de trabajo, ejecución presupuestaria, auditorías de distintos departamentos y oficinas judiciales, el funcionamiento de la Contraloría de Servicios, la adopción del Código de Ética y el deber de juezas y jueces de rendir declaración patrimonial.



 



Asimismo, se efectuaron iniciativas de participación ciudadana, a cargo de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj), como experiencia previa a la formulación de la política y se creó la Comisión de Transparencia del Poder Judicial, que ha venido desarrollando normas y acciones para la promoción de una gestión judicial basada en valores éticos. 



 



En el 2014 se impulsó la creación de una Comisión Investigadora de la Penetración del Crimen Organizado en el Poder Judicial, la cual propuso acciones a corto y mediano plazo para combatir ese tipo de delitos, las cuales fueron aprobadas por la Corte Plena.  Como resultado, se acordó la creación de una jurisdicción exclusiva para investigar y juzgar casos de narcotráfico y crimen organizado, la mejora en los mecanismos para investigar los antecedentes de personas oferentes y una reestructuración del régimen disciplinario.



 



En julio de 2015 se aprueba formalmente por Corte Plena la Política de Participación Ciudadana impulsada por Conamaj, la cual tiene como objetivo general garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. Para el cumplimiento de este objetivo general se plantea como objetivos específicos apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica y promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense.



 



La adhesión voluntaria de Costa Rica a la Alianza para el Gobierno Abierto, en el 2012, propicia el surgimiento de una nueva etapa en la dirección que, desde hace varios años, la institución ha desarrollado, incorporando e implementando los principios que inspiran la filosofía de Gobierno Abierto.



 



En el estudio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) sobre el Gobierno Abierto en Costa Rica (2016), se recomendó la aprobación de legislación sobre acceso a la información y participación ciudadana, y se reconoció el papel del Poder Judicial como un actor clave en la transición del país hacia un Estado Abierto. Además, se indicó que este Poder se encuentra “entre los más avanzados a nivel mundial en transparencia, rendición de cuentas y participación, y que se cuenta con estrategias para crear un Poder Judicial Abierto”. 



 



El Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), organismo internacional creado por las instituciones del sistema interamericano para apoyar los procesos de reforma de la justicia de los Estados miembros mediante estudios, cooperación e intercambio de información, ha catalogado al Poder Judicial de Costa Rica dentro de los primeros lugares del Índice de accesibilidad a la información en Internet (IAcc). En el 2014, nuestro país obtuvo el tercer lugar, después de Chile y Brasil.  



 



En el Índice de Servicios Judiciales en Línea (ISJL) de 2015, que mide las respuestas de las instituciones estatales de justicia a los requerimientos de las personas usuarias a través de los sitios Web, el Poder Judicial de Costa Rica obtuvo el segundo lugar. 



 



El Poder Judicial ha asumido un compromiso firme con la agenda internacional de Gobierno Abierto y formula esta propuesta de Política de Justicia Abierta para orientar toda su gestión, en los ámbitos jurisdiccional, administrativo y de los órganos auxiliares.  La Política es una herramienta declarativa y orientadora del actuar de la institución, para promover la transparencia, la participación de la población en la gestión institucional y la colaboración o formulación de alianzas institucionales y con la sociedad civil.



 



Esta propuesta es congruente con los compromisos asumidos por la República de Costa Rica al integrarse, a partir del 2012, en forma voluntaria, a la Alianza para el Gobierno Abierto. En la Conferencia Anual de la Alianza, realizada en el 2013, se establece un apartado de “Empoderamiento de los Ciudadanos”, para promover políticas de gobierno abierto para los poderes judiciales, en la cual el Poder Judicial de Costa Rica se compromete a adoptar lineamientos de gobierno abierto.



 



Finalmente, el tema del Gobierno Abierto es una de las prioridades de la Presidencia de la Corte,  con fundamento en lo dispuesto en la Constitución Política de Costa Rica en sus artículos 9, 41, 152, 153, 154 y 156, y los artículos 1 y 3 de la Ley 7.333, Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto la transparencia y el acceso a la información pública se vinculan, en la actualidad, al ejercicio de un derecho humano.



 



[bookmark: _Toc493497533]2.      Marco Normativo



 



Existe normativa internacional de Derechos Humanos que fundamentan los compromisos asumidos por Costa Rica con una Política de Justicia Abierta para el mejoramiento de la función pública, tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948; la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José) del 22 de noviembre de 1969, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 2200A (XXI), del 16 de diciembre de 1966, la Convención Interamericana Contra la Corrupción de 1996 y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de diciembre del 2003.



 



También se incluyen la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre (art. 24 sobre petición y respuesta), la Convención Interamericana contra la Corrupción de la Organización de Estados Americanos, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.



 



En el plano nacional, existe normativa tanto constitucional como legal que favorece la implementación de la iniciativa de Gobierno Abierto como una forma de democratizar aun más la gestión pública.  El artículo 9 de la Constitución Política establece que el Gobierno de la República es “representativo, participativo, alternativo y responsable”. Además, se encuentran los artículos constitucionales 11 (principio de legalidad, transparencia y rendición de cuentas); el artículo 24 que garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones; el 27 que establece el derecho de petición ante cualquier persona funcionaria pública o entidad oficial y el derecho a obtener una pronta resolución; el 30 señala el libre acceso a los departamentos administrativos para obtener información de interés público, quedando a salvo los secretos de Estado y el 41 del principio de justicia pronta y cumplida. Destaca el artículo 153 constitucional que otorga como función principal del sistema de justicia, la atención del conflicto entre las partes y la aplicación de las leyes.



 



En el derecho interno podemos mencionar como vinculados a la Justicia Abierta, la Ley General de Administración Pública Nº 6227, del 4 de marzo de 2002, que en su artículo 11  señala que “la Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, y a continuación el artículo 13 dispone que “la Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos”. 



 



La Ley de Protección al Ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley Nº 8220 del 4 de marzo de 2002, indica en su artículo 2 que “la información que presenta un administrado ante una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de nuevo por estos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o posean. Para que una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública pueda remitir información del administrado a otra entidad, órgano o funcionario, la primera deberá contar con el consentimiento del administrado. Quedan exceptuadas de la aplicación de este artículo las personerías jurídicas.” (sic). Las Leyes de Regulación del Derecho de Petición (No.9097 de 2013) y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales (8968 de 2011) integran la normativa relevante.



 



En el ámbito interno, la Ley Orgánica del Poder Judicial, señala en su artículo 2 que “el Poder Judicial solo está sometido a la Constitución Política y la ley. Las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos. No obstante, la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, para garantizar que la administración de justicia sea pronta y cumplida”.



 



Del mismo modo y en coherencia con las disposiciones ya expuestas, en el Código de Ética Judicial, existen normas expresas que van en la dirección de una Política de Justicia Abierta desde un marco jurídico axiológico al señalar en su artículo primero que “la Justicia es un valor esencial para una racional convivencia en sociedad, así como para la preservación y el fortalecimiento de la democracia. Es un servicio público que debe ser prestado con los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia y calidad, pero ante todo, con respeto del ser humano que lo requiere”. En este sentido, quien imparte justicia debe ser una persona consciente de que su función es compleja y debe cuidar que sus actuaciones respondan a normas de conducta que honren la integridad, la independencia y la objetividad de su cargo, a la vez que estimulen el respeto y confianza en la judicatura.



 



En el artículo tercero de ese mismo código se hace clara alusión a la transparencia institucional al señalar que: “En la moderna sociedad democrática es necesario que las instituciones públicas se ajusten no solamente a un marco normativo muy preciso sino que actúen con la suficiente transparencia. Desde esa perspectiva, se entiende que existe un interés público de que las distintas actuaciones dentro del Poder Judicial tengan cobertura de los medios de comunicación colectiva y se transmitan ante la opinión pública, para lo cual se podrá asignar la responsabilidad de enlace a un órgano especializado.” Así mismo, se establece que “el Poder Judicial deberá crear y promocionar canales flexibles e informales, a los que la persona pueda acudir a plantear reclamos y quejas acerca del funcionamiento del sistema o de funcionarios en particular: en estos casos, debe garantizarse al quejoso que no habrá represalias de ningún tipo por motivo de sus quejas y reclamos.” 



 



Adicional a lo anterior, existen leyes que han ido delimitando ciertos parámetros en temas como el Derecho de petición mediante la Ley de Regulación del Derecho de Petición (Ley Nº. 9097). 



 



En materia del derecho de acceso a la información pública, Costa Rica carece de una ley marco que garantice este derecho; sin embargo existe una importante cantidad de legislación que regula elementos básicos del derecho a la información, materias vinculadas y trámites administrativos, los cuales están blindados gracias al importante desarrollo jurisprudencial por parte de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 



 



Asimismo, existe normativa que vincula directamente al Poder Judicial con temas de transparencia como lo son los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la Independencia de la Judicatura, la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley Nº. 7333), el Código de Ética Judicial, adoptado en sesión de Corte Plena el 28 de febrero del 2000.  



 



En el marco de la participación ciudadana, el Programa de Justicia Restaurativa fue declarado de interés institucional por el Consejo Superior desde el 2011, Programa que involucra la comunidad, ha conformado la redes de apoyo y la colaboración público-privada, respondiendo a los principios de justicia abierta, lo cual se sustenta con la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa, aprobada por Corte Plena en sesión N° 21 de setiembre 2015, y por el Consejo Social Presidencia del Poder Ejecutivo mediante sesión extraordinaria N°14-2015 celebrada el 19 agosto del 2015, el cual origina el Decreto Ejecutivo N°40303-MJP-MP firmado por la Presidencia de la República en fecha 07 de febrero de 2017, sumado a lo anterior, el programa recibe un reconocimiento por la República de Costa Rica en el año 2016 con el Premio Artífices de Gobierno Abierto por el cumplimiento de los principios de Justicia Abierta, transparencia, rendición de cuentas, y participación ciudadana.



 



Desde un plano de la participación ciudadana, el 2012 el Consejo Superior del Poder Judicial acogió la propuesta de “Modelo de Participación ciudadana” presentada por Conamaj, y dispuso trasladarla a las distintas jefaturas de los departamentos y ámbitos para que la incorporasen en sus planes de trabajo. En el 2013 Corte Plena declaró la participación ciudadana de interés institucional e incorporó el tema como eje transversal del Plan Estratégico 2013-2017. Finalmente en el año 2015 aprobó la Política Institucional de Participación Ciudadana ya mencionada. 



 



En la construcción de esta política se consideraron algunos antecedentes institucionales, el contexto nacional, el Plan Estratégico de Poder Judicial 2013-2018, la Política de Participación Ciudadana y los resultados preliminares del trabajo conjunto desarrollado con CEPAL.



 



La Política de Justicia Abierta cumple una función articuladora en pos de la promoción y del  fortalecimiento de los diversos proyectos, programas y acciones que se están ejecutando en la institución, las políticas de acceso a la justicia para poblaciones en condición de vulnerabilidad aprobadas y demás iniciativas que contribuyan al logro de los objetivos de esta política. Todo ello con respeto absoluto de las disposiciones administrativas y normativas de cada programa o instancia, las cuales mantienen su autonomía.
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Los lineamientos generales de la Política de Justicia Abierta se construyeron de manera conjunta con representantes de todas las dependencias del Poder Judicial, de la Comisión de Personas Usuarias, de la sociedad civil y del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.



 



El desarrollo de la metodología y la implementación de talleres, reuniones y capacitaciones se realizaron con el apoyo de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe de las Naciones Unidas (CEPAL), durante los años 2005 y 2006. 



 



Esta experiencia es pionera en el Poder Judicial de Costa Rica y a nivel internacional. Se trata de un primer acercamiento a la aplicación de la filosofía y principios de “Gobierno Abierto” dentro de la organización y funcionamiento de un Poder Judicial.  En consonancia con uno de los pilares de este enfoque, se consideró esencial para la construcción de la política, la participación abierta de la población mediante una consulta pública desde el sitio web del Poder Judicial y la realización de grupos focales en diferentes zonas del país.



 



Además de lo mencionado, utilizar una metodología participativa tuvo por finalidad construir una política coherente con lo que la ciudadanía considera necesario y oportuno que desarrolle en la línea de apertura de la gestión judicial. Otro de los aspectos que se buscaban con este tipo de metodología era legitimar su proceso de construcción, generando los espacios necesarios para la participación de las distintas instancias involucradas, lo que guarda estrecha relación y coherencia con los principios de Gobierno Abierto.



 



La Justicia Abierta es un desafío insoslayable del Poder Judicial de Costa Rica que demanda una estrategia sustentable y sistemática de acciones de todos los ámbitos de su quehacer, inclusiva de las instancias políticas y sociales involucradas y, además, verificable en cuanto a su avance y consolidación. Este desafío permitirá cumplir la agenda y compromisos internacionales suscritos por el Estado de Costa Rica contenidos en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada por Naciones Unidas en septiembre de 2015.
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Cuando se habla de Justicia Abierta se hace referencia a una adaptación al sector justicia de la filosofía de Gobierno Abierto, tema que ha cobrado relevancia en las formas de ejercer la función pública en un contexto en donde existen ingentes demandas de apertura, de transparencia en la gestión, de participación en la elaboración de políticas públicas, de rendición de cuentas y responsabilidad por el uso de los recursos públicos y de evaluación y control ciudadanos.



 



La Justicia Abierta incorpora la filosofía y principios de Gobierno Abierto, sin embargo el primer concepto se diferencia del segundo por dos razones fundamentales: 



 



•          Cuando se hace referencia a gobierno se está señalando una función específica que le corresponde al Poder Ejecutivo, por lo que no es correcto utilizar dicho término en el Poder Judicial. 



 



•          Por las particularidades del sistema de administración de justicia se requiere de cautela cuando se habla de apertura, en el entendido de que se debe velar por garantizar derechos que implican, entre otros, la confidencialidad. 



 



Específicamente la Justicia Abierta busca propiciar un diálogo horizontal con la sociedad, dar a conocer la labor que realiza el Poder Judicial más allá de lo que se divulga en los medios de comunicación, promover la consulta a distintos actores sociales sobre sus necesidades y propuestas para aumentar la legitimidad y brindar un servicio público que responda adecuadamente a las demandas de las diversas poblaciones: de calidad, eficiente, eficaz, humanista y respetuoso de los derechos.
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El concepto de Justicia Abierta que se utiliza en esta Política fue construido de manera participativa con los diferentes representantes sociales involucrados en el proceso y complementado con la teoría sobre Gobierno Abierto, realizando los ajustes para adaptarlo al caso específico del Poder Judicial. Así, el concepto es el siguiente: 



 



La Justicia Abierta es una forma de gestión pública aplicada al quehacer de la administración de justicia que redefine la vinculación entre el Poder Judicial y la sociedad en general, basándose en los principios de transparencia, participación y colaboración, con los fines de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.



 



El Poder Judicial ha estado inmerso en un proceso de cambio de paradigma que busca la apertura y procura poner en el centro de su quehacer a la sociedad, tomando en cuenta los aportes que las distintas poblaciones pueden generar para el mejoramiento de las funciones que se realizan en los ámbitos que conforman la institución. 



 



Se habla de sociedad en general porque esta incluye tanto ciudadanos y ciudadanas, así como otros tipos de actores sociales que se relacionan o asocian entre sí, ya sea por afinidad o por las funciones que realizan; como es el caso de instituciones, organismos, organizaciones o empresas que tengan interés en participar, colaborar o exigir transparencia ante la gestión del sistema de administración de justicia.



 



Asimismo, se reconocen la innovación y las tecnologías de la información (TIC) como herramientas fundamentales para la apertura de la justicia, lo cual no implica que Justicia Abierta sea sinónimo de uso de tecnología. 



 



Con la aplicación de los principios de transparencia, participación y colaboración el Poder Judicial busca garantizar el derecho de acceso a la justicia imparcial, independiente e igualitaria y la tutela judicial efectiva que conlleva al bienestar integral de los distintos actores sociales. 
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La Justicia Abierta se sustenta en tres principios que orientan su implementación: transparencia, colaboración y participación. 



 



Estos principios están correlacionados, lo que significa que las acciones corresponden primordialmente a uno u otro, sin ser excluyentes, de manera que pueden verse impregnadas por los otros principios. De cada uno de ellos deriva una serie de ejes, los cuales a su vez definen las líneas y acciones por seguir en la materialización de la Política de Justicia Abierta.             



 



En el siguiente diagrama se presentan cada uno de los principios y sus ejes:



 



[image: Diagrama de Venn]



Fuente: Creación de Conamaj tomando como base el diagrama de gobierno abierto de Arnel Le Coz y Cyril Lage
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La transparencia refiere a la responsabilidad que tiene el Poder Judicial de garantizar el derecho de acceso y la comprensión de la información pública sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes, rendir cuentas sobre su gestión y propiciar la integridad, la probidad y el buen gobierno.



 



Los ejes del principio de transparencia en el marco de la presente política son: 



 



•          Acceso a la información pública: es el derecho que tienen los usuarios y usuarias de acceder y comprender información pública en lenguajes horizontales e inclusivos y el deber del Poder Judicial de proporcionar la información de manera oportuna, dentro de los plazos legales y evitando cualquier trámite dilatorio. 



 



•          Apertura de datos: es un proceso sistemático de publicación de datos en formatos abiertos, libres de controles y conforme a los estándares internacionales. La publicación de la información institucional debe ser consistente y perdurable, según los requerimientos de los datos abiertos.



 



•          Rendición de cuentas: es el deber que tiene el personal judicial de responder en el ejercicio de su gestión por sus actos, el cumplimiento de deberes y funciones, el uso de recursos y fondos públicos. Para ello se utilizarán mecanismos de seguimiento, control y evaluación, entre otros.     



 



•          Integridad, probidad y anticorrupción: refiere a la concreción de mecanismos orientados al buen gobierno y a la lucha contra acciones que lesionen los valores, principios y recursos del Poder Judicial.  
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Para definir este principio se parte de lo establecido en la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial, en la que se entiende participación como:  



 



(…) un proceso democrático que garantiza una contribución responsable, activa y sostenida de la población en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la población, del bien común y del cumplimiento de los fines del Poder Judicial.  



 



Los ejes del principio de participación derivan de la política citada, a saber:  



 



•          Interacción y diálogo: conlleva consulta, comunicación dialéctica, reconocimiento y canalización de demandas sobre los servicios, exigibilidad de derechos, atención de las necesidades particulares de las poblaciones y adecuada y oportuna respuesta institucional. 



 



•          Seguimiento, control y evaluación ciudadanos: son acciones por medio las cuales los diversos actores sociales pueden establecer una vigilancia en torno a políticas, programas, proyectos, planes y procesos ejecutados en el Poder Judicial o para conocer sus efectos, impactos u otros resultados no esperados.



 



•          Incidencia: implica la toma de decisiones conjuntas e integración de ciudadanía en espacios de toma de decisión.
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Colaboración en el sistema de administración de justicia consiste en involucrar a distintos actores sociales en el diseño, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones propias del Poder Judicial, para la prestación de un servicio de calidad y alcanzar el logro de resultados superiores.



 



•          Alianzas: son acuerdos que se establecen entre el Poder Judicial y otras instancias como instituciones públicas, organismos, organizaciones, empresas y sociedad civil para concretar vínculos de cooperación y emprender acciones conjuntas.    



 



•          Cocreación: refiere al desarrollo de procesos conjuntos entre el Poder Judicial y otros actores sociales para el diseño, gestión, ejecución y evaluación de políticas, programas, proyectos, planes y otras acciones. 



 



•          Redes de trabajo y apoyo: son espacios en los cuales el Poder Judicial participa junto con distintos actores sociales para planificar, coordinar, construir, atender y dar seguimiento a temáticas relacionadas con el sistema de administración de justicia.  
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Los temas transversales son aspectos que deberán estar presentes en todas las acciones que se desprendan de la implementación de esta política. Podrán ampliarse y variar según la manera como el contexto se modifique y a partir de nuevos compromisos que se adquieran tanto a nivel de la institución como a nivel nacional. 



 



·         Acceso a la justicia



Se deberá incorporar de manera transversal la perspectiva de las poblaciones en condición de vulnerabilidad de conformidad con lo establecido en la normativa nacional, internacional y las políticas institucionales de acceso a la justicia. [1] 



 



· Igualdad de género



Las acciones que se realicen deberán garantizar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y la no discriminación por género en las decisiones judiciales, en el servicio público de la administración de justicia y en el funcionamiento interno del Poder Judicial. Conforme lo establece la Política de Igualdad de Género del Poder Judicial.[2]



 



·         Servicio Público de Calidad 



La gestión integral de la calidad de la justicia involucra tanto la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público recibido, como la celeridad y simplificación de los procesos.[3]



 



·         Justicia Restaurativa.



La justicia restaurativa constituye acciones para la promoción de mecanismos alternativos y restaurativos en búsqueda de una cultura de paz, con el fin de profundizar en la prevención y forma de resolver los conflictos jurídicos dentro de las garantías y disposiciones reguladas por la legislación nacional, que involucra la  colaboración público-privada, permitiendo que las prácticas restaurativas vayan más allá del  ámbito judicial, impulsando esfuerzos similares de resolución de conflictos a nivel comunitario y estatal.
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La Política es el conjunto de orientaciones y directrices que coordinan, enlazan y fortalecen los planes, programas y acciones ejecutados en la institución, sobre la base de los principios de Justicia Abierta. Corresponde por tanto a un marco orientador del quehacer del Poder Judicial para promover los cambios necesarios:



 



-          Cambio en los procesos: Procesos diseñados para lograr la eficiencia y eficacia en la administración de justicia, mediante el empleo de tecnologías de la información y demás herramientas alternativas, que garanticen su simplificación, seguimiento y predictibilidad.



-          Cambio cultural: Se promueve el trabajo coordinado y en equipo entre las distintas instancias judiciales, con la institucionalidad pública, la sociedad civil y otros actores sociales, orientando su gestión a la consecución de resultados.



 



-          Cambio en las formas de relación: Fortalecimiento en la comunicación e interacción con la población, con mecanismos permanentes de diálogo, rendición de cuentas, incidencia y control social. 
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Objetivo general:



 



Promover una gestión judicial basada en los principios rectores de la Justicia Abierta: transparencia, participación y colaboración, con el fin de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la democracia.



 



Objetivos específicos:



 



·      Transparentar la gestión del Poder Judicial para el cumplimiento del derecho de acceso a la información mediante la apertura de datos, la rendición de cuentas, el fomento de la integridad y la anticorrupción.



 



·      Garantizar la participación de la sociedad en el diseño, ejecución, evaluación de los procesos, políticas, servicios y disposiciones, de conformidad con la Política de Participación Ciudadana en el Poder Judicial.



 



·      Propiciar espacios y mecanismos de cocreación, alianzas y redes para el trabajo colaborativo en la gestión judicial.



 



·      Considerar como actores dentro de esta Política a los gremios integrados por personas que laboran en el Poder Judicial.



 



 



·      Articular los planes, programas y acciones ejecutados en la institución, sobre la base de los principios de Justicia Abierta.



 



·      Fomentar el uso de las tecnologías de la información, la innovación y la modernización que generen valor público, brindando alternativas a quienes no tienen acceso a las herramientas tecnológicas y adaptándose a las necesidades de acceso de toda la población, incluyendo a las poblaciones en condición de vulnerabilidad.
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Para la operacionalización de esta política se considerarán, al menos, las siguientes líneas generales de acción:



 



· Información y divulgación



· Capacitación y sensibilización



· Articulación interna, externa e interinstitucional 



· Cumplimiento de compromisos y estándares nacionales e internacionales



· Seguimiento y evaluación de la política
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Para la implementación óptima de la Política se requiere disponer de una serie de condiciones internas que faciliten la ejecución de las acciones planteadas en este documento. Esas condiciones son:



 



·         Que todas las instancias judiciales incorporen en su quehacer acciones de transparencia, colaboración y participación ciudadana. 



 



·         Que se cuenten con los recursos presupuestarios y humanos para su ejecución.



 



·         Que se cocree el Plan de Acción de la Política tomando como marco referencial este documento y las líneas generales aquí establecidas, de manera participativa, integrando diferentes actores sociales. En este plan de acción deberá exponer con detalle los roles y responsabilidades de cada instancia involucrada. 



 



·         Que se consolide la Comisión Coordinadora para la Implementación de la Política. Esta Comisión tiene por finalidad promover el desarrollo, la coordinación, la consolidación y la sostenibilidad de los principios de Gobierno Abierto al interior del Poder Judicial, así como dirigir la aplicación de la política de Justicia Abierta, monitorear y dar seguimiento de los compromisos institucionales que de esta se deriven. 
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La Comisión de Justicia Abierta es la instancia articuladora que velará por el cumplimiento de esta política. Estará conformada por representantes titulares de:



 



·         Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, ente coordinador



·         Despacho de la Presidencia



·         Comisión de Transparencia



·         Comisión de Acceso a la Justicia 



·         Consejo Superior



·         Dirección de Tecnología de la Información



·         Dirección de Prensa y Comunicación



·         Dirección Ejecutiva



·         Dirección de Planificación 



·         Dirección de Gestión Humana



·         Contraloría de Servicios



·         Escuela Judicial



·         Programa de Justicia Restaurativa



·         Ministerio Público



·         Defensa Pública



·         Organismo de Investigación Judicial



·         Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional



·         Secretaría de Género



·         Una persona representante de los gremios del Poder Judicial por ámbito.



·         Una persona representante de cada una de las comisiones jurisdiccionales.



·         Representante del Colegio de Abogados y Abogadas



 



El Programa de Justicia Restaurativa fungirá como co-coordinador de tema transversal de Justicia Restaurativa en el marco de esta Política.



 



Además, la integrarán al menos ocho personas externas al Poder Judicial que pueden representar actores sociales, instituciones, organismos, organizaciones o empresas, interesadas en el accionar judicial.  Esta elección se realizará democráticamente en una asamblea de amplia convocatoria y estarán en su cargo por un periodo dos años. Los mecanismos para esta elección se definirán a nivel de lineamientos en un momento posterior.
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·      Liderar el proceso de cocreación de los instrumentos para la implementación de esta política: mapeo de actores, plan de acción, línea base, sistema de evaluación y seguimiento con monitoreo ciudadana, sistema de rendición de cuentas hacia la ciudadanía y lineamientos para la integración de representación social en la Comisión de Justicia Abierta.



 



·      Proponer a las instancias internas que corresponda, la incorporación de estándares 



 



·      nacionales e internacionales, buenas prácticas y tecnologías que favorezcan la implementación de la Política y los principios de transparencia, participación ciudadana, colaboración y rendición de cuentas en todos los ámbitos y oficinas del Poder Judicial.



 



·      Incentivar los procesos de apertura de datos en el Poder Judicial, como herramienta para el ejercicio del derecho de acceso a la Información y la transparencia colaborativa, con criterios de valor público y utilidad social y promoviendo su reutilización, por parte de todos los sectores interesados. 



 



·      Propiciar de manera periódica los procesos de seguimiento y evaluación del funcionamiento de la Política de Justicia Abierta, con el apoyo de otras instancias institucionales o externas.



 



·      Velar porque la implementación de la Política de Justicia Abierta esté alineada con las políticas y orientaciones estratégicas del Poder Judicial, así como con los avances nacionales e internacionales de Gobierno Abierto.



 



·      Promover la difusión de la Política de Justicia Abierta y los principios que la orientan. 



 



·      Impulsar los procesos de rendición de cuentas y de aplicación de los principios en los ámbitos institucionales. 



 



·      Promover la utilización de la tecnología en la implementación de esta Política. 



 



·      Crear grupos de trabajo conforme se requiera para el desarrollo de esta Política.



 



·      Rendir cuentas sobre los avances de la implementación de esta Política.



 



La instrumentalización de esta Política se hará mediante la cocreación de los instrumentos necesarios para su puesta en práctica, a saber: plan de acción, línea base, sistema de evaluación y seguimiento que incluya el monitoreo ciudadano y un sistema de rendición de cuentas ante la ciudadanía. Para ello la Comisión y sus actores tomaran las medidas propias dentro de un plazo razonable.”



 



 San José, 15 de marzo de 2018.



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



Corte Suprema de Justicia



 











-          [1]  Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad: Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, 8:30 horas26 de mayo, 2008, Artículo II.



-          Política de equidad de género del Poder Judicial de Costa Rica: Aprobada Sesión N0 34-2005 de la Corte Plena,  7 de noviembre del 2005, Artículo XIV.



-          Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial: Sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, 5 de mayo del 2008, Artículo XXIII.



-          Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor: Sesión n.º 27-08 del Consejo Superior, 15 de abril del 2008, Artículo XLVI



-          Política institucional para el acceso a la Justicia por parte de la población migrante y refugiada: Sesión n.º 32-10 de la Corte Plena, 8  de noviembre de 2010. Artículo XXIV. 



-          Política institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes: Sesión N° 34-10 de la Corte Plena, 29 de noviembre de 2010, Artículo XVII.



-          Políticas del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica: Sesión N° 4-11 de la Corte Plena,  14 de febrero de 2011, Artículo XV. 



-          Políticas de atención a víctimas de violencia doméstica y del delito: Sesión N0 32-99 de la Corte Plena, 4 de agosto de 1999, Artículo XII. 



-          Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas: Sesión N0 77-08 del Consejo Superior, 14 de octubre de 2008. Artículo XLI. 



-          Políticas de lenguaje inclusivo: Sesión n.º 15-12 del Consejo Superior, 21 de febrero del 2012, Artículo LIII.



-          Política respetuosa de la diversidad sexual: Sesión Nº 31-11 de la Corte Plena,  19 de setiembre de dos mil once, Artículo XIII.



-          Personas privadas de libertad: Aprobada por el Comité Ejecutivo de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF) el día 3 de marzo del 2010 en San José de Costa Rica.



 



[2] Política de Igualdad de Género del Poder Judicial, 2005.



[3] Plan estratégico del Poder Judicial 2013-2018.



 



[4] Plan estratégico del Poder Judicial 2013-2018. Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa de Costa Rica 2015.
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DESPACHO
JUDICIAL

“Qarantizar laigualdad de oportunidades
y no discriminacion en los servicios
judiciales, decisiones judiciales 'y
funcionamiento interno del Poder
Judicial para las personas en condicion
de discapacidad”.

Politica de igualdad para

las personas con discapacidad -
en el Poder Judicial

Aprobadaen lasesionn.° 14-08 dela CortePlena, celebrada
el cinco de mayo del dos mil ocho. Articulo XXIIl.

DECLARACION DE LA POLITICA DE IGUALDAD PARA LAS
PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL

Introduccion

Con la promulgacion de la Ley de Igualdad de Oportunidades
para las Personas con Discapacidad, Ley No. 7600 del afio
1996, surgen una serie de lineamientos de acatamiento
obligatorio por parte de las instituciones publicas y privadas,
tendientes a garantizar el acceso a los servicios y la igualdad
de oportunidades de las personas con discapacidad.

Con el fin de coadyuvar con el cumplimiento de esta
Ley y recomendar la adopcidon de politicas en materia
de discapacidad, el Poder Judicial conformé la Comisiéon
Institucional en esta materia, con una integracion estratégica
al contar con representantes de diversos Despachos
Administrativos, Judicatura, Defensa Publica, Fiscalia,
Organismo de Investigacion Judicial, asi como Sociedad
Civil,facilitando asi la toma de decisiones.

La Comision de Accesibilidad tiene definidas dos éareas de
accion: la interna dirigida a las funcionarias y funcionarios
judiciales, basicamente, en funcién de tres objetivos:
Ingreso, nombramiento en propiedad y ascenso.









Prevencion ante situaciones de riesgo individual o colectivo.
Atencion integral (adecuacién laboral), frente a una discapacidad
temporal o definitiva, congénita o sobreviniente.

En el area externa, la Comision vela porque la institucion brinde
las mejores condiciones para la atencion de usuarias y usuarios,
enfocando su accionar en los siguientes campos:

1. Infraestructura
2. Comunicacién
3. Informacion

4. Sensibilizacion

La cobertura de las necesidades detectadas para el fortalecimiento
de estas areas, es una tarea a la cual el Poder Judicial se ha abocado,
creando los mecanismos necesarios para la consecucion de los
objetivos planteados tanto en el Plan Estratégico como en el Plan
Anual Operativo.

No obstante los esfuerzos realizados; ante la diversidad de servicios
y demandas, que el Poder Judicial ha tenido en esta materia, se hizo
necesario contar con una linea de accion que estableciera objetivos
concretos que tuvieran un denominador comun: cumplir con los
mandatos que impone la ley, como Unica opcién para respetar uno
de los derechos fundamentales de las personas con discapacidad, a
saber, el acceso real y efectivo a la justicia. Por estas razones la Corte
Plena en Sesion N° 14 -08, celebrada el 5 de mayo de 2008, articulo
XIll, aprobd la Declaracion de la Politica de Accesibilidad para las
personas con discapacidad en el Poder Judicial, propiciando asi que
de una manera transversal, prioritaria y sustantiva se incorpore la
perspectiva de la discapacidad en todos los ambitos del quehacer
institucional del Poder Judicial, para garantizar la igualdad de
oportunidades y la no discriminacién en los servicios judiciales,
decisiones judiciales y funcionamiento interno de la institucion.

La construccion de esta Politica se realizé6 mediante una consultoria
financiada con fondos del préstamo Corte - Bid, que facilité la
contratacion de un experto en la materia e implicé un proceso
participativo con integrantes de la Comision de Accesibilidad,
instituciones afines, representantes de la Sociedad Civil, y
funcionarias (os) judiciales quienes, en una segunda etapa, validaron
el documento con aportes y sugerencias recopiladas mediante
talleres ejecutados en todos los circuitos judiciales del pais.

Este proceso sirvio ademdas como agente sensibilizador, al
desarrollarse a partir de la perspectiva de los Derechos Humanos
de las Personas con Discapacidad e involucrar a representantes de
todos los sectores que conforman el Poder Judicial: Administrativo,
Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia.

La Politica establece las lineas generales del plan de accion y se
fundamenta en los Principios Generales que informan la materia.

DECLARACION DE LA POLITICA DE IGUALDAD PARA LAS PERSONAS
CON DISCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL

Considerando:

Que el derecho a la igualdad y no discriminaciéon de todos los
seres humanos se encuentra reconocido en diversos instrumentos
de proteccion de los derechos humanos tales como: Declaracion
Universal de los Derechos Humanos', Pacto de Derechos Civiles y
Politicos? y la Convenciéon Americana de Derechos Humanos®.

Que el derecho al acceso a la justicia es reconocido en los
siguientes instrumentos internacionales de proteccién de los
derechos humanos: Declaracién Universal de Derechos Humanos®,
Pacto de Derechos Civiles y Politicos® y la Convencion Americana
de Derechos Humanos®.









Que el Estado costarricense por medio de la Ley 7948 aprueba
la Convencién Interamericana para la Eliminacién de todas las
formas de discriminacion contra las personas con discapacidad. La
cual establece el derecho de la poblacion con discapacidad a no
ser discriminada’ y el derecho al acceso a la justicia®.

Que la Constitucion Politica Costarricense reconoce el derecho a la
igualdad®y los derechos al acceso a la justicia'.

Que conforme a la ley de Igualdad de Oportunidades para
las Personas con Discapacidad11 se establecen una serie de
obligaciones estatales dirigidas a asegurar la igualdad y equidad
para las personas con discapacidad.

Que el Poder Judicial tiene como mandato constitucional la
administracion de la justicia en forma pronta y cumplida, sin
denegacion y en estricta conformidad con las leyes.

Reconociendo:

Que existe una realidad social identificada por las instituciones
nacionales y organismos internacionales que refleja la desigualdad
economica, juridica, politica, ideoldgica que viven las personas en
condicién de discapacidad en la sociedad costarricense.

Que el Poder Judicial realizé un diagnostico institucional (2006) en el
cual se identificaron las desigualdades existentes, las necesidades y las
lineas de accién a seguir. Dicho documento de diagnostico constituye
una base fundamental de la politica ya que planteay orienta las medidas
a tomar en las diferentes dimensiones de trabajo en la administracién
de justicia y el acceso a sus servicios de las personas con discapacidad.

Que las personas en condicidn de discapacidad son muy diversas
por razones de género, edad, condicion econdmica, discapacidad,
orientacion sexual, creencias, etc.

Tomando en cuenta los siguientes principios:

El principio de no discriminacion por razones de
discapacidad: significa toda distincion, exclusién o restriccion
basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad,
consecuencia de discapacidad anterior o percepcion de una
discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propésito
deimpediroanularel reconocimiento, goce o ejercicio por parte
de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y
libertades fundamentales.'

El principio de equiparacién: utilizar acciones afirmativas o
medidas correctivas dirigidas a corregir desigualdades sociales
conforme a los instrumentos internacionales de proteccion de los
derechos humanos que establece: “No constituye discriminacion
la distinciéon o preferencia adoptada por un Estado parte a fin
de promover la integracién social o el desarrollo personal de las
personas con discapacidad, siempre que la distincion o preferencia
no limite en si misma el derecho a la igualdad de las personas con
discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean
obligados a aceptar tal distincion o preferencia...”™”

Elprincipiodelrespectoaladiversidad:evidenciarlasdiferencias
delos seres humanos segun edad, género, etnia, religion, condicién
econdmica, situacion geografica, discapacidad, etc., reconociendo
que los intereses, necesidades y percepciones de esta diversidad
de seres humanos son igualmente diferentes.

El principio deigualdad de oportunidades: ampliar el principio
de igualdad formal, al de igualdad real y equidad tomando en
cuenta con criterios de equidad, las condiciones personales y el
trasfondo humano de los conflictos en cada uno de los casos y
Sus consecuencias.









El principio de la no violencia: prevenir, sancionar y erradicar
la violencia estructural que se da cuando se invisibiliza e
ignora las necesidades de las personas con discapacidad en
los servicios judiciales™.

El principiodeaccesibilidad: brindarfacilidades paraquetodaslas
personas puedan movilizarse libremente en el entorno, hacer uso
de todos los servicios requeridos y disponer de todos los recursos
gue garanticen su seguridad, su movilidad y su comunicacion.”

El principio de vida independiente: abordar el “problema” en el
entorno y no en las personas, permitiendo que estas tomen las
decisiones en sus vidas.'®

El principio de auto representacion: desarrollar mecanismos de
participacién ciudadana en todas las instancias judiciales donde
las personas con discapacidad como colectiva social participen en
la toma de decisiones.!”

Principio de Participacion conforme a la edad cronolégica:
relacionarse con las personas con discapacidad conforme a la
edad cronoldgica

Asumir en su totalidad los principios enunciados en el Codigo de
Etica, de la justicia como un servicio publico; la independencia
judicial libre de prejuicios; la transparencia judicial; la participacion
ciudadana; el mejoramiento de la administracién de la justicia;
el acceso a las instancias judiciales; asi como los deberes de
capacitacion judicial, reserva e imparcialidad.

Incorporarlos principios enunciados en el Cédigo de Etica con
el fin de promover la igualdad de las personas en condicién
de discapacidad.

Acuerda:

1. Adoptar una Politica de Igualdad para las personas en
condicién de discapacidad que de manera transversal,
prioritaria y sustantiva incorpore la perspectiva de la
discapacidad en todo el quehacer del Poder Judicial. Para
garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminacion
en los servicios judiciales, decisiones judiciales y
funcionamiento interno del Poder Judicial.™®

2. Integrar esta politica a la misién, visién y los objetivos
institucionales, asi como en los procesos de planificacién, en
los planes anuales operativos y presupuestos'.

3. Incorporar todos los principios establecidos en esta politica en
el Codigo de Etica Judicial y el Estatuto Judicial.°

4. Desarrollar todas las medidas de caracter administrativo,
normativo, procedimental y operativo que sean necesarias con
el fin de garantizar la integracion y aplicaciéon de esta politica
en los diferentes ambitos del Poder Judicial.”!

5. Asegurar los recursos humanos, materiales, financieros
y técnicos necesarios, asi como la creacion de o6rganos,
métodos y procedimientos adecuados para implementar
esta politica e incorporar criterios de descentralizacién para
que se haga efectiva.”?

6. Garantizar el seguimiento y monitoreo de la politica de
igualdad para las personas en condicidon de discapacidad,
mediante la instancia que las autoridades judiciales
determinen para velar por el cumplimiento de la presente
politica; creando mecanismos que sean necesarios para lograr
la coordinacion entre los tres ambitos de la administracion
judicial responsables de su aplicacién. c.?









10.

11.

12.

13.

14.

Incluir e implementar las acciones afirmativas o medidas de
correccién que se requieran en el plan de accién, con el fin de
asegurar la eliminacién de las desigualdades que sufren las
personas en condicion de discapacidad.?

Transversar la perspectiva de la discapacidad y el principio
de no discriminacién por razones de discapacidad, en todos
los servicios judiciales incluyendo los dirigidos a las personas
servidoras judiciales®.

Dar a conocer de manerainmediata la presente politica en todos
los ambitos y niveles del Poder Judicial, asi como en la sociedad
civil con el objeto de que se aplique en forma inmediata®.

Concienciar y capacitar en forma sistemdtica y continua a
las personas servidoras judiciales con el objeto de lograr un
cambio de actitud en la cultura institucional acorde con los
principios establecidos en esta politica®.

Promover la participacion ciudadana de personas con
discapacidad en los diferentes érganos del Poder Judicial®.

Asegurar la prestacion de servicios a partir de criterios de
eficiencia, agilidad, cortesia y accesibilidad acordes con las
demandas y necesidades de las personas con discapacidad,
que tomen en cuenta sus caracteristicas especificas y
eliminen todas aquellas normas, practicas y costumbres que
tengan un efecto o resultado discriminatorios por razones de
discapacidad, o de cualquier otra naturaleza.?

Garantizar que el entorno, los bienes, los servicios y las
instalaciones de atencion al publico relacionado con los
servicios judiciales, sean accesibles para que las personas en
condicion de discapacidad los usen y disfruten.?°

Brindar informacién veraz, comprensible y accesible sobre los
servicios judiciales a la poblacién con discapacidad.®

15. Apoyar a la Comision de Accesibilidad y los comités locales
en la coordinacion, el desarrollo, la promociodn, la ejecucion, la
evaluaciony el seguimiento de esta politica, paraalcanzara corto,
mediano y largo plazo las metas propuestas y erradicar asi las
desigualdades y discriminaciones por razones de discapacidad
en todos los ambitos de la administracion de justicia.*?

LINEAS GENERALES DEL PLAN DE ACCION

Con el fin de lograr la igualdad real, considerando la normativa
juridica internacional y nacional de los Derechos Humanos,
los principios que rigen el Cédigo de Etica del Poder Judicial,
incluyendo los principios establecidos en esta politica, asi como
los compromisos asumidos por la Corte Suprema de Justicia en los
procesos de modernizacidn, se presentan a continuacion la metay
las lineas generales a ser contempladas en un plan de accién que
permita llevar a la practica la Politica de Igualdad para las Personas
en Condicion de Discapacidad del Poder Judicial.

Meta de la Politica de Igualdad para las Personas en Condicion de
Discapacidad del Poder Judicial

Garantizar la igualdad de oportunidades y no discriminacion en los
servicios judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno
del Poder Judicial para las personas en condicién de discapacidad.

Lineas de accion de la politica

Las acciones a seguir en todos los ambitos del Poder Judicial para
la implementacion de la presente politica, deben orientarse a la
identificacién y erradicacién de las desigualdades por razones
de discapacidad. Especial atencién debe darse en el acceso a
los servicios judiciales y en las decisiones judiciales. Ademas
las desigualdades no deben afectar el acceso, interpretacion
y aplicacion de la justicia, ni interferir en el desempefio de las
personas servidoras judiciales en relacion con sus funciones.









La Comision de Accesibilidad y administraciones regionales
en los distintos circuitos judiciales, seran responsables de Ia
implementacion, seguimiento y evaluacion de la politica.

Las areas estratégicas para la ejecucion de la politica seran las siguientes:

Gestion de Personal

Comunicacién, informacion y sefializacién

Espacios accesibles

Desarrollo de tecnologia que facilite la accesibilidad
Politicas, Normas y Procedimientos Institucionales
Labor Jurisdiccional

Organizacién Administrativa

) Monitoreo e Implementacién

Qe aoome

Las acciones propuestas seran desarrolladas en diferentes ambitos
como lo son:

En el ambito Administrativo
Aspectos Generales

El Consejo Superior, Direccién Ejecutiva y demas instancias
administrativas del Poder Judicial deben impulsar el mejoramiento
y fortalecimiento de los mecanismos administrativos vy
jurisdiccionales existentes, tales como la Contraloria de Servicios,
el Departamento de Personal, el Departamento de Planificacion,
la Inspeccién Judicial, la Defensa Publica y la Oficina de Atencién
a la Victima, para lograr la accesibilidad a la justicia a las personas
usuarias con discapacidad, sin discriminacion.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva por medio de las
administraciones regionales estableceran servicios de apoyo que
brinden: a) ayudas técnicas que faciliten el acceso a la justicia
de las personas con discapacidad b) personal especializado

que facilite el acceso a los servicios judiciales a las personas en
condicién de discapacidad.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva a través de los
departamentos de Servicios Generales y Proveeduria deben
asegurar que los inmuebles donde se otorgan los servicios
judiciales sean accesibles para lo cual deberan a) Mantener un
diagnostico actualizado de los inmuebles en el cual se otorgan
los servicios con el fin de identificar las barreras arquitecténicas.
b) Implementar un sistema de control que asegure que los
inmuebles que alquile el Poder Judicial cumplan con las normas
establecidas en la Ley de Igualdad de Oportunidades para
las Personas con Discapacidad. c) Actualizar una guia sobre
accesibilidad alosinmuebles de los servicios judiciales d) Elaborar
y ejecutar un plan de eliminacion de barreras arquitectonicas
para los inmuebles propiedad del Poder Judicial. ) Negociar
con las personas propietarias de los bienes inmuebles alquilados
la realizacion de las adaptaciones necesarias para asegurar el
acceso arquitectonico a los inmuebles, de las personas usuarias
en condicién de discapacidad. F) Rescindir los contratos de
inquilinato donde los inmuebles no aseguren un minimo de
accesibilidad arquitecténica para las personas con discapacidad.

El Consejo Superior y la Direccién Ejecutiva a través de los
departamentos de Servicios Generales y Proveeduria deberan
asegurar que los muebles para la atencion al publico y para
servidores judiciales sean accesibles para lo cual se debera: a)
Mantener un diagndstico actualizado de los muebles que se
utilizan para la atencion al publico donde se identifique aquellos
que contemplen barreras de acceso b) Disefar y actualizar una
guia sobre accesibilidad a los inmuebles de los servicios judiciales.
c) Elaborar y ejecutar un plan de renovacion de muebles para
asegurar que estos sean accesibles, comodos y satisfactorios para
su uso por parte de la poblacion en condicién de discapacidad.









El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva velaran porque se
implementen procesos de atencién comodos, seguros, accesibles
y eficientes, que aseguren la igualdad de oportunidades para las
personas con discapacidad.

El Consejo Superior, el Consejo de Administracion de Circuitos y
los 6rganos auxiliares de justicia (Organismos de Investigacion
Judicial, Ministerio Publico y Defensa Publica) promoveran, la
adquisicion de automoviles accesibles, para aquellos casos en que
se otorgan servicios al publico.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva a través del
Departamento de Servicios Generales aseguraran una senalizacion
accesible en los inmuebles judiciales mediante las siguientes
acciones: a) realizar un diagnéstico sobre la sefalizacion existente
en los inmuebles donde se dan servicios judiciales, b) Disenar y
actualizar una guia sobre senalizacion accesible para los inmuebles
donde se otorgan servicios judiciales, c)Elaborar y ejecutar un plan
de renovacion de rétulos de sefalizacidon que sean accesibles para
la poblacién en condicion de discapacidad.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva por medio del
Departamento de Seguridad debera desarrollar gestiones para
prevenir los riesgos que surjan de emergencias por medio de
las siguientes acciones a) Realizar un diagnéstico sobre riesgos
en situaciones de emergencia en los edificios judiciales desde
la perspectiva de la discapacidad b) Elaborar una guia para la
prevencion de riesgos en situaciones de emergencias en los
edificios judiciales desde la perspectiva de la discapacidad c)
Capacitar al personal judicial sobre el manejo de emergencia
incorporando la variable de la discapacidad d) Disefar un plan para
ser ejecutado para garantizar la seguridad de todos las personas
usuarias de los servicios judiciales sin discriminacion por razones
de edad, discapacidad, género, etc.

El Consejo Superior y la Direccion Ejecutiva por medio del
Departamento de Seguridad, deberan implementar un programa
de salud ocupacional para el personal con discapacidad que labora
en el Poder Judicial.

b) Planificacion, Seguimiento, Evaluacion y Presupuesto

ElDepartamentodePlanificaciondeberdpromoverlaincorporacion
de las acciones derivadas del cumplimiento de la Politica en los
planes estratégicos, en los planes anuales operativos de las oficinas
y despachos del Poder Judicial y, sera responsable de que esta
disposicién se cumpla a través de un efectivo seguimiento.

El Departamento de Planificacion junto con la Comision de
Accesibilidad, desarrollard un sistema de indicadores para medir
el avance de la implementacion de la Politica de Igualdad para las
personas en condicién de discapacidad.

El Departamento de Planificaciéon con la asistencia técnica de la
Comisién de Accesibilidad,realizara una evaluacion anual de los
planes y programas de las oficinas y despachos judiciales, para
determinar el logro o grado de avance de los resultados esperados
en materia de igualdad y discapacidad.

Los centros de responsabilidad conforme a la Ley 7600, aseguraran
que las acciones para garantizar laigualdad de oportunidades para
las personas con discapacidad, previstas en los planes y programas
de todas las oficinas y despachos judiciales, tengan el respectivo
contenido presupuestario.

El Departamento de Planificacion, mediante la Seccién de
Estadistica desarrollara indicadores desde la perspectiva de la
discapacidad para recoger informacién que sea util para la toma
de decisiones.









El Departamento Financiero Contable velara por la correcta
asignacién de recursos conforme a lo planificado y la Auditoria
sera la entidad responsable de evaluar el cumplimiento.

c) Gestion de Personal

El Departamento de Personal como ente rector en materia de
Gestion Humana en el Poder Judicial, debera garantizar que
los procesos de seleccion de personal estén adaptados a las
condiciones de las y los aspirantes con discapacidad y que se
asegure la igualdad de oportunidades en dichos procesos.

El Departamento de Personal incorporara en los procesos de
induccion la perspectiva de la discapacidad para promover
actitudes respetuosas para esta poblacion.

El Departamento de Personal debe asegurar que las politicas de
contratacion de personal, incentivos, ascensos, formacion profesional,
evaluacion del desempeno y administraciéon de los recursos humanos
en general, no discriminen por razones de discapacidad.

El Departamento de Personal formara a servidoras (es) judiciales
en la lengua de sefas costarricense con énfasis en el area juridica
para la atencién al publico.

El Departamento de Personal desarrollard acciones para facilitar
que las personas con discapacidad que son servidoras judiciales,
cuenten con los servicios de apoyo y las ayudas técnicas para
desempenar lo mejor posible sus funciones. Asi como readaptar y
reubicar al personal que adquiera una discapacidad.

d) Capacitacion

La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la
capacitacion, en coordinacion con la Comisién de Accesibilidad

elaboraran planes de capacitacion permanente en la perspectiva
de la discapacidad para todo el personal, en todos los ambitos y
niveles del Poder Judicial.

La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la
capacitacion, deberan incorporar en sus cursos y planes de
capacitacion, la perspectiva de la discapacidad de manera
especifica y transversal en todo su quehacer

La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la
capacitacion desarrollaran material didactico relacionado con los
derechos de las personas con discapacidad para todo el personal,
en todos los dmbitos y niveles del Poder Judicial.

La Escuela Judicial y las otras instancias responsables de la
capacitacién aplicaran adecuaciones curriculares para los procesos
de formacién y evaluacién.

e) Informacién y Comunicacién

La informacion al publico que emane del Poder Judicial deberd
ser accesible a todas las personas, segun sus necesidades
particulares33. Para ello: a) Se otorgara servicios de informacion
y comunicaciéon virtual que cumplan con los requerimientos de
accesibilidad para las personas con discapacidad mental y sensorial
y b) Las dependencias judiciales que atienden al publico deberan
contar con personal que informe en lengua de sefias costarricense

La Biblioteca del Poder Judicial contard con: i) documentacion
actualizada sobre los derechos de las personas con discapacidad ii)
material bibliografico accesible para la poblaciéon con discapacidad
mental y sensorial, y iii) contara con un tesauro desde el enfoque
de los derechos humanos de las personas con discapacidad.









El Departamento de Prensa y Comunicacién Organizacional del
PoderJudicialllevardacaboprogramasdeinformaciéonydivulgacion
a personas en condicién de discapacidad, sobre el acceso a la
justicia en condiciones de igualdad y sobre los mecanismos a su
disposicion para efectuar los reclamos correspondientes en caso
de considerarse afectados. De igual forma, divulgara a lo interno
del Poder Judicial la politica de igualdad para las personas con
discapacidad utilizando los medios idéneos.

El Departamento de Prensa y Comunicacidon Organizacional
del Poder Judicial, implementarad un programa de divulgacion
de las resoluciones judiciales que incorporen la perspectiva de
los derechos de las personas con discapacidad ante los medios
de comunicacion.

El Departamento de Prensa y Comunicacién Organizacional del
Poder Judicial en coordinacion con la Comisién de Accesibilidad
divulgard los logros alcanzados en materia de igualdad de las
personas con discapacidad en el acceso a la justicia asi como
articulos y resoluciones de interés sobre el tema.

f) Desarrollo de Procesos, normas y métodos

Las diversas instancias del Poder Judicial desarrollaran protocolos,
guias y directrices para mejorar la atencion a las personas usuarias
y personal de los servicios judiciales.

La Comision de Accesibilidad conformara un equipo de trabajo
para elaborar recomendaciones que aseguren que las normas,
meétodos y procesos judiciales sean accesibles para las personas
usuarias con discapacidad.

2. En el ambito Jurisdiccional

Los jueces y juezas deberan aplicar prioritariamente las Normas
Internacionales de Proteccion de los Derechos Humanos de
las Personas con Discapacidad tales como la Convencidn
Interamericana sobre todas las formas de Discriminaciéon contra
las Personas con Discapacidad, las Normas Uniformes de Naciones
Unidas para la Equiparaciéon de Oportunidades, etc.

Los jueces y juezas en su labor interpretativa deberan tomar en
consideracion los principios generales de interpretacion del
derecho de las personas con discapacidad y la desigual condiciéon
entre las personas para eliminar todo sesgo por razones de
discapacidad, que produzca un efecto o resultado discriminante
contra las personas con discapacidad en todas las esferas o
materias juridicas.

Losjuecesyjuezasen sulaborde analisisy valoracion se abstendran
de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural
o ideoldgico, que configuren prejuicios que produzcan efectos o
resultados discriminatorios y subordinantes contra las personas en
condicién de discapacidad.

Los jueces y juezas para garantizar el precepto constitucional de
justicia pronta y cumplida,consideraran prioritariamente los casos
en los cuales se expresa la desigualdad contra las personas en
condicién de discapacidad tales como situaciones de violencia
intrafamiliar, discriminacion por razones de discapacidad y otras.

Los jueces y juezas redactaran las resoluciones judiciales con un
lenguaje inclusivo y respetuoso de los derechos humanos de las
personas con discapacidad.

Los jueces y juezas velardn en la fase de ejecucién de sentencia,
que las resoluciones no produzcan efectos adversos basados en









prejuicios contra las personas con discapacidad, que menoscaben
el disfrute de los derechos o acciones logradaoen el fallo.

Los Departamentos de Trabajo Social y de Medicina Legal contaran
conpersonalespecializadoenmateriadediscapacidad, pararealizar
los peritajes respectivos. Deberan capacitar para su especializacion
a sus funcionarias y funcionarios. En caso de contratacién externa
de peritajes quienes lo ejerzan deberan cumplir con los requisitos
preestablecidos y certificados de su idoneidad.

El Sistema Costarricense de Informaciéon Juridica pondra a
disposicion de quienes administran justicia, una metodologia
de incorporacion de la perspectiva de la discapacidad para las
resoluciones judiciales que reuna un tesauro, desde la vision de los
derechos humanos de las personas con discapacidad que incluya
legislacion, resoluciones judiciales y doctrina.

En toda Comision que la Corte Suprema de Justicia designe con
la finalidad de elaborar alguna propuesta de ley o reforma legal,
debera ser considerada la participacion de una persona con
estudios o experiencia en materia de los derechos humanos de
las personas con discapacidad, de modo que pueda incorporar la
perspectiva de la discapacidad.

3. En el ambito Auxiliar Jurisdiccional

a) Ministerio Publico

Debera promover el cumplimiento de las directrices para reducir la
revictimizacion de personas en condicién de discapacidad en los
procesos judiciales.

La Oficina de Atencion a la victima deberda incorporar

transversalmente la perspectiva de la discapacidad en los servicios
que otorga.

b) Defensa Publica

La Defensa Publica debera revisar periédicamente la situacién de
las personas que se encuentran con medidas de seguridad, con el
objeto de justificar la continuidad de la misma.

La Defensa Publica procurard otorgar servicios de defensa del
derecho alimentario en lugares accesibles, seguros y cercanos a
las personas con discapacidad usuarias de estos.

¢) Organismo de Investigacion Judicial

El personal técnico y profesional del Departamento de Medicina
Legal que lleva a cabo las evaluaciones médicas y psicoldgicas,
deberan incorporar la perspectiva de la discapacidad en el
momento de la valoracién asi como en el informe correspondiente.

El personal del Organismo de Investigacion Judicial procurara
erradicar practicasquerevictimicenalas personas condiscapacidad

4. Relaciones interinstitucionales
a) Consejo Nacional de Rehabilitacion y Educacion Especial

La Comisién de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollara relaciones
de colaboracion y asistencia técnica con el Consejo Nacional de
Rehabilitacion y Educacion Especial, cuando se estime oportuno.

b) Defensoria de los Habitantes

La Comisién de Accesibilidad del Poder Judicial trabajara en
conjunto con la Defensoria de las Personas con Discapacidad,
de la Defensoria de los Habitantes, para la deteccién, andlisis
y propuesta de solucion de situaciones de discriminacién por
razones de discapacidad que se presenten en el ambito judicial.









¢) Instituto de Rehabilitacion y Formacion Hellen Keller

La Comision de Accesibilidad del Poder Judicial desarrollara
relaciones de colaboracién y asistencia técnica con el Instituto
de Rehabilitacion y Formacion Hellen Keller, cuando se
estime oportuno.

d) Sociedad Civil

La Comision de Accesibilidad del Poder Judicial promovera la
participacion de organizaciones de personas con discapacidad, en
diferentes instancias como la Comisién de Accesibilidad, Comités
Locales o Comisiones especiales, donde la presencia de la sociedad
civil es fundamental para asegurar su participacion ciudadana.

5. Red Interinstitucional

La Comision de Accesibilidad y las Administraciones regionales en
los diferentes Circuito Judiciales del Poder Judicial, promoveran
la creacién de una red interinstitucional conformada por
representantes de instituciones estatales, internacionales y
sociedad civil vinculadas con la proteccién de los derechos
humanos de las personas con discapacidad para la coordinacion
de programas, acciones destinadas a promover iniciativas de ley
y monitorear la aplicacién del marco juridico de los derechos
humanos, sin discriminacion por razones de discapacidad.

6. Monitoreo e Implementacion

La Secretaria de Género serd la responsable del seguimiento y
evaluacion de las acciones que se implementan para cumplir con
la presente politica en todas las oficinas y despachos del Poder
Judicial, para lo cual solicitard informes cada seis meses. Dichos
informes se sistematizaran para ser presentados a la Comisién
de Accesibilidad en los meses de junio y noviembre de cada ano.

Una vez al afno se presentaran los avances a la sociedad civil y al
ente rector en el tema de discapacidad el Consejo Nacional de
Rehabilitacién y Educacion Especial.
lll. Estrategias de Implementacion

La Corte Plena sera el Grgano maximo responsable de la aprobacion
de la Politica de Igualad para las Personas con Discapacidad, para

ello emitira directrices mediante circulares internas.

La Comision de Accesibilidad sera el ente director de la Politica.

Las lineas de accion a corto plazo son:

OBJETIVOS
ESPECIFICOS

ACCIONES

PRODUCTOS

Identificar los
factores que
obstaculizan
las
posibilidades
deaccesoala
Justicia de las
personas con
discapacidad,
ya sea como
usuarias o
funcionarias

Desarrollo de
indicadores que
surgen del &rbol de
problemas

Disefo de
Instrumentos

Trabajo de Campo:
recopilacion
bibliografica,

talleres, visitas in
loco, grupos focales,
talleres, entrevistas

Clasificacion de la
Informacién

Analisis de la
Informacién

Elaborar un protocolo de investigacién
que establezca el marco filoséfico desde
el modelo de los derechos humanos,
el marco conceptual, el desarrollo de
indicadores y los instrumentos para la
investigacién acciéon
Realizar en conjunto con funcionarios/
as del Poder Judicial y las personas
usuarias con discapacidad un andlisis
de las carencias actuales que tiene el
Poder Judicial en el cumplimiento del
ordenamiento juridico costarricense
relacionado con el acceso a la justiciay
el goce pleno de los derechos humanos
de las personas servidoras, usuarias y
procesadas con una discapacidad
Diagnéstico sobre la situacion del
acceso a la justicia de las personas
con discapacidad con los siguientes
apartados:
1)Informacién, comunicaciéon y
sefalizacion
2)Infraestructura y organizacion
3) Actitudes del personal
4) Politicas, normas, métodos y procesos
5) Resoluciones judiciales
6) Tecnologia y servicios de apoyo










Construir en
conjunto con
funcionarias
(os) del Poder
Judicial,
un Plan de
Accién o
Politica con
enfoques
innovadores
para su
integracion
desde
perspectivas
de género
ydela
discapacidad
bajo el
modelo de
los derechos
humanos

Disefo de la carta
de entendimiento

Entrega de la carta
de entendimiento a
las partes

Negociacion de
los aportes de
cada institucion
para la carta de
entendimiento

Definicién de
prioridades con
la Comision de

Accesibilidad

Elaboracion del Plan

Definiciéon de los
principios

Establecimiento de
las estrategias

Disefno de la Politica

Aprobacion de la
politica

Elaborar los
programas de
capacitacion

Convocatoria

Facilitacion de la
capacitacion

Desarrollar instrumentos participativos de
evaluacién del estado de la situacion que
involucren a personas usuarias, servidoras y
procesadas con discapacidad que permitan
desarrollar acciones a corto y mediano plazo
para el mejoramiento del acceso a la justicia
de la poblacién con discapacidad

Cartas de Entendimiento con CNREE,
Instituto Hellen Keller, UCR y FECODIS
Plan de Accion
Politica de Acceso a la Justicia de las Personas
con Discapacidad.

Capacitacion a operadores juridicos sobre los
derechos de las personas con discapacidad

Capacitacion a operadores juridicos sobre
violencia intrafamiliar contra las personas con
discapacidad

Capacitacion a administradores de justicia
sobre la aplicacion de la ley 7600
Capacitacion a docentes de la Escuela
de capacitacion del Poder Judicial sobre
adecuaciones curriculares.

Capacitacion a periodistas sobre

laimportancia de divulgar las sentencias
relacionados con los derechos de las
personas con discapacidad

Capacitacion en LESCO juridico

Manual de Exigibilidad de Derechos para
personas con discapacidad
Manual sobre los derechos de las personas
con discapacidad para operadores de justicia
Manual sobre violencia intrafamiliar contra
personas con discapacidad

Directrices para la atencién a victimas con
discapacidad

Directrices para la atencién a nifos/as con
discapacidad victimas

Guia de senalizacion e informacion para
personas con discapacidad.

Guia de como hacer servicios virtuales
accesibles

Disefo de las guias

Validacion de las
guias

Edicion de las guias

Publicacion de las
guias

Disefio del
protocolo

Validacion del
protocolo

Publicacién del
protocolo

Recopilacién
Jurisprudencial

Clasificacion de la
Jurisprudencia

Relacién de la
Jurisprudencia con
la ley 7600

Publicacion de la ley
comentada

Elaboracion de las
recomendaciones

Validacion de las
recomendaciones

Divulgacioén de las
recomendaciones

Recopilacién de los
instrumentos

Andlisis de los
instrumentos de
evaluacion

Incorporacién de
la perspectiva de
la discapacidad en
los instrumentos de
evaluacion

Guia de contratacion de inmuebles accesibles

Guia para el desarrollo de espacio
judiciales accesibles

Disefo de un Protocolo Metodolégico para
incorporar la perspectiva de la discapacidad
en las sentencias

Clasificacion de la Jurisprudencia relacionada
con la discapacidad

Ley 7600
Comentada

Recomendaciones para la induccion de
personal sobre como relacionarse con las
personas con discapacidad

Incorporar la perspectiva de la discapacidad
en los instrumentos de evaluacién

Promover los servicios itinerantes en la
defensa publica

Informe de rendicion de cuentas a la
sociedad civil










Establecer el
Convenio de
cooperacion

Identificacion
de recursos y
necesidades

Establecimiento
de los servicios de
defensa publica

Convocatoria de la
sociedad civil

Preparacién de la
presentacién por
parte de la Comision

Presentacion de los resultados
GLOSARIO

Acceso a Justicia de las personas con discapacidad:

conjunto de medidas, facilidades, servicios y apoyos, que permiten
a todas las personas con discapacidad, sin discriminacién alguna,
les sean garantizados los servicios judiciales, para una justicia
pronta y cumplida con un trato humano.

Ayudas Técnicas:

equipo y recursos auxiliares requeridos por las personas en
condicionesdediscapacidad paraaumentarsugradodeautonomia
y garantizar oportunidades equiparables de acceso al desarrollo.

Discapacidad:

El resultado de la interaccién entre una persona con deficiencia
fisica, mental y sensorial que limita la capacidad de ejercer una o
mas de las actividades esenciales de la vida diarias y un entorno
con barreras que no le ofrece los servicios y apoyos requeridos
limitando y restringiendo su participacion.

Discriminacion por razones de discapacidad:

todadistincién, exclusién orestriccidon basada en unadiscapacidad,
antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad
anterior o percepciéon de una discapacidad presente o pasada, que
tenga el efecto o propésito de impedir o anular el reconocimiento,
goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus
derechos humanos y libertades fundamentales.34

Perspectiva de la discapacidad:

Evidenciar, las distintas formas de subordinacién y discriminacion
queenelentornosocial experimentan las personasen condiciénde
discapacidad considerando el género, edad, condicion econdmica,
etnia, orientacién sexual etc., a fin de de eliminarlas.

Revictimizacion:
Toda accién u omisidén que contribuya al detrimento del estado
fisico, mental y/o afectivo-emocional de la persona victima.

Servicios de Apoyo: toda asistencia personal dirigida a aumentar el
grado de autonomia y garantizar oportunidades equiparables de
accesoaldesarrollo paralas personasen condiciénde discapacidad.

Transversalidad de la discapacidad: Proceso que convierte
las experiencias, necesidades e intereses de las personas
con discapacidad en una dimensién integral en el disefo,
implementacion, monitoreo y evaluacion de politicas y programas,
en todas las esferas politicas, econémicas y sociales, a fin de que
estos gocen de servicios en condicion de igualdad y equidad.

Articulo 1,2, 10y 21.
Articulo 3y 25 inciso c.
Articulo 23 inciso cy 24
Articulo 6,7,89,10y 11
Articulo 14 inciso 3
Articulo 8y 25
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13.

14.

15.

16.

17.

18.

19.

20.

21.

22.

23.

24.

25.

Articulo 1 inciso 2
Articulo 3 inciso 1 a)

Articulo 33
. Articulo 35 y siguientes 41
. Ley 7600
. Convencion Interamericana sobre todas las formas de

discriminacion contra las personas con discapacidad articulo
1 inciso 2.

La Convencién Interamericana para la Eliminacién de todas las
formas de Discriminacién contralas personas con Discapacidad
articulo 1inciso2 b

Convencion Interamericana para Prevenir,
Erradicar la Violencia contra las Mujeres.
Establecidotransversalmente enla Convencidn Interamericana
para la Eliminacién de todas las formas de discriminacién
contra las personas con discapacidad.

Convencion Interamericana para la eliminacién de todas las
formas de discriminacion contra las personas con discapacidad
articulo 4 inciso 2 b.

Convencién Interamericana sobre todas las formas de
discriminacién contra las personas con discapacidad articulo 5.
Articulo 4 inciso a de la Ley de Igualdad de Oportunidades par
a las Personas con Discapacidad.

Articulo 56 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las
Personas con Discapacidad.

Articulo 3 de la Convencién sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad

Articulo 4 de la Ley 7600

Idem

Articulo 36 siguientes y concordantes de la Convencion sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad

Articulo 1 inciso b Convencion Interamericana sobre todas las
formas de discriminacion contra las personas con discapacidad
Articulo 1 de la Convencién Interamericana sobre todas las
formas de discriminacién contralas personas con discapacidad.

Sancionar y

26.

27.

28.

29.

30.

31.

32.
33.

34,

Articulos 60y 61 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para
las Personas con Discapacidad.

Articulo 6 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las
Personas con Discapacidad.

Articulo 4 inciso d y 12 de la Ley Igualdad de Oportunidades
para las Personas con Discapacidad.

Predmbulo inciso 1 de la Convencidn sobre los derechos de las
Personas con Discapacidad.

Articulo 4 inciso b de la Ley Igualdad de Oportunidades para
las Personas con Discapacidad.

Articulo 50 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las
Personas con Discapacidad.

Articulo 1 Directriz 27.

Articulo 10 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las
Personas con Discapacidad

Articulo 1 de la Convencién sobre todas las formas de
discriminacion contra las personas con discapacidad















Senor

Subcomision Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comision de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 19 de junio de 2019.

Dr. Jorge Olaso Alvarez
Coordinador
Comision de Acceso a la Justicia

Estimado Seior:

Reciba un atento saludo. A la vez, en mi condicion de Coordinadora de

la Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, solicito
respetuosamente que desde la Comision de Acceso a la Justicia se tome un
acuerdo en el que se inste a Corte Plena o al Consejo Superior, segun
corresponda, para que en las paginas web en proceso de construccion o de
actualizacion en el Poder Judicial -no so6lo de la Comision de Acceso a la
Justicia y las Subcomisiones- se cumpla con los siguientes pasos a efecto de
garantizar la accesibilidad de las paginas:

1.

Emitir charlas de sensibilizacion a las personas encargadas de llevar
a cabo del desarrollo de sitios web, sobre discapacidad y accesibilidad
web.

. Aplicar un estandar de accesibilidad web para el desarrollo de sitios

web accesibles: en este caso el estandar de accesibilidad web son las
pautas de accesibilidad al contenido web WCGA 2.0 de la W3C.

. Que los contenidos web (Word, Excel, Power Point, PDF, otros) se

desarrollen con criterios de accesibilidad.

Realizar comprobaciones con un revisor automatico para determinar
el nivel de cumplimiento de accesibilidad con respecto de las pautas
de accesibilidad al contenido web WCGA 2.0 de la W3C. La verificacion
se realizara con una herramienta apropiada, como podria ser Sorsite
para poder realizar la comprobacion.

. Realizar un proceso de comprobacion adicional para aquellas pautas

de accesibilidad de la WCGA 2.0 de la W3C que no puedan ser
validados de forma automatica por un revisor automatico.

Ejecutar un proceso de validacion de los niveles de accesibilidad y
usabilidad del sitio web con la participacion de personas con
discapacidad.

Las pautas citadas fueron suministradas por la asesora juridica del

Consejo Nacional de Discapacidad, licenciada Andrea Sanchez Montero,
quien integra la Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas con
Discapacidad.









Subcomision Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas
Comision de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

De estimarse pertinente, se solicita se incluya como un requerimiento
en las contrataciones que realice la institucion para la ejecucion de dichas
paginas.

Se adjunta enlace al estandar de accesibilidad version en inglés asi
como a otras herramientas que se proporcionan para lograr desarrollos
web accesibles: http:/ /www.w3.org/ TR/ WCAG20/

De usted con respeto y estima,

DAMARIS VARGAS VASQUEZ Firmado digitalmente por DAMARIS VARGAS
VASQUEZ (FIRMA)

(FIRMA) Fecha: 2019.06.19 16:43:15 -06'00'
Damaris Vargas Vasquez
Coordinadora
Subcomision Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad

Copias:

Sra. Melissa Benavides Viquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia

Sra. Andrea Sdnchez Montero, Asesora Juridica de CONAPDIS

Sra. Kattya Morales Navarro, Direccion de Tecnologia de la Informacién y Comunicacion
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Estimados señores y señoras:




 




Un atento saludo. A la vez, les comunico que la Unidad de Acceso a la Justicia está en proceso de actualización de la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las Subcomisiones. 




 




Con ocasión de ello, en Oficio CACC-128-2019 del día de hoy, nos solicitan que a más tardar el 5 de julio próximo les remitamos la siguiente información:




 




ü  Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).




ü  Descripción del quehacer de la Subcomisión.




ü  Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)




ü  Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).




ü  Normativa. 




ü  Jurisprudencia.




ü  Folletos o documentación académica.




ü  Fotografías de eventos, giras o similares.




ü  Proyectos.




ü  Otra información que se considere de importancia. 




Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la Subcomisión a nuestro cargo se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 




 




A efecto de poder enviar la información a tiempo, se estarán atendiendo sus sugerencias y aportes antes del 1 de julio, con el ruego de que si sugieren material, adicionen los accesos electrónicos o los documentos respectivos.




 




Mi ruego especial para que la representación de CONAPDIS nos colabore con los lineamientos vinculados a la accesibilidad universal de las páginas web para las personas con discapacidad, entre otros aspectos que estime de interés en su condición de ente rector de la discapacidad en el país.




 




Cordialmente,




 




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad




 





 




De: Katherine Salazar Duarte 
Enviado el: miércoles, 19 de junio de 2019 08:21 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio CACC-128-2019 Damaris Vargas Vásquez Actualización de la página Comisión de Acceso a la Justicia
Importancia: Alta






 




Señora




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 




Comisión de Acceso a la Justicia 




S.D.




 




Estimada señora Vargas Vásquez:




 




Reciba un cordial saludo. Por medio de la presente, se remite el Oficio CACC-128-2019 para su estimable conocimiento.




 




Muchas gracias por su atención, 
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Katherine Salazar Duarte
Unidad de Acceso a la Justicia
Poder Judicial de Costa Rica
Tel: (506) 2295 3874
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San José, 19 de junio de 2019




CACC-128-2019




Al contestar refiérase a este # de oficio














Señora




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora de las Subcomisiones para el Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad y Pueblos Indígenas 




Comisión de Acceso a la Justicia 




S.D.









Estimada señora Vargas Vásquez:









Reciba un cordial saludo. El Departamento de Tecnología de la Información mediante el proceso de Licitación Directa 2019CD-000083PROVCD, adjudicará la actualización de la página de la Comisión de Acceso a la Justicia. Dentro de este proceso de actualización, se requiere alimentar con información el espacio de cada Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia. Para ello, se requiere de la colaboración de todas las Subcomisiones para que remitan a la Unidad de Acceso a la Justicia, toda aquella información que consideran debe estar en el sitio, la información básica que se requiere es la siguiente:









· Breve descripción de los antecedentes de la Subcomisión que representa (si se tienen).




· Descripción del quehacer de la Subcomisión.




· Personas Integrantes y Persona Coordinadora (con fotografías si se tienen)




· Enlaces de interés (instituciones públicas, ONG, o similares).




· Normativa. 




· Jurisprudencia.




· Folletos o documentación académica.




· [bookmark: _GoBack]Fotografías de eventos, giras o similares.




· Proyectos.




· Otra información que se considere de importancia. 





























Se adiciona además que, si desde la perspectiva de la población representada se requieren elementos adicionales de accesibilidad, idioma, lenguaje democrático, etc; se comunique expresamente cuáles serían esos requerimientos, esto con la finalidad de poder solicitarlas a la empresa adjudicada y que el sitio resulte verdaderamente accesible para todas las personas usuarias. 









Por último, al ser el proceso de adjudicación una Licitación Directa, le solicito su colaboración para cumplir dentro de los tiempos estimados y enviar la información solicitada a más tardar el viernes 5 de julio del presente año al correo mbenavidesv@poder-judicial.go.cr y ksalazard@poder-judicial.go.cr. 









Con muestras de estima y consideración se despide, 














  Máster Melissa Benavides Víquez




Coordinadora




Unidad de Acceso a la Justicia
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“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”
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Señores y Señoras



Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Buenos días. Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Subproceso Salud Ocupacional - Gestion Humana 
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 06:47 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Freddy Briceño Elizondo <fbricenoe@Poder-Judicial.go.cr>; Sharon Loria Cantillo <sloria@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: oficio numero PJ-DGH-SSO-1029-2019



 



Buenos días.



 



Se remite el oficio numero PJ-DGH-SSO-1029-2019, con el Criterio y respuesta sobre el acta 05-2019, de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad. 



 



Atentamente,



 



 



 



 







Lic. Fabián Vega Quesada



Auxiliar Administrativo



Subproceso de Salud Ocupacional



Tel: 2295-3281
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Señores y Señoras



Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Buenos días. Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Subproceso Salud Ocupacional - Gestion Humana 
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 06:47 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Freddy Briceño Elizondo <fbricenoe@Poder-Judicial.go.cr>; Sharon Loria Cantillo <sloria@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: oficio numero PJ-DGH-SSO-1029-2019





 



Buenos días.



 



Se remite el oficio numero PJ-DGH-SSO-1029-2019, con el Criterio y respuesta sobre el acta 05-2019, de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad. 



 



Atentamente,
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				Lic. Fabián Vega Quesada



Auxiliar Administrativo



Subproceso de Salud Ocupacional



Tel: 2295-3281
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16 de julio de 2019
PJ-DGH-SS0-1029-2019

Master

Damaris Vargas Vasquez.

Coordinadora

Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas en Situacion de Discapacidad
Comision de Acceso a la Justicia.

ASUNTO: Criterio y respuesta sobre el acta 05-2019, de la Subcomision de Acceso a la
Justicia de Personas en Situacion de Discapacidad.

Referencia: 12520-2019

Estimada sefora:
En respuesta a lo acordado en el acta 05-2019, articulo 4, donde se indica:

“Solicitar al Departamento de Salud Ocupacional informe si en el Plan Institucional de
Evacuacion disefiado para cada uno de los edificios propios o alquilados por la
Institucion, se incluye la situacién particular de las personas usuarias internas y
externas con discapacidad, asi como las medidas o lineamientos que se han tomado
para esas situaciones”.

Considerando lo solicitado, con gusto se indica que el Subproceso de Salud Ocupacional en
el 2018 trabaj6 en la elaboracién de una propuesta de Reglamento Institucional de la Gestion
de Emergencias en coordinacién con la Comisién Institucional de Emergencias, la cual se
remitio a las instancias pertinentes para la respectiva aprobacion.

Este Reglamento contempla, entre otros elementos, las responsabilidades y funciones del
personal judicial involucrado en la gestion de emergencias, aspectos que también forman
parte integral del Plan Institucional de Gestién de Emergencias.

Dicho Plan se esta elaborando con base en los requisitos que establece la norma vigente
CNE-NA-INTE-DN-01. El apartado XII. Procedimientos operativos de respuesta, incluyen seis
diversos temas, siendo los aplicables, para este caso el Xll. 2 Procedimiento general de
repuesta, XII.3 Procedimiento de respuesta de los equipos de brigadas de acuerdo al riesgo
identificado y el XIl.4 Procedimiento de evacuacion los aspectos concernientes a respuesta

Direccién de Gestién Humana Subproceso Salud Ocupacional
San José, Barrio Gonzalez Lahmann salud ocup@poder-judicial.go.cr

Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945 Teléfono: 2295-3281 ext. 01-3281
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general, en cada uno de ellos se contempla el actuar con personas con discapacidad
(auditiva, motora, visual, mental y/o intelectual).

No esta de mas informar que el éxito de lo indicado en los procedimientos, depende del
conocimiento del personal en las responsabilidades y funciones aunado a la puesta en
practica de los procedimientos, siendo vital para ello contar con la aprobacién del
Reglamento previamente citado.

Actualmente al efectuar los ejercicios de evacuacién se aplica la Guia de evacuacion en caso
de sismo, elaborada en el 2009, la cual es remitida en reiteradas ocasiones a la poblacién
judicial, via correo electronico, la cual menciona:

El personal del despacho identificara previamente dentro de la oficina aquellos (as)
companeros (as) que producto de un sismo entran en panico, se paralizan, corren, se
desvanecen, estén embarazadas, posean capacidad disminuida o algun tipo de
padecimiento como hipertensidén arterial, problemas cardiacos u otros, con el fin de
que puedan ser evacuados de forma oportuna.

Como resultado de las simulaciones, llevadas a cabo a nivel nacional anualmente, el
Subproceso de Salud Ocupacional ha brindado recomendaciones sobre la evacuacion
oportuna de personas con discapacidad. Por citar algunos ejemplo, en el edificio Mira
(discapacidad motora), en el Juzgado de Seguridad Social (discapacidad visual) y en edificio
de Tribunales de Alajuela (discapacidad motora), para que el personal con cierta
discapacidad cuente en su espacio de trabajo con mejores condiciones, y al ser aplicada han
favorecido al personal judicial.

Atentamente,

MBA. Roxana Arrieta Meléndez Licda. Waiman Hin Herrera
Directora Subdirectora Desarrollo Humano
Direccion Gestion Humana Direccion Gestion Humana

Ing. Freddy A. Briceio Elizondo, MSc.
Jefatura a.i. Salud Ocupacional
Direccion Gestion Humana

Direccién de Gestién Humana Subproceso Salud Ocupacional
San José, Barrio Gonzalez Lahmann salud ocup@poder-judicial.go.cr

Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945 Teléfono: 2295-3281 ext. 01-3281
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16 de julio de 2019



PJ-DGH-SSO-1029-2019







Máster



Damaris Vargas Vásquez. 



Coordinadora



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad



Comisión de Acceso a la Justicia.







ASUNTO: Criterio y respuesta sobre el acta 05-2019, de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en Situación de Discapacidad.







Referencia: 12520-2019











Estimada señora:







En respuesta a lo acordado en el acta 05-2019, artículo 4,  donde se indica:







	“Solicitar al Departamento de Salud Ocupacional informe si en el Plan Institucional de 	Evacuación diseñado para cada uno de los edificios propios o alquilados por la 	Institución, se incluye la situación particular de las personas usuarias internas y 	externas con discapacidad, así como las medidas o lineamientos que se han tomado 	para esas situaciones”.







	



Considerando lo solicitado, con gusto se indica que el Subproceso de Salud  Ocupacional en el 2018 trabajó en la elaboración de una propuesta de Reglamento Institucional de la Gestión de Emergencias en coordinación con la Comisión Institucional de Emergencias, la cual se remitió a las instancias pertinentes para la respectiva aprobación.







Este Reglamento contempla, entre otros elementos,  las responsabilidades y funciones del personal judicial involucrado en la gestión de emergencias, aspectos que también forman parte integral del Plan Institucional de Gestión de Emergencias.  







Dicho Plan se está elaborando con base en los requisitos que establece la norma vigente CNE-NA-INTE-DN-01. El apartado XII. Procedimientos operativos de respuesta, incluyen seis diversos temas, siendo los aplicables, para este caso el XII. 2 Procedimiento general de repuesta, XII.3 Procedimiento de respuesta de los equipos de brigadas de acuerdo al riesgo identificado y el  XII.4 Procedimiento de evacuación los aspectos concernientes a respuesta general, en cada uno de ellos se contempla el actuar con personas con discapacidad (auditiva, motora, visual, mental y/o intelectual).







No esta de más informar que el éxito de lo indicado en los procedimientos, depende del conocimiento del personal en las responsabilidades y funciones aunado a la puesta en práctica de los procedimientos, siendo vital para ello contar con la aprobación del Reglamento previamente citado.







Actualmente al efectuar los ejercicios de evacuación se aplica la Guía de evacuación en caso de sismo, elaborada en el 2009, la cual es remitida en reiteradas ocasiones a la población judicial, vía correo electrónico, la cual menciona: 







	El personal del despacho identificará previamente dentro de la oficina aquellos (as) 	compañeros (as) que producto de un sismo entran en pánico, se paralizan, corren, se 	desvanecen, estén embarazadas, posean capacidad disminuida o algún tipo de 	padecimiento como hipertensión arterial, problemas cardiacos u otros, con el fin de 	que puedan ser evacuados de forma oportuna.







Como resultado de las simulaciones, llevadas a cabo a nivel nacional anualmente, el Subproceso de Salud Ocupacional ha brindado recomendaciones sobre la evacuación oportuna de personas con discapacidad. Por citar algunos ejemplo, en el edificio Mira (discapacidad motora),  en el Juzgado de Seguridad Social (discapacidad visual) y en edificio de Tribunales de Alajuela (discapacidad motora), para que el personal con cierta discapacidad cuente en su espacio de trabajo con mejores condiciones, y al ser aplicada han favorecido al personal judicial.















Atentamente,











MBA. Roxana Arrieta Meléndez				Licda. Waiman Hin Herrera



Directora							Subdirectora Desarrollo Humano



Dirección Gestión Humana				Dirección Gestión Humana











Ing. Freddy A. Briceño Elizondo, MSc.



Jefatura a.i. Salud Ocupacional



Dirección Gestión Humana











Alv/Slc/Fbe







cc:	















				Dirección de Gestión Humana



San José, Barrio González Lahmann 



Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945



				Subproceso Salud Ocupacional



salud_ocup@poder-judicial.go.cr 



Teléfono: 2295-3281 ext. 01-3281
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Estimada doña Damaris



 



Con relación al Curso sobre la Ley de Autonomía de la Voluntad, le comento que el mismo se encuentra diseñado desde el año pasado por don Diego Benavides Santos y forma parte de la especialización en materia de familia. En la sesión del 9 de agosto del Consejo Directivo del presente año se estarán priorizando los temas a capacitar, de acuerdo a las necesidades institucionales y a las posibilidades presupuestarias, por parte de la Escuela Judicial. Oportunamente estaremos comunicando los acuerdos tomados. Saludos cordiales,



 



Ileana Guillén



Directora



Escuela Judicial



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 3 de julio de 2019 01:16
Para: Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; familiarubichaves@gmail.com; Genesis Raquel Masis Lopez <grmasis@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Consulta Capacitación Curador Procesal



 



Estimadas doña Lilliana y doña Roxana:



 



Reciban un atento saludo. 



 



A la vez, de manera respetuosa traslado para su conocimiento consulta formulada por la Contraloría de Servicios del Poder Judicial sobre planteamiento del señor Edgar Rubí Chaves, portador del número de identificación: 0109480641, correo electrónico: familiarubichaves@gmail.com, número telefónico 8395 6777, el cual necesita se le informe sobre los cursos de capacitación diseñados para capacitar a las personas curadoras procesales sobre los procesos de salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero.



 



Saludos cordiales, 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



De: Ericka Chavarría Astorga 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 11:07 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta Capacitación Curador Procesal



 



 



Estimada doña Damaris:



 



Reciba un cordial saludo.



 



Según lo conversado, adjunto la consulta realizada por el señor Edgar Rubí Chaves, relacionada a una capacitación para las personas curadoras procesales en procesos de salvaguardia.



 



Quedo atenta a su amble respuesta.



 



Atentamente.



 



 







 



De: Genesis Raquel Masis Lopez 
Enviado el: martes, 25 de junio de 2019 12:31 p.m.
Para: Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta 



 



Buenas tardes doña Ericka,



 



Esta mañana se recibió la consulta del señor Edgar Rubí Chaves, portador del número de identificación: 0109480641, correo electrónico: familiarubichaves@gmail.com, número telefónico 8395 6777, el cual necesita saber precisamente qué oficina es  la competente para resolver su gestión debido a que manifiesta que el Poder Judicial ha omitido la capacitación a los curadores procesales en procesos de salvaguardia, la cual estipula como obligación la ley número 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero.



 



Agradezco su colaboración



Saludos.
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San José, 8 de julio de 2019.



 



Señora



Dra. Lizbeth Barrantes Arroyo



Directora Ejecutiva



Consejo Nacional de Discapacidad



 



Estimada doña Lizbeth:



          



Reciba un atento saludo. Es un honor dirigirme a usted para comunicarle que la Comisión de Acceso a la Justicia, presidida por el Magistrado Dr. Jorge Olaso Álvarez y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial, coordinamos con la Dirección de Gestión Humana el desarrollo de un curso virtual sobre la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, dirigido a toda la población judicial; y con la Escuela Judicial un curso sobre esa misma temática. 



          El Subproceso  de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana nos informa que el curso virtual se encuentra en su última etapa de desarrollo y que lo requerido es la revisión de la versión final. No obstante, agregan, la persona experta que venía colaborando con el desarrollo y dando los vistos buenos del curso, señora Mariana Villarreal, finalizó su contrato con esta organización por lo que han tratado de coordinar con ella para su seguimiento pero su respuesta es un poco tardía debido a que está enfocada en otros proyectos.



Con ocasión de lo anterior, consulto sobre la posibilidad de que la máster Andrea Sánchez, quien se ha integrado a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, pueda colaborarnos dando una revisión a la versión final. 



En caso de que su respuesta sea afirmativa, respetuosamente le consulto si se le puede dar alguna prioridad a esa labor, pues el compromiso institucional de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales mediante procesos de capacitación es urgente; así como a las personas curadoras procesales sobre los procesos de salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero. Lo que se requeriría sería la revisión final del curso virtual y emisión de visto bueno o bien, sugerencias de los ajustes que estimen necesarios y en ese caso, si existe la posibilidad de apoyarnos con esa parte final de la capacitación para que pueda ejecutarse lo antes posible.



De igual forma, solicitamos su autorización para que la señora Andrea Sánchez nos colabore con la revisión del curso que sobre ese mismo tema se está trabajando con la Dirección de la Escuela Judicial; con el objetivo de poder concluir ese proceso de capacitación, cumpliendo así las obligaciones que establece la citada normativa de manera exitosa, al ser CONAPDIS el ente rector y experto en la materia.



De contar con su anuencia, pondremos a disposición de doña Andrea o de la persona que usted indique, los accesos al curso virtual y gestionaremos ante la Escuela Judicial para que se le brinden los avances alcanzados en esa otra capacitación para concluirla lo antes sea posible conforme a los lineamientos del Consejo Directivo y la Dirección de la Escuela Judicial.



Aprovecho para reconocer todo el apoyo que el CONAPDIS siempre ha dado al Poder Judicial con la extraordinaria colaboración y excelencia del equipo de trabajo a su cargo.



De usted atentamente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



 



Copias:



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Comisión Acceso a la Justicia



Magistrado William Molinari Vílchez, Director Consejo Directivo Escuela Judicial



Máster Ileana Guillén Rodríguez, Directora Escuela Judicial



Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia
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Señora



Dra. Lizbeth Barrantes Arroyo



Directora Ejecutiva



Consejo Nacional de Discapacidad



 



Estimada doña Lizbeth:



          



Reciba un atento saludo. Es un honor dirigirme a usted para comunicarle que la Comisión de Acceso a la Justicia, presidida por el Magistrado Dr. Jorge Olaso Álvarez y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial, coordinamos con la Dirección de Gestión Humana el desarrollo de un curso virtual sobre la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, dirigido a toda la población judicial; y con la Escuela Judicial un curso sobre esa misma temática. 



          El Subproceso  de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana nos informa que el curso virtual se encuentra en su última etapa de desarrollo y que lo requerido es la revisión de la versión final. No obstante, agregan, la persona experta que venía colaborando con el desarrollo y dando los vistos buenos del curso, señora Mariana Villarreal, finalizó su contrato con esta organización por lo que han tratado de coordinar con ella para su seguimiento pero su respuesta es un poco tardía debido a que está enfocada en otros proyectos.



Con ocasión de lo anterior, consulto sobre la posibilidad de que la máster Andrea Sánchez, quien se ha integrado a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, pueda colaborarnos dando una revisión a la versión final. 



En caso de que su respuesta sea afirmativa, respetuosamente le consulto si se le puede dar alguna prioridad a esa labor, pues el compromiso institucional de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales mediante procesos de capacitación es urgente; así como a las personas curadoras procesales sobre los procesos de salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero. Lo que se requeriría sería la revisión final del curso virtual y emisión de visto bueno o bien, sugerencias de los ajustes que estimen necesarios y en ese caso, si existe la posibilidad de apoyarnos con esa parte final de la capacitación para que pueda ejecutarse lo antes posible.



De igual forma, solicitamos su autorización para que la señora Andrea Sánchez nos colabore con la revisión del curso que sobre ese mismo tema se está trabajando con la Dirección de la Escuela Judicial; con el objetivo de poder concluir ese proceso de capacitación, cumpliendo así las obligaciones que establece la citada normativa de manera exitosa, al ser CONAPDIS el ente rector y experto en la materia.



De contar con su anuencia, pondremos a disposición de doña Andrea o de la persona que usted indique, los accesos al curso virtual y gestionaremos ante la Escuela Judicial para que se le brinden los avances alcanzados en esa otra capacitación para concluirla lo antes sea posible conforme a los lineamientos del Consejo Directivo y la Dirección de la Escuela Judicial.



Aprovecho para reconocer todo el apoyo que el CONAPDIS siempre ha dado al Poder Judicial con la extraordinaria colaboración y excelencia del equipo de trabajo a su cargo.



De usted atentamente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



 



Copias:



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Comisión Acceso a la Justicia



Magistrado William Molinari Vílchez, Director Consejo Directivo Escuela Judicial



Máster Ileana Guillén Rodríguez, Directora Escuela Judicial



Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia



 



























Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Comision de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 8 de julio de 2019.

Senora
Dra. Lizbeth Barrantes Arroyo
Directora Ejecutiva

Consejo Nacional de Discapacidad

Estimada dona Lizbeth:

Reciba un atento saludo. Es un honor dirigirme a usted para
comunicarle que la Comision de Acceso a la Justicia, presidida por el
Magistrado Dr. Jorge Olaso Alvarez y la Subcomision de Acceso a la Justicia
de Personas con Discapacidad del Poder Judicial, coordinamos con la
Direccion de Gestion Humana el desarrollo de un curso virtual sobre la Ley
para la Promocion de la Autonomia Personal de las Personas con
Discapacidad, dirigido a toda la poblacion judicial; y con la Escuela Judicial
un curso sobre esa misma tematica.

El Subproceso de Gestion de la Capacitacion de la Direccion de
Gestion Humana nos informa que el curso virtual se encuentra en su ultima
etapa de desarrollo y que lo requerido es la revision de la version final. No
obstante, agregan, la persona experta que venia colaborando con el
desarrollo y dando los vistos buenos del curso, sefiora Mariana Villarreal,
finaliz6 su contrato con esta organizacion por lo que han tratado de
coordinar con ella para su seguimiento pero su respuesta es un poco tardia
debido a que esta enfocada en otros proyectos.

Con ocasion de lo anterior, consulto sobre la posibilidad de que la
master Andrea Sanchez, quien se ha integrado a las sesiones de la
Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, pueda
colaborarnos dando una revision a la version final.

En caso de que su respuesta sea afirmativa, respetuosamente le
consulto si se le puede dar alguna prioridad a esa labor, pues el compromiso
institucional de fortalecer las competencias de las personas servidoras
judiciales mediante procesos de capacitacion es urgente; asi como a las
personas curadoras procesales sobre los procesos de
salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la









Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Comision de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Promocion de la Autonomia Personal de las Personas con Discapacidad», en
el articulo 34, inciso uno, parrafo tercero. Lo que se requeriria seria la
revision final del curso virtual y emision de visto bueno o bien, sugerencias
de los ajustes que estimen necesarios y en ese caso, si existe la posibilidad
de apoyarnos con esa parte final de la capacitacion para que pueda
ejecutarse lo antes posible.

De igual forma, solicitamos su autorizacion para que la senora Andrea
Sanchez nos colabore con la revision del curso que sobre ese mismo tema
se esta trabajando con la Direccion de la Escuela Judicial; con el objetivo de
poder concluir ese proceso de capacitacion, cumpliendo asi las obligaciones
que establece la citada normativa de manera exitosa, al ser CONAPDIS el
ente rector y experto en la materia.

De contar con su anuencia, pondremos a disposicion de donna Andrea
o de la persona que usted indique, los accesos al curso virtual y
gestionaremos ante la Escuela Judicial para que se le brinden los avances
alcanzados en esa otra capacitacion para concluirla lo antes sea posible
conforme a los lineamientos del Consejo Directivo y la Direccion de la
Escuela Judicial.

Aprovecho para reconocer todo el apoyo que el CONAPDIS siempre ha
dado al Poder Judicial con la extraordinaria colaboracion y excelencia del
equipo de trabajo a su cargo.

De usted atentamente,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS
VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

VASQUEZ (FIRMA) Fecha: 2019.07.08 19:09:32 -06'00'
Damaris Vargas Vdasquez
Coordinadora Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad

Poder Judicial

Copias:

Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Comisién Acceso a la Justicia

Magistrado William Molinari Vilchez, Director Consejo Directivo Escuela Judicial
Master Ileana Guillén Rodriguez, Directora Escuela Judicial

Madster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestion Humana

Master Melissa Benavides Viquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia
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SOLICITUD A LA DEFENSORIA DE LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA PARA QUE SE INTEGRE A LA SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		DHR Despacho

		Cc

		Jorge Olaso Alvarez; Acceso a la Justicia; Melissa Benavides Víquez

		Recipients

		despachodhr@dhr.go.cr; jolaso@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr







San José, 16 de julio de 2019.



 



Señora



Catalina Crespo Sancho, PhD



Defensora de los Habitantes de la República



Costa Rica



 



Asunto: Solicitud para que una persona experta de la Defensoría de los Habitantes de la República se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial.



 



Estimada Señora:



 



Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento que para el Poder Judicial es muy importante atender los requerimientos de las personas con discapacidad y realizar acciones continuas para garantizarles el acceso a la justicia. Por esa razón, se creó la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad que es parte de la Comisión de Acceso a la Justicia que preside el Magistrado Jorge Olaso Álvarez.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia ha coordinado algunas acciones en forma exitosa con el señor Otto Eduardo Lépiz. Por esa razón y considerando los fines de la Defensoría de los Habitantes de la República, le consulto si existe la posibilidad de que el señor Lépiz o la persona que usted disponga, se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



La Subcomisión sesiona en forma ordinaria una vez al mes durante 2 horas, y en ocasiones, en forma virtual. La remisión de la agenda se realiza en forma previa para conocimiento de las y los integrantes.



 



         De contarse con su visto bueno, estaremos realizando las coordinaciones respectivas con la persona que autorice. Aprovecho para desearle muchos éxitos en su noble y eficiente gestión.



 



Atentamente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Jueza del Tribunal Agrario



Teléfonos 22953081 y 88118561



 



 



Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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Señora



Catalina Crespo Sancho, PhD



Defensora de los Habitantes de la República



Costa Rica



 



Asunto: Solicitud para que una persona experta de la Defensoría de los Habitantes de la República se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial.



 



Estimada Señora:



 



Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento que para el Poder Judicial es muy importante atender los requerimientos de las personas con discapacidad y realizar acciones continuas para garantizarles el acceso a la justicia. Por esa razón, se creó la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad que es parte de la Comisión de Acceso a la Justicia que preside el Magistrado Jorge Olaso Álvarez.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia ha coordinado algunas acciones en forma exitosa con el señor Otto Eduardo Lépiz. Por esa razón y considerando los fines de la Defensoría de los Habitantes de la República, le consulto si existe la posibilidad de que el señor Lépiz o la persona que usted disponga, se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



La Subcomisión sesiona en forma ordinaria una vez al mes durante 2 horas, y en ocasiones, en forma virtual. La remisión de la agenda se realiza en forma previa para conocimiento de las y los integrantes.



 



         De contarse con su visto bueno, estaremos realizando las coordinaciones respectivas con la persona que autorice. Aprovecho para desearle muchos éxitos en su noble y eficiente gestión.



 



Atentamente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Jueza del Tribunal Agrario



Teléfonos 22953081 y 88118561



 



 



Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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Comisión de Acceso a la Justicia



Poder Judicial











San José, 16 de julio de 2019.
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Señora



Catalina Crespo Sancho, PhD



Defensora de los Habitantes de la República



Costa Rica







Asunto: Solicitud para que una persona experta de la Defensoría de los Habitantes de la República se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial.







Estimada Señora:







Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento que para el Poder Judicial es muy importante atender los requerimientos de las personas con discapacidad y realizar acciones continuas para garantizarles el acceso a la justicia. Por esa razón, se creó la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad que es parte de la Comisión de Acceso a la Justicia que preside el Magistrado Jorge Olaso Álvarez.







La Subcomisión de Acceso a la Justicia ha coordinado algunas acciones en forma exitosa con el señor Otto Eduardo Lépiz. Por esa razón y considerando los fines de la Defensoría de los Habitantes de la República, le consulto si existe la posibilidad de que el señor Lépiz o la persona que usted disponga, se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.







La Subcomisión sesiona en forma ordinaria una vez al mes durante 2 horas, y en ocasiones, en forma virtual. La remisión de la agenda se realiza en forma previa para conocimiento de las y los integrantes.







	De contarse con su visto bueno, estaremos realizando las coordinaciones respectivas con la persona que autorice. Aprovecho para desearle muchos éxitos en su noble y eficiente gestión.







Atentamente,











Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Jueza del Tribunal Agrario



Teléfonos 22953081 y 88118561











Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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RV: SOLICITUD A LA DEFENSORIA DE LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA PARA QUE SE INTEGRE A LA SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Otto Eduardo Lepiz <olepiz@dhr.go.cr>

		Recipients

		olepiz@dhr.go.cr







Estimado don Otto:



Reciba un atento saludo. Remito para su conocimiento.-



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 05:53 p.m.
Para: DHR Despacho <despachodhr@dhr.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: SOLICITUD A LA DEFENSORIA DE LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA PARA QUE SE INTEGRE A LA SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD



 



San José, 16 de julio de 2019.



 



Señora



Catalina Crespo Sancho, PhD



Defensora de los Habitantes de la República



Costa Rica



 



Asunto: Solicitud para que una persona experta de la Defensoría de los Habitantes de la República se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial.



 



Estimada Señora:



 



Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento que para el Poder Judicial es muy importante atender los requerimientos de las personas con discapacidad y realizar acciones continuas para garantizarles el acceso a la justicia. Por esa razón, se creó la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad que es parte de la Comisión de Acceso a la Justicia que preside el Magistrado Jorge Olaso Álvarez.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia ha coordinado algunas acciones en forma exitosa con el señor Otto Eduardo Lépiz. Por esa razón y considerando los fines de la Defensoría de los Habitantes de la República, le consulto si existe la posibilidad de que el señor Lépiz o la persona que usted disponga, se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



La Subcomisión sesiona en forma ordinaria una vez al mes durante 2 horas, y en ocasiones, en forma virtual. La remisión de la agenda se realiza en forma previa para conocimiento de las y los integrantes.



 



         De contarse con su visto bueno, estaremos realizando las coordinaciones respectivas con la persona que autorice. Aprovecho para desearle muchos éxitos en su noble y eficiente gestión.



 



Atentamente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Jueza del Tribunal Agrario



Teléfonos 22953081 y 88118561



 



 



Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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Reciba un atento saludo. Remito para su conocimiento.-



 




 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 05:53 p.m.
Para: DHR Despacho <despachodhr@dhr.go.cr>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: SOLICITUD A LA DEFENSORIA DE LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA PARA QUE SE INTEGRE A LA SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD





 



San José, 16 de julio de 2019.



 



Señora



Catalina Crespo Sancho, PhD



Defensora de los Habitantes de la República



Costa Rica



 



Asunto: Solicitud para que una persona experta de la Defensoría de los Habitantes de la República se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial.



 



Estimada Señora:



 



Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento que para el Poder Judicial es muy importante atender los requerimientos de las personas con discapacidad y realizar acciones continuas para garantizarles el acceso a la justicia. Por esa razón, se creó la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad que es parte de la Comisión de Acceso a la Justicia que preside el Magistrado Jorge Olaso Álvarez.



 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia ha coordinado algunas acciones en forma exitosa con el señor Otto Eduardo Lépiz. Por esa razón y considerando los fines de la Defensoría de los Habitantes de la República, le consulto si existe la posibilidad de que el señor Lépiz o la persona que usted disponga, se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



 



La Subcomisión sesiona en forma ordinaria una vez al mes durante 2 horas, y en ocasiones, en forma virtual. La remisión de la agenda se realiza en forma previa para conocimiento de las y los integrantes.



 



         De contarse con su visto bueno, estaremos realizando las coordinaciones respectivas con la persona que autorice. Aprovecho para desearle muchos éxitos en su noble y eficiente gestión.



 



Atentamente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Jueza del Tribunal Agrario



Teléfonos 22953081 y 88118561



 



 



Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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Señora



Catalina Crespo Sancho, PhD



Defensora de los Habitantes de la República



Costa Rica







Asunto: Solicitud para que una persona experta de la Defensoría de los Habitantes de la República se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial.







Estimada Señora:







Reciba un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento que para el Poder Judicial es muy importante atender los requerimientos de las personas con discapacidad y realizar acciones continuas para garantizarles el acceso a la justicia. Por esa razón, se creó la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad que es parte de la Comisión de Acceso a la Justicia que preside el Magistrado Jorge Olaso Álvarez.







La Subcomisión de Acceso a la Justicia ha coordinado algunas acciones en forma exitosa con el señor Otto Eduardo Lépiz. Por esa razón y considerando los fines de la Defensoría de los Habitantes de la República, le consulto si existe la posibilidad de que el señor Lépiz o la persona que usted disponga, se integre a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.







La Subcomisión sesiona en forma ordinaria una vez al mes durante 2 horas, y en ocasiones, en forma virtual. La remisión de la agenda se realiza en forma previa para conocimiento de las y los integrantes.







	De contarse con su visto bueno, estaremos realizando las coordinaciones respectivas con la persona que autorice. Aprovecho para desearle muchos éxitos en su noble y eficiente gestión.







Atentamente,











Damaris Vargas Vásquez, Mba.



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Jueza del Tribunal Agrario



Teléfonos 22953081 y 88118561











Copias:



Comisión de Acceso a la Justicia



Unidad de Acceso a la Justicia
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RV  comentario.msg
RV: comentario

		From

		Melissa Benavides Víquez

		To

		Graciela Fonseca Valverde

		Cc

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		gfonsecava@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr



 



Buenas tardes Doña Graciela



 



Un gusto conversar con usted, espero que nuestra conversación haya sido de su satisfacción. De igual manera procedo enviarla a la Subcomisión de Personas con discapacidad para que sea conocido en la siguiente sesión. 



 



Saludos



 



De: Graciela Fonseca Valverde 
Enviado el: martes, 09 de julio de 2019 10:04 a.m.
Para: Katherine Salazar Duarte
Asunto: comentario



 



Muy buen día:



 



Yo he tenido una gran preocupación con respecto a  la población con discapacidad auditiva, en varias ocasiones he atendido a estos usuarios, a veces solo para consultar por financiero contable o la hoja de delincuencia, y por  entrevistas o formular denuncias,  asuntos de las mismas denuncias; sin embargo mi consulta es porque siendo esta población muy poca, a veces en meses no se presentan y por lo contrario en una semana vienen mas de tres o cuatro usuarios sordos,( yo con gusto en atenderlos pero el tiempo  a veces es de horas, con la lista sería equiparado por las cargas de trabajo) me ha  pasado que buscando una lista de personas facilitadoras en el lenguaje LESCO, la lista no esta actualizada y no encuentro quién pueda atenderlos y ellos son discriminados porque tienen que esperarse hasta que se encuentre esta persona.



 



 



 



Yo laboró en Asaltos y es mi testiga que a veces buscando esta lista esta desactualizada es la secretaria del DICR Reina, tenemos el caso que en denuncias hay dos personas; y que si viene cierto trabajan por rool y a veces no están y otros casos incapacitados o de vacaciones, me parece que si esta lista estuviera actualizada, por lo menos y al alcance de las oficinas tanto de OIJ como el Ministerio Público es un gran paso.  Incluso en contraloría de servicios no tiene ninguna persona con este conocimiento, ni siquiera la lista, porque repito no esta actualizada. Yo si puedo ayudar estoy en toda la disposición hay otros puntos de discriminación pero por el momento esta es mi inquietud. 



 



 



 



 



Cordialmente;
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Documentación remitida por Licenciada Yorleny Ferreto Solano sobre el caso de parqueo de PCD David Vizcayno

		From

		Melissa Benavides Víquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Yorleny Ferreto Solano

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes Doña Damaris y Don Jorge:



 



Remito este documento que hiciera llegar la Licenciada Yorleny Ferreto sobre lo resuelto por parte del Consejo Superior al señor David Vizcayno,  considero de suma importancia incluirlo en la siguiente sesión de la Subcomisión de Personas con Discapacidad. Hoy conversé con Doña Yorleny quien nos ampliará sobre el caso en la siguiente sesión. 



 



Atentamente, 



 



 







 



 



 



 



De: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 02:25 p.m.
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: 7306-19.doc



 



Buenas tardes Estimada, recuerda el caso que le presenté a la Comisión sobre el compañero que no le asignan espacio para persona en condición de discapacidad?,  le remito el último acuerdo del Consejo Superior donde le piden resolver la situación a la Jefatura; no sé cómo se les puede ayudar.



 



 



 







 



De: David Vizcayno <vizcayno@gmail.com> 
Enviado el: lunes, 22 de julio de 2019 02:15 p.m.
Para: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: 7306-19.doc



 



 






Sent from my iPhone
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RE: solicitud de parqueo

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		David Vizcaíno Castro

		Cc

		Yorleny Ferreto Solano; Acceso a la Justicia

		Recipients

		dvizcaino@Poder-Judicial.go.cr; yferreto@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días don David:



 



Reciba un atento saludo. Comprendo los motivos por los cuales señala, no pudo asistir a la sesión anterior de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 



 



Si lo tiene a bien, podríamos atenderle en la sesión del martes 6 de agosto a las 8 am en la oficina 503 del edificio de la Corte Suprema de Justicia, a fin de que exponga su situación. De no poder asistir en esa fecha, estaríamos conociendo en esa sesión lo indicado en el correo adjunto, con el apoyo de doña Yorleny, quien es integrante de la Subcomisión.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora 



Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



De: David Vizcaíno Castro 
Enviado el: jueves, 01 de agosto de 2019 09:40 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: solicitud de parqueo



 



Estimados Señores y Señoras de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo y a la vez aprovecho para disculparme por no haber asistido a la cita programada para el 8 de julio a las 10 horas, esto debido a que me realizaron una intervención quirúrgica, y además quiero mencionarles de mi caso y tengan una mayor claridad de los hechos suscitados; en donde debido a un accidente de tránsito que se originó el 10 de diciembre del 2014 en las inmediaciones de Moravia; me provocó un serio daño permanente en mis funciones orgánicas, específicamente en el fémur, astrágalo, radio y pulmones; provocando una enfermedad crónica llamada artrosis que me impide el desplazamiento  como una persona normal y una deficiencia pulmonar; que a pesar de las fisioterapias recibidas, que me ayudaron a tener una mayor movilidad, no se llegó a un 100%, y me pone en una desigualdad frente a mis compañeros. Es por ello que enfocado en la necesidad de tener una igualdad de condiciones y con base en la ley de igualdad de oportunidades ( Ley 7600), la convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley para la promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad (ley 9379); solicité el día 31 de julio del 2014, a la Comisión de Accesibilidad, propiamente dirigido a la Magistrada Carmen María Soto, un espacio de parqueo, para poder tener una mayor igualdad de condiciones frente a mis compañeros, al no tener una respuesta positiva se remitió al Consejo Superior, la cual ingresó con referencia 11591-14, y se acuerda enviar el oficio a la Dirección Ejecutiva para que realicen un estudio; en dónde se realizaron recordatorios con base en las siguientes referencias 11591-2014, 3828-2015, 4499-2015, 4859-2015, 10210-2015, 12675-2015, 3225-2019, 4401-2019 y el 5708-2019; y no es hasta este año, que mediante el informe 1898-DE-2019 contestan mi solicitud indicando que técnicamente no es viable, por razones de espacio y que valore otras opciones ( como el Teletrabajo), sin embargo a pesar de no estar solicitando teletrabajo, no omito señalar lo indicado en mayo de 2018, por el Licenciado Adolfo M. Valverde Bohórquez, Jefe de Despacho, Dirección General OIJ: 



 



“Por este medio, según gestión trasladada a la Dirección General del OIJ por parte de la Jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones de este Organismo, e instruido por el Sr. Director General del OIJ, Walter Espinoza Espinoza, me permito indicar formalmente, que luego de una evaluación interna sobre la posibilidad de iniciar con la aplicación del teletrabajo a lo interno de esta Entidad, se ha decidido por parte del Sr. Director General no ingresar por el momento en esta actividad laboral alternativa”.. 



 



Es por ello que un teletrabajo no es viable y debido a que en el edificio que laboro existen 11 campos de parqueo  de los cuales 1 pertenece a una unidad policial, 1 pertenece a un funcionario judicial de la Dirección de Planificación pero se encuentra en préstamo a una unidad policial y 9 espacios de personas judiciales que no laboran en ese edificio y no existe ni un solo lugar para personas con discapacidad, logrando así generar una imposibilidad para empleados judiciales con discapacidad o las personas usuarias, que son a quienes nos debemos; y el no permitirme a mi o a un usuario con discapacidad estar en igualdad de y con los demás, generando una discriminación en detrimento de Derecho de Autonomía Personal y el irrespeto a las Derechos Humanos Protegidos por los pactos y tratados internacionales , así como los patrimoniales de todas las personas con discapacidad. Ya que todo establecimiento público y privado deberá contar con dos espacios como mínimo o el 5% del total de espacios disponibles según el reglamento a la ley 7600, capítulo IV, artículo 154 y que va en contrariedad a la circular 63-2007 de la Dirección Ejecutiva que indica claramente, cuando algún servidor judicial requiera un parqueo por su condición física, se deberán tomar las previsiones del caso, a efecto de que el requerimiento se atienda conforme corresponda. Es por ello que acudo a su persona con el fin de ver si existe alguna posibilidad de que me ayude con mi solicitud debido al tiempo transcurrido sin respuesta, y a que existe suficiente espacio en el parqueo para crear un espacio especial, como se puede observar en la imagen que adjunto del parqueo. 







Imagen No.1 Espacio Frente al ascensor del parqueo existente



 



 







Imagen No.2 Plano del área de parqueos del edificio



Como se logró ver en las imágenes existe suficiente espacio de parqueo para crear un espacio especial para persona con discapacidad ya sea en los parqueos frente al ascensor o en el área de parqueos.



 



Para ello le remito el dictamen médico legal, el informe realizado por la Dirección Ejecutiva respecto a los espacios de personas con discapacidad y quedo a la espera de lo que corresponda.



 



Cualquier duda o consulta o cualquier otro documento que necesite estoy a su disposición.
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Buenos días don David:



 



Reciba un atento saludo. Comprendo los motivos por los cuales señala, no pudo asistir a la sesión anterior de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad. 



 



Si lo tiene a bien, podríamos atenderle en la sesión del martes 6 de agosto a las 8 am en la oficina 503 del edificio de la Corte Suprema de Justicia, a fin de que exponga su situación. De no poder asistir en esa fecha, estaríamos conociendo en esa sesión lo indicado en el correo adjunto, con el apoyo de doña Yorleny, quien es integrante de la Subcomisión.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora 



Subcomisión Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 




 



De: David Vizcaíno Castro 
Enviado el: jueves, 01 de agosto de 2019 09:40 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Yorleny Ferreto Solano <yferreto@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: solicitud de parqueo





 



Estimados Señores y Señoras de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo y a la vez aprovecho para disculparme por no haber asistido a la cita programada para el 8 de julio a las 10 horas, esto debido a que me realizaron una intervención quirúrgica, y además quiero mencionarles de mi caso y tengan una mayor claridad de los hechos suscitados; en donde debido a un accidente de tránsito que se originó el 10 de diciembre del 2014 en las inmediaciones de Moravia; me provocó un serio daño permanente en mis funciones orgánicas, específicamente en el fémur, astrágalo, radio y pulmones; provocando una enfermedad crónica llamada artrosis que me impide el desplazamiento  como una persona normal y una deficiencia pulmonar; que a pesar de las fisioterapias recibidas, que me ayudaron a tener una mayor movilidad, no se llegó a un 100%, y me pone en una desigualdad frente a mis compañeros. Es por ello que enfocado en la necesidad de tener una igualdad de condiciones y con base en la ley de igualdad de oportunidades ( Ley 7600), la convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley para la promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad (ley 9379); solicité el día 31 de julio del 2014, a la Comisión de Accesibilidad, propiamente dirigido a la Magistrada Carmen María Soto, un espacio de parqueo, para poder tener una mayor igualdad de condiciones frente a mis compañeros, al no tener una respuesta positiva se remitió al Consejo Superior, la cual ingresó con referencia 11591-14, y se acuerda enviar el oficio a la Dirección Ejecutiva para que realicen un estudio; en dónde se realizaron recordatorios con base en las siguientes referencias 11591-2014, 3828-2015, 4499-2015, 4859-2015, 10210-2015, 12675-2015, 3225-2019, 4401-2019 y el 5708-2019; y no es hasta este año, que mediante el informe 1898-DE-2019 contestan mi solicitud indicando que técnicamente no es viable, por razones de espacio y que valore otras opciones ( como el Teletrabajo), sin embargo a pesar de no estar solicitando teletrabajo, no omito señalar lo indicado en mayo de 2018, por el Licenciado Adolfo M. Valverde Bohórquez, Jefe de Despacho, Dirección General OIJ: 



 



“Por este medio, según gestión trasladada a la Dirección General del OIJ por parte de la Jefatura de la Oficina de Planes y Operaciones de este Organismo, e instruido por el Sr. Director General del OIJ, Walter Espinoza Espinoza, me permito indicar formalmente, que luego de una evaluación interna sobre la posibilidad de iniciar con la aplicación del teletrabajo a lo interno de esta Entidad, se ha decidido por parte del Sr. Director General no ingresar por el momento en esta actividad laboral alternativa”.. 



 



Es por ello que un teletrabajo no es viable y debido a que en el edificio que laboro existen 11 campos de parqueo  de los cuales 1 pertenece a una unidad policial, 1 pertenece a un funcionario judicial de la Dirección de Planificación pero se encuentra en préstamo a una unidad policial y 9 espacios de personas judiciales que no laboran en ese edificio y no existe ni un solo lugar para personas con discapacidad, logrando así generar una imposibilidad para empleados judiciales con discapacidad o las personas usuarias, que son a quienes nos debemos; y el no permitirme a mi o a un usuario con discapacidad estar en igualdad de y con los demás, generando una discriminación en detrimento de Derecho de Autonomía Personal y el irrespeto a las Derechos Humanos Protegidos por los pactos y tratados internacionales , así como los patrimoniales de todas las personas con discapacidad. Ya que todo establecimiento público y privado deberá contar con dos espacios como mínimo o el 5% del total de espacios disponibles según el reglamento a la ley 7600, capítulo IV, artículo 154 y que va en contrariedad a la circular 63-2007 de la Dirección Ejecutiva que indica claramente, cuando algún servidor judicial requiera un parqueo por su condición física, se deberán tomar las previsiones del caso, a efecto de que el requerimiento se atienda conforme corresponda. Es por ello que acudo a su persona con el fin de ver si existe alguna posibilidad de que me ayude con mi solicitud debido al tiempo transcurrido sin respuesta, y a que existe suficiente espacio en el parqueo para crear un espacio especial, como se puede observar en la imagen que adjunto del parqueo. 



[image: ]



Imagen No.1 Espacio Frente al ascensor del parqueo existente



 



 



[image: ]



Imagen No.2 Plano del área de parqueos del edificio



Como se logró ver en las imágenes existe suficiente espacio de parqueo para crear un espacio especial para persona con discapacidad ya sea en los parqueos frente al ascensor o en el área de parqueos.



 



Para ello le remito el dictamen médico legal, el informe realizado por la Dirección Ejecutiva respecto a los espacios de personas con discapacidad y quedo a la espera de lo que corresponda.



 



Cualquier duda o consulta o cualquier otro documento que necesite estoy a su disposición.
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RE  Consulta Capacitaci�n Curador Procesal.msg
RE: Consulta Capacitación Curador Procesal

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Jorge Olaso Alvarez; Cheryl Bolaños Madrigal; Waiman Hin Herrera; Roxana Arrieta Meléndez; Ericka Chavarría Astorga; familiarubichaves@gmail.com; Genesis Raquel Masis Lopez; Acceso a la Justicia; Dirección Ejecutiva; Karla Alpizar Salazar; Pablo Alvarez Arias; Contraloría de Servicios de San José; Melissa Benavides Víquez

		Recipients

		jolaso@Poder-Judicial.go.cr; cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr; whin@Poder-Judicial.go.cr; rarrieta@Poder-Judicial.go.cr; echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr; familiarubichaves@gmail.com; grmasis@Poder-Judicial.go.cr; accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr; direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr; kalpizars@Poder-Judicial.go.cr; palvareza@Poder-Judicial.go.cr; contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr



Estimado don Jorge, señoras y señores:



 



Buenas tardes. Remito para su conocimiento el comunicado remitido a CONAPDIS con sus indicaciones y ejecución de acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad en sesión del 1° de julio pasado.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: Jorge Olaso Alvarez 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 04:00 p.m.
Para: Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; familiarubichaves@gmail.com; Genesis Raquel Masis Lopez <grmasis@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Alpizar Salazar <kalpizars@Poder-Judicial.go.cr>; Pablo Alvarez Arias <palvareza@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta Capacitación Curador Procesal



 



Muchas gracias Cheryl. Doña Damaris en virtud de lo que señala Cheryl no se si lo mejor será que le hagamos una llamada a la Directora del Conadpis con la finalidad de explicarles la necesidad imperiosa que tenemos por avalar el curso virtual y que nos brinden asesoría para finalizarlo. En otro orden de ideas, y debido a consultas realizadas ante la comisión de accesibilidad , les ruego tanto a Damaris como a Melissa verificar el estado en que se encuentra ese curso en la Escuela Judicial, ya que es trascendental impartirlo a nuestros curadores procesales. Gracias y bendiciones.



 



De: Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 8 de julio de 2019 15:34
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; familiarubichaves@gmail.com; Genesis Raquel Masis Lopez <grmasis@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Alpizar Salazar <kalpizars@Poder-Judicial.go.cr>; Pablo Alvarez Arias <palvareza@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Consulta Capacitación Curador Procesal



 



Estimada Damaris.



 



Tal y como lo hemos informado en avances anteriores, este Subproceso está desarrollando un curso virtual sobre la Ley para la promoción de la Autonomía Personal de las personas con discapacidad, que será dirigido a toda la población judicial.



 



El curso se encuentra en su última etapa de desarrollo, lo que requiere es revisión de la versión final sin embargo; la persona experta que venía dando los vistos buenos del curso, la señora Mariana Villarreal del Conapdis, finalizó su contrato con esta organización por lo que hemos tratado de coordinar con la señorita Villarreal su seguimiento pero su respuesta es un poco tardía debido a que está enfocada en otros proyectos.



 



Por otro lado, estamos estableciendo nuevo contacto con el Conapdis con la persona que nos refirió Mariana, Andrea Sánchez, quien ha quedado en su lugar para continuar con el proceso en caso de que ella no nos pueda dar la prioridad que necesitamos. Por otro lado, Mariana ha recomendado que sea el Conapdis, ente técnico en la materia quien dé el visto bueno al curso.



 



Es importante recordar que cuando los expertos no están dentro del Poder Judicial, dependemos de la prioridad que nos den en sus organizaciones respectivas y sobre las tareas que ya tienen asignadas en sus puestos regulares. 



 



Por lo anterior, sugiero que desde la Comisión de Acceso, se envíe formal solicitud de apoyo al Conapdis con el fin de que nos den la prioridad que necesitamos en este momento.



 



Saludos cordiales.



 







 



 



 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 3 de julio de 2019 1:16 a. m.
Para: Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; familiarubichaves@gmail.com; Genesis Raquel Masis Lopez <grmasis@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Consulta Capacitación Curador Procesal



 



Estimadas doña Lilliana y doña Roxana:



 



Reciban un atento saludo. 



 



A la vez, de manera respetuosa traslado para su conocimiento consulta formulada por la Contraloría de Servicios del Poder Judicial sobre planteamiento del señor Edgar Rubí Chaves, portador del número de identificación: 0109480641, correo electrónico: familiarubichaves@gmail.com, número telefónico 8395 6777, el cual necesita se le informe sobre los cursos de capacitación diseñados para capacitar a las personas curadoras procesales sobre los procesos de salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero.



 



Saludos cordiales, 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



De: Ericka Chavarría Astorga 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 11:07 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta Capacitación Curador Procesal



 



 



Estimada doña Damaris:



 



Reciba un cordial saludo.



 



Según lo conversado, adjunto la consulta realizada por el señor Edgar Rubí Chaves, relacionada a una capacitación para las personas curadoras procesales en procesos de salvaguardia.



 



Quedo atenta a su amble respuesta.



 



Atentamente.



 



 







 



De: Genesis Raquel Masis Lopez 
Enviado el: martes, 25 de junio de 2019 12:31 p.m.
Para: Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta 



 



Buenas tardes doña Ericka,



 



Esta mañana se recibió la consulta del señor Edgar Rubí Chaves, portador del número de identificación: 0109480641, correo electrónico: familiarubichaves@gmail.com, número telefónico 8395 6777, el cual necesita saber precisamente qué oficina es  la competente para resolver su gestión debido a que manifiesta que el Poder Judicial ha omitido la capacitación a los curadores procesales en procesos de salvaguardia, la cual estipula como obligación la ley número 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero.



 



Agradezco su colaboración



Saludos.



 





smime.p7m

Estimado don Jorge, señoras y señores:



 



Buenas tardes. Remito para su conocimiento el comunicado remitido a CONAPDIS con sus indicaciones y ejecución de acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad en sesión del 1° de julio pasado.



 



Cordialmente,



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



 



 



De: Jorge Olaso Alvarez 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 04:00 p.m.
Para: Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; familiarubichaves@gmail.com; Genesis Raquel Masis Lopez <grmasis@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Alpizar Salazar <kalpizars@Poder-Judicial.go.cr>; Pablo Alvarez Arias <palvareza@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Consulta Capacitación Curador Procesal





 



Muchas gracias Cheryl. Doña Damaris en virtud de lo que señala Cheryl no se si lo mejor será que le hagamos una llamada a la Directora del Conadpis con la finalidad de explicarles la necesidad imperiosa que tenemos por avalar el curso virtual y que nos brinden asesoría para finalizarlo. En otro orden de ideas, y debido a consultas realizadas ante la comisión de accesibilidad , les ruego tanto a Damaris como a Melissa verificar el estado en que se encuentra ese curso en la Escuela Judicial, ya que es trascendental impartirlo a nuestros curadores procesales. Gracias y bendiciones.



 



De: Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 8 de julio de 2019 15:34
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Waiman Hin Herrera <whin@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; familiarubichaves@gmail.com; Genesis Raquel Masis Lopez <grmasis@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Alpizar Salazar <kalpizars@Poder-Judicial.go.cr>; Pablo Alvarez Arias <palvareza@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Consulta Capacitación Curador Procesal





 



Estimada Damaris.



 



Tal y como lo hemos informado en avances anteriores, este Subproceso está desarrollando un curso virtual sobre la Ley para la promoción de la Autonomía Personal de las personas con discapacidad, que será dirigido a toda la población judicial.



 



El curso se encuentra en su última etapa de desarrollo, lo que requiere es revisión de la versión final sin embargo; la persona experta que venía dando los vistos buenos del curso, la señora Mariana Villarreal del Conapdis, finalizó su contrato con esta organización por lo que hemos tratado de coordinar con la señorita Villarreal su seguimiento pero su respuesta es un poco tardía debido a que está enfocada en otros proyectos.



 



Por otro lado, estamos estableciendo nuevo contacto con el Conapdis con la persona que nos refirió Mariana, Andrea Sánchez, quien ha quedado en su lugar para continuar con el proceso en caso de que ella no nos pueda dar la prioridad que necesitamos. Por otro lado, Mariana ha recomendado que sea el Conapdis, ente técnico en la materia quien dé el visto bueno al curso.



 



Es importante recordar que cuando los expertos no están dentro del Poder Judicial, dependemos de la prioridad que nos den en sus organizaciones respectivas y sobre las tareas que ya tienen asignadas en sus puestos regulares. 



 



Por lo anterior, sugiero que desde la Comisión de Acceso, se envíe formal solicitud de apoyo al Conapdis con el fin de que nos den la prioridad que necesitamos en este momento.



 



Saludos cordiales.



 



[image: Cheryl]




 



 




 



De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 3 de julio de 2019 1:16 a. m.
Para: Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; familiarubichaves@gmail.com; Genesis Raquel Masis Lopez <grmasis@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Consulta Capacitación Curador Procesal





 



Estimadas doña Lilliana y doña Roxana:



 



Reciban un atento saludo. 



 



A la vez, de manera respetuosa traslado para su conocimiento consulta formulada por la Contraloría de Servicios del Poder Judicial sobre planteamiento del señor Edgar Rubí Chaves, portador del número de identificación: 0109480641, correo electrónico: familiarubichaves@gmail.com, número telefónico 8395 6777, el cual necesita se le informe sobre los cursos de capacitación diseñados para capacitar a las personas curadoras procesales sobre los procesos de salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero.



 



Saludos cordiales, 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad




 



De: Ericka Chavarría Astorga 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2019 11:07 a.m.
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta Capacitación Curador Procesal





 



 



Estimada doña Damaris:



 



Reciba un cordial saludo.



 



Según lo conversado, adjunto la consulta realizada por el señor Edgar Rubí Chaves, relacionada a una capacitación para las personas curadoras procesales en procesos de salvaguardia.



 



Quedo atenta a su amble respuesta.



 



Atentamente.



 



 



[image: Ericka Chavarría]




 



De: Genesis Raquel Masis Lopez 
Enviado el: martes, 25 de junio de 2019 12:31 p.m.
Para: Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Consulta 





 



Buenas tardes doña Ericka,



 



Esta mañana se recibió la consulta del señor Edgar Rubí Chaves, portador del número de identificación: 0109480641, correo electrónico: familiarubichaves@gmail.com, número telefónico 8395 6777, el cual necesita saber precisamente qué oficina es  la competente para resolver su gestión debido a que manifiesta que el Poder Judicial ha omitido la capacitación a los curadores procesales en procesos de salvaguardia, la cual estipula como obligación la ley número 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero.



 



Agradezco su colaboración



Saludos.
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Señora




Dra. Lizbeth Barrantes Arroyo




Directora Ejecutiva




Consejo Nacional de Discapacidad




 




Estimada doña Lizbeth:




          




Reciba un atento saludo. Es un honor dirigirme a usted para comunicarle que la Comisión de Acceso a la Justicia, presidida por el Magistrado Dr. Jorge Olaso Álvarez y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial, coordinamos con la Dirección de Gestión Humana el desarrollo de un curso virtual sobre la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, dirigido a toda la población judicial; y con la Escuela Judicial un curso sobre esa misma temática. 




          El Subproceso  de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana nos informa que el curso virtual se encuentra en su última etapa de desarrollo y que lo requerido es la revisión de la versión final. No obstante, agregan, la persona experta que venía colaborando con el desarrollo y dando los vistos buenos del curso, señora Mariana Villarreal, finalizó su contrato con esta organización por lo que han tratado de coordinar con ella para su seguimiento pero su respuesta es un poco tardía debido a que está enfocada en otros proyectos.




Con ocasión de lo anterior, consulto sobre la posibilidad de que la máster Andrea Sánchez, quien se ha integrado a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, pueda colaborarnos dando una revisión a la versión final. 




En caso de que su respuesta sea afirmativa, respetuosamente le consulto si se le puede dar alguna prioridad a esa labor, pues el compromiso institucional de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales mediante procesos de capacitación es urgente; así como a las personas curadoras procesales sobre los procesos de salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero. Lo que se requeriría sería la revisión final del curso virtual y emisión de visto bueno o bien, sugerencias de los ajustes que estimen necesarios y en ese caso, si existe la posibilidad de apoyarnos con esa parte final de la capacitación para que pueda ejecutarse lo antes posible.




De igual forma, solicitamos su autorización para que la señora Andrea Sánchez nos colabore con la revisión del curso que sobre ese mismo tema se está trabajando con la Dirección de la Escuela Judicial; con el objetivo de poder concluir ese proceso de capacitación, cumpliendo así las obligaciones que establece la citada normativa de manera exitosa, al ser CONAPDIS el ente rector y experto en la materia.




De contar con su anuencia, pondremos a disposición de doña Andrea o de la persona que usted indique, los accesos al curso virtual y gestionaremos ante la Escuela Judicial para que se le brinden los avances alcanzados en esa otra capacitación para concluirla lo antes sea posible conforme a los lineamientos del Consejo Directivo y la Dirección de la Escuela Judicial.




Aprovecho para reconocer todo el apoyo que el CONAPDIS siempre ha dado al Poder Judicial con la extraordinaria colaboración y excelencia del equipo de trabajo a su cargo.




De usted atentamente,




 




 




Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad




Poder Judicial




 




Copias:




Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Comisión Acceso a la Justicia




Magistrado William Molinari Vílchez, Director Consejo Directivo Escuela Judicial




Máster Ileana Guillén Rodríguez, Directora Escuela Judicial




Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana




Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia




 



































Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Comision de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

San José, 8 de julio de 2019.

Senora
Dra. Lizbeth Barrantes Arroyo
Directora Ejecutiva

Consejo Nacional de Discapacidad

Estimada dona Lizbeth:

Reciba un atento saludo. Es un honor dirigirme a usted para
comunicarle que la Comision de Acceso a la Justicia, presidida por el
Magistrado Dr. Jorge Olaso Alvarez y la Subcomision de Acceso a la Justicia
de Personas con Discapacidad del Poder Judicial, coordinamos con la
Direccion de Gestion Humana el desarrollo de un curso virtual sobre la Ley
para la Promocion de la Autonomia Personal de las Personas con
Discapacidad, dirigido a toda la poblacion judicial; y con la Escuela Judicial
un curso sobre esa misma tematica.

El Subproceso de Gestion de la Capacitacion de la Direccion de
Gestion Humana nos informa que el curso virtual se encuentra en su ultima
etapa de desarrollo y que lo requerido es la revision de la version final. No
obstante, agregan, la persona experta que venia colaborando con el
desarrollo y dando los vistos buenos del curso, sefiora Mariana Villarreal,
finaliz6 su contrato con esta organizacion por lo que han tratado de
coordinar con ella para su seguimiento pero su respuesta es un poco tardia
debido a que esta enfocada en otros proyectos.

Con ocasion de lo anterior, consulto sobre la posibilidad de que la
master Andrea Sanchez, quien se ha integrado a las sesiones de la
Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, pueda
colaborarnos dando una revision a la version final.

En caso de que su respuesta sea afirmativa, respetuosamente le
consulto si se le puede dar alguna prioridad a esa labor, pues el compromiso
institucional de fortalecer las competencias de las personas servidoras
judiciales mediante procesos de capacitacion es urgente; asi como a las
personas curadoras procesales sobre los procesos de
salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la











Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad
Comision de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Promocion de la Autonomia Personal de las Personas con Discapacidad», en
el articulo 34, inciso uno, parrafo tercero. Lo que se requeriria seria la
revision final del curso virtual y emision de visto bueno o bien, sugerencias
de los ajustes que estimen necesarios y en ese caso, si existe la posibilidad
de apoyarnos con esa parte final de la capacitacion para que pueda
ejecutarse lo antes posible.

De igual forma, solicitamos su autorizacion para que la senora Andrea
Sanchez nos colabore con la revision del curso que sobre ese mismo tema
se esta trabajando con la Direccion de la Escuela Judicial; con el objetivo de
poder concluir ese proceso de capacitacion, cumpliendo asi las obligaciones
que establece la citada normativa de manera exitosa, al ser CONAPDIS el
ente rector y experto en la materia.

De contar con su anuencia, pondremos a disposicion de donna Andrea
o de la persona que usted indique, los accesos al curso virtual y
gestionaremos ante la Escuela Judicial para que se le brinden los avances
alcanzados en esa otra capacitacion para concluirla lo antes sea posible
conforme a los lineamientos del Consejo Directivo y la Direccion de la
Escuela Judicial.

Aprovecho para reconocer todo el apoyo que el CONAPDIS siempre ha
dado al Poder Judicial con la extraordinaria colaboracion y excelencia del
equipo de trabajo a su cargo.

De usted atentamente,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS
VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

VASQUEZ (FIRMA) Fecha: 2019.07.08 19:09:32 -06'00'
Damaris Vargas Vdasquez
Coordinadora Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad

Poder Judicial

Copias:

Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Comisién Acceso a la Justicia

Magistrado William Molinari Vilchez, Director Consejo Directivo Escuela Judicial
Master Ileana Guillén Rodriguez, Directora Escuela Judicial

Madster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestion Humana

Master Melissa Benavides Viquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia
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					DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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Estimados Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 07:15 p.m.
Para: Lizbeth Barrantes Arroyo <lbarrantes@conapdis.go.cr>
CC: Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; William Molinari Vilchez <wmolinari@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Rivera Ballestero <lrivera@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; asanchez@conapdis.go.cr; Francisco Azofeifa Murillo <fazofeifa@conapdis.go.cr>
Asunto: Solicitud de colaboración a CONAPDIS para cursos de Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad



 



San José, 8 de julio de 2019.



 



Señora



Dra. Lizbeth Barrantes Arroyo



Directora Ejecutiva



Consejo Nacional de Discapacidad



 



Estimada doña Lizbeth:



          



Reciba un atento saludo. Es un honor dirigirme a usted para comunicarle que la Comisión de Acceso a la Justicia, presidida por el Magistrado Dr. Jorge Olaso Álvarez y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial, coordinamos con la Dirección de Gestión Humana el desarrollo de un curso virtual sobre la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, dirigido a toda la población judicial; y con la Escuela Judicial un curso sobre esa misma temática. 



          El Subproceso  de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana nos informa que el curso virtual se encuentra en su última etapa de desarrollo y que lo requerido es la revisión de la versión final. No obstante, agregan, la persona experta que venía colaborando con el desarrollo y dando los vistos buenos del curso, señora Mariana Villarreal, finalizó su contrato con esta organización por lo que han tratado de coordinar con ella para su seguimiento pero su respuesta es un poco tardía debido a que está enfocada en otros proyectos.



Con ocasión de lo anterior, consulto sobre la posibilidad de que la máster Andrea Sánchez, quien se ha integrado a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, pueda colaborarnos dando una revisión a la versión final. 



En caso de que su respuesta sea afirmativa, respetuosamente le consulto si se le puede dar alguna prioridad a esa labor, pues el compromiso institucional de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales mediante procesos de capacitación es urgente; así como a las personas curadoras procesales sobre los procesos de salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero. Lo que se requeriría sería la revisión final del curso virtual y emisión de visto bueno o bien, sugerencias de los ajustes que estimen necesarios y en ese caso, si existe la posibilidad de apoyarnos con esa parte final de la capacitación para que pueda ejecutarse lo antes posible.



De igual forma, solicitamos su autorización para que la señora Andrea Sánchez nos colabore con la revisión del curso que sobre ese mismo tema se está trabajando con la Dirección de la Escuela Judicial; con el objetivo de poder concluir ese proceso de capacitación, cumpliendo así las obligaciones que establece la citada normativa de manera exitosa, al ser CONAPDIS el ente rector y experto en la materia.



De contar con su anuencia, pondremos a disposición de doña Andrea o de la persona que usted indique, los accesos al curso virtual y gestionaremos ante la Escuela Judicial para que se le brinden los avances alcanzados en esa otra capacitación para concluirla lo antes sea posible conforme a los lineamientos del Consejo Directivo y la Dirección de la Escuela Judicial.



Aprovecho para reconocer todo el apoyo que el CONAPDIS siempre ha dado al Poder Judicial con la extraordinaria colaboración y excelencia del equipo de trabajo a su cargo.



De usted atentamente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



 



Copias:



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Comisión Acceso a la Justicia



Magistrado William Molinari Vílchez, Director Consejo Directivo Escuela Judicial



Máster Ileana Guillén Rodríguez, Directora Escuela Judicial



Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia



 





smime.p7m

[image: ]Estimados Señores y Señoras



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Remito para su conocimiento.-



 



Damaris Vargas Vásquez



 



De: Damaris Vargas Vásquez 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 07:15 p.m.
Para: Lizbeth Barrantes Arroyo <lbarrantes@conapdis.go.cr>
CC: Escuela Judicial Dirección <esc_judicial@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Arrieta Meléndez <rarrieta@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; William Molinari Vilchez <wmolinari@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Rivera Ballestero <lrivera@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Yasmin Marchena Espinoza <ymarchena@Poder-Judicial.go.cr>; asanchez@conapdis.go.cr; Francisco Azofeifa Murillo <fazofeifa@conapdis.go.cr>
Asunto: Solicitud de colaboración a CONAPDIS para cursos de Ley de Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad





 



San José, 8 de julio de 2019.



 



Señora



Dra. Lizbeth Barrantes Arroyo



Directora Ejecutiva



Consejo Nacional de Discapacidad



 



Estimada doña Lizbeth:



          



Reciba un atento saludo. Es un honor dirigirme a usted para comunicarle que la Comisión de Acceso a la Justicia, presidida por el Magistrado Dr. Jorge Olaso Álvarez y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad del Poder Judicial, coordinamos con la Dirección de Gestión Humana el desarrollo de un curso virtual sobre la Ley para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad, dirigido a toda la población judicial; y con la Escuela Judicial un curso sobre esa misma temática. 



          El Subproceso  de Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana nos informa que el curso virtual se encuentra en su última etapa de desarrollo y que lo requerido es la revisión de la versión final. No obstante, agregan, la persona experta que venía colaborando con el desarrollo y dando los vistos buenos del curso, señora Mariana Villarreal, finalizó su contrato con esta organización por lo que han tratado de coordinar con ella para su seguimiento pero su respuesta es un poco tardía debido a que está enfocada en otros proyectos.



Con ocasión de lo anterior, consulto sobre la posibilidad de que la máster Andrea Sánchez, quien se ha integrado a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, pueda colaborarnos dando una revisión a la versión final. 



En caso de que su respuesta sea afirmativa, respetuosamente le consulto si se le puede dar alguna prioridad a esa labor, pues el compromiso institucional de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales mediante procesos de capacitación es urgente; así como a las personas curadoras procesales sobre los procesos de salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la Promoción de la Autonomía Personal de las Personas con Discapacidad», en el artículo 34, inciso uno, párrafo tercero. Lo que se requeriría sería la revisión final del curso virtual y emisión de visto bueno o bien, sugerencias de los ajustes que estimen necesarios y en ese caso, si existe la posibilidad de apoyarnos con esa parte final de la capacitación para que pueda ejecutarse lo antes posible.



De igual forma, solicitamos su autorización para que la señora Andrea Sánchez nos colabore con la revisión del curso que sobre ese mismo tema se está trabajando con la Dirección de la Escuela Judicial; con el objetivo de poder concluir ese proceso de capacitación, cumpliendo así las obligaciones que establece la citada normativa de manera exitosa, al ser CONAPDIS el ente rector y experto en la materia.



De contar con su anuencia, pondremos a disposición de doña Andrea o de la persona que usted indique, los accesos al curso virtual y gestionaremos ante la Escuela Judicial para que se le brinden los avances alcanzados en esa otra capacitación para concluirla lo antes sea posible conforme a los lineamientos del Consejo Directivo y la Dirección de la Escuela Judicial.



Aprovecho para reconocer todo el apoyo que el CONAPDIS siempre ha dado al Poder Judicial con la extraordinaria colaboración y excelencia del equipo de trabajo a su cargo.



De usted atentamente,



 



 



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



Poder Judicial



 



Copias:



Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Comisión Acceso a la Justicia



Magistrado William Molinari Vílchez, Director Consejo Directivo Escuela Judicial



Máster Ileana Guillén Rodríguez, Directora Escuela Judicial



Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana



Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia
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San José, 8 de julio de 2019.

Senora
Dra. Lizbeth Barrantes Arroyo
Directora Ejecutiva

Consejo Nacional de Discapacidad

Estimada dona Lizbeth:

Reciba un atento saludo. Es un honor dirigirme a usted para
comunicarle que la Comision de Acceso a la Justicia, presidida por el
Magistrado Dr. Jorge Olaso Alvarez y la Subcomision de Acceso a la Justicia
de Personas con Discapacidad del Poder Judicial, coordinamos con la
Direccion de Gestion Humana el desarrollo de un curso virtual sobre la Ley
para la Promocion de la Autonomia Personal de las Personas con
Discapacidad, dirigido a toda la poblacion judicial; y con la Escuela Judicial
un curso sobre esa misma tematica.

El Subproceso de Gestion de la Capacitacion de la Direccion de
Gestion Humana nos informa que el curso virtual se encuentra en su ultima
etapa de desarrollo y que lo requerido es la revision de la version final. No
obstante, agregan, la persona experta que venia colaborando con el
desarrollo y dando los vistos buenos del curso, sefiora Mariana Villarreal,
finaliz6 su contrato con esta organizacion por lo que han tratado de
coordinar con ella para su seguimiento pero su respuesta es un poco tardia
debido a que esta enfocada en otros proyectos.

Con ocasion de lo anterior, consulto sobre la posibilidad de que la
master Andrea Sanchez, quien se ha integrado a las sesiones de la
Subcomision de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, pueda
colaborarnos dando una revision a la version final.

En caso de que su respuesta sea afirmativa, respetuosamente le
consulto si se le puede dar alguna prioridad a esa labor, pues el compromiso
institucional de fortalecer las competencias de las personas servidoras
judiciales mediante procesos de capacitacion es urgente; asi como a las
personas curadoras procesales sobre los procesos de
salvaguardia, estipulados como obligatorios en la Ley N° 3979 «Ley Para la
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Promocion de la Autonomia Personal de las Personas con Discapacidad», en
el articulo 34, inciso uno, parrafo tercero. Lo que se requeriria seria la
revision final del curso virtual y emision de visto bueno o bien, sugerencias
de los ajustes que estimen necesarios y en ese caso, si existe la posibilidad
de apoyarnos con esa parte final de la capacitacion para que pueda
ejecutarse lo antes posible.

De igual forma, solicitamos su autorizacion para que la senora Andrea
Sanchez nos colabore con la revision del curso que sobre ese mismo tema
se esta trabajando con la Direccion de la Escuela Judicial; con el objetivo de
poder concluir ese proceso de capacitacion, cumpliendo asi las obligaciones
que establece la citada normativa de manera exitosa, al ser CONAPDIS el
ente rector y experto en la materia.

De contar con su anuencia, pondremos a disposicion de donna Andrea
o de la persona que usted indique, los accesos al curso virtual y
gestionaremos ante la Escuela Judicial para que se le brinden los avances
alcanzados en esa otra capacitacion para concluirla lo antes sea posible
conforme a los lineamientos del Consejo Directivo y la Direccion de la
Escuela Judicial.

Aprovecho para reconocer todo el apoyo que el CONAPDIS siempre ha
dado al Poder Judicial con la extraordinaria colaboracion y excelencia del
equipo de trabajo a su cargo.

De usted atentamente,

DAMARIS VARGAS Firmado digitalmente por DAMARIS
VARGAS VASQUEZ (FIRMA)

VASQUEZ (FIRMA) Fecha: 2019.07.08 19:09:32 -06'00'
Damaris Vargas Vdasquez
Coordinadora Subcomision de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad

Poder Judicial

Copias:

Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Comisién Acceso a la Justicia

Magistrado William Molinari Vilchez, Director Consejo Directivo Escuela Judicial
Master Ileana Guillén Rodriguez, Directora Escuela Judicial

Madster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestion Humana

Master Melissa Benavides Viquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia
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Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les confiero audiencia del comunicado electrónico remitido por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el que hace de conocimiento el informe enviado por la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información antes del jueves 11 de julio a fin de poder responder a la OCRI dentro del plazo conferido.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



Saludos cordiales,



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



 



De: Alexis Mora Cambronero 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 01:41 p.m.
Para: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Lísber Johan Ferrán Avendaño <lferran@Poder-Judicial.go.cr>; Greivin Steven Mora Alvarado <gmoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Kenneth Muñoz Rojas <kmunozr@Poder-Judicial.go.cr>; Rosibel Alvarez Rodríguez <ralvarezr@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Ardón Acuña <lardon@Poder-Judicial.go.cr>; Gary Amador Badilla <gamadorb@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Montero Zuñiga <cmonteroz@Poder-Judicial.go.cr>; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Mora Rodríguez (Subsecretario General de la Corte) <cmoraro@Poder-Judicial.go.cr>; Daniela Reyes Jiménez <dreyes@Poder-Judicial.go.cr>; Ana María Rojas Giusti <arojasgi@Poder-Judicial.go.cr>; Jose Pablo Esquivel Segura <jesquivels@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ <oij_oderi@Poder-Judicial.go.cr>; Mariana Salas Góngora <msalasgo@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales <oatri-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Monge Cantero <lmongec@Poder-Judicial.go.cr>; Elias Carranza Maxera <ecarranzam@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Núñez Rodríguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; Paula Calderón Devandas <pcalderond@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Martin Hernandez Serrano <mhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Olrick Leonardo Pineda Blanco <opineda@Poder-Judicial.go.cr>; Alberto Mora Vega <amorave@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>; Walter Jiménez Picado <wjimenezp@Poder-Judicial.go.cr>; Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Jazmín Orozco Arias <jorozco@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Sebiani Serrano <jsebiani@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael León Hernández <rleonh@Poder-Judicial.go.cr>; Roy Díaz Chavarría <rdiaz@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Luis Garcia Aparicio <cgarcia@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guzmán Gutiérrez <lguzman@Poder-Judicial.go.cr>; Indira Alfaro Castillo <ialfaro@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Bonilla Rodríguez <pbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Andres Mendez Bonilla <amendez@Poder-Judicial.go.cr>; Didier Montealegre Bejarano <dmontealegre@Poder-Judicial.go.cr>; Siria Carmona Castro <scarmona@Poder-Judicial.go.cr>; Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr>; Ellen Villegas Hernández <evillegas@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alcioni Vasquez Retana <avasquez@Poder-Judicial.go.cr>; Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>; Emma López Ramírez (Jefa Proceso de Tesorería) <elopez@Poder-Judicial.go.cr>; Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Mariano Rodriguez Flores <mrodriguezf@Poder-Judicial.go.cr>; Lilliana Saborío Saborío <lsaborios@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción



 



 



 







República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



8 de julio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales  



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado de la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “ Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “ Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información el viernes 12 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,



 





smime.p7m

Señoras y Señores



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



Reciban un atento saludo. A la vez, les confiero audiencia del comunicado electrónico remitido por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en el que hace de conocimiento el informe enviado por la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información antes del jueves 11 de julio a fin de poder responder a la OCRI dentro del plazo conferido.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



Saludos cordiales,



Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad



 



 



 



De: Alexis Mora Cambronero 
Enviado el: lunes, 08 de julio de 2019 01:41 p.m.
Para: Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Lísber Johan Ferrán Avendaño <lferran@Poder-Judicial.go.cr>; Greivin Steven Mora Alvarado <gmoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Kenneth Muñoz Rojas <kmunozr@Poder-Judicial.go.cr>; Rosibel Alvarez Rodríguez <ralvarezr@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Ardón Acuña <lardon@Poder-Judicial.go.cr>; Gary Amador Badilla <gamadorb@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Montero Zuñiga <cmonteroz@Poder-Judicial.go.cr>; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Mora Rodríguez (Subsecretario General de la Corte) <cmoraro@Poder-Judicial.go.cr>; Daniela Reyes Jiménez <dreyes@Poder-Judicial.go.cr>; Ana María Rojas Giusti <arojasgi@Poder-Judicial.go.cr>; Jose Pablo Esquivel Segura <jesquivels@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ <oij_oderi@Poder-Judicial.go.cr>; Mariana Salas Góngora <msalasgo@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales <oatri-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Laura Monge Cantero <lmongec@Poder-Judicial.go.cr>; Elias Carranza Maxera <ecarranzam@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Núñez Rodríguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; Paula Calderón Devandas <pcalderond@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Zamora Acevedo <mzamoraa@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando Castrillo Vargas <ocastrillo@Poder-Judicial.go.cr>; Martin Hernandez Serrano <mhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Olrick Leonardo Pineda Blanco <opineda@Poder-Judicial.go.cr>; Alberto Mora Vega <amorave@Poder-Judicial.go.cr>; Melvin Obando Villalobos <mobando@Poder-Judicial.go.cr>; Walter Jiménez Picado <wjimenezp@Poder-Judicial.go.cr>; Cheryl Bolaños Madrigal <cbolanosm@Poder-Judicial.go.cr>; Jazmín Orozco Arias <jorozco@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves <acalderonc@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Sebiani Serrano <jsebiani@Poder-Judicial.go.cr>; Rafael León Hernández <rleonh@Poder-Judicial.go.cr>; Roy Díaz Chavarría <rdiaz@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Luis Garcia Aparicio <cgarcia@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guzmán Gutiérrez <lguzman@Poder-Judicial.go.cr>; Indira Alfaro Castillo <ialfaro@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Bonilla Rodríguez <pbonilla@Poder-Judicial.go.cr>; Karla Leiva Canales <kleivac@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Andres Mendez Bonilla <amendez@Poder-Judicial.go.cr>; Didier Montealegre Bejarano <dmontealegre@Poder-Judicial.go.cr>; Siria Carmona Castro <scarmona@Poder-Judicial.go.cr>; Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr>; Ellen Villegas Hernández <evillegas@Poder-Judicial.go.cr>; Vanessa Villalobos Montero <vvillalobos@Poder-Judicial.go.cr>; Alcioni Vasquez Retana <avasquez@Poder-Judicial.go.cr>; Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>; Emma López Ramírez (Jefa Proceso de Tesorería) <elopez@Poder-Judicial.go.cr>; Maricruz Chacón Cubillo <mchaconc@Poder-Judicial.go.cr>; Mariano Rodriguez Flores <mrodriguezf@Poder-Judicial.go.cr>; Lilliana Saborío Saborío <lsaborios@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Matriz- Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción
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República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales




8 de julio de 2019



Señoras (es)



Integrantes 



Red de Enlaces de Cooperación y Relaciones Internacionales  



Poder Judicial



Presente



 



Estimadas (os) señoras (es):



 



Reciban un cordial saludo.  Con instrucciones de la señora Karen Leiva Chavarría, Jefa de esta oficina, me es grato dirigirme a usted muy respetuosamente, en ocasión de hacer de su estimable conocimiento el comunicado de la Procuraduría General de la República, en relación a la solicitud del Mecanismo Técnico que examina el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado en la “ Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, ratificada por Costa Rica el 9 de enero de 2007, mediante Ley N° 8557.



 



En relación a lo anterior, mediante Decreto Ejecutivo N °33681 del  6 de marzo del 2207, se designó a la Procuraduría de la Ética Pública como Autoridad Central para canalizar la asistencia judicial recíproca y la cooperación técnica previstas en el marco de esta Convención.



 



En este contexto, mediante oficio AEP-1072-2019, remiten la resolución 6/1 titulada “ Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, como parte del proceso de examinación de nuestro país correspondiente al segundo periodo.



 



Por esta razón, se adjunta la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la  “Matriz Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, con la finalidad de ser cumplimentada por la instancia a su cargo, dentro de la esfera de sus competencias.



 



Por ello, se les solicita enviar la información el viernes 12 de julio de 2019, a la dirección: amorac@poder-judicial.go.cr , con copia al correo ocri@poder-judicial.go.cr.



 



Es importante indicarles que esta información recibida en el plazo indicado, será enviada a la Procuraduría General de la República a efecto de que pueda ser incorporada dentro del Informe de Réplica que debe presentar el Estado costarricense, ante el mecanismo técnico.



 



Agradecemos de antemano la valiosa atención que pueda brindar a la presente comunicación y cualquier consulta, puede localizar al Lic. Alexis Mora Cambronero en la OCRI.



 



Con las muestras de mi más alta consideración y estima,
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República de Costa Rica



Poder Judicial



Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales



08 de julio de 2009











Continuación del examen de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción











[bookmark: _GoBack]Se adjunta Matriz en relación al cumplimiento de la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, del 10 de diciembre de 2003, ratificada por Costa Rica el 29 de noviembre de 2006, mediante Ley 8557, con la finalidad de condensar en un mismo documento la lista de disposiciones de la convención que el Estado debe dar pleno cumplimiento (primera columna), la solitud del mecanismo técnico que examina el cumplimiento de sus contenidos por parte de  los Estados Parte (segunda columna), la guía de respuesta remitida por la Secretaría del Mecanismo examinador para cada uno de los ítems, con la que se pretende orientar sobre los contenidos que pueden resultar de utilidad para justificar el cumplimiento de la materia examinada ( tercera columna), y la columna para brindar información por la instancia judicial en la que pueden realizar aportes, comentarios y observaciones dentro de la esfera de sus competencias (cuarta casilla).











En caso de estimar que existen otras instancias judiciales vinculadas con el tema en específico, que puedan enriquecer el contenido del documento, favor hacer la indicación respectiva.



				



				



				



				







				Articulado de la Convención



				Solicitud del mecanismo técnico



				Guía de respuesta, remitida por la Secretaría del mecanismo examinador



				Información brindada por las instancias judiciales







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 1 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE



“Artículo 11 – Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público 



Artículo 11, párrafo 1 



1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial".



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del poder judicial; 



Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del poder judicial y el establecimiento de puntos focales o unidades dentro del poder judicial responsables de dictar recomendaciones a los jueces sobre el comportamiento ético y los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales (como los Principios Básicos sobre la Independencia del Poder Judicial y los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial); 



Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del poder judicial; 



Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del poder judicial, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 



Descripción de la norma para determinar un posible conflicto de intereses de un juez y los pasos requeridos para abordarlo; 



Procedimientos sobre las declaraciones patrimoniales de los jueces y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses, incluyendo aquellos relacionados con la asignación de casos; 



Descripción de cualquier medida encaminada a garantizar la transparencia en el proceso judicial, por ejemplo, permitiendo el acceso del público y los medios de comunicación a las audiencias del tribunal, facilitar el acceso a los fallos y concienciar a través de programas para compartir información y para establecer contacto con el público;  



Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos. 



Número de jueces especializados en el enjuiciamiento de autores de delitos de corrupción y otros delitos contra el deber de rectitud. 



Proporción de jueces especializados con respecto a la población general. 







				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



En concreto, se podrían incluir:



Casos en los que la violación de un código de conducta judicial llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 



Estadísticas sobre el número total de casos disciplinarios y ejemplos de sanciones disciplinarias o de procesamiento de jueces;  



Estadísticas sobre el número total de jueces y su carga de trabajo; 



Informes que identifiquen dilemas éticos, riesgos de corrupción, etc. para el poder judicial y medidas para eliminarlos/gestionarlos;  



Ejemplos en los que los miembros del poder judicial han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 



Estadísticas sobre el número de informes recibidos sobre la corrupción en el poder judicial, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ellos y sus resultados; 



Estadísticas sobre los sistemas de gestión de casos, incluyendo análisis de tendencias sobre el aumento de la eficiencia en la gestión de casos, particularmente en el contexto de cualquier reforma emprendida en estA área; 



Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del poder judicial con respecto al apego a los códigos judiciales o las normas de conducta;  



Información sobre el sistema de declaración patrimonial de los jueces y cómo se usa para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignar a un juez que tenga que ser recusado debido a un conflicto de intereses).







				







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 11 PÁRRAFO 2 DE LA CONVENCIÓN, EL CUAL DISPONE: 







“Artículo 11, párrafo 2 



2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del poder judicial pero goce de independencia análoga”. 







				



1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 8, y el artículo 11, párrafo 1 de la Convención en este informe de autoevaluación. Podría aportar información sobre:  



El marco constitucional y legal aplicable para garantizar la independencia e integridad del ministerio público; 



Los códigos de conducta y mecanismos disciplinarios aplicables a los miembros del ministerio público y la identificación de puntos focales o unidades dentro del ministerio público responsables de establecer normas sobre el comportamiento ético y de ofrecer asesoramiento a los fiscales sobre el comportamiento ético, los riesgos de la corrupción, etc. Al describir dichas medidas, podría señalar si fueron desarrolladas con referencia a las normas internacionales como las Directrices sobre la función de los fiscales y las Normas de responsabilidad profesional y declaración de los deberes y derechos fundamentales de los fiscales;



Descripción de cualquier medida encaminada a aumentar la transparencia y la rendición de cuentas en la selección, el reclutamiento, la capacitación, la gestión del desempeño y la remoción de los miembros del ministerio público; 



Descripción de los requisitos de capacitación introductoria y continua y contenido de dicha capacitación para los miembros del ministerio público, particularmente en términos de códigos conducta, integridad e independencia; 



Descripción de los procedimientos que rigen la asignación y distribución de casos en relación con el ministerio público; 



Procedimientos para proveer información sobre las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan para prevenir conflictos de intereses (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc.







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



En concreto, se podrían incluir:  



· Ejemplos en los que la violación de un código de conducta procesal llevó a la aplicación de medidas disciplinarias; 



· Casos en los que los miembros del ministerio público han sido sometidos a procesos penales como resultado de presuntos actos de corrupción; 



· Estadísticas sobre el número de informes sobre corrupción recibido en el ministerio público, incluyendo los mecanismos establecidos para facilitar dichos informes, el número de investigaciones derivadas de ello y sus resultados; 



· Estadísticas y estudios de caso que demuestren el impacto de los programas educativos y de capacitación para miembros del ministerio público con respecto al apego a los códigos procesales o las normas de conducta;  



Información sobre el sistema para las declaraciones patrimoniales de los fiscales y cómo se usan en los sistemas para prevenir conflictos de interés (particularmente con respecto al sistema de asignación de casos para evitar asignarlos a fiscales que tengan que ser recusados debido a un conflicto de intereses).



				







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 1, INCISO B), DE LA CONVENCIÓN 







“1. Cada Estado Parte:  



 b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



· su país garantiza tener la capacidad de cooperar con arreglo al artículo 14;  



· Si su país ha establecido una Dependencia de Inteligencia Financiera (FIU) y, de ser así, información relativa a  



-Qué otros órganos o agencias son responsables de combatir el blanqueo de dinero; 



-Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel nacional y, de ser así, con qué instituciones; 







	− Si la FIU tiene la capacidad de intercambiar información a nivel internacional;  







-Si la FIU de su país es miembro del Grupo de Egmont o de cualquier otra red de agencias para el intercambio de información y si ha firmado Memorandos de Entendimiento u otros acuerdos con otras FIU, entre otros, para fines de intercambio de información;  



-Podría añadir una lista de Memorandos de Entendimiento que su FIU tenga en vigor con otras FIU extranjeras. 



-Describa el funcionamiento del sistema, principalmente en términos de cooperación nacional e intercambio de información.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto a los artículos 38 y 48 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En concreto, se podría incluir:  



· Información sobre los mecanismos de coordinación nacional;  



· Información sobre los protocolos para el intercambio de información; 



· Información sobre la participación en redes regionales o internacionales para la prevención del blanqueo de dinero.  



Si procede, y si dispone de ella, proporcione información de casos de blanqueo de dinero relacionados con la corrupción iniciados por su Dependencia de Inteligencia Financiera, incluyendo datos sobre investigaciones, juicios, condenas, además de órdenes de embargo preventivo, incautación y decomiso.



				







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 14 PÁRRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN 











“Artículo 14 



5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Proporcione aquí cualquier información adicional que no haya aportado en su respuesta al artículo 14, párrafo 1, apartado b de la Convención. 



Podría incluir también detalles sobre cómo desarrolla y promueve su país la cooperación descrita en esta disposición, incluyendo información sobre la membresía, presidencia o cualquier otra participación en organizaciones o grupos internacionales, redes regionales, redes informales o foros temáticos relacionados con la prevención del blanqueo de dinero



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas disponibles, etc. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



-Memorandos de Entendimiento que sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera hayan establecido con sus homólogos internacionales a fin de combatir el blanqueo de dinero.  



-Información sobre otras iniciativas que promuevan la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera, como conferencias, capacitaciones, intercambios jurídicos, etc. 



-Si dispone de esa información, estadísticas que reflejen la frecuencia de las interacciones de sus autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera con sus homólogos internacionales con respecto a asuntos de blanqueo de dinero.



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 51 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 51. Disposición general 



 



La restitución de activos con arreglo al presente artículo es un principio fundamental de la presente Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este respecto.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención, incluidos los procedimientos jurídicos aplicados en su país para aceptar solicitudes de recuperación de activos y el plazo para darles cumplimiento, a la luz de los problemas que enfrentan los países en lo relativo al proceso de recuperación de activos habida cuenta de las diferencias en materia de ordenamientos jurídicos y de la complejidad de sus procedimientos. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· Información sobre las medidas emprendidas para asegurar que no se deposite dinero no declarado procedente del extranjero en bancos, instituciones financieras, etc.; 



· Información sobre cómo se asegura la cooperación en la distribución de la información acerca de este dinero no declarado y cómo se pueden superar los obstáculos que imponen las normas de secreto bancario, así como la forma en la que la información acerca de si el dinero no declarado procede o no de hechos delictivos (delitos tributarios incluidos) es compartida; 



Información sobre acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales firmados con objeto de incrementar la efectividad de la cooperación con respecto a activos no declarados.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Dichos ejemplos pueden incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que su país ha emprendido para cumplir esta provisión. 



En concreto, la información solicitada podría incluir medidas adoptadas por su gobierno para aceptar y procesar solicitudes con relación a la recuperación de activos, incluyendo las directrices respectivas, manuales y otras herramientas para los practicantes nacionales y extranjeros, así como estadísticas



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53 INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 53: Medidas para la recuperación directa de bienes  



 



 Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 



a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



 







				



Guía: En este apartado se podría incluir información sobre:  



Legislación que disponga la posición jurídica de otros Estados y que los faculte para entablar ante los tribunales de su país una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención;







Información sobre si los Estados parte son reconocidos automáticamente como personas jurídicas en su sistema jurídico, o sobre si existe un mecanismo para que puedan ser reconocidos; 



Si usted ha informado (y de ser así, de qué manera) a otros Estados parte de la posibilidad de entablar acciones civiles ante los tribunales de su país.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición







En concreto, podría incluir casos y evidencia estadística o de otro tipo que demuestre que no existen obstáculos jurídicos o de otro tipo para que otro Estado emprenda litigios civiles, incluyendo el que los Estados parte hayan usado sus tribunales en el pasado para iniciar acciones civiles para determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la Convención



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 53



Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  



 (b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos;”  







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría incluir legislación o jurisprudencia que faculte a otros Estados para comparecer ante los tribunales de su país y reclamar indemnizaciones o resarcimiento de otro tipo por daños y perjuicios. Además, podría incluir si ha informado, y de ser así, de qué manera, a otros Estados parte de que sus tribunales pueden ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por daños y perjuicios



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podría incluir casos, información estadística o de otro tipo que muestre que los Estados parte han comparecido ante los tribunales de su país para reclamar daños o recibir indemnizaciones por daños y perjuicios



				







				A. SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 53, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 53



Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:  



 c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.



Podría aportar legislación que disponga el reconocimiento de los derechos de los Estados parte como terceros en los procedimientos de decomiso







				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre otros Estados parte que presenten reclamaciones de titularidad en procedimientos de decomiso



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 54. Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de decomiso 



 



 1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



 (a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte; 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En concreto, se podría incluir información sobre:  



· Los procedimientos para dar efecto a una orden de decomiso expedida por otro Estado parte, incluyendo si existen restricciones con base en que dicha orden se derive de procesos basados en una condena o en que no exista condena;  



· Si 	este 	asunto 	es 	regulado 	por 	la 	legislación 	nacional 	o 	por 	tratados bilaterales/multilaterales. 



Si este asunto es regulado por legislación específica o por disposiciones generales relativas al cumplimiento de fallos extranjeros



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre el cumplimiento de órdenes de decomiso extranjeras, desglosadas por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas. 







				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 54



1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante otros procedimientos autorizados en su derecho interno;”  







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría especificar si tiene la posibilidad de usar los delitos por lavado de dinero en vez del delito determinante como base para el decomiso



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre incautaciones basadas en delitos extranjeros relacionados con el lavado de dinero o la corrupción, desglosada por 1) decomisos penales, 2) incautaciones no basadas en condenas e 3) incautaciones administrativas



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 1, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN. 











“Artículo 54 



1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su derecho interno: 



 c)Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados.”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría referirse a la base legislativa de su país para cualquier decomiso no basado en una condena; y para la provisión de asistencia judicial recíproca en casos de incautaciones no basadas en condenas. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos decomisados, o las incautaciones no basadas en condenas y la asistencia judicial recíproca prestada en casos no basados en condenas



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN. 







“Artículo 54 



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



 a)Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podría referirse a los procedimientos disponibles para reconocer las órdenes de embargo preventivo o incautación, el umbral de evidencia necesario y la duración disponible para esas medidas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre los montos embargados utilizando los procedimientos descritos en esta disposición



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 54



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría hacer referencia a la autoridad legislativa/regulatoria establecida y el umbral de evidencia requerido para expedir órdenes de embargo preventivo o de incautación basadas en una solicitud de otro Estado Parte



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 54, PARRAFO 2, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 54



2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 



 (c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría incluir información sobre legislación que permita a las autoridades competentes expedir órdenes de conservación sin una solicitud previa de asistencia judicial recíproca, simplemente basándose en un arresto o un cargo penal extranjero relativo a la propiedad adquirida (o que se sospeche que fue adquirida) por medio de delitos cometidos en el extranjero.  



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición



				







				



SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 1, INCISOS A) Y B) DE LA CONVENCIÓN



 



“Artículo 55, párrafo 1  



1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 



(a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 



(b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.”







				



1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				



Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



En este apartado se podría incluir información sobre: 



· El procedimiento para entregar la solicitud de decomiso extranjera a las autoridades competentes y pedir, con base en la información provista en la solicitud, una orden de decomiso nacional;  



· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos que se deben seguir al presentar una solicitud de decomiso;  



· Una descripción de cualquier diferencia en el procedimiento dependiendo de si la autoridad solicitante es penal, civil o administrativa. 



· El procedimiento para entregar una orden de decomiso extranjera a las autoridades y para darle efecto;  



· Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes de los procedimientos que se deben seguir al presentar una orden de decomiso extranjera; 



Información sobre si también se permite dicho reconocimiento con respecto a órdenes que involucren incautaciones no basadas en condenas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.



 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas que han derivado en órdenes de decomiso. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos. 







Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas por sus autoridades competentes para dar efecto a una orden de decomiso extranjera. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 55



2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Podría incluir información sobre los procedimientos disponibles para identificar, localizar, embargar o decomisar bienes en respuesta a una solicitud



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre las solicitudes recibidas y las acciones emprendidas para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito.  







				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 3, INCISOS A), B) Y C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55



3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 



(a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 



(b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de decomiso es definitiva; 



(c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas, así como, cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la solicitud.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



En este apartado se podría incluir: 



· Cualquier información adicional específica que su país exige que se incluya en la solicitud para poder ejecutarla;  



Las medidas adoptadas para informar a los Estados parte solicitantes los procedimientos a seguir



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Si los procedimientos para los Estados parte solicitantes han sido puestos a disposición del público, indique dónde se pueden encontrar esos recursos



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55



 4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente adoptada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc.







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 55, párrafo 1 apartados (a) y (b), y el artículo 55, párrafo 2 de la Convención en este informe de autoevaluación



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 6, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55  



6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· Si su país supedita la cooperación con fines de decomiso a la existencia de un tratado; 



· Una lista de tratados bilaterales y multilaterales con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito; 



Si su país puede utilizar la Convención como base legal para la cooperación



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 











				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



En concreto, se podrían incluir:  



· Casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya utilizado la Convención como base legal para la cooperación.  



Copias de los tratados bilaterales y multilaterales o, como alternativa, enlaces a los tratados, con base en los cuales su país puede prestar asistencia legal recíproca para la identificación, localización, el embargo o decomiso de bienes y/o instrumentos del delito



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55 



7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.







				Guía: En este apartado podría especificarse si el ordenamiento jurídico de su país reconoce fundamentos para denegar dicha cooperación, y las normas para denegarla. Si existen dichos fundamentos, podría incluir información sobre los procedimientos para hacer cualquier consulta al Estado parte requirente antes de denegar la cooperación, sobre si los bienes tienen un valor de minimis o sobre las maneras y los medios para respetar cualquier plazo máximo para la provisión de evidencia adicional.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo en la que su país haya denegado la cooperación o levantado medidas provisionales debido a la falta de evidencia o la demora en recibirla, o porque los bienes hayan tenido un valor de minimis



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 7, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 55 



8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Podría especificarse si se han establecido mecanismos formales que provean esta oportunidad al Estado requirente, incluyendo procedimientos para informar al Estado requirente de solicitudes para desestimar una orden, u otros recursos judiciales presentados en su país



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 26 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior.  



Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información pertinente que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos e información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se ha dado la oportunidad al Estado Parte requirente de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida antes de que fuera levantada



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 55, PARRAFO 9, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 55, párrafo 9 



9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: Podría referirse a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



Podría incluir, en particular, elementos más allá de lo que ya se insertó en el artículo 53, apartado (c) de la Convención, y legislación que disponga la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 31, párrafo 9 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.  



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren la protección de terceros de buena fe en el contexto de la cooperación internacional en los procedimientos de decomiso



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 56 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 56 Cooperación especial  



Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al presente capítulo de la Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. 



Podría incluirse, en particular, legislación que disponga la transmisión espontánea de información a otro Estado parte sobre el producto de los delitos tipificados con arreglo a la Convención. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 4 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes que involucren dicha transmisión espontánea de información



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 1, DE LA CONVENCIÓN



	 



“Artículo 57. Restitución y disposición de activos  



 



1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los artículos 31 o 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención y con su derecho interno.”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado se podría incluir legislación y jurisprudencia sobre la disposición de los activos confiscados, incluyendo su restitución a su legítimo propietario anterior



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos y el valor monetario total de los bienes decomisados por su país y de los que se haya dispuesto con arreglo a la Convención, incluyendo ejemplos y valores monetarios de los montos de los que se haya dispuesto



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 2, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57, párrafo 2 



2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta los derechos de terceros de buena fe;”







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 53, apartado (c) y el artículo 55, párrafo 9 de la Convención en este informe de autoevaluación. 



En concreto, se podría incluir información sobre:  



· La base legal que faculta a las autoridades competentes a restituir los activos decomisados a los Estados parte requirentes;  



La base legal que faculta a las autoridades competentes a tomar en cuenta los derechos de terceros en buena fe al hacerlo



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos, el valor monetario total de los bienes decomisados y los montos que hayan sido restituidos a solicitud de otro Estado parte tomando en cuenta los derechos de terceros en buena fe



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO A) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57 



3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido;”



				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir los productos decomisados de la malversación o peculado, la sustracción u otro tipo de desvío realizado por un funcionario público, para beneficio propio o de un tercero, a los Estados parte requirentes.  



La base legislativa, si existiera, que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, e información sobre si se renunció al requisito del fallo en firme (y en qué circunstancias), así como estadísticas. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados y restituidos



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO B) DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 57



De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



 b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados;” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa y/o jurisprudencia que posibilita la restitución del producto decomisado de cualquier delito con arreglo a la Convención (excepto la malversación) a los Estados parte requirentes; 



(a) cuando hayan acreditado razonablemente su propiedad anterior; o  



(b) cuando su país reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes; 



La base legislativa que posibilita la renuncia al requisito de un fallo en firme en el Estado parte requirente



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito distinto a la malversación que haya sido restituido al Estado parte requirente, incluyendo ejemplos de los mecanismos usados para la restitución. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total así como cualquier otro dato estadístico



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 3, INCISO C) DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57



3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 



c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la indemnización de las víctimas del delito.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado se podría incluir información sobre: 



· La base legislativa que faculta a las autoridades competentes a restituir a los Estados parte requirentes el producto decomisado de cualquier otro delito tipificado en la Convención, incluyendo los casos en los que el Estado requirente no pueda acreditar la propiedad anterior o los daños y perjuicios sufridos; 



· La base legislativa para restituir dicho producto del delito decomisado a sus propietarios anteriores legítimos; 



La base legislativa o la jurisprudencia que posibilite la indemnización de las víctimas del delito.



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc



				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse, en particular, casos de decomiso del producto de cualquier delito tipificado en la Convención que haya sido restituido al Estado parte requirente, a los legítimos propietarios anteriores, o que haya sido utilizado para indemnizar a las víctimas del delito. Dicha información podría incluir el tipo de activos y el valor monetario total de los activos decomisados, así como el valor monetario total de los activos restituidos y cualquier otro dato estadístico



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN







“Artículo 57



4) Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto en el presente artículo.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención



				Guía: En este apartado podría aportarse la base legislativa que dispone que los Estados parte deduzcan los gastos razonables que hayan efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales antes de la restitución o disposición de los bienes decomisados. Si su país no deduce los gastos razonables, aclare el fundamento de esta decisión



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, acuerdos para compartir activos, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. Podrían incluirse, en particular, casos en los que los gastos hayan sido deducidos o no. y el monto de dichos gastos.



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 57, PARRAFO 5, DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 57, párrafo 5 



5) Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención. 







				Guía: En este apartado podrían incluirse ejemplos de acuerdos, arreglos y otras medidas celebrados con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Esos ejemplos podrían incluir jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas y cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición.



Podrían incluirse, en particular, casos, información estadística o de otro tipo sobre casos recientes en los que se hayan aplicado esos acuerdos o arreglos. Se podrían incluir asimismo casos en los que su país haya compartido jurisdicción sobre los activos decomisados con otro Estado parte y haya permitido al otro Estado parte efectuar la restitución del activo



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 59 DE LA CONVENCIÓN











“Artículo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales  



 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con el presente capítulo de la Convención.” 







				1. Describa (cite y resuma) las medidas que ha adoptado su país, si procede (o que tiene previsto adoptar, al igual que el plazo correspondiente apropiado), a fin de garantizar el pleno cumplimiento de esta disposición de la Convención.



				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior. También podría hacer referencia al artículo 62, párrafo 4 de la Convención al describir las medidas adoptadas por su país. 



Podría incluirse el número y la letra de los acuerdos en vigor firmados por su país. 



Si su país ha considerado, pero no ha adoptado medidas para aplicar esta disposición, describa las medidas y el proceso en el cual fueron consideradas



				







				



				2. Proporcione ejemplos de la aplicación de esas medidas, incluidos casos judiciales o de otra índole conexos, estadísticas, etc. 







				Guía: Podría hacer referencia a cualquier información pertinente aportada con respecto al artículo 46, párrafo 30, y el artículo 48, párrafo 2 de la Convención en el informe de autoevaluación anterior, o el Artículo 62, párrafo 4 de la Convención. Algunos ejemplos podrían ser acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales encaminados a mejorar la eficacia de la cooperación internacional emprendida con arreglo a este capítulo, jurisprudencia, informes, estudios, estadísticas o cualquier otra información relevante que ilustre las medidas que ha adoptado su país para aplicar esta disposición. 



Podrían incluirse casos, información estadística o de otro tipo en los que se hayan aplicado dichos acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales



				







				SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE SI SE ESTIMA PERTINENTE CONTAR CON ALGUNA CLASE DE ASISTENCIA TÉCNICA PARA DAR CUMPLIMIENTO A LOS ARTÍCULOS ANTERIORMENTE REFERIDOS DE LA CONVENCIÓN, O SE HA PRESTADO ASISTENCIA TÉCNICA A OTRO ESTADO



				1. Indique las acciones que sean necesarias para garantizar o mejorar la aplicación del artículo objeto de examen y señale los problemas concretos que se le hayan presentado a ese respecto. 







				Guía: Las acciones requeridas podrían incluir la aprobación de una ley y el marco temporal que ello involucra. Los desafíos relacionados podrían incluir la coordinación entre agencias, detalles específicos del sistema legal, prioridades, capacidad limitada (p. ej. tecnológica, institucional, otra), recursos limitados para la aplicación (p. ej. humanos, financieros, otros), falta de políticas marco y limitaciones en conocimientos y aptitudes. Sea lo más específico posible al describir estos problemas



				







				



				2. ¿Necesita asistencia técnica para aplicar este artículo? En caso afirmativo, indique el tipo de asistencia que requeriría. Por ejemplo:



				Guía: Asistencia legislativa (p.ej. arreglos y acuerdos modelo, redacción legislativa y/o asesoría); Creación o fortalecimiento de instituciones (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, acuerdos y arreglos modelo, asistencia in situ de un experto relevante, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Formulación de políticas (p. ej. un resumen de buenas prácticas/lecciones aprendidas, sensibilización de los órganos de adopción de decisiones, asistencia in situ de un experto relevante); Fomento de la capacidad (p. ej. asistencia in situ de un experto relevante, fortalecimiento de las capacidades operativas y/o institucionales de las autoridades relevantes por medio de capacitación y aprendizaje en línea, así como el desarrollo de un plan de acción para la aplicación); Investigación/reunión y análisis de datos (p. ej. asesoría experta sobre los sistemas de recolección y almacenamiento de datos, asesoría estadísticas o estudios de muestra);



				







				







































Otros aspectos: sírvase especificar



				3. Facilitación de la cooperación internacional con otros países: describa el tipo de asistencia



				Guía: (…) p. ej. asistencia relacionada con casos, legislación modelo o tratados modelo



				







				



				4. ¿Se le está prestando ya alguna asistencia técnica? En caso afirmativo, describa en términos generales la naturaleza de la asistencia y proporcione información sobre los donantes. 







				Guía: Si está recibiendo o ha recibido dicha asistencia, proporcione detalles, incluyendo quién provee la asistencia, una descripción de los objetivos centrales, su duración, presupuesto, resultados e impacto. Incluya información sobre la asistencia técnica que se provee de la manera más genérica para capturar también proyectos que no encajen directamente en la categoría de la prevención de la corrupción, pero que aborden aspectos pertinentes para la aplicación de la Convención contra la Corrupción.  Indique también si la ampliación y/o expansión de esa asistencia ayudaría a que su país adoptara las medidas descritas en el artículo objeto de examen
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Prefacio

La corrupcién es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de
consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la democracia y el estado de
derecho, da pie a violaciones de los derechos humanos, distorsiona los merca-
dos, menoscaba la calidad de vida y permite el florecimiento de la delincuencia
organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana.

Este fendmeno maligno se da en todos los paises —grandes y pequefios,
ricos y pobres— pero sus efectos son especialmente devastadores en el mundo
en desarrollo. La corrupcién afecta infinitamente mds a los pobres porque desvia
los fondos destinados al desarrollo, socava la capacidad de los gobiernos de
ofrecer servicios bdsicos, alimenta la desigualdad y la injusticia y desalienta la
inversién y las ayudas extranjeras. La corrupcién es un factor clave del bajo
rendimiento y un obstdculo muy importante para el alivio de la pobreza y el
desarrollo.

Por consiguiente, mucho me complace que dispongamos ahora de un
nuevo instrumento para hacer frente a este flagelo a escala mundial. La aproba-
cién de la Convencién de las Naciones Unidas contra la Corrupcién dejard bien
claro que la comunidad internacional estd decidida a impedir la corrupcién y
a luchar contra ella. Advertird a los corruptos que no vamos a seguir tolerando
que se traicione la confianza de la opinién publica. Y reiterard la importancia
de valores fundamentales como la honestidad, el respeto del estado de derecho,
la obligacién de rendir cuentas y la transparencia para fomentar el desarrollo y
hacer que nuestro mundo sea un lugar mejor para todos.

La nueva Convencién es un logro destacado y se complementa con otro
instrumento histérico, la Convencién de las Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional, que entrd en vigor hace tan s6lo un mes. Se
trata de un instrumento equilibrado, sélido y pragmdtico que ofrece un nuevo
marco para la accién eficaz y la cooperacién internacional.

La Convencién introduce un conjunto cabal de normas, medidas y regla-
mentos que pueden aplicar todos los paises para reforzar sus regimenes juridicos
y reglamentarios destinados a la lucha contra la corrupcién. En ella se pide que
se adopten medidas preventivas y que se tipifiquen las formas de corrupcién mds
frecuentes tanto en el sector publico como en el privado. Ademds, se da un paso
decisivo al exigir a los Estados Miembros que devuelvan los bienes procedentes
de la corrupcién al pais de donde fueron robados.

Esas disposiciones —las primeras de este género— introducen un nuevo
principio fundamental, asi como un marco para ampliar la cooperacién entre los









Estados, a fin de evitar y descubrir la corrupcién y devolver los beneficios
obtenidos. En el futuro, los funcionarios corruptos tendrén menos opciones
para ocultar sus ganancias ilicitas. Esta cuestién es especialmente importante
para muchos paises en desarrollo, en que altos funcionarios corruptos saquearon
la riqueza nacional y los nuevos gobiernos necesitan recursos desesperadamente
para reconstruir y rehabilitar la sociedad.

Para las Naciones Unidas la Convencién es la culminacién de una labor
que se inicié6 hace muchos afios, cuando la palabra “corrupcién” apenas se
pronunciaba en los circulos oficiales. Fue necesario hacer esfuerzos sistemdticos
—primero de cardcter técnico y luego, gradualmente, politico— para llevar la
lucha contra la corrupcién a la agenda mundial. Tanto la Conferencia Interna-
cional sobre la Financiacién para el Desarrollo, celebrada en Monterrey, como
la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible, celebrada en Johannesburgo,
dieron a los gobiernos la oportunidad de expresar su determinacién de luchar
contra la corrupcién y de sensibilizar a muchas mds personas sobre los efectos
devastadores que la corrupcion tiene para el desarrollo.

La Convencién también es resultado de largas y dificiles negociaciones.
Habia que abordar muchas cuestiones complejas y numerosas inquietudes de
diversos circulos. Fue todo un reto elaborar, en menos de dos afios, un instrumen-
to que reflejara todas esas inquietudes. Todos los paises tuvieron que demostrar
flexibilidad y hacer concesiones. Pero podemos estar orgullosos del resultado.

Deseo felicitar a los miembros de la Mesa del Comité Especial encargado
de negociar una convencién contra la corrupcién por su intenso trabajo y su
liderazgo y rendir especial homenaje al extinto Presidente del Comité, el Emba-
jador Héctor Charry Samper de Colombia, por su inteligente direccién y su
dedicacién. Estoy seguro de que todos los presentes comparten mi pesar por el
hecho de que no se encuentre entre nosotros para celebrar este éxito.

La aprobacién de la Convencién serd un logro destacado, si bien tenemos
que dejar claro que no es mds que el principio. Debemos aprovechar el impulso
adquirido para lograr que la Convencién entre en vigor cuanto antes. Insto a los
Estados Miembros a participar en la Conferencia de Mérida (México) que se
celebrard en diciembre para la firma de la Convencién, y a ratificarla tan pronto
como sea posible.

Si este nuevo instrumento se aplica cabalmente, puede mejorar mucho la
calidad de vida de millones de personas en todo el mundo. Al eliminar uno de
los principales obstdculos para el desarrollo, puede ayudarnos a cumplir los
objetivos de desarrollo del Milenio. Tengan la seguridad de que la Secretaria de
las Naciones Unidas, y en particular la Oficina de las Naciones Unidas contra
la Droga y el Delito, hardn todo lo posible por apoyar a los Estados en sus
esfuerzos por eliminar el flagelo de la corrupcién de la faz de la Tierra. Es un
gran reto, pero creo que juntos podemos hacer mucho.

Kofi A. Annan

Secretario General
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Resolucion 58/4 de la Asamblea General,
de 31 de octubre de 2003

Convencion de las Naciones Unidas
contra la Corrupcion

La Asamblea General,

Recordando su resolucién 55/61, de 4 de diciembre de 2000, en la que
establecié un comité especial encargado de negociar un instrumento juridico
internacional eficaz contra la corrupcién y pidié al Secretario General que cons-
tituyera un grupo intergubernamental de expertos de composicion abierta a fin
de que examinara y preparara un proyecto de mandato para la negociacién de
ese instrumento, asf como su resolucién 55/188, de 20 de diciembre de 2000,
en la que invité al Grupo Intergubernamental de Expertos de composicién
abierta, que debia constituirse de conformidad con lo dispuesto en la resolucién
55/61, a que examinara la cuestién de los fondos transferidos ilicitamente y la
repatriacién de esos fondos a sus paises de origen,

Recordando también sus resoluciones 56/186, de 21 de diciembre de 2001,
y 57/244, de 20 de diciembre de 2002, relativas a la prevencién de las pricticas
corruptas y de la transferencia de fondos de origen ilicito, la lucha contra ellas
y la repatriacién de esos fondos a sus paises de origen,

Recordando ademds su resolucién 56/260, de 31 de enero de 2002, en la
que pidié al Comité Especial encargado de negociar una convencién contra la
corrupcién que concluyera su labor para fines de 2003,

Recordando su resolucién 57/169, de 18 de diciembre de 2002, en la que
acepté con reconocimiento el ofrecimiento del Gobierno de México de ser
anfitrién de una conferencia politica de alto nivel con objeto de firmar la
convencién y pidié al Secretario General que programara la conferencia por un
perfodo de tres dfas antes del fin de 2003,

Recordando también la resolucién 2001/13 del Consejo Econdémico y
Social, de 24 de julio de 2001, titulada “Fortalecimiento de la cooperacién
internacional para prevenir y combatir la transferencia de fondos de origen
ilicito derivados de actos de corrupcién, incluido el blanqueo de capitales, asi
como para repatriarlos”,









Expresando su reconocimiento al Gobierno de la Argentina por haber acogi-
do en Buenos Aires, del 4 al 7 de diciembre de 2001, la reunién preparatoria
oficiosa del Comité Especial encargado de negociar una convencién contra la
corrupcion,

Recordando el Consenso de Monterrey, aprobado por la Conferencia Inter-
nacional sobre la Financiacién para el Desarrollo, celebrada en Monterrey

(México) del 18 al 22 de marzo de 2002', en el que se subray6 que la lucha
contra la corrupcién a todos los niveles era una cuestién prioritaria,

Recordando también la Declaracién de Johannesburgo sobre el Desarrollo
Sostenible, aprobada por la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible,
celebrada en Johannesburgo (Suddfrica) del 26 de agosto al 4 de septiembre de
2002% en particular su pdrrafo 19, en el que se declaré que la corrupcién
representaba una amenaza para el desarrollo sostenible de la poblacién,

Preocupada por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la
corrupcién para la estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las ins-
tituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia y al comprometer
el desarrollo sostenible y el imperio de la ley,

1. Toma nota del informe del Comité Especial encargado de negociar
una convencién contra la corrupcién’, que realizé su labor en la sede de la
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en Viena, en el que
el Comité Especial presentd el texto del proyecto de convencién de las Naciones
Unidas contra la corrupcién a la Asamblea General para que ésta lo examinara
y adoptara las medidas pertinentes, y elogia al Comité Especial por su labor;

2. Aprueba la Convencién de las Naciones Unidas contra la Corrupcidn,
que figura como anexo de la presente resolucién, y la abre a la firma en la
Conferencia politica de alto nivel que se celebrard en Mérida (México) del 9 al
11 de diciembre de 2003, de conformidad con lo dispuesto en la resolucién

57/169;

3. Insta a todos los Estados y a las organizaciones regionales de integra-
cién econémica competentes a que firmen y ratifiquen lo antes posible la Con-
vencién de las Naciones Unidas contra la Corrupcién a fin de lograr su rdpida
entrada en vigor;

Unforme de la Conferencia Internacional sobre la Financiacién para el Desarrollo, Monterrey (México), 18
a 22 de marzo de 2002 (publicacién de las Naciones Unidas, nim. de venta: S.02.1.A.7), cap. I, reso-
lucién 1, anexo.

2nforme de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible, Johannesburgo (Suddfrica), 26 de agosto a
4 de septiembre de 2002 (publicacién de las Naciones Unidas, nim. de venta: S.03.IL.A.1 y correccién),
cap. I, resolucién 1, anexo.

3A/58/422 y Add.1.









4. Decide que, hasta que la Conferencia de los Estados Parte en la
Convencién establecida con arreglo a la Convencién de las Naciones Unidas
contra la Corrupcién determine otra cosa, la cuenta a que se hace referencia
en el articulo 62 de la Convencidén serd administrada en el marco del Fondo
de las Naciones Unidas para la Prevencién del Delito y la Justicia Penal y
alienta a los Estados Miembros a que empiecen a aportar contribuciones
voluntarias adecuadas a la mencionada cuenta a fin de prestar a los paises en
desarrollo y los paises con economfas en transicién la asistencia técnica que
puedan necesitar para prepararse con miras a la ratificacién y aplicacién de la
Convencidn;

5. Decide también que el Comité Especial encargado de negociar una
convencién contra la corrupcién termine los trabajos derivados de la negocia-
cién de la Convencién de las Naciones Unidas contra la Corrupcién celebrando
una reunién bastante antes del primer perfodo de sesiones de la Conferencia de
los Estados Parte en la Convencién a fin de preparar el proyecto de reglamento
de la Conferencia de los Estados Parte y las normas mencionadas en el
articulo 63 de la Convencidén, que se transmitirdn a la Conferencia de los
Estados Parte en su primer periodo de sesiones para que los examine;

6. Pide a la Conferencia de los Estados Parte en la Convencién que
aborde la penalizacién del soborno de funcionarios de organizaciones interna-
cionales publicas, incluidas las Naciones Unidas, y otros asuntos conexos, te-
niendo en cuenta la cuestion de los privilegios e inmunidades, asi como las de
la jurisdiccién y la funcién de las organizaciones internacionales, entre otros
medios, haciendo recomendaciones sobre medidas apropiadas a ese respecto;

7. Decide que, a fin de aumentar la sensibilizacién respecto de la corrup-
cidn, asi como del papel que puede desempenar la Convencién para combatirla
y prevenirla, se proclame el 9 de diciembre Dia Internacional contra la Corrup-
cién;

8.  Pide al Secretario General que designe la Oficina de las Naciones
Unidas contra la Droga y el Delito como secretaria de la Conferencia de los
Estados Parte en la Convencidn, bajo la direccién de ésta;

9. Pide también al Secretario General que proporcione a la Oficina de las
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito los recursos necesarios para que
pueda promover de forma eficaz la rdpida entrada en vigor de la Convencién
de las Naciones Unidas contra la Corrupcién, desempenar las funciones de
secretarfa de la Conferencia de los Estados Parte en la Convencién y apoyar al
Comité Especial en su labor, de conformidad con lo dispuesto en el pdrrafo 5
supras









10. Pide ademds al Secretario General que prepare un informe completo
sobre la Conferencia politica de alto nivel para la firma de la Convencién, que
se celebrard en Mérida (México), de conformidad con la resolucién 57/169,
para presentarlo a la Asamblea General en su quincuagésimo noveno periodo de
sesiones.









Anexo

Convencion de las Naciones Unidas
contra la Corrupcion

Preambulo

Los Estados Parte en la presente Convencidn,

Preocupados por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea
la corrupcién para la estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las
instituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia y al compro-
meter el desarrollo sostenible y el imperio de la ley,

Preocupados también por los vinculos entre la corrupcién y otras formas de
delincuencia, en particular la delincuencia organizada y la delincuencia econé-
mica, incluido el blanqueo de dinero,

Preocupados asimismo por los casos de corrupcion que entrafian vastas can-
tidades de activos, los cuales pueden constituir una proporcién importante de
los recursos de los Estados, y que amenazan la estabilidad politica y el desarrollo
sostenible de esos Estados,

Convencidos de que la corrupcién ha dejado de ser un problema local para
convertirse en un fenémeno transnacional que afecta a todas las sociedades y
economias, lo que hace esencial la cooperacién internacional para prevenirla y
luchar contra ella,

Convencidos también de que se requiere un enfoque amplio y multidiscipli-
nario para prevenir y combatir eficazmente la corrupcién,

Convencidos asimismo de que la disponibilidad de asistencia técnica puede
desempenar un papel importante para que los Estados estén en mejores condi-
ciones de poder prevenir y combatir eficazmente la corrupcidn, entre otras cosas
fortaleciendo sus capacidades y creando instituciones,

Convencidos de que el enriquecimiento personal ilicito puede ser particular-
mente nocivo para las instituciones democrdticas, las economifas nacionales y el
imperio de la ley,









Decididos a prevenir, detectar y disuadir con mayor eficacia las transferen-
cias internacionales de activos adquiridos ilicitamente y a fortalecer la coopera-
cién internacional para la recuperacién de activos,

Reconociendo los principios fundamentales del debido proceso en los pro-
cesos penales y en los procedimientos civiles o administrativos sobre derechos

de propiedad,

Teniendo presente que la prevencién y la erradicacion de la corrupcién son
responsabilidad de todos los Estados y que éstos deben cooperar entre si, con
el apoyo y la participacién de personas y grupos que no pertenecen al sector
publico, como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las
organizaciones de base comunitaria, para que sus esfuerzos en este dmbito sean
eficaces,

Teniendo presentes también los principios de debida gestién de los asuntos
y los bienes publicos, equidad, responsabilidad e igualdad ante la ley, asi como
la necesidad de salvaguardar la integridad y fomentar una cultura de rechazo de
la corrupcidn,

Encomiando la labor de la Comisién de Prevencién del Delito y Justicia
Penal y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en la
prevencién y la lucha contra la corrupcidn,

Recordando la labor realizada por otras organizaciones internacionales y
regionales en esta esfera, incluidas las actividades del Consejo de Cooperacién
Aduanera (también denominado Organizacién Mundial de Aduanas), el Con-
sejo de Europa, la Liga de los Estados Arabes, la Organizacién de Cooperacién
y Desarrollo Econémicos, la Organizacién de los Estados Americanos, la Unién
Africana y la Unién Europea,

Tomando nota con reconocimiento de los instrumentos multilaterales enca-
minados a prevenir y combatir la corrupcién, incluidos, entre otros la Conven-
cién Interamericana contra la Corrupcién, aprobada por la Organizacién de los
Estados Americanos el 29 de marzo de 1996', el Convenio relativo a la lucha
contra los actos de corrupcién en los que estén implicados funcionarios de las
Comunidades Europeas o de los Estados Miembros de la Unién Europea, apro-
bado por el Consejo de la Unién Europea el 26 de mayo de 19977, el Convenio
sobre la lucha contra el soborno de los funcionarios publicos extranjeros en las
transacciones comerciales internacionales, aprobado por la Organizacién de

'Véase E/1996/99.
*Diario Oficial de las Comunidades Europeas, C 195, 25 de junio de 1997.









Cooperacién y Desarrollo Econémicos el 21 de noviembre de 19977, el Con-
venio de derecho penal sobre la corrupcién, aprobado por el Comité de Minis-
tros del Consejo de Europa el 27 de enero de 19994, el Convenio de derecho
civil sobre la corrupcién, aprobado por el Comité de Ministros del Consejo de
Europa el 4 de noviembre de 1999° y la Convencién de la Unién Africana para
prevenir y combatir la corrupcién, aprobada por los Jefes de Estado y de Go-
bierno de la Unién Africana el 12 de julio de 2003,

Acogiendo con satisfaccion la entrada en vigor, el 29 de septiembre de 2003,
de la Convencién de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada
Transnacional®,

Han convenido en lo siguiente:

Capitulo |
Disposiciones generales

Articulo 1. Finalidad

La finalidad de la presente Convencién es:

a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir mds eficaz
y eficientemente la corrupcidn;

b) Promover, facilitar y apoyar la cooperacién internacional y la asisten-
cia técnica en la prevencién y la lucha contra la corrupcidn, incluida la recupe-
racién de activos;

¢) Promover la integridad, la obligacién de rendir cuentas y la debida
gestion de los asuntos y los bienes publicos.

Articulo 2. Definiciones

A los efectos de la presente Convencidn:

a) Por “funcionario publico” se entenderd: i) toda persona que ocupe un
cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un Estado Parte, ya sea
designado o elegido, permanente o temporal, remunerado u honorario, sea cual

Véase Corruption and Integrity Improvement Initiatives in Developing Countries (publicacién de las
Naciones Unidas, nim. de venta: E.98.111.B.18).

“Consejo de Europa, Serie de Tratados Europeos, N.© 173.
’Ibid., N.o 174.

®Resolucién de la Asamblea General 55/25, anexo 1.









sea la antigiiedad de esa persona en el cargo; ii) toda otra persona que desem-
pefe una funcién publica, incluso para un organismo publico o una empresa
publica, o que preste un servicio publico, segin se defina en el derecho interno
del Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento juridico
de ese Estado Parte; iii) toda otra persona definida como “funcionario publico”
en el derecho interno de un Estado Parte. No obstante, a los efectos de algunas
medidas especificas incluidas en el capitulo II de la presente Convencién, podrd
entenderse por “funcionario publico” toda persona que desempefie una funcién
publica o preste un servicio publico segiin se defina en el derecho interno del
Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento juridico de
ese Estado Parte;

b) Por “funcionario publico extranjero” se entenderd toda persona que
ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un pafs extran-
jero, ya sea designado o elegido; y toda persona que ejerza una funcién publica
para un pais extranjero, incluso para un organismo publico o una empresa

publica;

¢)  Por “funcionario de una organizacién internacional publica” se enten-
derd un empleado publico internacional o toda persona que tal organizacién
haya autorizado a actuar en su nombre;

d) Por “bienes” se entenderd los activos de cualquier tipo, corporales o
incorporales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles y los documentos o
instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre dichos
activos;

¢) Por “producto del delito” se entenderd los bienes de cualquier indole
derivados u obtenidos directa o indirectamente de la comisién de un delito;

/) Por “embargo preventivo” o “incautacién” se entenderd la prohibicién
temporal de transferir, convertir, enajenar o trasladar bienes, o de asumir la
custodia o el control temporales de bienes sobre la base de una orden de un
tribunal u otra autoridad competente;

g)  Por “decomiso” se entenderd la privacién con cardcter definitivo de
bienes por orden de un tribunal u otra autoridad competente;

h)  Por “delito determinante” se entenderd todo delito del que se derive
un producto que pueda pasar a constituir materia de un delito definido en el
articulo 23 de la presente Convencidn;

i) Por “entrega vigilada” se entenderd la técnica consistente en permitir
que remesas ilicitas o sospechosas salgan del territorio de uno o mds Estados, lo
atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la supervisién de sus
autoridades competentes, con el fin de investigar un delito e identificar a las
personas involucradas en su comisién.
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Articulo 3. Ambito de aplicacion

1. La presente Convencién se aplicard, de conformidad con sus disposi-
ciones, a la prevencidn, la investigacién y el enjuiciamiento de la corrupcién y
al embargo preventivo, la incautacién, el decomiso y la restitucién del producto
de delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién.

2. DPara la aplicacién de la presente Convencién, a menos que contenga
una disposicién en contrario, no serd necesario que los delitos enunciados en
ella produzcan dafio o perjuicio patrimonial al Estado.

Articulo 4. Proteccion de la soberania

1. Los Estados Parte cumplirdn sus obligaciones con arreglo a la presente
Convencién en consonancia con los principios de igualdad soberana e integri-
dad territorial de los Estados, asf como de no intervencién en los asuntos
internos de otros Estados.

2. Nada de lo dispuesto en la presente Convencidn facultard a un Estado
Parte para ejercer, en el territorio de otro Estado, jurisdiccién o funciones que
el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus autoridades.

Capitulo I
Medidas preventivas

Articulo 5. Politicas y practicas de prevencion de la corrupcion

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, formulard y aplicard o mantendrd en vigor poli-
ticas coordinadas y eficaces contra la corrupcién que promuevan la participa-
cién de la sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, la debida
gestién de los asuntos publicos y los bienes publicos, la integridad, la transpa-
rencia y la obligacién de rendir cuentas.

2. Cada Estado Parte procurard establecer y fomentar pricticas eficaces
encaminadas a prevenir la corrupcidn.

3. Cada Estado Parte procurard evaluar periédicamente los instrumentos
juridicos y las medidas administrativas pertinentes a fin de determinar si son
adecuados para combatir la corrupcidn.









4. Los Estados Parte, segtin proceda y de conformidad con los principios
fundamentales de su ordenamiento juridico, colaborardn entre si y con las or-
ganizaciones internacionales y regionales pertinentes en la promocién y formu-
lacién de las medidas mencionadas en el presente articulo. Esa colaboracién
podrd comprender la participacién en programas y proyectos internacionales
destinados a prevenir la corrupcidn.

Articulo 6. Organo u érganos de prevencién de la corrupcion

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, garantizard la existencia de un érgano u dérganos,
segin proceda, encargados de prevenir la corrupcién con medidas tales como:

a) La aplicacién de las politicas a que se hace alusién en el articulo 5 de
la presente Convencién y, cuando proceda, la supervisién y coordinacién de la
puesta en préctica de esas politicas;

4) El aumento y la difusién de los conocimientos en materia de preven-
cién de la corrupcién.

2. Cada Estado Parte otorgard al érgano o a los érganos mencionados en
el pdrrafo 1 del presente articulo la independencia necesaria, de conformidad
con los principios fundamentales de su ordenamiento juridico, para que puedan
desempefar sus funciones de manera eficaz y sin ninguna influencia indebida.
Deben proporciondrseles los recursos materiales y el personal especializado que
sean necesarios, asi como la capacitacién que dicho personal pueda requerir para
el desempefio de sus funciones.

3. Cada Estado Parte comunicard al Secretario General de las Naciones
Unidas el nombre y la direccién de la autoridad o las autoridades que puedan
ayudar a otros Estados Parte a formular y aplicar medidas concretas de preven-
cién de la corrupcidn.

Articulo 7. Sector publico

1. Cada Estado Parte, cuando sea apropiado y de conformidad con los
principios fundamentales de su ordenamiento juridico, procurard adoptar siste-
mas de convocatoria, contratacidn, retencién, promocién y jubilacién de em-
pleados publicos y, cuando proceda, de otros funcionarios publicos no elegidos,
o mantener y fortalecer dichos sistemas. Estos:
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a) Estardn basados en principios de eficiencia y transparencia y en crite-
rios objetivos como el mérito, la equidad y la aptitud;

b) Incluirdn procedimientos adecuados de seleccidon y formacion de los
titulares de cargos puiblicos que se consideren especialmente vulnerables a la co-
rrupcién, asi como, cuando proceda, la rotacién de esas personas a otros cargos;

¢) Fomentardn una remuneracién adecuada y escalas de sueldo equitati-
vas, teniendo en cuenta el nivel de desarrollo econédmico del Estado Parte;

d) Promoverdn programas de formacién y capacitacién que les permitan
cumplir los requisitos de desempefio correcto, honorable y debido de sus fun-
ciones y les proporcionen capacitacién especializada y apropiada para que sean
mds conscientes de los riesgos de corrupcién inherentes al desempefno de sus
funciones. Tales programas podrén hacer referencia a cédigos o normas de
conducta en las esferas pertinentes.

2. Cada Estado Parte considerard también la posibilidad de adoptar me-
didas legislativas y administrativas apropiadas, en consonancia con los objetivos
de la presente Convencién y de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, a fin de establecer criterios para la candidatura y eleccién
a cargos publicos.

3. Cada Estado Parte considerard asimismo la posibilidad de adoptar
medidas legislativas y administrativas apropiadas, en consonancia con los obje-
tivos de la presente Convencidn y de conformidad con los principios fundamen-
tales de su derecho interno, para aumentar la transparencia respecto de la finan-
ciacién de candidaturas a cargos publicos electivos y, cuando proceda, respecto
de la financiacién de los partidos politicos.

4. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, procurard adoptar sistemas destinados a promover la
transparencia y a prevenir conflictos de intereses, o a mantener y fortalecer
dichos sistemas.

Articulo 8. Coédigos de conducta para funcionarios publicos

1.  Con objeto de combatir la corrupcién, cada Estado Parte, de confor-
midad con los principios fundamentales de su ordenamiento juridico, promo-
verd, entre otras cosas, la integridad, la honestidad y la responsabilidad entre sus
funcionarios publicos.

2. En particular, cada Estado Parte procurard aplicar, en sus propios
ordenamientos institucionales y juridicos, cédigos o normas de conducta para
el correcto, honorable y debido cumplimiento de las funciones publicas.
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3. Con miras a aplicar las disposiciones del presente articulo, cada Esta-
do Parte, cuando proceda y de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, tomard nota de las iniciativas pertinentes de las
organizaciones regionales, interregionales y multilaterales, tales como el Cédigo
Internacional de Conducta para los titulares de cargos publicos, que figura en
el anexo de la resolucién 51/59 de la Asamblea General de 12 de diciembre de
1996.

4. Cada Estado Parte también considerard, de conformidad con los prin-
cipios fundamentales de su derecho interno, la posibilidad de establecer medidas
y sistemas para facilitar que los funcionarios puiblicos denuncien todo acto de
corrupcidn a las autoridades competentes cuando tengan conocimiento de ellos
en el ejercicio de sus funciones.

5. Cada Estado Parte procurard, cuando proceda y de conformidad con
los principios fundamentales de su derecho interno, establecer medidas y siste-
mas para exigir a los funcionarios publicos que hagan declaraciones a las auto-
ridades competentes en relacién, entre otras cosas, con sus actividades externas
y con empleos, inversiones, activos y regalos o beneficios importantes que pue-
dan dar lugar a un conflicto de intereses respecto de sus atribuciones como
funcionarios publicos.

6. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar, de conformi-
dad con los principios fundamentales de su derecho interno, medidas discipli-
narias o de otra indole contra todo funcionario pudblico que transgreda los
c6digos o normas establecidos de conformidad con el presente articulo.

Articulo 9. Contratacion publica y gestion de la hacienda publica

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, adoptard las medidas necesarias para establecer
sistemas apropiados de contratacién publica, basados en la transparencia, la
competencia y criterios objetivos de adopcién de decisiones, que sean eficaces,
entre otras cosas, para prevenir la corrupcién. Esos sistemas, en cuya aplicacién
se podrdn tener en cuenta valores minimos apropiados, deberdn abordar, entre
otras cosas:

a) La difusién publica de informacidn relativa a procedimientos de con-
tratacién publica y contratos, incluida informacién sobre licitaciones e informa-
cién pertinente u oportuna sobre la adjudicacién de contratos, a fin de que los
licitadores potenciales dispongan de tiempo suficiente para preparar y presentar
sus ofertas;
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b) La formulacién previa de las condiciones de participacién, incluidos
criterios de seleccién y adjudicacién y reglas de licitacién, asi como su publica-
cién;

¢) La aplicacién de criterios objetivos y predeterminados para la adop-
cién de decisiones sobre contratacién publica a fin de facilitar la ulterior veri-
ficacién de la aplicacién correcta de las reglas o procedimientos;

d)  Un mecanismo eficaz de examen interno, incluido un sistema eficaz
de apelacién, para garantizar recursos y soluciones legales en el caso de que no
se respeten las reglas o los procedimientos establecidos conforme al presente
pdrrafo;

¢) Cuando proceda, la adopcién de medidas para reglamentar las cues-
tiones relativas al personal encargado de la contratacién publica, en particular
declaraciones de interés respecto de determinadas contrataciones publicas, pro-
cedimientos de preseleccién y requisitos de capacitacidn.

2. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su ordenamiento juridico, adoptard medidas apropiadas para promover la
transparencia y la obligacién de rendir cuentas en la gestién de la hacienda
publica. Esas medidas abarcardn, entre otras cosas:

a) Procedimientos para la aprobacién del presupuesto nacional;
b) La presentacién oportuna de informacién sobre gastos e ingresos;

¢)  Un sistema de normas de contabilidad y auditorfa, asi como la super-
visién correspondiente;

d)  Sistemas eficaces y eficientes de gestién de riesgos y control interno;
y

¢) Cuando proceda, la adopcién de medidas correctivas en caso de in-
cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente pdrrafo.

3. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, adoptard las medidas que sean necesarias en los dmbitos
civil y administrativo para preservar la integridad de los libros y registros con-
tables, estados financieros u otros documentos relacionados con los gastos e
ingresos publicos y para prevenir la falsificacién de esos documentos.

Articulo 10. Informaciéon publica

Habida cuenta de la necesidad de combatir la corrupcién, cada Estado
Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno,
adoptard las medidas que sean necesarias para aumentar la transparencia en su
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administracién publica, incluso en lo relativo a su organizacién, funcionamiento
y procesos de adopcién de decisiones, cuando proceda. Esas medidas podrdn
incluir, entre otras cosas:

a) Lla instauracién de procedimientos o reglamentaciones que permitan
al puablico en general obtener, cuando proceda, informacién sobre la organiza-
cién, el funcionamiento y los procesos de adopcién de decisiones de su admi-
nistracién publica y, con el debido respeto a la proteccién de la intimidad y de
los datos personales, sobre las decisiones y actos juridicos que incumban al
publico;

b) La simplificacién de los procedimientos administrativos, cuando pro-
ceda, a fin de facilitar el acceso del publico a las autoridades encargadas de la
adopcién de decisiones; y

¢) La publicacién de informacién, lo que podrd incluir informes perié-
dicos sobre los riesgos de corrupcién en su administracién publica.

Articulo 11. Medidas relativas al poder judicial
y al ministerio publico

1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel
decisivo en la lucha contra la corrupcién, cada Estado Parte, de conformidad
con los principios fundamentales de su ordenamiento juridico y sin menoscabo
de la independencia del poder judicial, adoptard medidas para reforzar la inte-
gridad y evitar toda oportunidad de corrupcién entre los miembros del poder
judicial. Tales medidas podrdn incluir normas que regulen la conducta de los
miembros del poder judicial.

2. Podrin formularse y aplicarse en el ministerio publico medidas con
idéntico fin a las adoptadas conforme al pdrrafo 1 del presente articulo en los
Estados Parte en que esa institucién no forme parte del poder judicial pero goce
de independencia andloga.

Articulo 12. Sector privado

1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, adoptard medidas para prevenir la corrupcién y mejorar
las normas contables y de auditorfa en el sector privado, asi como, cuando
proceda, prever sanciones civiles, administrativas o penales eficaces, proporcio-
nadas y disuasivas en caso de incumplimiento de esas medidas.
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2. Las medidas que se adopten para alcanzar esos fines podrdn consistir,
entre otras cosas, en:

a) Promover la cooperacién entre los organismos encargados de hacer
cumplir la ley y las entidades privadas pertinentes;

b) Promover la formulacién de normas y procedimientos encaminados a
salvaguardar la integridad de las entidades privadas pertinentes, incluidos cédi-
gos de conducta para el correcto, honorable y debido ejercicio de las actividades
comerciales y de todas las profesiones pertinentes y para la prevencién de con-
flictos de intereses, asi como para la promocién del uso de buenas pricticas
comerciales entre las empresas y en las relaciones contractuales de las empresas
con el Estado;

¢) Promover la transparencia entre entidades privadas, incluidas, cuando
proceda, medidas relativas a la identidad de las personas juridicas y naturales
involucradas en el establecimiento y la gestién de empresas;

d) Prevenir la utilizacién indebida de los procedimientos que regulan a
las entidades privadas, incluidos los procedimientos relativos a la concesién de
subsidios y licencias por las autoridades publicas para actividades comerciales;

¢)  Prevenir los conflictos de intereses imponiendo restricciones apropia-
das, durante un periodo razonable, a las actividades profesionales de ex funcio-
narios publicos o a la contratacién de funcionarios publicos en el sector privado
tras su renuncia o jubilacién cuando esas actividades o esa contratacién estén
directamente relacionadas con las funciones desempefiadas o supervisadas por
esos funcionarios publicos durante su permanencia en el cargo;

f) Velar por que las empresas privadas, teniendo en cuenta su estructura
y tamano, dispongan de suficientes controles contables internos para ayudar a
prevenir y detectar los actos de corrupcidn, y por que las cuentas y los estados
financieros requeridos de esas empresas privadas estén sujetos a procedimientos
apropiados de auditorfa y certificacion.

3. A fin de prevenir la corrupcién, cada Estado Parte adoptard las me-
didas que sean necesarias, de conformidad con sus leyes y reglamentos internos
relativos al mantenimiento de libros y registros, la divulgacién de estados finan-
cieros y las normas de contabilidad y auditorfa, para prohibir los siguientes actos
realizados con el fin de cometer cualesquiera de los delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencidn:

a) El establecimiento de cuentas no registradas en libros;
b) Larealizacién de operaciones no registradas en libros o mal consignadas;
¢)  El registro de gastos inexistentes;

d) El asiento de gastos en los libros de contabilidad con indicacién in-
correcta de su objeto;
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¢) La utilizacién de documentos falsos; y

f)  La destruccién deliberada de documentos de contabilidad antes del
plazo previsto en la ley.

4. Cada Estado Parte denegard la deduccién tributaria respecto de gastos
que constituyan soborno, que es uno de los elementos constitutivos de los
delitos tipificados con arreglo a los articulos 15 y 16 de la presente Convencién
y, cuando proceda, respecto de otros gastos que hayan tenido por objeto pro-
mover un comportamiento corrupto.

Articulo 13. Participacion de la sociedad

1. Cada Estado Parte adoptard medidas adecuadas, dentro de los medios
de que disponga y de conformidad con los principios fundamentales de su
derecho interno, para fomentar la participacién activa de personas y grupos que
no pertenezcan al sector publico, como la sociedad civil, las organizaciones no
gubernamentales y las organizaciones con base en la comunidad, en la preven-
cién y la lucha contra la corrupcidn, y para sensibilizar a la opinién publica con
respecto a la existencia, las causas y la gravedad de la corrupcién, asi como a la
amenaza que ésta representa. Esa participacién deberfa reforzarse con medidas
como las siguientes:

a) Aumentar la transparencia y promover la contribucién de la ciudada-
nfa a los procesos de adopcién de decisiones;

b)  Garantizar el acceso eficaz del publico a la informacidn;

¢) Realizar actividades de informacién publica para fomentar la intran-
sigencia con la corrupcidn, asi como programas de educacién publica, incluidos
programas escolares y universitarios;

d) Respetar, promover y proteger la libertad de buscar, recibir, publicar
y difundir informacién relativa a la corrupcién. Esa libertad podrd estar sujeta
a ciertas restricciones, que deberdn estar expresamente fijadas por la ley y ser
necesarias para:

i) Garantizar el respeto de los derechos o la reputacién de terceros;

ii)  Salvaguardar la seguridad nacional, el orden publico, o la salud
o la moral publicas.

2. Cada Estado Parte adoptard medidas apropiadas para garantizar que el
publico tenga conocimiento de los érganos pertinentes de lucha contra la co-
rrupcién mencionados en la presente Convencién y facilitard el acceso a dichos
érganos, cuando proceda, para la denuncia, incluso anénima, de cualesquiera
incidentes que puedan considerarse constitutivos de un delito tipificado con
arreglo a la presente Convencidn.
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Articulo 14. Medidas para prevenir el blanqueo de dinero

1. Cada Estado Parte:

a) Establecerd un amplio régimen interno de reglamentacién y supervi-
sién de los bancos y las instituciones financieras no bancarias, incluidas las
personas naturales o juridicas que presten servicios oficiales u oficiosos de trans-
ferencia de dinero o valores y, cuando proceda, de otros érganos situados dentro
de su jurisdiccién que sean particularmente susceptibles de utilizacién para el
blanqueo de dinero, a fin de prevenir y detectar todas las formas de blanqueo
de dinero, y en dicho régimen se hard hincapié en los requisitos relativos a la
identificacién del cliente y, cuando proceda, del beneficiario final, al estableci-
miento de registros y a la denuncia de las transacciones sospechosas;

b)  Garantizard, sin perjuicio de la aplicacién del articulo 46 de la presen-
te Convencidn, que las autoridades de administracién, reglamentacién y cum-
plimiento de la ley y demds autoridades encargadas de combatir el blanqueo de
dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las
autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar informacién en
los dmbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones pres-
critas en el derecho interno y, a tal fin, considerard la posibilidad de establecer
una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de
recopilacién, andlisis y difusién de informacién sobre posibles actividades de
blanqueo de dinero.

2. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de aplicar medidas via-
bles para detectar y vigilar el movimiento transfronterizo de efectivo y de titulos
negociables pertinentes, con sujecién a salvaguardias que garanticen la debida
utilizacién de la informacién y sin restringir en modo alguno la circulacién de
capitales licitos. Esas medidas podrdn incluir la exigencia de que los particulares
y las entidades comerciales notifiquen las transferencias transfronterizas de can-
tidades elevadas de efectivo y de titulos negociables pertinentes.

3. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de aplicar medidas apro-
piadas y viables para exigir a las instituciones financieras, incluidas las que
remiten dinero, que:

a) Incluyan en los formularios de transferencia electrénica de fondos y
mensajes conexos informacién exacta y vélida sobre el remitente;

b) Mantengan esa informacién durante todo el ciclo de pagos; y

¢) Examinen de manera mds minuciosa las transferencias de fondos que
no contengan informacién completa sobre el remitente.

4. Al establecer un régimen interno de reglamentacién y supervision con
arreglo al presente articulo, y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro
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articulo de la presente Convencién, se insta a los Estados Parte a que utilicen
como guifa las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, inter-
regionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero.

5. Los Estados Parte se esforzardn por establecer y promover la coopera-
cién a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades
judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentacién financiera a fin de
combatir el blanqueo de dinero.

Capitulo Il
Penalizacion y aplicacion de la ley

Articulo 15.  Soborno de funcionarios publicos nacionales

Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesién a un funcionario publico,
en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio
provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario
actie o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales;

b) La solicitud o aceptacién por un funcionario publico, en forma direc-
ta o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o
en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actte o se
abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales.

Articulo 16. Soborno de funcionarios publicos extranjeros y de
funcionarios de organizaciones internacionales publicas

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole
que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencio-
nalmente, la promesa, el ofrecimiento o la concesién, en forma directa o indi-
recta, a un funcionario publico extranjero o a un funcionario de una organiza-
cién internacional publica, de un beneficio indebido que redunde en su propio
provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario
actde o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales para
obtener o mantener alguna transaccién comercial u otro beneficio indebido en
relacién con la realizacién de actividades comerciales internacionales.

2. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas
legislativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuan-
do se cometan intencionalmente, la solicitud o aceptacién por un funcionario
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publico extranjero o un funcionario de una organizacién internacional publica,
en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio
provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario
actde o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales.

Articulo 17. Malversacion o peculado, apropiacion indebida
u otras formas de desviacion de bienes
por un funcionario publico

Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente,
la malversacién o el peculado, la apropiacién indebida u otras formas de des-
viacién por un funcionario publico, en beneficio propio o de terceros u otras
entidades, de bienes, fondos o titulos publicos o privados o cualquier otra cosa
de valor que se hayan confiado al funcionario en virtud de su cargo.

Articulo 18. Trafico de influencias

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legis-
lativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando
se cometan intencionalmente:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesién a un funcionario publico
o a cualquier otra persona, en forma directa o indirecta, de un beneficio inde-
bido con el fin de que el funcionario publico o la persona abuse de su influencia
real o supuesta para obtener de una administracién o autoridad del Estado Parte
un beneficio indebido que redunde en provecho del instigador original del acto
o de cualquier otra persona;

b) La solicitud o aceptacién por un funcionario publico o cualquier otra
persona, en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en
su provecho o el de otra persona con el fin de que el funcionario publico o la
persona abuse de su influencia real o supuesta para obtener de una administra-
cién o autoridad del Estado Parte un beneficio indebido.

Articulo 19. Abuso de funciones

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legisla-
tivas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se
cometa intencionalmente, el abuso de funciones o del cargo, es decir, la reali-
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zacién u omisién de un acto, en violacién de la ley, por parte de un funcionario
publico en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener un beneficio
indebido para si mismo o para otra persona o entidad.

Articulo 20. Enriquecimiento ilicito

Con sujecién a su constitucién y a los principios fundamentales de su
ordenamiento juridico, cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar
las medidas legislativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como
delito, cuando se cometa intencionalmente, el enriquecimiento ilicito, es decir,
el incremento significativo del patrimonio de un funcionario publico respecto
de sus ingresos legitimos que no pueda ser razonablemente justificado por él.

Articulo 21. Soborno en el sector privado

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legis-
lativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando
se cometan intencionalmente en el curso de actividades econdmicas, financieras
o comerciales:

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesién, en forma directa o indi-
recta, a una persona que dirija una entidad del sector privado o cumpla cual-
quier funcién en ella, de un beneficio indebido que redunde en su propio
provecho o en el de otra persona, con el fin de que, faltando al deber inherente
a sus funciones, actde o se abstenga de actuar;

b) La solicitud o aceptacién, en forma directa o indirecta, por una per-
sona que dirija una entidad del sector privado o cumpla cualquier funcién en
ella, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de
otra persona, con el fin de que, faltando al deber inherente a sus funciones,
actde o se abstenga de actuar.

Articulo 22.  Malversacion o peculado de bienes en el sector privado

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legis-
lativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando
se cometan intencionalmente en el curso de actividades econdmicas, financieras
o comerciales, la malversacién o el peculado, por una persona que dirija una
entidad del sector privado o cumpla cualquier funcién en ella, de cualesquiera
bienes, fondos o titulos privados o de cualquier otra cosa de valor que se hayan
confiado a esa persona por razén de su cargo.
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Articulo 23. Blanqueo del producto del delito

1. Cada Estado Parte adoptard, de conformidad con los principios fun-
damentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) 1) La conversién o la transferencia de bienes, a sabiendas de que
esos bienes son producto del delito, con el propdsito de ocultar
o disimular el origen ilicito de los bienes o ayudar a cualquier
persona involucrada en la comisién del delito determinante a
eludir las consecuencias juridicas de sus actos;

i) La ocultacién o disimulacién de la verdadera naturaleza, el ori-
gen, la ubicacién, la disposicién, el movimiento o la propiedad
de bienes o del legitimo derecho a éstos, a sabiendas de que
dichos bienes son producto del delito;

b)  Con sujecién a los conceptos bdsicos de su ordenamiento juridico:

i) La adquisicidén, posesién o utilizacién de bienes, a sabiendas, en
el momento de su recepcién, de que son producto del delito;

ii) La participacién en la comisién de cualesquiera de los delitos
tipificados con arreglo al presente articulo, asi como la asocia-
cién y la confabulacién para cometerlos, la tentativa de cometer-
los y la ayuda, la incitacién, la facilitacién y el asesoramiento en
aras de su comisién.

2. DPara los fines de la aplicacién o puesta en prdctica del pdrrafo 1 del
presente articulo:

a) Cada Estado Parte velard por aplicar el pdrrafo 1 del presente articulo
a la gama mds amplia posible de delitos determinantes;

b) Cada Estado Parte incluird como delitos determinantes, como mini-
mo, una amplia gama de delitos tipificados con arreglo a la presente Conven-
cién;

¢) A los efectos del apartado &) supra, entre los delitos determinantes se
incluirdn los delitos cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdiccion del
Estado Parte interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la jurisdic-
cién de un Estado Parte constituirdn delito determinante siempre y cuando el
acto correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que
se haya cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno
del Estado Parte que aplique o ponga en prictica el presente articulo si el delito
se hubiese cometido allf;

d) Cada Estado Parte proporcionard al Secretario General de las Naciones
Unidas una copia de sus leyes destinadas a dar aplicacién al presente articulo y de
cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes o una descripcién de ésta;
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¢)  Siasi lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de
un Estado Parte, podrd disponerse que los delitos enunciados en el pdrrafo 1 del
presente articulo no se aplican a las personas que hayan cometido el delito
determinante.

Articulo 24. Encubrimiento

Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 23 de la presente Convencidn,
cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas legislativas
y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se co-
metan intencionalmente tras la comisién de cualesquiera de los delitos
tipificados con arreglo a la presente Convencién pero sin haber participado en
ellos, el encubrimiento o la retencién continua de bienes a sabiendas de que
dichos bienes son producto de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo
a la presente Convencidn.

Articulo 25.  Obstruccion de la justicia

Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a) El uso de fuerza fisica, amenazas o intimidacién, o la promesa, el
ofrecimiento o la concesién de un beneficio indebido para inducir a una per-
sona a prestar falso testimonio o a obstaculizar la prestacién de testimonio o la
aportacién de pruebas en procesos en relacién con la comisién de los delitos
tipificados con arreglo a la presente Convencién;

b) El uso de fuerza fisica, amenazas o intimidacién para obstaculizar el
cumplimiento de las funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los
servicios encargados de hacer cumplir la ley en relacién con la comisién de los
delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién. Nada de lo previsto en
el presente articulo menoscabard el derecho de los Estados Parte a disponer de
legislacién que proteja a otras categorias de funcionarios publicos.

Articulo 26. Responsabilidad de las personas juridicas

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, en con-
sonancia con sus principios juridicos, a fin de establecer la responsabilidad de
personas juridicas por su participacién en delitos tipificados con arreglo a la
presente Convencién.

22









2. Con sujecién a los principios juridicos del Estado Parte, la responsa-
bilidad de las personas juridicas podrd ser de indole penal, civil o administrativa.

3. Dicha responsabilidad existird sin perjuicio de la responsabilidad pe-
nal que incumba a las personas naturales que hayan cometido los delitos.

4.  Cada Estado Parte velard en particular por que se impongan sanciones
penales 0 no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones
monetarias, a las personas juridicas consideradas responsables con arreglo al
presente articulo.

Articulo 27. Participacion y tentativa

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas legislativas y de otra indole
que sean necesarias para tipificar como delito, de conformidad con su derecho
interno, cualquier forma de participacién, ya sea como cémplice, colaborador
o instigador, en un delito tipificado con arreglo a la presente Convencidn.

2. Cada Estado Parte podrd adoptar las medidas legislativas y de otra
indole que sean necesarias para tipificar como delito, de conformidad con su
derecho interno, toda tentativa de cometer un delito tipificado con arreglo a la
presente Convencidn.

3. Cada Estado Parte podrd adoptar las medidas legislativas y de otra
indole que sean necesarias para tipificar como delito, de conformidad con su
derecho interno, la preparacién con miras a cometer un delito tipificado con
arreglo a la presente Convencidn.

Articulo 28.  Conocimiento, intencion y proposito
como elementos de un delito

El conocimiento, la intencién o el propdsito que se requieren como ele-

mento de un delito tipificado con arreglo a la presente Convencién podrin
inferirse de circunstancias fécticas objetivas.

Articulo 29.  Prescripcion

Cada Estado Parte establecerd, cuando proceda, con arreglo a su derecho
interno, un plazo de prescripcién amplio para iniciar procesos por cualesquiera
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de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién y establecerd un
plazo mayor o interrumpird la prescripcién cuando el presunto delincuente haya
eludido la administracién de justicia.

Articulo 30. Proceso, fallo y sanciones

1. Cada Estado Parte penalizard la comisién de los delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencién con sanciones que tengan en cuenta la grave-
dad de esos delitos.

2. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias para es-
tablecer o mantener, de conformidad con su ordenamiento juridico y sus prin-
cipios constitucionales, un equilibrio apropiado entre cualesquiera inmunidades
o prerrogativas jurisdiccionales otorgadas a sus funcionarios publicos para el
cumplimiento de sus funciones y la posibilidad, de ser preciso, de proceder
efectivamente a la investigacidn, el enjuiciamiento y el fallo de los delitos tipifi-
cados con arreglo a la presente Convencidn.

3. Cada Estado Parte velard por que se ejerzan cualesquiera facultades
legales discrecionales de que disponga conforme a su derecho interno en relacién
con el enjuiciamiento de personas por los delitos tipificados con arreglo a la
presente Convencion a fin de dar méxima eficacia a las medidas adoptadas para
hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta
la necesidad de prevenirlos.

4. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencidn, cada Estado Parte adoptard medidas apropiadas, de conformidad
con su derecho interno y tomando debidamente en consideracién los derechos
de la defensa, con miras a procurar que, al imponer condiciones en relacién con
la decisién de conceder la libertad en espera de juicio o la apelacién, se tenga
presente la necesidad de garantizar la comparecencia del acusado en todo pro-
cedimiento penal ulterior.

5. Cada Estado Parte tendrd en cuenta la gravedad de los delitos perti-
nentes al considerar la eventualidad de conceder la libertad anticipada o la
libertad condicional a personas que hayan sido declaradas culpables de esos
delitos.

6. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de establecer, en la
medida en que ello sea concordante con los principios fundamentales de su
ordenamiento juridico, procedimientos en virtud de los cuales un funcionario
publico que sea acusado de un delito tipificado con arreglo a la presente
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Convencién pueda, cuando proceda, ser destituido, suspendido o reasignado
&

por la autoridad correspondiente, teniendo presente el respeto al principio de

presuncién de inocencia.

7. Cuando la gravedad de la falta lo justifique y en la medida en que ello
sea concordante con los principios fundamentales de su ordenamiento juridico,
cada Estado Parte considerard la posibilidad de establecer procedimientos para
inhabilitar, por mandamiento judicial u otro medio apropiado y por un periodo
determinado por su derecho interno, a las personas condenadas por delitos
tipificados con arreglo a la presente Convencién para:

a) Ejercer cargos publicos; y

b)  Ejercer cargos en una empresa de propiedad total o parcial del Estado.

8. El pdrrafo 1 del presente articulo no menoscabard el ejercicio de fa-
cultades disciplinarias por los organismos competentes contra empleados

publicos.

9. Nada de lo dispuesto en la presente Convencién afectard al principio
de que la descripcién de los delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios
juridicos de defensa aplicables o demds principios juridicos que regulan la lega-
lidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados Parte
y de que esos delitos habrdn de ser perseguidos y sancionados de conformidad
con ese derecho.

10. Los Estados Parte procurardn promover la reinsercion social de las
personas condenadas por delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencidn.

Articulo 31. Embargo preventivo, incautacion y decomiso

1. Cada Estado Parte adoptard, en el mayor grado en que lo permita su
ordenamiento juridico interno, las medidas que sean necesarias para autorizar el
decomiso:

a) Del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Conven-
cién o de bienes cuyo valor corresponda al de dicho producto;

b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a
utilizarse en la comisién de los delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencidn.

2. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias para per-
mitir la identificacién, la localizacién, el embargo preventivo o la incautacién de
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cualquier bien a que se haga referencia en el pdrrafo 1 del presente articulo con
miras a su eventual decomiso.

3. Cada Estado Parte adoptard, de conformidad con su derecho interno,
las medidas legislativas y de otra indole que sean necesarias para regular la
administracién, por parte de las autoridades competentes, de los bienes embar-
gados, incautados o decomisados comprendidos en los pdrrafos 1 y 2 del pre-
sente articulo.

4. Cuando ese producto del delito se haya transformado o convertido
parcial o totalmente en otros bienes, éstos serdn objeto de las medidas aplicables
a dicho producto a tenor del presente articulo.

5. Cuando ese producto del delito se haya mezclado con bienes adqui-
ridos de fuentes licitas, esos bienes serdn objeto de decomiso hasta el valor
estimado del producto entremezclado, sin menoscabo de cualquier otra facultad
de embargo preventivo o incautacidn.

6. Los ingresos u otros beneficios derivados de ese producto del delito,
de bienes en los que se haya transformado o convertido dicho producto o de
bienes con los que se haya entremezclado ese producto del delito también serdn
objeto de las medidas previstas en el presente articulo, de la misma manera y en
el mismo grado que el producto del delito.

7. A los efectos del presente articulo y del articulo 55 de la presente
Convencién, cada Estado Parte facultard a sus tribunales u otras autoridades
competentes para ordenar la presentacién o la incautacién de documentos
bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrdn negarse a
aplicar las disposiciones del presente pdrrafo ampardndose en el secreto ban-
cario.

8. Los Estados Parte podrdn considerar la posibilidad de exigir a un
delincuente que demuestre el origen licito del presunto producto del delito o de
otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea conforme con
los principios fundamentales de su derecho interno y con la indole del proceso
judicial u otros procesos.

9. Las disposiciones del presente articulo no se interpretardn en perjuicio
de los derechos de terceros de buena fe.

10. Nada de lo dispuesto en el presente articulo afectard al principio de
que las medidas en él previstas se definirdn y aplicardn de conformidad con el
derecho interno de los Estados Parte y con sujecién a éste.
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Articulo 32. Proteccidon de testigos, peritos y victimas

1. Cada Estado Parte adoptard medidas apropiadas, de conformidad con
su ordenamiento juridico interno y dentro de sus posibilidades, para proteger de
manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidacién a los testigos
y peritos que presten testimonio sobre delitos tipificados con arreglo a la pre-
sente Convencidn, asi como, cuando proceda, a sus familiares y demds personas
cercanas.

2. Las medidas previstas en el pdrrafo 1 del presente articulo podrdn
consistir, entre otras, sin perjuicio de los derechos del acusado e incluido el
derecho a las garantias procesales, en:

a) Establecer procedimientos para la proteccién fisica de esas personas,
incluida, en la medida de lo necesario y posible, su reubicacién, y permitir,
cuando proceda, la prohibicién total o parcial de revelar informacién sobre su
identidad y paradero;

b)  Establecer normas probatorias que permitan que los testigos y peritos
presten testimonio sin poner en peligro la seguridad de esas personas, por ejem-
plo, aceptando el testimonio mediante tecnologfas de comunicacién como la
videoconferencia u otros medios adecuados.

3. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de celebrar acuerdos o
arreglos con otros Estados para la reubicacién de las personas mencionadas en
el pdrrafo 1 del presente articulo.

4. Las disposiciones del presente articulo se aplicardn también a las vic-
timas en la medida en que sean testigos.

5. Cada Estado Parte permitird, con sujecién a su derecho interno, que
se presenten y consideren las opiniones y preocupaciones de las victimas en
etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin que ello
menoscabe los derechos de la defensa.

Articulo 33. Proteccion de los denunciantes

Cada Estado Parte considerard la posibilidad de incorporar en su ordena-
miento juridico interno medidas apropiadas para proporcionar proteccién con-
tra todo trato injustificado a las personas que denuncien ante las autoridades
competentes, de buena fe y con motivos razonables, cualesquiera hechos relacio-
nados con delitos tipificados con arreglo a la presente Convencidn.
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Articulo 34. Consecuencias de los actos de corrupcion

Con la debida consideracién de los derechos adquiridos de buena fe por
terceros, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales
de su derecho interno, adoptard medidas para eliminar las consecuencias de los
actos de corrupcion. En este contexto, los Estados Parte podrdn considerar la
corrupcién un factor pertinente en procedimientos juridicos encaminados a
anular o dejar sin efecto un contrato o a revocar una concesién u otro instru-
mento semejante, o adoptar cualquier otra medida correctiva.

Articulo 35. Indemnizacion por dahos y perjuicios

Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, de conformi-
dad con los principios de su derecho interno, para garantizar que las entidades
o personas perjudicadas como consecuencia de un acto de corrupcién tengan
derecho a iniciar una accién legal contra los responsables de esos dafios y per-
juicios a fin de obtener indemnizacién.

Articulo 36. Autoridades especializadas

Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su
ordenamiento juridico, se cerciorard de que dispone de uno o mds érganos o
personas especializadas en la lucha contra la corrupcién mediante la aplicacién
coercitiva de la ley. Ese 6rgano u érganos o esas personas gozardn de la inde-
pendencia necesaria, conforme a los principios fundamentales del ordenamiento
juridico del Estado Parte, para que puedan desempefar sus funciones con efi-
cacia y sin presiones indebidas. Deberd proporcionarse a esas personas o al
personal de ese érgano u érganos formacién adecuada y recursos suficientes para
el desempefio de sus funciones.

Articulo 37. Cooperacion con las autoridades encargadas
de hacer cumplir la ley

1. Cada Estado Parte adoptard medidas apropiadas para alentar a las
personas que participen o hayan participado en la comisién de delitos tipifi-
cados con arreglo a la presente Convencién a que proporcionen a las autorida-
des competentes informacién ttil con fines investigativos y probatorios y a que
les presten ayuda efectiva y concreta que pueda contribuir a privar a los delin-
cuentes del producto del delito, asi como a recuperar ese producto.
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2. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de prever, en casos apro-
piados, la mitigacién de la pena de toda persona acusada que preste cooperacién
sustancial en la investigacién o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencidn.

3. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de prever, de conformi-
dad con los principios fundamentales de su derecho interno, la concesién de
inmunidad judicial a toda persona que preste cooperacién sustancial en la in-
vestigacion o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencién.

4. La proteccién de esas personas serd, mutatis mutandis, la prevista en
el articulo 32 de la presente Convencién.

5. Cuando las personas mencionadas en el pdrrafo 1 del presente articulo
se encuentren en un Estado Parte y puedan prestar cooperacién sustancial a las
autoridades competentes de otro Estado Parte, los Estados Parte interesados
podrdn considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos, de conformi-
dad con su derecho interno, con respecto a la eventual concesién, por el otro
Estado Parte, del trato previsto en los pdrrafos 2 y 3 del presente articulo.

Articulo 38. Cooperacion entre organismos nacionales

Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, de conformi-
dad con su derecho interno, para alentar la cooperacién entre, por un lado, sus
organismos publicos, as{ como sus funcionarios publicos, y, por otro, sus orga-
nismos encargados de investigar y enjuiciar los delitos. Esa cooperacién podrd
incluir:

a) Informar a esos dltimos organismos, por iniciativa del Estado Parte,
cuando haya motivos razonables para sospechar que se ha cometido alguno de
los delitos tipificados con arreglo a los articulos 15, 21 y 23 de la presente
Convencién; o

b) Proporcionar a esos organismos toda la informacién necesaria, previa
solicitud.

Articulo 39. Cooperacion entre los organismos nacionales
y el sector privado

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, de con-
formidad con su derecho interno, para alentar la cooperacién entre los organis-
mos nacionales de investigacién y el ministerio publico, por un lado, y las
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entidades del sector privado, en particular las instituciones financieras, por otro,
en cuestiones relativas a la comisién de los delitos tipificados con arreglo a la
presente Convencién.

2. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de alentar a sus naciona-
les y demds personas que tengan residencia habitual en su territorio a denunciar
ante los organismos nacionales de investigacién y el ministerio publico la comi-
sién de todo delito tipificado con arreglo a la presente Convencién.

Articulo 40. Secreto bancario

Cada Estado Parte velard por que, en el caso de investigaciones penales
nacionales de delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién, existan
en su ordenamiento juridico interno mecanismos apropiados para salvar todo
obstdculo que pueda surgir como consecuencia de la aplicacién de la legislacién
relativa al secreto bancario.

Articulo 41. Antecedentes penales

Cada Estado Parte podrd adoptar las medidas legislativas o de otra indole
que sean necesarias para tener en cuenta, en las condiciones y para los fines que
estime apropiados, toda previa declaracién de culpabilidad de un presunto de-
lincuente en otro Estado a fin de utilizar esa informacién en actuaciones penales
relativas a delitos tipificados con arreglo a la presente Convencidn.

Articulo 42. Jurisdiccion

1. Cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias para es-
tablecer su jurisdiccién respecto de los delitos tipificados con arreglo a la pre-
sente Convencién cuando:

a) El delito se cometa en su territorio; o

b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellén o
de una acronave registrada conforme a sus leyes en el momento de la comisién.

2. Con sujecién a lo dispuesto en el articulo 4 de la presente Conven-
cién, un Estado Parte también podrd establecer su jurisdiccién para conocer de
tales delitos cuando:
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a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales;

b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona
apdtrida que tenga residencia habitual en su territorio; o

¢)  El delito sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del
apartado b) del pdrrafo 1 del articulo 23 de la presente Convencién y se cometa
fuera de su territorio con miras a la comisién, dentro de su territorio, de un
delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apartado 4) o al inciso i)
del apartado 6) del pdrrafo 1 del articulo 23 de la presente Convencién; o

d) El delito se cometa contra el Estado Parte.

3. A los efectos del articulo 44 de la presente Convencidn, cada Estado
Parte adoptard las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdiccién
respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién cuando
el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo
extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales.

4. Cada Estado Parte podrd también adoptar las medidas que sean nece-
sarias para establecer su jurisdiccién respecto de los delitos tipificados con arre-
glo a la presente Convencién cuando el presunto delincuente se encuentre en su
territorio y el Estado Parte no lo extradite.

5. Siun Estado Parte que ejerce su jurisdiccién con arreglo a los pdrrafos
1 6 2 del presente articulo ha recibido notificacién, o tomado conocimiento por
otro conducto, de que otros Estados Parte estdn realizando una investigacién,
un proceso o una actuacién judicial respecto de los mismos hechos, las autori-
dades competentes de esos Estados Parte se consultardn, segin proceda, a fin de
coordinar sus medidas.

6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la pre-
sente Convencién no excluird el ejercicio de las competencias penales estableci-
das por los Estados Parte de conformidad con su derecho interno.

Capitulo IV
Cooperaciéon internacional

Articulo 43. Cooperacion internacional

1. Los Estados Parte cooperardn en asuntos penales conforme a lo dis-
puesto en los articulos 44 a 50 de la presente Convencién. Cuando proceda y
esté en consonancia con su ordenamiento juridico interno, los Estados Parte
considerardn la posibilidad de prestarse asistencia en las investigaciones y
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procedimientos correspondientes a cuestiones civiles y administrativas relaciona-
das con la corrupcién.

2. En cuestiones de cooperacién internacional, cuando la doble incrimi-
nacién sea un requisito, éste se considerard cumplido si la conducta constitutiva
del delito respecto del cual se solicita asistencia es delito con arreglo a la legis-
lacién de ambos Estados Parte, independientemente de si las leyes del Estado
Parte requerido incluyen el delito en la misma categoria o lo denominan con la
misma terminologfa que el Estado Parte requirente.

Articulo 44. Extradicion

1. El presente articulo se aplicard a los delitos tipificados con arreglo a
la presente Convencién en el caso de que la persona que es objeto de la solicitud
de extradicidn se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre
y cuando el delito por el que se pide la extradicién sea punible con arreglo al
derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el pdrrafo 1 del presente articulo, los
Estados Parte cuya legislacién lo permita podrdn conceder la extradicién de una
persona por cualesquiera de los delitos comprendidos en la presente Convencién
que no sean punibles con arreglo a su propio derecho interno.

3. Cuando la solicitud de extradicién incluya varios delitos, de los cuales
al menos uno dé lugar a extradicién conforme a lo dispuesto en el presente
articulo y algunos no den lugar a extradicién debido al periodo de privacién de
libertad que conllevan pero guarden relacién con los delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencién, el Estado Parte requerido podrd aplicar el
presente articulo también respecto de esos delitos.

4. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente articulo se
considerard incluido entre los delitos que dan lugar a extradicién en todo tra-
tado de extradicién vigente entre los Estados Parte. Estos se comprometen a
incluir tales delitos como causa de extradicién en todo tratado de extradicién
que celebren entre si. Los Estados Parte cuya legislacién lo permita, en el caso
de que la presente Convencidn sirva de base para la extradicién, no considerardn
de cardcter politico ninguno de los delitos tipificados con arreglo a la presente
Convencién.

5. Si un Estado Parte que supedita la extradicién a la existencia de un
tratado recibe una solicitud de extradicién de otro Estado Parte con el que no
lo vincula ningtin tratado de extradicién, podrd considerar la presente
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Convencién como la base juridica de la extradicién respecto de los delitos a los
que se aplica el presente articulo.

6. Todo Estado Parte que supedite la extradicién a la existencia de un
tratado deberi:

a) En el momento de depositar su instrumento de ratificacién, acepta-
cién o aprobacién de la presente Convencién o de adhesion a ella, informar al
Secretario General de las Naciones Unidas de si considerard o no la presente
Convencién como la base juridica de la cooperacién en materia de extradicién
en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente Convencidn; y

b) Si no considera la presente Convencién como la base juridica de la
cooperacién en materia de extradicidn, procurar, cuando proceda, celebrar tra-
tados de extradicién con otros Estados Parte en la presente Convencidn a fin de
aplicar el presente articulo.

7. Los Estados Parte que no supediten la extradicién a la existencia de un
tratado reconocerdn los delitos a los que se aplica el presente articulo como
causa de extradiciédn entre ellos.

8. La extradicién estard sujeta a las condiciones previstas en el derecho
interno del Estado Parte requerido o en los tratados de extradicién aplicables,
incluidas, entre otras cosas, las relativas al requisito de una pena minima para
la extradicién y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede
denegar la extradicién.

9. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procura-
rdn agilizar los procedimientos de extradicién y simplificar los requisitos proba-
torios correspondientes con respecto a cualquiera de los delitos a los que se
aplica el presente articulo.

10. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de
extradicién, el Estado Parte requerido podrd, tras haberse cerciorado de que las
circunstancias lo justifican y tienen cardcter urgente, y a solicitud del Estado
Parte requirente, proceder a la detencién de la persona presente en su territorio
cuya extradicién se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la
comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradicién.

11. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente,
si no lo extradita respecto de un delito al que se aplica el presente articulo por el
solo hecho de ser uno de sus nacionales, estard obligado, previa solicitud del
Estado Parte que pide la extradicién, a someter el caso sin demora injustificada
a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades
adoptardn su decisién y llevardn a cabo sus actuaciones judiciales de la misma
manera en que lo harfan respecto de cualquier otro delito de cardcter grave con
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arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados
cooperardn entre si, en particular en lo que respecta a los aspectos procesales y
probatorios, con miras a garantizar la eficiencia de dichas actuaciones.

12. Cuando el derecho interno de un Estado Parte s6lo le permita extra-
ditar o entregar de algtin otro modo a uno de sus nacionales a condicién de que
esa persona sea devuelta a ese Estado Parte para cumplir la condena impuesta
como resultado del juicio o proceso por el que se solicité la extradicién o la
entrega y ese Estado Parte y el Estado Parte que solicita la extradicién acepten
esa opcidn, asi como toda otra condicién que estimen apropiada, tal extradicién
o entrega condicional serd suficiente para que quede cumplida la obligacién
enunciada en el pdrrafo 11 del presente articulo.

13. Si la extradicién solicitada con el propédsito de que se cumpla una
condena es denegada por el hecho de que la persona buscada es nacional del
Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de conformidad
con los requisitos de dicho derecho, considerard, previa solicitud del Estado
Parte requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto
pendiente de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte
requirente.

14. En todas las etapas de las actuaciones se garantizard un trato justo a
toda persona contra la que se haya iniciado una instruccién en relacién con
cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente articulo, incluido el goce
de todos los derechos y garantias previstos por el derecho interno del Estado
Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona.

15. Nada de lo dispuesto en la presente Convencién podrd interpretarse
como la imposicién de una obligacién de extraditar si el Estado Parte requerido
tiene motivos justificados para presumir que la solicitud se ha presentado con
el fin de perseguir o castigar a una persona en razén de su sexo, raza, religion,
nacionalidad, origen étnico u opiniones politicas o que su cumplimiento oca-
sionarfa perjuicios a la posicién de esa persona por cualquiera de estas razones.

16. Los Estados Parte no podrdn denegar una solicitud de extradicién
tnicamente porque se considere que el delito también entrafa cuestiones
tributarias.

17. Antes de denegar la extradicién, el Estado Parte requerido, cuando
proceda, consultard al Estado Parte requirente para darle amplia oportunidad de
presentar sus opiniones y de proporcionar informacién pertinente a su alegato.

18. Los Estados Parte procurardn celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y
multilaterales para llevar a cabo la extradicién o aumentar su eficacia.
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Articulo 45. Traslado de personas condenadas
a cumplir una pena

Los Estados Parte podrdn considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o
arreglos bilaterales o multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda
persona que haya sido condenada a pena de prisién u otra forma de privacién
de libertad por algtin delito tipificado con arreglo a la presente Convencién a
fin de que cumpla alli su condena.

Articulo 46. Asistencia judicial reciproca

1. Los Estados Parte se prestardn la mds amplia asistencia judicial reci-
proca respecto de investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados
con los delitos comprendidos en la presente Convencién.

2. Se prestard asistencia judicial reciproca en la mayor medida posible
conforme a las leyes, tratados, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte
requerido con respecto a investigaciones, procesos y actuaciones judiciales rela-
cionados con los delitos de los que una persona juridica pueda ser considerada
responsable de conformidad con el articulo 26 de la presente Convencién en el
Estado Parte requirente.

3. La asistencia judicial reciproca que se preste de conformidad con el
presente articulo podrd solicitarse para cualquiera de los fines siguientes:

a) Recibir testimonios o tomar declaracién a personas;

b) Presentar documentos judiciales;

¢)  Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos;
d) Examinar objetos y lugares;

¢)  Proporcionar informacién, elementos de prueba y evaluaciones de pe-
ritos;

/) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expe-
dientes pertinentes, incluida la documentacién publica, bancaria y financiera,
as{ como la documentacién social o comercial de sociedades mercantiles;

¢) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumen-
tos u otros elementos con fines probatorios;

h)  Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte
requirente;

1)  Prestar cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho
interno del Estado Parte requerido;
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j)  Identificar, embargar con cardcter preventivo y localizar el producto
del delito, de conformidad con las disposiciones del capitulo V de la presente
Convencidn;

k)  Recuperar activos de conformidad con las disposiciones del
capitulo V de la presente Convencidn.

4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de
un Estado Parte podrdn, sin que se les solicite previamente, transmitir informa-
cién relativa a cuestiones penales a una autoridad competente de otro Estado
Parte si creen que esa informacién podria ayudar a la autoridad a emprender o
concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podria dar lugar a una
peticién formulada por este dltimo Estado Parte con arreglo a la presente
Convencién.

5. La transmisién de informacién con arreglo al pdrrafo 4 del presente
articulo se hard sin perjuicio de las indagaciones y procesos penales que tengan
lugar en el Estado de las autoridades competentes que facilitan la informacidn.
Las autoridades competentes que reciben la informacién deberdn acceder a toda
solicitud de que se respete su cardcter confidencial, incluso temporalmente, o de
que se impongan restricciones a su utilizacién. Sin embargo, ello no obstard para
que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, informacién que sea
exculpatoria de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte receptor
notificard al Estado Parte transmisor antes de revelar dicha informacién y, si as
se le solicita, consultard al Estado Parte transmisor. Si, en un caso excepcional,
no es posible notificar con antelacién, el Estado Parte receptor informard sin
demora al Estado Parte transmisor de dicha revelacién.

6. Lo dispuesto en el presente articulo no afectard a las obligaciones
dimanantes de otros tratados bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que
rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial reciproca.

7.  Los pdrrafos 9 a 29 del presente articulo se aplicardn a las solicitudes
que se formulen con arreglo al presente articulo siempre que no medie entre los
Estados Parte interesados un tratado de asistencia judicial reciproca. Cuando
esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa indole se aplicardn las
disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados Parte
convengan en aplicar, en su lugar, los pdrrafos 9 a 29 del presente articulo. Se
insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen esos pdrrafos si faci-
litan la cooperacién.

8. Los Estados Parte no invocardn el secreto bancario para denegar la
asistencia judicial reciproca con arreglo al presente articulo.
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9. a) Al atender a una solicitud de asistencia con arreglo al presente
articulo, en ausencia de doble incriminacién, el Estado Parte requerido tendrd
en cuenta la finalidad de la presente Convencidn, enunciada en el articulo 1;

b) Los Estados Parte podrdn negarse a prestar asistencia con arreglo al
presente articulo invocando la ausencia de doble incriminacién. No obstante, el
Estado Parte requerido, cuando ello esté en consonancia con los conceptos
bdsicos de su ordenamiento juridico, prestard asistencia que no entrafie medidas
coercitivas. Esa asistencia se podrd negar cuando la solicitud entrafie asuntos de
minimis o cuestiones respecto de las cuales la cooperacidn o asistencia solicitada
esté prevista en virtud de otras disposiciones de la presente Convencién;

¢) En ausencia de doble incriminacién, cada Estado Parte podrd consi-
derar la posibilidad de adoptar las medidas necesarias que le permitan prestar
una asistencia mds amplia con arreglo al presente articulo.

10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en
el territorio de un Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte
para fines de identificacién, para prestar testimonio o para que ayude de alguna
otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o actua-
ciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente Convencién
podrd ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes:

a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento;

b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte estdn de acuer-
do, con sujecién a las condiciones que éstos consideren apropiadas.

11. A los efectos del pdrrafo 10 del presente articulo:

a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrd la competencia
y la obligacién de mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido
trasladada solicite o autorice otra cosa;

b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplird sin dilacién
su obligacién de devolverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido
trasladada, segin convengan de antemano o de otro modo las autoridades com-
petentes de ambos Estados Parte;

¢) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrd exigir al
Estado Parte del que ha sido trasladada que inicie procedimientos de extradicién
para su devolucién;

d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado
Parte al que ha sido trasladada se computard como parte de la pena que ha de
cumplir en el Estado del que ha sido trasladada.

12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una
persona de conformidad con los pdrrafos 10 y 11 del presente articulo esté de
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acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no podrd ser enjui-
ciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restriccién de su libertad
personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relacién con actos,
omisiones o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado del que ha
sido trasladada.

13. Cada Estado Parte designard a una autoridad central encargada de
recibir solicitudes de asistencia judicial reciproca y facultada para darles cumpli-
miento o para transmitirlas a las autoridades competentes para su ejecucidn.
Cuando alguna regién o algin territorio especial de un Estado Parte disponga
de un régimen distinto de asistencia judicial reciproca, el Estado Parte podrd
designar a otra autoridad central que desempefiard la misma funcién para dicha
regién o dicho territorio. Las autoridades centrales velardn por el rdpido y
adecuado cumplimiento o transmisién de las solicitudes recibidas. Cuando la
autoridad central transmita la solicitud a una autoridad competente para su
ejecucién, alentard la rdpida y adecuada ejecucién de la solicitud por parte de
dicha autoridad. Cada Estado Parte notificard al Secretario General de las
Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificacion,
aceptacion o aprobacién de la presente Convencién o de adhesién a ella, el
nombre de la autoridad central que haya sido designada a tal fin. Las solicitudes
de asistencia judicial reciproca y cualquier otra comunicacién pertinente serdn
transmitidas a las autoridades centrales designadas por los Estados Parte. La
presente disposicién no afectard al derecho de cualquiera de los Estados Parte
a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por via diplo-
mdtica y, en circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte convengan en
ello, por conducto de la Organizacién Internacional de Policia Criminal, de ser

posible.

14. Las solicitudes se presentardn por escrito o, cuando sea posible, por
cualquier medio capaz de registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para
el Estado Parte requerido, en condiciones que permitan a dicho Estado Parte
determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificard al Secretario General
de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratifi-
cacién, aceptacion o aprobacién de la presente Convencién o de adhesién a ella,
el idioma o idiomas que le son aceptables. En situaciones de urgencia, y cuando
los Estados Parte convengan en ello, las solicitudes podrdn hacerse oralmente,
debiendo ser confirmadas sin demora por escrito.

15. Toda solicitud de asistencia judicial reciproca contendrd lo siguiente:
a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud;

b) El objeto y la indole de las investigaciones, los procesos o las actua-
ciones judiciales a que se refiere la solicitud y el nombre y las funciones de la
autoridad encargada de efectuar dichas investigaciones, procesos o actuaciones;
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¢/ Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de soli-
citudes de presentacién de documentos judiciales;

d) Una descripcién de la asistencia solicitada y pormenores sobre cual-
quier procedimiento particular que el Estado Parte requirente desee que se
aplique;

¢)  De ser posible, la identidad, ubicacién y nacionalidad de toda persona
interesada; y

f)  Lafinalidad para la que se solicita la prueba, informacién o actuacion.

16. El Estado Parte requerido podrd pedir informacién adicional cuando
sea necesaria para dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con su de-
recho interno o para facilitar dicho cumplimiento.

17. Se dard cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno
del Estado Parte requerido y, en la medida en que ello no lo contravenga y sea
factible, de conformidad con los procedimientos especificados en la solicitud.

18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamenta-
les del derecho interno, cuando una persona se encuentre en el territorio de un
Estado Parte y tenga que prestar declaracién como testigo o perito ante auto-
ridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud del
otro, podrd permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no es
posible o conveniente que la persona en cuestién comparezca personalmente en
el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrdn convenir en
que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del Estado Parte requi-
rente y en que asista a ella una autoridad judicial del Estado Parte requerido.

19. El Estado Parte requirente no transmitird ni utilizard, sin previo con-
sentimiento del Estado Parte requerido, la informacién o las pruebas proporcio-
nadas por el Estado Parte requerido para investigaciones, procesos o actuaciones
judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada de lo dispuesto en el
presente pdrrafo impedird que el Estado Parte requirente revele, en sus actuacio-
nes, informacién o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada. En
este ultimo caso, el Estado Parte requirente notificard al Estado Parte requerido
antes de revelar la informacién o las pruebas y, si asi se le solicita, consultard
al Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con
antelacién, el Estado Parte requirente informard sin demora al Estado Parte
requerido de dicha revelacién.

20. El Estado Parte requirente podrd exigir que el Estado Parte requerido
mantenga reserva acerca de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la
medida necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado Parte requerido no puede
mantener esa reserva, lo hard saber de inmediato al Estado Parte requirente.
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21. La asistencia judicial reciproca podrd ser denegada:

a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en
el presente articulo;

b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de
lo solicitado podria menoscabar su soberania, su seguridad, su orden publico u
otros intereses fundamentales;

¢) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohiba a sus
autoridades actuar en la forma solicitada con respecto a un delito andlogo, si éste
hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en el
ejercicio de su propia competencia;

d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento juridico
del Estado Parte requerido en lo relativo a la asistencia judicial reciproca.

22. Los Estados Parte no podrdn denegar una solicitud de asistencia judi-
cial reciproca unicamente porque se considere que el delito también entrafa
cuestiones tributarias.

23. Toda denegacién de asistencia judicial reciproca deberd fundamentar-
se debidamente.

24. El Estado Parte requerido cumplird la solicitud de asistencia judicial
reciproca lo antes posible y tendrd plenamente en cuenta, en la medida de sus
posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte requirente y que estén
debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado Parte
requirente podrd pedir informacién razonable sobre el estado y la evolucién de
las gestiones realizadas por el Estado Parte requerido para satisfacer dicha peti-
cién. El Estado Parte requerido responderd a las solicitudes razonables que
formule el Estado Parte requirente respecto del estado y la evolucién del trdmite
de la solicitud. El Estado Parte requirente informard con prontitud al Estado
Parte requerido cuando ya no necesite la asistencia solicitada.

25. La asistencia judicial reciproca podrd ser diferida por el Estado Parte
requerido si perturba investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso.

26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al pdrrafo 21
del presente articulo o de diferir su cumplimiento con arreglo al pdrrafo 25 del
presente articulo, el Estado Parte requerido consultard al Estado Parte requirente
para considerar si es posible prestar la asistencia solicitada supeditindola a las
condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta la asis-
tencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado Parte deberd cumplir las con-
diciones impuestas.
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27. Sin perjuicio de la aplicacién del pdrrafo 12 del presente articulo, el
testigo, perito u otra persona que, a instancias del Estado Parte requirente,
consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en una investigacién,
proceso o actuacién judicial en el territorio del Estado Parte requirente no podrd
ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restriccién de
su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o declaraciones de
culpabilidad anteriores a la fecha en que abandoné el territorio del Estado Parte
requerido. Ese salvoconducto cesard cuando el testigo, perito u otra persona
haya tenido, durante quince dfas consecutivos o durante el periodo acordado
por los Estados Parte después de la fecha en que se le haya informado oficial-
mente de que las autoridades judiciales ya no requerfan su presencia, la opor-
tunidad de salir del pafs y no obstante permanezca voluntariamente en ese
territorio o regrese libremente a él después de haberlo abandonado.

28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud
serdn sufragados por el Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte
interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran a este fin gastos
cuantiosos o de cardcter extraordinario, los Estados Parte se consultardn para
determinar las condiciones en que se dard cumplimiento a la solicitud, asi como
la manera en que se sufragardn los gastos.

29. El Estado Parte requerido:

a) Facilitard al Estado Parte requirente una copia de los documentos
oficiales y otros documentos o datos que obren en su poder y a los que, con-
forme a su derecho interno, tenga acceso el publico en general;

b) Podrd, a su arbitrio y con sujecién a las condiciones que juzgue apro-
piadas, proporcionar al Estado Parte requirente una copia total o parcial de los
documentos oficiales o de otros documentos o datos que obren en su poder y
que, conforme a su derecho interno, no estén al alcance del publico en general.

30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerardn la posibilidad de
celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales que contribuyan a lograr
los fines del presente articulo y que lleven a la prictica o refuercen sus dispo-
siciones.

Articulo 47. Remision de actuaciones penales

Los Estados Parte considerardn la posibilidad de remitirse a actuaciones
penales para el enjuiciamiento por un delito tipificado con arreglo a la presente
Convencién cuando se estime que esa remision redundard en beneficio de la
debida administracién de justicia, en particular, en casos en que intervengan
varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso.
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Articulo 48. Cooperacion en materia de cumplimiento de la ley

1. Los Estados Parte colaborardn estrechamente, en consonancia con sus
respectivos ordenamientos juridicos y administrativos, con miras a aumentar la
eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley orientadas a combatir los
delitos comprendidos en la presente Convencién. En particular, los Estados
Parte adoptardn medidas eficaces para:

a) Mejorar los canales de comunicacién entre sus autoridades, organis-
mos y servicios competentes y, de ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar
el intercambio seguro y rdpido de informacién sobre todos los aspectos de los
delitos comprendidos en la presente Convencién, asi como, si los Estados Parte
interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades
delictivas;

b) Cooperar con otros Estados Parte en la realizacién de indagaciones
con respecto a delitos comprendidos en la presente Convencién acerca de:

1) La identidad, el paradero y las actividades de personas presunta-
mente implicadas en tales delitos o la ubicacién de otras perso-
nas interesadas;

ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de
la comisién de esos delitos;

iii)  El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados
o destinados a utilizarse en la comisién de esos delitos;

¢) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sus-
tancias que se requieran para fines de andlisis o investigacién;

d) Intercambiar, cuando proceda, informacién con otros Estados Parte
sobre los medios y métodos concretos empleados para la comisién de los delitos
comprendidos en la presente Convencién, entre ellos el uso de identidad falsa,
documentos falsificados, alterados o falsos u otros medios de encubrir activida-
des vinculadas a esos delitos;

¢)  Facilitar una coordinacién eficaz entre sus organismos, autoridades y
servicios competentes y promover el intercambio de personal y otros expertos,
incluida la designacién de oficiales de enlace con sujecién a acuerdos o arreglos
bilaterales entre los Estados Parte interesados;

f)  Intercambiar informacién y coordinar las medidas administrativas y
de otra indole adoptadas para la pronta deteccidon de los delitos comprendidos
en la presente Convencidn.

2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convencidn,
considerardn la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multi-
laterales en materia de cooperacién directa entre sus respectivos organismos en-
cargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o arreglos ya existan, de
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enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados Parte intere-
sados, los Estados Parte podrdn considerar que la presente Convencién constituye
la base para la cooperacién reciproca en materia de cumplimiento de la ley res-
pecto de los delitos comprendidos en la presente Convencién. Cuando proceda,
los Estados Parte aprovechardn plenamente los acuerdos y arreglos, incluidas las
organizaciones internacionales o regionales, a fin de aumentar la cooperacién
entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley.

3. Los Estados Parte se esforzardn por colaborar en la medida de sus
posibilidades para hacer frente a los delitos comprendidos en la presente
Convencién que se cometan mediante el recurso a la tecnologfa moderna.

Articulo 49. Investigaciones conjuntas

Los Estados Parte considerardn la posibilidad de celebrar acuerdos o arre-
glos bilaterales o multilaterales en virtud de los cuales, en relacién con cuestio-
nes que son objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en uno
o mds Estados, las autoridades competentes puedan establecer érganos mixtos de
investigacién. A falta de tales acuerdos o arreglos, las investigaciones conjuntas
podrdn llevarse a cabo mediante acuerdos concertados caso por caso. Los Esta-
dos Parte participantes velardn por que la soberanfa del Estado Parte en cuyo
territorio haya de efectuarse la investigacién sea plenamente respetada.

Articulo 50. Técnicas especiales de investigacion

1. A fin de combatir eficazmente la corrupcién, cada Estado Parte, en la
medida en que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento
juridico interno y conforme a las condiciones prescritas por su derecho interno,
adoptard las medidas que sean necesarias, dentro de sus posibilidades, para
prever el adecuado recurso, por sus autoridades competentes en su territorio, a
la entrega vigilada y, cuando lo considere apropiado, a otras técnicas especiales
de investigacién como la vigilancia electrénica o de otra indole y las operaciones
encubiertas, asi como para permitir la admisibilidad de las pruebas derivadas de
esas técnicas en sus tribunales.

2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente
Convencidn, se alienta a los Estados Parte a que celebren, cuando proceda,
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados para utilizar esas téc-
nicas especiales de investigacion en el contexto de la cooperacién en el plano
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internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertardn y ejecutardn respetando
plenamente el principio de la igualdad soberana de los Estados y al ponerlos en
préctica se cumplirdn estrictamente las condiciones en ellos contenidas.

3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el pdrrafo 2 del
presente articulo, toda decisién de recurrir a esas técnicas especiales de investi-
gacion en el plano internacional se adoptard sobre la base de cada caso particular
y podrd, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los
entendimientos relativos al ejercicio de jurisdiccién por los Estados Parte inte-
resados.

4.  Toda decisién de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacio-
nal podrd, con el consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la
aplicacién de métodos tales como interceptar los bienes o los fondos, autorizar-
los a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente.

Capitulo V
Recuperacion de activos

Articulo 51. Disposicion general

La restitucién de activos con arreglo al presente capitulo es un principio
fundamental de la presente Convencién y los Estados Parte se prestardn la mds
amplia cooperacién y asistencia entre si a este respecto.

Articulo 52. Prevencion y deteccion de transferencias
del producto del delito

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 14 de la presente Conven-
cién, cada Estado Parte adoptard las medidas que sean necesarias, de conformi-
dad con su derecho interno, para exigir a las instituciones financieras que fun-
cionan en su territorio que verifiquen la identidad de los clientes, adopten
medidas razonables para determinar la identidad de los beneficiarios finales de
los fondos depositados en cuentas de valor elevado, e intensifiquen su escrutinio
de toda cuenta solicitada o mantenida por o a nombre de personas que desem-
pefien o hayan desempefiado funciones publicas prominentes y de sus familiares
y estrechos colaboradores. Ese escrutinio intensificado deberd estructurarse razo-
nablemente de modo que permita descubrir transacciones sospechosas con ob-
jeto de informar al respecto a las autoridades competentes y no deberd ser
concebido de forma que desaliente o impida el curso normal del negocio de las
instituciones financieras con su legitima clientela.
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2. A fin de facilitar la aplicacién de las medidas previstas en el pdrrafo 1
del presente articulo, cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno
e inspirdndose en las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, inter-
regionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero, deberd:

a) Impartir directrices sobre el tipo de personas naturales o juridicas
cuyas cuentas las instituciones financieras que funcionan en su territorio debe-
rdn someter a un mayor escrutinio, los tipos de cuentas y transacciones a las que
deberdn prestar particular atencién y la manera apropiada de abrir cuentas y de
llevar registros o expedientes respecto de ellas; y

b) Notificar, cuando proceda, a las instituciones financieras que funcio-
nan en su territorio, a solicitud de otro Estado Parte o por propia iniciativa, la
identidad de determinadas personas naturales o juridicas cuyas cuentas esas
instituciones deberdn someter a un mayor escrutinio, ademds de las que las
instituciones financieras puedan identificar de otra forma.

3. En el contexto del apartado @) del pdrrafo 2 del presente articulo, cada
Estado Parte aplicard medidas para velar por que sus instituciones financieras
mantengan, durante un plazo conveniente, registros adecuados de las cuentas y
transacciones relacionadas con las personas mencionadas en el pdrrafo 1 del pre-
sente articulo, los cuales deberdn contener, como minimo, informacién relativa
a la identidad del cliente y, en la medida de lo posible, del beneficiario final.

4. Con objeto de prevenir y detectar las transferencias del producto de
delitos tipificados con arreglo a la presente Convencién, cada Estado Parte
aplicard medidas apropiadas y eficaces para impedir, con la ayuda de sus érganos
reguladores y de supervisién, el establecimiento de bancos que no tengan pre-
sencia real y que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a regulacién.
Ademds, los Estados Parte podrdn considerar la posibilidad de exigir a sus
instituciones financieras que se nieguen a entablar relaciones con esas institucio-
nes en calidad de bancos corresponsales, o a continuar las relaciones existentes,
y que se abstengan de establecer relaciones con instituciones financieras extran-
jeras que permitan utilizar sus cuentas a bancos que no tengan presencia real y
que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a regulacién.

5. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de establecer, de confor-
midad con su derecho interno, sistemas eficaces de divulgacién de informacién
financiera para los funcionarios publicos pertinentes y dispondrd sanciones ade-
cuadas para todo incumplimiento del deber de declarar. Cada Estado Parte
considerard asimismo la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias
para permitir que sus autoridades competentes compartan esa informacién con
las autoridades competentes de otros Estados Parte, si ello es necesario para
investigar, reclamar o recuperar el producto de delitos tipificados con arreglo a
la presente Convencidn.
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6. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de adoptar las medidas
que sean necesarias, con arreglo a su derecho interno, para exigir a los funcio-
narios publicos pertinentes que tengan algtin derecho o poder de firma o de otra
indole sobre alguna cuenta financiera en algin pafs extranjero que declaren su
relacién con esa cuenta a las autoridades competentes y que lleven el debido
registro de dicha cuenta. Esas medidas deberdn incluir sanciones adecuadas para
todo caso de incumplimiento.

Articulo 53. Medidas para la recuperacion directa de bienes

Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:

a) Adoptard las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros
Estados Parte para entablar ante sus tribunales una accién civil con objeto de
determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos mediante la comi-
sién de un delito tipificado con arreglo a la presente Convencidn;

b) Adoptard las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribu-
nales para ordenar a aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo
a la presente Convencién que indemnicen o resarzan por dafios y perjuicios a
otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos; y

¢) Adoptard las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribu-
nales o a sus autoridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con
respecto al decomiso, para reconocer el legitimo derecho de propiedad de otro
Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisién de un delito
tipificado con arreglo a la presente Convencidn.

Articulo 54. Mecanismos de recuperacion de bienes mediante
la cooperacion internacional para fines de decomiso

1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial reciproca con-
forme a lo dispuesto en el articulo 55 de la presente Convencién con respecto
a bienes adquiridos mediante la comisién de un delito tipificado con arreglo a
la presente Convencién o relacionados con ese delito, de conformidad con su
derecho interno:

a) Adoptard las medidas que sean necesarias para que sus autoridades
competentes puedan dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribu-
nal de otro Estado Parte;

b) Adoptard las medidas que sean necesarias para que sus autoridades
competentes, cuando tengan jurisdiccién, puedan ordenar el decomiso de esos
bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a un delito de blanqueo de
dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdiccién, o median-
te otros procedimientos autorizados en su derecho interno; y
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¢) Considerard la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias
para permitir el decomiso de esos bienes sin que medie una condena, en casos
en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga
0 ausencia, o en otros casos apropiados.

2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial reciproca soli-
citada con arreglo a lo dispuesto en el pdrrafo 2 del articulo 55 de la presente
Convencién, de conformidad con su derecho interno:

a) Adoptard las medidas que sean necesarias para que sus autoridades
competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautacién de bienes
en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o incautacién dictada
por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que
constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido consi-
dere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulterior-
mente los bienes serfan objeto de una orden de decomiso a efectos del
apartado 2) del pdrrafo 1 del presente articulo;

b) Adoptard las medidas que sean necesarias para que sus autoridades
competentes puedan efectuar el embargo preventivo o la incautacién de bienes
en cumplimiento de una solicitud que constituya un fundamento razonable para
que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para
adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serfan objeto de una orden
de decomiso a efectos del apartado a) del pdrrafo 1 del presente articulo; y

¢) Considerard la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus
autoridades competentes puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por
ejemplo, sobre la base de una orden extranjera de detencién o inculpacién penal
relacionada con la adquisicién de esos bienes.

Articulo 55. Cooperacion internacional para fines de decomiso

1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que
tenga jurisdiccién para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente
Convencién con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo
u otros instrumentos mencionados en el pdrrafo 1 del articulo 31 de la presente
Convencién que se encuentren en su territorio deberdn, en la mayor medida en
que lo permita su ordenamiento juridico interno:

a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una
orden de decomiso a la que, en caso de concederse, dardn cumplimiento; o

b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumpli-
miento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un tribunal
situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con lo dispues-
to en el pdrrafo 1 del articulo 31 y en el apartado ) del pdrrafo 1 del articulo 54
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de la presente Convencién en la medida en que guarde relacién con el producto
del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el
pdrrafo 1 del articulo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte
requerido.

2. A raiz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga ju-
risdiccién para conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Con-
vencién, el Estado Parte requerido adoptard medidas encaminadas a la identifica-
cién, la localizacién y el embargo preventivo o la incautacién del producto del
delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el pdrrafo 1 del
articulo 31 de la presente Convencién con miras a su eventual decomiso, que habrd
de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud pre-
sentada con arreglo al pdrrafo 1 del presente articulo, el Estado Parte requerido.

3. Las disposiciones del articulo 46 de la presente Convencién serdn
aplicables, mutatis mutandis, al presente articulo. Ademds de la informacién
indicada en el pdrrafo 15 del articulo 46, las solicitudes presentadas de confor-
midad con el presente articulo contendrdn lo siguiente:

a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado ) del pdrrafo 1 del
presente articulo, una descripcién de los bienes susceptibles de decomiso, asi
como, en la medida de lo posible, la ubicacién y, cuando proceda, el valor esti-
mado de los bienes y una exposicién de los hechos en que se basa la solicitud del
Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explicitas para que el Estado
Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno;

b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado &) del pérrafo 1
del presente articulo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso
expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una
exposicién de los hechos y la informacién que proceda sobre el grado de ejecu-
cién que se solicita dar a la orden, una declaracién en la que se indiquen las
medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificacién adecua-
da a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado
de que la orden de decomiso es definitiva;

¢) Cuando se trate de una solicitud relativa al pdrrafo 2 del presente
articulo, una exposicién de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente
y una descripcién de las medidas solicitadas, asi como, cuando se disponga de
ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa
la solicitud.

4.  El Estado Parte requerido adoptard las decisiones o medidas previstas
en los pdrrafos 1y 2 del presente articulo conforme y con sujecién a lo dispuesto
en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los acuerdos o
arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado
Parte requirente.
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5. Cada Estado Parte proporcionard al Secretario General de las Nacio-
nes Unidas una copia de sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicacién al
presente articulo y de cualquier enmienda ulterior que se haga de tales leyes y
reglamentos o una descripcién de ésta.

6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopcién de las medidas
mencionadas en los pdrrafos 1 y 2 del presente articulo a la existencia de un
tratado pertinente, ese Estado Parte considerard la presente Convencién como
la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.

7. La cooperacién prevista en el presente articulo también se podrd de-
negar, o se podrdn levantar las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido
no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes son de escaso valor.

8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con
el presente articulo, el Estado Parte requerido deberd, siempre que sea posible,
dar al Estado Parte requirente la oportunidad de presentar sus razones a favor
de mantener en vigor la medida.

9. Las disposiciones del presente articulo no se interpretardn en perjuicio
de los derechos de terceros de buena fe.

Articulo 56. Cooperacion especial

Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte
procurard adoptar medidas que le faculten para remitir a otro Estado Parte que
no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias investigaciones o actuaciones
judiciales, informacién sobre el producto de delitos tipificados con arreglo a la
presente Convencién si considera que la divulgacién de esa informacién puede
ayudar al Estado Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus
investigaciones o actuaciones judiciales, o que la informacién asi facilitada
podria dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al
presente capitulo de la Convencidn.

Articulo 57. Restitucion y disposicion de activos

1. Cada Estado Parte dispondrd de los bienes que haya decomisado con-
forme a lo dispuesto en los articulos 31 6 55 de la presente Convencidn,
incluida la restitucién a sus legitimos propietarios anteriores, con arreglo al
pdrrafo 3 del presente articulo, de conformidad con las disposiciones de la
presente Convencién y con su derecho interno.
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2. Cada Estado Parte adoptard, de conformidad con los principios fun-
damentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra indole que
sean necesarias para permitir que sus autoridades competentes procedan a la
restitucién de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada
por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convencidn, teniendo
en cuenta los derechos de terceros de buena fe.

3. De conformidad con los articulos 46 y 55 de la presente Convencién
y con los pdrrafos 1 y 2 del presente articulo, el Estado Parte requerido:

a) En caso de malversacién o peculado de fondos publicos o de blanqueo
de fondos ptblicos malversados a que se hace referencia en los articulos 17 y 23
de la presente Convencién, restituird al Estado Parte requirente los bienes de-
comisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en
el articulo 55 de la presente Convencidn y sobre la base de una sentencia firme
dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrd renunciar el Estado
Parte requerido;

b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito com-
prendido en la presente Convencidn, restituird al Estado Parte requirente los
bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo
dispuesto en el articulo 55 de la presente Convencién y sobre la base de una
sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrd
renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acre-
dite razonablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los
bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca los danos causados al
Estado Parte requirente como base para la restitucién de los bienes decomisados;

¢) En todos los demds casos, dard consideracién prioritaria a la restitu-
cién al Estado Parte requirente de los bienes decomisados, a la restitucién de
esos bienes a sus propietarios legitimos anteriores o a la indemnizacién de las
victimas del delito.

4. Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el
Estado Parte requerido podrd deducir los gastos razonables que haya efectuado
en el curso de las investigaciones o actuaciones judiciales que hayan posibilitado
la restitucién o disposicién de los bienes decomisados conforme a lo dispuesto
en el presente articulo.

5. Cuando proceda, los Estados Parte podrdn también dar consideracién
especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables,
sobre la base de cada caso particular, con miras a la disposicién definitiva de los
bienes decomisados.
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Articulo 58. Dependencia de inteligencia financiera

Los Estados Parte cooperardn entre si a fin de impedir y combatir la
transferencia del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Con-
vencién y de promover medios y arbitrios para recuperar dicho producto y, a
tal fin, considerardn la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia
financiera que se encargard de recibir, analizar y dar a conocer a las autoridades
competentes todo informe relacionado con las transacciones financieras sospe-
chosas.

Articulo 59. Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales

Los Estados Parte considerardn la posibilidad de celebrar acuerdos o arre-
glos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la coopera-
cién internacional prestada de conformidad con el presente capitulo de la
Convencidn.

Capitulo VI
Asistencia técnica e intercambio de informacion

Articulo 60. Capacitacion y asistencia técnica

1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulard, desarrollard o
perfeccionard programas de capacitacién especificamente concebidos para el
personal de sus servicios encargados de prevenir y combatir la corrupcién. Esos
programas de capacitacién podrdn versar, entre otras cosas, sobre:

a) Medidas eficaces para prevenir, detectar, investigar, sancionar y com-
batir la corrupcidn, incluso el uso de métodos de reunién de pruebas e inves-
tigacién;

b) Fomento de la capacidad de formulacién y planificacién de una po-
litica estratégica contra la corrupcidn;

¢) Capacitacién de las autoridades competentes en la preparacién de
solicitudes de asistencia judicial reciproca que satisfagan los requisitos de la
presente Convencidn;

d) Evaluacién v fortalecimiento de las instituciones, de la gestién de la
y g

funcién puablica y la gestién de las finanzas publicas, incluida la contratacién

publica, asi como del sector privado;

¢) Prevencién y lucha contra las transferencias del producto de delitos
tipificados con arreglo a la presente Convencién y recuperacién de dicho pro-
ducto;
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/) Deteccién y embargo preventivo de las transferencias del producto de
delitos tipificados con arreglo a la presente Convencidn;

¢) Vigilancia del movimiento del producto de delitos tipificados con
arreglo a la presente Convencidn, asi como de los métodos empleados para la
transferencia, ocultacién o disimulacién de dicho producto;

h)  Mecanismos y métodos legales y administrativos apropiados y eficien-
tes para facilitar la restitucién del producto de delitos tipificados con arreglo a
la presente Convencidn;

i) Me¢étodos utilizados para proteger a las victimas y los testigos que
cooperen con las autoridades judiciales; y

j)  Capacitacién en materia de reglamentos nacionales e internacionales y
en idiomas.

2. En la medida de sus posibilidades, los Estados Parte considerardn la
posibilidad de prestarse la mds amplia asistencia técnica, especialmente en favor
de los paises en desarrollo, en sus respectivos planes y programas para combatir
la corrupcién, incluido apoyo material y capacitacion en las esferas mencionadas
en el pdrrafo 1 del presente articulo, asi como capacitacién y asistencia e inter-
cambio mutuo de experiencias y conocimientos especializados, lo que facilitard
la cooperacién internacional entre los Estados Parte en las esferas de la extradi-
cién y la asistencia judicial reciproca.

3.  Los Estados Parte intensificardn, en la medida necesaria, los esfuerzos
para optimizar las actividades operacionales y de capacitacién en las organiza-
ciones internacionales y regionales y en el marco de los acuerdos o arreglos
bilaterales y multilaterales pertinentes.

4. Los Estados Parte considerardn, previa solicitud, la posibilidad de
ayudarse entre si en la realizacién de evaluaciones, estudios e investigaciones
sobre los tipos, causas, efectos y costos de la corrupcidn en sus respectivos paises
con miras a elaborar, con la participacién de las autoridades competentes y de
la sociedad, estrategias y planes de accién contra la corrupcién.

5. A fin de facilitar la recuperacién del producto de delitos tipificados
con arreglo a la presente Convencidn, los Estados Parte podrdn cooperar facili-
tindose los nombres de peritos que puedan ser dtiles para lograr ese objetivo.

6. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de recurrir a la organi-
zacién de conferencias y seminarios subregionales, regionales e internacionales
para promover la cooperacién y la asistencia técnica y para fomentar los debates
sobre problemas de interés mutuo, incluidos los problemas y necesidades espe-
ciales de los pafses en desarrollo y los paises con economias en transicidn.
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7.  Los Estados Parte considerardn la posibilidad de establecer mecanis-
mos voluntarios con miras a contribuir financieramente a los esfuerzos de los
paises en desarrollo y los paises con economias en transicién para aplicar la
presente Convencién mediante programas y proyectos de asistencia técnica.

8. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de hacer contribuciones
voluntarias a la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito con
el propésito de impulsar, a través de dicha Oficina, programas y proyectos en
los paises en desarrollo con miras a aplicar la presente Convencidn.

Articulo 61. Recopilacion, intercambio y analisis
de informacién sobre la corrupcion

1. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de analizar, en consulta
con expertos, las tendencias de la corrupcién en su territorio, asi como las
circunstancias en que se cometen los delitos de corrupcién.

2. Los Estados Parte considerardn la posibilidad de desarrollar y compar-
tir, entre s{ y por conducto de organizaciones internacionales y regionales, es-
tadisticas, experiencia analitica acerca de la corrupcién e informacién con miras
a establecer, en la medida de lo posible, definiciones, normas y metodologias
comunes, as{ como informacién sobre las prdcticas éptimas para prevenir y
combatir la corrupcién.

3. Cada Estado Parte considerard la posibilidad de vigilar sus politicas y
medidas en vigor encaminadas a combatir la corrupcién y de evaluar su eficacia
y eficiencia.

Articulo 62. Otras medidas: aplicacion de la Convencion mediante
el desarrollo econémico y la asistencia técnica

1. Los Estados Parte adoptardn disposiciones conducentes a la aplicacién
6ptima de la presente Convencién en la medida de lo posible, mediante la
cooperacién internacional, teniendo en cuenta los efectos adversos de la corrup-
cién en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible en particular.

2. Los Estados Parte hardn esfuerzos concretos, en la medida de lo po-
sible y en forma coordinada entre si, asi como con organizaciones internacio-
nales y regionales, por:

a) Intensificar su cooperacién en los diversos planos con los paises en
desarrollo con miras a fortalecer la capacidad de esos paises para prevenir y
combatir la corrupcidn;
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b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuer-
zos de los paises en desarrollo para prevenir y combatir la corrupcién con
eficacia y ayudarles a aplicar satisfactoriamente la presente Convencidn;

¢) DPrestar asistencia técnica a los paises en desarrollo y a los pafses con
economfas en transicién para ayudarles a satisfacer sus necesidades relacionadas
con la aplicacién de la presente Convencién. A tal fin, los Estados Parte pro-
curardn hacer contribuciones voluntarias adecuadas y periddicas a una cuenta
especificamente designada a esos efectos en un mecanismo de financiacién de las
Naciones Unidas. Con arreglo a su derecho interno y a las disposiciones de la
Convencidn, los Estados Parte podrdn también dar consideracién especial a la
posibilidad de ingresar en esa cuenta un porcentaje del dinero decomisado o de
la suma equivalente a los bienes o al producto del delito decomisados conforme
a lo dispuesto en la Convencidn;

d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, segtin
proceda, para que se sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo al presente
articulo, en particular proporcionando un mayor nimero de programas de
capacitacién y equipo moderno a los paises en desarrollo a fin de ayudarles a
lograr los objetivos de la presente Convencién.

3. En lo posible, estas medidas no menoscabardn los compromisos exis-
tentes en materia de asistencia externa ni otros arreglos de cooperacién finan-
ciera en los dmbitos bilateral, regional o internacional.

4. Los Estados Parte podrdn celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o
multilaterales sobre asistencia material y logistica, teniendo en cuenta los arreglos
financieros necesarios para hacer efectiva la cooperacién internacional prevista en
la presente Convencién y para prevenir, detectar y combatir la corrupcién.

Capitulo VII
Mecanismos de aplicacion

Articulo 63. Conferencia de los Estados Parte en la Convencion

1. Se establecerd una Conferencia de los Estados Parte en la Convencién
a fin de mejorar la capacidad de los Estados Parte y la cooperacién entre ellos
para alcanzar los objetivos enunciados en la presente Convencién y promover
y examinar su aplicacién.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocard la Conferen-
cia de los Estados Parte a mds tardar un afo después de la entrada en vigor de
la presente Convencidn. Posteriormente se celebrardn reuniones periddicas de la
Conferencia de los Estados Parte de conformidad con lo dispuesto en las reglas
de procedimiento aprobadas por la Conferencia.
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3. La Conferencia de los Estados Parte aprobard el reglamento y las
normas que rijan la ejecucién de las actividades enunciadas en el presente arti-
culo, incluidas las normas relativas a la admisién y la participacién de observa-
dores y el pago de los gastos que ocasione la realizacién de esas actividades.

4. La Conferencia de los Estados Parte concertard actividades, procedi-
mientos y métodos de trabajo con miras a lograr los objetivos enunciados en el
pdrrafo 1 del presente articulo, y en particular:

a) Facilitard las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a
los articulos 60 y 62 y a los capitulos II a V de la presente Convencién, incluso
promoviendo la aportacién de contribuciones voluntarias;

b) Facilitard el intercambio de informacién entre los Estados Parte sobre
las modalidades y tendencias de la corrupcién y sobre pricticas eficaces para
prevenirla y combatirla, asi como para la restitucién del producto del delito,
mediante, entre otras cosas, la publicacién de la informacién pertinente mencio-
nada en el presente articulo;

¢) Cooperard con organizaciones y mecanismos internacionales y regio-
nales y organizaciones no gubernamentales pertinentes;

d) Aprovechard adecuadamente la informacién pertinente elaborada por
otros mecanismos internacionales y regionales encargados de combatir y preve-
nir la corrupcién a fin de evitar una duplicacién innecesaria de actividades;

¢) Examinard periddicamente la aplicacién de la presente Convencién
por sus Estados Parte;

f)  Formulard recomendaciones para mejorar la presente Convencién y su
aplicacién;
¢)  Tomard nota de las necesidades de asistencia técnica de los Estados

Parte con respecto a la aplicacién de la presente Convencién y recomendard las
medidas que considere necesarias al respecto.

5. A los efectos del pdrrafo 4 del presente articulo, la Conferencia de los
Estados Parte obtendrd el necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de
las dificultades encontradas por los Estados Parte en la aplicacién de la presente
Convencién por conducto de la informacién que ellos le faciliten y de los demds
mecanismos de examen que establezca la Conferencia de los Estados Parte.

6. Cada Estado Parte proporcionard a la Conferencia de los Estados
Parte informacién sobre sus programas, planes y pricticas, asi como sobre las
medidas legislativas y administrativas adoptadas para aplicar la presente Con-
vencién, segtin lo requiera la Conferencia de los Estados Parte. La Conferencia
de los Estados Parte tratard de determinar la manera mds eficaz de recibir y
procesar la informacién, incluida la que reciba de los Estados Parte y de
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organizaciones internacionales competentes. También se podrdn considerar las
aportaciones recibidas de organizaciones no gubernamentales pertinentes debi-
damente acreditadas conforme a los procedimientos acordados por la Conferen-
cia de los Estados Parte.

7.  En cumplimiento de los pdrrafos 4 a 6 del presente articulo, la
Conferencia de los Estados Parte establecerd, si lo considera necesario, un me-
canismo u érgano apropiado para apoyar la aplicacién efectiva de la presente
Convencién.

Articulo 64. Secretaria

1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestard los servicios de
secretarfa necesarios a la Conferencia de los Estados Parte en la Convencidn.

2. La secretaria:

a) DPrestard asistencia a la Conferencia de los Estados Parte en la realiza-
cién de las actividades enunciadas en el articulo 63 de la presente Convencién
y organizard los perfodos de sesiones de la Conferencia de los Estados Parte y
les proporcionard los servicios necesarios;

b) Prestard asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro
de informacién a la Conferencia de los Estados Parte segin lo previsto en los
pdrrafos 5 y 6 del articulo 63 de la presente Convencién; y

¢) Velard por la coordinacién necesaria con las secretarfas de otras orga-
nizaciones internacionales y regionales pertinentes.

Capitulo VI
Disposiciones finales

Articulo 65. Aplicacion de la Convencion

1. Cada Estado Parte adoptard, de conformidad con los principios fun-
damentales de su derecho interno, las medidas que sean necesarias, incluidas
medidas legislativas y administrativas, para garantizar el cumplimiento de sus
obligaciones con arreglo a la presente Convencidn.

2. Cada Estado Parte podrd adoptar medidas mds estrictas o severas que
las previstas en la presente Convencién a fin de prevenir y combatir la
corrupcién.
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Articulo 66. Solucion de controversias

1. Los Estados Parte procurardn solucionar toda controversia relacionada
con la interpretacién o aplicacién de la presente Convencién mediante la nego-
clacién.

2. Toda controversia entre dos o mds Estados Parte acerca de la interpre-
tacién o la aplicacién de la presente Convencién, que no pueda resolverse
mediante la negociacién dentro de un plazo razonable, deberd, a solicitud de
uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la
fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de
acuerdo sobre la organizacién del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte
podrd remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante so-
licitud conforme al Estatuto de la Corte.

3. Cada Estado Parte podrd, en el momento de la firma, ratificacion,
aceptacion o aprobacién de la presente Convencién o de la adhesién a ella,
declarar que no se considera vinculado por el pdrrafo 2 del presente articulo. Los
demds Estados Parte no quedardn vinculados por el pdrrafo 2 del presente
articulo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva.

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el
pdrrafo 3 del presente articulo podrd en cualquier momento retirar esa reserva
notificindolo al Secretario General de las Naciones Unidas.

Articulo 67. Firma, ratificacion, aceptacion, aprobacion y adhesion

1. La presente Convencién estard abierta a la firma de todos los Estados
del 9 al 11 de diciembre de 2003 en Mérida (México) y después de esa fecha
en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 9 de diciembre de
2005.

2. La presente Convencién también estard abierta a la firma de las orga-
nizaciones regionales de integracién econémica siempre que al menos uno de los
Estados miembros de tales organizaciones haya firmado la presente Convencién
de conformidad con lo dispuesto en el pdrrafo 1 del presente articulo.

3. La presente Convencidn estard sujeta a ratificacién, aceptacién o apro-
bacién. Los instrumentos de ratificacidn, aceptacién o aprobacién se deposita-
rdn en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. Las organizaciones
regionales de integracién econdémica podrdn depositar su instrumento de ratifi-
cacién, aceptacién o aprobacién si por lo menos uno de sus Estados miembros
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ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificacién, aceptacién o
aprobacién, esas organizaciones declarardn el alcance de su competencia con
respecto a las cuestiones regidas por la presente Convencién. Dichas organiza-
ciones comunicardn también al depositario cualquier modificacién pertinente
del alcance de su competencia.

4. La presente Convencidn estard abierta a la adhesién de todos los Esta-
dos u organizaciones regionales de integracién econémica que cuenten por lo
menos con un Estado miembro que sea Parte en la presente Convencién. Los
instrumentos de adhesién se depositardn en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. En el momento de su adhesién, las organizaciones regionales
de integracién econdmica declarardn el alcance de su competencia con respecto
a las cuestiones regidas por la presente Convencién. Dichas organizaciones
comunicardn también al depositario cualquier modificacién pertinente del al-
cance de su competencia.

Articulo 68. Entrada en vigor

1. La presente Convencién entrard en vigor el nonagésimo dia después
de la fecha en que se haya depositado el trigésimo instrumento de ratificacion,
aceptacion, aprobacién o adhesién. A los efectos del presente pdrrafo, los ins-
trumentos depositados por una organizacion regional de integracién econémica
no se considerardn adicionales a los depositados por los Estados miembros de
tal organizacién.

2. Para cada Estado u organizacién regional de integracién econémica
que ratifique, acepte o apruebe la presente Convencién o se adhiera a ella
después de haberse depositado el trigésimo instrumento de ratificacién, acepta-
cién, aprobacién o adhesidn, la presente Convencién entrard en vigor el trigé-
simo dfa después de la fecha en que ese Estado u organizacién haya depositado
el instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al
pdrrafo 1 del presente articulo, si ésta es posterior.

Articulo 69. Enmienda

1. Cuando hayan transcurrido cinco afios desde la entrada en vigor de la
presente Convencidn, los Estados Parte podrdn proponer enmiendas y transmi-
tirlas al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuacién comu-
nicard toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de los
Estados Parte en la Convencién para que la examinen y adopten una decisién
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al respecto. La Conferencia de los Estados Parte hard todo lo posible por lograr
un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de
lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobacién de la enmien-
da exigird, en tltima instancia, una mayoria de dos tercios de los Estados Parte
presentes y votantes en la reunién de la Conferencia de los Estados Parte.

2. Las organizaciones regionales de integracién econdmica, en asuntos de
su competencia, ejercerdn su derecho de voto con arreglo al presente articulo
con un nimero de votos igual al nimero de sus Estados miembros que sean
Partes en la presente Convencién. Dichas organizaciones no ejercerdn su dere-
cho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo y viceversa.

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el pdrrafo 1 del presente
articulo estard sujeta a ratificacién, aceptacion o aprobacién por los Estados Parte.

4. Toda enmienda aprobada de conformidad con el pdrrafo 1 del presente
articulo entrard en vigor respecto de un Estado Parte noventa dias después de la
fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas
un instrumento de ratificacién, aceptacién o aprobacién de esa enmienda.

5. Cuando una enmienda entre en vigor, serd vinculante para los Estados
Parte que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demds Estados
Parte quedardn sujetos a las disposiciones de la presente Convencidn, asi como a
cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.

Articulo 70. Denuncia

1. Los Estados Parte podrdn denunciar la presente Convencién mediante
notificacién escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia
surtird efecto un afio después de la fecha en que el Secretario General haya
recibido la notificacién.

2. Las organizaciones regionales de integracién econdmica dejardn de ser
Partes en la presente Convencién cuando la hayan denunciado todos sus Esta-
dos miembros.

Articulo 71. Depositario e idiomas

1. El Secretario General de las Naciones Unidas serd el depositario de la
presente Convencidn.
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2. El original de la presente Convencién, cuyo texto en drabe, chino,
espafol, francés, inglés y ruso es igualmente auténtico, se depositard en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, han firmado la presente Convencidn.
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